Google 


This  is  a  digital  copy  of  a  book  that  was  prcscrvod  for  gcncrations  on  library  shclvcs  bcforc  it  was  carcfully  scannod  by  Google  as  parí  of  a  projcct 

to  make  the  world's  books  discoverablc  onlinc. 

It  has  survived  long  enough  for  the  copyright  to  expire  and  the  book  to  enter  the  public  domain.  A  public  domain  book  is  one  that  was  never  subject 

to  copyright  or  whose  legal  copyright  term  has  expired.  Whether  a  book  is  in  the  public  domain  may  vary  country  to  country.  Public  domain  books 

are  our  gateways  to  the  past,  representing  a  wealth  of  history,  culture  and  knowledge  that's  often  difficult  to  discover. 

Marks,  notations  and  other  maiginalia  present  in  the  original  volume  will  appear  in  this  file  -  a  reminder  of  this  book's  long  journcy  from  the 

publisher  to  a  library  and  finally  to  you. 

Usage  guidelines 

Google  is  proud  to  partner  with  libraries  to  digitize  public  domain  materials  and  make  them  widely  accessible.  Public  domain  books  belong  to  the 
public  and  we  are  merely  their  custodians.  Nevertheless,  this  work  is  expensive,  so  in  order  to  keep  providing  this  resource,  we  have  taken  steps  to 
prcvcnt  abuse  by  commercial  parties,  including  placing  lechnical  restrictions  on  automated  querying. 
We  also  ask  that  you: 

+  Make  non-commercial  use  of  the  files  We  designed  Google  Book  Search  for  use  by  individuáis,  and  we  request  that  you  use  these  files  for 
personal,  non-commercial  purposes. 

+  Refrainfivm  automated  querying  Do  nol  send  automated  queries  of  any  sort  to  Google's  system:  If  you  are  conducting  research  on  machine 
translation,  optical  character  recognition  or  other  áreas  where  access  to  a  laige  amount  of  text  is  helpful,  picase  contact  us.  We  encouragc  the 
use  of  public  domain  materials  for  these  purposes  and  may  be  able  to  help. 

+  Maintain  attributionTht  GoogXt  "watermark"  you  see  on  each  file  is essential  for  informingpcoplcabout  this  projcct  and  hclping  them  find 
additional  materials  through  Google  Book  Search.  Please  do  not  remove  it. 

+  Keep  it  legal  Whatever  your  use,  remember  that  you  are  lesponsible  for  ensuring  that  what  you  are  doing  is  legal.  Do  not  assume  that  just 
because  we  believe  a  book  is  in  the  public  domain  for  users  in  the  United  States,  that  the  work  is  also  in  the  public  domain  for  users  in  other 
countries.  Whether  a  book  is  still  in  copyright  varies  from  country  to  country,  and  we  can'l  offer  guidance  on  whether  any  specific  use  of 
any  specific  book  is  allowed.  Please  do  not  assume  that  a  book's  appearance  in  Google  Book  Search  means  it  can  be  used  in  any  manner 
anywhere  in  the  world.  Copyright  infringement  liabili^  can  be  quite  severe. 

About  Google  Book  Search 

Google's  mission  is  to  organizc  the  world's  information  and  to  make  it  univcrsally  accessible  and  uscful.   Google  Book  Search  hclps  rcadcrs 
discover  the  world's  books  while  hclping  authors  and  publishers  rcach  ncw  audicnccs.  You  can  search  through  the  full  icxi  of  this  book  on  the  web 

at|http: //books.  google  .com/l 


Google 


Acerca  de  este  libro 

Esta  es  una  copia  digital  de  un  libro  que,  durante  generaciones,  se  ha  conservado  en  las  estanterías  de  una  biblioteca,  hasta  que  Google  ha  decidido 

cscancarlo  como  parte  de  un  proyecto  que  pretende  que  sea  posible  descubrir  en  línea  libros  de  todo  el  mundo. 

Ha  sobrevivido  tantos  años  como  para  que  los  derechos  de  autor  hayan  expirado  y  el  libro  pase  a  ser  de  dominio  público.  El  que  un  libro  sea  de 

dominio  público  significa  que  nunca  ha  estado  protegido  por  derechos  de  autor,  o  bien  que  el  período  legal  de  estos  derechos  ya  ha  expirado.  Es 

posible  que  una  misma  obra  sea  de  dominio  público  en  unos  países  y,  sin  embaigo,  no  lo  sea  en  otros.  Los  libros  de  dominio  público  son  nuestras 

puertas  hacia  el  pasado,  suponen  un  patrimonio  histórico,  cultural  y  de  conocimientos  que,  a  menudo,  resulta  difícil  de  descubrir. 

Todas  las  anotaciones,  marcas  y  otras  señales  en  los  márgenes  que  estén  presentes  en  el  volumen  original  aparecerán  también  en  este  archivo  como 

tesümonio  del  laigo  viaje  que  el  libro  ha  recorrido  desde  el  editor  hasta  la  biblioteca  y,  finalmente,  hasta  usted. 

Normas  de  uso 

Google  se  enorgullece  de  poder  colaborar  con  distintas  bibliotecas  para  digitalizar  los  materiales  de  dominio  público  a  fin  de  hacerlos  accesibles 
a  todo  el  mundo.  Los  libros  de  dominio  público  son  patrimonio  de  todos,  nosotros  somos  sus  humildes  guardianes.  No  obstante,  se  trata  de  un 
trabajo  caro.  Por  este  motivo,  y  para  poder  ofrecer  este  recurso,  hemos  tomado  medidas  para  evitar  que  se  produzca  un  abuso  por  parte  de  terceros 
con  fines  comerciales,  y  hemos  incluido  restricciones  técnicas  sobre  las  solicitudes  automatizadas. 
Asimismo,  le  pedimos  que: 

+  Haga  un  uso  exclusivamente  no  comercial  de  estos  archivos  Hemos  diseñado  la  Búsqueda  de  libros  de  Google  para  el  uso  de  particulares: 
como  tal,  le  pedimos  que  utilice  estos  archivos  con  fines  personales,  y  no  comerciales. 

+  No  envíe  solicitudes  automatizadas  Por  favor,  no  envíe  solicitudes  automatizadas  de  ningún  tipo  al  sistema  de  Google.  Si  está  llevando  a 
cabo  una  investigación  sobre  traducción  automática,  reconocimiento  óptico  de  caracteres  u  otros  campos  para  los  que  resulte  útil  disfrutar 
de  acceso  a  una  gran  cantidad  de  texto,  por  favor,  envíenos  un  mensaje.  Fomentamos  el  uso  de  materiales  de  dominio  público  con  estos 
propósitos  y  seguro  que  podremos  ayudarle. 

+  Conserve  la  atribución  La  filigrana  de  Google  que  verá  en  todos  los  archivos  es  fundamental  para  informar  a  los  usuarios  sobre  este  proyecto 
y  ayudarles  a  encontrar  materiales  adicionales  en  la  Búsqueda  de  libros  de  Google.  Por  favor,  no  la  elimine. 

+  Manténgase  siempre  dentro  de  la  legalidad  Sea  cual  sea  el  uso  que  haga  de  estos  materiales,  recuerde  que  es  responsable  de  asegurarse  de 
que  todo  lo  que  hace  es  legal.  No  dé  por  sentado  que,  por  el  hecho  de  que  una  obra  se  considere  de  dominio  público  para  los  usuarios  de 
los  Estados  Unidos,  lo  será  también  para  los  usuarios  de  otros  países.  La  l^islación  sobre  derechos  de  autor  varía  de  un  país  a  otro,  y  no 
podemos  facilitar  información  sobre  si  está  permitido  un  uso  específico  de  algún  libro.  Por  favor,  no  suponga  que  la  aparición  de  un  libro  en 
nuestro  programa  significa  que  se  puede  utilizar  de  igual  manera  en  todo  el  mundo.  La  responsabilidad  ante  la  infracción  de  los  derechos  de 
autor  puede  ser  muy  grave. 

Acerca  de  la  Búsqueda  de  libros  de  Google 


El  objetivo  de  Google  consiste  en  organizar  información  procedente  de  todo  el  mundo  y  hacerla  accesible  y  útil  de  forma  universal.  El  programa  de 
Búsqueda  de  libros  de  Google  ayuda  a  los  lectores  a  descubrir  los  libros  de  todo  el  mundo  a  la  vez  que  ayuda  a  autores  y  editores  a  llegar  a  nuevas 
audiencias.  Podrá  realizar  búsquedas  en  el  texto  completo  de  este  libro  en  la  web,  en  la  página|http :  /  /books  .  google  .  com| 


I 

^^^^^ 

t 

LEUND-SCWFOBD-J 

VNlOR-WWERSnr 

m 

■ 

y                               ^^^ 

1 

^H 

'1 

-     •  ■  -  - 

• 

• 

•v.'í^ 

A  ^ 

• 

■v 

• 

OBRAS  COMPLETAS 


DON    ANDRÉS    BELLO 


SanliagOy  Sclicmbre  5  ele  1812. 

Por  cuanto  el  Congreso  Nacional  ha  discutido  i  aprobado  el  si- 
guiente 

PROYECTO  DE  LEÍ 

AiiT.  !••  En  recompensa  a  los  servicios  prestados  al  país  por  el  señor 
don  Andrés  Bollo,  como  escritor,  profesor  i  codificador,  el  Congreso 
decreta  la  suma  de  quince  mil  pesos,  que  se  inscribirá  por  terceras 
partes  en  los  presupuestos  correspondientes,  para  que  se  haga  la  edi- 
ción completa  do  sus  obras  inéditas  i  publicadas. 

Art.  2.<>  La  Universidad  nombrará  a  uno  o  dos  comisionados  que 
se  entiendan  con  los  de  la  familia  del  ilustre  autor,  para  proceder  a 
la  edición  do  dichas  obras,  haciendo  las  contratas  con  los  impresores^ 
obteniendo  en  virtud  de  recibos  los  fondos  que  se  decretaren,  invir- 
tiéndolos  i  respondiendo  de  su  inversión. 

Art.  3.0  La  edición  no  será  de  menos  de  dos  mil  ejemplares,  i  de 
ellos  se  entregarán  quinientos  al  Estado,  quien  no  podrá  venderlos  a 
menos  de  dos  pesos  cada  volumen.  El  resto  de  la  edición  correspon- 
derá a  los  herederos  respectivos. 

Art.  4.«  El  texto  de  esta  lei  irá  impreso  en  el  reverso  de  la  primera 
pajina  de  cada  volumen. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  do  Estado,  lo  he  aprobado  i  san- 
cionado; por  tanto,  promulgúese  i  llévese  a  efecto  como  lei  de  la 
república. 

Federico  Errázuriz. 

Abdon  Cifuentes. 
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Don  Andrés  Be)lu  cooperó  a  la  mejora  i  desenvolvi- 
miento de  la  instrucción  primaria,  media  i  superior  en 
Chile  con  sus  consejos,  sus  lecciones  i  sus  escritos. 

El  autor  de  la  Gramática  Castellana  i  del  Proyecto 
del  Código  Civil  era  un  insigne  humanista  a  la  par  que 
un  eminente  jurisconsulto. 

Sus  profundos  conocimientos  en  diversas  secciones 
del  saber  humano  le  habilitaban  para  ocuparse  con  acier- 
to en  tan  grandiosa  empresa. 

Desde  que  llegó  al  país,  Uivo  ocasión  de  emplear  su 
vasta  intelijencia  en  beneficio  de  la  enseñanza  pública  i 
privada. 

La  carrera  del  foro  era  lo  mas  frecuentada  i  socorrida 
en  esa  época;  pcrtj  había  en  ella  lagunas  que  llenar  i 
estorbos  que  remover. 

Véase  lo  que  se  afirmaba  en  el  número  5  de  El  Arau^ 
cano  de  16  de  octubre  de  1830  con  relación  a  la  acade- 
mia de  práctica  forense;  i  el  lector  prodrá  formarse  idea 
del  atraso  lamentable  en  que  se  hallaba  el  estudio  de  la 
juri.sprudencia  entre  nosotros. 
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«Ilai  en  Chilo  una  academiú.  de  pi'áctica  forense,  en  la 
cual  deben  fürmarao  los  amparadores  do  loa  derechos 
individuales,  los  defensores  do  las  leyes,  1  por  decirlo 
de  una  voz,  el  depósito  do  los  Iiombres  públicos  que  ban 
de  ocupar  los  principales  destinos  do  Chile;  i  so  halla  I 
on  tal  estado  do  abandono,  que  aun  no  tiene  un  lugar 
para  sus  sesiones.  Careco  Iiasta  do  un  roglamonto  orgá- 
nico; i  puede  decirse  quo  solo  so  mantiene,  porque  unos 
cuantos  jóvenes  do  los  que  aspiran  a  ejercer  la  profesión 
de  la  abogacía  tienen  voluntad  de  concurrir  en  los  dias 
de  reunión.  No  bal  estímulos  que  los  inciten  al  estudio, 
ni  penas  quo  los  obliguen  a  la  concurrencia.  Así  es  que 
parece  que  no  existiera  ese  interesante  taller,  donde  los 
profesores  del  derecho  aprenden  la  práctica  do  los  jui- 
cioSj  i  so  apoderan  do  los  medios  que  las  leyes  estable- 
cieron para  pedir  la  aplicación  de  sus  disposiciones. 

«Es  como  una  especie  do  edificio  arruinado,  cuyos  es- 
combros están  manifestando  lo  que  fué;  pero  fácilmonto 
puede  rehacerse  con  la  solidez  que  requiere,  i  darle  todo 
el  esplendor  i  aparato  que  merece,  i  que  proporcionan 
el  estado  de  las  luces,  el  decoro  do  la  profesión  do  abo- 
gado, i  sus  nobles  objetos.  Un  reglamento  aprobado  por 
el  gobierno  i  mandado  observar  estrictamente  por  la 
ilustrisima  corto  de  apelaciones,  a  quien  correspondo 
por  las  leyes  expedir  los  títulos  do  abogado,  sería  lo 
bastante  para  dar  a  la  academia  de  práctica  la  elevación 
de  que  es  digna, 

«Nada  importarla  que  indicásemos  el  mal,  si  noscílalá- 
scmos  loa  remedios,  pues  justamente  podria  decírsenos 
que  el  espíritu  de  censura  guiaba  nuestm  pluma;  poro, 
para  que  se  vea  que  nuestro  objeto  es  pedir  el  remedio 
del   mal  que  liemos  apuntado,  presentaremos  algunas 
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ideas  que  el  deseo  de  mejorar  este  establecimiento  nos 
ha  hecho  concebir,  i  son  las  bases  de  un  reglamento,  o 
constitución  de  la  academia. 

a  Esta  debe  componerse  de  miembros  en  ejercicio,  que 
son  los  practicantes;  de  jubilados,  que  son  los  abogados 
recibidos;  de  supernumerarios,  que  son  aquéllos  que,  es- 
tudiando la  teoría  del  derecho,  desean  tomar  nociones  an- 
ticipadas de  las  fórmulas  forenses;  i  de  oyentes,  en  cuya 
clase  pueden  induií-se  los  escribanos,  receptores  i  todos 
aquéllos  que  aspiren  a  ejercer  esta  carrera.  Para  ser 
admitidos  a  la  clase  de  practicantes  en  ejercicio,  deben 
presentar  el  título  de  bachiller  en  cánones  i  leyes  de  la 
universidad,  i  desempeñar  un  acto  público  sobre  algún 
punto  de  derecho  en  la  academia,  sosteniendo  los  argu- 
mentos que  se  propongan  a  íin  de  conocer  practicamen- 
ta  la  capacidad  del  aspirante.  Para  supernumerarios,  se 
cxijirá  un  certifícado  de  hallarse  estudiando  las  faculta- 
des designadas  para  llegar  a  la  profesión  de  abogado;  i 
para  la  de  oyentes,  el  permiso  del  presidente  de  la  aca- 
demia. 

ff  A  fin  de  estimular  a  los  jóvenes,  la  corte  de  apelacio- 
nes no  debe  admitir  en  sus  estrados  a  oír  práctica  a  nin- 
guno que  no  presente  el  certificado  de  la  academia  de 
haberse  recibido  de  practicante  en  ejercicio. 

«Para  que  concurran  a  las  sesiones  o  pasos,  se  puedo 
establecer  que  por  cada  tres  faltas  que  hagan  en  el  tiem- 
po que  la  Ici  les  exijo  de  práctica,  se  les  obligue  a  cur- 
sar un  mes  mas,  sin  tener  consideración  a  que  las  faltas 
sean  seguidas  o  saltadas;  i  solo  podrán  ser  absucltos  de 
ellas  por  enfermedad  legalmentc  acreditada,  o  por  ocu- 
pación indispensable,  i  para  esto  se  llevará  por  el  secre- 
tario un  libro  correspondiente.  Esta.^  son  las  bases  sobre 
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las  üualos  puedo  organizarse  un  i'eglamenlio,  que  estimu- 
le la  aplicación  de  los  jóvenes:  lo  demás  que  corresponda 
para  la  organización  de  la  academia,  es  tan  sencillo,  que 
ttc  omite  por  no  ocupar  tiempo  en  vano.» 

Don  Andrés  Bello  dio  en  Santiago  loceionos  orales  de 
gramática  castellana  i  latina,  do  derecho  natural,  inter- 
nacional i  romano,  i  de  literatura. 

Designó,  como  texto  para  la  enseñanza  de  este  v'dtimo 
ramo,  el  Arle  de  hablaren  prosa  i  verso  por  don  José  Ma- 
merto Gómez  Ilermosilla, 

Ei  libro  indicado,  tan  menospreciado  en  la  actualidad, 
era  entóneos  mui  aplaudido  en  Espai^a,  sin  que  le  falten 
aun  ahora  sus  adeptos. 

«Eatoa  elementos,  dice  don  Eujenio  do  Ochoa,  son  in- 
disputablemente los  mejores  que  se  han  publicado  ori- 
jinales  en  castellano  sobro  retórica  i  poéiica,  tanto  por 
la  sabia  coordinación  de  la  materia,  cnanto  por  la  teoría 
orijinai,  pero  verdadera  del  aulor  acerca  de  law  formas  i 
de  la  expresión  de  los  pensamientos,  que  desenvuelve 
en  el  tomo  I.» 

Don  Andrés  Bello,  como  don  Eujenio  de  Ochoa,  en- 
contraba algunas  partes  de  la  obra  bien  pensadas,  aun 
cuando  censuraba  otras  rumo  erróneas  e  infundadas,  lo 
que  conlribuia  a  hacer  su  clase  mas  alracliva  i  picante. 

El  docto  maestro  de  la  juventud  chilena  oxplici')  ol  de- 
recho natural,  sirviéndose  de  un  tratado  que  él  mismo 
había  compuesto,  en  el  cual  predominaban  las  doctrinas 
de  Bentham;  i  el  derecho  romano,  según  un  compendio 
escrito  por  Heineccio,  a  que  se  agregaba  la  lectura  obli- 
gatoria de  los  Comentarios  do  Vinnio. 

En  183?,  don  Andrés  líelln  dio  a  la  estampa  su  cono- 
cida obra  litulada  Principios  de   dorcchn  internacional, 
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de  la  que  se  han  hecho  varias  eclici<ínos  en  América  i 
Europa. 

El  ¿9  de  octubre  de  1S48,  decia  en  un  discurso  leído 
anie  el  claustro  pleno  de  la  universidad: 

«Yo  desearía,  señores,  que  el  estudio  de  la  jurispru- 
dencia romana  fuese  algo  mas  extenso  i  profundo.  Lo 
miro  como  fundamental.  Para  Alcanzar  su  fin,  no  basta 
<|ue  se  aprenda  la  nomenclatura  de  la  ciencia,  i  que  se 
aílquiera  una  tintura  de  reglas  i  prescripciones  inaplica- 
bles muchas  veces  a  nuestra  práclica.  El  objeto  de  que 
se  trata,  es  la  formación  del  jurisconsulto  cienlífico;  el 
aprendizaje  de  aquella  lójica  especial,  tan  necesaria  pai*a 
la  interpretación  i  aplicación  de  las  leyes,  i  que  forma 
el  carácter  que  distingue  eminentemente  la  jurispruden- 
cia de  los  romanos.  Para  hacerlo,  es  preciso  poner  al 
alumno  en  estado  de  consultar  las  fuentes;  i  el  métndo 
históríco  es  el  que  nos  las  hace  accesibles.  Yo  abusaría 
de  vuestra  paciencia,  si  tratase  de  recomendar  este  mé- 
todo con  autoridades  de  los  jurisconsultos  mas  eminen- 
tes de  nuestros  dias.  Ni  creo  tampoco  que  sea  menester 
refutar  la  preocupación  de  aquéllos  que  desconocen  la 
utilidad  práctica  del  derecho  romano,  sobre  todo  en  paí- 
ses cuya  lejislacion  civil  es  una  emanación  i  casi  una  co- 
pia de  la  romana.  Basta  decir  que  en  ninguna  época  ha 
sido  mas  altamente  apreciado,  ni  mas  jencralmente  re- 
comendado su  estudio,  aun  bajo  el  punto  de  vista  déla 
práctica  judicial  i  forense.  Yo  citaré,  con  Savigny,  el 
ejemplo  de  los  jurisconsultos  franceses,  que  se  sirven, 
dice,  del  derecho  romano  con  mucha  habilidad,  para  ilus- 
trar i  completar  su  código  civil,  obrando  así  según  el 
verdadero  espíritu  de  ese  mismo  c()digo. 

«Yo  deduzco  de  estas  observaciones  la  necesidad  de  dar 


íilgiin  ciisanclio  al  pstmli')  del  derecho  romano,  por  me- 
dio de  un  texto  mas  comprensivo  i  sufitancial.  El  que 
sirvo  alwra  es  demasiado  mezquino  i  pobre;  i  la  instruc- 
ción que  suministra  no  es  comparable  a  la  que  se  daba 
en  nuestros  mismos  establecí  míen  tos  literarios  cuarenta 
o  cincuenta  anos  há.  La  formación  do  un  nuevo  texto, 
en  que  se  do  a  la  materia  la  amplitud  que  rcckima,  apro- 
vechándonos para  ello  do  lo  mucho  i  excelente  que  so 
ha  publicado  en  Alemania  i  la  Francia  en  entos  lUtimos 
años,  es  una  obra  a  que  la  facultad  de  leyes  se  ha  cvoi- 
do  llamada,  i  en  que  ya  so  trabaja.» 

Guiado  por  este  propósito,  don  Andrés  Bello  enriquc- 
cij  el  texto  de  Ileiuccxñú  cjn  correcciones  impartanto-i, 
con  adiciones  numerosas  i  con  ñolas  explicativas  cuyos 
nialoriales  sacaba  del  derecho  civil  i  do  sus  comentado- 
res mas  famosos. 

Ei  diminuto  compendio  se  Irasformó  así  en  una  obra 
majislral,  que  lie  visto  parle  manuscrita  i  parto  improsa 
en  el  establecimiento  lipogiáfico  dirijido  por  &u  hijo  don 
Andrés  Ricardo  Dello  i  don  Felipe  Santiafrn  Malta. 

Hl'  aquí  la  introducción: 


T^as  leyes  romanas  forma!)aii  on  liempo  del  emperador 
Jusliniano  una  masa  inmensa  i  hctorojénca  acumulada 
en  el  espacio  de  trece  siglos,  durante  los  cuales  Roma, 
pequeña  aldea  a  las  orillas  del  Tíber,  subió  por  grados 
a  la  dominación  del  mundo  i  pasó  sucesivamente  por 
todas  las  diversas  formas  do  gobierno;  monarquía  cons- 
titucional en  su  infancia;  aristocracia  tiránica  en  su  ado- 
lescencia; democracia  templada  por  el  influjo  do  la  rcli- 
jion  i  do  la  nobleza  en  la  odad  do  su  mayor  virtud  i 
gloria;  dcmocr.icia  lumulluo.-in,  destrozada  por  las  faccin- 
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nes;  i  en  fin,  imperio  despótico,  que  en  el  Occidente  fue 
presa  de  los  bárbaros,  i  en  el  Oriente  conservó  largo 
tiempo  una  sombra  de  poder  i  opulencia. 

Las  transformaciones  del  orden  político,-  i  el  sucesivo 
incremento  del   poder  i  de  la  riqueza  influyen  sobre  las 
costumbres,  como  las  costumbres  sobre  el  derecho  civil, 
que  es  en  todas  parles   su  imájcn.    El  derecho  de  una 
nación,  semejante  a  su  lengua,   no  esla  nunca  fijo;  i  su 
existencia  es  una   serie  continua  de  alteraciones  i  mu- 
danzas. De  aquí  la  necesidad  de  refundir  de  tiempo  en 
tiempo  la  lejislacion  escrita.  La  primera  tentativa  de  es- 
ta especie  fue  la  de  las  Doce  Tablas^  compilación  confia- 
da a  una  majistratura  extraordinaria,  compuesta  de  diez 
senadores  llamados  decenviros,  que  inc  rporaron  en  ella 
las  leyes  \ijentes  i  las  usanzas  patrias  al  lado  de  la  cons- 
titución política.  Jeneralmente  se  cree  que,  para  asegu- 
rar el  acierto  de  la  obra,  se  enviaron  tres  comisionados 
a  Atenas,  que  obser\'asen  las  instituciones  de  la  Grecia, 
i  a  su  vuelta  diesen  cuenta  de  lo  que  les  pareciese  adap- 
table a  la  joven  república.  Pero,  aunque  esta  misión  ul- 
tramarina parece  un  lieclio  histórico  comprobado;  si  de- 
Ixímos  estar,  dice  Nicbuhr,  a  la  relación  entre  las  leyes 
civiles  áticas  i  las  de  las  Doce  Tablas^  es  preciso  creer,  o 
que  en  la  noticia  de  este  suceso  se  introdujo  equivocada- 
mente el  nombre  de  Atenas,  o  que  los  comisionados  no 
hallaron  allí   ninguna  cosa  que  pudiese  aplicarse  a  Ro- 
ma;  porque  en   todo  lo  que  es  esencial  i  característico 
relativamente  a  los  dereclios  personales,  a  las  formas  de 
los  actos  legales  i  a  los  procedimientos  judiciales,  los 
dos  códigos  no  ofrecen   la  menor  semejanza  entro  sí;  i 
en  donde  se  columbra  alguna,  es.  o  por  la  naturaleza  de 
los  objetos,  que  producía  de  suyo  cierto  viso  de  con!'í)r- 


midad  jeneral,  o  por  la  preexistencia  de  algún  grande  i 
extenso  principio  de  afinidad.   I  este  argumento  milita, 

no  solo  Dintra  Atenas,  sino  contra  todas  las  otras  rcpú- 
Iiiicas  griegas,  excepto  las  de  Italia,  cuya  coincidencia 
con  los  romanos  se  explica  por  el  influjo  que  sobre  éstos 
i  aquéllas  ejeixieron  a  la  par  las  costumbres  a  institu- 
ciones (le  las  razas  nativas.  I^o  cierto  es  que  Roma  no 
se  curó  de  imitar  en  sus  leyes  cioiles  ningún  modelo  ex- 
tranjero. El  pueblo  sancionó  las  leyes  de  las  Doce  Tablis 
hacia  el  año  304  de  Roma. 

Fueron  la  ba.se  del  dereclio  cinl  basta  el  tiempo  do 
Justiniano.  Pero  los  acuerdos  del  pueblo  i  la  simple  cos- 
tumbre introdujeron  en  esta  primitiva  jurisprudencia 
grandes  innovaciones,  aun  bajo  los  auspicios  de  la  ro- 
pública.  La  práctica  del  antiguo  dereclio  consistía,  dice 
Savigny,  en  actos  simbólicos,  i  formas  rigorosamente 
determinadas,  En  su  estudio  i  su  aplicación,  so  ocupaban 
los  jurisci)nsultos,  profesi.m  altamente  respetada.  Sus 
primeros  libros  no  tenían  otro  objeto.  Bajo  su  custodia, 
estábala  pureza  orijina!  del  deroctio. 

Extendiendo  loH  rouiamissu  dominación  sobro  todn 
la  Italia  i  mas  allá,  preciso  era  que  su  carácter  perdiese 
algo  de  su  cilor  pi-imitivo;  que  un  linio  mas  jenoral  lu- 
ciese desaparecer  poco  a  poco  su  orijinalidad;  i  que  el 
dcrocbo  siguiese  también  esta  irresistible  tendencia.  Al 
lado  del  antiguo  derecho  nacional  (derecho  de  los  oiuda- 
danoH,  jus  cimla),  se  levantó  un  derecho  universal,  iki- 
tural  (derecho  de  las  naciónos,  jus  nenHwn).  Nacido  de 
las  comunicaciones  am  los  extranjeros,  no  existió  desde 
luego  sino  para  i^ston;  I  fué  colorado  en  liorna  bajo  la 
auloridatl  df  un  pretor  Ci^pocial.  Succnivamcnle  los  go- 
bernadorí^s  romiuii"»  l.nqiliiviron  a  hus  provincia^;;  poro, 
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■  en  viriud  de  ]3ui  mMüticadonea  que  el  coráoler  de  loa  ro- 
r  inanias  mismos  experimonlalKi,   »u  juseiviteee  Fué  asi- 
)  niiinndu  poco  a  poco  al  jiis  genlcum;  i  los  edictos  de  los 
[  tiu-ijjstrados  era  lo  que  principalmente  rebaba  esta  asi- 
I  titiladün.    Asi  que,   litsjtirisctínsulto»  t  t09   majistrados    ' 
I  ejercian  innuencias  contraria»  sobre  el  derecho:  los  unos 
iraU-ijaban  en   coní«rvar  lo  antiguo,  los  otros  en  intro- 
ducir con  tiento  1  circunspección  lo  nuevo.  De  esta  nía- 
I  ñera,  la  lei  do  las  Üoce  Tablas  i  los  edictos  de  los  majis- 
trados eran  las  principales  fuentes  de)  derecho  cuando 
expiró  la  república. 
Bajf»  los  emperadores,  los  decretos  del  pueblo  o  del 
I  senado  continuaron  algún  tiempo  extendiendo  o  modifi- 
cando et  antiguo  derecho  civilj   pero  el  edicto  pretorio 
ocupaba  de  día  en  día  mus  tugar  en  él.  Varias  circuns- 
'  tancias  concurrían   a  ello.   Un    hecho  salla  a  los  ojos 
mando  bc  recurre  la  lar^a  i  móvil  historia  del  derecho 
romano  desde  la-s  Doce  Tablas  hasta  Justiniano;  i  es  la 
marcha  inxersa  de  las  leyes  privadas  i  de  las  insiitucio- 
ite»  políticas,    porfeccionándosc  aquéllas  mientras  éstas 
se  alteran  i  degradan.    A  medida  que  el  derecho  público 
desaparece,  el  derecho  privado  se  hace  mas   equítativoi 
i  las  garantías  que  dejan  de  protcjcr  la  vida  pública,  ro- 
dean t   defienden  al  hombre  en  el  hogar  doméstico.  El 
derecho  primitivo  de  Roma,  tan  duro,  tan  opresivo  para 
lodo  lo  que  no  era  ciudadano  romano,  ve  desterradas 
püon  a  poco  sus  ficciones  l^;ales  por  las  sanas  nociones 
de  la  equidad  natural.  El  deredio  quiritario,  aquel  'de- 
recho tan  cnvencional  de  Roma,  cae  con  la  república, 
como  la  dignidad  del  ciudadano,  i  se  pierde  de  vista  ba- 
jo  el  nivel  del  imperio.  La  patria  potcstafl,  el  dominio 
del  amo  wibre  el    esclavo,  se  humanizan   gradualmente; 
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el  derecho  de  ciudad,  de  que  antes  era  Roma  lan  mez- 
quina, 8C  cxUciiüc  a  medida  que  los  derechos  del  ciuda- 
dano se  mcn  iscaban,  i  luego  que  dejan  éstos  de  tener 
un  valor  rea!,  se  prodiga  a  todos.  A  las  ficciones  de  la 
agnación  civil,  sucede  la  cognación  natural.  La  verdad  i 
la  equidad  entran  en  los  códigos,  cd  paso  que  la  libertad 
sale  de  ellos;  i  el  cristianismo,  emancipación  moral  del 
hombre,  completa  la  mejora  que  habían  comenzado  las 
leyes. 

Ademas,  de  tal  modo  se  había  desviado  o!  derecho  de 
su  forma  primitiva,  que  era  necesario  grande  arto  para 
reducir  a<iuella  multitud  de  fuentes  heterojéncaa  a  los 
resultados  simples  que  requiere  la  práctica.  Como  los 
pretores  i  jueces  no  podían  ya  beber  directamente  en  las 
fuentes,  se  veían  precisados  a  valerse  de  trabajos  ciontí- 
ílcos.  Kl  ardor  con  que  se  cultivaba  la  ciencia  en  el  seno 
do  la  nación,  vino  a  satisfacer  esta  necesidad.  El  contac- 
to de  la  Grecia  vivificaba  toda  la  literatura  romana;  i  do 
esta  animación  participó  la  jurisprudencia.  Roma  no  te- 
nia venero  mas  rico  que  beneficiar;  i  no  era  posible  quo 
los  ciudadanos  dejasen  de  ocurrir  a  él.  En  tiempo  de  la 
república,  la  elocuencia  i  la  jurisprudencia  conducían 
con  no  menos  seguridad  que  las  armas  al  favcrr  del  pue- 
blo i  a  la  gloria.  Poro  la  elocuencia,  primera  do  las  ar- 
les pacificas  en  los  días  de  la  libertad,  vio  perecer  con 
ella  su  lustre  i  su  podor.  De  todas  las  parles  de  la  vida 
pública,  el  derecho  civil  era  la  sola  en  que  la  vieja  Roma 
podia  reconocerse  a  sí  misma.  Los  corazones  de  tos  ver- 
daderos romanos  encontraban  allí  la  patria.  Todo  so 
reunía,  pues,  para  elevar  la  jurisprudencia  a  la  altura  en 
que  la  vemos  en  el  segundo  i  tercer  siglo  de  la  era  cris- 
tiana, allura  a  (¡uc  no  alcanzó  jamas  en   otro  pueblo  ni 
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en  otro  tiempo  alguno.  Poro  esta  euperioriclad  solitaria 
no  podia  sostenerse  en  medio  do  la  decadencia  univer- 
sal. El  progreso  i  la  vida  cesaron  para  la  juríspmdoncia 
misma;  i  los  jurisconsultos  de  aquella  edad  üiislro  pcp- 
pcluaron  por  esta  circunstancia  i  jxir  su  propio  méi-ito 
la  autoridad  de  que  gozaban,  i  deque  sus  suoCBorea  no 
participaron.  La  dificultad  de  beber  en  las  Tuentes  1  la 
necesidad  de  recurrir  a  los  escritos  cientííicos  de  los  úl- 
timos jurisconsultos  célebres,  se  aumenlai'on  con  la  es- 
terilidad de  las  joncraciones  posteriores. 

A  las  otras  fuentes  del  derecho,  se  juntaron  entonces 
las  constituciones  de  los  emperadores,  que  al  principio 
no  eran  mas  que  rescriptos,  esto  es,  respuestas  o  dictá- 
menes sobre  el  dereclio  existente,  dirijidos  a  majistrados 
o  particulares,  i  por  lo  tanto  semejantes  a  las  respuestas 
dolos  junaconsultos,  aunque  de  mas  autoridad.  Pero, 
desde  Conslanlino,  lalcjislacion  tomó  un  carácter  nuevo; 
multiplicáronse  los  edictos  u  ordenanzas  inipcriales,  quo 
amenudo  innovaban,  porque  el  imperio  del  cristianismo 
liabia  lieciio  una  revolución  en  las  antiguas  ideas.  Estas 
nuevas  fuentes  del  derecho  tenían  a  lo  menos  la  ventaja 
de  comprenderse  mejor  i  de  poderse  aplicar  mas  fácil- 
mente a  las  necesidades  del  momento;  i  a  esto  se  agre- 
gaba quo  no  presentaban  el  menor  vestijio  de  aquellas 
transformaciones  cicntílicas  o  injeniosas  que  en  el  edic- 
to dol  pretor  hacían  mas  difícil  la  aplicación  del  derecho 
antiguo. 

H6  aquí,  pues,  cuáles  eran  las  fuentes  del  derecho  a 
principios  del  siglo  V;  en  teoría,  los  antiguos  decretos 
ilel  pueblo,  los  senadoconsultos,  los  edictos  délos  majis- 
trados romanos,  las  constituciones  de  los  emperadores  i 
las  usanzas   no  escrita'?.    Las  Doce  Tabiis  eran  todavía 


la  base;  todo  se  apoyaba  en  ellaa,  como  complemento  o 
modificación.  Mas  en  la  práctica,  solo  rejían  la.s  obras 
do  los  grandes  juriaomsultns  i  laíj  constitucinncs. 
•  Unas  i  otras,  con  todo,  ocasionaban  dificulladea.  Mu- 
cho ha,b¡an  becho  sin  duda  los  jurisconsultos  poniendo 
las  antiguas  fuentes  del  derecho  a  el  alcance  do  un  juez 
lego.  Paulo  i  Ulpiano  le  enseñaban  lo  que  de  aque- 
llas leyes  subsistia  i  ora  aplicable  al  estado  presente. 
Pero  ¿qué  medio  habla  de  fundir  en  una  sola  las  doctri- 
nas de  tantos  autores?  Poseerlos  todos  o  la  mayor  parte, 
cuando  se  vendían  a  tanto  precio  los  manuscritos,  hubie- 
ra sido  dispendioso  i  difícil;  i  estudiar  su  espíritu  en 
aquellos  tiempos  tenebrosos,  imposible.  Los  grandes  ju- 
risconsultos discordaban  no  pocas  veces;  ¿cómo  conci- 
liarios? lió  aquí  embarazos,  dudas,  inconsecuencias,  ar- 
bitrariedad en  la  administración  de  justicia. 

La  famosa  constitución  de  Valentiniano  III  en  496 
vino  a  remediar  estos  malos.  Limitada  primero  al  Occi- 
dente, so  insertó  en  el  Código  Teodosiano  i  se  extendió 
así  al  Oriente.  Ella  dio  fuei-za  do  lei  a  todos  los  escritos 
de  los  cincjjs  ¡iirisconsultos,  Papiniano,  Paulo,  Cayo, 
Ulpiano  i  Modestino,  menos  las  notas  de  Ulpiano  i  Paulo 
a  Papiniano.  Los  otros  jurisconsultos  no  hacían  leí,  si- 
no en  cuanto  su  doctrina,  injerida  o  comentada  en  las 
obras  do  aquellos  cincOj  formaba  parte  de  ellas.  Si  los 
cinco  no  estaban  acordes,  se  contaban  los  votos;  en  caso 
de  empate,  provalecia  Papiniano;  i  si  éste  no  había  tra- 
tado la  materia,  tocaba  al  juez  decidir. 

Las  constituciones  presentaban,  aunque  no  en  tanto 
grado,  las  mismas  diíiculladcs.  Era  imposible  poseerlas 
i  conocerlas  todas.  De  aqui  la  necesidad  de  recopilarlas. 
I^as  primeras  coleccionen  propiamente  dichas,  los  Codujos 
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Gregoriano  i  Ilermojeniano^  de  que  solo  quedan  frag- 
mentos^ fueron  ordenados  en  tiempo  de  Constantino  por 
dos  jurisconsultos,  que   no  se  sabe  bien  si  se   l)|imaron 
como  sus  códigos,  o  Gregorio  i  Ilermójenes.  Mucho  nlSus 
importante  fué  el  código  de  Teodosio  II,  que  llevaba  la 
sanción   de  la  autoridad  imperial,  de  que  carecieron 
aquellas  dos  colecciones  formadas  por  individuos  particu- 
lares^ i  contenia  los  edictos  imperiales  promulgados  des- 
de el  tiempo  de  Constantino.  Compilado  en  Constant ino- 
pia, el  año  de  438,  obtuvo  fuerza  de  lei  en  ambos  imperios. 
Pero  presentáronse  nuevas  ocasiones  de  promulgar  edic- 
tos, i  el  número  de  estas  novelas  creció  tanto^  que,  a 
principios  del  siglo  VI,  era  ya  necesaria  una  nueva  re* 
copilacion. 

EIl  derecho  romano,  destinado  al  principio  a  los  habi- 
tantes de  Roma  i  solo  a  ellos,  permaneció  reducido  al 
recinto  de  aquella  república  largo  tiempo.  Sometidos  los 
pueblos  de  Italia  i  hechos  partícipes  de  la  ciudadanía 
romana,  desaparecían  poco  a  poco  las  costumbres  loca- 
les: la  organización  de  Roma  abrazó  a  la  Italia  toda,  i 
sus  leyes  la  dominaron.  De  la  misma  manera,  se  fué  ex- 
tendiendo la  lejislacion  romana  a  los  países  extranjeros 
reunidos  al  imperio  con  el  título  de  provincias.  Mas  no 
se  crea,  por  eso,  que  el  derecho  nacional  de  cada  país 
expirase  bajo  la  conquista:  todo  lo  contrario,  subsistía; 
i  el  derecho  romano  rejia  solo  a  los  romanos  que  habi- 
taban la  provincia.  Caracala  concedió  la  ciudadanía  ro- 
mana a  todos  los  subditos  del  imperio  que  no  eran  es- 
clavos; pero  ni  aun  esto  dio  al  derecho  de  Roma  una 
dominación  exclusiva,  sino  cuando  se  hubo  poco  a  poco 
borrado  el  carácter  nacional  de  cada  pueblo,  a  lo  que 

sin  duda  contribuyó  el  edicto  de  Caracala.   La  transfor- 
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macion  fué  tan  completa)  que  en  las  Galias  í  la  Espaüa, 
por  cjoraplo,  todos  adoptaron  la  lengua  i  las  costumbres 
de  loa  romanos;  i  aun  los  países  cjuc  conservaron  su 
lengua,  como  la  Grecia,  adoptaron  el  dereclio  do  líoma, 
como  la  existencia  sola  de  la  lejislacion  de  Justiniano  lo 
prueba  irrefragablemente.  Aun  antes  de  Constantino,  el 
derecho  romano  era  la  leí  do  todas  las  provincias  i  de 
lodos  los  subditos  del  imperio. 

Asi,  a  principios  del  siglo  VI,  las  verdaderas  fuentes 
del  derecho  eran: 

I."  Los  escritos  de  los  jurisconsultos  según  las  reglas 
dadas  en  la  constitución  de  Valentiniano  III; 

2."  Los  rescriptos  comprenf^idos  en  los  códigos  Ore- 
goriano  i  tiormojeniano; 
3."  El  código  de  Teodosío  II; 

A."  Las  novelas  promulgadas  después  que  este  código. 

Mas,  aun  reducidas  así  las  fuentes,  no  estaban  a  el 

alcance  do  los  hombres  de  aquellos  tiempos.  Sentíase  la 

necesidad  de  una  nueva  reforma,  i  ésta  fué  la  que  para 

el  imperio  de  Oriente  emprendió  Justiniano. 

Permítasenos  añadir  a  esta  breve  reseña  histórica,  !a 
elocuente  apreciación  del  derecho  romano  que  nos  da 
L'IIerminier. 

«La  ciencia  imprime  al  derecho  su  estampa  i  su  16ji- 
ca,  sienta  los  principios,  deduce  las  consecuencias,  de- 
sarrolla inagotablemente  la  idea  del  derecho,  reflejándo- 
la, líajo  esto  punto  de  vista,  nada  iguala  al  derecho 
romano.  Algunos  do  sus  principios  pueden  controver- 
tirse; pero  su  método,  su  lójica,  su  sistema  cientilico, 
le  han  dado  i  conservan  una  superioridad  decidida  sobro 
todas  las  otras  I ojisi aciones.  Sus  textos  son  la  obra 
maestra  del  estilo  jurídico;  jamas  podrá  escribirse  el  de- 
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recho,  como  bajo  la  pluma  do  Ulpiano  i  de  Papiniano: 
parece  verse  allí  el  rigor  jeométrico  aplicado  al  pensa- 
miento moral.  Nuestra  flaqueza  moderna  ha  perdido  el 
secreto  de  aquella  maravillosa  dialéctica.  ¿Cómo  explica- 
remos este  poder  intelectual  del  derecho  romano  i  su 
eternidad  política?  Contemplando  el  jenio  de  Roma,  pro- 
fundizando el  estudio  de  la  orijinalidad  romana.  El  ciu- 
dadano de  Roma,  ríjido,  austero,  avaro,  positivo,  ama- 
ba  con  pasión  sus  oríjenes,  sus  tradiciones   nacionaleSi 
las  costumbres  patrias,  la  antigua  constitución;  no  rom* 
pia  nunca  la  cadena  de  los  tiempos;  eslabonaba  siempre 
lo  antiguo  a  lo  nuevo;  guardaba  en  sus  designios  una 
continuidad  indisoluble,  i  en  sus  obras  una  constancia 
que  nada  doblegaba.  De  ahí  los  hombres  de  estado,  los 
jenios  poUticos,  los  eminentes  jurisconsultos.  Roma  tu- 
vo, por  excelencia,  el  jenio  político,  no  digo  social,  por- 
que hollaba  los  pueblos,  i  uncia  los  reyes  a  su  carro 
triunfal.  Pero   el  sentimiento  del  estado,   del  derecho, 
de  la  lei,  de  la  constitución,  de  lo  que  es  nacional  i  pa- 
trio, la  preocupa  i  la  llena;  para  ella,  las  artes,  la  filoso- 
fía, los  placeres  del  pensamiento,  son  pasatiempos  i  dis- 
tracción. Afuera  desplega  una  implacable  perseverancia 
para  llevar  a  cabo  sus  empresas;   ni  los  reveses  la  aba- 
ten, ni  los  artificios  la  engañan;  lo  doma,  lo  vence  todo; 
lo  que  ha  resuelto  se  ejecuta  irremisiblemente.   Cartago 
brilla  i  se  robustece  en  vano;  ni  su  comercio  ni  su  opu- 
lencia la  salvarán;  aun  en  medio  de  las  victorias  de  Aní- 
bal, se  presiente  su  ruina,  i  como  que  vemos  cernerse 
sobre  ella  el  águila  romana,  que  con  su  mirada  la  fasci- 
na, hasta  que  al  fin  la  hace  caer  en  sus  inevitables  ga- 
rras. Compárese  el  espíritu  griego  al  romano,  i  se  hallará 
en  los  hombres  de  estado  de  la  Grecia  (exceptuados  el 


gran  Temístodes,  Pcríclcs  cl  Olímpico,  i  algunos  espar- 
tanos), algo  do  Hjero,  de  inconsecuonlo,  do  fúlil;  carac- 
lórcs  ([ue  no  so  sostienen.  No  se  cngaHaba  el  antiguo 
romano:  GrcBCulus  ijuid^m,  decía.  En  Grecia,  on  Atenas, 
se  piensa  mas  en  las  discusiones  filosúficaa  de  Protágo- 
ras  i  en  los  veraoa  de  Aristófanes  quo  en  la  guerra  del 
Peloponeso;  pero  en  Roma  pasean  el  Foro  hombres  gra- 
ves, severos,  que  solo  meditan  en  la  conservación  de 
sus  derechos  i  en  la  conquista  del  mundo.  Virjilio  tenia 
bien  la  conciencia  del  jcnio  do  su  pueblo: 

Excudent  alii  spirnnlia  tnollius  asra, 
credo  oguídom;  vivos  ducont  do  marmore  vullus; 
orabunt  causas:  mclius,  ccoliquc  mcatiis 
describent  radio  ot  sargentía  sidera  dicent. 
Tu  rogero  ¡niporío  populoa,  romane,  momento: 
hai  tibi  erunt  artos;  pacisqao  imponorc  morom, 
parcore  Bubjoctis  ot  dobellare  suporboa. 

nEl  espíritu  que  vivificaba  a  Roma  es  lo  que  nos  ex- 
plica sus  leyes,  su  poder,  su  duración.» 


Las  agregaciones  bochas  en  el  proemio  de  lleineccio, 
on  el  cual  solo  se  han  conservado  unas  cuantas  frases, 
bastan  para  que  el  lectur  pueda  colejir  ios  preciosos  au- 
mentos quo  cl  resto  de  la  obra  había  recibido. 

El  curso  do  lejislacion  teórica  no  se  lia  impreso,  ni  se 
imprimirá  jamas,  porque  únicamente  quedan  algunos 
fragmentos  difíciles  do  reunir. 

Uno  de  los  discípulos  mas  aventajados  de  Bello,  mi 
inolvidable  amigo  don  Manuel  Antonio  Tocornal,  moob- 
seqnió  dos  hojas  que  iwso  a  copiar  escritas  de  puño  ¡  letra 
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de  don  Andrés  i  pertenecientes  a  los  respectivos  princi- 
pios de  los  capítulos  sexto  i  séptimo  del  Derecho  Natural. 


DE  L\     MORALIDAD  DE  LAS  ACCIONES 

La  moralidad  de  las  acciones  es  su  relación  con  la  lei 
natural.  Bajo  este  respecto,  se  dicen  mandadas  o  veda- 
das  (palabras  que  no  necesitan  definirse),  buenas  o  ma/as, 
justas  o  injustas^  virtuosas  o  criminales. 

Buenas  son  las  que  se  conforman  con  la  lei  natural, 
o  lo  que  viene  a  ser  lo  mismo,  en  cuyas  consecuencias 
naturales  prepondera  el  bien;  malas,  por  el  contrario, 
las  que  no  se  conforman  a  dicha  lei,  o  en  cuyas  conse- 
cuencias naturales  prepondera  el  mal.  Esta  bondad  o 
maldad  se  llama  esencial  e  intrínseca  para  diferenciarla 
de  la  extrínseca  o  adventicia,  que  consiste  solo  en  la 
conformidad  o  desconformidad  de  las  acciones  con  una 
lei  positiva. 

Justicia,  en  un  sentido  jeneral,  es  la  bondad  misma 
de  las  acciones,  o  su  conformidad  con  las  leyes.  Pero, 
en  un  sentido  mas  propio  i  usual,  nuestros  actos  se  di- 
cen justos  o  injustos  con  relación  a  losdereclios  ajenos: 
justos  son  los  que  satisfacen  a  estos  derechos  o  cumplen 
nuestras  obligaciones  respecto  de  los  demás  hombres; 
injustos,  los  que  violan  algún  derecho  ajeno.  Así  no  de- 
cimos que  un  uso  de  nuestras  propiedades,  por  bueno 
que  sea,  es  un  acto  de  justicia,  sino  cuando  las  emplea- 
mos, por  ejemplo,  en  pagar  una  deuda,  cumplir  un 
contrato  o  reparar  una  injuria.  Divídese  comunmente  la 
justicia  en  atributiva  i  espleiriz  (que  otros  llaman  dis- 
tributiva  i  conmutativa).  La  primera  dice  relación  a  los 
derechos  imperfectos  de  los  demás  hombres,  i  la  según- 
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da  a  los  perfectos.  El  hombre  que  no  paga  una  deuda, 
falta  a  la  justicia  conmutativa;  el  que,  elijiendo  para  un 
empleo  de  la  república,  no  da  su  sufrajio  al  que  le  pare- 
ce mas  digno,  quebranta  las  reglas  de  la  justicia  atribu- 
triz. 

En  las  califícaciones  de  virtud  i  crimen,  suelen  mez- 
clarse otras  ideas  elementales.  La  virtud  supone,  ademas 
de  la  bondad  de  la  acción,  cierto  grado  de  csfuerao  en 
el  alma.  Por  eso,  expresaron  los  romanos  esta  calidad 
moral  con  la  palabra  virtus,  que  significó  primitivamen- 
te virilidad  o  fortaleza.  En  efecto,  no  acostumbramos 
llamar  virtuosos,  sino  aquellos  actos  en  que  el  alma 
vence  una  tentación  o  arrostra  una  pena,  llevando  pues- 
ta la  mira  de  conseguir  un  bien  o  librarse  de  un  mal 
futuro,  que  le  parece  exijir  el  sacrificio  de  aquel  que  lo 
tienta,  o  del  bienestar  que  actualmente  posee. 

Otro  elemento'  necesario  de  la  virtud  es  el  desinterés. 
El  que,  por  labrarse  una  existencia  acomodada  para  la 
vejez,  trabaja  en  la  juventud,  rechazando  las  tentaciones 
de  placer,  ocio  i  disipación  que  por  todas  partes  asaltan 
al  hombre  en  aquella  edad  poco  amigcude  consultarse 
con  la  prudencia,  obra  bien  seguramente,  mientras  en 
la  persecución  de  su  objeto,  se  absliene  de  toda  injusti- 
cia; pero  no  le  llamaremos  virtuoso  si  el  único  móvil  de 
su  conducta  son  aquellos  goces  individuales  que  sumi- 
nistra la  riqueza:  una  buena  casa,  una  mesa  abundante, 
bellos  muebles,  etc.  Supongamos,  al  contrario,  que 
trabaja  con  el  solo  fin  de  emplear  su  fortuna,  como  To- 
mas Guy,  el  célebre  librero  de  Londres,  en  fundaciones  do 
beneficencia;  nadie  entonces  podrá  disputarle  aquel  título. 

Es  tnn  esencial  la  idea  de  desinterés  a  la  de  virtud 
que  si,  al  ver  una  acción  j onerosa  con  aquel  sentimiento 
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agradablo  de  estimación  i  amor  que  no  podemos  menos 
de  tributar  a  la  virtud*,  se  nos  comunica  que  el  ájente 
obraba  solo  por  motivos  de  interés  personal  i  sin  la  me- 
nor solicitud  por  la  felicidad  de  aquéllos  a  quienes  antes 
juzgábamos  que  hacía  algún  costoso  sacrificio,  esto  bas- 
taría para  que  aquel  acto  dejase  de  parecemos  virtuoso 
i  para  que,  a  la  emoción  con  que  le  contemplábamos, 
sucediese  una  indiferencia  completa. 

Hemos  dicho  que  nuestra  propia  felicidad  es  en  todos 
casos  el  motivo  de  nuestra  conducta.  Ella  es,  por  consi- 
guiente, el  motivo  aun  de  nuestras  acciones  virtuosas. 
Parecerá,  pues,  contradictorio  con  este  principio  el  de- 
sinterés que  atribuimos  a  la  virtud.  Pero  debemos  dis- 
tinguir dos  clases  de  acciones  interesadas:  en  las  unas 
el  objeto  inmediato  es  nuestro  propio  bien;  en  las  otras, 
la  satisfacción  individual  que  se  busca,  está  en  la  apro- 
bación de  Dios  o  en  el  bien  de  los  hombres. 

El  crimen  (limitando  esta  denominación,  como  jene- 
ral mente  se  hace,  a  los  delitos  graves)  supone  también, 
ademas  de  lo  malo  del  acto,  cierto  grado  de  esfuerzo 
en  el  alma,  que,  para  cometerlo,  tiene  que  vencer  algún 
fuerte  motivo  de  aquéllos  que  en  circunstancias  ordina- 
rias bastarían  para  arredrarla.  El  que,  haciendo  una 
injusticia,  \iola  un  depósito  do  confianza  o  infiere  un 
grave  daño  a  una  persona  débil  colocada  bajo  su  protec- 
ción, a  un  bienhechor,  a  un  padre,  o  produce  a  la  so- 
ciedad un  mal  gravísimo  por  un  leve  placer  o  lucro, 
este  tal  comete  un  crimen.  Pero  hasta  aquí  solamente 
llega  el  paralelo  entre  el  crimen  i  la  virtud.  El  desinte- 
rés no  es  necesario  para  constituir  el  primero,  como  es 
esencial  en  la  segunda.  Ilai  a  la  verdad  atentados  horri- 
bles en  que  la  satisfacción  individual  del  perpetrador  so 
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dítSk  únicamcnto  en  la  miseria  ajena;  pero,  por  fortuna, 
son  raros. 

La  virtud  i  cl  crimen  excitan  a  la  par  la  admiración 
de  los  hombres;  mas  aquélla  inspira  al  mismo  tiempo 
amop,  éste  causa  horror  i  aversión.  Los  hábitos  nos 
hacen  fáci!  i  agradable  oí  ejercicio  de  la  virtud,  aumen- 
tando cada  vez  mas  cl  imperio  de  los  motivos  tutelares 
(la  relijion,  la  simpatía,  las  amonestaciones  de  la  concien- 
cia, cl  amor  do  la  reputación),  i  producen  igual  erecto 
en  el  crimen,  adormeciendo  cada  vez  mas  el  alma  a  la 
influencia  de  esfos  motivos,  i  dando  mayor  cnerjía  a  las 
pasiones  personales  i  antisociales,  como  son  el  apetito 
do  los  placeres  corpóreos,  el  amor  del  poder  o  del  dine- 
ro, la  ira,  la  envidia. 

Damos  también  el  nombre  do  virtud  al  hábito  de  algu- 
na especie  particular  de  acciones 

DI\1SI0N  DEL  DERECHO  XATURA.L 

Expondremos  aquí  agunas  dirísioncs  del  derecho  na- 
tural, quo,  aunque  no  todas  de  utilidad  práctica,  se  han 
hecho  nccosarias  parala  intelijcncia  de  los  autores.  La 
primera  es  en  primitivo,  que  dimana  inmediatamente 
de  la  constitución  orijinaría  del  hombro,  i  secundario, 
quo  supone  alguna  acción  o  establecimiento  humano, 
como  la  sociedad  civil,  la  propiedad  do  las  tierras,  etc. 

La  segimda  es  en  interno,  quo  se  refiero  a  la  concien- 
cia, i  externo,  quo  so  refiero  a  las  acciones  exteriores  do 
los  hombros,  autorizándolos  unas  voces  para  exijir  por 
fuerza  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  i  contratos: 
en  el  primer  caso,  cl  derecho  externo  sollama  nccesarío; 
i  en  el  segundo,  vnliintarin. 
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La  tercera  es  en  derecho  natural  propiamente  dicho  i 
derecho  de  jeñtes.  Entiéndese  por  el  primero  el  que  da 
reglas  para  la  conducta  do  los  hombres  considerándolos 
como  individuos^  i  por  el  segundo  el  que  dirije  la  con- 
ducta de  las  diferentes  sociedades  civiles,  naciones  o  es- 
tados entre  sí. 

Estas  expresiones  derecho  natural  i  derecho  déjenles 
se  entienden  de  mui  diverso  modo  por  los  jurisconsul- 
tos romanos,  según  los  cuales  el  primero  es  aquél  que 
la  naturaleza  enseña  a  todos  los  animales;  i  el  segundo 
aquél  que  la  razón  dicta  uniformemente  a  todos  los 
hombres.  Esta  división  es  absurda  en  cuanto  supone 
que  los  animales  son  capaces  de  alguna  noción  de  dere- 
cho. Incluye  ademas  el  primer  miembro  de  ella  en  el 
segundo,  pues  las  leyes  que  se  suponen  enseñadas  por 
la  naturaleza,  como  la  defensa  propia  i  la  crianza  de  los 
hijos,  son  todas  claramente  dictadas  por  la  razón,  que 
no  puede  menos  de  percibir  a  primera  vista  su  necesi- 
dad, no  solo  para  el  bienestar,  sino  para  la  existencia 
misma  del  hombre.  En  fin,  si  se  limitase  el  derecho  natu- 
ral a  las  reglas  de  conducta  que  la  naturaleza  ha  dado  a 
todas  las  especies  de  animales  por  medio  del  raciocinio, 
o  por  los  apetitos  i  propensiones  ciegas  llamadas  instin- 
tos, sería  necesario  reducirlo  a  la  sola  Ici  de  la  defensa 
propia,  pues  hai  numerosísimas  tribus  de  seres  sensibles 
en  quienes  no  se  halla  rastro  ni  aun  del  instinto  de  ma- 
ternidad, que  es  uno  de  los  mas  fuertes. 

Lo  cierto  es  que  hai  en  nosotros  instintos  que  nos 
llevan  ciegamente  a  ejecutar  ciertos  actos  importantes  a 
nuestra  conservación  o  la  de  la  especie.  Cedemos  a  ellos 
arrastrados  por  un  placer  o  pena  inmediata,  i  no  por  la 
consideración  de  sus  ulteriores  con.^ccucncias.  La  madre 
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que  alimenta  al  oino^  no  lo  hace  p  3r  ei  bien  que  olgun 
dia  reatará  de  eilo  a  a  misnia  i  a  la  sociedad^  áao  por 
goxar  un  placer  üunediato,  que  eiicucmtra  en  e:ite  acto 
mismo,  i  por  evitar  la  pena  viv¿áma  de  simpatía  que  los 
padecimientos  áA  niña  producirian  en  ella.  No  lia  con- 
fiado, pues,  la  oatiunleza  a  la  razón  '5^)la  los  importan- 
tes deberes  de  la  maternidad,  ^no  «x'i^  ^^^  «pierido  «forle 
por  auxiliar,  cía  respecto  a  ellos,  a:i  instinto  imperioso, 
esto  es,  un  principio  de  acción,  que,  aunque  dirijklo  al 
logro  de  hechos  futuros,  impeie  por  motivos  presentes. 

Esta  especie  de  instintos  no  son  uniformes  en  todos 
los  animales,  antes  varían,  según  el  plan  de  la  natura- 
leía  en  cada  especie.  Así  el  instinto  de  la  fraternidad 
falta  en  todas  aquéllaa  cuya  prole  nace  provista  de  todo 
lo  necesario  para  subsistir  sin  el  auxilio  ajeno,  como  su- 
cede en  loe  reptiles  i  en  los  peces. 

Los  dd^eres  apoyados  en  estas  emociones  que  se  an- 
ticipan a  la  razón  humana  i  la  auxilian,  forman  el  jits 
naturm  de  Ulpíano;  mas  no  porque  las  haya  uniformes 
en  todas  las  especies  animadas,  pues  cada  cual  tiene  las 
suyas,  sino  porque  éstas  son  las  relati\"as  a  la  constitu- 
ción del  hombre. 

Cuando  un  romanista  dice,  pues,  que  tal  o  cual  obli- 
gación es  de  derecho  natunü,  entiende  que  no  solo  es 
dictada  por  la  razón,  sino  que  se  apoya  en  algunos  de 
los  instintos  humanos;  i  cuando  dice,  por  ejemplo,  que 
el  matrimonio  es  do  derecho  de  jentes,  entiende  que  es- 
to contrato  se  deriva  de  la  razón,  o  en  otros  términos 
produce  grandes  bienes  al  hombre 


liOs   trozos  preinsertos  ponen  en  relieve  el  método 
seguido  por  don  Andrés  Bello  en  la  enseñanza. 
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El  sabio  profesor  examinaba  loa  hechos  según  la  ob- 
servación so  los  proscntalia;  lijaba  la  nomenclatura  do 
las  voces  i  la  clasilicacion  de  los  datos  con  toda  cxacli- 
tud;  i  deducía  las  consecuencias  que  (luian  de  las  pre- 
misas sin  otra  brújula  quo  la  lójica. 


II 


El  primer  redor  de  la  mutlerna  universidad  de  Cliile 
consideraba  la  instrucción,  no  solo  como  la  madre  de  la 
ciencia  i  de  la  literatura,  i  como  la  abuela  de  la  riqueza 
i  del  poder,  sino  también  como  un  instrumento  do  mo- 
ralización para  dominar  la  fiereza  de  las  pasiones  i  el 
dcacnfrcno  de  las  coatumbres  de  la  jcnle  inculta. 

Quería  la  escuela  en  la  ciudad  i  en  el  campo  a  fin  de 
desterrar  la  ignorancia,  i  extirpar,  por  consiguiente,  la 
raíz  de  los  delitos  i  crímenes. 

A  mas  do  esa  fuente  perenne  de  civilización  i  grande- 
za. Bello  pensaba  que  la  situación  especial  do  Chile,  a  su 
arribo  en  18"29,  exijia  una  mano  vigorosa  que  introdu- 
jese la  seguridad  en  loa  caminos  i  poblaciones. 

Una  guerra  exterior  e  interior,  prolongada  durante 
muchos  afios,  habia  traído  su  cauda  ordinaria  do  malhe- 
chores i  forajidos. 

Con  ocasión  de  los  combatos  i  revueltas,  las  heces  so- 
ciales habían  subido  a  la  superficie,  infestando  el  país  en 
toda  su  extensión. 

Una  medida  permanente,  a  saber,  la  instrucción  di- 
fundida a  manos  llenas,  i  una  medida  temporal,  a  sabor, 
penas  severas  aplicadas  sin  remisión  a  los  delincuentes, 
eran,  a  su  juicio,  los  arbitrios  mas  eficaces  para  que  la 
sociedad  cnlra^íc  i  pcrsi»liesc  en  el  orden. 
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En  tesis  jencral,  el  ealadiala  americano  no  adniilía  los 
indultos,  sino  con  muclias  limitaciones,  reprobando  cs- 
poclaliiicnlc  que  la  laculfad  do  ctmcedcrlos  se  atribuyese 
al  congreso,  cotiio  lu  hacía  el  inciso  1^  del  articulo  'il> 
do  la  conslitucion  de  1828. 

lié  aquí  lo  que  decia  sobre  el  particular  en  el  núme- 
ro 105  de  El  Araucano  de  1  i  dc  sctienil)re  de  1835: 


No  podemos  menos  de  unir  nucafra  voz  a  las  dc 
otros  defensores  dc  las  leyes  i  de  la  verdadera  humani- 
dad para  reclamar  contra  los  indultos  del  congreso, 
cuando  salen  do  aquellos  limitados  casos,  a  que,  por  la 
constitución  del  estado  i  por  la  naturaleza  dc  las  cosas, 
debe  ceñirse  el  ejercicio  de  esta  prerrogativa  importante. 

No  80  da  a  ninguna  autoridad  púbHca  el  dercclio  de 
indultar  a  los  reos,  o  de  conmutarles  la  pena,  para  que 
lo  ejerzan  arbitraria  i  caprichosamente.  Semejante  con- 
ducta no  tendría  nada  de  extraño  en  los  gobiernos  don- 
do  todo  pende  de  la  voluntad  de  un  déspota.  I'cro  donde 
mandan  las  leyes,  todo  debe  estar  sujeto  a  reg'as;  i  el 
indulto  de  un  reo  no  es  un  acto  individual  dc  clemencia, 
sino  una  excepción  que,  por  el  mismo  hcclio,  se  concede 
a  todos  los  reos  que  se  hallen  en  circunstancias  análo- 
gas. Si  el  congreso,  pues,  obra  racionalmente,  i  no  por 
mero  humor  o  capricho,  i  si  indulta  de  la  pena  capital  a 
un  monstruo,  es  menester  que  extienda  la  misma  gracia 
a  todos  los  delincuentes  dc  igual  gravedad  que  implo- 
ren su  clemencia;  i  entonces  ¿para  quién  se  reserva  la 
pena  do  muerte?  Valiera  mas  borrarla  de  nuestro 
código.  '^ 

oLos  monarcas,  dice  Montesquieu,  pueden  prometer- 
se todo  de  la  clemencia;  ella  les  írranjea  tanlo  amor,  les 
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tía  tanta  gloría,  que  es  una  fortuna  para  ellos  que  se  les 
¡írcscnten  ocasiones  do  hacorla  brillar.»  Pero  no  tlebc 
confundirse,  con  esta  clemencia  jenerosaquo  condena  los 
agravios  personales,  la  debilidad  anlisocial  que  sustrae 
los  delincuentes  al  castigo  (¡uc  han  merecido.  Detener 
el  brazo  do  la  justicia  que  vindica  los  crímenes  cometi- 
dos contra  los  particulares,  es  un  atentado  contra  la 
sociedad:  no  es  una  prerrogativa,  sino  un  abuso  de  po- 
der, una  verdadera  tiranía.  Los  soberanos  clementes, 
Antonino,  Trajano,  Marco  Aurelio,  fueron  severos  ad- 
ministradores do  la  justicia,  i  ejecutaron  las  leyes  pena- 
les con  una  equidad  austera:  mientras  quc.su  clemencia 
afianzaba  la  tranquilidad  del  estado,  su  justicia  mantenía 
la  seguridad  en  los  hogares  domésticos.  Tilo  perdonaba 
a  loa  conspiradores,  i  Nerón  a  los  asesinos. 

La  prerrogativa  de  indultar  a  los  reos,  dicen  algunos 
publicistas,  no  debe  existir  en  las  repúblicas,  porque  no 
hai  en  ellas  autoridad  alguna  a  quien  este  poder  nioral 
pueda  conQarse  sin  peligro.  Sin  extendernos  a  tanto, 
podemos  sentar  que,  donde  la  igualdad  de  todos  los  ciu- 
dadanos ante  la  Ici  no  es  una  forma  conslituciunal  vacía 
de  sentido,  el  indulto  debe  circunscribirse  a  circunstan- 
cias particulares  en  que  no  se  desvíe  el  espíritu  de  la 
lei.  Nuestra  constitución  limita  la  prerrogativa  de  indul- 
tos a  casos  extraordinarios.  Ella  no  se  aplica,  pues,  Ic- 
jítimanientc  a  casos  que  lo  único  que  presentan  de  ex- 
traordinario, es  la  atrocidad  del  heclio,  o  el  carácter 
respetable  do  la  víctima,  sino  a  casos  en  que  la  falta  do 
premeditación,  un  error  fatal,  relijioso  o  político,  el  ex- 
travio de  un  sentimiento,  talvcz  noble  i  jeneroso  en  si 
mismo,  u  otras  circunstancias  semejantes  atenúan  la 
gravedad  del  crimen.  El  indulto  es  entonces  un  acto  que 


reconcilia  ]a  luji^lncion  con  la  juslicía  i  la  justicia  con  la 
clemencia. 

Todo  lo  que  disminuye  la  certidumbre  da  la  pena, 
disminuye  su  eficacia  como  preservativo  de  los  delitos. 
Presentara  la  mente  do  los  que  tienen  la  tentación  de 
cometer  un  crimen,  probabilidades  de  impunidad,  es  in- 
ducirlos realmente  a  cometerlo;  i  esta  es  la  tendencia  de 
los  indultoa  arbitrarios.  En  un  país  como  Chile,  donde  son 
tantas  las  causas  que  contribuyen  a  multiplicar  los  delitos 
atroces  i  algunas  de  ellas  están  fuera  del  alcance  .  de  la 
lejislacion,  esta  piedad  mal  entendida  es  funesta,  i  al  con- 
greso es  a  quien  menos  toca  autorizarla  con  su  ejemplo. 

Concluiremos  estas  breves  observaciones  sobro  un 
asunto  que  nos  parece  de  la  mayor  importancia,  con  el 
siguiente  pasaje  del  juicioso  i  filosófico  Feijoó,  en  un 
discurso  que  por  todos  títulos  es  muí  digno  do  recomen- 
darse a  la  atención  de  nuestros  jueces  i  Icjisladores, 

«Siempre  he  admirado  la  benignidad  con  que  a  veces 
80  tratan  las  causas  criminales,  donde  no  hai  parto  quo 
pida.  L#a  cesión  de  la  parte  comunmente  se  valora  en 
mas  do  la  mitad  de  la  absolución  del  reo.  En  que  no  se 
advierte  quo  siempre  hai  parte  quo  pide;  i  lo  que  ca 
mas,. siempre  hai  parto  que  manda.  Dios  manda;  la  re- 
pública pide.  Ésta  es  acreedora  a  que  se  castiguen  los 
delitos,  porque  la  impunidad  de  las  maldades  multipli- 
ca los  malhechores.  Por  un  delincuente  merecedor  do 
muerte,  a  quien  se  deja  con  la  vida,  pierden  después  la 
vida  muchos  inocentes.  ¡Oh  piedad  mal  entendida  la  do 
algunos  jueces!  ¡Oh  piedad  impía!  ¡Oh  piedad  tirana!  ¡Oh 
piedad  cruel! — fínlanza  de  Astrea  o  Recta,  administración 
de  junticia.B  Teatm  Crítico,  tomo  III,  discurso  XI. 
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En  El  Araucano  número  107  de  26  de  soticmbrc  de 
832,  don  Andrés  Bello  agregaba: 

«So  consideran  loa  indultos  de  la  pena  de  muerte  con- 
'oedidos  por  el  ongi-cso  ojmo  un  correclivo  necesario 
do  la  im perfección  de  nuestras  leyes,  obteniéndose  por 
cbIc  medio  Tá  proporción  quo  debo  haber  entre  los  deli- 
tos i  las  penas.  E^ite  correctivo  adolece  de  graves  incon- 
rcnicntcs.  El  congreso  está  abierto  unos  pocos  meses 
'del  txño.  Un  corto  númei-o  de  reos  gozaría,  pues,  del  be- 
neficio de  la  revisión  de  sus  sentencias;  pero  a  todos  los 
otros  estaría  cerrado  esto  recurso;  desigualdad  mons- 
truosa que  haría  depender  cl  fallo  de  vida  o  de  muerte 
do  una  coincidencia  fortuita. 

oS)  so  ooncedieso  a  lodos  esta  especie  de  súplica  a  la 
representación  nacional,  tropezaríamos  con  otros  incon- 
venientes: se  prolongarían  las  causas;  el  congreso  se 
convertiría  en  un  tribunal  de  apelación;  se  niultiplica- 
rian  sus  atenciones  con  detrimento  del  servicio  público; 
i  se  ecliaria  por  tierra  la  independencia  conslilucional 
de  los  juzgados.  No  hai  para  quó  detenernos  en  ma- 
nífcslar  la  incompatibilidad  do  |aa  funciones  judicia- 
les con  las  Icjiülativas  1  con  la  organización  de  un 
congreso. 

«Se  cree  que  el  indulto  de  la  pena  de  muerte  es  un 
acto  do  gracia,  i  que,  pnr  el  hecho  de  concederlo  a  un 
reo,  no  nos  obligamos  a  concederlo  a  otros.  No  par- 
ticipamos do  esta  opinión.  Sostenemos  que  en  una 
forma  do  gobierno,  en  que  no  se  deje  nada  al  capri- 
cho, a  lu  arbitrariedad,  a  accidentes  fortuitos,  cada  in- 
dulto es  una  leí  que  so  extiendo  ípso  jure  a  los  casos 
análogos.  Es  necesario  que  haya   siempre  alguna  razón 

juslicja  o  de  ínteres   social    para  castigar  a  dos  reos 
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con  penas  desiguales.  Cuando  se  presenta  un  caso  de 
indulto,  no  so  trata  de  perdonar  la  vida  a  un  individuo 
aislado,  sino  a  todos  aquéllos  que  cometieren  en  ade- 
lante el  mismo  crimen  i  pudieren  alegar  iguales  títulos 
a  la  clemencia  de  la  autoridad  indullriz.  Si  hai  motivos 
para  resolver  esta  cuestión  afirmativamente,  el  indulto 
no  es  un  acto  de  gracia,  sino  de  justicia;  es  un  remedio 
indispensable  de  la  imperfección  de  las  leyes,  una  dero- 
gación del  derecho  escrito,  dictada  por  la  equidad  uni- 
versal. Si  no  hai  motivo  para  eximir  al  reo  de  la  pena  a 
que  le  condenan  las  leyes,  el  indulto  es  un  acto  arbitra- 
rio, pernicioso  a  la  sociedad,  i  por  consiguiente  tirá- 
nico.» 

La  barbarie  abandonada  a  si  misma  i  la  caridad  judi- 
cial eran  aberraciones  que  no  podian  concebirse  por 
don  Andrés  Bello. 

Ambicionaba  para  Chile  la  instrucción  primaria,  mo- 
ral i  relijiosa  derramada  con  profusión  en  la  ciudad,  en 
la  aldea,  en  la  campaña,  en  el  cuartel,  en  la  casa  de  ex- 
pósitos, en  los  asientos  de  mina,  en  el  presidio  i  en  la 
cárcel .  f 

Preconizaba  al  mismo  tiempo  la  necesidad  de  una  ad- 
mistracion  de  justicia  pronta,  barata  i  eficaz,  que  fuese 
una  realidad,  no  una  sombra. 

Su  opinión  era  sostenida  por  otros. 

Mediante  la  propagación  de  la  enseñanza  i  la  estricta 
aplicación  de  la  lei,  la  sociedad  entró  paulatinamente  por 
vereda. 

«Ocho  años  de  tranquilidad  interior,  decia  Bello  en  el 
número  421  deJEí  Araucano  de  21  de  setiembre  de  1838, 
han  permitido  al  gobierno  contraerse  al  establecimiento 
de  reformas  saludables.  Nuestros  puertos  se  han  llena- 
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do  de  buques  de  todas  parles,  que  traen  a  ellos  las  pro- 
ducciones de  los  mas   apartados  climas  del  universo. 
Nuestros  campos  se  cubren  de  ricas  miescs;  i  la  agri- 
cultura ha   mirado  a  los  chilenos  dedicarse  con  un  em- 
peño  digno  de  alabanza  a  su  fomento  i  perfección.  La 
industria  i  la  civilización  han  hecho  progresos   admira- 
bles. La  moral  extiende  cada  vez  mas  en  Chile  su  bien- 
hechor imperio;    i  así  los   ciudadanos,   como  nuestros 
bravos  militares,  demuestran  en  sus  actos  el  influjo  que 
ella  ha  conseguido  sobre  sus  corazones.  El  que  ha  visto 
el  carácter  de  progresiva  cultura  que  domina  ya  en  las 
diversiones  del  pueblo,  turbadas  antes  por  ejemplos  de  la 
mas  grosera  ferocidad;  el  que  ha  contemplado  la  dimi- 
nución admirable  del  espantoso  número  de  delitos  que 
manchaban  antes  nuestro  país;  i  en    fin,  el  que  observa 
el  ardor  con  que  la  juventud  de  todas  las  clases  procura 
beber  en   las  fuentoír    de   la  instrucción   las  benéficas 
máximas  de  la  moral,  no  puede  menos  de  sentirse  Iion- 
damente  reconocido  hacia  la  Divina  Providencia,  que  ha 
querido  mirarnos  con   tan  benévolos  ojos,  i  ponernos 
en  esta  senda  de  engrandecimiento  i  de  ventura,   por 
medio  do  las  instituciones  liberales  i  de  la  paz  interior.» 
He  oído  repetir  varias  veces  a  don  Andrés  Bello  que 
la  prosperidad  material  i  moral  de  Chile  en  tan  corto  es- 
pacio de  tiempo  habia  sol)rcpujado  sus  esperanzas. 

lil 

Don  Andrés  Bello  batalló  constantemente  en  la  pren- 
sa para  que  toda  sentencia  contuviese  dos  partes:  una 
expositiva,  en  que  se  hiciese  la  enunciación  breve  de  las 

acciones  deducidas  por  el  demandante  i  de  las  defensas 
orúsc.  5  * 


alegadas  por  cI  demandado;  i  otra  resolutiva,  en  que  sel 
consignase  el  fallo  precedido  de  los  rundamcntos  i  dis-I 
posiciones  legales  que  le  servían  de  baso. 

Ijx  lei  promulgada  cl  12  de  setiembre  de  I8yl,  sobro  I 
el  modo  do  acordar  i  redactar  las*  sentencias,  presentada  ] 
al  congreso  por  don  Antonio  Varas  el  G  de  setiembre  J 
de  1847,  vinoasatisfaccr  todosausdesooaaeslorespecto. 

Emprendió  también  una  verdadera  campaña  para  que 
la  prueba  testimonial  no  se   rindiera  en  secreto,  como 
una  celada,  sosteniendo,  con  abundante  copia  de  razo-  ^ 
nes  i  con  cl  ejemplo  de  las  naciones  mas   adelantadas, 
que  el  juez  debia  examinar  a  los  testigos  en  presencia  J 
de  los  contendores. 

I^  victoria  no  coronó  sii  auliclo  en  este  punto;  pero  I 
elIavendriV  sin  falla  mas  tarde  o  mas  temprano. 

No  puede  dudarse. 

Abora  que  la  lei  sobre  el  modo  de  acordar  i  fundar  ] 
las  sentencias  está  encarnada  en   nuestra  práctica  judi- 
cial, apenas  se  concibe  la  diíicullad  que  liubo  para  acep*  , 
I  arla. 

Dos  miembros  de  la  corte  suprema,  que  lo  eran  al  , 
mismo  tiempo  del  senado,  combatieron  esa  idea  con  j 
mucbo  empeño  i  cnerjía. 

Uno  de  ellos,  presidente  de  la  corte  suprema,  tacbó 
cl  proyecto  de  impracticable,  por  cuanto  los  jueces  no 
podían  sujetarse  a  sus  preceptos,  por  hallarse  agobiados 
de  trabajo;  i  do  inconstitucional,  por  cuanto  no  se  ha-  , 
bian  dictado  todavía  la  lei  de  organización  de  los  tribu- 
nales i  la  de  administración  do  justicia,  determinadas  I 
por  la  constitución  de  1833. 

Después  de  un  esforzado  discurso,  concluyó  propo-  i 
nicndo,  en  la  sesión  do  Í7  de  scíicnibrc  de  1 8  'i8,  que  so  I 
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suspendiese  la  discusión  del  proyecto  impugnado  hasta 
que  se  sancionasen  las  leyes  referidas. 

Don  Andrés  Bello  le  contestó  en  la  misma  sesión: 
«Muí  graves  i  fuertes  son  las  razones  expuestas  por 
el  honorable  señor  senador,  presidente  de  la  corte  su- 
prema; pero  la  proposición  que  somete  a  la  resolución 
de  la  cámara,  importa  lo  mismo  que  negar  la  aproba- 
ción al  proyecto.  Eso,  i  no  otra  cosa,  significa  pedir  que 
se  suspenda  la  discusión  hasta  que  se  dicten  dos  leyes 
de  que  no  se  trata  actualmente,  leyes  que  son  obra 
de  largas  meditaciones  i  trabajo.  Si  este  fuera  mo- 
tivo bastante  para  que  se  suspendiese  el  examen  de  este 
proyecto,  lo  sería  también  para  que,  durante  una  larga 
época,  no  se  tomase  en  consideración  ningún  proyecto 
sobre  la  cosa  mas  insignificante  i  fácil  de  remediar  rela- 
tiva a  la  administración  de  justicia.  He  dicho  que  son 
mui  graves  i  fuertes  las  razones  del  señor  senador  preo- 
pinante; pero  ellas  no  obstan  para  que  el  proyecto  so 
apruebe  en  jeneral.  Cuando  llegue  la  discusión  particu- 
lar, pueden  tomarse  en  cuenta  las  objeciones  hechas  i 
efectuarse  las  enmiendas  que  se  estimen  necesarias. 

«Se  ha  dicho  que  el  proyecto  no  es  conforme  a  la 
constitución,  porque  un  artículo  de  ella  dispone  que, 
mientras  no  se  dicte  una  lei  de  organización  de  tribu- 
nales, debe  subsistir  el  actual  orden  de  administración 
de  justicia.  Si  esto  fuera  así,  ¿cónrio  es  que  se  han  dicta- 
do varias  medidas  parciales  relativas  al  mismo  asunto, 
sin  que  nadie  haya  creído  que  se  hubiera  infrinjido  la 
constitución?  ¿Por  qué,  pues,  ha  de  ser  inconstitucional 
este  caso  puramente?  Yo  mismo  entraré  en  varias  con- 
sideraciones cuando  se  trate  de  este  proyecto  en  parti- 
cular. Me  parece,  sin  embargo,  que,  en  la  exposición  do 
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las  dificultades  que  se  presentan  para  llevarlo  a  efecto, 
se  ha  cargado  la  mano;  i  la  razón  en  que  me  fundo,  es 
que  conozco  muchos  países  donde  se  procede  en  la  for- 
ma indicada,  no  solo  de  Europa,  sino  de  América.  En- 
tre las  repúblicas  americanas,  citare  la  Nueva  Granada; 
allí  no  es  un  análisis  el  que  se  hace,  sino  la  exposición 
de  los  hechos  controvertidos;  lo  mismo  sucede  en  Ve- 
nezuela, sin  que  por  esto  se  haya  entorpecido  la  admi- 
nistración de  justicia.  Al  contrario,  parece  que  ha  reci- 
bido un  impulso  notable.  Este  mismo  modo  de  proceder 
es  el  de  los  tribunales  de  Francia,  cuyas  resoluciones 
son  un  modelo  de  jurisprudencia. 

«Volviendo  al  asunto  que  nos  ocupa,  yo  accedería  de 
mui  buena  gana  al  deseo  del  honorable  señor  senador, 
si  hubiese  proljabilidad  en  el  despacho  de  esas  leyes,  o 
si  vie^e  que  se  trabajaba  con  tesón  en  ellas.  Pero,  si 
durante  la  larga  época  que  han  de  demorar,  no  se  hace 
nada,  nuestra  condición  no  es  ciertamente  envidiable. 
Por  lo  mismo,  es  necesario  hacer  mejoras  parciales.  Así 
se  ha  hecho  siempre,  i  así  es  también  la  marcha  del  jéne- 
ro  humano.  Jeneralmente  se  principia  por  ensayos;  se 
ve  el  resultado;  i  si  este  llena  el  espíritu  que  se  proponen 
las  leyes,  se  adopta  la  reforma.  De  este  modo,  todo  so 
facilita  i  arregla,  mientras  que,  si  se  variase  por  comple- 
to la  administración  de  justicia,  se  hallarían  grandes  di- 
ficultades, i  se  comelerian  quizá  errores,  que  solo  el 
tiempo  descubre.  Mejoras  de  esta  especie  son  indispen- 
sables, i  en  nada  infrinjen  la  constitución. 

«Me  parece,  pues,  que  ni  la  constitución  se  opone  a 
las  reformas  parciales  en  la  administración  de  justicia, 
ni  tampoco  son  tan  graves  los  inconvenientes,  como  han 
parecido   al  señor  senador  preopinante.  El  es  un  juez 
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irrecusable  en  inalcria  de  práctica  i  soI)re  puntos  le- 
gales; pero,  cuando  se  trata  de  una  teoría,  me  atrevo  a 
creer  que  su  dictamen  a  este  respecto  no  es  el  mas  se- 
guro. Pudiera  ser  mui  bien  que,  por  el  ix)cargo  de  tralKi- 
jo,  se  le  presentaren  inconvenientes  i  dificultades  que  en 
realidad  no  existan  en  tan  alto  grado,  si  examinamos  de- 
tenidamente el  proyecto. 

vEl  señor  senador  lia  emitido  un  voto  sobre  la  publi- 
cidad  de  la  prueba  i  de  los  procedimientos  judiciales; 
pero  hasta  ahora  no  se  ha  hecho  mas  que  emitir  votos 
estériles  en  el  asunto.  El  gol)ierno  ha  ejecutado  lodo  lo 
posible  a  este  respecto,  pero  desgraciadamente  se  avan- 
za mui  poco.  Eli  tal  estado,  es  preciso  que  nos  fijemos 
en  mejoras  parciales  para  ir  arreglando  poco  a  poco  el 
orden  de  procedimientos  i  para  acercarnos  a  la  perfec- 
ción. Ya  es  tiempo  de  realizar  las  mejoras  que  exije  el 
estado  del  país.  Por  lo  mismo,  concluyo  repitiendo  que, 
para  tomar  en  consideración  detenidamente  las  dificulta- 
des propuestas  de  un  modo  luminoso,  pero  no  convincen- 
te, creo  necesario  que  se  ado|)te  el  proyecto  en  joneral, 
reservándose  para  la  dicusion  j)articular  his  enmien- 
das que  demande  este  asunto.» 

El  proyecto  fué  ajirobad*^  en  jeneraL 

Las  opiniones  do  don  Andrés  IJello  en  la  discusión 
particular,  están  expuestas  compendiosamente  en  los  es- 
tractos  de  las  sesiones  del  congreso,  que  paso  a  copiar. 

SKSÍON    I>E     lí    1)K    .TTMO    I)K     ISot). 

Pvesifhnirin  del  .^ennr  tlnn  I)iri¡o  Jaí^r  Hnnorcnh*. 

Se  leyó  el  proyecto  sobre  el  modo  de  fundar  las  sen- 
tencias; i  se  puso  en  disc:usi»m  particular  el  inciso  L" 
del  artículo  l.'\cuyo  tenores  el  >>iguiente: 


Arlicuto  1." — Los  jueces  i  tribunales,  aí  tiempo  de  /"a- 
llar,  fijarán  i  resolverán  separadamente  liis  cuestiones  de 
hecho  o  de  derecho  que  la,  cuestión  o  pleito  sometido  a  su 
discusión  presetüe. 

El  seSor  Echévers. — Señor:  osas  palabras  -lí  tiempo 
de  fallar,  las  encuentro  yo  de  mas,  porque  las  cuestio- 
nes do  heclio  i  de  derecho  que  son  dependientes  da  la 
cuestión  principal,  so  fallan  antes.  Por  eso,  me  parecen 
impropias  las  palabras  do  que  usa  ol  artículo  al  tiempo 
de  fallar. 

El,  skSor  Vial  Formas. — En  todo  juicio,  por  lo  regu- 
lar, o  S6  ventila  una  cuestión  de  derccbo,  o  una  cues- 
tión de  hecho  a  que  se  debe  aplicar  el  derecho.  Para 
que  el  tribunal  pueda  proceder  con  tino,  necesita  primero 
conocer  cuáles  son  los  hechos  establecidos.  Si  éstos  no 
ec  conocen ,  es  imposible  que  pueda  proceder  con  acierto. 
Esto  es  lo  que  exijo  precisamento  el  artículo:  que  el  tri- 
bunal deberá  fijar  primero  la  cuestión  de  lioclio;  después, 
8ogun  lo  que  resulte  de  las  pruebas  rendidas,  aplicarle 
el  derecho.  Sin  hacer  la  división  de  estos  dos  diferentes 
puntos,  sin  hacer  primero  esa  calificación,  es  imposible 
quo  pueda  aplicar  con  exactitud  el  derecho.  Podría  su- 
ceder que  un  juez,  en  vista  de  talos  antecedentes,  apli- 
cara una  lei,  i  que,  por  el  resultado  de  los  autos,  debe- 
ría haber  aplicado  una  lei  enteramente  contraría,  porque, 
si  no  so  conoce  el  punto  que  se  venilla,  os  imposible 
aplicar  la  loi.  Yo  croo,  pues,  que  es  absolutamente  ne- 
cesaria esta  división,  para  que,  conociendo  el  juez  pri- 
mero el  heclio,  pueda  aplicar  después  el  derecho. 

El  süSor  EcHÉVKiis. — Yo  cstoi  mui  de  acuerdo  con 
el  sefior  sonador  preopinante  sobro  que  no  puedo  apli- 
carse el  doi'cclu.)  sin  establecer  primero  el  liecho;  pero  me 
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parece  (¡ug  no  es  eso  lo  quo  dice  el  artiailo.  El  artículo 
dice  que  las  cuestiones  tie  iicclio  se  resolvci-áii  al  mismo 
tiempo  que  laa  de  dcrcclio,  porque  dice  quo  deberán  fi- 
jarse i  re-sülverse  al  liompo  de  fallar;  i  yo  no  puedo  con- 
cebir esas  cuestiones  dcpondioiilcs  do  la  principal  en  un 
juicio  que  está  ¡mra  resolverse. 

El.  SK.voR  Vi.iL  Formas. — Supóngase,  por  ejemplo,  que 
se  dispula  sobro  la  propiedad  de  una  casa.  Para  probar 
esta  propiedad,  se  alegan  hechos  que  se  fijan  do  diferente 
modo  por  cada  una  de  las  partes.  ¿Qué  debemos  bacer 
en  ealc  caso?  Examinar  pi'imero  cuáles  son  los  liechoa 
en  que  se  apoya  la  propiedad  disputada;  i  fijados  estos 
hcclios,  aplicaremos  el  derecho.  Se  establece  primero: 
osle  es  el  lieclio;  i  en  seguida,  la  Ici  que  le  correspondo 
ca  tal.  Esto  es  lo  quo  dice  el  artículo. 

El  skSoh  Echkvers. — Expondré  dos  palabras.  En  el 
mismo  caso  que  propone  el  aoi^or  senador  preopinante, 
la  tramitación  es,  como  debe  ser,  una  sola:  fijar  el  hecho 
i  establecer  el  dcrcclio  snl)re  que  deba  recaer  la  resolu- 
ción. Pero  no  es  eso  lo  que  dice  el  artículo:  jijarán  i  rc- 
soloerin  separadmnenla  las  cuestiones  da  hecho  i  de  de- 
recho, es  decir,  la  cuestión  de  hecho  independientemente 
do  la  de  derecho.  Yo  no  puedo  concebir  esto,  porque  la 
resolución  debe  recaer  precisamente  sobre  un  hecho  a 
que  debe  aplicarse  el  derecho. 

Elsesor  Bei.[,o. — A  primera  vista,  parece  que  podria 
quitarse  toda  duda  omitiendo  la  palabra  resolverán,  i 
conservando  la  palabra  fijarán;  pero  lijar  las  cuestiones 
sin  resolverlas  no  parece  propio.  Vo  concibo,  según  la 
exposición  del  señor  Vial  Fórnias,  que  pueden  mui  bien 
on  una  cuestión  envolverse  dus:  la  cuostioii  del  heclio  i 
la  del  derecho.   N'o  confío  en   mi  dicl;'iincn,  ponpie  me 
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falta  el  auxilio  de  una  larga  práctica  forense,  como  la 
tienen  los  señores  senadores  preopinantes.  Someteré, 
por  consiguiente,  a  la  cámara  mis  observaciones  con  des- 
confianza. Yo  concibo  que,  en  el  caso  del  ejemplo  propues- 
to anteriormente  en  que  se  ventila  la  propiedad  de  una 
casa,  no  so  reconoce  por  una  parte  de  los  jueces  la  exis- 
tencia del  título,  i  por  la  otra  parte  se  admite  la  existencia 
de  ese  título,  el  de  compra,  verbigracia,  pero  se  disputa 
sobre  su  validez.  Habrán  entonces  de  resolverse  dos 
cuestiones:  una  de  hecho  i  otra  de  derecho.  Si  se  alegase 
prescripción,  pudiera  recaer  la  controversia  sobre  cada 
uno  de  los  requisitos  necesarios  para  constituirla:  sobre 
si  hai  título,  sobre  si  hai  buena  fe,  sobre  si  ha  sido  o  nó 
interrumpida  la  posesión,  etc.  lió  aquí  otras  tontas  cues- 
tiones que  es  necesario  resolver  separadamente,  para 
que  pueda  fallarse  si  tiene  lugar  o  nó  la  prescripción. 
Para  llegar  a  este  resul(c>rlu,  ¡la  sido  preciso  fijar,  no 
solo  un  hecho,  sino  varios,  i  decidir  talvez,  no  solo  una, 
sino  varias  cuestiones  de  derecho  relacionadas  con  ellos. 

Yo  considero  este  artículo  útilísimo,  por  cuanto  ana- 
liza la  cuestión  principal,  poniendo  a  los  jueces  en  cami- 
no para  decidir  con  facilidad  el  punto  litijioso,  i  porque 
también  es  un  medio  de  evitar  la  diversidad  de  opinio- 
nes, que  muclias  veces  proviene  de  querer  emitir  un 
juicio  completo  sobre  una  cuestión  que  realmente  se 
compono  do  muchas.  Someliendo  mis  observaciones  al 
juicio  mas  ilustrado  de  los  señores  senadores  preopinan- 
tes, juzgo  que  esta  primera  parte  del  artículo  debe  que- 
dar en  los  términos  en  que  se  halla  concebida. 

Eí.  sKN'OH  \\\L  IniíMAS. — Scñor:  si  el  artículo  solo 
contuviera  la  calilicacion  de  los  hechos  sin  resolverlos 
separadamonfo,  nada  quedaría  sentado  acerca  de  cada 
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uno  de  ellos;  i  entonces  sería  muí  difícil  la  aplica  :ion  do 
las  leyes.  Pero,  desde  que  el  tribunal  calitica  i  dcciiic 
a\da  uno  de  esos  heclus,  la  aplicación  de  las  loycrs  es 
mucho  mas  fácil. 

Sometida  a  votocinn  la  primera  ¡lorli*  del  artículo,  fuó 
«aprobada  por  catorce  volos  conira  uno.  La^^  cnntro  par- 
les rCíitantes  del  mi^mo  artículo  lo  fuíM'on  a  conlinua- 
cion  por  unanimidad  sin  débale  al^^uno. 

SKsioN  i»K  ÍG  i)K  .iríjo  df:   ISoIí. 
Prcí^iflencia  del  soTior  don  I)if^f)n  Jase,  litninmnfo. 

Se  pasó  a  trataren  particular  del  proyecto  rclalivo  al 
modo  de  fundar  las  sentencia?^,  i  se  puso  en  discusión  el 
inciso  adicional  al  artículo  i."  prnpuc<to  por  el  .sofior 
Vial  Formas,  cuyo  teiK^r  es  el  cjuc  si^zuc: 

Toda  decisión  do  /a  mni/oria  soJjiu*  ni^biuinra  do  Ihfí 
cuesliones  de  liocho  o  de  dovncho  que  se  snsriten^  dnbern 
í^er  adoptada  por  lodosa  los  rniemhrofi  drl  ivilnuvd  /nun 
los  que  hayan  emitido  voto  contrnrin"^  corno  nn  nntero^ 
dente  incnntroi'ertihle  pa/ví  h  deri^itni  do  ln<  nlrn^i  rues^ 
tiones  parciideí^  i  pnra  In  deci.^ion  pnal  de  In  rnn.^u. 

El  SKÑoii  \i\L  FóiiMA?. — Voi  a  manifestar,  señor,  los 
fundamentos  que  he  tenido  presente^  ]\ira  aproiinr  a 
este  artículo  el  inciso  (juc  acaba  de  oír  la  c  imara.  lV>r 
el  artículo  I.",  so  establece  que  el  tribund  ha  de  resol- 
ver separadamente  las  cuesliones  de  hech<:)  i  de  derecho 
que  se  presenten;  i  en  el  inciso  que  ahora  proponiro,  so 
dice  que  todas  estas  decisiones  del  tribunal  sobre  cada 
uno  de  los  puntos  se  consideren  como  un  anle<:(^dente 
¡ncontroverlil)le  para  la  decisión  de  In  causa  principnl. 

Si  no  se  adoplnrn  eslo  arbitrio,  nt>  se  lon^epuiria  nin- 
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guno  tic  loa  cfccLos  que  deben  oljlcncrse  por  moíUo  de 
C8tc  projeclü.  tí  upo  II  gamos,  por  ejemplo,  cjuc  se  venilla 
una  Giictitioii  suljfe  la  propiedad  de  una  casa,  i  (¡uo  uno 
de  tos  litisantes  soslicuc  haberla  adquirido  pnr  prps- 
cripciou.  Etícate  caso,  es  necesario  examinar  cada  una 
de  las  circinislancias  que  se  requieren  paraconsliluir  una 
verdadera  prescripción:  ei  lia  habido  buena  fe,  jnsto  ti- 
tulo, si  la  posesión  ha  sido  continua,  ele.  Tudas  estas  son 
cucsUoncs  de  hecho,  que  deben  somelcrse  a  la  decisión 
ilcl  tribunal,  tíi  se  hubiera  de  resolver  la  causa  principal 
sin  decidir  ilutes  separadamente  todas  estas  cuestiones, 
podi-ia  suceder  muí  bien  que  la  resolución  fuese  contra- 
ria a  la  verdad  de  los  hechos,  contraria  a  la  opinión  del 
mismo  tribunal,  i  conlraria,  en  fin,  a  la  justicia,  poi-quo 
uno  de  los  nñenibros  del  tribunal  creyese  que  no  habia 
prescripción  por  no  haber  habido  buena  fe,  otro  por  no 
haber  justo  título,  etc.  Cada  una  de  estas  opiniones  sería 
i'inica;  pero,  faltando  cualquiera  de  estos  requisitos,  la 
prescripción  no  existe,  i  por  consiguiente  la  resolución 
del  tribunal  sería  que  no  habia  prescripción,  ai  paso  quo, 
sometiendo  separadamente  a  votación  cada  una  de  estas 
cuestiones,  sucoderia  talvcr  que  tres  miembros  del  tri- 
bunal votasen  por  que  liabia  buena  fe,  tres  porque  ha- 
bia justo  título,  ele,  de  manera  que,  sometido  cada  uno 
de  estos  tiocbus  a  la  majoría  del  tribunal,  la  decisión 
Bcría  que  habia  prescripción,  i-csolucion  enteramente 
contraria  a  la  que  se  habría  adoptado  en  el  otro  caso. 

Esto  C3,  pues,  el  objeto  que  se  propone  el  articulo 
eancionado  ya:  (|uo  se  rcbuclvan  separadamente  las  cues- 
tiones de  hecho  i  de  derecho  que  so  prcBcnlen;  i  si  des- 
pués da  resueltas,  no  se  adoptara  el  arbitrio  que  propon- 
iío  en  osle  incido,  no  Jiabría  producido  ningún  re:iullario 
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favorable.  Creo,  pues,  que  es  indispensable  adoptar  el 
inciso  que  he  propuesto  para  que  esle  artículo  produzxa 
todo  su  efecto. 

El  señor  pusidkntk  Benavkxtk. — Yo  encuentro,  scfior, 
que  el  inciso,  en  último  análiísis,  no  viene  a  decir  mas, 
sino  que  la  opinión  do  la  mayoría  deberá  prevalecer 
siempre  sobre  la  minoría,  es  decir,  que,  al  resolver  la 
cuestión  principal,  la  minoría  deberá  adoptar  la  opinión 
de  la  mayoría,  lo  que  no  es  una  cosa  nueva,  sino  mas 
bien  una  explicación  de  lo  que  se  ha  dicho  ya  en  este 
artículo. 

Entrando  en  este  momento  el  señor  Bello  a  tiempo 
que  se  iba  a  proceder  a  votación,  el  señor  presidente 
hizo  una  exposición  de  lo  que  se  estaba  tratando;  i  en 
seguida,  aquel  pidió  la  palabra. 

El  SK^on  Bello. — No  sé  si  alguno  de  los  señores  se- 
nadores preopinantes  haya  hecho  alguna  observación  al 
inciso  propuesto  por  el  honorable  señor  Vial.  Yo  creo 
que  esta  adición  es  de  la  mayor  importancia.  Un  tribu- 
nal, al  considerar  una  cuestión  compleja,  debe  resolver 
separadamente  las  cuestiones  particulares  que  están  en- 
vueltas en  la  principal;  i  si  estas  resoluciones  parciales 
no  hubieran  de  respetarse  al  fallar  la  causa  principal, 
en  cierto  modo  habria  sido  inútil  el  análisis  de  las  dife- 
rentes cuestiones  decididas  previamente  por  el  tribunal. 
Por  consiguiente,  me  parece  que  es  mui  conveniente 
agregar  este  inciso,  no  solo  como  explicatorio  del  artícu- 
lo según  80  ha  dicho  en  la  sala,  sino  también  como 
necesario  para  que  ese  artículo  produzca  todo  su  objeto. 
Por  medio  de  un  ejemplo,  será  mas  fácil  explicar  la 
conveniencia  o  necesidad  de  agregar  este  inciso.  Acaso 
me  expongo  a  repetir  lo  que  so  ha  dicho  por  el  honora- 
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ble  señor  \'¡al,  con  quien  he  conferenciado  varias  veces 
sol)re  este  asunto,  i  por  consiguiente  participamos  quizá 
del  mismo  modo  de  pensar.  Voi  a  citar  el  mismo  ejem- 
plo que  otra  vez  se  ha  puesto.  Supóngase  que  se  ventila  la 
cuestión  de  si  tal  individuo  ha  ganado  o  nó  por  tiempo, 
o  como  dicen  los  jurisconsultos,  por  usucapión,  la  pro- 
piedad de  una  cosa.  En  este  caso,  probablemente  habría 
que  resolver  varias  cuestiones  particulares  que  están 
incluidas  en  la  principal,  verbigracia:  ¿ha  poseído  el 
tiempo  que  requiere  la  lei  para  usucapir?  ¿ha  sido  inte- 
rrumpida su  posesión?  ¿lia  habido  justo  título  i  buena 
fe?  ¿era  la  cosa  prescriptible?  Todos  estos  requisitos  son 
necesarios  para  usucapir.  Se  decide  por  el  tribunal,  verbi 
gracia,  que  el  individuo  que  pretende  haber  ganado  la 
cosa  por  usucapión,  tiene  efectivamente  un  título  no  vi- 
cioso, el  título  que  llaman  los  jurisconsultos  justo  o  co- 
lorado. Sentada  esta  base,  se  pasa  luego  a  decidir  la 
cuestión  principal:  ¿este  individuo  ha  adquirido  o  nó  el 
dominio  de  la  cosa  por  el  lapso  del  tiempo?  Aquellos 
miembros  del  tribunal  que  han  creído  que  no  habia 
usucapión  por  la  circunstancia  de  considerar  la  posesión 
viciosa,  habiéndose  resuelto  separadamente  estas  diver- 
sas cuestiones,  deberán  someter  su  opinión  a  la  mayoría 
del  tribunal;  i  el  resultado  será  declarar  al  poseedor  su 
derecho  en  la  cuestión  principal.  Imponiendo,  pues,  a 
los  miembros  del  tribunal,  la  obligación  de  aceptar  las 
mismas  bar:os  que  la  mayoría  ha  establecido  al  resolver 
estas  cuestiones,  la  consecuencia  necesaria  será  que  la 
mayoría  de  los  miembros  del  tribunal,  o  tal  vez  su  tota- 
lidad, estén  conf  írm'^s  en  la  decisión  de  la  cuestión  prin- 
ripal.  Este  es  el  objeto  del  inciso  que  con  mucha  opor- 
tunidad ha  sido  propuesto  por  el  señor  senador  Vial,  i 
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que  eslá  confurme  tanibiiii  c.  :il;v  opinión  del  autor  mr-s- 
mo  del  proyecto,  con  quien  ur  consultado  esta  materia, 
i  me  ha  dicho  que  creia  niui  conveniente  que  se  agrega- 
ra a  este  artículo  el  incido  que  ¿^o  está  (Híáculiendo. 

Puesto  en  votación  el  inciso  agrejrado  por  el  señor 
Vial  Formas,  fué  aprobado  por  unaniniiihul. 

Sometido  a  segunda  discusión  el  artículo  3."  del  mis- 
mo proyecto,  fué  aprobada  por  unanimidad  su  primera 
parte. 

Sometida  a  discusión  la  segunda,  se  leyó  la  enmienda 
propuesta  por  el  señor  Bello,  cuyo  tenor  es  el  que  sigue: 

En  los  demás  cusas  de  empate  sobre  alguna  de  las 
cuestiones  de  hecho  o  de  derecho  que  ha  de  resolver  el 
tribunal j  se  le  agregará  un  juez,  i  se  procederá  de  nuevo 
a  la  resolución  del  punto  de  que  se  trata. 

El  señor  Bello. — Señor:  este  inciso  se  refiere  sola- 
mente al  caso  de  empate.  El  empate  puede  ocurrir  sobro 
cualquiera  do  las  cuestiones  en  que  se  divide  la  cuestión 
principal.  Supongamos  que  el  tribunal  se  compone  de 
un  número  par  de  miembros.  Dos  de  ellos  están  por 
una  opinión,  i  dos  por  otra.  Si  fuera  causa  criminal,  en 
virtud  del  inciso  primero,  estando  perfectamente  confor- 
mes las  opiniones  de  cada  mitad  del  tribunal,  se  deberá 
adoptar  la  opinión  que  fuere  mas  favorable  al  reo.  Pero 
en  las  causas  civiles,  no  se  hace  así.  En  ellas,  debe  deci- 
dirse precisamente  por  mayoría  absoluta  de  sufrajios. 
Suponiendo  que  el  tribunal  se  compone  de  cuatro  miem- 
bros, dos  do  los  cuales  están  por  una  opinión  i  los  otro8 
dos  por  otra,  en  este  caso  me  parece  que  el  arbitrio  mas 
sencillo  es  llamar  un  juez  de  afuera  que,  debiendo  adop- 
tar precisamente  alguna  de  las  opiniones  en  que  esta 
di\idido  el  tribunal,  forme  mavoría. 
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I'uesla  en  votación  la  enmienda  propuesta  por  cl  scfior 
Ucllo,  fue  unániíiiGincntc  acoplada. 

I^asándose  a  considerar  la  parte  tercera  del  mismo 
arliculo,  se  leyó  igiialinonte  la  propuesta  por  el  aoñor 
Helio  para  suslitiiirla,  cujo  tenor  es  el  que  sigue: 

Siempre  que  sohve  alguna  (fe  dichns  cuestímies  hubie- 
re dUpersion  efe  votos,  cada  una  de  ellas  será  sometida 
sejiaradamente  a  votación;  i  si  todas  ellas  fueren  recha- 
zadas por  la  mayoría  absoluta  £ÍeI  tribunal,  se  llamari 
para  la  resolución  del  punto  a  tantos  jueces  cuantos  en 
el  concepto  del  trifntnal  sean  necesarios  para  obtenerla. 

El  siiSon  Bello. — En  el  proyecto  orijinalmente  pasa- 
do a  la  cámara,  se  iian  considerado  dos  casos  diferentes: 
aquéllos  en  que  había  mayoría  respectiva  con  igual  nú- 
mero de  votoa,  i  aquéllos  en  que  no  habia  mayoría  res- 
pectiva; verbigracia,  en  un  tribunal  compuesto  de  cinco 
miembros,  dos  de  ellos  votaban  en  favor  de  una  proposi- 
ción, otros  dos  en  favor  de  otra  diferente  de  la  primera, 
i  cl  quinto  votaba  en  favor  de  una  tercera  entidad.  En 
este  c^nso,  so  nota  una  diferencia  respecto  del  otro  en 
que  tres  miembros  del  tribunal  votan  en  favor  do  tres 
proposiciones  distintas  i  los  otros  dos  en  favor  de  otra 
proposición.  A  mí  me  ba  parecido  que  no  era  necesario 
entrar  en  estas  diferencias;  i  que,  sometiendo  en  caso 
de  dispersión  de  votos  separadamente  a  votación  cada 
una  do  las  opiniones  que  dividen  al  tribunal,  el  resulla- 
do  será  producir  una  mayoría;  pero,  si  no  resultare  ma- 
yoría, se  llamará  a  tantos  miembros  de  afuera  cuantos 
sean  necesarios  para  producirla,  dejando  a  la  decisión 
del  tribunal  el  número  de  jueces  que  deben  venir.  Si  éste 
croe  que  basta  uno  solo,  llamará  uno  solo;  si  dos,  dos, 
etc.  Por  otra  parle,  st  se  fijan  los  señores  senadores  en 


que  esta  Iisi  va  a  ser  aplicarla  por  un  tribunal  c^tinpiicfitu 
de  personas,  como  las  rjiie  arortimatlamciito  tenemos, 
juiciosas,  iniparcialcs  i  deseosas  de  desempeñar  la  ad- 
raÍQislracion  de  jusUcia  del  modo  mas  conveniente  al 
Ínteres  público,  pncslo  en  ejecución  el  artículo  I,*  con 
el  inciso  agregado  por  cl  Iiunorable  señor  Vial,  casi  so 
puede  decir  que  rarísima  vez  ocurrirá  el  caso  de  disper- 
sión de  votos. 

Debo  ademas  liacer  notar  una  cosa.  En  cl  proyecto 
orijinal,  se  pone  al  juez  en  la  necesidad  de  adoptar  al- 
guna do  las  opiniones,  de  las  cuales  ninguna  ha  obteni- 
do la  mayoría  del  tribunal;  verbi  gracia,  cl  tribunal  se 
compone  de  cinco  miembros,  dos  miembros  deciden  la 
cticstion  de  un  modo,  otros  dos  la  deciden  en  un  senti- 
do diverso,  i  el  quinto  opina  por  una  tercera  entidad 
diferente  de  !as  anteriores.  En  este  caso,  según  cl  pro- 
yecto orijinal,  este  úUiíno  juez  so  ve  en  la  necesidad  do 
someter  su  propia  opinión,  no  ya  a  la  mayoría  dol  tri- 
bunal, sino  a  la  de  dos  miembros.  El  arbitrio  que  yo 
propongo,  ea  para  que  un  miembro  no  se  vea  jamas  en 
el  caso  do  liacer  ese  saci-ificio  a  un  número  de  jueces  que 
nn  forman  mayoría  en  cl  tribunal.  El  arbitrio  propues- 
to en  cl  proyecto  orijinal  no  me  parece  malo;  i  pruclja 
(lo  ello  es  que,  en  una  de  las  naciones  mas  sabias,  la 
Francia,  so  hace  así.  Allí  el  quinto  miembro  se  vería  en 
la  necesidad  de  optar  por  una  de  las  dos  opiniones,  nin- 
guna de  las  cuales  ha  obtenido  la  mayoría  del  tribunal, 
porque,  siendo  uno  solo,  solé  obligarla  a  elcjir  entre 
las  opiniones  que  hubiesen  obtenido  mayor  número  do 
votos.  Pero,  como  quiera  que  sea,  no  so  hace  el  sacrifi- 
cio a  la  mayoría  absoluta  dol  tribunal,  sino  únicamente 
a  la  mayoría  respectiva.  En  cl  artículo  que  yo  propongo. 
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quilo  csfa  especie  ilc  Cí?crnpulo  que  pudiera  ofrcccráC  a 
las  conciencias  delicadas.  IMuclios  jueces  dirian  con  cierta 
plausibilidad: — ¿Por  qué  he  de  someter  mi  opinión  ala 
de  dos  miembros  del  tribunal?  Si  éstos  formaran  la  ma- 
yoría absoluta,  YO  deberia  sin  duda  hacer  este  sacrificio; 
pero,  desde  que  solo  componen  una  mayoría  relativa,  no 
me  hallo  en  este  penoso  deber. — Para  quitar  esta  espe- 
cie de  escrúpulo,  que  pudiera  poner  embarazos  a  al- 
gunas conciencias  delicadas,  he  propuesto  este  inciso 
bajo  la  nueva  forma  que  ha  oído  la  cámara. 

Puesta  en  votación  la  modificación  hecha  por  el  señor 
Bello,  resultó  aprobada  por  unanimidad.  Sometidas  a 
discusión  las  partes  cuarta  i  quinta  del  referido  artículo, 
i  considerada  por  la  sala  la  presentada  por  el  señor  Bello 
para  sustituirla,  el  señor  presidente  observó  que,  ha- 
biéndose adoptado  las  modificaciones  anteriores  hechas 
por  el  señor  Bello,  era  superfluo  el  tramito  que  propo- 
nían estas  dos  partes  del  proyecto  orijinal,  i  que  bastaba 
adoptar  la  propuesta  por  el  señor  Bello,  la  que  fué  apro- 
bada por  unanimidad,  siendo  su  tenor  el  que  sigue: 

El  yrocedimiento  que  prescriben  las  rerjlas  2.*  i  '>,% 
se  repetirá  siempre  que  se  presentaren  las  circunstancias 
que  dichas  realas  mencionan. 

SKSION    DKL    31    DE   JULIO    DE    1850. 

Presidencia  del  señor  don  Diego  José  lienaveníc. 

Se  puso  en  discusión  particular  el  artículo  3."  del 
proyecto  sobre  el  modo  de  fundar  las  sentencias,  i  se  leyó 
la  enmienda  presentada  por  el  señor  Bello,  cuyo  tenor 
es  el  que  sigue: 
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Los  hechos  i  las  disposiciones  Itvjnlrs^  en  drfeclo  fie 
cstas^  l:i  coslambrc  que  lenija  fuerza  de  lei,  i  a  falla  de 
anas  i  otra,  las  razones  de  equidad  nalural  que  sivran 
do  fundamento  a  la  sentencia. 

E[.  SEÑOR  Bkllo. — Señor:  por  esta  enmienda  no  s(^ 
hace  mas  que  agregar  una  regla  con  la  que  siempre  se 
conforman  los  tribunales  al  scnlenciar  las  causas,  por- 
que es  sabido  que  lodo  juzgamiento  se  decide  primero 
por  las  leyes  vijcntes  del  país;  i  que,  si  se  présenla  algún 
caso  sobre  el  cual  no  haya  alguna  disposición  expresa, 
«e  recurre  entonces  a  la  costumbre,  que,  por  tener  todos 
los  requisitos  necesarios,  haya  adquirido  fuerza  de  lei. 
F'ero  puede  ofrecerse  otro  caso,  mas  raro  aun  que  aíjucl 
en  que  fallo  lei  expresa,  a  saber,  uno  en  que  no  haya 
tampoco  esa  costumbre  con  fuerza  de  lei.  En  tal  caso,  no 
habria  mas  arbitrio  que  fallar  según  los  principios  de  la 
razón  natural.  En  el  proyecto  orijinal,  se  dice  que  debo 
resolverse  según  una  disposición  legal;  pero,  como  ósta 
puede  faltar  en  muchos  casos,  he  creído  necesario  hacer 
esta  agregación  para  determinar  la  regla  a  que  deben 
sujetarse  los  tribunales  en  sus  procedimientos. 

Sometido  a  votación  este  artículo,  fuó  aprobado  por 
unanimidad  con  las  enmiendas  propuestas  por  el  señor 
Bello. 

Puesto  en  discusión  el  artículo  4."  del  mismo  proyec- 
to, fué  aprobado  uniánimemente. 

Se  puso  en  discusión  el  artículo  5.",  que  dice: 

La  sentencia  definifica  que  no  se  hubiere  extendido 
en  la  forma  que  prescribe  el  artículo  .'/.%  es  nula,  Kl  re- 
'•urso  que  en  este  caso  so  e.^tablere  queda  sujeto  a  todas 
las  rc'jla'ií  establecida^^  por  la  lei  fie  1 J^  df  marzo  de  Jíi'll. 

El  sknou  Bkllí». — Yo  concibo  (¡uc  este  artículo  es  nc- 
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cosario,  sea  bajo  la  forma  en  qiic  osla  concobido,  soa 
bajo  cualquiera  olra,  para  dar  valor  a  las  disposiciones 
de  la  loi,  porque,  si  la  sentencia  se  hubiera  expedido 
faltando  a  las  reglas  prescritas  por  la  lei,  i  sin  enibarf^o 
osa  sentencia  fuera  válida,  habría  sido  inútil  diciar  la' 
lei.  Este  arlículo  es,  por  lo  tanto,  la  sanción  penal  de 
las  disposiciones  anteriores.  Tal  vez  pudiera  presentarse 
bajo  una  forma  mas  satisfactoria;  pero  yo  creo  que  se 
necesita  do  un  arlículo  que  ordeno  que  la  sentencia  que 
no  se  conforme  a  las  reglas  que  se  han  dado  sea  nula. 
De  olra  manera,  mejor  habria  sido  no  haberlas  dictado. 
Estas  reglas  se  han  hecho  para  la  seguridad  de  los  de- 
rechos individuales;  i  si,  fallando  a  ellas,  tuviera,  sin 
embargo,  valor  la  sentencia,  ¿cuál  sería  la  protección 
que  esta  lei  habria  concedido  a  los  derechos  de  los  par- 
ticulares? Así  me  parece  que  este  artículo,  sea  bajo  osla 
forma,  sea  bajo  cualquiera  otra,  es  absolutamente  ne- 
cesario para  que  la  lei  produzca  todo  su  efecto. 

El  skñok  PHKSiDiíNTK  Bknavkntk. — Al  retardar  la  dis- 
cusión de  este  artículo,  he  querido  llamar  la  atención  de 
la  cámara  sobre  dos  dilicultades  que  se  me  ofrecen,  i  que 
lalvcz  procedan  de  la  falla  de  intelijencia  en  la  materia; 
poro  que  debo  exponer  a  la  sala:  !.*  hallando  los  jueces 
a  las  reglas  establecidas  en  osla  lei,  la  senlencia  os  nula, 
i  esta  nulidad  viene  a  recaer  en  las  partes  que  no  han 
podido  ser  responsal)lcs  por  las  faltas  de  los  jueces,  ocii- 
sionándoles  nuevos  costos  para  perseguir  su  derecho; 
'¿."  En  caso  de  ser  la  corte  suprema  la  que  falta  a  estas 
reglas,  ¿qué  autoridad  será  la  que  conozca  de  esta  nuli- 
dad? Estas  son  las  dos  dilicultades  que  se  me  olVecen. 
Xo  es  esto  oposicirm  al  arlículo.  Es  una  duda,  i  lalvez 
infundada. 
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El  SKÑ'üii  Bello. — El  segundo  de  los  motivos  í(ue  lia 
expuesto  cl  señor  presidente,  me  parece  mui  fundado;  i 
seguramente  es  una  dificultad  que  será  preciso  salvar. 
En  cuanto  al  primero,  confesaré  que  no  encuentro  nin- 
guna fuerza  en  él,  porque,  si  tuviera  alguna,  ésta  sería 
extensiva  a  todos  los  recursos  de  nulidad,  pueslo  que  en 
todos  ellos  se  ocasionan  a  las  partes  costos  i  molestias. 
Me  parece  que  esta  razón  prueba  demasiado;  i  que,  si  hu- 
biera de  tener  efecto,  sería  necesario  destruir  todos  los 
recursos  de  nulidad,  porque  a  todos  ellos  se  aplica  la 
razón  alegada  por  el  señor  presidente. 

Por  otra  parte,  estos  recursos  de  nulidad  tienen  por  ob- 
jeto protejer  los  intereses  de  los  litigantes,  asegurándoles 
la  recta  administración  de  justicia.  Esto  sentado,  es  ne- 
cesario que  las  partes  hagan  esos  costos  a  lin  de  obtener 
una  sentencia  que  no  sea  contraria  a  sus  derechos. 
Existen,  pues,  en  favor  de  esta  nulidad  los  mismos  mo- 
tivos que  en  favor  de  las  demás  nulidades,  es  decir,  la 
recta  administración  de  justicia. 

Confesando,  pues,  que  el  segundo  de  los  motivos  ex- 
puestos por  el  señor  presidente  es  fundado,  considero 
que  el  primero  no  tiene  fuerza. 

Elsen'or  PKPísmENTK  Bkxavkntk. — No  insistiré,  señor, 
porque  confieso  que  no  entiendo  esta  materia.  Sin  embar- 
go, haré  presente  que  estas  nuevas  nulidades  son  de  una 
naturaleza  distinta  de  las  anteriores.  Hasta  ahora,  las 
nulidades  proceden  de  haberse  faltado  a  los  trámites 
de  un  juicio,  verbigracia,  por  no  haberse  dado  audien- 
cia a  la  parte,  o  no  habérsele  citado;  pero  la  nulidad  que 
ahora  se  establece  procede  de  no  haber  observado  los 
jueces  las  reglas  que  se  les  dan  por  esta  lei.  Si  a  conse- 
cuencia de  no  habérseme  oído  en  un  juicio,  la  sentencia 
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que  .se  (la  es  nula,  parece  iniii  natural  que  yo  í>¡ga  lia- 
cieuclo  los  costos  necesarios  Imsla  o])lener  una  sentencia 
conforme  a  mis  derechos  que  liabian  sido  desatendidos; 
I)cro  que,  porque  un  juez  contravino  a  las  reglas  que  se 
le  han  impuesto  para  fundar  las  sentencias,  venga  yo  a 
pagar  esta  falta,  i  haga  nuevos  costos  para  obtener  una 
segunda  sentencia  válida,  esto  no  parece  justo.  No  creo, 
pues,  que  esta  sea  una  forma  tan  protectora  de  los  de- 
rechos individuales;  i  pienso  que,  li'yos  de  darles  una 
garantía,  no  hace  sino  ocasionarles  nuevos  costos.  Pero, 
al  lin,  esto  será  por  no  entenderlo.  En  consecuencia, 
someto  mi  juicio  a  la  mayoría  mas  ilustrada  de  la  chi- 
mara. 

En  cuanto  al  segundo  punto  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito en  esta  discusión,  es  precisamente  el  que  menos 
fuerza  me  hace,  porque,  no  conociendo,  sino  de  ciertas 
causas  que  no  ha  sido  posible  resolver  en  las  otras  cortes, 
como  son  las  de  hacienda  i  otras,  así  que  éstas  se  con- 
cluyan, la  corte  suprema  quedará  reducida  a  conocer  de 
las  sentencias  nulas  en  última  instancia. 

El  SKÑoii  Vial  Fóiimas.  —  Señor:  se  ha  reconocido, 
<:omo  no  ha  podido  dejar  de  hacerse,  que  la  falta  de  or- 
den o  método  en  el  fundamento  de  las  sentencias,  ha 
producido  fatales  consecuencias,  porque,  sin  separar  las 
diversas  cuestiones  que  pueden  envolverse  en  la  princi- 
pal, se  decide  muchas  veces  quizá  sobre  hechos  que  ni 
aun  se  han  considerado.  ]\)V  medio  de  este  proyecto,  se 
han  querido  evitar  todos  estos  males.  Así  los  jue- 
ces deben  ahora  distinguir  las  diversas  cuestiones  de 
hecho  i  de  derecho  para  decidir  con  claridad  los  nego- 
cios <jue  se  ventilan,  i  determinar  el  verdadero  punte» 
cuestionable,  para  que,  después  de  lodo  e^lo,  se  apli- 
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qiion  las  I^yos  con  oxaililud.  Todo  oslu  conlrihuyo,  nt> 
solo  a  asegurar  la  roela  adminisiracion  do  jnsliria,  sin*) 
laminen  a  evilar  la  divorjoncia  úo  opiniones  do  los  jue- 
ces en  el  pronunciamiento  de  la  sentencia.  Es,  i)ues, 
osla  Ici  de  la  mayor  imporlancia. 

Por  otra  parle,  nada  hai  mas  interesante,  nada  que  do- 
líamos procurar  tanlo  por  todos  los  medios  posibles,  como 
la  exacta  aplicación  de  las  leyes  a  las  flivcrsaa  cuesiiones 
<[uc  se  presentan.  Snpóni^asc  que  se  suprimiera  este  ar- 
líenlo.  Entóneos  el  tribunal  podria  bacor  o  nó  esta  apli- 
cación, sin  que  por  eso  dejase  do  ser  valida  su  senten- 
cia.   Así    este   artículo,   es,  c;>mi)  ba  dicbo  mui  bien  ol 

0 

bonorable  señor  lucilo,  la  sanción  p(Mial  de  esta  lei.  El 
es  la  única  í^arantía  que  bai  de  que  el  ¡uoz  cumplirá  con 
la  loi;  i  por  tanto,  en  ningún  caso,  estaría  yo  conlorme 
CAiw  (|ue  se  suprimiera.  Convcng  >  con  ol  soñ^r  IJollo  en 
que  es  necesario  salvar  la  indicicion  bocha  p')r  ol  señor 
presidente  i'olaliva  al  caso  on  (juo  la  corto  suprema 
fuese  la  quocoinolia  esta  talla,  csta])le6iendo  el  tribunal 
que  baya  do  conocer  de  estas  nulidades;  i  para  que  no 
perdamos  el  tionqio  inútilmente,  pues  sería  mui  difícil 
que  so  luciese  oslo  sobre  labia  del  modo  mas  conve- 
niente, podria  encargarse  el  mismo  señor  president<* 
do  presentar  una  nueva  redacción  de  este  artículo  en  la 
sesión  inmediata. 

El  SKXor.  Bkmj). — Yo  croo,  señor,  que  puede  ocurrir 
mui  bien  ol  inconveniente  expuesto  on  segundo  lugar 
por  ol  señor  presidente;  i  ({uo,  para  salvarlo,  sería  nece- 
sario otro  proyoelo  fio  loi,  o  entrar  on  digresiones  (jUo> 
no  sfiu  ílol  caso,  por({U(^  mo  paroeo  (pi(^  no  so  podria 
ocurrir  de  otra  mani*ra  a  esto  inconveniente,  sino  osta- 
blociondo  un  tribunal  ([uo  sob)  conociera  do  las  causas 
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de  nulidad.  En  todo  país,  la  corte  de  casación,  o  corte 
do  nulidad,  no  conoce  de  otra  especie  de  causas,  preci- 
samente para  evitar  el  inconveniente  que  ha  indicado  el 
honorable  señor  presidente.  Me  parece  que  sería  pre- 
ciso hacer  esta  reforma  en  la  corte  suprema,  porque  la 
facultad  de  conocer  de  las  nulidades  es  incompatible  con 
la  facultad  de  administrar  justicia  en  primera  o  segun- 
da instancia.  Yo  doi  mucho  valor  a  este  inconveniente; 
pero,  para  evitarlo,  no  me  parece  suficiente  una  nueva 
redacción  o  la  agregación  de  un  artículo.  Sería  necesario 
un  proyecto  de  lei  que  determinara  quién  haya  de  cono- 
cer de  las  causas  de  que  ahora  conoce  la  corte  suprema, 
como  tribunal  que  no  es  de  nulidad,  sino  de  primera  o 
segunda  instancia.  Este  es  un  grande  inconveniente.  En 
cuanto  al  primero,  yo  creo  que,  a  pesar  de  las  razo- 
nes atlucidas  en  contra  del  artículo,  es  necesario  conser- 
varlo, porque  es  la  única  garantía  de  la  separación  de 
las  diversas  cuestiones  que  puede  haber  envueltas  en  la 
principal,  i  porque  esta  resolución  por  separado  es  un 
medio  facih'simo  de  precaver  la  dispersión  de  votos;  es 
un  medio  do  salvar  los  escrúpulos  de  las  conciencias  de- 
licadas, sometiendo  su  opinión  a  la  mayoría  del  tribunal; 
i  puesto  una  vez  en  práctica,  se  evitaná  en  gran  parte  la 
necesidad  de  llamar  jueces  de  afuera.  Talvez  podria  ase- 
gurarse que  no  se  presentará  este  caso  en  muchos  años. 

Yo  creo,  pues,  que  este  artículo  es  la  garantía  mas 
preciosa  que  hai  de  que  los  jueces  no  infrinjirán  las  re- 
glas establecidas  p:)r  esta  Ici;  i  que  esto  es  mas  impor- 
tante aun  para  los  intereses  de  los  particulares,  que  los 
costos  o  demoras  que  pudiera  acarrearles  una  sentencia 
nula. 

El.  SKNOR  PHKsnmNTK  liiíNAVKNTK. — Ya  hc  dicho  ánles. 
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i  repito  ahora,  que  no  Iio«4:í)  oposición  a  eslv  arlíciilo. 
Solo  he  (|iierido  e\p(Mior  las  dudas  <|ue  sobre  él  se 
me  ofrecían .  Convengo  en  (¡ue  la  reforma  que  haya  de 
hacérselo  no  sea  materia  de  esta  iei.  Podría  aprobarse 
por  ahora  el  artículo  i  nombrar  una  comisión  (¡ue,  o  pre- 
sente un  nuevo  proyecto,  o  redacte  este  artículo,  como  lo 
hallare  mas  conveniente. 

Puesto  en  votación  el  artículo,  fué  oprobado  por  una- 
nimidad, nombrándose  a  los  señores  Helio  i  \'ial  l'órmas 
para  que  formasen  laanlcílicha  comisión,  con  lo  cual  se 
suspendió  la  sesión. 

El  l:{  de  junio  de  1S3I,  don  Manuel  Tainilo  Vial  For- 
mas expuso  ante  el  senado  que  el  proyecto  de  leí  sobro 
el  modo  de  acordar  i  fundar  las  sentencias  era  entei'a- 
mcnlc  distinto  del  otro  referente  a  la  í)rganizacion  del 
tribunal  que  debía  conocer  de  las  nulidades  cometidas; 
que  la  comisión  nombrada  para  preparar  este  segundo 
proyecto  había  encontrado  algunas  dificultades  para 
redactarlo;  i  que  lo  presentaría  luego  que  reuniese  los 
datos  necesarios  al  efecto. 

El  senado  resolvió  por  unanimidad  remitir  el  proyec- 
to relativo  al  modo  de  acordar  i  fundar  las  sentencias 
sin  mas  dilación  a  la  cámara  de  diputados,  donde  se 
aprobaron  las  enmiendas  introducidas  en  él,  llegando  a 
ser  leí  de  la  repú])l¡ca. 

Don  Andrés  Bello  continuó  patrocinando  todas  las  me- 
didas tendentes  a  promover  i  asegurar  la  rerta  adminis- 
tración de  justicia. 

\'éase  la  manera  cómo  saludó  la  |)ublicacion  de  la  ó'^- 
fv/.'í  fh>  ios  Tril)}it}Rloí^  en  el  número  oSj  de  I\l  Ariuirnuo 
de  7)  de  noviembre  de  18'il. 
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fcNos  es  ¿xltamcnle  salisfaclorio  observar  que  el  espíri- 
tu de  aclividad  i  mejora  que  auinia  al  gobierno,  pare- 
ce haberse  iiifundido  en  los  domas  ramos  del  servicio 
público.  La  administración  de  justicia,  mas  lenta  de 
ordinario,  en  todos  tiempos  i  en  todos  países,  para  en- 
trar en  la  via  de  las  reformas,  ha  heclio  ya  bastantes  pro- 
gresos entre  nosotros,  i  continúa  haciéndolos  en  benefi- 
cio común.  Nos  toca  ahora  señalar  a  la  gratitud  de 
nuestros  conciudadanos  un  paso  importante  i  trascen- 
flenlal  en  este  jénero  que  acaba  de  dar  la  ilustrísima 
corte  de  apelaciones:  como  tal,  tenemos  un  acuerdo  que 
recientemente  ha  tomado  i  puesto  en  ejecución,  de  lle- 
var un  rejislro  diario  de  todos  sus  actos,  procedimien- 
tos i  decisiones,  redactado  también  diariamente  por  uno 
de  sus  miembros,  i  lirmado  por  todos  ellos,  sin  perjuicio 
del  antiguo  rollo  de  las  sentencias,  llevado  por  el  escri- 
bano de  cámara,  que  deberá  ser  continuado.  Por  eslc 
medio  sencillo  i  sistemado,  las  partes  i  sus  al)ogados  so 
hallarán  en  el  caso  de  conocer  a  primera  visla  los  pro- 
gresas de  la  Iramilacion  de  sus  causas  o  los  motivos  que 
la  impidan.  Se  conocerá  asimismo  de  donde  provienen  el 
cntorpecimionlo  o  la  demora,  para  poner  oportuno  re- 
medio; i  la  exactitud  e  imparcialidad  de  los  jueces  que- 
darán a  cubierto  contra  toda  mala  imputación  o  sospe- 
clia.  El  diario  de  la  corte  servirá  ademas  de  duplicado 
de  las  sentencias,  para  el  caso  de  la  pérdida  del  orijinal 
do  ellas;  i  entre  otras  ventajas  que  sería  largo  enumerar, 
debe  consitlerarse  en  nuestro  concepto,  como  un  paso 
avanzado  hacia  la  mayor  publicidad  de  los  procedimien- 
tos judiciales,  i  verdadera  salvaguardia  de  todas  las  liber- 
tades i  de  todos  los  derechos. 

(iVtm  semejante  paso,  coincide  felizmente  la  publicación 
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íjno  onlondíMíiDs  (lol)O  principinrso  on  oslos  dias  ron  (»I 
lííulo  (lo  (¡iir.oln  (¡r  InA  'írthiutnlr.^^  porindico  soinniinl 
oonsagrado  a  la  adininislracioiKh^jiislicia,  iqno,  luodiaii- 
l<^  el  laiulablsí  coId  de  sus  rodadnros,  no  dudamos  í[uc 
í'onh'ibuya  podorosainonlo  a  infundir  on  oí  público 
luiovas  ideas,  i  nuevas  lucos  on  la  materia,  i  aquel  vivo 
inieros  con  que  debe  mirar  a  los  majislrados  i  sus  ar- 
duas ouanlo  imporlantes  tareas. 

'i\o  debemos  dejar  esta  materia,  sin  hacer  mención  de 
la  loi  que  se  rejistra  en  nuestras  columnas  de  este  dia, 
estableciendo  la  junta  revisora  de  los  trabajos  termina- 
dos i  presentados  al  conu:reso  poi*  la  comisión  de  códifTiJs. 
T'na  parte  de  ellos  ha  visto  la  luz  prdjlica;  i  admitidos 
ahora  a  nuevo  examen  i  a  nuevas  conferencias  entre  la 
comisión  primitiva  i  la  nueva  junta  revisora,  es  de  es- 
perarse qi-ic  estos  trabajos  alcancen  aíjuella  perfección  a 
que  es  dado  aspirar  en  asunto  de  tanta  «xravedad  i  com- 
plicación, para  que  puedan  scrdelinitivamente  sometidos 
a  aquel  último  fallo  que  solo  puede  dar  la  oxpoi'ien- 
cia  de  much(/s  i  continuados  anos  de  observación  i  ejer- 
cicio. Entre  tanto,  es  tiempo  sobrado  de  que  so  satisfajra 
a  la  opinión  i  las  necesidades  del  sifjrlo;  que  nos  aprove- 
chemos do  su  lilosofía  i  sus  adelantamientos;  i  que  Chi- 
le, por  demasiada  lentitud  o  una  circunspección  mal 
entendida,  no  se  (juedc  atrás  de  la  antigua  madre  patria 
i  aun  de  algunos  esfados  Iiermanos  que  ya  disfrutan  de 
las  rrrandes  ventajas  úo  tener  a  el  alcance  {\c  todos  las  lo- 
yes  por  donde  todos  han  de  ser  rejidos. 

•fEn  cuanto  a  la  finccfn  de  /os  Trihitnnloí<,  no  dudamos 
on  aíirmar  de^de  Iiu'lto  ([ue  es  uno  de  aquc^Ilos  papeles 
mas  acomodados  al  carácter  i  circunstancias  (M  país,  i 
j'ias  propi.)  para  salisl'acer  sus  primeras  nec(»sidades.  1  'n 
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rnrúcler  positivo  i  sólido,  como  cl  da  los  chilenos,  solo 
puede  aroiuudar.se  con  lo  ([ue  e.s  de  verdadera  i  conocida 
utilidad,  i  ({uc  se  halle  por  ahora  a  el  alcance  del  mayor 
número  de  lectores;  i  la  necesidad  de  una  buena  c  ini- 
parcial   administración  de  justicia,  es  de  todos  los  dias 
i  de  todas  las  circuns!ancias,  i  es  principalmente  de  la 
época  actual,  en  que  se  revisa  i  codifica  nuestra  antigua 
Icjislacion,  i  cuando  se  piden  por  todas  partes  mejoras 
de  este  jénero,  i  aun  en  la  organización  fundamental  de 
nuestros  Irihunales.  No  podia,  pues,  aparecer  en  mejor 
oportunidad  el  papel  consagrado  al  principio  a  presen- 
lar  prácticamente  todo  el  sistema  judicial  tal  cual  es  en 
sí,  con  la  mira  de  su  mas  pronta  reforma  en  lo  sucesivo. 
Solo  una  serie  de  hechos  i  datos,  como  los  que  puede 
suminislrar  la  (¡arohi^  llegarán  a  convencer  a  los  mas 
obstinados   defensores  de  his  prácticas  antiguas,  acerca 
de  la  utilidad  de  las  reformas  que  se  propongan,  al  mis- 
mo tiempo  que  encontrarán  en  ellíis  nuestros  lejislado- 
res   las  bases   mas  seguidas   para  juzgar  con  acierto  i 
marchar  con  lino  por  un  sendero  casi  nuevo  entre  no- 
sotros. 

«Dejamos,  sin  detenernos,  la  parte  de  estudio  i  obser- 
vación que  deben  sacar  de  la  (¡acetfi  do  Im^  Tribunnhí^ 
nuestn)s  jóvenes  abogados,  i  el  canal  de  comunicación 
de  unos  (V)n  otros  que  se  les  abre  por  medio  de  ella 
l)ara  sus  investigaciones  i  para  la  resolución  de  los  pun- 
tos mas  arduos  o  complicados  del  derecho.  Ella  debe  dar 
al  mismo  tiempo  oi*í¡ena  la  formación  deseada  del  colcíjiode 
abogados,  proporcionando,  por  consiguiente,  a  este  cuer- 
po a(juel  grado  ríe  lustre  e  imporinncia  a  í]ue  es  llamado, 
en  nuestra  sociodnd  republicana,  desdo  c]  momento  en 
que,  reunidas  sus  Inros  i  reunidos  sms  esfuei'z  »s.  puedan 
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servir  a  las  domas  })rof(\si()iu^s,  c(»ino  siic.odi'  (mi  oirás 
partos,  do  vordadort)  inodoh^  de*  iiidopeudoncia,  morali- 
dad i  el  mas  perfecto  decoro  en  su  conducta  privada, 
como  en  el  cyorcicio  de  su  importante  miniíslerio. 

«Por  último,  la  publicación  (juc  nos  ocupa  en  breve 
debe  hacerse  interesante  a  los  que  tienen  asuntos  que 
ventilar  ante  los  tribunales,  i  en  jeneral  a  todos  los  que 
no  miren  con  indiferencia  el  loto  que  pueda  caerles  al- 
jíun  tliaen  sus  personas  i  propiedades,  por  falla  de  una  le- 
jislacion  clara  i  adecuada  a  las  necesidades  del  tiempo  pre- 
sente, o  por  el  contrario  dictamen  de  los  jueces  o  abogad(KS 
encargados  de  decidir  o  representar  sus  derechos.  I 
<:quión  no  se  halla  comprendido  en  este  número?  En  resu- 
men, lejisladores,  jueces,  abogados  i  el  público  en  jeneral, 
no  pueden  menos  de  aceptar  con  reconocimiento  un  papel 
destinado  al  esclarecimiento  de  los  hechos  judiciales,  i  a 
ílarles  la  publicidad  en  que  todos  se  hallan  igualmente 
interesados.  I  he  aquí  una  de  las  publicaciones  que  solo 
por  el  hecho  de  comprender  i  beneficiar  al  mayor  nú- 
mero, debe  tener  necesariamente  un  porvenir  seguro  i 
estable,  siempre  que  sus  redactores  continúen  con  celo 
i  constancia  la  carrera  emprendida,  i  (jue  traten  de  ame- 
nizar sus  graves  trabajos  con  anécdotas  i  varietlades 
provechosas  i  morales  que  llenen  los  deseos  i  exciten  la 
curiosidad  do  todo  jónoro  de  lectores.» 
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Don  Andrés  Bello  tomó  parte  como  senador  en  la 
discusión  d(í  muchas  leyes  vijenles  hasta  ahora,  entre 
otras,  en  la  ([ue  díMorminó  la  exvinculación  de  los  ma- 
voraz«ros. 
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El  proyecto  rio  osla  loi  había  sido  presentaflo  a  la 
<-;uiiara  de  dipulados  el  31)  de  julio  de  ISíj  por  don  An- 
tonio García  I{c\ns. 

La  (¿niara  de  su  í)ríjen  lo  aprobó  con  algunas  modi- 
lioaaciono^i,  i  lo  remitió  después  al  senado. 

■ 

«Esta  cámara,  a  proposición  de  uno  de  sus  miembros, 
lía  lonidoa  bien  preslar  su  aprobación  al  siíruíonlo 

IMlOYKf'.TO    I)K   leí: 

Artículo  I ."  Las  \inculacionos  de  especie  que  exislie- 
ren  en  la  rep.'iblioa,  se  convei'lir.in  en  vinculaciones  de 
valores. 

Artículo  '}/'  Al  efecto  se  tasarán  los  fundos  i  especies 
vinculadas  por  tres  perit!)s  nombrados  de  común  acuer- 
do entre  el  aclual  poseedor  i  el  sucesor  inmediato. 

Los  sucesores  que  hayan  cumplido  veinticinco  años, 
podrán  hacer  el  nomliivimiento  de  peritos  i  comparecer 
al  juicio  por  sí  Miisin  )S,  sin  embargo  de  que  estén  baj«) 
la  patria  potestad  del  poseedt)r;  el  tribunal  proveei'á 
de  curador  a  los  que  sean  menores  de  veinticinco  años  i 
íjue  estén  bajo  la  patria  potestad  del  poseedor,  i  a  los 
i[ue  no  lo  tengan  o  teniéndolo  se  encuentran  impedidos. 

Si  no  se  avienen  los  interesados,  toca  a  la  corle  d(^ 
apelaciones  hacer  el  nombramiento. 

Artículo  :>,'*  Los  ])eritos  pi'ocerlerán  de  consuno  a  la 
opei'acion,!  r(vsolverán  por  mayoría  d(í  votos  las  cuí^sliu- 
nns  íjut"  les  ocurran  en  el  flesempeno  de  su  cai'go. 

Artículo  'i."  Sino  pudiere  residlor  inayorín,  exponflr.ni 
]V)i'  separnflo  su  diclñ:ní^n;  i  teiMninarln  In  operncion, 
somclei'án  sus  lr.íb\i'i>  a  l;\corl(*  de  npelaciones.  «juíími. 
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ojcndü  a  los  iiilcrcsados  cii  una  aiulicncia  verbal,  acoi- 
clará  lu  coiivenicnlc  para  Icnninar  la  discorcüa,  sea  eli- 
jieiido  iiu  nuevo  perito  que  ople  enlrc  alguna  de  las 
operaciones  discordantes,  sea  formando  de  las  tres  una 
suma,  cuyo  tercio  se  tendrá  por  el  verdadero  valor  de 
la  especie. 

Si  el  desacuerdí»  de  los  peritos  iuese  parcial,  no  se 
vcriílcará  la  operación  precedente,  sino  en  el  punto  en 
((ue  hubiere  ocurrido  el  desacuerdo. 

Artículo  5."  La  decisión  de  los  peritos  no  adniiíe  mas 
recurso  que  el  de  nulidad  del  nombramiento,  exclusión 
de  especies  vinculadas  que  debieron  tasarse,  o  inclusi<jn 
de  otras  (jue  son  libres,  i  cohecho. 

De  las  sentencias  (pie  diese  la  corle  sobre  estos  recur- 
sos, se  podrá  apelar  para  ante  la  corle  suprema  de  jus- 
ticia. 

Artículo  0."  La  tasación  de  los  perilos  se  someterá  a  la 
corte  de  apelaciones,  quien  procedei'á  en  la  misma  for- 
ma (pie  en  los  casos  de  tasación  de  bienes  de  meiKjres 
(¡ue  hubieren  de  enajenarse. 

Artículo  7."  l.,'na  vez  lijado  el  valor  de  la  vinculación,  se 
deducirá  de  él  el  impí)rte  de  los  costos  de  la  tasación,  i 
el  resto  quedará  a  censo  redimible  en  los  misniíjs  fun- 
dos o  en  otros  distintos,  en  cuanto  lo  permila  el  valor 
de  los  suelos. 

Artículo  8."  El  censo  franará  el  rt'dito  de  cuatro  por 
ciento;  i  el  derecho  tie  gozarlo  pasará  sucesivamente  a  las 
l)ersonas  que  designen   las  respectivas   fundaciones  de 


mavorazgos. 


Artículo  11."  De  h>s  bienes  raíces  vinculados  formarán 
los  peritos  dos  hijuelas,  en  cuanto  sea  posible  deun  valor 
*M[uivalenle,  una  de  las  cuales  pasaní,  después  de  heclia 
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la  ¡inpDiáicion  con  los  otros  bienes  vinculados  que  hu- 
biere, al  libre  dominio  i  propiedad  del  poseedor,  i  la 
otra  quedará  reservada  al  sucesor  inmediato  para  que 
también  la  adquiera  en  libre  propiedad  después  del  fa- 
llecimiento del  actual  poseedor,  reconociendo  en  ella  la 
parte  proporcional  del  censo.  Si  para  hacer  las  dos  hi- 
juelas hubiere  de  dividirse  un  fundo  rústico,  los  peritos 
procederán  a  esta  división,  siguiendo  las  indicaciones 
que  sobre  el  particular  les  hiciere  el  poseedor.  La  desig- 
nación de  la  hijuela  que  haya  de  tomar  el  poseedor  i 
que  haya  de  reservarse  al  sucesor,  la  harán  ambos  de 
común  acuerdo,  i  en  caso  de  no  convenirse,  la  corte  de 
apelaciones. 

Artículo  lU.  Si  el  sucesor  existente  fuese  el  de  mejor 
derecho  entre  los  que  pueden  considerarse  llamados  al 
goce  de  la  vinculación,  podrá  desde  luego,  convenido  el 
poseedor,  pasar  a  su  libre  dominio  o  propiedad  la  hi- 
juela que  el  artículo  anterior  manda  reservar,  reconocien- 
do la  parte  correspondiente  del  censo  a  favor  de  la  vin- 
culación. 

Artículo  1 1.  Los  derechos  que  confiere  la  présenle  lei 
a  los  actuales  poseedores  de  mayorazgos  pasarán  a  sus 
Icjítimos  herederos,  si  los  primeros  fallecieren  antes  de 
haber  hecho  la  imposición  del  censo,  sin  perjuicio  de 
los  inmediatos  sucesores,  a  quienes  pasarán  los  bienes 
vinculados. 

Quedará  extinguido  el  derecho  que  el  presente  artí- 
c,\x\o  concede  a  los  herederos  del  último  poseedor,  si  no 
hiciere  uso  de  ól  pidiendo  la  tasación  de  los  bienes  en 
el  término  de  los  noventa  dias  siguientes  al  de  la  muer- 
te de  dicho  poseedor. 

Artículo  lí.  No  se  pagará  derecho  de  alcabala  por  la 
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adjiulicacion  do  los  fiiiiílo-s,  ni  do  imposición  por  la  cons- 
lilucion  del  censo. 

Artículo  13.  La  d¡visi(jn  de  las  i)ropiodades  censidas, 
lleva  consigo  la  división  del  censo. 

Artículo  11.  No  se  da  a  los  menores  derecho  de  res- 
titución contra  el  auto  del  tribunal  en  que  se  apruebe 
la  tasación  o  la  división  de  los  bienes  vinculados. 

Acompaño  los  antecedentes. 

Dios  guarde  a  US. 

líiwion  llcnjifo^ 
Diputado  ír^ocrotario.  » 

El  senado  nombró  una  comisión  compuesta  de  don 
Andrés  liello,  don  líamon  Errázuriz  i  el  prebendado 
don  Juan  I'Vancísco  Menéses  para  que  informase  sobre 
este  proyecto. 

La  comisión  se  dividió  lmi  su  dictamen. 

En  octubre  de  1848,  don  Andrés  Bello  redactó  el  in- 
forme (jue  sigue,  el  cual  fué  suscrito  también  por  don 
I  Jamón  Errázuriz;  i  don  Juan  r'rancisco  Menéses  pre- 
sentó otro  difcrenlo. 
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:>r»l»ro  el  provisto  de  Ici  aprobíuh)  por  la  «lo  flipiil.ulos  relativo  a  ha  abolición 
ilr  viiicuiacioiios  i  cninioiula  iicciuia  «lirho  j)n)yci'to. 

La  comisión  nombrada  para  informar  acerca  del  pro- 
yecto de  lei  sobre  mayorazgos  tiene  el  lionor  de  exponer 
a  la  honorable  cámara  que  considera  de  urjentísima  ne- 
cesidad el  que  cuánto  antes  se  dicte  esta  lei.  La  comi- 
sión cre<í  que  es  digno  de  lamentarse  el  que  se  baya  pa- 
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decido  una  omisión  tan  perjudicial  i  por  tan  largo  tiempo; 
omisión  que  ha  continuado  males  de  mucha  importancia, 
los  ([ue  se  aumentarian  en  escala  mui  subida,  si  mas  se 
demorase  la  resolución. 

Los  hijos  menores  de  los  mayorazgos  que  por  la 
constitución  adquirieron  la  expectativa,  i  aun  puede  de- 
cirse el  derecho,  de  ver  los  bienes  que  poseían  sus  pa- 
dres, en  estado  de  poderse  repartir  de  ellos  en  propie- 
dad, se  ven  aun  privados  de  este  beneficio  por  no  haberse 
(juitado  las  trabas  del  vínculo  a  esos  fundos,  dejando 
expedita  la  libre  enajenación,  como  tan  terminantemente 
lo  manda  nuestra  carta  constitucional.  Así  habrían  po- 
dido dedicar  toda  su  industria  i  trabajo  al  cultivo  i  me- 
joramiento do  ellos,  dándoles  un  valor  que  jamas  ten- 
drán mientras  permanezcan  como  se  hallan  en  el  dia.  I 
es  tanto  mas  sensible  esto,  cuanto  que  esos  hijos  habrían 
logrado  tales  beneficios  sin  perjuicio  alguno  de  los  pri- 
mojénitos,  quienes  habrían  disfrutado  de  las  pingües 
rentas  que  les  hubiesen  producido  los  valores  vincula- 
dos, quedando  al  mismo  tiempo  en  libertad  para  con- 
traerse a  la  industria  o  profesión  que  mas  les  acomodase, 
i  que  habrían  podido  hacer  valer  ventajosamente  favore- 
cidos por  esas  mismas  rentas.  Los  fundos  vinculados, 
entrando  a  la  libre  circulación  de  las  transacciones,  di- 
vididos i  subdivídidos  i  entregados  a  manos  de  hombres 
laboriosos,  aumentarían  incalculablemente  sus  valores, 
acrecentando  de  consiguiente  la  riqueza  nacional.  Los 
resultados  de  estas  operaciones  no  están  sujetos  a  duda, 
i  serán  de  tal  magnitud,  que  no  permiten  el  que 
se  considero  este  asunto  como  particular,  por  referirse 
a  determinado  número  de  personas,  pues  va  a  influir 
poderosamente   en  la   prosperidad  de  la  nación,   i  por 
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lo  tanto,  deberá  mirarse  como  de  verdadero  interés 
jeneral.  También  ha  de  tenerse  pnísentc  que  dema- 
siado tiempo  se  ha  tardado  ya  en  hacer  desaparecer 
esa  contradicción  que  salta  a  la  vista^  cual  es^  la  de 
nuestros  principios  constitucionales  con  la  existencia  de 
unos  privilejios  quo  sustraen  inmensos  terrenos  a  la  lei 
jeneraL 

Convencida  la  comisión  de  la  utilidad  i  necesidad  de 
que  la  honorable  cámara  conceda  su  aprobación  en  je- 
neral a  este  proyecto  de  lei,  ha  entrado  a  examinarlo 
parcialmente,  i  ha  creído  deber  proponer  algunas  varia- 
ciones^ que  pasa  a  presentar  por  menor  con  las  razones 
que  las  han  determinado. 

El  artículo  1.°  subsiste  íntegro,  como  viene  en  el  pro- 
yecto pasado  por  la  otra  cámara. 

En  el  artículo  2.**,  so  hace  la  variación  de  erijir  la 
corte  de  apelaciones  en  tribunal  especial  para  enten- 
der en  lo  quo  dispone  esta  lei,  para  lo  cual  se  le  agre- 
gan tres  ciudadanos  nombrados  por  el  presidente  de 
la  república  de  entre  la  clase  de  hacendados,  r'orma- 
do  el  tribunal  de  este  modo,  ha  creído  la  comisión 
que  presenta  mas  garantías  para  el  mejor  resultado  do 
la  lei,  no  porque  la  ilustrísima  corte  dejo  de  prestar  la 
mayor  conlianza  en  su  probidad  i  saber,  sino  porque  por 
este  medio  se  le  aumentan  conocimientos  prácticos,  que 
no  deben  suponerse  en  sus  miembros,  dedicados  desde 
su  tierna  edad  a  los  esludios  i  al  foro.  Uno  de  los  prin- 
cipales objetos  de  esta  lei  es  que  las  tasaciones  sean  en 
todo  lo  posible  arregladas  i  justas;  i  como  casi  todos  los 
bienes  amayorazgados  consisten  en  fundos  rurales,  se 
va  a  conseguir,  con  la  intervención  do  liombrcs  de  la 
profesión,  que  a  la  vista  de  las  tasaciones  conozcan  los 
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defectos  de  que  pueden  adolecer,  lo  que  no  se  lograría 
quizas  careciendo  do  osos  conocimientos.  También  pre- 
sentarían la  ventaja  de  que,  en  caso  de  diverjcncia  en- 
tre las  opiniones  de  los  peritos,  puedan  sin  inconve- 
niente ir  a  examinar  el  objeto  de  la  discordia,  i  con  un 
juicio  ilustrado  por  la  experiencia  informar  al  tribunal 
para  su  resolución. 

Igualmente  se  encarga  al  tribunal  el  nombramiento 
de  loa  peritos,  porque  juzga  la  comisión  que,  becho  por 
hombres  de  conocida  probidad,  con  conocimientos  en  la 
materia  i  con  audiencia  de  las  partes  interesadas,  no 
podrán  dejar  de  hacerlo  a  satisfacción  de  éstas.  Pero  lo 
que  principalmente  ha  decidido  a  la  comisión  a  adoptar 
esta  medida,  es  el  evitar  a  las  familias  el  conflicto  de  que 
se  establezca  entre  padres  e  hijos  una  pugna  de  intere- 
ses al  hacer  estos  nombramientos. 

En  el  artículo  3.°,  no  se  hace  alteración  alguna. 
En  el  i.",  aunque  en  sustancia  se  dispone  lo  mismo  que 
en  el  oríjinal,  se  ha  modificado  la  redacción  en  consonan- 
cia a  lo  dispuesto  en  el  segundo  artículo. 
Los  artículos  5.°  i  6."  permanecen  íntegros. 
En  el  artículo  7.',  se  hace  la  innovación  do  deducir  la 
cuarta  parte  del  total  valor  que  resulte  do  las  tasaciones 
do  los  bienes  vinculados,  i  establecer  el  censo  a  favor 
del  mayorazgo  en  las  otras  tres  cuartas  partes.  La  co- 
misión considera  esta  rebaja  como  do  eslricta  justicia,  i 
aun  mui  favorable  a  los  vínculos.  Para  persuadirse  de 
esto,  véase  que  comunmente  todos  los  fundos  que  salen 
a  venta  pública,  aun  cuando  no  sean  de  gran  valor,  ba- 
jan do  su  tasación  muchas  veces  hasta  el  tercio;  con 
cuánta  mas  razón  éstos  que  son  de  un  valor  tan  crecido, 
i  que  pop  lo  mismo  producen  menos  en  proporción.  A 
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mas  es  cosa  sabida  que  Iüs  bienes  amayorazgados, 
hablando  en  jeneral,  no  dan  de  producto  libre  el  cuatro 
por  ciento  con  que  se  van  a  gravar;  i  de  esa  cuarta 
parte  deducida,  han  de  salir  los  costos  de  las  tasaciones, 
que  deberán  ser  cuantiosos.  La  comisión  también  cree 
que  merece  alguna  consideración  el  que,  si  se  hubiera 
hecho  la  avaluación  de  los  fundos  luego  que  se  dictó  la 
constitución,  su  valor  no  habría  alcanzado  ni  con  mu- 
cho a  lo  que  deberá  subir  en  el  dia;  i  aunque  de  esta 
omisión  no  son  culpables  los  mayorazgos,  i  están  ya 
en  posesión  de  esos  valores,  no  por  eso  deja  de  ser  un 
hecho,  el  que  van  a  lograr  un  beneficio  de  que,  por  un 
orden  regular,  debieron  haber  disfrutado  los  otros  her- 
manos. 

El  artículo  8."  queda  como  se  halla  en  el  proyecto  de 
la  otra  cámara. 

El  artículo  9."  lo  suprime  la  comisión  por  creerlo  in- 
justo i  anticonstitucional.  Injusto,  porque  a  los  hijos  se- 
gundos que  por  la  constitución  adquirieron  la  expectati- 
va de  entrar  a  poseer  en  propiedad  los  fundos  vincula- 
dos, por  haberse  declarado  libres  para  su  enajenación, 
i  que  por  una  fatal  omisión  se  ven  aun  privados  de  este 
beneficio,  se  les  anularía  arbitrariamente  esa  expectativa 
en  la  mitad  de  los  bienes.  Es  contrario  a  la  constitución, 
porque  ésta  declaró  terminantemente  que  las  propieda- 
des vinculadas,  quedaban  libres  para  poderse  enajenar, 
asegurando  a  los  sucesores  el  valor  de  ellas,  i  solo  en- 
comendó a  la  lejislatura  dictase  el  modo  como  habia 
de  quitarse  esa  traba  del  vínculo  para  hacer  efectiva  la 
disposición  constitucional;  pero  de  ninguna  manera  le  au- 
toriza para  continuar  ni  por  un  momento  la  prohibición 
de  enajenar.  No  puede  decirse  que  los  inmediatos  suceso- 
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res  por  haber  nacido  antes  de  haber  desHgado  a  las  pro- 
piedades de  la  traba  del  vínculo,  adquirieron  derecho  a 
ellas,  pues  cuando  se  dictó  la  constitución  existian  suce- 
sores, i  sin  embargo  no  los  tomó  en  consideración  i  de- 
claró de  hecho  la  libre  enajenación,  con  la  cual  quedó 
extinguido  ese  derecho.  Pero,  supóngase  por  un  instan- 
te, que  lo  hubiesen  adquirido,  en  tal  caso  lo  t-endrian 
igualmente  los  segundos  sucesores  que  han  nacido  i 
los  que  nacieran  antes  que  se  consume  la  disposición. 
I  entonces,  ¿por  qué  concederles  ese  derecho  a  los  unos 
i  negarlo  a  los  otros?  ¿por  qué  concederlo  en  parte  de 
las  propiedades,  i  no  en  el  todo?  Esto  sería  proceder 
contra  todo  principio  de  justicia;  así,  para  obrar  en  con- 
secuencia a  lo  que  dictan  éstos,  sería  necesario  hacer 
extensiva  esta  concesión  a  todos  los  sucesores  nacidos  i 
al  todo  de  las  propiedades,  con  lo  que  se  anularla  de 
hecho  el  artículo  constitucional.  Foresto,  le  parece  a  la 
comisión  que  es  insostenible  lo  que  dispone  el  artículo 
9.°  del  proyecto  de  la  otra  cámara,  i  por  consiguiente  el 
artículo  10,  que  es  un  suplemento  de  aquél. 

Suprimido  el  artículo  9.**,  entra  a  subrogarlo  el  II  del 
mismo  proyecto. — En  este  artículo,  se  ha  hecho  la  mo- 
dificación de  que,  a  la  muerte  del  poseedor,  no  pasen 
inmediatamente  los  bienes  al  sucesor,  sino  hasta  que  se 
sopa  que  los  Icjílimos  herederos  no  liacen  uso  de  los 
(lereclios  que  les  coníicre  esta  lei.  Para  opinar  así,  la 
comisiun  ha  tenido  presente  que  casi  todos  los  bienes 
vinculados  consisten  en  fundos  rurales;  que,  según  toda 
probabilidad,  los  herederos  harán  uso  de  sus  derechos; 
(|ue  solo  ha])rá  un  corto  intervalo  entre  la  muerte  del 
lM)>iCcdor  i  ol  entrar  éstos  en  la  i)ro¡)iedad;  íjue,  en  tal 
caso,  el  hucc'bur  vendrá  a  poseer  por  mui  poco  tiempo;  i 
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que  son  mui  conocidos  los  muchos  i  grandes  inconve- 
nientes que  esto  trac  en  los  fundos  rurales,  resultando 
graves  perjuicios,  tanto  al  que  recibe  esos  fundos,  como 
al  que  los  entrega.  En  tanto  que,  dejando  estos  bienes 
en  administración,  como  proindiviso,  habrá  un  admi- 
nistrador responsable,  que  dispondrá  los  trabajos  nece- 
sarios, así  de  reparación,  como  de  producción;  que  los 
mismos  herederos  podrán  velar  sobre  esos  intereses  para 
no  ser  perjudicados;  i  que  al  mismo  tiempo  los  suce- 
sores gozarán  íntegramente  de  las  rentas  que  justamente 
les  correspondan. 

El  artículo  10  suprimido  ha  sido  subrogado  por  otro 
que  ha  dictado  la  comisión  para  completar  el  artículo 
anterior. 

El  artículo  1 1  era  el  1 2  en  el  proyecto  de  la  otra  cá- 
mara; el  1:2  tenia  el  número  13,  i  el  13  era  el  14. 

La  comisión  ha  agregado  el  artículo  que  se  ve  bajo 
el  número  14  con  el  objeto  de  que  no  se  prolonguen 
demasiado,  por  la  falta  de  ejecución  de  esta  lei,  los  ma- 
tes que  con  ella  se  quieren  remediar;  i  exije  que  el  tri- 
bunal compela  de  oficio  a  los  morosos  para  evitar  este 
motivo  de  disensiones  entre  padres  e  hijos. 

A  consecuencia  de  estas  razones,  la  comisión  modifi- 
có el  proyecto  en  los  términos  que  tiene  el  honor  de 
presentarlo  a  la  honorable  cámara. 

PROYECTO 

Artículo  I  .•  Las  vinculaciones  de  especies  que  cxis- 
íieren  en  la  república,  se  convertirán  en  vinculaciones 
de  \Tilores. 

Artículo  2.**  Al  efecto,  se  tasarán  los  fundos  i  especies 
vinculadas  por  tres  peritos  nombrados  por  la  corte  do 
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apelaciones  eslablecida  en  tribunal  espedal,  para  los 
fines  que  se  propone  esta  Jei,  en  unión  do  tres  ciudada- 
nos de  la  clase  de  liacendados,  que  nombrará  el  supre- 
mo gobierno.  El  tribunal  procederá  a  este  nombramiento 
con  audiencia  del  actual  poseedor  i  del  inmediato  sucesor. 

Los  sucesores  que  hayan  cumplido  veinlicinco  años, 
podrán  comparecer  al  juicio  por  sí  mismos,  sin  embargo 
de  (¡uo  estén  bajo  la  patria  potestad  del  poseedor,  i  el 
tribunal  proveerá  de  curador  a  los  que  sean  menores  de 
veinticinco  años  i  que  eslén  bajo  la  patria  potestad  del 
poseedor  i  a  los  que  no  lo  tengan  o  teniéndolo  se  en- 
cuentren impedidos. 

Artículo  3."  [.03  peritos  procederán  de  consuno  ala 
operación,  i  resolverán  por  mayoría  de  votos  las  cues- 
tiones que  les  ocurran  en  el  desempeño  de  su  cargo. 

Articulo  -i."  Si  no  pudiere  resultar  mayoría,  expon- 
drán por  separado  su  dictamen;  i  terminada  la  opera- 
ción, someterán  sus  trabajosa!  tribunal,  quien,  oyendo 
a  los  interesados  en  una  audiencia  verbal,  i  dejando 
constancia  de  los  reclamos  que  hicieren,  acordará  lo 
conveniente  para  terminar  la  discordia,  i  remediar  los 
errores  que  hubiere,  scaelijiendo  un  nuevo  perito  que, 
en  unión  de  alguno  de  los  miembros  del  tribunal,  vaya 
a  reconocer  el  objeto  u  objetos  en  que  haya  ocurrido  el 
desacuerdo,  o  que  hayan  sido  reclamados,  para  que  con 
su  informo  pueda  resolver  el  tribunal,  o  bien  algún  otro 
arbitrio  que  proporcione  la  exactitud  de  la  tasación  en 
lo  posible. 

Artículo  5."  La  decisión  do  los  peritos  no  admite  mas 
recur-so  que  el  do  nulidad  del  nombramiento,  exclusión 
de  bienes  vinculados  quo  debieron  tasarse,  o  inclusión 
de  oíros  que  son  libres,  i  cohecho. 
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De  las  sentencias  que  diere  el  tribunal  sobre  estos  re- 
cursos, se  podrá  apelar  para  ante  la  corte  suprema  de 
justicia. 

Artículo  6.*  La  tasación  de  los  peritos  se  someterá  al 
tribunal,  quien  procederá  en  la  misma  forma  que  en  los 
casos  de  tasación  de  bienes  de  menores  que  hubieren 
de  enajenarse. 

Artículo  7.**  Aprobada  que  sea  la  tasación  de  todos 
los  bienes  vinculados,  de  su  total  valor,  se  deducirá  la 
cuarta  parte,  i  las  otras  tres  cuartas  partes  quedarán  a 
censo  redimible  en  los  mismos  bienes  raíces  vinculados, 
o  en  otros  distintos  en  cuanto  lo  permita  el  valor  de  los 
suelos.  El  importe  de  los  costos  que  ocasionare  la  ta- 
sación, se  sacará  de  la  cuarta  parte  deducida. 

Artículo  8.*  El  censo  ganará  el  rédito  de  cuatro  por 
ciento  anual;  i  el  derecho  de  gozarlo  pasará  sucesiva- 
mente a  las  personas  que  designen  las  respectivas  fun- 
daciones de  mayorazgos. 

Articulo  9.*  Los  derechos  que  confiere  la  presente  lei 
a  los  actuales  poseedores  de  mayorazgos,  pasarán  a  sus 
lejítimos  herederos,  si  los  primeros  fallecieren  antes 
de  haber  hecho  la  imposición;  i  los  bienes  vinculados 
permanecerán  como  proindiviso  hasta  que  se  hagan 
las  tasaciones  i  se  instituya  el  censo,  en  cuyo  caso  po- 
drán los  herederos  disponer  do  dichos  bienes  en  pro- 
piedad. 

Quedará  extinguido  el  derecho  que  el  presente  artícu- 
lo concede  a  los  herederos  del  último  poseedor,  si  no  hi- 
cieren uso  de  ól  pidiendo  la  tasación  de  los  bienes  en  el 
término  de  noventa  dias,  contados  desde  el  dia  en  que 
hubiere  constancia  de  la  muerte  do  dlchr)  poseedor;  i  c^l 
sucesor  entrará  en  posesión  de  los  bienes. 
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Artículo  10.  Hecha  la  tasación  a  petición  de  los  here- 
deros del  poseedor,  corno  previene  el  artículo  anterior,  i 
eátablecido  el  censo,  se  pagarán  sus  réditos  desde  el  dia 
en  que  hubo  constancia  de  la  muerte  del  poseedor  al  que 
le  suceda  en  el  goce  del  mayorazgo. 

Artículo  11.  No  se  pagará  derecho  de  alcabala  por  la 
adjudicación  de  los  fundos,  ni  de  imposición  por  la  cons- 
titución del  c€nso. 

Artículo  15.  La  división  de  las  propiedades  censidas, 
lleva  consigo  la  división  del  censo. 

Artículo  13.  No  se  da  a  los  menores  derecho  do  resti- 
tución contra  el  auto  del  tribunal  en  que  se  apruebe  la 
tasación  o  la  división  de  los  bienes  vinculados. 

Artículo  l\.  Si  a  los  dos  años  de  promulgada  esta  lei 
algunos  poseedores  de  mayorazgos  no  hubiesen  proce- 
tlido  a  las  operaciones  que  ella  previene  para  la  conver- 
sión de  los  vínculos  en  valores,  el  tribunal,  haya  o  nó 
requerimiento  de  parte  de  los  interesados,  deberá  com- 
pelerlos al  cumplimiento. 

Andrés  Bello. — Ramón  Errázuriz. 

Don  Andrés  Bello  explanó,  como  va  a  verse,  su  opi- 
nión en  el  senado. 
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Presidencüi  del  señor  don  Diego  Jos¿  Tienavenle. 

8e  pasó  a  tratar  en  jeneral  del  proyecto  sobre  vincu- 
laciones. 

Eí.  SFÁoii  pnKsiDKNTK  Uenwente. — Vino  un  proyecto 
<le  la  cámara  de  diputados,  i  se  pasó  a  una  comisión 
que  nombró  esta  cámara.  La  mayoría  do  ella  presentó 
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otro  proyecto  i  la  minoría  otro.  Para  proceder  a  la  dis- 
cusión jencral,  es  preciso  que  la  cámara  determino  cuál 
€s  el  que  debe  elcjirse,  a  íin  de  lomarlo  por  norma  en 
la  discusión  particular.  Se  trata  do  dar  una  loi  sobre  el 
modo  de  enajenar  los  bienes  vinculados.  Esto  es  el  prin- 
cipio sobre  que  debe  rodar  la  discusión. 

El  SEÑoa  Bkllo. — El  señor  pre-idcnte  observa  con 
mucha  razón  que,  habiéndose  prcsonlíulo  tres  proyectos 
sobre  esta  materia,  uno  por  la  cámara  de  dipulados, 
otro  por  la  mayoría  tic  la  comisión  que  se  nombró  para 
que  informase  sobre  él,  i  otrojíor  uno  de  los  individuos 
({ue  formaban  parte  do  ella,  parece  natural  que,  antes 
de  proceder  a  la  discusión,  se  lije  por  la  cámara  cuál  es 
el  proyecto  de  los  tres  presentados  sobre  que  debo  re- 
caer el  debate.  Este  es  cl  mejor  medio  de  simpliílcar  el 
trabajo. 

La  dificultad  para  la  cámara  está  en  elejir  uno  de  esos 
proyectos. 

Yo  observaré  que,  entibe  el  proyecto  presentado  por 
la  mayoría  de  la  comisión  i  el  aprobado  por  la  honora- 
ble cámara  de  diputados,  la  diferencia  es  comparativa- 
mente insignificante,  de  manera  que,  difiriendo  apenas 
en  los  pormenores,  están  conformes  en  cl  principio,  al 
paso  que  el  proyecto  presentado  por  cl  honorable  señor 
Menéses  difiere  completamente  do  ambos.  La  razón  es 
obvia.  La  base  de  los  dos  proyectos,  el  de  la  comisión 
i  el  del  honorable  señor  Menéses,  es  completamenlc  di- 
versa. Uno  da  un  sentido  particular  al  artículo  IG3  de 
la  constitución,  i  el  otro  lo  da  una  intclijcncia  entera- 
mente opuesta. 

La  cámara  recordará  que,  habiendo  pasado  este  asun- 
Ao  a  la  comisión  para  que  presentara  un  proyecto,  estuvo 


eiircrjuo  (liinmlc  algún  liompo  p1  Iioiiomblc  señor  Mone- 
sca, quG  era  uno  de  sus  niienibros.  Los  miembros  restan- 
tes se  vieron  en  la  necesidad  de  trabajar  sin  su  concurren- 
tía.  Yo  senli  mucbo  no  iiaber  conferenciado  con  el  señor 
prebendado  Menéscs,  porque  acaso,  exponiéndonos  re- 
cíprocamente nuestras  dudas,  hubiéramos  modificado 
nuestras  ideas.  Pero,  al  mismo  lieinpo,  dobo  decir  que, 
después  de  babor  leído  con  liastante  alcncion  el  preám- 
bulo del  proyecto  proscntatlo  por  el  prebendado  señor 
Mcnéses,  no  be  encontrado  motivos  para  retractar  casi 
ninguno  do  los  punios  sustanciales  comprendidos  en  el 
proyecto  presentado  por  la  mayoría.  Por  mi  parte,  reco- 
nozco que  el  asunto  es  demasiado  grave,  sumamente 
difícil,  pues  80  trata  do  conciliar  intereses  opuestos,  i 
existen  sobre  el  particular  opiniones  del  todo   diversas. 

Confieso  injeauanientc  que  no  tengo  aquellos  conoci- 
mientos locales  que  serían  necesarios  para  emitir  un 
juicio  con  entera  confianza.  Sin  embargo,  habiendo  te- 
nido por  socio  a  un  honorable  miembro  que  poseía  los 
conocimientos  locales  quo  me  fallaban,  puedo  presentar, 
no  dii'é  con  entera  confianza,  pero  sí  con  cierto  grado 
de  probabilidad,  mi  opinión  acerca  de  es  js  proyectos. 

Convenimos  con  el  honorable  señor  Menéses  en  la 
base  fundamental  de  esta  cuesUon.  Él  creo  que  lo  que 
debe  lenersc  principalmente  en  consideración  es  el  ar- 
tículo 1 63  de  la  constitución,  cu  lo  cual  estamos  acordes. 
Pero  esto  sirve  de  poco,  porque  diferimos  completamen- 
te en  la  interpretación  de  dicho  artículo.  Recorreré, 
para  manifestar  m¡  opinión,  casi  palabra  por  palabra  el 
artículo  do  la  constitución  de  que  se  traía,  trayendo  a 
colación  las  opiniones  del  honorable  soilor  Menéses  so- 
bre esta  materia.  El  artículo  162  de  la  constitución  so 
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expresa  en  estos  términos:  «Las  vinculaciones  de  cual- 
quiera clase  que  sean,  tanto  las  establecidas  hasta  aquí, 
como  las  que  en  adelante  se  establecieren,  no  impiden  la 
libre  enajenación  de  las  propiedades  sobre  que  descan- 
san, asegurándose  a  los  sucesores  llamados  por  la  res- 
pectiva institución  el  valor  de  las  (pie  se  enajenaren. 
Una  lei  particular  arreglará  ci  modo  de  hacer  efectiva 
esta  disposición.»  Las  vinculaciones  establecidas,  o  las 
que  en  adelante  se  establecieren,  no  impiden  .  .  .  Sobre 
la  intelijencia  de  esta  palabra,  diliere  de  la  mayoría  el 
miembro  disidente.  Según  el  proyecto  del  señor  Menó- 
ses,  esa  palabra  no  significa  quitar  desde  luego  el  impe- 
dimento para  la  libre  enajenación,  fijando  un  término 
perentorio  para  que  concluya  esc  impedimento,  como  lo 
ha  entendido  la  mayoría  de  la  comisión,  sino  que  esa 
liberación  debo  dejarse  a  la  acción  lenta  del  tiempo,  es 
decir  que,  cuando  un  mayorazgo  quisiere  enajenar  un 
fundo,  solo  desde  ese  momento  se  proceda  a  su  enaje- 
nación con  las  formalidades  que  exije  ese  mismo  proyec- 
to; de  manera  que,  según  esta  idea,  no  se  llena,  en 
concepto  de  la  mayoría  de  la  comisión,  el  objeto  prin- 
cipal de  la  lei.  La  lei  ha  querido  conceder  un  beneficio 
a  la  agricultura  por  medio  de  la  división  de  los  fundos 
amayorazgados,  fomentar  la  riqueza  nacional;  i  no  pue- 
de suponerse  que,  al  mismo  tiempf)  que  ha  ípicrido  pro- 
ducir estos  bienes,  haya  (¡uerido abandonarlos  ala  acción 
lenta  del  tiempo,  a  la  voluntad  caprichosa  de  los  suce- 
«ores  de  los  respectivos  mayoraziros.  Procediendo  en 
esta  forma,  sucedería  que  hoi  se  oiiíijenase  un  fundo,  i 
de  aíjuí  a  veinte  años  oiro,  do  manera  (pie,  adoptando 
cl  medio  propuesto  por  el  hon;  rabie  señor  Menéses,  se 
vendría  a  hiirrar  el  oI)jofo  do  la  loi  con  el  trascurso,  no 
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exajero,  de  algunos  siglos.  No  es  probable,  pues,  que, 
liabienclo  tenido  este  artículo  por  fundamento  el  deseo 
de  aumentar  la  riqueza  del  país,  fomentando  la  división 
de  los  fundos  i  su  libre  enajenación,  haya  querido  dejar- 
se este  trabajo  a  la  acción  lenta  del  tiempo. 

Por  otra  parte,  obsérvese,  señor  presidente,  el  modo 
como  se  expresa  la  constitución,  no  impiden,  desdo  aho- 
ra, desde  el  instante  en  que  se  promulga  la  constitu- 
ción. No  impiden  quiere  decir  quitar  desde  luego  el 
impedimento,  no  dejarlo  al  lento  trascurso  del  tiempo, 
a  la  voluntad  caprichosa  de  los  sucesores  de  los  mayo- 


razgos. 


Una  lei  particular  determinará  el  modo  de  hacer  efec- 
tiva esta  disposición,  dice  el  código  fundamental,  do 
manera  que  el  cumplimiento  de  su  objeto  no  lo  deja  al 
trascurso  del  tiempo,  sino  a  la  acción  de  la  cámara.  Por 
esto,  le  manda  que  dicte  una  lei  particular,  porque  desdo 
este  momento  quiere  la  constitución  que  quede  de 
todo  punto  abolido  ol  obstáculo  para  la  libro  enaje- 
nación. 

^li  primer  argumento  consiste,  pues,  en  la  expresión 
de  que  se  vale  la  constitución,  en  haber  hecho  uso  del 
tiempo  presente,  no  impiden.  Bien  pudo  haber  dicho  el 
lejislador,  si  hubiese  querido  lo  contrario,  no  impedirán. 
Pero  quiere  que  desde  el  mismo  momento,  i  sin  mas 
dilación,  quede  destruido  el  embarazo  para  la  libro 
enajenación.  Este  es  mi  modo  de  pensar. 

1^0  que  acabo  do  decir,  es  do  la  mayor  importancia.  Jus- 
lamonte  forma  el  punto  do  divcrjoncia  de  los  dos  proyectos. 
A  mi  nvxlo  de  ver,  do!)crá  tomarse  como  base  parala  dis- 
cusión, o  el  proyecto  presentado  por  la  mayoría,  o  el  do 
la  cámara  do  diputados^  pí)rque  ambos  parten  de  esta 
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suposición:  que  la  intención  de  la  conslitiicion  es  que  se 
quite  desde  luego  el  impcdimcnío  para  la  libre  enajena- 
ción, o  por  lo  monos,  cuando  se  dicte  la  Ici  particular 
que  debe  hacer  efectiva  esta  diísposicion,  al  paso  que  el 
proyecto  del  señor  Menéses  lo  deja  a  la  voluntad  de  los 
sucesores  de  los  mayorazgos,  es  decir,  no  quita  desde 
luego  ese  impedimento  para  la  libre  enajenación.  Creo 
que  es  de  la  mayor  importancia  decidir  si  se  lija  un  tér- 
mino perentorio  para  que  esas  propiedades  vinculadas 
puedan  enajenarse  libremente;  o  si  no,  lo  que  mas  pue- 
de suponerse  es  que  la  constitución  no  ha  dicho  ni  lo 
uno  ni  lo  otro.  Ese  es  un  vacío  del  artículo;  i  en  tal  caso, 
ese  vacío  debo  llenarlo  la  Ici  particular  que  so  dicle 
para  hacer  efectiva  la  disposición  constitucional,  i  esta 
lei  particular  debe  dictarse  en  conformidad  con  el  prin- 
cipio que  han  tenido  presente  los  lejisladores,  i  que 
no  ha  podido  ser  otro,  que  el  interés  público.  Este  es 
uno  de  los  puntos  en  que  diferimos. 

Hai  otro  también,  i  no  de  poca  importancia.  Parece 
suponerse  en  el  preámbulo  que  no  puede  enajenar,  sino 
el  dueño  de  la  propiedad,  o  alguno  que  le  represente, 
o  que  obre  por  su  exclusivo  interés.  Es  necesario  con- 
fesar que  nuestras  leyes  reconocen  muchas  circunstan- 
cias en  que  otro  que  el  dueño  puede  enajenar.  Así  la  lei 
puede  disponer  que  se  haga  la  enajenación  de  la  propie- 
dad perteneciente  a  una  persona  particular,  cualquiera 
que  sea  su  voluntad.  Por  consiguiente,  no  es  exacto  el 
decir  que  no  puede  enajenar,  sino  el  verdadero  dueño. 
Puede  enajenar  otro,  que  no  sea  el  dueño.  Nuestras  leyes 
reconocen  este  principio;  i  lo  consagra  la  constitución 
misma,  (juc  establece  el  derecho  de  expropiación. 

Por  otra  parlo,  señores,  ¿cuál  es  el  dueño  do  lo.s  bio- 


ncs  vinculados?  Se  dice  en  el  preámbulo  que,  desde 
que  no  puede  enajenar  otro  que  el  verdadero  dueño. 
Bula  puede  hacerlo  la  serie  de  sucesores  estiblocida  por  la 
respectiva  institución.  Este  principio  no  me  parece  exac- 
,  to.  Siento  hallanno  en  oposición  bajo  este  aspecto  con 
la  doctrina  del  honorable  autor  del  pi-oyecto  de  la  mino- 
ría, a  quien  respeto;  pero  la  opinión  que  sostengo  no  es 
mia,  es  la  opinión  jcneral  de  los  autores  que  han  traigo 
de  mayorazgos,  cuyo  dictamen,  según  creo,  os  entera- 
mente uniformo  en  este  punto.  El  dominio  es  un  dere- 
olio  real  que  no  puede  existir,  sino  en  personas  reales, 
ya  sea  un  individuo,  ya  una  corporación,  ya  la  nación 
entera.  Siempre  pertenece  a  personas  reales,  personas 
ciertas,  personas  naturales.  Una  persona  incierta,  un 
ser  futuro  no  puede  ser  dueño,  no  puedo  tener  do- 
minio. 

Hai  un  dominio  pleno  que  comprende  el  derecho 
de  enajenar,  1  otro  dominio  menos  pleno  que  no  com- 
prende ese  derecho.  Hai  un  dominio  que  se  llama  civil, 
en  que  el  dueño  no  puede  disponer  do  la  propiedad,  sino 
que  se  ve  en  la  necesidad  de  trasmitirla  a  una  persona 
determinada:  este  es  ol  caso  en  que  so  hallan  los  ma- 
yorazgos. Los  poseedores  son  dueños,  pero  dueños  con 
dominio  limitado;  dueños  que  tienen  un  impedimento 
para  enajenar,  que  tienen  un  dominio  civil  que  no  com- 
prendo cl  derecho  de  enajenar.  La  constitución  ha  que- 
rido quitarles  ese  impedimento.  Por  eso,  dice:  las  vin- 
culaciones no  impiden,  etcétera,  que  es  lo  mismo  que 
si  dijera:  hasta  ahora  el  dominio  de  los  poseedores  de 
loa  mayorazgos  ha  sido  un  dominio  imperfecto  i  limita- 
do, que  no  ha  comprendido  la  facultad  de  enajenar; 
pero,  desde  este  momento  quiero  que  las  vinculaciones 
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no  impidan  la  libre  enajenación,  quiero  que  el  dominio 
sea  perfecto  i  absoluto  bajo  la  condición  de  asegurarse 
el  valor  a  los  respectivos  sucesores.  Cuando  yo  digo  que 
los  poseedores  no  son  meros  usufructuarios,  como  vul- 
garmente se  cree,  sino  verdaderos  dueños,  me  parece 
que  no  tengo  necesidad  de  citar  autores,  porque  esta  es 
la  doctrina  jeneral.   Sin  embargo,  citare  uno,  que  es  el 
que  goza  de  mayor  autoridad  en  la  materia,  i  (|ue  vale 
por  muchos:  Molina.  El  dice  expresamente  que  los  po- 
seedores   son    dueños,    pero   dueños  que    no   pueden 
enajenar^   porque  por  la  institución  tienen  un   estorbo 
para  hacerlo,  i  son  obligados  a  trasmitir  las  propiedades 
amayorazgadas  a  los  respectivos  sucesores.    Por  eso, 
dice  la  constitución  no  impiden,  esto  es,  quito  desde 
ahora  el  impedimento  para  la  libre  enajenación.  De  esta 
observación,  se  sigue  que  las  personas  a  quienes  la  cons- 
titución ha  quitado  el  impedimento  son  los  poseedores 
actuales,  i  no  otros.   I  yo  pregunto:  ¿a  quién   se  le  ha 
ocurrido  pensar  que  este  artículo  trata  de  conceder  la 
facultad  de  la  libre  enajenación  a  otras  personas,  que  a 
los  actuales  poseedores?  ¿a  quién  se  le  ha  ocurrido  pen- 
sar que  la  constitución  tratase  de  conceder  esa  facultad 
a  la  serie  de  sucesiones  llamadas  por  Ja  respectiva  ins- 
titución? Pues  esto  es  lo  que  se  seguiria  adoptando  el 
proyecto  del   honorable  señor  Menéses.    Yo  me   remito 
en  este  punto  a  la  conciencia  de  los  honorables  señores 
senadores;  i  si  me  engaño,  yo  a  lo  menos  puedo  afirmar 
que  nunca  se  me  ocurrió  que  la  constitución  tratara  de 
quitar  a  otros  que  a  los  actuales  poseedores  ese  impe- 
dimento. 

Resulta  de  lo  dicho:   1.",  ({ue  no  siempre  es  el  dueño 
quien  enajena,  i  que  puede  haber  enajenación  contra  la 


LXXX  OPÚSCULOS  JUnÍDICOS 


voluntad  del  diicno;  2.%  que  a  los  actuales  poseedores, 
i  no  a  otros,  es  a  quienes  la  constitución  ha  quitado  el 
impedimento  para  la  libre  enajenación;  i  3.",  que,  al 
conceder  la  libre  enajenación,  la  constitución  no  puso 
otra  traba,  que  la  de  asegurar  el  valor  a  los  respectivos 
sucesores.  Pero,  en  el  proyecto  del  honorable  señor  Mc- 
néses,  se  imponen  tales  trabas  a  la  enajenación,  que  los 
compradores  de  estos  fundos  no  podrían  nunca  conside- 
rarse como  verdaderos  propietarios.  Sigue  la  constitu- 
ción diciendo  que,  como  condición  para  la  libre  enajena- 
ción, se  asegure  a  los  sucesores  respectivos  el  valor  de 
las  propiedades  vinculadas;  i  a  este  respecto  confieso 
que  me  ha  hecho  impresión  el  raciocinio  del  señor  Mc- 
néses;  i  que,  por  consiguiente,  creo  que  no  debe  hacerse 
rebaja  ninguna  en  el  verdadero  valor,  que  sería  el  que 
resultase  de  la  respectiva  tasación  de  los  fundos. 

He  expuesto  las  principales  diferencias  entre  las  ideas 
de  la  mayoría  de  la  comisión  i  las  del  honorable  señor 
Menéses.  La  cuestión  de  que  ahora  se  trata,  es,  como 
lo  ha  indicado  mui  bien  el  señor  presidente,  cuál  de 
esos  proyectos  debe  cscojerse  para  la  discusión.  He  di- 
cho que  los  dos  proyectos  difieren  en  su  base;  que,  para 
clcjir  entre  ellos,  es  necesario  elcjir  entre  dos  bases, 
entre  la  base  del  proyecto  de  )a  mayoría  de  la  comisión, 
que  fija  un  termino  perentorio  para  quitar  el  impedi- 
mento a  la  libre  enajenación  de  los  bienes  vinculados,  i 
la  base  del  proyecto  de  la  minoría,  que  no  fija  término 
alguno,  i  que  quiere  se  dejo  al  lento  trascurso  del  tiem- 
po i  a  la  voluntad  capricliosa  de  los  sucesores,  por  cuyo 
medio  no  llegarla  a  verificarse  en  siglos  el  objeto  de  la 
constitución. 

El  SEÑoi;  i*UEsn)ENTio  Iíex.vvkxti:. — Veinticinco  años. 


r 


INTIIODCCCION  LZ.TXI 


he  tenido  el  honor  de  pertenecer  al  congreso.  En  esto 
tiempo,  han  ocurrido  cuestiones  de  la  mayor  importan- 
cia, i  a  todas  ellas  he  entrado  con  valor,  aunque  sin  el 
debido  conocimiento;  pero  en  esta  do  mayorazgos,  cuan- 
do se  trataba  si  debía  haberlos  o  nó,  era  bien  conocida 
mi  opinión  de  que  no  deberían  existir.  Mas  ahora  que 
se  trata  de  enajenar  las  propiedades  sobre  que  descan- 
san, lo  que,  según  conocidas  aspiraciones,  puede  califi- 
carse de  despojo,  he  temblado  al  entrar  en  una  cuestión 
que  pueda  perjudicar  a  intereses  privados. 

La  constitución  de  18'28  habia  cortado  de  un  hachazo 
el  nudo  gordiano;  pero,  con  la  constitución  de  1833, 
volvió  el  interés  particular  a  influir  en  los  consejos  le- 
jisladores  i  a  empeorar  el  asunto. 

Si  el  señor  senador  que  acaba  de  hablar,  con  ese  gran 
caudal  de  conocimientos  que  posee,  i  con  su  intelijencia 
despejada,  dice  que  entra  con  desconfianza  en  la  cues- 
tión, ¿qué  podré  decir  yo?  Tanto  mas,  cuanto  que  en 
muchas  cosas  difiero  de  uno  i  otro  proyecto.  Aunque 
confieso  mi  insuficiencia  en  esta  materia,  sin  embargo, 
encuentro  mas  lójico  el  proyecto  del  señor  Mencses,  que 
los  otros.  El  artículo  constitucional  ha  dicho  que  las 
vinculaciones  establecidas  hasta  aquí,  como  las  que  en 
adelante  se  establecieren,  no  impiden  la  libre  enajena- 
ción de  las  propiedades  vinculadas.  Bueno,  señores;  es 
decir  que  deja  a  esos  poseedores  de  bienes  vinculados 
cu  la  entera  libertad  de  venderlos.  Así  como  yo  no  tengo 
impedimento  para  vender  una  propiedad  que  me  perte- 
nece, así  tampoco  lo  tienen  los  poseedores  de  mayoraz- 
gos.  Pero  esto  no  quiere  decir  que  desde  este  momento 
se  les  haya  de  obligar  a  vender,  ni  se  les  pueda  fijar  un 
término,  porque  esa  enajenación  debe  hacerse  libremen- 
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te.  Aun  mas,  el  artículo  constitucional  exijo  una  condi- 
ción para  esta  eiiajonacion,  tal  es  que  debo  asegurarse  a 
los  sucesores  llamados  por  la  respectiva  institución  todo 
el  valor  de  la  propiedad  que  se  enajena;  hé  aquí  otra 
cuestión  difícil.  Una  lei  particular,  dice  también  el  ar- 
tículo, arreglará  el  modo  de  hacer  efectiva  esta  disposi- 
ción, es  decir,  debe  darso  una  lei  parficular  que  deter- 
mine el  modo  de  hacer  la  enajenación  do  los  bienes 
amayorazgados  i  de  asegurar  todo  su  valor.  En  ningu- 
no de  los  tres  proyectos,  viene  claramente  expreso  este 
punto. 

Ya  el  señor  Bello  confiesa  haber  variado  de  modo  do 
pensar  sobre  la  rebaja  que  creia  deber  hacerse  en  loa 
mayorazgos.  En  las  vinculaciones,  puede  también  haber 
valores  consistentes  en  cosas  perecederas  o  funjibles, 
como  semovientes,  alhajas,  cuadros  do  familia,  etc.  El 
proyecto  del  señor  Menéses  exije  fianzas  u  otras  preven- 
ciones para  esto.  Yo  estoi  conforme  hasta  cierto  punto 
con  esta  opinión;  pero  no  en  la  clase  de  seguridad  que 
exije  ol  proyecto,  porque  eso,  a  mas  de  ser  embarazosí- 
simo, jamas  dariauna  seguridad  perenne,  una  seguridad 
quo  satisfaciese  completamenle.  Encontrando  estos  es- 
torbos, habia  meditado  hacer  una  indicación  que  llenara 
los  deseos  de  la  constitución.  Yo  diría  que,  en  lugar  de 
cxjjir  fianza  al  poseedor  de  los  bienes  perecederos  redu- 
cidos a  valor,  i  quo  deben  pasar  al  inmediato  sucesor 
después  do  los  dias  do  aquél,  se  pusiera  ese  dinero  en 
arcas  fiscales,  i  que  el  fisco  pagara  el  cinco  por  ciento 
de  eso  valor,  que  es  el  interés  reconocido  por  la  lei;  quo 
para  su  seguridad  se  hipotecaran  todas  las  rentas;  i  quo 
el  valor  do  los  bienes  o  fundos  so  asegure  en  la  misma 
propiedad,  pagando  oí  cinco  por  ciento.  Do  este  modo, 
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«I  padre  puede,  o  conservar  los  bienow  para  el  hijo,    o 
venderlos  lihrcniente. 

Con  respecto  a  lo  que  so  lia  dicho  de  que  los  mayo- 
razgoa  permanecen  abandonados  ein  producir   lo  quo 
debieran,  perjudicando  la  prosperidad  pública,  oso  me 
parece  un  poco  declamatorio.  Xo  conozco  fundos  ama- 
yorazgados que  so  liallen  en  esto  estado.  Al  contrario. 
Pero,  ya  que  se  quiere  protcjer  la  industria,  promovien- 
do la   reducción  de   las    vinculaciones,   sustituyase  a 
las  fianzas  que  se  exijan  para  la  conservación  de  esos 
bienes,  la  seguridad  de  la  nación.  Deposítense  en  sus 
arcas  esos  valores;  i  se  protejerá  directamente  al  país, 
para  que  construya  puentes  u  otras  obras  de  necesidad. 
Nadie  puede  presentar  mas  seguridades  que  la  nación, 
por  ser  un  cuerpo  moral  que  jamas  perece,  la  cual  po- 
drá trasmitir  intacto  a  los  sucesores  ese  valor.  Por  ejem- 
plo, supongamos  que  alguien   compra  una  alhaja  ama- 
yorazgada, i  que  entregue  su  precio  al  poseedor  actual. 
Ese  valor  puede  ser  botado  o  consumido  por  ol  vende- 
dor, o  desaparecer  por  accidento  fortuito;  i  entóneos  el 
sucesor,  no  teniendo  cómo  cubrirse,   sufre  una  pérdida 
irreparable,  al  paso  que  el  fisco  nunca  muero,  de  mane- 
ra que  no  liai  motivo  para  abrigar  ese  temor.  Ademas, 
esto  se  halla  en  conformidad  con  el  artículo  constitucio- 
nal, porque  él  cxije  se  asegure  ese  valor  de  un  modo 
positivo.  F*or  consiguiente,  cuanto  mayor  sea  la  seguri- 
dad, tanto  mas  en  armonía  nos  hallamos  con  la  consti- 
tución. I-A  destrucción  de  los  mayorazgos  no  es  posible 
por  nuestra  constitución;  i   si  queremos  reducirlos  a 
■valor,  no  encuentro  otro  medio  mas  llano  i  expedito  quo 
ÚBie.  lió  aquí  en  cuatro  palabras  allanadas  todas  las  difi- 
cultados que  se  presentaban  para  la  enajenación. 
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La  cuestión  quecla  reducida  a  fijar  cuál  de  los  dos 
proyectos  debe  elejirso  para  la  discusión.  Se  trata  de 
hacer  efectivo  el  artículo  162  de  la  constitución;  i  aten- 
diendo a  él,  creo  que  el  del  señor  Menéses  es  mas  lójica- 
mente  deducido  del  espíritu  de  sus  palabras. 

El  señor  Beijlo. — Yo  observaré  que,  para  hacer  efec- 
tiva la  disposición  del  artículo  mencionado,  no  se  dice, 
como  gratuitamente  se  supone,  que  sea  preciso  enaje- 
nar. Nó,  señor.  I^  constitución  no  manda  que  se  ena- 
jene, sino  que  se  quite  el  impedimento  para  enajenar, 
convirtiendo  las  fincas  en  valores,  i  asegurando  estos 
valores  a  los  respectivos  sucesores,  es  decir,  que  los 
poseedores,  que  antes  tenian  sobre  los  fundos  un  domi- 
nio limitado,  pueden  desde  entonces,  no  solo  enajenar- 
los, sino  también  variar  su  forma  destruyendo  comple- 
tamente la  actual  i  sustituyéndole  otra,  sin  que  nadie 
pueda  intervenir  en  este  lejítimo  ejercicio  de  su  do- 
minio. 

Es  efectivo  que  los  medios  de  conservar  este  valor 
ofrecen  las  mayores  dificultades;  i  en  esto  sera,  como  lo 
ha  observado  mui  bien  el  señor  presidente,  en  lo  que 
tenga  que  ocuparse  la  cámara.  Por  lo  demás,  esos 
poseedores,  desde  el  cumplimiento  del  plazo  señalado, 
podrán,  no  solo  enajenar  esos  fundos  a  su  arbitrio,  sino 
dividirlos,  hipotecarlos,  disponer  de  ellos  por  testamen- 
to, como  si  fueran  bienes  libres. 

Tratar  de  que  varíe  de  dueño  el  fundo  o  de  convertir 
im  dominio  limitado  en  un  dominio  pleno,  i  someter  las 
especies  a  trabas  i  dificultades  eternas  en  su  adminis- 
tración, es  contradecirse  en  los  términos  i  dejar  subsis- 
tentes los  mayorazgos  bajo  una  forma  que  la  constitución 
ha  querido  variar. 
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Yo  me  engañare,  i  me  engañaré  mucho,  en  lo  que  sos- 
tengo; pero,  al  menas,  este  es  mi  modo  de  ver.  Vuelvo, 
pues,  a  repetir  que  se  trata  de  clejir  entre  dos  bases: 
entre  la  base  que  señala  un  termino  perentorio  para  la 
libre  enajenación  de  los  fundos  vinculados  i  la  base  que 
no  fija  plazo  alguno. 

Añadiré,  todavía,  que  con  respecto  a  los  bienes  que 
tienen  un  valor  especial  de  afección,  como  lo  sería,  ver- 
bigracia, el  retrato  de  un  ascendiente,  estos  objetos, 
como  al  venderse  perderían  casi  todo  el  valor  que  tie- 
nen para  su  dueño,  no  entran  ni  pueden  entrar  en  la 
enajenación  de  que  se  trata,  sino  que  deberán  conser- 
varse para  los  sucesores. 

El  SKÑoa  presidente  Bknavente. — Siento  hallarme  en 
oposición  con  las  opiniones  expuestas  por  el  señor  sena- 
dor preopinante. 

La  libertad  de  enajenación  no  es  tanta,  como  se  pre- 
tende. El  vínculo  no  se  concluye  completamente  para  el 
poseedor,  porque  es  una  condición  forzosa  exijida  por 
la  constitución  el  que  se  asegm'c  el  verdadero  valor  del 
fundo  a  los  sucesores. 

En  un  mayorazgo,  puede  haber  menores;  i  para  obrar 
en  conformidad  con  las  leyes,  debíMi  intervenir  para  la 
enajenación  la  autoridad  o  las  personas  (¡iie  (rsl.'ui  rons;- 
tituidas  para  estos  casos^  porque  birMí  puorlí;  siicefler 
que  el  poseedor  quiera  vender  el  fiindu  pnr  la  mitad  de 
su  valor,  perjudicando  a  los  sucesores.  Xo  í'S,  pues,  tan 
absoluta  esta  libertad,  ni  el  domini'i  del  poseedor  tan 
pleno,  como  se  pretende.  Kl  poseedor  tiene  que  asei/urar 
el  valor;  i  este  valor  no  puede  asegurarse  de  un  niorlu 
sujeto  a  accidentes  que  i)ucdan  poner  (m  peligro  (»1  valor 
de  la  enajenacÍMn.  ])Qhc  hac-erlo  de  un  modo   salisíiicto- 
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rio;  i  cuál  otro  mejor  que  el  que  c>e  vali>r  .se  asegure 
en  el  mismo  fundo  o  propiedad.  La  constitución  exije  esto, 
i  la  razón  lo  aconseja.  No  es  un  absurdo,  pues;  ni  sé 
cómo  pueda  dársele  tal  nombre.  Al  contrario,  proceder 
de  otro  modo  es  pugnar  con  el  espíritu  de  la  constitución. 

IVjr  esto,  el  señor  Menéses,  conociendo  la  necesidad 
de  asegurar  todo  el  valor,  quitó  ese  término  perentorio, 
porque,  obligándose  al  poseedor  a  vender  la  propiedad, 
so  vería  obMgado  a  dar  los  fundos  a  un  precio  bajo  i  sin 
prestar  las  garantías  que  exije  la  responsabilidad  del 
valor  para  el  inmediato  sucesor.  Por  esto,  exije  el  señor 
Menéscs  que  se  den  fianzas;  i  aun  esto  lo  creo  insufi- 
ciente i  em]>arazoso;  i  por  esto,  he  dicho  que  el  modo 
mas  eficaz  de  asegurar  todo  el  valor  a  los  sucesores  es 
el  ílejar  esc  valor  asegurado  en  el  mismo  fundo,  en 
cuanto  puedan  soportarlo  los  terrenos,  o  hacer  la  con- 
signación en  arcas  nacionales,  debiendo  pagar  el  fis- 
co el  cinco  píjr  cientí)  del  capital  acensuado,  o  aquel 
inleres  (pío  se  crea  mas  proporcionado.  Por  lo  que  res- 
pííí'Ja  al  proyoclo  (|uc  del^c  elcjirsc  para  la  discusión, 
íTíM)  ahora  (pie  cualquiera  es  lo  mismo,  porque  en  cada 
arlículo  jmodíí  cotejarse  lo  que  disponen  los  otros  i  la 
sala  elejir  el  (pie  crea  mas  conveniente. 

Ki.  sKNou  KcüKVKiis. — Tanlo  para  estal)]ccer  mi  opi- 
nión Hí)¡)re  la  cuestión  que  se  propone,  como  por  no  es- 
lar  coiiforme  con  ninguno  de  los  proyectos,  diré  el  con- 
cepto ([ue  he  formado  sobre  el  particular  i  las  razones 
(pie  longo  para  opinar  que  debe  adoptarse  con  preferen- 
cia el  ])rí)yecto  de  la  minoría. 

Vo  he  notado  í|uc  la  constitución  perpetúa  los  mayo- 
razgos; (pie  lo  único  que  quiere  es  la  libertad  de  la 
propiedad  sobre  cpie  descansan.  Kl  hecho  solo  de  declarar 
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que  los  mayorazgos  no  impiden  la  libre  enajenación  de 
las  propiedades  vinculadas,  manifiesta  que  ha  querido 
conservarlos  i  que  solo  quiero  quitar  esc  escollo  del  bion 
público. 

La  constitución  Kabla  de  Ios-mayorazgos  establecidos 
i  do  los  que  en  adelante  se  cstalilocieren;  i  la  lei  de  que 
ahora  se  trata,  solo  debe  determinar  el  modo  de  la  ena- 
jenación. Nada  mas. 

En  esta  cuestión  de  mayorazgos,  he  encontrado  sieni- 
pro  dos  cuestiones:  una  de  interés  privado  i  otra  do  in- 
terés público.  A  ésta,  pertenece  el  que  los  bienes  de 
mayorazgos  sean  enajenables,  i  que  el  bcncíicio  de  ellos 
no  sea  solo  para  el  hijo  mayor,  sino  para  todos  los  hijos; 
pero,  saliendo  do  estos  puntos,  todo  lo  demaa  es  de  dc- 
rodio  privado.  Lo  mas  so  lialla  previsto  en  nuestras 
leyes.  Nuestros  códigos  disponen  que,  cuando  un  menor 
es  el  ducflo  de  una  propiedad  que  se  trata  de  vender, 
se  haga  la  enajenación  en  subasta  pública.  Digo  mas, 
que  para  conservar  integro  al  sucesor  lejítimo  todo  el 
vaJor  del  mayorazgo,  debiera  intervenir  en  la  venta  de 
estos  bienes  oí  dcrensor  de  menores.  Creo  que  de  este 
modo  so  salvarían  tantas  cuestiones  que  se  proponen  en 
ambos  proyectos,  que  pertenecen  al  derecho  privado  i 
que  no  hai  necesidad  de  considerar,  porque  están  pre- 
vistas por  nuestras  leyes. 

I^a  constitución  ha  dicho  que  la  propiedad  de  los  bie- 
nes inalienables,  sea  de  tos  mayorazgos,  sea  do  cual- 
quiera otra  clase  de  personas,  quede  libre  del  impedi- 
mento que  tenia  para  la  enajenación.  Esto  es  todo  lo 
que  iia  dicho  la  constitución,  i  lo  que  dcboria  expresarse 
on  el  proyecto,  reservando  las  consideraciones  particu- 
lares para  el  tiempo  de  la  discusión. 
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El  proyecto  de  la  minoría  se  halla  mas  en  conformi- 
dad con  el  espíritu  de  la  constitución;  i  por  esto  creo  que, 
aunque  no  llena  la  opinión  que  me  he  formado,  es  pre- 
ferible al  de  la  mayoría. 

El  skS'OR  PRKsmiiiNTE  Benavknte. — Si  la  cámara  cree 
bastante  discutida  la  materia,  podemos  proceder  a  la 
votación. 

El  señor  Plnto. — Convendría  que  se  oyese  a  alguno 
de  los  señores  senadores  que  faltan,  i  que  pueden  ilus- 
trarla mas. 

La  sala  convino  en  dejar  el  asunto  para  segunda  dis- 
cusión. 


La  cucsflion  volvió  a  tratarse  en  la  sesión  de  5  do 
junio  de  1850. 

En  olla,  expuso  don  Andrés  Relio  que,  después  de 
haber  meditado  la  materia,  no  aceptaba  el  informe  de 
don  Juan  Francisco  Mencses,  si  bien  rcconocia  que  ha- 
bia  en  él  algunas  ideas  dignas  de  atención,  no  para  al- 
terar la  base,  sino  para  llenar  los  vacíos  que  se  notaban 
on  el  suvo. 

Adhería,  por  consiguicnlo,  a  la  opinión  emitida  por 
don  Manuel  Camilo  Vial  Formas  para  que  se  elijieso 
una  nueva  comisión  que,  estudiando  todos  los  trabajos 
anteriores,  presentase  un  proyecto  mas  complelo. 

Aprobada  la  indicación,  se  nombró  con  este  fin  a  don 
Andrés  IJello,  don  Manuel  Camilo  Vial  T^órmas,  don 
Ramón  Erráznriz  i  don  Sanliairo  Echóvers. 

La  íinalizacion  del  asunto  puede  verse  en  los  extractos 
do  la  sesión  dí^l  senado  (|uc  paso  a  copiar. 
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SESIÓN    DE    3    DE    JTLIO    DE    \SoÍ. 

Presidencia  (fel  señor  don  Dicf]0  José  Tk-navenie, 

Se  leyó  un  proyecto  del  scfior  Bello  sobre  exvincula- 
ción ele  propiedades. 

El  sen'R  Bullo. — Ilal.»io:u!o  períenecidu  a  la  comi- 
sión nombrada  por  esta  cám-ira  para  que  f'jrmulara  un 
proveció  de  leí  ¿oLro  on^jeaacion  de  las  propiedades 
vinculadas,  ha  sucedido  que  la  ausencia  de  los  oíros 
señores  miembr->s  de  esa  co.ni-ion,  la  ha  dejado  reduci- 
da a  mí  solo.  El  sefior  presidente  se  ha  servido  pedir- 
me que  presentara  ese  pr-yecto;  i  no  he  vacilad  j  en 
hacerlo.  Sin  embar^:».  debo  decir  a  la  cámara  que  mir.» 
con  suma  desconfianza  el  asuriío,  porque  me  considero 
incapaz  de  darle  con  si-Ios  mis  esíuerz'"»5  una  solución 
satisfactoria.  Se  versan  en  esta  materia  intereses  de 
mucha  consideración:  i  talvez  se  encentrará  que  el  pro- 
yecto que  tengo  el  h-^nor  de  presentar,  es  incompleto,  i 
en  cierto  modo  informe,  porjue,  efectivamente  no  me  he 
propuesto  sino  reu:::r  in  corto  r.  iinero  de  base-,  espe- 
rando que,  cuanilo  so  iloi'ue  a  tra*:3r  en  particular  este 
asunto,  se  en:::on:IarL;ri  lis  dj>?:tOT.  i  -o  izarán  h-  ocrrc- 
gaciones  que  se  c:e?.n  cor.vcr.iontos. 

El  ^tS:k\  ?i;^-::.::nt::  hyy  .y:\yz7., — Esv*  :r'2  ció  es  el 
primer;»  q;:e  es'Á  en  ;:■'. 'a  'i^-.'-v  «j:;-;  •  ::.:x:záro:i  ¡as 
sesiones  *[■:  Ir:  c'.--  r?..  ].\  •:.:.::-::■  r.  ,  -:  ;:'í!..:a  p  ^]:d  j 
reunir:  i  :\h:r:L  w:.'.»  .;!?    ->  ;.;:;.  .;.!'•:  \,:-.-r..'Oi   -:\  pro- 
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ante  Rstos  obstáculos  todos  loe  proyectos  que  se  han 
presentado  sobre  la  malena. 

Es  bien  sabido  quo  la  coiistitHCion  de  I  >-28  derogó  los 
mayorazgoii.  Vino  después  la  de  1833,  i  dijo;  «Las 
vinculaciones  do  cualquiera  clase  que  sean,  tanto  las 
establecidas  hasta  aqui,  como  las  que  en  adelanto  so 
Gstahicciereii,  nn  impiden  la  libre  enajenación  do  las 
propiedades  sobre  que  descansan,  asegui-ándoso  a  los 
sucesores  llamados  por  la  respectiva  institución  el  valor 
de  las  que  so  enajenasen.  Una  lei  particular  arreglará 
el  modo  de  baccr  efectiva  esta  disposición.»  Desde  en- 
tonces, no  lia  podido  hacerse  otra  cosa  sin  infrinjir  el 
articulo  constitucional.  La  lei  que,  según  el  mandato  do 
la  constitución,  ha  do  reglamentar  esa  disposición,  debo 
limitarse  a  determinar  la  forma  de  la  enajenación;  pero 
sin  tocar  los  valores  que  deben  reservarse  íntegros  a  los 
sucesores  llamados  por  las  respectivas  instituciones;  i 
esto  es  lo  que  hace  precisamente  el  proyecto  que  acaba 
de  leerse.  Yo  creo,  pues,  que,  teniendo  todas  las  condi- 
ciones oxijidas  por  la  constitución,  i  siendo  cata  una 
discusión  jcnerai,  no  habrá  dificultad  para  que  se  aprue- 
be el  proyecto  en  jeneral. 

Apoyado  el  proyecto  antedicho  por  el  señor  presidente 
i  los  señores  Pinto  i  Cavareda,  se  puso  en  discusión 
jeneral;  i  so  aprobó  unánimemente,  habiéndose  retirado 
de  la  sala  los  senorcs  Correa  i  lluidobro  por  conside- 
rarse implicados. 


.•;ksio.v  dk  5  de  julio  dk  185'3. 
Prexidenrin  del  señor  don  Diego  José  lienavenle. 
Se  puso  en  discusión  el  primor  inciso  del  artículo  1." 
del  proyecto  sobre  exvinculación  de  propiedades. 


El  seSor  pbbsidekte  Bksa^tíxtk, — En  la  sesión  anlc- 
rior,  tuvo  el  honor  de  apoyar  cbto  proveció,  porque  lo 
encuonlro  fan  lójico,  tan  coiifürmc  con  lo  prcscrilo  por 
la  consliliicion,  que  no  puedo  absoUitamcníe  hacerse 
otra  cosa.  Cuanto  se  ha  hecho  liasta  ahora  a  este  res- 
pecto, o  ha  sido  incompleto,  o  ha  tratado  de  favorecer 
intereses  particulares.  El  artículo  162  de  la  constitución 
ca  conocido.  Para  que  la  vinculación  de  las  propiedades 
no  impida  su  libre  enajenación,  ese  artículo  las  reduce 
a  valores;  i  manda  que  se  asegure  a  los  sucesores  lla- 
mados por  la  respectiva  institución  la  totalidad  de  esos 
ralorea.  Por  consiguiente,  el  provecto  de  que  ahora  se 
trata,  es  el  único  que  se  ha  presentado  lójico  en  sus 
disposiciones,  el  único  que  iia  mirado  los  intereses  par- 
ticulares, el  único  que  ha  dado  cumplimiento  a  la  pres- 
cripción constitucional. 

El  seSoh  Arístoici. — Yo  estoi  conforme  con  h»  que 
prescribe  el  artículo;  pero,  acerca  de  la  valorización 
hecha  por  los  peritos,  me  parece  que  no  debiera  cxijirso 
precisamente  el  concurso  de  los  tres,  porque,  dado  el 
caso  de  que  los  interesados  se  conviniesen  en  el  dicta- 
men de  uno  o  dos  de  ellos,  parece  que  esto  sería  sufi- 
tícntc  sin  necesidad  de  gravar  los  fundos  que  se  van  a 
\'alori2ar  con  el  mayor  costo  de  la  tasación  hecha  por 
los  tres  peritos,  mucho  mas  cuando  esa  tasación  debe 
loner  después  la  aprobación  de  la  corte  fie  apelaciones. 
Yo  creo  (¡uc  esto  debcria  dejarse  al  arbitrio  de  los  inte- 
resados, i  no  prescribir  precisamente  cl  concurso  cíe  tres 
peritos  para  la  valorización. 

El  srSor  Bello. — Me  parece  que,  fí  se  tratara  do  una 
transacción  entre  cl  actual  poseedor  i  el  inmediato  su- 
cesor, de  una  transacción,  por  decirlo  asi,  extrajudicial, 
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sería  bastante  que  calas  personas  se  conviniesen  en  el 
dictamen  de  un  perito;  pero,  cuando  se  versan  los  dere- 
chos de  una  posteridad,  es  necesario  someterlos  a  for- 
mas precisas,  solemnes,  auténticas  en  el  mayor  grado 
que  sea  posible.  Por  esto,  me  ha  parecido  necesario 
que  la  valorización  de  los  peritos  sea  también  aprobada 
por  la  corle  de  apelaciones.  I  como  podría  suceder  que 
estos  peritos  discordaran  entre  sí,  de  antemano  se  ha 
nombrado  un  tercero  que  termino  la  discordia,  de  ma- 
nera que  siempre  habrá  mayoría  de  votos,  i  no  será 
necesario  ocurrir  al  trámite,  cuando  estén  desacordes 
esos  peritos,  de  nombrar  un  tercero.  Creo  que,  tratán- 
dose de  hacer  efectivos  los  derechos  de  una  línea  de 
poseedores,  os  do  la  mayor  importancia  hacer  auténtico 
osle  aclo. 

El.  SKXOR  AHísTKoni. — Yo  no  he  pensado,  señor,  atacar 
la  autenticidad  del  acto  prescrito  por  el  artículo.  Al 
contrario,  he  creído  que  debe  ser  una  cosa  solemne.  Lo 
que  lie  indicado,  es  que,  cuando  las  partes  se  convengan 
en  el  dictamen  de  un  perito,  no  habría  necesidad  de  au- 
jiionlar  los  costos  de  la  tasación,  que  podrían  ser  de 
mucha  entidad,  principalmente  en  los  grandes  fundos. 
El.  si'.Non  nicrj.o. — Me  parece  que  se  podría  tomar  en 
consideración  en  la  Uú  la  indicación  propuesta,  poniendo 
un  inciso  que  diga  que,  siempre  que  las  dos  partes  se 
conformaren  con  el  valor  del  fundo  que  se  trata  de  ven- 
der, so  someta  esta  convención  particular  a  la  aprobación 
de  la  corlo  de  apelaciones,  la  cual  pnjcodorá  oyendo  al 
liscol  i  al  defensor  de  menores  en  su  caso. 

El  sknoií  i»nKsu)KNrH  Bknavkxtk. — Yo  no  convengo 
con  niníruna  altorocion  en  esto  artículo.  La  consideración 
do  quo  soon  mon:>ros  los  íxastos  de  la  tasación,  va  a  pro- 
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clucir  talvcz  males  de  mucha  trascendencia,  en  lugar  de 
favorecer  los  bienes  amayorazgados.  Si  se  adopla  la  in- 
dicación quG  antes  se  ha  propuesto,  lo  que  va  a  suceder 
es  que  el  padre  nombra  un  perito;  i  ccnno  naturalmente 
tiene  una  influencia  directa  sobre  su  hijo,  c.^te  solo  pe- 
rito va  a  ser  siempre  el  que  ha  de  liacer  la  tasación.  El 
método  adoptado  vale,  aun  incompleto,  mucho  mas  que 
mil  o  dos  mil  pesos  de  gastos;  i  nosotros  debemos  mirar 
por  la  línea  de  los  sucesores,  a  íin  de  que  no  sean  de- 
fraudados en  sus  intereses. 

Véase  lo  que  ha  pasado  en  otras  partes.  En  el  Perú, 
por  ejemplo,  han  concluido  los  mayorazgos,  no  en  vir- 
tud de  una  disposición  legal,  sino  porque  se  han  acabado 
las  fortunas,  porque  los  poseedores  han  tenido  el  cui- 
dado de  concluir  con  sus  caudales.  Este  ejemplo  mani- 
fíesta  cuánto  debe  velar  la  lei  por  los  intereses  de  los 
suc43sores.  Yo,  por  consiguiente,  no  podré  convenir 
jamas  en  que,  por  ahorrar  una  cantidad  de  mil  o  dos  mil 
pesos,  vayan  a  perjudicarse  seriamente  los  intereses  de 
los  sucesores. 

Se  aprobaron  los  incisos  I.'*  i  i.""  dd  artículo  1.';  i  se 
puso  en  discusión  el  inciso  3." 

Elseñoh  Aiii.STí:f¡ui. — Lo  único  que  se  me  ocurre  sobre 
esta  parte  del  artículo,  es  que  podria  aumentarse  la  de- 
signación del  censo  al  cinco  por  ciento,  para  que  guar- 
dara uniformidad  con   el  resto  de  la  lojislac¡on  chilena. 

El.  >vSou  PhEsiDENiE  Benavkme. — Yo  entiendo  que 
también  hai  muchos  censos  que  están  al  cuatro  por 
ciento. 

El  ¿EÑoit  AníSTEGn. — Pero  es  solo  de  un  modo  tran- 
sitorio, porque  las  fundaciones  jenerales  todas  están  al 
cinco  por  ciento. 


Er.  SRSoa  Bello. — Yo,  señor,  me  ho  fijado  en  el  cua- 
tro por  ciento  con  el  objeto  de  establecer  una  regla  jo- 
neral,  porque,  según  lo  que  me  han  dicho  algunos 
señores  senadores,  mas  competentes  que  yo  en  materia 
de  agricultura,  el  cuatro  por  ciento  es  lo  que  comun- 
mente producen  los  fundos  rústicos.  Verdad  es  que,  in- 
virtiendo  un  gran  cítpital  e  industria,  necesariamente  pro- 
ducirán mucho  mas;  pero  esto  no  debe  tomarse  en  cuenta 
al  designar  el  censo  en  jenoral.  Hai  también  excep- 
ciones en  que  los  fundos  no  alcanzan  a  producir  el  cua- 
tro por  ciento,  de  manera  que,  como  término  medio, 
me  ha  parecido  moderada  la  designación  del  cuatro  por 
ciento. 

En  un  proyecto  anterior,  se  había  propuesto  el  tres 
por  ciento;  pero  esto  pareció  mui  poco.  Sin  embargo,  yo 
no  tongo  bastantes  conocimientos  sobre  la  agricultura 
chilena  para  poder  fijar  de  un  modo  exacto  el  interés 
que  deba  asignarse  a  estos  capitales.  Solamente  he  so- 
metido este  cómputo  del  cuatro  por  ciento  a  la  opinión 
de  la  cámara,  mas  ilustrada  que  la  mia. 

El  sbSor  Mena. — Si  la  asignación  del  cuatro  por  cien- 
to se  loma  por  el  producto  neto  que  dan  los  fundos 
ruralosj  me  parece  que  está  mui  subido.  Yo  creo  que  lo 
mas  que  puede  producir  un  fundo  por  sí  solo,  indepen- 
diente de  la  industria  i  capitales  que  puedan  emplearse 
en  él,  os  el  tres  por  ciento. 

El  sESon  PIIK31DEXTE  Benavente. — Todos  los  censos 
constituidos  están  al  cinco  por  ciento;  pero  no  os  lo 
mismo  pagar  el  rédito  de  una  pequeña  cantidad  asigna- 
da en  un  fundo,  que  pagar  el  rédito  del  valor  total  de 
ese  mismo  fundo.  En  cl  primer  caso,  no  será  quizá  tan 
difícil  pagar  un  cinco  por  ciento;  pero  en  el  segundo,  no 


será  posible  pagar  mas  del  cualro  por  ciento,  porque 
los  fundos  por  si  solos  no  producirían  maa  de  ínteres. 

El  skSoh  Ueixo. — Hai  también  oirás  consi  dorado  nos 
que  hacen  preferible  la  designación  lieclia  por  el  arlícu- 
lo.  La  primera  es  la  segundad  del  pago.  Si  se  pusiera 
un  gravamen  excesivo  sobre  los  fundos,  podría  llegar  el 
caso  en  que  no  se  pudiera  pagar  el  canon;  i  se  introdu- 
cirían desavenencias  entre  personas  inmediatas,  que  oe 
necesario  evitar, 

Hai  mas.  Suponiendo  que  los  mayorazgos  perdieran 
una  parte  de  su  valor  real,  o  que  no  recibieran  todo  lo 
que  los  fundos  puedan  producir,  ese  cercenamiento  seria 
una  especie  de  indemnización  debida  al  órdon  público; 
poi-que  los  mayorazgos  se  lian  sostenido  a  expensas  de 
la  conveniencia  pública,  pues  jeneralmente  se  han  fo- 
mentado con  perjuicio,  o  al  menos  con  descuido  de  los 
otros  miembros  de  la  familia. 

Es  notorio,  por  otra  parte,  que  el  tiempo  mismo  ha 
hecho  subir  el  valor  de  las  fincas  vinculadas;  i  este  es 
un  bcnelicio  que  esas  fincas  deben  al  orden  público,  en 
cuyo  favor  toca  a  los  poseedores  hacer  un  lijero  sacrificio. 
Creo,  pues,  que,  aun  dado  caso  que  la  designación  del 
censo  fuera  un  poco  baja,  hai  consideraciones  de  equidad 
que  exijen  esta  medida;  primeramente,  en  favor  de  la  fa- 
milia del  mayorazgo;  i  en  segundo  lugar,  en  favor  del 
público,  porque,  como  so  ha  dicho  muchas  voces,  la 
institución  de  los  mayorazgos  es  una  institución  contra- 
ria a  los  inlercses  nacionales.  Por  todo  esto,  me  parece 
que  debe  subsistir  la  designación  del  cuatro  por  ciento, 
aun  cuando  realmente  las  fincas  pudieren  producir  algo 
mas. 

El  sr.Ñüii  AiUsTEGti. — Cuando  dije  antes  que  era  una 
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lei  transitoria  la  que  designaba  el  cuatro  por  ciento  en 
la  institución  de  censos,  me  referia  a  un  decreto  de  1813, 
después  del  cual  todas  las  instituciones  de  censos  se  han 
hecho  al  cinco  por  ciento. 

Haré,  sin  embargo,  otra  observación.  Los  bienes  vin- 
culados constan,  no  solo  de  fundos  rurales,  sino  también 
de  fundos  urbanos.  Respecto  de  los  rurales,  yo  veo 
que  es  tanto  el  ahínco  que  hai  por  trabajar  en  ellos,  que 
cualquiera  pagarla  fácihnente  el  cinco  por  ciento.  Res- 
pecto de  los  urbanos,  éstos,  no  cabe  duda,  producen 
mucho  mas  del  cinco  por  ciento,  especialmente  aquéllos 
que  se  hallan  situados  en  una  posición  ventajosa.  Estas 
son  las  consideraciones  que  habia  tenido  presentes  para 
pedir  que  se  pusiera  el  cinco  en  lugar  del  cuatro  por 
ciento. 

Sometida  a  votación  la  indicación  del  señor  Arístegui, 
fué  desechada  por  once  votos  contra  uno. 

Votado  el  inciso  3.**,  se  aprobó  por  once  votos  contra 
uno. 

El  inciso  4."*  fué  aprobado  por  unanimidad. 

Se  suspendió  la  sesión. 

A  segunda  hora,  se  continuó  la  discusión  del  mismo 
proyecto;  i  el  señor  Bello  presentó  redactado  el  si- 
guiente: 

Artículo  2."  Leí  imposición  ccnsuiü  de  que  habla  el 
articulo  j)rccedeníe,  no  sera  gravada  en  ninrjun  caso  con 
el  derecho  de  imposición  prescrito  por  la  lei  de  11  de 
marzo  de  183 ü. 

El  sexor  Bello. — La  conversión  do  las  fincas  en 
valores  a  censo  es  una  cosa  que  ciertamente  pone  de 
peor  condición  a  los  mayorazgos.  Por  lo  tanto,  parece 
conveniente  eximirlos  del  gravamen  impuesto  por  las 
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leyes  jeneraics  en  el  caso  de  que  el  censo  se  imponga  en 
otra  finca  diversa  de  la  que  aclualmenle  forma  el  mayo- 
razgo. 

Sometido  a  votación,  fué  aprobado  por  unanimidad. 
Lo  fué  igualmente  un  artículo  3.%  redactado  i  presentado 
por  el  señor  Pinto.  Su  tenor  es  el  que  sigue: 

Artículo  3."  Los  actuales  poseedores  tendrán  el  /cr- 
mino  perentorio  de  seis  a/íos,  contados  desde  la  promul^ 
gacion  de  esta  lei,  para  las  referidas  tasación  e  imposi- 
ción. 

Si  dejaren  trascurrir  este  término  sin  proceder  a  ellas, 
podrán  ser  competidos  a  hacerlo  a  instancia  de  cualquie- 
ra de  las  personas  que  tengan  un  interés  eoentual  en  la 
sucesión. 

Los  artículos  4.**,  5.%  G."*  i  7."  con  que  finaliza  el  pro- 
yecto, fueron  aprobados  unánimemente. 


El  proyecto  redactado  por  don  Andrés  Bello  sobre 
exvinculación  de  los  bienes  amayorazgados  fué  promul- 
gado como  lei  de  la  república  el  14  de  julio  de  I832. 

Puede  verse  en  la  pajina  125  del  tomo  20  del  Boletin 
de  las  leyes,  órdenes  i  decretos  del  gobierno. 


A  mas  de  las  leves  sobre  el  modo  de  acordar  i  fundar 
las  sentencias  i  sobre  la  alicnabilidad  de  los  bienes  vin- 
culados, el  sabio  redactor  del  Código  Cicil  tomó  parle 
activa  en  la  aprobación  de  otras  leyes  i  disposiciones  im- 
portantes. 

Voi  a  recorrer  solo  algunas. 

En  1846,   se  presentó  un  proyecto  de  Ici  para  que  so 
opüsc.  13* 
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declararan  de  utilidad  pública  sesenta  cuadras  de  terre- 
no cu  cada  uno  de  Jos  puertos  denominados  San  Anto- 
iiio  de  las  Bodegas,  Papudo,  Pichidangui  i  TongoJ,  i  en 
los  puertos  (luo  designase  ol  gnljicrno  con  el  íin  do  es- 
tablecer poblaciones. 

El  presidente  del  senado,  don  Diego  José  Benavcnte, 
hizo  dos  objeciones  al  proyecto. 

Sostuvo  que  no  había  necesidad  do  expropiación  algu- 
na fíor  cuanto  el  lerreno  de  que  se  trataba  pertenecía  al 
estado  en  \irtud  de  lo  dispuesto  en  la  lei  6,  titulo  7.°, 
libro  4.'  de  la  Recopilación  de  las  leyes  de  Indias,  que 
ordenaba  no  se  concediera  territorio  para  nueva  pobla- 
ción en  puerto  de  mar,  porque  ese  terreno  quedaba  re- 
servado a  la  corona. 

Indicó  ademas  que,  en  caso  de  aprobarse  el  proyecto, 
debía  hacerse  extensivo  a  toda  la  república  sin  especifi- 
cación de  puerto  alguno. 

Don  Andrés  Bello  contestó  que  la  Id  citada  era  una 
lei  de  circunstancias  dictada  por  Felipe  II  para  que  no 
se  poblasen  puertos  que  no  pudiesen  defenderse  de  cor- 
sarios, según  86  deducía  de  otra  anterior;  que  la  leí 
mencionada  no  se  habia  cumplido  desde  que  había  cesa- 
do el  peligro  de  invasiones  enemigas,  como  lo  probaba 
el  hecho  de  haberse  levantado  aldeas  en  todos  los  puer- 
tos; que  en  la  Recnpilacion  de  Indias  habia  otras  leyes 
que  habían  quedado  en  el  papel,  como  era  aquélla  que 
delerminaba  que  todos  los  montes  i  prados  de  la  América 
fuesen  do  uso  común,  la  cual  no  se  habia  aplicado  ja- 
mas; i  que,  por  consiguiente,  juzgaba  que  los  terrenos 
designados  debían  declararse  de  utilidad  pública,  indem- 
nizando su  valor. 
lícllo  concluyó  expresando  que  accptalia  la   ídca  de 
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que  el  proyecto  objetado  se  extendiese  a  todos  los  puer- 
tos de  la  costa,  sin  especificar  el  puerto  tal  o  cual. 

Después  de  alguna  discusión  relativa  a  la  materia^  i  de 
haberse  aprobado  el  artículo  i  .*,  el  senado  convino  por 
unanimidad  en  que  el  asunto  pasara  a  la  comisión  de 
gobierno. 

Don  Andrés  Bello  redactó  sobre  este  particular  el  in- 
forme siguiente: 

La  comisión  de  gobierno  encargada  por  la  honorable 
cámara  de  fundar  su  opinión  sobre  las  dudas  que  so 
suscitaron  en  la  discusión  del  proyecto  de  lei  que  pasó 
la  cámara  de  diputados  para  formación  de  poblaciones  en 
algunos  puertos  menores,  después  de  haber  considera- 
do todo  lo  que  se  tuvo  presente  en  el  debate  de  esta  cues- 
tión, i  habiéndosele  dejado  en  libertad  para  extender  su 
opinión  hasta  dar  una  nueva  forma  al  proyecto,  sin  que 
sirviese  de  obstáculo  el  artículo  acordado,  procede  a  in- 
formar lo  que  le  parece  mas  justo  i  conveniente. 

Cree  la  comisión  que  el  artículo  acordado  que  dispone 
se  declaren  de  utilidad  pública  sesenta  cuadras  cuadra- 
das para  la  formación  de  poblaciones  en  cada  uno  de  los 
puertos,  no  debe  subsistir.  La  importancia  de  algunos 
de  estos  puertos  ha  de  ser  tan  distinta  respecto  a  la  de 
los  otros,  así  por  las  ventajas  que  presenten  en  sus  fon- 
deaderos i  desembarcaderos,  por  su  situación,  por  la 
mayor  concurrencia  de  frutos,  como  por  otras  mil  cir- 
cunstancias, que  forzosamente  la  extensión  de  sus  po- 
blaciones deberá  sentir  la  misma  influencia;  i  las  sesenta 
cuadras  designadas,  que  para  muchas  de  ellas  serán 
quizá  excesivas,  para  otras  serán  mui  pocas.  Por  este 
motivo,  parece   sería  mas  acertado  que   la  designación 


OPÚSCULOS  JURÍDICOS 


del  número  de  cuadras  no  se  haga  en  esta  leí,  i  que  se 
deje  a  la  discreción  del  poder  ejecutivo  para  que,  pro- 
visto de  todos  los  datos,  i  con  conocimiento  pleno  de 
todas  las  circunstancias,  proceda  a  determinar  la  ex- 
tensión que  pueda  darse  a  cada  una  de  estas  pobla- 
ciones. 

En  cuanto  a  la  duda  manifestada  sobro  si  se  podrá 
jeneralizar  esta  lei  para  todos  los  puertos  menores  ha- 
bilitados de  la  república,  porque  puede  estar  en  oposi- 
ción con  el  artículo  12  de  la  constitución  en  su  inciso 
5.**,  la  comisión  opina  que  está  salvada  si  se  fija  la 
atención  en  el  objeto  que  se  ha  propuesto  la  lei  funda- 
mental. Éste  es  la  perfecta  inviolabilidad  de  todas  las 
propiedades,  las  que  absolutamente  no  podrán  tocarse, 
a  no  ser  en  utilidad  del  estado,  la  cual  deberá  ser  califi- 
cada por  medio  de  una  lei;  i  en  este  caso,  ha  de  indem- 
nizarse al  propietario  de  todos  sus  perjuicios.  Pues  esto 
es  lo  que  justamente  va  a  hacerse  por  esta  lei.  Por  ella, 
se  califica  la  utilidad  del  estado;  i  por  ella  misma,  se 
manda  indemnizar  al  propietario  de  cuya  propiedad  se 
hiciese  uso  para  formación  de  una  población,   sin  que 
pueda  decirse  que  le  resulte  el  menor  perjuicio,  porque 
la  declaración  de  utilidad  se  haga  para  una  o  mas  pro- 
piedades, pues  con  cada  uno  se  ha  de  tratar  parlicular- 
menle  para  la  indemnización  de  sus  perjuicios,  i  a  cada 
uno  se  le  ha  de  pagar  lo  que  justamente  se  lo  deba. 

La  comisión  no  puede  dejar  de  recomendar  a  la  hono- 
rable cámara  tenga  presente  la  gran  necesidad  que  hai  de 
habilitar  cuantos  puertos  i  caletas  sean  posiljlcs  para  el 
cabotaje.  Si  se  considera  la  situación  topográfica  de 
Chilo,  su  coníiguracion,  su  inmenso  litoral;  que  todo  su 
cnmorcio  ha  de  ^er  por  mar;  que  aun  su  comunicación 
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interior  entre  las  mas  de  las  provincias  tiene  que  hacerse 
por  esta  via,  se  conocerá  que  el  cabotaje  es  uno  de  los 
principales  medios  que  se  le  presentan  para  favorecer 
su  progreso.  Que  si  se  alicndc  al  corto  número  de 
puertos  mayores  que  tenemos,  la  mucha  distancia  a  que 
se  hallan  de  las  provincias  mas  productoras,  la  carencia 
de  canales  navegables,  la  gran  dificultad  de  establecer 
ferrocarriles  por  lo  quebrado  i  pendiente  de  los  terrenos, 
so  verá  que  casi  el  único  arbitrio  que  hai  para  facilitar 
las  conducciones,  es  proporcionar  puntos  en  la  costa  a 
poca  distancia,  a  donde  poder  llevar  los  frutos,  para  de 
allí  trasportarlos  a  los  puertos  mayores  para  su  expor- 
tación. Sin  esto,  tendremos  que  dentro  de  poco  no  se 
costeará  el  cultivo  de  las  tierras  en  lo  interior  del  esta- 
do, porque  el  valor  de  sus  productos  no  soportará  el  costo 
de  conducción.  Pero  aun  mui  poco  se  avanzaría  habili- 
tando puertos,  si  desde  el  momento  no  se  proporcionase 
la  libertad  de  formar  en  ellos  establecimientos  para  depo- 
sitar los  frutos  i  facilitar  su  carguío. 

Uno  de  los  entorpecimientos  que  cada  dia  dificultan 
mas  las  conducciones,  es  la  arbitrariedad  de  algum.s 
propietarios  con  respecto  a  los  caminos.  De  continuo, 
se  oyen  quejas,  ya  porque  los  cierran  a  su  antojo,  ya 
porque  los  varían,  dirijicndolos  por  lugares  casi  intran- 
sitables, o  haciendo  dar  grandes  rodeos;  i  aunque  en 
varias  ocasiones  se  han  dictado  providencias  para  reme- 
diar este  mal,  por  desgracia  aun  no  se  ha  conseguido 
el  fin.  Así  es  de  parecer  la  comisión  que,  cuando  se  tra- 
ta de  fomentar  esos  puertos  i  establecer  esas  poblacio- 
nes, con  el  objeto  do  dar  vida  i  actividad  a  la  agricultura 
i  comercio  en  lo  interior  de  nuestras  provincias,  la  pri- 
mera necesidad  es  mejorar  las  vias  quo  tienen  de  comu- 
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nicacion,  i  aun  mandar  fundar  otras  nuevas  en  donde 
fueren  convenientes,  para  ponerlos  en  contacto  i  facili- 
tarles el  trasporte  de  los  frutos.  Sin  esto,  no  podría 
lograrse  el  gran  bien  que  se  debe  esperar  de  tales  esta- 
blecimientos. 

También  cree  la  comisión  que  debe  tenerse  presente 
que  nadie  va  a  reportar  una  utilidad  mas  efectiva  i 
pronta  de  esta  lei,  que  los  propietarios  en  cuyos  fundos 
se  van  a  colocar  estas  poblaciones  por  el  gran  valor  i 
ventajas  que  van  a  adquirir  esos  mismos  fundos,  por  lo 
que  os  de  esperar  que  ellos  serán  los  mas  empeñados 
en  que  tengan  todo  su  efecto  estas  disposiciones. 

Tales  son  las  principales  razones  que  tiene  la  comisión 
para  proponer  el  siguiente 
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Artículo  I."  Establézcanse  poblaciones  en  todos  los 
puertos  menores  habilitados.  El  poder  ejecutivo  manda- 
rá levantar  planos  de  los  terrenos  en  que  hayan  de  for- 
marse estas  poblaciones  para  que,  en  vista  de  la  confi- 
guración de  ellos,  de  la  importancia  que  pueda  tener  el 
puerto  por  su  localidad  i  demás  circunstancias,  de- 
termine la  forma  que  deba  darse  a  cada  población  i 
el  número  de  cuadras  que  ha  do  destinarse  a  esto 
objeto. 

Artículo  2.°  Se  declaran  de  utilidad  píiblica  los  terre- 
nos que  se  necesiten  para  establecer  las  poblaciones  do 
que  habla  el  artículo  anterior.  I  se  autoriza  al  poder 
ejecutivo  para  que  invierta  las  sumas  que  fueren  preci- 
sas, i  para  que,  en  el  momento  que  se  necesiten  estos 
terrenos,  entro  a  tratar  con  los  propietarios  a  fin  do 
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indemnizarlos  con  arreglo  a  la  Ici^  bien  sea  comprándo- 
les los  que  fuesen  necesarios  para  plazas,  edificios  pú- 
blicos i  ser\'icio  de!  puerto,  i  que  el  resto  lo  vendan 
clireclamente  a  los  pobladores,  o  bien  sea  que  se  tomen 
■os  terrenos  por  cuenta  del  erario  para  después  vender- 
los a  estos.  En  uno  i  otro  caso,  todas  las  ventas  habrán 
de  hacerse  por  el  precio  de  tasación  hecha  al  tiempo  de 
establecer  la  población. 

Artículo  3.*  Después  de  determinado  el  número  de 
cuadras  para  la  formación  de  una  población,  se  mandará 
levantar  un  plano  para  la  repartición  del  terreno  en 
que,  señalado  lo  que  se  necesita  para  plazas,  edificios 
públicos,  servicio  i  seguridad  del  puerto,  se  dividirá  el 
resto  en  sitios  proporcionados  para  venderlos  a  los  po- 
bladores, cuidando  que,  para  evitar  todo  monopolio,  no 
puedan  reunirse  mas  de  dos  sitios  en  un  poder,  bien 
sea  que  la  venta  se  haga  por  el  gobierno,  o  por  los  pro- 
pietarios dueños  de  los  terrenos. 

Artículo  4.**  Los  sitios  que  se  vendieren,  serán  obli- 
gados los  dueños  de  ellos  a  cerrarlos  en  el  término  de 
seis  meses  desde  la  fecha  de  la  compra,  i  a  edificarlos 
completamente  dentro  de  dos  años  contados  desde  la 
misma  fecha;  i  de  no  hacerlo  así,  se  les  obligará  a  vender- 
los a  los  compradores  que  los  soliciten  por  el  precio  de 
la  primitiva  tasación,  abonándoles  éstos  las  mejoras 
que  hubieren   hecho  por  su  justo  precio  a  juicio   de 

peritos. 

Artículo  5.*  El  gobierno  dictará  las  mas  serias  pro- 
videncias para  reponer  todos  los  caminos  que  conduz- 
can a  estos  puertos,  i  que  hayan  sido  variados  o  cerrados 
arbitrariamente,  haciendo  que  so  roslaI)lozcan  sus  convo- 
nientos   direcciones.    Si   se   creyóse   ojxírluno  alu'ir  al- 
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gunos  nuevos  caminos  para  facilitar  la  comunicación 
do  estas  poblaciones  con  el  interior,  el  gobierno  lo  pro- 
pondrá al   poder  lejislativo   para  que  se  califique  su 
utilidad. 
Santiago,  octubre  12  de  1846. 

Andrés  Bello. — Ramón  Erráziiriz. 


El  congreso  aprobó  este  proyecto  en  todas  sus  partes 
sin  alteración  alguna,  i  el  gobierno  lo  promulgó  como 
lei  el  21  de  noviembre  de  184í>. 

Se  rejistra  en  la  pajina  257  del  tomo  14  del  Boletin 
de  las  leyes  i  decretos  del  gobierno. 

Procurando  siempre  el  adelantamiento  del  país,  don 
Andrés  Bello  elevó  su  voz  el  año  de  1847  en  defensa  de 
la  construcción  del  ferrocarril  entre  Santiago  i  Valpa- 
raíso propuesta  por  don  Guillermo  Wheelwright,  i  del 
establecimiento  de  pesos  i  medidas  arreglados  al  sistema 
métrico  decimal. 

Con  motivo  de  este  último  proyecto,  dijo  durante  el 
curso  del  debate: 

«Por  lo  que  toca  a  la  falla  de  inlelijcncia  de  los  prin- 
cipios en  que  se  apoya  esla  lei,  me  parece  que  la  mo- 
destia de  algunos  señores  senadores  los  hace  exajerar 
este  inconveniente,  porque  en  realidad  no  se  trata  de 
averiguar  ahora  los  datos  i  cálculos  científicos  en  que  se 
funda  la  elección  de  la  medida  particular  llamada  metro. 
Si  se  (¡uioren  c(jnocer  los  motivos  (jue  concurrieron 
para  determinar  una  lonjitud  que  sirviese  de  base  a  las 
mcdidaí?,  sin  duda  se  necositaria  saber  muchas  cosas 
quo  no  están  a  el  alcance  de  todos,  sino  de  individuos 
profundamento  versados  en  las  matemáticas  i  de  astro- 
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nomos  consumados;  pero  esta  es  una  cuestión  en  íjuc 
no  tenemos  para  que  mezclarnos.  La  clecciün  fué  liocha 
por  hombres  de  inlolijoncia,  por  l>s  piiniorus  sabios  dol 
mundo.  Ellos  han  convenido  en  (jue  era  necesaria  una 
medida  invariable,  i  escojieron  el  metro. 

«Estando  nosotros  en  el  caso  de  clejir  la  unidad  do 
medida,  por  la  perjudicial  variedad  que  se  observa  entre 
las  de  uso  corriente,  i  siendo  arbitraria  esta  elección, 
podemos  sin  inconveniente  adoptar  la  que  se  ha  hecho 
por  personas  que  tenían  todos  los  conocimientos  nece- 
sarios para  resolver  con  acierto,  l.a  cuestión  mas  im- 
portante se  reduce  a  saber  si  debemos  admitir  un  sistema 
de  medidas  arrcLdado  a  la  división  decimal  o  nó:  i  sobre 
este  punto,  no  puede  caber  duda  alguna. 

«Por  lo  tocante  a  la  lei  de  1843,  es  evidente  que,  si 
se  tratase  de  i)!antearla,  tropezaríamos  con  iguales  o 
mayores  dificullades,  que  adoptando  el  sistema  métrico 
decimal. 

«Si,  pues,  ha  de  suceder  esto,  ¿por  qué  no  aceptar  un 
sistema  mucho  mas  sencillo,  mucho  mas  perfecto,  i  tan 
cómodo  para  todos?  Las  dificultades  son  exnclamente 
las  mismas.  Estas  consisten  en  la  nomenclatura.  Siendo 
medidas  nuevas,  es  preciso  darles  nomljros  nuevos. 
Nada  importa  (jue  algunos  pronuncion  mal  esos  nombres, 
como  pronuncian  mal  infiíiilas  pala]>ras  de  la  lengua. 
Los  hombres  medianamente  educidos,  1  s  c  nnorciantes, 
los  pronunciarán  bien;  i  todus  so  enlonderán  unos  a 
otros,  como  se  entienden  sobre  otraí^  nialerias,  sin  em- 
bargo de  la  mayor  o  menor  coricocion  ile  su  lenguaje. 
Por  lo  demás,  no  son  muchos  los  vocablos  que  se  van 
a  introducir,  pues  algunos  estaban  conteniólos  en  la  leí 
de  18 i3.    Agregaré  a  esto  que  la  que  aln;ra  fíe  discute 
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concodo  un  plazo  para  el  aprendizaje  del  pueblo.  Si  el 
término  ea  corto,  la  lejislatura  puede  ampliarlo  en  caso 
necesario.  Por  esto  medio,  podría  la  jcnte  ignorante 
acoíítiimbrarse  poco  a  poco  a  la  reforma  introducida. 

aEl  número  de  los  nombres  nuevos  parece  niucbo 
mayor  de  lo  que  rcalinciite  es,  porque  no  noa  fijamos 
en  el  modo  de  su  formación.  Conociendo  el  significado 
de  las  voces  dcci,  centí  i  mili,  que  se  usan  para  las  sub- 
divisiones i  el  de  estas  otras  tres  voces  deai,  hecto, 
quilo,  que  se  usan  para  los  múltiplos,  se  allana  extraor- 
dinariamente la  diHcultad.  Toda  la  nomenclatura,  por 
consiguiente,  queda  reducida  a  los  nombres  de  las  uni- 
dades meiro,  litro,  gramo,  área  i  las  seis  partículas 
mencionadas  que  se  anteponen  para  significar  las  frac- 
ciones o  los  múltiplos  de  cada  unidad.  Así,  decámetro 
elgnifica  diez  metros;  decágramo,  diez  gramos;  decalitro, 
diez  liíros;  i  decímetro,  la  décima  parte  de  un  metro; 
decigramo,  la  décima  parto  do  un  gramo;  i  decilitro,  la 
décima  parle  de  un  litro. 

«Me  parece  conveniente  que  subsistan  todas  las  pala- 
bras que  significan  los  múltiplas  i  las  fracciones,  aun 
cuando  en  el  uso  común  del  comercio  no  se  necesiten, 
porque  ellas  sirven  para  dar  a  conocer  el  sencillo  arti- 
ficio de  la  nomenclatura,  que,  a  mi  juicio,  no  es  una 
de  las  menores  ventajas  del  sistema  métrico,  en  el  cual 
se  puede  decir  que  cada  palabra  os  una  expresión  cxacla 
de  su  significado.  El  que  dice  quilómetro,  ya  sabe  que 
quilo  significa  constantemente  mil;  i  es  lo  mismo  que  si 
dijera  mil  metros;  i  el  que  dice  milímetro  es  lo  mismo 
que  si  dijera  la  milésima  parto  del  metro;  pero  el  que 
dice  legua  o  pulgada  tiene  que  saber  c!  sentido  do  cada 
una   de   estas  palabras,    cuyo  conjunto  en  las  diversas 
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especies  es  considerable.  Sucederá  ciertamente  que  se 
preferirá  decir  diez  metros  a  decir  decámetro;  pero  estol 
seguro  de  que  todo  el  mundo  preferirá  decir  un  quilópria- 
mo,  como  ahora  se  dice  un  quintal,  i  no  cien  libras.  De 
todos  modos,  creo  conveniente  conservar  siempi'o  los 
nombres  de  las  divisiones  i  de  los  múltiplos  para  la 
integridad  de  la  nomenclalura  i  para  hacer  mas  familiar 
el  artificio  con  que  está  formada- 

«El  carácter  fijo  e  invariable  del  sistema  propuesto 
será  ventajoso  a  toda  la  sociedad. 

«Con  respecto  a  los  antecedentes  que  se  quieren  pedir 
al  gobierno,  me  parece  que  son  inútiles,  porque  ellos  se 
reducen  a  los  fundamentos  científicos  de  la  elección  del 
metro. 

«No  só  si  he  comprendido  bien  lo  que  ha  dicho  el 
señor  presidente  de  la  corte  suprema;  pero  yo  no  en- 
cuentro necesidad  de  que  haya  armonía  entre  el  sistema 
monetario  actual  i  el  de  pesos  i  medidas  que  va  a  intro- 
udcirsc;  ni  veo  que  exisla  o  haya  existido  jamas  entre 
nosotros, 

«Así  como  la  vara  se  divido  en  cuatro  cuartas,  se  di- 
vide también  en  tres  tercias;  i  si  la  división  del  real  en 
cuatro  cuartillos  está  en  relación  con  la  división  de  la 
vara  en  cuatro  cuartas,  no  lo  está  con  la  división  de  la 
vara  en  tres  tercias,  ni  con  la  división  de  la  cuarta  en 
nueve  pulgadas.  Lo  mismo  digo  relativamente  a  las 
medidas  de  peso.  La  división  de  la  arroba  en  veinticinco 
libras  está  en  manifiesta  disonancia  con  la  división  del 
peso  en  reales,  i  la  del  real  en  medios,  cuartillos  i  octa- 
vos. Si  la  arroba  vale  un  peso,  la  libra  valdrá  la  vijósima 
quinta  parte  del  peso,  la  cual  no  podrá  expresarse  exac- 
tamente en  ninguna  de   las  monedas  que  usamos.  No 
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liai,  pues,  armonía  entre  el  sistema  monetario  i  h)S 
posos  i  medidas  corrientes.  Si,  por  ejemplo,  una  vara 
de  paño  valiese  diez  pesos,  la  división  decimal  sería  mas 
cómoda,  que  la  división  en  cuartas  a  que  parece  Iiaberse 
aludido  parlicularmente.  No  concibo,  por  consiguiente, 
la  fuerza  del  argumento  del  honorable  señor  senador 
cjue  acaba  do  usar  de  la  palabra. 

«He  oído  una  observación  que,  a  primera  vista,  no 
deja  de  tener  alguna  importancia.  Se  ha  dicho  que  la 
Inglaterra  no  ha  querido  seguir  el  sistema  de  la  Francia. 
No  me  admira  la  conducta  de  la  Inglaterra.  Reconozco 
la  sabiduría  de  sus  lejisladores;  pero  el  espíritu  de  riva- 
lidad nacional  los  ha  extraviado  algunas  veces,  i  otras  el  de 
preocupación  relijiosa,  como  sucedió  en  el  caso  de  la  co- 
rrección del  calendario  gregoriano.  La  Inglaterra  se  abs- 
tuvo durante  mucho  tiempo  de  adoptarlo,  sin  mas  motivo 
que  haber  sido  dictado  por  un  papa.  ¿Que  extraño  es  en- 
tonces que  no  se  haya  admitido  en  Inglaterra  el  sistema 
métrico  ideado  por  la  Francia  en  una  época  en  que  la 
rivalidad  entre  las  dos  naciones  habia  llegado  al  mayor 
grado  do  exaltación?  En  Francia  misma,  encontró  este 
sistema  mucha  resistencia  en  los  hábitos  inveterados  del 
pue])lo;  i  sin  embargo  vemos  que,  a  pesar  de  los  incon- 
venientes que  so  notaron  al  principio,  está  ya  en  jeneral 
observancia.  Otras  naciones  del  continente  europeo  han 
hecho  lo  mismo;  i  algunas  de  las  nuevas  repúblicas  lo 
han  admitido  o  se  preparan  a  hacerlo. 

«líocucrdo  haber  hablado  con  uno  de  los  señores  que 
ri)inpusior(jn  la  comisión  nombrada  por  el  gobierno, 
cuiíndo  se  trató  de  la  lei  do  1843;  i  tengo  i)resente  me 
(lijo  i(uo  lo  parecia  sencillo  que,  en  un  nuevo  arreglo  de 
nuídidus,  fcic  introdujese  cu  todas  ellas  la  división  deci- 
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mal;  de  manera  que,  entre  el  modo  de  pensar  de  la 
cx)mision  anterior  i  el  actual  proyecto  de  lei,  no  hai  mas 
diferencia  que  la  relativa  a  la  elección  del  metro,  como 
unidad  de  medida.  En  cuanto  a  este  punto,  yo  confieso 
que  me  parece  preferible  el  metro,  como  calculado  para 
facilitar  infinitamente  las  comunicaciones  comerciales, 
no  solo  entre  los  individuos,  sino  entre  los  pueblos.  La 
mayoría  de  las  naciones  con  quienes  tratamos,  usa  do 
diferentes  medidas,  i  prescindiendo  de  aquéllas  que  han 
adoptado  el  sistema  métrico  decimal,  la  reducción  de 
cualquiera  medida  a  las  nuestras  se  facilita  mucho, 
adoptando  nosotros  esc  sistema,  como  lo  reconocerá 
inmediatamente  el  que  haya  tenido  alguna  experiencia 
en  esta  especie  de  reducciones.» 

Don  Andrés  Bello  redactó  diversos  acuerdos  en  el 
senado,  ya  sobre  táctica  parlamentaria,  ya  sobre  los 
requisitos  que  debian  contener  las  solicitudes  de  los 
extranjeros  que  pidiesen  carta  de  naturaleza,  etc.,  etc. 

Entre  estos  trabajos,  conviene  detenerse  breve  mo- 
mento en  uno. 

La  contestación  que  la  cámara  de  diputados  i  la  do 
senadores  daban  al  discurso  que  el  presidente  de  la  re- 
pública pronuncia  el  i.**  de  junio  en  la  apertura  del 
congreso,  les  quitaba  un  tiempo  precioso  que  habrían 
podido  emplear  en  objetos  mas  importantes- 

Deseoso  de  que  se  derogase  este  trámite,  inútil  desde 
que  existia  el  derecho  de  iniciativa  i  de  interpelación, 
don  Andrés  lícllo  presentó  el  siguiente  acuerdo: 

«La  cámara  de  senadores, 

«Considerando: 
«1.''  Que  la  costumbre   ác   contostar  al  discur.so  clcí 
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presidente  de  la  república  en  la  apertura  del  congreso 
no  ha  sido  observada  siempre  por  ambas  cámaras,  ni 
antes  ni  después  de  promulgada  la  constitución  que  hoi 
nos  rije; 

«2.*  Que  esta  contestación  es  una  mera  formalidad, 
que  no  tiene  ningún  objeto  de  utilidad  práctica; 

«3.*  Que  tampoco  tiene  a  su  favor  la  práctica  de  los 
otros  países  que  se  rijen  por  instituciones  republi- 
canas; 

«4.**  Que  sin  ella  tienen  siempre  el  congreso  i  cada 
cámara  la  facultad  do  expresar  al  gobierno  su  modo  de 
pensar  i  sus  votos  sobre  cualquiera  de  los  ramos  del 
servicio  público; 

«I  siendo  de  desear  que  las  dos  cámaras  del  congreso 
adopten  una  conducta  unifoniie  en  esta  materia,  ha 
acordado: 

«!.''  Que  se  consulte  el  juicio  de  la  honorable  cámara 
de  diputados  sóbrela  conveniencia  de  omitir  en  adelante 
la  contestación  al  discurso  de  apertura;  i 

ag."*  Que,  si  la  honorable  cámara  de  diputados  coin- 
cide  con  la  del  senado,  se  omita  dicha  contestación  en 
adelante,  i  se  dé  el  competente  aviso  al  presidente  de 
la  república,  instruyéndole  de  las  razones  de  este 
acuerdo. 

«Santiago,  junio  5  de  1848. 

Andrés  Bello. j> 

Este  acuerdo  fué  aprobado  por  unanimidad  en  el 
senado. 

La  Ctimara  do  diputados  lo  desechó  por  su  parte;  pero 
al  fin  concluyó  por  admitirlo. 

La  contestación  al  discurso  presidencial,  en  cuya  ela- 
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boracion  solía  envolverse  el  congreso  en  mullilud  do 
cuestiones  insignificantes,  inclusas  ridiculas  disputas 
gramaticales,  quedó  suprimida  con  gran  ventaja  del  país. 

Las  ideas  liberales  de  don  Andrés  Bello  en  economía 
política  aparecen  de  resalto  en  la  discusión  del  proyecto 
de  lei  en  que  se  autorizó  durante  un  año  al  presidente 
de  la  república  para  que  pudiera  conceder  permiso  a 
todos  los  buques  de  bandera  extranjera  para  traficar 
con  productos  nacionales  i  nacionalizados  de  un  puerto 
a  otro  del  país. 

El  eminente  estadista  decia  con  esta  ocasión  el  1 1  de 
julio  de  1849: 

tTemo  mucho  aventurar  una  opinión,  no  conociendo 
bastante  los  intereses  industriales  del  país.  Sin  embargo 
voi  a  dar  mi  dictamen,  esperando  de  la  ilustración  de  la 
cámara  que  lo  apreciará  en  su  verdadero  valor. 

«Confieso  que  he  sido  siempre  contrario  a  las  pre- 
rrogativas concedidas  a  los  buques  chilenos  para  hacer 
exclusivamente  el  comercio  de  cabotaje. 

«Si  yo  viera  que  este  privilejio  habia  formado  una 
marina  mercante  verdaderamente  chilena,  no  distaría 
mucho  de  opinar  por  que  se  conservasen  las  restriccio- 
nes. Pero  lo  que  veo  es  todo  lo  contrario.  Hasta  ahora, 
no  se  puede  decir  que  tenemos  una  marina  mercante 
verdaderamente  chilena,  pues  esta  se  compone  de  naves 
en  su  mayor  parle  de  propiedad  i*construccion  extranjera. 
La  marina  mercante  nacional,  francamente  hablando, 
no  es  mas  que  unos  palos  con  bandera  chilena.  Yo  no 
veo  otra  cosa.  r]n  el  día.  lejítimamente  la  propiedad 
de  los  buques  puede  ser  extranjera.  I.^  construcción 
de  ellos,  i  sus  capitanes  en  el  mayor  número,  son 
también  cxlranjeruy.    Aun   ha   habido   algunos  buques 
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que  se  han  ido  al  Ecuador;  i  han  tomado  la  bandera 
ecuatoriana  para  hacer  con  mas  ventajas  sus  expedicio- 
nes a  CaUfornia,  lo  que  prueba  el  poco  resultado  de  los 
privilejios  concedidos  a  nuestra  marina  mercante. 

«En  esta  virtud,  no  solo  estoi  dispuesto  a  aprobar  el 
presente  proyecto,  sino  que  querría  se  hiciese  extensivo 
a  la  completa  abolición  de  todos  los  privilejios.  Uno  de 
nuestros  intereses  mas  especiales  es  protejer  la  minería 
i  el  cambio  de  los  productos  de  las  provincias  del  norte 
con  los  productos  de  las  del  sur.  I^  marina  mercante 
es  la  única  que  puede  llenar  estos  objetos;  i  ya  que,  por 
medio  de  los  privilejios,  no  lo  hemos  conseguido,  será 
preciso  habilitar  a  la  bandera  extranjera,  para  lograrlos 
de  un  modo  completo.» 

En  185*2,  el  gobierno  encomendó  a  don  Andrés  Bello 
que  redactase  un  proyecto  de  lei  sobre  prclacion  de  cré- 
ditos para  llenar  los  vacíos  i  correjir  los  defectos  de  que 
adolecía  la  lei  de  31  de  octubre  de  1845,  vijcnte  en  esa 
fecha. 

El  fruto  de  las  vijilias  i  meditaciones  del  ilustre  juris- 
consulto está  condcnsado  en  la  lei  promulgada  el  25  do 
octubre  de  1854,  inserta  en  las  pajinas  585  i  siguientes  del 
tomo  22  del  Bolelin  de  las  leyes  i  decretos  del  rjobierno. 

Ella  fué  incorporada  después  en  el  Código  Civil  con 
lijeras  modificaciones. 

El  mensaje  o  exposición  de  motivos  con  que  se  re- 
mitió al  congreso,  es  debido  también  a  la  pluma  de  don 
Andrés  liello,  i  sirve,  por  lo  tanto,  de  excelente  comen- 
tario al  título  41  del  libro  4."  del  código  cliileno. 

Dicha  lei  ha  prestado  un  servicio  inmenso  al  comercio 
i  a  la  agricultura,  evitando  numerosos  fraudes  i  sentan- 
do el  crédito  soI)re  una  base  sólida  i  ostensible. 
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Pero  la  grande  obra  de  don  Andrés  Bello  en  el  jcnero 
de  trabajos  sobre  que  cstoi  discurriendo  es  el  Proyecto 
de  Código  Civil. 

La  lejislacion  española  en  América  era  una  masa  con- 
fusa i  embrollada  de  elementos  revueltos  i  heterojéneos. 
Ilabia  leyes  vetustas  i  contradictorias  en  compilacio- 
nes diversas  cuyo  orden  preferente  estaba  en  tela  de 
juicio. 

Habia  leyes  arbitrarias  i  absurdas  que  pugnaban  con 
las  instituciones  republicanas  i  con  la  civilización  mo- 
derna. 

Ilabia  leyes  vijentes  que  se  decían  derogadas  por  la 
costumbre. 

Ilabia  leyes  jeneralcs  para  todas  las  Españas  i  espe- 
ciales para  las  Indias. 

Habia  reales  cédulas  manuscritas  que  nunca  se  habían 
publicado  i  se  guardaban,  como  reliquias  do  santo,  en 
diversas  oficinas,  sin  perjuicio  de  aplicarse. 

Don  Andrés  Bello  introdujo  el  orden  en  ese  caos,  la 
luz  en  esa  oscuridad,  el  progreso  en  esa  antigualla. 

La  controversia  suscitada  entre  don  Andrés  Bello  i 
don  Miguel  María  Güémes  respecto  de  algunos  artículos 
relativos  a  la  sucesión  patentiza  dos  cosas:  primera,  que 
Bello  habia  estudiado  i  estudiaba  profundamente  la  ma- 
teria; i  segunda,  que  el  Proycclo  de  Cúditjo  Ciml  tiene 
mas  orijinalidad  de  la  que  comunmente  se  supone. 

I  ya  que  he  nombrado  a  don  Miguel  María  (íüémes, 
diré  de  paso  que  el  distinguido  profesor  de  derecho 
romano  en  la  Universidad  de  Chile  admiraba  como  nadie 
el  talento  de  Bello. 

Cuando  supo  que  ésto  liabia  fallecido,  don  Miguel 
María  (Jiiémcs  exclamó  en  mi  presencia:  «No  habría  de- 
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scado  mas  licrcncia  que  el  saber  do  este  hombre,  i  no 
habría  qucrído  dejar  otra  a  mis  hijos. o 

El  5  de  diciembre  do  1855,  don  Manuel  Montt  pre- 
sentó al  congreso  un  proyecto  de  lei  para  que  se  con- 
cediera a!  autor  del  Pi-oyecto  de  Código  Civil  un  voto 
de  gracias  por  la  perseverante  i  eficaz  contracción  que 
había  dedicado  a  este  trabajo,  la  cantidad  do  veinte  mil 
pesos  por  una  sola  vez  i  el  abono  del  tiempo  necesario 
para  que  pudiera  jubilar  del  empleo  de  oficial  mayor  del 
ministerio  de  relaciones  exteriores  con  sueldo  íntegro. 

En  la  sesión  celebrada  ese  dia,  el  presidente  del  sena- 
do, don  Diego  José  Benavente,  dijo  desde  su  alto  asiento 
anticipándose  al  voto  unánime  de  la  corporación  que 
presidia: 

«Nada  mas  justo  que  esta  solicitud  del  ejecutivo.  Nin- 
guno do  los  miembros  del  senado  pondrá  en  duda  los 
méritos  a  que  so  ha  hecho  acreedor  el  señor  Bello  en 
razón  de  los  importantes  servicios  de  que  le  somos  deu- 
dores. Bastará  recordar  para  esto  que  él  ha  sido  uno 
de  los  mas  celosos  fomentadores  de  la  educación  entro 
nosotros.  Difícilmento  se  hubiera  podido  elejir  un  sujeto 
mas  capaz,  ni  mas  idóneo,  que  con  tan  constante  i  deci- 
dida contracción  hubiese  consagrado  una  gran  parte  de 
sus  afíos  a  llenar  el  vacío  de  nuestra  lejislacion.  Me 
consta  que  ya  en  el  año  de  1833  o  1834  en  que  el  go- 
bierno ofreció  un  premio  al  que  acometiese  la  ardua 
empresa  de  redactar  un  código  civil,  el  señor  Bello  puso 
manos  a  la  obra,  no  ciertamente  por  el  premio  que  se 
asignaba,  sino  por  su  amor  al  estudio.  Recuerdo  que  al 
poco  tiempo  le  vi  completo  un  tratado  sobre  la  sucesión. 
Cerca  de  veinticinco  años  de  trabajo,  i  la  perenne  asis- 
tencia Ires  veces  por  semana  durante  el  espacio  de  do» 
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años  a  las  reuniones  de  la  comisión  revisora,  son  títulos 
que  abogan  mucho  en  favor  del  señor  Bello.  Yo,  por 
mi  parte,  estimo  mui  pequeña  la  suma  con  que  se  trata 
de  recompensar  su  trabajo.  El  señor  Bello  no  ha  goza- 
do siquiera  la  asignación  de  cuatro  mil  pesos  anuales 
que  acordó  el  ejecutivo  a  los  redactores  de  los  códigos. 
Pero,  ya  que  no  nos  es  dado  el  aumentarla,  justo  es 
que,  por  nuestra  parte,  accedamos  a  esta  lijera  muestra 
de  gratitud.» 


VI 


Las  contradicciones  que  se  notan  en  algunas  de  las 
ideas  de  don  Andrés  Bello  durante  su  larga  vida  son 
pocas,  insignificantes  i  fáciles  de  explicar. 

Habiendo  residido  mucho  tiempo  en  Inglaterra,  donde 
se  da  tanta  importancia  al  juramento,  era  consiguiente 
que,  cuando  regresó  a  América,  lo  estimase  como  un 
instrumento  probatorio  fidedigno. 

Desgraciadamente  la  experiencia  le  manifestó  que  se 
habia  equivocado,  i  que  aquella  formalidad  no  prestaba 
garantía  de  ninguna  especie. 

Pensaba  también  que  las  leyes  no  deben  chocar  vio- 
lentamente con  las  costumbres,  sino  apoyarse  en  éstas, 
para  correjirlas  i  mejorarlas. 

Así,  aunque  al  principio  aceptó  algunos  fueros  espe- 
ciales, después  manifestó  sin  rebozo  una  opinión  con- 
traria. 

En  la  sesión  del  senado  de  50  de  junio  de  1849,  decia 
con  franqueza: 

«El  principio  fundamental  do  la  forma  republicana  es 
la  igualdad  de  todos  los  ciudadanos  ante  la  lei.  Este  es 
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un  principio  inconcuso,  reconocido  por  todos  los  pueblos 
que  se  rijen  por  instituciones  liberales.  Aun  los  monar- 
cas constitucionales  lo  reconocen.  Esto  supuesto,  yo  no 
veo  ninguna  razón  para  que  se  conserve  el  fuero  militar 
en  causas  civiles,  i  en  todas  aquéllas  en  que  se  trata  de 
un  delito  que  no  se  ha  cometido  en  contravención  a  las 
ordenanzas  militares,  ni  concibo  quó  utilidad  puede  sa- 
carse de  este  privilejio. 

«Este  es  un  legado  que  la  España  nos  ha  dejado,  i 
una  institución  que  la  misma  España  ha  abolido  después. 
En  las  monarquías  absolutas  de  Europa,  la  Prusia,  por 
ejemplo,  no  ha  existido  por  mucho  tiempo  esta  diferen- 
cia de  fueros.  ¡Cuánto  mas  extraño  debe  parecer  seme- 
jante excepción  en  un  gobierno  republicano  que  profesa 
la  igualdad  de  todos  los  ciudadanos  ante  la  lei!  ¿Ni  quó 
motivos  pueden  alegarse  para  que  esta  clase  de  ciuda- 
danos, en  una  materia  que  no  concierne  a  la  milicia, 
gocen  de  un  fuero  privilejiado?  La  Inglaterra,  que  pasa 
por  un  país  aristocrático,  no  reconoce  tal  principio.  El 
mismo  tribunal  que  juzga  al  último  de  los  ciudadanos, 
juzga  laml)icn  a  los  empleados  mas  altos  de  la  milicia. 
\()  se  conoce  otro  fuero  que  el  de  los  pares;  i  aun  éste 
sumíunoalo  limitado.  Solo  se  roduco  a  las  causas  cri- 
minales en  que  son  juzgados  por  la  misma  cámara;  pero 
en  las  causas  civilo^í,  tienen  que  comparecer,  como  los 
(lemas  ciudadanos,  ante  los  jueces  ordinarios. 

«lOn  vista  del  ejemplo  que  nos  dan  casi  todas  las  na- 
ciones, aun  las  mas  despóticas,  no  encuentro  razón  para 
que  nosotros  conservemos  esta  anomalía.  Por  consi- 
guiente, \o  sería  de  oi>inion  que  la  cámara  insistiera  en 
su  anlerinr  acuerdo.» 

En  l.i  sesión  de  \  de  julio  del  mismo  año,  agregaba: 
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«Yo  he  expresado  mi  opinión  í^obrc  el  parliciilar.  Me 
parece  injusto  que  subsista  el  fuero  militar,  que  ha  sido 
derogado  por  casi  todos  los  pueblos  civilizados.  Chile  es 
uno  de  los  pocos  que  lo  conservan. 

«Se  dice,  sin  embargo,  que  la  opinión  pública  no  esta 
suficientemente  preparada  para  esta  reforma.  Lo  siento, 
porque  considero  que  la  ifrualdad  de  todos  los  ciudada- 
nos ante  la  lei  es  uno  de  los  principios  mas  esenciales  de 
un  gobierno  republicano.  Decir  que  la  opinión  pública 
no  esta  suficientemente  preparada  para  ella,  es  lo  mismo 
que  decir  que  no  está  preparada  para  el  gobierno  repu- 
blicano. Es  una  contradicción  que  profesemos  el  princi- 
pio de  la  igualdad  de  todos  ante  la  lei,  i  que,  no  obs- 
tante, mantengamos  un  fuero  privilojiado. 

«Pienso  que  esta  abolición  es  un  acto  do  justicia,  si 
queremos  obrar  en  conformidad  con  la  constitución  que 
hemos  proclamado. 

«Yo  creo  que,  si  la  opinión  pública  estuviese  bas- 
tante ilustrada,  los  militares  mismos  serian  los  pri- 
meros que  pedirian  la  abolición  de  su  fuero.  Pero, 
supuesto  que  individuos  que  conocen  mejor  que  yo  la 
opinión  pública,  que  están  mas  a  el  alcance  de  saber 
hasta  qué  punto  se  halla  prepararla  para  un  camI)io  de 
esta  importancia,  sostienen  que  aun  no  es  tiempo  de 
hacer  semejante  reforma,  desisto  de  la  indicación  que 
hice  en  una  de  las  sesiones  anteriores.)) 

La  intclijencia  do  don  Andrés  l>ello  era  demasiado 
despejada  para  abrigar  añejas  preocupaciones;  pero  que- 
ria  que  la  sociedad  marcliaso  con  tientt)  i  mesura  en  el 
sendero  del  progreso  para  evitar  tropiezos  i  eaídas. 

Es  indLuIal.)le  que  las  ideas  expresadas  por  don  Andrés 
licllí)  el  nno  de  ISVJ  cu  el  senado  respecto  al  tuero,  no 
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eran  las  mismas  qiio  defcndia  en  la  prensa  en   1830. 

Debo  prevenir,  con  todo,  para  salvar  un  escrúpulo 
de  conciencia,  que  hvii  uno  de  los  artículos  insertos  en 
este  volumen  que  fué  redactado  por  Bello  i  otra  persona, 
sin  que  pueda  recordar  quién  era  esa  persona,  ni  cual 
era  ese  artículo. 

Probablemente  ese  opúsculo  es  el  que  principia  en  la 
pajina  89  de  este  tomo. 

Por  lo  demás,  en  toda  discusión,  el  distinguido  esta- 
dista no  buscaba  mas  que  la  verdad  desnuda  o  la  con- 
veniencia social,  según  los  casos,  haciendo  completa 
abstracción  de  una  vanidad  pueril  o  de  cualquier  interés 
privado. 

So  seguia  do  aquí  que,  cuando  se  convencía  de  un 
error  o  de  una  equivocación,  lo  confesaba  en  el  acto 
sin  subterfujios  ni  ambajes,  en  la  prensa  o  en  la  tri- 
buna. 

Don  Andrés  Bello  simplificó  notablemente  la  sustan- 
ciacion  de  los  juicios,  haciendo  que  se  derogase  el  trá- 
mite de  la  conciliación  a  que  se  daba  entonces  mucha 
importancia. 

En  El  Araiicnnoj  número  -291,  fecha  2  de  abril  de  1836, 
decia  a  este  respecto: 

crTratándose  de  establecer  un  nuevo  reglamento  de 
justicia,  nos  ha  parecido  oportuno  copiar  aquí  el  juicio 
de  un  eminente  jurisconsulto  francés,  M.  Favard  de 
Langladc,  sobre  el  procedimiento  preliminar  de  concilia- 
ción en  que  Chile  tomó  por  modelo  a  la  Francia. 

« — El  establecimiento  do  la  conciliación  se  de])c  a  la 
asamblea  constituyente.  Fué  una  idea  bien  filantrópica 
la  de  obligar  a  las  partes  a  explicarse  i  procurar  la  con- 
ciliación de  sus  diferencias  con  la  intervención  de  un 
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majistrado  digno  do  confianza,  antes  de  abrirles  la  arena 
de  la  justicia.  En  los  primeros  anos,  esta  bolla  institu- 
ción produjo  los  efectos  felices  que  se  esperaban  de  ella. 
Pero  en  las  grandes  ciudades,  i  principalmente  en  Paris, 
no  se  tardó  en  echar  de  ver  que  la  cí^nciliacion  era  las 
mas  veces  una  vana  formalidad,  que  aumentaba  inútil- 
mente las  solemnidades  del  proccílimionlo  i  los  gastos 
de  las  partos. 

<r — En  los  distritos  rurales  i  en  las  pequeñas  ciudades, 
en  que  casi  todos  los  habitantes  se  conocen  unos  a  otros, 
la  conciliación  no  ha  dejado  de  dar  resultados  mui  sa- 
tisfactorios, cuando  los  jueces  de  paz,  escojidos  por  hom- 
bres de  probidad,  tenian  las  luces  i  demás  calidades 
necesarias  para  inspirar  c  ?nfianza.  Ilai  distritos  en  que, 
por  la  cordura  del  juez  de  paz  i  sus  maneras  conciliato- 
rias, ha  llegado  a  ser,  por  decirlo  así,  un  fenómeno  el 
que  dos  litigantes  que  han  comparecido  ante  el  vayan  a 
pleitear  ante  los  tribunales. 

« — Para  obtener  un  objeto  tan  precioso,  es  menester 
que  los  jueces  de  paz  se  penetren  de  la  santidad  de  su 
ministerio.  Ellos  son  ánjelos  de  paz,  elojidos  para  oír  a 
las  partes  con  paciencia,  ayudarlas  a  explicarse,  entrar 
en  sus  pensamientos,  persuadirles  a  que  se  hagan  sacri- 
ficios mutuos;  i  representarles  cuánto  mas  ventajoso  les 
sera  el  hacerse  justicia  a  sí  mismas,  que  el  ir  a  pedirla 
a  los  tribunales.  En  fin,  no  del)en  excusar  ningún  es- 
fuerzo que  conduzca  a  una  avenencia,  i  restablezca  la  paz 
i  unión  en  las  familias. 

<i — Pero,  si  estos  majislrados  son  frios,  si  su  semblan- 
te parece  alejarla  confianza,  si  miran  la  tentativa  de  con- 
ciliación c :)mo  una  ritualidad  ociosa,  i  solo  tratan  de 
dcíicmbarazarse  lo  mas  prontn  po.'?il)le  de  los  litigantes 
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que  van  a  su  presencia,  es  imposible  que  llenen  el  voto 
de  la  lei  i  se  hacen  indignos  de  su  ministerio. 

« — Se  ha  preguntado  si  la  tentativa  de  conciliación 
debo  efectuarse  pública,mcnto  o  a  puerta  cerrada. 

ce — Como  lalci  no  se  ha  explicado  sobre  este  punto,  de- 
ja la  decisión  ala  prudencia  del  juez.  Fácil  es  conocer  que 
hai  ciertos  negocios  en  que  las  partes  tienen  necesidad 
de  estar  solas  para  discutir  sus  intereses  i  entrar  en  ave- 
nencia. Pero  todas  las  veces  que  el  majistrado  puede  sin 
inconveniente  ejercer  sus  funciones  a  presencia  del  pue- 
blo, el  voto  del  lejislador  lo  obliga  a  dar  esta  garantía  a 
la  justicia  i  a  la  opinión  pública. — » 

Don  Andrés  Bello  era  mas  hostil  que  Favard  de  Lan- 
glade  al  trámite  de  conciliación. 

El  jurisconsulto  americano  probó  superabundante- 
mente  que  aquel  prólogo  de  todo  juicio  era  superfino, 
que  duphcaba  el  proceso,  i  que  no  producía  ventaja  en 
la  práctica. 

Mediante  su  empeño,  se  suprimió  después  ese  adita- 
mento inútil,  sin  perjuicio  de  que  el  juez  pudiese  reunir 
a  las  partes  de  oficio  si  conceptuaba  que  habia  posibilidad 
de  algún  arreglo  o  transacción. 

En  183;],  don  Andrés  Bello  tradujo  el  discurso  preli- 
minar del  Código  Civil  de  I^^rancia  pí)r  M.  Portalis;  i  en 
1834,  un  discurso  pronunciado  por  M.  Dupin  en  la  aper- 
tura de  la  corte  de  casación. 

Al  pió  do  osle  último,  ponía  la  sigiiicnlc  nota: 

«¿Que  mejoras  ha  introducido  la  revolución  do  1810 
en  la  lejislacion  civil  i  criminal  do  Chile?  ¿Hasta  cuándo 
tendremos  que  responder:  ninguna?^) 

Gracias  al  talento  i  a  la  laboriosidad  del  sabio  eminen- 
te,  Chile  pudo  presentar  pocos  anos  después  el  Codujo 
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Civil^  quQ  puedo  competir  con  cualquiora  de  los  que  rijcn 
en  las  naciones  mas  civilizadas. 

Aunque  tullido  por  la  edad  i  apf()j)¡a(lo  por  los  aclia- 
ques,  don  Andrés  lícllo  pasó  aun  sus  últimos  años  en 
el  estudio  i  el  trabajo,  como  lo  manifiéstala  carta  que 
copio  a  continuación: 

«tSexor  don  Rafael  Sotomayor: 

«Julio  5;?  de  ÍHGO. 
ocSeñor  ministro: 

«lie  visto  en  los  periódicos  que  uno  de  los  proyectos 
sometidos,  o  que  han  de  someterse  por  el  ejecutivo,  a  las 
cámaras  es  relalivo  a  la  retroactividad  de  las  leyes.  Ig- 
noro en  qué  términos  está  concebido;  pero  supongo  que 
para  su  redacción  se  habrá  tenido  presente  el  que  yo 
me  tomó  la  libertad  de  dirijir  a  Usía  por  si  hallase  en 
él  algunas  ideas  ([ue  le  pareciesen  aceptables,  i  que 
también  se  habrán  considerado  los  excelentes  artículos 
publicados  soln'e  esía  materia  por  don  Eujenio  Vergara. 

«Yo  he  adherido  en  muchos  puntos  a  las  juiciosas 
observaciones  do  este  sofior;  pero  me  ha  parecido  haber 
encontrado  en  ollas  uno  que  oiro  en  que  no  he  podido 
suscribir  a  su  opinión.  He  consignado  las  mias  en  el 
discurso  que  tonrro  oí  liniior  de  acompañar.  Se  trata  en 
él  do  cue.sli()n(ís  <[uo  pu^lieran  sujorir  algunas  modifica- 
ciones iin})í>riantos  on  el  proveció  del  gobierno.  Usía 
sabrá  darles  el  valor  que  merezean. 

«Aprovecho  osla  oportunidad  para  manifestar  a  Usía 
lo  sensible  cjue  me  ha  ísiclo  que  una  larga  i  penosa  enfer- 
niedaci  me  haya  impedido  llenar  un  compromiso  que 
í/sía  no  puede  menos  ile  tener  presente,  i  cuyo  retardo 
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le  habrá  parecido,  sin  duda,  bastante  extraño.  Trabajo 
en  él  con  asiduidad  i  me  prometo  desempeñarlo  en  bre- 
ve. Espero  que  el  señor  presidente  mirará  con  su  acos- 
tumbrada induljencia  esta  involuntaria  falta. 

«Tengo  el  honor  de  suscribirme  de  Vuestra  Señoría, 
su  atento  servidor. 

^Andrés  Bello.» 

Es  evidente  que  don  Andrés  Bello  hubiera  dejado  una 
herencia  cuantiosa,  aunque  do  seguro  menos  gloria,  si 
se  hubiera  dedicado  a  ejercer  la  profesión  de  abogado. 

Sin  embargo,  movido  por  la  amistad  mas  bien  que 
estimulado  por  el  lucro,  contestaba  a  todas  las  consultas 
que  se  le  dirijian. 

En  este  tomo,  se  publican  dos  de  estos  trabajos  iné- 
ditos en  que  se  trata  de  la  aplicación  de  varias  disposi- 
ciones legales  a  casos  concretos. 

Las  opiniones  de  don  Andrés  Bello  respecto  de  los  ar- 
tículos del  Código  Civil  son  mas  importantes  que  las 
glosas  de  Gregorio  López  que  vienen  al  pié  de  las  leyes 
de  Partida. 

Los  opúsculos  a  que  aludo,  son  hasta  cierto  punto  los 
ejemplos  intercalados  en  las  leyes  sancionadas  por  don 
Alonso  XL 

¡Ojalá  que  los  alumnos  de  jurisprudencia  imitasen  la 
forma  sobria,  precisa  i  sustanciosa  do  esos  trabajos! 

La  concentración  de  las  ideas  simplifica  enormemente 
la  fatigosa  tarca  del  juez  i  la  del  mismo  al)ogado. 

Los  jurisconsultos  antiguos  solían  reunir  bajo  el  título 
de  resoluciones  varias  las  doctrinas  que  hal)ian  susten- 
tado en  los  cuestiones  privadas  sometidas  a  su  docisiüii 
o  en  que  habian  intervenido. 
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Las  Opiniones  del  ilu??tre  redactor  del  C'frli'jo  Civil  h  jt\ 
dignas  de  compilarle,  no  sol  -  como  el  dictamen  de  un 
iuriscon^ultó.  sin:»  c  mo  iiiia  fueníe  de  la  lei. 

El  preser.te  vlún^eii  mririiíicsta  a!  autor  b&jo  una  faz 
diferente  de  la  an-r  arare.?  en  los  anteriores. 

H:.:..:.  eii  .Ir.  Ai;  :r?s  1:  V. .  r:;u:!-'js  ¡iO¡r.bres:  un  fi- 
lis ::':•.  'ir.  •:r:::::.  u::  i    -itA.  un  crrari.Iiico.  un  Csiaclira 
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PUBLICIDAD  DE  LOS  JUICIOS 


La  constitución  judicial,  asunto  de  inmensa  importancia  en 
todos  tiempos,  i  principalmente  en  las  revoluciones  que  tras- 
íieren  el  poder  político  do  unas  manos  a  otras,  no  ha  excitado 
to<lavía  en  los  nuevos  estados  amerícanos  la  atención  que  me- 
rece; i  a  proporción  de  las  reforma»  que  se  han  introducido  o 
tentado  on  otros  ramos,  se  puede  decir  que  ha  sido  entera- 
mente descuidado,  resultando  de  este  olvido  no  pocos  de  los 
desórdenes  i  vicios  que  han  mancillado  su  gloriosa  revolución 
i  hecho  vacilar  sus  gobiernos. 

Si  las  leyes  llevan  siempre  la  estampa  dol  réjimcn  bajo  el 
cual  se  han  formado,  las  nuestras,  herencia  del  despótico  im- 
perio romano,  amalgamadas  con  la  doctrina  de  Falsas  decreta- 
les, fraguadas  en  sisólos  de  tinieblas,  i  con  los  fueros  de  una 
nación  guerrera  i  bárbara,  mal  podian  adaptarse  al  espíritu  do 
nuestras  instituciones  democráticas.  ¿Pudieron,  no  decimos 
los  sucesores  do  Fernando  el  Católico,  sino  loa  Alfonsos,  loa 
■  Ejicas,  los  Ervijios,  o  subiendo  mas  arriba,  los  Justínianos  i 
Toodüsios,  dar  reglas  para  la  administración  de  los  negocios 
de  sociedades  que  habían  de  levantarse  en  un  mundo  tan  di- 
ferente del  suyo,  i  a  quienes  estaba  reservado  un  orden  de 
vosas  quo  los  unos  desconocieron  del  todo,  i  los  otrod  proscri- 
bieron i  extirparon  de  sus  dominios  con  el  mayor  cuidado  i 
empeño?  Sucedió,  pues,  lo  que  era  natural  que  suceda,  siempre 
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que  jVi'.ttatA  t'e  injertar  un»  nueva  forma  de  gobierno  en  un 
cu^Iiíí-(1e  leyes  dictado  por  otras  miras,  i  calculado  para  una 

.  sociedad  montada  sobre  diversos  ejea.  Entre  la  obra  apreau- 
'paila  i!o  la  revolución  i  el  producto  de  los  lentos  trabajos  de 

•  tantos  siglos,  era  necesario  que  hubiese  una  lucha  continua. 
Principios  abstractos,  que  para  los  mas  eran  denominaciones 
sin  sentido,  pugnal>an  con  hábitos  i  preocupaciones  invetera- 
das, que  contaban  con  auxiliares  poderosos  en  casi  todas  las 
profesiones  existentes.  Constituciones  han  sucedido  a  consti- 
tuciones; i  los  materiales  sobrepuestos  no  han  podido  jamas 
conglutinarse  i  formar  un  todo  con  aquéllos  quo  necesaria- 
mente debían  servirles  de  basa. 

Si  hai  algo  completamente  demostrado  por  la  experiencia  del 
jénero  humano,  í  especialmente  por  la  de  los  últimos  cuarenta 
años,  es  quo  no  debe  esperarse  subsistencia  ni  buenos  cfeetoa 
de  ninguna  constitución  modelada  por  principios  teóricos,  sin 
afinidad  con  aquéllos  que  por  una  larí,'a  prActica  han  adherido 
intimamente  al  cuerpo  social,  i  han  jienetrado  sus  mas  ocultos 
muelles,  o  trasplantada  de  un  suelo  en  que  ha  sido  producción 
indijena  a  otros  en  quo  le  falta  la  inlluencia  de  aquel  espíritu 
nacional,  de  aquellas  leyes  i  costumbres,  que  se  han  desarro- 
llado junta  con  ella  i  crecido  a  la  par,  fortaleciéndose  i  modi- 
ficándose mutuamente.  Revoluciones  que  hayan  mejorado 
verdaderamente  la  suerte  de  los  pueblos  no  han  sido  por  lo 
regular,  sino  aquéllas  en  que  se  han  aplicado  remedios,  por 
decirlo  aa¡,  caseros  a  males  jenoralmente  sentidos.  En  lugar 
de  teoremas  de  derecho  público,  se  tienen  entonces  a  la  vista 
objetos  prácticos,  la  limitación  de  una  prerrogativa,  o  la  vindi- 
cación do  un  derecho  especifico;  i  no  so  pono  en  planta  para 
la  consecución  de  estos  objetos  una  máquina  enteramente 
nueva,  cuya  acción  es  imposible  dirijir  i  caloular,  sino  se  em- 
plean instrumentos  conocidos,  en  manos  acostumbradas  a 
usarlos.  Así  en  la  revolución  quo  expelió  a  los  Tarquinos, 
Roma  no  hizo  otra  cusa,  que  transferir  el  poder  rejio,  casi  pu- 
ramente ejecutivo,  a  dos  majístrados  anuales;  el  pueblo  siguió 
ejercitando  dol  mismo  modo  que  antes  las  facultades  leijislati- 
vas  i  electivas,   i  el  senado   fué  el  Cfmsejo  do  los  cónsules, 
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como  lo  había  sido  de  loa  rcycti.  La  imperfección  áa  aquella 
primera  planta  republicana  produjo  inconvenientes  a  que  ae 
proveyó  por  medio  de  varias  iiiütituciones  nuevas:  la  prctura, 
la  dictadura,  la  censura,  el  tribunado,  la  apelación  al- pueblo, 
la  elcjibilidad  do  lus  plfl>cyoH;  instituciones  que,  creiidas  una  a 
una  i  a  largos  intervalos,  se  plegaron  tanto  mas  fácilmente  a 
los  hábitos  €  intereses  que  encontraron  formados,  cuanto  quo 
hablan  sido  sujerid;is  por  ellos.  Las  repúblicas  que  nacieron 
en  Italia  i  Alemania  en  la  edad  media,  debieron  su  oríjen  a 
una  serie  de  inmunidades  i  exenciones,  adquiridas  por  pres- 
cripción o  arrancadas  en  divuraas  épocas  a  las  necesidades 
pecuniarias  de  los  principes  i  grandes  feudatarios,  caminando 
tan  lentamente*  a  la  indei>Gndencia,  que  es  ca.si  imposible  seña- 
lar su  principio.  En  Qn,  ¿qué  hicieron  los  americanos  dul 
norte  para  eonstituiree  en  nación?  ¿Tuvieron  acaso  quu  procla- 
mar principios  nuevos,  desconocidos  a  sus  mayores?  El  go- 
bierno representativo,  la  libertad  de  la  imprenta,  los  juicios 
por  jurados,  la  exención  de  toda  cnrga  no  consentida,  contaban 
entre  ellos  la  misma  fecha  que  su  existencia,  i  eran  tan  ver- 
daderamente su  patrimonio,  como  el  de  loa  ingleses  de  Eu- 
ropa. 

Nosotros  nos  vimos  en  la  triste  necesidad  de  obrar  de  otro 
nodo.  En  los  materiales  que  el  rcjimen  colonial  de  España 
babia  dejado  a  nuestra  disposición,  habin  poco  o  nada  do  quo 
pudiésemos  aprovecharnos  para  formar  constituciones  popu- 
lares i  libren.  Ningún  vestijio  de  representación  nacional; 
ningún  principio  de  vida  interior;  una  fuerza  extraña  dirijia 
sin  la  menor  intervención  nue-stra  los  movimientos  del  cuerpo 
social,  i  los  dirijia  siempre  en  oposición  a  nuestro  Ínteres, 
sacriOcando  aun  los  suyos  projiios  al  vano  objeto  de  retardar 
nuestra  emancipación.  Era  necesario  crearlo  todo.  Pero,  «i  en 
esta  creación  no  se  procedió  siempre  con  tino,  es  ya  demasiado 
tarde  para  empezar  de  nuevo.  Todo  lo  que  está  a  nuestro 
alcance  es  estribar  las  constituciones  existentes,  i  mejorarlas 
por  los  medios  que  ollas  mismas  proporcionan,  trabando  entre 
sí  las  diferentes  parti^i  dol  si^iteina  político,  para  quo  se  apo- 
yen i  consoliden  inuluamente.  El  mayor  mal  do  que  pueden 
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aiJuW'er  los  ■rohiernos  nuevoít,  í  rjue  cn  \3s  circunstancias  en 
que  »e  liulliiba  la  Améríc-a  era  ini[iosibIe  evitar,  consiste  en  su 
novedad  mií<ma,  en  la  falta  de  ai-manía  cutre  laainstituciunes 
ret^iciites  i  los  CMtablevimieiituü  anLJr^os-,  de  que  se  sigue  que 
tildo  trastorno  i^mpcorarii  nui'Btm  situación  jior  el  mero  hecho 
de  sustituir  un  sísteiim  a  otro;  i  que  el  ni^jor  remedio  quo 
puede  aplicarííe  a  loe  incon  vc'nientüu  de  una  constitución  que 
yacila  porque  no  ha  tcniílo  tiempo  de  conHolidarse,  es  mante- 
nerla a  toda  cortta,  mejorándola  proijrrt'ii  va  mente,  i  sobretodo 
acomodando  a  ella  las  demás  partes  de  nuestra  organización 
política. 

De  todas  éstas,  como  anuni^i^tniüs  arriba,  la  mas  impor- 
tante, por  lo  que  influye  sobre  las  otras,  es  la  or/;anizacion  do 
loa  juzgados.  Si  entro  é.sta  ¡  la  forma  Oünstitucionai,  no  hai 
una  conexión  estrecha;  ai  ambas  no  tienen  un  mismo  carácter; 
si  no  las  vivifica  un  mismo  espíritu,  es  en  vano  esperar  que 
nucütroB  gobiernos  satisfagan  a  las  necesidades  del  cuerpo 
social.  Esta  armonía  es  lo  único  que  puede  hacer  sólido  el 
gobierno,  dándolo  por  aliadas  las  leyes,  i  hacer  venerables  las 
teyea,  vinculando  las  libertades  i  fueros  de  los  ciudadanos  en 
BU  inexorable  observancia.  Pero,  por  una  fatalidad  común  a  to- 
dos los  nuevos  estados,  mientras  que  cl  hacha  de  la  revolución 
ha  derribado  sin  piedad  tantos  establecimientos  antiguos,  el 
jenio  del  depotismo  ha  encontrado  un  asilo  impenetrable  en  el 
foro.  El  jenio  del  despotismo,  decimos,  porque  donde  las  leyes 
no  son  reglas  ciertas,  fijas,  inmutables;  donde  hai  arbitrariedad, 
cualquiera  que  sea  el  sentido  en  que  se  manifieste;  donde  una 
lenidad  indiscrela  hace  impotentes  i  despreciables  la  leyes,  no 
menos  que  donde  una  niujistratura  servil  o  prostituida  las 
hace  instrumentos  do  la  tiranía  o  de  la  codicia;  existe  de  hecho 
el  despotismo,  i  don-ama  su  pestífera  influencia  sobro  la  virtud 
i  la  felicidad  del  pueblo.  La  urganizat-ion  lejislativa  i  la  ejecuti- 
va no  tienen  en  realidad  valor  ali^uno,  sino  en  cuanto  nos  ase- 
guran que  las  leyes  serán  conformes  al  interés  de  la  comuni- 
dad, e  imparcial  i  eficazmente  observadas.  Pero  ¿de  qué  servirá 
ta  bondad  iatrínseea  de  las  leyes,  mientras  no  se  observan? 
Cn*imo8,   pues,  que  el  punto    capital  a  que  debe  dirJjií'so  la 
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atención  de  los  nuevos  gobiernos,  ea  a  establecer  uiiu  a<tmi- 
nistraoion  de  justicia,  verdaderamente  republicana  i  lihnral, 
carácter  quo  no  tíMitlrá  iiiiéntraa  que  \i\n  leyes  no  sean  puntual 
i  csorupulosamcnte  obaorvadas. 

Uno  de  los  defectos  que  notamuH  on  nuestros  juzgadus  i 
que  DOS  parece  enteramente  incompatible  con  la  naturaleza 
de  los  gobiernos  representativos,  en  que  la  justicia  se  aátni- 
nistra  a  nombre  del  puebla,  es  la  poca  o  ninguna  publicidad 
de  los  juicios.  Si  nada  conjenia  mas  con  el  despotismo  que  el 
misterio,  la  publicidad  de  todas  iaa  operaciom-s  de  los  man- 
datarios del  pueblo  es  el  carácter  propio  de  los  gobieriius  po- 
pulares i  libres;  i  ¿en  cuáles  será  mas  conveniente  o  necesario 
el  freno  de  la  opinión  pública  que  en  las  de  aquellos  funciu-  - 
narios  a  cuya  custodia  están  eiiconiondailas  la  vida,  la  ha- 
cienda, el  honor  do  lus  ciudadanos?  ¿I  bajo  qué  protexto  querrá 
el  majistrado  suatraor  parte  alt^una  da  sus  actos  a  la  inspección 
del  público?  La  publicidad  de  los  juicios,  bajo  cualquier  as- 
pecto que  se  mire,  es,  do  todas  tas  instituciones  políticas,  la 
mas  focunda  do  buenos  efectos.  Ella  es  el  único  preservativo 
Bcguro  déla  arbitran iidaíl  i  de  las  prevaricaciones.  Ella  pone 
do  bulto  la  fealdad  de  liis  delitos,  i  vigoriza  las  leyes,  ame- 
drentando a  sus  infractores  cun  la  infamia,  que  no  puede 
menos  de  acompañar  a  la  eonvir^-iun.  Ella  las  hace  inílexibles 
contraponiendo  a  las  consideraciones,  a  los  cmi>cno8,  i  a  otros 
medios,  aun  mas  criminales  do  que  los  poderosos  se  valen 
demasiadas  veces  para  eludirlas,  ta  fuerza  invencible  de  la 
opinión  pública,  que  ejerce  una  judicatura  suprema,  que  lo 
vo  todo,  que  escudriña  la  conciencia  misma  d^  los  jueces,  i  a 
cuyos  fallos  no  puede  sustraerse  autoridad  alguna.  Ella  ejerce 
a^  mismo  tiempo  una  censura  vijilante  sobro  las  costumbres,  i 
graba  profundamente  on  los  ánimos  los  principios  de  rectitud 
i  honor.  Ella  es  uno  de  los  mejores  modíos  de  instruir  a  la 
nación  en  las  reglas  que  la  guliiurnan,  i  de  dar  a  conocer  prác- 
tioftmente  su  aplicación  i  su  tendencia,  los  efujlos  con  que  se 
logra  ft  veces  evadirlas,  i  los  defectos  o  vicios  de  que  adolecen. 
¿Qmí  espectáculo  mas  instructivo  í  mas  útil  que  el  que  pre> 
aenta  a  los  ciuitadaiios,  no  en  .iventuras  imajinarias,   no  en 
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frías  lecoionea  de  moral,  sino  en  su  propio  ser  i  con  sus  nati- 
vos colores,  la  tentación  que  arma  el  brazo  del  malhechor, 
los  lazos  que  la  seducción  tioiule  a  la  inocencia,  las  maquina- 
ciones de  la  ambición  i  la  avaricia  contra  el  honor,  la  vida  i 
laa  propiedades  de  loa  ciudadanos*/ 

Mas,  para  que  esta  publicidad  produzca  lodos  sus  buenos 
efectos,  es  necesario  que  itriiale  o  se  acerque  a  lo  que  es  en  el  dia 
en  Inglaterra,  Francia,  los  Estados  Unidos  i  las  domas  naciones 
que  gozan  de  instituciones  .verdaderamente  liberales.  Cada 
juicio  es  allí  un  gran  drama  de  cfuo  toda  la  nación  es  especta- 
dora. Cada  testigo  es  examinado  por  los  abobados  de  una  i 
otra  parte  a  presencia  del  tribunal  i  de  cuantos  quieren  con- 
currir; i  ol  rigor  de  los  interrogatorios,  unido  al  terror  do  la 
infamia  que  recaerla  con  doble  fuerza  sobre  un  acto  tan  público 
i  solemne,  hacen  moralmonte  imposible  la  ilesOguracion  u  ocul- 
tación aun  de  las  mas  mínimas  circunstancias  del  hecho.  Los 
abogados  alegan,  i  el  juez  pronuncia  la  .sentencia  del  mismo 
modo;  i  como  todo  lo  que  pasa  on  los  tribunales  aparece  al  día 
siguiente  en  laa  gacetas,  se  puede  decir  sin  exajeracion  que 
el  pueblo  entero  asisto  a  loa  juicios,  i  so  informa  menuda- 
monto  de  todos  los  datos  on  quo  se  funda  el  fallo  de  los 
jueces. 

Bien  vemos  que  el  dar  a  los  juicios  la  completa  publicidad 
do  que  tanto  distan  entro  uoaotroa,  ca  empeño  de  una  magni- 
tud que  acobarda;  i  (¡ue,  para  hacerla  efectiva,  seria  necesario 
transformar  enteramente  lúa  prucedi  ni  lentos  judiciales.  Pero 
caminando  paso  a  paso,  adoptando  hoi  una  mediila  i  mañana  ' 
otra,  dividiremos  la  dificultad  en  partes,  que  podrán  allanarse 
sucesivamente,  i  darán  tiempo  para  que  se  formen  sin  violen- 
cia los  hábitos  quu  oxije  todo  establecimiento  nuevo.  Estamos 
convencidos  de  que  sin  esta  revolución  serán  siempre  de  po- 
quísimo valor  real  todas  las  otras,  porque  sin  ella  no  puedo 
existir  ni  aun  la  sombra  de  la  libertad,  que  no  es  otra  cosa 
que  el  imperio  de  las  leyes.  Las  garantías  que  no  se  apoyan 
en  una  buena  administración  de  justicia,  son  fórmulas  sin 
sustancia;  i  faltando  la  publicidad  de  los  juicios,  lu  adminis- 
tración de  justicia  es  peor  todavía  en  los  estados  populares  que 
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en  los  despóticos.  Díctense  restricciones  i  trabas;  multipliqúense 
los  reglamentos;  si  la  inspección  del  público  no  preside  a  su 
ejecución,  serán  siempre  infructuosos,  i  su  multiplicidad  servi- 
rá solo  para  empeorar  el  mal. 

(Araucfino,  año  de  183U.) 


MEDIDAS  CONTRA  LA   CRIMINALIDAD 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 


Santiago,  enero  15  de  1831. 

El  gíibicrno  recibo  frecuentes  i  amargas  quejas  de  varios 
pueblos  de  la  república  por  la  continua  alarma  en  que  pone  a 
sus  vecinos  la  repetición  de  atroces  asesinatos  i  robos  inauditos. 
Loa  hombres  honrados  se  ven  en  la  necesidad  de  halagar  a  los 
malhechortíH  para  ponerse  a  cubierto  de  loa  riesgos  a  que  están 
expuestas  sus  projjiedades  i  sus  vidas.  Los  jueces  contempuri- 
zan  con  los  malvailos  que  pudieran  aprehender,  pori|ue  temen 
que,  que<lando  impunes,  la  misma  impunidad  les  aliente  [wra 
descargar  su  saña  sobro  sus  aprcnaorcs.  El  intendente  de  Cul- 
cha^ua  asegura  al  gobierno  que  se  estremece  al  "¡r  tantos  i 
tan  enormes  excesos,  como  se  cometen  diariamente  en  los  di- 
versos departamentos  de  la  provincia.  En  una  visita  do  cárcul 
que  practicii  on  Curicó,  dice  haber  encontrado  dieciocho  faci- 
nerosos, de  los  cualos  el  que  niénus  había  cometido  dos  muer- 
tes; entre  ellos,  había  uno  que  contaba  ya  veinte  asesinatos, 
inchisii  el  que  perpetró  en  su  propia  mujer,  Anuncia  tener  en 
su  poder  el  sumario  levantado  a  un  reo  que  confiesa  llana- 
mente haber  cometido  un  asesinato  en  Guacargüe,  sin  mas 
motivo  que  el  gusto  de  asesinar;  i  acompaña  a  este  crimen  la 
notable  circunstancia  de  haberse  detenido  en  picar  los  ojos  al 
cadáver  del  degollado.  Otro  individuo  del  mismo  paraje  mató 
a  su  ¡niflrastro  por  solo   haberle  reprendido  di*  palabra,  sei;un 
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811  propia  confesión.  Noticia  igualmente  al  fobiorno,  hallarse 
plagada  la  pruvincJa  do  los  mas  teniiblca  facinerosos,  que 
tienen  sobrofojidos  a  los  jueces,  i  se  pasean  fausamlo  luto  i 
amari^ura  pop  todas  partes;  i  en  sí  míanioií  dan  testimonio  de 
ijuí-  la  administración  de  justicia  se  li.illa  en  un  estado  deplo- 
rable. La  buena  indulo  dú  los  habitantes  so  ve  contradicha  pur 
sucesos  que  alt^unos  atribuyen  con  horror  al  abandono  del 
ramo  mas  importante  de  la  administración.  El  intendente  de 
Golchagua  anuncia,  por  último,  que  el  bandido  Pinchoira 
contará  siempre  con  un  apoyo  formidable  en  loa  facinerosos 
déla  provincia. 

El  gobierno,  para  precaver  i  jirevenir  estos  estragos,  sabien- 
do que  la  inseguridad  de  las  cárceles  de  loa  pueblos  de  fuera, 
i  la  dificultad  de  formar  los  sumarios  a  los  poca,  por  la  clase 
de  personas  a  quienes  por  necesidad  se  encargan  las  judicatu- 
ras territoriales,  tienen  mucha  parte  en  la  impunidad  de  los 
delitos  que  se  observan  con  escándalo;  i  viendo  ademas  come- 
ter tjdos  los  diaa  atrocoa  asesinatoa  i  robos  sin  que  se  uiga 
hablar  de  un  escarmiento,  ni  de  un  castigo  condigno,  se  dirijió 
al  congrcao  de  plonipotonciaríoa  en  14  do  julio  del  año  próximo 
pasado,  exponiéndole  la  necesidad  de  crear  comisiones  ambu- 
lantes de  justicia,  que,  repartiéndose  por  loa  campos,  pusiesen 
algún  término  a  la  multitud  de  crímenes  que  ae  cometen,  i  el 
oongr&so  tuvo  a  bien  disponer  se  coraetieson  a  la  suprema 
corte  la  formación  do  un  proyecto  de  lei  o  reglamento  sobre 
la  breve  sustancíacion  de  causas  criminales,  i  especialmente 
las  de  asesinato  i  salteo,  con  lo  demás  que  aparece  en  el  oGcio 
del  congreso  de  '2  de  julio  que  se  trascribió  a  la  suprema  corle 
al  dia  siguiente.  Van  corridos  mas  de  seis  meses;  i  hasta  ahora 
no  ha  evacuado  esto  tribunal  este  cargo,  el  mas  importante 
que  pudiera  confiársele. 

El  giibierno  no  puede  ser  indiferente  a  tamaños  males;  i  no 
teniendo  medins  para  remediarlos  inmediata  i  directamente 
por  sí  mismo,  me  ha  ordenado  su  excelencia  el  vice-presidente 
me  dirija  a  la  suprema  corte  en  los  términos  que  lo  hago,  para 
darle  oficialmente  estas  noticias  que  quizá  tendrá  de  un  modo 
privado,  para  que,  cumpliendo  con  la  ¡larte  10."  del  articulo  96 
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e  la  constitución,  se  contraiga  a  examinar  las  cauítas  del  mal 
I  aplicar  el  remedio,  dando  con  la  brevedad  p{>sible  cuenta  al 
[Obierno,  el  cual  Hería  o  iiifatii^alihtrnontc  se  ocupará  en  el 
lumpli miento  de  lo  que  le  impone  el  pArrafo  5.'  del  articulo 
i  de  la  constitución. 
DiOB  guarde  a  V.  E.    Hai    una  rúbrica  do  8.   E. 


DiKGO  PohtIles. 


rA  ia  suprema  eorto  do  justicia. 


CORTE  eUPHEHA   DE  JUSTICIA 

Saíi/ía¡/o,  enero  20  de  183Í. 

Ha  visto  la  suprema  corte  con  bastante  amargura  el  cuadro 

ideplorable  qiio  en  notado  15   del  corriente  le  presenta  usía 

tde  loa  crímenes  horroroso.'í  que  so  cometón  con  tanta  frecuen- 

i  Olí  los  pueblos,  i  de  la  multitud  do  mallicchorea  i  asesinos 

|Uo  los  ínTestan.    Tiísttgo  de  ealus  desórdenes,  así  como  lo  es 

A  oí  último  ciudadano,  hace  tiempo  que,  en  cumplímien- 

l.to  de  la  lei  de  su  instilucion,  ha  meditado  seríamonte  en  des- 

Lcubrir  las  causas  i  el  remedio  eficaz  de  tanto»  male.^;  i  dcsgra- 

biadamente  la  experiencia  ha  acreditado  que,  así  como  es  fácil 

1  conocimiento  de  aquélla,  es  dificultosa  la  ejecución  de  los 

plaaea  necesarios  para  hacer  concebir  resultados  prontos  i 

Plisonjeros. 

Cuando  con  fecha  3  de  noviembre  último  so  trascribió  a  esta 
suprema  corte  la  nota  de  2  d<'l  mismu  del  gobernador  local  de 
^ta  capital,  que  ¡n.stniye  al  supremo  gobierno  déla  multitud 
B  crímenes  que  incesantemente  se  cometen  en  este  departa- 
mento, se  tOLtaron  varios  arbitrios  para  averiguar  el  oríjen  de 
[uéllo»,  i  se  pidieron  informes  a  la  ilustrísínia  corto  do  ape- 
letones  i  al  juez  de  letras  en  lo  criminal.  En  vista  de  torio,  la 
RStiproma  no  lia  hecho  sino  ratilicar  su  antiguo  dictamen, 
^e  que  el  oríjen  principal  de  los  delitos  no  está  en  la  ailminis- 
b'stMOn  du  justicia,  sino  en  otrascausas  mui  distintas  i  oompli- 
de  quo,  así  como  la  impunidad  de  los  delitos  contri- 
roctaintmte  a  r.imenUrloH.  esta  impunidal  no   nace  de 


la  conduitta  de  Ioh  jueces,  sino  mas  bien  do  loa  encargados  de 
la  policía. 

La loj islacion  criminal  que  non  rijo,  es  tlol  todo  incurapatilile 
oon  niiastras  cosEunibres  ai-tiiules;  son  demasiado  palpables 
sus  vicios  para  que  fuese  oportuno  el  enumerarlos  aquí.  La 
vaga  aplieacion  de  las  penas,  su  falta  de  graduación,  el  olvido 
absoluto  de  alt|unos  delitos,  la  suma  severidad  en  el  castigo 
do  otros,  son  motivos  que  destruyen  la  proporción  que  debe 
reinar  entre  el  delito  i  la  pena,  animan  a  loa  malhechores  a 
los  mas  horribles  atentado»,  i  sirven  de  escollo  insuperable  a 
la  administraeion  de  justíeia.  Nacidas  en  las  tinieblas  de  tiem- 
pos tan  oscuros  i  remotos,  i  hechas  para  pueblos  do  un  carác- 
ter i  costumbres  tan  diferentes  del  nuestro,  las  leyes  vijentes 
son  una  barrera  mui  difícil  para  contener  loa  crímenes,  SÍ 
hemos  tenido  arbitrios  para  sacudir  la  domjnacion  política  de 
España,  aun  yacemos  bajo  la  servidumbre  legal;  esto  es  ol 
mismo  atraso  que  padecen  las  nuevas  repúblicas  de  América, 
i  que  con  sus  terribles  efectos  tendrán  que  sufrir  una  serie  de 
años  quizá  interminable.  La  organización  del  código  criminal 
do  un  pueblo  e„s  una  de  las  grandes  épocas  de  la  vida  de  las 
naciones;  i  no  esti  en  nuestras  manos  anticipar  el  tiempo  i  las 
circunstancias  en  que  deba  suceder,  sí  atibuna  voz  ha  de  llegar 
para  nosotros  esta  época  dichosa. 

Entre  estas  leyes,  se  distinguen  algunas  que  parecen  hechas 
a  propósito  para  fomentar  la  criminalidad  en  Chile.  Tal  es  la 
que  excusa  de  la  pena  capital  al  homicida  que  delinque  en 
estado  de  embriaguez.  Con  un  carácter  decidido  i  valeroso,  i 
en  medio  de  la  suma  abundancia  de  licores  que  la  naturaleza 
prodiga  en  nuestro  suelo,  la  plebe  chilena,  aunque  fuera  la 
mas  virtuo.sa  c  iluirtrada  del  mundo,  so  veria  siempre  víctima 
del  azote  exterminador  de  la  bebida,  mientras  no  so  le  oponga 
un  fivnn  bien  fuerte,  que  contenga  los  efectos  do  este  vicio 
abominable.  La  mayor  parte  de  los  crímenes  se  perpetran  en 
los  lugares  de  distracción  i  en  los  ficeesus  de  la  embriaguez; 
i  aunque  en  realidad  no  suceda  asi,  este  es  el  asilo  ordinario 
de  los  criminales,  para  el  que  la  compasión  i  la  amíslail  les 
provoco  siempre  de  teslijroH. 
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No  ea  mi^noij  vituperable  i  antisocial  la  Ici  que  autoriza  las 
trunuacuioneB  privadas  entre  el  homicida  í  los  representantes 
de  BU  víctima,  pura  excusar  al  primero  la  pena  de  santjre  que 
mereciera.  Los  hombrea  capaces  de  cometer  este  delito,  se 
prometen  evadir  la  pena  por  medio  de  una  lijera  compostura, 
a  que  los  ofendidos  so  ven  obligados  por  su  miseria  i  las  dili- 
cultades  que  suele  haber  de  persi'i^uir  al  delincuente.  Para 
éste,  poco  imi>orta  la  pérdida  temporal  de  bu  lüiertad,  si  es  que 
le  aprehenden,  pues  su  ¡nflueneia  en  los  pueblos  ¡>equeños,  o 
las  circunstancias  particulares  del  país  le  ofrecen  fácilmente 
los  medios  de  evadirse  i  abandonarse  de  nuevo  al  delito. 

La  diferencia  de  fueros  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicuion 
criminal,  será  siempre  el  manantial  inagotable  de  la  desorga- 
nización moral  de  los  pueblos.  En  las  campañas,  es  donde  se 
sienten  mas  de  cerca  los  resultados  ominosos  do  la  separación 
del  fuero  militar  del  ordinario  en  las  milicias,  i  por  la  que  los 
jueces  n»il  veces  no  pueden  perseguir  a  los  criminales,  que  no 
saben  mas  táctica  que  reclamar  la  protección  de  sus  jefes; 
éstos  no  lu  niegan  porque  aspiran  a  formar  partido  i  hacer 
sentir  al(juna  vez  la  realidad  de  su  cargo,  que  sin  otro  ejercicio 
talvez  ni  se  supiera  que  existia.  Así  es  que  la  competencia,  la 
emulación,  i  la  ignorancia  dejan  comunmente  impunes  i  fo- 
menlan  los  delitos. 

La  falta  de  penas  que  aplicar  a  los  delicuentes,  es  otra  de 
las  causas  mas  directas  del  aumento  de  los  crímenes.  La  de 
muerte  fácilmente  se  elude,  o  con  los  pretextos  que  se  han 
explicado,  o  con  los  indultos,  que  en  otros  tiempos  han  sido 
bastante  frecuentes.  La  falta  de  policía  en  los  pueblos,  i  de 
casas  seguras  de  detención,  i  los  repetidos  movimientos  polí- 
ticos, han  abierto  mui  amonudo  las  cárceles  a  los  delincuen- 
tes mas  atroces.  Los  presidios  do  la  capital  apenas  han  podido 
dar  abasto  a  los  crimínales  del  departamento,  í  los  defectos  e 
inseguridad  de  estas  casas  son  males  que  aun  no  se  han  podi- 
do remediar.  El  de  Valdivia,  que  sirvió  largo  tiempo  hasta 
una  época  bien  reciente  para  la  conlinacion  de  los  reos  mas 
graves,  jam:is  correspondió  a  los  fines  de  su  establecimiento; 
pueíí  el  día  mismo  que  llegaban  allí  so  fugaban  los  presidarios 


pnra  abandonarse  de  nuova  al  pillaje  í  al  latrocinio.  Juan 
Femámlez  forma  en  el  dia  el  di-pógíto  do  ésto»;  pero  loa  bue- 
nos efectos  do  un  presidio  bastante  ül-^tui-o,  no  son  resultados 
que  pueden  pulparse  en  el  dia,  cuando  aun  existe  derramado 
en  todos  los  pueblos  el  jérmen  de  inmoralidad  que  difundió  el 
desorden  de  algunos  años. 

Todas  estas  causas  que  protejen  la  criminalidad,  desapare- 
cen como  en  un  abismo,  cuando  se  vuelve  la  vistu  a  la  desori^a- 
nizacion  política  de  los  pueblos,  i  al  abandono  en  que  yacen 
los  subalternos  ejeiuitívos  i  de  policía.  En  medio  de  tantas 
oscilaciones  políticas,  no  cesa  el  flujo  i  redujo  de  mandatarios 
de  partidos  opuestos,  que  llevan  a  sus  destinos  odios,  parcia- 
lidades, i  que  disimulan  los  delitos  por  el  empeño  de  formarse 
prosélitos;  los  delitos  que  couietmi  los  prepotenteis,  o  ellos 
mismos,  car  eíendo  do  celadores  que  loa  descubran,  no  pue- 
den tener  jueces  quo  los  castiü;uen.  Es  dificil  tener  datos  fijos 
sobro  el  di^scuido  de  estos  subalternos;  pero  una  observación 
sola  es  capaz  da  hacer  ver  el  exceso  a  quo  puede  llegar.  Según 
las  razones  recojidas  por  el  juez  de  letras  de  esta  capital,  se 
cometieron  cuarenta  i  un  homicidios  desde  junio  hasta  media- 
dos de  noviembre  del  año  próximo  anterior  en  este  departa- 
monto;  solo  la  sexta  parle  pertenecía  a  este  pueblo,  i  de  ninguno 
de  ellos  se  formó  sumario,  ni  so  remitió  al  juez  competente 
un  solo  acusado.  Lo  único  que  mandan  es  el  cadáver,  con  una 
nota  en  que  se  avisan  el  hecho  i  la  evasión  del  autor.  Si  esto 
sucede  donde  la  {xilicia  i  el  orden  público  so  hallan  mas  bieu 
sistemados  i  establecidos,  aun  mayores  males  i  descuidos  deben 
suponerse  en  los  demás  pueblos.  Tales  vicios  no  podrán  nunca 
remediarse,  müntraa  no  se  coníieran  los  destinos  subalternos 
de  ^bierno  i  policía  a  los  vecinos  mas  instruidos  i  respetables 
en  todos  los  pueblos. 

Cada  revolución  política  arroja  en  éstos,  como  la  erupción 
do  un  volean,  una  lava  de  malhechores  que  por  mucho  tiempo 
permanecen  cometiendo  las  depredaciones  i  atentados  mas 
horribles.  La  discordia  civil  es  la  trompeta  que  pone  on  acción 
a  tan  infames  ájenlos;  convierte  sus  intenciones  criminales  en 
objetos  de  alfa  |)olitica,  se  embanderan  en  los  partidos,  reciben 
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armas,  i  nun  cu»iirlo  siguen  en  la  carrera  do  bus  excesos  es 
con  un  nuevo  coliirido  ([iie  los  autoriza  para  cometerlos  peorea. 
Al  Qn  la  tormenta  pasa;  i  estos  malliedioros,  para  (¡ujcnes  el 
crimen  se  haliia  convertido  en  deber,  continúan,  habituados 
con  la  impunidad,  sin  máscara  alguna  en  na  ejercicio.  Su  nú- 
mero so  aumenta  con  la  copia  de  prófugos,  desertores  i  otros 
muchos  desvalidos  que  en  estas  crÍHÍ>i  de  horror  pierden  su  pe- 
queña fortuna  i  carecen  de  arbitrios  para  sobrellevar  sua  de- 
beres. E)ntro  tanto,  los  re,8ortcs  de  la  administración  de  justicia, 
cuyo  movimiento  regular  solo  puede  existir  en  el  seno  de  la 
paz  i  det  urden,  se  aflojan,  debilitan;  i  si  no  desaparecen  del 
todo,  es  porque  felizmente  se  hallan  en  manos  de  jueces  ínte- 
gros e  imperturbables  que  los  dirijan.  Su  poder  es  meramente 
moral,  naila  tiene  de  físico  i  ejecutivo.  So  menosprecia,  se  pasa 
sobro  él  en  medio  de  las  mas  fuertes  convulsiones;  i  después 
que  him  cesado,  se  quisiera  reponerle  toda  la  respetabilidad  i 
encrjía  necesaria  para  reparar  loa  desórdenes  que  causó  la 
desorganización  de  todas  las  autoridades. 

Ha  procnrudo  [a  suprema  lorte,  infatigable  en  su  celo,  tocar 
los  arbitrios  que  están  a  su  alcance,  i  son  de  su  deber,  para 
evitar  tantos  males  que  amenazan  al  ciudadano.  I  en  realidad 
halla  que  no  es  la  administración  de  justicia  el  orijen  fatal  da 
aquéllos.  Hace  pocos  días  que  se  ha  ocupado  en  dictar  las  formas 
i  períodos  on  (¡ue  deba  dársele  cuenta  por  todos  los  jueces  del 
país,  <lel  estado  i  sustanciacion  de  las  causas  que  estén  a  su 
cargo.  Ha  observado  en  las  últimas  visitas  de  cárcel  el  mejor 
arreglo  en  los  juzgados  i  tribunales  de  la  capital;  i  sí  no  pre- 
sencia que  90  aplique  la  pena  de  muerto  con  la  frecuencia  que 
se  cometen  los  delitos,  es  seguramente  por  los  inconvenientes 
que  se  han  notado.  lil  juzgado  de  primera  instancia  ha  sustan- 
ciado por  escrito  en  el  año  pasado  setenta  i  cuatro  causas;  i 
los  mas  de  los  criminales  han  sido  remitidos  a  Juan  Fernández, 

Tales  i  otras  varias  atenciones,  con  bástanles  dificultades 
que  vencer,  liaii  imposibilitado  el  proyecto  sobre  6u.stanciacion 
de  oausasiTÍminalt^s;  mas  la  suprema  corte  trabaja  jiicesante- 
mente  en  el,  en  sesiones  <liariüs  que  cflobra  para  ostc  solo 
objeto.  Entre  Lauto,  recuniienda  al  suprema  gobirruo  la  prefe- 


rencia  con  que  debe  dictarBe  i  circularse  en  todo  el  país  una 
lei  din jida  a  decretar:  I ."  Que  en  leía  delitos  cometidos  en 
oslado  de  etnbríaguez,  no  solo  so  deberá  aplicar  la  pena  pro- 
porcionada a  ésta,  sino  tainliíen  la  que  corresponde  a  la  clase 
del  delito  cometidu;  "2."  Que  ninguna  transacción  o  convenio 
privado  excusará  la  pena  de  sangre  que  debo  aplicarse  al  de- 
lincuente, sin  atención  adicbo  convenio;  3."  Qite  los  empleos 
ejecutivos  i  de  policía  en  los  ])ueblos  i  campañas  recaigan  en 
los  sujetos  mas  distinguidos  i  respetables,  que  deberán  admi- 
tirlos sin  excusa  altruua,  i  pa<j:ar  multa  si  renunciaren. 
Dios  jruank'  a  V.  S.  muchos  años. 

Juan  de  Dios  Viai,  del  Rio. 
Señor  Ministro  de  estado  cu  ol  departamento  del  inloriur. 


Publicamos  con  sentimiento  los  documentos  que  anteceden, 
por  la  demostración  quo  se  hace  en  ellos  de  los  vicios  i  deli- 
tos que  aflijen  a  los  pueblos  de  Chile;  pero  también  demues- 
tran que  el  gobierno  se  emjx-ña  en  correjirlos,  i  que  el  primer 
tribunal  judicial  de  la  nación  se  emplea  en  averiguar  sua 
causas,  i  se  manifiesta  dispuesto  a  adoptar  medidas  para  exter- 
minarlos. Estamos  convencidos  de  que  el  oríjcn  de  este  mal 
procede,  a  miis  de  las  causas  que  expresa  la  corte  suprema, 
de  esa  ignorancia  semi  salvaje  en  que  yace  nue-stra  plelje,  por- 
que, careciendo  absolutamente  do  toda  idea  do  moral,  no 
eatando  acostumbrada  a  hacer  uso  de  la  razón,  i  no  habiéndosele 
inspirado  desde  la  infancia  sentimientos  de  humanidad,  se  deja 
arrastrar  por  las  pasiones  mas  perniciosas.  Una  luz  mui  opaca 
de  relijion,  i  el  deber  de  sufragar  a  sus  necesidades,  constitu- 
yen el  fondo  de  toda  su  educación;  asi  es  que  no  baí  víncu- 
los que  la  liguen  con  las  leyes,  i  apenas  tiene  sentimientos 
que  le  hagan  percibir  la  inmensa  distancia  que  media  entro  el 
bien  i  el  mal.  Se  entrega  sin  reflexión  al  desenfreno  de  loa 
placeres;  i  so  deja  conducir  sin  temor  ni  desasosiego  por  el 
exceso  de  la  ira  i  por  la  bárbara  pasión  de  \¡i  venganza.  Ea 
[  inaecosible  a  la  compa.sion;  i  auiiqufj  veac^jrror  a  túrrenles  la 


sangre  Inimnna,  no  míinifiosta  imlicios  de  seiisihilidad.  Loa 
chilenuü  son  pop  !o  regular  de  un  uaráiíter  eaforzadu;  i  ciián- 
dotjo  )oH  dt'  la  clase  baja  sin  ninguna  educación,  no  es  extraño 
que  la  minina  fuerza  do  su  jenio  ¡  el  hábito  de  la  independen- 
cia lo»  hüfían  feroces. 

Kl  único  remtidio  que  parece  natural  para  evitar  los  crime- 
nes  con  que  tan  frecuentemente  horrorizan  a  loa  ciudadanos 
honrados  i  a  lusobservadoros extranjeros,  03  el  establecimiento 
de  escuelas  en  las  campañas,  en  donde  se  les  ha^a  conocer  lo 
l;ueno  i  lo  malo,  se  les  instruya  en  sus  deberes,  i  se  les  for- 
men i-ostumbi-ea  arregladas  a  la  lei.  Mientras  la  educa»rion 
popular  no  80  jeneralice,  i  mientras  los  hombres  est>^n  ontre- 
^■idos  a  esa  libertad  brutal,  ni  la  relíjion  tiene  inHuencía  para 
preservarles  de  los  delitos,  ni  la  severidad  de  las  penas  hará 
mas  que  contenerlos  por  el  horror  del  escarmiento,  sin  inHpi- 
rarles  ningún  sentimiento  de  virtud.  Si  se  repitieran  los  caa- 
ligos  con  la  frecUoneia  que  se  cometen  los  crímenes,  quizas  el 
t'spanto  perdería  su  vigor,  i  los  hombres  acostumbrados  a 
espectáculos  horribles,  contraorian  el  hábito  de  despreciarlos, 
t  la  aplicación  de  las  penas  mus  fuertes  vendría  a  quedar  sin 
efvuto.  Un  asesino  castigado  con  el  último  suplicio,  í  puesto  a 
[a  especljicion  [lúblíca,  causa  impresiones  vehementes  en  las 
Almas  Insensibles;  i  por  lo  mismo  estiis  impresiones  son  tan 
pasajeras  que,  a  los  pocos  momentos  de  apartar  la  vista  del 
patíbulo,  no  dejan  ningún  vestijío  de  hnber  existido,  i  los  es- 
pectadores solo  recuerdtin  aquel  objeto  sangriento,  como  un 
suceso  do  curiosidad.  Seria  mejor  condenar  a  los  malhechores 
a  trabajos  forzados,  para  aprovecharse  de  sus  brazos,  i  para 
que  KU  prewneia  sirviera  de  lección  i  de  escarmiento.  No  noH 
faltarían  autoridades  respetables,  i  principios  tan  sólidos  como 
fUantrópiros  en  que  apoyarnos;  |>ero  la  situación  moral  de  la 
r)^)Úbti<:a  i  la  administración  política  do  los  pueblo»  no  permi* 
ten  por  ahora  su  aplicación.  Los  males  que  se  sufren  son  efec- 
tiros,  i  es  preciso  correj  irlos. 

Alguni'S  creen   que  la  perpetración  de   asesinatos  í  salteos 

procede  do   la  lenidad   de  los  tribunales;  esto   jjodrá  ser  un 

defecto  de  corrección,  mas  nunca  puede  connidernrse  como 
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una  oaiiHíi  «míisional  del  delito.  Tampoco  debe  (íal¡fiuar.sf!  de 
criminal  esa  compa-sion  de  los  jueces,  como  se  dice  vuljíar- 
meiite,  ponjue,  teniendo  por  delante  leyes  que  no  pueden  ecliar 
por  tierra,  l&ses  prcoíso  someterse  a  ellas.  Para  inflijir  penas, 
se  necesitan  ]»riirbas  ttm  cltiras  como  la  luz;  i  éstas  no  sepre- 
sentaa  en  todos  lun  proci-soa.  Kl  mismo  hábito  de  asesinar, 
que  por  des'^'acja  se  ha,extendidu  demasiaflo,  ofrece  a  Ids 
critiiinalod  recursos  para  burlar  la  severidad  do  la  justicia. 
La  iuayor  parte  de  los  asesinos,  en  el  momento  de  perpetrar 
el  crimen,  encuentran  compañeros,  amigos  o  protectores  que 
los  oculten,  i  les  proporcionen  medios  para  fugarse;  i  los  quo 
son  aprendidos  rinden  una  abundante  inrorniacion  de  buenas 
costumbres  i  vida  arreglada,  que  hace  vacilar  a  los  jueces.  Pe 
aquí  nace  esa  lenidad  que  se  les  imputa,  pues  no  conociendo 
ni  a  los  testigos  quo  informan  del  delito,  ni  a  los  que  abonan 
al  delincuente,  se  pierde  su  vigor  entre  las  dudas. 

En  la  administración  de  justicia,  no  entran  razones  de  esta- 
llo ni  conveniencias  políticas  que  autorizaban  en  otro  tiempo 
providencias  gul>ernativas  las  mas  absurdas.  Holo  manda  la 
disiKisicion  de  la  leí;  mas  como  ésta  evije  ciertas  fórmula-s  para 
ser  aplicada,  la  mas  pequeña  falta  de  aquéllas  embaraza  su  cum- 
plimiento, mucha'4  voces  quizA  contra  la  prevención  de  los 
juee«s.  Se  lea  acusa  de  compasión,  o  de  lenidad,  sin  advertir 
que  esto  mismo  los  justifica,  pues  el  hombre  veiiladeramente 
honrado  debe  estremecerse  al  condenar  a  perder  la  vida  a  un 
semejante  contra  el  cual  no  se  le  presentan  pruebas  tan  claras 
i  oonvinoentes  que  sirvan  do  descanso  a  su  conciencia.  Casi 
todos  las  a-sesinos  se  disculpan  con  la  embriaguez  que  una  tei 
consagró  en  justa  defensa,  i  loa  jueces  no  pueden  separarse  do 
HU  disjiosieion,  cuando  se  lea  presenta  el  te.stimonio  de  muchos 
declarantes  quo  exponen  quf  veixladeramente  ol  malhechor  se 
hallaba  privado  de  la  razón  en  el  acto  de  su  desgracia.  Dos  tes- 
tigos contestes  en  hecho  i  circunstancias  bacon  prueba  plena 
según  una  Ici;  según  otra,  los  jueces  dcl)nri  rosjx'tarla;  i  por 
otra,  en  caso  de  duda,  tienen  obligación  de  ampliar  lo  favorable 
i  restrinjir  lo  adverso. 

La  corte  suprema  piensa  mui  bien   cuando  pide  quo  se  des- 
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precie  OH»  leí  que  favorece  a  los  asesinos  bajo  el  prntoxto  déla 
embriagiiuz,  porque  a'la  rerdail  n»  se  alcanza  la  razón  por  que 
uii  vicio  pueda  servir  tle  rlisculpa  para  ol  mayor  de  lus  crinie- 
nea.  Parec-o  que  no  autorizara  a  los  humbres  para  que  se  en- 
treguen a  la  intemperancia  i-on  el  designio  de  cometer  un  crimen 
impunement**,  o  jHira  que  tomen  ese  estado,  en  que  ti  exeeso 
pernicioso  de  un  placer  perturba  todas  las  potencias,  por  pre- 
texto para  c^aliir  las  justas  penits  de  los  mas  atroces  crímenes. 

Entre  los  defectos  de  nuestra  jurisprudencia  criminal,  indi- 
ca la  corle  suprema  la  disposición  de  una  lei  de  ParUda  que 
permite  hacer  transacciones  entre  el  agresor  i  el  ofendida,  o 
los  parientes  do  éste.  No  sabemos  que  la  observancia  de  se- 
mejante Ici  haya  ocasionado  jamas  en  nuestros  tribunales  la 
impunidad  de  los  delincuentes.  La  creemos  sin  uso,  porque 
no  tenemos  notícia  de  que  se  haya  acostumbrado  en  el  jtaia 
e!  tranHÍjir  los  reos  con  los  ai.'Usa<lores,  u  ofendidos:  hablamos 
del  departamento  de  Siintia'^o  principalmente,  cuyos  jueces 
ct>tán  bajo  nuestra  observación,  i  en  donde  los  asesinatos  i  de- 
más delilíif.  atroces  van  en  una  decadencia  visible  a  propor- 
eiun  que  las  luce»  se  difunden,  i  que  U  vijilancia  de  la  policía 
se  niuRticne  en  vigor  p<jr  la  cercnoia  del  gobierno,  i  demás 
ranunes  que  hai-^n  mejor  el  réjimen  de  una  capital,  que  el  de 
lus  ¡Kiblacionei^  tiulial temas.  Si  en  loa  campos  se  acostumbran 
semejantes  transacciones,  i  Um  jueces  las  autorizan,  ente  etr  an 
mal  que  proviene  de  la  ignorancia  i  do  la  jnmoralídu'l. 

Los  jueces  del  campo  se  contentarán  con  que  un  delincuen- 
te pague  «I  danu  caucado,  pon:|tie  nada  le»  importa  la  pena 
del  crimen.  Lew  parecc^rú  que,  (alando  salisfeclio  el  interés  in- 
dividual, se  acaba  toda  ix.-Kpf^ini>abilÍ4lad  en  lus  roalhechurci, 
porque  nu  gozan  de  coie  si.'nlimitnto  que  inspira  la  dndicta 
pÚbticA,  debido  a  la  iníluencÍH  de  la  mural  i  al  d>>n>inH>  del 
cunocimtento  exacto  del  bien  i  del  mal  social.  Aotorízarán 
msquinalmente  una  compostura  entre  un  aaeaino  nlruz  i  uno 
viuda  imliécil,  o  liíjoa  mu  eilucacion,  para  poner  en  lib^'rtad  a 
c»ntcoan;s  de  malvailos,  qii<-,  .iñíliidini  de  eif  dert-cbo  de  Iran- 
mociun  o  compo«>-tum,  no  haocn  uia.t  que  andar  <lel  sitio  del 
crimen  al  de  Ib  prisiijO,  i  dd  de  la  prisión  al  'M  triineu.   1^ 
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transacción  les  sirve  ile  pasnporte;  i  la  ignorancia  de  los  Jueces, 
de  autorización.  Mas  c»ta  conducta  no  puede  apoyarse  en  la  lei 
de  Partida  (la  22,  título  1.%  Partida  7)  a  que  se  refiere  la  su- 
prema corte,  ni  tamjwco  los  jueces  delien  valerse  de  i^lla  para 
excuí"»!'  a  los  criminales  do  la  pena  de  sus  delitos. 

Tiempo  há  que  se  disputa  entre  lus  jurisoonsultos  sobre  la 
intelijencia  de  eNii  lei;  i  parece  que  la  razón  dicta  que  por  ella 
nu  ptiede  remitirse  la  pena  de  que  se  liaya  hecho  digno  un 
mallieulior  para  wm  la  sociedad.  Un  hombre  puede  fertlonar 
el  daño  quo  se  le  ha  inferid";  mas  de  aquí  no  se  sifiue  que  el 
ofensor  deba  quedar  pxcnlo  del  castitjo  ijue  merece  por  haber 
faltado  al  respeto  púhlíco.  El  jurisperito  Antonio  üómez, 
pospetiido  como  oráculo  en  nuestro  foro,  en  el  tomo  tercero  de 
sua  Itesoluc iones t  se  hace  carino  de  la  dis|H>sic¡on  de  esa  loi. 
Expone  doctrinas,  opiíúunca  i  argumentow  sobre  su  intelijen- 
oia.  Cuenta  que  en  una  ocasión,  habiendo  sido  sentenciado  a 
muerte  un  asesino,  no  obstante  de  haber  transijido  con  los  re- 
presentantes del  muerto,  por  consejos  de  un  fraile  recurrió  al 
rei  manifestando  que  la  sentencia  era  contra  la  lei.  El  rei  hizo 
suspender  su  ejecución,  llamó  a  los  jueces  i  se  informó  de  perso- 
nas doctas,  i  con  su  consejo  mandó  ejecutar  al  delincuente.  Sin 
embargo  de  cate  pasaje,  Antonio  üómez  aconseja  que  se  esté  a 
la  práctica  hasta  <|Ue  se  declare  el  sentido  de  la  lei;  pero  agrega 
unas  cuantas  limitaciones  de  los  casos  en  que  deben  despro- 
ciarse  las  tninsaccíoneB,  qne  dejan  sin  efecto  su  ajilícacion,  al 
menos  en  Chile,  en  donde  se  juzga  |K)r  sus  doctrinas  i  las  de 
otros  criminalistas.  Gutiérrez,  reformaílor  de  Febrero,  dice  que 
esta  lei  está  derogada  por  la  10,  titulo  24,  libro  8  de  la  Recopi- 
l&cioa  di)  Castitta,^  i  como  ésta  solo  habla  de  la  pena  do  ga- 


•  »Por  Ptianto  somos  iníormadoa  quo  alfínnos  han  quoridn  poner 
duda  i  (lillcultiid.  si  en  los  delitos  un  que  se  procede  a  instancia  i 
mensnoiDii  de  pnrte,  habiendo  perdón  de  la  dicha  parte,  se  puede  im- 
poner putiii  mirpiirul.  declarnmos:  quo,  aunquo  hoya  perdón  de  parte, 
■iendo  el  delito  i  persona  de  calidnd  que  JuBt:uuoiiie  puede  ser  cnnde- 
nadA  en  pena  corporal,  sen  i  pueda  ser  puesta  In  dicha  pena  de  servi- 
olo  de  unieras  pnr  el  tiempo,  que  setrun  la  calidad  de  la  persona  t 
del  caso  pareciere  que  se  puede  poner.  ■ 
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leras,  añade  que  esto  procede  de  que  «quizá  la  duda  que  dio 
motivo  a  ella  recayó  sobre  aquel  castigo;  i  las  expresiones  an- 
teriores maniñestan  bastantemente  que  la  remisión  del  ofendi- 
do no  debe  excusar  al  reo  ningún  castigo  corporal  a  que  se 
haya  hecho  acreedor.  Por  tanto  los  jueces^  ciegos  ejecutO'^ 
res  de  las  ley  es  ^  no  han  de  ser  menos  severos  que  ellas  con 
los  delincuentes  que  hayan  obtenido  el  perdón  de  los  inju- 
riados. » 

Estas  doctrinas  hacen  ver  que,  sin  embargo  de  las  transac- 
ciones, los  delincuentes  no  deben  escaparse  de  la  pena  del  cri- 
men, i  que  los  jueces  no  pueden  fundarse  en  ellas  para  absol- 
verlos. Deben  condenarlos  irremisiblemente  a  la  que  se  hayan 
hecho  acreedores,  para  que  el  escarmiento  contenga  a  otros. 

Si  la  filosofía  reprueba  la  pena  de  muerte,  ella  misma  ense-^ 
ña  que,  en  un  país  donde  no  hai  cárceles,  ni  policía,  donde  no 
hai  moralidad,  ni  existe  ese  horror  al  crimen  que  inspira  la 
virtud,  debe  inflijirse,  mientras  secorrijeel  mal  de  raíz.  ¿De- 
jaremos impunes  a  los  asesinos  por  seguir  a  Beccaria,  Filan- 
gieri  i  otros?  Podremos,  cuando  mas,  adoptar  medios  para 
disminuir  la  pena  de  muerte  i  los  crímenes. 

(Araucano,  Año  do  1831.) 
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ADMINISTRACIÓN  UE  JUSTICIA 

PUKSKNTAIJO 

POR  I.\  CORTE  DE  \PEI.ACIONRS   EL   I.'  DE  MARZO 

DE  1831 


Deseoso  el  gobierno  do  correjir  los  defectos  do  que  adideiíc 
«1  actual  reglamento  de  administración  de  justicia,  encargó  a 
la  ilustrísima  corte  de  apelaciones  que  trabajara  un  proyecto 
de  reforma  radical.  Un  encargo  semejante  no  podía  hacerse 
con  mas  acierto;  pues  se  confió  a  un  tribunal  que  en  su  des- 
pacho diario  ha  conocido  los  entorpecimientos  que  opone  a  la 
pronta  decisión  de  los  pleitos  ese  código  reglamentario  de  los 
juicios.  Lo  ha  presentado  ya,  i  con  la  mayor  complacencia  lo 
ofrecemos  a  la  observación  de  los  intelijentes.  No  hemos  podi- 
do examinarlo  con  la  detención  necesaria  para  formar  de  él 
un  juicio  exacto;  pero,  por  las  ideas  que  nos  hadado  una  rá- 
pida lectura,  i  por  la  prevención  favorable  que  infunde  el  co- 
nocimiento de  los  majistradus  que  lo  han  organizado,  creemos 
que,  si  no  es  una  obra  completa,  al  monos  llenará  muchos 
vacíos  del  que  nos  rijc. 

A  fin  de  mejorarlo  en  lo  posible,  El  Aranmno  ofrece  sus 
pajinas  a  todos  los  que  quieran  observarlo,  i  recomienda  a  los 


Tí  opfiacui.os  jüiiIiurOfi 

ab()íritdo8  el  que  contraigan  al^^unos  ralos  a  psU  tarca  tan  ¡n- 
terüs^irife  al  país,  uomó  oonvetuente  al  fácil  dpseiiipoño  de  su 

profesión. 

I 


En  ol  número  25,  franqueamoa  estas  columnas  a  los  que 
c|ui»ieíien  observar  el  provecto  de  adm  mis/ rae  ion  da  juati- 
fíia  que  se  acabiS  de  publíuar  en  el  próximo  anterior;  i  como 
hasta  ¡iliom  no  hayamos  recibido  comimicacion  aliruna.  volve- 
mos a  recomendar  a  lus  letrados  la  importancia  de  uti  asunto 
qiiB  no  les  debe  ser  indiferente.  Hemos  nido  muchas  críticas 
sobre  él;  pero  han  sido  verbales,  i  asi,  no  bastan  para  presen- 
tarlas al  públicü,  porque  éstas,  las  mas  veces,  se  vierten  sin 
deliberHtúon,  i  solo  proceden  de  aquel  espíritu  que  domina  a 
la  mayor  parte  de  los  hombres  de  dar  voto  en  todas  laa  cosas. 
Jamas  pablicaremos  críticas  de  lertulia  sobre  materias  que 
requieren  una  atención  asidua  i  un  conocimiento  exacta  de 
todos  sus  pormenores. 

D<?s¡iues  do  haber  leido  el  proyecto  con  toda  detención,  no 
nos  atrevemos  aun  a  presentar  un  detalle  de  nuestras  observa- 
ciones. Querríamos  tener  al4runo9  comunicados  en  que  afian- 
zarlas, porque,  en  un  negocio  de  tanta  trascendencia  pública, 
el  hombre  mas  experimentado  debo  vacilar  para  formar  juicio 
acerca  de  resultados  que  siempre  quedan  expuestos  a  loa  ries- 
gos de  ajcntes  ineptos,  du  litigantes  maliciosos,  de  abogados 
ain  pudor  i  de  juocea  sin  conciencia. 

En  nuestro  contiepto,  el  reEflamento  no  debe  ser  otra  cosa 
que  el  conjunto  de  rotulas  que  determinen  los  pi-nccdimientOB 
de  los  jueces  en  la  administración  de  justicia.  Lo  consi  leramos 
como  el  c(í  lí^o  interior  de  los  juzgados  i  tribunales,  en  el  cual 
se  dcsiirnan  también  lus  jueces  a  quienes  com|iettí  el  conocí- 
raiento  de  ciertas  causas,  i  no  como  un  reglamento  para  admi- 
nistrnr  ¡ajusticia.  Las  leyes  son  las  que  la  distribuyen;  i  loa 
jueces  no  hacen  mas  que  aplicar  sus  dís posiciones  a  las  cuestio- 
nes de  los  p.'u'ticulares. 

El  modo  d'-  hiii-^r  esta  aplicación  <'s  el  objeto  del  reglauíento, 


i  no  el  (lesliiiilü.de  las  facuUadfs  Je  los  jueces,  la  determina- 
ción de  loH  deberes  i  obligucioncs  Uu  Iüb  abogadon  i  subalternos 
del  foro,  portfiíe  todo  esto  cst&  dt^talladu  en  las  leyes;  i  avín 
cuando  haya  defectofi  notables  que  correjir,  no  debe  hacerse 
por  medio  de  un  reglamento,  amo  por  una  lei. 

En  el  proywto  i|uo  acaba  de  publicnrse,  se  encuentran  dis- 
posíeionos  mui  necesarias;  pero  tambii-n  se  notan  alteraciones 
i  adiciones  inútiles,  i  sobre  todo  vai'ius  t¡ue  estorban  el  que  se 
arliiiinistre  la  justiria  con  unírorniidail  en  todo  el  estado,  i  que 
impiden  que  much'^íi  liti<íantes  queden  satisfechos  de  la  con- 
ducta de  los  juL>ces,  porque  pueden  perder  sus  pleitos,  como 
ha  sucedido  algunas  veces,  teniendo  a  su  favor  una  mayoría 
de  sufrajios.  Antes  do  entrai-  en  obsorvauJones  prolijas  Mohre 
cada  uno  de  sus  artículos,  es  necesario  ]irevenirque,  aunque  la 
obra  sea  la  mejor  posible,  nunctt  podrá  ser  completa,  porque 
el  pr¡nci(jio  deque  partees  defectuoso.  La  constitución  que 
no8  rije,  dejó  subsistentes  ciertas  instituciones  judiciales,  que 
hacen  inútiles,  o  mas  bien  estorban  las  principales  reformaH 
que  necesita  la  administración  de  justicia;  i  mientras  no  se 
corrija  ese  código  nada  puede  hacerse  de  ])rüvec!io. 

Impuso  a  los  miembros  de  la  suprema  corte  el  cargo  de 
resolver  los  pleitos  en  conciliación;  i  de  aquí  resulta  que,  resi- 
diendo ¿stos  eu  8ant¡a^,  los  habitatites  de  esta  capital  gozan 
del  privilejio  de  ser  juzgados  por  los  individuos  que  componen 
el  primer  tribunal  judicial  de  la  re])úlilica,  mientras  los  deuias 
pueblos  están  somi-tidos  a  empleados  puramente  municipales, 
que  no  conocen  el  derecho.  Se  obliga  a  los  conciliadores  a  re- 
solver definitivamente;  i  de  esto  proviene  que  los  que  no  son 
profesores  de  leye-;,  pronuncien  sentencias  contra  ellas,  i  que 
los  supremos  majistrados  pasen  por  el  bochorno  de  que  sus 
fallos  sean  revocados  ¡Mr  jueces  subalternos.  El  juez  de  con- 
ciliación no  debería  ser  mas  que  una  persona  autorizada  por 
la  lei  para  solemmzar  la  transacción  t{ue  hicieren  las  partes,  i 
cuando  no  la  hubiere,  dar  un  certificado  para  que  el  deman- 
dante ocurra  a  Iüh  juzgados  ordinarios.  Libertando  a  los  miem- 
bros de  la  suprema  corte  del  eargo  de  las  conciliaciones,  i 
confiriéndolo  a  los  alcaldes,   romo  en   los   demás  pueblos,    se 
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uniformaría  la  administpaoion  de  justicia,  en  esta  parte,  on 
tilda  la  nación;  i  exonerándolos  de  la  obligación  de  fallar,  ha- 
bría muchos  hombres  aparentes  para  esos  destinos. 

Otro  defecto  de  la  constitución  es  no  haber  establecido  al- 
giin  recurso  contra  las  sentencias  de  la  corte,  de  apelaciones 
cuando  revoca  las  del  juez  de  letras  conformes  con  la  resrdu- 
cion  del  conciliador.  Una  sentencia  sola  detidu  en  contra  oí 
pleito  que  antea  había  sido  ganado  por  dos;  i  ya  se  han  visto 
ttlijunos  en  que  el  BoniU-nado  tenia  mayor  número  do  votos,  a 
saber:  el  del  juez  de  conoÜiacion,  el  del  de  priniora  instancia, 
i  dos  de  la  corte  de  apelaciones  que  tuvieron  que  suscribir  el  ' 
acuerdo  de  tres  que,  entre  cinco,  hacen  aentenoia.  Es  mui  con- 
veniente acoli-rar  la  conclusión  de  los  pleitos,  es  mui  justo  quo 
fenezcan  con  dos  sontencía'i  confonniea;  pero,  cuando  aolo  hai 
una,  ni  queda  satisfecho  el  litigante,  ni  los  jueces  que  !e  con- 
denan pueden  tener  ese  apoyo  que  ofrece  el  parecer  unánime 
de  la  mayor  parte  contra  la  menor.  Contra  esta  observación, 
se  pueden  hacer  muchos  argumentos  que  a  la  verdad  deslum- 
hran; poro,  eoan  cuales  fueren,  en  la  administra<ñon  de  justi- 
cia  debo  quedar  tan  convencido  el  reo  de  su  BÍnra?.on,  como 
contento  el  absuelto,  con  su  triunfo. 

Solo  una  mayoría  de  jueces  puede  proporcionar  esta  impor- 
tante cualidad;  i  no  puode  conseguirse,  sin  que  primero  se  re- 
forme la  constitución,  i  se  establezca  por  ella  algún  recurso 
contra  las  rovociitorias  de  la  corte  de  apelaciones  de  dos  sen- 
tencias conformes.  Este  recurso  se  entiendo  siempre  que  8C 
conservo  la  obligación  d'j  fallar  en  los  jueces  de  conciliación, 
porque  bus  resol udoijes  son  consideradas  como  sentencias 
definitivas;  pero  ai  las  funciones  de  éstos  se  reducen  a  presen- 
ciar i  autori'/.ar  loi  convenios  de  los  litigantes,  Iodos  los  plei- 
tos, no  habiendo  nulidad,  se  conclviirán  con  solo  la  sentencia 
de  la  (Xjrle  do  apelaciones,  lo  que  sería  una  ventaja  para  ol 
pais. 

II 


Observando  las  mejoras  quo  reciben  ali^unos  ramos  de  la 
administrai'ion,  es  sensible  rpip  (^«tas  no  hayan  alcanzado  toda- 
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via  a  la  adniinistrftcioa  de-  justicia,  la  maR  ini|)oPtanti!tk'  toiliis 
laei  tnsütucíuncs  de  un  piús  biopí  rejiílo  Tiempo  há  se  clamn 
por  la  corrección  tlel  reglamento  formado  en  1824;  pero  por 
desgracia  esto  negocio  ha  uiílo  el  mas  olvidado  de  todos.  En 
los  primeros  números  de  este  periódico,  desde  el  25  hasta  el  32, 
insprtamos  el  proyecto  dirijiclo  al  goluerno  por  la  corte  de 
apelaoionoH,  i  suplicamos  a  los  intolijcntes  se  sirvieran  remi- 
timos sus  observaciones,  para  presentar  la  materia  con  toda 
la  claridad  i  extensión  que  exija  su  importancia.  Solo  se  nos 
favoreció  con  el  excelente  artículo  que  cupiamos  en  los  núme- 
ros 3a  i  36,  i  no  ee  dio  un  paso  mas  adelante.  El  respetable 
autor  de  ese  discurso  se  propuso  un  plan  mas  vasto  que  el  que 
nosotros  exijíamos;  i  sin  duda  la  poca  esperanza  de  efectuarlo 
hizo  desmayar  los  empeños  con  que  entonces  se  princi|»ió  a 
trabajar  sobre  esta  materia.  Aunque  ea  cierta  la  necesidad  de 
reformar  los  códigos  i  arreglarlos  a  nuestro  sistema  actual,  es 
mas  urjente  el  correjir  el  orden  de  procedimientos  que  rijr 
ahora  los  tribunales,  i  los  inantieno  en  una  lucha  cuntinun 
entre  el  conocimiento  do  lo  justo  í  ol  deber  de  ceñirKo  a  una 
lei  incompleta.  La  corle  suprema  de  justioia  ha  tonido  serias 
disojsiones  sobre  los  embarazos  i  dudas  en  que  ponen  n  lus 
jueces  la»  diferentes  disposiciones  que  se  han  dictado  para  h 
resolución  de  los  pleitos;  i  estamos  informados  que  mui  pron- 
to presentará  a  su  excelencia  el  presidente  de  la  república  sus 
observaciones,  para  que  las  eleve  a  la  consideración  del  cun- 
grestj  nacional.  Deseosos  de  que  este  augusto  cuerpo,  inte- 
rrumpiendo sus  importantes  ocupaciones,  contraiga  su  aten- 
ción con  preferencia  a  este  objeto,  anticipamos  la  relación  do 
alffunos  defectos  del  réjimen  actual,  quo  nos  lian  dado  a  cono- 
í*r  la  práctica  i  la  observación. 

Principiando  por  el  trámite  de  la  conciliación,  sucode  fre- 
cuentemente que  no  haya  ante  quien  interponer  la  demanda 
«1  los  pueblos,  porque  los  rejidore.4  designados  para  este  cargo 
eatán  tw\oH  implicados,  unos  por  relaciones  do  parento.sco 
i  otros  por  la  facilidad  de  recu-iiarlys;  asi  es  que  hai  unos 
cuantos  pleitos  en  una  de  las  pro%'Íncias  que  no  pueden  cnta- 
iilartie,  purque  no  es  posible  cumplir  i:on  el  requisito  ])rcliminar 


de  la  conciliaciun.  El  establecimiento  de  este  trámite  ha 
pruducido,  i>s  verdad,  grandes  ventajas  por  los  innumerables 
pleitos  que  se  cortan;  mas  es  preciso  organizado  de  otra  ma- 
nera para  cerrar  las  puertas  a  la  malicia,  que  de  todo  saca 
provecho.  Se  concedo  por  el  articulo  2."  de  las  adiciones  al 
recrlamento  el  término  de  veinte  días  para  que  el  condenado  en 
conciliación  reclame  la  providencia;  i  un  litiíjanto  astuto,  des- 
pués de  haber  recusado  dos  jueces,  comparece  ante  el  tercero, 
oye  el  decreto  de.  pago  en  una  demanda  ejecutiva,  i  se  apro- 
vecha de  los  veinte  dias  de  esa  dispusicion  paca  tener  insoluto 
a  su  urjido  acreedor.  8i  éste  se  presenta,  antes  que  espire 
aquel  plazo,  al  juez  ordinario  para  que  haga  cumplir  lo  man- 
dado, resulta  un  nuevo  pluito  snhi-e  el  trascurso  del  término 
concedido  en  eso  articul",  que  obliga  al  acreedor  a  dejarlo 
correr  en  silencio  por  no  entrar  en  mayores  gastos  i  sufrir  mas 
incomodidades.  A  este  proceder  obliga  una  mala  inti^lijencia, 
o  mas  bien  una  mala  dispi>sieion.  Lo  que  se  exije,  es  que  todo 
juicio  principie  por  conciliaciun;  i  dado  este  paso  debe  quedar 
el  demandante  libre  para  perseguir  sus  derechos  pur  los  trá- 
mitea  i  medios  que  las  U-yes  le  iiermiten.  Éstas  mandan  que 
todo  deudor  por  instrumento  que  traiga  aparejada  ejecución,  sea 
ejecutado  inmediatamente,  i  con  la  concesión  de  eso  término 
se  quita  a  los  acreedores  el  privilejio  que  tienen  por  sus  ins- 
trumentos, i  se  les  obliga  a  esperar  la  ejecución  que  produce 
el  vencimiento  de  atpiel  término,  en  el  caso  que  no  haya  re- 
clamo de  la  resolución  del  conciliador.  Tres  dias  parecen  bas- 
tantes para  reclamar  los  fallos  de  conciliación,  excluyéndose 
laa  demandas  ejecutivas,  porque,  fundándose  éstas  en  docu- 
montds  innegables,  es  pern¡cio.so  se  ¡ermita  litigar  sobre  la 
naturaleza  del  juicio,  que  es  a  lo  que  se  reduce  ose  reclamo  en 
semejantes  casos.  También  sería  conveniente  no  forzar  al 
acreedora  ocurrir  primeramente  a  la  cuncilíacion,  sino  dejarlo 
en  su  arbitrio.  Regularmente  los  deudores  que  se  dejan  arras- 
trar a  juicio,  son  los  fraudulentos  que  han  agotado  la  pacien- 
cia de  los  acreedores,  desatendiendo  sus  reconvenciones  i 
burlando  sus  promesas;  i  contra  pUoh  es  preciso  aumentar,  i 
templar,  la  severidad  de  las  leyr>s. 


El  haber  impuesto  el  car|^  de  concjltadureH  a  los  miembros 
tío  ta  corte  aiiprema  ofrece  a  la  astucia  tie  los  litigantes  un 
vasto  campo  para  ensancliar  las  dilaciones  a  que  muuhoa  do 
ellos  libran  sus  defensas.  Uoeusando  dos  concilindores,  lo» 
implican  para  que  conozcan  en  su  causa  cuando  llugruc  a  aquel 
tribunal  supremo;  también  se  inhabilita  el  conciliador  ante 
quien  so  empieza  la  causa;  i  de  este  modo  queda  la  corte  ro- 
duúida  a  dos  ministrus  solos,  o  i mpoHibi litada  para  resolver 
con  lu  prvstí.*za  que  se  requiere,  pues  aunque  tenya  suplentes, 
¿atoe  no  concurren  con  la  exactitud  que  lo  hacen  los  propia- 
tarius,  porque  muchas  veces  no  les  es  posible  desocuparse  en 
el  momunlo  pura  que  son  llamados.  Para  cunL:luÍr  en  cuanto  a 
las  ooncitiucioneH,  diremos  de  paso  que  p"r  el  articulo  4  .•  de 
laa  adiciones  se  designó  a  los  fiscales  para  juct-es  de  concilia- 
ción en  loa  nciíocios  en  que  fuesen  parte  los  ministros  de  la 
c>rlu  suprema.  Aunque  liii  dos  fiscaltís,  no  puede  servir  para 
este  destino  el  de  eee  tribunal,  porque  entóneos  juzgaría  a  su» 
mismos  colega;  asi  ex  que  el  encar^to  quexli'i  reducidu  al  fiscal 
de  la  ilustrisima  coi'tt.'  do  apelaciones,  a  quien,  on  el  cano  de 
recnsacioii  que  la  lei  |)crmite,  no  hai  quien  le  Hubniíjiie.  No 
luw»  muchos  dias  que,  habiendo  sido  demandado  uno  de  tos 
wñores  ministros,  usó  de  este  recurs";  pero,  por  fortuna  del 
demandante,  hizo  cesión  de  sus  derechos  a  otra  persona,  i  de 
eíitp  modo  TaL-ilitó  la  pro.secucÍon  i  término  del  negocjn. 


III 


Begun  los  principios  del  sistoma  judicial  que  dos  riju,  todo 
pleito  debe  tener  dos  instancias;  i  por  los  defectos  del  regla- 
mento habrá  ocasiones  en  que  fenezcan  con  una  sola  senten- 
cia. Puede  sucwler  que  se  interponga  recurso  de  nulidad  contra 
una  resolución  del  juez  de  primera  instancia,  i  que  la  corte  de 
aprlacíones  declare  que  hai  nulidad;  cnlúnces  este  tribunal  re- 
tÍMiie  fl  conocimiento  de  la  causa,  repone  el  Irámite  omitido, 
i  la  resuelve  en  primera  instancia.  No  hai  lei  ninguna  que  de- 
üiini»  <-l  tribunal  de  apelaciones  para  este  cano,  ni  tampoco 
para  aqiiclloR  en  que,  oonociendo  la  ihistrísima  corte  en  sfgun- 
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ilü,  dictase  algunas  providencias  interloGUtoríaís  con  gravamen 
irreparable,  que  las.  leyes  permiten  que  se  alcen  para  unte  el 
superior.  La  corte  suprema  no  es  tribunal  de  apelaciones,  sino 
en  ciertos  negocios  ppivilcjiados  que  desií^na  terminantemente 
el  articulo  146  de  la  eonst¡tuci>ni  do  1833.  No  tiene  atribu- 
ciones para  conocer  en  pk-itos  comunes,  sino  es  en  los  recur- 
sos de  nulidad  contra  las  s<?utcncias  de  la  corte  de  apelaciones 
i  en  las  alzadas  de  los  en  que  fueron  partea  los  ministros  do 
este  tribunal;  asi  es  que,  si  se  elevara  ante  ella  un  recurso  de 
eata  clase,  sería  justamente  repulsado,  porque  ninguna  leí  le 
permite  admitirlo.  Ks  tan  incompleto  el  reglamento,  que  dejó 
en  silencio  el  modo  de  proceder  do  la  corte  suprema,  i  única- 
mente determinó  cl  que  siguen  la  de  apelaciones  i  juzgados 
inferiores.  Por  él,  parece  que  liai  sentencias  de  la  corte  supre- 
ma qiip  pueden  ser  apeladas,  mas  no  se  conoce  el  tribunal 
a  que  se  debe  ocurrir.  Según  el  artículo  128,  puede  apelarse 
en  los  juicios  de  menor  cuantía  de  las  sentencias  que  declaren 
no  ser  bastante,  o  no  estar  probada  la  causa  propuesta  para  la 
recusación  de  algún  juez.  Supóngase  que  se  recusa  a  toda  la 
corte  de  apelaciones  en  un  pleito  de  consideración,  i  que  se 
declara  por  la  corte  suprema,  a  quien  corresponde  el  conoci- 
miento, que  la  lausa  no  es  bastante,  o  que  no  está  probada; 
^para  ante  quiín  so  interpone  la  apelación  que  concede  eso  ar- 
tículo cuando  no  hai  en  el  país  otro  tribunal  superior? 

Hai  también  ocasiones  en  que  puede  concluir  un  pleito  cun 
solo  la  sentencia  de  príinera  instancia  librada  por  la  coito 
suprema.  Declarada  la  nulidad  cometida  por  el  juez  de  letras, 
ciirrcsponde  a  ta  de  apelaciones  el  resolver  la  causa;  i  no  sería 
raro  que  este  tribunal  dictase  su  resolución  omitiendo  algún 
triímite,  verbi  gracia,  la  citación  a  una  de  las  partes  para  oírla. 
Kn  este  caso,  es  expedito  el  recurso  de  nulidad  para  ante  la 
corte  suprema,  en  donde,  anulada  la  sentencia  de  la  de  apela- 
ciones, i  reteniendo  el  conocimiento,  vuelvo  a  resolver  en 
primera  instancia.  No  hace  muclios  días  que  estuvo  a  pique 
d"'  suceder  un  i;.n.«i>  Memcjaiili',  pero  emanado  de  otro  princi- 
pio. So  interpuno  recurso  de  nulidailde  una  «cntcncia  pronun- 
ciada por  cl  ju<'z  do  letrits,  i-ii  cauKu   en  quf  c»   \y.\rU'  uno  de 


s  iniembriis  de  la  corU-  de  apelaciones;  i  elevados  los  auto»  a 

iiiltrema  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el   articulo  147  de  la 

nnstilu(ñun  de  1823,  deL-lai-t^i  lialier   nulidad,  liizo  reponer  el 

10,  i  advirtiendo  que,  si  lo  resolvía,  íiuu'l.-ibiiu  las  parten 

■n  seguida  intiUinciu.  mandó  dcvolvvrlu  a  otro  juez  de  letras 

t  (]Ufl  lu  sentenciara  en  primera.   Este   tfinperamento  fué 

Boptado  por  equidad,  siguiendo  el  principio  reconocido  de 

3  todo  pleitij  debe  tener  dos  instancias;  pero  en  él  se  atacó 

i  díeposieion  de  que  el  tribunal  que  declara  la  nulidad  de  un 

^icio,  retiene  el  conocimiento.  A  estos  encuentros,  da  ocasión 

fc  insuficiencia  del  reglamento,  que  no  prescribió  refrías  jene- 

9  con  quo  pudor   allanar  los  embarazos  en  que   él  mismo 

^ne  a  los  jueces,  concediendo  recursos  sin  designar  tribuna- 

i  dandi!  atribuciones  incomjietentes.     El  título  de  recusa- 

íuneH  e  implicancias  es  otro   bosque  enmarañado  donde  ho 

Bber^an  los  litigantes  cavilosos,  i  los  jueces  pierden  hasta  la 

Mejencia.   Basta  solo   ver  la  multitud  de  causas  por  que  los 

beces  pueden   implicarse,  o  ser  recusados,    para  advertir  loa 

¡cursos  que  ofrece  a  la  malicia.    Aun  para  contar  los  grados 

h  pttrenteseo  no   hai  regla  cierta,   p<irqiie  en  unas  partes  se 

B  por  el  cómputo  canónico,  i  en  otras  por  el  civil;  irrcgu- 

rtdad  que  debe  remediiu-se,  port|UQ  es  un  gran  defecto  en  la 

Üministracion  de  justicia.  Por  la  faciliilad  de  las  recusaciones, 

pi  pleitos  en  que  ha  sido  preciso  esperar  que  se  reciba  algún 

rogado  para  que  sirva  de  relator,   pues  todos  los  demás  se 

pdlaban  implicados  por  las  recusaciones.  No  bace  muchos  mc> 

s  que  se  entorpeció  una  causa  sumaria  de  posesión  mediante 

I  facilísimo  arbitrio  de  recu»ar  ocho  relatores,  con  lo  cual  so 

pnsiguió  que  píisara  la  estación  aparente  para  dar  la  posesión; 

á  el  dueiío,  i  so  le  estrochó  a  una  tran.saccion . 


iV 


'  Eli  los  números  anteriores,  apuntamos  algunos  de  los  de- 
icttw  del  reiflamento  de  administración  de  justicia  que  exijen 
nía  pmnta  corrección  por  los  embarazos  que  ocasionan  on  la 
netani'iacion  de  las  causas,  ¡  vamos  a  terminar  c^Ias  obser- 


vHviuneíi  haciendo  ver  que  la  reforma  que  aolioítaiuos  ilcbe 
«brazar  también  Ins  priK-ecliinientOR  de  tos  jueces  du  coinercio. 
Bn  |irjmcr  lugar,  se  necpsita  una  doclaracíon  para  disipar  el 
error  en  «jue  muchus  irístán,  de  ([ue  en  la  espera  de  acreedores 
solo  debun  concurrir  a  concederla  los  valistas,  con  exclusión 
dtí  los  escriturarios,  ajilicaiido  indebidamente  el  articulo  '¿O 
del  capitulo  17  lie  1:1  ordenanza  de  Bilbao.  Sin  embcir^  de 
tjue  en  el  derecho  se  exije,  como  calidad  necesaria  para  la  con- 
cesión de  esperas,  el  que  las  aleudas  consten  por  escrituras  públi- 
cas, o  por  otros  instrumentos  Icjítimos,  sin  que  sean  suiicientes 
documentos  simples,  aunque  estén  reconocidos  por  el  deudor, 
una  práctica  inveterada  había  erijido  en  lei  la  mala  intelijen- 
cia  de  ese  artículo.  Al  leerlo  solo,  í  al  examinar  la  trabazón 
((ue  tiene  con  los  que  le  anteceden,  se  viene  en  conocimiento 
(le  que  su  disposición  no  se  refiere  al  juicio  de  esporas.  Ha- 
blando la  ordenanza  de  los  fallidos  fraudulentos,  desde  el 
articulo  A."  del  mismo  capitulo,  i  describiendo  las  dilijencias 
que  deben  practicar  los  jueces  para  asegurar  los  bienes  de 
éstos,  ortlena  en  el  articulo  2Ü  que,  para  ta  mojor  administra- 
ción, se  esté  a  lo  que  acordare  la  mayoría  de  los  acreedores 
personales,  teniéndose,  como  so  deberá  tener,  por  tal  las  tres 
cuartas  partes  de  acreedores  con  los  dos  tercios  de  créditos  o 
al  contrario  las  dos  tercias  de  acreedores  con  las  tres  cuartas 
de  créditos.  Refiriéndose,  pues,  el  conjunto  de  esas  disposicio- 
des  al  nombramiento  de  síndicos,  a  la  administración  de  las 
bienes  concursados,  i  a  otras  dilijencias,  no  puede  tener  lugar 
el  artiiuiio  20  en  el  juicio  de  esperas,  porque  en  él  no  se  priva 
al  deudor  de  la  administración  de  los  bienes,  ni  bai  por  esto 
niTesidad  de  que  se  nombren  síndicos.  En  la  disposición  del 
articulo  2,  se  halla  el  argumento  mas  convincente  do  la  inexac- 
titud con  que  se  ha  aplicado  el  20  en  el  juicio  de  esperas.  En 
él,  se  dice  que  a  los  atrasados  con  suficientes  bienes,  que  por 
alBTunoa  accidentes  no  se  hallen  en  disposición  de  pagar  üub 
deudas  con  puntualida*!,  se  les  ha  de  guardar  el  honor  de  su 
crédito,  buena  opinión  i  fama,  i  quit  se  los  concedan  esperas 
según  convenio  de  sus  acTe«<lorcs.  8i  el  objeto  de  la  lei  hubiera 
aídii  el  d«>  ¡reparar  rn  este  c^so  a  li>s  escriturarius,  habría  he- 
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chu  la  misma  distinción  qiio  en  el  artículo  30,  ciinndo  Imbla 
lie  lo»  fallidos  Traudulentoe;  pero,  decidiendo  abiioUitamentu 
qoe  81:  estr  a  lo  que  conveapin  loe  acrcodoree,  los  cuuiprendió 
a  todos,  siguiendo  el  sentidlo  de  la  leí  de  Partida  que  dispuso 
que  en  tales  casos  valga  lo  que  acuerde  la  mayoría,  i  que  ésta. 
se  cuente  por  cantidades,  i  no  por  jtersonafi. 

Por  cl  articulo  o'  de  la  cólula  da  creación  d«I  consulado, 
eran  in.tpel»b[»t  las  causas  de  comercio  que  uo  pasasen  dv  la 
cniítidad  de  mil  pesos;  í  habiéndose  notado  el  doscontidelo  cu 
que  quedaban  los  litii^ant^:::»  que  perdían  sus  pleítus  c-on  una 
sola  sentencia,  se  expidió  un  senado-consulto  permitiomlo  el 
recurso  do  súplica  a  los  tenientes  do)  prior  i  cónsules  de  las 
sentencias  que  ¿stos  pronunciasen  en  causas  do  quinientos  pe- 
sos para  abajo.  El  mal  solo  se  remedió  en  parte,  porque  el 
senado-consulto  parece  que  únicamente  se  reitere  a  las  suu- 
tencias  que  so  pronuncien  por  el  tribunal  del  consulado  en 
esta  ciudad,  pues  nada  dice  de  las  <{ue  Ijbi'eii  los  juoces  de  co- 
mercio en  los  pueblos.  Pudiera  entenderse  por  la  mas  just« 
interpretación,  que  también  se  concede  el  mismo  recurso  en 
los  pleitos  que  so  siguen  en  los  pueblos,  para  ante  los  tenien- 
tes de  los  jueces  diputados  con  otros  acompañados  que  nom- 
bren las  partes,  pero  esto  no  está  prevenido  por  la  lei,  i  seria 
conveniente  hacerle  una  agrcgaciun  para  cvjtur  las  dudas  que 
Re  suscitan  con  frecuencia,  i  las  apelaciones  quo  ae  intcqwnen 
por  ignorancia,  o  por  malicia,  pues  muchas  veces  se  entablan 
solamente  con  el  objeto  do  ganar  tiempo.  Con  esa  agregación, 
concluirían  los  pleitos  en  cl  mismo  lugar  que  se  empiezan;  i 
los  acreedores  110  tendrían  que  recurrirá  la  corte  de  apelacio- 
nes a  seguir  la  segunda  instancia,  ni  este  tribunal  se  recar- 
garía Clin  tantas  causas.  Si  la  tramitaoiun  de  los  jileitos 
mercaniilea  ha  do  ser  breve  i  sumaria,  es  necesariu  que  en  las 
causa»  de  menor  cuantía,  es  decir,  en  las  que  no  ulcan/an  a 
quinientos  poso^,  haya  un  ju/í^ado  de  alzada  en  toiliis  los  pue- 
blan pHi-a  quo  las  resuelva  en  el  mnn>r  tiempo  posible  En 
pleitos  semejantes,  son  muchos  los  perjuicios  que  se  irrogan 
a  los  litigantes  con  ocurrir  d<'.sde  Coquimbo  verbi  gracia,  u 
Concojwion,   a  seijuir  la  seguii.U    instancia  en   esta  ciudad, 
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porque  la  dilación  inevitable  del  despacho  de  la  ilustrisima 
corte,  les  ocasiona  gastos  i  molestias  que  no  sufrirían  si  pudie- 
sen interponer  los  recursos  de  alzada  en  su  mismo  domi- 
cilio. 

(Araucano,  años  de  1831  i  1832.) 
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P(K!U3  necesitarán  que  se  les  demuestro  la  ntjcpsiclacl  de  co- 
diGcar  nuestras  leyes.  Este  os  un  asunto  que  no  admite  «luda 
alguna,  por  poco  que  se  medite  sobre  la  naturaleza  i  objeto  do 
las  lL<ytís,  i  por  poi'a  versación  que  se  tendrá  en  las  nuestras, 
i  en  «I  rnodo  ordinario  de  aplicarlas.  Sin  aquel  paso  prelimi- 
nar, ni  es  posible  que  las  leyes  sean  tan  jtmeralmcnte  conoci- 
das uünio  deben  serlo,  para  que  dirijrtn  eritazmente  la  conducta 
délos  boinlires,  ni  pueden  dejar  de  cunvortirae  frecuentemente 
en  Bje  líos  de  opresión,  que  los  poderosos  saben  emplear  con- 
tra los  débiles,  i  en  lazos  i  trampas,  que  la  codicia  i  el  fraudo 
arman  a  los  incautos.  Sin  aquel  paso  previo,  el  laiierinto  de 
una  lejislaeion  i^uno  la  nuestra  hará  .siempre  ilusorias  e  insis- 
nilicanteü  las  f^arautiasconstitucionaletí:  habrá  siempre  incerti- 
dumbrc  i  vacilaoiun  en  los  jueces,  arbitrariedad  e  inconsecuen- 
cia en  los  juicios.  Pero  no  es  menester  que  repitamos  lo  que 
tantas  voces  se  ha  dicho  sobre  esta  materia.  El  mal  es  conoci- 
do; la  urjoneia  del  remedio,  universalmente  sentida.  Si  prcH- 
^ndimos  de  un  corto  número  de  individuos  que  tienen  un 
ínteres  personal  en  que  se  porpetiÍKii  la  oiicuridail  de  las  leyes 
i  la  irrt'Lrularidad  de  los  luirins,  nu  (iiieile  liaher  variedad  de 
upiíiioncH,  sino  en  cuanto  a  la  uuiatia  do  uurar  un  mal  tan 
Hrniigado  i  fuiie.slu. 


La  forma  baju  In  ctial  se  ha  presentado  ahora  el  proyecto  . 
de  oottiricaciun  a  l:i  oAmara  de  diputados,  nos  parece  la  mas 
a  propósito  pan»  realiznrlo.  Casi  siempre  que  hemos  oído  ha- 
blar «le  Cüdificacion,  nos  ha  asaltado  «1  recelo  de  que  no  ae 
InmnstJ  el  únioo  partido  capaz  de  conducir  al  fin  que  se  desea. 
El  plan  de  codiíicaciun  debe,  en  nuestro  concepto,  separarse 
cuidadosamente  del  plan  de  reforma.  Amalgamar  desde  el 
principio  uno  i  otro,  sería  luchar  de  fronte  uoii  todas  las  difi- 
cultades a  uu  tiempt),  ¡  (^gulfanios  desde  luego  en  el  vasto 
piélago  de  las  especulaciones,  en  que  son  tantos  i  tan  temibles 
los  escollos. 

Suiwngamos,  por  un  momento,  que  se  c-oncibiese  la  idea  do 
formar  un  nuevo  sistema  de  leyes,  currijiendo  todas  aquellas 
partes  del  sistema  actual  que  no  esUivíesen  de  acuerdo  con 
los  principios  teóricos  de  la  persona  a  quien  se  encomendase 
esta  grande  obra.  No  es  menester  iwnilerar  la  inmensidad  de 
la  empresa,  i  el  tiempo  que  demandaría  su  ejecución.  Pero,  ter- 
minada esta  obra  en  el  gabinete  de  un  lejislador  filósofo,  ha- 
bría que  someterla  a  la  sanción  de  la  lejislatura  nacional, 
articulo  por  articulo.  ¿I  cuántos  años  no  seria  necesario  que 
la  lejislatura,  riícargada  ya  de  ateni:iones,  emplease  en  el  exa- 
men de  un  cuerpo  entero  de  leyes  que  a  cada  paso  le  presen- 
taría cuestiones  intrincadas  i  espinosas,  cada  una  de  las  cuales 
pudiera  dar  materia  a  larsros  i  reñidus  debates?  Se  reemplaza- 
rían unas  lejislulura.<í  a  otras  en  esta  ingrata  i  fastidiosa  tarea; 
el  plan  trazado  al  priiicijuo  perdería  la  unidad  i  o!  concierto 
de  partes  qin-  le  hubiese  dado  su  autor;  i  )o  menos  malo  que 
podría  sucedemos  sería  que  abandonásemos  la  empresa  como 
inasequible  o  aventurada,  ¡  que  nos  resignásemos  a  vivir  para 
siempre  en  el  caos  do  la  lejislacion  existente,  antes  que  exjio- 
ner  la  suerte  do  la  sociedad  a  los  efectos  dudosos  de  una  lejis- 
lacion ideal,  quizá  no  menos  viciosa  que  la  antigua. 

En  el  proyecto  presentado_a  la  cámara  de  diputados,  se  hallan 
juiciosamente  soi>aradoa  estos  dos  objetos;  i  cuando  la  lejisla- 
tura se  limitase  a  la  mera  codifit-acion  de  nuestro  derei^hoeficrito 
i  no  escrito,  ello  solo  será  un  pasoimportantiaimoon  nuestra  re- 
jeneracion  social,  Para  el  logro  de  este  objeto,  se  necesitan  solo 


CODIFICACIÓN  11 


57 


laboriosid.id  i  una  meiliana  vcrsucinn  en  iini*sitros  cuerpos 
legnles  i  en  las  obra*;  <!«  sus  principales  i[it<;['prete,s.  En  los 
puntos  en  quo  éíítos  se  hulluti  divididos,  tu  elecciun  de  los 
compiladores,  aunque  no  fuese  la  mas  acertada,  seria  siempre 
un  gran  bien,  pues  serviría  para  cU'stcrrar  de  los  Iríbunales  la 
vaciladon  i  la  incertidunibíir  i  para  unirormnp  sus  diiL-isiones. 
Reducidas  las  leyes  civiles  a  un  cuui-po  bien  ordenado,  sin  la 
hojarasca  de  preámbulos  i  de  frases  roilundantes,  sin  la  multi- 
tud de  vocablos  i  locuciones  dr-suiadn^!,  que  ahora  las  embro- 
llan i  oscurecen;  descargadas  las  malerias  quo  uo  lian  tenido 
nunca,  o  que  ya  han  dejado  de  tenor  aplicación  ni  orden  de 
cosaa  en  que  vivimos,  ¿cuánto  na  se  facilitará  su  estudio  a  la 
juventud?  El  libro  de  las  leyes  podrá  andar ontónce:^  en  manos 
do  todos,  podrá  ser  consultado  por  cada  ciudadano  on  los  casos 
dudosos,  i  servirle  de  guia  en  el  deaemijeño  de  sus  obligacio- 
nes i  en  la  administración  de  sus  intereses.  Entonces,  i  no 
hasta  entonces,  estará  sonietiila  la  conducta  de  los  jueces,  a  la 
poderosa  influencia  de  la  optJiion  pública.  Entonces,  i  ao 
hasta  entonces,  el  conocimiento  del  derecho  romano  dejará  de 
ser  una  adquisición  indif^penHable  a  los  que  se  dediquen  a  la 
carrera  de  la  jurisprudencia.  Entóneos,  linalmente,  no  será 
necesario  hojear  tantos  códigos  anticuados  i  contradictorios, 
revolver  tanta  copia  de  pragmáticas,  cédulas  i  reales  órdenes, 
rejistrar  tantas  glosas  i  comentarios,  consun^ir  tanto  tiem|>o, 
i  causar  tantos  dispendios  a  los  litiifantos,  en  mil  cuestiones 
de  derecho  civil,  que  se  presentan  diariamente  a  los  abogados 
i  jueces.  Habrá  sin  duda  casos  que  no  hayan  sido  previstos  ¡jop 
las  leyes;  porque  ¿qué  lejislacion  puede  preverlo  tudo?  Pero  au 
número  será  incomparablemente  menor  que  ahora. 

Otra  ventaja  que  encontramos  en  el  proyecto  presentado  a 
la  cámara,  es  el  hacer  divisible  el  trabajo  entre  muchos  cola- 
boradores. 3e  trata  primeramente  do  coordinar  lo  que  euste, 
expurgándolo  de  todo  lo  contradictorio  i  superHuo.  Cada  uno 
de  loa  colaboradores  podrá  eru^argar-se  separadamente  de  una 
parte;  i  las  operaciones  de  la  comisión  revisora,  descritas  en 
al  artículo  7.',  reducirán  las  contribuciones  de  todos  ellos  a  un 
cuerpo   tan  ordenado  i  cnmpl>>to,  como  sea  posible  formarlo 


con  las  líiytíH  i  rpíjiíis  i\u  iliTecho  que  rijeii  iiLaii;iliiii;nte  en  el 
íoro.  Se  alinrrará  tli"  tisLc  inuilo  niiii^lii»íiii<i  li.-in|in;  i  hc  faiíili- 
tará  uonsiderabletnente  una  pnijípesa,  que,  encüinendinla  a  una 
{>eríiona  aula,  demandiiría  Us  Uu'eii»  i  (Wsvelos  de  una  lafga 
vida,  dedicada  solamente  a  este  ulijeto,  i  que,  puesta  a  carfío 
de  una  cümision,  que  obrase  en  cuerpo,  im  se  rpitlizaria  jamas. 

A  6Bta  ventoja,  que  no  ctidepuco  muitiuiito,  delx>n  añadirse 
otras  dii  no  mcmir  ¡inp'jrtanuia.  La  reforma  de  nuestras  loyca 
civiles  será  infinitamente  mas  fáeil  i  obvia,  teniéndolas  todas  a 
la  vista  CN  una  colección  ordenada  i  metódica.  Verá.io  enton- 
ces, HÍn  necesidad  de  pro  ¡jas  investigaciones,  qué  purtcs  son 
susceptibles  de  simplificarse,  qué  vacíos  están  todavía  por  lle- 
nar, i  qué  innovacjuues  exije  nuestra  transformación  política, 
o  n  Ciimiendan  la  humanidad  i  la  filosofía.  Estas  reformas 
serán  entóneos  cuestiones  que  estarán  a  el  alcance  de  todos,  i 
on  que  todos  podrán  tomar  parte  pur  el  órgano  de  la  prensa. 

Los  trabajos  sucesivos  de  Ion  compiladores  del  cóilipo  civil, 
no  carecerían  de  utilidad,  auncuamlo  la  obi-a  completa  no  ub- 
tuviese  la  sanción  ile  la  lejislatura.  Cada  título  rei^opilado  sería, 
para  los  abogados  i  los  alumnos  de  jurisprudencia,  un  reper- 
torio útil,  donde  encontrarían  un  cuadro  sinóptico  de  las  leyes 
relativas  a  la  materia  i  de  las  o])inionos  ile  loa  mejores  intér- 
pretes del  derecho  sobre  multitud  de  casos  en  que  las  leyes 
callan,  o  su  decisión  es  oscura.  La  referencia  a  las  fuentes  les 
haría  fácil  el  recurso  a  ellas,  i  el  estudio  i  dilijeñeia  de  cada 
cual  perfeccionarían  i  completarían  gradualmente  los  resulta- 
dos de  las  investigaciones  de  los  primeros  recopiladores. 

El  proyecto  tiene  ademas  la  recomendación  de  ser  el  mas 
oconómíco  posible.  No  se  trata  de  hacer  cuanlíosits  erogacio- 
nes a  crédito,  sino  de  recompensar  un  trabajn  lieilio,  a  pro- 
porción de  su  mérito;  i  si  este  trabajo  corrcspundiese  a  nues- 
tras esperanzas  (lo  que  sin  duda  es  infinitamente  mas  fácil 
por  el  plan  propuesto,  que  por  otro  alguno),  ¿qué  premios  pa- 
recerían excesivos,  comparados  con  l<w  inmensos  beneficios 
que  una  obra  de  esta  especie  debe  producir  al  pais? 

{Arauctiiio,  año  cicí'l833.j 
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Hemos  llamado  tantas  veces  la  atcncíun  del  público  i  de  la 
lejlslatura,  a  la  administración  de  justicia,  i  cun  tan  poca 
utilidad,  qne  creemos  ocioso  volver  a  tocar  una  materia,  eo 
que,  por  otra  parte,  lo  quo  pudiéramos  decir  ea  sabido  i  salta 
a  los  ojos  do  todos.  Insistiremos  con  todo  en  ello,  porcfue  es- 
tamos seguros  de  que  no  podemos  expresar  un  \'oto  de  maa 
estensa  trascendencia  a  la  suerte  de  Chile.  Acaso  se  respon- 
derá que  las  rerormas  i  mejoras  judidales  piden  mucho  examen 
i  trabajo,  i  do  pueden  llevarse  a  efecto  en  poco  liorapo.  Con- 
Teniroos  en  que  la  refundición  de  este  ramo  (i  nada  monos  que 
su  entera  refundición  es  necesaria,  para  que  vaya  de  acuerdo 
con  nuestras  instituciones  políticas;  debe  ser  ta  obra  de  largas 
meditacioDea  i  experimentos,  i  el  resultado  de  un  gran  número 
de  tentativas  mas  o  méoos  felices.  Pero  estA  disculpa  no  es 
admisible,  cuando  se  trata  de  ínnovacionoB  pareial'-*,  cuya  ur- 
jenda  du  ímfní  demora.  De  esta  clase,  e»  la  que  el  gi^biemo 
acaba  de  proponer  a  lascámaras,  relativa  a  liui  recusacionoa  de 
jueces  i  de  otros  empicados  judiciales.  E^iperamoii  que,  medían- 
le la  cooperación  de  la  leji^Iatura,  no  tendrá  eate  proyecto  d« 
leí  Un  mala  suerte,  ixtrno  otro*  que  le  batí  premlido. 


L;t  ¡mMiiiida  libertad  do  recuKiu-  a  Ids  jueces;,  concudiila  por 
el  reglamento  de  administradon  de  jiistieia,  se  ha  convertido 
en  un  iibuso  intolerable:  Destinad»  a  protejer  el  derecho  i  la 
i'K<ci'iu;ia,  podría  llegar  a  ser  una  aríiiii  funesta  on  manoa  de 
la  improbidad  i  el  crimen.  Someliéntlofíe  a  unii  multa,  despre- 
ciable muchas  vcceíi,  si  se  compara  con  la  cuantía  do  la  cosa 
en  lilijio,  tiene  un  pleiteante  de  mala  fe,  sin  necesidad  de 
probar  causa,  un  arbitrio  infalible  para  desembarazarse  del 
ministro  cuya  integridad  le  amedrenta;  i  puede  <;así  componer 
a  su  capricho  el  tribunal  de  cuyo  fallo  pende  su  escarmiento  o 
su  triunfo,  sustrayéndose  do  esto  modo  la  decisión  do  un  sran 
número  de  causas  al  conocimiento  de  los  jueces  en  cuyas  ma- 
nos se  ha  depositado,  después  de  una  cuidadosa  elección,  la 
balanza  de  la  justicia. 

Oteo  paso  pudiera  darse,  con  que  a  mui  poca  costa  lograría- 
mos interesantes  mejoras  on  uiüx  sección  judicial,  que  ea  de 
mucha  importancia  actunlmente,  i  la  tendrá  cada  dia  mayor. 
La  España,  venciendo  una  vez  su  natural  apego  a  instituciones 
i  usos  añejos,  ha  promulgado  un  nuevo  código  de  comercio, 
que  es  tasi  una  copia  del  francés.  No  es  presumible  quo  haya 
mas  inconvenientes  en  Chile,  que  en  la  Península,  para  adop- 
tarlo, ni  que,  pudiendo  aprovecharnos  de  los  conocimientos  i 
trabajos  de  las  mas  sabías  naciones  de  Europa,  desperdiciemos 
esta  inapreciable  ventaja,  cuando,  para  sacar  partido  de  ella,  no 
necesitarnos  mas  que  el  quererlo,  como  sucedo  en  el  caso  pre- 
sente. ¿Seremos  mas  perezosos  o  mas  pusilánimes  que  loa 
españoles  en  materias  de  reforma;  o  deljeremos  de  mirar  con 
mas  respeto  que  ellos  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  obra  redac- 
tada sin  filosofía  ni  método,  obra  incompleta,  obra  por  tantos 
títulos  inadecuada  a  las  exijencias  de  la  lejislaciun  i  judicatura 
mercantil?  Los  inconvenientes  que  bajo  otros  aspectos  pueda 
producir  la  adopción  de  leyes  i  usos  extranjeros,  no  tienen 
cabida  en  el  comercio,  quo  es  cosmopolita  en  su  espíritu,  i 
cuyas  necesidades,  intereses  i  operaciones  son  unos  mismos  en 
todas  las  zonas  i  bajo  todas  las  formas  de  gobierno.  Interesa 
en  alto  grado  al  comercio,  que  en  todos  los  pueblos  que  tienen 
relaciones  reciprocas,  su  asimilen,  cuanto  as  posible,  las  reglas 
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d»\stinadas  a  dirimir  las  controvep.sias  entre  los  comepcíantes. 
La  uniformidad  de  la  lei  mercatoria  sería,  no  solo  un  nuevo 
estímulo  para  las  especulaciones,  sino  un  nuevo  la/o  de  amis- 
ta» I  i  unión  entre  los  habitantes  do  los  mas  lejanos  climas  del 
globo. 

{Áraucnno,  año  de  1833.) 


I  ESTAIÍLECIMIENTOS  UK  CONFINACIÓN 

PAJU,   LOS    r)EI.IM;l'KNTKS 


Tanlc  o  tcmiinino  pa  preciso  cjuo  nos  convenzamos  de  la 
npcesi(l;i(l  do  U-ner  mi  ostablri-iniiento  de  confinacíun  para  los 
í  dolinciui-nk-s,   montada  líobre   hases   muí  diferentes  ih   las  de 
'   Juan  ri-rnándoz,  cuya  innuriutenuu  i  malua  efectos  tiene  do- 
mostrados  la  experiencia.   Ln  humanidad  se  estremece  al  Gün- 
siderar   <¡ue   la  pena  de  muerte  es  hoi  dia  el   único   castigo 
L-rectivo  que  puede  imponerse  a  gran  número  de  crímenes, 
'  diferentes  por  bu  naturaleza  i  su  atrocidad;  i  que  os  imiwsible 
L  ecnnomi/.arla,  si  no  es  dejando  poco  ménus  que  impunes  mu- 
1  fihisimos  atentados  enormes,  como  lia  sucedido  i  sucotlo  hasta 
'  aliora. 

Entre  las  cualidades  de  las  penas,  no  hai  una  (jue  contribu- 
ya mas  poderosamente  a  reprimir  et  crimen,  que  su  ccrtidum- 
hiv.    Para  producirla,  asi  como  son    necesarias  la  vijilante 
actividad  do  la  policía  en  la  averig:uacion  de  los  delitos  i  en 
[  la  aprensión  de  los  reos,  la  inexorable   rectitud  de  los  tribu- 
[  nales  du  justicia  en  la  aplicacinn  de  la   loi,  i  la  seguridad  de 
1  las  casas  do  detención  en  que  se  custodian  los  delincuentes 
hasta  el  pronunciamiento  de  la  sentencia,  es  de  la  mayor  im- 
purtHncia  la  seLruridad  de  los  presidius  i  casas  de  i^nfinacion, 
I  en  quG  muchos  de  olios  son  condenados  a  expiar  sus  crimt-nes. 
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Ea  preciso  confesar  que  bajo  todos  estos  respectos  ha  sido  i 
defectuosísimo  nuestro  sistema  criminal.  Pero,  contrayénilonoB 
al  último,  que  es  el  que  tiene  reliicion  oun  la  materia  de  este 
articulo,  los  sucosos  de  Juan  Furnámlez  deben  baber  dado  a 
conocer  lo  pocu  adecuado  de  los  medios  que  se  han  adoptado 
h:i-ita  ahora  para  ovitar  la  fuga  de  los  reos,  confinados  a  aquel 
presidio.  La  conítaacion  en  u:ia  isla  desierta  i  distanto  ofrc- 
üffá  siempre  graves  ¡ncon venientes,  aun  suponiendo  expeditas 
las  comunicaciones  marítimas  con  ella.  El  aislamiento  de  la 
fuerza  que  custodia  a  los  delincuentes,  es  una  circunstancia 
que  favorece  mucho  las  tfintativas  de  escape;  la  vijilancía  de 
los  guardadores  será  siempre  eludida  i  sorprendida  por  la  sa- 
gacidad i  la  osadía  de  unos  hombres  a  quienes  aguijonean 
incesantemente  todos  los  esLimulos  a  que  es  accesible  el  cora- 
zón humano.  Multiplicar  aquella  fuerza  hasta  el  punto  de 
producir  una  spgiiridafl  completa,  es  imposible  sin  un  dispen- 
dio enorme.  ¿I  qué  sucedería,  cuando  la  guerra  cortiLse  las 
común ícacionHS,  ocurrencia  qas,  por  distante  que  nos  parezca 
ahora,  debe  tomarse  en  consideración,  siempre  que  se  trate  de 
establecimientos  destinados  a  durar  algún  tiempo?  En  los  de 
esta  clase,  es  necesaria  ademas  una  disciplina  complicada, 
regular  en  todas  sus  parles,  c  imposible  de  mantenerse,  sino 
por  medjo  de  una  ins|)eocion  constante  i  severa  de  observado- 
res desinteresados.  La  experiencia  testifica  que,  tm  ningún  otro 
jénero  de  establecimientos,  se  introducen  mas  fáuílmenle  abu- 
sos que  los  corrompen  o  inutilizan,  aun  cuando  se  vele  ince- 
santemente sobre  ellos  i  se  pueda  observar  do  cerca  la  conducta 
de  sus  empicados.  ¿Cómo,  pues,  seria  posible  mantener  una 
mediana  disciplina  en  un  presidio  situado  a  tanta  distancia* 
En  fin,  la  pena  debe  servir  al  escarmiento;  debe  arredrar  del 
crimen,  poniendo  a  la  vista  los  padecimientos  que  en  una  so- 
ciedad bien  rejida  son  su  con.secuencia  inevitable;  en  una  pala- 
bra, debe  ser  ejemplar.  ¿I  merecerá  este  nombre  aquella  pena 
que  se  sufi-e  lejos  de  la  sociedad. en  quien  ha  de  producir  sus 
«íectus  morales;  aquella  pona  de  que  solo  se  tienen  noticias 
vagas,  que  no  pueden  hacer  iin.i  imiu-e-sion  profunda  en  los 
iaimos'  \a   pt'na  mas  efiíM/;,  en   igualdad  Ac  inrcunstanciaa, 
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HCTÍasiii  iluda  nqnellii  en  que  un  hubiese  un  solo  padeciiiiientú 
:  ignorado.  9i  los  acentos  del  dolor  arrancatlos  por  ol  azote  de 
I  la  leí  laiítimarían  demasisKlo  a  la  humanidad,  véanse  a  lo  me- 
nos las  murallas  que  esconden  a  los  seres  infelices,  condenados 
a  una  lai-^a  o  tulvez  eterna  separación  do  la  sociedad  quo  hiut 
I  ultrajado  coik  sus  crímenes  i  contaminado  con  su  ejempl'; 
ollas  liablaráii  en  su  silencio  un  leng'uaje  instructivo  i  amena- 
zador; BU  imájfn,  presente  a  la  memoria,  será  para  la  juventud 
I  una  amone.staiion  continua  i  una  regla  habitual  de  ennduita. 
Concluimos  de  lo  dicho  que  el  lugar  de  conOnaciun   debe 
ser  UQ  ediQcio   situado  en  el  centro  de  la  repOhlioa,   i  cuyo 
urden  interior  pueda  ser  observado  frecuentemente  por  los 
funcionarios  ejecutivos  i  municipak's,  i  fio  cuando  en  cuando 
jior   los  particulares  que  quieran,   o  a  quienes  se  conceda  con 
ciertas  condiciones  este  permiso.  Se  dirá  que  un  establecimien- 
to de  esta  clase  es  costoso,  i  que  apenas  tenemos  con  qué  pro- 
veer a  los  gustos  mas  indispensables  del  gobierno.  No  conce- 
bimos que  haya^uno  de  necesidad  mas  urjente;  i  creemos  que, 
llcclio  una  vez  el  costo  de   la  eretdon  del  edílicio,  solo  será 
menesUT  un  corto  número  de  empleados  i  sirvientes  para  su 
'  gobierno  i  custodia,  ai  m  ndo|>la  un  plan  racional,   .'^uponien- 
I  do  que  cl  producto  del  trabajo  de  los  encarcelados  no  baste  a 
cubrir   las  expensas  de  subsistencia  i  administración,  a  lo 
menos  di-Jaríi  un  déficit  (|ue  no  será  comparable  con  los  dis- 
pendios del  presidio  de   Juan  Fernández  o  de  cualquier  otro 
estahleiúmiento  semejante. 

Deseamos  que  el  público,  i  especialmente  las  personas  llama- 
das a  la  lejislatura,  tengan  a  la  vista  algunos  de  los  modelos 
mas  célebres  de  eslo  jénero  de  establecimientos;   i  con  osla 
mira  vamos  a  presentar  aquí  una  exposición  breve  de  lo  quo 
Be  ha  dicho  en  un  articulo  ilcl  Foreíffti  iíeytew  (número  XXI 1) 
[  acerca  dtj  dos  o  tres  cárceles  de  los  Estados  Unidos,  que  han 
i  pnxluuidí)  los  mejures  efectos,  i  cuya  reputación  es  tal,  que  los 
I  doB  fíobiernos  mas  sabios  de  Europa  no  se  han  desdeñado  do 
I  enviar  comisionados  a  observarlas.  Los  franceses  han  publi- 
cado yu  el  resultado  de  esta  investigación  en  una  obra  publi- 
cada el  ario  pasad"  con  este  título:  Dv  Syateme  Pání/en/íaín; 


aux  Elíils  Unis  et  de  son  nppUcRtion  en  France,  ."ttíüí'e» 
d'un  appendicB sur  lea  colouie-t  pénales  et  de  no/es  slalis- 
tiques,  par  MM.  Guslaoe  dp  Jienumont  et  Alexis  de  Toc- 
(jtieuíiíe,  avocáis  a  ía  Cour  Royak-  de  Parts.  París,  ÍKS3: 
un  tomo  en  octavo. 

Los  habitantes  de  l'unsilvaniti,  dcseoíioa  de  reemplazar  la  [w 
na  de  muerte  con  ulru  jénoivj  di:!.(;astigo,  lik-ierun  varioH  experí- 
mentiis  que  Fuorun  dt'sgradados  al  piincipio,  pero  comlujfron 
por  fin  a  un  resuitailo  feliz.  El  primero  de  ellos  fué  la  «ímel 
de  Walnut-Stroet.  en  Filadolfia,  donde  so  adoptó  el  plan  de 
vonlinacion  .solitaria.  Los  presos,  condenados  a  una  rfcluHÍun 
de  absoluta  soledad  i  ocio,  contrajeron  enfermedades  que  dis- 
minuyeron su  número  rápidamente,  o  los  hideron  erítúpidoa 
i  fatuos,  por  la  falta  de  toda  ucupacíun  mental  i  fhícaj  i  luti 
que  no  eran  condonados  a  una  reclusión  perfei^ta  i  tenían  la 
libertad  du  trabajar  juntos  i  comunicar  pntrp  si,  .se  depravaban 
i  endurecían  completamente  por  el  cuntajio  de  la  sociedad  cri- 
minal en  que  pasaban  el  dia.  Los  estados  de  Nueva  York, 
Maryland,  Massacliusetts,  Virjinia  i  Nueva  Jersey  siguieron 
el  plan  de  Filadelfia  con  no  mejor  resultado.  Los  presos  se 
depravaban  en  vez  do  correjirse;  i  cuando  al  espirar  tul  conde- 
na recobraban  la  libertad,  rcintidian  luego  en  los  mismos  o 
peores  delitos;  agregándose  a  esto  los  costo.s  ruinosos  deH({UO- 
Uos  establecimientos,  que  demandaban  caila  año  cuantiosas 
erogaciones  a  los  respectivos  estados. 

La  prisión  de  Auburn,  erijida  en  el  estado  de  Nueva  York, 
se  formó  sobre  otro  pié.  Esta  prisión  constaba  de  un  gran 
numero  do  celdas;  en  cada  celda,  se  alojaban  dos  presos.  Este 
método  produjo  consecuencias  peores  que  las  que  se  habían 
experimentado  hasta  allí.  GunstruyéronNe.  mas  celdas;  i  la  )lo- 
ledad  se  hizo  completa.  Adoptóse  igual  plan  en  Pittsburg  i 
en  el  magnifico  catiiblecimiento  de  Cherry  Uill  en  Kiladellia. 
En  Auburn,  ho  colocaron  por  via  de  experimento  veinticuatro 
criminales  en  otras  tantas  celdas  sopttradas,  sin  ocupación  ni 
distracción  alguna.  Cinco  d«  estos  hombres  murieron  en  el 
primer  año;  uno  perdió  el  juicio;  otro  alentó  contra  su  vida; 
i  los  demás  se  liallanm  <!<■  .'iHÍ  a  pncu  llciiipu  en  un  eutadu  de 


I 


ipktonuacion  i  deliilidod  que  anunciaba  una  muerte  cercana. 

'El  golh'^rnador  les  con(.-(>dió  el  perdón  i  los  hizo  poner  en  iiber- 
tail.  DL'loriiiiniSíw  ontóiiofs  (jue  lus  [ire.sos  tral)aj:iHeii  junto» 
{turante  A  -lia,  r  m-  les  onuiTranii  au  i-uldas  cnUiraiiii-Jitf^  «f-ji.»- 

TOdiUi  ))(>r  1»  noche.  Kslo  fué  el  k-i-iih^ii  iXul  ><Í¥lm»a  ijut'  liizo 
después  litn  fumosa  !;*  prisiun  de  Aubuni.  Tnii.óse  de  cunibi- 
nar  la  soledad  con  el  trabajo  para  evitar  hü^í  funestos  efectos 
sobre  la  constitución  mental  i  rísiua,  i  de  im|}edir  todo  tritto 
entre  los  presos,  por  la  depravación  miiral  que  era  el  efecto 
infalible  de  su  franca  comunicación .  Obligóseles  en  cüjií<eGUL'n- 
cia  a  guardar  un  silencio  absoluto  mientras  estaban  juntos.  El 
resultado  correspondió  perfectamente  a  las  esperanzas.  Cons- 
truyóse sobre  el  mismo  principio  el  establecimiento  de  Sing-  " 
BÍng  a  las  orillas  del  Hudson.  El  director,  Mr,  Etam  Linda, 
llovó  consigo  de  la  prisión  de  Auburn,  cien  presos  acostum- 
brados a  obe<lcccrIe,  i  \o>i  acampó  en  el  sitio  que  estaba  desti- 
nado para  plantar  el  nuevo  edificio.  Púsolos  allí  a  trabajar;  unos 
eran  carpinteros,  otros  albañlles,  o  se  les  bizo  aprender  estos 
oficios-,  i  sin  muros,  ni  otra  especie  de  sujeción,  i  con  no  mas 
autoridad,  que  el  ascendiente  ile  su  firmeza  i  enerjía  de  carác- 
ter, encontró  en  ellos  la  mas  dócil  cooiierucion  a  sus  miras. 
El  número  de  los  convicios  fué  erecíendo  progresivamente  por 
algunos  años,  hasta  que  edificaron  ellos  mismos  su  prisión;  i 
al  presente  el  penitenciario  de  Sing-sing  tiene  mil  celilaH, 
construida  cada  una  por  el  prisionero  encerrado  en  ella. 

El  irenitenciario  de  Pitt»burg,  en  Filadelfia,  enijiezó  en  1822 
a  recibir  delincuentes,  que  vivianen  un  encierro  perpetuo  día  i 
noche,  pero  con  facilidad  para  comunicarse,  pues  por  la  de- 
fectuosa construcción  del  edificio,  lo  que  pasaba  en  una  celda 
90  oia  en  otra.  Por  consiguiente,  podia  cada  preso  entenderse 
coniflus  vecinos,  i  no  teniendo  que  hacer  cosa  alguna,  es  claro 
que  esta  mutua  comunicación  los  ocupaba  a  todas  horas.  El 
resultado  era  inevitable:  la  mutua  enseñanza  de  maldades. 
Los  funestos  efectos  de  este  experimento  se  dieron  a  conocer 
iiiui  a  tas  claras  en  la  depravación  do  los  confinados.  El  esú- 
do  de  Pensilvania  mandó  cntónceH  investigar  las  ventajas  i 
efectos  de  los  diferentes  sistemas  de  confinación  penal.   Lo'i 
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comisionados  ret^nmondaron  cleciaivamente  el  establecimiento 
«le  Auburn.  Repugnó,  sin  embarf^o,  a  los  escritores  dePt-nsilva- 
nia  p1  castigo  corp.  iral  que  se  ompteaba  para  mantener  la  dis- 
ciplina de  la  prisión;  i  ul  sistema  que  vino  a  elejirsc  fué  una 
combinación  del  de  Walnut-Strect  i  el  de  Auburn:  reclusión 
solitaria  absoluta  i  sin  excepción,  perniitiéndoso  a  cada  preso 
que  escojieae  alguna  especie  de  trabajo.  Ileformóse,  en  conse- 
cuencia, la  lejislacion  criminal;  se  niiti,^aron  los  castigos;  se 
abreviaron  las  condenas;  i  se  abolió  la  pena  de  muerto  para 
toda  clase  de  delitos,  monos  el  asesinato.  Los  otros  estados  de 
la  Union  sí(;;uieron  unos  el  sistema  de  Auburn  i  otros  el  de 
Pensil  van  ia. 

En  ambos,  el  principio  fundamental  es  uno  mismo:  incomu- 
nicación completa.  La  reclusión  es  perfecta  en  el  do  b'ibtdfl- 
fia;  en  el  de  Auburn,  no  lo  es  tanto,  pero  solo  se  relaja  a  la 
vista,  pues  aunque  los  presos  trabajan  juntos  en  diferentes 
obrajes,  no  les  es  permitido  comunicarse  por  palabras  ni  se- 
ñas. Esta  diferencia,  al  parecer  de  poco  valor,  es  con  todo  ím- 
portantisima  en  sus  efectos  con  relación  al  trabajo,  i  por  con- 
siguiente, a  la  reforma  de  los  delincuentes,  i  a  la  subsistencia 
económica  de  la  prisión.  En  el  encierro  absoluto,  el  trabajo  es 
un  medio  de  alivio  i  recreo;  el  preso  no  puede  existir  sin  él; 
quitárselo  es  arrancarle  el  único  objeto  do  la  vida.  En  Filadel- 
fia,  se  acostumbra  encerrar  al  delincuente  por  algún  tiempo  sin 
darle  ocupación  alguna.  Luego  que  pasan  sus  primeros  mo- 
mentos de  despeclio,  i  que,  separado  del  bullicio  del  mundo  i  de 
las  ajitaciones  del  crimen,  i  sumido  de  ro|>ente  en  ia  iiroCun- 
didad  de  su  silenciosa  prisión,  comienza  poco  a  poco  a  volver 
en  sí,  lo  primero  cjue  pide  es  trabajo,  i  al  fin  lu  solicita  como 
un  favor;  el  mayor  de  los  castigos  que  puede  imponérsele  es 
la  privación  de  este  únic<i  consuelo.  Los  soñares  Beaumont  i 
TocqueviUe,  habiendo  ubtenido  |iermiso  do  los  majistrados  de 
Filadelfia  para  examinar  el  penitenciario  de  Cherry  Hill,  visi- 
taron lat  cclilas  del  establecí  míen  tu,  e  hicieron  apuntes  de  lo 
que  hablaron  con  hw  presos.  No  hubo  uno  de  ellos  (juo  no 
declarase  que  el  trabajo  cm  el  único  placer  de  su  solitaria 
existencia. 
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Número  98,  condenado  por  homicidio,  dijo  que  el  trabajo 
le  pareria  absolutamente  necesario  para  la  vida.  Creo,  dijo, 
que  sin  él  moriria,  Se  le  preguntó  si  la  visita  de  sus  guarda- 
dores lo  causaba  placer.  Los  veo,  respondió,  cinco  o  seis  ve- 
ces cada  día,  i  nuncautn  sentir  regocijo.  Eneste  verano,  entró 
un  grillo  en  mi  cuarto;  me  pareció  tener  compañía.  Cuando 
una  mariposa  o  cualquier  otro  animal  entra  aquí,  jamas  le 
hago  daño. 

Número  36  dijo  que  el  trabajo  ora  un  gran  bien.  El  día 
mas  largo  de  la  semana  era  el  domingo;  le  parecía  sin  fm, 
porque  no  trabajaba  en  él.  Número  41  dijo  poco  mas  o  menos 
lo  mismo;  i  obsérvese  que  los  presos  no  tienen  medio  alguno 
do  comunicarse  lo  que  piensan.  Si  dos  hombres  ocupasen  dos 
celdas  vecinas  veinte  años,  no  tendrían  mas  medios  de  cono- 
cerse uno  a  utro,  que  si  viviesen  en  los  dos  extremos  del  mun- 
do. Número  62  era  médico  i  hombre  de  educación;  se  le  per- 
mite qua  haga  lo  que  guste,  i  trabaja  incesantemente.  No 
sabiendo  oficio  alguno,  se  ocupa  en  cortar  cueros  para  zapatos. 
Sería  largo  repetir  otras  mil  declaraciones  semejantes;  sobro 
esta  materia,  todos  estaban  acordes.  í^iimdo  tanta  la  aplicación 
al  trabajo,  ya  se  formará  idea  de  la  rapidez  con  que  so  apren- 
den diferentes  oficios  en  esta  cárcel. 

En  Auburn,  el  ti-abajo  os  compulsivo;  ninguno  lo  tomaría 
voluntariamente.  Como  se  les  permite  verse  unos  a  otras,  la 
necesidad  do  una  ocupación  es  mucliu  menos  imperiosa.  Usaso 
de  castigos  para  obligarlos  a  trabajar:  el  látigo  está  en  ejer- 
cicio; el  curcelero  tiene  facultad  de  azotar  en  el  acto  a  los  reni- 
tentes. Esto  lo  miran  algunos  como  un  lunar  cu  el  sistema 
do  Auburn;  pero  es  menester  qua  comparen  lus  beneficios  de 
la  institución  con  los  males  que  resultan  de  estos  castigos 
corporales  administrados  al  arbitrio  del  carcelero.  Dos  son  las 
objeciones  que  se  alegan:  el  padecimiento  físico  i  la  degrada- 
ciOD  moral.  El  padecimiento  es  cierto,  inmediato,  i  bastante 
desagradable  para  que  no  se  reincida  en  la  ofensa;  pero  el 
dolor  pasa  luego,  i  en  sí  mismo  es  una  do  las  penas  mas  bo- 
nignas  que  pueden  imponci-se  por  delitos  du  cárcel.  En  cuanto 
a  la  degradación,  «»te  es  un  término  inaplicable  a  los  malhe- 
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chores,  col(x:a(lo.s  ya  por  bus  crímenos  bajo  el  cero  ilc  la  escala 
social.  Ellos  han  pertlido,  témpora tmontc  a  lo  menos,  el  goce 
de  loilos  lu3  ileruchos  sociales,  i  no  lea  e3  dado  recobrarlos, 
sino  por  su  Ituen»  conduela  en  ia  prisión,  i  después  de  nuni- 
plida  su  condt-na.  Nada  hai  mas  a  propósito  que  el  látigo  para 
hacerles  sentir  lo  que  importa  la  pérdida  del  carácter  de  ciuda- 
danos. Se  alega  otra  objeción,  i  es  que  loa  sentimientos  que 
estos  castigos  excitarán  probablemente  en  el  pot^ho  del  reo,  no 
son  los  mas  a  proiiósito  para  contribuir  a  su  enmienda.  Esto 
argumento  es  plausible;  (íero  las  considcrdciones  que  vamos  a 
hacer  desvanecerán  su  fuerza.  La  reforma  que  debe  esperarse 
por  el  método  de  Auburn,  consiste  en  crear  en  el  alma  do  un 
hombre  holguzan,  vicioso  i  desarreglado  los  hábitos  de  un  obre- 
ro industrioso  i  sobrio;  i  aunque  es  cierto  que  el  látigo  produ- 
cirá movimientos  de  cólera  i  propósitos  de  venganza  en  el 
alma  de  un  reo  que  acaba  de  dejar  las  guaridas  del  crimen  i  el 
tumulto  de  una  socíctlad  inmoral  i  desalmada,  es  mui  proba- 
ble que  con  v\  trascurso  del  tiempo  le  donie  i  ablande,  i  le 
acostumbro  a  ser  sumiso  i  obediente.  Conseguido  esto  efecto, 
deja  de  ser  necesario  el  castigo;  las  pasiones  se  adormecen 
bajo  la  saludable  inOuencia  de  la  soledad  i  el  trabajo,  i  el 
hombi-e  no  es  ya  el  mismo  que  antes;  su  identidad  mural  ha 
experimentado  una  mudani^a  completa.  Sería  bueno  que  loa 
que  declaman  contra  el  uso  del  látigo  investigasen  cuan  pocas 
veces  se  bace  necesario  emplearlo.  Veriun  entonces  que,  si  ea 
indispensable  administrarlo  frecuentemente  a  los  recién  entra- 
dos, esta  necesidad  cesa  luego;  de  manera  que  los  que  visitan 
la  cárcel  pudrían  pasar  largo  ticm|K3  observando  el  réjimonde 
ella,  sin  echar  de  ver  el  freno  secreto  que  obra  en  los  presos 
i  solo  ae  manifiesta  en  sus  efectos.  En  Auburn,  los  ca.st¡gus 
corporales  son  raros.  En  Sing-sing,  quizá  (jur  la  diferente 
naturaleza  del  trabajo,  ([ue  se  hace  de  puertas  afuera,  son 
mucho  mas  fretiuentes.  Créese  que,  en  esta  última  cárcel,  entre 
mil  presos,  habrá  como  seis  azotados  por  dia.  En  Auburn, 
donde  los  castigos  son  ahora  tan  suaves,  eran  al  principio  su- 
mamente severos,  llecien  establecida  la  cárcel,  hubo  vez  de 
azotarse  en  uiialiura  diezínueve;  i  perfeccionada  la  disciplina, 


ha  lIcRado  ol  caso  de  no  aplicante  un  solo  azote  en  cuatro 
meses  i  medio.  Para  llegar  a  este  punto,  es  preciso  emplear 
una  vijilancia  incesante;  pero  hai  un  arbitrio  injonioso  para 
que  los  reos  ignoren  ai  so  les  observa  o  nó,  i  los  guardadores 
pttedan  dispensarse  de  esta  constante  i  penosa  inspección.  Corre 
al  rededor  de  tos  obrajes  una  galería  por  medio  de  la  cual  loa 
guardadores  i  los  que  visitan  la  cárcel  puedan  ver  sin  ser 
vistos,  de  manera  que  los  presos  no  tienen  nunca  la  seguridad 
de  no  ser  observados,  i  se  portan  como  si  constantemente  lo 
fuesen. 

El  inconveniente  de  los  eantigos  corporales  está  perfecta- 
mente obviado  en  las  cárceles  según  el  sistema  de  Piladellia. 
No  hai  tentación  du  hablar  donde  no  hai  nadie  a  quien  dirijir 
la  palabra;  es  casi  imposible  delinquir  en  una  soledad  absolu- 
ta; i  no  son  menester  muchos  reglamentos  pura  mantener  el 
orden,  donde  cada  preso  está  confinado  a  una  pequeña  celda, 
de  que  lo  es  imposible  escaparse.  Necesita  del  trabajo  para 
hacer  soportable  su  existencia;  él  mismo  lo  pide;  por  consi- 
guiente son  excusados  todos  los  medios  compulsivos  para 
inducirle  a  trabajar.  Debemos,  con  toilo,  hacer  mención  de  un 
reglamento  de  Cherry  Hill.  El  preso  es  compelido  a  escojor 
entre  oí  estar  siempre  ocupado  o  siempre  ocioso.  No  se  le  per- 
mite trabajar  cuando  quiera,  i  después  dejarlo,  según  se  lo 
diute  su  humor;  ademas  la  ociosidad  está  acompañada  de  oa- 
ourídüd,  i  solo  se  da  lu:£  para  el  trabajo.  Bstii^  es  el  único  cas- 
tigo que  está  al  arbitrio  del  carcelero,  i  el  único  que  la  natura- 
I^ía  del  caso  admite. — .\  cada  celda  está  unido  un  pequeño 
patio,  que  sirve  para  la  ventilación.  Los  presos  gozan  do  bue- 
na  salud. 

Sobre  el  particular  de  la  reforma  de  los  delincuentes,  hai  una 
diferencia  en  elefei;todel  trabajo  entre  las  cárceles  de  Aubum 
i  de  Filadclíia.  E\  trabajo  en  los  establecimientos  de  la  segun- 
da especie  es  una  distracción.  Cuando  el  solitario  reo,  cumpli- 
da su  condena,  vuelve  al  teatro  bullicioso  del  mundo,  no  siente 
la  necesidad  de  este  recurso;  i  puede  ser  que  se  desquite  do  su 
larga  abstinencia  do  la  sociedad  humana,  ejitregándose  todo 
a  olla;  el  trabajo  no  tendrá  ya  el  aliciente  que  antea,  excepto 
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en  cuanta  la  dsstnn»  adquirida,  la  costumbre,  i  lu  nec«si(lad 
de  subsistir  le  induzcan  a  ocii|>arsc  on  él.  Pero  «Mtos  aon  oío- 
tivus  jKKlertMijs,  i  |>rubabIenieiito  prevalecerán.  Al  tontrario, 
en  loH  t^tableciinifciitoa  seguit  el  sistema  do  Aubum,  en  que  ol 
tnibujo  es  uoiTipiUsívo,  los  presos  han  aprendido  a  conside- 
rarlo cotuo  un  deber,  i  e»te  es  cabalmente  el  as|>ecto  en  que  con- 
viene que  lu  miren:  ban  aprendido  humildad  i  sumisión,  coa- 
lidades  las  mas  útiles  e  importantes  para  afianzar  su  buena 
conducta  en  la  vida  futura. 

Hai  en  el  sistema  de  Aubum  mi  grave  defecto  en  quo  se 
asemeja  a  las  bárbaras  prisiones  de  Insrlaterra  i  Francia,  i  de 
que  ol  de  riladelfia  está  exento.  Cuando  un  reo  ha  cumplido 
su  tiempo  i  ansia  por  restablecerse  en  el  mundo,  Ic  importa  inü- 
nitü  ocultar  a  los  demás  hombres  que  ha  estado  habitando  una 
reclusión  de  facinerosos,  porque  la  notoriedad  de  esta  despa- 
cia  le  infamaria,  i  le  sería  poco  menos  que  imposible  granjear- 
se la  conlianza,  i  labrarse  una  nueva  reputación.  Para 
conseguirlo,  nada  le  será  mas  perjudicial  quo  las  conexio- 
nes do  la  cárcel;  sí  las  reconoce,  le  conducen  a  la  tentación  i 
al  crimen;  si  las  desecha,  va  a  ser  descubierto  i  acusado  por  sub 
cam-vadas.  En  las  cárceles  de  riladellia,  no  hai  oste  inconv^ 
niente:  allí  ningún  preso  ve  la  cara  ni  oye  el  nombre  de  otro, 
por  mas  lar)^a  que  sea  su  detención.  Ellos  so  consolaban  con 
la  idea  {según  lo  expresaron  a  los  comisionados  franceses)  de 
que,  en  saliendo  de  aquel  lugar,  podian  empezar  otra  vez  su 
carrera  en  el  mundo,  sin  temer  las  revelaciones  o  instigacio- 
nes de  BUS  compañera'^.  Hai  otra  ventaja  en  Piladelfia,  pero  no 
tan  importante,  ni  tan  irremediable.  En  Auburn,  se  admite  in- 
distintamente a  cuantos  tienen  la  curiosidad  de  visitar  el  esta- 
blecimiento i  puedan  satisfacerla  pagando  una  contribución  li- 
jerísima.  Esta  práctica  tiene  sus  utilidades  en  cuanto  sirvo  de 
garantía  a  la  buena  conducta  do  los  empicados.  Pero  es  de  te- 
mer que  facilito  el  reconocimiento  de  los  presos  on  los  lugares 
adonde  después  de  cumplida  su  condena  vayan  a  buscar  ocu- 
pación. En  FiludelOa,  no  so  puede  visitar  la  cárcel,  sino  con 
permiso  de  loa  majistrados,  que  lo  conceden  rara  vez  i  con 
muí  graves  motivos. 
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Las  atilidacles  do  las  cárceles  de  que  hemos  liatilado  pueden 
resurairsp  en  pocas  palabras:  imposibíliilad  do  que  los  encar- 
oelailos  se  corrompan  mutuamente  coniuuicándose;  gran  pro- 
babilidad disquo  adquieran  hábitos  de  ul>cdieiii:ia  i  de  industria, 
que  los  hagan  ciudadanos  útiles;  posibilidad  de  una  reforma 
radical. 

La  instrucción  moral  i  relijiosa  forma  la  bai^o  de  los  peni- 
tenctarius  amorícanos.  A  los  prisioneros  que  dan  alguna 
esperanza,  ge  les  enseña  a  leer  i  escribir,  si  ellos  quieren;  i 
«I  ser  admitidos  a  cata  cnseaan/,a,  na  mira  como  un  gran 
favor.  Se  Ipm  dan  lecciones  los  domingos  antes  del  oficio  divi- 
no. Cada  preso  tiene  una  Biblia  en  su  celda.  En  algunas  d<> 
estas  instituciones,  reina  un  espíritu  de  rchjion  i  piedad  mas 
fervoroso  que  en  otras.  El  lono  serio  de  los  cncarc(4adoa  en 
«I  penitenciario  de  Filadolfia  hizo  una  grande  impresión  en 
_|08  comisionados  france-ses.  No  jjodian  conversar  lar^  tiem- 
'a  enternecerse;  los  sentimientos  relijiusos  i  los  retnierdos 
9  relaciones  do  familia  les  hacían  derramar  lágrimas.  Un 

rñbrc  libre,  dicen  los  comisionados  franceses,  un  hombre 
que  vivo  on  sociedad,  i  puede  comunicar  francamente  con  loa 
otros,  no  es  capaz  de  apreciar  todo  lo  que  vale  un  pensamien- 
to relijioso  en  la  celda  dé  un  inrttlíz,  condenado  a  reclusión 
absoluta.  En  la  cárcel  de  Filadcllin,  nada  diatrae  la  atención 
délos  presos;  i  como  están  siempre  soloa,  la  presencia  easual 
de  uno  de  sus  somejanles,  i  las  palabras  que  profiere,  tienen 
«n  precio  que  la  imajinacion  del  liombre  libre  puede  difleil- 
mentc  concebir.  El  diroctor  víaita  a  cada  pre,so  una  vez  al  día; 
los  inspectores  dos  veces  en  la  aamana;  i  el  capellán  no  traUi 
ÜQ  otra  cosa  ({Uo  de  la  reforma  moral  do  los  que  tiene  a  au 
cargo.  Los  presos  tienen  libros  que  les  sirven  en  cierto  modo 
de  compañía;  i  muchos  de  ellos  encuentran  un  consuelo  inde- 
cible en  la  lectura  que  se  les  permite  por  favor.  Hai  muchos 
fUófiofos  (añaden  los  revisores)  que  se  alegrarían  de  gozar  de 
este  retiro,  llevando  consigo  sus  libros;  i  no  tenemos  la  menor 
duda  do  que,  si  se  fundare  unuf^artuja  protetitante  en  iguales 
tirminos,  sus  celdas  se  llenarian  de  habitantes. 

«En  los  Estallos  Unidos,  la  relijion  es  lu  que  anima  [>rinci- 
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pálmente  los  experimeiitos  de  este  especia.  Ilai  on  aquel  paU 
muB  fervur  relijiuMo  quo  cu  el  iiuüatro  (liíglalorra,);  i  a  este 
espíritu  deben  en  roalidad  sus  buenos  cíectos  las  ¡nstituciono» 
de  que  hablamos.  Sus  capellanes  tietien  el  entusiasmo  de 
miiíiunaros;  i  en  nada  so  parecen  a  los  eclesiástiuos  holgazanes 
de  nuestras  careólos,  quo  düben  hu  oloccion  a  empeños  i  reco- 
mendaciones úa  partido.  En  Aubuin,  Mr,  Sniith  e-stá  exckisi- 
vamente  dedicado  al  establecimiento;  en  Wotliorafiold,  lo  está 
Mp.  Barrot.  Seria  difícil  dar  idea  de  au  celo;  son  venerados  de 
cuantoa  tinnen  ocasión  de  tratarlos.  El  capellán  es  un  perso- 
naje importante  en  estas  iustituuiones;  es  el  amigo  del  preso; 
enti'tt  eji  su  celda  solitariit  con  el  carái;ter  mas  consolador  i 
anjélico  que  un  hombro  puede  presentar  a  otro  hombro;  reci- 
be las  confianzas  del  preso;  es  el  depositario  de  su»  esperanzas 
i  tumores;  si  el  preao  tiene  alguna  queja  contra  los  emple-ados, 
el  capellán  ca  bu  padrino  Í  su  intercesor;  si  tiene  alguna  gracia 
que  pedir,  el  capellán  la  solicita.  Presto  se  hace  dueño  de  los 
mas  íntimos  secretos  del  corazón  de  lo.s  presos;  se  informa  de 
BU  vida  pasaila;  se  le  consulta  en  cuanto  tiene  relación  con  su 
perspectiva  futura,  en  esto  mundo  i  on  el  otro.  Coopera  con  el 
capellán  el  celo  privado  do  muchas  persona.s  piadosas,  quo 
dedican  de  but>na  g.ina  su  tiempo  i  sus  i^uidados  al  grande 
objeto  du  la  instrucción  relijiosa  i  moral.  A  esta  clase  perte- 
necen jeneral mente  los  inspectores;  sns  servicios  son  casi  o 
wuLorainente  gratuitos.  Ellos  informan  sobre  el  estado  de  la 
cárcel;  pero  la  responsabilidad  es  del  direclor.» 

Terminaremos  trasladando  otros  pa-najcs  de  la  Revista  cita- 
da, relativos  a  las  cárceles  do  detención  i  a  loa  hospicios;  í 
aplicables  on  mucha  parte  a  Chile 

«En  la  América  del  Norte,  no  han  recibido  mejora  alguna 
las  cárceles  de  detención  en  que  so  custodia  a  los  prisioneros 
haata  que  se  pronuncia  su  sentencia.  Están  allí,  como  aquí, 
todos  juntos,  el  inocente  i  el  culpado,  el  delincuente  novicio 
i  el  malhechor  empedernido,  Pero,  si  en  algún  tiempo  es  un 
deber  del  gobierno  el  precaver  lu  corrupción  mutua,  os  cuando 
el  inocente  puede  estar  contundido  con  el  criminal.  Por  nues- 
tras leyes,  se  presume  inocente  todo  reo  que  aun  no  está  con- 
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victo;  ppFO  por  nuostra  imlíiíii  hc  le  ciicií-rra  en  un  lufsiar  i  en 
una  compañía,  de  Hondfl,  L-imli|Uiera  que  haya  sirio  su  carácter 
al  piilrar,  es  imposible  que  salea  sin  haber  abjurado  todos 
aíjiiellos  principios  i  ficnlimientos  que  distiüjíuen  al  hombre 
de  bien  del  bribón.  Aquí  el  ser  acusado  de  un  «rimen  es  un 
preludio  soguro  de  una  serie  de  crímenes.  La  barrera  entre  la 
indijciicia  i  el  hurto  es  fácil  de  salvar,  i  en  la  cárcel  va  eegii- 
ramenlo  al  suelo.  El  |)úblico,  que  lo  sabe,  mira  con  iguales 
ojos  al  acusado  i  al  convioto;  se  cree  que,  si  no  está  depravado, 
I<j  estará  luego;  i  de  este  modo,  la  mera  sospecha  de  delito 
que  cae  sobro  un  hombre,  equivale  a  au  completa  perdición 
montl  i  sof^ial.  Haber  estado  en  la  cárcel  basta;  i  por  desgracia 
hai  demasiada  razón  para  pensar  asi.  Ka  una  estrecha  obliga- 
ción de  la  lejislatura  preservar  de  la  depravación  de  las  cárce- 
les al  inTeliz  reo,  cuya  delincuencia  no  está  todavía  probada; 
este  M  un  acto  de  justicia  para  el  mismo  reo.  i  para  la  nación 
entera.  Prender  a  un  hombre  indiciado  de  un  crimen,  i  si  re- 
sulta inocente  echarle  a  la  sociedad  amaestrado  para  perpetrar 
cien  crímenes,  os  el  colmo  de  la  demencia.  Seguramento  ha¡ 
otros  medios  dn  iletoní^ion  i  custodia  que  este  encarcelamiento 
promiscuo.  No  hai  derecho  para  castigar  antes  del  juicio;  í 
¿quB  castigo  peor  que  exponer  a  un  hombre  a  este  contajio  de 
maldad?  El  estado  que  le  hace,  es  rcsiwin.'sable  de  todos  los 
atentados  que  osle  hombre  cometa  en  adelante. 

•  Recomendamos  para  las  cárceles  de  detención  el  Panóptico 
rlft  B<intham.  Como  penitenciario  tiene  inconvenientes;  pero 
romo  lugar  de  custodia,  a  propásito  para  el  cultivo  de  princi- 
pios morales  i  rdijiosos,  i  para  preservara  los  detenidos  de 
toda  contaminación,  no  nos  parece  que  tiene  ninguno. 

«Irft  mención  de  las  utilidades  morales  que  pueden  sacarse 
de  las  cárceles  do  detención,  nos  trae  a  la  memoria  loa  hospi- 
cios de  niños  desamparado.^  en  América,  i  nuestra  institución 
filantrópica,  estalilecimientos  que  deben  cjinsiderarse  como 
parte  integrante  de  un  buen  sistema  de  disciplina  criminal. 
Mr.  Simpson,  de  Edimburgo,  en  un  excelente  opúsculo  que  ha 
publicado  rocientemenle  sobre  esta  materia,  cuenta  mucho  con 
la  elicacia  d"*  aipiella  parle  de  su  plan  que  consiste  en  echar 
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mano  de  los  delincuentes  quo,  por  deotrlo  así,  se  hallan  toda- 
vía en  embrión,  para  ponerlos  en  la  senda  de  la  moralidad  i 
la  industria.  El  capitán  Brenton  i  su  sociedad  han  reducido 
a  práctica  este  objeto  importante  con  el  mejor  suceso;  i  me- 
diante sus  patrióticos  esfuerzos  i  el  auxilio  de  un  pequftño 
capital,  han  hecho  mas  para  la  prevención  del  crimen,  quo  la 
mayor  parte,  si  no  todos,  los  ministros  del  interior  que  hemos 
tenido  en  estos  últimos  cien  años. 

«Las  cárceles  de  deudores  en  América,  en  los  estados  que  no 
han  abolido  la  prisión  por  deudas,  no  son  superiores  a  los 
miserables  eatablecimiontoa  de  esta  clase  quo  tenemos  en  In- 
glaterra. Esperamos  llegue  el  tiempo  en  que  esta  ospecie  da 
cárcel  deje  de  ser  necesaria.  No  debe  castig'arso  del  mismo 
modo  al  deudor  que  al  facineroso;  hablamos  dul  deudor  des- 
graciado; el  Traudulento  es  un  malhechor.  Si  la  prisión  del 
deudor  ca  para  el  recobro  de  la  deuda,  nada  puede  haber  maa 
absurdo,  porque  encarcelarle  no  es  darle  medios  de  pa(jar;  i 
si  ol  deudor  tiene  propiedades,  ¿por  que  no  se  cubre  la  deuda 
con  ellas  sin  despojarle  de  la  li))ortad?  Si  se  quiere  de  ese  modo 
impedir  que  se  contrai;?an  deudas,  se  obtiene  un  resultado 
contrario,  porque  nada  conti-ibuyo  mas  a  la  facilidad  de  prestar 
i  dar  al  liado,  quo  la  imajinaria  segundad  que  se  cree  tener 
en  la  persona  del  deudor,  al  paso  quo  un  excarcelamiepto 
incierto  i  remoto  es  un  débil  freno  para  los  especuladores 
osados  o  incautos,  n 
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En  prueba  de  la  neccsiilad  de  la  formación  de  un  código 
An  loa  países  que  todavia  se  gobiernan  por  las  Ieye.s  españolas, 
nos  ha  parecido  conveniente  insertar  aquí  lo  que  el  docto  don 
Francisco  Martínez  Marina  expuso  al  consejo  do  Castilla  en  7 
de  setiembre  de  1S15,  i  ba  publicado  en  su  interesante  opúscu- 
lo, Juicio  Crilico  dfí  la  Naolsima  ftecopUacion,  dado  a  luz 
en  Madrid  el  año  do  1819. 

■Los  litiTatos  españoles  i  jurisconsultos  sabins  Helaron  ya 
a  convencerse  que  seria  obra  mas  fácil  i  ascfjuiblc  formar  de 
nuevo  un  cuerpo  lejislativo,  que  correjir  loa  vicios  e  imper- 
fecciones do  los  que  todavía  cstAnen  uso  i  gozan  de  autoridad. 
Desde  luego  reconocen  en  la  Recopilación,  el  mas  importante 
i  necesario,  defectos  incurrejibles  por  su  misma  naturaleza; 
obra  inmensa,  i  tan  voluminosa  que  ella  sola  acobarda  a  los 
profesores  mas  laboriosos;  vasta  mole,  levantada  de  escombros 
i  ruinan  antit^uas;  edificio  monsli-iioso,  compuesto  de  partes 
belerojéneas  i  órdenes  inconcíliiible'S;  hacinamiento  do  leyes 
antiguas  i  modernas,  publicadas  en  diferentes  tiempos  i  por 
causas  i  motivos  particulares,  i  truncadas  do  sus  orijinales, 
que  ea  necesario  consultar  para  comprender  el  (in  i  blanco  de 
su  publicación.  Por  lo  cual,  un  sabio  majistrado  que  había 
invertido  muchos  años  en  el  estudio  de  la  Tíecopííacion,  dijo 
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oportunamonte,  i  escribió  en  el  ^o  de  1S08,  qiic  exte  cuerpo 
legal  era  un  fárrago  de  lejislacion  i  de  historia. 

■  Las  ciencias  (como  dijo  un  erudito  ministro  del  reí)  dejaron 
de  ser  para  nosotros  un  me.Iio  de  buscar  la  verdad,  t  se  con- 
virtieron en  un  arbitrio  para  biiso.tr  la  viiia.  Multiplicáronse 
los  estudiantes,  i  con  ellos  la  i mp^rfiíccion  de  los  esludios;  í  a 
la  manera  de  ciertos  ¡naectoN  t|ue  nacen  de  la  podredumbre,  i 
solo  sír%'en  para  propagarla,  los  escnlásticus,  lo?;  pragmáticos, 
los  casuistas  i  malos  profesores  de  las  facultades  intelectuales 
envolvieron  en  su  corriip<íion  los  principios,  el  aprecio  i  hasta 
la  momoria  de  las  ciencias  úIíIph.  Cuando  se  Ileffiícna  disipar 
estos  nublados  (continúa  el  señor  Marina),  cuando  se  perfec- 
cione entre  nosotros  la  educación  literaria,  cuando  se  progrese 
en  el  buen  gusto  i  arte  de  razonar,  cuando  no  se  opon<:raD  obs- 
táculos a  la  luz  que  brilla  i  resplandece  en  otros  países,  cuando 
se  rectifique  la  opinión  pública  i  se  jeneralice  la  instrucción  ¡ 
la  sabiduría;  entonces  se  conocerá  la  necesidad  i  so  tralará 
seriamente  de  formar  un  código  Icjislativo  di<ínn  de  la  nación 
eepañola,  por  el  estilo,  orden  i  método  de  los  que  se  han  pu- 
blicado en  Francia,  Prusia  i  Austria;  i  la  liecnjiilarion,  en  e! 
euliido  (jue  hoi  tiene,  vendrá  a  parar  en  lo  quo  otros  muchos 
libros  de  su  mismo  metal  i  jaez,  que  solo  api-ovechan  para 
envol  ver  especias . 

•  Desde  elsjgloXVI  I,  se  hicieron  en  Europa  alffunas  tentativas 
para  mejirrur  el  estada  de  la  ciencia  legal,  i  la  suerte  del  dere- 
cho público  i  privado.  Los  esfuerzos  de  la  razim  i  el  influjo  de 
la  (iloHofía  pradujeron  sucesivamente  una  multitud  de  códif^s 
que  dan  honor  a  las  naciones  que  los  han  promovido  i  n  los 
príncipes  que  los  sancionaron.  Sin  embargo,  nio^no  hai  exen- 
to i  libro  de  imperruccionejj  i  defectos  considerables.  El  código 
dinamarqués  de  1683,  el  mas  antiguo  en  su  clase;  el  sueco,  el 
código  de  Federico,  el  sanio,  el  Teresiano,  el  francés,  que 
a  mi  juicio  se  aventaja  a  tollos,  ni  'son  completos,  ni  estát} 
perfectamente  acabados.  Pero  el  código  español,  la  R'^copil»- 
cion,  en  cualquiera  época  que  se  considero,  aunque  mas  volu- 
minoso i  abultado,  i  acaso  mas  copioso  i  abundante  que  aqué- 
llo», fn  mérito  <ts  inferior  a  lodos,  i  sumamente  defectuoso  con 


relación  a  las  calidades  que  tienen  di^|)endencia  do  la  fílutiiiria, 
detalójicaí  déla  gramática. » 

El  señor  Marina  encuentra  la  cuusa  do  loa  vicios  de  este  in- 
dijoBtoüódigo,  en  el  absurdo  siateina  que  so  siguió  de  compílítr 
en  él  las  leyes  del  reino  vivas  i  no  deroi^adas,  estam pandólas 
fielmente  como  so  hallaban  en  bus  orijinalos;  yerro  en  (¡ue 
tuvieron  parte  diferentes  motivos:  la  ignorancia  de  la  filoso- 
fía del  derecho;  el  amor  ciego  a  las  antii^uas  leyes,  el  odio 
popular,  injustamente  concebido  contra  las  novedades;  i  «la 
voz  i  viitti  de  muchos  que  tendrían  a  menos  sor  contados 
entre  los  ijuir  componen  la  clase  del  pueblo,  de  los  que  gozan 
conctípto  lie  dorios  i  pasan  por  oráculos  de  la  lei;  los  cuales 
por  asegurar  su  fortuna  i  reputación,  o  aumentarla  i  dar  im- 
portanci^i  a  sus  personas  i  ministerios,  de  común  acuerdo  ce- 
lebran el  sistema  establecido,  aunque  vacilante  í  dc-répito; 
esfuerzan  el  partido  de  intnlepancia  de  toda  lei  i  costumbre  ex- 
tranjera; p.mderan  los  inconvenientes  o  escollos  i  pelisti'OH  de 
las  novedades;  i  echando  un  velo  sobro  los  defectos  e  imper- 
fecciones di-  nuestra  lejislacion,  solo  trahtn  de  fomentar  la  va- 
nidad iiai-ioiiid,  i  de  mantenL-r  al  pueblo  en  su  ceguedad,  jireo- 
oupacíon  e  ignorancia. 

«Nacieron  de  esto  plan  vicioso  la  inmensa  multitud  de  citas 
t  remisiones  que  se  hallan  sobre  el  epigrafo  o  sumario  de  rada 
una  de  las  leyes;  trabajo  inútil  i  embarazoso,  porque  un  eódi- 
fto  no  debe  ser  una  mera  redacción  o  copílacion  do  leyes,  pro- 
videncias i  pragmáticas  expelidas  en  diferentes  épocas  i  con 
diversos  motivos,  sino  una  obra  orijinal,  fruto  de  medilaciones 
filosólicníi;  i  no  necesita  de  citas  o  remisiones  a  otros  monu- 
mentos legales  mas  antiguos,  ni  de  mendicar  su  autoridad  de 
I0.S  príncipes  que  nos  han  precedido Mas  a  aste  di'feeto  si- 
guen oíros  de  mucha  mayiirconsocupncia:  defectos  de  estilo  i  de 
lenguaje  en  la  extensión  do  las  leyoci.  Su  lenguaje  debe 
gee  el  de  la  verdad;  uniforme,  semillo  i  familiar;  expresio- 
nes claras,  términos  íntelijibles,  ideas  justas  i  exactas.  Sien 
toda  clase  de  conocimientos  el  vicio  i  desorden  del  lenguaje  es 
a  un  mismo  tiempo  efecto  i  causa  de  la  ignorancia,  de  la  oon- 
íusiun   i  dil   error,  en   materia  de  lejislacion  es  mas  funesto. 
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porque  i\c  aquí  nacen  la  ignorancia  Je  los  deberes  sociales,  la 
inobservancia  o  abuso  de  las  leyes,  la  incertidiimbre  en  que 
fluctúa  el  ciu'ladano  sobre  asuntos  en  que  le  van  «u  honor,  suli- 
BÍBtencia  i  vida;  de  aquí  losrmbarazos  i  dificultades  que  ae  ex- 
perimentan en  el  foro,  las  interpretaciones  arbitrarias  o  mali- 
ciosas, i  la  imposibilidad  de  saber  las  leyes  el  común  del  pueblo 
paraquiensehan  formado;  purqueelcódÍRO  nacional  no  se  debió 
copilar  solamente  para  los  sabios,  \mvn  los  majistrados  i  j  uriscon- 
sultos,  sino  para  todos  losciudadanos.  A  todosdebeser  accesible, 
por  todoe  intelijible,  su  libro  familiar,  el  catwiKmo  del  pueblo. 

«La  multitud  de  términos  técnicos  peculiares  de  un  método 
arbitrario,  sin  que  precedan  o  acompañen  breves  ilefinicioiios; 
las  nomenclaturas  desconcidas,  loa  modismos  desusados,  el  es- 
tilo scmibárl)aro  i  anticuado,  son  defectos  inevitablrs  en  el 
adoptado  sistema  de  trasladar  a  la  letra  i  reunir  en  un  cuerpo 
las  leyes  do  tan  diferentes  edades.  Asi  fué  que  los  copiladores, 
en  lunfardo  difundir  la  luz,  i  facilitarla  intelijenciadelas  leyes, 
han  esparcido  por  todo  el  código  la  oscuricliid  i  las  tinieblas. 

"Se  aumenta  la  confusión  con  la  redundancia  del  estilo. ..Esas 
ordenanzas  i  reglamentos  cuyo  texto  ocupa  a  las  veces  dos, 
cuatro,  ocho  i  diez  fojas,  circunstancia  singular  denuestro  có- 
digo, que  lo  distingue  de  todos  los  conocidos,  i  lo  constituye 
en  eierta  manera  orijinal;  esas  pragmáticas  tan  complicadas 
i  talvez  opuestas  i  contradictorias;  esas  leyes  tau  prolijas,  som- 
bradas do  proposiciones  inconexas  con  la  principal,  paréntesis 
i  detalles  inútiles,  frases  i  períodos  accesorios,  que  no  pertene- 
cen a  la  sustancia  de  la  leí;  atestadas  de  citas,  prólugos  imper- 
tinentes i  disertaciones  hístórico-legales;  torio  esto  hace  suma- 
mente árido  i  desagradable  el  estudio  de  nuestras  leyes;  impide 
que  se  puedan  entender  i  retenor  en  la  memoria;  es  un  ma- 
nantial de  OBcuridades,  i  no  sirve  mas  que  para  cebar  un  velo 
sobre  la  voluntad  del  loj islador. « 

Hace  también  el  señor  Marina  juiciosas  observaciones  sobr^ 
loB  falsos  principios  de  moral  i  |>oUtÍca,  que  han  presidido  a 
la  formación  do  una  parte  mui  considerable  de  nuestras  leyes, 
do  lo  que  ha  resultado  no  solo  el  oreeer  dosmed  idamente  su 
número,  sino  el  mezclarse  amtmudo  el  lejislador  en  lo  que  nu 
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exijo  SU  intervención,  o  en  lo  que  ésta  es  del  todo  ineficaz  a 
impotente  o  quízd  perjudicial:  «reglamentos  suntuarios  para 
fijar  la  materia  i  hechura  de  los  vestidos,  los  gastos  de  loa 
convites,  t>l  menaje  de  casa  i  el  traje  de  las  iiiujen^s;  regla- 
mentos relativos  a  las  posturas  de  comestililcs,  tasas  de  gra- 
nos, valor  do  las  morcadeirias,  ínteres  lejíal  en  lus  cambios  i 
comercio  de  la  moneda;  leyes  parciales,  jurisdicciones  emba- 
razosas, fueros  privilojiados,  que  hacen  la  lejislacion  compli- 
cada, incomprensible  e  infructuosa..,. 

«Una  triste  experiencia  nos  ha  mostrado  que  la  imperfec- 
ción denuestra  jurisprudencia,  los  males,  abusos  i  desórdenes 
del  foro  nacieron  principalmente  de  la  dificultad,  por  no  decir 
imposibilidad  de  sabor  las  leyes  a  causa  de  su  inmensa  multi- 
tud, la  cual  es  un  velo  tenebroso  que  oculta  su  intelijencia 
sus  defectos. — La  multiplicidad  de  leyes,  dice  Saavedra,  es  mu 
dañosa  a  la  república,  porque  con  ellas  se  fundaron  todas, 
por  ella  se  perdieron  casi  todas.  En  habiendo  muchas,  causan 
confusión  i  se  olvidan,  ono  se  pudiendo  observar,  se  desprecian. 
Argumentos  son  de  una  rcpúbUca  disoluta.  Unas  so  contradi- 
cen a  otros,  i  dan  lugar  a  las  interpretaciones  do  la  malicia,  1 
a  la  variedad  de  las  opiniones,  de  donde  nacen  los  pleitos  i  laa 
disensiones.  No  menos  suelen  ser  trabajadas  las  repúblicas  con 
las  muchas  leyes,  que  con  los  vicios. — 

■  Hé  aquí  el  estado  actual  de  nuestra  lejislacion.  ¿Quién 
oería  hoi  capaz,  aun  después  de  muchos  años  de  estudios  i 
continuadas  investigaciones  de  comprender  todas  las  partes  del 
sistema  de  la  jurisprudencia  española?  El  juez  mas  íntegro, 
el  abogado  mas  estudioso  no  pueden  menos  de  ipiorar  en  gran 
parte  las  leyes  de  España.  Ningún  profesor  de  esta  ciencia, 
por  mas  que  so  afane,  podrá  adquirirla  en  el  grado  correspon- 
diente, i  cada  dia  se  hallará  mas  perplejo  i  dudoso  sobre  el 
último  estado  délas  disposiciones  i  establecimientos  de  la  lejis- 
lacion española.» 

Estos  defectos  eran  una  consecuencia  necesaria  del  plan 
seguido  para  la  redacción  del  código.  El  señor  Marina  nota 
otros  muchos  que  provinieron  de  la  incapacidad  o  incuria  de  loa 
redactores,  vcrbi  gracia:  la  falta  do  orden;  los  errores  de  los 
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epígrafes,  que  atribuyen  tan  leyes  fi  tiempos  quo  no  corres- 
ponden, i  talvez  a  royes  quo  nada  resolvieron  sobre  ol  parti- 
cular, o  resolvieron  lo  contrario;  notas  i  remisiones  inexactas, 
confusas  i  vag4.s¡  leyos  forjadas  de  tloi'umentos  repugnantes,  o 
por  lo  menos  inconexos;  leyes  de  ningún  uso  en  nuestros  días, 
por  haber  cesado  las  causas,  Ones  i  objetas  de  su  publicación; 
leyes  rejietiilas  i  redundantes;  mezcla  de  leyea  vivas  i  muertas, 
derogadas  i  derogantes;  leyes  erradas,  interpoladas,  i  no  con- 
formes con  los  orijinalea  de  que  se  sacaron;  leyes  que  no  me- 
recen esto  nombre,  porque  solo  contienen  amonestaciones, 
recuerdos,  encargos  i  providencias  ceñidas  a  asuntos,  casos  i 
personas  particulares;  leyes  que,  atendida  su  materia,  objeto  i 
tistilo,  no  mereciitn  lugar  en  un  código  nacional;  i  en  medio  de 
toda  esta  multiplicidad  i  redundancia,  leyes  excelentes  oniiti- 
das,  i  vacíos  quo  hubieran  podido  llenarse  fácilmente.  El  señor 
Marina  sustancia  cada  uno  de  estos  cargos  con  multitud  do 
ejemplos;  e  insiste  a  cada  paso  sobre  la  necesidad  de  un  códi- 
go ordenado  i  completo,  reducido  a  un  solo  volumen  de  mo- 
derado tamaño,  í  accesible  a  la  inteligencia  de  todos. 

Llamamos  la  atención  sobre  estos  extractos  del  interesante 
opúsculo  del  señor  Martínez  Mai'ina,  tan  conocido  en  la  república 
literaria  por  su  Ensayo  Histórico  sobre  la.  Lejislacion  Espa- 
ñola i  BU  Teoría  de  las  cortes;  i  no  dudamos  quo,  leídos  sin 
preocupación,  acabarán  de  convencer  a  los  que  todavía  vacilen 
en  su  juicio,  de  la  necesidad  de  coilificar  nuestras  leyes,  segun 
el  plan  presentado  a  las  cámaras,  que  coincide  en  un  todo,  con 
las  ideas  de  aquel  sabíu  escritor.  Pero  ^necesitamos  acaso  de  la 
exposición  que  hace  ol  señor  Marina  del  estado  de  nuestra  ju- 
risprudencia í  de  los  vicios  de  nuestros  cuerpos  le  gal  as?  Nuestros 
jueces  i  jurisconsultos  los  palpan  demasiado;  i  el  gobierno, 
hemos  de  juzgar  por  los  discursos  del  presidente  a  las  cámaras, 
conoce  i  deplora  el  actual  úrdon  do  cosas,  i  está  decidido  a  tra- 
bajar esforzadamente  en  remediarlo.  Sin  embargo,  ¡cosa  extra- 
ña! después  de  tantas  i  tan  expresivas  recomondac¡one.s  del  go- 
bierno, ha  trascurrido  la  mitad  del  poríoilo  constitucional  do  la 
lejislatura  de  este  ano,  i  nada,  nada  absolutamente  so  ha 
hecho  en  un  objeto  que  casi  todos  consideran  como  de  la  pri- 


nieni  impurtancia.  No  so  dirá  s¡n  duda  que  las  mnl'TÍ«s  vn 
qut!  hasta  ahora  hv.  ha  ocujiado  el  congreso  son  de  una  iiiipor- 
tancin  preferente.  En  nuestro  sentir,  ni  las  reformas  con«ti- 
tucionaltB  que  han  absurvído  casi  toda  hu  atención  Ioh  año» 
pasitdus,  pueden  ponerse  en  paralelo  con  ésta,  Pero  concluido 
ya  este  trabajo  (cuya  importancia  estamos  muí  lejos  do  des- 
conocer], jiiímo  puede  explicarse  la  apatía  de  los  representan- 
tes de  la  nación  en  un  punto  en  (¡ne  tanto  interesan  el  bien 
jeneral,  el  goce  verdadero  de  las  ij'arantias  constitucionales  » 
U  Be^furidail  de  todo  lo  que  es  precioso  i  saj2:rado  a  los  hom- 
bres? Es  pntbable  que  pasará  la  actual  lejialatura  sin  haborae 
tomado  siquiera  en  consideración  un  proyecto  que  con  tanto 
ahinco  le  ha  recomendado  mas  de  una  vez  el  jefe  supremo;  i 
esta  recomendación  vendrá  a  ser  como  una  especie  de  mero 
formulario  ile  los  discursos  de  apertura,  a  lo  menos  mientras 
una  jeneracion  mas  amante  de  la  causa  pública  o  mas  decicUda 
en  sostenerla  no  ocupe  el  lugar  de  la  presente. 

Se  ha  iniciado  en  el  senado  el  proyecto  de  organización  de 
los  tribunales  de  justicia;  i  tenemos  ciertos  presentimientos  do 
que  sus  trabajos  en  esta  materia  (aunque  emprendidos  sin 
(luda  con  lnn  mejores  intenciones  ¡  ton  verdadero  deseo  de 
acertar)  dejarán  subsistentes  todos  los  \  icios  i  defectos  de  que 
adolece  el  actual  sistema.  Estamos  convencidos  de  que  este 
arreglo  no  puede  ti-azarse  con  acierto,  sino  después  de  haber- 
se reformado  el  orden  de  enjuiciamientos;  i  deque,  aun  cuando 
su  diesen  al  sistema  judicial  las  garantías  de  que  necesita  para 
llenar  su  objeto,  no  será  posible  hacerlas  efectivaft  sin  un 
cucrjio  do  leyes  cual  conviene  a  un  pueblo  que  desea  ser  libre, 
es  decir,  sin  un  cuerpo  de  leyes  que  en  el  volumen,  forma, 
lenguaje  i  método  sea  enteramente  diverso  del  que  exista. 
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Trabajándose  ahora  por  comisión  del  gobierno  en  el  pro* 
yecto  de  organización  de  los  tribunales,  se  nos  permitirá,  con 
el  objeto  de  promover  la  discusión  de  un  asunto  do  tanta  im* 
portancia,  reproducir  de  cuando  en  cuando  en  este  periódico 
las  ideas  do  algunos  eminentes  jurisconsultos,  que  han  escrito 
sobre  esta  materia,  reuniendo  la  fílosofia  i  la  despreocupación 
a  los  conocimientos  legales. 

Una  de  las  cuestiones  que  en  estos  últimos  años  se  han  ven* 
tilado  con  mas  calor,  es  la  relativa  al  número  de  personas  de 
que  debe  constar  un  juzgado.  Se  tenia  por  inconcuso  i  se  mi- 
raba como  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada  que  a  lo  me- 
nos los  tribunales  de  apelación  debian  componerse  de  muchos 
ministros.  Bentham  ha  sostenido  con  argumentos  fortísimos 
la  razón  contraria.  Adoptada,  como  debe  adoptarse  en  todo 
sistema  de  administración  de  justicia,  la  publicidad  absoluta 
de  los  juicios  en  todas  sus  partes,  basta  un  solo  juez,  dice 
Bentham,  i  aun  me  adelanto  a  creer  que  uno  solo  es  preferible 
a  muchos. 

Según  este  escritor,  la  unidad  en  la  judicatura  es  favorable 
a  todas  las  circunstancias  que  deben  exijirse  de  un  juez,  al 
paso  que  la  pluralidad  las  menoscaba  i  debilita.  La  integridad 
de  un  juez  depende  mucho  de  su  res}X)nsabilidad;  i  su  respon- 
sabilidad es  mucho  mayor,  sea  delante  de  la  lei,  sea  con  res* 
opúsc.  9 


pecto  a  la  opinión  pública  (quo  despiiea  tle  todo  es  ol  único 
tribunal  que  puede  ejercer  sobre  los  jueces  una  superintenden- 
cia eíii'az,  cuando  se  lo  suministran  loa  medios  de  instruirse  i 
pronunciar  sus  juicios),  si  pesa  sobre  un  hombre  solo;  si  este 
hombR'  no  tiene  mas  apuyo  ante  el  público  que  la  rectitud  de 
sus  decisiones,  ni  mas  escudo  que  la  estimación  de  sus  con- 
ciudadanos; i  si,  en  el  caso  de  cometer  una  injusticia,  el  des- 
crédito ha  de  caer  sobre  él  todo  entero,  i  se  halla  solo  contra 
la  indignación  universal.  Pocos  hombres  sti  inmolan  por  la 
virtud;  por  la  infamia,  ninguno.  Aun  cuando  un  juez  no  fuera 
ínteifro  por  inclinación,  tendria  quo  serlo  a  pesar  suyo  en  una 
posición  on  que  su  interea  es  evidentemente  inseparable  de  sa 
deber. 

Esto  sucede  en  un  juzgado  unipersonal;  veamos  a  qué  se 
reduce  la  responsabilidad  de  un  tribunal  numeroso.  Una  cor- 
poración, ademas  de  contar  con  mucho  mayor  número  de  co 
nexiones  sociales,  de  valedores  i  aiiasíonados,  tiene  a  su  favor 
el  prestijio  de  aquella  su[ierior  autoridad  e  instrucción  que  se 
presume  en  una  reunión  escojida.  Para  el  vulgo,  es  mui  cómo- 
do, en  vez  de  pesar  las  razones,  contar  los  votos.  Gl  número 
impone  respeto  a  la  imajinacion,  i  en  casos  ordinarios  la  sub- 
yuga, Si  esta  ilusión  se  extendiese  a  todo  el  púbhco,  el  mal 
no  sería  tan  grave,  porque  las  sentencias,  aunque  fuesen 
injustas,  no  lo  pareceriun,  Pero  no  es  asi:  unos  se  dejan  arras- 
trar del  número;  otros  examinan  i  condenan.  El  descrédito  se 
propaga,  i  a  la  larga  echa  raíces  hondas,  a  lo  menos  en  la 
ciase  mas  instruida  de  la  sociedad,  que  es  la  que  da  el  tono  a 
la  opinión. 

La  responsabilidad,  pues,  tan  poderosa  sobro  el  individuo, 
intimida  mucho  menos  a  una  corporación,  i  tanto  menos, 
cuanto  mas  numerosa  sea;  i  lo  peor  es  que  no  so  consigue 
por  este  medio  ní  aun  la  mezquina  ventaja  de  que  deslumbre 
a  los  ignorantes,  porque  solo  la  rectitud  de  las  decisiones 
puede  asegurar  largo  tiempo  la  confianza  pública.  Bentham 
apoya  esta  idea  con  la  historia  de  algunas  corporaciones 
célebres. 

Gil  un  triJjuiiul  compuesto  do  muchos,  cuda  miembro  tiene 
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d  m«lio  de  absolverse  a  sí  mismo,  imputándose  unos  h  otros  la 
oHiosidad  de  un  decreto  injusto,  que,  alendo  obra  de  todos,  no 
lo  es  en  realidad  de  ninguno.  Mi  modo  de  pensar  no  era  ese, 
pero  la  mayoría  de  mis  colegas  estaba  tan  decidida,  que  no 
pude  reMislirla.  Tal  es  el  lenguaje  de  varios  juecea  i  de  sus 
amígoft;  la  debilidad  pasa  jior  modestia  i  la  cobardía  por  defe- 
rencia; la  afrenta  de  la  injusticia  se  elude;  o  dividida  en  la 
muchedumbre,  ae  reduce  a  una  fracción  pequeña,  Pero  un 
juez  único  no  tiene  escapatoria;  él  reporta  todo  el  crédÍLo  de 
Io3  aciertos,  i  toda  la  ignominia  de  las  prevaricacionea. 

Añádase  a  esto  que  en  un  cuerpo,  sobre  todo  aí  es  algo  nu- 
meroso, los  individuos  se  ajMyan  i  sostienen  unos  a  otros.  Un 
hombre,  en  medio  de  sus  compañeros,  se  fortifica  con  los  aplau- 
sos de  éstos  contra  la  desaprobación  jeneral.  Las  personas  que 
vemos  diariamente  i  con  quienes  formamos  relaciones  íntimas, 
Bon  aquellas  cuyo  concepto  i  buena  voluntad  nos  importan 
mas.  Pero  un  juez  que  no  puede  oponer  a  sus  censores  la  fuer- 
xa  de  una  confederación,  sucumbirá  ou  breve  a  la  reprobación 
pública,  sí  ea  qne  podemos  suponerlo  tan  insensato  que  quiera 
acumular  carbones  encendidos  sobre  su  cabeza, 

Suceile  amenudo  en  una  corporación  que  un  individuo 
arrastra  tas  opiniones  de  sus  colegas  por  su  saber  o  su  carác- 
ter.  Entonces,  engañando  cate  voto  predominante,  estánsegu- 
ros  los  citroa.  El  tribunal  que  se  halla  en  eate  caso,  que  no 
es  de  rara  ocurrencia,  es  unipersunal  de  hecho,  i  sin  embargo 
carece  de  las  garantías  de  los  juzgados  uniperaonalea. 

Otro  inconveniente  de  la  pluralidad  es  que  ofrece  a  cada 
miembro  un  medio  de  prevaricar  a  medias  sin  comprometerse. 
Con  dejar  de  asistir  al  tribunal,  se  da  medio  voto  al  litigante 
injusto  quo  se  desea  favorecer.  Cl  juez  único  tiene  que  dar 
todo  au  voto  o  dejar  a  otro  su  puesto. 

El  número  ademas  puede  servir  para  paliar  parcialidailes, 
actos  de  arbitrariedad  o  tiranía  bajo  el  pretexto  especioso  de 
celo  por  la  honra  o  dignidad  de  la  corporación.  Por  salvar  el 
honor  de  ésta,  se  desentienden  sus  miembros  de  reconocer  un 
error,  i  agravan  los  perjuicios  de  las  partea  en  vez  de  confe- 
üarlos.   Desgraciado  el  que  ofenda  al  tribunal  o  a  uno  de  sus 
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miembros,  porque  cÉíQa  cual,  aparentando  no  consultar  mas 
que  el  inferes  común  del  cuerpo,  sirve  en  efecto  al  suyo.  Para 
un  juez  único,  no  liai  esteapoyo.  No  tiene  asilo  a  que  acojerse. 
Sus  injusticia»  o  sus  desac^icrtos  son  suyos,  nó  de  un  nér  mo- 
ral abstracto,  a  quien  es  preciso  sacar  airoso  a  todo  trance,  i 
para  quien  arde  ostensiblemente  el  incienso,  que  en  realidad 
se  quema  en  las  aras  del  amor  propio  ofendido. 

Esto  iK)r  lo  tocante  a  la  integridad:  en  otro  número  veremos 
[sipfuiendo  siempre  a  Dentham]  si  In  pluralidad  de  los  jueces 
prutiuoe  mejores  efectos  sobre  sus  dispoBÍcioiios  intelectuales. 


II 


¿Será  acaso  mas  favorable  el  sistema  cíe  pluralidad  a  las 
dispantcioncs  intidectualesde  los  jueces?  ¿Hai  motivu  de  espe- 
rar que  se  prestará  mayor  atención  a  la  causa,  se  voniprende- 
rá  mejor,  se  fijanin  mas  profundamente  en  la  memoria  del 
juez  todas  las  circunslmicias,  se  c^lilicarán  con  mas  tino  las 
pruebas,  i  se  aplicará  mas  acertadamente  la  loi,  cuando  con- 
curren a  estas  delicadas  operaciones  muchos  hombres,  que 
cuando  totlas  las  ejecuta  uno  solo? 

Aquí  parece  que  la  ventaja  está  de  parte  do  las  judicaturas 
volcjiadus,  dundo  es  probable  que  un  individuo  se  distinga  por 
la  atención  o  la  memoria,  otro  por  la  facilidad  de  comprensión, 
éste  por  el  conocimiento  profundo  de  las  leyes,  aquél  por  la 
destreza  en  el  examen  i  craduacion  do  las  pruebas,  esotro  por 
la  razón  madura  i  sólida,  que  penetra  el  espiritu  de  la  lei  i 
percibe  do  una  ojeada  sus  límites  i  sus  aplicaciones;  de  manera 
que  no  pudiendo  todos  los  hombres  ¡xiscer  en  igual  grado 
tantas  cualidades  diferentes,  parecoque  se  remedia  este  incon- 
veniente on  la  reunión  de  muchos,  donde  suplen  los  unos  lo 
que  falta  a  los  otros. 

Debemos  distin<^uir  los  asuntos  sencillos  i  fáoiles,  que  son 
los  que  mas  do  ordinario  so  presentan  a  ima  judicatura,  de 
los  complicados  i  didcilos,  que  a  lo  mas  serán  como  diez  ontre 
ciento.  Si  la  ventaja  de  que  liemo.s  hablado  es  efectiva,  su 
utilidad  se  limita  solo  a  este  número.   P^n  los  demás  casos,  un 


homltre  cíe  cualiilsdea  intelectuales  un  poco  superiores  a  la 
mediucridad,  i  con  cuya  integridad  pueda  contarse,  tiene  cuan* 
to  es  necesario  para  la  rectitud  de  las  decisiones,  particular- 
inetite  con  oí  auxilio  de  un  cuerpo  de  leyea  completo,  sem-illo 
i  metóilioo. 

l'uro,  aun  en  las  cuestiones  oomplícadas,  la  ventaja  de  las 
corjjoracionea  es  mas  aparente  que  real.  Hai  en  su  seno,  si  se 
(luiere,  mayor  caudal  de  atención,  de  memoria,  de  juicio  i  de 
luces,  Pero  ¿hai  acaso  el  mismo  motivo  para  ponerlo  en  ejer- 
cicio, donde  la  responsabilidad,  como  lo  hemos  visto  en  el 
articulo  precedente,  obra  con  tanta  menos  fuerza?  Esa  misma 
aparente  cooperación  hace  a  cada  uno  de  los  individuos  mas 
conliftilo  i  noglijente  que  si  fuera  solo.  Los  unos  cuentan  con 
los  otros;  i  de  este  modo  sucede  que  ninguno  saca  todo  el 
partido  que  pudiera  de  sus  cualidades  individuales.  Si  hai  uno 
cuyo  voto  arrastra  el  de  los  demás,  la  pluralidad  no  produce 
utilidad  alguna;  sí  hai  emulaciones  i  rivalidades,  peor;  el  hucn 
juicio  del  uno  tendrá  que  luchar  con  la  preocupación  o  la 
tenacidad  del  otro;  i  las  fuerzas  concurrentes,  en  vez  de  auxi- 
liarse, se  menoscabarán  obrando  en  direcciones  contrarias. 

El  juez  unipersonal,  por  el  contrario,  tiene  todas  las  razones 
posibles  para  hacer  valer  las  dctes  características  de  que  la 
naturaleza  le  ha  provisto,  i  para  suplir  i  perfeccionar  gradual- 
mente aquéllas  en  que  sobresale  menos.  En  esta  clase  de 
juzgados,  es  donde  se  forman  aquellos  hombres  eminentes, 
que  juntan  al  caiídal  de  luces  i  a  la  madurez  de  razón  una 
actividad  mental  i  una  laboriosidad  increíbles.  No  hai  hombre 
tan  torpe,  que  no  se  linsonjeo  de  poder  pasar  a  la  sombra  do 
una  corporación;  en  un  juzgado  unipersonal,  nailie  puede  con- 
tar sino  con  sus  propios  recursos;  do  que  resulta  que  en  las 
corporaciones  predomina  el  número  de  sujetos  incapaces,  que, 
en  vez  de  ayudar  a  sus  colegas,  les  estorban  i  embarazan. 

La  unidad,  dice  Bentham,  es  un  medio  excelente  para  des- 
cubrir el  verdadero  mérito.  (In  hombro  limitado  i  de  saber 
escaso  puede  ocultarse  largo  tiempo  en  una  corporación  nu- 
merosa; pero,  si  tiene  que  hatrer  |>apel  por  sí  solu  en  un  teatro 
público,  su  insuficiencia  se  dará  bii-n  pronu*  a  coiioct-r. 
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También  hai((ue  tener  presente,  dice  el  mismo  estjritor,  que 
un  juez  ijniuo  no  estñ  abamloniKloasí  mismo;  tothi  causa  se  li- 
tiga contraclictonamontopoi-  dos  abogados  que  le  aujieren  los 
bechoa,  laa  prunbas  i  laa  leyes,  i  do  ijuioncs  puedo  prometerse 
mayores  esfuerzos  que  de  una  reunión  de  jueces.  Ademas,  el 
recurso  de  segunda  instancia  produce  todas  las  utilidades  de 
la  pluralidad,  porque  dos  jueces,  que  tienen  sus  Nosionos  se- 
paradamente, son  en  realidad  dos  jueces,  pues  no  tienen  las 
mismas  prevenciones  ni  los  mismos  hábitos,  ni  la  noglijencia 
dol  uno  puedo  compensarse  por  la  actividad  o  el  celo  del  otro; 
mientras  que  dos  jueces  perteneoientea  a  un  mismo  tribunal 
son  dos  en  la  apariencia  i  ménus  que  uno  en  realidad. 

Por  otra  parte,  si  un  juez  so  halla  perplejo  para  pronunciar 
8U  diciston,  nadie  le  impide  consultar  letrados  i in parciales  i 
valerse  de  los  mejores  consejos;  su  responsabilidad  no  le  de- 
jará prescindir  de  semejantes  auxilios,  siempre  quo  le  sean 
necesarios . 

Hemos  visto  que  la  pluralidad  do  jueces  no  es  favorable 
ni  a  ¡as  cualidades  morales,  ni  a  las  intelectuales  del  juzgado. 
Pero  ademas  militan  a  favor  de  las  judicaturas  unipersonales 
dos  ventajas  incontestables:  la  celeridad  i  la  economía.  Con 
un  juez  único,  uose  pierde  tiempo  en  debates  i  discursos  inOi- 
tilos,  que  no  satisfacen  mas  que  la  vanidad  del  que  los  pro- 
nuncia. Un  juez  úiiieo  no  tiene  que  luchar  con  las  contra  lic- 
ciones  del  nial  humor  de  unos,  con  los  obstáculos  del  amor 
propio  de  otros,  con  la  pusilanimidad  de  éste,  con  la  obstina- 
cioQ  do  aquél,  con  1a  mala  fe  o  la  ignorancia  de  esotro.  Cuando 
se  ha  enterado  de  la  causa  i  ha  formado  su  juicio,  está  totlu 
concluido. 

Si  hai  muchos  jueces  i  sus  sueldos  son  mezquinos,  todos  loa 
hombres  de  capacidad  huirán  de  una  carrera  infructuosa,  i 
habrá  que  echar  mano  de  jusrisconsultos  adocenados  ¡  de 
hombres  de  poco  talento.  SÍ  los  salarios  -se  aumentan  hasta  la 
cuota  necesaria  para  que  haya  candidatos  respetables,  el  mal 
de  la  pluralidad  ya  no  es  un  negocio  de  argumento,  sino  una 
demostración  aritmética.  Si,  on  vez  do  un  juez,  se  ponen  diez, 
la  diferencia,    por  lo  tocante  al  costo  de  la  administración  de 


juBtieJR,  sori  de  mil  por  ciento.  lenta  justicia  tan  costosa,  cree- 
mos haber  probado  quo  es  al  mismo  tiempo  mas  dilatoria,  mas 
dispendiosa,  i  por  consiguiente,  páralos  litigante»,  ra¿nos  dig- 
na de  la  conQanza  públioa,  i  menos  a  propósito  para  desarrollar 
lan  cualidades  ocultas,  elevar  la  mediocridad  i  educar  majistra- 
düs  de  un  orden  superior. 

En  Chile,  es  mas  importante  esta  ventaja  de  loa  juzgadas 
unipersonales.  Con  lo  que  costase  al  erario  una  o  dos  corpo- 
rm-iones  de  jueces  en  la  capital,  se  podrian  crear  dos  o  tros  tri- 
bunales man  en  las  provincias,  donde  tanto  se  hac«  sentir  la 
falta  de  una  buena  ailministraeion  de  justicia,  ¡dotarlos  a  todos 
con  la  liberalidad  necesaria  para  dar  independencia  i  lustre  a 
la  judicatura,  i  asegurarlo  candidatos  respetables. 

Pero,  si  es  tan  maniliesta  la  superioridad  de'los  juzgados 
unipersonales, (¡de  que  procedo,  se  preguntara,  la  preocupación 
Jeneral  quehai  a  favor  de  los  otros?  Bontham  la  atribuyo  a  dos 
rausas:  la  idea  vulgar  de  que  mas  valen  dos  cabezas  quo  una, 
i  la  noción  política  de  que  conviene  dividir  la  autoridad  para 
moderarla.  Ya  hornos  visto  lo  poco  que  vale  la  primera  razón. 
En  cuanto  a  la  soguntla,  la  utilidad  de  las  corporaciones  judi- 
ci.-t1es  es  relativa  a  la  falta  de  publicidad  del  enjuiciamiento. 
Para  mitigar  el  despotismo  do  los  tribunnles  independien  toa 
de  la  opinión  publica,  no  hai  duda  quo  es  útil  la  pluralidad  de 
jueces;  pero  es  porque,  por  medio  do  ella,  so  introduce  en  el  tri- 
bunal un  destello  do  publicidad.  Una  confederación  de  juccoj*, 
por  perversos  quo  se  les  suponga,  lleva  ya  en  su  seno  semillas 
de  descontento  i  de  desunión:  un  solo  hombre  virtuoso,  i  a 
veces  un  solo  hombre  desafecto,  bastará  para  hacor  abortar  un 
proyecto  de  injusticia,  i  para  que  se  contengan  los  prevarica- 
dores con  el  rócelo  de  una  denuncia  al  público.  Pero,  si  seme- 
jante división  da  ¡intoridad  ha  debido  producir  algunos  bue- 
nos efectos  en  el  sistema  de  una  actuación  secreta  i  arbitiviria, 
no  por  eso  se  ha  de  inferirquo  una  garantía,  sujeta  a  t.intai 
imporfeccionoM,  pueda  suplir  la  falta  do  la  única  verdudera, 
que  solo  se  halla  i'u  la  publii-idad  absoluta.  Todo  cuanbi  bueno 
hai  en  la  pluniliítad  de  los  jueci^s,  no  es  mas  que  un  medí'i  indi- 
recto, a(!ompanndo  de  gravísimos  ÍncoiivonÍont<'«,  para  Ifigrar 
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en  parte  lo  que  aa  consíf^e  completa  i  dircctamentocon  un 
modo  de  enjuiciar  franco,  leal  i  público. 

Consultoinus  la  experiencia:  su  testimonio  comprueba  estos 
raciocinios.  En  arjuella  gran  mina  de  sinjiularidailes  políticas, 
la  Inglaterra,  se  hallan  los  dos  extremos  de  sencillez  i  multi- 
plicidad en  la  judicatura;  i  la  reputación  de  justicia  de  los  tri- 
bunales está  constantemente  en  razón  directa  de  su  publicidad, 
i  en  razón  inversa  del  número  de  individuos  de  que  se  com- 
ponen. 

En  el  tribunal  del  canciller,  no  hai  mas  que  un  juez;  no  hai 
jurados;  i  sin  embargo  de  esto,  ni  una  sola  sospecha  ha  oscu- 
recido su  reputación  do  medio  siglo  a  esta  parte.  Es  de  notar 
que  aquel  majistrado  no  solamente  es  juez,  sino  ministro;  que 
distribuyo  gran  número  de  empleos;  i  que  el  suyo  es  precario, 
puoíi  os  amovible  a  voluntad  del  rei.  1  sin  embargo  de  eso, 
con  las  dos  poderosas  salvaguardias,  publicidad  i  unidad, 
aquella  judicatura  ha  permanecido  sin  mancilla,  a  pesar  de 
haberla  detiempcñado  sujetos  de  mui  opuestos  caracteres;  los 
unos  irreprensibles  en  sus  costumbi-es,  los  otros  de  irregular 
conducta;  unos  interesadísimos,  otros  desinteresados;  unos 
engolfados  en  el  torbellino  político,  otros  indiferentes  a  loa 
partidos;  unos  eminentes  en  conocimientos,  otros  do  saber  muí 
escaso.  Pero  todos  han  sido  igualmente  íntegros  en  la  admi- 
nistración de  justicia;  i  aun  se  ha  visto,  como  por  una  es¡)eeie 
du  milagro  político,  que  el  mismo  individuo  que  era  tachado 
de  servilidad  i  condescendencia  en  la  judicatura  donde  tenia 
solo  un  voto  entre  muchos  [la  cámara  de  los  Paros],  gozaba 
de  una  reputación  sin  mancha  donde  no  se  pronunciaba  otra 
voz  que  la  suya. 

La  cámara  de  los  Pares  como  tribunal  de  apelación  no  debe  su 
créflitojde  justicia,  sino  a  una  circunstancia  singular:  los  lores 
se  han  desprendido  virtualmente  de  esta  autoridad  depositán- 
dola en  aquellos  de  sus  colegas  que  han  ejeroido  judicaturas. 
Así  es  como  se  han  puesto  al  abrigo  de  las  imputaciones  de 
ignorancia  i  de  parcialidad  que  de  otro  modo  habrían  sido  ine- 
vitables. En  cuanto  a  la  cámara  de  los  Comunes,  ya  se  sabe  que 
era  el  mas  itijuslo  i  parcial  do  todos  los  tribunales  cuando 
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desempeñaba  las  funciones  judiciales  en  causas  de  elecciones. 
La  iniquidad  habitual  de  sus  fallos  fué  el  motivo  reconocido 
de  la  abdicación  de  su  poder  judicial:  ponerlo  en  manos  de 
quince  jueces,  en  lugar  de  quinientos,  fué  la  idea  principal  de 
la  reforma. 

El  tribunal  superior  de  Escocia,  compuesto  de  quince  jueces, 
habia  dado  lugar  a  gravísimas  quejas;  nadie  dudaba  que  para 
reformarlo  bastaba  disminuir  su  número,  que  es  cabalmente 
lo  que  ha  sucedido  en  su  nueva  organización.  Cada  sección  de 
tres  jueces  despacha  actualmente  mas  negocios  que  antes  todo 
el  tribunal,  i  sus  fallos  producen  muchas  menos  apelaciones. 

Un  epigrama  de  Montesquieu  es  el  argumento  mas  fuerte 
que  se  ha  hecho  contra  la  justicia  sumaria  i  la  unidsul  de  juez. 
«El  juez  único  es  un  cadí  o  un  bajá:  la  justicia  sumaria  es 
justicia  turca.  El  cadi  oye  a  las  partes:  manda  dar  de  palos  a 
una  de  ellas  o  a  ambas,  i  se  termina  la  causa.»  Pero  nuestro 
juez  único  i  el  cadí  no  se  parecen  en  nada.  En  Turquía,  no  hai 
leyes  escritas;  no  hai  redacción  de  actas;  no  hai  apelación,  ni 
revista;  no  hai  opinión  pública;  no  hai  periódicos;  no  hai  con- 
gresos, ni  ayuntamientos,  ni  elecciones  populares. 

III 

La  publicidad  es  la  mas  esencial  de  todas  las  garantías  de  la 
recta  administración  de  justicia.  Hé  aquí  un  breve  resumen  de 
sus  efectos,  sacado  de  las  obras  de  Bentham. 

1."  La  publicidad  del  interrogatorio  de  los  testigos  excita 
en  ellos  todas  las  facultades  mentales  que  concurren  a  produ- 
cir una  exposición  fiel,  particularmente  la  atención.  Es  ver- 
dad que  un  testigo  de  un  jenio  tímido  no  podría  presentarse 
en  público  sin  una  especie  de  terror,  i  que  sus  respuestas  bajo 
la  influencia  de  este  sentimiento  serian  embarazadas  i  confu- 
sas. Pero  este  es  un  caso  entre  mil;  i  la  turbación,  aun  en  las 
personas  nerviosas  i  de  una  sensibilidad  excesiva,  no  suele  obrar 
sino  en  los  primeros  momentos  i  ofrece  por  otra  parte  una 
presunción  de  candor  i  veracidad.  En  los  casos  extremos,  pu- 
dieran también  dispensarse  exenciones 


DPÜSi'.lILrJS  Jt<ntDIC09 


■2."  Pero  el  principal  efecto  de  ta  publicidad  sobre  los  testi- 
gos, es  precavíír  el  perjurio.  Si  en  un  interrogatorio  secreto 
puede  sor  audaz  la  mentira,  difícilmente  lo  será  en  público, 
aun  poniéndonos  en  el  caso  de  un  hombre  enteramente  depra- 
vado. Tantas  miradas  dirijidas  a  ól  le  desconciertan.  Una  fiso- 
nomía conocida  i  mil  que  no  conoce,  le  inquietan  igualmente. 
En  cada  cual  de  los  que  le  oyen,  temerá  hallar  un  testigo  que 
le  confunda,  i  le  exponga  a  todos  los  pelij?ra>9  del  perjurio.  Si 
se  descubre  au  inndelidad,  sabe  que  hai  a  lo  monos  una  pena 
de  que  no  podrá  escapar,  que  es  la  de  la  afrenta  a  presencia 
de  una  multitud  de  espectadores. 

3,"  La  publicidad  tinno  otra  ventaja  relativamente  a  los  tes- 
tigos, i  es  que,  llamando  la  atención  hacia  las  causas,  hace  sa- 
lir a  luz  muchos  meflíus  de  prueba,  que,  si  los  procedimientos 
fueran  secretos,  permanecerían  sepultados  en  la  oscuridad, 

4."  Esta  mt'todo  produce  también  el  efecto  favorable  do 
formar  un  espíritu  público  en  orden  al  testimonio  oral,  i  sirve 
para  instruir  a  los  individuos  acerca  de  este  punto  importante. 
La  discusión  sobre  materias  judiciales  entra  entonces  en  la 
conversación  ordinaria;  i  el  pueblo  toma  gradualmente  mas  i 
mas  interés  en  los  resultados.  La  naturaleza  i  las  reglas  del . 
testimonio,  las  diversas  especies  do  pruebas  i  sus  diferontea 
grados  do  fuerza,  llegan  a  ser  mucho  mejor  conocidos,  aun 
en  aquellas  clases  de  quienes  menos  pueden  esperarse  estos 
conocimientos. 

5."  La  publicidad  de  los  juicios  obra  en  jencral  como  un 
mwlio  d(!  instrucción  pública  aoerca  de  las  disposiciones  de  la 
lei,  acerca  de  su  aplicación  a  los  varios  casos  que  se  presen- 
tan, aceren  de  los  medios  de  que  se  vale  la  mala  fo  para  elu- 
dirlas, acerca  de  las  imperfecciones  mismas  de  la  lejislacion 
i  de  sus  buenos  o  perniciosos  efectos.  Esta  es  una  enseñanza 
en  que  la  práctica  acompaña  siempre  a  la  teoría.  Es  un  tea- 
tro en  que  aparecen  a  un  tiempo  la  constitución  moral  de  la 
sociedad,  i  la  eficJioia  do  los  correctivos  que  ministra  la  leí. 

6.°  La  pu))licidad  de  los  juicios  da  asimismo  un  grado  po- 
deroso de  fuerza  a  la  sanción  moral,  i  establece  una  eficacísima 
censura  sobre  las  costumbres,  ¿A  quién  no  hará  estromewr  la 
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idea  de  que  a\ia  crímenes,  sua  fraudes,  sus  extorsiones  habrán 
talvez  (le  presentarse  algUTi  (.lia  a  la  luz  pública  i  echar  sobre 
8»  rcpiiUicioii  una  mancha  indeleble?  Abierto  asi  a  iodos 
el  templo  de  la  justicia,  ae  convierto  en  una  escuelü  na- 
cional on  (¡ue  se  inculcan  laa  lecciones  inas  importantes 
con  un  grado  de  fuerza  i  do  autoridad  que  ninguna  otra 
oosa  puede  darles,  AUi  se  pone  a  la  víata  el  sendero  del  vicio 
al  crimen  i  del  crimen  al  castigo,  con  ejemplos  que  hacen 
la  mas  viva  impresión.  Pensar  instruir  al  pueblo  con  sermones 
e«  presumir  demasiado  del  talento  do  loa  predicadores  o  de  la 
capacidad  de  los  oyentes;  pero,  en  una  escena  jurídica,  la  ense- 
ñanza están  fAcil  como  interesante;  lo  que  se  aprende  de  esto 
modo,  jamas  se  olvida.  El  jirecepto  de  la  loi  queda  impreso  en 
el  alma  por  me^Iio  de  las  particularidades  personales  con  que  lo 
asociamos.  Las  fic(;Íones  del  teatro,  adornadas  de  todo  lo  que 
puede  sostener  la  ilusión,  son  unas  sombras  débiles  i  fujitivas, 
^  en  comparación  de  estos  dramas  reales,  que  nos  muestran 
on  su  triste  verdad  ios  efectu.s  del  crimen,  lu  humillación  de} 
delincuentf,  las  aní]:iistia8  de  sus  remorilimientos  i  la  calAstro- 
fe  terrible  de  su  sentencia.  ¿Qué  cosa  mas  a  propósito  para  gra- 
bar profim<lamcntQ  en  el  ánimo  de  los  espectadores  las  funcio- 
nes augustas  de  la  j  udícatura  i  la  majestad  de  las  leyes? 

Sin  duda,  bai  causas  en  que  la  publicidad  no  carct-eria  de 
inoonvcniontes,  ique  no  convendría  ventilar  en  presencia  de  las 
mujeres  o  del  público.  Tales  serian  las  de  injurias  personales  o 
verbales,  i  los  procesos  de  familia,  como  entre  marido  i  mujer, 
entre  hijo  i  padre,  por  sevífia  o  mala  conducta.  El  honor  del 
sexo,  en  particular,  es  de  una  naturaleza  tan  delicada,  que 
nunca  puede  haber  un  exceso  de  precaucionen  sustraer  a  la 
maligfnidad  ciertos  deslices  que  acarrearían,  presentados  al  pú- 
blico, una  pena  mui  superior  al  delito,  hiriendo  vivamente  la 
Hensibilidad  i  mancillando  para  siempre  la  reputación  de  una 
mujer  incauta,  víctima  talvez  de  una  seducción  infame.  El 
rapto,  el  incesto,  el  adulterio  exijon  iyual  reserva  por  el  inte- 
rés de  las  costumbres.  El  ansia  con  que  se  ve  esta  especie  de 
causas,  pru<:ba  demasiado  que  las  revelaciones  escandalosas 
excitan  m;us  curiosidad  quc^  repugnancia.  ¿I  qué  proveche  se 
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Begtliria  c!c  rasgar  el  velo  que  cubre  uno9  desórdenes  cuyo  ma- 
yor mal  cimsistocn  la  notoriedad?  Convenimos,  pues,  on  que, 
si  los  tribunales  deben  considerarse  como  escuelaa  de  virtud  i 
de  moral  pública,  es  necesario  cerrar  sus  puertas  a  las  muje- 
res i  a  la  juventud  en  aquellas  causas  que  pudiesen  ofender 
la  decencia  i  herir  el  pudor. 

7."  Pero  la  mayor  importancia  do  ta  publicidad  es  con  res- 
pecto a  los  jueces.  Ella  lea  os  necesaria  como  estímulo  en  una 
carrera  llena  de  deberes  penosos,  en  que  lian  menester  toda 
la  actividad  del  espíritu,  j  en  que  un  solo  descuido  puede 
hacer  triunfar  la  injusticia,  o  prolongar  los  padecimientos  de 
la  inocencia.  Les  os  necesaria  como  freno  en  el  ejercicio  de  un 
poder  de  que  tan  fácilmente  puedo  abusarse.  La  publicidad  no 
muda  el  carácter,  pero  lo  reprime.  Delante  de  un  auditorio 
numeroso,  no  es  fácrl  que  un  juez  se  abandone  a  su  humor,  i 
ejerza  aquel  despotismo  de  conducta  que  intimida  a  los  aboga- 
dos i  a  los  testigos,  o  aquella  odiosa  parcialidad  que  halaga  a  , 
los  unos  i  humilla  a  loa  otros;  antes  la  continua  presencia  del 
público  lo  enseñará  a  conciliar  la  dignidad  con  la  motleracíon. 
Fuera  de  estos  saludables  efectos  sobre  la  exterioridad  del 
juez,  la  publicidad  los  produce  mui  notables  en  la  justicia  de 
las  decisiones.  ¿Quien  eludirá  tantas  miradas  perspicaces  i 
vijilantes?  ¿Quién  osará  tcrjiversar  en  una  marcha  descubierta 
on  que  so  le  observan  i  se  lo  cuentan  todos  los  pasos?  Bajo 
rule  respecto,  ¿con  qué  podrá  suplirse  la  publicidad?  ¿Con  ape- 
laciones, visitas,  Inspoecionos?  ¿Con  leyes  severas  contra  los 
prevaricadores?  Necesarias  son,  sin  duda;  pero  consultemos  la 
experiencia.  En  toda^  partos,  se  han  prodigado  estos  medios, 
i  en  ningima  han  sido  eficaces.  ¿Qué  significan  esos  recursos 
i  esas  penas?  No  hacen  mas  que  avisar  al  juez  inferior  que  1© 
conviene  estar  bien  con  el  superior  i  conciliarsc  su  gracia;  i 
para  estar  bien  con  él,  ya  se  sabe  que  no  le  importa  tanto  ad- 
ministrar rectamente  la  justicia,  como  administrarla  del  modo 
que  le  paro7,ca  mas  a  propósito  para  captarse  su  benevolencia, 
La  condescendencia  política  será  su  primera  virtud.  Mas,  para 
estar  bien  con  el  [lúblico,  no  bai  «jtro  medio  que  una  conducta 
recta:  el  sufrajio  nacional  solo  se  consifrue  a  ese  precio. 
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El  espíritu  de  cuerpo  hará  siempre  i¡ue  un  juez  superior 
I  castigue  con  repugnancin  los  lielitos  de  los  interioies:  el  pú- 
blico simpatiza  eoln  con  los  oprimidos.  Ademas,  ¿de  tjué  sirve 
i  npciar  de  un  juez  que  puede  prevaricar  en  secreto,  a  ulro  juez 
quo  piieile  prevaricar  del  mismo  moilo? 

Todos  lo3  hechos  están  do  acuerdo  con  estos  principios. 
Federico  en  Prusia  i  Catalina  en  Rusia,  Be  dedicaron  con  un 
coló  laudable  a  reformar  los  tribunales,  a  desterrar  de  ellos  la 
venalidad,  a  vijilar  sobre  los  jueces,  a  instruirse  do  los  nego- 
cios mas  importantes,  a  castii^ar  las  prevaricaciones  manifies- 
tas. Pero  BUS  cuidados  produjeron  poco  fruto;  sus  buenas 
intenciones  so  frustraron.  ¿Por  qué?  Porque  faltaba  a  sus 
tribunales  la  publicidad,  i  porque  sin  ella  todas  las  precaucio- 
nes Sun  telas  tle  araña. 

Dicese  que  se  debilita  el  respeto  a  las  decisiones  de  la  justi- 
cia sometiéndolas  a  la  opinión  pública,  tribunal  incompetente 
por  BU  ignorancia,  bus  preocupaciones  i  caprichos.  Confesare- 
mos sin  dilicultad  que  en  la  mayor  parte  de  los  estados  la 
porción  del  pueblo  que  es  capaz  de  juzgar  es  pequeña;  pero 
la  consecuencia  que  de  esto  debe  deducirse  es  enteramente 
contraria  a  la  que  sacan  los  enemi^^i'a  de  la  publicidad.  El 
I  tribunal  del  público,  dicen  ellos,  carece  de  luces  para  juzgar 
I  rectamente;  quitémosle,  pues,  todos  los  medios  de  rectillcar  sus 
juicios.  8e  fundan  en  su  ignorancia  para  despreciarle,  i  en  oste 
desprecio,  para  perpetuar  su  ignorancia;  círculo  tan  vicioso  en 
la  lójica,  como  en  la  moral.  Procediendo  de  este  modo,  se  hace 
con  la  nación  lo  que  el  tutor  criminal,  que,  aspirando  a  ocupar 
el  trono  de  su  pupilo,  le  hizo  arrancar  los  ojos  para  que  la 
falta  do  ellos  le  proporcionase  un  medio  legal  de  exclusión, 

Pero  el  tribunal  popular,  por  inepto  que  sea,  no  so  abstiene 
de  juzgar.  Querer  impedirle  que  juzgue,  es  tentar  un  imposi- 
ble; todo  lo  que  puede  hacerse  es  imiKicbrle  que  juzgue  bien. 
Los  errores  del  pueblo,  los  extravíos  de  que  acusa  falsamente  a 
los  jueces,  las  ideas  siniestras  que  concibe  do  los  tribunales,  su 
parcialidad  hacia  los  acusados  i  su  odio  a  las  leyes,  son  única- 
mente imputables  a  los  que  suprimen  la  publicidad  de  los  juicios. 
Cuando  el  público  se  abíítiene  de  juzgar,  es  cuando,  por  un 


e\xeso  de  i^uranci»  o  ilcsalíento,  ha  caítio  en  una  indiferencia 
aljHoluta.  Esta  apatía  es  el  mas  funesto  de  todos  los  síntomas. 
No  es  tíin  malo  que  el  pueblo  se  engañe  eii  sus  juicios,  como 
que  dt-'je  do  tomar  inteivs  cu  los  ne<rocios  públicos.  Eatónceu 
cada  cual  so  concentra,  i  el  vínculo  niicional  está  disuelto. 
Cuando  el  público  dice  de  la  conducta  de  los  tribunales  ¿qué 
me  importa?,  ya  no  hai  mas  que  amos  i  esclavos. 

Hasta  aquí  el  ilustre  publicista  británico.  Su  opinión  es  ac- 
tualmente la  de  todas  las  naciones  que  han  adelantado  alg^o  en 
libertad  i  civilización,  i  la  confirma  del  modo  mas  decisivo  ta 
experiencia  de  aquéllas  que  han  adoptado  la  publicidad  de  los 
juicios,  en  algunas  de  las  cuales  es  ya  antigua  esta  institución. 
Asi  es  quo,  lejos  de  restrinjirla,  vemos  que  8©  toman  provi- 
dencias para  aumentar  su  influjo. 

En  el  nuevo  código  criminal  de  la  Luisiana,  hallamos  una 
que  líos  parece  digna  de  tenerse  presente,  Ooncódose  en  él  una 
libertad  perfecta  para  publicar  relaciones  verídicas  de  los  pro- 
cedimientos de  los  juzgados,  limitada  solamente  por  las  res- 
tricciones que  hemos  indicado  arribaj  i  no  so  pone  la  menor 
traba  a  lii  libre  discusión  sobre  la  conducta  oficial  de  los  jue- 
ces i  demás  ministros  de  justicia.  Para  facilitar  Oíite  objeto, 
Be  ordena  que  el  juez,  a  solicitud  del  actor  o  del  reo,  conservo 
por  OBcrilü  sus  decisiones,  con  los  motivos  legales  en  que  se 
hayan  fundado;  i  se  ha  creado  un  funcionario  particular,  cuyo 
oficio  es  publicar  relaciones  exactas  de  todas  las  causas  que  sean 
notables  o  por  el  carácter  del  delito,  o  por  la  importancia  de 
los  principios  que  so  hayan  sentado  en  el  curso  del  juicio. 

IV 

En  nuestro  artículo  procedente,  hemos  manifestado  las  ven- 
tajas inmensas  que  produce  la  publicidad  de  los  juicios  sobre 
los  jueces  (i  lo  que  se  dice  do  éstos  es  aplicable  a  todos  loa 
emploados  on  la  administración  de  justicia),  sobre  los  testigos 
i  sobre  el  público  todo,  En  este  artículo,  nos  pro|>oncmos  indi- 
car la  conveniencia  do  atibunas  otras  reglas  que  tienen  por 
objeto  asegurar  la  rectitud  oimpan'ialidad  de  los  jueces. 

Una  do  ellas  es  la  obligación  do  exponer  los  fundamentos  do 
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U  sentencia.  Cualquiera  que  sea  la  forma  de  gobierno,  la  ne- 
cesidad de  fundar  los  netos  oficiales  i  de  manifeBtar  a  los  ciu- 
dadanos que  no  es  un  hombre  revestido  de  tal  o  cual  titulo, 
Bino  la  lei  miütna,  quien  les  adjudica  derechos  o  les  impone 
carf^,  es  común  a  todos  los  funcionarius  ¡túblicos,  desde  el 
individuo  que  ocupa  el  truno  o  la  silla  presidencial  hasta  el  úl- 
timo de  los  esbirros,  ¿Porqué,  pueti, gozarán  del  privilejio  sin- 
gular de  no  dar  cuenta  de  sus  pruvidcncioü  loa  empleados  en 
quienes  dejtosíta  la  nación  la  mas  sagrada  de  todas  las  con- 
fianzas; a  quienes  encarga  la  custodia  do  la  vida,  del  honor  i 
las  propiedades  de  todos  los  ciudadanos?  Pero,  si  semejante 
privilejio  es  incompatible  cotí  la  naturaleza  misma  de  la  socie- 
dad humana,  aun  lo  es  mucho  mas  con  la  esencia  del  gobier- 
no republicano,  en  que  todos  son  responsables  al  público,  í  en 
que,  por  consiguiente,  deben  darse  a  esta  judicatura  suprema 
los  conocimientos  que  le  son  necesarios  para  juzgar  de  la  bue- 
na o  mala  conducta  de  sus  siervos.  Sometidos  los  jueces,  como 
loa  otros  empleados,  a  esta  regla,  las  sentencias  serian  otras 
tantas  ex^iosiciones,  o  mas  bien,  notificaciones  de  la  lei,  i  otros 
tantos  ejemplos  prácticos  de  sus  aplicaciones  a  los  negocios  do 
U  vida;  ni  las  oiríamos  ya  pronunciar  en  el  tono  enigmático 
de  los  oráculos,  sino  con  la  sencillez  de  la  voz  paternal,  que 
acomoda  a  la  íntelijencia  de  todos,  i  se  afana  en  demostrar- 
leA  que  no  es  el  poder,  sino  la  razón  quien  les  habla,  i  no  la 
razón  individual  de  un  hombre,  sino  la  razón  de  la  lei.  EntiSn- 
eriamos  relaciones  de  causas  i  colecciones  de  juzgamien- 
tos, que  darian  a  los  ciudadanos  la  instrucción  mas  importante 
de  todas,  i  al  mismo  tiempo  una  de  las  que  excitan  mas 
la  atención  i  la  entretienen  mas  agradablemente.  Pasó  ya  el 
tiempo  en  que  se  pudo  decir  a  los  hombres:  stc  üolo,  sicju- 
beo Aun  en  los  pueblos  hispano-americanos,  amamanta- 
dos con  la  máxima  detestable  del  derecho  divino  de  un  hombro 
i  do  sus  mandatarios  para  disponer  de  tos  otros  a  su  arbitrio, 
09  ya  preciso  que  las  autoridades  se  humanicen,  o  por  mejor 
decir,  que  se  presenten  a  los  pueblos  bajo  un  carácter  verdade- 
ramente respetable  i  augusto,  ol  de  órganos  i  ministros  do  la 
leí,  i  guardadores  del  pacto  social. 


No  nos  detendremoa  mas  sobreesté  punto,  porque  on  otro 
número  de  El  Araucano  hemos  ya  expuesto  con  relación  a  él 
la  doctrina  de  un  autor  clásico  de  jurisprudencia,  que  cita  en 
apoyo  de  su  opinión  la  de  muchos  otros  escritores  eminentes,  i 
porqueesta  doctrina  ha  pasado  ya  a  ser  la  práctica  de  las  nacio- 
nes maa  adelantadas.  Haremos  hablar  ahora  a  M.  Barón  acerca 
de  otra  rearla  importante,  que  e.ij  la  de  que  en  los  tribuna- 
les colei¡adiw  se  vote  separadamente  sobre  cada  uno  de  loa 
puntos  que  se  litigan,  i  se  distinga  el  hecho  del  derecho. 

■  Las  sentencias,  dice  este  jurisconsulto,  pueden  ser  viciosas 
por  un  abuso  gravísimo,  contra  el  cual  la  nueva  lejialacion 
(francesa)  no  suministra  ningún  remedio.  Estriba  este  abu- 
so en  someter  a  la  deliberación  de  los  jueces  una  cuestión 
compleja,  que  abraza  las  diversas  cuestiones  de  hecho  i  (le  de- 
recho quíi  se  han  suscitado  en  el  juicio,  en  vez  de  hacerles  de- 
liberar distinta  í  separadamente  sobre  cada  una  de  ellas.  Este 
modo  de  votar,  que  so  prefiere  sobre  todo  en  los  litijios  de  me- 
nor cuantía,  porque  es  mas  expedito  i  breve,  puede  producir 
una  mayoría  falsa,  i  hacer  que  la  sentencia  se  pronuncie  a  mi- 
noridad do  eufrajios,  sin  que  los  jueces  lo  echen  de  ver. 

«Supongamos,  por  ejemplo,  que  el  tribunal  se  componga 
de  cinco  jueces,  í  que  haya  de  decidirse  en  él  esta  cuestión: 
¿Se  adjudicará  al  demandante  lo  que  pide?  Dos  de  losjue- 
ees  votan  por  la  negativa,  porque,  sin  embargo  de  que  el  he- 
cho les  parece  constante,  juzgan  que  no  se  ha  establecido  el 
derecho.  Otros  dos  jueces  votan  asimismopor  la  negativa;admi- 
ten  el  derecho,  pero  el  bocho  no  les  parece  probado.  El  quinto 
cree  que  el  hecho  i  el  derecho  son  suficientemente  claros,  i  vo- 
ta por  la  afirmativa.  Según  esta  aparente  mayoría  de  cuatro 
jueces  que  rechazan  la  demanda  i  uno  que  la  declara  fundada, 
el  trÜDunal  sentencia  que  no  há  lugar  a  ella,  cuando  en  reali- 
dad debería  fallar  lo  contrario,  porque  la  pluralidad  de  la  ne- 
gativa es  ilusoria,  Para  convencernos  de  ello,  hagamos  noso- 
tros lo  que  los  jueces  deberían  haber  hecho:  dividamos  las 
cuestiones.  Dos  jueces  declaran  que  no  hai  suficiente  constan- 
cía  del  hoclio,  i  tres  so  pronuncian  en  sentido  contrario.  Otros 
doM  juece.s  fallan  que  la  demanda  no  tiene  bastante  fundamen- 
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lo  en  la  Id;  i  tres  la  juzgan  fundada.  Resueltas,  pues,  afirtna- 
tivamente  por  una  pluralitlad  de  tres  contra  dos  las  dos  cues- 
tiones de  hecho  i  de  derecho  que  sirven  de  base  a  la  demanda, 
el  pronunciamiento  de  no  haber  lugar  a  ella  es  cnterumonte 
opuesto  a  la  verdadera  opinión  de  la  mayoría.  Se  corre  el  mis- 
mo peligro  todas  las  veces  que  en  un  juicio  de  alzada,  en  vez 
de  deliberar  separadamente  sobre  las  dos  cuestiones  de  hecho 
i  de  derecho,  se  somete  a  los  jueces  la  cuestión  compleja  de  si 
00  cunfirma  o  revoca  la  primera  sentencia.  La  mayoría  que 
aparece  acerca  de  ella  es  falaz,  porque  muchas  veces  resulta 
de  opiniones  enteramente  contrarias  sobre  los  varios  puntos 
de  hecho  i  de  derecho;  i  mientras  no  hai  mayoría  positiva  so- 
bre cada  una  de  las  cuestiones  elementales,  la  que  se  forma 
«obre  el  complejo  de  todas  ellas  es  una  apariencia  ilusoria. 

■M.  Adriano  Duport,  consejero  del  parlamento  de  París,  i 
miembro  déla  comisión  de  consíiíucion,  fué  el  primero  que 
suscitó  esta  gran  discusión  en  el  seno  de  la  Asamblea  Cons- 
tituyente, en  su  discurso  sobre  el  orden  judicial,  pronuncia- 
do el  20  de  marxo  do  1790. — Por  un  efecto  do  esta  inadverten- 
cia (le  nuestros  jueces,  es  mui  común,  decía,  que  sea  condena- 
do el  que  tiene  a  su  favor  la  pluralidad  de  los  votos.  No  son 
estos,  por  cierto,  unos  juegos  de  cálculo  que  rara  vez  se  reali- 
zan; no  hai  dia  que  no  presente  una  prueba  de  este  abuso;  yo 
lo  he  presenciado  muchas  veces. — Para  hacerlo  cesar,  se  esta- 
bleció la  leí  de  24  do  agosto  de  1790,  título  V,  articulo  5,  en  que 
el  lejislador  decretó  que  se  propusiesen  con  toda  precisión  en  el 
juicio  las  cuestiones  de  hecho  i  de  derecho  comprendidas  en  el 
proceso;  obligación  quo  evidentemente  se  impuso  a  loa  jueces 
con  la  mira  do  que  deliberasen  separadamente  sobro  cada  una 
de  ellas. 

•  Por  deagraiíia,  los  redactores  del  proyecto  del  código  de 
enjuiciamiento  civil,  no  percibiendo  el  peligro  de  la  delibera- 
ción en  masa  sobre  cuestiones  complejas,  no  creyeron  necesa- 
rio censervar  esta  saludable  disposición  de  la  lei  de  34  de 
agosto.  A  pesar  do  las  reclamaciones  positivas  de  las  cortos 
realcií  de  Burdeos  i  Rénnes,  se  contentaron  con  jioner  en  cl 
articulo  141  del  código,  que  la  redacciondo  los  juzgamientos 
opíisc.  1 1 
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contuviere  una  exposición  sumaria  de  los  puntos  de  hecho 
i  de  derecho,  motiuos  i  disposiciones  de  l&  8entenci&,  sin 
hacer  mencian  ile  Ias  cuestiones.  Acerca  ile  este  artículo  ha  no- 
ta<Io  M.  Locré  loaiguionle: — No  »e  lia  creído  necesario  deferir 
a  las  i>bser  vacio  lies  de  las  cortea  reales  de  Burdéits  i  Rénnes; 
una  vi}¿  que  los  puntos  de  hecho  i  du  derecho  habi.in  de  exL>o- 
Dcrsc  con  claridad,  se  ven  mui  hion  de  este  mudo  la»  dificulta- 
des sobre  que  ha  de  recaer  el  pronunciamiento;  i  la  proposición 
formal  tle  laa  cuestiones  ea  inútil,  o  mas  bien  duplica  un 
trámite. — E-sta  nota  prueba  quo,  al  redaclarhe  el  articulo,  se 
habían  perdido  de  vista  las  jioderosas  razones  que  obligaron  a 
la  Asamblea  Coiistituyonte  a  prescribir  la  inserción  de  las 
cuestiones  elementales  en  la  sentencia.  Estas  cuestiones  aon 
venladeramcnte  sustancíales;  i  es  indiapenHablesomi'terlasuna 
por  una  a  la  deliberación  de  los  jueces.  ¿Cómo  ^Kulrá  suplir 
esta  falta  la  ex{>osicion  sumaria  de  los  puntos  ile  hecho  i  de 
deruchtj?..  Tampoco  pueden  suplirla  los  motivos,  que  son  de 
pura  rwlacuion,  i  no  constituyen  esencialmente  la  sentencia, 
supuesto  que  la  corte  de  casación  no  admite  jamas  las  ins- 
tancias que  solo  se  fundan  en  la  ilegalidad  de  estos  motivos. 
M.  Locré  termina  «u  nota  diciendo: — El  articulo  líl  se  con- 
tenta con  no  obligar  a  los  jueces  a  enunciar  las  cuestiones; 
pero  no  les  prohibe  hacerlo,  cuando  las  cin'unatancias  lo 
svconsejen. —  ¡Ojalá  que  la  sabiduría  de  los  majistrados  supla 
esta  peligrosa  omisión  do  la  lci,  i  precava  los  extravíos  indi- 
cados a  la  Asamblea  Constituyente,  contra  los  cuales  no  tene- 
mos seguridad  alguna  en  la  lejislacion  actual.» 
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Continuando  en  nuestro  propósitu  úu  presentar  alj^unas  in- 
dicaciones importantes  acerca  de  la  organización  de  tribunales 
i  administración  de  justicia,  nos  contraeremos  en  este  artículo 
al  punto  gravísimo  del  testimonio  oral;  i  en  primer  lugar  ven- 
tilaremos esta  cuestión:  ¿qué  especie  de  personas  deben  ser 
admitidas  a  deponer  en  juicio?  o  mas  bien,  ¿qué  testimonio 
deben  desechar  los  juzgados  conio  iiiaH  pi-upío  para  torcer  tos 


íinr»  (1p  la  aclminint ración  de  justicia,  que  para  dirijirla  at  en- 
olnrpci miento  «le  la  verdad? —  Casi  nos  limitamos  a  trascrittir 
nquí  Ia<i  ¡kalabras  del  lejíslarlor  de  Luisiana. 

La  prueba  testimonial  pupdo  sor  exhibida  por  el  mismo 
juw  o  i>or  otras  personas,  lín  jeneral,  el  caráct-sr  de  juez  i  rl 
de  testigo  son  incompatibivs.  El  juez  no  puede  obrar  cu  virtud 
Ael  »)nocim¡cnto  ijeculiar  que  tenga  de  loa  hechas  sobre  los 
cuales  ha  do  recaer  la  dceision,  ni  por  conaiguiente  Tundarla 
«B  él,  si  no  pa  en  casos  mui  raros,  en  que  la  lei  lo  autorioo  «x- 
presamento  para  hatícrlo,  verlii  ^raoia,  cuando  se  trata  de  pro- 
nunciar si  un  acto  o  provisión  del  trih'inal  os  auténtico,  do  lihrnr 
una  ónlen  para  el  arresto  de  un  delincuente,  de  mandar  eva- 
cuar la  sal»,  o  de  requerir  el  auxilio  do  la  fuerza  armada.  Si 
on  cualquier  otro  caso  no  especificado  por  la  leí,  tiene  el  juo3! 
conocimiento  de  un  hocho  que  importa  a  la  recta  determina* 
oion  de  la  causa,  debe  descender  del  tribunal  i  ser  examinado 
como  otro  testigo  cualquiera. 

Por  lo  que  toca  a  las  doniaa  ijersonas,  la  regla  en  admitir  el 
testimonio  de  todos.  Ahí  lo  pide  el  objeto  inmediato  i  directo 
del  juicio:  la  averiguación  de  loa  hechos.  A  primera  vista,  pa- 
rece que  no  cabe  excejjcion  en  este  principio;  win  einbarffo.  "s 
factible  que  la  admisión  lie  ciertas  personas  a  declarar,  aca- 
rreo males  que  jireponderen  sobre  la  utilidad  de  sus  dejiosi- 
ciones  paní  el  esclarecimiento  do  la  causa,  Pur  consig^uien- 
(e,  para  rechazar  una  eapocio  do  testimonio,  es  menester  pro- 
bar la  existencia  do  un  mal  preponderante,  que  puedo  consistir 
ya  en  l>  incómodo  i  costoso  del  tastimonio,  ya  en  la  probabili- 
dad do  que  sirva  para  extraviar  el  juicio  del  tribunal,  ánles 
que  para  iluKtr.irle. 

iliepelei-emos  en  virtud  do  estos  principios  a  todo  testigo  in- 
teresado? Eso  sería  suponer  que  un  Ínteres  pecuniario  indu- 
cirá por  lo  regular  al  testí(*o  a  sostcmor  los  embarazos  i  dili- 
oultades  de  una  falsa  deposición  en  el  severo  i  terrible  escru- 
tinio de  un  interrogatorio  cruzado,  exponiéndose  a  la  pernio 
cuando  ménoü  a  la  infamia  del  perjin-¡o  a  presencia  del  pú- 
blico; i  todo  por  la  perspectiva  incierta  de  la  aan-incia  que  lia 
de  producirle  una  sentencia  errónea.  Seria  suponer  ademas, 
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quo  las  dqwsicione»  de  un  tentígo  do  mala  fe  han  de  alucinar 
a  los  jtioccs.  Es  un  axioma  judicial  que  admite  mui  poca»  ex- 
cepttinnps,  que  mediante  la  publicidad  i  el  interroiíatorio  cru- 
zado son  inmensas  las  ventajas  que  tiene  la  verdad  sobre  la 
mentira.  El  juez  naturalmente  debe  estar  sobre  aviso  contra 
tales  testigps,  porque  sabe  mui  bien  el  sesgo  que  el  interés  ha 
de  dar  a  íris  pensamientos  i  palabras,  i  será  consiguientemente 
mas  cuidadoso  i  supicaz  en  su  examen. 

Un  escritor  profundísimo  sobre  ^ta  materia  de  las  proban- 
2a.s  judiciales  [Ucntbam,  fiaíionaie  of  judicial  evidence]  ba 
demostrailu  que,  lójns  de  perjudicar  a  la  okicidacion  do  los 
hechos,  el  tustimonio  de  una  persona  interesada  sirve  en  mu- 
•hoa  casos  para  descubrir  la  vwdad  por  un  efecto  de  loa  esfuer- 
zos mismos  con  (\ue  se  intentase  oscurecerla.  El  testigo,  por  su 
propio  interés,  nose  apartará  de  ella,  sino  en  cuanto  le  parezca 
Docesarío  para  loi^rarsuíin;  su  deposición,  cuamlu  lo  suponga- 
mos decidiilo  a  transijir  con  su  conciencia,  será  una  mezcla  de 
verdad  i  mentira;  i  estos  rayos  de  luz,  oMeiiidos  do  la  boca  de 
los  mismos  que  tienen  Ínteres  en  ocultarla,  son  do  tanto  valor 
tomo  ai  emanasen  de  la  fuente  mas  pura,  i  por  su  conexión 
con  aquella  partede los  hechos  que  se  disimula  o  se  altera,  con- 
ducen fácilmente  a  otras  pruebas,  i>or  cuyo  medio  se  llenan  lo» 
vacíos  o  se  refutan  las  a'ícrciones  falsas.  Sea,  pues,  que  la 
persona  interesada  diga  verdad  o  mentira,  sea  quo  recurra  a 
la  evasión  o  el  silencio,  su  dicho  será  mas  a  propósito  para  po- 
ner en  claro  las  hechos,  quo  para  alterarlos  o  encubrirlos. 

Pero  ¿convendrá  recurrir  al  testimonio  de  las  mismas 
partea?  En  Inglaterra,  puede  uno  de  los  litigantes  pnr  medio 
ite  un  expediente  coslosu  que  se  siíjue  en  otro  juzgado,  cbtener 
respuestas  juradas  a  las  preguntas  que  proponga  a  .su  contra- 
rio. En  Francia,  se  da  igual  facultad  a  las  partes  sin  necesidad 
de  recurrir  a  otro  juzgado;  i  ol  juez  solo  la  tiene  para  lo  quo 
no  llama  juramento  decisorio,  el  cual  se  defiere  cuando  las 
pruebas  parecen  estar  en  equilibrio,  scgim  cierta  escala  artifi- 
cial con  que  se  acostumbra  G^raduarlas.  En  ambos  arbitrios, 
ha.!  defectos  de  forma  i  do  sustancia.  De  forma,  en  cuanto  se 
ri'()uicre  que  la.s  preguntas  o  posiciones  so  hagan  por  escrito,  i 
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SO  resiiuiiila  u  ella»  do  la  misma  manera  (exceptuando,  sogiin 
creo,  «I  caso  del  juraiiieutu  ducisorio),  sin  interrogatorio  cru- 
zadtj,  i  u  prüsencia  ile  solo  el  majisti-atlu  que  autoriza  la  dejio- 
sicion.  Este  ea  un  dcfet^to  radical.  iJe  sustancia,  en  cuanto  el 
derecho  de  interrogar  se  concede  únicamente  a  las  partes,  i 
nuiu-a  en  Inglaterra  a  los  jueces;  los  cuales  tanipnco  lo  tienen 
on  Kramña,  sino  para  deferir  el  juramento  decisorio.  Entre 
nosütroíi  (los  habitantes  de  Luísiana),  »e  permite  al  actor  i  al 
reo  que  se  interroguen  mutuamente  por  escrito;  i  si  no  ne 
res¡»onde  categóricaniento  al  inteirogatorio,  se  dan  per  con- 
fesados los  hechos.  Esto  supone  que  los  hechos  van  siempre 
contenidos  en  el  interrogatorio;  suposición  que  no  nos  parece 
enteramente  equitativa  con  respecto  a  ninguna  de  las  partes. 
Pero  lo  |jeor  de  todo  es  que  la  respuesta  se  mira  como  defini- 
tiva; no  so  pide  explicación  de  lo  ambiguo;  lo  que  se  expone 
no  se  someto  a  un  interrogatorio  cruzadti;  no  se  procura  d 
áescubrimionto  de  lo  que  se  calla;  sin  embargo  de  que  la  leí 
no  obliga  al  declarante  a  limitarse  a  una  respuesta  cAtegóriea, 
meramente  afirmativa  o  negativa.  Si  expone  eireunstaiiciaa 
que  tienen  un  enlace  esencial  con  la  materia  del  juicio,  la 
parto  contraria  no  tiene  derecho  a  examinarle  acerca  do  ellas, 
|ior  importantes  o  inespcra<Ias  que  sectil.  I'ern  ¿(¡m^  es  loque 
dieta  sobre  este  punto  la  ra/on?  Que  si  se  ocurre  al  testim«>itio 
de  la  persona  mas  interesada  de  tod.-is  en  nsourecer  la  vct'dad, 
(te  le  apliquen  todos  los  medios  que  puedan  servir  para  hacerlo 
completo  i  exacto.  No  haí  motivo  alguno  pura  que  se  omitan 
en  este  caso  todas  las  precauciones  de  que  nos  valemos  aun 
ea  aquéllos  en  que  se  cuenta  con  la  imparcialidad  dií  los  tcsli- 
1,'os.  ¿Queremos  oír  a  la  parte*  Airanquémosle  la  verdad  toda 
entera;  descartemos  jKir  el  interrogatorio  cruzado  todos  los 
aubterfujios,  todas  las  falsedades  que  pueda  sujerirle  el  interés; 
i  haciendo  el  examen  a  presencia  del  juez,  de  la  parte  con- 
traria, i  de  aquel  incorruptible  guardador  de  los  derechos  pri- 
vados, oí  público,  arredrémosle  tío  ajielar  al  perjurio. 

Esto  nos  conduce  a  otra  ciiejition  interesante:  ¿Ks  preciso 
que  todas  las  peticioneH  i  contestaciones  de  los  litigante»  se 
reciban  bajo  la  sanción  del  juramenLof 


La  objwNüü  |)r¡nd|ial  que  se  présenla  para  lutverlo  asi, 
en  que  los  jurainenlu.'i  mi  lioriun  datiia^iadu  frcuiiüiitos  i  pcrde- 
rinn  de  e'íte  moilo  mucha  parte  do  hu  Tuorza  mural.  A  esto 
puede  rcíipondei-Me  que  ei  hacerse  pouo  casa  del  juraiii&titu 
depende  principalnumte  do  dirán  cansas,  como  son  la  lijcrcza  i 
falta  de  respeto  woii  quo  se  admiriistr»,  i  la  díliaütad  de 
piiiiei-  a  descubicrlo  el  perjurio,  para  que  recaiíjan  subre  ól  la 
infamia  i  la  pena  lef>;al.  En  un  sistema  que  descarta  todo 
jénero  de  ficoiones  técuií-as,  tjue  no  admite  forma  que  no  sea 
la  expresión  de  la  verdad,  i  que  exije  se  exiionijim  los  hcohos 
en  un  lontíuaje  claro  i  sencillo,  la  falsedad  no  tiene  excusa;  Du 
liai  entonces  mas  inconveniente  en  que  las  partea  aseveren 
oon  juramento  la  realidad  de  los  hechos  que  aluj^>m,  que  en 
exijirlo  a  lus  lestijfos;  sobre  todo,  hí  (como  lo  previene  el  oódi- 
tfo]  na  presta  el  juramento  con  la  debida  solemnidad,  jironua- 
ciánilülo  expresamente  el  declarante,  í  se  te  recuerda  que  sus 
diclius  van  a  pasar  por  la  prueba  del  ínterroiíatorio  cruzado, 
i  que  su  inndelidad  le  hará  incurrir  on  la  infamia  i  en  las  de- 
más consecuencias  del  perjurio. 

Veamos  ahora  cuáles  son  las  utilidades  (|ue  rosultarian  de 
eslo  método.  Para  apreciarlas,  consideremos  qué  objetos  debe 
proponerse  el  lejislador  en  las  reglas  que  establece  parala 
d'-cision  de  las  controversias  judiciales.  El  debe  seiruramente 
pnipunerso  que  no  se  moleste  a  ningún  ciudadano  con  deman- 
das injustas,  i  que  no  se  frustre  o  retardo  la  persecución  do  sus 
lejítimos  derechos  con  excepciones  falsas  o  vejatorias.  Los 
medios  para  el  Io^to  de  estos  interesantes  fines  son:  que 
el  lenguaje  de  los  procedimientos  judiciales  sea  claro,  sen- 
cillo i  preciso;  que  tengan  éstos  toda  la  celúridal  compatible 
con  el  acierto  de  la  deliberación;  que  no  sufran  las  partes 
otros  costos  que  los  indispensables;  i  que  todo  lit¡i,'ante  sea 
responsable  de  las  injusticias  que  cometa.  El  medio  propuesto 
asegura  esta  responsabilidad  mejor  que  otro  alijuno.  Cuando 
el  litigante  atestigua  oon  juramento  lo  que  expone;  cuando  el 
juez  que  lu  a.lministra  lo  dice: — Guardaos  de  alegar  cosa 
alguna  que  no  sea  conforme  a  la  verdad,  porque  si  volunta- 
riamente faltáis  a  ella,   caerá  sobre   vos   todo  el  riifor  dulas 
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leyes;  dcciJ  la  verdad  toda  entera,  porquo,  si  algo  ocultáis  aho- 
ra, os  veréis  obligado  a  declararlo  ante  el  juez  que  ha  de  juzgar 
Ja  causa,  i  de  vuestra  veracidad  en  esta  ocasión  pende  el  con- 
cepto en  que  ha  do  teneros  el  público; —  cuando  se  simplifican 
de  este  modo  los  procedimientos  i  se  confronta  al  litigante 
cara  a  cara,  por  decirlo  así,  con  su  conciencia,  a  vista  de  un 
majistrado  respetable  i  del  público,  las  demandas  frivolas,  las 
excepciones  maliciosas,  los  artículos  vejatorios  no  pueden 
ocurrir  amenudo. 

(Araucano,  año  do  1835.) 
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ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA 

EXAMEN  DEL  PROYECTO  PRESENTADO  AL  CONSEJO  DE  ESTADO 

POR  DON  MARIANO  DE  EGAÑA 


I 

MINISTERIO   DEL  INTEIUOIl 

Santiago^  octubre  21  de  1835. 

El  presidente  que  ansia  por  ver  realizada  cuanto  antes  la  re- 
forma de  nuestros  códigos,  ¡  que  desea  al  mismo  tiempo  que  se 
verifique  con  el  tino  i  circunspección  que  tan  ardua  empresa 
requiere,  me  ordena  remitir  a  V.  E.  los  adjuntos  ejemplares 
del  proyecto  de  lei  de  administración  de  justicia  que  debe 
someterse  a  la  deliberación  del  congreso,  para  que,  examinán- 
dolo detenidamente  en  los  intervalos  desocupados  que  dejare 
el  despacho,  le  presente  cuantas  observaciones  hallare  por 
conveniente  para  perfeccionarlo.  S.  E.  se  lisonjea  de  que,  reu- 
nidos en  ese  tribunal  los  conocimientos  jurídicos  de  sus  minis- 
tros a  los  que  proporciona  la  práctica  de  los  juicios,  verá  mui 
pronto  por  este  medio  finalizada  una  obra  que  hasta  el  dia  ha 
presentado  enormes  dificultades. 

A  fin  de  que  el  tribunal  no  se  detenga  en  los  inconvenientes 
que  hasta  el  dia  ha  ofrecido  la  discusión  de  este  proyecto,  debo 
prevenirle  que  su  autor  está  ya  trabajando  la  parte  correspon- 
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diente  a   la  organización  do  tribunales  i  juzgados  que  se  echa 
de  menos,  cuyo  trabajo   me  es  lisonjero  asegurar  que  será 
prontamente  acabado. 
Dios  guarde  a  V.  E. 

JOAOUIN  TOGOEINAL. 

A  la  corte  suprema  de  justicia. 

CORife  SUPREMA 

SantiagOy  enero  11  de  1836. 
La  corte  suprema  se  ha  ocupado  incesantemente  del  4)ro- 
yecto  de  lei  sobre  administración  de  justicia,  que  S.  E.  el 
presidente  de  la  república  le  remitió  en  meses  pasados  para 
que  hiciera  oportunamente  sobre  sus  artículos  las  observacio- 
nes que  creyere  convenientes.  Después  do  una  detenida  medi- 
tación, i  aun  de  haber  consagrado  semanalmente  un  dia  a  este 
objeto  en  sesión  extraordinaria  del  tribunal,  tiene  el  senti- 
miento de  decir  que  sus  trabajos  han  sido  infructuosos  i  que 
no  pueden  continuarse  con  esperanza  de  provecho.  Sin  tener  a 
la  vista  el  plan  de  arreglo  de  tribunales,  se  encuentran  vacíos 
irreparables,  i  aun  puede  decirse  que  redundancias,  que  no  es 
posible  admitir  ni  desechar  sin  conocer  la  relación  i  conso- 
nancia ((ue  guarden  con  lo  ((uc  falta,  i  a  nuestro  juicio,  con  lo 
que  dchia  preceder.  Todo  lo  que  se  servirá  V.  S.  poner  en 
conocirnicuto  de  S.  E.  el  presidente  de  la  república,  como  re- 
sultado de  la  comisión  que  so  sirvió  conferir  a  este  supremo 
tribunal. 

Dios  guarde  a  V.  8. 

Juan  de  Dios  Vial  del  Rio. 
Al  señor  ministro  de  estado  en  el  departamento  del  interior. 


MINISTERIO  DEL  INTERIOR 

SantiagOj  enero  12  de  1836. 

He  dado  cuenta  al  presidente  de  la  nota  de  V.   S.  fecha  de 
ayer  en  que  expone  que,  después  de  repetidas  sesiones  que  tuvo 
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el  tribunal  para  examinar  d  proyecto  de  Ici  »i»Srü  acltn¡ni«tpa- 
cion  de  justicia,  ha  ouacluiílo  [jor  rewjlvcr  iiuo,  mientras  m» 
tenga  a  la  vUla  la  parto  del  cófliíío  relativa  a  la  organización 
I  de  Ihbunaifs,  no  podrá  haCL-r  «ohpo  aquella  obra  las  obsurVA- 
(ñonea  t|ue  o\  gitbíi^rno  caperahn  de  «tus  luces. 

Nusc  ocultaba  a  S.  E.,  cuando  exijíú  el  ítirormodol  tribuiinl 
Si^rc  esta  materia,  que  aun  no  so  había  publicado  la  parto 
que  se  echa  de  menos;  pero  conouiu  al  mismo  tiompo,  como 
conoce  tu<lii  btinibro  sensato,  (¡ue  el  proyecto  indicado  contiene 
mochiaimas  disposiciones  jonorales,  i  aun  capítulos  í'nteros 
cpie   pue>loii    examinarse    indopcndientemente   de    toda    otra 
oonsidcnicioii.  Cualesquiera  que  sean   los  tribunales  que  sa 
I  establezcan,  cualesquiera  que  sean  suü  atribuciones,  no  se  en- 
cuentra dilicultad  alguna  para  que  se  realii^en,  por  ejemplo, 
la  clasiGmcioa  do  los   pleitos  de  mayor  o  menor  cuantfii,  las 
dispoaicioncs  rolalivas  al  fuero,  los  títulos  enteros  que  tratan 
de  los  juicios  ordinario  o  ojoculivo,  cI  que  trata  de  la  respon- 
eabilidad  personal  de  tos  jueces,  i  tantos  otros  puntos,  en  Pm, 
que  pueden  t-xaminar.'ie,  i  cuja  conveiiieneia  o  disconvenion- 
cia  puedo  conocerse  a  primrní  vista. 
Sin  la  loi  do  organizaoion  de  tribunales,  puedo  también  la 
I  oorU)  suprema  formar  un  juicio  cabal  sobre  el  espíritu  de  las 
nformas  que  se  establecen  on  el  proyecto  de  administración 
|-de  justicia,  i  trasmitir  sus  observaciones  al  gobierno  para  ins- 
I  (ruocion  de  la  Icjialatura  i  perfección  do  una  obra  en  que  se 
I  interesan  la  vida  i  el  lionor  de  los  ciudadanos,  i    en  jcneral 
[  cuanto  tienen  de   mas  cara   los   hombres  reunidos   en  socie- 
dad. 

El  presidente  e3i)ora  que,  penetrada  la  corte  suprema  de  la 
I  exactitud  de  estas  reflexiones,  satisfará  los  deseos  del  gobierno, 
I  haciendo  sus  observaciones  sobre  el  i-oforido  proyecto,  o  in- 
dicando al  menos  los  mismos  defectos  que  bosqueja  tan  oscu- 
'  rameóte  en  la  comunicación  a  que  contesto. 
Dios  i^uarde  a  V.  8. 

DlEfiO  PoilT-íl.KS. 
A!  presidente  do  la  corlo  suprema  de  justicia. 
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ReoomencInmoB  particularmente  a  nuestros  let-tores  la  co- 
rrespondoiKiia  qu'ft  hemos  injertado,  entre  el  señor  presidente  " 
de  la  corte  suprema  i  el  señor  ministro  del  interior  aobre  el 
plan  de  reforma  de  la  administración  de  justicia  presentado 
por  el  señur  fiscal  de  la  misma  corte  don  Mariano  de  Egaña. 
Es  tan  grande  el  interés  que  años  hace  ha  manifestado  el 
público  en  las  reformas  judicialoa,  que  no  podemos  ver  sin 
sentimiento  multiplicarse  las  demoras,  i  pasar  un  año  tras 
otro  sin  que  desaparezca  de  nuestro  sistema  de  juicios  nin- 
guno de  los  defectos  i  vicios  que  lo  afean,  con  no  jioco  per- 
juicio de  los  intereses  mas  esenciales  de  la  comunidad,  con 
|)eIigro  de  las  instituciones  republicanas  que  nos  rijen,  i 
hasta  con  desdoro  dol  nombro  chileno.  Reconociendo  las  cua- 
lidades que  adornan  a  los  disrnos  indiviiliios  que  comiranen 
laaltamajistraturadc  Chile,  nos  dolemos  de  no  verlos  prestar 
a  los  patrióticos  designios  del  gobierno  aquella  esforzada 
cooperación  que  era  tan  natural  esperar  de  au  parte,  i  que 
tanto  facilitaría  la  marcha  i  aseguraria  los  buenos  resultados 
de  un  orden  de  cosas,  en  que  ellos  mismos,  si  bien  lo  miran, 
son  mas  interesados  que  ninguna  otra  oíase  de  ciudadanos. 
Porque  nada  es  mas  a  propósito  para  oscurecer  el  brillo  de  la 
majistratura,  i  para  envilecerla  en  cierto  modo  a  los  ojos  de 
BUS  compatriotas  i  de  las  naciones  extranjeras,  que  la  dura 
necesidad  en  que  está  colocada  de  administrar  un  sistema 
vicioso,  cuyos  malos  efectos  se  imputan  sin  razón  a  los  jueces, 
en  ve/,  do  atribuirse  a  las  loyes  i  prácticas  establecidas. 

No  es  esta  la  primera  vez  que  se  ha  alegada  que  ora  preciso 
teñera  la  vista  el  plan  do  organización  do  la  judicatura  antes 
de  discutir  si  son  o  nó  convenientes  i  adaptables  las  alteracio- 
nes indicadas  en  el  de  administración  de  justicia  civil,  que  ha 
visto  ya  la  hiz  publica.  Pero,  a  decir  verdad,  no  hemos  alcan- 
zado a  percibir  esta  necesidad.  Si  se  tratase  de  fijar  desde 
luego  la  redacción  de  cada  uno  de  los  articules  de  este  último 
plan,  si  80  pensara  en  determinar  irrevocablemente  todos  sus 
pormenores,  nos  baria  fuerza  osa  razón;  pero  no  so  piensa  en 
tal  ci>sa.  Se  trata  de  considerar  la  bondad  i  aplicabilí  lad  do 
las  reglas  funda  mentales  que  se  pioponen  para  la  administra- 
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c¡on  de  ta  junticia  oivil;  reglas  cuya  buena  o  mala  trntlpin^ia 
es  m<¡ependiente  cíe  la  fnrma  quo  se  quiera  dar  a  Iob  jii/,[fado8. 
La  regla,  por  ejemplo,  do  fundar  laa  sontonciaü,  i  la  de  exa- 
minar a  los  testigos  en  público  i  a  presencia  de  las  partes,  no 
ÜBnen  nada  que  ver  con  el  número  de  tribunales,  ni  con  el  nom- 
bre, composición  o  competencia  de  cada  uno;  i  otro  tanto  puede 
I  decirse  de  la  mayor  parte  de  las  otras  reglas  o  de  casi  todas. 
Algunas  habrá  sin  duda  que  no  sea  posible  discutir  sin  tener 
a  la  vista  el  proyecto  de  organización  de  tribunales:  resérvcso 
el  juicio  de  la  excelentísima  corte  sobre  ellas;  pero  ¿por  qué 
privamos  dol  auxilio  de  sus  lucos  i  de  su  experiencia  en  lo 
restante,  que  es  sin  comparación  lo  mas?  Ya  quedan  menos 
de  cuatro  meses  para  la  reunión  de  las  cámara'?  ordinarias. 
¿Pasarán  también  éstas,  i  nada  habremos  hecho? 


II 


Nuestra  constitución  ha  sentado  las  bases  de  una  buena 
I  «dmintstraciun  de  justicia;  reconoce  la  inamovilidad  de  los  jue- 
i  i  la  dependencia  del  poder  ejecutivo  necesaria  para  el  cons* 
tante  i  fiel  desempeño  de  sus  obligaciones;  establece  asimismo 
ciertas  formalidades  on  la  manera  de  proceder  contra  la  liber- 
tad i  propiedad  del  ciudadano;  i  aOanza  estas  garantías  con 
la  responsabilidad  de  todos  los  runcionarios.  Para  quo  ostas 
disposiciones  no  queden  sin  efecto,  es  menester  hacerlas 
,  aplicables  a  todos  los  casos  particulares,  reorganizando  los 
tribunales  i  juzgados,  i  estableciendo  de  un  modo  seguro  el 
orden  de  sus  pri.icedimientos.  El  antiguo  reglamento  do  justí* 
da  satisface  en  parte  esta  exijencia  públicít,  pues  des|H)ja  la 
antigua  tramitación  do  una  infinidad  de  superfluidades  quo 
ahogaban  a  los  jueces  i  causaban  a  los  litigantes  gran  pérdida 
de  tiempo,  paciencia  e  intereses;  pero  no  alcanza  a  llenarla 
cumplidamente,  resintiéndose  ya  del  tiempo  en  que  se  sancio- 
nó i  en  el  que  fuá  preciso  arreglarlo  a  la  constitución  do  1833, 
ya  (le  los  defectos  inherentes  a  toda  tentativa  en  que  se  trata 
mas  de  consultar  la  experiencia  que  de  autorizar  el  resultado  de 
8US  lecciones.  Dos  defectos  se  notan  mas;  t ."  Dejando  los  pro- 


cedimientoB  judiciales  por  escrito,  quedan  en  pié  la  mayor  partan 
de  lofi  antiguos  embarazos,  teniendo  que  sufrir  los  lítígantca 
las  demoras  i  superfluidudes  de  esta  clase  de  tramitaciuii  i  la 
triste  expectativa  de  i[ue  el  juez  no  sepa  desenredar  el  confuso 
fárrago  de  sus  providencias,  i  falle  al  cabo  por  un  i>e(iueño 
incidente  do  [{ue  no  se  hizo  ?ran  caudal  en  el  curso  del  Htijio  i 
que  solo  tiene  una  relación  lejana  con  lo  sustancial  de  la  causa. 
2."  No  entrando  en  el  arreglo  de  los  pormenores  que  forman 
la  tola  del  juicio,  deja  lo  principal  al  arbitrio  de  los  jueces,  i 
expuestas  a  laa  partes  a  marchar  sobre  un  suelo  movedizo  i 
sin  saber  adonde.  Dip^o  al  arbitrio,  porque,  si  es  una  verdad 
que  nuestras  leyes  han  contado  los  pasos  que  ha  da  dar  el  juez, 
también  lo  es  que  estas  leyes  son  tantas,  tan  contradictorias  i 
tal  la  variedad  en  las  opiniones  de  sus  comentadores,  que  ni 
el  abo!?ado  nías  sabio  puede  saber  con  soijuridad  cuál  será  la 
tramitación  que  se  dé  a  una  causa.  3."  li]I  campo  que  deja 
abierto  a  la  mala  fe,  es  inmnneo;  un  trinnposo,  sin  ocurrir  a 
mañas  extraordinarias,  i  usando  solamente  de  los  r<icur309  que 
le  suministran  las  mismas  leyes,  puede  eternizar  el  curso  de 
un  proceso.  Seis  u  ocho  dias  en  las  tres  notilicaciones  de 
comparecencia  ante  el  primer  conciliador;  otrus  ocho  para  conx- 
parecer  ante  el  «cgundo  por  haber  recusado  al  primero;  la 
misma  cantidad  para  con  el  HÍguicnte;  ocho  o  diez  en  que  no 
alcanza  a  despacharse  la  causa,  ya  por  enfermedad  de  la  parte 
o  del  conciliador,  ya  por  los  muchos  recursos  que  se  agolj)an 
ante  el  juzgado  i  no  pueden  concluirse  en  un  dia;  veinte  para 
reclamar  del  acta  conciliatoria;  nuevo  para  contestar  la  de- 
manda; seis  de  la  n'plica  i  contrarréplica;  los  ochenta  de  prueba, 
que  se  conceden  siempre  que  se  pidan  dentro  del  debido  tér- 
mino; cuarenta  para  las  taclias  do  los  lestiiíus;  doce  para  loa 
alegatoa.de  bien  probado;  lu  multitud  que  se  gasta  en  las  infi- 
nitas rebeldías  i  la  susl^anciacion  en  primera  i  segunda  ins- 
tancia de  cuanto  articulillo  no  promueve;  lodo  esto  abraza  un 
periorlo  indefinido,  queseproíonijaa  veces  por  decenas  de  años. 
No  hablo  de  la  a|)elacion,  donde  no  es  extraordinario  que  se  intro- 
duzca un  recurso  talvez  sobre  un  artículo  insignificante,  i  no  se 
decida  hasta  pasados  muchos  mises.  El  autor  del  proyecto  que 
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i  Tamosaanalizar,  parece  ha))ertom(Io  a  la  vista  estusgraviNÍnuis 
áeíeatoa  i>ara  evitarlos  a  (otia  cnsta.  Los  términos  ehtá^i  abre* 
Tiaíliniínos;  i  solo  6t;  conservan  los  imÜ-sjKiisaltlos  para  cjue  el 
desvalido  no  pionla  sua 'doreclios  pur  la  actividad  tío  t>u  con- 
trarit>.  Ui  mayor  parte  do  los  arUculos  so  diicidcn  verbalmcnte 
j  ft  presuiicia  do  las  partos^  cl  auto  do  pruoba,  tan  importante 
para  la  dcuisiun  iXf  la  i^ausa  i  quo  hasU  ahora  so  eiiuomientla 
,  ft  luH  escribanos  o  sus  ajenies,  lia  do  vcriíioarsu  antu  ol  mismo 
L  juez  i  a  pri'sencia  de  los  interosiulos,  quienes  pueden  reconve» 
oír  allí  mismo  a  los  testit^oH  o  pedirlos  razón  de-  mi  dicho.  El 
juez,  que  obura  ao  gobierna  por  atcstadoncs  ht-uhas  de  un 
iQodo  oscuro  i  muchas  veces  sin  tocar  la  cuestión  principal 
bajo  su  vorilaloro  aspocto,  podrá  suspenderla  duclaraoion  e 
interro^r  al  testi^'o  así  sobre  la  pregunta  do  las  partos,  como 
I  Bobre  aquellos  puntos  que  él  cree  capitales  i  conducentes  a  la 
reijoluoion.  Puetle  asimismo  observarle,  reparar  cómo  so  ex- 
plica, aclararli!  las  preguntas  i  hacerse  carteo  de  infinitas  par- 
ticularidades que  influyon  mas  en  su  juicio,  que  la»  contcsta- 
cioties  lacónicas  i  enií^máticas  estampadas  en  un  papel  i  que 
l-náda  revelan  sino  la  astucia  de  la  pjirte,  la  ignorancia  del 
I  tentigo  i  talvez  la  mala  fe  del  n:ccptor  o  ájente  de  la  escriba- 
nía. Aun  hai  mas:  en  el  proyecto,  están  provistas  todas  las 
ocurronciasdc  un  litijio;  i  en  él  so  disponen  la  manera  i  forma 
en  que  ha  de  proceder  el  juez.  Bsta  prolijidades  ¿perjudicial 
en  una  constitución  i  necesaria  en  un  código  do  procedimien- 
tos. La  sustanciaoíon  es  lo  que  decido  regularmente  del  éxito 
de  un  juíoío;  í  sí  en  materia  tan  importante  no  se  o))liga  al 
juez  a  si'guir  un  sendero  conocido,  si  cuando  menos  se  piensa 
puede  echar  por  el  atajo,  se  acabó  la  seguridad  de  las  partes, 
el  menor  incidente  produce  la  misma  zozobra  que  la  causa 
principal. 

El  proyecto  roune  on  esta  parte  otra  gran  ventaja,  i  os  la  de  no 
separarse  en  lo  posible  de  nuestra  propia  Icjislacion.  Al  ver  su 
Tolúlncn,  se  creerá  que  sus  novecientos  sofienta  i  tros  artículos 
son  otras  tantas  diaposiciones  copiadas  do  eixligos  extranjeros, 
mas  el  qni;  los  lea  con  ino'litaeion  pensará  de  otro  nMdo.  En  él, 
H6  ve  depurado  el  f.mdo  de  nuestras  leyes  de  todo  lo  relativo  a 
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los  tiempos  en  quetierorinaron,  i  decididas  las  contiendaa  que 
sobre  cada  utiu  de  sus  artículos  han  promovido  nuestrou  auto- 
res', i  cabalmente  esto  es  de  lo  que  mas  se  necesita,  así  en  la 
capital,  como  en  los  otros  puntos  del  estado,  para  acelerar  i 
regularizar  la  administración  de  Justicia.  Un  miembro  do  las 
cortes  supcrior&s  o  cualquiera  de  los  juecos  letrados  debe  te- 
ner presentes  todas  las  disposiciones  de  la  Partida  3.',  las  del 
libro  4."  do  Las  leyes  de  Castilla.,  los  autos  acordados  poste- 
riormente por  nuestras  cortea  de  justicia,  los  decretos  del  go- 
bierno relativos  al  mismo  objeto  i  una  infinidad  de  decisiones 
que  muchas  veces  le  pondrán  en  tortura  cuando  quiera  fallar 
con  acierto.  La  presente  lei  disipa  esta  nube  do  dificultades;  oí 
juez  no  tiene  para  qué  perder  el  tiempo  revolviendo  su  biblio- 
teca o  consultando  a  otros  individuos  de  mayor  experiencia  í 
conocimientos:  en  los  artículos  del  proyecto,  halla  indicada  la 
marcha  que  debo  seguir.  Estos  felices  resultados  se  harán 
sentir  mas  on  las  provincias  donde  hai  tan  poca  ilustración  i 
donde  los  jueces  inferiores  juzgan  ex  (equo  el  bono  o  por  la 
dirección  de  un  practicante  de  escribanía.  No  olvidamos  que 
la  ignorancia  es  grande,  i  que  el  reglamento,  aunque  conce- 
bido en  términos  bastante  claros,  no  será  entendido  igualmente 
por  todos;  pero  que  esto  ae  logre  con  algunos  ea  ya  un  bene- 
ficio incalculable.  Por  último,  divisamos,  en  todo  el  cuerpo  de 
sus  disposiciones,  que  el  autor  est¿  intimamente  persuadido 
que  el  medio  mas  seguro  de  obtener  una  buena  administra» 
cion  de  justicia  es  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  los 
jueces,  sancionada  en  nuestra  constitución.  Para  ello,  ha  esta- 
blecido que  se  motiven  las  sentencias,  i  ha  especificado  la 
manera  de  prevenir  la  mala  conducta  del  juez  i  castigarle 
cuando  su  malicia  es  manifiesta.  Sobre  lo  primero,  nos  reser- 
vamos hablar  con  particularitlad  cuando  llegue  el  caso;  i  ea 
orden  a  lo  segundo,  remitimos  a  nuestros  lectores  al  artículo 
539,  i  a  todos  los  comprendidos  en  la  sección  segunda  i  tercera 
del  titulo  13.  Por  aquél,  está  facultado  el  tribunal  de  apela- 
ciones para  suspender  de  oficio  al  juez  do  primera  instancia 
(|Uo  hubiere  faltado  en  la  tramitación  a  alguna  leí  expresa  i 
terminante  en  matnria   gravt-  i   sustancial,   i   mandar  se  dé 
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cuenta  motivada  con  tentimnnio  de  laH  piezas  al  gran  canci- 
ller; o  para  proveer  que  lo  decretado  so  ponjia  en  noticia  del 
procurador  nacional,  pasándole  testimonio  de  las  piezas  corres- 
pondientes para  que,  ai  lo  tiene  a  bien,  pida  lo  que  convenga;  o 
linalmente,  para  condenar  al  juez  en  las  costas  causadas  en  los 
trámites  anulados  i  que  causare  la  reposición  del  proceso,  o 
«n  la  inulta  que  el  mismo  tribunal  superior  creyere  justa. 
Por  lo  dispuesto  en  las  dos  secciones,  se  franquea  a  la  parte 
agraviada  el  camino  para  obtener  la  reparación  de  los  perjui> 
dos  irrogados  i  el  debido  castigo  del  juez.  En  suma,  en  el 
proyecto  se  descubren  los  capítulos  principales  del  reglamento 
que  por  aliora  necesitamos  mas. 

Por  esta  lijora  reseña  de  las  principales  ventajas  del  pro- 
yecto i  los  elojios  que  hacemos  de  ¿1,  no  se  crea  que  nos  com- 
prometemos a  sostener  cada  una  de  sus  disposiciones  particu- 
lares. Nó:  estamos  persuadidos  que  el  código  mas  sabio  i 
compuesto  ¡xir  los  jurisconsultos  de  mayor  experiencia  tendrá 
siempre  algunas  menguas  i  supcrUuidades,  i  el  que  ahora  se 
presenta  a  la  revisión  pública  no  puede  ser  excepción  do  esta 
regla;  solo  hemos  querido  pagar  al  autor  el  tributo  que  tan 
Justamente  merece  i  alentar  a  los  sabios  del  pais  a  tomar 
parte  en  la  discusión;  tanto  mas,  cuanto  creemos  firmemente 
que,  por  buscar  lo  mejor,  nos  quedaremos  talvez  con  lo  malo, 
DO  llegando  nunca  el  momento  de  ver  organizada  como  corres- 
pondo la  administración  de  justicia. 
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La  seguridad,  la  propiedad,  el  honor,  todo,  en  íin,  cuanto 
el  hombre  busca  i  encuentra  en  la  sociedad  estriba  precisa- 
mente en  I»  recta  administración  de  justicia.  Son  sin  ella  laa 
leyes  un  vano  simulacro;  porque  nada  imjiorta  que  existan  i 
sean  las  mejores,  si  su  mala  aplicación  o  inobservancia  laa 
anula,  o  si,  para  conseguir  su  efecto,  se  han  de  experimentar 
mayores  males  que  los  que  obligaron  a  reclamar  su  oumpti* 
miento. 

La  administración  de  justicia  puede  ser  mala  i  defectuosa, 
opíisc,  13 


no  fiolu  por  la  malicia,  ignorancia  o  negtijoncia  de  los  que 
inturviünen  en  ella,  sino  también  purla  naturaleza  délas  leycn 
quo  1»  arrei^Ian.  Si  ellas  son  tales  que  no  dejan  los  recursos 
convenientes  para  esclarecer  comu  es  debido  los  derechos,  ni 
lifp'tndose  a  sus  disposiciones  lus  jueces  no  pueden  tener  lit 
libei'tud,  la  detención  i  el  acuerdo  que  tanto  necesitan  para 
ejercer  sus  funciones,  seguramente  los  que  se  ven  precisadoa 
a  esperar  la  justicia  en  los  pleitos  delien  eutar  expuestos  a  los 
fuiícstOH  resultados  de  la  escasez  de  sus  recursos,  de  la  poca 
expedición,  tino  i  prudencia  que  son  muí  de  temer  en  lus  que 
han  de  juz^!'!'' 

Por  el  contrario,  si  las  leyes,  queriendo  dar  demasiado  en- 
saiicbe  a  los  que  litigan,  los  proveen  de  muchos  recursos,  de 
términos  i  garantías,  deberá  necesariaminte  seguirne  la  dila- 
ción de  los  negocios,  oí  dispendio  en  innecesarios  trámites,  i 
nunca  tendrán  mas  lugar  lus  abusos,  porque  la  malicia,  que 
tiene  en  los  pleitos  su  mayor  cabida,  se  valdrá  de  las  dispo- 
siciones «¡ue  se  creyeron  mas  justas,  de  las  garantías  que  se 
estimaron  mas  racionales,  para  burlar  la  intención  misma  de 
las  leyes  i  ¡ara  poner  estorbos  in9ui>erablett  al  buen  éxito  de 
la  justicia. 

Por  desgracia,  tenemos  los  mejores  comprobantes  de  lo  que 
acabamos  de  decir  en  los  hechos  que  todos  lus  días  se  pre- 
sentan a  nuestra  vista  i  nos  hacen  ver  los  defectos  de  nuestro 
actual  sistema  de  procedimientos  judiciales.  Un  nuevo  regla- 
mentu  de  justicia  dobló  ser,  según  la  intención  do  los  lejisla- 
durus,  el  que  mojora.sc  su  administración,  o  hiciese  mas 
soportable  la  suerte  de  lus  litigantes,  que,  con  solo  serlo,  se 
hallan  en  un  estado  verdaderamente  gravoso;  pues  ese  mismo 
reglamento,  dado  con  las  mej>jrcs  intenciones  i  dirijidd  por  los 
mejores  principios  de  equidad,  ea  el  que  ha  empeorado  nues- 
tro sistema  judiciid.  Basto  tener  prt'st^nte  los  abusos  que  ae 
han  cometiilo  i  coinelen  con  motivo  ile  las  conciliaciones,  i  loa 
necesarioH  resultados  de  la  facultad  do  ret^usar  a  que  so  dio 
tanta  extensión,  sin  duda  partiendo  del  principio  de  que  dnra 
iflsa  es  litigar  ante  un  juez  sospechoso. 

Por  mucho  que  sea  eltino,  por  mas  detención  que  s<- ponga  en 
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dictar  la-s  leyes  qim  lian  ilo  servir  para  la  administración  do  justi- 
cia, nunca  poilrá  haber 'loimisia,  por(|U(i,  onlro  los  graneles  no- 
tfiKioa  que  puedtm  ¡treaentarsc  al  lojisladiT,  nu  hai  uno  ma3 
deUua<I<)  ni  de  mtiyor  tritscendoncia.  En  cualquiera  otra  de  las 
materíaíi  sobi'u  quo  versa  la  k'jislacíon,  no  puede  haber  desacier- 
tos c¡utí  oauson  tantu  perjuicio,  ni  quo  sean  do  tan  difícil  re- 
mediu.  Ln.H  males  quo  produce  una dispoíiícion  dosarregladu  en 
los  procedí  míen  tii!4  judidalos,  solo  se  sienten  dcpueq  que  ya 
{»tú  en  práctica;  i  como  eatóncef  ya  ha  adquirido  alguna  con- 
fiist^ncia,  habiendo  tntvez  causado  hábito,  como  ya  ha  bocho 
KUíitar  BUH  efMilMS  a  lu»  que,  por  desf^racia,  miran  principalmcn- 
to  en  l^s  juicios  las  artos  de  la  cabala  i  de  la  intriga,  tiene  en 
ellos  [ií[uella  disposición  otros  tantos  apoyos,  que  son  otras  tan- 
tas dificultades  para  remover  los  perjuicios  que  causa. 

Deducimos  de  lo  dicho  que,  al  dictar  un  reglamento  do  jus- 
ticia,  no  solo  os  necesario  tener  fija  la  atención  a  lo  pasado  i 
presente,  sino  ochar  larpa  vista  a  lo  [xtr  venir  biti  despreciar 
círcunslancia  alyuna,  por  pequeña  que  sea,  pues  muchas  veces 
aquello  que  parecía  deber  influir  menos,  ea  lo  que  tiene  mas 
luf^ar  en  ol  buen  o  mal  resultado  de  las  leyes,  especialmente 
de  aquéllas  ({ue  se  dirijen  a  arreglar  la  acción  del  hombre  eu 
los  casos  en  que  se  rounon  tantos  intereses  para  perturbar  su 
razón  i  depravar  su  voluntad. — Si  conviene  tener  considera- 
ción a  las  leyos  pr(*exÍHtenti-s  i  al  hábito  que  ellas  han  causado 
a  medida  de  su  antigüedad,  si  es  necesario  respetar  la  sabidu- 
ría con  que  fueron  dictadas,  no  es  ménoa  preciso  dcsprender- 
Hc  un  tanto  de  ellas  cuando  lo  demandan  las  necesidades  que 
deben  remediarse.  La  disposición  quo,  al  tiempo  du  expedirse, 
fué  acaso  la  mas  a  propósito,  puede  ahora  ser,  no  solo  inadecua- 
da, sino  tiimlii"n  pi'rjadicial;  i  en  estoscosos  debe  preferirse  lo 
■[uo,  atendiiliM  las  circunstancias  presentes,  pni-ezca  mas  confor- 
me. Una  meditación  detenida  sobre  la  naturaleza  de  los  actos 
judiciales,  una  reflexión  seria  deducida  do  las  experiencias, 
i  una  previsión  que  tenga  por  baso  necesaria  ol  verdadero  oo- 
mxiimionto  del  corazón  humano,  esto  as  lo  que  .-t  nuestro  juí- 
ci.)  debe  emplearle  para  cünsoa:uir  el  acierUi,  procurando  con 
lodo  Buidndo  linir  de  IcoriiM  que,    aunque  iiintorescas,  no  es- 
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tñn  ucreilitadas  por  la  práctica,  i  aun  de  adoptar  ta  introduc» 
4-ion  (lü  usos  que,  »\  en  algunas  naciónos  surten  buen  efecto, 
piierlen  mui  bien  hai^er  todo  lo  contrario  entre  nosotros.  No 
querenioa,  por  esto,  negar  la  entrida  a  toiía  disposición  legal 
por  el  het-ho  de  hallarse  establecida  en  otras  partos,  cuando  es 
precisamente  esta  calidad  la  que  la  recomienda  a  nuestra  vis- 
ta, i  debe  recomendarla  ante  todos  los  hombres  sensatus.  Ape- 
iL-ceraos  solo  que,  p;\ra  adoptarse,  sehaga  un  serio  estudio  de  las 
ealidadoH  i  circunstancias  de  los  pueblos  en  que  está  en  uso  i 
de  las  nuestras,  porque,  sin  el  juicio  comparativo  que  do  este 
estudio  debe  resultar,  ni  puede  asegurarse  un  buen  éxito,  ni 
otra  oosa  ha¡  mas  probable  que  el  deseno^año  de  su  inadapta- 
bilidad  al  tiempo  de  reducirse  a  la  práctica 

Sobro  las  bases  que  hemos  sentado,  vamos  a  tomar  en  consi- 
deración el  proycfto  de  administración  de  justicia  lieL-lio  i  pre- 
sentado por  el  señor  fiscal  de  la  corte  suprema  senador  don 
Mariano  de  ü^gaña,  protestando  que,  al  emprender  este  trabajo, 
procuramos,  en  cuanto  está  de  nuestra  parto,  alejar  toda  pre- 
vención i  mirar  las  cosas  on  su  verdadero  punto  de  vista.  Po- 
demos desde  ahora  anticipar  a  nuestros  lectores  el  juicio  que 
hacemos  de  esta  olira.  En  ella,  vemos  recapitulado  lo  mas 
importante  que  han  dispuesto  nuestras  leyes  sobro  procedi- 
mientos judiciales;  vemos  introducidas  algunas  instituciones 
nuevas,  que  en  su  mayor  parto  creemos  adecuadas  a  nuestras 
necesidades  i  adaptables  a  nuestras  circunstancias,  según  de- 
mostraremos cuando  lleguemos  a  ocuparnos  de  ellas;  i  obser- 
vamos buen  órdon  i  arreíjlo  on  la  colocación  de  los  títulos  i  de 
las  materias  sujetas  al  rcg^lamento.  Sin  embargo,  como  no  es 
dado  a  todos  tener  un  mismo  modo  de  ver  las  cosas,  no  dejan 
de  ofrecérsenos  algunos  reparos,  que  iremos  proponiendo  por 
el  orden  do  los  mismos  títulos  i  parágrafos.  Daremes  al  públi- 
co las  razones  on  que  nuestras  opiniones  se  fundan,  i  las  per- 
sonas ilustradas  decidirán,  si  no  a  favor  de  nuestro  propósito, 
con  oí  acierto  que  es  seguro  cuando  las  materias  so  analizan 
por  principios. 

Comenzándola  lectura  del  título  I."  del  expresado  regía- 
lo, hallamos  que  los  juicios  no  pueden  tener  mas  que  dos  ins- 
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toncias,  sBijun  el  articulo  I .';  i  üonforme  al  2.*,  que  la  spotcir; 
cía  pronunciailaen  la  segunda  instancia  produce  cosa  juzgadíf..\ 
Este  ea  el  órdea  que  aclualmente  se  ohserva  en  nufstros 
[irocediraiontos.aegun  el  reglamento  víjentc;  pero  ese  orden,  en 
el  modo  absoluto  con  que  se  prusenta  ea  el  proyui;tu,  parece 
tuiícp  inconvenientes  de  no  pequeña  consideración  i  que  no  ea 
ílaljle  dejar  de  exponer. 

Si  las  sentencias  pronunciadas  en  ambas  instancias  son  con  ■ 
formes,  sería  desde  luego  justamente  inadmisible  todo  otro 
recurso,  i  regularmente  no  produciría  otro  fruto  que  la  exce- 
siva demora  en  los  juicios,  mal  que,  según  hemos  dicho,  es 
preciso  evitar  en  cuanto  deje  salva  la  justicia  de  los  litigantes, 
la  que  nunca  puedo  quedar  mas  satisfecha  que  dcspuos  de  ha- 
ber recaído  sobre  un  mismo  negocio  dos  decisiones  conformes 
en  distintas  instancias.  Pero,  cuando  la  segunda  sentencia  es 
revocatoria  de  la  jirimera,  no  hallamos  que  pueda  haber  igual 
satisfacción,  especialmente  si  atendemos  a  que  el  juez  que 
instruyó  el  proci-so  debe  suponerse  cx)n  los  mejores  conocimien- 
tos de  los  hechos,  con  mas  tiempo  para  haber  meditado  sobre 
el  derecho  que  debia  aplicarles,  i  con  una  responsabilidad  mas 
fuerte  que  la  de  los  jueces  de  la  segunda  instancia,  si  es  que  do 
ella  ha  de  conocerse  en  tribunales  colcjiadotí.  El  que  ha  llega- 
do a  obtener  en  la  primera  instancia,  tiene  un  derecho  fundado 
en  la  misma  sentencia,  i  es  cosa  dura,  que  por  otra  sola  haya 
du  perderlo.  Parece,  por  todo,  que  en  esto  caso  de  disconfor- 
midad debia  dejarse  un  tercer  recurso.  El  de  súplica,  conocido 
en  nuestras  antiguas  leyes,  i  reducido  a  la  revimon  del  procoso 
por  loa  mismos  jueces  de  segunda  instancia,  en  cierto  modo 
parecía  ocurrir  a  remediar  loa  malea  que  la  falta  de  conside- 
ración o  de  exposición  de  las  razones  mas  favorables  al  perdido 
pudiese  haber  causado;  pero,  si  se  reflexiona  que  los  majis- 
trados  deben  prestar  toda  la  atención  que  necesita  un  fallo  pa- 
ra su  arreglo,  sean  cuales  fueren  las  circunstancias;  si  se  atien- 
do a  que  en  dos  instancias  dineilmento  pueden  omitirse  aun 
las  razones  monos  principales  en  que  las  partes  fundan  su  in- 
tención; sobro  todo,  si  es  cierto  que  con  dílicultad  se  varían  las 
opiniones  una  vez  eoncebidas,  espreoisuconíesarqueelrecupso 


He  súpliua  mi  c»  uiortamiinlu  i't  rttmeilio  ad^ptiiblo  para  ol  cam 
'•.^e  quu  1103  iciipamos;  i  quo  ofrecienilo  mui  pui;as  n  ningu- 
nas vontiijas  al  jterdidu,  solo  ucasijiiariíi  infructuosas dcmoratí. 

Nopudientlo,  pii&s,  adoptarse  el  rocursi  desupUiMi,  ni  debien- 
do propoi-cionar  mayor  esclarecimiento  en  los  hcclios  dospuoa 
(lol  ([ue  orrecen  los  trámites  adoptados  con  ventajas  on  el 
nuovo  proyecto,  os  preciso  conformarnos  con  las  dos  instaiician 
i  con  que  la  segunda  sentencia  produzca  cosa  juzgada;  poro 
es  necesario  dejar  a  esto  una  excepción,  que  no  os  posible  do- 
(tatender.  A  pesar  de  que  las  instituciones  sean  las  mejores, 
puede  abiisaríic  do  ellas;  i  así  como  puodo  en  la  priniern  i 
segunda  instancia  faltarse  a  un  trámite  sustancial  i  cnincterso 
una  nulidad  a  que  se  deja  un  recurso,  puedo  también  en  una 
i  otra  sentencia  infrinjirso  maní Oesta mente  una  Ici,  i  eausarso 
una  injustii-ia  notoria.  ¿Por  qué,  para  esto  caso,  se  ba  de 
negar  un  recurso?  ¿por  qué  el  (jue  obtuvo  con  esa  injusticia 
ha  de  llevar  ol  fruto  de  la  victoria,  i  por  qué  al  perdido  so  le  ha 
de  dejar  solo  la  acción  talvez  eütéril  do  repetir  contra  los  jue- 
ces que  mal  fallaron?  No  parece  que  esto  está  en  cunsonunoia 
con  la  razón  ni  con  la  justicia,  cuyo  atributo  es  dar  a  catla  uno 
lo  que  es  suyo. 

Somos,  por  tanto,  de  sentir  que,  para  ol  cíiso  designado,  debo 
dejarse  el  recurso  conocido  en  nuestras  antiguas  leyes  con  el 
nombre  de  notoria  injusticia.  Como  este  recurso  está  limi- 
tado a  la  sola  revisión  del  proceso  por  el  tribunal  que  designo 
laloi,  no  puiKlc  causar  mayor  dispendio  do  tiempo.  Si  se  tomo 
que  se  hugan  abusos  en  él,  como  los  quo  hemos  visto  en  loa 
recursos  do  nulidad  designados  en  el  actual  reglamento,  la  loi 
tiene  arbitrios  pura  impedir  esos  abusos;  estaliléacase,  como 
debe  hacerse,  una  pena  pecuniaria  que  deba  afianzarse  al  tiem- 
po de  introducir  ol  recurso  i  ceder  a  boneficio  dol  tesoro  públi- 
co si  la  notoria  injusticia  no  se  declara;  lltívese  a  efecto  la 
responsabilidad  del  juez  si  se  declara  la  ínjuntieia,  sin  qne  en 
esto  pueda  haber  la  nicníii"  induljencia,  i  so  verá  cuan  pocos 
son  los  recursos  queso  ofrecen.  Croemos  justamente  que, 
adoptándose  en  el  reglamento  el  recurso  insinuado,  se  da  la 
mayor  garantía  a  los  liligantes;  porque,  al  mismo  tiempo  que 


nis\w  (Ii^jH  un  cnmino  (lara  reparar  sus  justos  agravios,  se 
prop^im  a  los  juoccs  una  rcHÍtlcncia  ¡ramal  de  sus  (lecisiones 
ilcsarrofíIadaH,  ruyo  t«nior  debe  nccf^sariamcritc  contribuir 
mitdio  al  cuitindú  que  tengan  en  expedirlas. 

Acaso  íie  doh  proponga  ol  inconveniente  de  qu&,  para  admitir 
el  rniiurso  ¡n<liuar|o,  será  necesario  aumentar  trihunatcs;  pero 
niRotroM  creemus  tiue  él  puedo  siibaistir,  ni  solo  no  aumon- 
linduse,  ainu  disminuyéndose  el  número  de  jueces  que  tenumo» 
fii  H  dia.  Cuando  nos  ocupemos  de  la  parto  del  reglamento, 
'!  lyi  proyecto  aun  no  hii  visto  el  piiblico,  que  debe  ostablect-r 
las  autoridades  destinadas  a  administrar  justicia,  entóneos 
Nostcndromos  la  utilidad  i  necesidad  do  que,  tanto  do  la  pri- 
mera como  do  la  segunda  instancia,  so  conozca  en  juzgados 
unii)er9onalc9,  de  cuya  conveniencia  ya  se  ha  tratado  de  un 
modo  victorioso  en  oíros  niimoros  de  este  ¡xiriódico;  sosten- 
dremoa  fnmbien  quo  en  cada  provincia  debe  haber  un  juzgado 
de  apelaciones;  i  en  todo  ol  estado  solo  un  tribunal,  que  no 
[luoda  pasar  de  cinco  individuos  do  conocida  probidad  i  sabi- 
duría, a  quien  so  encargue  el  conocimiento  de  los  roeursos  do 
n<itoría  injusticia  i  de  las  nulidades  que  se  deduzcan  en  último 
caso.  Mientras  llega  el  tiempo  de  osa  demostración,  rogamoa 
a  nuestros  lectores  tengan  mui  preaontc  lo  dicho  en  loa  núme- 
roR  citados,  pues  creumos  que  con  ellos  tendrán  lo  balitante 
para  convenir  con  nosotros  en  las  ventaja»  de  los  noevoH 
jiizfrados  de  apelación  que  les  imlicamos,  i  on  la  sencilla 
cxpoiUcion  que  tendrán  ¡Kir  este  medio  los  reeursos  (pie  pro- 
jionemoH. 

IV 


Continuando  nnestra.s  nbAorvacionos,  encontramos  tan  llanR 
la  dis[)osÍ(iun  del  artiuiilo  S.",  que  aun  nos  parece  inneoosaria, 
porque,  resistiendo  las  leyes  on  ciertos  juicios  la  segunda  ins- 
tAncia,  no  habirndu arbitrio  pant  int^^tntarla,  ni  esperar  en  ella 
otra  rcw>luciiin,  debo  nocetuu'iamonto  producir  ejecutoria  la  pri- 
mera. Si  se  suprimiese,  pues,  este  articulo,  no  hnria  bi  menor 
íull  1  en  el  re^lfimento  proyectado 
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Establece  el  3,'  el  recurao  de  niitíclsd  de  las  sentencia»  pro- 
nunciadas ron  falta  tle  trámites  sustanciales  o  con  notoria 
incompetencia,  para  el  preciso  efecto  de  que  el  juzgado 
superior  a  quien  se  recurre  haga  reponer  el  proceso  de- 
volviendo su  conocimiento  a  otro  juez  distinto  del  que 
falló  nulamente,  i  disponga  se  liaija  efectiva  la  responsa- 
bilidad de  éste.  Concebido  en  tales  términos  el  articulo,  nada 
parece  man  arreglado  i  conforme  a  la  naturaleza  misiiia  del 
recurso  qua  se  concede,  pues  Lodo  lo  que  no  sea  esto,  ea  mas 
bien  hacer  en  cierto  modo  una  subsanacion  de  la  nulidad,  para 
lo  cual  no  creemos  que  puedan  las  leyes  autorizar  a  los  majís- 
trados  superiores, 

Los  trámites  esenciales  de  un  juicio,  como  inherentes  a  su 
naturaleza,  son  los  que  constituyen  la  venladera  garantía  de 
los  litií^antea,  que,  como  concierto  pacto,  se  someten  a  las  de- 
cisiones judiciales  bajo  la  calidad  de  que  so  observen  los 
requisitos  previos  que  las  leyes  han  estimado  convenientes  i 
justos.  Faltando,  pues,  estos  requiíjitüs,  falta  el  juicio  legal, 
que,  anulándose,  no  puedo  producir  efecto  al;juno.  Por  lo  mis- 
mo, es  necesario  que  el  juicio  vuelva  precisamente  al  estado  en 
que  se  hallaba  cuando  dejó  de  ser;  i  si  esto  no  sucedo,  las 
partes  se  privan  de  una  de  las  instancias  que  les  son  conce- 
didas. 

Si  lo  dicho  es  tan  claro,  no  comprendemos  en  qué  se  fundó 
la  decisión  de  la  parte  8.',  artículo  54,  título  7.'  del  reglamen- 
to que  nos  rije,  cuando  dispuso  que  el  juez  superior  retuviese 
el  proceso  en  el  caso  de  declarar  la  nulidad.  PratestiUido 
todo  nuestro  respetos  osa  decisión  legal,  nos  parece  hallar 
en  ella  cierta  contradicción,  cuando  ordena  la  retención  del 
juez  superior  en  el  caso  dicho,  al  mismo  tiempo  que  le  da 
el  conocimiento  de  la  nulidad  para  el  efecto  de  reponer  el  pro- 
ceso; porque  no  podemos  concebir  cómohai  reposición,  cuando 
no  se  vuelve  a  la  primera  instancia  que  fué  nula,  i  cuando 
concluye  el  juicio  con  la  sola  sentencia  del  tribunal  que  decla- 
rando la  nulidad  retuvo. 

Si  nos  ocurren  las  dificultades  propuestas  respecto  de  la 
decisión  del  actual   reglamento,  nos  las  presenta  todavía  ma- 
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yores  la  prAcdca  que  vemoa  observar  en  rstos  reuurMB,  en 
que  las  niilklad&s  se  Heclaran  por  eHta  sola  i  stnicilU  fórmula, 
hai  nulidíui,  sin  expresar  el  ilcfecto  ([uo  la  produce.  Proce- 
dimiento es  este,  que,  lií'jos  de  encontrarse  apoyado  en  pI  regla- 
monto,  nos  parece  contrarío  at  espíritu  de  la  parle  del  artículo 
54,  que  ya  hemos  citado;  porí[ue,  si  el  efecto  del  recurso  que 
nos  ocujia  es  precisamente  la  reposición  del  proceso,  no  on-  • 
contramos  cómo  pueda  tener  lu^ar,  si  no  se  expresa  la  falta 
que  la  motiva.  Tanto  maa  noa  cunfirmamos  en  este  pensa- 
miento, cuanti)  vemos  en  no  pocos  casos  que,  declarada  eaa 
nulidad  sin  expresión  al^na,  se  procede  acasostn  mas  trámi- 
tes quD  una  simple  audiencia  délas  parte»  a  la  resolución  que 
p1  tribunal  superior  estima  ju»<ta.  Veneramos,  como  es  debido, 
las  luces  i  probidad  de  nuestros  majistrados,  i  estamos  ciertos 
de  que  ios  fallos  que  hayan  recaído  en  Ijü  casos  dichos,  habrán 
sido  los  mas  conformes  a  los  derechos  de  los  litigantes;  pero, 
cuando  sabemos  que  no  puede  lial)cr  nulidad  sin  defecto  de 
trámite  sustancial,  cuando  la  miramos  declarada  en  los  juicios 
i  cuando  observamos  que  sin  reponerse  trimite  alguno  so  pro- 
cede a  la  resolución  do!  litijio,  no  sabemos  qué  pensar;  siendo 
cierto  que  si  la  sentencia  declarada  nula  adoleció  de  vicios  por 
falta  de  trámites  sustanciales,  mientras  subsista  esa  falta,  debe 
también  la  nulidad  8ul>sístir,  sin  que  pueda  subsanarse  por 
otras  sentencias,  sea  cual  fuere  el  fondo  de  su  justicia,  o  la 
Jerarquía  del  tríbunal  que  procede. 

Presi-indicndü  de  lo  dicho,  es  preciso  desde  ahora  sentar  la 
base  en  que  han  i|o  apoyarse  muchas  de  nuestras  ohaorvafiones. 
Como  tus  juicios  son  públicos,  nada  del>c  haber  en  ellos  mis- 
terioso;! ej  liti^nte,  ganando  o  perdiendo,  delw  saber  las  razo- 
nes en  que  ha  estribado  el  fallo  que  ha  obtenido  en  pro  o  en 
contra;  nada  hai  tan  conforme  a  la  ju.sticia  i  a  la  equidad,  nada 
tan  li^Io  a  la  razón,  que  es  la  única  capaz  de  hacer  formar  a 
lus  hombres  el  justo  concepto  que  deben  tener  <le  los  majistra- 
dos, i  de  aquietarlos  cuando  ven  frustradas  sus  pretensiones. 
&  ello  es  así,  ¿por  qué  la  declaración  de  una  nulidad,  que  im- 
porta  tanto  como  la  revocación  de  todo  lo  hecho  en  un  proceso, 
i*e  ha  <le  librar  a  las  solas  dos  palabras  ya  dichas,  sin  designar 
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loa  defectos  que  la  causiiaf  Du  oste  modo,  no  extrañarnos  que 
los  litigantes  cuya  razón  rugularmentc  ealá  uscure^iida  con  oí 
interés  del  pleito,  busquen  i  no  encuentren  las  nulidadü!4  que 
ven  declaradas,  i  formen  quojaa  de  loa  tribunalen;  lo  que 
oiertamente  nu  sucedería,  ai,  indicada  la  falta  del  trámite,  se 
mandase  seLTun  ella  reponer  el  proceso. 

Se  nos  ocurren  tantas  razonoa  en  favor  del  artículo  que  noa 
ocupa,  i  en  demostración  de  las  mejoras  que  demandan  nuestrati 
instituciones  i  nuestra  práctica  sobre  nulidades,  que,  si  hubiéra- 
mos de  exponerlas  en  este  lugar,  nos  haríamos  demasiado  difu- 
sos en  una  materia,  quo  apoco  que  se  la  considere,  ministra 
cuanta  elucidación  puede  apetecerse.  Nos  limitaremos,  por  tanto, 
a  decir  al^o  mas  en  orden  a  la  responsabilidaddel  juez  que  falló 
nulamente,  lacual  se  manda  hacer  efectiva  porel  mismo  articulo. 

Conocida  la  importancia  de  la  ritualidad  esencial  de  los 
juicios,  sabiéndose  que  la  falta  de  ella  los  reduce  a  la  nada, 
los  perjuicios  consiguientes  ae.ya  falta  no  pueden  ser  mayores 
ni  mas  dignos  do  repararse;  asi  como  los  defectos  ([ue  los  cau- 
san, no  pueden  proceder,  sino  de  la  malicia,  do  la  ignorancia 
(1  neglijencia  de  los  jueces,  quo  deben  ser  por  su  oficio  el  ejem- 
plo de  la  probidad,  del  estudio  do  sus  obligaciones  i  déla dili- 
jencia  en  cumplirla.s;  porque  de  otra  suerte  ellos  serian  una 
de  las  ciirgas  mas  posa  las  para  ia  sociedad.  Na^la  hai  por  eso 
mas  justo,  nada  mas  preciso,  que  imponerles  un  castigo  co- 
rrespondiente a  su  culpa,  i  hacer  por  esto  medio  quo,  sobro  los 
nobles  o.stímulos  que  tiene  el  majistrado  para  proceder  con 
iirri'glo,  tonga  también  el  temor  de  que  sus  procedí mientus 
poco  arreijhduH  huyan  de  acarrearse  necesariamente  ponas  pro- 
porcionadas a  la  culp;i  i  al  grado  de  su  responsabilidad.  No  re- 
cordamos, entre  tantas  nulidades  como  hemos  visto  derlaradas 
por  nuestros  trihuniilps  después  del  reglamento  vijente.,  que 
la  responsabilidad  se  haya  hecho  efectiva.  Puede  ser  que  lo 
haya  sido  en  muchos  casos  que  ignoremos;  pero  ¡jodemos  aso- 
gurar  quf>,  si  hubiera  tenido  lusar  en  todos,  las  nulidades  lia- 
hrian  sido  on  mGn')r  número,  como  lo  serán  indudablemente 
nuando,  como  esperamos,  se  sancione  el  articulo  3.'.  i  snri- 
oionadi-,  tenga  su  muí  puntual  cumplimiento 
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Entre  Unto,  ya  cfuo  no  es  dado  a  loa  trilmnaleB  Huperiarra 
dejar  de  retoaer  los  procesos  en  uuyjw  HcnWniuas  so  encuentran 
nulidades,  creemos  que  harían  conocido  servicio,  si  desde  luo- 
go  adoptanen  on  bus  procodimientos  la  expresión  de  la  causa 
do  la  nulidad,  i  el  hacer  efectiva  la  rcMponaabilidad  de  los  jue- 
ccfl,  pues  estas  dos  solas  circunstancias  causarian  mejoras 
inapreciables  en  nuestro  sistema  judicial,  i  prepararían  la  mar- 
cha legal  i  franca  que  debe  seguirse,  si  se  adoptan  los  princi- 
pios que  venaderamente  constituyen  una  'administración  de 
josUcia  ¡lorfi'cta,  en  cuanto  lo  permita  nuestra  situación 

Los  articulds  í.",  5."  i  B.'del  título  1."  esliin  por  sí  bastante 
esclarecidos,  para  que  nos  detenscamos  en  manifestar  las  razo- 
nes de  riui'fitra  aprobación.  Hahíami-s  meditado  hacer  algunas 
observaciones  sitbre  cl  contenido  de  loa  artículos  que  se  com- 
preuden  desde  el  número  7  hasta  el  fin  del  título  i.';  pero 
de  este  trabajo  nos  ha  ahorrado  la  persona  (¡ue  nos  ha  favo- 
recido con  la  comunicación  que  vamos  a  insertar  relativa 
a  loa  mismos  artículos.  Somos  en  todo  de  su  opinión,  i  cono- 
cemos demasiado  nuestras  luces  para  creer  quo  podríamos 
añadir  el  menor  rasgo  que  ilustrase  los  sólidos  convcncimien- 
tija  con  que  aqtiñlla  ha  sido  ilustrada  Iteproducimos,  puos, 
BU  coutoxtí),  liando  por  concluidas  nueslpas  observaciones  al 
titulo  primero  del  proyecto,  para  encargarnos  del  segundo, 
cuya  materia  es  cl  «fuero  comiwtento  en  los  juicÍ08,i 


Señores  editores  ile  El  .\raucano: 
Valiéndome  do  la  invitación  que  ustedes  hicieron  a  wns  leo- 
turt-s  en  su  número  280,  me  lomo  la  libortid  de  nomclcr  a  su 
juicio  i  al  del  público  alyrunas  obsei-vaciuiics  quo  me  lia  sujcri- 
do  la  IeL^tul'a  de  hi  primera  parte  del  uProycctu  de  leí  de 
a  Iministracion  do  juMlieia  i  or^anizuciim  de  tribunales»  dado 
a  luz  jmr  cl  señor  (¡acal  de  la  corte  suprema  don  Marrano  de 
Kgaña.  Suscribo  en  un  todo  a  los  elijii-s  que  ustedes  han  dado 
a  esta  recomendable  obra,  en  que,  a  la  par  del  saber,  resplande- 
ce tanto  ar(iiella  sólida  i  juiciosa  liberaliilad  que  busc^i  lo  tStíl  i 
priilico  i  no  aspira  a  perfocoioues  idtMilos.  A«Í  es  quo  solo  me 
alrt-vn  a  ¡uefientar  ruis  of«er**a''ion''s  en  cl  tono  de  qui«n  pre- 
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guutacon  el  ohjntode  qtiesedtaipenflua  dudaa  o  se  ractiBquen 
suserporos.  Ni  la  meditación  quo  he  podiilo  dar  a  la  materia, 
ni  mis  ranfKiimientos  en  ella,  me  autorizan  a  ppoponorlas  de 
otro  modo.  Los  íntelijentea  lea  darán  ol  valor  qae  merez- 
can. 

No  pretendo  sujetarme  a  órdon  alguno,  sino  exponer  mia 
ideas  a  medida  que  me  vayan  ocurriendo.  En  esta  carta,  rae 
limito  a  los  artículos  7  hasta  13,  que  tratan  de  la  cuantía  de 
tos  pleitos. 

La  clasificación  de  las  causas  por  su  cuantía,  según  aparece 
en  el  proyecto,  me  parece  ali^o  complicada  i  confusa.  Si  son  plei- 
tos de  mínima  cuantía  aquellos  en  que  ía  suma  demsndíiila,  o 
el  valor  de  ía  especie  o  de  ía  reparación  que  aa  pide,  no  ex- 
cede deciento  cincuenta. pesot,  i  de  menor  cuantía  aquellon 
en  que  dicha  suma  o  valor  no  excede  de  quinientos*  p^sos, 
resulta  que  en  esta  segunda  clase  está  comprendida  la  primsra, 
i  que,  ateniéndonos  al  rigor  de  las  definiciones,  la  mínima 
cuantía  deberá  mirarse  como  una  especie  o  sección  particular 
de  la  menor  cuantía;  de  lo  cual  ae  deducirá  que  toil '  lo  que  ae 
diga  de  los  pleitos  de  esta  segunda  clase,  es  oxtcosivo  a  U 
primera.  Pero  no  parece  ser  esta  la  intención  del  autor,  porque 
en  el  artículo  13  se  habla  de  las  dos  clases  como  enteramento 
distintas,  i  lu  mismo  se  supone  en  los  46,  47,  50 1 ,  502  i  otras 
varios.  Hai  aquí  un   lij ero  descuido  de  redact'ion,  de  aquéllos 

Quos  huma.rta  pariim  cacií  natura.... 
Pero  no  doja  de  syr  importante  notar  aun  esta  especie  de 
inexactitudes,  que  en  nada  rebajan  el  mérito  de  una  obra  larga 
i  diHi-il,  i  que,  pasadas  por  alto  cuando  se  trate  de  dar  al  pro- 
yecto la  forma  de  lei,  podrían  lucido  ocasionar  mucha  perple- 
jidad en  la  práctica. 

Parece,  pues,  quo,  según  el  espíritu  (no  la  letra)  del  proyecto, 
son  causas  de  menor  cuantía  aquellas  en  que  el  valor  deman- 
dado excede  de  150  pesos  i  no  pasa  de  500,  Mas  estas  dos 
clases  se  hallan  luego  virtualmi^nte  subdivídidas.  Las  de  me- 
nor cuantía  que  no  pasan  de  '200  posos,  se  terminan  nece- 
sariamente en  la  primera  instancia,  según  el  artículi  501;  i 
lúa  de  mínima  cuantía  en  que  el  valor  déla  demanda  es  de 25 
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mgnn  et  eáíeuío  qtte  forme,  ñ  la  demanda  le  "MTipnb»  o  nd 
k  la  «laatía  del  pleito.»  I  el  13  dispone  que  *i»  . 
es  ser  exacto  el  calcula  qae  se  baga  pam 
dstermhnr  la  cuantía  dd  pinto,  se  tendrá  entendido  por  rc^a 
jenersl  qae,  en  todijs  los  casos  en  que  la  lei  señala  cantidid 
detrrmiaada,  y*  sea  pan  la  oompetencia  del  pleito,  ya  para 
que  t«Qga  lugar  la  apelacíoa  u  otro  recurso,  ya  para  que  so 
proceda  inmediatameote  a  la  ejecución  de  U  wntencia,  no  obs- 
tante la  apdadoa,  es  le^^l  i  válido  el  cálculo  del  ju»,  aun 
cuando  exceda  de  la  cantidait  señalada  por  la  lei  en  una  cuarta 
parte,  ai  d  pleito  es  de  nünima  cuantía,  o  eo  una  sexta  si  ea  • 
de  menor  o<iantia.*  ¿Ex  posible  fijar  en  todos  casos,  aun  aproxÍ< 
matrvainent(>,  el  valor  de  lo  que  se  litiga?  ¿No  sucedo  muchas 
veoes  q'ie  la  litis  es  por  su  natumlraa  inestimable,  o  que,  por 
lam<^oo9,  no  es  susceptible  de  apreoiaoioo,  sino  cuando  la  causa 
se  halla  en  estado  do  sentenoiaf  Se  pide  la  rvparaokm  de  ana 
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injuria:  para  apraiiarla,  ea  necesario  conocer  tocios  los  ¡«rrae- 
noreíi  del  liculio,  to.lo3  sun  antecodentea,  todas  lan circunstancias 
qats  lo  atenúan  o  lo  agravan.  3o  pide  una  herencia:  no  será 
posible  al  juez  apreciar  la  demanda  sin 'informarse  algo  mc- 
nu'Iamonte  del  valor  de  loa  efectúa  hereditarios  i  de  las  deu- 
das í  carijas  a  que  están  afectos;  la  herencia  podrá  valer  mu- 
cho o  mui  poco,  talve/.  nada.  Lo  [>eor  es  que  un  maravedí  de 
error  en  la  valuación  bastará  oii  muchos  caaos  para  viciar  do 
nulidad  el  juicio  por  la  incompetencia  del  juez  o  la  omisión 
de  trámitea  esenciales',  pues  aunque  en  el  artículo  13  se  pro- 
viene que  será  válido  el  cálculo  ilel  juez,  aun  cuando  exoeila 
del  limite  legal  en  una  cuarta  u  sexta  parte,  esto,  a  mi  ver,  no 
hace  mas  quo  trasportar  la  diricLiItad  de  un  punto  a  otro- de  la 
escala.  Por  ejemplo,  haí  ciertos  trámites  que  no  son  necesarios 
en  los  pleitos  de  menor  cuantía.  E\  error  del  juez  no  será  do 
consecuencia,  si  se  reduce  a  estimar  en  500  pesds  una  deman- 
da que  monta  en  realidad  a  580.  Pero,  ai  resulta  que  el  objeto 
litijioao  vale  583  pesoa,  se  habrán  omitido  trámites  eaenoialoa 
i  será  nulo  lo  obrado. 

Eatos  inconvenientes  parecen  inevitables  en  toda  claailicacion 
do  las  causas  por  su  cuantía,  siempre  que  se  cometa  la  esti- 
mación de  la  litia  al  juez,  como  lo  ha  hecho  ol  autor  del  pro- 
yecto. La  verdadera  cuantía  de  la  lítia,  a  lo  que  yo  entiendo, 
no  es  el  valor  efectivo  de  la  demanda,  sino  su  valor  nominal; 
ea  lo  que  se  pide,  no  lo  que  se  debe.  8i  yo  demando  mil  peaos 
como  remuneración  do  un  trabajo  o  como  saldo  de  una  cuenta, 
la  cuantía  de  la  litia  será  verdaderamente  de  mil  pesos,  aunquo 
en  realidad  no  se  nio  deban  cincuenta.  No  parece,  pues,  haber 
razón  alguna  para  encomendar  al  juez  un  cálculo  en  que 
pueden  intervenir  mil  causas  deerror,  i  que  le  pondrá  muchas 
veces  en  pcrplejidadea  i  ocasionará  demoraa  dispendiosas, 
Estése  al  valor  de  la  demanda  declarada  por  el  actor,  i  la 
aplicación  delalei  no  admitirá  dificultad  ni  embarazo  algu- 
no. Tal  fué  la  regla  del  derecho  civil:  Quotíea  de  quantitate 
ad  jurisdictionom  pertinente  qUEoritur,  scmper  quantum  peta- 
tur  quforendum  est,  non  quantum  debeatur,  (tex  19,  D.  da 
juvixdicltone)    Los   franc^siís  han  retenido  esto  principio  de 
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la  jurisprudencia  romaníi,  al  cual   me  parece  tnmliifn  con- 
formarse nuostrn  rcglam<;rito  ile  justicia  de  lR2i. 

K.  X.  I 

V 

Vainu»  a  tomar  en  ixinaideracton  ol  tltulu  2."  del  proyoutu 
que  nos  ouupa  i  a  tratar  dul  fuoru,  o  juzgado  o  tribunal  en  que 
conviene  a  cada  uno  ejercitar  las  acciunes  i  oponer  \&h  excep- 
ciones quo  le  competan  en  lus  juidoa.  Materia  oa  esta  cierta- 
mente du  las  mas  interesantes,  porque,  sin  la  lejítima  auton- 
dad,  ni  hai  juez  ni  valor  ali^Liiio  en  cuantos  autoa  se  practiquen 
para  el  osdartici  miento  de  los  derechos.  Nada,  por  tanto,  debe 
mirarue  con  mas  cuidado  por  los  Icjisladorea,  nada  esclarecor- 
eie  mas  en  las  leyej,  que  cuanto  mira  a  determinar  la  compe- 
t«ncia  del  juez  que  ha  de  conocer  de  laa  causas;  pero,  al  mismo 
ticmiK),  nada  Kai  en  que  mas  deba  empicarse  la  circunspección, 
ni  entrar  con  ma»  cuidado  la  política,  quo  en  el  establecimien- 
to i  conservación  de  las  respectivas  jurisdicciones,  i  en  demar- 
car de  tal  modo  sus  términos,  que  ni  causen  perjuicio  a  las 
personas,  ni  se  embaracen  en  sus  mismos  prooedimicntua.  Na- 
da tampoco  hai  en  que  mas  deba  ejercitarse  la  rectitud  de  la 
justicia,  para  no  prodic;ar  privili;jius  que  causen  una  verdadera 
desigualdad  ante  la  Iei,  cuya  balanza  debe  catar  puesta  de  tal 
modo,  que,  entrando  en  ella  los  mismos  privilejios,  no  tengan 
mas  las  personas  o  las  cosas  privilcjiadasque  tienen  las  que  no 
lo  son,  para  quo  sobre  todas  se  administre  la  justicia,  que  no 
puede  sur  sino  una. 

Tocamos  on  una  materia  en  que  encontramos  opiniones  que 
pecan  por  exceso  en  contradicción  du  otras  que  pecan  por  de- 
fecto. Quieren  unos  aumentar  basta  lo  sumo  los  fueros  respecto 
de  las  personas  i  de  las  cosas;  i  éstos  jamas  podrán  realizar  su 
sistema  sin  la  multiplicidad  de  juzgados,  que  siempre  es  emba- 
razosa i  pi^rjudicial  a  toda  buena  administración.  Menos  po- 
drán evitar  los  conflictos  jurisdiccionales,  ni  dejar  de  propor- 
cionar continuos  flancos  por  donde  dirija  sus  embates  la  ma- 
licia, con  cuyas  sutilezas  es  preciso  lontar  cu  todo.  Los  acj^un' 
(los,  quoriondo  reducir  lo»  juicios,  sean  cuales  fueren,  i  las 
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persianas  que  on  ellos  intervienen,  a  un  soto  fuero,  no  podrán 
evitarioanecc-jarios  entorpecimientos  que  deberá  tener  eljiru  áa 
los  negocios  por  la  poca  exactitud  con  que  ppeeísamente  habrá 
do  proccrlepse  en  mvichua  ríe  ellos;  i  subre  todo  causarán  una 
confusión  de  no  pequeña  trascendencia  en  un  ejjtado  que,  de- 
biendo componerse  de  distintas  clases,  las  cuales  son  inevita- 
bles, delie  también  tener  juzgados  ilistiiitus,  por  los  cualeií,  en 
medio  de  la  desigualdad  de  las  condiciones,  haga  relucir  la 
igualdad  de  la  lei.  En  el  mentido  que  hablamos,  no  (wnsidera- 
nioB  influjo  alguno  on  los  privilejios  para  poder  mejorar  la 
condición  de  loa  unos,  empeorando  la  de  los  otros:  procurare- 
mos hacer  quo  se  comprenda  mejor  lo  que  acabamos  de  decir, 
discurriendo  sobre  cada  uno  de  los  artículos  que  tenemos  entre 
manos. 

Estableciendo  el  articulo  14  que  no  habrá.  TTtas  que  un  so- 
lo  fuero  para,  loda  clase  de  personas,  sin  otras  excepcionen 
que  tas  que  expresamente  establece  la.  presente  leí,  pone 
el  artículo  15,  como  la  primera  do  esas  excepciones,  la  de  qua 
ios  eclesiásticos  continuarán  gozando  de  fuero  particular 
en  los  términos  que  previenen  las  /eyes  actuales  o  preoi~ 
nieren  en  adelante  i  con  la  excepción  que  establece  el 
articulo  16,  cuyo  tenor  es:  el  fuero  de  los  eclesiásticos  es 
puramente  pasi DO,  En  efecto,  nuestras  leyes,  conformes  con 
lo  que  desde  la  anligüedad  mas  remota  está  dispuesto,  han 
conservado  i  conservan  el  fuero  eclesiástico,  por  cuya  virtud 
los  eclesiásticua  deben  ser  demandados  en  todos  los  juicios  ci- 
viles o  criminales,  salvos  los  casos  exceptuados  en  las  mismas 
leyes,  ante  sus  jueces  propios,  que  son  los  obispos,  sus  vicarios 
jenoralea  i  otros  designados  por  derecho.  Ni  se  trata  ahora  de 
fundar  la  justicia  de  este  fuero,  ni  de  demostrar  la  convenien- 
cia que  él  ofrece  al  orden  público,  sobre  cuyos  particualares 
podria  decirse  mucho,  que,  al  mismo  tiempo  que  quitase  d 
que  necesitamos  para  ocuparnos  de  otros  particulares  que 
ofrezcen  mas  dudas,  no  sería  propio  de  esto  i>apol.  Solo  nos  pa- 
rece necesario  decir  que,  subsistiendo  el  fuero  eclesiástico  con- 
forme a  las  leyes  actuales,  no  encontramos  en  ellas  que  en 
caso   alguno  los  eclesiásticos   gocen  de  fuero  atractivo,  que 


consiste  en  nhligaral  demandad^  a  r]u«  litigue  precisamenle  en 
«1  fuero  del  demandante;  i  Ijujo  <'ste  supuesto  no»  parece  iiiud- 
misible  el  artículo  16,  pue-t  h;u:u  una  deularauiuii  absolu  tara  en- 
te innecesaria,  dcapuE-a  que  el  artículo  precedente  ha  dieho 
ciuantu  puode  decirse  sobre  el  ijarticulur. 

El  articulo  17  nos  olditía  a  pr-jocder  con  mayor  detención, 
porque  no  podomoa  convenir  con  la  novedad  que  en  él  ob'^er- 
vamos.  E^stableciendü  ol  fuero  militar  para  que  continúen  go- 
zándoIuJoa  individuos  del  eji-rcilo  permanente  do  mar  í  tierra 
i  las  milicias  del  modo  que  le»  señala  la  respectiva  ordenun/a, 
lu  limita  a  las  causas  que  versen  sobre  delitoíj  militares;  peio 
queda,  abolido  el  fuero  militar  en  todas  las  cauxas  cioilen, 
i  en  todas  tas  criminales  que  se  formuren  para  la  averi- 
guación i  castigo  de  los  delitos  comunes.  Esta  restricción  es 
la  que  no  se  conforma  con  nuestro  modo  de  pensar:  daromoH 
las  razones  en  que  se  funda,  i  nuestros  lectores  decidirán. 

Cuando  las  loyes  vijentes  concedieron  ol  fuero  particular  a  los 
militares  en  las  cauíias  que  ahora  se  exceptúan  no  larei-ierori  de 
fundiinientos,  que,  a  nuestro  modo  de  ver,  son  de  mucho  peso. 
Los  militares,  si  bien  son  ciudadanos  que  corresponden  a  un 
mismo  estado,  i  se  sujetan  a  las  mismas  leyes  bajo  las  cuales 
viven  los  demás  individuos  de  la  sociedad,  también  es  cierto 
que  Forman  una  clase  enteramente  diversa  en  habitudes,  en 
trat)ajos,  i  sobre  todo  en  una  obediencia  tan  ciega  a  las  leyes 
fie  la  milicia  i  a  las  órdenes  de  hus  jefes,  que  no  admite  ¡nter- 
pretacionni,  i  que  reputa  como  graves  los  menores  ilefectoae 
imjione  ¡)or  ellos  trravisimoa  castigos.  Lub  militares,  en  la  ma- 
yor parte  de  sus  acciones,  no  tienen  voluntail  pmpia;  i  lo  que 
tíH  mas,  cuasi  todas  sus  relaciones  civiles  están  ¡[itimamente 
libadas  con  las  militares.  Ento  supuesto,  nada  nos  parece  tan 
justo  como  que  ciudadanos  tan  estrictamente  ligados  al  rtgor 
necesario  para  la  conservación  de  la  uiilieia,  no  reconozcan 
otra  dejiendencia  que  la  de  los  jef&s  cuyas  órdenes  deben  olie- 
deucr  con  resiKCto  a  aquélla. 

Pesemos  las  cosas  en   la  verdailera  balanza  de  la  justicia; 

entremos   en  el  fondo   de  la  materia,  í  no  nos  dejemos  llevar 

del  brillo  de  las  leorias    ICstc  es  un  prin-ipio  de  derwho:  aquí'- 
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lio  debe  hacerse  que  a  uno  aprovecha,  i  a  otro  no-  darla,  t 
aquello  debe  eoilarse  que  a  uno  daña  i  a  otro  no  apro- 
vecha; spgun  él,  vamosacoiisidorar  alo3  militares  con  respec- 
to al  fuero.  Ya  hemos  visto  que  el  militar  pertenece  a  la  clase 
at'.HHo  mas  penosa  de  la  sociedarl,  porque  con  diliciiUad  se  en- 
cuentra Liua  pE'ofesioi)  mas  estrecha  que  la  suya;  por  ella,  tiene 
esa  dependencia  de  sus  jifes  que  jxtco  antes  dijimos,  depen- 
dencia de  la  cual  son  pocas  las  acciones  que  se  excluyen.  Des- 
piK!»  cíe  esto,  sujetar  a  ese  mismo  militar  a  otra  dependencia, 
cual  es  1»  de  los  jueces  civiles  en  los  casos  exceptuados,  ¿no 
US  añadir  un  vei-dadero  gravamen  a  su  cunilicion?  ¿no  es  po- 
nerle de  poor  suiirte  ((ue  el  adversario  con  quit-n  litiga  en  un 
juicindvi),  si  éste,  como  sucederá  las  mas  veces,  no  en  militar? 
¿no  es  ademas  (lístrnorii:  en  cierto  mixlo  de  laubeüimcia,  del 
resjMjto,  de  la  al»soIuta  sumisión  que  debe  a  los  jefiw  de  la  mili- 
cia? ¿no  es  ponerle  entorpecimiento  en  lus  pasos  {|Ue  le  demanda 
un  litijio,  LÜvidir  su  atención  entre  la  autoridad  militar  de  que 
tanto  depende,  i  entre  la  autoridad  civil  a  que  se  consignad 
éxito  de  un  negocio  que  le  intei-esa?  ¿quién  no  ve  las  ventajas 
de  un  a<lvcrsario  lihre  de  toda  otra  sujeción,  i  que  puede  estar 
a  tmlits  horas  con  el  juez,  con  el  escribano  i  demás  ministros  que 
entienden  en  su  causa,  en  contraposición  de  otro  que  se  ve 
necesitado  a  emplear  dias,  semanas  i  aun  meses  en  el  trato 
aolo  de  sus  superiores  militares,  porque  así  lo  demanda  el  ser- 
vicio a  que  está  ligado?  Si  conocemos  cuánto  influjo  tiene  I» 
dilijeneia  en  el  buen  éxito  do  los  negocios,  si  advertimos  que 
la  menor  ocasión  perdida  o  aprovechada  trae  males  irrepara- 
bles o  bienes  infalibles,  debemos  pi-ecisamente  conocer  que  el 
militar  sacado  a  litigar  en  el  fuero  civil  se  perjudica  hacién- 
dose de  peor  condición;  i  si  su  adversario  nada  aprovecha,  ¿por 
qué  razón  hemos  de  restrinjir  el  fuero? 

Para  graduar  el  ¡iroveclio  que  puedo  tener  ol  adversario  de 
un  militar  en  litigar  en  el  fuero  común,  no  debemos  cierta- 
mente atender  a  las  ventajas  que  hemos  insinuado  i  que  po- 
nen al  militar  de  peor  condición,  porque  entrar  esas  ventajas 
(■n  i'l  cálculo,  sería  lo  mas  extraño  a  lu  razón  i  la  iniquidad 
mas  reprobada    Polo  dobfmos  comparar  los  juicios  seguidos 
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ante  la  niituriJad  militar  siibaisticntio  el  fuero  como  se  halla 
en  ol  dia,  i  ante  la  autoridad  civil,  conforme  lo  ostableco  el 
proyecto.  Suponemoa  que  un  uno  i  otro  se  observen  tas  mis- 
mas leyes,  porque  otras  qo  pueden  tener  lugar;  suponemos 
4ue  se  guardan  i  deben  guardarse  los  miamos  trámites,  i  tene- 
mos presente  que,  aunque  el  jefe  militar  no  sea  letratlo,  ha  de 
proceiler  con  el  cunsejo  de  un  auditor  o  de  un  asesor  prufeso- 
ros  del  dereclio;  i  bajo  testas  hu posiciones,  no  oncontramos  en 
el  adversario  del  militar  un  particular  provecho  en  dejar  el 
fuero  de  éste  í  [ili;:far  con  él  l'u  el  fuero  común;  i  estando 
esolareüido  íjue  en  L-sto  el  militar  encuentra  un  gravamen  se- 
garo,  i  puede  encontrar  un  daño,  no  se  nos  ocurre  por  qué 
principio  de  justicia  se  pretende  privarle  de  un  fuero  que  se  le 
concedió  para  hacerle  menos  penosa  su  importante  e  ilustre 
carrera. 

Puede  creerse  qmi  el  espíritu  de  llevar  adelante  nuestro 
propósito  nos  hu  liciho  exajerar  la  condición  del  militar  uLli- 
gado  a  seguir  un  litijiu  ante  los  jueces  comunes;  pero,  sí  ae 
atiende  a  que  él  debe  preferir  ante  todas  las  cosas  las  ocupacio- 
nes de  la  milicia,  se  verá  que  mal  podrá  asistir  a  la  vista  de  tni 
causa  el  dia  señalado  por  el  juez,  a  presenciar  el  juramento  de 
los  testigos  dé  su  contrario  i  a  otros  actos  que  en  el  juicio 
exijen  la  presencia  ilu  la  parlo,  si  su  hulla  ocupado  en  guardia, 
en  revista  o  en  otros  tantos  destinos  ínseparaLiles  del  ejercicio 
de  las  armas.  El  mismo  juez  civil  podrá  verse  muchas  veces 
burlado  mandamlo  comparecer  al  militar  para  absolver  unas 
posiciones,  para  hacer  un  reconocimiento  o  pura  otras  cosas, 
al  mismo  tiempo  que  sus  jefea  han  dispuesto  de  su  persona. 
:Si  todo  esto  es  innegable,  es  cierto  también  que  los  inconve- 
nientes expuestos  i  otros  semejantes  cesan  subsistiendo  el 
actual  orden  de  cosas,  i  permaneciendo  la  administración  de 
Justicia  en  los  mismos  de  quienes  proceden  las  providencias 
militares,  i  que  pueden  guardar  el  orden  oportuno  para  que 
ni  por  los  juicios,  ni  por  los  negocios  se  atrase  el  servicio,  ni 
ttiiuéllos  se  demoren  por  la  debida  preferencia  a  éste. 

Memos  mirado  hasta  aquí  la  cuestión  solo  por  el  lado  do  la 
justicia;  i  si  no  nos  engañamos,  hemot)  demostrado  que,  solo 


ffíiardáQdüse  el  fueru  militar  uomo  hoi  se  observa,  puede  con- 
HPrvai'se  la  verdadoi-a  igualdad  ante  la  lei,  purquo  de  lo  con- 
trario la  balanza  se  inclina  en  favor  del  adversario  del  mililar. 
Vamos  ahora  a  examinarla  por  el  lado  do  la  con  veniencia  púltli- 
ca,  ante  la  cual  deben  cesar  to<laa  liía  razones. 

Nada  interesa  mas  a  la  mejor  adminiütt'ucíon  de  justicia  que 
la  brevedad  en  el  despacho  de  los  níf^ocios;  i  nunca  serán  estos 
mas  brevemente  conducidos,  que  cuando,  después  de  allanados 
por  laa  leyes  en  lo  posible  los  estorbos  que  opone  a  la  celeridad 
del  despacho  el  recargo  de  irioficiosua  trámites,  de  térmioos 
indebidos  i  fórmulas  inútiles,  su  número  ea  menor,  i  la  aten- 
ción de  los  jueces  se  n-parte  menos.  ¿Quién  no  vo  cuánta  car^a 
se  agrega  a  los  juzgados  comunes  cunociendo  de  las  causas 
que  hoi  conocen  los  juzgados  militares?  Sí  esii  carga  se  con- 
servase por  no  gravar  al  erario  von  la  erogación  de  nuevas 
renta»,  si  ¡«r  no  «slable-cer  nuevos  juzgados,  ai  lo  que  es  mas 
por  remover  a  las  partes  perjuicios  procedentes  del  actual 
sistema  de  administración,  ya  podría  sufrirse,  que  canudo» 
los  juzgados  civiles  con  las  nuevas  atenciones  que  les  da  el 
artículo  que  nos  ocupa,  quitasen  una  parto  del  tiempo  a  to» 
negocios  que  en  el  dia  están  en  la  esfera  de  sus  atribuciones. 
Pero,  cuando  ninguna  de  aquellas  cosas  se  siguS,  como  es  no- 
torio i  hemos  mostrado,  ¿cuál  es  la  conveiiiemjía  pública  que 
se  quiere  evitar  uuu  la  novedad  que  impugnamos? 

Hasta  aquí,  como  habrán  comprendido  nuestros  lectores, 
solo  ha  estado  fija  nuestra  consideración  enjuicias  civiles  se- 
guidos entre  partes;  i  con  virtiéndola  ahora  a  los  criminales  por 
delitos  comunes,  ya  do  oficio,  ya  a  instancia  i  pedimento  de 
parte,  encontramos  mayores  i  mas  poderosas  rabones  para 
que  ellos  se  conserven  en  los  mismos  términos  que  existen, 
según  la  ordenanza  i  posteriores  disposiciones.  Poco  necesi- 
tamos para  que  so  conozca  el  arreglo  de  nuestro  modo  de  opi- 
nar en  esta  parle.  Quien  se  haga  cargo  del  modo  de  enjuiciar 
criminalmente  por  los  juzgados  militares,  í  del  que  se  observa 
i'n  los  civiles;  quien  mire  el  establecimiento  de  las  penas 
por  esos  delitos  comunes  soguii  la  onlenanza,  i  la  imposición 
fie  rsHs  mismas  penas  por  las  leyes  Jeneralos,  nu  necesita  mas 
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[Mra  convpiicerfie  de  qur  I:i  causa  pública  gann  >lc  un  inoclo 
indecílil?  siguiéndose  los  juicios  de  que  tratamos  por  el  siste- 
ma militar.  En  ufecto,  lo»4  trámites  de  un  proceso  ajustado  a 
ordenanza  tienen  una  perfección  incomparable  respecto  de  loa 
procesos  comunes.  ¡Qué  exactitud  i  dilijencia  para  esclarecer 
el  cuerpo  del  delito!  ¡qué  cuidado  para  sentar  en  el  proceso 
las  menores  circunstancias  de  la  causa!  ¡qué  orden,  qué  esme- 
ro en  el  examen  de  los  testigos  i  en  bacer  efectivas  las  citas 
que  resultan  do  sus  deposiciones!  ¡qué  economía  en  los  tér- 
mints,  qué  convicción  la  que  jeneraimente  resulta  do  los  ca- 
reos, los  cuales  solo  en  ciertos  cas  js  se  dañen  los  juzgados 
comunes!  Sobre  todo,  ¡qué  precisión  en  la  aplicación  de  la 
P"na,  tan  distante  de  la  arbitrariedad,  que  a  las  veces  es  im- 
posible quitar  a  nua^tros  juzgados  criminales!  í  ¡qué  prontitud 
en  la  ejecución  de  Ia.s  resoluciones!  Al  mirar  estas  ventajas, 
no  habrá  quien  deje  de  dccidirso  por  ellas,  i  conocer  cuánto 
gana  el  publico  haciéndose  efectivas  las  punas  de  loa  delitos 
por  el  sistema  militar. 

Se  nos  dirá  que  puedo  adoptarse  igual  si.qtema  para  los 
demás  juzgados  i  tribunales,  í  acano  mejorarse.  No  lo  nega- 
mos; pero,  ¿cuándo  llegaremos  a  verificar  esa  uniformidad  o 
e-jji  mejora?  ¿Cuándu  formaremos  un  código  penal  arreglado  i 
preciso?  ¿Cuándo  logiaremus  la  difícil  victoria  ile  las  habitu- 
des, i  lo  que  es  mas,  de  las  preixiupaciones?  Si  hemos  de  res- 
jtonder  a  estas  preguntas  con  nui-stro  intimo  convencimiento, 
diremos:  que  vomus  muí  distante  el  tiempo  en  que  consigamos 
i^sos  bienes;  porque,  para  lograrlos,  no  bastan  las  luces,  no 
b:»stíi  la  voluntad  de  los  lej isladoiTs,  no  el  ejemplo  de  otras 
iinciones  cuyas  circnnslanciaa  son  «caso  muí  diversas,  i  cuya 
antigüedad  las  ba  becht  pasar  por  ciertas  crisis  que  son  inc" 
vitables  en  la  vida  de  los  c-ntados  paru  llegar  a  cierto  término 
de  iwríeccion .  Debe  piwar  tiempo;  medidas  parciales  deben  en 
ciertos  casos  ponerse  en  práctica;  leyes  deben  establecer  los 
hábitos,  i  esos  hábitos  deben  dar  consistencia  a  las  leyes;  i  en 
vano  savA  dictar  i-atálogos  de  las  que  parecen  mas  perfectas, 
ni,  ¡inncipianilo  ii  ejiHJUtarlas,  so  tropieza  con  inconveniente» 
qut>  >i])u-<ioron  las  proocu|xiciones   i  las  costumbres,  o  no  ad- 


vertido»,  u  mal  aprecíailaa.  No  puude,  puaa,  ttef^arse  la  utilídail 
pública  que  resulta  de  que  a  lo  menos  una  nnw  parte  de  lus 
delitos  comunes  se  juzguen  por  las  leyes  militareei,  a  que  no 
pwlpmos  negar  una  perfección  comparativa. 

Si  el  amor  propio  no  nos  engaña,  parece  que  hemos  demos- 
trado la  razón  de  nuestra  oposición  al  articulo;  ella,  sin  embar- 
go, tiene  excepciones  do  mucha  conHidcracion,  de  las  cuales  nos 
encargamos  en  el  número  siguiente. 
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Aunque  en  el  número  precodenb^  tilmos  por  cnncluídaB  laa 
razunoB  en  quo  fundamos  la  Hubí<isti.'nc]a  ilel  fuei'ü  militar  en 
los  juicinB  civiles  i  en  los  crimiiialüs  solire  delJhH  uoinunon,  no 
queremos  derrandar  nuestro  propósito  de  otríis  iionsideracio- 
ne-s  que  expondrejios  brevemente  antes  do  designar  his  limi- 
taciones que  estimamos  convenientes  i  justas  en  la  materia. 

Si  nu  puede  negarse  que  sin  la  sumií^ion  i  el  respeto  peligra 
la  existencia  tuda  del  espíritu  i  disciplina  militar,  debe  cum-e- 
derse  necesariamente  que  el  espíritu  i  disciplina  serán  mayores 
cuando  haya  mayores  motivos  paia  conservar  la  sumisión  i  el 
respotu;  i  dígase  lo  que  se  quiera,  no  puede  haber  otros  mayo- 
res on  los  militares  respecto  de  sus  jefea,  que  d  conocí  miento 
do  estar  en  sits  manos  Lodo  lo  que  en  la  sociedad  dice  relación 
con  los  subditos. 

Otracon-sideracion  nos  o«:urro  no  menos  poilerosa.  El  militar 
entre  nosotros  recibe  como  un  compensativo  do  sus  trabajos 
las  exenciones  del  Tuero;  i  él  es  una  de  las  circunstancias  que 
le  hacen  mirar  con  aprecio  su  profesión,  í  estimare!  honor  que 
le  resulta  del  servicio.  Asi  es  que  en  el  fuero  tiene  la  nación 
un  estímulo  poderoso  para  que  tos  hombres  se  conserven  en  la 
milicia  con  el  gusto  í  entusiasmo  que  son  tan  útiles  í  necesa- 
rios. Es  preciso  no  equivocarnos:  ni  hai  muchos  héroes  para 
que  pueda  esperarse  de  ellos  que  obren  solo  por  el  íntimo  con- 
voncimíontu  de  la  razón  i  del  deber,  ni  todos  son,  los  que  de- 
jen de  hacer  el  mal  por  el  miedo  de, los  castigos.  No  puede, 
pues,  librarse  toda  la  ospcranza  a  la  rectitud  ilustrada  de  la 


milicia,  ni  a  las  pense  cu»  ijuc  uUa  uuuininíi;  i  suii  necesarios 
otros  e»tiiiiiilus  para  ícih  ciudadanos  que  han  du  prüí«narla.  No 
estimamus  bastante  un  Hueldu  -siompi'c  calculado  coa  arri'glo 
a  las  pivcisas  neceaid»do8  ile  los  militares,  i  quo  puedo  ganitr- 
secon  mas  deanhoqio  en  oLraa  carreras.  Creemos,  ixtr  tanto, 
que  nodehen  desitrcciarse  ciertas  distinciones  (juc,  fí<in'lut;icndi» 
tanto  a  aumentar  los  o,it¡mulos,  no  causan  alteracÍDn  alf^una 
en  el  órilen  político. 

Las  cansideraciunos  debidas  a  ostc  orden  son  las  (juo  prínci? 
palmpíitc  nos  mueven  a  limititr  nuestra  opinión  en  órtlfln  h\ 
fuero,  porque,  apesar  de  cuanto  honioB  diclto,  no  lo  sostendría- 
moa  en  manera  alguna  si  de  algún  modo  lo  consídoráso- 
mos  opuesto  a  la  buena  administración  del  estado;  t  aolo 
podemos  admitirlo,  en  cuanto  convenga  con  ella.  Movido»  de 
■estos  principios  de  convonioncia,  deseamos:  qite,  8ub/fi)iliciula 
el  fuero  an  íocía  su  extensión  respecto  do  Ion  incHcíduoit 
del  ejército  permanente,  ya  en  íítín-a,  ya  en  mar,  se  limite 
respecto  de  las  iití/ícias  a  solo  el  conocimiento  de  los  de- 
tilos comunes,  dejando  al  arbitrio  del  ijobiernü  el  desig- 
nar cuáles  sean  los  cuerpos  de  milicias qun  deban  yoiarío. 
Vamos  á  exponer  lo  que  tenemos  presente  jiara  opinar  de  oHto 
modo. 

Desde  luego  nos  ocurre  que,  no  estando  loa  individuos  de  la 
nuiicia  tan  ligados  como  los  del  cji'rcito  al  t^jercicio  de  hu 
profesión,  desaparecen  re.specto  de  ellos  las  inoleMiaJt  I  entor- 
pecimientos que  hallamos  en  los  AtA  ejército  kí  (ton  oblígattos 
a  litigar  eñ  Ioh  juzí^^ados  ordinarios,  i  cesa  por  l>t  mixmo  una 
de  las  razones  que  apuntamos  en  el  numero  anterior,  Ilai  ott» 
«omideracion  no  menos  p<>deruf>a  si  nos  contraemos  a  los  jtii> 
<!t03  civiles*,  i  es  que  son  i  deb^n  sor  siempre  raros  lo«  que  m- 
ofrezcan  con  m¡IÍt-irc«i,  i  ellos  no  puoilcn  causar  distracción  ni 
«mbarazo  a  los  que  deben  emplearse  en  su  conocí  mient>;  pero 
por  el  contrario,  los  indi  vi  lu««de  la  milicia  tienen  i  delieii  tener 
siempre  litijioa  de  consideración  pur  la  naturaleza  misma  d»  I 
los  negocios  en  que  >(«  ocupan.  GIIuMdclicnser  muchüM,  porqiw' 
esgramled  núm';roilel'Mm>li<:Íanos,  i  si  totlrM  goxaHen  del  fut*- 
ro  mili'ar,  «ría  prit-*i«)  cr^ar  ju/^adoi«  mtlitar<>s  moIo  para  qu« 


entcniiosen  i-n  ellos,  vinitiiido  a  que, lar  los  juzgados  vivilog 
con  inui  pcco-'i  negooiog  u  que  dedicar  sus  atcnpíonce,  !o  que 
sepia  ciertamente  monstruoso.  Es,  pues,  mas  justo  i  arreglado 
que  los  ciudadanos  empleados  en  la  niilida  reconozcan  al  juez 
ordinario  para  sus  negocios  civiles,  supuesto  que  a  ellos  ningún 
piTÍuicio  les  resulta,  i  supuesto  que,  sin  la  creación  do  los  juz- 
gados militares  que  hemos  dicho  i  que  es  inadmisible,  les 
cauíaria  no  pequeñas  molestias  el  que  se  llevasen  sus  causas 
civiles  al  fuero  militar. 

Lo  dicho  no  milita  ciertamente  en  onlon  a  tos  juicios  crimina- 
les, porque,  como  ya  han  visto  nuestros  lectores,  el  sistema  de 
enjuiciamiento  por  clsistema  militar,  no  menos  que  el  sistema 
de  penas,  son  preferibles  a  la  práctiea  de  los  juzgados  ordina- 
rios i  a  lo  establecido  por  las  leyes  jenoralesi  i  la  causa  pública 
(es  prei'iíío  repetirlo)  gana  juzgándose  militarmente  de  los  críme- 
nes. Quisiéramos,  por  esto,  que  todas  las  milicias  gozasen  del 
fuero  p:u'a  ios  (Mitos  comunes;  pero  el  conocimiento  que  tene- 
mos de  nuestro  estado  nos  hace  ver  en  esta  ampliación  incon- 
venientes del  mayor  bulto,  no  solo  previstos,  sino  demostrados 
repetidamente  por  la  experiencia  de  lo  que  hasuoedido  i  sucede 
en  el  estado  actual  de  loa  cuerpos  cívicos. 

Si  no  puede  negarse  que  es  conveniente  elevar  al  fuero 
militar  el  conocimiento  de  loa  delitos  comunes  de  loa  milicia- 
nos, es  preciso  confesar  también  que,  para  que  se  sientan  los 
efectos  fa/orubles  de  este  sistema,  no  son  pocas  las  calidades 
que  se  requieren:  una  regular  disciplina  en  los  cuerpos  cívicos 
bajo  todas  acepciones;  un  conocimiento  en  losjefisdo  la  impor- 
tancia de  las  funciones  judiciales  que  ejercen;  el  consiguiente 
respeto  al  orden  público  i  a  las  autoj'idades  quo  lo  sostienen;  i 
sobre  todo,  la  facilidad  para  que  por  los  superiores  pueda  con- 
tenerse cualquier  exceso  en  el  ejercicio  le  la  jurisdicción  mili- 
tar. Circunstancias  son  todas  que  deben  concurrir,  para  que 
instituciones,  qur-,  como  hemos  visto,  son  en  sí  benéf)ca.s 
no  dejencrcn  en  perjudiciales  a  los  intereses  públicos,  i  causen 
un  ver:ladero  tnistorno  en  la  sociedad.  Pero  es  nocesario  re- 
flexionar para  convencerse  do  lu  que  acabamoíi  de  decir;  i 
aun  creemos  ijiu',  sin  necesiilaJ  de  detenernos  en  razones,  la 
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misma  experiencia  de  lo  que  pasa  eiUre  nosutros  es  el  nicjur 
vmvenc'imit'tVo. 

En  enla  cíuilml  i  en  el  puerto  ilií  Valparaíso,  obftervamus 
con  la  mayor  sutisfat^cion  los  buenos  resn I Uiflus  ile  loa  juki-  s 
milit,ares  en  los  delitos  de  que  nos  ocupamost,  al  mismo  tiempo 
que  caiTsa  no  pequeño  sentimienlo  ver  los  desórdones  que  ese 
mismo  fuero  ocasiona  en  la  mayor  parte  de  los  otros  departa- 
mentos. En  ellos,  ea  frecuente  el  di'sprecíu  de  los  jueces  ordi- 
nnrios,  ({ueríéndo»e  hacer  extensivo  el  fuero  hasta  a  los  chsob 
de  estricta  pi-lJcia.  Loí*  jefes  dejan  conocer  en  lo  jeneral  un  es- 
píritu de  cuerpo  sumamente  exaltado,  que  produce,  no  solo 
competencias  di-sagradables,  sino  muchas  veces  la  protección 
mas  decidida  respecto  de  los  subditos,  en  fuerza  de  la  cual 
Huelen  quedar  los  doütos  impunes,  sin  que  aea  posible  reme- 
diar estos  males;  porque  la  distancia  de  los  recursos  los  hace 
impracticables  o  ineficaces,  llegando  las  resoluciones  siempre 
mas  tardo  de  lo  que  convenia,  i  después  que  de  pequeños 
principios  se  han  orijinado  mucluis  veces  disensiones  que  cada 
día  han  ido  recibiendo  mas  aumento. 

Sin  duda  por  estas  consideraciones,  en  tiempo  del  réjimun 
español  había  diferencia  entre  milicias  disciplinadas  i  urbanas: 
las  primeras  se  hallaban  solo  en  los  puntos  donde  se  encon- 
traba una  verdadera  comandancia  do  armas;  las  segundas  en 
los  partidos  subalternos;  aquéllas  gozaban  de  fuero,  i  ¿stas 
solo  cuando  estaban  ocupadas  en  el  servicio;  de  este  modo,  no 
se  notaban  los  excesos  que  en  el  dia  son  tan  frecuentes.  Lo 
dirho  nos  ha  movido  a  limitar  el  fuero  de  que  tratamos  solo 
a  las  milicias  que  fueren  de  la  elección  del  gobierno,  a  quien 
creemos  deberse  dejar  e.^clusivamente  la  resolución  de  este 
punto,  que  de  ningún  modo  es  propio  de  la  lei,  siendo  así  que 
la  razón  dtt  conceder  o  negar  el  fuero  ¡leude  de  circunstancias 
que  puedí^n  i  delwn  variar  con  frecuencia,  según  los  distintos 
acontecimientos,  Puede  relajarse  la  disciplina  en  uno  o  mu- 
chos cuerpos;  puede  llegar  a  su  perfección  en  otros  que  antes 
no  la  tuvieron;  pueden  Ia.s  circunstancias  demamiar  el  estable- 
cimiento .le  inia  comandancia  arreglada  en  punto  que  Antes 
no  !a  teiiiíi,   por  cji^mplo,  en   un   piicrlo  que  principia   a  ser 
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frucuentarlo,  en  un  pueblu  dondu  convcnya  establecer  una 
plaza  de  armas;  en  todua  estos  casus  i  otros  semejantes,  podrá 
el  gobierno  con  utilidad  pública  emplear  o  rcstrinjir  el  fuero 
por  el  conocimiento  que  necesariamente  debe  tener  de  ku 
importancia  o  disconveniencia;  i  nada  de  esto  podría  hacer 
con  opi'rtunidad  la  lei,  a  la  que  ea  preciso  dar  en  cuanto  sea 
compatible  el  carácter  de  perpetuidad.  A  maa  de  esto,  ta  ma^ 
teria  bajo  cl  punto  de  vista  que  la  tenemos  presente,  nos  parece 
de  pura  economía  i  por  ello  propia  solo  de  la  administración 
Sanciónese  por  la  lei  el  principio  de  que  las  milicias  tengan  el 
fuero  militar  para  los  delitos  comunes,  déjese  al  gobierno  el 
designar  las  que  deben  gozarlo,  i  loa  buenos  efectos  serán  segu- 
ros; pero  querer  hacerlo  extensivo  a  todas,  es  perpetuar  en  el 
estado  males  de  consecuencia,  que  os  preciso  temer  mientras 
que  no  se  dífnnrla,  como  corresponde,  el  conocimiento  de  las 
obligaciones  ile  cada  uno,  i  mientras  no  se  destierren  preocu- 
paciones i  hábitos  que  no  es  dado  vencer  de  una  vez. 

Nos  hemos  detenido  mas  de  lo  que  creímos,  cuando  prin- 
cipiamos a  tratar  del  fuero  quo  nos  ha  ocupado.  Tal  vez  habre- 
mos sido  molestoa  a  nuestros  lectores;  pero  nos  disculparán, 
sabiendo  que  aun  hemos  omitido  muchas  reflexiones  en  obse- 
quio de  la  brevedad.  Procuraremos  observarla  en  el  articulo 
i8,  por  el  cual  se  establece  un  fuero  separado  para  los  juicios 
on  que  fueren  parte  el  presidente  de  la  República,  los  ministros 
del  despacho  i  los  domas  majistrados  que  en  él  se  expresan. 

Sin  ocupamos  en  este  lugar  de  los  que  deben  gozar  ese 
fuero,  porque  esto  será  mas  propio  de  la  parte  del  jiroyecto  en 
que  se  trate  de  la  designación  de  los  juzgados  i  tribunales, 
solo  nos  contraeremos  al  principio  de  la  administración  de  un 
fuero  para  cierta  clase  de  personas  que,  ocupando  un  lugar 
preeminente  en  la  sociedaií,  parece  que  no  debe»  llevarse  a 
litigar  en  los  juzgados  ordinarios.  Sobre  este  particular,  las 
opinionee  están  divididas:  unos  creen  que  la  admisión  de  este 
fuero  importa  el  prívílejio  do  ciertas  clases  i  miran  en  ella 
destruida  la  igualdad  ante  la  lei;  otros  que  no  cuidan  de  los 
modos,  como  sean  iguales  los  rosultadü.H,en  los  que  creen  ha- 
llarse la  verdadera  igualdad,  no  encuentran  inconveniente  en 
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el  fuero,  ni  hallan  en  él  un  prívilejio  respecto  ile  Iab  peraxitaH 
que  deben  gozarlo,  si  bien  encuentran  una  (liHtinrion  junta- 
monte  ilebidn  a  las  t-lases  a  que  aquellas  personas  jxrteneuen . 
Nosotras,  siguicndu  a  los  últimos,  lialIamnH  mas,  i  t-a  que  el 
os  tablee  i  miento  tie  esto  fuero  no  es  lanío  en  favur  de  las  |iep- 
sonas  i  (le  las  clase»  a  quienes  so  termina,  cuanto  en  benefi- 
cio de  los  que  se  ven  obligados  a  litigar  con  aquéllos  que  j>or 
razón  de  a«  destino  deben  presumirse  con  influencia  capsx  de 
hacer  temer,  cuando  no  un  abuso  desearado  en  la  administra- 
ción de  la  justicia,  ciertas  contemplaciones  a  lo  menos,  que 
tan  azarosas  i  tan  jierjud ¡cíales  .son  on  loa  jileitos.  Por  esto,  el 
juzgado  o  tribunal  que  baya  de  destinarse  a  los  juicios  do  que 
tratamos  debe  fnniiarne  de  los  individuos  mas  calificados, 
cuyas  luces  i  probidad  sean  corri-spondientes  al  rango  qufl 
ocupen  en  la  sociedad,  el  que  los  constituya  en  cierta  inde- 
pendencia de  los  que  han  de  sujetarse  a  sus  decisiones,  para 
que,  en  cuanto  es  djiblo,  pueda  creerse  que  obrarán  c(.n  la  fir- 
meza que  acaso  no  áe  encontraria  en  los  jueces  ordinarios, 
tratándose  do  asuntos  en  que  fuesen  intercsadus  los  mismos 
de  quienes  tengan  dependencia,  i  por  ella  consideraciones  de 
que  re^larmente  no  se  prescinde,  sino  por  almas  de  un  templo 
extraordinario,  i  por  lo  mismo  nada  comunes. 

Cuando  tocamos  esta  materia,  es  preciso  no  olvidar  que,  si  es 
absolutamente  indispensable  el  que  seamos  gobernados  i  juz- 
gados por  hombres  como  nosotros,  lo  es  también  el  que  la  leí 
establezca  ciertas  distinciones  entre  los  que  mandan  i  los  que 
obedecen,  formando  de  e.ste  modo  i  conservando  cierto  pn-Ntl- 
jio,  en  que  consiste  muclia  parte  del  res¡>eto  que  los  es  (leliido, 
i  sin  el  cual  pierde  mucho  el  importante  ejercicio  de  sus  fun- 
cioncji.  Desde  oí  momento  en  que  torios  los  del  pueblo  hp  miren 
iguales  con  ol  majistrado,  sus  preceptos  no  pueden  contar  con 
el  acatamiento  que  corresponde;  i>ort|ue,  sea  cual  fuere  la  so- 
ciedad, siempre  son  monos  los  qu<-  reflexionan  de  un  modo 
debido  sobre  la  importancia  de  los  actos  guliernalivos  o  judi- 
ciales, i  los  acatan  porque  los  consideran  necesarios  a  la  con- 
servación del  estado;  la  mayor  partees  dirijida  por  el  habitunl 
respeto  a  la  majistraturu,  i   eslr  resiKt<j  es  siempre  a  mediilji 


de  laa  cnns¡<li'r;vcionoa  q-ie  U  Inyca  le  d¡spen»iftn.  3i  puiliesen 
oncoiitrar.íe  ¡lára  el  ejerrüíio  tiel  manilu  ^ubernativu  o  ju  licial 
seres  de  una  jerarquía  sujwrior,  i  cxpntos  de  la  ITaqueza  del 
hombre,  fiorian  los  mejores;  pero,  como  eslo  no  puede  uer,  ra 
preciso  que  la  loi  proceda  ilu  tal  suerte,  que  establezca  entre 
ellos  i  loa  demás  cierta  distinción,  i  que,  sin  exijiiirlos  ilis  su 
imperio,  los  hai^a  parecer  de  una  cltxse  distinta  a  los  ojos  del 
pueblo;  i  a  nuestro  modo  de  entende-i-,  es  unu  de  los  punto» 
principales  que  en  esta  distinción  pueda  establecerse  el  modo 
de  juzsfar  las  causas  de  los  mismos  que  están  destinados  para 
juzgar  las  do  los  otros,  con  tal  que  quede  salva  la  adminis- 
tración de  la  justicia,  en  que,  como  dijimos  principiando  a 
tratar  de  fueros,  ni  puede  haber  desi^gualdad,  ni  pueden  admi- 
tirse privijejiíis. 

Vil 


Después  que  el  proyecto  ha  clasifícalo  los  fueros  porsonates 
que  deben  quedar  subsistentes,  en  laa  ocho  partes  del  articulo 
19  establece  otros  tantos  fueros,  cuantas  son  las  caliilades  en 
([uo  pueden  distinguirse  las  materias  disputadas  en  los  juicios, 
a  ííaber:  primera,  sobre  astintos  espirituales  i  relijiosos  some- 
tidos  a  los  tribunales  eclesiásticos;  segunda,  aquéllos  en  que 
fuero  parte  la  hacienda  nacional;  tercera,  las  obligaciones  i 
derechos  procedent«íi  de  negociaciones,  cdntratos  i  operaciones 
mercantiles;  cuarta,  sobre  materias  que  requieren  esencialmen- 
te conocimientos  locales  o  examen  ocular  del  asunto  disputado; 
quinta,  sobro  oblÍLfaciones  i  derechos  procedentes  de  negocios 
i  operaciones  de  minería;  sexta,  sobro  presas  marítimas  i  actos 
en  alta  mar;  sétima,  sobre  materias  sujetas  a  los  tribunales 
domésticos  quo  introduce;  i  octava,  sobre  los  objetos  sometidos 
al  conocimiento  de]  juez  de  abastos. 

Convenimos  en  el  principio  do  la  diversidad  do  fueros  por 
razón  de  la  diferencia  de  las  materias  que  so  sujetan  a  los 
juicios;  pero  conocemos  al  mismo  tiempo  que  es  preciso  mu- 
cho cuidado  para  proceder  en  esta  parte,  i  no  establecer  mul- 
titud de  autoridades,  que,  lejos  di)  hacer  expedita  la  adniinis- 
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traírion,  lu  tingan  mas  iromplicada  i  menos  cfe-ctiva.  .hv/.g&moii 
igualmente  que  el  mudo  ilo  proceder  enlo«  casos  cun  aireglo  a 
HU  naturaleza,  nu  siempre  ilcbe  formar  una  materia  (listint», 
porque,  fíi  seadtníticac  etita  |)ree¡H¡oii,  por  una  ruzun  necesuriH 
dehoria  haber  tanta  dintinuiuii  de  juzíjudos,  cuanta  fuetse  la  dia- 
tinción  de  juicios,  i  dcberianioa  tener  unos  jueces  para  los 
ordinarinH,  otros  para  loa  ejei^ulivos;  aquéllus  Hervirían  para 
!os  do  particionas,  lu»  otros  para  los  de  cuentas,  i  a^i  de  Iüb  de- 
mas,  lo  i[Ui;  ciertamente  seria  insufrible,  sin  que  por  C80  dejase 
de  aer  consiguiente  necesario  del  principio  de  dimisión  de  fue- 
ros i  juz¡;ado<),  por  iliversidad  de  negocios. 

Si  fuese  {Kisiblc  hacer  que  todos  loa  asuntos  civiles  se  cono- 
eicBcn  por  unos  mismos  juzgados,  seria  lo  mejor;  pero,  como 
esto  es  absolutamente  impracticable,  i  baria  la  atlministracion 
viciosa  por  otro  extremo,  es  preciso  que  obre  de  tal  modo  la 
prudencia,  que  se  bagan  solo  aijuellas  separaciones  mui  nece- 
sarias, i  de  que  absoluUmentc  no  puede  prescindírae. 

Consideramos  en  esta  clase  todo  lo  perteneciuntu  a  la  ha- 
clwida  pública,  cuyo  fuero  en  nuestro  concepto  participa  de 
personal,  [xir  cuanto  en  él  se  interesa  una  persona  moral  cual 
P8  el  fisco,  o  mas  bien  tantas  personas  cuantas  son  las  de  loa 
ciudadanos  que  deben  contribuir  í  contribuyen  a  formar  ol 
«>rario  para  mantener  los  precisos  gastos  del  estado.  Bajo  este 
pimto  de  vista,  es  preciso  no  dejar  de  mirar  el  fuero  de  hacien- 
da, porque,  con  esta  sola  consideración,  no  deben  extrañarse 
los  privilojios  íiscnles,  que  suelen  a  las  veces  graduarse  de 
excesivos. 

El  fuero  de  hacienda,  pues,  ya  se  consillero  por  razón  de 
las  materias  que  a  ól  so  sujetan,  las  cuales  necesitan  conoci- 
mientos especiales,  i  son  de  una  índole  en  lo  jcneral  distinta 
de  las  demás  que  se  reducen  a  juicio,  ya  se  mire  por  el  sumo 
Ínteres  que  debe  babor  para  conservar  lo»  bienes  fiscales,  en  que 
todos  los  de  la  societlud  son  realmente  interesados,  ya  en  fin 
por  la  justa  defensa  que  es  pretríso  hacir  de  esos  bienes  contra 
tantos  ataques  que  do  diverso  míXlo  les  dirijo  el  ínteres  parti- 
cular, en  liis  fjuc  siempre  es  ol  fisco  de  peor  condición,  si  no 
bal  t*rt  «M  favor  nna  protíccion  decidida,  el   fueni  de  hacienda, 


IfS 


Q[>fisCDLOS  JtlIlllIlCOS 


rei)etínii)s,  Iiajo  todos  estoa  as|)ectoií,  es  lo  mas  jnstu.  ¡  al 
mismo  tk'inix)  lo  mas  equitativo,  porque,  aun  con  todos  SUB 
priviUijios,  en  la«  caicas  en  que  es  parte  la  hacienda  piillr- 
ca,  la  exjieriencia  nos  enseña  que,  pop  un  pequoño  descuido 
en  sostener  sus  derechos,  HÍerapro  se  íniilína  la  balan/.a  on  su 
cintra.  No  debe,  pues,  extrañarHe,  que,  interesándose  la  ha- 
cienda nacional,  atraiga  todo  nei^oi'io  a  los  juzgados  i  tribu- 
nales que  la  leí  establece  para  juzgar  de  las  causas  que  le  son 
privativas,  i  que  no  hnya  persona  que  do  ese  fuero  pueda 
eximirse;  pero,  sobre  las  excepciones  personales  del  fuero  do 
hat'ien  la,  trataremos  en  otro  lugar,  a  que  nos  llama  nuestro 
propósito,  sin  divertirnos  ahora  <le  las  demás  partes  del  artícu- 
lo 19,  a  (|ue  hemo-s  creído  deber  exten  ler  nuestras  conside- 
raciones. 

Las  materias  mtircantilea  entre  comerciantes,  las  obliga- 
ciones procedentftH  de  negocios  i  operaciones  de  minería,  son 
de  aquellas  clames  que  necesariamente  demandan  ju^^dos  i 
tribunales  distintos,  no  solo  por  los  conocimientos  especíalos 
que  se  necesitan  para  el  pt-rfcLto  esclarecimiento  de  los  hechos, 
sino  también  por  el  modo  de  pi-oceder,  que  demanda  la  sub- 
Nisteneta  misma  del  comercio  i  minería,  tan  interesantes  al 
bien  del  cstadu;  porque,  es  preciso  convenir  en  que,  sí  ]i)a  asun- 
tos pertenecientes  a  comerciantes  i  mineras  se  siffuíesen  del 
mismo  modo  que  los  comunes,  la  contracción,  la  actividad  í 
la  moralida<l  misma  de  que  necesitan  sus  individuos  para  sus 
proifroHOs  í  los  del  público,  debían  padecer  notable  clecn- 
dencia. 

8i  convenimos  por  las  razones  dichas  en  el  fuero  de  mine- 
ría í  comercio,  si  hallamos  razones  todavía  mayorea  para 
asentir  al  de  presas  marítimas  i  actos  en  alta  mar,  si  creemos 
necesario  un  juzojado  especial  de  abastos,  aunque  no  montado 
sobre  el  pié  en  que  lo  establece  el  proyecto  desde  el  articulo 
850  en  adelante,  no  vemos  por  qué  haya  do  haber  un  fuero 
separado  sobre  materias  que  requieren  esencialmente  conoci- 
mientos locales,  en  los  términos  que  expresa  la  parte  i.';  pero 
aun  hai  mas,  que,  fle<:;un  los  artículos  que  tratan  del  juicio 
práctico  desde  el  artículo  ?56  hasta  cl  304   inclusive,  no  en- 
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contramoa  qué  es  lo  que  fonstiliiye  aquello  que  prí.|iijimcnti^ 
»e  llama  fuero;  puos  na.la  mas  haltamoít  quo  el  motlu  ton  que 
debe  proceder  el  juez  ordinario  en  esta  clase  de  juícÍoh,  a  los 
que  se  (lijregan  los  jurados  peritos  para  decidir  la  cuestión  de 
hecho;  i  no  lemos  en  eslo  una  variación  de  fuero,  si  ea  que 
esta  palabra  en  su  estricta  i  verdadera  sifínifuacion  no  es  otra 
cosa,  que  el  jiizifad"  o  Iribiinal  en  que  se  ejercitan  las  accio- 
nes, se  ojMíncn  las  exiejHñimes  i  se  deride  sobre  unas  i  otras. 
No  vanándose,  pMCH,  la  autorida  1  del  juzgado  por  la  calidad  del 
juicio  práctico,  sino  accidentalmente  en  el  modo  de  decidir  la 
cuestión  de  hecho,  es  claro  que,  aun  atendido  el  sistema  del 
proyecto,  no  hai  fuero  distinto  paralas  materias  que  nos  ocu- 
pan, ai  bien  haí  un  distinto  nn'do  de  proceder;  así  como  no 
hai  un  fuero  distinto  para  el  juicio  ejecutivo  i  el  ordinario, 
porque  sean  distintas  las  maneras  de  proceder  en  uno  i  en  otro. 
Si  no  consideramos  distínfcj  fuero  el  procedimiento  que  aca- 
ba de  ocupamos,  tampoco  consideramos  diverso  el  que  resulta 
del  conocimiento  de  las  autoridades  destinadas  para  juzgar  en 
los  negocios  de  mínima  i  menor  cuantía;  porque,  si  los  fueros 
se  dividen  por  las  distintas  jurisdicciones,  no  así  por  los  dis- 
tintos gradas  de  una  misma  jurisdicción.  La  jurisdicción  civil 
onlinaria  es  una;  i  ella  misma  se  ejerce  tanto  por  el  que  conoce 
de  un  negocio  que  no  escedo  de  150  pesos,  o  de  una  falta 
lijera,  o  leve  injuria,  como  por  el  que  entiende  en  los  asuntos 
de  la  mayor  importancia.  N^i  encontramos,  pues,  por  qué 
hayan  de  estimarse  de  un  fuero  distinto  las  materias  que  por 
este  reglamento  se  sujetan  a  los  tribunales  domésticos  do  quo 
tratan  los  artículos  837  hasta  el  849  inclusive,  porque  en  ellas 
no  vemos  sino  menores  nef^ocioa  que  deben  sujetarse  a  Io« 
jueces  del  primer  grado,  prescindiendo,  por  ahora,  de  la  cali- 
dad i  forma  de  esos  tribunales,  en  que  vemos  establecerse  una 
novedad  inadmisible  en  nuestro  concepto,  i  que  puede,  o  mas 
bien,  debo  tener  consecuencias  contrarias  a  la  misma  paz  i 
armonía  de  las  familias,  que,  según  parece,  ha  tratado  de 
conservar  con  los  mismos  tribunales  el  autor  del  proyecto; 
pero  de  esto  particular  nos  encargaremos  con  la  dett-niÍon  quo 
pide  en  losar  mas  oih>rtuno. 
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Efltamos  cnnfupnieH  c;oii  la  niityur  parte  ile  los  articuloR  si- 
guientes del  titulo  2.";  i  solu  respecto  a  algunos  tle  ellos  se 
H'is  ofremen  oliservadone-s  f[ue  sOn,  en  nuRstro  conoepto,  muí 
di^na  de  atcndon.  Por  el  articulo  22,  se  previenn  cjuo 
cuando  In  demanda  nersare  sobre  deslindes,  díveccio- 
ne»,  localidadeit,  ¡iroa  de  ajnas,  intemncionos,  construc- 
ción de  ohran  nupua-s,  pertenencias  de  minas  t  demás 
mnferian  que  exijan  conocimientos  locales  o  examen  ocu- 
iar  del  objeto  disputado,  deberá  interponerse  ante  el  juez 
del  lugar  donde  ás/e  existe.  Hasta  aquí  hemos  sahiilo  que  el 
aittoren  juIptos  de  esta  naturaleza  tiene  derecho  para  deman- 
dar al  reo  ante  el  juez  del  domicilio  donde  existe  la  cosa  que 
pretende,  o  ante  el  juez  del  propio  domicilio  del  mismo  reo; 
pero,  por  este  artíuulo,  vemos  coartada  esa  libertad,  i  ceílido 
precisamente  el  actor  a  ejercitar  su  acción  en  el  primer  juzga- 
do, tiin  que  ae  noa  ocurra  un  motivo  suíiciente  para  esta  res- 
triccion . 

GonHiderarnos  haberse  tenido  presente  que  el  juez  del  territo- 
rio donde  se  halla  situado  el  punto  de  disputa,  tiene  mas  a 
loa  alcances  los  conocimientos  que  ministra  la  localidad  sobre 
que  debe  pronunciar  su  fallo;  i  sí  entramos  mas  en  el  espíritu 
del  proyecto,  este  articulo  es  una  preparación  para  los  juicios 
prácticos  que  introduce  por  jurados  que  deben  pronunciar,>HÍ 
es  posible,  sobre  el  mismo  terreno  acto  cuntinuo  de  su  reoono- 
cimiento,  después  de  haber  hecho  a  los  testií^os  las  pregunta» 
i  repreguntas  que  hayan  ocurrido  a  las  partes,  o  hayan  pare- 
cido oportunas  a  los  jurados  i  ai  juez.  Croemos  mas,  que 
debiendo  subsistir  esa  nueva  institución,  era  necesario  el  artí- 
lo  22,  porque,  si  había  de  hacerse  todo  lo  dispuesto  en  orden 
a  los  juicios  prácticos,  no  otro  juez  que  el  del  territorio  a  que 
pertenece  la  cosa  disputada  podía  intervenir  en  un  juicio  sobre 
ella. 

Dewde  luego  confesamos  que  ese  juez  territorial  cuya  juria- 
diccion    prefiere  exiOusivamoriti-  el    artículo   que   nos  ocupa, 


tiene  mas  motívuíi  para  instruirse  de  todo  lo  que  la  localidad df-be 
inHuir  en  un  arrei^ladu  pronunui amienta;  perú  no  se  nos  {XKlrá 
negar,  i  el  derecho  liasta  aliora  no  lo  ha  desconocido,  que  el 
)iiez  del  domicilio  del  reo,  puede  tener  también  los  conocimientos 
necesarios  para  juzgar  con  arreglo,  porque,  a  no  ser  asi,  siglos 
há  que  se  hubiera  dictado  una  di.sposicioii  igual  a  la  que  im- 
pugnamos, i  no  se  hubiera  dejado  libre  la  elección  del  actor 
para  reconvenir  al  reo  en  su  propio  domicilio  o  en  el  territorio 
de  la  cosa. 

Si,  pues,  el  Juez  del  propio  domicilio  del  reo,  no  está  impo- 
sibilitado de  tener  el  conocimiento  que  necesita  para  juzgar, 
¿por  qué,  repetimos,  so  quita  al  actor  la  libertad  que  hasta 
aquí  ha  tenido?  ¿Será  porque  se  llevo  adelante  el  BÍstema  de 
juicios  prácticos  por  jurados  de  que  poco  há  hicimos  memoria? 
Esta  es  cabalmente  en  nuestro  concepto  la  razón  mas  poderusa 
para  no  admitir  la  rcstríc^'ion  del  artículo  ü.  Aunque  no  es 
llegada  la  oportunidad  de  hablar,  como  lo  haron-.os  con  la  de- 
bida extensión,  sobre  el  establecimiento  de  estos  nuevos  jura- 
dos, somos  tan  contrarios  a  semejante  institución,  í  encontra- 
mos talea  razones  para  apoyarnos  en  nuestra  opinión  cada  vez 
mas,  que  no  podemos  dejar  de  signiíiearla  desde  ahora.  ¡  Mise- 
rables litigantes,  si  después  de  las  pensiones  i  los  azares  insepa- 
rables de  su  condición,  tuviesen  al  lin  que  poner  su  juntioia 
en  manos  de  un  jurfidu,  que  al  mismo  tiempo  que  en  cierto 
mudo  debilitase  la  reponsabilidad  del  juez  en  todo  lo  relativo 
a  la  cuestión  de  hecho,  dejase  la  caliPicaeion  do  ésto  en  manos 
de  hotnhriiH  saca  los  a  la  suerte,  que,  aunque  do  entre  los  ele- 
jidos,  probablemente,  por  no  decir  cim  seguridad,  no  tendrán 
«I  discernimiento  que  se  necesita  para  dar  a  las  ra/.ünex  el  de- 
bido pe.so  i  caliíicar  un  hcebo  en  su  ver<Iadera  i  lejitiraa  acep- 
ción. ¿Es  acaso  ¡kíco  loque  se  necesita  para  deducir  la  verdad 
en  cuestiones  sostenidas  por  dos  partes,  i  apoyadas  en  instru- 
mentos, declaraciones  de  tcstitros,  presunciones  de  hecho  i  de 
derecho?  ¿No  es  verdad  (¡ue  las  mas  veces  no  basta  solo  un 
talento  natural  para  expedirse  un  medio  de  las  dudas  que  se 
proponen?  ¿I  dónde  está  esa  copia  tic  hombres  para  que  las 
piunicipalidadefi  tengan  una  nójnina  de  jurados  escojidos,  entre 
OPiiBC,  17 
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([uienea  so  verifique  el  sorteo?  ¿Dónde  estamos?  ¿En  todo  el 
tcrpitorio  de  Chile  tan  abundante  de  hombrea,  eomn  la  capital? 
¿I  (¡uó  tales  han  calido  en  ella  los  ensayos  de  jurados  en  ne- 
^cios  que  necesitan  menos  conocimientos,  cuales  son  los 
pertenecientes  a  acusaciones  de  impresos?  Pero  nos  hemos 
desviado  demasiado  o  mas  bien  nos  hemos  excedido  en  mate- 
ría  nui^  hemos  reservado  para  otro  tiempo.  Sírvanos  de  dis- 
culi)a  nuestra  prevención  contra  la  adopción  de  un  sistema 
que  no  es  todavía  para  nosotros;  i  tén^sf-  presente  que  las 
razones,  ai  convencen,  noestán  mal,  aunque  se  anticipen 

Insistienilo  en  la  mayor  proporción  del  juez  del  territorio  de 
la  cosa  para  informarse  de  la  verdad  de  los  heclios,  es  cierto 
que  pueiltí  haber  i  hai  muchas  veties  circunstancias  que  pro- 
meten una  mejor  expedicioD  en  el  domicilio  de!  reo.  Pero  ¿qué 
importa  que  el  juez  territorial,  adonde  se  puede  ocurrir  ratione 
rei  si/ce,  tenía  esas  proporciones  de  instruirse  mejor  en  el 
hecho,  si  en  el  juez  del  domicilio  del  reo  se  encuentra,  después 
de  la  posibilidad  do  instruirse,  mas  probidad,  mas  conoci- 
mientos i  mas  tino  en  la  expedición  de  sus  resoluciones,  ese 
tino  que  no  t-s  dado  a  todos,  i  que  suele  faltar  a  los  mas  ins- 
truidos i  a  los  mejores  literatos?  ¿Quñ  importa,  repetimos,  esa 
posibilidad  del  juez  en  cuyo  territorio  se  halla  el  objeto  dis- 
putado, si  es  difícil  o  acaso  imposible  personarse  en  aquel  dis- 
trito, si  hai  que  abandunar  para  ello  ue^cios  de  la  mnyor  im- 
p.jrtancia,  si  no  so  encuentra  una  persona  a  quien  puedan  con- 
fiarse los  ¡lodcres,  i  si,  en  medio  de  la  incertidumbre  del  litijio, 
demanda  su  secuela  en  aquel  lugar  <>astos  que  no  habría  en  el 
domicilio  dol  reo?  ¿Qué  loi  puede  con  justicia  quitar  la  elección 
que  ahora  tiene  el  actor  i  precisarle  a  ocurrir  a  un  juzgado  que 
no  le  conviene? 

Rogamos  a  nuestros  lectores  se  propongan  por  un  momento 
el  caso  en  que  dos  habitantes  de  Santiago  cuyas  propiedades 
rurales  estiín  situadas  en  Copiajió,  tengan  motivo  para  lítijíar 
con  ocasión  de  que  el  uno  so  ha  internado  en  los  terrenos  dol 
otro,  le  ha  privado  de  un  camino,  de  un  acueducto,  o  le  ha 
variado  la  dirección  desús  aguas;  ¿será  preciso  obb'^r  aastos 
dos  individuos  a  que  litiguen  en  una  distancia  tan  considera- 
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ble,  ctiandu  pueden  aquí  eaclareuep  sus  derechos?  ¿No  será 
mas  ubvio  i  racional  que  el  juez  a  quiüti  en  esta  ciudad  eo- 
rresponile  conocer  de  yus  causas  decrete  la  práctica  de  la»  dili- 
jencias  convenientes  para  que  en  Copíapó  ho  esclarezcan  los 
puntos  de  hecho,  i  so  traillan  a  su  juzgado  para  resolver  sobre 
ellos?  Nada  mas  se  requiere  para  determinar  en  esta  clase  de 
negocios  que  la  vista  i  reconocimiento  del  objeto  disputado; 
pero  esto  no  debe  hacerse  precisamente  por  el  juez  quo  ha  de 
resolver  la  causa,  pues  basta  que  lo  ha^an  los  peritos  de  un 
modo  judicial,  de  suerte  que  en  el  proceso  se  encuentre  toda 
la  noticia  que  el  juez  pueda  necesitar  para  formar  su  concep- 
to, sin  que  pueda  decirse  que,  porque  el  juez  no  ha  inspeccio- 
nado con  sus  propios  ojos,  no  pronunciará  su  sentencia  con 
arreglo;  pues  la  inspección  del  juez  jamas  pasará  de  una  cien- 
cia privada  que  en  el  juicio,  i  tratándose  de  materia  de  hecho, 
no  tiene  recomendación  alguna.  Supóngase  que,  conociendo  el 
juez  del  territorio  de  ta  cosa,  ¿1  mismu  ha  ido  en  persona  con 
los  peritos  a  reconocer  los  puntos  do  disputa,  i  que  el  resulta- 
tado  del  juicio  de  dichos  [leritos  i  de  las  declaraciones  de  lus 
testigos,  si  las  ha  habido,  es  enteramente  contrario  a  la 
Opinión  que  ha  formado  el  juez,  ¿qué  se  ha  avanzado  con  el 
reconocimiento  de  ásto?  ¿puedo  proceder  por  solo  su  dictamen, 
68  decir,  por  el  privado  conocimiento  que  le  ha  ministrado 
la  vista  del  objeto?  Estar  por  la  afirínativa  seria  canonizar  la 
arbitrariedad  en  el  juez;  conque  deducimos  por  consecuencia 
lejítima  que  no  el  conocimicnlo  de  éste,  sino  lo  que  ministra 
et  procesii  es  lo  que  debe  formar  su  juicio.  Estos  mismos  da- 
tos' puede  ministrar  la  causa  al  juez  dol  domicilio,  mandan- 
do practicar  las  dilijencias  en  el  territorio  del  objeto  disputado, 
«onque  es  ¡)rcciso  confesar  que  tan  bien  puede  juzgar  uno 
vomo  otro  juez,  i  que  no  hai  una  necesidad  de  preferir  exclu> 
sivaraente  el  juzgado  perteneciente  a  la  situación  del  objeto 
de  Itt  disputa  al  del  domicilio  del  reo. 

Cuanto  heñios  dicho  hasta  aquí,  no  corresponde  a  los  juicios 
jenerales  de  apelaciones  o  deslindes,  o  a  otros  en  que  hai  varios 
hlteresados  de  distintos  domicilios  i  del  mismu  lugar  en  donde 
Be  hallan  situadas  lus  posesiones,  las  labort»,  caminos  o  aguas 
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«obre  que  se  contiende;  pues  c»  estus  casos  no  hai  dud»  qUB 
del)e  preuLsamente  litigarse  ante  cl  juez  donde  se  hallan  díchns 
coua-s,  porque  entonces  concurren  los  dos  fueros  de  que  tra- 
ta mo«. 

Múntis  tiene  lugar  lo  expuesto  cuando  se  trata  de  laburos, 
eaminofi  u  otras  obras  que  me  promueven  por  la  autoridad 
pública  en  el  lugar  donde  se  hallan  las  coaae;  |K>rque,  sí  los 
dueños  en  cuyai  posesiunes  han  de  verificarse  estas  obras  tie- 
nen acciones  o  excepciones  que  deducir  en  juicio  respecto  de 
elliLs,  no  pueden  hacerlo  sino  ante  el  juez  du  dicho  lugar,  a 
quien  privativamente  corresponde  su  conocimÍL'nlo.  Loa  casos, 
pues,  que  hemos  queriilo  comprender  en  nuestras  observacio- 
nes han  sido  aquellos  solamente  en  que  el  reo  o  reos  dcman* 
dados  tienen  su  domicilio  en  lugar  distinto  del  de  laa  cosas 
disputadas,  i  con  respecto  a  éstos  parece  que  hemos  demostra- 
do no  rafecer  de  fundamento  nuestra  oposición  al  articu- 
lo ?2. 

La  segunda  parte  del  artículo  25  ofrece  también  reparos  que 
no  pueden  omitirse.  Tratándose  de  la  prórroga  del  fuero  por 
consentimiento  expreso  o  tácito  de  las  partes  se  dice  lo  siguien- 
te: 8Ín  embargo,  un  lego  no  puede  someterse  a  un  juzgado 
eclesiástico  en  causs.  que  por  derecho  no  corresponde  a  és- 
te. Suponemos  que  se  trata  de  un  logo  demandado  en  cauna  pn> 
fana  ante  el  tribunal  eclesiástico,  porque,  demandando  como 
actor  a  un  eclesiástico  en  la  misma  causa  ante  el  juez  respec- 
tivo, no  hai  duda  que  se  somete  a  las  decisiones  de  éste.  En- 
tendido el  artículo  del  modo  dicho,  es  enteramente  conforme  a 
las  decisiones  de  las  leyes;  pero  aun  así  observamos  un  defecto 
en  la  parte  que  nos  ocupa,  pues  no  expresa,  como  debió  expre- 
sar, que  un  eclesiástico  tampoco  puede  someterse  a  un  juez 
lego  en  causas  que  expresamente  no  estén  designadas  por  de- 
pecho, porque,  según  el  mismo  derecho,  no  puede,  ni  aun  con 
juramento,  renunciar  su  fuero,  según  es  demasiado  sabido, 
porque,  tanto  en  el  juez  eclesiástico,  como  en  el  lego,  falta  en 
estos  casos  el  principio  de  jurisdicción  que  es  necesario  para 
que  ella  sea  pmrrogable.  Debo,  pues,  en  nuestro  concepto  ha- 
eerst!  osta  adición  al  ai-fk'ulo,  porque  la  falta  de  ella  haría  se 
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creyese  (¡no,  ontre  nosotros,  df^de  la  pubticauiün  del  iiuiwo 
roglamento  de  justicia,  (ludia  el  ocIesiásUco  apartarse  de  su 
fuero  i  prorrogar  jurisdicción. 

Observaciones  de  mayor  peso  noa  ofrece  el  articulo  37.  Ve- 
mos en  él  sentada  una  proposición  que,  siendo  absoluta,  es 
enleramente  falsa.  El  fuero  correspondiente  (se  dice)  a  la. 
entidad  del  negocio  u  objeto  disputado  prefiere  siempre 
al  fuero  personal.  Hemos  dicho  que  esta  proposición  en  la 
extensión  del  artículo  es  falsa,  porque  ella  solo  os  cierta  cuando 
la  naturaleza  del  negocio  de  ningún  modo  puedo  caber  sint» 
bajo  una  jurisdicción,  tales  son  las  cosas  espirituales  i  las  a 
ellas  anexas,  pues  es  sabido  que  conocer  sobre  ellas  solo  es 
propio  de  la  autoridad  eclesiástica.  En  lo  civil,  todo  lo  co- 
rrespon^ liente  a  la  policía  i  a  otros  ramos  señalados,  i  sujetos 
exclusivamente  por  las  leyes  a  ciertas  autoridades,  causan 
fuero  que  prefiere  al  de  la  persona;  pero  las  otras  cosas  sobro 
que,  «m  la  autoridad  do  las  mismas  leyes,  so  iia  conocido  i 
conoce  por  distintas  jurisdicciones,  porque  no  es  reimgnante 
au  conocimiento,  de  ningún  modo  pueden  surtir  un  fuero  exclu* 
«ivo;  i  cuando  de  ellas  se  trata,  nada  e.s  tan  cierto  como  que  el 
fuero  de  la  persona  prefiere  siempre  al  dé  las  cosas,  segtin 
expresamente  lo  enseñan  cuantos  jurisconsultos  tratan  de  la 
materia.  La  jurisdicción  se  ejercita  principalmente  sobre  los 
individuos  cuyos  derechos  se  disputan,  i  a  quienes  ineuml)e 
obedecer  i  respetar  las  decisiones  de  las  autoridades. 

Partiendo  el  artículo  del  principio  que  acabamos  do  indi- 
car, continúa  decidiendo  que  un  eclesiAstico  n  otra  ¡)cri*o- 
nn  que  gozare  de  fuero  parliculRV  reconvenido  en  materia 
de  hacienda  o  demás  señaladas  en  el  artículo  19,  deberá 
ser  demandado  ante  los  tvíbuna-les  especiales  señalados 
para  esta  clase  de  eontestaciones,  con  lo  que  viene  en  cierto 
modo  a  reducir  a  la  nulidad  todo  fuero  particular  i  especial- 
mente el  oclosiástico  declarado  [Jor  el  articulo  15,  atacando  a 
mas  de  esto  de  un  modo  notable  la  inmunidad  eclesiíUtica, 
establecida  i  respetada  por  todos  los  derechos,  r  en  la  que  no 
encontramos  necesidad  ni  justicia  para  hacer  variación  alguna 
<ín  ol  modo  como  se  ha  observado  i  obtorva  ootre  nosotros. 


hflm  demastiar  que  b  idfiosiciaa  de  B«tc  «rtlcalo  viene  a 
radnoír  cuasi  a  la  nulidai  bxlo  Fuero,  basta  solo  mirar  las  ocho 
partes  del  artículo  19;  pues,  reAexioaan'losobreellas  i  sobre  el 
principio  d«!l  articulv>  37,  talvez  dq  tui  un  neisiioio  que  no 
deba  salir  del  fueto  pwticular.  Coatinuaremos  sobre  e&U  ma- 
lena  en  el  número  siguiente. 


IX 


Admitiilo  el  principio,  beatos  diebo  en  nuestro  númfrru  an- 
terior, de  que  el  íueru  correspondiente  a  la  cnlidad  del  neijoiñ" 
u  objeto  disputado,  prcTiere  siempre  al  fuero  personal,  cuasi 
no  que  la  fuero  particular  alguno,  pues  sí  bien  se  mira,  uo 
bai  i-osa  que  no  ten^  una  autorí<ÍHil  a  que  corresponda  el  co- 
nucimiento  sobre  ella  en  el  fiwro  ordinario,  ya  de  este,  ya  do 
aquel  modo,  oenli»sjuzgad.>9  espocialesestablecidtjs  t>or  la  leí, 
en  cuyos  caso»,  no  debiendo,  según  el  príneipio,  subsistir  el 
fuero  i>cr8una],  viene  a  ser  ilusorio  o  inútil.  Por  ejemplo:  una 
i-ausa  sobre  propí©  lad  de  ciertas  tietraa,  por  la  natundezn  del 
objeto  de  la  lüsputa,  pertenece  a  I*!»  juzgados  ordinarios,  pues 
a  ellas  deben  ocurrir,  siendo  demandados,  el  militar  i  el  ecle- 
siástico; uno  i  otro  deben  tener  contratos  por  los  frutos  de  sus 
heredades,  i  los  litijios  que  de  ellos  emanaren  se  decidir&n 
p  jr  loa  tribunales  de  comercio;  se  promueve  una  causa  contra 
los  mismos  p^r  alguno  de  los  neí^ociosque  designad  artículo 
22,  í  se  sujetarán  al  juez  ordinario  del  lugar  donde  se  encuen- 
tran las  cusas  demancladas;  el  clérigo  i  el  militar  pueden  tener 
muchos  casos  de  los  que  com¡irendcn  loa  nuevos  tribunales 
doméftii»»,  i  en  éstos  también  irán  al  fuero onlinario  paraque 
el  juez  proceda  en  los  términos  introducidos  j>or  ol  reglamen- 
to. ¿A  qué,  preguntamos,  quedan  reducidos  los  fueros  parti- 
culares de  estas  personas?  Creemos  que  a  poco  mas  que  a  una 
sombra  do  fuero,  o  con  mas  propiedad  a  puras  voces  sin  reali- 
dad ni  efecto. 

Recordarán  nuestros  lec-tores  que,  cuando  tratamos  del 
artículo  19  del  proyet^to  i  lo  consideramos  en  sus  distintas 
partes,  observamos  justamente  que  el  diverso  modo  de  proce- 


der  en  lus  negocias  par  una  misma  aotoridail,  ni  «onstituye 
una  jurtsdíucíün  distinta,  ni  causa  divorsídad  de  fuero,  parque 
tan  ordinaria  es  la  jurisdicción  del  juoz  comuit  agregando  loa 
jurados  en  el  juicio  práctico,  como  procediendo  por  los  trAmi- 
tea  de  un  juicio  ejecutivo.  Desde  entonces  ya  mirábamos  eJ 
artículo  que  ahora  nos  ocupa,  i  juzgábamos,  no  ain  razón, 
que,  aun  subsistiendo  los  nuevos  juicios  prácticos,  los  tribu- 
nales domésticos  i  la  restricción  del  articulo  '22,  no  había  para 
qué  sacar  de  su  fuero  al  eclcsiilíitico  ni  al  militar,  porque,  tu» 
como  ol  juez  ordinario  civil  ain  variar  de  jurisdicción  puede 
proceder  a  los  trámites  del  proyecto  en  los  casou  expresados, 
no  hai  repugnancia  alguna  para  que  los  mismos  se  veriliquen 
por  el  ordinario  eclesiástico,  o  el  juez  militar  a  quien  estí 
encargada  la  jurisdicción  contenciosa,  i  si  no  hai  repugnancia 
alguna,  i  pueden  tener  lagar  en  los  juzgados  ya  dichos  los 
modos  de  proceder  que  nuevamente  se  quieren  introducir,  no 
«noontranios  en  qué  pueda  fundarse  la  exclusión  del  fuero 
personal  cuando  pueden  en  él  obtenerse  los  mismos  resultados 
sin  el  inconveniente  de  variar  las  jurisdicciones;  o  diremos 
que,  si  en  los  juicios  de  que  tratamos,  el  modo  do  preceder  se 
llama  fuero  respecto  de  I»s  jueces  comunes,  este  mismo  modo, 
ai  es  que  llega  a  adoptarse,  puede  llamarse  fuero  on  los  juz- 
gados militares  i  eclesiásticos 

Contruyéndonos  esi>ecialmente  a  los  juicios  práoticos,  en- 
contramos que,  según  el  proyecto,  el  juez  debe  seguir  en  la 
causa,  desde  au  principio  hasta  cierto  término  en  que  ha  de 
llamar  los  autow  con  ettiicion  do  las  partes,  i  declarar  si  el 
juicio  es  práctico,  en  cuyo  caso  reúne  el  jurado  i  practica  lo 
ijue  se  ordena  por  el  reglamento.  Esto  supuesto,  séanos  per- 
mitido preguntar,  ¿ante  qué  juez  se  demanda  al  militar  o  al 
«■clesiástico  en  esta  clase  Je  juicios?  No  ante  el  juez  común, 
porque  en  el  estado  de  demanda  no  está  declarada  la  cali- 
dad del  juicio,  i>ero  ni  aun  después  de  contestada  aquélla, 
pues  no  existe  todavía  el  fuero  en  el  sentido  del  proyec- 
to; no  ante  el  e^lesiáslico  ni  el  militar,  porque  en  el  mis- 
mo sentido,  ai  ol  juicio  realmente  es  práctico,  no  son  compe- 
tcnti-s,  i  se  sejíuiria  que,  en  ol  caso  de  serlo,  se  habían  praoti- 


cadu  con  eHi;i)dal  nulidad  Icm  actos  príroeros  del  juiuio,  tnialea 
flOR  la  demaoda  í  la  (X>nfcíita(ñoD.  Pero  permitamos  que  se  di- 
simule esta  nulidad,  i  preguntamos  de  nuevo,  si  el  eclesiástico 
o  el  militar,  ilespucs  que  han  tomado  conocimiento  del  nego- 
cio, encuentran  qu«  el  juicio  ea  práctico  ¿qué  hacen?  ¿Maml-in 
al  juez  cinl  ordinario  la  causa,  para  que  allí  continúe  con  el 
jurado,  i  el  juez  proceda  sin  mas  examen  a  su  reunión  i  demás 
trámites?  ¿O  vuelve  a  principiar  de  nuevo  el  juicio?  «Quién  no 
ve  tantas  entidades  multiplicadas  sin  necesidad,  i  tantas  im- 
propiedades  en  el  mudo  do  proceder?  ¿Tío  será  maa  llano,  que 
los  jueces  de  los  fueros  particulares,  conocida  la  calidad  del 
juicio,  procedan  conforme  a  la  leí  hasta  su  conclusión?  Sin  du- 
da esto  i  no  otra  cosa  debería  practicarse,  aun  admitiilas  las 
innovaciones  del  proyecto,  i  no  caliQcar  de  fuero  lo  que  eo 
realidad  no  es  ni  puede  serlo. 

Dijimos  on  nuestro  numero  anterior  que  respecto  a  los  ecle- 
HJástieoíi  estimábamos  atacada  por  el  articulo  que  nos  ocupa 
la  inmunidad  personal  de  que  ^¿an,  i  q<ie  nadie  quiere  sacar 
de  aquellos  términos  que  las  leyos  i  cánones  les  tienen  prefi- 
jados. En  ellos,  ciertamente  hai  cuanto  pueilp  apetecerse  para 
que  el  sacerdocio  obten^  las  consideraciones  que  exije  la 
rclijion  i  convienen  a  la  sociedad,  sin  faltar  cuanto  se  necesita 
para  que  no  se  haga  contra  la  misma  sociedad  abuso  de  la 
inmunidad  concedida,  pues  para  evitar  los  que  pudiera  haber 
cutan  previstus  los  casos,  i  la  autoridad  pública  tiene  todo  el 
poder  para  expedirse  en  los  que  fuera  de  aquéllos  puedan  ocu- 
rrir. Si  la  inmunidad,  pues,  es  justa  i  conveniente;  si  no  puede 
causcu'  daños  en  el  estado,  según  loa  términos  a  que  está  cir- 
cunscrita; si  nadie  quiere  alterarla,  ¿paffl-.qué  la  echa  por 
tierra  eí  proyecto  con  una  sola  palabra,  con  que  sujeta  a  los 
eclesiásticos  a  esos  tribunales  domésticos,  que  pueden  imponer 
arrestos  i  destierros?  ¿Por  qué,  sobre  todo,  cuando  es  en  otras 
cosas,  tan  prolijo  i  aun  menudo,  nada  ha  dispuesto  en  los 
domas  casos  en  que  los  eclesiásticos  deben  salir  de  su  fuero, 
BOgun  tas  leyes  preexistentes,  o  según  sus  nuevas  reglas, 
sobre  el  mudo  de  proceder  cuando  únicamoiitc  so  trata  de  la 
persona  del  eclesiástico,  para  hacer  efectiva  una  providencia 


que  no  puedo  serlo  sin  ooaeciun?  Creemos  no  dejará  de  emio- 
cerse  esto  (lefccto;  i  tendrá  remedio  dictándose  reglas  para  las 
cuales  nada  se  necesita  hacer  nuevo,  porque  todo  está  bien 
esclarecido  i  dispuesto  por  las  leyes. 

Pudiéramos  extendernos  mas  en  estas  observaciones;  pero 
ya  nos  llama  la  atención  el  titulo  siguiente,  en  que  se  trata  solo 
de  mejorar  la  conciliación  intruducida  por  el  reglamento  de 
justicia  que  nos  rije,  i  sobre  la  cual  haí  tuntas  opiniones  entre 
nosotros,  iinns  fundadas  en  los  principios  mismos  de  equidad 
de  que  parte,  según  parece,  esta  institución,  í  otras  en  loa  re- 
sultados que  ha  tenido  entre  nosotros.  En  medio  de  los  distin- 
tos modos  de  opinar,  una  cosa  observamos,  i  es  que  la  conci- 
liación, tal  cual  está  en  el  reglamento  que  nos  rije  i  en  el  pro- 
yecto que  nos  ocupa,  tiene  en  su  contra  el  voto  jeneral  de  loa 
hombres  honrados  i  sensatos,  justificado  por  la  experiencia  de 
sus  pésimos  resultados,  i  por  la  conocida  imposibilidad  de  ob- 
tenerlos mejores.  Nosotros  que  opinamos  del  mismo  modo, 
expondremos,  si  no  toílas,  las  principales  razones  por  que  nos 
oponemos  a  este  trámite  tan  pomposo  en  la  teórica,  tan  filan- 
trópico en  la  apariencia,  tan  desagradable  en  la  práctica,  tan 
perjudicial  en  la  realidad. 

Si  nos  parece  que  nunca  puede  emplearse  tan  bien  el  cul- 
pado del  lejislador,  como  cuando  procura  establecer  los  medios 
de  cortar  los  litíjos,  conservar  la  paz  i  la  moralidad  entre  los 
ciudadanos,  no  creemos  que,  para  lograr  estos  fines,  sea  medio 
aparente  la  conciliación,  tnl  cual  se  practica  en  el  dia  entre 
nosotros  i  cual  se  establece  por  el  proyecto  que  observamos; 
antes  estimamos  que  olla  debe  aumentar  considerablemente  los 
ploitos  e  introducir  en  éstos  cada  díalos  ardides  en  que  es 
tan  fecunda  la  mala  Fe.  Parecerá  acaso  temerario  esto  juicio; 
pero,  a  mas  de  estar  apoyado  en  la  experiencia  de  los  ensayos 
conciliatorios  que  hemos  tenido  en  mas  de  diez  años,  no  fal- 
tan razones  nacidas  de  los  principios  mas  obvios,  que  procura- 
remos exponer  con  la  brevedad  posible. 

No  puedo  negarse,  atendida  la  condición  humana,  que  en 
las  litijíos,  mas  que  en  todos  los  otros  negocios,  es  mayor  el 
número  de  los   individuos  que   proceden  apasionadamente,  i 
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ttdvez  conociendo  la  ninguna  justicia  que  les  asiste,  que  el  de 
los  que,  poseídos  <Ie  un  espíritu  (le  rectitud,  permlguen  sus  dere- 
chos o  los  defíenden.  En  los  primeros,  debo  habiM-  siempre  muí 
poca,  por  no  decir  ninguna  esperanza  de  que  se  sujeten  a  par- 
tidos racionalesj  i  loa  segundos  siempre  catarán  dispuestos  a  un 
convenio  equitativo,  que  procurarán  por  su  propio  interés, 
sin  ser  necesario  que  la  autoridad  los  impela  a  tratar  de  ello: 
estos  últimos  cuidarán  de  evitar  su  daño,  los  otros  de  sacar 
el  provecho  que  lus  sea  posible  con  ijerjuicio  del  cundescend len- 
te. El  hombre  quieto  sacrificará  una  parte  de  sua  intereses 
por  evitar  un  juicio;  i  el  malvado  lo  promoverá  solo  por  ver 
el  partido  que  puede  sacar  en  el  primer  paso  de  la  concilia- 
ción. Tan  persuadidos  estamos  do  esto,  i  ello  os  tan  propio  do 
la  naturaleza  de  las  cosas,  que  no  es  temeridad  afirmar  que, 
entro  nosotros,  desde  que  hai  conciliación,  si  ae  han  cortado 
algunos  litijius,  han  existido  también  muchos  que  jamas  se 
hubieran  producido,  si  este  trámite  no  hubiese  hecho  nacer  en 
los  hombres  de  mala  fe  la  esperanza  do  sacar  partido  de  un 
contrario  enemigo  de  contiendas,  pasilánime  o  poco  advertido. 
Entablar  un  juicio  en  conciliación  es  mui  distinto  a  princi- 
piarlo con  la  seriedad  conveniente  ante  un  juez  que  debe  deci- 
dirlo. En  el  primer  caso,  no  se  temen  resultados  de  mayor  con- 
secuencia, nu  hai  el  temor  de  grandes  costos,  ni  es  necesario 
todo  aquel  cuidado  que  cxije  un  juicio  formal;  i  por  lo  mismn 
ps  mucho  mas  fácil  a  la  malicia  proceder,  segura  de  que, 
si  no  gana,  ninguna  o  mui  poca  pérdida  debe  experimentar,  i 
si  saca  un  partido  le  ha  costado  mui  poco  el  obtenerlo;  pe- 
ro en  el  segundo  hai  una  diferencm  notable,  se  contraen  com- 
promisos <le  otra  clase,  la  malicia  debe  descubrirse  de  un  mo- 
do publico  i  solemne,  la  nota  que  ella  deja  sobre  quien  la 
llene  es  mas  temible,  lo  son  igualmente  las  condenaciones  que 
deben  recaer  sobre  el  litigante  temerario,  i  todo  esto  retrae  de 
promover  una  acción  Indebida  o  de  querer  sostener  unas  ex- 
cepciones injustas. — Rajo  este  aspecto,  ¿quién  no  ve  que  la  con- 
oiliacion,  lejos  do  ser  un  arbitrio  para  terminar  los  lítíjios,  ea 
mas  a  propósito  para  fomentarlos  i  para  abrir  un  nuevo  cami- 
no a  los  litigantes  injustos   i  a   tantos  que,    por   desgracia, 
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viven  (le  los  [ileitus?  ¿No  es  mejor  dejar  la  coneiliaciyn  ni  in- 
terés que  cada  uno  tiene  por  su  quiíítud  i  por  la  conservanioii 
de  sus  bienes?  ¿Puede  hacer  mas  on  esta  parte  la  autoridad, 
que  el  poderoso  ájente  del  interés  individual?  Nada  ha  sido 
mas  frecuente  que  las  conciliaciones  i  trans-iccionea  privadas 
entre  individuos  que  proceden  de  buena  fe;  i  es  un  fenómeno 
raro  el  ver  iguales  convenios  entre  aquéllos  que  no  proceden 
oon  justicia,  sí  no  so  les  presenta  el  provecho  que  ellos  se 
han  propuesto  reportar  de  sua  maquinaciones. 

Discurriendo  sobre  la  conciliación  modernamente  intruduri- 
da  en  el  mundo  judicial,  al  mismo  tiempo  que  muchas  veces 
nos  hemos  admirado  de  que  no  so  hubiese  ocurrido  en  tantos 
siglos  este  invento  a  los  lejisladores,  hemos  advertido  que, 
donde  ha  sido  Ínlri.iducidft,  a  poco  tiempo  ha  dejado  sentir  ma- 
los resultados;  i  esto  nos  confirma  en  que  la  institución,  ni  es 
hermosa  en  la  teoría,  no  es  buena  en  la  práctica.  Si  se  nos 
arguye  con  los  buenos  efectos  experimentados  en  los  principios, 
diremos  que  en  ellos  la  novedad  pudo  influir  mucho  para  que 
los  conciliadores  contrajesen  toda  su  atención  a  desempeiíar 
un  ministerio  todo  do  paz,  i  que  requiero  para  su  expedición 
el  tino  i  la  prudencia  con  cierta  especie  de  impasibilidad,  quo 
siempre  son  prendas  mui  raras  entre  lus  hombres.  Diremos 
mas,  quo  los  interesados  en  los  litijio?,  por  la  sorpresa  propia 
de  un  nuevo  acto  con  todas  las  apariencias  de  judicial,  debían 
ser  en  Ijs  principios  mas  fáciles  de  ceder  i  do  aquietarse;  pero 
no  asi  después  do  familiarizados  con  el  trámite.  Diremos, 
sobre  todo,  que  esta  institución  participa  en  cierto  modo  del 
optimismo,  calidad  bastante  para  que  no  pueda  sostenerse  por 
mucho  tiempo  entro  los  hombrea  de  un  modo  debido,  i  para 
que,  dejenerando  de  su  naturaleza,  lejos  de  ser  provechosa, 
se  lonvíerta  en  perjudicial,  como  entre  nobotros  ha  su- 
cedido. 

No  se  nos  diga  que,  con  los  nuevos  arbitrios  tomados  por 
el  proyecto,  están  atajados  todos  los  males;  porque  contra 
ellos,  como  contra  todos,  la  malicia  tiene  sus  arbitrios  mas 
fi-cund'is  para  triunfar,  valiéndn.se  de  los  mismos  mcilios  que 
se   ha  empleado  para   contenerla    ¿No  vemos  en  el  proyecto 


la  focaltad  de  recutar  a  los  conciliadores?  ¿Y  queremos  cerrar 
los  ojos  a  cuanto  puede  exteaderae  U  malicia  do  un  litigante 
en  Bolo  esto  ramo?  ¿No  vemos,  a  pesar  de  que  la  conciliación 
QO  es  UD  juicio,  según  se  dic«,  que  se  forma  un  juicio  verdadero 
con  demanda,  contestación,  examen  de  documentos  i  testigos,  i 
últimamente  el  pronunciamiento  del  conciliador  cuando  no 
hai  convenio  de  tas  partes?  ¿Para  qué,  prea:untamo3,  perder 
el  tiempo  i  causar  costos  en  lo  que  se  dice  no  ser  juicio,  i  que 
al  fin,  sin  la  aquiescencia  de  los  interesados,  no  puede  tener 
efecto?  ¿Para  qué,  sohre  todo,  el  pronunciamiento  de!  conci- 
liador, si  no  hace  sentencia?  ¿1  por  qué,  si  él  puedo  proceder 
ex  equo  et  bono  i  no  está  obligado  a  seguir  el  rigor  del 
derecho,  su  autorídail  está  provista  de  tantos  medios  para 
indagar  [a  verdad  de  los  hechos,  i  su  dex;is¡on  tiene  tanta 
fuerza  que,  pasados  seis  dJaa  sin  la  expresión  de  no  conformi- 
dad, tiene  toda  autoridad  de  cosa  juzgada?  Confesamos  que 
no  podemos  combinar  todas  estas  cosas,  i  que  ollas  son  litros 
tantos  motivos  que  corroboran  nuestra  oposición  al  trámite  que 
nos  ocupa. 

Si  hubiésemos  de  poner  aquí  cuanto  nos  ocurre  contra  la 
conciliación,  excederíamos  ciertamente  de  lo  que  permite  ta 
estrechez  de  nuestras  columnas.  Susponderemas,  pues;  poro  no 
dejaremos  de  iiponer  el  ar<íumento  mas  poderoso  contra  este 
trámite,  cual  es  el  pronunciamiento  de  la  opinión  pública, 
pues  casi  no  encontramos  un  hombro  sensato  que  no  sea  de- 
cididamente opuesto  a  una  institución  que  en  nuestro  país  ha 
causado  tantos  males  i  ha  sido  el  asilo  de  que  se  han  valida 
todos  los  injustos  Iitiganíe.<)  para  ganar  tiempo  i  pai-a  perjudi- 
car impunemente  a  sus  contrarios.  Protestamos  contra  una 
institución,  que,  dig;asB  lo  queso  quiera,  no  cuenta  entro  noso- 
tros, ni  en  parte  alguna,  con  todos  los  sujetos  necesarios  para 
desempeñarla  dignamente;  contra  una  institución  sin  la  cual 
lendrianios  m<'nos  pleitos,  despachados  con  mas  llaneza  i  en 
minos  tiempo. 

Somos,  por  tanto,  dodictámen  que  se  borro  del  proyecto  has- 
ta la  palabra  concilincioni  i  que,  ai  se  quiere  tenor,  en  cortar 
litíjios,  ta  únUin  parle  que  consideramos  propia  dr  la  autori- 
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dad,  no  se  haga  otra  cosa  que  mandar  citar  a  lo»  litigantes 
por  el  mismo  juez  de  la  causa  después  de  puesta  la  demanda, 
para  excitarlos  a  cortar  su  litijio,  sin  entrar  en  pormenores 
sobre  la  calidad  i  naturaleza  de  la  acción  o  excepciones.  Con 
esto,  se  logrará  poner  a  los  que  litigan  en  un  punto  de  contac- 
to de  que  acaso  ro  retrae  cada  uno  de  por  sí,  so  logrará  que 
ellos  mutuamente  entrón  en  explicaciones,  i  que  obre  cuanto 
puede  obrar  el  interés  individual  bien  entendido,  único  resor- 
te que  puede  moverse  con  suceso  para  conseguir  el  Rn  do  un 
convenio.  Si  el  interés  no  obra,  si  las  partea  persisten  eo  la 
secuela  del  negocio,  es  preciso  seguirlo  por  los  trámites  conve- 
nientes; i  entonces  no  habrá  habido  dispendio  de  tiempo,  i  se 
habrán  excusada  costos  i  quitado  a  la  malii-ia  no  jxtco  espacio  pa- 
ra ejercitar  sus  ardides.  Creemos  que,  opinando  así,  estamos 
conformes  con  el  voto  jeneral,  que  respetaremos  siempre,  aun 
cuando  para  combatirlo  se  nos  ocurran  razones  muí  Tuntladas-, 
porque  siempre  la  jeneralidad  tiene  una  razón  superior  i  cier- 
to instinto  que  la  hace  no  equivocarse  en  sus  decisiones. 


Reconocido  el  proyecto  desde  el  artículo  107  hasta  el  255 
inclusive,  solo  encontramos  pequeños  reparos,  siendo  el  primero 
el  artículo  123,  que  dice:  Si  el  (lemanttado  pusiere  alguna 
excepción  parenloria  o  dilatoria,  no  será  obligado  a  COU' 
testar  la  demanda  haala  que  recaiga  decisión  formal  so- 
bre esta  artículo.  Creemos  justamente  que  en  el  artículo 
copiado  se  ha  padeciiio  alguna  equivocación  talvez  notada  ya 
por  el  mismo  autor  del  proyecto;  i  esperamos  por  lo  mismo  su 
reforma,  atendiendo  las  razones  que  bai  para  olla,  las  cualen 
son  tan  obvias  que  no  pueden  ocultarse. 

Las  excepciones  dilatorias  ciertamente  suspenden  por  su 
naturaleza  la  contestación  de  la  demanda;  mas  las  perentorias, 
como  dirijidaa  a  terminar  el  juicio,  son,  i  no  pueilen  ser  otra 
cosa,  (¡ue  ima  verdadera  i  directa  contestación.  Así  es  que 
]«ir  una  práctica  constanti^,  opuestas  estas  excejíciones,  se 
sieiifi   la    r^ansa   hasta  el  estado    de  sentencia,   la  cual,  de- 


hiendo  iieuflsariame  i'inaer  solire  el  asunto  controvertido  «i 
juicio,  no  pueile  dejar  de  tomprender  las  exuepciones  ppo- 
puestaa  por  el  reo.  Nu  hai,  pues,  pura  qué  suspender  el  curso 
del  pleito  por  las  excepciunos  de  que  tratamos,  porque  ellafl 
están  probadas  o  nó:  si  lo  primero,  con  la  audiencia  de  la 
parte  i  citación  correspondiente  deben  resolverse,  i  el  juicio 
es  concluido;  si  lo  segundo,  se  ha  de  continuar  <-n  su  conoci- 
miento, i  como  no  puede  en  tal  caso  decidirse  sino  sobre  la 
esencia  del  litijio,  es  preciso  que  ae  camine  en  él  hasta  su  con- 
clusión, i  retraiga  como  hemos  dicho  la  sentencia  sobrólos 
cxi-<-pciones.  Pero  esta  materia  es  demasiado  llana  para  qua 
pueda  demorarnos  mas. 

Otros  reparos  nos  ofrece  el  articulo  234,  cuyo  tenor  es:  7*0- 
(ía  seníofícía  definitiva,  produce  de  pleno  derecho  condo- 
nación de  cosías  a  ía  paríe  vencida,  aun  cuantío  no  h&ga 
mención  expret^a  de  tal  condenación.  Aunque  la  disposi» 
cion  de  este  artículo  aparece  un  tanto  mitigada  con  la  del  si- 
guiente, con  todo,  en  nuestro  concepto,  es  dura  Í  digna  de 
reforma.  Nada  hai  mas  justo  que  la  condenación  en  costas  al 
litigante  malicioso  i  temerario;  pero  es  preciso  confesar  que 
en  muchos  litijios,  las  dos. partes  interesadas  suelen  proceder 
con  la  mayor  buena  fe,  ya  porque  son  oscuras  las  cláusulas 
de  los  instrumentos  en  que  so  apoyan,  o  lus  dichos  de  loa  testi- 
gos dan  lugar  a  distintas  íntelij encías,  o  lo  que  es  mas  frecuente, 
porquetas  leyes  no  son  terminantes  i  los  puntos  de  derecho 
que  so  controvierten  en  la  causa,  son  también  dudosos  entre  los 
autores  de  mayor  nota;  de  suerte  que  por  una  i  otra  paite  ocu- 
rren argumentos  al  parecer  mui  fundados.  No  puedo  negarse 
que  hai  pleitos  en  que  el  juez  mas  versado  i  poseedor  de  un 
gran  caudal  do  conocimientos  se  encuentra  perplejo  p:ira  dio- 
tar una  resolución  definitiva,  i  con  tudo,  ella  r?cae  absoluta- 
mente en  favor  de  un  litigante  i  en  contra  de  otro.  ¿Por  qué, 
en  loa  casos  dichos,  el  vencido  ha  do  ser  necesariamente  pe- 
nado en  las  costan?  ¿Por  qué  se  ha  de  añadir  gravamen  al 
gravado,  o  al  aflijido  aflicción?  ¿Será  porque  usó  del  derecho 
que  do  buena  fe  creyó  tenor  para  demandar  lo  <[ue estimaba  por 
Muyo,  o  pai*a  defeniler  lo  que  conocía  que  trntalm  de  quitárselo 
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injustamente?  Por  mas  que  busquemos  razones  en  r|ue'  pueda 
apoyarse  la  deeisinn  HpI  artículo  citado,  no  las  encontramos; 
hallamos  si  que  él  es  contrario  a  la  natural  equidad,  i  oi>ucBto 
al  derecho  qup  cada  individuo  tiene  en  la  sociedad  para  defen- 
der su  propiedad.  Si  ese  derecho  no  puede  negarse,  tam- 
poco debe  imponerse  pena  por  su  ejeruício,  ni  ella  puede 
recaer  sino  contra  el  abuso,  quo  no  puede  cont'íbirse  cuando 
la  temeridad  o  mala  fo  con  que  se  ha  litigado  no  so  mani- 
fiestan. 

Después  de  los  reparos  quo  acabamos  de  hacer,  lo  demás 
del  proyecto  en  los  artículos  citados  al  prinelpio  nos  parece 
tan  ajustado  a  nuestras  leyes  i  antiguas  prácticas,  tan  claro, 
tan  determinado  i  preciso,  sobre  todo  tan  justo  i  conforme  a 
los  intereses  do  los  litigantes  que  sentiríamos  so  quitase  cosa 
alguna  sustancial  en  sus  disposiciones.  No  iiodemos  negar 
quo,  entre  ellas,  se  encuentran  algunas  novedades;  pero,  si  se 
advierte  cuánto  deben  influir  éstas  en  la  brevedad  de  loa  jui- 
cios, en  alejar  de  dios  los  ardides  de  la  malicia,  i  descubrir  la 
verdad  cuanto  es  dable,  i  en  dar  a  las  resoluciones  de  los  jue- 
ves toda  la  solidez,  toda  la  justicia,  i  el  respeto  todo  que  ellas 
deben  adquirirles,  si  todo  esto  se  tiene  presente,  repetimos, 
86  dará  a  lo  innovado  el  mérito  que  justamente  le  correspon- 
de. Por  tanto,  nos  creemos  en  la  obligación  de  manifestar  al 
público  las  convfniencias  i  ventajas  que  resultan  dol  nuevo 
sistema  establecido  por  el  proyecto  en  la  tramitación,  progre- 
so i  conclusión  de  los  juicios,  de  que  se  trata  en  los  articulos 
que  nos  ocupan;  porque,  debiendo  formar  su  opinión  en  esta 
parte,  debe  estar  prevenido  contra  los  argumentos  de  aquéllos 
que,  o  solo  encuentran  la  razón  en  su  conveniencia,  o  nimia- 
mente apegados  a  las  antiguas  rutinas,  no  quieren  fuera  do 
ellas  otra  cosa,  por  mas  que  la  razón  dicte  i  pida  la  expe- 
riencia; ni  cuidan  del  remedio  de  males  verdaderos,  con  tal 
quo  no  reciba  variación  lo  que  aprendieron  una  vez.  Desde 
que  principiamos  nuestras  observaciones,  nos  decidimos  tanto 
contra  los  individuos  cuyo  carácter  acabamos  de  describir,  co- 
mo contra  aquellos  jenios  que  quieren  innovarlo  todo.  Unos  i 
otrqs  son  igualmente  perjudiciales:  ni  todo  ha  dejarse  por  an- 
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tiguo,  ni  todo  hft  <  les  preciarse  por  luicvo;  i  es  preciso  dar  lu- 
gar a  la  razón  para  que  examine  detenidamente  las  uoíias  a 
fin  de  que  se  admita  siempre  lo  mas  conveniente  i  útil,  lo  mas 
equitativo  i  justo,  sin  pararse  en  la  recomendación  de  lo  viejo, 
ni  en  la  aparente  brillantez  de  lo  moderno. 

Antes  de  principiar  a  advertir  las  novedades  que  defendemos, 
suplicamos  a  nuestros  lectores  disimulen  si  talvoz  aparecemos 
nimios  en  la  exposición  de  ciertos  hechos,  los  cuales  solo  baa- 
taria  indicar.  Consideren  que  hablamos  para  el  público,  ea 
decir,  para  todos,  i  quo  necesitamos  ponernos  a  ol  alcance  aun 
délas  i  ntelij  entelas  vulgares  i  comunes;  previa  esta  advertencia, 
no  Herá  ya  extraño  nuestro  modo  do  decir  acerca  de  loa  parti- 
culares que  nos  proponemos. 

La  primera  novedad  contra  la  que  oímos  excitarse  laa 
opiniones,  consiste  en  el  modo  que  el  proyecto  introduce  para 
que  sean  propuestos  i  resueltos  en  el  juicio  los  artículos  quo 
en  al  ocurren;  i  por  mui-ho  que  se  diga,  no  podrán  oacurecerae 
los  bienes  que  deben  ser  resultados  precisos  de  esta  innova- 
ción. Desde  luego  nos  ocurre  que,  establecida  la  nueva  práctica, 
no  se  producirán  tanto  esos  artículos  en  que  es  tan  fecunda 
la  mala  fe  para  hacer  los  juicios  eternos,  porque,  proveyendo 
la  leí  de  medios  eficaces  i  precisos  a  fin  di!  evitar  las  demoras, 
falta  el  objeto  principal  de  promoverlos,  i  aolo  se  entablarán 
aquéllos  de  que  no  pueila  prescindirse,  sin  quo  por  ello  haya 
miedo  de  que  se  perjudique  el  curso  de  la  causa  principal.  Es 
preciso  notar  I.i  gran  diferencia  que  liai  entre  nuestra  práctica 
actual  i  la  quo  el  proyecto  propone,  para  convencerse  do  las 
ventajas  que  ésta  ofrece. 

Kn  nuestro  actual  sistema  de  juicios,  un  artículo  so  promueve 
por  un  escrito  que  ao  presenta  al  juez  para  quo  también  por 
escrito  provea;  ao  da  traalado,  i  os  necesario  hacer  saber  esto 
decreto  a  la  contraparte,  a  quien  se  entregan  los  autos  para 
contestar;  rei^ularmente  pasan  tros  o  mas  días  sin  contestación, 
i  muchas,  por  no  decir  las  mas  ocasiones,  es  preciso  apremiar 
al  procurador  que  sacó  los  autos  para  que  los  vuelva,  lo  ou&l 
no  puede  hacerse  sin  otro  ascrito  i  otra  providencia;  ol  intero- 
sado quo  consigue  el  efecto  dfil  apremio  al   dia  siguiente  de 
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kI  en  que  lo  pítliú  debe  tonoreo  por  feliz,  porque  los  procu- 

^ores  nunca  se  hallan  desprovistos  de  arbitrios  para  entretener 

|B0  cualro  días  mas,  si  conviene  a  las  miras  de  sus  poderdantes, 

i  los  abogados  no  han  tenido  tiempo  ni  gana  de  contestar, 

Rielven,  en  fin,  los  autos  a  la  escribanía;  i  talvez  para  respon- 

r  al   traslado  del    artículo   se  piden  anteccdentea,   dilijen> 

B  u  otras  cosas,  que  producen  un  artículo  nuevo.  De  este 

kIo,  vemos  todos  los  días,  como  lo  hemos  oído  i  visto  sicm> 

,  iiaralizarne  por  un  tiempo  excesivo  el  curso  de  la  eau- 

,  priiicipal.     Parecerá  que    exajeramos;    pero    solo   hemos 

íojio  un  pequeño  bosquejo  del  abuso  de  los  artículos,  los 

■alea  han  llegado  a  formar  una  ciencia  del  foro  en  cíerU 

B  de  hombres  que  se  glorían  do  saber  manejar  lo  que  lla- 

a  el  vulgo  trampas  legales.  Dígannos  ahora  los  que  no  quie- 

i  que  se  innove  respecto  de  los  artículos  del  juicio:  ¿Ift 

icripcion  quo  acabamos  de  hacer  es  conformo  al  tenor  de 

B  leyes  i  a  bu  espíritu?  ¿lüse  sistema  de  cabala  no  os  directa- 

lente  contrario  al  interés  do  los  litigantes,  a  la  justicia,  al 

«len  público  i   a  la  decencia  misma?    Conque  es  necesario 

wvcer  de  un  remcílio  radical  a  loa  males  quo  de  él  resultan; 

I  jpuede  haber  otro  tan  ciicaz  i  efectivo,  como  el  que  el  pro- 

3cto  propone?    Digan  lo  que  quieran  los  defensores  de  loa 

irticulos  in  scviptis,  una  vez  que  se  admita  escrito  prcsenta- 

i  contestación  por  escrito,  sean  cuales  fueren  las  cortapisas 

[ue  Bc  pongan,  ha  de  haber  demoras,  i  la  autoridad  judicial  no 

i  de  poderlas  remover. 

Miremos  ahora  laa  cosas  según  la  nuova  institución.  Una 
"simple  minuta  pre.sentada  al  juez  en  que  se  exprese  sucinta  i 
claramente  la  solicitud  del  artículo,  la  citación  de  las  partes 
para  primera  audiencia  i  la  resolución  indefectible  en  ella,  es 
toda  la  tramitación  que  se  deja,  i  toda  la  que  basta  para  cual- 
quier procedimiento  do  esta  clase,  prescindiendo  de  que,  cuan- 
do la  matei'ia  sea  exi>edíLa,  el  juez,  acto  continuo  do  presentada 
i  minuta,  puede  resolver  8in  mas  audiencia  ni  citación;  i  en 
bno  i  otro  caso  dedo  condenar  en  las  costas  al  litigante  mahcio- 
p  sin  perjuicio  de  poder  imponerle  la  multa  a  quo  se  haya  hecho 
Icreedoc  por  su  temeridad.  ¿Podrán  bajo  este  sistema  intro- 
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ducirse  tlemoras  a  pretexto  cíe  artícuIoH?  ¡Podrá  el  litigante 
de  mala  fe  gloriarse  en  su  malicia  i  reportar  impnne,  como  re- 
porta ahora,  los  provechos  (le  laa  morosidades  mismas  qoe  pro- 
mueve? La  respuesta  negativa  c»  demasiado  clara.  ¿Por  quí, 
pues,  la  Ici  no  ha  adoptar  este  arbitrio?  Memos  oidotlec'ir  mas 
du  una  vez,  desde  que  salió  a  luz  el  ¡miyecto,  que  perderán  los 
jueces  gran  parte  de  bu  tiem]K>  en  la  resolución  de  los  artí- 
culos, pero,  sin  contar  con  que  esos  artículos  por  la  nueva 
práctica  deben  minorar  al  ménus  en  mas  de  dos  terceras 
partes,  no  encontramos  por  qué  pueda  sit  tan  morosa  la  au- 
diencia para  la  rcsiducion  de  ellos,  desde  que,  lijándose  ol 
punto  o  puntos  en  cuestión,  el  juez  no  del>e  admitir  divagaciones 
ni  alegatos  auperfluos  i  repetidos,  i  una  vez  alcanzada  la  verdad 
debo  inmediatamente  pronunciarse.  Los  que  tienen  experiencia 
en  negocios,  saben  que  un  juez  experto  se  desembaraza  en  estos 
casos  mili  breve  i  fácilmente,  teniendo  mas  pensión  en  leer 
escritos,  que  acaso  se  difunden  con  estudio,  en  sacar  de  ellos 
lo  útil  i  iwncr  por  escrito  su  providencia.  No  encontramos, 
pues,  el  inconveniente  que  se  opone,  pero  tampoco  liemos  oído 
otro  que  se  aduzca  con  razón  o  si»  ella.  Continuaremos  ha- 
ciendo  la  apolojía  del  proyecto,  en  orden  a  las  demás  innova- 
ciones del  modo  que  verá  el  público  en  el  siguiente  número. 
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Una  novedad  que  talvez  tonga  mas  oposición,  es  la  que  in- 
troduce el  proyecto  en  orden  al  examen  de  loa  testigos  que  se 
presentan  on  el  juicio,  por  cuanto,  no  habiendo  presenciado 
ha.sta  ahora  las  partes,  sino  el  acto  del  juramento,  i  siendo  lo 
demos  i*cscrvado  al  juez  i  al  escribano,  o  a  éste  solo  si  so  lo 
comete  la  dilíjencia,  el  proyecto  establece  que  los  interesados 
en  el  pi-ooeso  pueden  estar  presentes  cuando  los  testigos  decla- 
ran, i  les  permite  hacer  preguntas  sobro  los  licchos  que  adu- 
cen i  recordarlos  otros  para  que  vengan  en  mejor  conocimiento 
de  aquello  que  deponen.  Deliemos  confesar  que,  cuando  jwr 
prinicra  vez  vimos  osla  innovación,  nos  provinimos  contra 
ella:   lal  es  la   fucrü»    que  ad(pücrc  el   hábito,  aun  sobre  la 


misma  razón.  Nos  parocia  impoaiblo  que  liubleae  muchoa 
hünibres  dotados  tle  la  suRcíente  fortcilcza,  para  deponer  on 
contra  de  otros  a  la  presencia  de  éstos;  i  crcíamus  que  en  nin- 
giina  parte  podrían  encontrarse  minos  que  en  nuestro  paÍH, 
vn  el  que,  por  una  consecuencia  propia  de  la  blandura  del  ca- 
níuter  de  sus  habitantes,  la  condescendencia  i  la  contemplación 
ejercen  rogularmento  en  todas  las  clases  un  imperio  mayor 
del  que  fuera  conveniente,  Temiamos  que  un  inquílino, 
por  ejemplo,  presentado  como  testigo  contra  el  hacenda- 
do cuyas  tierras  ocupa,  fuese  sorprendido  por  la  presencia 
de  un  hombre  de  quien  tanto  dependo,  i  mirábamos  co- 
mo imposible  que  tuviese  la  libertad  suficiente  para  ex- 
presarse con  la  verdad  que  pide  el  acto  do  la  deposición  judi- 
cial. Se  nos  presentaban  otros  muchos  casos  semejantes,  i 
desde  luego  fallábamos  en  contra  do  la  presencia  de  las  partes 
en  el  examen  de  los  testigos,  estimando  mas  justa  i  con- 
veniente la  actual  práctica  conforme  a  la  disposición  de  las 
leyas  existentes,  por  las  cuales  tal  presencia  e  intervención 
son  absolutamente  prohibidas. 

Pensábamos  como  hemos  dicho;  pero  al  mismo  tiempo  cono- 
cíamos bastantemente  la  imperfección  de  nuestras  pruebas  por 
testigos,  los  abuso.'4  deque  son  susceptibles,  i  los  males  que 
en  esta  parto  nos  ha  hecho  tocar  la  experiencia.  Deseábamos  el 
mejor  remedio  que  fuese  dable,  poro  no  lo  encontrábamos 
radical.  Prevenir  que  en  todo  caso  debiesen  darse  las  prue- 
bas ante  el  juez,  a  excepción  de  uno  u  otro  mui  raro  en  que 
so  tomasen  las  cautelas  convenientes  para  suplir  el  defecto  de 
aquella  presencia,  obligar  a  los  testigos  a  que  siempre 
diesen  razón  de  sus  dichos,  mandar  que  sobre  las  pregun- 
tas  hechas  por  los  interesados  el  juez  hiciese  las  que  es- 
timase mas  oportunas  al  esclarecimiento  de  la  verdad,  todo 
eatosc  nos  ocurria;  pero,  sin  embargo,  encontrábamos  quopo- 
drian  ejercitarse  con  facilidad  los  arbitrios  que  desgraciamento 
hemos  visto  poner  en  ejercicio  para  probar  lo  que  se  ha  que- 
rido, i  (jue,  por  una  desgracia  todavía  mayor,  hornos  visto  cuasi 
HÍenipro  tener  efecto. 

Buscando,  pues,  el   medio  ma^  a  propósito  de  obtener  un 


rcsiiIla<Io  seguro  f  oonfornie  a  la  ventuil  en  laa  prufbns  )>or 
tcslit^,  ayudatloM,  no  tanto  <lc  nuestra  lectura  sobre  este 
jninlo,  cuanto  ele  rcncxiont:s  que  nos  hiuiííron  siijotos,  con 
quienes  cl  üeseo  de  acertar  nos  hizo  conferir,  liemos  venklo 
a  conocer  que,  si  han  de  desterrarse  Ji»s  i-jcios  justamente 
deplorados  en  las  expresadas  pruebas,  no  puode  ser  «le  otro 
modo  que  adoptándose  cl  proyecto  en  toda  su  extensión,  lle- 
(lexionandu  sobre  loa  mismos  ineun venientes  que  cneontniba- 
mos  para  la  adopción  del  nuevo  ónlen  propueiito,  Iiallamos 
que  la  condescendencia,  por  la  cual  en  miiubos  casos  debe- 
ría temerle  la  ocultación  de  la  verdad,  es  cal>altnonto  la 
que  debe  hacer  temer  que  la  verdad  se  oculte,  o  que  con- 
tra ella  se  deponga,  si  la  autoridad  no  previene  una  fuerza 
capaz  de  contener  los  efectos  de  la  debilidad  del  corazón  hu- 
mano, o  los  impulsos  vehementes  con  que  la  malicia  la 
precipita  a  veces  a  pesar  de  la  razón;  i  encontramos  que  na 
puedo  prevenirHB  fuerza  tan  adecuada,  como  la  concurrencia 
de  las  partes  al  examen  de  loa  testigos  i  su  libertad  para  intc- 
iTOsarles  do  un  modo  debido,  a  la  presencia  del  juez. 

SiJ)icn  se  mira,  es  fácil,  i  lo  vemos  todos  los  dias,  persuadir 
al  hombre  sencillo  a  que  declare  asegurando  hechos  que  lalvez 
no  han  existido.  Una  persuasión  re;ju!ar,  pretextos  (le  bienes 
que  pueden  seguirse,  los  mismos  principios  de  piedad  i  relijion 
son  medios  do  que  hemos  visto  usar  con  buon  éxito  para 
hacer  perjurar  a  personas  poco  reflexivas.  El  cohecho,  las 
promesas,  cl  temor,  i  relaciones  no  menos  criminales  son 
los  resortes  que  se  tocan  siempre,  IralAndoso  do  jenios 
malieiobos.  La  presencia  del  juez  importa  poco  o  nada  en  al- 
guno do  los  cosos  dichos,  i  todas  las  preguntas  que  él  puedo 
hacer  de  oficio,  pueden  i  aun  deben  estar  previMiidas  por 
los  que  quieren  a|)oyar  on  testigos  sus  falsedades.  E-jos  testigos 
ücrán  instruidos  do  las  preguntas  que  pueden  hacórseles,  i  lle- 
varán mui  bien  onscñadas  i  provenida.^  las  respuestas,  vinien- 
do asi  a  frustrarse  toda  precaución,  i  a  triunfar  las  maquina- 
ciones do  la  injusticia. 

íQuó  distinto  asi>ecto  ofrece  la  pruelx»  do  testigos  hecha 
en  público  a  i>rescncia  del  juez  i  de  las  partes!  Presentado 
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ante  ol  juez  el  individuo  que  dyije  declarar,  ya  por  minislcrio 
del  íntprcsaílo  en  «u  dwlarmjion,  o  a  petición  de  éste  por  orden 
expresa  del  juzgado,  delx)  cfitjir  entendido  de  que  no  le  es 
dado  ocultar  lo  quo  sal>o,  i  es  obligado  a  decirlo,  i  decirlo  con 
verdad,  sea  contra  quien  fuero.  Cuando  no  puedan  para  el 
toHtip^  las  considoracionos  de  la  (jrave  culpa  quo  comete. 
l>erjurando,  i  de  las  penas  con  que  ia  rclijion  le  conmina,  la 
inramia  a  quo  deho  condcnarli;  un  perjurio,  i  la  ¡íona  que 
debe  imponerle  la  autoridad  en  fuerza  de  la  causa  quedcl)0 
KCjtuiríiclc  inmediatamente,  i  sobre  todo  la  facilidad  de  ser 
descubierto,  estando  presente  la  misma  parte  contra  quien  de- 
clara i  que  puede  hacerle  preirimtas  respecto  de  las  cuales  no 
está  prevenido,  to»lo  lo  dicho  debe  influir  de  tal  modo  en  el  áni- 
mo del  hombre  mas  inmoral,  que  alojaaun  la  presunción  mas  re- 
mota de  quo  pueda  faltarse  a  la  verdad  en  una  deposición  judicial . 
Pero,  aun  cuando  después  de  estas  precauciones,  lo  que  es  cuasi 
imposiBle,  hubiese  hombre  tan  atrevido,  que  silenciase  lo  cier- 
to o  depusiese  lo  falso,  ¿no  es  manifiesto  que  por  el  sistema 
proyectado  ¡niedc  mejor  que  de  otro  modo  descubrirse  la  ver- 
dtul?  Ella  tiene  un  imperio  irresistible;  i  cuando  a  la  buena  fe 
so  dejan  todos  los  arbitrios  para  inquirirla,  no  hai  maquina- 
ciones que  basten  a  ofuscarla.  La  parto  contra  quien  se  depone 
un  hecho  falso,  puedo  contar  con  la  victoria  segura,  si  se 
lo  permite  hacer  preguntas  i  reconvenciones  al  testÍ|;o,  quien, 
por  consumado  que  sea  en  la  carrera  del  crimen,  no  puede  te- 
ner toda  la  firmeza  sultcíonte  para  sostener  su  dicho,  i  no  va- 
cilar a  la  presencia  del  juez  i  del  público  que  le  observa. 

Somos,  pues,  decididos  por  la  adopción  del  nuevo  método 
proyectado,  tanto  mas  cuanto  en  él  encontramos  garantías  ne- 
cesarias a  los  litigíñites,  que  no  advertimos  en  nuestro  modo 
actual  de  proceiler.  La  aserción  de  un  testigo  presentado  en 
juicio  es  una  autoridad  que  condena  a  aquél  contra  quien  se 
produce.  Si  esto  es  innegable,  es  consit^uícnte  que  sea  justo 
propoi-cionar  al  individuo  tío  cuyo  perjuicio  so  trata  los  medios 
lojitiinos  de  defensa;  i  no  puedo  sin  injusticia  privársele  de 
los  arbitrios  cnnvcmenlcs  pur.i  convencer  la  falscd.ail  de  la  de- 
posición qiio  le  perjirÜL-.T   ¿HiiAIes  son,  preguntamos,  los  que 
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cpcdoQ  pan  esa  oooTiccioa  eo  noostzo  actoal  sistema  de  pro- 
ceiIímientoR,  si  lo  que  han  lUcbo  loe  testigos  oo  se  sabe  hasta 
pasado  el  ténnino  de  pmeba,  caantlo  esos  testigos  ya  oo  deben 
romparcccr  mas  en  jaicio,  í  talvez  se  haa  ausentado  a  laicas 
distancias  del  lui^ar  en  que  depusieron?  Aunque  se  les  obligue 
a  dar  razón  de  sus  dichos  [lo  quo  actualin'>nle  se  descuida  mu- 
cbo),  ¿no  es  cierto  que  sobre  esa  razón  caben  muchas  reflexio- 
nes i  advertencias  que  solo  pueden  diríjirse  al  testi^i),  i  que 
pueden  hacer  variar  en  muclio  o  en  el  todo  su  concepto  sobre  el 
itecho?  Si  esto  no  se  hacopor  la  parte,  ¿puede  imajjnarsc  siquie- 
ra que  se  haga  adecuadamente  de  oGcio  por  el  juez?  I  si  ni  m 
Terjfíca  en  el  acto  do  la  deposición,  ¿cuál  es  el  tiempo  del  jui- 
cio en  que  puede  hacerse  por  la  parto*  Un  trimite  nuevo,  en  quo 
después  de  hecha  publicación  de  probanza,  pu  liesc  obligarse  a 
loa  testig-ra  a  responder  a  pre^^ntaa  que  les  hiciesen  aquéllos 
contra  quienes  hubiesen  decláralo,  í  responder  a  los  cargos  que 
80  les  formaban  por  sus  dichos,  sobre  introducir  una  novedad 
dispendiosa  do  tiempo  i  de  costos,  no  produciria  ciertamente 
el  efecto  do  las  preguntas  i  consideraciones  hechas  al  tiempo 
de  la  declaración;  porque,  una  vez  asentado  un  hecho  en  juicio, 
y«  debe  suponerse  en  el  testigo  empeño  en  sostenerlo  i  un 
conato  tan  vehemente  excitado  por  el  amor  propio,  que,  para 
vencerlo,  necesitaría  una  virtud  extraordinaria  i  nada  común 
entre  los  hombres,  pues  es  sumamente  difícil  una  retracta- 
ción, especialmente  si  ella  debe  tener  un  indujo  directo  en  la 
opinión  que  la  sociedad  debe  formarse  de  nosotros  en  orden  a 
la  buena  fe  do  nuestros  procedí  míenlos.  El  testigo,  después 
do  haber  alirmado  un  hecho  en  su  declaración,  con  dificultad 
Bo  retractaría,  i  con  la  misma  podía  ser  convencido  de  su  fal- 
sedad con  sus  propios  dichos;  pero  esto  de  ningún  modo  suce- 
de en  el  acto  de  declarar. 

Después  de  lo  dicho,  sería  demasiado  doloroso  que  no  fueso 
Admitida  la  parte  del  proyecto  que  nos  ha  ocupado.  Propon- 
dremos, con  toílo,  dos  puntos  en  que  nos  parece  debe  fijarse  !n 
atención  de  los  que  lian  do  aprobarlo  para  tomar  tas  moflidos 
que  estimamos  conven icntcj.  Es  el  primero  el  acto  de  cometer 
ol  examen  de  los  tcMígos  en  los  casos  en  que  éstos  no   puedan 
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concurrir  al  juagado.  Tan  necesaria  creemos  la  presencia  del 
jaez  en  un  acto  cuya  importancia  en  cl  juicio  no  puede  desco- 
nocerse, tjuc,  faltando  olla,  encontramos  un  vacío  incapaz  de 
llenarse  por  la  sola  intervención  del  escribano,  i  menos  por  la 
de  un  poceptor,  a  quienes  puedo  cometerse  el  acto.  Sea  que  no 
tienen  la  oltliyacion  do  estar  ímpuostüs  como  el  juez  en  las 
cuestiones  do  hcclio  que  se  ventilan  en  el  proceso,  sean  otras 
muchas  cosas  ele  que  por  ahora  no  queremos  ocuparnos,  lo 
cierto  es  que  nunca  so  expiden  tan  bien  estas  dilijcncias  come- 
tidas, como  practicadas  por  cl  jues  mismo;  i  por  eso  sin  duda 
nuestras  leyes  dispusieron  que,  en  algunos  de  los  casos  do 
que  tratamos,  el  juez  en  persona  pasase  a  la  casa  del  testigo  a 
recibir  su  declaración.  Quisiéramos  que  so  practicase  esto 
mismo;  pero  ya  que  no  es  posible,  [Kirque  esto  sería  recargar 
demasiado  las  atoncioncs  de  lus  jueces,  no  poco  aumentadas 
por  el  proyecto,  dosearíamos  que  la  Iei  estableciese  un  medio 
que  (lo  al-jim  modo  suplióse  la  ausencia  del  juez.  No  nos  atre- 
vemos a  indicAr  cuál  sería  precisamente  cl  que  deseamos;  pe- 
ro, con  todo,  juígamns  que  la  concurrencia  d«  otra  escribano 
espcciftimcntc  nombrado  por  el  juez,  a  mas  del  actuario,  o  do 
do8  testigos  con  igual  nombramiento  judicial,  harían  el  acto  de 
la  declaración  mas  digno  do  la  conñanza  do  los  litigantes  i 
del  resjieto  público. 

El  segundo  punto  sobrcel  que  deseamos  se  considere,  es  la 
obligación  quo  se  pune  a  las  mujeres  de  comparecer  enjuicio 
oomo  testigos  siu  otra  excepción  qito  la  do  sor  solteras.  E^n  es- 
ta imrte,  creemos  el  pruyecto  muí  digno  de  reforma,  atendido 
cl  pudor  tic  tas  mujeres  del  país,  particularmente  de  aquéllas 
que  perteniven  a  clases  justamonte  distinguidas  entro  no- 
sotros i»or  diferentes  relaciones.  Hablamos  en  Chile,  i  apela- 
mos al  juieio  de  los  que  conocen  el  carácter  de  las  mujeres 
bien  educadas  i  de  honor  que  hai  entre  nosotros,  sean  casadas 
o  viudas.  En  eUa.s,  jcnoralnicnto  so  observan  una  Reparación  ca- 
si absoluta  do  cuanto  dice  relación  con  el  foro,  un  rccojiraiento 
ejemplar,  el  recato,  la  timidez,  aqucllaespeoiede  vergüenza  que 
realza  tanlo  las  prendas  del  sexo:  lodo  esto  es  incompatible 
con  ]:i  pnvision  en  que  las  pone  cl  proyeclo  de  comparecer  a 
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declarar  en  un  juzgado;  i  podemos  asegurar  que  la  mayor  par- 
te, si  no  totlas  las  mujeres  viuilas  i  casadaa  de  cierta  clase, 
no  se  jirostarian  a  esto  arto,  sino  a  fuerza  de  apremios,  que  ni 
serian  decentes,  ni  ficiles  de  ejecutarse,  i  al  fin  traerían  males 
do  no  pequeñas  consecuencias.  Por  otra  parte,  ¿quién  no  ve 
que,  en  la  denominación  absoluta  do  solteras,  se  comprondci» 
muchas  mujeres  sin  pudor  ni  obligaciones,  por  cuyo  respeto 
no  sería  bien  faltase  la  regla  jonoral  do  concurrir  al  juzgado? 
Somos,  puos,  de  dictamen  que,  (piitándosc  la  excepción  por  ca- 
lidad de  solteras,  se  deje  ésta  a  la  prudencia  del  juez,  quien, 
atcndiilas  las  circunstancias  de  la  persona,  sea  cual  fuese  su 
estado,  dispondrá  quo  concurra  a  su  presencia,  o  so  solicito 
en  su  casa  la  declaración  que  deba  prestar.  En  oí  número  sí- 
guíente,  sostendremos  la  justicia  con  que  el  proyecto  exijo  que 
las  sentencias  se  funden  por  los  jueces. 
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Llegamos  a  la  parte  dol  proyecto  qiio  nos  parece  mas  justa, 
i  tan  conforme  a  la  razón  quo  no  podemos  alcanzar  cuál  sea 
la  quo  pueda  justilicar  la  práctica  contraria.  Tendrán  presento 
nuestros  lectores  que  en  el  número  anterior  ofrecimos  de- 
mostrar cuan  debido  es  quo  los  jueces  funden  sus  sentón- 
cías  al  tiempo  mismo  do  expedirlas.  A  la  verdad,  si  la  sen- 
tencia no  es  otra  cosa  que  la  decisión  do  una  contienda 
sostenida  con  razones  por  una  i  otra  parte,  esa  decisión  debo 
ser  también  racional,  i  no  puedo  serlo  sin  tener  fundamentos 
en  que  apoyarse;  si  los  tiene,  olios  deben  aparecer,  así  como 
aparecen  los  quo  las  partes  lian  aducido  en  el  juicio,  quo, 
siendo  público,  nada  debo  tener  reservado,  í  con  toda  dilijencia 
ha  do  procurar  alejarse  de  cuanto  parezca  misterioso,  según 
dijimos  muí  al  principio  de  estas  observaciones. 

La  naturaleza  misma  del  hombro  exijo  quo  so  observe  la 
práctica  de  que  nos  ocupamos.  El  hombro  por  su  naturaleza 
racional  debo  dirijir  todas  sus  acciones  por  las  roblas  do  la 
Kana  razón;  i  ¡jor  su  naturaleza  social,  debo  dar  a  los  demás  ' 
lio  la  sot-iedad  un  testimonio  del  arreglo  de  la  razón  que  dirijo 


C8B3  mismas  accionrs.  Por  eso,  en  la  mayor  parte  ile  los  actos 
de  nuestra  \iila  que  tienen  relación  con  otros  individuos  se 
nos  obliga  a  dar  la  razón  de  nuestros  hechos  o  dichos;  i  sin 
tal  calidad,  ellos  so  estiman  como  de  ningún  momento.  ¿Por 
qué,  pues,  en  el  acto  mas  solemne  i  sagrado,  cual  es  el  pro- 
nunciamiento judicial,  no  sollado  exijir  del  juez  esa  razón, 
i  ha  do  constituírselo  en  la  clase  de  un  orúculo,  qucriendu 
dar  a  su  solo  dicho  talvez  mas  fuerza  que  a  las  mismas 
leyes? 

Si  el  jticz  no  puede  proecder  por  su  arhilrio,  si  en  el  ejei'- 
ricio  do  sus  funciones  del)C  estar  l¡gado«  la  dceision  délas 
leyes,  si  c-stas  son  las  ([uc  conceden  o  niegan  lo  c¡uo  so  pre- 
tende en  el  juicio,  i  el  juez  solo  tiene  en  esto  acto  el  destino 
de  aplicarlas,  si  su  aplicación  debe  ser  conTorme  a  los  hechos; 
sí  todo  esto  es  cierto,  decimos,  nada  es  tan  natural  como  (¡ue 
el  juez,  al  tiempo  de  pronunciar  su  fallo,  designe  la  lei  que 
aplica,  manifestando  el  hecho  tal  cual  resulta  de  autos  i  eu;il 
lo  cxije  la  aplicación  que  ha  hecho  de  la  decisión  o  decisiones 
legales.  Relevemos  al  juez  de  la  ohligacion  de  fundar;  i  su 
propia  opinión,  o  la  opinión  de  c^to  o  aquel  jurisconsulto, 
pueden  ser  i  serán  muchas  vccos  el  fundamento  do  su  scnton- 
tcncia,  a  [wsar  de  que  semejantes  opiniones  no  pucilen  ser  las 
reglas  de  juzgar. 

Admitir  sentencias  no  fundadas,  equivale,  en  nuestro  con- 
cepto, a  privar  a  loa  litigantes  do  la  mas  preciosa  garantía 
que  pueden  tener  para  sujetarse  a  las  decisiones  judiciales. 
¿Son  acaso  infalibles  los  jueces?  ¿No  suelen  equivocarse  mu- 
chas vi'ces  en  sus  conceptos  sobro  la  justicia  o  injusticia  du 
los  negocios?  ¿I  por  qué  se  ha  de  quitar  al  perdido  el  saber 
las  razones  en  que  so  fundó  la  scntenria  que  Ic  fuú  contraria? 
¿\o  es  esto  lo  mismo  que  negarle  la  facultad  de  deshacer  las 
equivocaciones,  de  descubrir  las  falsedades  i  de  advertir  las 
defectos,  para  obtener  la  revocación  en  caso  do  apelación,  o 
para  dirijirse  contra  el  juez  mismo  en  los  casos  que  lo  con- 
vengan? Por  mas  que  se  discurra,  no  podrá  encontrarse  una 
flola  razón  aparento  para  persuadir,  que,  no  cblígando  a  los 
jueces  a  dar  razón  ríe  su  pronuncíamicnlo,  no  se  infiera  a  iaü 
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jKirlcui  cuntcntlicntefl  uno  de  los  mayores  agravios  que  pueibui 
conocerse  en  lo  judicial. 

Si  lüs  litigantes  son  defraudados  de  una  parte  tan  princiiHiI 
de  sus  doreulioa  por  el  actual  sistema  do  pronunciamientos,  no 
es  menos  el  perjuicio  que  resulta  a  la  causa  pública,  porque, 
sin  contar  la  intima  conexión  ([ue  tiene  olla  con  el  bien  de  los 
particulares,  no  puede  o-scLirccerse  cuánto  importa  al  orden 
público  que  los  juicios  se  disminuyan,  que  se  eviten  lus  cles- 
conüanzas  de  los  particulares  respecto  de  los  majistrados,  i 
que  éstos  sean  mirados  con  toilo  el  respeto  i  consideración  que 
convienen  a  las  personas  destinadas  para  ejercer  en  la  sociedad 
los  cargos  de  que  penden  los  bienes,  el  honor  i  la  vida  de  los 
liombros;  a  todo  esto  conduce  la  precisión  du  fundar  las  sen- 
tencias eitablecida  por  el  proyecto.  El  littg^.iiitc  que  mira  en 
ta  sentencia  que  lu  condena  los  fun  lamentos  de  licelio  i  de 
derecho  que  ha  tenido  el  juez  para  proceder,  titme  lodo  cuanto 
necesita  para  desengañarse  de  la  calidad  de  su  causa,  i  para 
concebir  esperanzas  de  mejor  éxito  en  otra  instancia,  o  para 
no  contar  con  otro  resultado  mas  favorable;  do  este  nimio,  si 
procede  de  buena  fe,  debe  creerse  (¡ue  dejo  en  muchos  casos 
t;l  comenzado  pleito;  pues  no  puede  negarse  que  una  gran 
parte  do  ellos  se  continúa,  porque,  subsistiendo  las  razones  que 
se  han  tenido  presentes  para  entablarlos  i  sostenerlos,  no  se 
pierdo  la  esperanza  de  obtener;  i  subsistiendo  ella,  subsisten 
los  litijtos  que  de  otro  modo  se  habrían  concluido.  El  litigante 
que  no  es  advertido  de  las  razones  que  ha  tenido  el  juez  para 
pronunciarse  en  su  contra,  insistiendo  siempre  en  las  que  él 
ha  creído  que  favorecían  su  acción  o  excepciones,  si  no  os 
dotado  de  mucha  virtud,  condena  siempre,  al  menos  por  mu- 
cho tiempo,  la  conducta  del  juez  de  quien  obtuvo  el  fallo,  i  la 
desconfianza  í  la  desestimación  son  resultados  perjudiciales, 
pero  casi  siempre  precisos;  de  aquí  las  especies  difundidas 
contra  los  majistrados,  i  las  calumnias,  las  mas  veces  injustas 
que  se  propagan  siempre  mas  do  lo  que  rogulajmente  se 
cree,  viniendo  muchas  veces  a  desmejorarse  con  perjuicio  del 
público  el  concepto  mas  bien  merecido  de  un  majií^trado.  Nadn 
de  esto  debe  temerse  cuando  son  notorias  l;i«  razones  drl  juz- 
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gamiento.  Sí  ¿1  os  arreglado,  el  jcniü  mas  im|K).stor  nada  poilrú 
hacer  en  su  contra;  si  es  injusto,  natía  mas  conveniente  que 
el  cjue  se  conozca  i  Be  remedie;  nada  tan  oportuno  como  que 
el  juez  se  corrija,  o  quo  se  aparte,  si  es  necesario,  do  la  mnjis- 
tratura  el  quo  no  ha  sabido  corresponder  a  las  obligaciones 
quo  ella  ic  impone. 

Después  de  loa  fundamentos  [¡ue  hemos  aducido  para  soste- 
ner la  disposición  del  proyecto,  reservando  otros  muchos  en 
obsequio  de  la  brevedad,  vemos  ya  que  se  nos  opono  la  auto- 
ridad de  la  real  cédula  de  13  de  junio  de  1778,  que  es  hoÍ  la 
Ici  18,  título  16,  libro  11,  de  la  Novísima  Rocopiladon, 
por  la  cual  se  mandó  no  observar  la  práctica  que  había  antes 
do  ella  de  fundarse  las  sentencias.  Si  dirijiésemos estas  observa- 
ciones a  loa  jueces  tratándose  de  observar  las  leyes  existentes, 
haríamos  acallar  nuestra  razón,  dando  solo  lugar  a  la  voz  de 
la  leí  citada;  poro,  cuando  nos  dirijimos  a  los  lejisladorca  que 
deben  reformar  nuestro  sistema  de  procedimientos,  conscr- 
A"ando  lo  conveniente  de  las  leyes  que  boi  lo  arrofrlnn,  o  qui- 
tando lo  que  no  parezca  adaptable,  cuando  hablamos  al  pú- 
blico, que  ha  do  recibir  esta  reforma  Í  confurmarso  con  ella, 
debemos  pasar  mas  adelante,  i  discurrir  sobro  las  razones  de 
la  lei  opuesta,  para  que  so  conozca  si  deben  ellas  influir  en 
queso  sostenga  su  disposición,  despreciándose  el  sistema pro- 
ycctatlo. 

La  lei  que  nos  ocupa,  tuvo  solo  por  fundamento  para  hacer 
cesar  la  ¡)ráetica  de  fundar  las  sentencias  cl  que  no  se  dieso 
lugar  a  las  cavilaciones  <Ie  tos  litiurantcs,  que,  insistiendo  so- 
bre las  rutones  do  decidir,  consumían  mucho  tiempo  en  los 
litijios  que  con  estas  ocasiones  promovían.  Pero  ¿quien  no  vo 
que  este  motivo  es  del  todo  insuficiente?  Sean  cuales  fueren  los 
fundamentos  de  las  sentencias,  i  las  impugnaciones  de  los  li- 
tigantes; dúse  a  las  cavilaciones  do  aqut^Hos  toda  la  extensión 
que  se  quiera,  ¿quién  podrá  decir  que  por  estas  cosas  han  de 
prolongarse  los  litijíos  consuniióndoac  en  ellos  cl  tiempo  i  cos- 
tos que  son  consiguientes?  8i  la  leí  asigna  a  los  juicios  sus  in»- 
tancias,  i  después  de  ellas  no  puede  haber  olra;  si  esas  instan- 
cias tienen  sus  peculiares  trámites  i  li-rminc?  do  lo»  cuales  no 
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80  puQile  exccittT,  los  litigantes  poiirán  impugnar  los  razo* 
nofl  (lo  la  sentencia,  lo  t[\xa  no  iiueilc  nci^ípselca  sin  ínjus- 
liuiii;  |>ci'o  de  ningún  modo  cutara  en  su  arbitrio  introdiu^ir 
trámites  (¡ue  la  Id  no  designa,  ni  cunsuniir  mas  tiempo  que 
el  que  ella  poniiilc.  Después  ile  esto,  ¿;i  qué  queda  reducido  rl 
fimdamento  do  la  disiKisicion  legal  que  se  ñas  oiKíne?  ¿será 
justit,  será  equitativo,  pur  una  razón  solo  aparente,  oonservar 
la  práctica  de  no  fundar  las  sciiteneius,  opuesta  a  la  misma 
naturaleza,  si  bien  so  reflexiona?  Tan  clara  consideramos  la 
materia,  quo  creemos  hacer  un  agravio  ft  nuestros  lectores  con 
solo  pensar  que,  después  do  una  rellexion  medianamente  dete- 
nida, haya  quien  permanezca  apegado  a  la  práctica  actual,  i  no 
«6  decida  por  la  saludable  innovación  del  pruyecto,  cuyas  oh- 
Bervaciones  continuaremos,  ocupándonos  del  modo  de  pro- 
«.■eder  en  el  juicio  práetioo  a  quo  es  corrosponcÜcnto  el  titulo 
5.'  desdo  el  artículo  236. 

Nuestros  lectores  recordarán  (¡uo  sobro  este  particular  ya 
emitimos  nuestra  opinión  en  uno  de  nuestros  números  ante- 
riores tratando  del  fuero  por  razón  do  la  cosa  sobro  que 
versa  ol  juicio:  allí  apuntamos  las  razones  que  nos  movian  a 
opinar  en  contra  de  una  nueva  institución  que,  sin  dar  mayores 
garantías  a  los  ligantes,  debe  hacer  el  Juicio  mas  pcnsionoso, 
mas  difíiii  de  exijcdirse,  de  mayores  costos,  i  proliabloraonte 
de  peores  resultados.  Ahora  insistimos  en  el  mismo  pi'opósito, 
convencidos  íntimamcnto  do  que  la  novedad  del  proyecto  es 
absolutamente  inadmisible;  i  aunque  no  logremos  persuadir, 
manifestaremos  al  menos,  tal  eual  es,  el  fundamento  do  nues- 
tra oposición.  La  novedad  del  proyecto  se  reduce  a  quo, 
llamando  el  juez  los  autos  en  primera  instancia  después  de  la 
demanda,  contestación,  réplica  i  duplica,  si  encontrare  quo  h 
demanda  es  de  ¡a  cla.se  do  (as  que  deben  decidirse  en  jui- 
cio práctico,  proveerá  quo  so  proceda  ni  reconocimienlo 
del  objeto  disputado,  sorteándose  i  citindascal  efecto  el 
jurado  práctico.  Este  jurado  quo  ha  de  sortearse  de  entre  la 
lista  de  la  municipalidad  respectiva,  i  debe  cumponerso  de  dos 
individuos,  o  cuatro  si  lo  cxije  la  naturaleza  del  negocio,  pro- 
cede a  tomar  ronocimiiMitn  de  la  causí  di-sdi'  el  acto  del  sortee» 


ni  unión  del  juez  hasta  la  resolución  do  la  cuestión  o  cuestio- 
nes (le  heclio  que  se  ventilen,  componiendo  así  un  vcnlaJero 
ti'ibuiial  (¡uo  dirije  i  preside  el  juez  de  primera  instancia. 

A  primera  vista,  ubservamoa  en  osla  nueva  institución  que 
ella  quita  mucha  fuerza  a  una  de  las  princii>alcs  garantías,  i 
que  pudiéramos  llamarla  principal,  que  tienen  enjuicio  lu3 
litíj^antCH.  Consisto  esta  garantía  en  la  responsabilidad  del  juez, 
la  que,  no  solo  debe  mirarse  ¡wr  el  lado  quo  arecta  sus  intere- 
ses o  empleo,  sino  mui  particularmente  con  respecto  a  la  opi- 
nión pública,  i  consi^i^uicnto  estimación  o  mal  concepto  de  su 
jiersuna,  que  tanto  i  tan  poderosamente  afectan  al  amor  pro- 
pío  i  tan  saludablemente  influyen  en  el  cuidado  que  los  hom- 
bres públicos  deben  poner  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
líajo  los  dua  primeros  reH])ectos,  o  bajo  el  últimD,  miramos 
disminuida  la  responsabilidad  del  juez;  porque  no  bai  duda 
quo  ella  se  disminuye  tanto  mas,  cuanto  mas  so  divido  El  hom- 
bre a  quicik  solo  so  encomienda  un  acto,  debioiido  el  solo  res- 
pomltíf  por  su  resultado,  ni  tiene  otros  con  quienes  cscudarso 
en  sus  defectos,  ni  tiene  con  quien  repartir  sus  cuidados,  o  en 
quienes  descuidar,  para  quitarse  un  tanto  de  la  fatii^a  que 
siempre  causa  todo  trabaju.  Al  contrai-io,  aquél  a  quien  so  dan 
compaiícros  puede  confiar  en  ellos,  i  apTOvecliarao  mas  de  lo 
que  conviniera  do  la  asociación  para  trabajar  menos  de  lo 
quo  era  debido.  Lo  vemos  así  con  frecuencia,  i  ello  es  mui 
jiropio  do  la  debilidad  do  que  mas  o  miínos  todos  adolecemos. 
Por  otra  parte,  la  nota  que  debo  resultar  por  las  omisiones, 
jarece  menos  sensible  dividida  entre  otros,  especialmente  bÍ, 
como  sucede  en  los  juicios,  no  puede  saberse  bien  por  quien  ha 
estado  el  defecto;  i  asi  puede  suceder,  i  sucede  muchas  veces, 
que,  descuidando  los  unos  en  los  otros,  vieno  a  ser  jenera]  el 
descuido  i  la  neglijcncia,  i  es  consiguiente  el  desacierto  en 
offuello  ({uo  so  puso  bajo  su  cuidado.  No  sucede  así  cuando 
oB  uno  solo  el  responsable,  ¡xirquc  nada  tiene  que  pueda  hacer- 
te descuidado  ni  omiso;  i  do  consiguiente  es  mucho  mas  im- 
[lorlanto  su  atención  en  aquello  que  él  solo  debe  practicar  i  a 
él  Ion  solo  debe  atribuirse,  (¡ue  esa  atención  misma  encargad» 
a  otros  con  quienes  puedi-'  diucul¡iariíG. 


Eh  preciso,  cumulo  se  traía  tle  los  procedí mioirtos  que  tlebcii 
ciicargarso  a  los  hombres,  no  considerar  a  ¿stos  cuales  deben 
ser,  hiño  cuiíles  ordinaria ments  son,  i  c-mtleíi  puede  hacerlos 
la  malicia  de  que  son  susceptibles,  poniímlo-sc  en  los  casos  que 
caben  en  la  posibilidad,  para  evitar  los  abusos  que  pueden 
fioraetersc.  Un  juez  debo  ser  recto  i  no  conocer  acepción  de 
personas;  poro  puede  faltar  a  su  rectitud  i  quorcr  extraviarse 
en  el  desempeño  do  sus  obligaciones.  Este  extravío  no  es  fácil 
cuando  él  solo  ha  de  exponeree  a  sufrir  sus  resultados;  pero, 
una  vez  decidido  el  ánimo  a  fídtar  a  la  justicia,  si  se  le  presen- 
ta la  ocasión  de  hacerlo  oon  impunidad,  nada  tiene  que  Iü  con- 
tenga. El  sistema  del  proyecto,  a  nuestro  modo  de  ver,  abre  a 
los  jueces  do  mala  fc  un  camino  Iwistante  fácil  para  cometer 
injusticias  sin  temor  de  resultados  adversos.  No  nos  equivo- 
quemos: im  juez  que  regularmente  debe  ser  letrado  tiene  mu- 
chos arbitrios  para  inclinar  al  jurado  a  la  decisión  que  mas  lo 
acomode,  aun  cuando  él  ostensiblemente  tenida  un  voto  con- 
trario; i  si  este  caso  puedo  suceder,  ¿por  qué  ha  do  dejar- 
se subsistente  posibilidad  tan  perniciosa?  ¿Por  qué  no  ha  de  de* 
jarso  al  juez  que  él  solo  juzgue  según  comprenda,  i  no  tenga 
a  otros,  por  cuya  mano,  sin  que  ellos  lo  adviertan,  pueda  hacer 
triunfar  su  injusticia?  ¿No  basta  solo  el  juez  para  comprender 
las  cuestiones  de  hecho  i  ponerlas  en  su  verdadero  punto  do 
vista?  Pues  si  basta  ¿¡Jara  qué  otros  que  tomen  conocimiento 
do  los  hechos?  Podrán  ellos  talvez  proporcionarlo  mayor  al 
juez;  i)ero  ¿no  podrán,  i  será  lo  mas  regular  i  frecuente,  em- 
brollar mas  el  negocio,  i  hacer  mas  difícil  la  resolución  de  las 
cuestiones?  Consideremos  desapasionadamente  la  materia,  í 
convendremos  en  la  mayor  posibilidad  de  lo  último.  Continua* 
remos  on  el  número  siguiente  demostrando  lo  demás  que  he- 
mos insinuado  en  contra  de  los  juicios  prácticos  según  los 
establece  el  proyecto, 
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Preguntábamos,  al  concluir  el  artículo  del  número  prece- 
dente, ai  no  seria  lo  mas  regular  i  frecuento  que,  por  el  sistema 
dü  jurados,  se  embrollasen  mas  los  juicios  priicticos  haciéndowi 
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mas  (Undl  su  roaolucion;  i  la  respuesta  afirmativa  parece  Ae- 
masiatlo  obvia,  si  se  procede  de  buena  fe,  porque  muolio  méno» 
Ke  necesita  para  que  uno  solo  forme  su  juicio  ítobre  alguna 
materia,  quo  lo  que  se  requiere  para  que  convengan  entre  sv 
las  opiniones  de  mucho»  i  vengan  a  formar  una  sola  ])or  una- 
nimidad o  mayon'a,  cual  conviene  para  que  haya  sentencia; 
pero,  prescindiendo  de  esto,  que  es  común  en  lodos  las  casos,  i 
lie  ([ue  muchas  veces  prevalece  In  menos  justo  í  razonable,  [mt 
accidentes  que  reúnen  mayores  votos,  los  cuales  se  cuentan  i  no 
se  pesan;  dejando  todj  esto  aparte,  decimos  que,  en  el  caso  de 
quetnitamos,  no  .solo  son  frecuentemente  temibles  el  embrollo 
i  la  diliculUd  en  acordar,  sino  quo  probablemente  la  jcneraU- 
diul  de  los  acuerdos  debe  ser  la  mas  desarreglada.  Dijimos  ya, 
cuando  por  primera  vez  hablamos  del  sistema  que  nos  ocupa, 
quo  la  calificación  de  los  hechos  no  es  siempre  una  operación 
tan  sencilla  para  la  que  baste  un  mediano  discernimiento,  o 
un  conocimiento  natural;  por  el  contrario,  pocas  veces  hai 
juicios,  i  casi  ninguna  tratándose  de  ios  prácticos,  en  que  loíi 
hechos  no  sean  mui  oscuros,  presentando  tal  vez  uno  solo  difí- 
ciles cuestiones  quo  resolver  antes  de  llegar  al  descubrimiento 
de  la  verdad,  cuestiones  cuya  decisión  piden  un  criterio  no 
común,  un  conocimiento  mas  que  reífular  de  la  naturaleza  i 
valor  do  las  pruebas,  i  sobre  todo  mucha  experiencia  i  tino, 
que  rara  vez  so  a<l(iuieren  de  un  motlo  conveniente,  sino  des- 
pués do  larga  contracción  a  los  negocios  judiciales,  sobre 
principios  sólidas,  buenas  nociones  del  derecho  i  mejores  de 
Una  sana  filosofía.  Es  verdad  que  se  halla  algunas  ocasiones 
el  discernimiento  arreglado  en  altfunas  ¡icrsonas  sin  las  cua- 
lidades dichas,  pero  esto  es  muí  raro,  i  no  debe  entrar  en 
cuenta  cuando  tratamos  la  presente  materia. 

Bajo  las  suposiciones  del  párrafo  anterior,  séanos  permitido 
preguntar:  ¿cuál  es  la  copia  de  los  hombres  ilustrados  con  quo 
contamos  para  que  cada  municipalidad  tenga  una  lista  de  la 
que  lian  de  sacarse  por  suerte  los  jurados  quo  so  necesitan? 
Si  miramos  esto  punto  con  la  circun.speccion  que  corresponde 
hallaremos  que,  no  solo  entre  nosotros,  sino  también  on  nacio- 
nes mas  adelantadas,  no  será  posible  encontrar  tanto  númc- 


ro  lie  alíjelos  que  baitcn  a  llenar  el  objeto  de  los  meditados 
jnieioij;  iiero,  cuhnndo  la  vista  solo  por  lo  ¡nterior  de  nuestra 
ix'pdblica,  P3  preciso  querer  engañarse  para  no  conocer  ijue, 
cuando  adoptáremos  este  modo  de  juzgar,  no  sería  posible 
encontrar  el  número  de  liombres  necesarios  para  el  sorteo, 
c-un  las  calidades  que  son  indispensables  para  poder  descanHar 
medianamente  en  su  juicio,  llegamos  a  nuestros  lectores  con- 
sideren este  punto  con  la  detención  f¡uc  merece;  i  que,  despuoa 
de  baber  hecho  una  revista  proli]a  de  los  individuos  a  quienes 
en  muchas  partes  pudiera  caber  la  suerte,  decidan  si  estarían 
satisfechos  con  poner  en  sus  manos  hie  causas  en  quo  fucRen 
interesados.  No  se  crea  por  un  solo  momento  que  tratamas  de 
deprimir  el  concepto  del  pais,  en  cuyo  honor  i  progr&sos  nos 
empeñamos  i  debemos  empeñarnos  por  tantos  títulos;  conoce- 
mos demasiado  a  nuestros  paisanos,  vemos  en  ellos  disposi- 
viones  lat  mas  favorables  para  todo,  i  acaso  les  damos  ma» 
valor  que  a  las  de  los  hombres  de  otras  rcjioncs;  pero  esto  no 
f|uita  que  conozcamos  una  verdad,  i  es  que,  ni  ahora,  ni  en 
mucho  tiempo  después,  tendremos  la  abundancia  do  sujetos 
que  se  necesitan  para  Joncralizar,  como  se  quiere,  el  ejercicio 
do  juzgar,  para  el  cual  ní  nos  prepararon  nuestras  habitudes 
posadas,  ni  nos  favorecen  mucho  las  presentes.  Éstas  son 
siempre  reguladas  [xir  las  necesidades  i  por  las  distintas  ocu- 
paciones a  que  ellas  impelen;  i  no  puede  negarse  que,  en  un 
país  naciente,  ilonde  las  fortunas  por  lo  regular  no  i>asan  de  la 
medianía,  los  hombres  en  la  mayor  parte  so  ven  precisados  a 
lijar  toda  su  atención  en  los  trabajos  materiales  que  demanda 
su  subsistencia  i  no  pueden  cuidar  mucho  en  lo  jeneral  do 
instruirse  como  corresponde  en  la  ciencia  difícil  ¡  peligrosa  de 
juzgar.  ¿Cómo,  pues,  so  quiere  jeneralizar  la  facultad  de  ejercer 
la  judicatura  entro  nosotros?  ¿Podrá  esto  hacerse  sin  exponer 
los  actos  judiciales  a  los  errores  propios  de  la  ignorancia  e 
inexperiencia,  a  los  embrollos  i  a  las  diíicultndes? 

Ilai  todavía  consideraciones  que  no  deben  omitirse,  porque 
son  demasiado  poderosas  entro  nosotros.  Cualquiera  quo  co- 
,  nozca  medianamente  a  f 'iiite,  sabe  que  la  naturaleza  do  su  lo- 
calidad i  la  homojeni'idiid  ilc  la  mayor  [jarte  do  sus  habitantes^ 
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cipal,  QS  de  la  naturaleza  ilc  los  prácliuos.  En  efecto,  ¿«iiin' 
tos  no  so  ajilan  en  nuestros  juzí^ilos  i  Iríhiiunlcs  itobra 
dcHÜnde-s,  internaciones,  repartimientos  i  jiros  do  agua,  aper- 
tura de  nuevos  órnalos,  construecíon  de  ubras  nuevas,  i  otros 
tan  propios  de  la  a^'ricultura,  cuyo  aumento  del»  neccsaria- 
muiito  hacer  que  sean  mayores  los  moti%'as  i  ocaaioitcs  do  liti- 
gar sobro  los  puntos  insinuados?  No  se  dígn,  pues,  que  tos. 
pocos  casos  necesitarán  pocos  jueces,  cuando,  por  el  contrario, 
la  actual  abundancia  dn  a<iU''llos  pide  muchos  do  éstos,  i 
debe  (icdir  mas  ol  progresivo  aumento  que  no  puede  deseo- 
nocersc. 

Aduciríamos  otras  razones  en  apoyo  de  nuestra  opinión  quo 
demostrarían  cuánto  es  do  temer,  o  mas  bien,  cuánto  puede  ■■  I 
asegurarse,  que  de  cien  juicios  prácticos  los  noventa  i  nueve 
serian  perjudiciales  a  los  litigantes;  pero  no  todo  puede  decir- 
se, i  es  preciso  dejar  algo  reservado  al  conocimiento  de  los  " 
hombres  instruidos  i  experimentados,  quienes  alcanzarán  muí 
bien  lo  que  nuestra  moderación  deja  de  cxpi-csar. 

Fijos,  como  estamos,  en  el  concepto  deque  los  proyectados 
juicios  prácticos,  sobre  ser  innecesarios,  son  loa  monos  ade- 
cuados para  la  expedición  de  los  negocios,  i  los  mas  expuestos 
a  errores  e  injusticias,  no  encontramos  la  razón  por  que  el 
proyecto,  fiando  demasiado  sin  duda  en  la  Ijondad  de  tales 
juicios,  considera  en  ellos  cierto  carácter  de  inralihiilidad,  on 
cuanto  por  el  articulo  301  se  establece  que  ln  sentencia  de- 
finitiva que  se  pronunciare  por  el  juez  i  jurado  en  el 
juicio  práctico  es  inape/abíe,  i  produce  ejecutoria  si  la. 
cuarifía  (íeí  pleito  no  excede  de  seis  inil  pesos.  Repetimos 
quo  no  podemos  alcanzar  ol  motivo  de  esta  singular  disposi- 
ción, a  no  ser  la  inrallbílidad  del  juez  i  jurado;  pero  al  mismo 
tÍcnii>o  nos  inclinamos  a  creer  quo  no  sea  esta  la  causa,  por- 
que no  creemos  que  se  hayan  estimado  falibles  el  mismo  juez 
i  jurado  en  los  juicios  de  mayor  cuantía,  a  los  quo  se  deja  cx- 
IKHlito  el  recurso,  e  inrulíblos  en  los  do  la  menor.  Sea  como 
fuere,  la  disposición  nos  parece  monstruosa,  porque,  sobro  Ina 
poca»  garantías  que  ofrecen  los  juicios  do  quo  nos  ocuiiamos, 
I  la  prolia))ítidad  de  l>js  mulos  resultados,  vemos  condenada  a 
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la  mayor  pnrte  de  nuestros  propietarios,  i  acaso  de  los  maa 
intenísantos,  a  perder  bus  propiedades,  i  acaso  a  ver  perecer 
loda  su  Tortuna  al  golpe  do  una  sula  decisión  de  hombres,  que, 
a  mas  de  potler  ongariarsc,  como  todos  los  de  su  especie,  pue- 
den errar  maa  que  todos  ellos  en  unos  juicios  por  lo  regular 
demasiado  intrincados.  Parece  que  no  se  lia  considerado  bien 
lo  que  importa  entre  nosotros  una  propiedad  do  seia  mil  pesos 
en  bienes  raíces;  con  una  muclio  menor  sostiene  un  labrador 
honrado  su  numerosa  famili;t,  dejando  regularmente  en  ella 
misma  lo  que  se  necesita  para  cl  establecimiento  de  otras 
tantas  familias  cuantos  son  sus  hijos.  El  valor  de  seis  mil 
]iesos,  aunen  la  inmediación  a  las  mayores  poblaciones  do 
nucitro  estado,  puede  consistir  i  consiste  regularmente  en  un 
terreno  bastante  para  que  puedan  establecerse  oon  una  decente 
comodidad  doce  familias  trabajadoras;  véanse,  si  no,  los  pagos 
inmediatos  a  la  capital.  Si  gradualmente  nos  vamos  separan- 
do a  los  puntos  distantes,  iremos  encontrando  que  ese  mismo 
dinero  es  el  valor  do  heredades  mucho  mas  extensas,  que  con 
eolo  el  trascurso  del  tiempo  van  adquiriendo  mayor  valor,  i 
siendo  susceptibles  de  mejores  aplicaciones.  ¿Por  qué,  repeti- 
mos, una  sola  sentencia  es  bastante  para  privar  al  perdido  de 
bienes  tan  apreciables,  i  para  quitar  a  la  población  uno  de  los 
resortes  principales  de  su  aumento?  Creemos  precisamente  que, 
cuando  se  dictó  en  el  proyecto  la  dÍ.sposicion  que  nos  ocupa,  no 
80  tuvieron  presentes  estas  consideraciones,  porque  no  podemos 
imajinar  que,  habiendo.se  pensado  decstemodo,  se  hubiese  dado 
lugar  a  una  resolución  que,  mirada  bajo  el  aspecto  que  la  pre- 
sentamos, no  puede  excusarse  de  la  nota  de  temeraria.  Que  por 
ella  puede  ¡  debe  en  muchas  ocasiones  verificarse  lo  que  he- 
mos dicho,  no  puedo  negarse,  porque  en  un  juicio  sobre  des- 
lindes puede  ({uitarse  toda  una  propiedad  de  la  naturaleza 
expresada,  puede  hacerse  enteramente  inútil  por  el  resultado 
de  otro  juicio  sobre  servidumbre,  i  pueden  suceder  otros  casos 
igualmente  perjudiciales.  ¿Por  qué,  en  negocios  comunes  de 
menor  cuantía,  se  permite  apelar  en  cantidades  que  no  llegan 
a  ([uinientos  pesos,  siendo  las  pérdidas  menos  trascendentales, 
i  en  los  juicios  prácticos  de  tanta  consecuencia  no  se  permite 
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este  recurso,  sino  excediendo  de  la  cantidad  de  seis  mil  pesOH, 
cantidad  de  grave  consideración  si  se  atiende  a  la  joneralidad 
de  las  fortunas  del  ikíís? 

No  encontramos  en  qué  fijar  nuestras  conjeturas  sobre  este 
punto.  Juzgamos  que  la  causa  de  la  mayor  cuantía  singular- 
mente requerida  en  los  juicios  prácticos,  ha  sido  el  haber 
estimado  mayores  los  costos  del  juicio,  admitiendo  una  segun- 
da instancia,  que  el  proveclio  que  resultaria  de  la  revocación 
do  la  sentencia;  maa  no  creemos  que  los  costos  puedan  ser  de 
tanta  magnitud  que,  por  consideración  a  ellos,  se  dejo  al  per- 
dido sin  remedio;  i  si  ellos  deben  aumentarse,  como  es  nece- 
sario, por  la  intervención  de  jurados  i  demás  novedades  in- 
troducidas por  el  proyecto,  esta  será  otra  razón  no  menos 
poderosa  en  que  fundemos  nuestra  oposición,  porque  siempre 
será  cierto  que  no  debo  hacerse  con  mucho  lo  que  puede  con- 
seguirse con  poco,  i  quo  si,  sin  las  novedades  dichas,  se  han 
expedido  sin  inconvenientes  los  juicios  prácticos,  antes  que  so 
introdujesen  las  otras  novedades  del  actual  reglamento  de  jus- 
ticia, no  debe  hacerse  otra  cosa  que  volver  al  método  antes 
observado,  pues  aunque  él  no  sea  del  todo  perfecto,  es  ménoa 
malo  i  menos  dispendioso  que  el  quo  tenemos  en  el  dia  i 
mucho  menos  del  quo  el  proyecto  nos  ofrece.  Concluimos, 
pues,  esta  materia  ratiOcándonos  en  el  dictamen  de  que  nada 
de  cuanto  se  establece  de  nuevo  sobre  los  juicios  de  que  tra- 
tamos debe  ser  admitido;  i  si  no  nos  engañamos,  serán  mui 
pocos  loa  que  no  nos  acompañen  en  este  modo  de  pensar. 
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Concluimos  el  articulo  del  número  anterior  c-íprosando 
nuestro  dictamen  en  orden  a  los  juicios  que  se  llaman  prácti- 
cos, reducido  a  que,  ni  debe  admitirse  la  iimovacion  del  pro- 
yecto, ni  dejarse  subsistente  la  priíctica  establecida  por  el 
reglamento  que  nos  rijo;  i  no  podemos  menos  que  insistir  en 
este  propósito,  rccomondanilo  a  los  lejisladores,  de  quienes 
esperamos  una  nueva  organización  judicial,  que  sus  trabajos 
no  olviden   la  absoluta  abolición  do  la  nnvcdad  que  introdujo 


el  expresada  rcglamcnlo,  i  qiio  ha  puesto  de  tan  msIaconiU- 
cion  los  juicios  do  quo  trntamos,  i  es  en  verdad  uno  de  loa 
males  que  se  conocen  en  el  presente  sistema  administrativo.  A 
la  forma  quo  imputamos,  es  aplicable  todo  cuanto  hemos  di- 
cho en  loa  números  precedentes;  i  por  cao  los  resultados  han 
sido  tales  cuales  los  estamos  tocando.  Jueces  poco  exj)erto3 
han  caliíicadode  juicioa  prActicos,  los  quo  no  tcnian  la  menor 
relación  con  los  de  aquella  clase;  i  otros  jueces  nombrados  a 
consecuencia  de  esa  calidcacion  han  procedido  regularmente 
como  era  do  esperar  de  sus  pocas  nociones;  i  las  rosolucidnes 
desacertadas,  i  !aa  costas  indebidas,  sin  contar  con  el  dispen- 
dio del  tiempo,  han  sido  los  amargos  frutos  que  se  han  repor- 
tado con  frecuencia  de  la  institución  que  sin  duda  pareció  a 
sus  autores  la  mas  hermosa  i  justa. 

Cuando  esto  e.scribimos,  tenemos  a  la  vista  una  causa  que 
es  ciertamente  el  mejor  ejemplo  do  los  errores  a  que  ha  dado 
mérito  el  actual  modo  de  proceder  en  los  juicios  prácticos;  i  no 
queremos  dejar  de  hacer  una  sucinta  relación  do  ella  para 
que  se  conozca  que  no  hablamos  por  meras  conjeturas.  En  un 
pueblo  de  los  primeros  de  la  república,  so  inició  causa  por  un 
propietario  de  terrenos,  porque,  habiendo  vendido  solo  una 
cuadra,  los  compradores  estaban  en  posesión  de  ccrcade  tres  tan- 
tos mas.  Las  partes  comparecieron  en  conciliación;  i  los  poseedo- 
res, sin  negar  que  tenían  mucho  mas  terreno  que  el  de  la  cua- 
dra comprada  por  sus  antecesores,  solo  scexcepcionaron  con  la 
expresión  puesta,  tratándose  de  uno  de  los  deslindes,  en  que  se 
decía  que  el  fondo  del  terreno  vendido,  tenia  su  dirección  hacia 
un  punto  dado,  do  lo  que  inferían,  quo  hasta  dicho  punto 
debía  extenderse  la  propiedad  comprada.  La  cuestión,  pues, 
quedó  solo  reducida  a  sí  la  expresión  de  la  escritura  daba  a  los 
compradores  derecho  para  extenderse  hasta  el  punto  designa- 
do, o  si  debían  solo  l«ner  una  cuadra  medida  desde  el  frente 
con  dirección  a  dicho  punto,  Nuestros  lectores  conocerán  qua 
esta  cuestión  ninguna  relación  tiene  con  la  naturaleza  de  los 
juicios  prácticos;  |>ero,  como  se  trataba  de  tierras,  el  juicio  se 
declaró  práctico;  las  partes  fueron  obligadas  a  nombrar  jueces 
conforme  al  reglamenUj:  estos  jueces  nombraron  agrimenso- 
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res  (|ue  luciesen  mensura  i  tevantascn  plano;  i  habiéndose  so- 
guíelo  otros  trámites  inútiles,  al  fin  vinieron  s  resolver  sobro 
lo  que  no  correspondía  estrictamente  a  los  jueces  prácticos,  a 
saber,  que  la  expresión  ilc  la  escritura  no  daba  a  los  compra- 
dores oí  derecho  que  protomlian;  i  esta  sentencia  estaba  apela- 
da para  otro  juzga<Io  práctico,  según  el  reglamento,  en  el  cual 
juzgado  aun  so  halla  pendiente  la  resolución,  después  de  ha- 
ber consumido  en  costos  talvoz  mas  do  quinientos  pesas,  gra- 
cias al  modo  de  proceder  establecido  por  el  reglamento  actual 
de  justicia,  pues,  ei  el  no  hubiese  existido,  no  habria  venido 
a  las  mientes  aun  la  idea  de  juicio  práctico  al  conciliador,  se 
habría  decidido  llanamente  la  línica  cuestión  que  presenta  el 
negocio,  i  solo  cuando  so  hubiese  perdido  por  los  compradores 
habría  sido  precisa  la  intervención  de  un  facultativo  que  mi- 
diese en  ejecución  de  la  sentencia  el  terreno  a  que  debían  li- 
mitarse; i  aunque  el  juicio  hubiese  tenido  todos  los  trámites 
ordinarios,  de  ningún  modo  hubiera  sido  tan  costoso. 

Pudiéramos  aducir  muchos  ejemplos  como  el  antsríor,  los 
que  no  deben  extrañarse,  atendida  la  falta  de  nociones  tan  no- 
toria en  la  mayor  parte  de  nuestras  provincias,  cuando  el 
suceso  que  hemos  relacionado  ha  tenido  lugar,  como  dijimos, 
en  un  pueblo  recomen dal)I o,  i  ambas  partes  han  tenido  abo- 
gados recibidos  por  defensores  desde  su  principio  hasla  au 
actual  estado.  Repetimos  lo  que  tantas  veces  hemos  dicho  en 
el  discurso  de  nuestras  observaciones,  a  saber,  que  siempre 
floremos  enemigos  de  novedades,  por  mui  hermosas  que  aparez- 
can, como  ellas  no  sean  absolutamente  necesarias  para  ase- 
gurar el  esclarecimiento  de  la  verdad  i  el  acierto  en  las  reso- 
luciones, porque  estas  novedades  son  siempre  expuestas  a 
inconvenientes  do  mucho  bulto,  i  siempre  o  regularmente  no 
puetlen  adopta.se  sin  graves  perjuicios  por  la  jeneralidad. 
Repetimos  también  uno  de  los  principios  que  sentamos  por 
base  de  las  mismas  observaciones  reducido  a  que  si  fueso 
posible  quo  todos  los  negocios  ^se  juzgasen  por  unos  mismos 
jueces  i  do  un  mismo  modo,  esto  sería  lo  mas  conveniente;  pero 
que  en  nada  debía  trabajíirso  tanto,  como  en  no  multiplicar 
hin  necesidad  los  juzgados,  i   bajo  estos  principios  pregunta- 
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moa:  ¿por  quó  formar  un  cuasi  fuero  diatinto,  e  introducir 
tanta  novccluJ  on  el  moilu  lie  proceder  sin  neccsitiad  algunaf 
¿No  son  bastantes,  i  monos  dispondioaofi,  los  trámites  que  siem- 
pre liemos  conocido  en  juicios  do  tlesündcü,  do  denunciación 
de  obraa  nuevas,  i  demás  (juo  pueilan  enumerarse  entro  loa 
prácticos?  ¿Por  qué  hacer  mas  difusas  i  complicadas  nuestras 
loyes  con  multitud  do  artículos  inneccsnrios?  ¿Por  quó  exponer 
tan  prohablemontc  a  personas  poco  instruidas  a  incidir  on 
involuntarios  errores,  i  aun  n  las  instruidas  al  peligro  de  sor 
equivocadas?  Confiamos  en  que  no  dejará  de  verificarse  la 
abolición  en  que  hemos  insistido,  acaso  con  nimiedad,  pero 
no  sin  disculpa;  porque,  conocidos  los  males,  mientras  no  se 
remedien,  es  preciso  argüir  rontra  ellos,  aunque  sea  con  im- 
portunidad. 

En  lo  restante  del  proyecto,  solo  a  dos  puntos  se  reducirán 
nuestras  observaciones,  i  con  ellas  daremos  fin  al  trabajo  do 
que  nos  hemos  encardado,  porque,  excluyendo  los  dos  puntos 
dichos,  encontramos  el  mayor  arreglo  i  las  decisiones  mas 
justas  i  oportunas  en  todos  los  artículos.  El  primer  punto 
a  que  lineemos  referencia,  es  la  nueva  insLitucion  de  los  tribu- 
nales domésticos  comprendida  desde  el  número  S37  hasta  el 
849  inclusive,  en  la  pnrto  que  previene  al  jucx  llamar  indivi- 
duos do  la  familia  que  tomen  parte  con  él  en  los  juicios  do 
las  personas  f¡ue  expresa  ligadas  con  laS  relaciones  de  marido 
i  mujer,  padres  e  hijos,  curadores  o  tutores.  Los  individuos 
de  una  familia,  si  son  buenos  para  mediadores,  son  los  menos 
recomendables  para  jueces.  Hn  la  jeneralidad  de  los  juicios, 
los  i>aricntos  son  repelidos  justamente  del  oficio  do  juzgar  por 
la  natural  urcc<'Íon  (jue  debo  suponerse  en  ellos  respecto  de  su 
relacionado,  pues  esta  misma  razón  milita  con  mayor  fuerza 
en  los  casos  de  que  tratamos.  Si  fuese  la  equidad  un  don  inse- 
parable de  los  hombres,  ya  podríamos  imajinar  que  Iodos  ellos 
amaban  del  mismo  modo  a  sus  parientes  inmediatos-,  pero, 
siendo  mui  raros  los  quo  so  encuentran  estrictamente  equita- 
tivos, siempre  so  nota  que  el  afecto  se  inclina  mas  a  unos  quo 
a  otros,  siendo  casi  imposible  enc^mtrar  una  persona  para 
qnim  cii'rtriu  individunn  ili' su  ramifia,   itor  una  de  tintas  cír* 


OPÚSCULOS  jrntDicos 


cUnstancias  que  pueden  ocurrir,  no  tengan  mas  aceptación 
r¡uo  loa  otros,  debiendo  tenerse  presente  que  las  afecciones 
entre  parientes  inmediatos  son  regularmente  mas  poderosas, 
así  como  los  odios  pueden  ser  entre  ellos  por  lo  común  mas 
refinados.  ¿Cómo,  pues,  constituir  a  los  parientes  jueces  de  sus 
parientes,  i  particularmente  en  negocios  domésticos,  que  tanto 
afectan  e  infligen  en  el  orden  do  la  vida?  Nos  atrevemos  a 
decir  que  un  juicio  desapasionado  en  casos  semcjantoa  sería 
el  mas  raro  fenómeno  que  pudiera  presentarse. 

Si  a  mas  de  lo  dicho  consideramos  quo  los  negocios  fami- 
liares decididos  por  los  parientes,  necesariamente  deben  carijar 
sobre  el  que  decidió  la  odiosidad  de  la  parto  agraviada,  debe 
ser  ésto  otro  principio  que  nos  haga  abstenernos  de  la  inno- 
vación del  proyecto.  Cuando  los  asuntos  de  familia  han  llega- 
do al  punto  en  que  es  preciso  sacarlos  del  recinto  doméstico 
para  que  sean  arreglados  de  un  modo  judicial,  es  siempre  en 
circunstancias  de  no  poderse  ya  acomodar  de  otro  modo, 
cuando  los  males  han  echado  raices,  cuando  los  motivos  de 
queja  son  demasiado  graves,  i  cuando  los  que  han  dado  esos 
motivos  se  hallan  talvez  demasiado  obstinados,  porque  creen 
on  la  mayor  parte  de  las  ocasiones  que  les  asiste  razón  para 
ello.  En  tales  casos,  es  mui  difícil,  al  menos  antes  que  pase 
algún  tiempo,  la  conformidad  con  una  resolución  adversa; 
i  de  aquí  las  animosKladeíi,  las  expresiones  denigrativas,  loa 
chismes  que  dan  mas  valor  a  aquellas  expresiones,  i  la  repro- 
ducción de  nuevos  males  dentro  de  las  mismas  familias,  en 
que  regularmente  se  suelen  su.scitar  partidos  con  ocasión  de 
las  disensiones  intestinas,  los  cuales  adquieren  siempre  mas 
vigor  del  quo  pudo  pensarse  en  los  principios,  i  do  pequeñas 
cosas  llegan  a  formarse  males  do  mucha  trascendencia.  ¿Por 
qué  exponer  a  las  familias  a  unos  resultados  tan  funestos,  pero 
probablemente  precisos,  del  sistema  propuesto?  ¿No  es  bastan- 
te  un  juez  para  decidir  en  las  disensiones  familiares,  que  quie- 
ren sujetarse  al  conocimiento  de  estos  nuevos  tribunales?  ¿Por 
qué  se  quiere  comprometer  a  los  parientes  a  pronunciar  de  un 
modo  público  su  juicio,  i  hacerlos  que  experimenten  por  lo 
regular  un  fuerte  choque  entre  la  afección  i  el  deber,  en  que 
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muchas  veces  éste  queda  venuidu?  Tome  enliorabucma  ol  juez 
los  informes  necesarios  de  los  parientes  ¡  domésticos,  oiga,  si 
se  quiere,  sus  consejos  i  avisos;  pero  no  se  dé  a  estas  personan 
tan  inmediatas  una  autoridad  judicial  que  ofrece  tantos  incon- 
venientes. 

Reparamos  mas  en  la  institución  que  nos  ocupa;  i  es  que, 
según  el  articulo  884,  el  juez,  conociendo  de  las  disensiones 
doméstica.^,  por  si,  o  procediendo  con  los  asociados  o  asocia- 
do,  tiene  autoridad  par  a  decretar  un  arresto  oreclusion  has- 
ta por  sesenta  dios,  o  un  destierro  del  lugar  a  doce  íegiias  a 
su  cii'cunfercncialiastapor  seis  Jíieses,  auxiliando  la  potes- 
tad del  padre,  del  tutor  o  marido  con  ai'reglo  a  tas  dispo- 
siciones que  expidiere.  Cunvenimos  desdo  luego  en  que  la 
autorización  dada  por  este  articulo  al  juez  es  justa,  saludable 
i  conveniente,  cuando  se  trata  de  liacer  respetar  la  autoridad 
del  padre  o  del  tutor  respecto  del  hijo  o  del  pupilo;  pero,  en 
nuestra  opinión,  no  lo  autorizaríamos  del  mismo  modo  tra- 
kindose  do  disensiones  entre  los  cónyujes,  porque  las  relacio- 
nes que  liai  catre  éstos  son  mui  diferentes,  mui  delicadas  i  de 
muí  distintas  consecuencias.  Un  arresto  de  sesenta  dias,  i  lo 
que  es  mas  una  separación  do  seis  meses,  dehe  ser  en  loa 
mas  casos,  especialmente  tratándose  de  personas  de  clase,  el 
principio  de  grandes  disturbios,  talvez  la  pérdida  del  cariño 
conyugal  i  nna  perpetua  separación  del  matrimonio,  porque 
la  amistad  no  so  suelda  una  vez  quebrada,  i  no  puede  dejar 
do  padecer  fractura  entro  los  esposos,  cuando  se  llega  a  estos 
términos;  todo  lo  quo  entre  aquéllos  no  compongan  o  remedien 
la  persuasión  i  las  medidas  mas  suaves,  es  perdido  i  solo  sir- 
ve para  poner  de  peor  condición  las  quejas.  Por  otra  parle, 
un  hijo  o  un  pupilo  contra  quienes  se  dictan  las  medidas 
expresadas,  mui  poco  pueden  perder  en  su  reputación;  i  sus  ye- 
rros, regularmente  imputados  a  su  eJad  poco  rellexiva,  pue- 
den remediarse  t  aun  borrarse  enteramente,  con  una  con- 
ducta ¡lostorior;  pero  el  honor  de  una  mujer  casada  quo 
padece  aun  con  el  liecho  solo  de  comparecer  anto  el  jucx,  su- 
fre las  resultas  mas  perjudiciales  con  providencias  aun  mu- 
cho menores,  como  ellas   sean   un   tanto  coereitivas,   j  no 
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puetlcn  turnarse  sin  graves  caitsao,  conHícIeraclas  no  del  mo- 
do breve  i  sumario  que  el  artículo  [iropone.  Haí  mas,  la 
separación  ¡lor  ti^rmino  de  seis  meses,  envuelve  un  divor- 
cio temporal,  quoni  corresponde  a  la  autoridad  civil,  ni  pue- 
de dictarse  sin  motivos  de  mucha  consideración  conocidos 
por  medio  de  un  juicio  no  conforme  al  que  se  designa  para 
los  nc^jocios  leves.  Somos,  por  tanto,  de  dictamen  quo,  ai  se 
hade  dar  al  juez  la  facultad  de  que  tratamos,  sea  solo  para 
los  dos  casos  que  hemos  expuesto. 

El  segundo  punto  que  nos  ha  parecido  digno  de  olwervftrse, 
es  el  contenido  del  artículo  853  en  la  parto  que  faculta  a  los 
jueces  do  abasto  para  imponer  multa  hasta  la  cantidad  de  dos- 
cientos posos,  condenar  a  presidio  o  reclusión  en  prisión  hasta 
por  seis  meses,  i  todo  sin  perjuicio  de  la  apelación  queconceiUo- 
rensila  materia  es  criminal, o  sin  apelación  si  la  causa  es  civil, 
según  el  articulo  Sofi,  Aunque  creemos  que  estos  majistrados 
deben  estar  autorizados  do  tal  suerte  que  puedan  contener  los 
excesos  que  regularmente  se  cometen  respecto  de  los  objetos 
puestos  a  su  cuidado,  las  multas  i  las  condonaciones  persona- 
les nos  parecen  excesivas  para  unos  funcionarios  que  dolwn 
conocer  breve  i  sumariamente,  i  que  deben  estar  mui  expues- 
tos por  lo  mismo  a  la  falta  de  atención,  a  la  imprevisión  i  al 
poco  acuerdo  que  casi  siempre  siguen  a  la  brevedad  de  los 
procedimientos.  Doscientos  pesos  entre  nisotros  no  forman 
una  cantidad  dospreeiable,  especialmente  entro  la  mayor  par- 
to de  las  personas  que  trafican  en  los  puestos  de  los  abastos; 
lo  es  mucho  menos  una  prisión  o  condenación  a  presidio  por 
seis  meses  en  que  se  priva  al  individuo  de  su  libertad  t  dol 
fruto  de  su  trabajo;  pero  es  incompar  ablemente  manos  .digna 
de  desprecio  la  pena  infamante  do  cincuenta  azotes,  que,  si  es 
sensible  haber  de  aplicarla,  no  debe  hacerse  sin  una  causa  for- 
mada i  HÍn  una  meditación  detenida.  Estamos  muí  distantes  de 
querer  favorecer  el  vicio,  siguiendo  el  partido  de  aquellos  exal- 
tados declamadores  contra  las  penas;  pero  quisiéramos  que  la 
aplicación  do  éstas  sea  correspondiente,  no  solo  en  au  canti- 
dad, sino  en  el  modo,  a  los  males  que  so  quieran  evitar;  i  mi- 
rando bajo  estos  principios  las  '¡u^ntxi  iM  artículo,  no  podemos 
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conrúrmarnos  con  eOas.  El  jae«  de  abasto,  pum  haecr  rcafrt»> 
ble  su  sutorídad,  i  para  qoe  m  oon^an  loa  fia»  q»e  las  iKjtm 
ae  han  propuesto  en  U  «ftion  de  ealoa  jmewlon,  tíeaeteds 
lo  bastante  con  la  faooltaá  de  afctbeoder  a  los  deUaoMBtM  i 
ponerlas  a  dispo^ckiii  dd  joex  que  txwtc^a  ca  todos  omoSi', 
a  oxoepcton  do  aquéllos  tas  tenaos,  qoe  90  «ereaoan  b  pon 
de  la  deiQors;  pero  no  pueden  ser  de  esta  natoraWaa  Icm  qilft. 
demanden  unas  ooadeDacwoea  tan  doloroau  í  tan  ufenaivaB  ú 
hunor,  circunstancia  que  debe  entrar  en  oiienU>  aun  coand» 
se  trata  de  la  cUse  roas  abyecta;  pues  coda  hombR)  tiene  a  sa 
mudo  el  suyo,  t  conviene  fomentar  csif»  sentiiiiientaa  en  loa ' 
quo  parezcan  mas  abandonados.  Si  el  mal  que  ha  de  s^aim 
de  un  excedo  ptiodo  precaTcrse  con  la  prisión  dd  qiw  lo  eotne> 
tjd,  ¿por  qué  ba  de  imponérsele  también  desde  luego  d  cas- 
tigo i  DO  se  faa  de  mandar  al  juez  ordinario  para  que  lo  juE^c* 
¿Por  qué,  talrez,  se  le  hacen  recibir  de  contado  cincuenta  azo- 
t&<i,  que  no  dejará  de  cargar,  por  muí  favorable  que  sea  la 
resolución  de  la  apelación  que  interponga?  Sobre  todo,  estamos 
demasiado  convencidos  que  estas  autorizaciones  son  siempre 
abundantes  manantiales  de  aquellos  actos  arbitrarios  quo  vul- 
garmente llamamos  alcaldoilas.  Autorícese  a  los  jueces  de  abas< 
to  conforme  al  articulo,  i  ¿será  muí  extraño  que  un  juez  nimia- 
mente violento  o  enemistado  mande  dar  cincuenta  azotes  a  un 
honradlo  ciudadano,  talvez  sin  motivo  alguno?  No  lo  creemos 
imposible,  antes  bien  muí  hacedero,  porque  todo  puedo  temerse 
de  los  hombres  en  I.i  exaltación  de  laq  pasiones;  i  los  leyes  do* 
l)cn  ponerse  en  los  casos  posibles,  para  no  dar  lugar  a  que  se  ve- 
rifique. Esperamos  |K>r  tu:lo  quo  so  modere,  como  conviene,  d 
rigor  de  los  mcncioaailos  articulus. 

liemos  liado  fin  a  nuestras  oljservacíones,  en  las  cuales  non 
hemos  (lirijidü  úiiiíamonte  a  aquellos  puntos  mas  notables,  do- 
jando  muL'has  cosas  en  que  la  critica  solo  habría  producido  el 
fruto  de  inúlilog  cuestiones,  que  po.Irian  sor  un  principio  do  en- 
torpecimiento a  la  sanción  tan  justararnto  descaila  do  una  leí 
sobre  procedimientos  judiciales.  No  creemos,  sin  embargo,  ha- 
ber alcanzarlo  a  conocer  todos  los  inconvenientes  quo  puedo  pro- 
ducir la  loi  proyectada;  pero  no»  atrevemos  a  afirmar  que,  hÍ  no 
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todo  lo  no  observador,  su  mayor  i  mejor  parte  es  lo  mismo  que 
se  encuentra  dispuesto  en  nuestras  leyes,  aunque  en  muchas 
cosas  se  hallaba  desusado  entre  nosotros  por  corruptelas  i  abu- 
sos, que  es  necesario  extinguir.  Rogamos^  con  todo,  a  las  per- 
sonas intelijentes  e  interesadas  por  el  buen  orden,  suplan  lo 
que  hayamos  omitido,  o  esmban  enmendando  aquello  en  que 
talvez  habremos  errado;  porque  nos  interesa  sobre  todo  el  acierto 
con  que  se  ponga  el  último  sello  a  una  parte  de  la  lei  que  de- 
be afianzar  el  ejercicio  de  nuestros  derechos  i  con  él  asegurar- 
nos los  bienes  todos  que  podemos  buscar  en  la  sociedad. 


(Araucano,  año  de  1836.) 


ESCRIBANOS 


■naterás  eondaceotes  a  Icb  JorIim  fines  de  aquella  Id,  perqué 
dañada  serññaqoe  In  procedimieiilo»  joJidaleí me  mqora- 
■ea  por  la  Jej^abíaga,  á  qoedabaa  artitrioi  para  ehwfir  Im 
dM|Wwe»ooea  de  lai jaece»,  i  b  oMite»  poiBa  fonnrnr  medica 
p>n  tmioCw  iinpiMVWBtf  I 

Eatre  loa  paatoaintenmites  a  «le  respecto,  mm  parece  qno 
debe  iBoer  fnSuMOLÍA  el  míañceño  de  k»  escríbanos,  pues 
■a  o6cío  Ueoe  bata  parte,  no  mAo  en  loe  jtócine,  sino  en 
los  t&olos  porqoe  éstos  ae  pronuieTen.  En  el  escribano,  dea- 
cansa  la  fe  púbbca,  siendo  ira  mtnistio  constituido  especial- 
mente pata  dar  testirooolo  de  la  nnlad.  Es  igualmente  d 
escrihuio  d  encargado  de  Uerar  el  orden  o  la  historia  de  los 
procesos,  cajoa  pormenores  son  tan  interesantes,  pues  muchas 
veces  mi  corto  atraso  o  ana  pequeña  anttcipacioa  en  las  fediaa 
causan  perjnicías  enormes,  na  rorto  descuido  en  la  foIÍAcion 
poede  hacer  qoe se  injieran  o  quiten  ilocumentos,  i  la  omisión 
de  ona  dilijeocia  que  pareció  acaso  de  poca  importancia,  pru- 
doce  demoras  ocasionadas  por  los  artículos  o  mu.-»  nulidades 
dd  todo  fatnaables. 
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Es  el  escribano  el  sujeto  que  extiende  loa  contratos,  i  que, 
si  no  tiene  mucho  cuidado  en  el  ejercicio  de  esta  delicada  fun- 
dón, puede  todos  los  días  causar  males  irreparables,  por  falta 
do  lo  que  debo  Haber  para  eatar  advertido  i  aJverlirlo  a  los 
contratantes,  por  no  conocer  el  valor  de  las  expresiones,  i  usar 
de  laa  que  dejan  un  sentido  ambiguo,  o  talvez  de  las  que 
admiten  una  intclijencia  del  todo  contraria  a  lo  que  se  quiso 
expresar  en  la  estipulación,  por  omitir  cláusulas  que  son  esen- 
ciales a  los  contratos,  i  por  otras  mucbas  causas,  todas  inde- 
pendientes de  aquella  niaüeia,  que  hace  abusar  torpemente 
del  oficio  con  manifiesta  quiebra  de  la  verdad,  i  conocido 
fraude. 

Sobre  todo,  es  el  escribano  el  depositario  de  la  conQanza 
pública.  En  sus  protocolos,  conserva  cuanto  pueda  considerarse 
preciso  para  hacer  efectivo  el  cumplimiento  de  los  pactos  i  de 
las  otras  disposiciones  de  los  hombres;  i  en  sus  archivos,  loa 
procesos,  en  que  se  interesan  nada  menos  que  el  honor,  la  vida, 
la  hacienda  i  la  quietud  de  los  particulares,  i  todo  cuanto 
puede  contribuir  al  bien  del  estado.  Con  diQcultad,  podrán 
señalarse  depósitos  mas  preciosos  i  estimables,  que  los  que 
están  conliados  a  los  escribanos;  i  difícilmente  también  puoden 
figurarse  males  mayores  que  los  que  pueden  causar  tales  mi- 
nistros, abusando  manifiestamente  do  esta  conQanza,  o  des- 
cuidando  corresponder  a  ella  con  la  debida  exactitud,  no 
teniendo  toda  aquella  vijilancia  que  deben  prestar  por  sí  mis- 
mos, i  descansando  en  hombros  vioiosos,  ignorantes  o  descuida- 
dos, por  cuyo  medio  se  hagan  suplantaciones  en  las  escrituras, 
se  adulteren  los  testamentos,  se  desfiguren  los  contratos,  so 
extravíen  los  mas  interesantes  documentos. 

No  acabaríamos  si  hubiésemos  de  continuar  tratando  de 
las  obligaciones  de  estos  ministros  públicos,  i  de  las  terri- 
bles consecuencias  que  son  resultados  necesarios  do  su  falta 
de  cumplimiento.  Cuáles  deban  ser  las  calidades  de  los  quo 
se  encargan  do  un  ministerio  tan  recomendable;  cuáles  sus 
aptitudes',  su  pureza  i  desinterés,  os  consiguiente  de  la  impor- 
tancia de  sus  destinos  i  de  la  grandeza  de  los  objetos  a  que  so 
terminan.  Si  los  principios  de  urbanidad  i  todas  las  maneras 
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propias  de  ana  odocadoQ  esmerada  son  nnvsaiios  en  los  qoo 
se  destinan  d  serrido  del  póblk»,  aadie  los  neoenta  mas  qiw 
un  eacríbano  dedicailo  a  un  aapko  fot  eu jm  conseconMan  fak J 
de  Uatarcoo  todas  las dases  debsociodad  colas  rosas  mas ^ 
drücadas,  quemas  ajitaalas  pasiones,  i  co  que,  por  kt  mismo, 
«■  neoeearia  a  la  vez  la  dodlidad,  la  firmeza  siempre,  nlgunas 
ncniñoneo  d  prudente  dinmalo,  en  toda»,  la  franciiioza  prupÍA 
dv  b  venbd,  i  ea  cualquiera  circunstancia  la  moderación  j 
decencia  on  las  acciones  i  en  Ua  [>alabras. 

Sobre  bs  calidades  ya  apuntadas,  doberia  itesearae  qiio  los 
que  hubiesen  de  ser  admitiJüs  al  oficio  de  escríbanos,  después 
cíe  haber  jiasado  por  una  prueba  seria  de  su  calidad  i  conducta, 
(ucaen  hombres  ile  mediana  fortuna,  i  radicados  en  d  país  por 
medio  ilc  alguna  propic^Iad  inmueble,  porque  estas  circuns* 
tandas  hacen  al  hombre  mas  dedicado  at  cumplimiento  de 
BUS  obUgadon^,  mas  adherído  a  su  estimación,  mas  tcmc- 
ruso  do  contrarios  rcsulbulos,  i  üon  por  lo  mismo  una  ga- 
rantía que  asegura  ¡a  persona.  Por  otra  parte,  recordamos, 
que,  según  la  cxjjresion  do  una  lei  de  Partida,  la  gran  pobrC' 
dad  enjendrA  gran  codicia,  que  es  raíz  de  todo  mal,  i  por 
esto  principio,  rechazaríamos  siempre  del  destino  de  escribano 
a)  pobre  por  ol  hecho  de  serlo.  Nada  es  mas  justo  que  auxiliar 
a  loa  pobres,  i  proporcionarles  medios  para  salir  de  su  inopia; 
pero  es  preciso  que  los  medios  sean  adecuados,  i  que  no  loa 
pongan  en  peligro  de  obrar  mal,  i  de  hacerle  to<Ia\'Ía  mas  in- 
felícea.  El  oficio  de  escribano  es  muí  expuesto  a  ciertas  tenta- 
dones,  en  que  los  pobres  peligran  con  mas  probabilidad,  pues, 
según  dijo  un  sabio,  nada  bai  a  que  la  necesidad  no  impela, 
porque  nada  cree  que  le  es  vedado  i  torpe,  l'^l  que,  no  tenien- 
do fortuna,  i  sintiendo  laa  privaciones .projiias  de  su  falta,  so 
vo  halagado  do  un  pronto  cambio  de  suerte,  con  solo  prestar- 
se a  una  acción,  que,  aunque  torpe,  debo  quedar  en  sílendo, 
necesita muclia  virtud  para  no  ser  vencido.  Caüos  bai  en  Qsto 
que  llegan  a  tocar  lo»  términos  del  licroísmo,  pero  no  iiodemos 
lisonjearnos  do  encontrar  muchos  héroes.  Ea,  pues,  preciso,  que 
lus  que  se  dedican  a  la  profesión  de  cscritunos,  tengan  de  qu^^ 
vivir  independientes  de  ella,  para  que  se  consideren,  en  cuanto 


cu  dable,  libros  de  loa  asaltos  quo  pueden  hacer  a  su  debilithul 
las  culioclios,  los  servicios  i  obsequios,  por  los  cuales,  o 
TiiUen  gravemente  a  la  fe,  o  teng-an  al  menos  considcracionea 
i  condcMccndoncias,  que  en  ellos  las  mas  voüea  deben  ser  abso- 
lutamente prohibida-'^. 

No  es  preciso  esforzarse  mucho  para  demostrar  que,  a  maa 
de  lo  dicho,  di-'beria  exijirsc  al  escribano  un  caudal  de  conoci- 
mientos no  vulgfares,  no  solo  de  aquella  rutina,  de  quo  se  usa 
en  nuestras  escribanías,  i  de  lo  que  es  necesario  para  extender 
bien  un  contrato,  última  disposición  o  cualquier  otro  instru- 
mcato,  recibir  una  prueba  de  testigos  í  otras  cosas;  sino  de  la 
gramática  de  su  idioma,  (ie  la  propiedad  do  las  voces  i  del  mo- 
do de  escribirlas,  no  menos  que  de  regulares  principios  de  arit- 
mética, pues  de  todo  cato  necesita  para  saber  i  poder  desem- 
peñar su  oficio  con  arreglo  i  verdad.  No  son  las  escriba- 
nías, donde  se  encuentran  unos  jóvenes,  que,  niños  recien 
salidos  de  la  escuela,  fueron  puestos  a  copiar  de  cualquier 
modo  los  protocolos,  no  son  estos  lugares,  tales  cuales  se  en- 
cuentran entre  nosotros,  los  talleres  mas  a  propósito  para  for- 
mar escribanos  instruidos,  como  conviene  que  sean;  antea,  por 
el  contrario,  observamos,  que  en  aquellas  olicínas  adquieren 
vicios  en  lo  respectivo  a  instrucción,  de  que  no  es  posible  talvez 
separarlos  en  toda  su  vida.  Para  dar  una  idea  de  la  justicia 
con  que  formamos  una  conjetura  que  acaso  parecerá  exa- 
gerada, no  tenemos  mas  que  remitir  a  los  curiosos  al  exa- 
men de  la  mayor  parte  de  los  escritos  que  en  el  día  salen  de 
los  oficios  de  los  escribanos,  entre  los  cuales  no  será  fácil  en- 
contrar alguno  sin  gravísimos  defectos  en  ortografía,  defectos 
que  proceden  del  poco  cuidado  que  so  pone  en  este  particular 
en  oficinas  en  que  no  se  trata  de  enseñar  a  hablar  ni  escribir, 
porque  se  supone  quo  los  que  entran  en  ellas  deben  saber  uno 
i  otro;  i  como,  por  lo  regular,  según  ya  hemos  dicho,  entran 
niños  recién  salidos  de  la  escuela,  principian  con  los  defectos 
que  tuvieron  en  la  enseñanza,  siguen  sin  tener  quien  los  repa- 
re, i  continúan  hasta  llegar  a  ser  maestros  do  otros  a  quienes 
van  comunicando  los  mismos  defectos,  para  que  los  cometan 
regularmente  mayores.   De  esta  suerte,  creemos  que,  en  el  es- 
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tado  actunl  de  nuestras  escribanías,  debería  tenerse  el  haber 
eijtailo  en  ellas  por  la  recomendación  mas  desfavorable  para  sor 
escribano,  mientras  no  Uoguc  a  ijonerso  un  arreglo  cua!  con- 
viene, arreglo  que  eslimamos  necesario. 

Los  escribanos  bien  educados,  con  suficiente  fortuna,  i  con 
la  instrucción  bastante,  deberian  ademas  tener  muí  marcada 
su  responsabilidad,  i  ésta  asegurada  de  manera  (¡uccn  ningún 
caso  dejase  do  hacerse  efectiva.  Nuestras  leyes  contienen  a 
este  respecto  diferentes  disposiciones,  pero  muclias  no  están 
en  uso,  otras  son  inadaptables,  i  faltan  no  pocas  que  sería  mut 
conveniente  establecer,  así  para  cautelar  los  abusos,  como 
para  que,  después  de  cometidos,  no  queden  sin  castigo.  Es  a  la 
verdad  lo  mas  digno  de  lamentarse,  que,  siendo  los  escribanos 
hombres  como  todos,  pero  con  mas  posibilidad  de  cometer 
desaciertos  de  tanta  importancia,  sean  tan  dúbiles  las  trabas 
que  los  sujetan,  i  no  tengan  cómo  responder  por  los  males 
que  puedan  causar. 

No  tratemos  ahora  do  un  hombre  abandonado  en  quien 
resallen  los  vicios,  adquiridos  talvez  desde  su  primera  edad, 
por  el  mal  ejemplo  que  recibió  de  sus  mayores,  o  por  el  des- 
cuido que  se  tuvo  en  su  educación.  No  de  aquel  que  desde 
pequeño  so  ojercitó  en  las  trapazas  do  ocultar  papeles  para 
recibir  de  los  interesados  la  propina  ofrecida  al  quo  los  encuen- 
tre; que  siguió  revelando  los  secretos  que  .se  le  encargaron,  i 
Iiaciendo  otras  picardigUelas  tan  fáciles  de  practicarse  por  los 
aprendices  de  la  rutina,  i  que,  creciendo  en  edad,  entró  con  las 
mismas  mañas  a  servir  un  olício  que  debió  a  un  solo  examen 
de  las  obligaciones  principales  del  escribano,  i  puso  en  ejer- 
cicio con  ventajas  mayores  sus  aprendidas  habilidades.  No  nos 
detengamos  en  el  que  ha  perdido  los  últimos  restos  del  pudor, 
i  se  deja  ver  en  público  con  los  distintivos  de  la  mas  envejeci- 
da i  degradante  embriaguez.  No  queremos  persuadirnos  a  quo 
haya  entre  nosotros  hombres  tan  corrompidos,  í  si  llegase  a 
haberlos,  el  remedio  es  mui  sabido;  semejantes  individuos  no 
deben,  por  un  solo  momento,  permitirse  en  destinos  tan  deli- 
cados, i  nuestros  tribunales  no  podrían  tolerarlos  sin  desme- 
recer la  justa  opinión  que  tenemos  do  su  conducta  funcionaría; 
OPúsc.  2.3 
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ellos  serían,  puea,  luego  depuestos  i  alejados  de  cuanto  puedo 
decir  relación  con  el  foro.  Nuestras  miradas  deben  dirijirec 
LJnlcaaientc  a  lo»  hombres  buenos  para  cuidar  de  que  no  su 
conviertan  en  malos,  i  a  los  intereses  que  están  a  cargo  de 
ellos  para  que  no  padezcan  detrimento  por  los  faltas  que  pue- 
dan cometer  o  por  las  que  ya  hubieren  cometido. 


II 

Deeiamos  en  nuestro  número  último  que  no  tratábamos  do 
ocuparnos  de  aquellos  vioios  enormes  que  pueden  tener  lugar 
en  los  ministros  do  fe,  porque  es  imposible  que  descubiertos, 
ellos  dejen  de  ser  prontamente  escarmentatlos  con  las  penas 
establecidas  por  las  leyes,  i  untes  de  todo  con  la  destitución 
del  oficio;  i  por  esto  nos  ceñiremos  solo  a  aquellas  faltas  que, 
o  son  efecto  do  pocas  nociones  o  de  descuidos  i  ncglijencías 
en  el  ejercicio,  o  cuando  sean  maliciosas,  pueden  atribuirse  a 
los  principios  dichos,  i  quedan  por  eso  sin  el  conveniente 
castigo,  sin  enmienda  para  lo  sucesivo,  i  talvez  sin  la  debida 
reparación  del  daño  inferido. 

A  tres  clases  podremos  reducir  el  ejercicio  de  los  escribanos: 
a  la  actuación  judicial,  otorgacion  de  instrumentos  í  custo- 
dia do  los  archivos.  Discurramos  ahora  sobre  cada  una  de 
estas  funciones.  En  las  primeras,  los  defectos  son  mas  fáci- 
les do  advertir,  porque  las  partes  interesadas  en  los  juicios 
son  otras  tantas  guardas  que  tiene  el  escribano  para  velar  so- 
bre sus  operaciones;  i  aunque  en  algunas  causas  que  se  sigan 
de  oficio,  no  hai  regularmente  partes  que  puedan  ajilar  con 
empeño  ni  reparar  con  cuidado,  suponemos  que  los  jueces  i 
ministros  públicos  que  en  tales  juicios  deben  intervenir,  cum- 
plan con  sus  deberes,  i  que  si  no  lo  hacen,  la  autoridad 
encargada  do  velar  sobre  la  conducta  funcionaria  de  los  emplea- 
dos do  la  administración  de  justicia  hará  efectivas  sus  respon- 
sabilidades; sin  embargo,  no  creemos  que  dejo  de  necesitarse 
la  intervención  de  la  lejislatura  para  dictar  providencias  que 
prevengan  los  abu.sos.  A  nuestro  juicio,  dcbia  dictarse  una 
disposición  que  conminase  a  los  jueces,  cuando  niúnos  con  la 


perdida  do  su  destino,  por  la  menor  omisión  quo  tuviesen  en 
lineer  efectivas  las  penas  impuestas  a  los  escribanos  i  las  que 
do  nuevo  se  impusiesen;  i  para  que  no  hubiese  disculpa,  de- 
searíamos quo  cada  falta  tuviese  su  pena  detallada,  i  todas 
estuviesen  reunidas  en  una  instrucción  que  debería  de  nuevo 
iiacerse  para  arreglar  i  uniformar  la  conducta  tle  las  actuarios: 
¡wr  ejemplo,  una  pena  tendría  el  que  omitió  una  citación, 
otra  el  que  retardó  la  presentación  de  un  escrito,  el  que  fué 
omiso  en  foliar  el  proceso,  el  que  tomando  unas  declaracionea 
incurriese  en  el  defecto  quo  de  tiempo  a  esta  parte  notamos 
con  frecuencia,  do  no  poner  la  razón  del  dicho  del  testigo, 
contentándose  con  decir,  a  tal  pregunta  rcüponclo  quo  es  cierta 
o  falsa;  el  quo  faltase  a  la  obligación  impuesta  por  las  leyes 
de  sentar  en  el  proceso  los  derechos  que  lia  cobrado  bajo  su 
firma;  i  en    fin,  otras  muchas  que  es  necesario  precaver. 

Sobre  todo,  nos  parece  que  debe  la  lejislatura  tomar  provi- 
dencias las  mas  adecuadas:  primero,  para  prevenir  que  so 
suplanten  fojas  en  los  procesos,  lo  que  puede  hacerse  mui  bien 
aunque  ellos  se  encuentren  foliados.  Para  esto,  sería  oportuno 
mandar  que  el  juez  rubricase  al  márjen  cada  foja,  pues  el  nú- 
mero puede  ponerse  de  cualquier  modo  sin  que  so  advierta. 
Segundo,  para  que  ningún  actuario  quebranto  el  precepto  le- 
gal de  franquear  procesos,  sino  a  personas  autorizadas  para  sa- 
carlos, estando  en  estado,  i  sin  la  conveniente  especificación,  no 
solo  del  número  do  fojas,  como  únicamente  se  hace  en  el  dia, 
sino  de  las  escrituras  i  demás  documentos  que  contienen,  dis- 
tinguidos por  el  número  do  ellos,  según  expresamente  previe- 
nen las  leyes.  Esta  falta  debe  repararse  tanto  mas,  cuanto  es 
doloroso  el  ver  que  so  pierdan  autos  corrientes,  que  de  ningún 
modo  íleberian  extraviarse,  quedando  en  las  oficinas  el  cono- 
cimiento, ni  disminuirse,  dejando  en  el  mismo  conocimiento  ex- 
presado ol  numero  do  fojas  i  do  instrumentos  que  contienen  i  la 
expresión  del  sujeto  para  quien  se  sacan,  no  menos  que  la  pro- 
videncia que  motiva  la  salida  I  el  trámite  último  en  que  se 
llevan.  Do  este  modo,  nunca  puede  dudarse  del  último  destino 
que  los  autos  tuvieron,  ni  haber  de  ellos  aqueltii  inccrlidumbre 
que  ocasiona  tantas  dilijcncias  a  la  vez,  i  lo  que  es  i>cor,  con 
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ofensa  manifiouta  de  la  moral  pública,  üblign  no  pocas  ocasio- 
nes a  poilir  censuras  eclesiústicas  contra  los  ocultadores.  Frc- 
cuentcmonte  llegan  a  nuestros  oídos  las  quejas  de  estos  hechos, 
i  nos  admira  cómo  no  hai  una  ijersona  determinada  conlr» 
quien  dirijirso  en  tales  casos,  i  se  camina  a  tientas  llegando, 
por  último,  a  impetrarse  una  conminación  i  una  jiena  contra 
inciertas  personas.  Si  liai  en  el  libro  du  conocimientos  partida 
viva  del  último  quo  los  llevó  del  oficio  del  eacrlljano,  ¿por 
qué  no  perseguir  a  ésto,  i  cargar  sobro  él  la  responsabilidad?  Si 
no  la  liai,  ¿por  qué  no  perseguir  al  escribano,  hasta  obligarle  a 
entregarlos  o  satisfacer  el  interés  de  la  parte,  sin  perjuicio  de  la 
privación  de  su  oficio?  Esta  pena  debia  ser  indispensable  resul- 
tado do  la  ¡jórdida  do  unos  autos  corrientes,  porque  nunca  puedo 
suceder  una  en  que  el  escribano  no  pueda  dar  razón  sin  culpa 
suya,  o  de  los  sujetos  do  quo  se  sirve,  de  cuya  conduota  no 
puedo  menos  que  ser  responsable,  porque  de  otro  modo  era 
necesario  renunciar  a  la  seguridad  que  se  le  confia.  Estamos 
seguros  de  que,  procediéndose  del  modo  dicho,  no  se  oiria  sino 
mui  rara  vez  una  pértlida  de  autos,  porque  entonces  el  libro 
de  conocimientos  no  estaría  a  disposición  de  los  escribientes,  se- 
ria un  depósito  sagrado  para  los  escribanos,  i  no  se  practica- 
rla en  él  chancelación  que  no  fuese  ñrmada  de  su  mano,  o  de 
otro  compañero  especialmente  deputado  por  autoridad  compe- 
tente para  suplir  sus  enfermedades  í  ausencias:  con  tanto  cui- 
dado, con  tanto  respeto  debe  mirarse  un  libro  en  quo  se 
tiene  la  razón  del  destino  do  los  procosos;  i  la  visita  de  esto 
libro  debe  ser  uno  de  los  objetos  mui  principales  de  las  que 
se  hacen  a  las  escribanías,  debiendo  estar  designada  una  mul- 
la al  escribano  que  no  lo  conservo  bajo  su  llave,  quo  no  tenga 
jmestos  los  conocimientus  con  la  debida  claridad,  o  los  admita 
sin  la  firma  do  quien  llevó  los  papeles,  o  no  firma  sus  chance- 
laciones, porcjue  es  mejor  castigar  i  contener  esta  desidia  que 
castigar  los  efectos  de  ella,  los  ([uc,  por  otra  parte,  pueden  ser 
de  tanta  consecuencia  que  bagan  muí  iiifruotuosa  la  responsa- 
bilidad del  escribano. 

Como  ia  intogtndud  do  los  autos,  no  solo  puede  padecer  jmr 
fraudes,  sino  íambíon,  según  frecuentemente  vemos,  \ior  el 


nirámo  uso  de  cllufi,  i  cslo  puede  dar  ocasión  a  que  do  un  mo- 
do insensible  se  vayan  dilaecrando  acaso  con  estudio,  estinia- 
nios  necefiario  lo  teroero,  i  es  que  so  mande  a  los  escribanos 
usar  de  una  cautela  que  hasta  el  día  de  Jioi  no  ha  ocurrido 
entro  nosotros;  pero  que  no  parecerá  importuna  a  quien  tcníja 
conocimiento  de  papelea,  i  haya  reparado  cuánto  pailccgn  Inn 
|irinieras  i  últimas  fojas  do  los  autos,  de  modo  que  algunas,  o 
fie  rompen  del  todo,  o  quedan  en  estado  do  no  poderse  leer,  al 
menos  sin  muchít  dificultad,  notándose  iijual  detrimento  en  los 
últimos  renglones  de  las  cabeceras  de  la  mayor  parte  de  las 
fojas,  especialmente  de  las  que  sobresalen,  lo  qno  es  mas  fre- 
cuente en  el  tlia  por  la  notable  diferencia  do  los  tamaños  do 
los  pajicles.  Contra  este  mal,  pues,  que  no  deja  de  ser  consi- 
derable, encontramos  un  remedio  muí  fácil,  i  os  que,  a  mas 
do  las  tapas  de  pai)el,  se  pongan  desde  los  principios  a  los  pro- 
cesos grandes  tapas  de  badana,  a  manera  de  las  que  se  ponen 
a  los  protocolos,  i  que  para  esto  ae  eslablczca  un  derecho  es- 
pecial, que  deban  satisfacer  aun  los  declarados  por  pobres  para 
litigar,  asignándose  a  los  escribanos  una  cantidad  anual,  que 
no  puedo  ser  de  mucha  consideración,  del  ramo  de  multas  ju- 
diciales, para  las  causas  de  oficio.  Parecerá  nimia  esta  ocurren- 
cia, pero,  en  nuestra  concepto,  es  do  no  pequeña  importancia; 
i  si  está  tan  a  la  \"ista  el  desgarro  que  experimentan  los  cuer- 
pos do  autos  con  el  uso,  no  hai  por  qué  extrañar  que  propon- 
gamos un  reparo  a  tan  poca  costa. 

Reparadas  así  las  faltas  que  pueden  orijinnrse  del  descuido 
do  los  escribanos  i  sus  dependientes,  aparento  o  real,  desearía- 
mos precaverlos  do  los  escollos  a  que  pueden  precipitarlos  el 
trato  continuado  i  la  familiaridad  con  los  litigantes,  i  precaver 
ftt  público  de  los  males  que  se  orijínan  do  esa  familiaridad, 
por  la  cual  hai  hombres  que  insensiblemente  contraen  el  hábi- 
io  de  vivir  la  mayor  parte  del  tiempo  en  las  escribanías  con 
olvido  del  trabajo  í  total  contracción  a  pleitos;  quisiéramos 
que  se  prohibiesen  a  aquellos  ministros  kks  Iary:a3  visitas  en 
sus  oficios  de  todas  personas,  pero  mui  particularmente  de  loa 
litigantes  que  llenen  ante  ellos  sus  causíi^i,  porque  nad.i  hai 
mas  ficil,  con  un  trato  frecuente  i  familiar,  que  el  que  se  va- 
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yan  introtluciendo  afecciones,  tomándose  conocimiento  de  las 
debilidades  que  a  ningún  hombre  faltan,  de  los  flancos  por 
donde  puede  entrarse  a  corromper  el  corazón,  i  de  las  armas 
maa  a  propósito  para  batir  su  fortaleza.  Por  otra  parte,  los  ofi- 
cios de  los  escribanos  deben  ser  los  lugares  del  secreto;  i  no 
es  po_s¡J>]o  guardarlo  de  quien  a  todas  horas  está  en  aquellos 
sitios,  sin  otra  ocupación  que  acechar  cuanto  se  hace.  ¡Qué  de 
males  no  pueden  enumerarse  procedidos  de  estas  indebidas 
visita.'»  estacionarias!  No  queremos  hablar  de  los  obsequios, 
¡jorque  son  demasiado  sabidas  las  prohibiciones  que  hai  de 
admitirlos,  i  porque  no  podemos  imajinar  que  hombres  dedi- 
cados a  la  distinguida  profesión  de  escribanos,  a  la  profesión 
de  la  justicia  i  de  la  equidad,  se  rebajen  i  envilezcan  admitien- 
do dones  que  pervierten  el  corazón  de  los  prudentes  i  ligan 
las  palabras  de  los  Justos,  lo  que  convendría  disponer  en  el 
ejercicio  do  la  segunda  clase  de  sus  funciones. 

Queríamos  pasar  adelante,  iiero  no  podemos  mérios  que 
detenernos  inculcando  sol)re  la  necesidad  de  quitar  esas  tertu- 
lias que  regularmente  se  forman  en  algunas  escribanías,  ter- 
tulias tan  contraria.s  al  sosiego  que  debe  reinar  donde  so 
encargan  negocios  tan  delicados,  i  donde  concurren  los  ciuda- 
danos a  depositar  confianzas  que  ninguno  quiere  hacer  exten- 
sivas a  mas  de  aquéllos  que  son  necesarios.  Muchos  hai  que  so 
retraen  de  aquclla.s  encinas,  aun  cuando  la  necesidad  les  urjo 
porque  lleguen  a  ellas,  sin  otro  motivo  que  huir  de  una  cater- 
va do  hombres  mal  ocupados,  los  cuales  siempre  son  justa- 
mente temidos.  So  alegará  acaso  que  esta  concurrencia  es 
inevitable,  porque  los  interesados  han  de  ir  nccesariamento  a 
saber  de  sus  asuntos,  lo  mismo  que  los  contratantes  a  verificar 
sus  contratos;  i^ro,  ¿es  necesario  tanto  tiempo  para  imponerse 
del  estado  de  un  negocio?  ¿Son  tantos  -los  que  concurren  a 
otorgar  instrumentos  de  tal  manera  urjentcs,  que  no  puedan 
Bcparar.se  de  las  cscrihanias  mientras  so  concluyen?  I  cuan- 
do esto  hubiese,  ¿cstarA  bien  que  entablen  grandes  conversa- 
rinnes  con  los  otlcialcs,  tomen  en  sus  manos  paineles  que  no 
les  importan  i  causen  un  verdadero  desorden?  Las  escribanías 
deijerian  eslar  puestas  en  t.il  silnacion,   que   Ins  traKnjos  de 


citas  estuviesen  en  una  vorilailcra  aejíaracion  do  los  concurren- 
tes; i  en  nacía  deljia  ponerse  tanto  cuiJailo  para  que  Fuese  cada 
una  deoUas  uno  dolos  lugares  en  que  se  guardase  mas  respeto, 
i  que  lo  infundiese  con  su  solo  astwcto.  S¡  se  mira  la  impor- 
tancia de  ofioinas  cuyas  olijctos  son  titn  sagrados,  se  convendrá 
en  nuestro  pnipósito.  Esperamos  que,  cuando  se  proporcione 
tina  oca.sitíu  fiívoralilc,  so  dt-stiníirán  lugares  respetables  i  pro- 
pios para  establecer  los  ulicíos  do  los  escribanos  con  todo  el 
dcnoro  qtie  les  conviene. 

Muí  iMwo  tendremos  que  advertir  en  orden  a  la  segunda 
clase  de  funciones,  que  consiste,  acgun  dijimos,  en  el  otorga- 
miento i  autorii^aoion  de  las  escritura»,  porque,  suponiendo  a 
los  escribanos  instruidos  i  de  buena  fe,  ellos  sabrán  cómo 
deben  proceder  en  cada  caso  quo  se  les  presente,  i  tendrán 
cuidado  do  consultai-se  con  oportimidad  en  aquello  que  les 
presente  dudas-,  ellos  tcndriln  cuidado  de  no  omitir  cláusulas 
su stan líales  en  los  instrumentos,  de  hacer  a  los  interesados  laa 
advertencias  propias  de  su  oficio,  de  respetar  las  fórmulas,  i 
do  no  ser  lijeros  para  omitir  muchas,  porque  les  parezcan 
anticuadas,  o  por  acomodarse  a  un  laconismo  quo  en  su  oficio 
suelo  ser  iierjudicial,  porque,  sin  bastante  instrucción  do  parto 
de  quien  lo  aplica,  pueden  en  muchas  ocasiones  defraudar  loa 
escritos  de  laa  votes  que  les  fueren  mas  necesarias,  i  que  acaso 
inüaycn  en  la  esencia  do  los  actos. 

Quisiéramos,  con  todo,  quo  so  encargase  a  los  ministros  de 
fe  ol  cuidado  de  que,  en  los  casos  en  que  deben  ponerse  testi- 
gos, tuviesen  especial  cuidado  de  que  ellos  fuesen  ínfurmados 
de  los  contratos,  testamentos  u  otros  actos  en  que  intervienen 
para  quo  pudiesen  dar  razón  de  ellos  cuando  íuose  necesario. 
Desearíamos  que  estos  testigos  no  fuesen,  como  son  muchas 
veces,  de  mera  fórmula,  i  por  lo  mismo  que  es|)0cial mente  se 
mandase,  que  los  escribientes  de  la  misma  escribanía  no  pu- 
diesen ser  testigos  en  los  instrumentos  otorgados  por  olla,  a 
excepción  de  aquel  de  cuya  letra  fuese  escrito  el  instrumento. 

Como  ninguna  seguridad  está  de  mas,  dcl)cn  tomarse  todas 
las  posibles,  principalmerito  aquéllas  que  no  causan  dispendio. 
Partiendo  de  este  |>r¡ncii>Ío,  qiiisiéramn«  que  los  instrumentos 


constantes  de  mas  de  una  hoja  fuesen  rubricadus  por  los  otor- 
gantes en  todaa  ellas,  exceptuando  la  de  la  autorización  en  (|uo 
deben  sentar  sus  (irnias,  porque  de  este  modo  habría  una 
mayor  seguridad,  i  una  cautela  mas  contra  los  arbitrios  de 
i]ue  la  malicia  es  susceptible. 

No  dejaremos  de  tlccir  algo  sobre  el  cuidado  r¡ua  debe  cn- 
*  cargarse  al  escribano  con  el  rejistro  comento  do  escrituras, 
pues  siendo  tan  importante  delie  ser  tan  exacto  en  su  manejo, 
que  no  lo  confie  a  persona  alguna,  por  mas  calificada  que  sea. 
Suelen  los  escribanos  mandar  recojer  firmas  con  sus  oficia- 
les, i  éstos  llevan  el  rejistro.  Prescindiendo  de  que  solo  en 
un  caso  de  imposibilidid  puede  tolerarse  el  que  no  se  concurra 
a  las  escribanías  a  firmar,  el  escribano,  i  no  o!ro,  debe  llevar 
su  rejistro  en  casos  semejantes,  para  evitar  los  abusos  que  de 
lo  contrario  pueden  cometerse  i  c¡ue  la  experiencia  dosLíracia- 
damcnte  nos  ha  acreditado  que  no  son  imposibles.  Lo  C[UO  de- 
jamos dichoen  orden  al  libro  de  conocimientos,  tiene  mucha  mas 
aplicación  respecto  del  rejistro.  En  arca  cerrada  con  llave,  do 
que  use  solo  el  escribano,  debo  custodiarse,  porque  de  cualquier 
exceso  solo  el  escribano  debe  responder.  Tan  conforme  ea  lo 
que  decimos  al  espíritu  de  las  leyes,  que  las  do  Partida  quie- 
ren que  el  escribano  por  sí  escriba  los  contratos,  i  solo  se  valga 
do  otro  cuando  no  puílíe-se  hacerlo,  lo  que  da  a  entender  bas- 
tantemente cuál  es  el  cuidado  que  debe  ponerse  en  todo  lo 
quo  dice  relación  con  la  seguridad  de  los  instrumentos  que  so 
le  confian. 


ni 


Aun  nos  resta  algo  que  decir  en  orden  a  los  escribanos.  El 
arreglo  i  custodia  de  su  archivo  son  uno  de  los  puntos  quo 
deben  llevar  su  principal  atención,  i  que  gravan  mas  su 
responsabihdad.  Si  tienen  alguna  importancia  las  cosas  sobro 
quo  se  litiga  i  las  decisiones  que  declaran  su  propiedad,  si  valo 
algo  el  honor  vindicado  yior  un  juzgamiento,  i  la  condenación 
impuesta  por  otro  debe  servir  de  ejemplo  i  escarmiento,  todo 
lo  quo  importa  la  conservación  de  estos  procedimientos  judi- 
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cíales  con  cuatquiora  respecto  a  los  particulares  o  al  público, 
todo  pende  do  la  ticl  i  cuidadosa  custodia  de  los  archivos.  Si 
ha  do  haber  una  constancia  de  las  estipulaciones  i  de  las  úllí- 
mas  voluntades  de  los  hombres,  para  que  puedan  mandarse 
cumplir,  si  han  do  conservarse  noticias  déla  disolución  do  los 
pactos  i  chancelación  do  los  instrumentos  en  qun  so  cxprosa- 
i-on,  si  por  este  medio  han  de  excusarse  litijios  del  mayor'bul- 
to  i  (le  la  mas  t^ravo  trascendencia,  la  integrida<l  de  los  archivos 
ptibticoa  es  la  única  garantía  que  puede  presentarse.  No  aca- 
hariamos  si  quisiésemos  enumerar  todos  loa  grandes  e  impor- 
tantes unes  a  que  necesariamente  se  dirijo  la  conservación  de 
eaoa  grandes  depósitos  do  los  hechos  mas  interesantes  i  que 
mas  afectan  a  todo  lo  que  conocemos  mas  necesario  i  mas  pre- 
cioso en  la  sociedad. 

A  vista  do  todo,  admira  ciertamente  el  estado  actual  de  la 
mayor  parte  de  nuestros  archivos,  pues  excopluándoso  los  de 
las  oficinas  do  los  ministerios  i  de  hacienda,  creemos  que  los 
demás  ofrecen  no  pocos  reparos.  Los  exceptuados,  con  lodo, 
no  dejarán  de  haber  sufrido  algún  detrimento,  por  los  inevita- 
bles contrastes  de  la  revolución.  Contrayéndonos  a  los  de  las  es- 
cribanías, casi  no  podemos  mirarlos  de  otro  modo  que  como  una 
Guma  do  papeles  sin  órdon,  que  han  ido  acopiando  muchos 
hombrea  sin  el  cuidado  conveniente,  i  sin  saber  talvcz  su  ver- 
dadera importancia.  Cuando  al  pasar  por  las  escribanía.?  mira- 
mos los  archivos  al  descubierto,  sin  puerta  ni  llave,  colocados  los 
papeles  en  estantes  de  donde  puede  cualquiera  tomarlos,  i  en 
una  pieza  que  es  regularmente  la  única  de  la  escribanía,  don- 
do  todo  el  día  no  puedo  estar  el  escribano,  í  donde  han  do 
estar  por  precisión  escribientes  de  ninguna  responsabilidad,  al 
paso  que  so  admiten  por  desgracia  muchos  ociosos  estaciona- 
rios, cuando  observamos  todo  esto,  ni  nos  son  extraños  los 
desfalcos  que  han  padecido  los  archivos,  ni  dejamos  de  admi- 
rar cómo  se  conserva  alguna  cosa  de  ellos.  , 

Muchos  de  nuestros  lectores  deben  recordar  que  hubo  ticm* 
po,  i  tiempo  do  orden,  en  que,  [lor  la  escasez  de  papel,  se  lle- 
gó a  hacer  artículo  de  comercio  el  do  los  archivos,  i  que,  des- 
cubierto este  trato  cuando  ya  habia  progresado  mas  de  lo  que 
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debiera,  se  vinieron  a  encontrar  los  fragmentos  de  los  proto- 
coloa  sirvíenilo  tle  cubiorta  a  los  dulces  i  a  las  pasLaa  do  oho- 
colatR.  ¡Cuántos  interesantes  documentos  sg  pcrdioron  para 
siempre!  Dio  entonces  impulso  a  una  maldad  tan  traacon- 
dcntal  el  buen  precio  del  papel;  i  to-Uis  los  dias  puedo  darlo  ol 
buen  precio  a  quo  se  compren  los  papeles  que  se  quieran  ex- 
traer del  lujaren  que  están  custodiatlos,  pjrque  ¿quid  non 
argento?  Para  evitar  estos  males,  fiaata  la  feclia  no  so  ha  dic- 
tado un  remedio;  i  to.los  los  días  se  repiten  las  quejas  de  no 
encontrarse  los  autos  que  aa  afinaron  en  tal  oficio,  la  escritura 
que  seolorgú  en  el  otro;  pero  liemos  visto  padecer  extravíos  aun 
délos  testamentos que.se  lian  dejado  cerrados  en  poder  do  los 
escribanos,  i  causa  no  pe(|ueño3  temoros  el  no  encontrarlos, 
no  menos  que  gastos  de  consecuencia  para  suplir  sus  fallas, 
cuantío  esto  ha  podido  hacerse. 

Si  propusiéramos  el  establecimiento  de  un  archivo  joncral, 
al  que  se  trasladasen  todos  los  papeles  que  hai  en  las  escriba- 
nías, con  el  orden  mas  estricto  i  el  método  mas  claro,  i  al  quo 
Be  debiesen  ir  llevando  todos  los  autos  afinados  i  loa  protocolos 
que  los  escribanos  concluyesen  todos  los  años;  bÍ  pidiéramos 
que  osta  importantísima  oficina  estuviese  a  cargo  de  un  em- 
pleado dotado  mas  que  regularmente  para  que  pudiese  afian- 
zar su  responsabilidad,  i  quo  tuviese  loa  oficiales  necesarios 
para  expedirse;  si  esto  quisiésemos,  no  seria  querer  mucho, 
considerada  la  importancia  del  objeto.  No  creemos  que  esta 
oficina  tuviese  mas  do  tres  mil  pesos  de  costo  en  su  plantea- 
cion,  ni  pasase  de  seis  mil  en  su  gasto  anual,  i  ¿qué  es  esto, 
consiflerados  los  bienes  que  de  ella  deberían  seguirse?  Cun 
ninguna  cosa  puedo  pagarse  bien  la  seguridad  do  loa  instru- 
mentos públicqs;  pero,  después  de  esta  seguridad,  se  conse- 
guirian  las  siguientes  ventajas:  primera,  tener  un  gran 
rejistro,  que  podía  hacerse  por  años,  i  orden  alfabético  do  ma- 
terias i  nombres  de  todo  lo  que  contienen  los  archivos,  falta 
que  en  el  riia  es  de  mucha  consideración,  quo  cuesta  en  el  año 
no  pocos  pesos  a  los  quo  quieren  tomar  nuticia  de  algunos 
hechos  o  saber  el  paradero  de  algunas  escrituras,  i  ha  hechn 
un  negocio  verda-lcfí  conneido  por  el  nombre  de  Í/ihi.ms,  en 
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cjue  se  cometen  no  poco»  fraudes;  segunda,  no  serian  tantas  Ina 
inccrtidumbrca  sobro  hechos  antiguos,  las  mas  \ece3  intere- 
santes, i  que,  [lor  el  estado  presento  do  los  archivos,  están  ol- 
vidados bajo  el  polvo  do  elN^;  teroera,  no  serian  tantas  latí 
demoras  i  vejaciones  que  sufrirían  los  interesados  en  la  solici* 
tud  de  sus  documentos;  cuarta,  los  mismos  escribanos,  despren- 
didos de  una  parte  de  sus  cuidados,  tendrían  mas  tieniiK)  para 
contraerse  al  desempeño  do  sus  otras  obligaciones,  i  cuando 
tuviesen  que  dar  testimonios  de  asuntos  pasados  ante  ellos,  o 
pertenecientes  al  amhivo  peculiar  a  su  oficio,  ocurrirían  a  sa- 
cado al  archivo  jcneral,  con  conocimiento  del  jore  de  aquel 
establecimiento,  lo  que  daría  una  nueva  garantía  a  los  trasla- 
dos auténticos.  Pero,  todas  estas  ventajas,  al  menos  por  ahora, 
es  preciso  sean  miradas  como  puras  teorías,  porque  no  vemos 
motlo  de  que  pueda  formarse  entre  nosotros  un  establecimiento 
tal  como  el  que  hemos  bosquejado,  i  que  podia  recibir  no  pe- 
queña complicación  i  servir  a  otros  objetos,  todos  de  la  mas  alta 
importancia  para  los  intereses  públicos  i  particulares,  no  me- 
nos quo  para  la  historia  del  pais.  En  ésta,  apenas  puede  darse 
un  paso  sin  exponerse  a  errores;  i  es  bien  extraño  que  en  el 
corto  tiempo  (¡uo  ella  abraza,  presente  tantas  incertidumbres. 
No  seria  así  si  los  archivos  estuviesen  con  el  arreglo  debido. 
No  pudiéndose,  pues,  adoptar  el  pensamiento  que  nos  ha 
ocurrido,  ni  debiendo  empeñarnos  en  cosas  que,  aunque  de 
pronto  nos  parezcan  bien,  pueden  en  su  práctica  ofrecer  tro- 
piezos que  no  habíamos  previsto,  nos  liniüarcmos  a  proponer 
las  reformas  que  están  indicadas  por  la  misma  naturaleza  i  estado 
do  las  cosas,  i  que  no  ofrecen  tomor  alguno  do  imposibilidad  en 
la  ejecución.  Estimamos,  pues,  absolutamente  necesario,  que  los 
escribanos  tengan  el  archivo  en  la  misma  pieza  en  quo  ellos  des- 
pachan, separados,  como  debo  ser,  de  los  escribientes,  i  del  tráPi- 
00  de  los  que  concurren  a  los  ofaios.  Quo  a  mas  de  esto,  se  lea 
obligue  a  conservar  los  papeles  do  dichos  archivos  en  armarios 
con  puertas  cuyas  llaves  conserven  en  su  poder,  ]>ara  que  no 
estén, como  están  en  el  dia,  los  papeles  *  disposición  de  todos. 
Que  no  se  permita  por  los  escribanos  a  persona  alguna  rejís- 
trar  los  anhivos;  ¡  s'ili)  puedan  conliar  este  rcjístro  a  sus  ofi- 
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cíales  mayorps,  quten«fl  deberán  traer  las  calidailca  conve- 
nientes. 

Se  noíi  (lii-d  acaso  que,  ai  no  se  permito  a  los  interesados 
rrjistrar  los  aruliivos,  la  mayor  parte  de  lo  que  se  busca  c|ue- 
dará  «in  encontrarse,  espeiialmentc  3Í  se  trata  de  cosas  algo 
atrasadas,  i  se  nos  dirá  mui  bien,  si  se  trata  del  estado  presen- 
te de  losarcKivos,  pero  en  el  estado  que  los  queremos,  í  que 
ilclwn  tener,  no  hai  necesidad  de  que  los  interesados,  ni  otros 
por  ellos,  se  tomen  esa  pensión.  Los  escribanos  deben  tener 
un  cumplido  invenlario  de  todos  los  papeles  que  están  a  bu 
cargo,  porque  naila  habría  mas  extraño  que  el  que  fuesen  ellos 
obligados  a  rc»iiondcr,  i  no  se  supiese  de  qué  cosas  debían  ser 
responsables;  ¡Maro  este  inventario  debe  ser  prolijo  para  evitar 
toda  conTusion,  i  concebido  de  tal  modo,  que  puetla  con  bre- 
vedad darse  noticia  do  lo  que  se  quiere  saber  para  que  no  sea 
[)rc*N'so  revolver  lodo  un  archivo  entero  cuando  se  quieren  bus- 
car unos  documentos.  Una  de  las  cosas  en  que  mas  dobo 
fjarse  la  atención,  es  en  obligar  a  los  escribano.'^  a  tener  del 
mwlo  que  hemos  dicho  inventariados  sus  archivos,  i  a  presen- 
tar una  copia  de  los  rejístros  o  inventarios,  a  la  que  vaya 
agregándose  todo  lo  que  so  fuere  aumentando,  de  modo  quo 
haya  por  donde  formarles  cargos  si  ocurren  algunas  faltas;  de 
«ste  modo  solamente  creemos  que  podrá  haber  un  regular 
arreglo,  i  podrán  tenerse  las  noticias  que  sean  necesarias,  sin 
tener  que  mendigarlas  de  individuos  que  se  hacen  pagar  al 
precio  que  quieren  i  siempre  con  antelación  al  hallazgo,  i  que 
las  mas  veces  dan  nociones  inexactas  de  loa  instrumentos  que 
se  solicitan,  siendo  de  notar  que  se  encuentren  estas  noticias 
«n  los  que  no  son  escribanos,  i  que  éstos,  por  lo  regular,  den 
mui  poca  razón  do  sus  archivos. 

Las  medidas  que  dejamos  apuntadas,  cautelarán  sin  duda 
los  extravíos  i  evitarán  la  confusión  i  desgrano  que  causan  el 
olvido  de  documentos  no  extraviados;  pero  no  podrán  aun  con 
todo  precaverse  enteramente  esos  mates,  si  ya  quo  no  se  adop- 
ta un  archivo  jeneral,  no  so  establece  al  monos  una  oficina 
jeneral  de  rojistro,  de  todas  las  sentencias  que  se  dan  en  los 
pleitos,  de  los  contratos  que  se  hacen,  do  los  testamentos  que 


se  oloi^an,  i  en  Hn,  do  cuanto  so  custodia  en  loa  archivoH. 
Establecida  esta  oficina  de  rcjÍ8tPO  jeneral,  todos  los  escribanos 
tondrán  obligación  de  pasar  diariamente  una  razón  de  la  parte 
llisposiliva  de  las  sentencia»  judicialos  i  ilü  lo  sustancial  de  los 
contratos  i  demás  instrumentos  que  pasaban  ante  olios;  podrían 
anotarse  igualmente  muclias  cosas  importantes  de  todas  los 
oficinas  del  estado;  i  se  ppoporcionaria  un  resguardo  en  el 
último  caso  a  Iob  que  por  accidentes  imprevistos  pcinliesen  los 
documentos  de  su  interés.  Repetiremos  lo  que  liemos  dicho 
ya:  es  mucho  lo  que  importa  la  conservación  de  los  derechos 
i  ningún  sacriricio  debe  creerse  grande  cuando  se  trata  de 
ella.  Podemos  asefrurar  que,  si  este  cuidado  se  liubiese  puesto 
con  anticipación,  no  habrían  experimentado  tantas  pérdidas 
los  particulares,  ni  la  hacienda  pública  hahria  aufrido  perjui- 
cioa  irreparables,  que,  a  nuestro  modo  de  ver,  son  de  la  mayor 
consecuencia. 

Para  acercarnos  a  la  conclusión  de  oste  articulo,  en  que  nos 
hemos  detenido  mas  de  lo  que  pensiibamoa,  diremos  que,  no 
pudiéndose  llevar  a  efecto  cuanto  justamente  debe  exijirse  de 
los  escribanos,  sin  que  éstos  tengan  manos  auxiliares  de  toda 
satisfacción,  es  do  absoluta  necesidad  que  al  menos  los  oficia- 
les  mayores  sean  personas  calificadas  por  los  tríbunales,  donde 
deban  acreditar  su  honradez  i  aptitudes;  i  siendo  asi,  de.searía- 
mos  que  a  estos  oficiales  se  autorizase  para  aquellas  ditijcncias 
que  los  escribanos  no  puedan  practicar  per  si,  a  fin  de  que 
pudiesen  hacerlas  con  expresa  orden  del  juez,  i  de  esto  modo 
80  acabasen  entre  nosotros  los  oficios  do  receptores,  contra  los 
cuales  hai  prevenciones  tan  antiguas,  tan  justas  i  fundadas, 
que  ya  no  pudra  de  modo  alguno  depositarse  en  ellos  la  con- 
fianza pública,  por  mas  honrados  que  sean  loa  que  so  dediquen 
al  desempeño  de  estos  cargos. 

Por  último,  recomendamos  la  necesidad  de  que  los  tribuna- 
les se  ocupen  en  considerar  los  aranceles  de  dcrccboa,  i  que 
fijen  uno  con  toda  claridad  i  especificación,  obligando  a  los 
escribanos  a  tenerlo  a  la  vista  del  público  en  sus  oficios,  como 
es  de  leí,  para  que  se  eviten  cobranzas  indebidas,  o  sospechas 
deque  se  han  hcrho  de  este  modo. 


Mientras  hemos  escrilo  lo  c[ue  consideramos  preoiso  para 
establecer  el  arrciílo  posible  en  las  escribanías,  nos  ha  ocurri- 
do que  pueden  objetársenos  las  pocas  obvenciones  do  los  es- 
cribanos, como  un  obsláculo  para  exijir  de  ellos  todo  lo  que  so 
quiere  Contra  esto,  décimo»  que  ni  los  ingresos  son  tan  esca- 
sos, ni  lo  que  se  pide,  i  es  conrormo  a  las  leyes,  as  tan  dispen- 
dioso; poro,  cuando  fuese,  convcndria  entonces  disminuir  el 
número  de  los  escribanos,  pues  valdria  mas  tener  pocos  bue- 
nos que  muchos  malos,  i  entonces  los  ingresos  serian  mayores; 
pero  si  fuese  necesario  aumentarlos  con  alguna  asignación, 
debería  ésta  hacerse  do  fondos  municipales  con  preferencia  a 
muchos  de  los  gastos  a  que  estos  fondos  están  afectos;  i  siem- 
pre seria  esta  una  ganancia  para  los  pueblos,  pues  aunque  su 
ornato  público  es  tan  necesario,  lo  es  todavía  mas  la  seguridad 
do  los  ciudatlanos  que  los  forman,  i  la  moralidad  que  a  toda 
costa  i  con  preferencia  a  todo  debo  introducirse  i  conservarse. 


(Ai-aucann,  año  do  1836.) 
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Nada  influye  lauto  on  el  ónlen  público,  i  en  la  scf^ridatl  de 
los  bienes,  del  Iit^nor  i  la  vida  do  lo»  ciudadanos,  como  la 
aplicación  de  las  penas  establecida.^  por  las  leyea  contra  los  que, 
atacando  los  mas  sainados  derechos  del  hombro  en  sociedad, 
fie  hacen  justamente  reos  de  delitos,  (jue,  si  quedan  impunes, 
se  multiphcarán  cada  día,  causando  los  malos  que  son  conei- 
guíenles.  Por  esto,  las  leyes  no  han  dejado  al  arbitrio  del  juez 
la  imposición  de  las  penas,  1  las  han  detallado  para  que  unn 
vez  esclarecidos  los  hechos  se  sipa  necesariamente  bu  aplica- 
ción, en  que  no  es  dado  dispensar  al  oficio  del  juez,  que  sí  tU' 
viese  esta  facultad  se  constituiria  en  arbitro,  i  podría  agradar 
muchas  veces  las  desgracias  de  los  mismos  culpados.  Poro,  como 
no  siempre  puedo  guardarse  todo  el  rigor  de  la  lei,  ni  esta  pu- 
do prever  todos  loa  casos  al  tiempo  de  dictar  las  penas,  fuó 
necesario  ocurrir  al  arbitrio  del  indulto,  para  quo  en  los  ca- 
sos extraordinarios  pudiese  tomarse  un  temperamento  de  equi- 
dad, disminuyendo  el  rigor  de  la  pena,  sin  dejar  dcrraudada  la 
justicia. 

Para  depositar  la  facultad  de  indultar  a  los  delincuentes,  no 
se  halló  ni  pudo  hallarse  otra  autoridad,  que  la  del  supremo 
majistrado  de  una  nación,  así  porque  ella  debe  ser  la  fuente  do 
donde  emanen  lodos  los  actos  de  clemencia,  como  porque,  do- 
bienilo  tenor  los  mejores  conocimientos  de  las  personas  i  de 
lo   que  conviene  al  orden  público,  i  estando  separado  de  sus 
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atributJonoa  todo  ppocotlimicnto  judicial,  ella  sola  paode  expe- 
dirse en  tan  delicado  ejercicio  con  el  celo,  pulso  i  tino  que 
convienen,  para  que  la  relajación  do  las  penas  nodejoncrecn 
impunidad,  i  procediéndose  en  ella  con  el  arreglo  debido,  coda, 
como  deben  ccilor  todos  los  actos  de  la  administración,  al  ma- 
yor bien  del  estado. 

Es  muí  fáuil  concebir  ffiie,  si  la  lei  ha  dejado  al  supremo  go- 
bierno la  Tacultad  de  indultar,  no  lo  lia  constituido  ái'bitro  en 
el  ejercicio  de  esta  sublime  prerrogativa,  porque  esto  equival- 
dría a  consti  Luir  superior  a  las  mismas  leyes,  a  quien  en  este  caso 
no  es  sino  el  destinado  para  sor  su  intérprete,  declarando 
que  las  circunstancias  de  los  liechos  i  las  personas  justiiican 
la  moderación  del  castigo,  quedando  salva  la  decisión  de 
aquéllas. 

Hai  vcr^laderamcnte  casos  en  que  la  justicia  dicta  moderar 
cl  rigor;  i  Tucra  de  ellos  no  puede  concederse  el  indulto,  porque 
solo  la  justicia,  i  en  ningún  caso  la  voluntad  sin  motivos  caliGca- 
dos,  puede  dispensar  esa  gracia.  Un  ciudadano  que  por  mucho 
tiempo  dio  ejemplos  do  virtudes  públicas  i  privadas,  otro  quo 
habia  prestado  eminentes  servicios  a  la  patria,  son  acreedores 
de  justicia  a  que  se  les  considere,  cuando,  en  uno  de  aquellos 
momentos  desgraciados  para  la  humana  flaqueza,  cayeron  en 
crímenes  en  que  talvez  no  tuvo  tanto  influjo  la  malicia  como 
la  debilidad.  Aquél  que,  por  un  conjunto  de  circunstancias, 
aparece  cuIjKido  sin  serlo,  en  cuya  contra  debe  justamente  re- 
caer el  Tallo  de  los  tribunales,  sin  quo  sea  dable  hacer  pública 
su  inocencia,  e\ije  mas  imiMíriosamente  quo  en  su  favor  se 
expida  un  indulto,  lo  mismo  que  otro  para  quien,  atendida  la 
calidad  de  la  persona,  sería  la  pena  impuesta  por  la  Ici,  incom- 
parablemente mas  grave  que  para  los  hombrea  comunes;  pero, 
saliendo  de  estos  casos,  i  de  otros  igualmente  extraordinarios, 
naila  hai  ma.s  absurdo  que  pretender  cl  indulto,  i  nada  sería 
mas  impropio  do  la  suprema  autoridad  quo  conce.lerlo. 

La  facilidad  en  prestarse  a  estas  gracias,  al  mismo  tiempo 
que  las  despoja  de  toda  su  excelencia,  i  les  quita  el  aprecio  quo 
justamente  mei-ocen,  hace  de  ellas  otros  tantos  actos  viciosos, 
contrarios  al  espíritu  do  la  lei  de  que  emanan,  i 
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del  siatoma  penal,  i  extremadamente  pavosos  a  la  sociedad, 
quo  debo  sentir  los  efectos  de  la  impunidad  de  los  delitos. 

Si  en  ha  indultos  no  lia  do  tenorso  consideración  a  lus  ex- 
traordinarias circunstancias  quo  hemos  puesto  por  ejemplo  U 
otras  de  au  clasOj  ¿quién  no  ve  las  fatales  consecuencias  qtic 
resultan?  Prescindiendo  do  que  no  hai  facultad  legal  para  in- 
dultar sin  liabcr  motivo  justo,  ¿no  podrá  quejarse  el  delin- 
cuente, a  cjuicn  so  le  niega  por  falla  de  osos  motivos,  cuando 
ha  visto  que  sin  ellos  se  tía  utorgailo  la  gracia  a  otros?  I  cuando 
ol  indulto  80  haga  común,  «cuál  será  la  gracia  que  se  dispense 
si  hombro  que  se  habia  hecho  acreedor  a  ella  por  sus  incritus 
i  virtudes?  ¿Por  quú  ha  do  perderse  uno  de  los  estímulos  que 
deben  hacor  al  ciudadano  virtuosa  i  meritorio,  dispensando  al 
que  íuc  siempre  criminal  lae  consideraciones  que  debieron  re- 
servarse tan  solo  a  la  virtud  i  al  mérito? 

Hi  lus  indultos  son  inconsiderados,  fáciles  i  frecuentes,  ellos 
deben  entrar  precisamente  en  ol  cálculo  do  los  criminales, 
para  seguir  í'oa  mas  fran(iueza  en  la  carrera  de  sus  delitos. 
¿Qué  importa  que  la  lei  conmino  con  severos  castigos,  si  sobm 
cl  vicio  del  corazón  que  se  decide  a  atropellarla,  se  pone  la 
esperanza  de  eludir,  por  medio  de  un  indulto,  la  pena  que 
podía  contenerlo  on  los  límites  do  la  justicia? 

De  las  rellexiones  quo  acabamos  de  hacer,  i  de  otras  que  no 
nos  parece  necesario  estampar,  deducimos  que  en  nada  ilebe 
tomar  tanto  empeño  el  supremo  gobierno,  como  en  cerrar  la 
puerta  a  las  desmedidas  pretensiones  do  indultos,  que,  por  un 
abuso  de  la  leí  que  los  autoriza,  han  llegado  a  ser  ya  un  re- 
curso onlinariü  en  las  causas  criminales,  pues  regularmente 
no  habrá  un  reo  a  quien  los  tribunales  condenen,  que  no  se  pro* 
senté  solicitando  sor  indultado,  i  en  particular  aquéllos  que  por 
crímenes  atroces,  talvez  repetidos,  han  sido  condenados  alúlti* 
mo  suplicio.  No  se  orea  quo  queremos  quitar  al  supremo  ma- 
jistrado  do  la  república  sentimientos  do  compasión,  ni  los 
rasgos  de  clümcncia,  que  en  ningún  ciudadano  deben  relucir 
mejor.  Solo  queremos  quo  olios  vayan  siempre  nivelados  por 
la  justicia,  porque  sin  esta  virtud  son  quiméricas  las  demás-,  i 
kt  clunicncia  mal  entendida  03  una  crueldad  verdadera,  tanto 
OPíJsc.  25 
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mas  perjudicial,  cuanto  mas  cncobiorta.  El  que  por  una  apa- 
rente compasión  deja  impune  al  malvado,  sobreponiéndose  a 
las  leyes,  sacrifica,  con  una  temeridatl  imperdonable,  a  laa 
inocentes  victimas  de  los  delitos  que  él  vuelva  a  cometer,  i  de 
los  que  cometan  otros  desgraciados  bajo  la  salvaguardia  de  la 
debilidad  en  la  aplicación  de  los  castigos. 

Gracias  al  tino  i  justificación  que  presiden  en  todos  los  actos 
de  nuestro  gobierno,  hemos  visto  liasta  aquí  la  mas  arreglada 
economía  en  laa  disposiciones  de  los  indultos;  pero,  como  a 
pesar  de  ella,  no  se  corta  el  mal  de  las  continuas  pretensiones, 
i  sobre  todo,  el  de  las  esperanzas,  que  tanto  perjuicio  causan  a 
la  moral  pública,  descariamos  que  las  peticiones  dirijidas  con 
el  objeto  de  que  tratamos,  examinadas  previamente  por  el 
presidente  de  la  república  con  su  respectivo  ministro,  si  no 
son  de  la  clase  de  aquéllas  que  deban  tomarse  en  consideraciun , 
so  devuelvan  inmediatamente ,  sin  llevarlas  al  consejo  do  esta- 
do, así  para  que  no  quiten  el  tiempo  que  es  tan  necesario  para 
otros  negocios  de  la  mayor  importancia,  como  por  que  conozcan 
todos  que  los  indultos  deben  ser  raros,  i  que  nunca  puedo 
lisonjearse  de  obtenerlos  el  vicio,  por  mas  que  apure  los  resor- 
tes do  la  astucia  o  la  sorpresa, 

{Araucano,  año  de  1836.) 
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En  las  fluctuaciones  a  que  se  hallan  expuestos  la  voluntad 
i  el  entendimiento  de  los  hombres  por  el  choque  do  las  pasio- 
nes i  de  los  errores  que  afectan  a  la  especie  humana,  ninguna 
institución  mas  provechosa  para  las  sociedades  que  la  respon- 
sabilidad de  los  funcionarios  encargados  de  la  ejecución  i  de 
la  aplicación  de  las  leyes.  Sin  ella,  los  abusos  del  poder  en 
cualquier  ramo  de  la  administración  no  tendrían  freno;  i  cuando 
esta  absoluta  arbitrariedad  no  destruyese  la  existencia  misma 
de  la  nación,  minaría  los  principios  mas  importantes  do  su 
vitahdad,  que  consisten  en  la  libertad  i  en  la  seguridad  délos 
incUviduos.  Estas  preciosas  garantías  necesitan  una  salvaguar- 
dia; i  a  la  conservación  de  ellas  debe  convertirse  con  preferen- 
cia la  atención  de  los  gobiernos  representativos,  cualesquiera 
que  sean  las  diferencias  de  su  constitución.  Lias  monarquías 
constitucionales,  del  mismo  modo  que  las  repúblicas,  no  ven 
nunca  en  ejercicio  una  prerrogativa  mas  protectora  do  los  de- 
rechos del  ciudadano,  que  la  facultad  de  enjuiciar  a  un  fun- 
cionario por  el  mal  uso  de  la  autoridad  que  la  lei  ha  depositado 
en  sus  manos. 

Mas  es  preciso  reconocer  una  verdad  importante:  los  pue- 
blos son  menos  celosos  de  la  conservación  de  su  libertad  polí- 
ticci,  que  de  la  do  sus  derechos  civiles.  Los  fueros  que  los  ha- 
bilitan para  tomar  parte  en  los  negocios  públicos,  les  son 
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iníinitamcntc  monos  importantes,  que  los  que  aseguran  su  per- 
sona i  sus  propiedades.  Ni  puede  ser  do  otra  manera:  los  pri- 
meros son  condiciones  secundarias,  de  que  nos  curamos  muí 
poco,  cuando  los  negocios  que  deciden  do  nuestro  bienestar,  de 
la  suerte  de  nuestras  familias,  do  nuestro  lionor  i  de  nuestra 
vida,  ocupan  nuestra  atención.  Raro  es  el  hombre  tan  desnudo 
de  egoísmo,  que  prefiera  el  ejercicio  de  cuaUíuiera  de  los  dere- 
chos políticos  que  le  concede  el  ccnligí)  fundamental  del  estado 
al  cuidado  i  a  la  consei-vacion  de  sus  intereses  i  do  su  existen- 
cia, i  que  se  sienta  mas  herido  cuando  arbitrariamente  se  le 
priva,  por  ejemplo,  del  derecho  d(?l  sufrajio,  que  cuando  se  lo 
despoja  violentamente  de  sus  bienes. 

Si  estas  observaciones  se  verifican  en  todas  partes,  por- 
que en  todas  partes  es  el  mismo  el  corazón  humano,  i  unos 
mismos  los  resortes  que  le  mueven,  en  ninguna  encuentran 
una  aplicación  mas  exacta,  que  en  los  pueblos  que  compo- 
nen el  continente  americano.  Despojados  durante  el  colo- 
niaje de  toíla  especie  de  derechos  políticos,  completamente 
ciegos  en  ^1  conocimiento  de  ellos,  tanto  por  la  organización 
do  la  sociedad  a  que  pertenecíamos,  como  por  el  tenaz  es- 
tudio de  nuestros  dominadores  en  no  dejarnos  abrir  los 
ojos  a  la  luz  del  saber  i  do  la  civilización,  no  considerando 
en  nuestra  patria  mas  que  el  lugar  ({uo  la  naturaleza  nos 
había  designado  para  arrastrar  nuestra  existencia,  i  viviendo 
mas  para  nosotros  que  para  esa  patria,  debemos  necesaria- 
mente ver,  mas  tibio  que  en  otros  pueblos  en  que  la  libertad 
ha  echado  profundas  raíces,  el  amor  a  nuestras  prerrogativas 
políticas,  esto  es,  el  espíritu  público.  En  los  momentos  de  la 
lucha  do  nuestra  independencia,  la  exaltación  que  produjo  la 
revolución  de  ideas,  i  las  ardientes  esi)eranzas  de  un  porvenir 
imevo  i  verdaderamente  lisimjero,  pudieron  inspirarnos  entu- 
siasmo suficiente  para  conquistar  a  todo  trance  nuestra  eman- 
cipación. l*ero  este  entusiasmo  so  extinguió  con  la  consecución 
del  grandioso  objeto  a  (|ue  se  dirijia;  i  elevados  al  rango  de 
naciones  con  las  mismas  costumbres  i  con  las  mismas  preocu- 
paciones del  coloniaje,  no  hemos  jXMlido  ttMlavía  croar  i>or  los 
derechos  ix)líticos  ol  inlen-s  que  solo  se  (lobo  al  cíjnocimientu 
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(le  ellos,  conocimionto  c[no  no  jiiunlo  líahorso  adquirido,  sino 
con  mucha  limitación,  en  el  corto  período  do  nuestra  existen- 
cia política. 

No  nos  sucede  lo  mismo  con  nuestros  derechos  civiles.  liemos 
sido  hombres,  aunque  no  luibiésomos  «ido  ciudadanos;  hemos 
tenido  vidas  que  defender  i  propiedulcs  que  guardar,  aunque 
hayamos  carecido  del  derecho  de  elejir  nuestros  representantes. 
Cualquier  obstáculo,  pues,  que  impida  el  ejercicio  libre  d(v 
nuestra  libertad  civil,  cualquiera  ultraje  a  ella,  nos  son  inlini- 
tamente  menos  llevaderos,  que  las  trabas  con  que  se  encadene 
nuestra  libertad  política;  i  las  leyes  protectoras  de  aquella  pro- 
ducen un  bien  a  que  damos  mil  veces  mas  valor  que  al  que 
resulta  do  las  que  protejen  la  segunda. 

Ninguna  entre  ellas  mas  conservadora  de  nuestras  garantías 
civiles,  que  la  responsabilidad  de  los  individuos  del  poder  ju- 
dicial. Destinados  a  ejerwT  el  ministerio  público  que  tiene  con 
nuestros  intereses  el  roce  mas  inmediato,  llamados  a  decidir 
nuestras  disputas  pecuniarias,  i  por  consiguiente,  a  disponer 
do  nuestros  bienes,  a  lavar  las  manchas  con  que  injustamente 
se  quiera  empañar  nuestro  honor,  i  a  castigar  los  ataques  he- 
chos a  nuestra  seguridad,  i  a  nuestra  conservación,  tienen  en 
sus  manos  una  espada,  que  no  podríamos  ver  esgrimir  sin  es- 
panto, si  las  pasiones  o  la  ignorancia  pudieran  manifestarse 
impunemente. 

Mas  de  todos  los  encargados  de  la  administración  de  justi- 
cia, ninguno  se  Iialla  investido  de  una  autoridad  mas  peligrosa, 
que  los  jueces  de  primera  instancia.  Ellos  ion  los  que  dirijen 
la  discusión  del  negorio  contenírioso  que  se  somete  al  conoci- 
mionto de  los  tribunales;  ellos  los  que  investigan  la  verdad, 
onriíjueciondo  el  pro(íeso  con  todos  los  datos  que  conduzcan  al 
esclarecimiento  de  ella,  i  que  habilitan  a  los  jue^*es  superiores 
para  averiguar  la  rectitud  con  que  se  ha  juzgado;  ellos  los  que 
dirijen  la  j)rueba,  que  es  la  base  sobre  que  n*posa  el  at^ierto  de 
los  juicios.  I  (juien  tiene  a  su  cargo  funciones  tan  delicadas, 
¿cuáníos  |>eliírros  no  ofrece  cu  el  ejtTcicio  de  ellas,  si  llega  a 
dejarse  arrastrar  por  la  píU'cialidad  o  a  c(»;jrarse  por  el  error? 
Nada  mas  fácil  qu<*  dar  al  j)roeí'so  un  jir<»  que  oscurezca  los 
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ilcrcclioít  lejítiinos;  niula  mas  íócil  que  multiplicar  los  trámites 
(lo  manera  ([uc  entorpezcan,  cuamlu  no  aniquilen,  una  acción; 
iiaiU  mas  fáitil  que  embrollar  la  prueba,  recargarla  de  circuns- 
tnncins  inútiles,  no  reducirla  al  punto  pret;iso  de  la  cuestión, 
Esta  racilidaíl  so  aumenta  consídorablementc,  si  njamos  la 
atcimion  en  el  vasto  campo  que  abren  a  la  malicia  las  dispo^i- 
i'iones  de  nueKtnia  códigos,  viciosos  mas  quo  en  todo,  en  lo 
relativo  a  los  trArnites  i  a  las  pruebas.  Loa  unos  ofroison  dila- 
ciones a  ijne  constantemente  sp  acojo  la  mala  fe;  las  otras  so 
producen  de  una  manera  inquisitorial,  que  no  permite  qufi  el 
activo  ínteres  de  las  partes  ejerza  su  t'ficaz  influjo  en  el  escla- 
recimiento de  los  hedios.  S¡  como  en  los  países  quo  tienen  en 
mas  perfección  la  administración  do  justicia,  trozase  entre  no- 
sotros e-1  patrocinador  de  una  causa  de  In  facultad  de  dirijir  a 
los  testigos  presentados  jior  la  parte  contraria  las  preguntas 
necesarias  imra  la  averiguación  de  un  hecho,  o  a  lo  menos  tío 
indicar  al  juez  tal  o  cual  interrogación  duranto  el  examen  de  un 
testigo;  ai  el  numeroso  concurso  que  presencia  aquellas  solem- 
nes actuaciones  pudiera  también  entre  nosotros  formar  un  j  uicio 
exacto  do  la  causa  enlitijio;  si  los  jueces,  convertidos  en  blanco 
de  las  miradas  de  todo  un  pueblo,  hallasen  en  tan  saludablos 
instituciones  un  valladar  inexpugnable  contra  todo  jénero  do 
injusticias;  oí  ciudadano  honrado  i  pacifico  tendría  entonces 
las  mas  seguras  garantías  para  la  conservación  do  sus  derechos. 
Entre  nosotros,  por  el  contrario,  en  el  examen  t|uc  el  juez 
haga  de  un  testigo,  no  debe  haber  presente,  por]aIoi,maa 
persona  que  el  escribano;  i  ni  es  fácil,  ni  aun  posible,  prever 
en  la  formación  de  un  intorrogatorio  todas  las  circunstancias 
i  todos  los  nuevos  caminos  de  prueba  quo  se  ofrezcan  duranto 
ei  examen,  ya  por  una  contestación  anfibolójica,  ya  por  tal  o 
cual  mutación  que  se  observe  en  el  somblanto  del  testigo,  ya 
por  el  embarazo  en  que  se  le  ponga  al  dirijirsele  una  pregunta; 
ni  evitar  la  oportunidad  que  so  presenta  a  un  testigo  sobornado 
para  producir  un  testimonio  falso,  no  hallándose  mas  que  a  la 
presencia  do  dos  hombros,  cuando  por  el  contrario  temblaría 
al  encubrir  o  al  disfrazarla  verdad,  teniendo  a  todo  un  público 
[tendiente  de  sus  labios. 
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Vicios  tan  notables,  i  vícioa  que  afeclan  la  parle  de  proce- 
dimientos qiia  constituye  verdaderamonto  el  arte  do  enjuiciar, 
entorpecerían  sobre  manera  el  uso  expe<Iito  ele  los  dorechoa 
civiles,  i  tendrianon  continuos  c  inminentes  riesgos  la  liliertüd 
i  la  seguridad  individual,  si  se  a^Tavasi'»  sus  consecuencias 
con  la  irr&sponsabilidad  de  loa  juece.s. 

Mas  nada  adelantarinmna  con  una  institución  ([Ue  sirvo  <lc 
escudo  a  nuestras  primeras  garantias,  si  el  celo  do  los  tribu- 
nales superiores  no  se  contrajese  a  ponerla  oportunamente  en 
ejecución.  A  ellos  corresponde  por  la  lci  el  examen  do  las 
actuaciones  hechas  por  loa  juzgados  de  primera  instancia;  i 
nada  mas  a  propásito  que  ose  examen  jiara  conocer  la  rectitud  con 
que  ha  procedido  el  juez,  i  para  reprimir  cualquier  abuso  co- 
metido en  ol  ejercicio  do  su  autoridad.  No  llenarian  su  misión, 
sino  do  una  manera  mui  imperfei'ta,  contentándasc  con  decidir 
sobre  la  cuestión  princíijal  sometida  a  su  conocimiento,  i  con 
reparar  las  injusticias  bechas  en  un  fallo,  sin  evitar  con  la  de- 
claración lie  la  responsabilidad,  cuando  haya  lugar  a  ella,  una 
grave  ínfraccton  de  lci  bija  déla  malicia  o  de  la  ignorancia, 
ijfualmente  perniciosas  en  el  desempeño  de  tan  imimrtanto 
ministerio. 

I  sobro  ningún  tribunal  pesa  tanto  este  deber  como  sobre  la 
excelentísima  corto  suprema  de  justicia,  que,  poníenilo  en  ejer- 
cicio, sobro  todo,  en  las  causas  criminales  sometidas  a  su  co- 
nocimiento, la  superintendencia  correccional  cjue  lo  concede 
el  articulo  'Jli  de  nuestra  constitución,  puedo  facilitar  la  ejecu- 
ción do  la  responsaljílidad  i  hacer  mas  eficaz  este  remedio 
saludable.  Nunca  es  mas  importante  su  aplicación,  que  cuando 
86  trata  do  correjir  un  error  nacido  de  la  arbitrariedad  o  do  la 
desidia  en  la  administraciou  do  la  justicia  criminal,  que,  ver- 
sándose sobro  los  intereses  mas  caros  de  los  bombres,  puede 
ocasionar  terribles  e  irreparables  niales,  con  las  infracciones 
que  so  comentan  al  ejercerla.  A  la  ilustración  del  tribunal  su- 
premo, no  se  ha  ocultado,  sin  iluda,  esta  venlad  incuestionable; 
i  el  conocimiento  do  ella  ba  excitado  el  celo  (¡ue  le  distingue  en 
ol  cumplimiento  de  sus  deberes,  consagrando  una  escrupulosa 
atención  a  la  conducta  de  los  jueces  en  las  causas  criminales, 
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i  haciendo  efectiva  una  de  las  mas  bencfícas  atribuciones  que 
le  señala  el  código  político.  Mientras  que,  en  el  todo  o  por 
parte,  se  sanciona  i  plantea  el  de  procedimientos  en  proyecto, 
que  determina  con  mas  puntualidad  i  precisión  la  responsabi- 
lidad de  los  jueces  de  primera  instancia,  confíamos  en  que  el 
celo  i  tino  de  la  corto  suprema  hagan  cesar  el  peor  de  los 
males  que  ha  producido  la  impunidad  de  los  jueces,  a  saber, 
la  corrupción  de  las  costumbres. 


(Araucano,  año  do  1836.) 
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OBSERVANCIA  DE  LA  LEÍ 


Si  la  observancia  de  las  leyes  es  tan  necesaria  que  sin  ella 
no  puede  subsistir  la  sociedad,  ésta  impone  una  obligación 
estrecha  a  cada  uno  do  sus  individuos  de  cumplir  con  lo  que 
respectivamente  le  corresponde;  i  no  hai  títulos,  no  hai  consi- 
deraciones bastantes  que  los  releven  de  esta  obligación,  desde 
la  primera  autoridad  hasta  el  encargado  mas  subalterno,  ya  se 
considere  la  administración  jeneral  de  una  república,  ya  el 
poder  do  administrar  justicia,  desde  el  dueño  de  la  mayor  for- 
tuna hasta  el  mas  destituido  de  facultades.  Desde  el  que  se 
halla  en  el  colmo  de  los  honores  i  distinciones  hasta  el  mas 
oscuro  habitante  comprende  el  imperio  de  la  lei;  i  todos  son 
ante  ella  iguales,  porque  la  regla  de  justicia  i  equidad  que 
mido  a  todos,  es  una  misma,  sin  que  pueda  admitir  variacio- 
nes esenciales,  por  mas  que  sea  distinta  la  condición  do  las 
personas. 

Los  mismos  encargados  de  dar  las  leyes,  el  gobierno  supre- 
mo a  quien  corresponde  sancionarlas,  están  ligados  en  el 
ejercicio  de  sus  altas  funciones  a  leyes  que  no  pueden  traspa- 
sar; porque,  si  bien  una  disposición  legal  puede  derogarse, 
mientras  ella  subsiste,  por  ninguno  debe  respetarse  tanto, 
cuanto  por  aquellos  que,  infrinjiendo  las  leyes,  no  harían  otra 
cosa  quo  minar  las  mismas  bases  sobre  que  su  autoridad  dos- 
cansa.  Un  eniixírador  romano  que  se  juzgaba  superior  a  las 
leyes,  decia:  ^mriquc  no  estemos  ligadoí^a  las  loyes^  vivimos 
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COR  attaK,  smlmcñ  digna  ds  tcnctaE  stcmiire  [Kcsojtr,  i  que 
dnnucstra  la  necesidad  en  que  se  ballaa  aun  los  encardados 
de  trnliit-mos  d«^[>útio09,  de  tmer  lejcs,  de  rrspctarUs  i  cum- 
]4irIa.o,  |>on{ue  ea  <sto  se  interesa  nada  m¿nos  qae  su  cxislcn- 
Í-Í8  poUtit-a.  ¿Cuúito  mayor  será  Ola  necefaiMii  en  triLienios 
regúlame,  de  dunile  debe  estar  moi  dl^inte  lodo  \o  qiie  sea 
|irv)ccder  ¡Mr  arbitrio  propio^  La  Id,  pues,  del>c  ser  la  divbia 
de  los  lejUlarliwes  i  du  lus  ^bicmos;  la  lei  la  que  aatme  las 
operaciones  todas  de  loa  encargados  de  tan  ítulilimes  funcione!*, 
porque  ellas  pierden  todo  su  esplendor,  su  \-aIor  i  su  inlltíen- 
eia  en  d  momento  que  U  leí  deja  de  dinjirla<>. 

Es  todacta,  si  cabo,  mucho  mas  fuerte  la  sujeción  a  las 
l>-yes  en  los  encart*ados  de  administrar jii5tit:ia.  Les  indiviJoos 
en  quienes  estd  depositada  esta  gran  confianza  de  los  pueblos, 
no  pueden  en  su  desempeño  separarse  de  las  ieyes;  i  por  mui 
Itoderosas  que  sean  laü  razones  pri\'adas  que  les  asistan  pam 
apartorae  de  su  tenor  o  declinar  ui  tanto  de  él,  todas  deben 
callar,  no  debiendo  oirse  en  el  santuario  de  la  justieia  otras  toóos 
que  aquellas  que,  pronuncia  lis  por  la  raz  >ii  antes  do  kw  casos, 
dieron  a  los  jucees  las  fgla^f  securas  de  su  conducta,  quede 
ningún  modo  podían  coníiignarse a  la  cleocion  de  una  luluntad 
fcujeta  a  variaciones  i  extravíos.  Puede  muchas  \*eces  parecer 
al  juez  una  lei  inju>la;  puede  creerla  temeraria;  pueile  encon- 
trar su  opinión  apoyada  en  doctrinas  que  le  parezcan  respeta- 
JiIeSji  puede  ser  que  no  se  equivoque  en  su  concepto;  pero,  con 
todo,  ni  pueble  obrar  contra  esa  Ici,  ni  puede  desentenderse  de 
ella,  porque,  si  en  los  jueces  bubiera  tal  facultad,  no  ya  ¡lor  las 
leyes  se  reglarían  las  decisiones,  sino  por  las  particularct.  opi- 
niones de  loa  majistradns.  Los  que  conocen  bien  la  ffrave<Iad 
de  su  desfino,  i  sus  verdaderas  atribuciones,  son  por  lo  diuho 
solícitos  de  examinar  las  disposiciones  leales,  de  darles  su 
verdadero  valor,  í  despreciar  toila  interpretación  siniestra,  toda 
doctrina  que  no  se  encuentre  en  verdadera  consonancia  con 
ellas;  i  éslus  son  loa  que  cumplen  del  mejor  modo  con  los 
grandes  cargos  anexos  al  tremendo  oficio  de  decidir  sobre  la 
fortuna,  sobre  la  vida  i  cl  honor  de  sus  scmojantcs. 

Inútil  parece  decir  que,  estando  el  juez  de  tal  modo  ligado 


a  la  Ici,  que  no  puede  seiiararso  de  ella,  por  mas  convenien- 
tes i  justas  que  parezcan  las  razones  en  contrarío,  esa  misma 
atadura  debe  hacerle  que  preticinda  enteramente  de  personas, 
cuando  so  trata  de  aplicar  las  Kyos.  Dijimos  que  nos  parecía 
inútil  detenernos  sobre  este  particular  tan  salndo,  como  quo 
on  él  consiste  la  esencia  del  olicio  del  juez;  pei-o,  a  pesar  do  to- 
do, lo  hemos  recordado,  jwrquc  de  este  principio  üi\.'cnios  sacHr 
consecuencias  no  poco  importantes  a  favor  ilc  los  niajistrados», 
(Ifil  modo  dipTM)  con  tjuo  deljen  proceder  en  el  desempeño  dft 
sus  destinos,  del  acatamiento  i  buena  voluntatl  con  que  dolwn 
ser  recibidas  sus  decisiones;  porque,  si  bien  es  tan  saI>ido  qiKi 
el  juez  no  puede  separarse  de  las  leyes  por  respeto  de  las  per- 
sonas, nada  es  tan  frecuento  como  el  querer  inclinar  a  las 
iwrsonas  las  leyes  i  los  jueces,  i  descalcar  a  las  veces  contra 
¿8tos,  los  efectos  de  un  infundado  enojo,  porque,  oyendo  los 
jirceeptos  do  las  leyes,  no  escucharon  los  importunos  clamores 
<te  los  individuos. 

Si  es  el  juez,  repetimos,  esclavo  de  la  Ici,  si  sobre  ella  no 
tiene  arbitrio,  si  nada  es  tan  opuesto  a  su  oficio  como  la  acepta- 
ción de  personas,  se  sigue  que  nada  pueile  ser  tan  rcprobailo 
como  querer  inclinar  el  ánimo  do  los  jueces  por  otras  vias 
quo  Ro  sean  aquéllas  establecidas  i  justificadas  por  el  derecho. 
No  queremos  liacor  mírito  do  aquéllas  que  a  primera  vista 
chocan  con  la  razón  i  la  decencia,  el  coliecho,  los  obsequios,  los 
servicios  de  importancia.  Otros  medios  se  emplean  que  por  la 
misma  razón  do  ser  mas  deccntoa,  son  mas  difíciles  do  repeler, 
mas  fáciles  do  producir  efecto,  i  mas  dignos,  por  lo  mismo, 
<le  excitar  conti'a  ellos  las  mas  serias  i  justas  prevenciones. 
l*Yecuentemente,  a  mas  del  letrado  a  quien  se  encarga  la  de- 
fensa de  un  litijio,  se  busca  por  la  parte  i  por  el  letrado  mis- 
mo, quien  preste  a  la  causa  otro  jéncro  do  protección,  que 
consiste  en  privadas  rocomendaoiones  para  obtener  por  medio 
do  ellas  la  victoria;  i  a  veces  suele  ponerse  mas  ompoño  en  ca- 
ta quo  podemos  llamar  defensa  clandestina,  que  en  la  que  se 
hace  por  ministerio  del  juicio  público.  Por  desgracia,  el  uso 
lia  heclio  tan  frecuente  esta  clase  do  recursos,  c¡ue  ya  no  so 
repara  por  los  liliganlos  on  lomarlos,  ni  por  personas  aun 


timoratas  en  «rt-r'-ir  de  in^trim'ínto  de  cltjs,  ni  los  jueces  ha- 
<--en,  coni'j  d'irhicran.  repan^  en  la  oft-nsa,  que  con  tal  procedi- 
miento se  in:Iore  a  la  dimi-Lid  de  sus  destinos,  i  a  sus  personas 
]L^1lia.s  con  la  responsabilidad  del  mejor  desempeño  de  aqué- 
llos. 

Tolas  las  veces  que  la  iníluencia  de  una  persona  se  interiw- 
ne  para  lograr  a  favor  de  otra  el  buen  éxito  de  un  negocio 
judicial,  debe  considerarse,  sean  cuales  fueren  las  circunstan- 
cias de  aqiiélla,  si  puede  tener  algún  título  racional  pai-a  tomar 
a  su  cargo  el  desempeño  de  ese  oficio.  ¿Qw.  es  lo  que  va  a 
pedir  al  juez?  Si  gracia,  ella  no  está  en  la  esfera  de  sus  atri- 
buciones; sí  justicia,  para  esto  no  es  parte,  ni  pitle  del  modo 
que  debe  pedirse,  ni  el  juez  puede  oírle,  sino  en  el  urden  esta- 
lilecido  por  las  leyes.  Para  proceder  de  esta  suerte,  bastan  al 
juez  las  interpelaciones  de  su  propio  oficiu*,  i  añadir  a  ellas  el 
l>oder  de  la  mediación  i  el  valor  del  influjo,  no  es  sino  un  in- 
sulto el  mas  declarado  a  la  persona  del  juez  mismo,  con  quien 
se  suponen  mas  poderosos  los  resortes  que  se  mueven,  que  los 
de])eres  sagrados  a  que  se  ha  constituido  aceptando  el  destino 
i  jurando  proceder  en  su  ejercicio  fiel  i  legalmente. 

Ijien  saI)enios  que  los  empeños  de  los  sujetos  mas  influen- 
tes, fjuc  los  respetos  mas  a  propósito  para  imponer,  no  son 
snfií;if;nt^.s  p'ira  (contrastar  el  ánimo  de  un  majistrado  que  debe 
'•.-)l;jr.si<irii)rf;  df  sj)rí»iidi'lo  de  otras  consideraciones  que  no  sean 
Lis  íUí  la  justicia,  i  dos'.-ansando  en  ella  debe  ser  tan  firme  que 
na<la  baste  a  conmoverlo;  poro  sabemos  también  que  los  jue- 
cíis  son  lioiubr'j.s,  quo  no  poseen  todos  en  igual  grado  las  vir- 
tuílf'S  convenií-iito.s  a  los  altos  destinos  queocupan,  ni  en  todas 
uí-nsioncs  pueden  tener  la  misma  firmeza  o  la  misma  pcrspi- 
caíña  para  rocliazar  los  asaltos  de  la  influencia  o  de  la  astucia; 
i  creí  rnos,  ])or  lo  mismo,  mas  seguro  el  que  se  niegue  la  entra- 
da a  los  enemigos  manifiestos  de  la  buena  conducta  funcionaría 
de  un  juez,  porque  01  estará  tanto  mas  seguro,  cuanto  meto- 
res  sean  las  ocasiones  que  se  le  ofrezcan  de  poner  sus  virtudes 
a  prueba.  í  Junoccinos  que,  tratando  de  la  observancia  de  las 
leyes,  liemos  <»ntrarlo  insensiblemente  en  una  parto  de  la  mo- 
ralidad de  los  juíHj'js;  p^TO  conocemos  tnmbien  que  es  difícil  o 


imposible  separar  una  materia  de  otra,  ya  porque  no  puede 
Iial)er  perfecta  observancia  d«  la  lei  cuando  no  liai  una  moral 
«rreglnda  resptcto  de  aquollo  ((uo  influye  inmediaUmiente  en 
su  cumplimientu;  ya  porque,  Iralandu  do  hacer  frui'tuusaa  nues- 
tras observaciout-'s,  debemos  ¡wr  medio  de  ellus  trabajar  lo 
posible  pars  que  sen  reconocido  todo  aqiitdlo  qae  de  al^urt 
modo  se  oponga  al  bien  que  procuramos  establecer.  Volvamos, 
pues,  a  nuestro  intento,  estiiblcciendo  qiio  laH  modiucione* 
conocidas  vulijarmi-nle  con  el  nombre  de  enipefíoi,  que  todos 
esos  resortes  extra  judíela  les  que  se  ponen  cu  ejercicio  para 
mover  el  ánimo  de  loa  jueces,  son  los  mas  opuestos  a  la  rec- 
titud propia  del  oficio  de  aquéllos,  los  que  tienen  mas  tcnden* 
cia  a  la  accplaoioii  de  personas,  i  liacer  que  éstas  sean  atendi- 
das sobre  las  mismas  leyes.  ¡Olí  sí  pudiésemos  con.foguir  que 
so  rellexionase  lo  bastante  sobre  este  punto  i  se  le  diese  ol  va- 
lor debido!  Muchos  menos  serian  los  que  se  encargasen  de  to- 
mai"  interés  ¡>or  el  éxito  (le  negO(-ios  ajenos  i  do  interponer 
respetos  para  con  los  majistrados;  i  acaso  no  liabria  uno  solo 
de  estos  respetables  funcionarios,  que  no  repelíase  arbitrios 
tan  injustos  i  ofensivos,  poseidos  de  la  justa  indignación  quu 
ellos  merecen  por  todos  aspeiítos. 

Casi  en  el  mismo  grado  miramos  otro  arbitrio  en  (jue  «e  re- 
para menos,  que  Ue^a  a  estar  canonizado  por  el  uso,  i  aun  a 
estimarse  como  un  deber  por  la  mayor  parte  de  los  que  liti- 
^n,  i  por  algunos  jueces  que  se  díü^nan  rellexionar  muí  poeo 
sobre  la  calidad  i  circunstancias  del  ministerio  que  ejercen. 
Queremos  hablar  do  las  visitas  privadas  que  hacen  i  ripiten  a 
loa  jueces  los  que  litigan  para  informarles  de  su  derecho.  Si  se 
reflexionaso  cuan  molesto  es  a  un  majistrado,  en  medio  de  sua 
^'randcs  ocupaciones,  el  que  se  lo  distraiga  de  ellas,  o  se  tur- 
be talvez  8U  re|>oso  en  las  pocas  horas  que  para  él  deja  su 
pesado  ejercicio,  cuando  no  por  otros  respectos,  por  esta  sola 
consideración  deberían  evitarse  estas  imiiertinentcs  visitas-, 
pero  séanos  permitido  preguntar,  ¿qué  se  proponen  con  ellas 
los  interesailos?  ¿Es  acaso  decir  al  juez  algo  mas  do  lo  que  cons- 
ta en  los  autos  o  de  lo  que  se  ha  do  produi-ir  en  el  discurso 
do  la  (musa  ante  el  tribunal  o  el  juzgottn?  Si  es  esto,  do  nada 
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sirve,  porque  el  juez  no  debe  liaccr  uso  de  semejantes  noció- 
nos. Si  va  a  tratarse  de  lo  quo  ya  so  ha  espucsto  o  ha  do  espo- 
nerso,  inútil  es  del  todo  tan  cliocanto  repetición,  no  ménoa  que 
agraviante  al  majistra<!o,  a  quien  se  cree  píx»  atento  3  lo» 
fundamentos  pruducldus  ante  él  en  juicio.  Si  a  nada  uonducon 
esta»  visita*^,  su  práctica  no  puede  tener  otro  objeto,  quo  el 
atraer  por  distintos  caminoíí  el  ánimo  del  juez  procurando  ha- 
cer en  c-l  impresiones  favorables  al  intento  que  se  sostiene,  { 
perjudidales,  no  solo  al  intcntocontrarío,  sino  a  la  persona  o 
personas  que  lo  defienden.  Nada  es  tan  fecundo  en  arbitrios 
como  el  interés  particular,  especialmente  si  se  acompaña  de  la 
depravación  del  ánimo;  i  por  eso  un  litigante  injusto,  rcpition- 
do  visitas  en  que  ejercita  los  ardides  todos  que  le  sujicre  su 
malicia,  loi^  muchas  veces,  sin  que  el  mismo  juez  lo  conoz- 
ca, ventajas  sobre  su  corazón.  Nada  deben,  pues,  cuidar  tanto 
los  jueces,  como  el  poner  un  muro  fuerte  a  estas  avenidas,  que 
pueden  en  muchas  ocasiones  extraviarlos  del  sendero  de  las 
leyes.  Por  otra  parte,  si  el  juoz  no  puede  oír  a  un  litigante  so- 
lo, i  debe  prestar  a  todos  los  interesados  audiencia,  si  sus  ac- 
tos deben  ser  públicos,  no  hai  razón  alguna  que  pueda  justifi- 
car estas  privadas  conversaciones,  donde  a  la  vez  pueden 
sentarse  principios  que  no  tendrían  lugar,  si  el  interesado 
contrario  los  oyese  í  rechazase  con  las  razones  propias  de  su 
defensa.  Oiga  el  juez  en  el  lugar  público,  destinado  para  dar 
.  audiencia;  este  es  au  oficio;  pero  fuera  de  él,  no  escucho  cosa 
alguna,  poniuo  la  sorpresa  estará  muí  cerca  de  su  ánimo;  i 
porquo  es  preciso  que  haga  entender  a  los  quo  claman  por 
justicia,  quo  no  está  el  obtenerla  en  practicar  muchas  dili- 
jencias,  sino  en  hacerlas  proceiiliondo  en  todo  sin  salir  del  ca- 
mino que  tienen  trazado  las  leyes. 

8i  las  dilijenoias  extraordinarias,  queremos  decir,  si  los  dí- 
fcrcntcs  arbitrios  de  que  a  las  veces  so  valen  los  litigantes 
fuera  del  juicio,  para  inclinar  a  su  favor  el  ánimo  do  los  jueces, 
fucaon  üonstaiitemente  reijclidos,  loa  jueces  tendrían  mas  faci- 
lidad para  desempeñar  su  oíicío,  i  los  litijios  serían  tanto 
menos  gravosos  cuanto  menor  número  de  pasos  sería  necesario 
dar;  pero,  una  vez  admitidas  la  interposición  de  rcsi>ctos  i  las 
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privadas  conrerencias,  todos  loa  quo  tienen  ínteres  en  los  ne- 
gocios se  ven  precisados  a  abusar  de  oatos  arbitrios,  por  mas  t[ue 
les  repugnen,  pues  que,  viendo  a  sus  contrarios  practicarlos, 
creen,  i  no  sin  fundamento,  que,  si  los  omiten,  ponen  ^n  peli* 
gro  el  éxito  de  sus  derechos.  Conviene,  por  esto,  que  loa  ma- 
jistrados,  penetrados  del  alto  Ínteres  ile  la  administración  que 
está  a  su  cargo,  declaren  una  guerra  constante  a  esa  costum- 
bre desgraciadamente  introducida,  i  no  omitan  medio  para 
hacer  entender  que  ellos  no  están  constituidos  en  la  sociedad, 
sino  para  dar  a  cada  uno  lo  que  es  suyo  con  una  astricta  suje- 
ción a  las  leyes,  las  cuales  no  pueden  varínr,  sean  cuales  fue- 
ren los  respetos  i  las  consideraciones  que  se  interpongan.  Una 
conducta  do  ¡larte  de  los  majístrados  asi  sostenida,  es  la  que 
estimamos  como  la  única  lección  eficaz  para  hacer  que  conozca 
la  jeneralidad  la  ímjKirtancia  de  tan  noMe  destino,  i  para  que 
todos  los  actos  que  emanen  de  su  ejercicio  obtent,^an  el  grado  de 
acutamiento  que  les  es  debido,  í  por  tanto  conviene  para  evitar 
quejas  i  resentimientos  personales,  quo  bien  frecuentemente, 
i  con  harto  disgusto  ilo  los  hombres  juiciosos,  se  oyen  contra 
los  majistrados,  aun  por  los  actos  mas  justos,  no  por  otro 
principio,  sino  porque  se  cree  que  en  manos  do  estos  funcio- 
narios está  el  proceder  según  la  voluntad  do  cada  uno. 

Si  en  la  aplicación  de  las  leyes  no  cabo  aceptación  do  perso- 
nas, nada  puede  ser  tan  extraño,  como  que  éstas,  en  iguale.? 
casos,  tengan  todo  su  efecto  en  unos  individuos  i  dejen  de 
tenerlo  en  otros.  Disparidad  semejante  echa  por  tierra  todo  el 
respeto  debido  a  las  leyes,  i  abro  el  camino  mas  expedito  a  su 
total  inobsert'ancia.  Después  que  la  Ici  dispuso  lo  (jue  debia 
practicarse,  no  hai  persona  que  tenga  un  título  racional  para 
eximirse  de  su  disposición.  Dura  suele  ser  en  muchos  casos  la 
aplicación  de  la  leí,  particularmente  cuando  se  trata  de  mate- 
rias criminales;  pero  en  esto  consisto  el  mérito  de  quien  es 
destinado  a  aplicarla.  Este  es  el  sacrificio  que  se  ha  jurado 
hacer  a  la  justicia;  i  el  que  no  se  cree  con  fuerzas  bastantes 
para  inmolar  constantemente  aun  sus  afecciones  mas  caras, 
cuando  ella  lo  exijo,  no  debo  por  un  momento  ocupar  lugar 
alguno  de  la  majístralura. 
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No  ignoramos  tjuc  la  rigurosa  aplicación  ilo  las  leyes  esti 
sujeta  algunas  veces  a  inconvenientes,  i  (¡tío,  en  ol  órtlen  do  la 
justicia  criminal,  es  necesario,  de  cuando  en  cuando,  templar 
BU  severidad;  porque,  siendo  jenorales  sus  disposicionta,  es  im- 
¡losible  que  prevean  todas  las  circunstancias  quo  modíGcan  la 
gravedad  de  un  ilclito,  i  tudas  las  consideraciones  extrínsecas 
que,  si  se  hubieran  presentado  a  la  mente  del  Icjislador,  le 
habrían  prubablomonto  sujerido  excepciones.  De  dus  modos 
se  ha  procurado  remediar  este  defecto.  El  primero  consiste  cu 
no  señalar  para  cada  crimen  una  pena  idéntica  en  capccio  o 
grado;  la  Ici  deja  a  la  prudencia  del  majistrado  ya  la  elección 
entre  dus  castigos,  ya  la  deterrainacioB  de  la  cantidad  en  que 
debe  aplicar  una  pena  especirica,  fijando  los  limites  máximo 
i  mínimo  a  qiis  ha  de  ceñirse.  Mas  aun  ssí  podría  suceder 
muchas  veces  que  razones  poderosas  de  humanidad  o  de  poU- 
líca  ee  opusiesen  a  la  exacta  observancia  do  las  reglas  legales; 
i  este  es  el  caso  del  segundo  remedio.  Es  preciso  quo  haya  una 
fuente  do  equidad  i  clemencia,  que  concilio  la  justicia  con  la 
humanidad.  Pero  esta  autoridad  conciliadora  no  puede  residir 
en  los  miijistrados  judiciales;  nuestra  constitución  la  ha  sepa- 
rado Siibiamente  de  ellos,  porque  es  incompatible  con  aquel 
escrupuloso  respeto  i  estricta  adhesión  a  las  leyes,  que  es  el 
distintivo  de  la  judicatura. 

Nada  es  tan  propio  do  la  condición  del  hombre  como  la  vi- 
ciosa propensión  a  desatarse  de  la  leí  que  coarta  en  él  la 
absoluta  libertad  i  reduce  sus  operaciones  a  los  términos  de  la 
razón  i  de  la  justicia;  así  es  quo  en  naila  ea  tan  fecundo  oomo 
en  Tarjarse  títulos  quo  le  releven  do  aquel  iicso  que  comienza 
a  sentir  en  el  mamcnto  mismo  quo  principia  a  separarse  de  lo 
justo  i  honesto.  El  estado  de  elevación  o  de  abatimiento,  el  do 
ritjueKa  o  jwbreza  son  pretextos  a  cjuo  frecuentemente  recurro 
el  hombro  para  creerse  fuera  de  las  prohibiciones  o  penas  de 
las  leyes;  i  In  autoridad,  a  quien  conviene  moderar  las  acciones 
de  los  individuos,  de  nada  debo  cuidar  tanto,  como  de  quo 
nadie  se  acoja  a  tales  pretextos,  ni  ellos  valgan  para  colorir 
las  infracciones.  Una  conducta  contraria  traería  necesariamente 
las  peores  consecuencias;  el  ejemplo  de  los  que  están  constituí- 
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dos  en  un  grado  superior,  es  una  regla  para  los  inferiores, 
que,  asilándose  en  el  sagrado  de  la  tolerancia  que  se  tiene  con 
los  otros,  eluden  asi  las  prohibiciones  i  las  penas,  haciéndose 
do  esta  manera  infructuosas  las  providencias  de  la  lei,  i  su 
santo  imperio  un  vano  simulacro.  Es  necesario,  pues,  que  la 
autoridad  esté  siempre  armada  para  contrastar  a  las  exajeradas 
pretensiones  de  la  alta  fortuna;  i  como  la  humildad  i  la  indi- 
jencia  tienen  también  sus  seducciones,  i  seducciones  acaso  mas 
peligrosas,  porque  interesan  a  su  favor  los  afectos  mas  nobles 
i  desinteresados  del  corazón  humano,  es  también  preciso  evitar 
que  estos  puros  i  jenerosos  sentimientos  se  conviertan  en  una 
criminal  flaqueza,  torciendo  la  vara  de  la  justicia.  Las  decisio- 
nes del  majistrado  no  deben,  ni  aun  con  los  mas  plausibles 
motivos,  desviarse  un  punto  de  la  norma  que  les  trazan  las 
leyes,  porque  no  pueden  hacerlo  sin  introducir  en  el  orden 
judicial  un  principio  de  arbitrariedad,  que  no  siempre  será 
guiado  por  impulsos  igualmente  excusables,  i  que,  creciendo 
[K>r  grados,  llegará  a  viciarlo  del  todo.  Tal  ha  sido  siempre  la 
marcha  do  las  corruptelas  i  abusos. 

[Araucano,  año  de  1836.) 
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Nuestros  lectores  saben  haré  tiempo  los  desvelos  del  gobierno 
por  el  arreglo  de  la  administración  de  justicia,  que  no  puede 
menos  que-  considerarse  como  la  base  de  la  felicidad  social. 
Nuestras  vidas,  nuestro  honor,  nuestras  propiedades  forman 
los  intereses  mas  caros,  cuya  conservación  esperamos  de  una 
sociedad  constituida.  El  expedito  ejercicio  do  los  derechos  po- 
líticos no  satisface,  sino  necesidades  mui  secundarias,  que  po- 
demos considerar  nulas  o  mui  poco  urjentes  si  el  interés  indi- 
vidual, que  es  el  resorte  mas  poderoso  del  corazón  humano,  no 
nos  mueve  a  contribuir  eficazmente  a  la  observancia  de  nues- 
tras instituciones  fundamentales.  El  bien  de  la  nación  jamas 
podrá  ser  buscado,  mientras  el  bienestar  individual  no  se  ase- 
gure; i  este  precioso  beneficio  de  la  civilización  no  puede  con- 
seguirse sin  el  goce  completo  de  la  libertad  civil. 

Esta  libertad  es  debida  exclusivamente  a  las  leyes  que  arre- 
glan la  administración  de  justicia.  La  conformidad  de  ellas 
con  el  estado  de  la  sociedad,  su  observancia,  i  por  consiguien- 
te, el  conocimiento  jeneral  que  se  tenga  de  sus  preceptos,  son 
los  únicos  medios  adecuados  para  marcar  con  exactitud  los 
límites  de  nuestra  voluntad  en  nuestras  relaciones  sociales,  i 
por  consiguiente,  para  determinar,  conservar  i  facilitar  en  su 
ejercicio  los  derechos  que  mas  afectan  nuestra  condicicm 
social. 


*l*2  OPÚSCLLÜS  JlHÍüICOS 


Leyos  sabias  hrtnos  tenido,  es  cierto,  desdo  la  dominación  fs*- 
pañola,  auniiue  oxijiaii  alu'unas  reformas  an»^io^s  a  los  ade- 
lantamientos del  siylo  i  a  nuestras  actuales  instituciones.  Pero 
estas  mismas  leyes,  diseminadas  (»n  vastos  volúmenes,  oscure- 
cidas por  (íl  desorden,  por  las  contradicciones  i  |)or  las  innu- 
merables glosas  de  los  (;om(íntadores,  no  podían  presentar  una 
norma  scí?ura  a  los  ciudadanos  para  dirijirsus  acciones,  ni  a 
h)s  jueces  para  decidir  con  acierto  las  cuestionas  sometidas  a 
KU  conocimiento.  lira  preciso  salvar  todos  estos  inconvenien- 
tes; era  preciso  puri^ar  nuestra  lejislacion  de  toda  esix*cie  de 
trabas  quecoartasen  la  l¡l)ertad  civil,  desnudarla  de  todas  las 
contradicciones  que  ofuscasen  los  preceptos  de  la  lei,  sacarla 
dtíl  tenebroso  laberinto  de  los  comcmtarios,  presentarla  en 
cuerpos  ordenados  i  reducidos  í(ue  facilitasen  su  eon«>cimien- 
to  a  toda  clase  de  individuos  i  (jue  a  una  rápida  ojeada  ilustra- 
sen a  los  juec(»s  en  cd  ejtírcicio  de  sus  importan t(»s  atribucio- 
nes. Todo  esto  es  objeto  de  la  operación  que  el  célebre  Ben- 
tliarn  ha  desitrnado  con  el  nouibre  de  codilieucion;  i  esto  es 
cabalmenttí  lo((ue  el  i3^ol>¡erno  ha  ([uerid<»  hacer  al  presentara 
las  cámaras  un  proyecto  de  reglamento  sobre  la  administración 
de  justicia.  La  lójica  no  necesita  esforzarse  para  recomendar 
este  sistcima,  a  la  vista  de  los  dos  í^^randes  monumentos  que  eter- 
nizan la  ineinoria(lv;loinp(M'a<I«.)r  romano  i  liel  emperador  francés. 

Mas  la  misma  impórtamela  ((u«*  damos  a  esta  rclorma,  que 
d*'b«'  inllnir  consiilt'ral»lein<'iit(f  en  los  pro;^resos  ile  la  Síjcietlad 
chilena,  nos  contrista  sn\:vr.  manera,  al  contemplar  lo  que  se 
aleja  de  n(.>sotrt)s  est(*  beneficio  por  la  lentitud  con  (pie  nues- 
tro cuerpo  Irjishitivo  procede  en  el  examen  del  proyecto.  En 
una  It'jisliitui-a,  a[)énas  se  ha  ¡xulido  examinar  por  una  sola 
i'ámara  la  parte  ])e([ueña  de  i'-l,  relativa  a  los  pn)ced¡mientos 
en  K'\  juieio  rjeculivo.  I)iscusiun<'s  sal)ias,  si  se  (piiere,  jkm'o,  en 
nuestro  humilde  couí'epto,  inútihs  i  perniciosas,  proloni^aii 
inilel»ídamente  su  aproJKíeion.  ImUih.'S  discusiones,  portjue  el 
proyri'lo  va  aci)mi)afiado  ya,  de  la  autnridatl  de  jxTsouas  nmi 
ri'petables  por  su  saber,  que  en  t-l  condujo  d<'  estado  lo  han 
examinado  escrupulosamentr,  i  dr  la  autoridad  d»-  su  no  mé- 
rtos  resjM'tablií  autor:  i  pernicio.sas,  pr»i  ([Ue  \\o  dejan  divisar  el 
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momento  en  que  la  repúl)li«'íi  verifique  una  importante  tran- 
sición en  el  estado  de  su  administración  de  justicia.  Sí  una 
discusión  tan  minuciosa  i  académica,  como  la  que  nuestros 
lejisladores  parecen  haberse  propuesto  hacer  en  la  presente  lei, 
hubiese  precedido  a  la  proniulí^acion  de  los  códií^os  franceses, 
el  mundo  hubiera  quedado  sin  admirar  la  salnduría  de  la  obra 
mas  grande  de  nuestro  siglo.  Sin  embargo  de  las  considera- 
bles alteraciones  que  esta  reforma  hacía  en  la  antigua  lejisla- 
oion  de  la  Francia,  sabemos  que  el  código  mas  importante, 
que  es  el  civil  o  de  Napoleón,  no  necesitó  mas  que  seis  meses 
para  su  eximen  i  aprobación,  i  que  cada  uno  de  los  otros  cua- 
tro apenas  ocupó  dos  meses  en  distintas  épocas  a  los  lejisladores 
franceses.  En  obras  de  esta  naturaleza,  en  que  un  optimismo 
exajerado  no  puede  satisfacer  su  deseo  de  perfección,  sino  a 
costi  del  trascurso  de  muchos  siglos  i  de  la  ventura  de  algu- 
nas jener.íciones,  es  preciso  contentarscí  con  lo  que  sea  compa- 
tible con  el  tiempo  i  con  las  urjencias  sociales;  es  preciso  re- 
posar en  la  confianza  que  inspiran  las  luces  de  los  individuos 
por  cuyas  manos  ha  pasado  este  proyecto  de  lei,  como  sin 
duda  debieron  reposar  los  representantes  de  la  Francia  en  la 
sabiduría  de  los  redactores  i  revisores  de  los  códigos,  i  como 
mas  recientemente  ha  reposado  el  congreso  de  la  Luisiana  en 
los  conocimientos  de  Livingston,  que  redactó  por  orden  suya 
el  código  penal  de  aquel  estado.  Bástanos  presentar  estos 
ejemplos,  i  agregar  a  ellos  el  de  las  Partida-^  de  Alfonso,  que 
forman  la  joya  de  la  lejislacion  española,  i  que  no  los  posee- 
ríamos sin  duda,  si  cada  lei  hubiese  pasado  por  la  alquitara  de 
argumentaciones  escolásticas,  para  que  nuestros  lejisladores, 
conociendo  la  urjencia  de  esta  interesante  mi'Jora,  se  esfuer- 
cen en  buscar  un  arbitrio  que  ac<dere  su  e.^jtableci miento  i  (jue 
libre  a  los  derechos  de  su  patria  del  caos  en  que  los  envuelve 
una  lejislaciím  desordenada,  confusa  i  poco  conocida. 

Antes  de  concluir  este  artículo,  nos  parec<*  oportuno  haeer 
algunas  lijeras  observaciones  sobre  las  mas  notables  altera- 
ciones propu(»slas  por  la  comisión  en  su  informe  sobre  el  pro- 
yecto de  hn,  que,  en  nuestro  címcepto,  son  las  relativas  a  los 
artículos  6/,  61  i  loO. 


ítcuaetitos  ji:nlarco? 


La  pnmeni  ae  «ncarga  de  estableuer  el  trámite  dol  autu  de 
sulvendo,  que  en  ct  proyocto  se  ha  omitido  estudiosamente. 
Esta  formalidad  es  dol  todo  extraña  a  las  leyes  esi»iñotas;  i 
no  ha  estado  jamas  en  uso,  niño  ])orel  consejo  de  los  prácticu*. 
Su  inutilidad  está  probada  poruña  lartra  experiencia.  Raro  habrá 
sido  el  deudor  quo  haya  cumplido  con  la  obligación  de  pactar, 
sin  ma.1  que  la  iiotífK.'acion  de  este  inandamieiitu,  que,  a<Jemuit 
de  ser  una  fórmula  irrisoria,  na  hace  mas  que  dar  a  un  liti- 
gante fraudulento  el  aviso  de  que  ha  llegado  la  hora  de  atrin- 
cherarse en  las  trampas,  en  las  ocultaciones  de  bii;nes  i  en  los 
artículos  del  foro,  para  burlar  las  justas  solicitudes  del  acre- 
edor. 

La  scLpinda  exije  la  cjnfesion  de  la  deuda,  ademas  del  reco* 
nocimiciito  de  la  firma  en  los  pajarees  o  contratos  que  tengan 
mas  de  diez  años  de  fecha.  Este  es,  en  nuestro  concepto,  otra 
puerta  franca  abierta  a  los  fraudes.  El  reconuci  miento  de  una 
firma  no  admite  dudas  ni  suliterfujíos;  la  confesión  de  una 
deuda  está  sujeta  a  las  confusiones  en  que  jeneralmento  son 
fecundos  los  hombres  poco  escrupulosos  en  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones. 

La  terera  se  contrae  al  artículo  150,  que  está  concebido  en 
estos  términos:  «Quedan  derogadas  por  esta  lei,  todas  las  an- 
teriores relativas  al  juicio  ejecutivo,  concurso  de  acreedores, 
cesión  de  bienes  i  esperas.»  La  comisión,  considerando  que  son 
demasiado  absolutas  las  palabras  de  este  artículo,  pretende 
que  so  redacto  de  este  modo:  -Quedan  derogadas  por  esta  lei, 
todas  las  anteriores  de  procedimientos  relativos  al  juicio  eje- 
cutivo, concurso  de  acreedores,  cesión  de  bienes  i  esperas  en 
todo  lo  que  sean  contrarias  a  la  presente.»  Esta  variación  ea. 
incümpulible  con  los  términos  claros  i  positivos  en  que  debo 
estar  expresada  la  loi;  presenta  al  juicio  de  los  tribunales  oca- 
siones frucuentes  de  oscilación,  do  que  sabrá  aprovecharse 
perfectamente  la  argucia  de  los  litigantes;  i  deja  expuesta  la 
letra  de  la  lei  a  conjeturas  i  opiniones  que  a  cada  paso  entor- 
pecerán su  observancia.  Confiar  los  preceptos  legales  a  la  va- 
riedad do  los  juicios  de  los  hombres,  es  anular  completamente 
loa  efeeti.s  de  las  instituciones  mas  saludables. 
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Para  ésta,  como  para  todas  las  demás  alteraciones  que  so 
han  propuesto,  no  podemos  menos  de  recomendar  a  las  cáma- 
ras el  espíritu  que  ha  animado  al  gobierno  en  la  redacción  de 
este  proyecto  de  lei,  i  por  consiguiente,  de  la  parte  relativa  a 
los  procedimientos  en  el  juicio  ejecutivo.  La  brevedad,  la 
exactitud  i  la  efícacia  de  los  juicios  son  los  tres  grandes  obje- 
tos que  se  han  tenido  a  la  vista,  pues  sin  su  consecución,  las 
acciones  mas  lejítimas  i  los  derechos  mas  claros,  nunca  po- 
drian  gozar  del  amparo  do  la  autoridad.  El  juicio  ejecutivo, 
sobre  todo,  que  jira  siempre  sobre  obligaciones  que  se  presen- 
tan al  juez  casi  en  completa  claridad  desde  la  interposición  de 
la  demanda,  nunca  podrá  producir  los  efectos  importantes  de  su 
institución,  si  la  lei  no  es  rigurosa  con  el  deudor,  si  no  le  pre- 
senta en  los  sufrimientos  personales  una  pena  do  su  poca  exac- 
titud en  el  cumplimiento  de  sus  compromisos,  si  no  obstruye 
el  camino  a  todos  los  embrollos  de  la  mala  fe,  si  no  afíanza, 
en  fin,  la  realización  de  los  pactos  mas  usuales  i  comunes  en 
los  negocios  de  los  hombres. 

(Araucano,  año  de  1886.) 
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El  ensanche  de  la  libertad  civil  en  todos  los  pueblos  civili- 
zados do  la  tierra,  es  debido  casi  exclusivamente  a  la  obser- 
vancia que  tiene  en  ellos  el  principio  de  feliz  invención  que 
determina  i  separa  los  poderes  constitucionales.  La  observación 
dtí  las  necesidades  de  los  pueblos,  la  historia  de  las  vicisitudes 
en  su  bienestar,  i  el  estudio  profundo  del  corazón  humano  lian 
dado  en  nuestros  dias  una  perfección  prodijiosa  al  sistema 
administrativo,  con  este  descubrimiento  que  las  primeras 
síx^edades  antiguas  no  hicieron  mas  que  vislumbrar. 

La  parte  mas  importante  de  el,  por  lo  que  toca  al  bienestar 
del  ciudadano,  es  indudablemente  la  que  soj^ira  el  poder  de 
juzgar  del  poder  de  hacer  las  leyes,  i  del  de  ejecutarlas.  Esto 
es  lo  que  pone  a  cubierto  la  libertad  individual  de  los  embaUís 
a  que  .se  hallaría  expuesta,  si  Lis  facultades  del  juez  confundi- 
das con  la  vasta  autoridad  del  lejislador  diesen  lugar  a  la 
arbitrari(?dad,  o  fueran  el  azote  terrible  de  la  opresión  ligadas 
con  el  poder  ejecutivo.  Cualquiera  que  sea  la  forma  de  gobier- 
no, la  oh.servancia  de  este  principio  será  la  columna  de  los 
derechos  civiles;  i  faltando  él,  no  se  podrá  conUir  con  ninguno 
de  los  bienes  que  deben  asegurar  al  individuo  las  leyes  de  una 
sociedad  organizada.  Sin  apelar  a  los  gobiernos  antiguos,  que 
<*n  la  infancia  de  los  conocimientos  leji.slativos  pueden  ofrecer- 
nos ejemplos  elocuentes  ami  en  los  tiempos  mas  floridos  de  la 
libertatl  romana,  podemos  observar  (jue  en  el  imperio  otomano 
no  corre  mas  horroro.sa  horra.sca  la  lilxrtad  individual,  que  la 


que  corrió  bajo  los  ínquisidurdij  de  Vuneuja,  o  la  que.  í"»  é.\Htca 
mas  reciente,  deaepcatlenó  subre  ella  la  cunveaciun  fraitct-Ma, 
que  no  reconoció  limite»  en  ninguno  de  loa  ramos  del  sintuma 
adniinietra-tivo. 

Ptiru  guardémonos  de  dar  a  este  principio  un&  extentiiun 
«xíijorada,  ijue  le  haga  dejenerar  en  un  absurdo,  i  (¡uíi  vicie 
los  efecto»  ualudables  de  su  aplicación.  Kl  poder  de  juztíar  «s 
independíente,  ea  decir,  iio  haí  auCuridail  qno  encaileae  la 
libertad  del  majiíjtrado  para  conocer,  con  arreglo  a  las  leyes, 
t'ii  el  negocio  que  m  somete  a  bu  examen ,  ni  para  pronunciar 
la  senteneia  <[Ue  lije  los  derechos  controvertidos.  Ni  el  temor 
<le  una  ileugriicía,  ni  la  esperanza  de  una  rec(impi-n.ia,  deben 
jamas  entrar  en  la  balanza  que  ¡(oaa  los  inleri;sc«  mas  caros  a 
ta  sociedad;  i  los  quo  tienen  a  su  car^o  esta  importante  retru' 
iacton  deben  hallar  en  el  codita»  iHilitíco  una  ptrantía  que  liw 
ponga  a  cubierto  <le  las  consecuencia»  que  traiga  sobre  elloH 
cualquier  paso  que  no  sea  una  infracción  de  lei  en  el  ejercicio 
de  su  ministerio. 

Mas,  considerando  bien  la  facultad  de  juzgar,  no  es  otra 
cosa  que  una  emanación  del  poder  ejecutivo.  Aplicar  una 
lei  os  el  primer  paso  que  se  da  en  su  ejecución,  i  por  consi- 
guiente un  rauío  de  la  ejecución,  dependiente,  en  mucha  parte, 
de  la  potestad  que  tiene  a  eu  cargo  este  último  ramo  de  la 
administración  pública.  Asi,  uno  de  los  politices  mas  celosos 
por  la  independencia  del  poder  judicial  no  vacila  en  llamar  a 
los  jueces  ilelegadoít  del  poder  ejecutivo. 

Son  efectivamente  delegados  del  poder  ejecutivo,  (wrque 
ejercen  una  porción  de  autoridad  indispensable  para  el  desem- 
peño de  las  atribuciones  de  ésto;  i  como  tales,  se  liallan  en  cier- 
ta especie  de  dependencia  del  supremo  majtstrado,  resptmsable 
de  la  observancia  de  las  leyes,  i  por  consiguiente  obligado  a 
ejercer  algún  jénero  de  autoridad  sobre  los  que  tas  aplican. 
Esta  autoridad  está  perfectamente  marcada  por  los  principios 
jenerales  del  derecho,  i  entre  nosotros  aun  por  las  mismas 
disposiciones  del  código  fundamental.  ICl  juez  tiene  toila  la 
independencia  imajinablo  para  examinar  por  si  los  hechos  que 
se  someten  al  poder  de  los  tribunales,  i  jiara  aplicarles  la  lei, 
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sin  atender  mns  que  a  loa  preceptos  de  ella  i  a  los  dictados  de 
la  conciencia  propia.  Pero,  como  en  cstaa  funciones,  el  juez  no 
hace  mas  que  preparar  la  ejecución  de  las  leyes,  el  que  ejerza 
eate  ramo  de  los  poderes  constitucionales,  debe  examinar  cui- 
dadosamente la  marcha  que  siguen  los  Funcionarios  que  las 
aplican,  no  para  destruir  la  independencia  de  los  juicios,  re- 
mediando los  abusos  que  ee  cometan  en  cada  caso  determina- 
do, sinu  para  precaver  los  que  en  lo  sucesivo  puedan  comctersp, 
para  hacer  responsable  al  que  los  cometa,  para  velar  con  fruto 
sobre  la  inviolabilidad  de  tas  leyes,  cuya  observancia  está  con- 
fiada a  su  cuidado. 

Hasta  este  punto  solo,  puede  extenderse  la  independencia  del 
poder  judicial,  i  hasta  este  punto  basta  que  se  extienda  para 
asegurar  a  la  .sociedad  los  beneficios  civiles  que  a  ella  se  deben. 
Sin  que  el  poder  ejecutivo,  que,  fuera  del  judicial,  es  el  único 
que  está  constantemente  en  ejercicio  de  sus  facultades,  tenga 
sobre  los  cncrtri^ados  de  la  administración  de  justicia,  la  auto- 
ridnd  que  hemos  procurado  demarcar,  no  hai  freno  de  ningu- 
na especie  para  los  extravíos  judiciales.  La  propiedad  i  la 
seguridad  serán  el  juguete  de  las  pasiones  i  de  tus  errores  do 
unos  funcionarios,  que,  si  no  están  bajo  la  inspección  del  go- 
bierno, u  serán  completamente  irresponsables,  o  estarán  some- 
tidos a  una  responsabilidad  de  tardía  o  talvez  de  ilusoria 
roalizacion,  Hé  aquí  veriHcado  el  absunlo  de  la  absoluta  e 
ilimitada  independencia  del  poder  judicial. 

El  poder  ejecutivo  la  coarta  en  alguna  manera  por  la  natu- 
raleza de  sus  funciones  i  por  los  mismos  preceptos  del  código 
político;  pero,  como  de  esta  coartación,  tal  como  debe  entender- 
se, no  puede  resultar  ningún  abuso  de  autoridad  sobre  el  juez 
delincuente,  cuyos  delitos  no  han  de  aer  juzgados  porel  ¡joder 
ejecutivo,  sino  por  individuos  del  mismo  poder  judicial,  no 
existen  tampoco  temores  de  que  un  despojo  arbitrario  o  una 
persecución  injusta  hagan  extraviar  el  juicio  de  los  majistra- 
dos  de  la  senda  que  las  leyes  le  señalan,  ni  de  que  peli- 
gren los  derechos  cuya  conservaeion  aseguran.  Si  el  ejecutivo 
quiere,  no  diremos  dictar  una  decisión  juilicial,  pero  siquiera 
inclinar  a  un  lado  o  a  otro  la  uptníoii  de  los  jueces  en   una 
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causa,  el  ejecutivo  cometerá  una  culpable  usuriKicion  de  au- 
toridad, violando  la  independencia  de  los  tribunales;  pero,  si 
el  ejecutivo  sigue  los  procedimientos  en  tal  o  cual  nej2;<K5Íii 
contencioso  o  en  todos  a  la  vez,  si  procura  inquirir  el  estado 
en  que  se  hallan  para  conocer  si  se  desempeñan  con  escrupu- 
losidad los  deberes  judiciales,  si  examina  la  conducta  de  los 
funcionarios  (jue  tienen  a  su  cargo  el  ramo  mas  vital  para  la 
conservación  i  el  orden  de  la  sociedad,  el  ejecutivo,  lejos  do 
cometer  un  abuso,  habrá  desempeñado  una  de  las  obliüracionea 
mas  sagradas  que  le  imponen  la  constitución,  la  razón  i  los 
intereses  de  la  república. 

Todo  lo  que  sea  salir  de  estos  principios,  es  confundir  las 
ideas,  i  torcer  la  intelijencia  de  las  leyes  conservadoras  del 
orden.  Por  desgracia,  observamos  que  en  nuestn)  país  existen 
errores  sobre  esta  cuestión,  cuya  im[)ortancia  pudit-ra  darles 
una  lamentable  trascendencia.  Basta,  ])ara  disiparlos,  detenerse 
un  momento  sobm  las  reflexiones  que  acabamos  de  hacer; 
reflexiones  que  nada  tienen  de  nuevo  ni  extraordinario,  pues 
no  (M3nsisten,  sino  en  nociones  harto  comunes  del  derecho,  i 
en  la  exposición  fiel  del  espíritu  de  nuestra  carta  constitu- 
cional. 

(A  rnurann^  año  rio  IS.iT.  | 


ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA 


Tiempo  luí  que  se  siente  la  necesidad  de  reformar  nuestro 
sistema  de  administración  de  justicia.  Sus  defectos  son  palpa- 
bles aun  para  los  menos  versados  en  el  foro,  i  tanto  que  so 
mira  un  pleito  como  una  ver  ladera  desgracia.  Mas,  A  se  siente 
estauíuesidad,  no  se  han  ocupado  los  periódicas  en  allanar  los 
obstáculos  que  hallaria  la  reforma,  ni  en  presentar  a  las  auto- 
ridades los  medios  de  llevarla  a  efecíto.  Vamos,  pues,  a  suplir 
este  vacío,  tratando  la  materia,  auncfue  sea  con  alg>una  jonera- 
lidad,  porque  es  de  suyo  complicada  i  vastíi. 

Tres  elementos  debe  reunir  una  buena  administración  do 
justicia:  rectitud  en  las  decisiones,  celeridad,  economía;  ele- 
mentos tan  esenciales,  que  la  falta  de  uno  de  ellos  reduce  a 
nada  los  otros  dos.  Para  obtener  la  rectitud,  se  requieren  co- 
nocimiento de  la  loi,  conocimiento  del  hecho  a  que  se  aplica, 
integridad  c  imparcialidad  de  parte  del  majistrado. 

CONOCIMIENTO    DE    LA    LEÍ 

Ya  entramos  aquí  en  la  esfera  de  los  obstáculos.  Nuestros 
códiífos  son  un  océano  de  disposiciones  en  que  puede  naufra^i^ar 
el  piloto  mas  diestro  i  experimentado.  Leyes  do  Partida^  leyes 
de  Toro^  leyes  de  Indias,  Nueva  Recopilación  j  ordenanzas 
de  varias  clases,  senadoconsultos,  decretos  del  gobierno,  le- 
yes de  nuestros  congresos,  autoridades  de  los  comentadores 
etc.,  etc.  A  esta  inmensa  <;olccc¡on,  tiene  que  arrojarse  el  juez 
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j>3ra  hallar  el  piinto  que  busca,  In  ilecision  en  (|ue  ha  de  apo- 
yar su  BentencJa.  ¿Podrá  lisonji-arse  de  nw  Htir  contra  ulguri 
escollo?  La  consecuencia  es  que,  miéutra-t  no  t^o  haj^a  iinii  nue- 
va compilación  de  estas  leyes,  mientras  no  se  las  re(luzi:a  a  lo 
que  di'ben  ser,  despojándolas  de  superfluidades  ¡  hacíéndolaR 
accesibW  a  la  intelijencia  del  juez  i  del  público,  no  poilemos 
tener  jamas  una  buena  administración  de  jUHticia.  El  congreso 
del  año  1831  tomó  en  consideración  e.ste  importantísimo  asun- 
to, i  aunque  di»  algunos  pasos  para  realizar  la  reforma,  todo 
se  olvidó  en  breve,  no  pssamlo  la  cosa  de  una  lijera  discusión 
entre  lo!^  diputados  que  debían  inTonnar  sobre  ello.  La  obra 
es  sin  duda  diñcil;  pero  no  carecemos  de  ricos  raaleriales,  que 
pudieran  ahorrarnos  tiem|>o  i  trabajo.  Tenemos  a  la  mano  los 
cáligos  de  comercio  i  criminal  sancionados  por  las  cortes  es- 
pañolas, el  código  civil  francés,  i  los  códigos  di'  la  Luisiana 
tan  justamente  alabados;  mineros  de  donde  podemos  sacar  rí- 
COR  i  abundantes  materiales.  Repetimos:  obra  ardua  es  la  co- 
(liÜL-acion,  mas  no  por  eso  debemos  arredrarnos.  Déae  principio 
a  ella,  que  al  cabo  se  concluirái  i  vale  mas  tener  un  cuerpo 
cualquiera  de  leyes  bien  ordenado,  que  un  abismo  insondable 
aun  para  los  que  hacen  profesión  de  conocerlo  a  fondo.  Kn  el 
ínterin,  los  abusos  que  dimanan  de  este  principio,  i  que  a  cada 
paso  se  tocan  en  la  práctica,  son  bastante  graves.  La  oscuridad 
i  complii^acion  de  las  leyes,  han  dado  orijen  a  infinitos  coménta- 
nos, que,  por  remediar  el  mal,  lo  han  aumentado  considerable- 
mente; porque,  asi  como  no  ha  habido  error  que  no  haya  sido 
patrocinado  por  algún  fitósofo,  así  también  no  hai  pretensión, 
por  extravagante  que  sea,  que  no  encuentre  algún  apoyo  en 
la  autoridad  de  loa  comentadores.  Poco  importaría,  sin  em- 
bargo, esta  contradicción,  si  loa  comentadores  sirviesen  úni- 
camente para  ilustrar  los  pasajes  oscuros  i  suplir  los  vacíos 
que  se  notasen;  pero  el  caso  es  que  por  una  parte  lian  oscure- 
cido el  sentido  del  texto  legal,  i  quo  por  otra  están  en  posesión 
de  la  autoridad  lejislativa.  Antes  no  se  preguntaba  ¿qué  dice  la 
lei?  sino  ¿qué  (tice  Gómez,  quoeselautor  favorito  del  juez?  ¿qué 
dice  Accvedo?  Fácil  es  conocer  hasta  dóndo  llegarían  los  fata- 
les efectos  de  esta  anarquía  legal,  la  protección  que  brindaría 
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a  la  mala  Fe  i  al  espíritu  litijioso,  i  la  desconfianza  í  alarma 
qiifl  fierramariajeneralmente.  El  gobierno  ha  tratado  de  poner 
;i  esto  un  rtímedio  mandando  que  todas  las  sentencias  se  fun- 
din  en  el  texto  do  las  leyes;  i  desde  entonces  hai  otra  seguridad 
de  que  los  fallos  judiciales  sean  ménoiü  arbitrarios.  Mucho 
pudiéramos  agregar  sobre  este  capitulo,  pero  nuestra»  rcflexio- 
nes  ijartirian  de  la  supuesta  reformación  del  código,  i  como 
de  este  beneficio  no  gozaremos  tan  pronto,  serian  por  ahora 
inoportunas.  Expondremos  solamente  la  que  sigue.  Para  el  co> 
nocimiento  de  la  lei,  es  preciso  que  sea  clara  i  accesible;  pero 
también  se  requiere  que  e!  majíatrado  la  estudie,  i  que  de  ello 
presente  una  prueba  satísfautoría.  Ninguna  se  lo  podría  exijir 
mas  cabal,  que  la  de  exi^oncr  en  público  los  fundamentos  de  su 
dic.LÜmen.  Los  espectadores,  que  serian  siempre  muchos,  i  com- 
pondrían un  tribunal  iniparcial,  señalarían  con  el  dedo  al  que 
por  ignorancia  o  ineptitud  se  viese  obligmlu  a  deferir  ciega- 
mente a  la  opinión  de  sus  colegas;  í  eata  censura  produciría 
los  mas  saludables  efectos. 

CONOCIMIENTO   DEL  HECHO 

bajo  de  esto  capítulo,  se  comprende  todo  lo  relativo  a  las 
pruebas,  materia  por  cierto  bastante  larga  i  sobre  la  quo  nos 
remitimos  a  las  obras  de  Jeremías  Bentham,  Rossi  i  otiMs. 
Extractaremos  de  dichos  autores  lo  mas  aplicable  a  nuestras 
Iv^esi  práctica  actual.  Las  pruebas  están  reducidas  por  nuestras 
leyes  a  ocho  capítulos:  confesión  de  parte,  juramento  decisorio, 
testigos,  instrumentos,  prívilejios  i  libros  de  cuentas,  vista 
ocular  o  evidencia,  presunciones,  leí  o  fuero  i  fama  pública. 
Poco  tenemos  que  decir  sobre  la  confesión  de  parle  en  razón 
de  ser  la  prueba  mas  natural  i  perentoria;  el  defecto  que  salta 
I  a  la  vista  es  el  modo  do  tomarla.  El  litigante  presenta  sus  posi- 
►  dones  íel  juez  manda  incontinenti  queso  absuelvan,  cometiendo 
Ia  dílijencia  al  escribano;  éste  comÍHÍona  al  receptor,  quien  toma 
el  escrito  i  lo  lleva  a  casa  del  preguntado,  adonde  verifica  e) 
acto  n  solas  con  él,  delante  del  abogado  o  cualquiera  otra  ¡)er- 
Bona.  ¿Hai  seguridad  de  que  el  litigante  no  coheche  al  recep- 


tor  para  ijue  le  mlrPijiio  t^I   pscxito  con  el  objeto  de  consultar 
las  contestaciones*  ¿La  liai  de  quo  hapa  leer  mui  deai>acio  laa 
preguntas  para  muditar  bien  lu  que  ha  de  decir?  Mat4,  aunque  i 
nada  tle  esto  so  veriüque,  lo  que  suuede  con  frecuencia  es  quo  i 
la  parte  da  en  lo  que  no  le  favorece  contestaciones  evasiva 
oscuras  o  contradictorias,  i  que  entonces,  en  lugar  de  llamarla  j 
el  juez  para  quo  desvanezca  estas  oscuridades,  bq  deja  esto  { 
trabajo  a  las  partes,  las  quo,  en  largos  i  pesados  razonamien- 
tos, se  empeñan  en  probar  que  su  contrario  lia  perjurmlo, 
conTesando  en  un  articulo  lo  que  nie;;a  t-n  otro.   El  conieiititrío 
no  se  queda  sin  réplica,  i  las  explicaciones  se  suisedcn,  on  lo 
que  hallan  los  abogados  un  campo  extenso  para  lucir  su  ta- 
lento, i  en  verdad  que  suelen  poner  las  cosas  de  tal  condición, 
que  todo  es  probabilidades  e  incertiduinbres.  En  estas  circuns- 
tancias, toma  el  juez  el  proceso  i  trata  de  desatar  el  nudo  gor-   | 
diano  de  cavilosidades  i  soQsmas;  lo  toma,  decimos,  i  no  para  I 
pensar  en  ello  mui  despacio  i  como  sería  menester  tratando  da 
<lcstíntrañar  la  veniail,  -sino  el  tiempo  que  consagra  al  despa- 
cho de  cada  asunto;  i  recurrido  lo  que  por  una  i  otra  parle  se 
alega,  falla  dermitivameutc.  A  los  versados  en  el  foro,  toca 
decir  si  este  fallo  serfl  acertado.  Nosotros  creemos  que  lo  será 
en  muchos  casos,  porque  no  todos  los  litigantes  tienen  la  pe- 
netración que  se  requiere  para  salir  del  lance;  pero  que  habrá 
otros  en  que  la  decisión  IJnal  será  mas  bien  obra  del  acaso, 
de  la  disposición  en  que  se  halla  el  ánimo  del  juez,    desús   | 
simpatías  o  antipatías  particulares.  El  remedio  de  estos  incon- 
venientes es  el  examen  de  los  testigos  por  el  mismo  juez. 
Nuestras  leyes  lo  ordenan,  pero  en  las  causas  de  entidad,  como 
si  no  hubiese  causa,  por  pequeña  que  fuese  la  cantidad  dispu- 
tada, que  no  sea  importante,  i  como  si  hubiese  para  unas 
medios  de  descubrir  la  verdad  que  no  lo  fuesen  para  otras. 

JURAMENTO   ÜECISOHIO 

La  segunda  clase  de  prueba  es  el  juramento  decisorio,  que 
se  divide  en  decisorio  del  pleito,  i  es  el  que  so  defieren  las 
partes  después  de  principiado  el  juicio  o  que  el  juez  manda 
hacer  a  una  de  ellas  cuando  la  causa  está  semiplenamente  im>- 
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Iiaila;  i  (íecísorío  en  el  pleito,  ol  qno  et  juez  manda  hacer 
n  una  lie  las  partes  sobre  la  est¡mnc^íun  ilc  la  cosa  o  «laño  reci- 
bido. También  secxije  el  juramento  cuino  citx'Unstoncia  previa 
vn  luu  dcclaiadoncu  áa  los  toitijios  i  otros  muuhos  ackis.  L»s 
ruflcxiuncssi^uícntoa  scrvin^ri  para  valuar  esta  cla»u  tío  prut^ba. 
¿OÍFcco  vi  juramento  una  giirantía  de  la  verdad  del  tt^sUmo- 
iiio?  Si  bemos  de  juzfíar  por  la  práctica  universal  de  los  tri- 
biiiialcn,  la  cuostiuit  está  rosuoUa  en  un  sentido  afirmativo; 
IH^ru,  si  apclama'í  a  la  experiencia  i  n  la  razón,  1u  vntA  en 
«entido  contrario. 

1."  El  juramento  proiieiide  a  inducir  en  el  ánimo  de  loa 
jueces  una  eoníianza  fundada  sobre  una  suposíciun  cuyo  valor 
es  imposible  apreciar,  CHto  es,  de  (¡uo  en  el  tcstii^o  bace  im- 
preeion  la  fuerza  del  motivo  rclijioso,  i  mas  impre<iion  todavía 
tpie  el  intcrca  que  puedo  tener  en  la  cau9s.  A  esto  se  dirá  quü 
un  tcsti^  externo  no  tiene  interés;  pero  los  que  discurren  así 
no  piensan  sino  en  los  intereses  pocuniarios,  i  olvidan  los  inte- 
reses de  partido,  de  afición,  du  odio,  i  las  demás  pasiones  que 
pueden  luchar  con  la  conciencia  i  avasallarla.  En  cuanto  a  los 
casos  en  que  un  juez  se  refiere  al  juramento  <le  las  partes,  mu 
contentaré  con  citar  la  observación  do  un  culebro  jurisconsulto: 
•  De  cuarenta  años  a  esta  parte  que  esloi  ejerciendo  mi  profu- 
sión, be  visto  una  infinidad  de  voces  deferir  las  partes  el  jura- 
mento; i  no  me  acuerdo  sino  de  dos  en  quo  una  parto  haya 
dejado  de  persistir  en  lo  quo  había  declarado,  a  causa  de  la 
roltjion  del  juramento.  •  So  dirá  que  no  se  exijo  esto  juramento, 
sino  en  los  casos  en  quo  no  hai  esperanza  alguna  do  prueba 
posible,  en  que  el  demandante  t  el  demandado  su  hallan  entre 
la  afirmativa  i  la  negativa;  i  ¿[jodrá  entonces  negarse  al  de- 
mandante esle  único  medio  que  le  queda,  esta  apelación  a  Ih 
eonciencia  de  su  contrario?  En  estos  cosos,  en  que  no  se  trata 
ya  de  un  proceder  verdaderamente  judiuial,  sino  de  una  dase 
de  prueba  semejante  a  la  del  bierro  o  del  agua  hirviendo, 
valdría  mas  el  atenerse  a  una  declaración  solemne  sujeta  al 
castigo  del  falsu  testimonio,  quo  hacer  intervenir  un  medio 
cuya  fucma  nos  es  onteramontc  desconocida,  Cuanto  menos 
hábil  o  aplicado  es  un  juez,  cuanto  mas  descansa  su  percxa 
üpiisc.  29 
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en  la  fe  del  juramento,  mas  fuerza  i  valor  le  da.  Una  vez  que 
ha  cumplido  con  las  formalidades  i  puesto  a  cubierto  su  res- 
ponsabilidad legal,  descuida  lo  esencial  i  se  para  mui  poco  en 
examinar  los  caracteres  intrínsecos  de  la  veracidad  del  testigo. 
Para  un  juez  experimentado,  el  juramento  no  tiene  gran  valor 
ni  le  inspira  confianza  alguna.  Como  lo  ha  visto  tantas  veces 
prostituido,  pono  toda  su  atención  en  la  naturaleza  del  testi- 
monio. Examina  al  testigo,  observa  el  tono  de  su  voz,  su  aire, 
la  sencillez  de  sus  narraciones  o  su  eml)arazo,  si  está  de 
acuerdo  consigo  mismoj  con  los  demás.  Un  juez  de  esta  clase 
tiene  signos  que  lo  denotan  la  probidad  del  testigo,  pero  ca- 
rece de  los  necesarios  para  formar  juicio  de  su  relijion.  Ahora 
bien,  ¿dónde  está  la  bondad  de  una  garantía  que  se  debilita 
mas  i  mas  en  el  ánimo  de  un  juez  a  medida  que  este  adelanta 
en  ilustración  i  en  experiencia? 

2.®  El  juramento  propende  naturalmente  a  aumentar  la 
ronstancia  do  un  testigo  en  sostener  la  primera  mentira  que 
ha  proferido.  Es  verdad  que,  aun  cuando  no  hubiera  hecho 
juramento,  tendría  siempre  bochorno  de  desdecirse,  pero  este 
motivo  es  aun  mas  fuerte  cuando  a  él  se  agrega  el  temor  de 
ser  tenido  por  perjuro. 

3.**  La  fuerza  que  se  ha  da:lo  a  este  medio  rclijioso,  ha  ori- 
j  i  nado  un  mal  mas  grave  todavía.  Se  ha  formado  en  mu- 
chos países  una  clase  de  hombres  endurecidos  i  descarados  que 
tienen  por  oficio  jurar  en  justicia.  Son  hombres  perdidos,  a 
quienes  no  ha  quedado  el  menor  freno  relijioso  o  moral. 
No  queremos  decir  que,  si  se  suprimiera  el  juramento,  se  des- 
truiría el  testimonio  falso;  pero  es  evidente  que,  si  el  testimonio 
juramentado  tiene  mas  valor  ante  los  jueces,  que  el  testimonio 
simple,  este  exceso  es  un  premio  prometido  a  favor  del  perju- 
rio: el  soborno  del  testigo  que  debe  jurar,  será  mas  caro  que  el 
del  testigo  sin  juramento.  Este  mal  llegaria  a  su  colmo  en 
una  manera  de  enjuiciar  en  que  se  obligase  al  juez  a  mirar 
como  prueba  sufií^iente  el  testimonio  de  dos  o  mas  testigos 
juramentados.  En  este  caso,  la  fábrica  del  perjurio  se  hallaría 
a  la  puerta  de  los  tribunales;  i  cuanto  mayor  fuese  el  número 
d«'  los-  porjuros",  (¡uo   por  noccsidad  debe  aumentarle,  tantas 
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niaa  prueba»  públicas  recibirá  el  pueblo  de  la  inmoralitUtcl  de 
los  testi^B  i  dul  menosprecio  do  la  rcÜjion.  La  siipi-eKíon  del 
Juramento  haría  cesar  al  monos  una  proranacion  do  tan  peli- 
groso ejemplo. 

4.°  Entre  los  peligros  de  esta  pretendida  garantía,  debe  con- 
tarse el  de  las  sutilezas  i  evasiones  por  medio  de  las  i-uales 
ciertos  testigos,  que  tienen,  por  decirlo  asi,  una  randencia 
acomodaticia,  creen  eludir  la  fuerza  del  juramento.  No  miran 
ni  consideran  la  intención  del  acto,  no  se  juzgan  comprome- 
tidos sino  por  las  palabras  que  pronuncian,  i  no  creen  liaber 
jurado  si  las  formas  do  la  ceremonia  no  son  cxauUimcntc  las 
mismas  que  ha  consagrado  su  superstición.  Con  un  judío  do 
este  carácter,  se  deberá  saber  si  tiene  su  sombrero  en  la  cabe- 
za, i  lo  que  os  un  sombrero  sogun  la  interpretación  de  su  Ici, 
si  tiene  en  las  manos  el  verdadero  libro  que  venera  i  en  que 
lengua  está  escrito.  Un  cristiano  tan  poco  escrupuloso  corau 
el  judio  de  este  ejemplo,  quedará  tranquilo  on  .su  conciencia 
sobre  el  crimen  de  perjurio,  si  ha  aplicado  bus  labios,  no  a  loa 
evanjclios,  sino  a  bu  mano,  a  su  guante  o  a  cualquiera  otro 
libro  que  la  Biblia.  En  los  establoeimicntos  de  la  India  Orion- 
tal,  los  tribunales  de  justicia  experimentan  las  mismas  dilicul- 
tades  coa  los  naturales  del  Indostan  i  con  los  mahometanos. 
La  menor  evasión  en  su  ritual  basta  para  aniquilar  a  sus  ojos 
la  fuerza  obligatoria  del  juramento;  i  no  es  menester  ir  al  Asia 
para  encontrarnos  con  las  restricciones  mentídes,  las  reticen- 
cias, las  expresiones  dichas  en  un  sentido  ¡entendidas  en  otro, 
las  palabras  pronunciadas  en  voz  baja  que  contradigan  las  que 
seprolieren  en  alta  voz. 

5.*  Cuando  se  hace  do  esta  ceremonia  una  condición  indis- 
pensable para  declarar,  nos  privamos  del  tostinionio  de  mu- 
chas clases  do  personas  que,  por  principio  de  rebjion,  creen  que 
no  les  es  permitida  jurar,  como  sucede  on  Inglaterra  con  los 
cuáqueros.  Tampoco  se  admite  et  testimonio  de  los  quo  no  son 
adultos,  porque  ec  supone  que  no  conocen  la  fucnca  do  la  obli- 
gación relijiosa  que  se  contrae,  i  esto  en  casos  en  que  su  edad 
noofrcce  raicon  alguna  para  dudar  de  su  aptitud  para  declarar 
sobre  el  hecho  de  la  cuestión. 
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Con  testigos  relijiosos  i  moritleB,  no  se  arriesga  natía  «opri- 
miendo el  juramento;  con  tesligos  irrtlíjiosos,  Jifti  lina  ventaja 
real  en  esta  suprcMÍon.  Se  dirá  acato  que,  cutre  cmIus  dos  clase», 
liai  otra  turcem  moñ  nuiíienjua  cunijiiieutu  ilü  bumlii'iw  lijuruH, 
va<.iilantes  uniré  el  bien  i  el  nial,  ii  quienes  es  proeíuu  Uesjxrrtar 
la  concieiieiu  i  la  n  flexión  en  el  fietu  ile  ir  a  prestar  un  testi- 
monio jurídico.  Si,  por  uit-rlo;  pcixi  es  necesario  hacer  direren- 
cia  entre  una  declarticion  judíetul  i  una  conversación  común. 
pGsdc  luego,  el  lugar,  k  eoneurreneisi,  la  presencia  del  juez, 
todo  aquel  aparato  impone  i  liaee  entrar  en  mí  mtijmo  al  hom- 
bro mas  frivolo.  El  juez  pregunta  al  testigo  si  tiene  intención 
de  decir  la  verdad;  í  después  déla  promuija  afirmativa,  puede, 
licgun  la  gravedad  de  las  eir(.'Uiistanciu»  i  ocasione»,  ^Kinerlu 
do  manifiesto  laaoWigacíoncs  que  le  imponen  la  lei,  la  relijion 
i  el  honor.  Por  coneluaiun,  el  juramento  no  deho  considerarse 
eomo  una  garantía  del  testimonio.  Kl  hombre  cuya  relijíuti 
C3t¿  de  acuerdo  con  la  moral,  presenta  una  seguridad  maia,  i 
una  seguridad  que  no  depende  do  la  ceremonia  del  jura- 
mento. 


La  tercera  especie  de  prueba  í'H  la  de  testigo»,  para  la  cual 
requieren  nuestras  leyes  las  condiciones  siguientes:  mayoría 
de  catorce  años  en  las  causas  civiles,  i  de  veinte  en  las  crimi- 
nales; correspondiente  capacidad;  buena  vida  i  opinión;  que  la 
deposición  sea  jurada,  do  positivo  i  ciencia  cierta;  que  sea  a 
consecuencia  de  citación  i  rogación  especial;  que  no  sea  dada 
IKjr  ascendientes  o  descendienleo,  por  loa  iuteresados  en  la 
causa,  ni  por  los  eonveneiilos  do  seducción  violenta,  adullerto, 
casamiento  sin  disixínsa,  falsificación  de  moneda,  apostasía  i 
otros  delitos.  Las  dcclnroeionea  do  los  testigos  deben  rendirso 
ante  escribano  a  solas  con  c-l,  i  en  contestación  a  la»  preguntas 
quo  ])or  escrito  hayan  redactado  las  partes.  Deben  quedai- 
guardadas,  con  la  mayor  raserva,  hasta  que  sea  pajeado  el  tér- 
mino probatorio  i  suceda  la  puhlieaeion  do  probanzas,  en  cuyo 
caso  pueden  las  jurlcs  tachar  a  los  testigos  i  ¡jcdir  término 
para  probar  las  tacha»,  eon  lo  que  se  cierra  este  acto    La  prí- 
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inora  observación  a  que  clan  lugar  estas  disposicionos,  es  la 
(»xclus¡on  (le  cierta  clase  de  tcstijíos.  Cierto  es  que  deben  con- 
siderarse las  circunstancias  j^irtículares  de  los  que  testifican, 
i  que  un  niño  o  una  jiersona  sin  moralidad,  no  nicrwen  el 
mismo  cn'dito  que  un  liombi'e  de  bien  i  maduro;  pero  de  aquí 
no  se  infiere  que  se  han  de  despreciar  enteramente  los  dichos 
de  estiis  i)ersonas.  Mn  ebrio,  un  adúltero,  no  están  condenados 
a  mentir  siempre.  Su  delito  hará  recelar  que  cometan  otrOj 
liero  esto  no  es  mas  que  una  sospecha,  i  una  sospecha  que  en 
muchos  casos  se  hallará  destituida  de  verosimilitud.  Lo  mas 
que  puede  exijirsc  del  juez,  es  que  acepte  estos  testimonios  con 
desconfianza;  pero  no  que  los  abandone,  porque  talvez  son 
estos  los  principales  datos  en  que  puede  apoyar  su  sentencia 
Parece  que  el  espíritu  de  estas  exclusivas  ha  sido  libertar  al 
juez  del  trabajo  de  entrar  en  indagaciones  sobre  la  capacidad 
i  buena  fe  de  los  testigos,  i  presentárselos  a  todos  iguales 
para  que,  al  examinarla  verdad  de  los  testimonios,  Sído  haga 
una  resta  i  dé  la  justicia  al  que  presente  mayor  cantidad  a  su 
favor.  Los  inconvenientcís  de  este  método  son  mas  que  palpa- 
bles. Si  diez  personas  desconocidas  se  presentan  testificando 
lo  contrario  do  lo  que  aseguran  seis  individuos  de  cuya  fide- 
lidad o  intelijencia  estamos  satisfechos,  no  vacilaremos  en 
creer  a  éstos  con  preferencia;  i  por  el  texto  de  las  leyes  habre- 
mos de  juzgar  de  otro  modo,  cosa  por  cierto  absurda.  Las 
leyes  han  de  procurar  que  la  conciencia  particular  del  juo/ 
sea  la  misma  que  su  conciencia  judicial;  i  esto  se  logra  deján- 
doles abierto  (*\  campo  para  tomar  i)or  si  sus  indagaciones  i 
formar  un  juicio  cabal  i  acertado.  No  íjueremos  decir  que  se 
les  concela  una  facultad  libre  de  trabas  i  res|Kjnsabilidades; 
solo  pretendemos  que  no  se  les  circunscriba  tanto,  que,  por 
attínerse  a  las  leyes,  se  vean  obligados  a  opinar  contra  lo  que 
sienten.  Permítaseh^s  examinar  a  cuantos  testigos  puedan  ser 
habidos,  que  la  publií^idad  i  solemnidad  del  juicio  será  un  fre- 
no bastante  pocbToso  para  contenerlos.  Si  estas  razones  pare- 
cen de  ningún  valor,  i  aun  se  cn»e  necesaria  la  exclusión  de 
ciertas  personas,  sea  de  las  que  han  desacreditado  su  propia 
veracidad,  (^omo  el  perjuro,  el  caUnnniador,  etc.  Comprender 


tambiun  al  e!íPÍo,  al  horeje,  al  que  se  casó  sin  dispensa,  ele., 
es  un  despropósito. 

La  otra  observación  os  relativa  al  modo  do  tomar  las  docla- 
racionos.  En  primor  lugai-,  el  acto  es  secreto;  i  ya  fiomos  apun- 
tado los  inconvenientes  de  este  mótodo  tan  Tavorablo  a  la  nnaln 
ío.  El  testi^  que  no  so  atreve  a  decir  la  venlad  en  público 
por  temor  de  ofender  a  las  partes,  tampoco  la  dirá  a  solas  t."on 
el  escribano,  porque  tardo  o  temprano  so  ha  do  publicar  su 
declaración;  i  el  que  está  dispuesto  a  decir  la  verdad  en  secre- 
to, también  la  dirá  en  público,  pues  alH  el  temor  du  ser  des- 
mentido por  los  que  han  presenciado  el  hecho  o  tienen  noticia 
de  él,  la  solemnidad  del  juicio,  la  protección  que  brindan  el 
maji«trado  í  los  circunstantes,  son  otros  tantos  estímulos  quo 
furtificarán  su  sana  intención.  No  nos  equivoquemos:  la  im- 
postura i  el  crimen  no  pueden  sostener  las  miradas  perspi- 
caces i  aterradoras  del  público,  i  por  lo  mismo  siempre  se 
envuelven  en  la  oseuridad,  la  complicación  i  el  misterio.  Solo 
en  ciertos  ¡  determinados  casos  pueden  tolerarse  las  declaracio- 
nes secretas:  talos  son  los  pleitos  de  íamilia,  las  causas  do 
adulterio  o  estupro  i  cuando  las  partes  mismas  lo  piden;  poro 
éstos  son  pocos.  En  segundo  lugar,  las  declaraciones  no  son 
tomadas  por  el  juez  en  persona,  lo  quo  acarrea  gravísimos 
inconvenientes.  El  juez  queda  privado  do  infinitos  medios  ti* 
averiguar  la  verdad.  Tiene  a  la  vista  un  sumario  escrilo,  pero 
el  sumario  no  comprende  talvez  los  capitulos  principales  do  la 
cuestión  que  so  ventila;  las  interrogaciones  son  complicadas  o 
capciosas;  las  respuestas,  evasivas  u  oscuras;  i  sobre  tolo  ol 
juez  ignora  si  el  escribano  o  los  declarantes  han  entendido 
bien  las  preguntas  i  las  respuestas.  Esto  inconveniente,  quo 
es  de  suyo  tan  grave,  se  siente  cun  particularidad  en  ClUIe, 
donde  los  testigos  son,  por  lo  regular,  jento  rústica,  i  a  quien 
es  pretiiso  desentrañar  la  verdad.  ¿Qué  sucedo  en  su  interro- 
gatorio? Tomado  el  juramento,  solee  la  primera  pregunta;  i  oí 
testigo,  sea  por  la  vergüen'/a  de  confesar  quo  no  la  entiende, 
o  el  temor  do  aparecer  titubeando,  responde  con  un  monosiiabo, 
que  puede  ser  o  nó  la  verdad;  pero  que  so  estampa  inmedia- 
tumenlc.  Si  tiene  bastante  valor  para  pedir  una  explicación, 
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ho  la  Iincií  i'l  eHcribano;  i  aquí  es  dnnile  toila  lii  verdad  do  lu 
dwlaríW'ion  dvrpí  nde  del  talentü  i  buena  Te  de  ¿ste.  Si  el  que 
t-xplíca  no  entiende  la  jn-egunta,  como  puede  suceder,  la  expli- 
cación será  f«Isa,  I  también  la  e^ntestacion;  si  el  escribano  no 
ticno  paciencia  para  informar  menudamente  al  testigo  o  com- 
prender lo  (pie  ésto  deulara,  también  saldrá  falsa  la  declaración. 
Si  el  testigo  se  explica  a  mo.lías  i  el  ewribano  descuida  «on- 
dear su  áiiinin  i  hacerle  revelar  cuanto  sabe  en  el  particular, 
pueden  omitirse  o  nltei-arso  puntos  esencial  ¡si  mos,  que  acla- 
rurian  el  lioclio,  i  dariun  el  conocimiento  necesario  para  un 
fallo  acertado.  Últimamente,  si  el  escribano  asta  f^anado  pop 
una  do  las  partes  i  el  testigo  no  sabo  leer  ni  escribir,  aunque 
tío  ocurran  las  (tiücultadca  anteriores,  so  hallará  el  juez  con 
datos  falsos,  que  por  necesidad  lo  extravían.  Ea  inconcebible 
cúnio  esté  en  práctica  un  método  cpic  parece  fraguado  exprc- 
fiamento  para  favorecer  a  los  malvados  i  convertir  la  adminis- 
tración de  justicia  en  el  medio  mas  a  propósito  para  robar  en 
forma.  I  este  mal  se  hace  maa  sensible  entre  nonotros  donde 
por  lo  regular  so  juzga  en  virtud  de  pruebas  testimoniales  i 
deposiciones  de  jeato  rústica.  Por  otra  parte,  el  juez  que  no 
toma  por  si  mismo  las  decbíracioncs  queda  privado  de  lo  mas 
iUHtructivo  del  proceso,  cual  es,  un  conjunto  de  pruebas  cir- 
cunstanciales deducidas  de  la  conducta  1  modo  do  explicarse 
do  los  testigos.  Qué  diversa  impresión  no  hariVn  en  su  ánimo 
el  quB  responde  tranquilamente  i  como  do  cosa  sabida,  i  cl  que 
vacila  o  so  contradice,  cl  que  en  sus  miradas  i  en  su  jcsto  está 
indicando  que  su  voz  está  de  acuerdo  con  su  conciencia,  i  el 
que  so  esfuerza  para  encubrir  la  ventad  i  no  verso  sorprendi- 
do. Coda  una  de  estas  poíiueñece.s  valuadas  KoiKiradamcnln 
apenas  dará  una  probabilidad  remola  en  pru  o  en  contra  de  la 
verdad  do  la  deposición;  pero  ol  conjunto  de  todas  ellas  unido 
Al  texto  mismo  de  la  declaración  i  a  las  demás  circunstanciáis 
del  juicio  darán  miielia  luz  al  majislrado  i  fijarán  sus  incerti- 
dumbrcs.  Tan  cierto  es  esto,  que  la  lei  ?0,  titulo  10,  partida 
3.'  dice  que  el  jiidriaihv'irluy  a/tarí.ir  al  lattiíjn,  escucliitr- 
le  iii,iii«amcn/f  e  cnüar  /asía  que  haya  a^'nbaito,  cnti'mtlnio 
tudat^Sa  en  lii  cara. 


Si  ([iieriímoíi,  jnios,  tenor  una  Iiucna  adiniíiislraüion  (la  justi- 
cia, ea  preciso  vuriar  tic  mótoílu  i  sutitiluír  al  presente  utro  mas 
fioncillo  i  natural.  Oig-T  el  juez  a  los  intorftsados,  oiga  a  liw 
testigos,  intcrróijuelüs  por  si  mismo,  o  que  los  intísrrocruon  la"» 
misma»  partea,  permita  que  entre  ellos  se  reconven  can  cunn- 
ilü  cstí'íi  tliscnnles,  i  resultarán  de  o-sto  inrmítas  ventajas.  Que- 
dará ilespojuila  la  cuestión  de  muclio-s  inoidunlGsqu»  no  tienrn 
mayor  relación  con  la  causa,  i  que,  ventilados  por  oecrito,  for- 
man otro.s  tantos  pleitos,  tan  mornfJO.s  i  porjudioiales,  como  el 
princiiial.  El  juez  sacará  de  los  tcsti^fos  todn  el  conocimiento 
que  puofle  esperarse  de  olios;  le»  explicará  las  preguntas, 
prohibirá  toda  amijigücdad  en  lus  conte,'?tacÍone„s,  porscgiiírá  a 
la  mentira  en  todos  sus  rodeo»  i  la  obligará  aquitarse  la  más- 
t-ara;  en  suma,  pondrá  a  los  testigos  en  la  alternativa  de  pasar 
por  embusteros  o  do  confesar  francamente  la  verdad.  CauHU 
admiración  cómo  se  ha  abandonado  un  proceder  tan  obvio  i  so 
ha  ocurriilo  al  de  separar  las  dos  funciones  de  examinar  los 
testigos  i  fallar  definitivamente.  ¿Qué  dinamos  de  un  padre  de 
Familia  que,  tratando  do  averiguar  el  hecho  que  había  orijina- 
do  una  diferencia  doméstica,  cometiese  el  examen  de  los  tc^ti- 
^H  a  una  ^wrsona  desconocida,  la  quo  debiera  oírlos  separa- 
damente i  notar  por  escrito  sus  deposiciones?  ¿No  diriamos 
que  habia  perdido  el  juicio?  Pues  esto  es  lo  que  hacen  actual- 
mente los  majistrados.  Un  sabio  jurisconsulto,  tocanlo  ejiti 
materia,  dici-:  el  juez  que  no  hace  este  examen  jior  sí  mism-», 
cierra  delante  de  sí  el  libro  de  la  naturaleza,  i  so  vuelvo  citrífo 
i  sordo,  cuando  es  menester  verlo  i  cscucharlu  todo.  Solo  pue- 
den cxceptuajsc  de  esta  rcííla  lo.'í  casos  en  que  los  testigos  i  las 
partes  no  estén  sujetos  a  la  jurisdicción  del  tribunal  que  pro- 
nuncia, como  el  de  expatriación  o  exprovinciacion,  cuando 
enfermo  ¡adcs  u  otros  impedimentos  tan  graves  cíimo  ¿ste  cm- 
harací-n  la  comparecencia  personal,  i  en  fin,  el  caso  en  que 
lestimonioH  rccojidos  anteriormente  i>ara  otra  causa  puedan  ser 
aplicables  a  laque  ae  sigua  i  el  un  que  la  comparecencia  do  loa 
testigos  se  haya  hecho  impracticable. 

Grandes  embarazos  salen  siempre   al  encuentro  de  toda 
rcfnrm.i.'i  n'J  dudamos  qii.'  l<n  Imya  ¡iiuM  la  que  propinemos. 
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80  iilogaráii  los  gastos  ocasionados  en  el  trasporte  de  los  tos- 
tiiros,  la  demora  consiguiente  de  la  causa,  etcétera.  Pero 
nótese  que  hasta  cierto  punto  se  sufren  estas  mismas  dificulta- 
des en  el  examen  por  el  escr¡l)ano;  i  nótese  asimismo  que 
todo  puede  allanarse  con  un  sistema  de  enjuiciar  que  acerque 
mas  los  jueces  a  los  lugares  en  que  residen  las  partes  i  los 
testigos.  En  Inglaterra,  se  hace  este  examen  públicamente  a 
presencia  del  juez  i  los  juravlos;  i  hasta  ahora  no  ha  habido  la 
menor  queja  por  semejantes  gastos  i  dilaciones. 

INSTHUMENTOS 

La  cuarta  especie  de  prueba  es  la  (juc  se  hace  por  instru- 
mentos, privilejios  i  libros  de  cuentas.  De  los  privilejios,  poí'o 
o  nada  tenemos  que  decir,  no  estando  actualmente  en  uso.  Nos 
contraeremos  a  los  instrumentos  i  libros  de  cuentas.  Los  pri- 
meros son  públicos  o  privados.  Los  públicos  se  otorgan  ante 
escribano  u  otro  empleado  con  las  solemnidades  prescritas  por 
las  leyes,  verbigracia,  testamentos,  contratos.  Privados  son 
los  que  se  otorgan  los  particulares  sin  la  intervención  de  nin- 
guna autoridad  pública.  Dos  cosas  hai  que  hacer  acerca  do  los 
instrumentos  para  darles  el  carácter  de  una  prueba  indubita- 
l)Ie:  primera,  formalidades  adaptadas  a  su  naturaleza;  segun- 
da, medios  de  asegurar  la  observancia  de  estas  formalidades. 
En  orden  a  lo  primero,  poco  tenemos  que  añadir  a  lo  estable- 
cido ix)r  nuestras  leyes,  i  nos  ceñimos  a  las  advertencias 
siguientes. 

Las  partidas  de  bautismo  i  matrimonio  están  reservadas  a 
los  curas,  (¡uiencs  las  sientan  en  sus  libros  particulares.  La 
medida  parece  bien  calculada,  po>r(|Uc,  siendo  los  curas  los 
ministros  ordinarios  de  estos  actos,  no  puede  celebrarse 
alguno  sin  que  llegue  a  su  noticia;  poro  es  sensible  que  no  se 
haya  tratado  de  a.segurar  el  cumplimiento  de  esta  obliga- 
ción por  medio  de  algunas  formalidades.  ¿Quién  puede  imi)e- 
dir  a  un  cura  la  supresión  de  una  partida  cualquiera,  mui 
particularmente  en  el  campo,  donde  los  libros  se  heredan  pnr 
los  diversos  [):irroc<:s  sin  ser  revisadlos  jamas? 


Las  formaliitaiIi'S  de  loj*  tostnnienlos  son  ca  mayor  numera 
lio  las  que  so  requieren  en  U  celebración  de  loa  contnitos.  Para 
l<iH  primaros,  aun  necesarios  cini'O  testigos  en  el  te.itamRiito 
abierto  i  siete  en  el  cerrailo;  i  para  los  cuntratos,  solo  so  re- 
quieren líos.  Sin  tliiila  que  el  objeto  del  lejislador  fue  aüepirar 
en  lo  posible  el  eiimpliniionto  de  la  libre  voluntad  d<'l  diruiilu 
i  evitar  por  el  número  de  io^  testigos  )a  siiplantaeiun  do  un 
íioctimento  que  no  puede  ser  i-eulainada  por  el  que  lu  otorgfí; 
pero  esta  minjna  dilijuniúa  toca  en  un  oxti-omo  que  embara/a 
el  objeU)  de  la  lei.  ¿No  seiian  suficientes  cuatro  testigos,  como 
lo  dispone  el  código  franees? 

Otra  oliservaeion  aplicable  particularmente  a  los  contratos 
privados.  No  puede  negarse  la  ventaja  que  llevan  los  conlralo» 
por  escrito  a  los  verbales.  En  los  primeros,  lo  estipulado  se  baco 
invariable  i  permanente;  i  en  los  sefjundos,  está  sujeto  a  mil 
vicísitiidos.  Si  se  impusiera  la  oblif^acion  de  reducir  a  docu- 
mento escrito  lodo  contrato  qtie  excediese  do  cierta  suma,  se 
evitarían  infinitas  contiendas  i  quedarían  mejor  asegurados 
los  intereses  do  los  contratantes.  Ignoramos  cómo  se  recibir!» 
una  medida  de  esta  clase;  pero  es  de  creer  que  en  el  comer- 
cio no  sufn'cia  oposición  por  hallar-se  bastante  jeneralixada. 

Para  realixnr  el  cumplimiento  do  las  formalidades  estableci- 
das por  las  leyes,  seria  niui  conveniente  insertar  en  el  papel 
sellado  para  los  documantos  una  suma  de  las  leyes  que  deta- 
llasen las  rormalidad<!8.  De  este  modo  el  menos  instruido  las 
observará  en  todas  sus  partes.  También  contribuiría  eficaz- 
mente a  dicba  observancia  la  práctica  de  dos  principios,  oí  do 
sunpifíioyi  i  el  de  Kn/ü/ad.  Entiéndese  por  el  primero  la 
sospecha  de  mala  fo  en  los  otorgantes  cuando  han  omitido 
alguna  de  las  formalidades  prescritas,  pero  sin  constar  que  la 
omisión  so  ha  verificado  do  propósito.  I  por  el  segundo,  que 
se  anule  todo  documento  en  que  aparezca  dicha  omiuion, 
cuando  hai  una  persuasión  entera  do  que  el  defecto  ba  dima- 
nado do  poca  probidad  en  los  contratantes  o  do  un  delito  de 
falsedad  en  el  contrato.  Sabiondo  los  otorgantes  que  de  dicha 
omisión  h;m  de  resultar  grandes  incomodidades,  como  son  en 
<d    primer  cn^io  el  trabajo  de  purijar  la  aospocbn  de  mala  fe, 


jirolMindo  (¡uo  la  omisión  ílimnnó  tío  pura  ¡ijnornncia  o  impo- 
KJbilidatl,  i  Olí  el  sogunJo  el  «Usjjusto  (te  ver  anulado  el  actn, 
se  guardarán  bien  tie  incurrir  en  diclias  oniisionen;  i  las  for- 
malidades t|ue  t'I  Irjislador  pi-escribe  so  obsei'Vnrán  a  la  lotra. 
Mas,  si  es  im|M)rtan(e  rojírsc  por  estos  dos  principios  en  la 
calilioacion  do  los  documeiilos,  lo  es  nimho  mas  no  confun- 
dirlos, i  de  oonsiifuientfl  no  casliRar  con  la  tcrriljle  nulidad 
eunlquici"  lijero  descuido.  ¿Cómo  tolerar  ([ue  se  anulo  un  tes- 
tamento Solamente  porqiio  faltó  un  solu  teMtigo,  o  porque,  si 
en  verdad  concurrió  i  presenció  la  declaración  del  difunto,  no 
linnú  al  pit*!  o  firmó  a  su  nombre  el  que  no  del)ia  hacerlo?  El 
ubjuto  del  lejisladop,  al  establetter  como  necesarias  ciertas  for- 
malidades, ea  asegurar  ol  cumplimiento  de  la  verdadera  volun- 
tad do  los  otorfpintes.  Cuando  consta,  pues,  esta  voluntad  de  un 
modo  indudable,  cuando  el  juez  so  halla  plena  e  inlimamcnt» 
pereuadido  de  olla,  es  la  mayor  injusticia  obligarlo  a  pronunciar 
la  terrible  nulidad  por  una  omisión  talvcz  do  poco  valor,  listo 
es  «aerificar  a  las  formali.lades  el  objuto  que  se  espera  de  ellas; 
es  casliL^ar  a  los  particulares  por  la  ignorancia  do  ciertas 
pequeneces,  i(í:norancia  de  que  no  se  ven  libres  ni  lus  profe- 
sores del  derecho;  os,  en  suma,  abrir  campo  al  espíritu  do 
litijio  i  alentar  la  mala  fe.  No  olvidemos  el  principio  que  scii- 
tainos  en  nuestro  artículo  anterior.  El  lejisladur  delic  empe- 
ñarse en  que  la  conciencia  particular  del  juez  i  su  coneiuneia 
judicial  no  estén  discordes.  Solo  por  esta  via  se  cerrará  In  puer- 
ta a  las  prevaricaciones  i  las  arbitrariedades.  Últimamente  para 
revestir  a  los  instrumentos  de  toda  la  autenticidad  necesaria, 
cunvendria  dar  a  loa  cseribanos  otra  respetabilidad,  i  sobre 
lodo  reformar  la  parte  relativa  a  la  custodia  do  los  rejisti-os  ¡ 
protocolos.  Mientras  so  dejo  oslo  en  el  estado  de  incuria  en  que 
lo  vemo.s,  no  estarán  scj^uros  los  títulos  de  propiedad  i  IiabrA 
un  jórmen  perpetuo  de  litíjios. 

A  pesar  do  estas  i  cuantas  precauciones  tomo  el  lejisladur, 
siempre  serán  temibles  la  mala  fe  i  el  espiritu  sutil  de  las  jentea 
versadas  en  las  cabalas  del  foro.  Para  éstas,  jamas  será  pro- 
blema iiisobible  bailar  los  nieilíos  de  suplantar  un  do<-umento 
o  variar  parte  de  sus  dispwricione.s;  i  conviene  que.el  juez  se 
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halle  annatlo  du  cuantos  auxilios  pueden  suministrarle  su  ox- 
pcricncii  i  tal  «nto  para  no  ser  ali^una  vez  sorprendido.  Debe, 
sobre  todo,  tener  muí  presentes  los  cánones  para  discernir  un 
f'scrito  orijinal  de  una  copia  i  los  que  sirven  para  establecer  su 
autenticidad.  Nuestros  comentadores  han  declarado  esto  punto 
c!on  bástanle  menudencia;  pero  recomendamos  particularmen- 
te lo  que  ha  carrito  so]>re  la  materia  Jeremías  Bentham  en  cl 
libro  4  de  las  Pniohas  Judicinles.  Allí  se  halla  un  repertorio 
cabal  de  todos  los  capítulos  de  pruebas  directas  i  circunstan- 
ciales que  sirven  para  establecer  la  autenticidad  de  un  docu- 
mento. Están  analizados  con  filosofía  i  reducidos  todtis  a  su 
justo  valor.  Omitimos  su  inserción  por  ser  dicha  obra  muí  co- 
n<K;ida. 

INSPKíXION    PEnSONAL 

La  quinta  csjK'cíc  de  prueba  es  la  vista  ocular  o  evidencia 
d(?  la  cosa  o  hecluj.  Se  usa  de  ella  en  pleitos  sobre  deslindes, 
o!)ras  nuevas,  electora,  on  los  que  la  lei  cree  tan  necesaria  la 
presencia  del  juez,  que  so  expresa  en  estos  términos:  «ca  en 
cualquiera  de  estas  razones  non  debo  el  judgador  dar  el  plei- 
to por  probado,  a  menos  de  ver  él  primeramente  cuál  es  el 
fecho  porque  ha  de  dar  su  juicio  e  en  que  manera  lo  jKjdrá 
mejor  e  mas  derechamente  departir.»  Entre  nosotros,  se  acos- 
tumbra noin!)rar  por  las  partes,  jueces  prácticos  que  pronun- 
''j(Mi  (lcIinitivamoMt(\  No  haldada:  siendo  estos  jaeces  elejidos 
j)'.>r  l.is  mismas  partos,  d«»bcn  tonor  todas  las  cualidades  rcquo- 
ijtl.is  para  senu^janto  ministorio;  mas,  como  en  osto  puedo 
lialM-r  sus  (Hjaiv«)caciones,  i  como  dichos  jueces  so  consultan 
onlinariain-Mito  con  letrados  do  su  satisfacción,  i  esto  proceder 
i'stá  sMj«*!o  a  mil  vicisitudí's,  croemos  mas  conveniente  que, 
con  un'«*'4'l';  a  nuestras  mismas  leyes,  vaya  el  juez  en  persona 
oconip'M'ia'l«>  de  peritos  a  presenciar  cl  mismo  hoclio,  i  que, 
d(.'s])ues  d'^  oídos  los  peritos  i  las  partes,  pronuncio  su  senten- 
cia. L.ís  diliculta^Ií's  ([U'^  pueden  oponerse  a  estas  visitas  i  a  la 
movilidad  de  los  jueces,  s<' salvar.'m  en  el  plan  do  organización 
(le  juzL^ados  que  tiene  meditado  cl  nohiorno,  i  del  quedaremos 
un  1  il.M  sumaria,  cuando  tratemos  do  los  otros  do'^  capitul>.M 
<)e  nuestro  trabajo;  Cc'tn'itlnd  i  ¡•j'f)t>nnn:i . 
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PllESUNClONES   O   CONJETURAS 

La  sexta  eHpecie  de  prueba  es  la  que  se  liacc  por  presun- 
ción o  conjetura;  i  nuestras  leyes  tratan  este  punto  con  tanta 
lijoreza,  que  cuanto  dicen  sobre  él  está  reducido  a  que,  excep- 
tuando un  cierto  número  de  casos,  no  puede  librarse  fallo 
alíj:uno  por  este  medio  sin  el  auxilio  de  los  indicados,  confe- 
sión, testigos,  instrumentos,  etc.  La  razón  que  para  ello  se 
tuvo  presente,  fué,  sin  duda,  la  necesidad  de  trabar  la  arbitra- 
riedad de  los  jueces,  arbitrariedad  que  debió  aparecer  tíMnible, 
admitiéndose  entre  los  medios  plenamente  probatorios,  los  tan 
difíciles  de  calificar  con  exactitud,  como  las  conjeturas  o  pre- 
sunciones. Sin  embargo,  examinado  el  punto  en  esta  parte 
con  detención,  se  verá  que  nuestros  lejisladores  no  acertaron 
tan  bien,  como  en  otras.  ¿Qué  so  entiende  por  presunción  o 
conjetura?  Nada  mas  que  una  inferencia  mas  o  menos  próxi- 
ma i  mas  o  menos  remota  o  probable.  Veo,  \)OV  ejemplo,  a 
Á  i  /i  lidiando  a  puñadas;  dejo  de  mirarlos  por  intervalo  corto; 
oigo  después  un  grito,  vuelvo  a  mirarlos  i  diviso  a  A  huyendo 
con  un  cuchillo  ensangrentiido  i  a  U  tendido  en  el  suelo  i 
bañado  en  sangre.  El  argumento  en  favor  del  homicidio  per- 
petrado por  i4,  es  fuertísimo,  i  cualquiera  se  sentirá  inclinado 
a  calificarlo  de  evidencia;  mas  en  realidad,  solo  es  una  conje- 
tura. Pudo  en  aquel  momento  acercarse  un  tercero  en  defensa 
(le  A  i  dar  la  puñalada  a  li.  Pudo  A  socorrer  al  herido  arran- 
cándole el  cuchillo;  i  temiendo  después  ser  confundido  con  el 
verdadero  homicida,  tratar  de  huir  i  esconderse.  Pudo  ser 
también  que,  acosado  A  por  /i,  tratase  solo  de  amedrentarle 
con  el  cuchillo,  sin  la  menor  intención  de  herirle,  i  que  /^, 
ciego  de  cólera,  so  arrojase  imprudentemente  .sobre  el  arma  de 
su  contrario.  Do  esta  clase,  hai  muchas  c^onjeturas  o  presuncio- 
nes que,  sin  .ser  una  verdad  palpable,  constituyen  una  prueba 
bastante  poderosa  para  fundar  sobre  ella  una  sentencia.  El 
lejislador  parece  desecharlas  i  nuestros  comentadores  las  ad- 
miten solamente  en  concurrencia  de  la  declaración  de  un  tes- 
tiiTo  o  de  lo  que  se  llama  semiplena  probanz;»    Esta  resolución 
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es  enteramente  infundada,  porque,  en  muchos  easos,  las  pre- 
sunciones tienen  mas  fuerza  que  la  confesión,  los  instrumentos 
i  las  declaraciones  de  los  testigos,  ¡  porque,  si  se  analizan  bien 
estos  capítulos,  deben  reducirse  a  la  misma  clase  de  aquellas.  En 
efecto,  la  fe  en  los  instrumentos  es  una  consecuencia  de  estas 
dos  proposiciones:  el  instrumento  no  ha  sido  forjado  i  el  ins- 
trumento da  tal  derecho  a  A  o  B,  La  de  la  confesión  resulta 
do  este  raciocinio:  la  confesión  debe  ser  cierta  por  ser  contra 
el  que  la  rinde,  i  la  confesión  produce  este  o  el  otro  derecho. 
La  del  testimonio  resulta  del  siguiente:  los  testigos  presenta- 
dos no  han  podido  engañarse  ni  querido  engañarnos,  i  los 
testigos  dan  por  cierto  el  hecho  que  produce  un  derecho  en  A 
o  Ti.  Contra  una  de  las  premisas  de  estos  tres  raciocinios, 
pueden  presentarse  razones  que  debiliten  su  valor,  i  las  con- 
secuencias son  verdaderas  presunciones  mas  o  menos  claras  i 
evidentes. 

Lo  dicho  manifiesta  la  intima  relación  de  este  capítulo  do 
prueba  con  todos  los  demás.  Do  su  importancia  solo  podemos 
decir  que  algunos  autores  lo  prefieren  a  las  declaraciones  de 
los  testigos  de  que  se  hace  tanto  mérito  en  nuestras  leyes. 
Conviene,  por  lo  mismo,  detenernos  en  él,  aunque  solo  sea  para 
manifestar  su  extensión  i  la  manera  con  que  debe  emplearse. 
La  prueba  por  conjetura  resulta  de  un  raciocinio  por  el  que 
de  la  existencia  de  un  hecho  deducimos  la  existencia  de  otro 
que  da  lugar  a  la  aplicación  de  la  lei.  Cuanto  mas  íntima  sea 
la  relación  entre  estos  dos  hechos,  tanto  mas  fuerte  sera  la 
conjeturo;  i  por  el  contrario.  Esta  valuación  se  hará  por  el 
conocimiento  de  las  leyes  de  la  naturaleza,  así  en  lo  físico, 
como  en  lo  moral.  Pedro  ha  dado  a  Juan  una  bebida  de  que 
le  ha  resultado  una  muerte  súl)ita,  la  corrupción  del  cadáver 
i  demás  señales  del  envenenamiento.  La  proposición:  Pedro 
ha  envenenado  a  Juan,  es  cierta,  porque,  atendidas  las  cir- 
cunstancias de  la  buena  salud  de  Juan,  de  no  haber  tomado 
cosa  alguna  que  pudiese  matarle  i  haber  seguido  la  muerte  a 
la  toma  de  la  bebida,  no  cabe  otra  explicación,  sino  la  de  que 
la  bebida  era  un  verdadero  veneno.  Pedro  ha  querido  envene- 
nar a  Juan  con  la  bebida  que  le  lia  administrado,  ya  este  es 


oiro  caso  en  cl  que  de  la  existencia  del  primer  licuho»  fi*rdí«¡r, 
clH  envenenamiento  de  Jvmn,  se  (piieru  sacar  por  consocucnfia 
la  iletLTininacion  de  envenenarle,  lisie  es  un  lipdio  interno, 
que  Holo  puede  conocer  directamente  el  mismo  Podro,  como 
que  lia  pasado  en  lo  interior  do  su  alma,  i  para  averiguarlo  es 
preciso  examinar  la  conducta  du  Pedro,  i  discurrir,  partiendo 
du  esto  principio,  que  Pedro  revelará  rus  intenciones  por  lo3 
mismos  medios  que  los  domas  hombres.  En  esta  suposición, 
si  se  ha  visto  a  Pedro  componer  el  mismo  veneno,  i  sí  consta 
quo  la  naturaleza  o  cualidades  de  los  materiales  debían  ser 
conocidas  de  Pedro,  inTorimos  neccsanuraente  que  Podro  fa- 
liWcó  veneno  sabiendo  que  lo  era,  ¡  puesto  quo  so  lo  adminiü- 
Iró  a  Juan,  su  intención  fué  envenenarle.  La  valuación,  pues, 
de  loa  hcrhoa  sujetos  a  las  leyes  exije  de  parte  del  juez  los 
conocimientos  de  que  hemos  hablado.  Exijo  mas:  un  talento 
particular  para  descomponer  los  hechos,  clasificarlos,  aplicar  a 
ollüs  las  refalas  de  la  lójica  i  sacar  una  consecuencia  exacta. 
Cuando  decimos  aplicación  de  las  reglas  du  la  lójica,  no  quere- 
mos hablar  de  silojismo.  La  lójica  legal  no  consiste  tanto  en  la 
Ínt«lÍjoncia  de  la  let,  como  en  cl  conocimiento  del  hecho  a  quo 
He  aplica;  conocimiento  que  mas  os  obra  de  la  observación  i  el 
análisis  {(uo  de  la  deducción.  No  será,  por  lo  mismo,  impor- 
tuno establecer  los  principales  cánones  que  han  de  dirijir  al 
juez,  llai  hechos  simples  ¡  complejos.  Llamamos  simples  a  los 
que  se  hallan  tan  lii,'ados  con  el  princíi)al  u  legal  que  entre 
ambos  solo  hai  una  relación  sin  ningu»  otro  hecho  interme- 
dio. El  que  acabamos  de  exponer  es  himple.  Pedro  ha  admi- 
nistrado a  Juan  una  bebida  de  que  ha  muerto  súbitamente^ 
Pedro  ha  envenenado  a  Juan.  Administración  de  l)ebida  ) 
muerto  siibita;  envenenamiento;  aqui  no  cabe  mas  que  una 
relación  de  falsedad  o  verdarl,  de  acción  o  separación  de  estos 
dos  hechos.  El  juez  solo  tiene  que  averiguar  si  el  primer  hecho 
cata  unido  en  el  caso  presente  con  cl  segundo.  Podemos  repre- 
sentarlo por  osla  fórmula  ,'1  es  [i.  Complejos  son  los  que 
fío  componen  de  muchas  relaciones  o  de  muchos  hechos  l^dos 
al  principal.  De  estos,  hai  dos  clases,  que  es  preci.so  distinguir: 
unos  lig;tdos  de  pur  si  i  dircttunicnlc  al  prineipal;  otros  ligado» 
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a  l'sIo  no  dirortamcnlo,  aino  en  virtml  >\o  su  ciu-a<Ii'nani ionio  I 
i-eciitroco.  ManifiislaremoM  su  lUfcn^nría  por  i-jcmplus.  Se  hnn  I 
rubailo  (le  un  apoNonto  una  ullinjin  tic  valur,  Iuh  muhjicvIuui 
fi-caun  sulirc  Pedro,  i  son  las  siguientes:  í'cilro  ha  tlicliu  a 
Hinigo  (¡ue  cti  el  aposento  existía  semrjanta  alhaja  i  quo  ¿1  I 
[reiiaaba  robarla.  Se  lia  visto  a  Poilru  entrar  i  salir  del  aiKJ- 
Ncnto,  cuando  no  liahia  en  él  persona  al,!^una;  so  sabe  piir  un  | 
tontito  (jue  Pedro  ha  pregunta  lo  por  la  morada  do  un  joyero 
qno  compra  alhajas  de  la  misma  clase  que  la  perdida,  etovtora.  ' 
(Jada  uno  de  eslus  hi'clios  es  mi  argumento  que  por  sí  prueba  i 
mas  o  nicnus  la  criminalidad  de  Pedro;  i  tudos  juntos  arrojan 
una  probabilidad  muí  fuerte,  que  raya  casi  en  certidiimbrt;. 
Supongamos  ahora  (¡ue  las  sospechas  son  estas:  turbación  tío 
Pedro  después  de  descubierto  el  robo  i  fuga  inmeiliata  -suya; 
arribo  a  una  posada  donde  se  le  vio  con  una  cantidad  du  díiMj- 
ro  quo  ántos  no  tenia;  embarco  de  Pedro  para  otro  pais.  Cada 
uno  de  estos  hechos  nada  o  muí  poco  sígnifJC'an  considerados 
aisladamente,  pero  reunidos  a  loa  demás  forman  un  argumen- 
to pivjbable  en  favor  de  la  criminalidad  del  supuesto  dcdin- 
cuente.  Ilcpreaentaremos  estas  dos  clases  de  hechos  complejos 
por  las  fórmulas  siguientes:  primero,  en  quo  hai  Ires  hechos 
probatorios  unidos  inmediatamente  con  cl  principal:  D  es  A;  C 
es  A;  !J  es  A;  el  segundo,  en  que  hai  otros  tras  ligados  entro 
sí  i  pur  el  último  con  el  principal,  D  es  C;  C  ea  ¡i;  li  es  A. 
El  cálculo  do  todos  estos  casos  es  mui  sencillo.  En  el  heclio  sim- 
ple, se  reúnen  todas  las  razones  que  obran  en  favor  de  la  unión 
del  Iteebo  supuesto  con  el  principal;  se  reúnen  también  las 
que  obran  en  contra;  so  comparan  entre  si;  i  el  resultado  es  lu 
expresión  del  valor  de  las  pruebas.  En  el  hecho  complejo  de  la 
!a  primera  clase,  se  hace  este  trabajo  con  todoa  los  hechos  pro- 
batorios quo  se  presentan;  so  toma  después  cl  conjunto  i  se 
examinan  las  razones  que  este  conjunto  arroja  en  pro  o  en 
cxintra  de  hi  unión  del  hecho  supuesto  con  cl  principal.  Ea  cl 
complejo  do  la  scgumla  claso,  so  practica  la  misma  operación, 
porque  la  únÍL-a  diferencia  que  media  entre  ambos  es  quo  los 
lioíihos  quccomijonon  el  complejo  do  la  |>riniera  clase  prueban 
\mr  dos  vías,  a  saber  de  por  sí  i  considerados  aisladamente  i 
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también  por  su  conjunto;  i  los  de  la  segunda  prueban  solo  en 
su  conjunto,  i  si  se  valúa  separadamente  su  probabilidad  es 
para  averiguar  su  existencia.  Valuar  estos  datos  es  obra  del 
talento  del  juez  i  no  una  operación  aritmética;  pero  4a  facilitan 
el  análisis  de  los  hechos  legales  i  el  conocimiento  anticipado 
de  las  razones  que  puedan  presentarse  en  pro  o  en  contra  do  la 
existencia  de  estos  hechos.  En  el  número  siguiente,  indicare- 
mos algo  sobre  estO;  como  también  otras  cosas  que  debo  tener 
presentes  el  juez  para  fallar  con  acierto  en  esta  clase  do 
pruebas.* 

(araucano,  año  do  1837.) 

-  -  I  -B.  I     II  _■___■■■      II   H         ■_    .  _^mm l__LJ  ■-■    -   ■  ^MM    ^^  ^~       '        ■    ■  I  I      ^  I   ■  ■    — _—         ■■     M        ■  ~  ■ 

*  Don  Andrés  Bollo  dejó  inconcluso  osto  articulo. 
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MIMSTEUIO    DE    JUSTICIA 

Santiago,  noviembre  22  de  1838. 

Habiendo  el  gobierno  considerado  con  la  circuns¡)eccion  quo 
exijo  la  importancia  del  asunto,  la  consulta  de  la  corte  supre- 
ma de  justicia,  sobre  la  intelijencia  de  las  leyes  relativas  a  los 
derechos  que  corresponden  ab  intestato,  en  defecto  de  parien- 
tes Icjítimos  hasta  cierto  grado,  a  los  hijos  naturales  en  la 
herencia  de  sus  padres,  i  al  orden  de  preferencia,  en  dicho 
caso,  entre  los  mismos  hijos  naturales,  el  cónyuje  sobrevi- 
viente i  el  fisco;  atendido  el  dictamen  que  la  ilustrisíma  corte 
do  apelaciones  ha  expresado  acerca  de  las  dudas  sometidas  a 
la  consideración  del  gobierno,  por  la  suprema  de  justicia,  i  te- 
niendo presente: 

1.°  que  la  lei  6,  título  13,  Partida  6."  extiende  hasta  el  dé- 
cimo grado  el  derecho   de  los  trasversales  a  la  herencia; 

2.^  que  las  leyes  3,  título  20,  libro  10;  1.',  título  11,  libro 
2;  6,  título  22,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  i  la 
instrucción  do  26  de  agosto  de  1786,  hablan  solo  por  incidencia 
del  cuarto  grado,  i  fueron  dictadas  con  el  único  objeto  de  co- 
rrejir  algunos  abusos,  detallar  la  forma  de  los  juicios  do  intes- 
tados, i  establecer  la  jurisdicción  de  los  jueces  que  debían 
conocer  de  ellos; 

S."",  que  la  lei  7,  título  22,  libro  4.^  del  Fuero  Real,  solo 
llama  a  la  sucesión  intestada  de  sus  padres  a  los  hijos  natura- 
les que  han  sido  adoptados; 
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4.°,  que  la  lei  8,  título  13,  Partida  C",  solo  les  concede 
por  su  calidad  de  naturales,  la  st^xta  parte  de  la  herencia; 

5.®,  que  la  12,  del  mismo  título  i  Partida  habla  limitada- 
mente de  la  sucesión  de  hermanos  naturales,  sin  que  pueda 
deducirse  de  lo  que  dispone  para  un  caso  especial  una  deroga- 
ción de  lo  dispuesto  terminantemente  en  lei  anterior; 

C®,  que  el  parentesco  en  materia  de  sucesión  del>e  compu- 
tarse civilmente,  según  se  deduce  de  la  lei  3,  título  6,  i^ar- 
tida  4."; 

7.%  que  las  leyes  23,  título  11,  Partida  4."  i  6,  título  13, 
Partida  C",  dan  preferencia  al  cónyuje  sobreviviente  sobro  el 
fisco; 

8."*,  que  la  lei  1.",  título  22,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilacioiij  parece  solo  referirse  al  caso  en  que  no  hubiese 
viudo  o  viuda,  i  no  querer  excluir  los  derechos  de  éstos  a  la 
herencia  total,  del  mismo  modo  que  no  excluye  lo  que  corres- 
ponde a  los  hijos  naturales,  ni  la  cuarta  marital; 

9.®,  que,  aunque  por  la  lei  2,  título  19,  libro  10,  del  código 
últimamente  citado,  se  ordena  al  comisario  para  testar  quo 
deje  a  la  mujer  del  que  le  dio  poder,  lo  que,  según  las  leyes,  le 
puetle  pertenecer,  disponiendo  de  lo  demás,  en  la  forma  que 
aquélla  establece,  tal  lei  supone  la  existencia  de  un  testamen- 
to, sin  contener  tampoco  una  derogación  expresa  de  ninguna 
otra; 

10,  que  por  la  nota  1/^  de  la  lei  O,  título  22,  libro  10  de  la 
Xovisima  llccopilacion,  so  manda  jn'ocedcr  en  materia  de 
adjudicaciones  de  herencias  al)  intcstato,  arreglándose  a  las 
otras  que  cita,  de  las  cuales  es  una  la  O,  título  13,  Parti- 
da G."; 

1 1 ,  que,  aun  suponiendo  dudosa  la  preferencia  del  cónyuje 
sobreviviente  sobre  el  fisco  e  hijos  naturales  a  la  herencia  del 
intestado,  deberia  declarársele  de  conformidad  con  las  máximas 
jenerales  de  lejislacion  en  materia  de  sucesiones; 

I  finalmente,  que  el  principio  regulador  de  éstas,  el  espí- 
ritu de  varias  de  las  leyes  a  ([uc  se  ha  hecho  referencia,  i 
la  moral,  tanto  pública  como  doméstica,  excluyen  de  eso 
derecho  al  cényujr  qu<^  pur  su  culpa  no  hubiere  hecho  vida 
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maridable;  usando  de  las  facultades  extraordinarias  que  mo 
concede  el  artículo  IGl  déla  constitución  i  la  lei  de  31  de 
enero  de  1837,  ven<?o  en  resolver  que  la  aplicación  de  las 
lf»ycs  que  han  dado  lugar  a  la  indicada  consulta,  se  haga,  en 
loíi  puntos  respectivos,  con  arn^í^lo  ^  las  declaraciones  si- 
Pfíiientes: 

Primera. — El  derecho  dolos  trasversales  a  la  herencia  ab 
inlcstalo  so  extiende  hasta  el  décimo  grado  computado  civil- 
mente. 

Segunda. — Los  hijos  naturales  que  no  hubieren  sido  adop- 
tailos  por  su  padre,  no  heredarán  ab  inteslato  mas  que  la 
sexta  parte  de  los  bienes  de  éste. 

Tercera. — El  cónyuje  sobreviviente  r(ue  hubiese  hecho  vida 
maridable,  o  que  sin  culi)a  suya  hubiese  dejado  do  hacerla,  es 
preferido  al  fisco  en  la  sucesión  intestada  del  cónyuje  difunto, 
salva  la  parto  que  corresponda  legalmente  a  los  hijos  natu- 
rales. 

Comuniqúese  a  la  corte  suprema  de  justicia,  publíquese  i 
archívese. 

Prieto. 

líamon  Luis  Irarrázaval. 


I 


La  declaración  preinserta  de  ciertos  puntos  legales  consul- 
tados por  la  excelentísima  corte  suprema  al  gobierno,  no  ne- 
cesita de  mas  fundanK^ntos  que  los  que  en  ella  misma  se 
exponen;  pero  como  el  decreto  de  22  do  noviembre  que  la 
contiene  se  ciñe  a  indicarlos  con  la  precisión  que  es  propia  del 
lenguaje  de  la  lei,  hemos  creído  que  no  estaría  de  mas  desen- 
volverlos i  discutirlos  con  alguna  extensión  en  este  artículo, 
para  (|ue  todos  i)ue(lan  formar  idea  de  las  sólidas  razones  en 
(jue  la  ihistrísima  corle  de  apelaciones  fundó  su  voto  consul- 
tivo, i  que  han  sido  adojítadas  por  el  gobierno. 

El  primero  de  los  puntos  sobre  que  ha  recaído  la  declaración 
(i  ([lio,  sin  cinl><»ríro  di»  n;  hal)er  si  lo  directamente  consultado 
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por  la  uorto  suprema,  parociú  tener  una  coiicxiün  íiilJma  con 
los  oíros  líos  que  expp(!íJ.inioiite  lo  fueron),  es  el  relativo  al 
grado  de  parentesco  de  los  tfiís  versal  es  quo  pop  falta  Je  ascen- 
dientes i  deíicendieiltes  son  llamados  a  tjiieoiler  sli  Inlcslalo. 
Varios  autores  modernos  suponen  que  la  Ifi  fi,  titulo  13, 
Paríírfa  4.*,  que  extiende  este  derecho  de  suecdcr /laíi'.i  el  ^i-n- 
íío  deceno,  fué  derogatla  por  la  Í .",  titulo  1 1 ,  libro  2,  3,  titulo 
20,  i  tí,  título  2?,  libro  10  de  la  Novísima  Ufcojillaclon,  quo 
mencionan  el  marto.  Pero  bien  examinadas  cslaa  leyes  no  dan 
motivo  para  semejante  suposición. 

La  mas  antigua  de  ellas  es  la  eitada  Ici  3,  pragmática  pro- 
mulgada por  los  reyes  católicos  en  1 501,  i  eonlirmada  por  don 
Carlos  i  doña  Juana  en  las  curtes  de  Valludolid  de  1  j'23.  Ella 
dispone  que,  si  los  intestados  dijan  descendencia  lejítima,  o 
pai-ientes  trasversales  dentro  del  cuarto  grado,  no  puedan  laH 
órdenes  redentoras  ni  los  tesoreros  i  comisarios  de  cruzada 
<lcniandarles  a  ellos  ni  a  los  testamentarios  el  quinto  do  los 
bienes  ni  cosa  alguna  por  causa  do  la  suceaion  nb  inlostato, 
alegando  privilejios  o  costunilire,  porque,  aeijun  derecho  do 
nneslros  reinos,  dice  la  lei,  liabiendo  los  talos  berodopos  ni» 
so  tes  puodú  licuar  cosa  alguna.  IVjo  eslo  nada  prueba,  sino 
que  los  privilejios  o  costumbre  ([uc  alegaban  las  órdenes  re- 
dentoras o  la  eructada,  solo  podían  tener  cabida,  según  esta 
Ici,  en  el  caso  de  sucesiones  ulteriores  a  las  del  grado  cuarto 
trasversal.  Do  que  a  los  parientes  de  cierto  grado  no  se  lea 
puede  llevar  cosa  alguna,  no  se  deduce  que  loa  demás  [larien- 
tes  sean  excluidos  del  total  do  la  herencia  para  hacer  lugar  a 
las  órdenes  redentoras,  a  la  cruzada,  ni  al  fisco. 

La  lei  que  so  sigue  en  el  orden  del  tiempo  es  la  1.',  titulj 
1 1,  libro  2,  que,  según  el  epígrafe  de  la  A'ooíai'ma  RecopUa.- 
cion,  es  una  cédula  expedida  por  Carlos  1  en  Valladolid,  a  20 
do  noviembre  do  1  J2'2,  i  confirmada  ¡¡or  él  mismo  en  aquella 
ciudad,  a  5  de  junio  do  1523.  Mándase  en  ella  que  los  presi- 
dentes i  oidore.?  du  las  audiencias  no  se  entrometan  a  conocer 
de  las  causas  i  cosas  pertenecíenles  a  la  hacienda  de  las  bulas; 
que  dejen  a  los  tosoi-oros  ¡  rat;topcs  do  la  cruzada  pedir  i  de- 
mandar los  nlnntestatos  de  los  que  no  dejan  liei-ederos  dentro 
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(lül  cuarto  grado,  i  los  mostrencos  i  todas  las  otras  cosas  to- 
cantes a  la  cruzada,  según  el  tenor  de  la  Itula  (lo  su  santidad; 
quo  no  reciban  apelación  sobre  ello,  í  ni  la  hul'ieren  recibido, 
la  vuelvíin  luego  al  Cümisario  jencral  i  jaecen  subdelegados 
do  cruzada;  i  (|ui!,  do  las  scntenuia.s  i  mandamientos  que  los 
dichos  jueces  subdelegados  pronunciaren,  no  pueda  haber 
aiielaciun,  ni  suplicación,  ni  recurso  du  nulidad  para  ante  tri' 
Ininal  ni  juez  alguno,  sino  solo  para  anlc  el  dicho  comisario. 
Es  manificslü  que  el  objeto  de  esta  lei  ha  sido  deslindar  una 
jurisdicción  quo  so  diKputuhan  la  cruzada  i  la  justicia  ordinaria; 
i  a  este  efecto  scofilcna  que  nociino/.i'o  la  Justicia  ordinaria  en 
aquollas  causas  que  tocaban  al  ínteres  de  la  cruzada,  No  hai 
motivo  ninguno  para  creer  que  el  que  ella  tenia  cn  los  abin- 
testatos  pasase  del  cobro  de  cierta  cuota;  este  es  el  que  se  Ín- 
dica cn  la  pragmática  do  los  reyes  católicos,  de  que  dejamos 
hecha  mención,  i  al  quo  alude  sin  duda  la  cédula  de  Carlos  I, 
pues  ya  hemos  visto  que  una  i  otra  fueron  confirmadas  por 
aquel  soljorano  en  un  miHuio  año,  con  la  circunstancia  de  que 
la  primera  promulgación  de  la  cédula  [en  132?)  fué  anterior 
ala  confirmación  de  la  pragmática  [15^3].  Estas  dos  reales 
disposiciones  armonizan,  pues,  entre  si,  i  so  explican  perfecta- 
mcnre  una  a  otra. 

Lo  quo  ha  extraviado  el  juicio  de  algunos  inUirpreliri,  <w  el 
derecho  concedido  a  los  tcsurcros  i  factores  do  cru/.ada,  de  de- 
mandar lusabintestatos  délos  que  no  dejan  hereden isi  de  grados 
ulteriores  al  cuarto.  Pero  demandar  lus  atín/cs/.-t/os,  no  es 
demandar  la  posesión  o  dominio  do  los  bienes  inU-Ht^idos.  Ab- 
inteafnlo,  usado  como  sustantivo,  significa  la  causa  o  ¡irocfi- 
ditnienlo  jutlicial  sobve  la  horencia.  i  ndjitdifíii'inn  de  Ion 
hionús  (le  los  qno  nvio.ren  .sin  ícsíar;  así  define  «sta  palabra 
cl  Diccionario  de  la  Iteal  Academia,  La  céxlula  de  Carlos  I, 
daba,  pues,  a  los  tesoreros  i  fautoretj  do  cruzada  el  rierecho  ih: 
demandar  los  documentos  i  piezas  relativas  a  la  existencia  i 
propiedad  do  los  bieneu  hereditarios,  i  sí  so  quiere  la  tenencia 
(le  ellos,  para  quo  los  jueces  sulHlelcgados  de  cruzada  en  pri- 
mera instancia,  i  el  comisario  jeneral  cn  apelación,  coniwiesen 
de  esta  clane  de  herencias,  e  hi<MCsen  las  competen  tes  adjudí- 
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caciones,  deducida  la  cuota  que  aquel  ramo  de  rentas  ]>ontjfí- 
cias  pudiese  tener  en  ellaa  por  loi  o  cosliimbre.  *  El  objeto  de 
la  cédula  fué  asegurar  a  la  cruzada  la  integra  recaudación  de 
esta  cuota,  como  que  en  ello  estaba  directamente  interesado 
el  fisco,  con  quien  partía  sus  ingresos  la  cruzada,  en  virtud 
de  varias  gracias  c  indultos  pontificios.  De  esto  interés  del 
ÍI.SCO  en  ampliar  i  prutejer  la  jurisdicción  de  la  cruzada,  tene- 
mos un  testimonio  expreso  en  la  eúdula  de  20  do  noviembre 
tle  1542  (nota  1 .'  a  la  citada  lei  I ,").  ¿A  quién,  ¡jor  otra  parta, 
no  parecerá  inverosímil  que  los  reyes  do  España  hubiesen 
abandonado  a  la  cruzada,  es  decir,  al  papa,  la  universalida<l 
de  las  herencias  vacantes?  ¿I  cómo  os  posible  imajinar  que  las 
cortes  do  los  reinos,  tan  celosas  en  la  custodia  de  los  derechos 
e  intereses  nacionales,  hubiesen  tolerado  semejante  abandono? 
Si  los  reyes  hubiesen  hecho  esta  concesión  n  la  cruzada,  que 
era  una  autoridad  pontificia,  habría  sido,  sin  duda,  con  la 
mira  de  quo  las  herencias  revertiesen  al  fisco  por  concesión 
de  los  pontífices.  Poro,  ¿para  qué  oslo  círculo?  ¿Qué  nccesidail 
había  de  que  el  reí  ilicao  al  papa,  i  el  papa  retornase  al  roi,  la 
propiedad  de  uno.9  bienes  incontestablemente  temporales  i  na- 
cionales, que  pudieron  con  mas  facilidad  i  ventaja  adjudicarse 
desde  luego  a  la  corona?  En  fin,  si  demandar  los  abíntesta- 
fos  fuese  demandar  el  dominio  de  los  bienes  intestados,  de- 
mandar los  mostroncu.s  sería  también  demandar  su  dominio: 
¿i  cuAndo  tuvo  la  cruzada  semejante  derecho? 

De  aquí  es  que  los  expositores  do  nuestra  lejislacion,  que 
trataron  de  la  sucesión  ab  íntestato  hasta  fines  del  siglo  XVIIl, 
creyeron  vijento  la  lei  do  Paríit/a,  quo  la  extiendo  hasta  el 
dOcimo  grado  trasversal.  No  ha  faltado,  a  la  verdad,  uno  u 
otro  quo  dudase,  o  quo  inconsideradamente  diese  a  la  cédula  do 
Carlos  I  la  interpretación  errónea  que  lian  desechado  la  ilus- 
trísima  c'orte  i  el  gobierno.  Uno  de  estos  fué  el  licenciado 

*  Esto  paroco  haber  nido  <¡l  eonocplo  del  unotador  de  l.t  ÍHhUotcca 
do  ForrAria,  quo  oii  el  lomo  1,  pAjin»  I^T,  oolmnna  2,  se  exprosit  nsí: 
Prxcedenlibaa  ceialibus  nd  hoc  Iriliuuiil  (com/ssnríí  apostnlici] 
apcctabat  de  ab  inleslntis  ac  rebas  sinn  domino pcrsislentihunjiidi- 
ctiim  fcrrf,  aíijuc  rtppírV.ilíones  e,irum  ¡•ffwcre. 


Aticnza,  que,  según  Carrasco  ilut  Saz  (uajtítulu  7,  ilc  quintn 
bonorum  inteslnti  decedenlÍK),  pusg  a  la  tri  12,  lítiilo  8, 
libro  5,  Rocopilticion  {\6\  1.',  título  ??,  libro  10  déla  .Vouísí- 
nia_J,  este  equivocaflo  sumario:  «Los  biunc»  i  licroacia  dul 
(jue  inuritTe  ab  intcstato,  sin  di-jor  parienU^s  dentro  del  cuar- 
to grado,  serán  dol  reí.»  Poro  este  eom-epto  fue  iinpUí^nado 
por  el  mismo  Carrasco  en  el  lugar  citado,  i  por  Solórzano  en 
RU  f'olilicu  ¡iitUana,  libro  5,  capitulo  7,  número  '¿Ti;  i  ade- 
mas se  rofurmó  aqufl  uumario  oii  la  Recopilación  de  1772,  i 
on  la  Novhima. 

Si  se  apetece  una  prueba  auténtica  do  quo  por  la  cúdula  de 
Carlos  I  no  se  consideraron  suprimidos  los  derechos  de  los 
colaterales  hasta  el  diícimo  grado,  nos  la  suministra  la  céilula 
de  9  de  octubre  de  1 760,  que  copia  a  la  letra  li'ebrero,  tomo  I , 
píjina  180  (edición  de  1778).  En  ella,  so  declara  que  «p;iru  lo 
sucesivo,  en  conformidad  de  lo  dispuesto  en  las  leyes  6,  título 
13,  libro  O,  i  12,  titulo  8,  libro  5  do  la  Recopilación,  i  tam- 
l)icn  en  la  6,  título  13,  Partida  6,",  toca  el  conoi-imiento  do 
todos  liis  autos  de  bienes  mostrencos  e  intestados  en  que  no 
hubiere  herederos  conocidos  a  las  justicias  reales  ordinarias,  i 
en  grado  de  apelación  a  las  respectivas  chanci Herías  i  audien- 
cias, sin  mezcla  alguna  do  los  subdelegados  de  cruzada;  í  se 
(lisi>one  que  los  bienes,  ai  resultaren  ser  efectivamente  vacantes 
o  mostrencos,  se  adjudiquen  ala  real  domara,  como  mandan 
las  ciladas  leyes. n  La  leí  de  Partida,  que  atpii  se  cita,  es  la 
misma  que  extiende  hasta  el  grado  dctreno  el  derecho  do  suce- 
sión ab  intostiito,  i  la  misma  que,  no  habientlo  parienUss 
dentro  do  este  grado,  llama  al  cónyujo  sobreviviente  i  al  fisco; 
i  do  las  leyes  G  i  12  de  la  Recnpitncion  [que  son  las  2  í  1.', 
título  22,  libro  10  do  la  i\'ovímna¡,  la  una  dispone  que,  no 
habiendo  herederos  de  la  línea  recta,  ní  de  la  trasversal,  todas 
los  binnes  sean  para  la  cAmara;  i  la  otra  da  el  mismo  destino 
a  los  mostrencos,  no  pareciendo  su  dueño.  La  referencia  i 
confirmación  que  so  hace  de  estas  leyes  en  la  cédula  de  1 706, 
no  es,  en  cuanto  al  punto  de  limitar  o  extender  el  derecho  de 
los  colaterales,  sino  en  cuanto  a  la  materia  de  junscliccion. 
Los   bienes,  dicr  siistfincialmenle  la  cédula,  iierlenecen  a   la 
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cámara,  según  loyes  vijentes,  i  en  está  virtud,  no  toca  la  ju- 
risdicción Nobre  los  abintestatos  ni  mostrencos  a  la  cruzada, 
sino  a  la  justicia  onlinaria,  a  quien  por  tanto  se  encarga  esta 
jurisdicción,  evitando  (son  palabras  de  la  real  cédula)  que  per^ 
aortas  eclcsiáslicas  se  mezclen  en  una  judicatura  del  todo 
temporal.  Ahora  bien,  si  por  la  disposición  soberana  de  1592 
o  por  otra  cualquiera,  so  hubtoson  cedido  o  abandonado  los 
bienes  vacantes  i  mostrencos  a  la  cruzada,  doro^ndo  las  leyc^ 
de  que  hace  mención  la  real  cédula  de  17C6,  ¿hubiera  podido 
decirse  quo,  en  conformidad  a  lo  establecido  en  ellas,  pertene- 
cía la  jurisdicción  sobre  los  tales  bienes  a  la  justicia  ordina- 
ria, con  inhibición  de  toda  autoridad  eclesiástica?  Es  visto, 
pues,  que  en  la  cédula  de  1522  ni  directa  ni  indirectamente  se 
trató  de   otra  cosa  que  de  sancionar  una  jurisdicción,  que 
probablemente  so  había  arrogado  ya  la  cruzada,  i  que  le  dispu« 
4 aban  las  audienci&s,  i  que  en  ella,  como  en  la  cédula  de  1766, 
He  supone  vijento  cl  modo  de  suceder  ab  intestato  establecido 
})ür  las  antiguas  leyes  nacionales. 

Pasemos  a  la  arriba  citada  lei  fí,  en  que  se  fundan  los  que 
creen  que  [Kir  derecho  rcjío  la  sucesión  ab  intestato  no  se 
«xtiende  en  la  línea  trasversal  a  mas  del  cuarto  grado.  Esta 
lei  es  un  decreto  real  de  22  de  noviombro,  inserto  en  cédula 
del  consejo  de  6  do  diciembre  de  1785,  i  también  so  refiere  a 
la  jurisdicción  sol)re  los  mostrencos  i  los  abintestatos  en  quo 
faltan  parientes  de  grados  ulteriores  al  cuarto.  Do  las  justician 
ordinarias,  a  ((uienes  liabia  declarado  dicha  jurisdicción  la 
cédula  de  1766,  la  traslada  al  primer  secretario  de  estado, 
como  superintendente  do  bienes  vacantes  i  mostrencos,  con 
facultad  de  nombrar  un  subdelegado  jeneral,  i  los  particulares 
quo  crea  conveniente,  para  que  éstos  en  primera  instancia 
conozcan  en  las  causas  de  tales  bienes,  i  en  segunda  instancia 
el  superintendente,  reservándose  su  majestad  el  nombramien- 
to de  jueces  do  revista,  cuando  se  suplicare  de  las  sentencias 
de  aquel  jefe.  A  esta  lei  acompaña  una  instrucción  de  26  de 
agosto  de  1786,  cuyo  artículo  7.**  dispone  que,  si  muriere  intes- 
tido  alguno  que  no  dejare  parientes  dentro  del  cuarto  grado, 
jjrorcda  el  subdelegado  a  recibir  información,  por  la  que  se 
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califiquen  las  dos  circunslnncias  do  Iial)cr  nuierto  el  difunto 
sin  testamento,  i  no  conocérsele  pnricntcs  dentro  de  dirlio 
orado;  que,  ha))ida  esta  información,  se  fijen  i  preí^onen  edic- 
tos, para  quo  si  alguna  persona  lienc  derecho  de  suceder 
ex  Leslanienlo  vel  ab  inteslato^  se  presente,  se  lo  oiga  i  ad- 
ministre justicia;  que,  si  dentro  de  los  términos  de  los  edictos 
parecieren  herederos,  se  les  manden  restituir  sus  bienes;  i 
que,  si  expirados  los  términos  no  ])arecieren  heredero'i^  se 
recil)a  la  causa  a  prueba,  i  concluida  se  declare  que  los  tales 
bienes  pertenecen  al  objeto  de  construcción  i  conservación  de 
caminos.  Tal  es  el  tenor  del  artículo  7.*  ¿Ilai  aquí  algo  quo 
limite  al  cuarto  grado  la  sucesión  trasversal  ab  intestato? 
La  mención  de  esto  grado  es  para  marcar  el  punto  preciso  en 
que  cesa  la  jurisdicción  de  la  justicia  ordinaria  i  principia  la 
del  superintendente.  Si  haí  parientes  dentro  del  cuarto  grado, 
toca  la  jurisdicción  a  la  justicia  ordinaria;  si  no  los  hai,  toca 
al  superintenílente  i  subdelegados.  Así  es  (¡ue  solo  en  esta 
parte  del  artículo  se  hace  mención  específica  del  cuarto  grado; 
i  aunque  luego  so  vuelvo  a  hablar  hasta  tres  veces  de  personas 
que  tengan  derecho  a  suceder  i  de  herederos^  no  se  limita 
directa  ni  indirectamente  su  grado,  porque  el  ánimo  del  lejis- 
lador  es  dejar  vijentes  las  leyes  del  reino  ((uo  señalan  el  orden 
de  la  sucesión  intestada.  No  hai  motivo  alguno  para  que  se 
entienda,  como  limitación  del  derecho  do  suceder,  lo  que  sola- 
mente limita  la  jurisdicción  de  la  justicia  ordinaria. 

La  disposición  del  artículo  8.®  está  concebida  en  ¡guale» 
términos.  So  trata  en  él  del  caso  en  quo  el  difunto  no  fuese 
natural  del  mismo  lugar  en  que  murió,  i  se  previene  que  en- 
tonces, ademas  de  recibirse  información  de  que  allí  no  se  le 
conocen  2)arientes  dentro  del  cuarto  grado,  se  despache 
requisitoria  al  lugar  de  su  naturaleza,  para  que  alli  tam- 
bién se  reciba  información  sobre  si  el  difunto  tiene  o  no 
parientes  dentro  del  cuarto  grado  i  se  publiíjue  su  muerte 
por  edictos,  para  que,  si  ahjuno  pretendir\^c  derecho  a 
los  bienes,  comparezca  a  justificarlo,  [-.a  infor))iacio)i  re- 
cae sobre  la  existencia  de  parientes  dentro  del  cuarto  gra- 
do, como   fundamento  de   la  jiu'isdiccion  de  Ips  subilclega- 


">.  z»rr:  I.-  :     ..:■  li""-.-.  :r.  -  r.->ri:I  c: a  I-c«  parientes  que 

*  •^'.-r'.  * :'    >-r  1    i  ".  s  '    .'_-^.  L*>  n::sn;:i  aivireoe  en  el  ar- 
"•r:!:  *  *.  :.r.  -r  -:  .l.  j1::í  !-r  -  ::-T?.  Ix  n^^vs:  i\í  decaliucar  en 
l\  ■'.-.  '*:  -  V* : . .  .  l:s    :.s  rr,  iis.r.íi  .!■?  n  :•  hab-iT  testamento,  ni 
^ríkr:«n:«=:-=  ::-.>:.'  ^*  Jr  .:  ':•      :-i  o.a  ■::•  \;'^'.!0,  pira  inhibir  a 
iá  rj*::.*:i    rlir.Ár:.^.  i  hj-:v^r  :>- -^^sta  »^":r**ír-je  a  !••«  snbilele- 
en  Ii-s  I.s  • ::  -  :^  ::-  -^  >.  :r->r^-n  :hra  !.•-  añaiiontlo  que,  si  en 
\  ri  ta!-?<   &-.:::>  s:-  •rr-.-.-r-rrar^  trier  ^';  »    ;  >«  ¡^ir'i^ntf^s  el  di  • 
fur-tí.  5*?  I^  haja  ^-.v-r.  :  -^r.  J >  'Iv^iia-^  ^.*  ¡i-xy^li  como  sw^  ha 
di'jho  en  el  artí?'il-.»  r-r^^i-Ionto.   Ni  una  vez  sola  se  ileía  de 
merí  .i'Ttr  «r- "»■•.::'!  .a  v.A.Tc-  rl  o*  M ''*•:•  '7?"';íV».  ouand-.í  se  hahla 
íle  ¡a  .        -  :  ■  ^  :•  .:  i  viv.- -  v:r*.i.  ni  una  vez  s^jla   se  mencio- 
na e***?  sral  •.  cmrilo  s^-  traía  dt-i  iíamaniiento  de  los  here- 
deras i  la  a  í/i  rcTií'íijn  '.le  i:»>  bienes.  ¿PoJítí  ser  casual  aquella 
f-or.stante  e*|x:x:::ili  ja.l  en  el  deslinde  de  la  jaris«liccion,  i  esta 
no  m»>nos  con-tante  jeneralidad  en  la  citación  de  los  parientes 
i  en  la  afljiídicocionr  Estas  ob?=en'aciones  nos  hacen  tanta  fuer- 
za, que.  f-n  vez  de  creer  deroorado,  antes  de  la  instrucción  de 
26  de  a2ros*o,  o  por  esta  misma  instrucción,  el  orden  antiguo 
lie  succíJer  al)  intestato,  Li   miramos,  al  contrario,  como  una 
prueba  positiva  d»^  que  t-1  ha  estajo  en  pleno  vijor  antes  do 
ella,  fie  quo  no  ha  si'Io  alterado  por  ella,  i  de  que  era  i  es  la 
rr-crla  quo  fija  ol  ílí'i.ch-»  Ao  ¡os  colaterales  en  las  herencias 
l«'jít.¡rníis. 

Otra  roílexion  i>'yl<TO.sísima  sujiore  el  citarlo  artículo  O.**, 
^Mianrlo  ílispone  rpio,  si  en  los  autos  que  la  justicia  ordinaria 
lia  (h  frntroL^ar  a  los  subdolcL^arlos  apareciere  que  existen 
a\(pino:<  ]fn)'innios  del  difunto,  se  les  hacra  citar.  Ks  claro  que 
<'St,<)s  |>ai'ií-ntes,  cuya  existencia  resulta  fio  los  autos,  no  pue- 
den sor  íl<í  los  ífrados  comprendidos  dentro  del  cuarto  inclusi- 
ve, por({uo  en  tal  caso  no  estaba  inliibida  la  justicia  ordinaria. 
Ijic^o  no  jiucden  sor  sino  de  errados  ulteriores  al  cuarto.  Luc- 
ido í'-stos,  soLnin  la  instrucción  misma,  no  están  excluidos  de 
las  IiíTí'iK'ias  lojitimas,  supuesto  que  olla  los  manda  citar  para 
<|U('  |usliíií[uon  su  doroclio. 

Mil  .'d<_ruiias  do  estas  consid(»raciones  do])ió  de  fundarse  don 
Inui  S.d.i,  «•uand«>,  rolraoiando  lo  estamjiado  vu  sus  In.^lihf- 


Clones  /íomano-7/íS/>aia.s,  miró  romo  poco  seguro  quo,  por 
la  instrucción  de  178C  se  hubiese  rcBtrinjido  al  cuarto  grado 
la  sucesión  ab  intcstnto  de  loy  colateralcji.  Tal  ee  la  ojiiiiioi) 
que  expresa  en  su  Ilustración  del  Dcreclio  Real,  libro  5, 
título  8,  númoro  11,  reOriéndosc  particularmente  al  articula 
9."  de  la /fisíriiccíon.  Él  apoya  su  duda  en  una  sentencia  de 
15  de  julio  de  180"^,  pronunciada  por  el  supei'in tendente  jcne- 
ral,  adjudicando  t-ierla  herencia  intestada  a  las  hijas  de  dos 
primos  hermanos  del  difunto,*  i  ademas  en  el  capítulo  2  del 
real  decreto  inserto  en  cédula  de  25  de  setiembre  de  1798 
sobre  los  pagos  que  deben  hacerse  al  fisco  por  los  parientes 
traversaltís  que  suceden  ex  tcslamenlo  o  ab  intestato.  Pero 
esta  segunda  razón  es  de  ningún  valor,  porque  en  aquel  capí- 
tulo se  habla  promiscuamente  de  ambos  mudos  do  sucesión 
trasversal,  i  pudiera  entenderse  do  los  parientes  hasta  el  cuarto 
grado  en  las  sucesiones,  tanto  testamentarias  como  lejttimas, 
i  de  toda  clase  de  parjentas,  desdo  el  quinto  irrado,  en  las  he- 
rencias e.v  Icslamentn. 

II 


Con  motivo  del  reglamento  de  35  de  setiembro  do  ITJS,  de 
que  acabamos  de  hacer  mención,  se  discutió  (Jor  incidencia 
on  el  acuerdo  de  la  ilustrisima  corte,  si  la  computación  de 
grados  en  materia  de  herencias,  debía  hacerse  por  el  método 
vivil  o  el  canónico.  Sobro  este  punto,  daban  poco  campo  a  la 
duda  las  leyes  del  Fuero  Juzgo  i  del  código  de  las  Par- 
tidas, i  la  opinión  casi  unánime  de  los  autores,  que  no  reco- 
nocen como  lejítima  otra  computación  que  la  civil  en  materia 
do  sucesiones.  Pero  recientemente  no  han  faltado  algunos  que 
80  declarasen  por  la  canónica,  a  lo  menos  on  ciertos  casos 

*  Acerca  do  le.  práctica  do  los  tribunales  ca  Eipañn.  auii  dcspuea  do 
U Instrucción  de  I78Ü.  hítbln  así  el  nnoUdor  de  la  nibliotcca  do  Fc- 
rrArÍR,  tomo  8.°,  pajina  M7  (edición  do  IT'Jri):  Cirouhocsompcrjudicín 
et  doto rm i n Atienes  tribtin.iliiiin  Hiipcrinruni.  ad  quorum  soiitcntias 
se  u  decisión  en  in  causis  hujunmodi  patrocinandis  caucidíci  so  acoin- 
(^nt,  pnüooulis  liabcantur.  Non  vidctiir  otonim  coiitomni  dísposUlo- 
noin  (íocimuin  gradiun  Biguantetu,  immo  obscrvantiam  merori. 


particulares.  Sula,  en  el  pasaje  que  dejo  cítnilo,  ai)unta  Ib 
tispccie  (Ic  que  talvoz  cl  cuarto  yrailo  de  los  traaversalcíí 
de  quo  habíanlas  Inyes  oii  materia  <lo  abintestatos  ae  debe 
entender  con  arreglo  al  dei-echo  canónico;  i  de  este  modo  cree 
que  SG  concillará  ]a  doctrina  que  excluye  de  la  sucesión  lejíti- 
nia  a  los  parientes  de  gradus  ulteriores  al  cuarto,  con  la  sen- 
tencia que  cita  cl  suj>crintcn<lcnte  jcneral.  Llamas,  en  su 
comentario  de  las  Icyus  do  Toro,  sienta  como  cosa  segura  i 
averiguada  lo  que  Sala  no  so  atrevió  a  insinuar  sino  en  tono 
de  duda.  Pero  después  de  la  detenida  análisis  que  hemos 
hecho  de  las  Leyes  de  Castilla,  que  se  han  alegado  en  apoyo 
de  aquella  doctrina,  no  hai  para  qué  admitir  una  conciliación 
tan  repugnante  a  las  disposiciones  absolutas  de  nuestros  códi- 
gos i  a  la  práctica  inconcusa  que  se  observa  en  el  cómputo  do 
los  grados  para  las  herencias,  aun  en  los  estados  pontificios. 
En  lo  que  recientemente  han  insistido  los  partidarios  de  la 
opinión  contraria,  es  en  un  artículo  del  reglamento  de  2o  de 
setiembre,  que  dice  así:  «Siendo  la  sucesión  por  testamento  o 
ab  intestato  entro  hermanos,  hermanas,  tios,  tias,  sobrinos, 
sobrinas,  contribuirán  (los  herederos)  medio  por  ciento;  entro 
parientes  do  los  demás  grados,  hasta  el  cuarto  inclusive,  dos 
por  ciento;  entre  otros  parientes,  etcétera.»  Como  los  sobrinos 
i  tios  están  en  tercer  grado  cívíl,  i  la  cláusula  que  acabamos 
de  copiar  supone  claramente  que  desde  los  sobrinos  i  tios 
exclusivo,  Iiai  varios  grados  hasta  el  cuarto,  parece  necasarjo 
cnicr  que  la  computación  a  que  se  aludo  en  el  reglamento  es 
la  canónica.  Pero  obsérvese;  primero,  que,  cuando  así  sea, 
nada  tiene  esto  que  ver  con  los  derechos  de  los  colaterales;  las 
leyes  que  mencionan  el  cuarto  grado  no  lo  hacen,  según  queda 
probado,  para  excluir  los  ulteriores,  sino  para  demarcar  una 
jurisdicción;  segundo,  que,  aun  admitiendo  que  el  reglamento 
se  haya  dictado  en  semejante  sentido,  esta  doboria  mirarse 
como  una  disposición  excepcional  i  especial  isíma,  quo  dejaba 
en  vigor  la  regla  jeneral  para  todos  los  demás  casos;  tercero, 
que,  aun  aplicado  el  método  canónico  a  la  cláusula  de  que  se 
trata,  no  suena  Iricn  ni  parece  natural  la  expresión;  pues  en  la 
frase  los  tiernas  grafios  hasta  ni  cuarto  inclusive,  so  sBponc 


:K810n  imestaua 


que  cnlrtí  oí  de  los  tios  i  sobrinús  i  el  ouarlo,  hai  a  lo  méno» 
fliw,  o,  contanLlo  con  el  cuarto,  tres;  i  según  el  derecho  canó- 
nico no  hai  mas  que  uno,  si  su  cuenta  sin  el  cuarto,  í  dos  etm- 
Uíndolo;  i  pues  tampoco  se  salva  por  c.slc  mediu  la  impropie- 
dad del  Icniíiiaje,  i  de  todos  morios  es  preciso  confesar  (¡uo  la 
reducción  es  descuidada  o  inexacta,  lo  mejor  (¡no  pinlomos 
hacer  aun  en  el  caso  del  reglamento,  es  atenernos  al  principio 
universal  de  la  computación  civil. 

I,a  ¡lustrisima  corte  crcyi5  suficientes  las  dos  primeras  ob- 
si-rvaciones  para  sentar  c<»nio  regla  constante  que  loa  {rrailfs 
en  materia  de  sucesiones  deben  computarse  según  el  derecho 
civil;  mayormente  estando  derogado  entre  nosotros  el  real 
decreto  i  reglamento  de  1798,  como  !o  afirma  don  Juan  Egaña 
en  su  Memoria  Legal  sobre  los  derechos  lierotUlarios  de 
•Ion  José  Mai'ia  Feruúndez  /íaíniacctía,  pajina  4?. 

Queda  probado  que  los  derechos  de  los  trasversales  en  la 
i-iii'csiün  ab  intcslatú  se  extienden  hasta  el  décimo  grado,  1  que 
la  coniputatñon  de  los  grados  debe  hacerse  conforme  al  dere- 
cho civil.  Pasemos  al  Hcgundo  punto  (primero  de  los  consul- 
tados por  la  exüclentisima  corto  suprema),  a  saber:  ¿cuáles 
son  los  derechos  de  los  hijos  naturales  para  suceder  ab  intes- 
tato  a  su  padre,  no  concurriendo  parientes  lejitimos  de  la  li- 
nca recta  o  trasversal,  que  sean  llamados  a  la  lícrencia? 

Según  la  leí  8,  titulo  13,  Partida  6.',  el  hrjo  natural,  mu- 
riendo su  padre  inlestadu  i  sin  dejar  descendencia  lejítíma, 
hereda  las  dos  onzas,  o  sea  la  sexta  parte  de  la  herencia;  es 
decir,  que  sí  h«Í  parientes  de  la  línea  derecha  ascendiente 
o  de  la  traviesa,  concurre  con  ellos  llevando  la  dicha  sexta 
parte;  i  lo  mismo  debe  suceder,  sin  duda,  en  concurrencia 
do  la  viuda  i  del  fisco.  Ni  la  lei  fi  del  mismo  titulo,  que 
traza  el  orden  de  la  sucesión  ab  intcstito,  ni  otra  alguna, 
le  defiero  la  universalidad  del  patrimonio  intestado.  No  tie- 
ne, por  consiguiente,  en  qué  fundar  su  derecho  a  ella, 
[wrque  loa  derechos  hereditarios  son  una  creación  do  la  lci, 
particularmente  on  la  sucesión  que  por  antonomasia  se  llama 
li'jllima. 

El  acuerdo  tomó  en  consideración  la  lci  l?del  mismo  titulo. 
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diada  en  la  coa<«ulta  du  la  cxcctcntUima  corto.  Según  to  cjua 
ella  iIúipocH',  n  un  tiiju  natural  muere  sin  testamento,  i  no 
deja  (Icsfxndt-ncia  ni  madre,  sus  hermanos  matemos  hereds- 
»  rán  iodo  lo  suyo,  i  a  falla  de  hermanos  naatemos,  los  pater- 
nos que  fueren  hijos  lejitimos,  i  en  defecto  de  hijoa  lejjbmos 
del  mismo  (Milrc,  tos  hermanos  naturales  jMtemos.  Esta  Ici 
no  llama,  en  ningún  caso,  ni  para  parte  alguna  tie  loa  bienes 
al  padre,  pero  es  porque  la  precitada  lei  8  ha  ordenado  ya  que 
va  arjuella  misma  manera  en  que  el  hijo  natural  debo  heredar 
a  Ku  pailrt-,  según  lo  en  ella  dispue&to,  es  decir,  llevando  el 
sexto  <Ie  los  bienes,  en  esa  misma  debe  el  padre  suceder  en 
]üH  bienes  del  hijo;  de  donde  se  infiero  que,  no  dejando  el 
hijo  natural  descendencia  lejítima,  la  lei  de  Vavlkla.  llama  en 
el  sexto  de  sus  bienes  al  padre  en  concun-encía  de  cualesquie- 
ra herederos. 

Algunos  han  mirado  bajo  diferente  aspecto  la  lei  13,  i  han 
deducido  de  ella  que,  pues,  a  falta  de  descendencia  lejítima,  i 
de  madre,  i  de  hermanos  maternos,  suceden  en  todos  los  bie- 
nes, como  próximos  parientes,  los  hermanos  de  parte  de  padre, 
eon  mayor  razón  sucederá  el  mismo  padre,  cuyo  parentesco 
es  directo  i  mas  inmediato  que  el  de  los  hermanos  {latemos. 
Si  el  padre  natural  sucedo,  pues,  universalmcntc  al  hijo  on  el 
caso  de  que  se  trata,  i  por  la  antedicha  lei  8  son  reciprocoa 
los  derechos  de  sucesión  entre  el  padre  i  el  hijo,  se  sigue  que 
el  liijo  natural  debe  heredar  en  un  caso  análogo  (que  <¡s  el  de 
la  consulta  de  la  suprema  corte)  la  universalidad  de  los  bienea 
paternos. 

Otro  argumento  puede  deducirse  también  de  la  lei  12,  su- 
poniendo el  caso  de  morir  un  hijo  natural  después  do  ambos 
sus  padres,  dejando  hijos  naturales  i  medios  hermanos  do  la 
línea  paterna.  ¿Se  limitarán  los  hijos  a  poreibir  el  sexto  de  la 
herencia,  para  que  paso  el  resto  a  los  tiermanos  paternos?  Se 
hace  mui  duro  creer  que  el  lejislador  quisiese  favorecer  tanto 
a  éstos  en  concurrencia  de  los  Iiijos,  No  se  columbra  principio 
alguno  que  pudiese  sujerirle  tan  extraña  resolución.  Parece, 
pues,  razonable  que  en  el  caso  prO])Ucsto  la  intención  del  lejis- 
lador Im  sido  dofcrjr  oí  patrimonio  del  hijo  natural  a  los  hijos 


(le  este,  posi>onien(lo  los  hermanos  quo  solaincnto  lo  sean  por 
parto  de  padre,  i  posponiendo  tambicn,  por  consiguiente,  la 
viuda,  que  es  siempre  la  ponúltima  grada  en  la  escala  de  la 
sucesión  lejítima. 

Poro,  si  lal  hiibiúse  sido  el  concepto  del  lejisladnr,  no  es 
creíble  que  en  una  lei  como  la  1*2,  on  quo  tan  orduua<la  i  cui- 
dadosamente se  describe  el  orden  de  sucesión  a  que  da  lugar 
la  muerte  del  lujo  natural  que  fallece  sin  testamento,  no  se 
hubiese  hecho  mención  expresa  de  los  hijos  naturales  que  éste 
podía  dejar,  ni  do  su  padre;  ni  es  de  creer  tampoco  que,  enu- 
merándose con  tanta  precisión  en  la  Ici  6  la  serie  de  los  hc- 
retleros  ab  intestato  a  falta  do  ascendientes  i  descendientes, 
hermanos,  tios  ¡  sobrinos  Icjítímos,  so  hubiese  olvidado  el 
lejislador  de  llamar  al  liíjo  natural  después  de  los  trasversa- 
les, en  lugar  de  lo  oual  dice  en  términos  exprcf^os  que,  si  el 
que  así  muriere  sin  parientes  (i  no  ha  hablado  do  otros  quo 
los  lejítimos]  no  fuere  casado,  herede  los  bienes  el  fisco.  Para 
admitir,  pues,  la  sucesión  recíproca  del  padre  i  el  hijo  natural 
en  ol  todo  de  loa  bienes,  es  necesario  suponer,  en  la.i  leyes  que 
debieron  determinar  aste  punto,  dos  omisiones  inverosímiles, 
i  dos  llamamientos  tácitos,  que  alterarían  el  orden  que  expre- 
samente han  establecido  las  Partidas.  Serta  siu  duda  mas 
perfecto  de  e30  modo  ol  conjunto  de  reglas  que  fijan  la  sería 
de  los  derechos  hereditarios  cuando  no  hai  testamento.  Poro  a 
nadie  toca  enmendar  la  lei,  sino  al  lejislador  mismoj  í  las  dis- 
posiciones expresas  de  la  de  Partida  son  tan  claras  i  con- 
gruentes entre  sí  en  materia  de  sucesión  intestada,  que  no  so 
podría,  sin  temeridad,  introducir  excepciones  en  ella,  a  pre- 
texto do  que  tal  o  cual  adjudicación  de  tos  bienes  cuadraría 
mojor  con  la  graduación  do  los  vínculos  do  sangro. 

Resulta  de  lo  dicho  quo  la  sucesión  recíproca  del  padi'o  í  el 
hijo  natural  se  extiende  solamente  a  tas  dos  partes  de  tas  douo 
en  que  se  divide  la  herencia;  i  así  lo  dispone  bien  clara  i 
cxpresamonto  la  lei  do  Partida:  «de  aquella  misma  manera 
ciue  el  fijo  natural  puede  o  debe  heredar  a  su  padro  en  los 
Incnes  del  o  aprovecharse  dellos,  así  como  soíire  dicho  es» 
{i  acaba  de  decirse  que  en  las  doa  partes  de  las  doce,  no  ha- 
oi'üsc.  33 
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c\stíi  calidad  la  de  adoptivos,  lejítimúndusc  por  la  adopción, 
hasta  el  punto  de  heredar  la  hidalguía  do  sus  padres,  como  lo 
dice  terminantemente  ella  misma.  La  expresión  con  que  ter- 
mina, ¿  esto  se  entiende  de  los  fijos  naturales^  lejos  de  opo- 
nerse a  este  concepto,  lo  confirma.  En  efecto,  cotejando  la 
lei  7  con  las  anteriores,  so  ve  que  el  Fuero  Heal  reconoce 
dos  clases  de  adoptivos  con  diferentes  derechos.  La  primera 
comprendo  a  los  que  no  son  hijos  naturales  del  adoptante;  i 
a  ellos  se  refieren  únicamente  las  leyes  anteriores  hasta  la  G 
inclusive,  que  por  eso  termina  diciendo:  i  esto  entendemos 
de  los  fijos  que  non  son  naturales^  e  son  recebidos  por 
fijos.  La  segunda,  al  contrario,  comprendo  solo  a  los  adopti- 
vos que  son  al  mismo  tiempo  naturales;  i  de  ellos  trata  en 
particular  la  lei  7,  que  así  lo  significa  por  la  cláusula  final 
sobredicha. 

III 

Sobre  los  puntos  de  que  hemos  tratado,  fué  unánime  la  deci- 
sión del  acuerdo.  No  así  sobre  el  segundo  do  los  consultados 
por  la  suprema  corte,  es  a  saber,  si  subsisto  o  nó  la  disposi- 
ción de  la  lei  6,  título  13,  PartidaG,*,  que,  on  defecto  de  here- 
dero de  las  líneas  recta  i  trasversal,  llama  al  cónyuje  sobrevi- 
viente. 

Varios  autores  la  han  creído  derogada  por  la  i.",  título  22, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación^  que  es  la  20,  título 
19,  libro  8.®  del  Ordenamiento  Real,  ¡concuerda  en  sustancia 
con  la  3,*  título  5,  libro  3.°  del  Fuero  Real.  Ella  previene 
que,  a  falta  de  parientes  de  los  quo  suben  o  descienden  de  línea 
derecha,  o  do  los  do  travieso,  todos  los  bienes  del  que  finaro 
sin  haber  instituido  heredero  se  apliquen  al  fisco.  Pero  los  tér- 
minos en  que  está  concebida  esta  lei  dan  bastante  motivo  de 
dudar  que  en  ella  se  tuviese  la  mira  de  alterar  el  orden  do  su- 
cesión ab  intestato,  porque  en  tal  caso  hubiera  sido  natural 
excluir  expresamente  al  viudo  o  viuda.  Las  disposiciones  le- 

*  Xo  la  13.  como  so  cita  oquivocadamento  en  la  Novísima  /?r- 
f'o¡ñlncion. 


gales  suelen  aludir  a  Ion  casos  ordinarios,  i  pasar  por  alto  los  1 
que  rara  vez  so  presentan;  i  como  acontece  tan  pocri-s  veces  f 
que,  Taltando  la  larga  serie  de  herederos  llamados  untes  por  la  I 
lei,  recaiga  el  patrimonio  intestado  on  el  cónyuje  supérntite, 
no  ea  de  extrañar  que  en  la  mente  del  lejislailor  la  idea  do  una  i 
sucesión  intestada  sin  ascendientes,  descendientes  ni  oolat^ra-  ' 
les,  se  confundiese  con  la  idea  de  una  sucesión  vacante. 

Se   alega  a  favor  de  los  cónyujea  qu«,  si  creyúsomoa  de- 
rugado    por    osla    lei    su    dereclio    recíproco   de    sucederao  I 
ab    intestato  a   falta   de  parientes,   deboríamus  creer  por  la  I 
misma   razón  abolido  en  igual  caso  el  derecho  del  hijo  na- 
tural  !i  las  dos  onzas  del  patrimonio  paterno,  i  asimismo  c\  j 
derecho  a  toda  la  herencia  materna  a  falta  do  descendientes  I 
lejítimos,  Eíj  cosa  sabida  que  en  las  leyes  i  en  el  lenguaje  co-  j 
mun,  cuando  se  habla  absolutamente  de  parientes,  se  enticn-  I 
den  los  lejítimos.  Deberíamos  asimismo  suponer  alwlida  la  j 
cuarta  marital  de  la  viuda,  sin  que  valga  decir  que  la  cuarta  1 
marital  no  es  propiamente  cuota  hereditaria,  sino  deuda:  lo  pri- 
mero, porque  lus  quo  la  califican  de  deuda  no  quieren  decir  con  J 
ello  otra  cosa,  sino  que  dicha  cuarta  debe  deducirse  como  I 
las  deudas,  antes  tío  la  partición  de  la  herencia  i  no  impone  a  la  I 
viuda  la  responsabilidad   in  soUdum,   que  es  propia  dolos  I 
herederos,  sino  solo  hasta  concurrencia  do  su  importe;  i  lo  se- 
gundo, porque  las  deuilas  que  la  loi  croa  pudiera  ella  misma  i 
abolirías,  i  cuando  se  mandu.  quo  lados  Iok  bienes  sean  para  la  ] 
cámara,  no  se  excluirian  menos  las  dcuJas  legales  que  las  cuo- 
tas hereditarias.  Altera  bien,  ¿podría  suponerse  sin  absurdo  quo  \ 
el  lejislador  hubiese  querido  quitar  a  la  viuda  en  concurrencia 
del  fisco,  cuyo  lugar  es  el  último  en  ol  orden  de  sucesión  in- 
testada, un  derecho  que  le  concede  aun  concurriendo  con  los 
descendientes  lejítimos?  Luego  es  necesario  creer  que,  si  en 
la  expresión  iodos  los  bienes  no  se  exceptuó  la  cuarta  mari- 
tal, fué  porque,  al  ordenar  la  aplicación  integra  de  la  herencia 
vacante  al  fisco,  no  so  pensó  en  fijar  los  derechos  de  sucesión, 
ni  se  trato  de  ellos,  sino  de  un  moJo  indirecto,  i  solo  so  mira- 
ron como  vacantes  los  bienes  que  lo  oran  de  conformidad  con  la 
K'jisliicion  preexistente.    I   si  parece  justo  creerlo  asi  con  rea-  j 
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pccto  a  la  cuarta,  que  es  de  ocurrencia  frecuente,  mas  lo  pa- 
recerá con  respecto  a  la  sucesión  ab  intestato  entre  los  cónyu- 
jes,  que  ocurre  rarísima  vez  i  pudo  fácilmente  olvidarse. 

No  nos  detendremos  en  refutar  a  los  que  también  alegan 
contra  el  viudo  o  viuda  la  Instrucción  de  2C  do  a¡joslOy  por- 
que lo  que  dijimos  anteriormente,  haciendo  ver  que  en  ella  solo 
se  atendió  a  demarcar  una  jurisdicción  nueva,  i  no  a  restrinjir 
el  orden  antiguo  de  la  sucesión  intestada,  se  aplica  al  cónyujc 
sobreviviente  de  la  misma  manera  que  a  los  colaterales  do  gra- 
dos ulteriores  al  cuarto. 

5Ias  fuerza  hace  la  lei  32  de  Toro,  en  que  se  manda  que, 
cuando  el  testador  no  nombró  heredero,  ni  dio  poder  al  comi- 
sario para  que  lo  nombrase,  ni  para  que  hiciese  otras  disposi- 
ciones, el  comisario,  pagadas  las  deudas  i  cargas,  distribuya 
por  el  testador  la  quinta  parte  de  los  bienes,  i  el  remanente  so 
parta  entre  los  parientes  que  viniesen  a  heredar  aquellos  bie- 
nes ab  intestato;  i  si  parientes  tales  no  hubiere,  el  comisario, 
dejando  a  la  viuda  lo  que,  secjiín  leyes  de  estos  reinos  le 
pueda  pertenecer,  emplee  todo  el  resto  en  obras  pias,  prove- 
diosas  al  anima  del  testador.  Esta  lei  no  so  opone  verdadera- 
mente a  la  citada  C  de  Partida.  Aquélla  se  refiere  a  un  caso 
de  sucesión  testamentaria,  porque  el  poder  para  testar  es  un 
verdadero  testamento.  La  de  Partida,  al  contrarii),  se  refiere 
a  un  caso  de  sucesión  intestiula. 

La  lei  de  Toro  sujiere,  sin  embargo,  un  argumento  plausi- 
ble: si  el  derecho  de  suceder  ab  intestato,  concedido  por  la  de 
Partida  al  cónyuje  supérstite  no  estaba  derogado  cuando  se 
dictó  la  de  Toro,  ¿por  qué,  llamando  ésta  a  los  parientes  que 
tenian  derecho  de  suceder  ab  intestato,  no  llama  a  falta  do 
ellos  al  viudo  o  viuda?  El  lejislador,  deducido  el  quinto  a  be- 
neficio del  alma  del  testador,  defiere  el  resto  do  la  herencia  a 
los  parientes,  porque,  cuando  el  testador  no  nombra  herederos, 
se  entiende  que  instituye  tácitamente  a  los  lejítimos.  Luego, 
si  la  lei  de  Toro,  teniendo  presente  el  orden  de  suceder  ab 
intestato,  llama  solo  a  los  parientes,  i  no  al  cónyuje  supérstite, 
es  porque  el  cónyuje  no  tenia  ya  lugar  alguno  en  aquel  orden 
de   suceder.   Luego  la  lei  de  7'o?'o   supone  derogada  la  de 
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Partida  en  este  punto.  Xo  se  puedo  suponer  aquí  el  olvido  de 
un  caso  raro,  porque  la  misma  lei  habla  a  renglón  seguido  de 
la  viuda,  i  mandando  que  se  le  dé  lo  que  le  pueda  pertenecer, 
i  lo  demás  so  invierta  en  causas  pías,  es  visto  que  la  limita  a 
la  cuarta  marital  i  otros  derechos  continjentes  que  no  agotan 
la  herencia,  i  ñola  cuenta  en  el  número  de  los  herederos  al> 
intestato.  Es  cierto  que  tampoco  se  llama  al  fisco,  pero  es  por 
una  razón  evidente.  Como  no  podia  presumirse  sin  violencia  que 
el  testador  dejando  de  nombrar  heredero  quisiese  trasmitir  sus 
bienes  al  fisco,  el  lejislador,  interpretando  benignamente  su 
silencio,  manda  invertirlos  en  beneficio  de  su  alma.  Pero  no 
puede  alegarse  igual  motivo  para  la  exclusión  de  la  mujer.  Una 
disposición  que  ha  consultado  con  tanta  liberalidad  las  afec- 
ciones que  pueden  presumirse  en  el  testador,  i  las  esperanzas 
do  todos  aquellos  individuos  que  podían  tener  alguna  alterna- 
tiva do  sucederle,  por  remota  que  fuese,  ¿hubiera  excluido  a 
la  viuda,  objeto  tan  especial  de  la  protección  de  las  leyes,  si  la 
hubiese  hallado  en  la  lista  do  los  herederos  lejítimos? 

Pero,  después  de  todo,  la  presunción  que  resulta  de  la  in- 
congruencia aparente  de  la  lei  de  Partida  i  la  de  Toro^  no 
debe  prevalecer  contra  la  disposición  terminante  de  la  prime- 
ra. Faltando,  pues,  a  la  precitada  del  Ordenamiento  Real 
aquella  calidad  de  expresión  que  es  necesaria  en  nuestro  dere- 
clio  para  que  se  entienda  dero;^ada  una  lei,  i  siendo  probable 
por  su  contexto  que  en  ella  no  se  ha  tratado  de  definir  la  he- 
rencia vacante  con  precisión,  sino  aludiendo  sülaniente  a  los 
casos  comunes,  la  iliistrísima  corte  i  el  gobierno  han  tenido 
l)astante  fundamento  para  mirar  como  dudosa,  a  lo  menos,  la 
derogación  de  la  lei  de  Parlidn  en  lo  relativo  al  cónyuje, 
concepto  que  se  confirma  por  los  votos  de  una  gran  mayoría 
de  nuestros  comentadores  que  se  han  pronunciado  a  su  favor. 

iAr.'U'CDin,  año  do  Is.W.i 


CUESTIONES  LEGALES 


Si  la  falta  de  claridad  i  ordííii  en  la  redacción  de  las  leyes  es 
un  manantial  fecundo  do  dificultades,  vacilaciones  c  inconse- 
cuencias en  la  administración  de  justicia,  claro  está  que  los 
inconvenientes  serán  todavía  mas  graves  cuando  la  incerti- 
dumbre  afecta  las  bases  mismas  i  los  principios  fundamentales 
de  la  lejislacion.  Tiempo  hace  que  se  ha  heclio  sentir  este  mal 
en  la  nuestra,  i  que  se  han  dictado  providencias  para  reme- 
diarlo. Pero  a  pesar  de  ellas  existe. 

¿Qué  cosa  mas  necesaria  para  la  administración  de  justicia 
([ue  determinar  exacta,mente  las  partes  que  componen  nuestro 
derecho  escrito,  fijar  el  canon,  por  decirlo  así,  de  nuestros 
códigos,  i  demarcar  la  autoridad  absoluta  i  relativa  de  cada 
uno?  Pues  estos  son  puntos  que  no  se  hallan  deslindados  con 
la  precisión  conveniente;  i  en  que  so  presentan  al  majistrado 
i  al  jurisconsulto  cuestiones  diarias  i  de  una  importancia 
incalculable. 

Una  de  ellas  recae  sobre  el  carácter  del  Ordenamiento  Real 
u  Ordenanzas  Reales^  que  corren  con  el  nombre  de  Montal- 
vo.  Muchos  han  creído  que  los  reyes  católicos  Fernando  e 
Isabel,  en  cuyo  reinado  se  puljlicó  esta  colcíícion,  no  le  dieron 
fuerza  confirmatoria,  i  que,  por  tanto,  las  leyes  comprendidas 
en  ella  no  deben  tener  mas  autoridad  que  la  de  sus  orijinales. 
Otros,  por  el  contrario,  la  han  considerado  como  un  rejistro 
leíjal  i  auténtico  do  disposiciones  soberanas.  A  la  verdad,  la 
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cuestión  parece  decidida  recientemente  a  favor  do  estos  últi- 
mos. No  vemos  qué  pueda  0|>onerse  a  lo  que  dice  Marina, 
números  450  i  451  do  su  Ensayo  Crítico ,  Gómez  i  Negro  en 
el  apéndice  a  sus  Elementos  de  práctica  forense,  i  Llamas 
en  su  Comentario  a  la  lei  primera  de  Toro.  Mas,  entro 
nosotros,  aun  están  divididos  los  pareceres,  i  so  echa  menos 
una  declaración  que  remueva  esta  fuente  de  incertidumbres. 

Otra  cuestión,  i  do  mas  momento  quizas  que  la  precedente, 
por  el  número  do  casos  prácticos  a  que  puede  extenderse,  es 
la  relativa  al  Fuero  Real  o  Fuero  de  las  leyes.  Después  do 
lo  dispuesto  en  la  lei  !.•,  título  28  del  Ordenamiento  de 
Alcalá j  i  1.*  do  Toro,  no  parece  que  habría  motivo  do 
dudar. 

Pero  lo  cierto  es  que  existe  la  duda,  i  que  los  jurisconsul- 
tos no  están  de  acuerdo  en  la  intelijencia  de  las  leyes  citadas, 
opinando  unos  que,  para  que  valtjan  las  disposiciones  del 
Fuero  Real,  es  menester  probar  que  están  en  uso,  i  sentando 
otros,  por  el  contrario,  que  la  cualidad  de  ser  usadas  i  guar- 
dadas, de  que  hablan  dichas  leyes,  se  exijo  solo  respecto  de 
los  fueros  municipales,  i  no  de  todos  los  fueros,  incluso  el 
Real.  Aun  los  que  han  adoptado  el  primero  do  estos  extremos, 
difieren  mucho  entre  ,sí.  La  especie  de  costumbre,  necesaria 
para  el  valor  del  Fuero,  la  parte  a  quien  incumba  probar  si 
existe  tal  co.stuml)re  o  no  exisle,  i  el  modo  do  hacer  esta  prue- 
ba, son  puntos  en  f[uo  se  encuentra  muclia  variedad  de  doc- 
trína,  i  es  fácil  colum])rar  las  perniciosas  consecuencias  que  la 
incertidumbrc  d(í  cada  uno  do  ellos  puedo  producir  en  los 
juicios,  i  la  ncíícsidad  urjento  do  hacerla  cesar. 

Pero  la  cuestión  do  mas  trascendencia  es  la  que  recae  sobre 
el  valor  jeneral  de  la  costumbre,  cuando  está  en  oposición  a 
la  loi.  La  citada  do  7'o/'0  i)arecia  dejar  poca  o  ninguna  duda 
sobre  la  materia,  cuando  al  halílar  de  las  lt»y(\s  do  los  ordena^- 
mientos  i  pragmállcaf^,  dispono  que  se  guarde  lo  contenido 
en  ellas,  no  ewhnrriante  (¡ve  cunlra  las  (Ilclins  ¡oyes  de 
(nulcnamienb,..  '..  prnfpnáficof^  sn  nlofjvo  rpic  uo  son  nsadus 
i  (pinrdadaSj  i  <|uo,  cuando  ¡)or  v\  silencio  cl<i  ellas  i  do  los 
fueros  se  n^curra  a  las  I<^y(.'S  do  las  inicio,  Pnrlida-'^j  se  guanlo 
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asimismo  lo  que  por  éstas  fuon'  dctorminado,  niinrine  no  soíin 
meadas  ni  (juardada^.  Esto  es  claro  i  terminante;  i  la  salida 
que  han  dado  a  ello  algunos  autores,  pretendiendo  que  por 
esto  uso  debe  entenderse  el  que  exi.->tia  a  la  époea  de  la  pro- 
mul^ation  de  la  lei,  nos  parece  pulverizada  por  la  ti,  título 
2.**,  libro  10  de  la  Xovísinia  Iiacn¡fiJnc¡on,  en  que  se  pre- 
viene que  todas  las  leyes  del  reino  que  exproi<a)ncntc  no  se 
liallan  derogadas  por  otras  posteriores,  se  deben  observar  a  la 
Ltra,  sin  que  puoda  adniilirsc  la  cxcvsa  de  decir  que  no 
c.s'/á/i  en  usOy  pues  asi  lo  ordenaron  los  señores  reyes  cató^ 
lieos  i  sus  sucesores  en  repetidas  leyes;  i  yo  (Felipe  V)  lo 
temió  mandado  en  diferentes  ocasiones.  La  costumbre 
podrá  autorizarse  en  otras  partes  por  el  silencio  del  soberano, 
i  mirarse  como  una  derogación  tácita  de  las  leyes  a  que  sea 
contraria.  En  las  nuestras,  el  lejislador  se  ha  anticipado  a  des- 
pojarla de  este  viso  de  autoridad;  61  prohibe  que  se  dé  seme- 
jante interpretación  a  su  silencio,  ¡  ordena  que  se  observen  a 
la  letra  todas  las  leyes  que  él  mismo  no  híiya  derogado  expre- 
samente. 

Como  éste,  hai  otros  pasajes  concordes  de  nuestros  códigos, 
tal  es  el  de  la  lei  2,  título  IG,  libro  10  de  la  Xovísima  lie- 
copilacionj  que  es  también  de  Felipe  V.  Trátase  en  ella  de 
los  graves  perjuicios  que  se  siguen  de  no  observarse  lo  man- 
dado en  orden  al  rc»jistro  de  las  hipotecas  i  censos,  i  de  admi- 
tirse en  los  tribunales  los  instrumentos  de  contratas  no  rejis- 
trados;  todo  lo  cual,  dice  el  lejislador,  cesaría  si  rigorosamcínte 
se  hubiera  observado,  como  debía,  dicha  leí,  en  que  se  mani- 
fiesta el  delito  que  cometen  todos  los  que  actúan,  sustancian 
i  determinan  seriiejantes  pleitos  conira  el  tenor,  forma  i  modo 
prescrito  en  ella;  i  mas  a  vista  de  estar  prohibido  por  leyes 
de  estos  reinos  el  decir  que  esta  u  otra  cualquiera  lei  no 
se  debe  guardar  por  no  estar  en  uso. 

No  se  puede  echar  por  tierra  de  im  modo  mas  positivo  i 
enérjico  el  principio  de  consuetudo  contra  /^f7e>7í,  principio 
(juc  con  mucha  razón  han  mirado  nuestros  Icjisladores  como 
una  ancha  puerta  de  abusos  i  corruptelas,  ((Ui»  a  la  larga 
debilitan  e  inutilizan  el  mejor  sistcn)a  de  leyrs. 
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Poro,  sea  o  no  fundado  este  juicio,  basta  quo  liaj^a  diverjen- 
cia  de  parecM.Tes  en  materia  de  tan  extensas  aplicaciones  prác- 
ticas, para  que  sea  do  necesidad  absoluta  uniformarlos, 
restableciendo  la  regla,  o  por  mejor  decir,  recordando  la 
obligación  de  observarla. 

(AraucanOy  ano  de  18:^0.) 


LA  DIFAMACIÓN 


Nada  es  mas  pernicioso  a  la  libertad,  que  la  licencia;  i  nada 
perjudica  eu  tanto  grado  a  la  libre  discusión  de  las  medidas 
i  negocios  públicos,  como  los  ataques  licenciosos  a  la  reputa- 
ción individual. 

Nuevos  en  el  goce  de  los  derechos  i  garantías  de  un  gobierno 
popular,  no  es  extraño  que  nos  dejemos  extraviar  en  su  apli- 
cación i  ejercicio,  i  que,  no  acertando  a  fijar  la  línea  de  demar- 
cación entre  lo  que  deben  permitir  las  leyes  i  lo  que  deben  ve- 
dar, creamos  que  so  restrinja  i  estorba  ol  uso,  cuando  solo  so 
reprime  el  abuso.  Pero  ¿qué  son  las  leyes  en  toda  clase  de 
materias,  sino  trabas  puestas  a  las  inclinaciones  mas  naturales, 
a  los  mas  incontestables  derechos,  para  darles  una  dirección 
conveniente  a  la  felicidad  jeneral?  ¿I  es  acaso  el  buen  nombre, 
una  propiedad  menos  sagrada  que  la  de  los  bienes  materiales? 
¿O  son  lus  golpes  que  se  asestan  a  la  reputación  los  que  pro- 
ducen heridas  menos  dolorosas?  Está,  pues,  obligado  el  lejis- 
lador  a  prevenir  i  reparar  esta  especio  de  injurias  con  no  me- 
nos cuidado  que  las  otras;  i  tanto  olvidaría  su  misión  dejando 
expuestas  la  buena  opinión  i  la  respetabilidad  social  de  los 
ciudadanos  a  los  ultrajes  de  la  maledicencia,  como  dejando  su 
vida  i  sus  bienes  a  la  merced  de  los  ladrones  i  asesinos. 

Estas  son  verdades  triviales,  que  nos  avergonzaríamos  de 
inculcar,  si  no  viésemos  hasta  que  punto  se  ignoran  u  olvidan. 
Pero,  como  en  esta  materia,  el  ejemplo  de  las  naciones  libres 
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suele  hacernos  mas  fuerza  que  las  deducciones  de  principio» 
abstractos,  se  nos  permitirá  mencionar  aquí  algunos  artículos 
del  título  Ofensas  que  afectan  la  rcpulacion^  del  Código 
Penal  de  la  Liiisianay  obra  del  célebre  Livingston.  Este  có- 
digo pasa  por  uno  de  los  mas  liberales  i  filosóficos  que  se  han 
compuesto;  i  su  autor  es  un  hombre  del  mas  alto  concepto  en 
los  Estados  Unidos  por  sus  virtudes  i  talentos. 

I.a  multa  que  se  impone  por  la  difamación,  cuando  se  im- 
puta un  crimen,  puede  llegar  hasta  la  cantidad  de  tres  mil 
pesos,  i  ser  acompañada  de  prisión  en  estrecho  encierro  por 
el  espacio  de  un  año.  Cuando  la  difamación  es  por  la  prensa, 
el  encierro  bajo  custodia  es  siempre  una  parte  del  castigo. 

Para  que  haya  difamación,  no  es  menester  que  se  impute  un 
delito.  Dasta  que  se  atribuya  a  una  persona  un  acto  u  omisión 
que,  aunque  por  su  naturaleza  no  sea  criminal,  tiende  a  hacerla 
oiliosa  o  menos  digna  de  confianza  en  el  trato  social.  Hai 
difamación  siempre  que  la  tendrncia  natural  do  las  palabras, 
signos  o  representaciones  que  se  emplean  es  a  concitar  la 
adversión,  burla  o  desprecio  del  público  hacia  alguna  per- 
sona. 

Es  libre,  por  sui)uesto,  la  discusión  de  todas  las  operaciones 
de  los  funcionarios  del  estado  en  su  carácter  ministerial;  el 
examen  severo  de  su  conducta  piiblicra;  la  crítica  de  sus  escri- 
tos, i  en  joneral,  do  las  producciones  literarias  de  toda  especie. 
1\to  los  heclios  que  se  alcí^an  deben  ser  verdaderos;  i  si  no 
se  prueban,  constituyen  difamación. 

Observaciones  acerca  do  los  actos  oficiales  de  las  personas 
públicas,  i  acerca  de  los  motivos  que  las  han  inducido  a  eje- 
cutarlos, son  permitidas  por  la  Ici,  aunque  el  autor  se  equivo- 
que en  orden  a  la  tendencia  o  los  motivos  de  estos  actos;  pero, 
^\  se  sujieren  falsamente  motivos  criminales,  hai  difama- 
ción. 

La  hai  también  cuando  se  imputa  a  una  persona  ineptitud 
o  falta  de  honrade/  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  industria 
u  oficio,  i  no  se  prueba  lo  que  se  ah^i^fa. 

Todos  los  qiio  liacen,  publican  o  circulan  un  IíIm^Io,  son  reos 
'le  la  ofí^nsa  de  difamaci<Mi,  (*tc.,  etc. 
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lié  aquí  d¡sp»»sic¡ünc.s  que  quizas  parecerán  a  algunos  dema- 
siado severas.  Pero  ellas  dejan  toda  la  libertad  que  se  nece- 
sita para  discutir  los  asuntos  políticos,  para  dar  a  conocer  la 
tendencia  de  los  actos  que  so  censuran,  para  denunciar  al 
público  la  ineptitud  o  delincuencia  de  los  empleados,  para 
excitar  la  atención  de  la  policía  hacia  los  fraudes  que  puedan 
cometerse  en  las  profesiones  industriales;  en  una  palabra,  para 
todos  los  objetos  útiles.  ¿Bajo  qué  aspecto  es  conveniente  a  la 
sociedad  la  circulación  de  sátiras  i  dicterios?  ¿I  con  qué  pue- 
den justificarse  ante  su  propia  conciencia  los  que  se  ejercitan 
en  ella? 

{Arnucano,  año  tic  1830.) 
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Que  sea  necresarip  interpretar  las  leyes  para  su  ai)l¡cacion  a 
los  casos  que  ocurren,  i  que  en  esta  interpretación  varíen 
amenudo  las  opiniones,  es  una  cosa  a  que  debemos  resignarnos 
como  inevitable  en  todo  sistema  legal,  por  acabado  i  perfecto 
que  se  le  suponga.  Pero  los  trabajos  de  la  lejislatura  pueden 
estrechar  cada  dia  esto  campo  de  incertidumbres  i  disputas, 
decidiendo  los  puntos  dudosos;  i  ella  puede  hacerlo  tanto  mas 
ventajosa  i  fácilmente,  cuanto  mas  libre  se  halla,  no  solo  para 
aclarar  lo  oscuro  i  dirimir  lo  disputable,  sino  para  innovar  en 
las  disposiciones  existentes,  corrijiendo  los  defectos  que  la  ex- 
periencia haya  descubierto  en  ollas. 

Esto  es  relativo  a  todas  las  partes  de  la  lejislacion,  i  es  un  deber 
constante  i  la  primera  de  la  ocupaciones  naturales  del  cuerpo 
lejislalivo.  Ks  poco,  a  la  vordad,  lo  que  hasta  ahora  han  podido 
hacer  nuestras  cámaras  en  el  ejercicio  de  una  función,  por  de- 
cirlo así,  permanente  i  onh'naria.  Las  leyes  fundamentales,  i 
las  leyes  orgánicas  de  nuestro  derecho  publico,  han  absorbido, 
como  era  natural,  casi  toda  la  atención  del  congreso  en  estas 
primeras  épocas  do  nuestra  existencia  política;  i  sus  miradas  no 
han  podido  fijarse,  sino  mui  pocjas  veces,  en  las  leyes  civiles  quo 
conciernen  al  derecho  privado,  para  examinarlas  i  perfeccio- 
narlas. Hai,  sin  embargo,  puntos  de  gravísima  importancia,  en 
que,  por  la  oscuridad  de  las  leyes  o  por  la  extrema  diverjencia 
de  las  opiniones  de  sus  intérpretes,  se  siento  cada  dia  la  necesi- 
dad de  decisiones  soberanas,  que  establezcan  reglas  precisas. 
Porque,  ¿qué  cosa  puede  ser  de  mas  importancia  en  un  siste- 
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ma  legal,  que  el  canon  mismo  de  Ihs  leyes,  es  decir,  el  catálo- 
go de  las  o])ras  leí^ales  que  tienen  una  autoridad  soberana  i 
llevan  una  fuerza  obliíjatüria?  Pues,  justamente  sobre  esta 
materia  liai  cuestiones  de  mucho  momento  en  nuestro  derecho. 
Sobre  la  fuerza  obligatoria  del  Fuero  Juzgo  en  nuestros 
días,  del  Fuero  Viejo  de  Castilla^  del  Ordenamiento  de 
Alcalá j  en  cuanto  a  las  leyes  contenidas  en  él  que  no  han  si- 
do recopiladas  entro  las  de  Castilla^  i  del  Ordenamiento 
/?eaí,  llamado  vulgarmente  de  Montalvo,  hai  antiguas  i  reñi- 
das disputas  entre  los  jiiirisconsultos  espaiioles.  ¿Qué  cosa  de 
mas  importancia,  que  el  determinar  las  condiciones  precisas 
que  se  requieren  para  la  fuerza  obligatoria  de  un  código? 
¿Qué  el  saber,  por  ejemplo,  si  para  que  valgan  sus  disposicio- 
nes, deben  estar  confirmadas  por  la  costumbre?  Pues  esta 
duda  existe,  hace  siglos,  con  relación  al  Fuero  Real,  i  aun  no 
se  ha  promulgado  una  decisión  soberana  que  la  resuelva.  ¿Qué 
principio  de  mas  vital  trascendencia  para  la  administración  do 
justicia,  que  el  determinar  la  fuerza  i  condiciones  de  la  cos- 
tumbre según  la  lei,  fu(Ta  de  la  leí  i  contra  la  lei?  Pues,  entro 
nosotros,  hai  opiniones  diversas  en  cuanto  al  modo  de  caliQ- 
carla  existencia  de  una  costumbre,  en  cuanto  a  los  años  que 
debe  haber  durado,  i  a  la  naturaleza  i  número  de  los  actos  que 
han  de  probarla  para  que  se  reconozca  como  lei.  I  lo  que  es 
mas,  a  pesar  do  las  expresas  i  reiteradas  declaraciones  de 
nuestras  leyes,  hai  autores  doctísimos  que  sostienen  que  la  lei 
escrita  puede  siempre  ser  dero.c^ada  por  una  costumbre  contra- 
ria; i  las  opiniones  afirmativa  i  negativa  en  materia  tan  grave 
se  hallan  hoi  en  la  categoría  de  las  comunes  contra  co- 
muyies. 

Acerca  del  Fuero  Juzijo,  la  opinión  mas  acreditada  hasta 
fines  del  reinado  de  Carlos  III  parecía  mirarlo  como  un  cuer- 
po legal  anticuado,  que  |)or  lo  menos  desde  la  promulgación  del 
Ordenamiento  de  Alcalá^  habia  dejado  de  tener  una  fuerza 
obligatoria  jencral.  La  lei  1.%  título  28  del  Ordenamiento  de 
Alcalá j  al  eimmerar  l)S  li])ros  legales  que  debían  servir  do 
norma  a  los  jueces  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  solo  nom- 
bra al  Fuoro  de  /as  Le//í/.s  (que  es  el  Tioal)^  i  los  fueros  espe- 
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cíales  o  de  partidos  de  varias  ciudades  ¡  villas.  Ilabia,  pues, 
fundamento  para  creer  que,  al  valerse  el  lejislador  de  la  expre- 
sión dichos  fueros^  hablaba  solo  de  los  anteriormente  enuncia- 
dos, entre  los  cuales  no  puede  comprenderse  el  Fuero  Juzgo,  a 
lo  menos  como  código  de  jeneral  observancia.  Decimos  de  jebe- 
ra/ observancia  j  porque  consta  que  hasta  el  tiempo  del  rei  don 
Juan  II,  aunque  carecía  de  la  autoridad  de  derecho  común,  se 
observaba  en  algunas  partes  del  reino  de  León  como  fuero 
municipal.  Una  leí  que,  como  la  que  acabo  do  citar,  da  el  ca- 
non de  las  leyes  que  deben  reglar  la  administración  de  justicia, 
hubiera  derogado  tácitamente  el  Fuero  Juzgo,  como  código 
jeneral,  por  el  hecho  de  pasarlo  en  silencio.  Pero,  aun  antes  do 
la  disposición  citada  del  Orrfenam¿e?iío  de  i4íca/á,  acordada 
expresamente  para  dirijir  la  conducta  de  los  tribunales,  i  re- 
producida con  el  mismo  objeto  ¡jor  las  cortes  de  Toro,  ya  en  el 
prólogo  del  Fuero  Real  había  dicho  el  lejislador  que,  por 
cuanto  la  mayor  parte  de  sus  reinos  no  habían  tenido  fuero 
hasta  su  tiempo,  i  se  juzgaba  en  ellos  por  fazañas,  albedríos 
ü  usos  desaguisados,  les  daba  este  fuero  (el  /íea/),  para  que 
por  ól  se  juzgasen  comunalmente  sus  víisallos;  expresiones  que 
pugnan  abiertamente  con  la  calidad  de  lejislacion  nacional 
vi  jen  te  que  se  pretendo  ha  conservado  hasta  nuestros  dias  el 
código  de  los  vísogodos.  Por  lo  que  no  alcanzamos  la  razón 
que  tuviese  la  Academia  Española  para  deducir  de  aquella 
misma  leí  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  que  no  estaban  de- 
rogadas las  de  la  monarquía  goda  recopiladas  en  el  Fuero 
Juzgo;  pues  todo  lo  que  de  ella  puede  colejirsea  favor  do  esto 
libro  es  que,  observándose  como  fuero  municijml  en  algunas 
partes,  debería  tener  en  ellas  autoridad  de  leí  en  lo  (¡ue  fuese 
\isado  i  guardado.  I  todavía  alcanzamos  menos  el  fundamento 
de  aquella  cédula  de  Carlos  III,  que,  respondiendo  a  la  con- 
sulta de  una  de  las  salas  civiles  de  la  cancillería  de  Granada, 
sobre  sí  debería  conformar  su  docision  en  cierto  pleito  a  una 
lei  del  Fuero  Juzgo  o  a  otra  de  las  Partidas  contraria  a  ella 
declara  que  la  lei  del  Fuero  Juzgo,  no  estaba  derogada  por 
otra  alguna,  i  debia  sentenciarse  conforme  a  ella,  no  obstante 

la  leí  de  Partida.  Sí  hemos  de  estar  a  esta  disposición,  no  solo 
opisc.  35 
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nj>;  en  iiut-slius  días  ^-I  Fuevo  Juzgo,  sino  que  es  ilu  una  au- 
turiíUul  suixTÍor  a  la  ilc  las  Síole  Parí/ífa-s,  ilc  manera  qiie 
Ina  IcycH  de  tsUis,  en  lu  que  tionen  ilo  conlniriü  al  fúdigo  iK* 
1(«  vísi>(íirIoh,  no  ilebe  oateiiderse  i[iie  lo  (Icniffan.  I  es  dv  iidUit 
que  piíi-  la  citudu  cédula  no  ¡hiroce  reqiii;rÍp»o  raspeólo  de  las 
leyes  visotfodas  la  condición  do  estar  en  uso,  para  que  prova- 
lezean  swljre  los  de  Partiilas,  como  respixto  del  Fuero  Iti^ílt  lo 
exijen,  en  cl  concepto  de  lus  mas,  las  arriba  citadas  del  Oi'dc- 
iinmienta  de  Alcatá  ¡  de  las  corles  du  Toro.  ¿Qué  trastorno 
no  ne  introdueiria,  pucf>,  en  los  juicios,  si  adoptásemos  Icm  cun- 
sccueneiaít  dii-ectas  c  inmediatíis  que  parecen  deducirle  de  eHtn 
t-édula  do  Carlos  II[?  Díficilmento  puede  ImajinaníO  una  rogla 
iiiiis  a  propósito  para  envolver  en  nuevas  confusiones  nuestro 
sistema  legal. 

Acerca  del  Fuero  Real,  as  increílilo  la  variedad  de  opiniones 
que  reina  en  el  foro.  Quién  lo  considera  como  un  cáligo  jenc- 
ral,  de  fuer/a  suijuriora  las  Partidas  sin  necesidad  de  probar 
la  eustumbre;  quién  exijo,  para  conceilcrle  autoridad,  lu  condi- 
ción de  un  uso  jxihíIívo,  comprobado  por  decisiones  judiciales; 
([uién  se  contenta  con  que  no  haya  uso  contrario;  vuáics  íihík)- 
nen  al  que  alega  una  lei  de  este  fuero  la  earga  de  probar  quu 
cu  usada  i  guardada;  cuáles,  por  el  contrario,  imponen,  atos{(uo 
quieran  deeautorizarlo  en  alguna  materia,  la  obligación  de  ha- 
cer ver  que  en  cuanto  a  ella  está  en  oposición  con  cl  uso;  ¿stoü 
pretenden  que  cl  uso  que  debe  probarse  es  el  jeneral,  e-ito  es, 
la  práctica  de  juzgar  por  él  los  tribunales  en  todo  jénero  do 
materias,  cuando  no  está  derogado  por  cl  Orííenaiíiienío  de 
Alcalá,  o  por  las  pragmátiuas,  ordenes  o  estatutos  posteriores 
alaiío  de  13i8;  aíjuéllos  sostienen  que  cl  uso  que  so  requiero 
es  el  parlicular  i  especifico,  relativo  a  la  cuestión  que  se  venti- 
la en  juicio.  I  como  para  que  se  viese  que  no  hai  opinión  tan 
aventurada  que  no  tenga  a  su  favor  cl  dictamen  de  algún  autor 
grqvc,  hai  quien  pretenda  que  las  leyes  de  este  fuero,  inváli- 
das, por  lo  jencrul,  en  cuanto  no  las  fortifica  la  costumbre,  no 
nciesilan  de  este  apoyo  cuando  eoncuei-dan  con  las  leyes  roma- 
nas. Todas  estas  opiniones  lian  sido  sustentadas  por  autores 
de  nota;  i  no  Irnemus  noticia  de  que  se  luya  promulgado  Iia.sta 
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nhom  una  iliííposiüion  soberana  que  romuova  las  duda»,  csta- 
blecicndrí  una  regla  clara  i  precisa. 

En  cuanto  al  Fuero  Viejo  de  CastUta,  notaremos  que  la 
Id  de  Toro  da  el  primer  lugarcn  el  canon  legal  a  las  prag- 
mátioaa  i  ordenamientos  de  los  reyes  (comenzando  por  el  do 
Alcalá),  ain  necesidad  de  que  so  pruebe  su  uso.  í  siendo  cierto 
que  cí  Fnoro  Viejo,  cual  hoi  lo  tenemos,  fué  compilado  por 
el  rei  don  Pedro,  monarca  lejitimo  do  Castilla,  que  sucedió  en 
el  reino  a  don  Alonso  XI,  que  promulgó  el  Ordenamiento  de 
,l/ca/á,  parece  constante  que  este  libro  tiene  todavía- fuerza 
obligatoria,  no  como  quiera,  sino  independiente  de  la  costum- 
bre, i  superior  a  la  do  las  Siete  Partidas.  Tal  es,  en  efecto, 
el  modo  de  pensar  de  sus  últimos  editores  Asso  i  Manuel. 
Otros,  con  todo,  sostienen  un  dictamen  diferente,  fundándose 
en  que  la  compilación  del  rei  don  Pedro  no  fué  acompañada 
do  ningún  decreto  real,  que  mandase  guardar  suh  leyes,  I 
estando  vijontes  entre  nosotros  las  leyes  castellanas  en  lo  que 
no  lian  sido  derogadas  por  los  estatutos  patrios,  es  visto  que 
en  este  punto,  como  en  otros  muchos,  liemos  boredado  la.H 
inccrtidurabres  i  oscuridades  do  la  lejjslacion  española. 

Pasemos  al  Ordenamiento  do  Alcalá.  Entre  los  que  sua- 
ticncn  que  este  es  un  cuerpo  de  leyes  absoluto  en  la  parte  no 
recopilada,  os  uno  el  célubre  JovcUános,  que  cita  con  esto 
motivo  la  pragmática  de  Felipe  II,  expedida  en  Madrid,  a  H 
de  mayo  de  1567;  la  cual,  dando  la  primera  autoridad  a  las 
leyes  recopiladas,  añade  que,  en  cuanto  a  las  Partidas  i  al 
Fuero  (sin  duda  el  Real),  se  guarde  lo  establecido  en  la  loi  do 
Toro.  Do  aquí  infiero  Jovellánoa  que  cl  ánimo  dol  lejialador 
fuó  dejar  sin  fuerza  alguna  obligatoria  el  Orííeiiaííiieiiío  de 
Alcalá  en  lo  quo  no  se  bailase  recopilado;  pues  si  el  lejislador 
bubieso  querido  que  conservase  su  antiguo  valor  independíente 
de  la  recopilación,  cual  se  lo  daba  la  lei  de  Toro,  parecía 
natural  que  lo  mencionase  junto  con  las  Par/üías  i  cl  Fupvo. 

Acerca  del  Ordenamiento  Peal  u  Ordenanzas  Peales  u 
Ordenamiento  de  Montalco  (que  con  todos  estos  nombres  es 
conocido),  me  contentaró  con  citar  el  Apéndice  de  los  ele- 
mentos de  jjráctica  forense  de  Gómez  i  Negro,  donde  ae  va 
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la  cuntrarieiUul  tic  opiniones  a  que  ha  dado  lugar  este  libro, 
mirándolo  unos  como  código  auténtico,  promulgado  por  los 
reyes  católicos,  i  otros  como  obra  privada,  sin  fuerza  ni  auto* 
riilad  alguna.  La  primera  opinión,  no  disputada  de  nadie  hasta 
el  tiempo  de  Burgos  de  Paz,  i  después  abandonada  de  casi  todos, 
ha  revivido  recientemente  i  con  fundamentos  que  nos  parecen 
inexpugnables. 

Pero  de  todas   las  cuestiones  arriba  indicadas,   la  mas  im- 
portante i  trascendental,  a  nuestro  modo  de  ver,  es  la  relativa 
a  la  fuerza  de  la  costumbre  cuando  está  en  oposición  con  la 
lei.  A   la   verdad,   en   nuestro  derecho  hai  disposiciones  tan 
repetidas  i  terminantes  sobre  esta   materia,  que  parecia  no 
dejaban  márjen  a  la  duda.  Porque,  prescindiendo  de  la  primera 
de  7  oí*o,   en  (jue  se  previene  la  observancia  de  los  ordena- 
mientos, pragmáticas  i  leyes  reales,  inclusas  las  de  las  Siete 
Partidas,  no  embargante  que  contra  ellas  se  alegue  que  no 
son  usadas  ni  guardadas,  la  11 ,  título  3,  libro  3.**  de  la  Novisi' 
nía  Recopilación   manda  que  se  observen  literalmente  todas 
las  leyes  del  reino  que  expresamente  no  se  hayan  derogado, 
sin  que  pueda  admitirse  la  excusa  de  no  estar  en  uso;  i  aun 
son  mas  fuertes  los  términos   de  la  2,    título   IG,   libro   10, 
donde  aludiendo  a  los  inconvenientes  que  se   habían  seguido 
(le  la  in()l)servancia  de  cierta  lei,  se  califica  de  delincuentes  a 
los  que  actuaban,  sustanciaban  i  delcrnünaban  contra  el  tenor, 
forma  i  modo  prescrito  en  ella;  »i  mas  a  vista,  dice  el  lejisla- 
(lor,  de  estar  proliibido   por  leyes  de  estos  reinos  el  decir  que 
esta  i  otra  cual([uiera  lei  de  ellos  no  se  del^e  ^ruardar  por  no 
e.'ítar  en  uso.v  Superíluo  aparecerá  después  de  tan  categóricas 
disposiciones  una  nueva  sanción  lejislativa;  pero,  como  a  des- 
pecho de  ellas,  la  diverjencia  de  opiniones  subsiste  sobre  una 
materia  de  tanta  consecuencia,  aun  entre  autores  gravísimos, 
talvez  sería  conveniente  poner  fin  a  la  duda  por  medio  de  una 
decisión  soberana. 

l'ácil  es  conocer  los  tropiezos  i  vacilaciones  que  deben  em- 
barazar en  muchísimos  casos  las  deliberacion?s  de  nuestros 
niajistrados  por  las  dudas  i  disputas  (¡\w  reinan  en  el  foro 
aceava  de  la  autoridad   (pp*   dcl):i   darse   a  nuestr(»s  ant¡Lnh>s 
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códigos  i  a  la  costumbre.  Nos  atrevemos,  pues,  a  someter  las 
cuestiones  que  dejamos  indicadas,  a  la  consideración  de  nues- 
tro gobierno  i  congreso,  para  que,  si  en  su  sabiduría  lo  esti- 
masen conveniente  (como  nos  lo  parece  a  nosotros),  so  promul- 
gase un  nuevo  canon  legal,  que  a  semejanza  del  contenido  en 
la  lei  !.•  de  TorOy  determinase  de  un  modo  claro  i  preciso 
cuáles  son  los  cuerpos  de  leyes  que  deban  mirarse  como 
vijentes;  cuál  el  orden  en  que  hayan  do  prevalecer  sus  dispo- 
siciones; hasta  quó  punto  haya  do  respetarse  la  costumbre,  i 
qué  caracteres  la  diferencien  de  las  corruptelas  i  abusos.  Acerca 
de  la  necesidad  de  este  nuevo  canon,  no  nos  parece  posible 
que  haya  variedad  de  opiniones. 

(Araucano,  año  do  1830.) 
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Ka  asistencia  de  los  ministros  do.  estado  al  eonifroso  dará 
prol)al>l(Mnonlo  a  las  oporacioncs  de  este  cuerpo  la  marcJia 
regular  que  se  ha  echado  menos  en  el  hasta  ahora,  i  (¡ue 
contril)uye  mas  que  todo  al  pronto  despacho  de  los  negocios 
que  se  someten  a  su  deliberación.  De  este  modt»,  nos  lisonjea- 
mos de  que,  en  la  presente  temporada  constitucional,  podrán 
realizarse  alí^imas  de  las  obras  indicadas  en  el  discurso  del 
presidente,  i  en  particular,  las  leyes  relativas  a  la  redacción 
del  código,  i  al  arrejo^lo  de  los  juicios. 

Sobre  el  primero  de  estos  puntos,  hemos  expresado  suficien- 
temente nuestras  ideas,  i  tenemos  la  satisfacción  de  ver  quo 
en  ellas  no  hemos  sido  mas  que  unos  fieles  intérpretes  de  la 
opinon  jeneral  de  todas  las  personas  sensatas.  Nos  contraere- 
mos aquí  al  segundo. 

Para  que  esta  reforma  sea  verdaderamente  útil,  debe  ser 
radical.  En  ninguna  parte  del  orden  social  que  nos  lia  legado 
la  España,  es  tan  preciso  emplear  el  hacha.  En  materia  do 
reformas  políticas  no  somos  inclinados  al  método  de  demolición; 
pero  nuestro  sistema  de  juicios  es  tal,  que  nos  parecería  difícil 
no  se  ganase  mucho  derribándolo  hasta  los  cimientos  i  susti- 
tuyéndole otro  cualquiera.  No  sería  talvez  uníi  exajeracion 
decir  que  en  él  so  echan    menos  todas  las  garantías  que  tiene 


;'*j 


i  árr.'.t-?ír  el    lirr.-'.:.  II.    ;  :_•  \  \-r:':<i  :i .?  í::í.:o  '.lesconGar  de 
f::ú .-.->:  'O fi : r i  : !  r : :: '^ -í    -  v ". '. . •  • .  \i r*  e r.  1 1  ■. !  j.se  r-:>  y. -t ^ ! «lo  de  los 

Por  ejr.T:pl-':  ^.a-.  n*  Lí:  i..:»  (i-r  rr:^:r.  ;z.-a  I?..s  ventajas  que 
resultan  de  q  ie  los  j  i'ii.i-s  iir.-^-irzv  ¿lti:.^  re  sus  decisiones, 
prii-tica  tan  conforme  al  ¡.v'lii.i^  ij  de  re'^.íjnsa'.jili  iaJ  jeneral, 
qac  es  el  alma  del  t'oLi'-rn :■  ^^:pubIi^.•ano,  o  i»r  ¡nejjr  decir, 
de  todo  íroliierno.  En  ur.  p.iis  I:r.Ii-  *.l  e>?ciit:\üno  puede  de- 
cretar, sino  con  arreglo  a  uii-x  lei.  i  citan  í.!a,  la  inversión  de 
la  mas  pequeña  suma  de  los  dineros  público-,  ¿'.endrá  un  tri- 
bunal la  facultad  de  a  Ijudii-ar  una  propiedavl  litijiosa,  que 
puede  valer  centenare-s  de  miloá  de  pesos,  sin  dev.-ir  cun  arreglo 
a  que  leí  o  qué  principio  de  dere^^^ho  hace  la  adjudicación,  ni 
por  qué  el  uno  de  los  titulos  alegadus  debe  prevalecer  sobre  el 
otro?  Ksto  nos  parece  monstruoso.  En  el  artículo  Estados 
Poyiliftcios^  que  insertamos  en  nuestro  número  194,  se  verá 
((ue  aun  en  aquellos  estados,  aun  a  la  sombra  del  poder  abso- 
luto i  bajo  la  menos  popular  de  todas  las  formas  de  gobierno, 
se  ha  impuesto  a  los  Jueces  la  obligación  de  fundar  las  sen- 
tencias. 

\o  podemos  menos  do  tra.si-rihir  aquí  lo  que  dioo  so])re  esta 
inateria  el  docto  juri.sc-onsuli'j  Emcrigon  en  su  Tratado  de 
Sí'rjuro.^,  que  .se  mira  justanit-nte  coi>io  una  obra  clásica  de 
<l(Tec;Iio. 

«A  pretexto  de  equidal,  no  del)en  los  jueces  dr  los  comer- 
ciantes (i  lo  mismo  se  aplica  a  ti^dos  los  otros  jueces;  apartarse 
d(5  las  leyes  i  reglamentos.  Se  les  manda  solamente  no  dete- 
n(írse  en  las  sutilezas  del  dereclio  i  en  lo  que  .se  llama  ¡summum 
///.s",  siunnia  bijnria.  Si  la  loi  es  clara  i  precisa,  no  les  es 
permitido  violarla,  pcjr  dura  ((ue  les  parezca,  'lei  I?,  Qui 
rl  a  fjuíhn.s  tnaíuuii).  La  conciencia  de  la  lei  vale  mas  que  la 
<lrl  hombre:  ronscieiilin  ¡ofji.s  v¡)ieiL  cou-'^ciontiam  Iioniinis 
(Sti-aoca).  l)el)e  e)  juez  seguir  la  Cf(uidad  de  la  lei,  no  la  de  su 
prt»pia  calx^za  (Dumoulin;.  Los  jueces  dan  sentencias  inicuas, 
cuando   se  imajinan    ser  árl)itros  i   maestros   de   la    equidad 
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vStriícca),  Kilos  clojjen  tener  continuamente  a  la  vista  lo  que 
ileria  M  Pussort,  cuando  se  redactó  la  ordenanza  do  10(57: 
— Tudüs  Faben  que  el  juez  no  hace  el  dererho,  sino  fíolamenlc 
lo  declara.  Es  su  dispensador,  no  su  dueño.  El  poder  i  la  sobe- 
ranía están  en  la  lei,  no  en  él.  I  si  el  juez  pudiera  impune- 
mente conlravenir  a  la  lei,  sería  por  consecuencia  infalible 
dueño  de  las  haciendas,  honras  i  vidas  de  los  ciudadanos,  pues 
sin  temor  de  pena  alguna  podría  disponer  de  ellas  como  qui- 
siese, a  pesar  de  la  lei. — 

«La  injusticia  de  una  sentencia  arbitraria  es  un  atentado 
contra  la  lei,  mas  gravo  que  todos  los  hechos  de  los  particula- 
res que  las  quebrantan,  porque  corromj)e  la  fuente  misma  de 
la  justicia;  es  un  crimen  como  el  do  los  monederos  falsos,  que. 
ataca  al  príncipe  i  al  pueblo.  Omnia  snnl  incerta  cura  a  juro 
discessum  e.s^  Ncc  prsestari  quidquain  potesty  quale 
futurinn  sit^  quod  positum  est  in  alterius  volúntate,  ne 
dicam  libídine,  (Cicerón). 

«En  Inglaterra,  los  jueces  no  omiten  nada  para  convencer  a 
las  partes  i  al  público  de  la  equidad  de  sus  decisiones.  Entre 
los  romanos,  las  sentencias  designaban  los  motivos  que  las 
habían  dictado  (Sigonius,  (íejuí/ici/s^.  En  Italia,  los  jueces 
desenvuelven  todas  las  razones  de  hecho  i  de  derecho  que  han 
determinado  sus  sentencias. 

«La  reticencia  de  estas  razones  es  un  gran  mal  para  la  justi- 
cia: primero,  un  juez,  obligado  a  exponer  los  motivos  de  sus 
decisiones,  pondría  la  mayor  atención  en  ellos,  estudiaría  las 
leyes  i  se  diríjíría  por  los  verdaderos  principios;  segundo,  el 
litigante,  instruido  de  su  dere^jho  por  el  mismo  juez,  se  abs- 
tendría muchas  veces  del  recurso  de  apelación;  tercero,  las 
sentencias  de  los  jueces  inferiores  instruirían  a  los  superiores  de 
la  naturaleza  del  negocio,  i  se  conocería,  por  ejemplo,  a  pri- 
mera vista,  si  debe  sobreseerse  en  la  ejecución,  cuando  lo  pide 
un  litigante  provisoriamente  condenado;  cuarto,  con  el  tras- 
curso del  tiempo,  la  colección  de  las  sentencias  así  motivadas, 
formaría  un  excelente  cuerpo  de  jurisprudencia,  muí  propio 
para  perfeccionar  las  leyes.» 

Boulaí-Paty,  que  ha  dado  a  luz  e  ilustrado  con  notas  el  tra- 
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ta«lo  De  Seipiros  de  Kmerigun,  observa  on  este  lugar:  «que  se 
lian  cumplitlo  ya  eu  Francia  los  votos  del  autor,  pues  los  tri- 
hunalcs  están  oMíí^ailos  a  expresar  los  motivos  de  sus  dcfi- 
siones.» 

II 

llai  principios  que  han  aJi{uirído  de  tiil  modo  la  fuerza 
do  cosa  juzgada,  que  para  contradecirlos  es  necesario  que  el 
escritor  se  presento  armado  de  razones  incontrastables.  Es 
cierto  que,  en  materia  de  raciocinio  i  de  experiencia,  no  se  de- 
be prestar  un  ciego  asenso  a  la  autoridad,  por  imponente  que 
aparezca.  Copérnico  i  Galilco  atacaron  preocupaciones  univer- 
sales; pero  ellos  no  hubieran  obtcMiido  la  corona  del  triunfo,  si 
no  hubiesen  opuesto  a  creencias  irreflexivas  demostraciones 
matemáticas,  i  al  testimonio  de  los  sentidos  mal  interprétalo, 
la  evidencia  de  la  razón. 

Tal  es  la  especie  de  argumentos  que  hubiéramos  espera íIo 
de  los  impugnadores  de  un  derecho  sagrad^;  de  un  derecho 
que  tantas  naciones  sabias  han  creído  necesario  para  la  con- 
servación de  los  otros;  del  derecho  que  tienen  los  ciudadan«>s 
a  que  los  juzgarlos  i  tribunales  que  fallan  sobre  su  vida,  honor 
i  hacienda,  sol)rc  cuanto  hai  de  precioso  en  el  mundo,  apoyen 
sus  decisiones  en  las  leyes.  Muclio  antes  de  promulgarse  l;i 
que  ha  impuesto  a  la  judicatura  la  obligación  de  fundar  las 
sentencias,  habíamos  sostenido  la  necesidad  de  esta  práctica  i 
demostrado  sus  utilida  les.  A  las  razones  i  autoridades  ale^'a- 
das  entonces,  nada  se  ha  opuesto,  ({ue  pueda  hacer  impresi«>n 
'•n  un  ánimo  despreocupado.  Lójos  de  eso,  las  lia  corroborad  > 
la  experiencia.  Los  inconvenientes  que  de  aquella  disposición 
se  temían,  no  lian  aparecido,  i  majistrailos  sabios  non  han  tí's- 
tificado  sus  buenos  efectos. 

La  existencia  de  este  derecho,  su  necesidad  absoluta,  como 
ci^arantía  de  una  regnlar  administración  de  justicia,  no  es  un 
descubrimiento  d<d  siglo  XIX.  Kl  habia  sido  conságralo  inu- 
i*h>  ántos  Olí  los  frol)iernos  populares.  La  Francia,  aj)'.''!ias  libn% 
s.'  ?q)n\sun)  a  natur.ilizirlo  en  su  su<do.  Lila  lo  ll(»v/)  en  su  c'()- 


lUiíO  a  lodus  los  pAíacíi  (¡uo  [lumlnnron  sus  armas;  i  la  oxjir- 
i'icncia  (lo -SUS  saludables  erectos,  Iiizu  [|tiG  lo  i-etuvíericii,  aun 
({oKpuen  de  rooobrada  su  ¡nilcpttnduncia  ¡  restaurada  la  lejisla- 
oioii  piTcedento.  Ki  es  hoi  un  axioma  c;n  toda  la  Europa  ilus- 
tpad.i.  Hl  cuenta  en  Anuírica  la  misma  fecha  que  el  eslableci- 
micnto  de  las  colonias  inglesan.  1  entre  todas  laa  nuevas 
repúblicas  americanas,  no  es  Cbilc,  por  cierto,  la  primera  que 
lia  dado  a  su  lil>ortad  nsLÍonal  este  importiinto  baluarte. 

Pero,  dejanto  a  un  lado  los  ejemplos  de  las  demás  naciones, 
parécenos  que  basta  una  supcrfieia]  reflexión  para  reconocer  el 
derecho  do  los  pueblos  a  esta  institución  tutelar.  Los  deposita- 
rios do  cauílales  públicos  están  obligados  a  dar  cuenta  do  c>u 
administración;  i  ¿no  lo  estarán  lo.s  funcionarios  a  quienes  se 
lia  confiado  la  seguridad  tle  las  personas  i  propiedades?  ¿Un 
hombre  podrá  ser  enviado  al  cadalso  i  una  familia  sumida  en 
la  mÍHcria  jwr  un  imperioso  i  lacónico  ^aí,  sin  que  se  niani- 
üestc  la  disposición  soberana  que  lo  autoriza,  i  do  que  el  ma- 
jistrado  por  su  naturaleza  no  es  mas  que  el  intérprete?  Seme- 
jante réjimcn  estaña  bien  colocado  a  la  sombra  de  la  monar- 
quía despótica,  dondo  los  tribunales,  emanaciones  do  una 
voluntad  omnipotente,  que  manda  a  nombro  de  la  Divinidad, 
pronuncian  oráculos  que  no  es  lícito  someter  al  examen.  KI 
(¡uc  es  dueño  absoluto  de  vidas  í  haciendas,  podrá  intimar 
sus  tjrdcnes  sin  alegar  otra  razón  que  sic  voló,  . •tic  jiiíji^o. 
Pi-TO  no  as  ese  el  jcnio  ele  las  inslilucíoncs  republicanas.  Uajo 
su  im|iorÍo,  la  responsabilidad,  la  cuenta  estricta  de  todo  ejer- 
i'jcio  del  poder  que  la  asociación  ha  delegado  a  sus  mandata- 
rios, es  un  deber  indispensable. 

Dicese  que  esta  regla  de  fundar  las  sentencias  es  impractica- 
bleon  una  nación  que  se  gobierna  por  un  cuerpo  de  leyes  tan  vasto 
i  cnmaraiíadu  como  el  nuestro.  La  con.seeuoncia  que  nos  pareee 
deducirse  de  aquí,  es  la  que  también  hemos  sostenido  en  otros 
articules  do  I-1Í  Araucano:  que  es  preciso  simphllcar  nuestra 
lojislaeiun;  que  os  preciso  reducirla  a  un  todo  cobercnte  i  ar- 
monioso. Si  fuese  cierto  que  en  su  estado  actual  ella  no  per- 
mitiese a  los  jueces  exponer  los  fundamentos  de  sus  fallos,  eso 
solo  probaria  decisivamente  que  su  codificación  fs  do  una  iirjen- 
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cia  improrrogable.  Pero,  supóngíise  la  lejislacion  española  tan 
complicada  i  oscura  como  se  quiera,  siempre  será  necesario 
que  el  majistrado  haya  tenido  algún  fundamento  para  decla- 
rar, a  nombre  de  hi  lei  (porque  no  puede  hacerlo  do  otro  modu), 
que  tal  contrato  es  inválido,  que  tal  acto  es  criminal  i  debe 
castigarse  con  esta  o  aquella  |>ena,  que  üil  demanda  es  justa, 
que  tal  exception  es  lejítima.  No  forma  él  estos  juicios  por 
una  secreta  inspiración.  No  hai  un  poder  sobrenatural  que  mue- 
va sus  labios,  como  los  de  la  Pitia,  sin  el  pi'evio  trabajo  de  sen- 
tar premisas  i  deducir  consecuencias.  ¿Es  su  sentencia  la 
aplicación  de  una  lei  a  un  caso  especial?  Cite  la  lei.  ¿Su  texto 
es  oscuro,  i  se  presta  a  diversas  interpretaciones?  Funde  la 
suya.  ¿Tiene  algún  vicio  el  título  que  rechaza?  Manifiéstelo. 
¿Se  le  presentan  disposiciones  al  parecer  contradictorias?  Con- 
cíllelas, o  exponga  las  razones  que  le  inducen  a  preferir  una 
de  ellas.  ¿La  lei  calla?  Habrá  a  lo  menos  un  principio  jeneral, 
una  regla  de  equidad  que  haya  determinado  su  juicio.  De  al- 
gunos antecedentes,  ha  tenido  por  fuerza  que  deducirlo.  ¿Qué 
le  impide  manifestarlos,  cualesquiera  que  sean?  ¿No  deberá 
saber  el  público  si  un  poder  que  pesa  sobre  todos  los  hombres, 
que  so  extiende  a  todos  los  actos  de  la  vida,  se  administra  con 
intclijencia  i  pureza?  ¿I  no  es  la  exposición  de  los  fundamentos 
de  las  sentencias  el  único  medio  de  impartir  este  conocimiento? 
El  qiio  por  un  decreto  judicial  ve  engaria<las  sus  esperanzas, 
cancelados  sus  títulos,  destruida  su  fortuna,  inmolada  talvc/ 
su  existencia,  ¿tendrá  que  someterse  a  las  ónlenes  del  majistra- 
do, como  a  las  de  una  ciei^a  i  misteriosa  fatalidad? 

La  práctica  de  fundar  las  seuten:-ia.s,  que  bajo  este  respecto 
está  íntimamente  ligada  con  la  naturaleza  de  las  instituciones 
repul)licanas,  proporciona  otras  ventajas  colaterales  de  grand*. 
importancia.  Ella  reviste  de  una  sanción  solemne  l;i  interpre- 
tación do  las  leyes,  i  dándole  fuerza  do  Cvjstumbre,  la  con  vitar- 
te en  una  lei  supletoria,  que  llena  los  vacíos  i  dilucida  las  os- 
curidades de  los  códigos.  La  marcha  de  los  tril)unales  s«3  hace 
de  esta  manera  mas  regular  i  consecuente.  Las  decisiones 
diverjentes  de  casos  análogos,  oprobio  d«^  la  a(lmiaistí*aei<.>n  de 
justicia,   son  cada  dia  mas  raras.  1  no  ln])ien'l'>  nuda  que  llj»* 
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tantü  las  ideas,  romo  el  orden  i  armonía  que  las  encadenan, 
esa  misma  regularidad  i  consecuencia  facilitan,  i  por  consi- 
guiente propagan  i  jeneralizan,  el  conocimiento  de  las  leyes. 
La  jurisprudencia  toma  por  este  medio  un  carácter  verdadera- 
mente filosófico;  se  hace  una  ciencia  de  raciocinio;  depone  la 
mugre  escolástica;  se  hermana,  como  la  alta  Irjislacion  i  la 
política,  con  la  amenidad  i  elegancia.  Vé'^nse,  si  no,  las  co- 
lecciones de  causas  i  juzgamientos  que  se  publican  en  Inglate- 
rra, Francia  i  los  Estados  Unidos:  compárense  las  profunda» 
i  lúcidas  discusiones  legales  recopiladas  en  ellas  con  las  glosas 
i  comentarios  de  casi  todos  nuestros  expositores,  en  que  lo 
rancio  de  las  formas,  lo  licencioso  de  las  interpretaciones,  las 
argucias  casuísticas,  el  interminable  cúmulo  de  citíis,  en  quo 
se  hunde  a  cada  paso  el  texto,  Ci)mo  un  rio  tortuoso,  que  se 
pierde  entre  arenales  para  reapíirecer  a  algunas  leguas  de  dis- 
tancia, en  una  palabra,  la  falta  de  filosofía,  i  a  veces  hasta  do 
sentido  común,  hace  desabrida  i  fatigosa  la  lectura,  empaña 
aun  la  buena  doctrina,  i  desacredita  las  ciencias  legales.  Que 
esta  diferencia  se  debe  en  gran  parte  a  la  práctica  do  fundar 
las  sentencias,  es  para  nosotros  indudable,  i>orque  ella  tiende 
a  producir  orden  i  coherencia  en  el  sistema  legal,  i  del  orden 
nace  la  luz,  i  la  luz  no  es  menos  inseparable  de  la  belleza  en 
las  artes,  que  de  la  verdad  en  las  ciencias. 

¡.líviu'ví?!').  años  (lo  \^A\  i    tS.'*»\í.i 
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No  creemos  distante  la  época  en  (fue  el  congreso  se  consagre 
a  la  importante  obra  de  la  codificación  de  nuestras  leyes,  opera- 
ción cuyos  buenos  efectos  se  experimentan  ya  en  otros  estados 
americanos.  En  tal  persuasión,  i  con  el  objeto  de  llamar  la 
atención  de  nuestros  lectores  a  este  asunto,  nos  proponemos 
consagrar  a  él  algunos  artículos,  no  tanto  para  demostrar  la 
necesidad  de  reformar  nuestro  sistema  legal  (pues  en  orden  a 
eso  no  puedo  haber  variedad  de  opiniones),  cuanto  con  la  espe- 
ranza de  sujerir  algunas  ¡deas  que  sirvan  talvez  paracorrejirlo 
i  simplificarlo. 

Acaso  ningún  ramo  do  la  lejislacion  ejerce  un  influjo  mas 
directo  i  trascendental  sobre  la  diclia  i  el  sosiego  de  las  familias 
que  las  leyes  que  reglan  la  materia  de  sucesiones.  Decir  quo 
el  lejislador  puede  sacar  de  ellas  un  gran  partido  para  la  dis- 
ciplina do  las  familias,  para  la  pureza  i  ternura  de  los  afectos 
domésticos  i  para  la  felicidad  conyugad;  decir  que  ellas  rodean 
de  consuelo  el  lecho  del  moribundo  i  velan  sobre  la  integridad 
i  conservación  de  los  patrimonios,  es  solo  dar  una  lijera  idea 
de  su  importancia,  idea  bastante,  sin  embargo,  para  que  vea- 
mos en  ellas  el  mas  importante  complemento  do  las  disposi- 
ciones legales  relativas  a  la  traslación  de  dominio. 

El  derecho  de  suceder  trae  su  oríjen  de  la  lei  natural,  quo, 
haciendo  la  industria  i  la  tranquilidad  condiciones  imprescin- 
dibles del  orden  social,  mal  podia  permitir  que  la  muerte 
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convirtiese  los  frutos  de  aquélla  en  una  presa  cl.»l  primer  ocu- 
j)ante,  i  que  la  propiedad,  envuelta  en  conflictos  diarios,  siem- 
pre insubsistente  i  precaria,  apenas  mereciese  este  nombre. 
Mas  la  lei  civil  debe  darle  su  desarrollo  i  determinar  la  forma 
en  que  ha  de  existir,  amoldándolo  a  las  instituciones  i  apli- 
cándolo a  las  circunstancias  particulares  de  cada  estado. 

Sobre  la  lei  que  regla  las  sucesiones  lejítimas  (que  es  en  la 
que  vamos  a  ocuparnos  desde  luego),  copiaremos  las  palabras 
de  un  célebre  jurisconsulto,  Mr.  Treilhard,  que  la  llama  «el 
testamento  presunto  de  todo  el  que  fallece  sin  haber  expresado 
ima  voluntad  diferente.»  «Cuando  se  señala  el  orden  de  suce- 
siones, añade,  importa  penetrarse  de  todas  las  afecciones  natu- 
rales i  lejítimas.  Se  dispone  por  todos  aquéllos  que  mueren 
sin  haber  dispuesto,  i  se  presume  que  no  han  tenido  otra 
voluntad  que  la  lei;  ésta,  por  tanto,  debe  hablar  como  hubiera 
hablado  el  difunto  mismo  en  el  último  instante  de  su  vida,  si 
hubiese  podido  o  querido  expresarse.  Tal  es  el  espíritu  en  que 
debe  concebirse  una  buena  lei  sobre  esta  materia;  intérnese 
cada  uno  en  su  corazón,  i  allí  verá  í]^rabado  en  caracteres 
indelebles  el  verdadero  orden  de  suceder.» 

El  principio  que  la  lei  adopta,  es  la  voluntad  del  difunto,  la 
que  se  presume  por  el  grado  de  afecto,  así  como  éste  por  la 
proximidad  del  parentesco.  Se  prefiere,  por  consiguiente,  la 
linea  dedescendiontcs  ala  de  ascemlicntes,  i  ésta  a  la  trasversal, 
preferencia  cuyo  fundamento  no  croemos  necesario  establecer 
por  medio  de  argunuMitos.  En  nuestra  lojislacion  actual,  que 
en  esta  parto  corrijió  ojmrtuiiamciite  la  de  las  Partidas,  to- 
mada del  dcTocho  romano,  no  se  pasa  do  la  primera  línea 
a  la  segunda,  ni  de  ésta  a  la  torcera,  hasta  haberse  agotado 
rospectivamonte  la  anterior.  Mas  el  derecho  do  suceder  en  la 
línea  trasversal,  solo  llega  al  décimo  grado  computado  civil- 
mente; i  la  loi  ha  fijado  este  limito,  ya  porque,  extendiéndose 
mas,  la  prueba  dol  parentesco  daría  márjon  a  embarazosos 
litijios  e  indagaciones  odiosas;  i  ya  también  porque  mas  allá 
í-esarian  los  síMitimirntos  do  afooto,  siouvlo  por  otra  parte  bas- 
tante raro  quo  un  hombro  dojo  solo  parientes  colaterales  en 
u:rados  ulleri<'>ros  al  défiuK).   Si  c.st(»  ocurro,  hi  loi  no  los  admi- 


te  a  suceder,  sino  quo  llama  al  cónyuje  solireviviütile,  í  en 
último  caso  al  Pisco. 

Previas  esta»  ideas  joncraICH,  examinemos  las  ilísposíciones 
de  nuestra  lejislauion  sobre  algunos  puntos  particulares;  i  em- 
|>ecemos  [Kir  uno  que,  ain  embargo  de  no  ser  de  frecuente 
ocurrencia,  es  el  que  se  presenta  desde  luego,  por([ue  ocupa 
uno  de  los  primeros  lugares  en  la  rúbrica  de  las  herencias  lo- 
jítimas,  i  aun  de  la  sucesión  cti  jeneral. 

Cuando  dos  personas,  llamadas  a  sucedemo  recíprocamente, 
mueren  en  un  mismo  acontecimiento,  interesa  determinar  cuál 
ha  fallecido  la  última,  porque  de  aquí  dependen  en  todo  o  parto 
los  derechos  do  los  herederos  respcclivus.  La  supervivencia  se 
determina  por  las  circunstancias  del  caso,  i  en  su  defecto  por 
las  de  la  edad  i  del  sexo.  Lalci  1-2,  titulo  33,  P.ii-lida  I. "esta- 
blece con  este  motivo  dos  presunciones:  muriendo  el  marido  i 
la  mujer  en  algún  acontecimiento  que  les  acaezca  de  consuno, 
se  entiende  que  moriría  ¡mmero  la  mujer,  porque  p»  flaca 
naturalmente;  muriendo  juntos  el  padre  o  la  madre  con  un 
hijo  o  hija,  se  juzga  que  éstos  preniurieron  si  no  son  púberes, 
i  por  la  inversa  si  lo  son.  Supongamos,  por  ejemplo,  que 
hayan  perecido  en  un  naufrajio  una  madre  con  su  hijo,  dejan- 
do aquélla  un  hermano  carnal,  i  éste  un  hermano  de  pa<lre, 
extraño  por  consiguiente  con  respecto  a  la  madre  i  al  tío.  Si 
el  hijo  era  púber,  se  entiende  premucrta  la  msdre,  i  la  suce- 
sión do  ambos  pasa  al  hermano  paterno;  si  por  el  c-ontrario, 
el  hijo  era  impúber,  él  so  entiendo  premuerto,  i  el  hermano 
de  la  madre  entra  a  suceder  en  los  bienes  de  esta  i  del  hijo. 
En  esta  hipótesis,  se  ve  que  los  derechos  del  heredero  depen- 
den totalmente  do  la  presunción  legal.  Supongamos  ahora  que 
fallecen  en  un  mismo  accidente  un  padre  con  su  hijo  tercero, 
dejando  cuatro  nietos  sin  padre,  tres  por  i>arte  del  hijo  pri- 
mojéníto  i  uno  por  parte  del  hijo  segundo.  Si  por  la  pubertad 
del  hijo  se  entiende  premuerto  el  padre,  primeramente  se 
divide  el  patrimonio  do  éste  en  tres  porciones,  una  para  cada 
uno  do  los  hijos,  repreí>en tanda  los  nietos  a  sus  padre.s  difun- 
tos; i  luego  el  del  hijo  tercero,  aumentadlo  con  la  porción 
paterna,  so  divide  entro  los  cuatro  nietos  por  partes  ¡guales. 
OPíisc.  .37 


ni-USCULOS  JLiIltUIÜOS 


Si  por  ser  el  hijo  impúber  se  presume  sobreviviente  pI  padre, 
los  dos  patrimoniof  reunidos  sh  pppiirleii  entro  loa  cunlro  nifi* 
los  por  estirpes-  Fijemos  canti(la(1e.s:  si  el  pailrc  tenia  nueve  ] 
mil  pesos  i  el  hijo  tres  mil,  en  la  primera  üuposíeioD  loa  tpea  J 
nietos  por  parte  del  primojcnito  percibirán  dos  mil  quinientos  1 
pesos  cada  imo,  i  el  nieto,  por  parte  del  scgundojénito,  cuatro  I 
mil  ([uinicntos;  en  la  aeijunda,  éste  percibirá  seis  mil  pesos, 
los  tros  tendrán  porciones  ií^ualesde  a  dos  mil.  La  presunción  1 
lesal  fija,  pues,  en  esta  hipótesis,   las   porciones  do  los  co- 
herederos. 

Pero  la  lei  de  PnrliiJa,  concordante  con  las  leyes  9,  22  i  23 
del  /íijes/o,  titulo  do  rebus  cUtbíis,  solo  resuelve  dos  cues- 
tiones particulares,  sin  asentar  regla  alguna  para  la  multitud 
de  otras  que  pueden  ocurrir.  En  el  códiifo  francen  (artículos  j 
72 1  i  722),  se  dan  reglas  para  la  decisión  de  casi  todos  los  ca-  I 
sos  posibles,  ajustadas  a  la  diferencia  do  fuerzas  físicas,  caicu-  | 
lada  en  razón  de  la  diversidad  de  edad  i  sexo.  Sí  perecen  junta- 
mente dos  o  mas  personas,  menores  de  quince  aiíos,  se  entiendo  | 
prerauerto  el  menor.  Si  todos  eran  mayores  do  sesenta,  se  pre- 
sume que  ha  muerto  antes  el  mayor.  Si  los  unos  tenían  menos  j 
de  quince  años  i  los  otros  mas  de  sesenta,  se  presume  que 
sobrevivieron  lus  primeros.  Si  los  que  han  fallecido  juntos  \ 
tenían  quince  años  cumplidos  i  menos  de  sesenta,  el  mas  jo- 
ven se  presume  sobreviviente;  pero  si  hai  igualdad  do  edail,  o  I 
una  diferencia  qne  no  exceda  de  un  año,  so  entiende  que  el 
varón  ha  sobrevivido  a  la  hembra.  Es  preciso  confesar  que  las 
presunciones  en  que  se  fundan  estas  reglas,  son  demasiado 
lijeras.  Si  se  incendia  la  iiabitacion  en  que  viven  un  niño  recien 
nacido  i  su  padre  scsajenario,  ¿estará  en  el  orden  natural  t(Ufi 
sobreviva  aquél  al  anciano?  Nuestro  dereclio  resuelve  negati- 
vamente; el  francés  por  la  iilirmativa;  i  en  su  misma  contradic- 
ción, muestran  la  incertidumbre  de  los  principios  de  que  parten 
í  la  poca  consistencia  do  la  baso  en  que  estriban.  Siendo  impo- 
sible alcanzar  la  verdad,  el  lejtslador  en  estas  decisiones  salo 
se  ha  propuesto  establecer  una  regla  que  precava  los  alterca- 
dos, i  sin  duda  era  preciso  dar  alguna;  ¡xTO,  ¿no  pudo  excoji- 
tar  otra  mejor,  que  la  que  se  deriva  de  unas  presunciones  tan 


vagas?  ¿So  puiln  adoptar  un  túrmino  medio  que  llotinso  su 
objeto  (le  un  m<ído  mas  equitativo  i  racional,  sin  burlar  espe- 
ranzas que  él  mismo  ha  creado?  Siempre  que  las  circunstan- 
cias del  hecho  no  arrojan  presunciones  vohomentos  para  juz- 
gar que  uno  do  los  que  perecieron  en  un  mismo  acontecimien- 
to, murió  primero  que  otro,  lo  que  dicta  la  equidad  natural 
es  proceder  como  ai  ambos  hubieren  exhalada  el  último  suspiro 
en  un  mismo  momento.  Privar  a  los  herederos  de  alguno  de 
ellos  de  toda  la  sucesión,  por  indicios  tan  débiles  como  los  quo 
suministra  la  diferencia  du  sexo,  o  de  unos  poco»  afius  o  meses 
de  edad,  es  una  maniticsta  injusticia.  Aun  cuando  liai  gran  dife- 
rencia en  las  edades,  ¿quién  ignórala  multitud  de  circunstan- 
cias de  salud,  robustez,,  ajilidad  i  presencia  de  ánimo,  que  pue- 
den modificar  la  vitalidad,  dar  fuerzas  al  individuo  para  luchar 
largo  ticm]K)  contra  el  peligro  i  la  muerte,  í  prolongar  su  exis- 
tencia en  una  razón  contraria  a  la  de  las  presunciones  legales? 
Juzgamos  quo  la  regla  siguiente  sería  mas  racional  i  justa. 
Cuando  mueren  dos  o  mas  personas  en  un  mismo  aconteci- 
miento, sin  quo  las  circunstancias  del  caso  den  a  conocer  con 
aiyuna  verosimilitud  cuál  de  ellas  falleció  primero  [punto  quo 
debe  dejarse  a  la  decisión  del  majistrado),  ol  total  de  los  patri- 
monios   reunidos  pertenecerá  ¡vohldivi$o  a  los  heretleros  do 
los  difuntos,  cabiendo  en  él  a  cada  heredero  el  término  medio 
de  todas  las  cuotas  que  en  las  diversas  suposiciones  de  super- 
vivencia le  tocarian;  el  cual  se  obtiene  dividiendo  la  suma  do 
las  cuotas  por  el  número  de  suposiciones  posibles.  Por  ejem- 
plo: naufragan  un  padre  i  un  lujo;  aquél  tiene  a  un  hermano 
por  heredero;  éste  a  su  madre:  el  primero  deja  cuarenta  mil 
pesos  de  patrimonio;  el  segundo,  veinte  mil.  Si  se  supone  quo 
falleció  primero  el  padre,  cabrán  a  la  madre  sesenta  mil;  al  Iier. 
mano,  nada.  Si  se  supone  premucrto  el  hijo,  la  madre  heredará 
diez  mil  pesos;  i  el  hermano,  cincuenta  mil.  Suma  de  las  cuo- 
tas de  la  madre,  setenta  mil;  del  hermano,  cincuenta  mil: 
número  do  suposiciones,  dos.  Término  medio  para  la  primera, 
treinta  i  cinco  mil   pesos;  para   el  segundo,   veinticinco  mil. 
Otro  ejemplo:    si  pereciese  en  el  naufrajio  ademas  del  padre 
i  del  hijo  un  hermano  del  padre,  dejando  aquél  treinta  mil 
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pesos  lie  ¡jati'iiriüiiiü,  b\  segunño  veinte  mil,  i  el  tercero  diez 
mil,  i  se  presentasen  a  la  sucesión  cíe  los  tres  patrimonios  la 
madre  del  hijo,  i  un  sobrino  de  ambos  hermanos,  podrán  ha- 
cerse hasta  seis  suposiciones  de  supervivencias;  i  divididas  por 
este  número  las  sumas  de  las  cuotas  de  cada  heredero,  darían 
por  término  medio,  despreciando  fracciones,  a  la  madre  treinta 
i  tres  mil  trescientos  treinta  i  seis  pesos,  i  al  sobrino  veintiséis 
mil  seiscientos  sesenta  i  siete. 
Esta  regla  nos  parece,  no  solo  equitativa,  sino  de  fácil  ÍdÍ^h  ' 
F  lijencta  i  aplicación  a  las  sucesiones  abintestato.  Ella  tiene  -' 
ademas  una  ventaja  política,  que  no  debe  desestimarse  en  un 
país  republicano,  ¡  es  el  favorecer  la  subdivisión  de  loa  patri- 
monios,  objeto   de  mucha   importancia  para  las  sociedades 
modernas,  en  que  la  industria  i  el  comercio  tiende»  con  tanta 
fuerza  a  la  acumulación  de  los  capitales,  orijeii  fecundo  de 


miserias  i  vicios. 


{Araucano,  año  do  I 
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MEJORAS  DE  TERCIO  I  QUINTO 


y^  j-.''.   ^  .   . 


Serena.^  2  de  noin(nnbre  de  iS30. 

Señor  editor  de  El  Araucano: 

Sírvase  usted  admitir  este  comunicado  e  insertarlo  en  las 
columnas  de  su  periódico. 

Si  yo  hubiese  de  pertenecer  a  un  estado  ciego  i  orgulloso  en 
el  sosten  de  las  leyes  o  costumbres  que  una  vez  adoptó  para 
su  gobierno,  me  cuidaría  mucho,  por  cierto,  de  no  hacer  cosa 
alguna  que  chocase  con  unas  u  otras,  por  mas  fundamentos 
que  tuviese  para  ello.  Pero,  cuando  sui  natural  do  una  nación 
que  no  entiende  do  tenacidad  ni  do  caprichos  en  todo  lo  que 
toca  a  la  justicia,  a  su  engrandecimiento  i  perfección,  por  cuyo 
principio  vemos  que  sus  autoridades  reforman  unas,  extinguen 
otras  i  crian  aquellas  instituciones  que  son  mas  adecuadas  a 
esos  fines,  no  solo  no  me  arredro,  sino  que  me  aliento  para 
publicar  una  observación  que  tiempo  há  estaba  por  hacer. 

Acostúmbrase  en  nuestro  país  a  deducir  el  tercio  i  quinto 
que  en  las  testamentarías  se  dejan  de  mejoras,  de  esta  manera: 
primeramente  se  rebaja  la  quinta  parte  del  caudal  común;  en 
seguida,  se  saca  la  tercera  del  residuo;  luego  se  subdivide  éste 
en  tantas  porciones  iguales  como  son  las  herencias,  i  después 
se  procede  a  las  domas  estaciones  de  la  partición.  Práctica  es 
esta  mui  antigua,  i  que  se  observa  tanto  en  nuestra  república, 
como  en  otras  naciones;  mas  ella  está  declarando  la  guerra,  en 
mi  concepto,  a  ia  voluntad  del  testador,  a  las  lejítimas  de  los 
herederos,  i  aun  a  los  mismos  mejorados  entre  sí  cuando  son 
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distintos.  Digo  lo  primero,  porque  dUponíendo  el  testador  que 
del  cuerpo  de  todos  sus  bienes  so  dún  ol  tercio  i  quinto  a  uno  o 
mas  do  hus  liijos,  no  aparece  razón  legal  para  deducir  un 
quebrado  intecTu  da  todo  el  caudal,  i  el  otro  diminuto.  Dísro 
lo  segundo,  porque,  jirándoae  la  cuenta  del  modo  expuesto, 
liai  un  exceso  en  favor  do  las  mejoras,  que  precisamente  grava 
las  Icjitimas;  i  digo  lo  tei"cero,  porque  es  iniposíhte  que  el  mejo- 
rado en  el  Icreio  pert-iba  su  legado  rabal  desJo  que  se  ba  re- 
bajado la  quinta  parte  de  todos  los  bienes  para  entregarla  ni 
que  es  mejorado  en  ella.  A  esto  debe  agregarse  que  la  Ici  que 
permite  laa  mejoras  no  manda  que  la  deducción  se  haga  como 
se  acostumbra. 

Los  comentadores  a  las  Leyes  de  Toro  quo  tratan  do  esta 
materia,  conciben  muí  bien  la  díficullad  o  error  con  que  so 
procedo  aljirar  la  cuenta  como  hemos  visto,  iacon-sejanque  se 
practique  de  modo  que  no  haya  perjuicio  para  ninguno  de  los 
interesados;  pero  desgraeiadamente  no  señalan  las  reglas  que 
deben  guardarse,  ¿ates  al  cuntrario,  nos  someten  a  la  leí  214 
del  Estilo,  con  lo  que  queda  pendiente  la  misma  duda.  Pare- 
ce, pues,  según  esto,  que  seria  obra  digna  do  nuestras  autori- 
dades, el  reformar  o  esclarecer  un  punto  de  tanta  consecuencia. 
Yo  juxgo  que  el  mal  está  en  el  modo  de  rebajar  las  mejoras,  i 
por  tanto,  me  he  contraído  hasta  encontrar  un  medio  fácil  i 
seguro,  tanto  para  zanj.w  esta  dificultad,  como  para  deducir 
quebrados  di.sUntas  de  una  cantidad  cualquiera,  pero  como  el 
hombre  debe  desconfiar  de  sus  propios  conceptos,  no  descubro 
estt!  método  mientras  no  vea  sí  l-1  asunto  merece  para  otras 
plumas  mejores  la  reforma  que  yo  contemplo. 
Su  mas  afectísimo  que  besa  sus  manos. 

Joaquín  Bhrnaruí)  Sapi\in 


Vamos  a  contraemos  al  remitido  que  sobre  el  modo  de 
computar  las  mejoras  de  tercio  i  quinto  insertamos  en  nuestro 
último  número. 

Creemos  que  el  texto  literal  de  las  leyes  que  hablan  de  esta 
materii,  anteriores  a  la  914  del  Entilo,  no  prcstal)a  suficíen- 
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te  fundamento  parala  próctii-a  ostalilccida  de  sacar  primcrn  el 
'liiinto,  i  ilediicir  Ji*l  rcmtincntff  de  los  bienes  el  tei-cio. 

La  lt>i  I .',  título  "i,  libnj  i."  del  Fuero  Juz'jo  mnnda  deducir 
el  tercio  de  mejora  detodon  los  hionos:  tertiam  partem  rennn 
Hiiavum....  ex  omníbiw  bonlx.  Segii idamente  habln  dol 
quinto  libro,  i  estahlete  que,  íuera  di;  at{ue1I;t  tercera  porción 
(líxti-a  in.'iin  Ifrliam  porlíoiwm),  hc  separará  después  una 
í|u¡nta  jiapto  para  eni|ilear8o  en  sufrajius,  i  cualcs([(n(?ra  otros 
objetos  a  %'olimtad  del  tostador.  Estii  rjuinta  parto  no  es  el 
qiiinlo  de  tos  doM  torrios  que  restan,  dirdutüdo  el  de  mejora. 
kíiki  el  quinto  do  toda  la  masa  de  bienes,  port|ue  la  expresión 
es  iibstduta. 

La  leí  9,  título  5,  liliro  3.°  dol  rnoro  /fea/  dispone  en  sus- 
tancia lo  mismo,  sin  olra  difereneía  (¡uc  invertir  el  lirden: 
«Xinsíun  orno  que  bobiero  fijos  o  nietos  o  dendc  ayuso...  no 
pueda  dar  ni  mandar  a  su  muerte  mas  de  la  quinta  parte  de 
sus  hiene-s;  ¡lero,  si  quisiere  mejorar  a  alguno  de  los  lijos  o  de 
los  nietos,  puédelos  mejoraren  la  tercia  parte  de  sus  liicne», 
sin  la  quinta  sobredicha.»  Se  lia  supuesto  que  esta  última 
cláusula  sig^nilicaba  que  el  tercio  había  de  sacar.se,  no  de  toda 
la  masa,  sino  dcd  remanente  de.spucs  de  la  deducción  del  quin- 
to, porque  no  se  tuvo  presente  que  la  palabra  sin  soba  tenor 
en  lo  antiguo  la  sií^níficacion  de  extra  o  pneler,  fuera  de,  o 
ademas  de,  valor  que  todavía  conserva,  como  puede  verse  en 
el  Dicc'tonarlo  de  la  Real  Academia  Española. 

Que  esta  sea  la  verdadera  significación  de  la  voz  itin  en  esta 
lei,  lo  convence  la  antigua  versión  castellana  del  Fuero  JuZ' 
yo,  que  traduce  de  esta  manera  la  disposición  arriba  citada, 
relativa  al  quinto:  •Puede  dar  la  quinta  parte  de  lo  que 
hobiere,  sin  aquella  tercia  (oxira  Ulam  tortiam  portioncm). 

■Sea  de  esto  lo  que  fuere,  prevaleció  la  costumbre  de  rebajar 
el  tercio,  dcílucicndolo  del  románenle  de  Ioh  bienes,  después 
de  sacado  el  quinto.  Así  lo  testifica  la  lei  314  del  EnlUa,  pri- 
mor vnstijío  de  derecho  e.scrito,  en  que  se  establece  la  práelien 
eorrienle,que,  con  cualesquiera  fundamentos  que  se  intro<lujese 
al  principio,  os  ho¡  legal  i  obligatoria,  i  como  lal  U  reconocen 
casi  unánimemente  los  exiwaitorrw  do  nuestra  lejislacion. 
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En  virtud  del  método  prescrito  por  el  Fuero  Juzgo  i  por  el 
RbbI  (s<^un  creemos  que  debieron  entenderse),  el  quinto 
abrazaría  tres  quince-avos  del  patrimonio  como  ahora,  i  el 
tercio,  cinco.  Por  el  método  que  hoi  rije,  el  tercio  no  puede 
pasar  de  cuatro  quince-avos  i  las  lejítimas  diminutas  montan 
precisamente  a  ocho  quince-avos  de  la  masa  total,  en  lugar  de 
siete,  a  que  el  padre  hubiera  podido  reducirlas,  según  el  tenor 
literal  de  ambos  fueros.  La  práctica  usual  ha  perjudicado  a 
los  mejorados  en  favor  de  los  herederos,  i  coartado  los  dere- 
chos de  los  padres,  como  propietarios;  derechos  que,  aun  sin 
eso,  habían  sido  cxc^ivamente  deprimidos  por  las  costumbres 
de  los  godos  i  de  otras  razas  jermañas,  en  detrimento  de  la 
disciplina  doméstica. 

El  cálculo,  sin  embargo,  no  es  mas  difícil  de  un  modo  que 
de  otro^  ni  en  materia  de  mejoras  es  este  el  punto  que  pide 
con  mas  instancia  una  reforma.  Toda  esta  parte  de  nuestra 
lojislacion  pudiera  reducirse  a  un  corto  número  de  reglas,  que, 
desviándose  poco  de  las  costumbres  i  preocupaciones  reinan- 
tes, i  desatando  multitud  de  cuestiones  en  que  están  divididos 
los  intérpretes  del  derecho  real,  harian,  según  creemos,  mas 
desembarazadas  i  fáciles  las  particiones  de  herencias.  Oportu- 
namente nos  tomaremos  la  libertad  de  exponer  sobre  esta  ma- 
teria nuestras  ideas,  por  si  llegasen  a  merecer  la  atención  de  la 

lejislalura. 

(Araucano t  año  do  1839.) 


CRÓNICA  JUDICIAL 


DE     «EL    MERCUIUO» 


Estamos  de  acuerdo  con  el  autor  de  los  artículos  de  la  Cró- 
nica Judicial  (uúmeros  3275  i  3281  de  El  Mercurio)  acerca 
del  orden  lójico  de  los  códigos,  i  del  método  que  convendria 
seguir  para  darles  la  sanción  legal,  si  bien,  contrayéndonos 
al  primero  de  los  artículos  que  hemos  citado,  no  nos  parece 
de  tan  estricta  necesidad  aquel  orden,  que  deban  aventurarse 
o  retardarse  por  esta  consideración  los  grandes  bienes  que 
podría  procurar  a  Chile  una  reforma,  aunque  fuese  parcial  o 
imperfecta,  de  la  lejislacíon  existente. 

Decia  Solis,  hablando  del  cardenal  Jiménez,  que  este  cele- 
bre ministro  dejaba  de  alcanzar  algunas  veces  lo  bueno,  por- 
que aspiraba  a  lo  mejor,  i  la  historia  moderna  ofrece  numero- 
sos ejemplos  de  los  perniciosos  efectos  del  optimismo  en 
política.  Si  la  practicabilidad  i  una  tal  cual  seguridad  de  me- 
jorar lo  que  se  innova  son  requisitos  indispensables  de  todo 
proyecto  de  reforma,  es  consiguiente  que,  por  mas  que  halague 
la  perfección  ideal  de  códigos  refundidos  en  un  molde  nuevo, 
coordinados  entre  sí,  armónicos  i  simétricos  en  todas  sus 
partes,  sería  mucho  mejor,  a  lo  menos  en  el  código  civil, 
que  nos  ciñésemos  a  excardarlo  de  la  inútil  maleza  en  que  el 
trascurso  de  los  siglos  i  la  variedad  de  constituciones  políticas, 
han  convertido  una  parte  no  pequeña  de  lo  que  al  principio 
era  tal  vez  oportuno  i  armonizaba  con  las  ideas  i  costumbres 
reinantes;  a  despejar  las  incongruencias  i  llenar  los  vacíos;  a 
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Hiiii|ili(¡('ai-Iu  en  suiíiii,  consorvamlo  su  carácter  i  forma,  si  no 
i-H  t-n  lu  que  ilÍHuiiase  con  lus  intwosGS  aociali'H  i  con  el  espíri- 
tu (le  lau  iii-sliluiiuiics  ivjtiilJÜcaiirw.  Todo  lo  que  paso  tic  este 
limite,  presenta  iiicoiivejiioates  [¡;raves,  como  serian,  desalcn- 
iliendu  otros  menorea,  la  iliíii^iiltad  de  la  empreHa  i  lo  incierto 
del  suceso,  si  desviáiidonos  demasiado  <le  lo  qiifl  existe,  teiití»- 
semos  novedades,  cnyas  iiiriiiencias  no  es  fáeil  «ometor  al 
cálculo;  el  lar^o  tiempo  quti  necesariamente  había  de  consu- 
mirse en  una  obra  tan  vasta;  i  lu  emliarazosa  que.  seria  la 
transición  del  antiguo  al  nuevo  sistema  legal. 

Sentado  que  las  alteraciones  no  deben  ser  consideralilcs; 
que  el  nuevo  códiji^o  se  diferenciará  mas  del  anticuo  ¡Kir  lo 
que  excluya,  que  por  lo  que  introduzca  de  nuevo;  i  ([uo  han 
d(!  subsistir,  como  otros  lautos  padrones,  todas  las  reslas  fun- 
damentales i  secundarias  que  no  pugnen  con  los  princiitioa  o 
entre  si,  la  empresa  depone  el  aspecto  formidable  que  a  primera 
vista  presenta,  i  en  que  la  miran  ciertos  espíritus  o  demasiado 
desfavorablemente  provenidos  para  fiar  de  fuerzas  ajenas,  o 
demauiadii  modestjítj  pai-a  contar  con  las  suyas,  o  demasiado 
inertes  para  emplearlas.  ¿I  por  qué  empeñarnos  en  Innova- 
ciones mas  extensas?  Nuestra  lejíslacion  civil,  aulire  todo  la  de 
las  ,S(>íc  fnrUilaf,  ei^cíerra  lo  mejor  de  la  jurisprudencia 
romana,  cuyo  permanente  imperio  sobre  una  tan  grande  i  tan 
ilustrada  parto  de  lOuropa  atestigua  su  excelencia.  Una  refor- 
ma reducida  a  los  limites  que  acabamos  de  tratar,  no  suscita- 
ria  contradicciones;  no  cliocaria  con  los  hábitos  nacionales,  on 
((ue  las  leyes  no  deben  encontrar  anlagonistas,  sino  aliados;  i 
pudiera  ejecutarse  gradualmente,  tomando  primero  una  parto  do 
la  lejislacion  i  después  otra.  Se  lograria  de  este  modo  consul- 
tar sobro  cada  innovación  parcial  el  voto  de  los  intelijentes  i 
del  públiro;  se  podría  juzgar  de  los  buenos  efectos  de  la  obra 
desde  los  primeros  pasos;  i  si  bien  su  desenvolvimiento  suce- 
sivo le  quitarla  aquel  prestijio  de  creación  i  grandeza,  que 
deslumhra  al  amor  propio,  esta  desvonlaja,  que  es  de  muí  jxico 
valor,  se  compensaría  superabundan  temen  te  por  la  superior 
flosuridad  dff  los  resultados. 

Kn  materia  de  lejislacinn  civil,  casi  todo  csti  Imlio;  i  para 
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lo  qiio  falU  o  lo  que  necesita  de  enmienda,  tonemos  ahundan- 
ti's  matprialrs  rn  las  obras  de  los  cxjiosiloros.  Sus  disput»», 
sus  paradojas,  sus  aberraciones  mismas,  nos  señalan  como 
con  el  dfdo  las  frases  que  el  lujifiladur  debe  aclapnr,  la«  cut-a- 
Uones  que  importa  dirimir,  los  punttm  en  que  se  echa  ménus 
lina  regla  jiara  la  dirección  de  los  partit-ulares  en  sus  negocios, 
i  de  la  judÍL-alura  en  sus  Tallos.  ¿De  cuánto  no  sirvieron  a  los 
lejifdadores  franceses  para  la  redacción  de  su  pr''cioso  C6dÍr}0 
Civil,  los  trabajos  de  Dumoulin,  Domat,  i  sobre  totlo  Pothíer? 
Líis  do  (jóuicz,  Acevedo,  Matienzo,  Covarrúbiaa,  meditados 
atpntamento  i  com|iaradus  «ntre  si,  ministrarían  igual  auxilio 
para  la  confección  di*l  cóili(;:o  civil  clu'Ieno.  Los  prodiiwioneR 
dfl  loíi  jurisconsultos  d(t  la  Francia,  que  han  ilustrado  con  tan- 
ta filosofía  su  inrxlerna  Icjislacion,  en  que  se  conserva  no 
]}cqucíia  parte  de  los  principios  fundamentales  déla  nuestra, 
nos  proporcionarían  también  un  aprecia liiltsímo  i-ec-urao.  Se 
necesita  para  la  obra,  no  tanto  un  jenio  creador,  como  labo- 
riosidad i  paiiencia,  cualidades  que  están  a  el  alcancedo  todos 
i  que,  estimuladas  por  el  colu  patriótico,  han  sido  siempre  fe- 
cundas de  rebultados,  no  espléndidos  a  la  verdad,  no  marcados* 
por  una  orijínalidad  atrevida,  pero  útilos,  sólidos,  í  suscepti- 
bles de  anialfjamarsc  fácilmente  con  lo  que  existo,  i  de  empo- 
trarse en  el  edificio  social,  sin  conmoverlo, 

Si  so  adopta  este  plan,  no  será  menester  que,  en  la  serie  de 
los  diferentes  trabajos,  se  siga  estrictamente  el  orden  reco- 
mendado pitr  el  juicioso  autor  de  los  artículos  de  la  Crónica 
Jwlicial.  Convenimos  en  que  la  mayor  parto  de  las  materias 
que  debo  comprender  el  cüdif^o  de  comercio  tienen  tal  de- 
pendencia de  las  leyes  civiles,  que  no  se  pueden  tocar  aquéllas 
sin  que  preceda  la  revisión  i  enmienda  de  éstas,  r^mo  que 
el  códif^o  de  comercio  es  una  leí  do  excepción,  que  modifica 
la»  disiMsiciones  del  civil  en  cuanto  se  aplican  a  las  tran- 
sacciones del  tpálico  terrestre  i  marítimo.  Pero  no  vemos 
una  conexión  igualmente  estrecha  entro  el  código  civil  i  el 
criminal.  ,:.No  se  podrán  clasiücar  los  delitos  i  graduar  las 
[>enas,  sin  que  se  haya  desarrollado  hasta  en  sus  últimas  ra> 
miíic-aciones  la  leí  que  determina  la  adquisición  i  uso  de  los 
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derechos  que  ojeroe  el  hombre  sobre  las  oosas^  las  solemnidades 
riel  testamento,  el  órclen  de  la  sucesión  intestada,  las  obligacio- 
nes i  acciones  que  emanan  de  los  direrentes  contratos?  La  parte 
relativa  a  las  personas  es  la  que  en  el  código  civil  tiene  un 
enlace  mas  intimo  con  la  jurisprudencia  criminal.  Pero,  aun 
en  esta  parte,  la  dependencia  es  mucho  menos  estrecha  de  lo 
que  a  primera  vista  pudiera  pensarse.  El  código  civil  consi- 
dera principalmente  aquellas  relaciones  en  cuanto  influyen 
sobre  el  ejercicio  de  los  derechos  de  propiedad;  ol  código 
criminal  en  cuanto  son  vulneradas  por  hechos  que,  np  tanto 
atacan  el  derecho  constituido  por  los  lejisladores  humanos, 
como  las  leyes  primitivas  i  eternas,  estampadas  en  nuestros 
corazones  por  el  autor  de  la  naturaleza. 

Tales  son  las  restricciones  con  que  adherimos  a  la  Crónica 
Judicial.  Si  la  materia  os  tan  importante  i  la  necesidad  de 
esta  reforma  tan  jeneralmente  sentida,  nos  lisonjeamos  de  que 
el  autor  se  dedicará  a  promoverlas;  i  ¡ojalá  que  su  ejemplo 
estimulase  a  otros  de  los  muchos  que  en  este  pais  pudi^an 
contribuir  con  sus  luces  a  la  realización  de  una  obra  tan  ne- 
cesaria, i  tan  conducente  a  la  felicidad  i  aun  al  honor  de  nues- 
tra patria!  ¿No  es  una  mengua  que  nos  gobernemos  todavía 
por  códigos  que  nos  hablan  un  lenguaje  intelijible  apenas,  i 
nos  intiman  no  pocas  veces,  a  nombre  de  una  autoridad  que 
ha  bajado  a  la  tumba,  obligaciones  que  desconocemos,  i  que 
están  en  oposición  directa  con  nuestros  principios  constitucio- 
nales? ¡Hemos  sacudido  el  yugo  de  España;  i  nuestros  tribu- 
nales republicanos  se  rijen  por  los  fueros  de  la  edad  media 
española,  i  por  las  pragmáticas  do  los  Fernandos,  Carlos  i 
Felipes! 

ÍÁrnucano,  año  de  1839.) 


CONTROVERSIA 

ENTRE    DON  MIGUEL  MAIlíl  GÜÉMES  I  DON  ANDRÉS  BELLO 

con  motivo  de  las  observaciones  (|iic  hizo  el  primero  a  varios  artículos  del 

Proyecto  de  Código  Civil  (libro  de  la  sucesión 
por  causa  de  muerte),  que  se  estaba  publicando  en  El  Araucano, 


ODSERVACIONES  DE  DON  MIGUEL  MARÍA  GÜÉMES 

Primer  remitido. 

Señores  editores  de  El  Araucano: 

Sírvanse  ustedes  dar  lugar  en  su  apreciable  periódico  a 
las  siguientes  observaciones  sobre  el  Proyecto  de  Código 
Civil, 

Vemos  con  dolor  estarse  publicando  en  El  Araucano  vario» 
proyectos  de  lei,  obra  de  la  comisión  de  lejislacion,  sin  quo 
ninguno  do  nuestros  magistrados  i  jurisconsultos  tome  la  plu- 
ma para  hacer  sobre  ellos  algunas  observaciones,  quedando 
de  este  modo  la  comisión  privada  del  laudable  fin  que  se  pro- 
pone al  publicarlos.  No  creemos  que  este  silencio  proven- 
ga de  aprobación  ni  reprobación,  sino  de  la  apatía  natural 
los  chilenos  i  que  tanto  los  perjudica.  Es  venladeramente 
extraño  que,  cuando  so  trata  de  insultar,  injuriar  i  revelar  los 
secretos  de  la  vida  privada,  trabajen  las  prensas  i  se  publiquen 
periódicos;  i  en  tratándose  de  un  objeto  do  tanta  trascenden- 
cia o  importancia  como  la  formación  de  un  nuevo  código,  so 
observe  un  silencio  sepulcral.    Testigos  son    do  esta   triste 


venldil  los  periúilico»  publicarlos  átite»  de  Vm  clcctñüncx  i  casi  | 
tjiilus  liis  í|ue  se  han  publicado  entre  nosotros.  ¡Ojalá  pujié- 
rumos  animar  a  la<4  hombro»  sensatos  e  ilustrado»  dol  mismo  1 
espíritu  por  el  bien  piíbUco,  que  anima  a  los  dcmago^^a  por  I 
an  bien  particular!  Nos  proponemos  hacer  algunas  retlexionoíf  J 
sobre  los  trabajos  da  la  comisión,  mas  bien  con  la  mira  del 
excitar  a  las  ¡jersonas  quo  por  sus  lucos  i  experiencia  pufdan  1 
¡lacerías  con  provecho,  quo  porquo  esperemos  se  satfuc  de  ellas  I 
^t-ando  utilidad. 

Es  una  verdad  iiineijable,  en  que  convendrán  nuestros  Iw-  1 
toree,  quo,  si  la  equidad  ea  un  requisito  de  la  mas  alta  impor-  I 
tancia  on  las  leyes,  de  nin;j;un  modo  lo  es  menos  la  claridad. 
Iniítil  seria,  por  estar  al  alcanccde  tüdus,  enumerar  los  funestos  J 
resultados  quo  produciría  un  códi<?o  en  que  la  oscuridad  ilol 
sus  disposiciones  dificultase  su  intclijencia  a  la  buena  fe  i  f 
presuntiiso  un  vast>  campo  a  la  superchería  i   astucia.  Esta  J 
oscuridad  creemos  se  encuentra  en  algunos  de  los  artíouloíil 
del  Proyecto  da  Códiijo  Civil.  Sírvanos  de  ejemplo  el  6,°  del  i 
título  !.•  En  él,  ae  determinan  los  derechos  de  los  herederos 
du  dos  o  mas  personas  llamadas  a  sucederse  mutuamente  i  du 
cuya  prioridad  de  muerto  no  hai  certidumbre.  La  decisión  es 
que  se  computo  la  cantidad  que  cabria  a  cada  uno  de  los  here- 
deros en  cada  una  de   la.s  suposiciones  posibles   relativas  al  I 
orden  de  los  fallecimientos,  i  luego  se  le  adjudique  el  cociente  I 
que  resulte  de  dividir  la  suma  de  estas  cantidades  parciales  por  I 
la  suma  de  las  suposiciones.    Ilogamos  a  nuestros  lectores  | 
lean  el  expresado  artículo  seis  u  ocho  veces;  i  después  nos  | 
digan  cuánto  les  ha  costado  su  intelijencia,  si  acaso  lo  han  I 
entendido.  Pero  prescindamos  de  su  oscuridad  i  vamos  a  su  . 
aplicación.  En  el  caso  de  ser  dos  las  personas  de  cuya  sucesión 
se  trate,  entendido  el  artículo,  no  es  difícil  aplicarlo;  pero  I 
supongamos  que  las  personas  son  tres,  cuatro  o  cinco.  En 
este  último  caso,  el  número  de  las  suposiciones  posibles  es  i 
1  X  2x3x4x5^120,  esto  es,  ciento  veinte  suposiciones.  ¿Habrá  ^ 
hombro  de  entendimiento  tan  extenso  que  pueda  fijarse  en  \ 
cada  uno  de  estos  casos,  i  luego  hacer  la  adjudicación?  Creemos  ^ 
que  nó;  i  si  lo  hai,  importaría  mas  el  trabajo  del  matemática  I 
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c[ue  hiciese  la  a'ljitdícacion  en  oailit  una  de  las  ciento  veinte 
íjitposicioncs  poaililes  i  luo<!^)  la  ailjudioacion  total,  qtie-totfo 
ol  valor  de  la  herencia,  por  cuantiosa  (¡ue  fuese.  I  ¿qué  se  diri» 
en  el  cano  de  ser  las  suposicionea  mil  o  mas,  como  pncde 
suceder?  Talvez  esto  jiarccerá  increíble,  pero  tengan  presente 
el  autur  dt^l  proyecto  i  los  deniaa  míenibrofi  de  la  comisión  la 
teoría  de  las  permutaciones,  i  verán  el  número  prodijioso  « 
que  pueden  ascender  las  suposiciones  on  caso  de  ser  Heis,  siete 
o  mas  las  pei-soiias.  ]¿h,  pues,  evidente  que  este  artículo  pido 
reforma:  cuál  sea  ésta  vamos  a  ver.  Es  ¡iidisputaMe  la  equi- 
dad do  la  disposición  en  el  caso  que  por  el  corto  númiro  de 
jiersonaü  pueila  aplicarse;  pero,  probada  su  oscuridad,  i  aun 
mas,  la  ¡m|)0sibilidad  de  su  aplicación  en  algunos  casos,  es 
indispensable  sacrilicar  alyro  de  la  equidad  a  la  claridad  í  ¡>o- 
sibilídad  de  la  aplicación.  De  las  lejisiaciones  romana,  csiia- 
ñola  i  francesa,  que  son  las  do  que  tenemos  una  corta  idea, 
laa  do.s  primeras  dan  reglas  particulares  para  un  corto  número 
de  cosos  i  la  última  da  reglas  jenerales  para  casi  todos  los 
casosi  pero  tudas  tres  convienen  en  adjudicar  el  total  de  pa- 
trimonios a  una  sola  persona,  lo  que  no  pai'ece  mui  equitativo. 
Nos  hallamos,  pues,  en  el  caso  de  no  adoptar  sus  disposiciones 
i  de  buscar  el  remedio  en  otra  parte.  Nosotros  lo  encontramos 
on  el  principio  eHtablecido  on  el  artículo  editorial  do  El  ,1ra»- 
cano  número  480,  es  decir,  suponer  que  todas  las  ¡wrsonas  de 
cuya  sucesión  se  trata  han  fallecido  en  un  mismo  momento,  i 
que,  por  conH¡guÍento,n¡nííuna  de  ellas  sucedió  a  la  otra  u  otras. 
Pongamos  un  ejemplo.  Mueren  en  un  naiifrajío  un  padre  ¡  su 
hijo,  quedando  vivos  la  viuda  del  padre  i  un  hermano  del 
mismo.  Suponiendo  que  el  padre  murió  al  mismo  tiempo  que 
el  hijo,  no  fué  su  heredero,  i  por  consifíuiente  todos  los  bienes 
(le  éste  ¡tasan  a  la  madre.  Tamijoco  el  hijo  fué  heredero  del 
paih-e;  luego  los  bienes  de  éste  pasan  al  hermano.  Esta  regla 
tiene  sobre  las  de  las  lejisl  ación  es  de  que  hemos  hecho  men- 
ción la  ventaja  de  ser  mas  equitativa,  como  que  no  adjudica 
todos  ios  patrimonios  a  una  sola  persona,  i  sobre  la  del  pro- 
yecto, la  de  acr  mu(ílio  mas  clara,  i  sobre  todo,  aplicable  a 
todos  los  casos,  V.n  suma,  creemrs  que  el  articulo  debe  rcdac- 
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tarse  en  estos  términos:  «cuando  dos  o  mas  individuos  llama- 
dos a  sucederse  uno  a  otro  a  título  de  herencia  o  letrado, 
l)ubicren  fallecido  en  un  mismo  acontecimiento,  como  en  un 
incendio,  naufrajio  o  ruina,  i  no  se  supiere  con  certidumbre 
el  ói^len  en  que  han  fallecido;  en  tal  caso,  se  supondrá  que 
todos  han  muerto  en  un  mismo  instante,  i  se  adjudicará  la 
lierencia  de  cada  uno  a  aquél  de  los  reclamantes  que  la  hubiera 
adquirido  sin  la  interposición  íIc  los  demás  que  han  muerto.» 
Aclaremos  la  regla,  aplicándola  al  ejemplo  anterior.  Sin  la 
interposición  del  padre,  todos  los  bienes  del  hijo  hubieran  i>er- 
tcnecido  a  la  madre;  luego  deben  adjudicarse  a  ella.  Sin  la 
interposición  del  hijo,  todos  los  bienes  del  padre  hubieran  pa- 
sado al  hermano;  luego  deben  adjudicársele. 

U,  P.  I).  L* 


HliSPL'ESTA  DE  DON  ANDRÉS  BELLO  AL  PRLMER  REMITIDO 

DE  U.   P.  D.  I. 

I 

Vamos  a  discutir  las  observaciones  del  señor  U.  P.  D.  I. 
remitiéndonos  a  su  primer  comunicado,  inserto  en  el  número 
594  de  El  Araucano. 

Nuestro  corresponsal  principia  por  el  artículo  C  del  título 
Reglas  jnneralcs  soI)re  la  sucesión  jfo^  causa  de  viuerte^ 
(número  561  de  El  Araucano).  Esto  artículo  dice  así: 

«Cuando  dos  o  mas  individuos  llamados  a  sucederse  uno  a 
otro  a  título  de  herencia  o  legado  hubieren  fallecido  en  un 
mismo  acontecimiento,  como  en  un  incendio,  naufrajio  o  rui- 
na, i  no  se  supiere  con  certidumbre  el  orden  en  que  han  falle- 
cido; en  tal  caso,  se  computará  la  cantidad  que  cabria  a  cada 
uno  do  los  herederos  i  legatarios  en  cada  una  de  las  suposicio- 
nes posibles  relativas  al  orden  de  los  fallecimientos;  i  se  le 
adjudicará  la  suma  de  todas  estas  cantidades  parciales,  dividi- 
das por  el  número  total  de  suposiciones.» 

*  Kstas  letras  son  las  iniciales  de  las  palabras;   un  profesor   del 
Iristitvto. 
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Aplicaremos  la  rogla  a  un  caso  pnrtiüulur,  para  quo  se 
pueda  mrts  fácilmente  liacer  juicio  de  su  justicia  i  conveniencia 
i  conocer  s\  hai  algo  do  iinpi'opio  o  de  ostruro  en  la  redacción. 

Han  naufragado  juntamente  /},  C  i  D,i  no  se  sabe  en  qué 
urden  fallecieron.  I¡  es  padre  cíe  C  t  D;  deja  un  patrimonio 
cjuo  representaremos  por  15;  i  Im  tentado  antes  do  cmbarearso, 
disp'jniendo  de  todoH  sus  bienes  a  favor  do  C  i  ¡J,  pero  mejo- 
rando a  C  en  el  tercio  i  quinto.  C  no  tuvo  bienes  propios.  D 
los  tuvo,  i  los  designaremos  por  8.  Se  presentan  a  suceder  a 
los  náufragos,  por  una  parte,  Pedro,  hermano  tie  /í,  ¡  ])or  otra, 
María,  su  viuda,  madre  do  C  i  D.  Figurando  con  el  orden  do 
las  letras  el  de  los  fallecimientos,  hallaremos  (¡ue  toda» 
las  suposicione.^  posibles  relativas  al  segundo  son  seis,  a 
«alxír: 
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Un  la  primera  suposición,  suoeile  que  }t  al  morir  di^ja  1 1  de 
sus  lo  a  C  (3  por  razón  del  quinto,  4  por  razón  del  tercio  i  4 
de  lejitima},  i  los  4  rastant&s  a  Ü.  Al  morir  C,  trasmite  bus  1 1 
a  María,  su  madre;  i  al  morir  D,  trasmito  a  la  misma  sus  4  de 
lejitima  paterna  i  sus  8  de  bienes  propios,  es  decir,  12,  Con 
que  en  esta  suposición  toca  a  María  toda  la  masa  de  las  suee* 
siones  confundidas. 

En  la  segunda  suposición,  so  verifica  exactamente  lo  mismo. 

En  la  tercera,  es  iijual  el  resultado,  porque  í)  hereda  los  15 
paternos  i  loa  trasmite  junto  con  sus  8  a  María. 

En  la  cuarta,  D  al  morir  deja  la  mitad  do  sus  8  a  /}  i  la  otra 
mitad  a  María,  su  madre;  i  li  trasmite  sus  lo  junto  con  los  K 
do  su  hijo  D  a  su  hermano  Pedro. 

En  la  quinta,  D  al  morir  deja  4  a  ií  i  4  a  Mará;  B  trasmite 
sus  15  i  los  4  de  su  hijo  li  a  su  otro  hijo  C;  i  C  trasmite  estos 
1 9  a  su  madre. 
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En  la  sexta,  D  al  morir  deja  4  a  /I  i  4  a  María;  i  Ti  trasmite 
sus  15  junio  con  los  4  que  ha  heredado  de  su  hijo  D  a  su 
hermano. 

Por  tanto,  hai  en  favor  de  María  las  adjudicaciones  h¡|K)lO- 
ticasque  siguen: 

'23  por  la  primera  suposición, 
23  por  la  segunda, 
23  por  la  tercera, 

4  por  la  cuarta, 
23  por  la  quinta, 

4  por  la  sexta. 
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üste  total  se  divide  por  el  número  de  suposiciones  posihles, 
que  es  fi;  i  por  consiguiente  se  adjudican  defínitivamentc  a 
María  16  4/0. 

En  favor  de  Pedro,  hai  solo  19  en  la  cuarta  suposición  i  otros 
19  en  la  sexta,  que  suman  38.  Divido  por  C,  i  obtengo  el 
cociente  O  2/6,  que  es  lo  que  toca  definitivamente  a  Pedro. 

Las  adjudicaciones  hipotéticas  son  exactamente  arregladas  a 
justicia,  según  las  leyes  que  hoi  rijen;  i  la  adjudicación  definí-» 
tiva  no  hace  mas  que  comlMnar  las  disposiciones  legales  con 
las  deducciones  evidentes  i  rigurosamente  equitativas  dd 
cálculo  de  las  probabilidades. 

Todo  lo  que  sea  desviarse  de  la  regla  del  artículo  6,  es  des- 
viarse de  la  razón  i  la  justicia,  que  no  deben,  sin  una  mani- 
liesta  necesidad,  sacrificarse  a  débiles  presunciones,  como  en 
las  lejislaciones  romana,  española  i  francesa,  o  a  una  mera 
liccion,  como  en  la  regla  propuesta  por  el  señor  P.  I).  I. 

Conviene  oljservar  que  en  muchos  casos  no  habrá  necesidad 
de  considerar  una  por  una  las  varias  trasmisiones  que  por 
efecto  de  la  Ici  hayan  de  verificarse  entre  las  personas  difuntas, 
porque  será  fácil  prever  desde  luego  los  resultados  de  esta 
operación  i  someterlos  al  sencillísimo  cálculo  que  en  el  pi-o- 
yecto  s»;  inilica.  Tiio  di;  esos  casos  es  el  que  acabamos  (le 
figurar.   V,i\  efecto,  a  c'uaI(|MÍcra  ocurrirá  que  Pedro  no  pued<* 


CONTnOVBHSIA 


liarcJar  al  hermano  cn  ninguna  de  las  auposicioncs  en  que  la 
última  ¡iflrsona  rullcuíila  sea  un  bijo;  i  t¡uc,  por  tanto,  nada  Ic 
ujibü  en  cuatro  do  las  seis  sujioaicioncs  posibles.  Por  otra  parte, 
cn  las  Buposíciono.i  cn  que  el  padre  us  el  último  fdllcuidu,  que 
aon  úoa  solamente,  los  bienes  propios  de  los  hijos  promticrtus 
debieron  trasmitirse  por  iguales  partos  a  los  dos  ascendientes, 
de  que  resulta  que,  aun  cn  cslas  dos  suposiciones,  toi-an  i  do 
los  ^3  del  acervo  a  la  mailro.  La  madre  tiene,  pues,  *33  cn 
cuatro  Huposicionca  i  í  cn  dos,  i  el  hermano  19  cn  dos.  Tocan, 
pues,  a  la  madre  23  t  23  f  ?3  i  234-4+4  dividido  por  C;  i  al 
lioniiano  lí)  1-19  dividido  por  0. 

De  esta  manera,  conaideracionas  sujcridas  por  la  espcoie  do 
que  se  trato,  facilitarán  muchas  vc>;cs  la  aplicación  de  la 
rcfíla. 

Examinemos  ahora  las  objeciones  de  nuestro  corresponsal. 

La  primera  es  la  oscuridad  de  la  redacción.  Aunque  nonos 
riiltaria  razón  para  pedir  quo  se  manifestase  en  quó  consiste 
esa  o,seurÍdad,  pues  si  se  analiza  cualquiera  cláusula  oscura  se 
|)Ucde  aicmpro  dar  a  conocer  cjuó  ca  lo  que  hace  dificil  enten- 
derla, no  queremos  abundar  cn  nuestro  sentido.  Si  la  regla 
del  articulo  es  mala,  será,  menester  desecharla,  aunque  cstu- 
vicjc  redactada  con  claridad;  i  si  es  buena,  so  [lodrá  mejorar 
la  redacción,  de  manera  que  sea  filuil  i  obvia  su  intelijcncia. 

Pasemos,  pues,  a  la  objeción  importante.  La  disposición, 
dice  el  señor  P.  D.  L,  oFreccrd  gravísimas  dificultades  en  la 
práctica.  Poro  nuestro  corresponsal  so  ha  fijado  en  casos  cuya 
ocurrencia  es  sumamente  improbable.  El  mas  sencillo  de  todos, 
aquél  en  que  no  posan  do  dos  los  individuos  cuyas  sucesiones 
ha  confundido  la  muerte,  no  acaece  amonado.  El  do  tros 
del»;  ser  todavía  mas  raro;  i  acaao  trascurrirán  siglos  ánU-s  de 
presentarse  uno  de  cuatro.  Por  otra  parte,  en  los  casos  mas 
complicados,  dado  quo  alguna  vez  ocurriesen,  la  operación 
sería  ciertamente  larga  i  prolija,  porque  constaría  de  gran 
número  de  particiones  hipotúticas;  pero  no  bajo  otros  resiHwtys 
difíciles.  El  mismo  eauílal  de  luces  legales  será  necesario  jiara 
una  de  ellas,  quo  para  cuarenta  o  sesenta;  i  todo  el  cálculo 
iiiatcmútieo  se  reducirá  siempre  a  sumar  para  cada  heredero  o 
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legatario  sus  respetivas  iiiljiidicncrunes  hipotóUcas,  i  n  lUvliIir 
fl  total  pi>r  cl  número  ile  su|)OS¡i!¡oiipk  iwsiblea  relntivas  al 
órtlen  df  los  fallefimieiitos-  No  mencionamos  el  cómputo  i 
formarion  ilo  Iom  sujKMÍdoncs,  porque  el  señor  P-  t).  I.  Halic 
mui  Men  que  no  liai  joven  que  no  acá  cajKtz  íle  eskia  opera- 
ciones la  primera  vfz  que  so  le  explican.  No  se  necesitan, 
pucíi,  en  nini^un  caso  mas  conocimientos  matemáticos  que  el 
(le  las  operaciones  etementiilcs  <le  la  aritmética;  i  nuestro 
corresponsal  exajera  mucho  euanili'  dice  que,  en  la  nplicaeiun 
ilcl  articulo,  pu<liera  a  veces  imiwrtar  mas  ol  trabajo  del  ma- 
temático que  toda  la  herencia,  jwr  cuantiosa  (¡u«  fuese;  como 
BÍ  se  tratara  jamas  de  otra  cuHa  que  de  sumar,  multiplicar  i 
partir.  Segiui  eso,  ¿en  cuánto  deberiamoa  avaluar  l-I  tral>ajo 
necesario  para  calcular  la  órbita  de  un  cometa»  Todo  el  oro  i 
plata  que  han  dado  las  mínau  del  nuevo  mundo  sería  poco  para 
pajearlo. 

líajo  otro  aspecto,  que  el  puramente  legal,  parecería  con 
mejor  fundamento  que  la  reíala  del  proyecto  puc<la  presentar 
graves  dilícultades  en  muchos  casos.  Como  la  verdad  es  el 
único  objeto  que  nos  proponemos,  nosotros  mismos  vamos  a 
exponerla  con  toda  la  claridad  posible.  Cuando,  por  ejemplo, 
son  Ires  los  difuntos,  cada  una  de  las  suiíosicionea  envuelvo 
dos  trasmisiones  entre  ellos,  í  una  distribución  ht[x>ttitiva  del 
acervo  entre  los  concurrentes.  Gn  cada  una  de  las  suposiciones 
posibles,  la  distribución  bipoti^tíca  resulta  do  las  trasmisiones 
que  por  el  ministerio  de  la  leí  se  verifican  entre  las  personas 
ilifuntas.  I  como  cada  trasmisión  i  cada  distribución  hipotética 
pueden  acarrear  algunas  de  aquellas  cuestiones  de  hecho  o  do 
derecho  que  embarazan  frecuentemente  las  sucesiones,  parece 
que  en  muchos  casos  ol  procedimiento  puramente  legal  deburá 
ser  prolijo  i  laborioso  en  extremo. 

Han  perecido,  por  ejemplo,  un  padre  i  dos  hijos;  i  se  pre- 
sentan a  la  sucesión  la  madre  i  otro  hijo.  Llamaremos  &  los 
padres  C,  C,  i  a  los  hijos  M,  .V,  P.  M  ha  sido  mejorado  en  el 
tercio,  N  en  el  quinto,  i  a  todos  ellos  ha  hecho  su  padre  do- 
naciones, unas  revocables  i  otras  nó,  unas  imputables  a  las 
mejoras  i  otras  a  las  lojítimas.  ¡Qué  de  cuestiones  previas  para 
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la  (livUiun  del  patrimonio  jialcrno  en  ciila  traNmÍHÍ«n  i  ailjií- 
(licaciuii!  Pero,  si  l)ien  sercncxiona,  la  iliftculUil  será  muclm 
menor  fu  la  {>rrwti(\i  (l«?  lo  (jue  a  prímora  vista  pudiera  poii- 
Horse.  Averiyuailo  en  la  primera  supoüiuinti  /í,  .V/,  N,  (piñ 
poruiumis  ilel  patrimonio  jiatiTno  caben  a  A/,  N,  /',  queda 
allanado  cate  tropiveu  para  todas  las  suposiciunes  siguienlesi 
a  fnie  se  ngrcya  que  minchas  veocn  las  miHliüís  cuuHtiones  se 
presentarían  si  U,  W,  N,  en  lugar  de  ¡jci-eccp  en  un  mismo 
acón tiwi miento,  fallecieran  en  divensos  tiempos  i  rn  un  orden 
'■iorto.  Con  quo,  aun  bajo  este  asjiecto,  no  parece  lialier  dilitail- 
tadiis  reates  que  se  oiKjnpan  a  la  ailmisinn  d«  la  regla.  Au- 
mentará ella  a  veoes  e!  número  de  las  cuestiones  lesjalea,  [lero 
otras  sucederá  al  contrario.  En  fl  caso  anterior  ile  un  padre  i 
«los  liijoK,  a  cuya  sucesión  concurren  la  viuda  i  cl  hermano,  no 
liaí  para  qué  (ornar  en  cuenta  las  donaciones  licclias  en  vida 
|)or  el  padre  a  los  liijos,  porque  este  |)atrimonio  |ia.sa  todit 
vnlno  a  la  nuda  o  al  hermano,  según  las  diferentes  suposi- 
ciones . 

Creemos,  puefi,  que  son  en  gran  parte  quiméricas  las  d¡(Í- 
cultade.i  que  tanto  iKtnilera  el  señor  P.  I>.  I.,  í  que  la  mera 
[lOsibilidad  de  ocurrir  cada  tres  o  cuatro  siglos  un  caso  de 
vxtraordinaria  complicación  (en  que  loa  interesados  jwdrian 
apelar  al  medio  de  una  transacción  amifrablc,  como  suele 
lm(;ci-.se  otras  veces  cuando  so  trata  de  ahorrar  cl  tiempo  i 
costos  do  un  largo  proceso  judicial],  no  es  bastante  motivo 
pam  descebar  una  dia[>osician,  que  es  el  fallo  mismo  de  la  Jus- 
ticia, pronunciado  con  una  exactitud  maU^mática. 

liemos  visto  que  en  el  ejemplo  arriba  propuesto  correspon- 
derian,  según  la  regla  del  proyecto,  16  t/G  a  la  viuda,  i  fi  ?/!> 
al  hermano.  Según  el  código  francés,  deÍKiria  adjudicarse  todo 
cl  acervo  de  las  sucesiones  confundidas  a  la  vimla  o  al  herma- 
no, en  virtud  do  ciertas  presunciones  débilísimas  que  determi- 
nan el  orden  de  los  fallecimientos.  ¿No  es  inicuo  aniquilar  asi 
los  ilerechos  eventuales  i  frustrar  las  esperanzas  lejílima'i  de 
unos,  para  acumular  toíias  las  sucesiones  en  otros,  dándolos 
mucho  mas  do  lo  que  pudieron  razonablemente  prometerse?  1  a 
n?gla  que  propone  el  señor   P.  D.  I.  es  m>^nr)H  injusta,  porque 


«stableoc  una  cajiraúe  «lo  Iranaaccion  entro  los  ní<[)irantos.  Pero 
rs<t  trariRaccion  es  arbitraría;  tiene  por  Ijasc  una  mora  ficción. 
IjOs  lo  dt-l padre  doI)cn,  Bosimclla,  adjudicarse  al  Uurmano;  i 
los  8  del  hijo,  a  la  viuda.  ¿No  seria  mejor  i  mas  sencillo  diviiür 
la  masa  común  pnr  igual?  Tanta  probaliilídad  lendriamoa  tío 
acercarnos  por  esto  medio,  como  \»)t  el  otro,  a  ia  propurcion 
deducida  de  las  loyee  i  de  un  cálculo  rigoroso.  La  regla  del 
señor  P.  D.  1.  divido  el  acervo;  pero  las  cuotas  ([Uo  adjudica 
no  tienen  a  su  favor  ningún  principio  do  justicia,  ninguna 
vislumbre  de  prolrabilidad;  el  liercdero  forzoso  no  es  de  mejor 
derecho  que  el  extraño;  i  el  que  boIo  en  un  corto  número  do 
bipütcHis  heredaria,  llevará  muchas  veces  mayor  jwrcion  quo 
el  llamado  o  suceder  en  doble  número  da  hipótesis.  Asi  vomus 
que,  en  el  primero  do  los  ejemplos  propuestos,  la  madre  da 
líos  de  Ins  personas  difuiUns,  a  quien  juslanienlecorrespon- 
dcria  toda  la  mafia  en  ciialro  de  las  seis  suposiciones  posi- 
bles, i  cierta  porción  do  ella  en  las  otras,  no  lleva,  acsun  la 
regla  de  nuestro  corresponsal,  sino  como  un  tercio  de  la 
masa;  adjudicándose  el  resto  al  hermano  do.  una  de  lax 
personas  difuntas,  que  en  cuatro  de  las  suin  hipótesis  no 
debería  llevar  un  solo  ochavo,  i  en  ninguna  de  ellas  el  todo, 
Véasp,  pues,  si  Ia.s  dificultadeH  a  que  pudiera  dar  lugar  en 
ciertos  casos  raros  la  disposición  del  proyecto,  deben  prepon- 
derar sobro  consocuoneias  tan  contrarían  a  la  equidad,  como 
las  que  nacerían  a  cada  paso  do  las  otras  dos  roblas. 

La  importancia  del  asunto  excu-sará  la  dirusion  do  los  por- 
menores en  que  hornos  creído  neecbarío  entrar;  i  si  ellos,  en  el 
concepto  do  la  comisión  i  de  la  junta  rcvisora,  salísracicscn  a 
las  objeciones  propuestas  por  el  señor  P,  D,  L,  pudiera  talvcz 
facilitársela  intelíjeñeia  del  artículo,  expresando  la  disposición 
en  estos  términos: 

«Cuando  dos  o  mas  pereonas,  llamadas  a  sucederse  una  a 
otra  a  titulo  de  herencia  o  legada,  hubieren  fallecido  en  un 
mismo  acontecimiento,  como  en  un  incendio,  naufrnjio  o  rui- 
na, i  no  so  -íupií-'re  con  eerlidumbrc  el  urden  en  que  han  falle- 
cido; en  tal  caso,  se  averiguará  lo  que  debería  adjudicarse  a 
cada   heredero  o  legatario  de  dichas  personas  en  cada  una  de 
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l;i.s  suposiciones  posibles  relativas  al  orden  de  los  fallecimien- 
tos; i  se  adjudicará  a  cada  heredero  o  legatario  la  suma  do 
todas  sus  adjudicaciones  hipotéticas  divididas  por  el  número 
total  de  suposiciones.» 


II 


Volvemos  al  artículo  (5  dol  título  1.**  do  los  í)n  h  siicn.sio)} 
por  cnusn  de  ?nnerif(?,  en  que  se  trata  de  las  sucesiones  du- 
dosas por  ¡Ignorarse  el  orden  de  los  fallecimientos  de  dos  o 
mas  personas,  llamadas  a  sucedcrsc  mutuamente.  La  regla 
del  proyecto  ha  incurrido  en  la  desaprobación  do  U.  P,  D.  I. 
por  oscura,  i  por  difícil  o  imposible  de  aplicarse  a  ciertos  ca- 
sos. Examinemos  las  razones  que  alega  nuestro  corresponsal 
para  insistir  en  su  primer  reparo. 

Si  so  rcn«*xiona  un  poco,  se  reconocerá  que  no  es  asequible 
en  la  sustancia  i  el  lenguaje  do  /ocias  las  leyes  aquella  clari- 
dad superlativa  que  presenta  a  la  primera  ojeada  el  sentido 
completo  do  la  disposición,  sin  esfuerzo  alguno  del  entendi- 
miento, i  sin  nociones  previas  del  asunto  sobre  que  recaen. 
En  materia  de  minas,  por  ejemplo,  no  comprenderá  fácilmente 
las  disposiciones  legales  el  que  no  tenga  algún  conocimiento 
de  las  operaciones  que  se  practican  en  el  beneficio  de  los  me- 
tales. Para  entender  una  ordenanza  do  marina,  se  necesita  a 
veces  estar  familiarizado  con  ciertos  pormenores  del  servicio 
náutico,  i  hasta  del  aparejo  i  de  la  maniobra,  que  no  están  a  el 
alcance  do  todos.  De  la  misma  manera,  las  leyes  que  hablan 
de  particiones Jiereditarias,  'suponen  conocimientos  previos  do 
aritmética,  i  serán  precisamente  oscuras  para  todo  ol  que  ca- 
rece de  ellos.  La  lejislacion  es  llamada  a  resolver  problemas 
difícilas;  i  las  soluciones  que  ofrece  no  pueden  ser  siempre  tan 
sencillas  i  claras,  que  las  comprenda  todo  el  mundo  a  la  simple 
vista.  Bentham  es  acaso  el  escritor  que  con  mas  ahínco  reco- 
mienda la  claridad  en  la  lei.  ¿I  en  que  hace  consistir  este  requi- 
sito? En  quo  las  expresiones  que  la  contienen  sean  intelijibles^ 
inequívocas  i  precisas.  Por  esta  regla,  estiimos  dispuestos  a  ser 
juzgados.  Analícense  todas  las  frases,  todas  las  palal)ras  del 


artículo  G.  Véase  si,  para  el  (juc  entienda  cl  castellano,  í  tenga 
nociones  elementales  de  arilmútica,  Iiai  alguna  que  no  repre- 
sente con  propieilad  su  itiea,  i  si  tie  la  combinación  tic  totlfis 
la-s  idea»  paruialc-s  puede  salir  otra  cosa,  que  la  idea  comjileta 
de  la  dis[M)sicion,  sin  que  sobre  o  falte  nada.  No  basta  decir 
que  un  pasaje  es  ohcupo;  es  necesario  probarlo;  i  la  prueba  no 
es  dincil  para  el  que  sabe  la  lengua  en  que  está  escrito,  í  es 
capaz  de  sumeter  las  ideas  a  una  análisis  rigorosa.  Si  \itti  pa- 
labras o  frases  cuyo  signiHi-ado  nn  sea  propio,  o  no  esté  a  el 
alcance  do  [os  lectores  versados  en  la  materia  de  que  se  trata, 
o  ([uc  so  presten  a  variedad  de  sentidos,  o  que  llagan  na<;eT 
ideas  repugnantes  o  absurdas,  el  pasaje  será  oscuro.  8i  no  ado- 
lece de  esos  u  otros  vicios  semejantes  i  designables,  la  imjMi- 
tacion  do  o-scuriilad  es  injustn. 

Nuestro  corresponsal  ba  indicado  [a  causa  que  en  su  con- 
cepto bace  de  diíicil  intclijencía  el  articulo  G.  «Nace,  dice,  del 
ni'imei-o  de  cálculos  que  bc  presentan  rápidamente  a  nuestra 
imajinacion  i  la  confunden:  cálculo  para  saber  cuiintas  son 
las  supoMciones  posibles-,  cálculo  para  salicr  cuánto  correspon- 
de a  cada  uno  de  los  t^ibercderos  en  cada  una  de  ellas;  i  cálcu- 
lo para  saber  lo  <[ue  corresijonde  a  cada  uno  de  ellos  defiuiti- 
vamente.»  Pero  la  marcba  de  esos  cálculos  no  será  ni  mas  ni 
menos  rápida  de  lo  que  quiera  el  lector:  en  su  mano  está 
pasar  do  unn  a  otro  cuan  lentamente  lo  elija  la  ajiliilad  inte- 
lectual do  que  le  haya  dótalo  el  cielo.  No  se  trata  ilü  enten- 
der al  vuelo  las  palabra-i  vivientes  de  un  sermón  o  do  un 
drama;  se  trata  de  palabras  muertas,  escritas,  que  pueden  so- 
meterse a  la  autopsia  analítica.  La  marcba  do  las  ideas  que 
despierta  en  el  entendimiento  lo  que  so  Ice,  será  veloz,  si  se 
Ice  velozmente;  será  tanla,  si  se  loe  con  lentitud,  dando  lugar 
a  la  atención  para  que  se  fije  en  cada  una,  i  las  combine  i 
agrupe  a  medida  que  la  lectura  se  las  jrone  delante.  SÍ  una 
lectura  rápida  o  inatenta  íucse  cl  criterio  para  juzgar  de  lo  que 
es  o  nó  intelijible,  sería  prrci.so  pasar  la  esjjonja  sobre  una 
parte  no  pequeña  de  todos  los  cóiligos  conocidos,  i  aun  de  todos 
los  códigos  posibles. 

Dijimos  que,  para  entender  el  articulo,  no  se  roqueña  mas 
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que  ol  oonoci mienta  de  las  operadoncH  i'lenicntal<3íi  tlu  la  ai-it- 
mútitia.  bKh  ftil^o,»  (Uco  nuestro  cnrrcspunKal,  alc^ranilo  (¡iic 
III)  ha  visto  explicar  la  tcoríii  :1o  las  iiorniutaciano»  en  las  ula- 
Rps  (lo  antmí'licn,  i  (|ue  es  en  el  Alj(!l)ra  donilo  la  exponen  loa 
iiiiliiros.  NueKtro  ilustrado  correHpoiisiil  nos  permitípá  riwirlo 
iiuo  L'sta  razón  vait:  muí  ¡loio.  Para  lo  que  podría  servir  la 
teoría  de  \aa  iK-rmutaciones,  oh  para  averiguar  el  número  de 
í>iqx]KÍt:itmes  j>ohí1)1g3  relativas  al  orden  de  Ium  fallBLÍmientos; 
i  esto  puüdo  hacerse  sin  halier  saludado  el  áljcbra,  |x>r  nna 
operación  empTrica,"  como  mil  que  ejecutan  a  cada  paso  los 
comcrcianles,  sin  saber  su  teoría.  De  fien  persona»  que  eje- 
cutan i  aplíuan  perfectamente  la  regla  de  tres,  a|HÍnas  habrA 
«na  que  sejia  dar  la  razón  de  lo  que  practica.  Ni  se  necesita 
mas  para  los  usos  de  la  vida.  El  áljcltra  da  para  cada  jénoru 
do  cuestiones  un  mútodo  de  solución,  cjuo  se  puede  luego 
aplicar  a  los  diferentes  casos  con  la  sola  aritmética.  No  es 
menester  que  todos  vayan  a  el  áljehra  a  pedirla  estos  mótotlos: 
Iiasia  que  en  un  país  haya  cierto  número  de  personas  que 
eatóa  iniciadas  en  los  raciocinios  abstractos  de  la  ciencia  nu- 
mérica; éstas  dan  los  métodos  i  las  demás  los  practican  a  cie- 
rtas, i  a  veces  con  mucha  destreza.  Un  piloto  se  vale,  para  el 
cálculo  de  la  lonjitud,  de  f  rocodercs  empíricos,  fundados  en 
especulaciones  científicas  que  ignora,  i  a  cuyos  resulta<lus  no 
ha  pidido  lU'ífarse,  sino  por  loa  traliajos  portentosos  de  una 
larga  serie  de  matemáticos  do  primer  orden,  Pocir  que  se  ne- 
cesita  del  áljebra  para  el  cálculo  de  las  suposiciones  pasilde-n, 
nos  parece  que  es  como  decir  que,  para  pilotear  una  nave,  «o 
necesita  ser  un  Clairaut  o  un  Laplace- 

En  cuanto  al  esiicrimonto  que  propone  U.  P.  O.  1.,  le  con- 
fesaremos paladinamente  que,  si  no  se  tienen  conocimientos  de 
aritmética  i  sí  no  se  lee  con  atención  el  articulu,  el  resultado 


'  Si  soa  (lostos  difiiiiU>s,  el  nínaoro  do  siipoBUiioiioa  i!s  \  m  ni  ti  ¡i]  i  en  do 
por  2.  Si  tren,  1  miiUJpiicAdo  por  2,  mulLiplicailn  por  3,  «i  cunlro,  I 
multiplicndo  por  3,  riiiltiplicado  pgr  3,  multiplicado  por  4,  ctcétern. 
VMa  es  todo  u1  ráloiiln  qiio  ee  docosIIh;  büsta  habur  nido  lu  rc^ln 
iitiit  vez,  pnra  prncticiirlii  t'>da  l.i  vid.'i,  niiiiciue  no  se  scpn  lu  nuon  di: 


üpC'SculOs  jun  luicus 


«om  cornil  iliuc  Poro  con  estos  rw[iiia¡toR,  i  con  ol  ilc  no  IIo\"ar 
una  ppeveni;ion  dcsruvorahle,  ostamoü  sogiifis  (\a  qtio  hiicthIu- 
ria  lü  contrario.  Estamos  Bogiiros,  &  lo  niénns,  de  rjiift  toflins 
los  que  tfn;;aij  intores  en  euti'ndcr  el  artículo,  lo  entcndttrún 
¡icrfectamente. 

El  artúrulo,  se  nos  objeta  en  segiintlo  luffar,  ea  dincil  o  im- 
posiijlc  <lc  ajilicarso  Rii  ciertos  cas'js.  Vera,  ¿qiió  cosoh?  CoaoN 
que  niioRtro  mismo  corresponsal  califica  <lc  sumamente  impro- 
tKihles.  En  una  do  las  Cfiu«il^  Ciílebrcx  de  Gayot  do  Pitaval,' 
se  lrw«  reKpria  do  las  que  sobro  esta  csiiccio  de  suire-sfonp» 
dudosas  liabian  ocurrido  en  Francia  hasta  su  tiempo,  cuando 
aun  lio  se  haliia  fijado  reyla  para  dixiidirlas;  i  ninguna  de 
ellaa  presenta  un  pirada  do  complicación  que  hitúose  ditícíl  o 
imposible  la  aplicación  del  artículo  6.  Asesinatos  cometidos 
en  las  tinieblas  de  la  noche  sin  testigos;  naufrajios  on  que 
perecfn  dos  u  tros  pnpsonas;  un  padre  i  un  hijo  muertos  on  la 
batalla  di>  las  Dunas;*'  a  esto  se  reduoe  todo.  L^  reseña  que 
pocos  años  há  hizo  el  americano  Kent*"  de  los  (jue  soban  pre- 
sentado a  la  decisión  de  los  tribunales  de  Inglaterra,  dondo 
tampoco  bai  regla  fija,  son  aim  mas  raros  i  monos  variados. 
En  nin;;uno  de  ellos,  aparwja  una  combinación  difidl.  Otro 
tanto  puede  tlwirso  do  los  que  enumera  el  titulo  De  re6(w 
rfií/jíts  del  tlijesto.  De  los  Estados  Unidos  de  America,  no  cita 
Kent  uno  solo. 

Nuestro  corresponsal  nos  da,  en  prueba  do  la  tnaplicabilidad 
<k>l  artículo,  la  hipótesis  imajinariailu  diez  personas,  cada  una 
de  las  cualas  ha  instituido  por  sus  herederos  a  las  nueve  restan- 
tes. Todas  ollas  mueren  en  una  batalla  sin  saberso  on  que 
orden;  i  cada  una  deja  un  hermano  que  se  presenta  a  reclamar 
su  herencia,  i  El  número  de  suposiciones  posibles  es  tres  mi- 
llones seiscientos  veintiocho  mil  ochocientos!   Pero,  a  esta 


*  Ln  sicur  d' Arconmlle  jvtslí[lé;  lomo  3." 

••  Rl  hocho  es  curioso:  ol  caballero  ÜAubcrgiio  muriú  cu  ol  ejéi-ci- 
lo  rrancc9  mandado  por  Turoiino,  i  bu  hijo  on  el  ejérciin  otiomüpt 
qno  manilabnii  ol  Gran  Condú  i  don  Juan  do  Aiiitriíi:  í  di- Junio  do 

•"  r.>mm'*iií3n>s.  II,  pájiun  i.ñ.   2-  odifu.ii, 
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falahjo  de  guarismos,  podremos  oponer  otra  aim  mas  formida- 
l)lc.  ¿Cada  cuántos  sijjlos  es  do  presumir,  sogun  el  cálculo  de 
las  probabilidades,  que  se  presentará  a  los  tribunales  de  Chile 
una  cuestión  de  esa  clase?  No  estamos  despacio  para  hacer  la 
cuenta;  pero  creeremos  no  exajerar  afirmando  que  su  período 
de  recurrencia  se  mediría  por  siglos  de  siglos.  La  edad  actual 
del  globo  terráqueo  sería  poco  en  comparación.* 

Pero  demos  de  barato  que,  de  cada  cien  casos  que  so  presen- 
ten a  nuestra  judicatura,  haya  uno  que  no  pueda  resolverse 
por  el  artículo  que  discutimos.  Entre  dos  reglas,  una  que  re- 
suelve mal  todas  las  esi>ecics  a  que  so  aplica,  i  otra  que  resuel- 
ve con  la  mas  perfecta  equidad  las  noventa  i  nueve  especies, 
i  no  resuelve  la  centesima  ni  bien  ni  mal,  ¿a  cuál  de  ellas  debe 
dar  la  preferencia  el  lejislador?  A  nosotros  nos  parece  que  no 
puede  ser  dudosa  la  elección.  Apenas  habrá  lei,  por  buena 
que  sea,  que  no  dicte  fallos  inicuos  en  uno  u  otro  caso.  Se 
presenta  un  testamento  en  que  falta  alguna  de  las  solemnida- 
des de  derecho;  i  por  mas  que  el  juez  i  las  partes  estén  con- 
vencidos de  que  en  ól  so  contieno  la  jenuina  voluntad  del 
testador,  cuya  certidumbre  es  el  objeto  que  se  busca  en  las 
solemnidades,  se  declara  nulo,  i  pasa  la  herencia  a  personas 
en  que  no  ha])ia  pensado  su  dueño.  He  aquí  una  iniquidad 
eventual,  que  no  prueba  nada  contra  la  equidad  jeneral  i  la 
necesidad  de  la  regla.  Pues,  ¿cuánto  menos  podrá  alegarse 
contra  la  conveniencia  de  una  lei,  no  el  que  su  aplicación  sea 
alguna  vez  inicua,  sino  difícil  o  imposible?  No  es  una  misma 
la  lójica  de  la  lejislacion  i  la  de  las  matemáticas.  En  éstas,  el 
teorema  que  dija  de  ser  verdadero  una  vez,  es  eUírna  i  abso- 
lutamente falso.  En  aquüüa,  la  justicia,  que  es  la  verdad  de 
la  lei,  puede  faltar  algunas  veces,  sin  que  por  eso  deje  de  ser 
buena  i  justa  la  lei:  jina  consliliii  oportct  in  his  qusc  ut 
plurimum  accidunt, 

Pero  bien ,  i  en  eso  caso  a  quo  no  puedo  aplicarse  el  artículo  6, 

*  l]\  caso  coni')  lo  presenta  nuestro  corresponsal  es  on  realidad 
facilísimo,  no  o])stnnt<.'  su  aparente  complicación;  i  eso  es?  cabalmente 
lo  quo  debe  suceder  nuichas  veces.  C'onsideraciones  especiales  condu- 
cirán por  un  camino  «^xp'dito  i  íácil  al  losultado  de  la  regla  jeneral. 


fltóm'-tli-iM  JLItl[Jl>:a-) 


¿']iié  se  liarüf    nijimos  que  lux  inti^resailoH  podrían  rovuriirf 
n  una  traasatxrion  aiiiÍ!f.tIiV!;  i  cxtraüanios  ([iic  eata  indicación  . 
liaya  escamluUsaila  a  imustru  corresiwnsal ,  como  si  so   trntOMe 
dü  una  cofML  nunca  oi  la,  o  ajena  de  la  recta  administración  do 
juKticta. 

■¿Qnií'n  lia  dicho,   se  nos  pre^nnta,   que   un  lojislador  de-  I 
lie  dejar  oscuras  o  indeciso»  \o:í  derechos  de  nadie,  fundado  I 
en  las  transacciunoi  amií^ahlus  qiie  piiMlen  celebrarse?»    Ca- 
Iialmente  en  un  caso  de  sucesiones  confundidas  por  ignorarse  oí  j 
orden  de  los  fallecímientoK,  lo  fia  hecho  así  uno  de  los  ma«  ] 
eminentes  jurisconsultos  i  jueces  de  la  Gran  Brotnña,  loni 
Mansfield,  en  el  triltunal  del  Banco  del  pci.*  SÍ,  como   dice 
Umltien  II.  P.  D.  I.,   «no  es  frecuente  la  felicida»!  de  encon- 
trar en  nuestros  lilijtus  i-on  pers^mas  do  probidad  i  buena  fe  i 
que  por  evitar  un  pleito  quieran  ceder  alijo  de  hu.s  pretcnsio- 
nes,» se  liará  entonces  lo  que  se  hace  siempre  que   un   acto  I 
pende  de  la  concurrencia  de  dos  voluntades  que  no  pu»lcn  o  | 
no  quieren  ponerse  de  acuerdo:  el  juez  interpone  su  autoridad, 
verbigracia,   ordenando  a  lus   interesados  comprometerse,   i 
nombramlo  él  mismo  compro  misarios  en  defecto  do  los  reni- 
tentes." Si  en  el  asunto  de  que  se  trata  so  ju/'^ase  nocesnrio  ■ 
dar  al  majistrudo  una  autoriz:icion  especial  para  proceder  de 
este  mfjdo,  se  po  iria  añadir  al  artículo  6  un  inciso  concebi- 
do asi: 

«Cuando,  por  lo  complicado  del  caso,  la  aplicación  de  esta 
regla  fuese  demasiado  prolija  i  costasa,   podrá  el  juez  obligar 
a  los  interesados  a  comprometerse,  i  loa  compromisarios  par-   i 
tiran  el  total  de  las  sucesiones  confundidas  del  modo  que  les 
pareciere  mas  equitativo,  atendidas  las  circunstancias.» 

Creemos  completami^nte  satisfechas  de  este  mo.Io  las  objn-   I 
ciones  de  Tí.  P.  D.  t.;  i  no  tememos  que  nos  oponga  la  arW- 

•  Caso  de  The  Klns  v.  Hig,  año  de  1765-  I'n  padre  i  una  bijn  ha-  i 
hian   naiirrai^do  juntnmont(>-  KoiU's  ''ommitntaries,  tomo  3,  p&jiíw 
&3.'i. 

"  l.ei  81.  S  fin,  l)ij/^»tn  fia  hgalU  primn;  loi  1.  Cnili-x,  l)f  lUlfi- 
fiM;  \  1.  V.  Kiii  nulein.  Iiist.  De  saíístial/oiie  hií  .iwii:  loi  I,  tíiiilo   | 
i\.  libro  III,  .Viir/stma  UfmpUncinn. 
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tpai-ÍLtlail  o  error  con  (luo  podrían  proccler  Iws  wmpromisariysj 
[xiriftic,  KiipontcnJu  qui!  sod<-sviaseii  un  tantu  Oc  las  cunmiit- 
niciuncs  ilo  t;(|uiüacl  que  les  rrcomiemla  la  lui,  o  que  noHupic- 
scn  ajii^eciarlas  debidamente,  ¿([iii>  dimpamcion  va1>e  entre  Oüto 
mal,  límitadu  a  ocurrcnuas  rarisinias  e  jnii>ro1>;tbilÍMtmnK,  ton 
el  mal  constante  í  perdurable  de  laij  rctfla.'j  del  códi^  frail- 
ees, i  de  la  regla  propuesta  ¡lor  V.  i',  i).  I? 

De  todaíi  las  c|ue  aparece  se  bayan  adoptado  o  dercixlido 
hasta  ahora,  las  del  derecho  romano,  reducidas  a  dar  el  total 
de  las  sucesiones  confundidas  a  una  de  las  partes,  dctennínnu- 
du  el  urden  de  los  Tallecim lentos  por  prcsuneitines  débilísimas 
('fc^iTUtfa.*,  eomo  laH  llama  Kentj,*  son  ain  duda  las  inénus 
conformes  a  la  razón  i  a  la  equidad  natural.  Así,  aunque 
copiadas  en  nuestro  derecho  rejio,  extendidas  i  perfeocionadaíi 
en  ol  código  \u|>oteon,  i  trasladadas  recientomonto  al  do  la 
LuUiana,  cunsen'ando  siempre  el  mismo  principio  de  adjudi- 
carlo todo  A  uno  solo,  n:is  parcí*  que  ningún  entendimiento 
despreocupado  trepidará  en  reidia^arlas.  La  jurisprudeneia 
francesa  de  los  tiempos  anteriores  al  imperio  se  mantuvo  du- 
dosa i  vacilante.  Unos  adherían  a  laa  disiHwiciones  del  Dtjcsíó; 
otrou  sostenían  que  dobla  presumirse  el  órdt-n  de  la  naturaleza 
en  que  los  hijos  sobi-oviveii  frec-uenteniente  a  los  padres;  otros 
querían  que  se  consultasen  los  sentimientos  do  humanidad, iquo, 
cuando  un  padre  o  madre  se  presentase  a  suceder  a  sus  hijos, 
se  desestimasen  las  pretensiones  do  los  colaterales.  «Es  ya, 
decían,  demasiado  di^o  de  compasión  [«r  el  accidente  fatal 
(¡uc  le  ha  arrebatado  a  un  hijo,  sin  que  se  le  dé  ademas  el  dolor 
de  ver  pasar  sus  bienes  a  parientes  codicióos  que  no  tienen  pér- 
dida alguna  que  Uurar. »  Pero  estos  mismos  presumían  la  supcr- 
vivoucía  de  los  púberos,  cuando  los  aspirantes  a  la  sucesión  eran 
todos  colaterales,  i  distinguían  entre  el  heredera  de  sangre, 
a  quien  las  leyes  francesan  limitan  la  denominación  de  hcrcde- 


*  NndA  nifts  incierto  qito  la  marcha  do  l&  natiiraleEa  va  la  diir»qiu:i 
tío  la  vida.  Üion  Casio  roRpro  qiio.  dt^^piiCH  áH  gran  t«rrcmotii  de  Aii- 
tioquia.  cu  tiempo  tltl  omporaiior  Trnjnno,  so  eiicoati-¿  bnjo  las  ruinas 
un  niño  vivo,  qiio  mamaba  d  oadávor  de  flu  inLEdrc  (G.-iyut  ác  PiUvul 
ni  \n  c-aus.i  del  señor  de  ,\rennvil1o.) 
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ro,  ¡  i'l  que  lo  es  solameiito  por  voluntad  tlcl  hombre,  llamado 
vn  ellas  lejjatario.  Si  el  testatlor  i  el  legatario  fallecían  en  una 
misma  catástrofe,  era  preciso  probar  que  el  segundo  liabia 
espiradlo  después  para  cpie,  en  perjuicio  del  liereclero  do  san- 
gre, se  diese  cabilla  a  deixíclios  fundados  en  disposiciones  tcs- 
tamenlíirias. 

Igual  vacilación  en  el  foro  ingles.  El  mismo  juez  que  adop- 
ta ahora  el  principio  de  la  simultaneidad  do  los  fallecimientos, 
presume  luego,  entre  dos  consortes,  la  supervivencia  del 
marido.* 

El  principio  de  transacción  parece,  con  todo,  el  mas  obvio 
i  justo,  para  conciliar  las  diversas  expectativas  turbadas  i  mez- 
cladas por  un  accidente  fatal.  Como  sobro  este  punto  tenemos 
la  satisfacción  do  que  el  autor  de  los  remitidos  sea  de  la  mis- 
ma opinión  que  nosotros,  solo  nos  resta  discutir  los  argumen- 
tos con  que  se  empeña  en  paliar  la  iniquidad  de  la  especio  do 
transacción  que  propone. 

No  podemos  concebir,  como  fundamento  de  los  varios  dere- 
chos sobre  una  sucesión  disputada,  la  presunción  de  un  hocho, 
.;c  «r»^c  íu-'se,  sino  imposible,  como  lo  es  el  que  dos  o  mas 
difuntos  hayan  espirado  precisamente  en  un  mismo  instan- 
te.** Las  presunciones  en  que  se  fundan  las  reglas  del  título 
De  rebus  dubíis^  son  débiles  e  inciertas,  pero  a  lo  menos 
posibles:  la  de  la  simultaneidad  de  dos  fallecimientos,  ¿i  qué  se- 
ría la  de  tres  o  cuatro?  raya  en  lo  absurdo.  Lo  único  que  podría 
justificarla  sería  la  equidad  de  las  consecuencias  que  de  ella  se 
derivasen.  Veríamos  entonces  en  ella,  no  el  fundamento,  sino  la 
fórmula  o  eml)lema  de  la  regla;  como  la  ficción  del  contrato 
social  en  política,  o  como  la  ficción  del  postliminio  en  juris- 
prudencia. Poro  nuestro  corresponsal,  en  vez  de  autorizar  la 
presunción  por  las  consecuencias,  quiere,  al  contrario,  autori- 
zar las  consecuencias  por  la  presunción. 

.Yo  se  sabe  si  A  murió  ánlcs  que  /i,  o  /?  antes  que  A; 


*  Sir  Joliii  Nicliols,  eit;ido  por  Koiit. 

**  tío  puede  aposL.ir  ol  iníinito  coiitiM  la  unidad  a  que  dos  fidlcci- 
iiiieniü.s,  por  coreanos  que  s»'  supínicran.  no  han  coincidido  en  un  mis- 
ino iní^:t.  in(p  ([o  tiempo. 
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Uátjase,  pues,  como  si  A  i  IJ  hubiesen  cuplrado  en  un 
íiiismo  inomanlo:  esta  es  la  rejjln,  no  el  fumlamenlo  tic  la 
regla.  Examinemos,  pues,  la  justíuia  de  la  ilispouiüion;  i  deje- 
mos a  un  lado  la  fiocinn,  o  maa  bien  !a  fórmula,  que  la  ex- 
presa. Se  alfga  quo,  no  pudicndu  proliarso  la  supervivencia 
de  A  ni  la  do  lí,  dube  precederse  como  si  ninguno  de  los  dos 
liubicsc  sobrevivido  al  otro.  Lo  negrtmos.  Lo  que  debe  hacer- 
so,  os  transijir  entro  los  derechos  d©  los  represen  tan  tes  de  A, 
i  los  dercclios  de  1ü3  representantes  ilc  lí,  según  la  mayor  o 
menor  plausibUklad  de  eslos  derechos.  Una  transacción 
C(¡uitativa  no  dote  aujctarac  a  otra  regla. 

Díeese  tambtcn  que  la  prueba  incumbe  al  actor.  Por  ejem- 
plo, muertos  un  padre  ¡  un  Itijo,  i  reclamando  aml>as  horencins 
la  madre  del  joven  i  el  licnnano  del  pailre,  la  madre  no  puedo 
probar  que  preniurió  el  padre;  i  el  hermano,  por  su  parte,  no 
puotlo  probar  que  premurió  el  hijo,  Üé«e,  pues,  el  ])atrÍnionío 
del  liijo  a  la  madre,  i  el  del  padre  al  hermano.  Pero,  por  el 
principio  alegado,  para  que  la  madre  tome  todo  el  patrimonio 
del  hijo  le  incumbo  probar  que  prumuríó  el  padre,  i  do  no  ha- 
cerlo debe  contentarse  con  la  mitad.  1  de  1»  misma  manera, 
[Ktra  que  el  hermano  tome  todo  el  patrimonio  del  padre,  le  in- 
cumbe probar  que  premurió  el  hijo,  i  do  no  liaocrlo  no  puede 
pedir  cosa  alguna.  El  principio  a  que  rocurre  nuestro  corrcs- 
]H)nsal,  es  una  espada  dedos  filos. 

So  alí^a  asimismo  que,  si  por  apoyarse  en  una  ficción  so 
deseclia  una  regla,  la  rugía  del  articulo  O  no  qnedaria  muí 
bien  puesta,  pues  so  apoya  on  una  multitud  de  íícciones.  Per- 
mítasenos decir  que  no  hai  tal.  La  regla  riel  artículo  G  no  finje 
nada.  Lo  que  hace  es  medir  el  grado  do  plaus¡l>¡lidad  ilo  cada 
cxiKíetacion  por  el  número  de  suj)o.sicÍones  que  la  favorecen. 
No  adopta  ninguna  de  las  Iiípólesis  posibles;  so  limita  a  enu- 
merarlas i  compararla-s. 

Cítase,  en  fin,  el  editorial  del  número  480  de  El  Araucano, 
donde  se  dice,  que,  «cuando  las  circunstancias  del  hecho  no 
arrojan  presunciones  vehementes  para  juzgar  que  uno  de  los 
que  murici-ún  en  un  mismo  acontecimiento  murió  primero 
que  otro,  se  dcbcria  jiroccder  como  .si  ambos  hubiesen  exhala- 
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<Iii  cl  úlLiino  suspiro  a  un  lieitipo.»  Pero  iúiv^íinii  prosvnlu  que 
liiüii  ü  ni,i!,  so  i>cn-sú  formular  ilc  «hc  motlo,  no  una  rufylu  co- 
nii)  ):i  lie  ü.  P.  D.  I.,  sino  la  ilcl  artículo  6. 


SEIVL.NDO  nEMITlDO 

Uoiilinuniulü  nuestras  observaciones  sobre  cl  Pro'jacto  de 
Código  Civil,  {jasamos  al  articulo  11  del  mismo  títulu  1."  En 
¿1, 81.1  clispunc  qutí  sea  int;a¡jax  de  suceder  a  una  persona  la  c|Uc, 
ántva  dü  deferirse  lu  herencia,  hubiese  sido  condenada  judi- 
cialmente por  cl  crimen  de  dañado  ayuntamiento  con  dicha 
jHsrsunn,  extendiendo  la  misma  incapacidad  al  cónyujc,  aseen* 
dientes  i  descendientes  del  condenado  judicialmente.  Conside- 
ramos acertada  la  primera  de  cstiis  dísinsicioncs,  ya  se  la 
mire  como  un  medio  prevonlivo  para  impedir  la  peqictravion 
de  talos  crímenes,  ya  como  un  medio  represivo  i>ara  castigarlos 
después  de  cometidos;  [}oro  la  segunda  es,  a  nuestro  parecer, 
evidentemente  injusta.  Para  liacerlo  ver,  pongamos  un  ejemplo. 
Supongamos  que  la  mujer  de  Pedro  cometo  adulterio  cun  Juan, 
que,  no  teniendo  herederos  forzosos,  había  nombrado  liercdo- 
ros  a  la  mujer  con  quien  adulteró  i  a  su  marido  Podro.  Mu- 
riendo Juan  después  de  ju^igada  i  condenada  la  mujer  por  esto 
delito,  pierden  la  sucesión  de  él,  por  el  articulo  de  que  habla- 
mos, Pedro  i  su  mujer.  Que  la  pierda  la  mujer  no  nos  pareco 
mal  por  las  razones  ya  dichas;  pero  que  la  pierda  Podro,  es 
lo  que  no  puede  parecemos  ,bien  de  ningún  modo.  ¿Que  parto 
ha  tenido  Pedro  en  cl  delito  de  su  mujer  para  que  también  so 
le  aplique  una  pena,  cual  es  la  pérdida  de  una  sucesión?  ¿En 
poca  la  deshonra,  wn  iH}ca,s  las  funestas  consecuencias  que 
experimenta  un  marido  por  la  iiiüdeh'dad  de  su  mujer  para 
que  trate  la  lei  de  hacerlas  todavía  mas  gravosas  e  insoirarta- 
bles?  ¿Es  justo,  es  equitativo  añadir  alliccion  al  aílijido?  Las 
mismas  reflexiones  hacemos  a  favor  do  los  ascendientes  i  des- 
cendientes de  la  persona  criminal,  los  cuales  no  deben  sufrir 
las  resultas  do  un  delito  que  ttilvez  no  han  podido  evitar.  So- 
mos, pues,  de  opinión  quo  se  suprima  la  segunila  de  estas 
disposiciones. 


i 
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Artículo  IG.  En  la  parto  cuarta  do  esto  artículo,  ho  doclura 
imiisno  lio  sucoder  al  difunto,  al  qup,  eiondo  varón  i  mayor  do 
«dad,  no  hubiese  denunciado  el  homicidio  cometido  en  la  per- 
sona del  difunto,  exceptuándose  sulamente  al  cónyuje,  asct-n- 
dicnlcti,  descendientes  i  dcm.is  que  se  hallen  dentro  del  cuarto 
yrado  do  consanguinidad  o  aQuidad  con  el  deh'nuuentc.  Crcu- 
nius  f[ue  también  d<:bcn  excoptuarao  los  cclesiásticus  ¡»or  la 
proiiiljidon  que  les  impone  el  derecho  canónico  de  mcíclnr- 
Ho  on  causas  do  sanijro  bajo  [icna  do  irrcgularid.id;  prohi- 
bición mui  conformo  con  el  carácter  do  los  mÍni»lros  del  al- 
tar, i  quo  por  esta  causa  debo  ser  respetada  por  el  derecho 
civil. 

Por  cl  articulo  18,  parece  que  ot  Indigno  de  una  liurencíu 
puedo  sor  excluido  de  ella  solo  por  la  voluntad  du  los  intere- 
sados en  su  oxchlsion.  I  ¿por  qué  no  exijir  tambicn  la  voluntad 
dol  difunto?  Supongamos  que  Pedro  nombra  por  sus  heretlo- 
TOH  a  los  extraños  Juan  i  Diego,  i  que  Juan  pone  uHcchanzas  a 
la  vida  del  testador,  aunque  sin  conseguir  su  objeto.  Muere 
después  Pudro  can  noticia  cierta  del  hecho  de  Juan,  pero  sin 
exuluirlo  do  su  herencia,  como  pudiera  haberlo  hecho,  querien- 
do. ¿So  0.1  esta  una  prueba  nada  equívoca  do  que  Pedro  no  hu 
variado  de  voluntad?  I  siendo  esto  así,  ¿por  qué  conceder  a  lo» 
herederos  lejítimos  do  Pedro  la  fuoultad  de  sobi'i^ponersc  a  la 
víduntad  do  ésto  i  de  invalidar  su  testamento  en  cuanto  llama 
a  Juan?  Otra  cosa  sería  si  el  testador  no  pudiese  manifestar 
su  voluntad  de  excluir  al  indigno,  como  sucedo  en  el  caso 
do  no  denunciar  el  heredero  al  homicida  del  difunto,  de  ex- 
cusarse sin  causa  Icjilima  de  los  cargos  de  albacea,  tutor, 
etcétera. 

Finalmente,  el  artículo  '23  parece  lomado  del  730  del  CóiUgo 
Civil  Trances,  aunque  no  tiene  la  claridad  de  él.  En  éste,  S6 
dísjiüne  expresamente  quo  la  falta  del  padre  indigno  no  |>er- 
judiquo  a  los  hijos;  en  el  nuestro,  ea  preciso  duducirlo  por 
consúcuoncia  después  de  luida  la  nota.  ¿I  no  es  una  desgracia 
que,  aiKjnas  so  promulgue  nuestro  ciVligo,  cuando  ya  necesite, 
[)ara  su  ÍnU)lijcncia,  anotaciones  i  comentarios?  Nos  parece  que 
el  artículo  estaría  mejor  rcdautado  en  estos  términos:  tüi 
oi-íisc.  41 
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alguno  tle  tK|u¿Uu6  a  quienes  »e  ilotjc  lujítiinn  es  incapas  o  1 
indigno  de  Iterem-ia  o  legado,  la  ¡larte  qtie  «  «1  i»rros]»uiiJeria  ' 
liübo  daiHC  a  sus  liijus,  sin  cjiíc  fl  incapax  o  Indígeno  i>uoiIa 
reclamar  subre  esta  Iiorencia  el  iisufruc-io  que  las  leyes  «ionce- 
drn  a  los  padres  soljrc  Vue  biencH  advontíuius  de  liw  hijos.  > 
ilé  aquí  declarada  ex[>resamente  la  olilig.icion  que  tiene  un 
useendieiite  do  instituir  a  \on  hVps  ele  un  bijo  inua^iuz  o  indiif> 
iKi,  sin  que  pueda  posarlos  en  silencio  inHlituyendo  a  un  ex- 
traño o  solo  a  sus  (lemas  hijos;  obliirac-ion  que  sulo  deja  Iras* 
lucir  í  no  impone  ilireclamente  el  artículo  (|ue  nos  ocupa. 

f.  P.  D.  I. 


RESPUESTA   DE   DON  ANDIIES  BRLLO  AL  SEUCN'UU  JIEMITIOO 

Entre  las  observaciones  del  segundo  remitido  del  señor  I'. 
D.  I.,  número  602  do  El  Araucano,  hai  algunas  que  no» 
parecen  mui  digna»  de  tomarse  en  consideración.  Tal  es  la 
relativa  al  siguiente  articulo  del  proyecto  (1 1  »Iel  titulo  1."  /í<?- 
gías  jeneralcs  sobre  la  sucesión  por  causa  de  muerte). 

o  Es  incapaz  de  suceder  a  otra  persuna  como  heredero  o 
legatario  el  (jue,  antes  de  deferírsele  la  herencia  o  legado, 
hubiere  sido  condenado  judicialmente  por  el  crimen  de  dañado 
ayuntamiento  con  dicha  persona.  I  la  misma  incapacidad  so 
extiende  al  eónyuje,  ascendientes  i  descendientes  del  que  ha 
sido  condenado  judicialmente,  para  suceder  jior  testamento  a 
la  dicha  persona;  excepto  liasta  concurrencia  de  aquella  parte 
de  los  bienes  que  hubiera  cabido  al  eónyuje,  aítccndiente  o 
descendiente,  si  la  dicha  persona  hubiese  fallecido  sin  testa- 
mento.» 

Antes  do  darse  a  este  artículo  la  forma  en  c¡ue  so  ha  publica- 
do, hubo  en  el  proyecto  una  regla  jeneral  concebida  en  estos 
términos; 

"Toda  disposición  testamentaria  a  favor  de  un  incapaz  será 
nula,  aunque  se  haga  por  interpuesta  persona. 

«Se  entienden  personas  interpuestas  el  eónyuje,  ascendien- 
tes i  dfscendicnteb  del  incapaz. 


"Sep'in,  sin  embarijo,  capaces  de  suceder  b<i3ta  concurrenciti 
(le  .itiuelln  parte  de  los  Ilíones  ([ue  les  liubiera  cabido,  ni  no 
hubiese  habido  testamento.  • 

Esto  articulo  es  confurmc,  en  sustancia,  al  91 1  del  Cádiffo 
Cioil  de  los  franceses.  Pero,  en  una  redacción  jio-sterior  del 
lipoyocto,  se  creyó  que  esta  jiresunta  interposición  era  Kolo 
aplicable  al  caso  dul  artículo  II,  i  pareció  mejor  injerirla  en 
úl  por  medio  de  una  chiu.sula  adicional,  que  es  la  que  ha  dado 
lugar  a  la  objeción  di'I  señor  P.  D.  I. 

Es  innegable  que  la  interposición  presunta,  convertida  aai 
en  ima  directa  i  jeneral  íncupacidait ,  adolece  do  graves  incon- 
venientes. Para  evitarlos,  era  menester  expresarla  de  modo 
que  no  comprendiese  los  casos  'en  que  es  evidente  que  la  dis- 
posición testamentaria  no  tiene  por  objeto  eludir  la  leí;  como, 
verbigracia,  cuando  el  testamento  se  otorga  después  do  los  dian 
del  que  ha  sido  condenado  judicialmente.  Era,  pues,  do  toda 
necesidad  dar  otra  forma  al  artículo,  por  ejemplo: 

■  E3  incapaz  de  suceder  a  otra  persona,  como  heredero  o  le- 
gatario, el  que,  antes  de  deferírselo  la  herencia  o  legado,  hu- 
biere sido,  etcétera. 

"Toda  disposición  testamentaria  a  favor  del  que  hubiere  sido 
condenado  judicialmente  por  este  crimen,  sei'd  nula,  aun<iu<] 
se  haga  por  interpuesta  persona.  I  .so  presumen  personas  in- 
terpuestas su  cónyujc,  sus  ascemlientes  i  dcsccndientas;  jieru 
potlrán,  sin  embargo,  suceder  hasta  en  aquella  parto  de  los 
bienes,  etcétera.» 

De  esta  manera,  la  incapacidad  extensiva  cesaría  en  todos 
los  casos  en  que  no  puede  haber  lugar  a  la  presunción  en  ijuc 
so  funda. 

Mas,  aun  dada  esta  forma  al  artículo, ¿seria  justa  la  di.sposi- 
cjon?  Nos  inclinamos  a  pensar  que  nó.  Lo  primero,  i  a  esto  se 
reducen  en  sustancia  los  argumentos  del  señor  P.  D.  I.,  por- 
que  de  ese  modo  la  incapacidad  con  que  la  lei  marea  al  culpa- 
ble, recaería  muchas  veces  en  forma  de  pona  sobro  personas 
inocentes.  Lo  segundo,  porque,  en  multitud  de  casos,  como  los 
del  ayuntamiento  incestuoso,  puede  haber  relaciones  muí  es- 
trechas de  familia  entro  el  lestailor  i  el  asígnalariu  que  so 
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•  :-  \l  i.r:  j::.i:..r:. .  ri :-  h^  i.^-:  : .  i  :  :•:  *->::: r:-ínto.  I  lotorvert», 
íi*  r  :■;  '  .i.-?; -.-ii-  ?*'  A  ,7\s.\-~l  '.-^  .I-r..i.Ij  avunumitrnto  hace 
u.ii  v,r::;:-rti   i   -tív-j  :rj  ;riA  i  li   : aE.::'.:í  Je  la  p'i>rona  en 

♦  :ii:r.  =T*.  :.i  -i-.r/.e:;  I:-:  :  r. .  ^c  v  !^^i  r.'-:'ir  al  tcstiulor  ciilpíi- 
!->:    I.-;  r.-.rll.s  >;  Tr^ .::r.- :!  •..  ?- 1,  r..-J::.->  en  partt.  Hai  lejibla- 

I  :  .r.:>   .:•:  le  .!.I:j:r:  a  el!.:  ¡♦r:.  au'  ;  -e  Cv.l>  la  Ici  positiva, 

I I  1  ..rj::'.T.':::i.  I  .i  .-j:. roTi'.a.  ^e  I:-  [rt^cr!!.-?  como  un  indís|ion- 
«.-■¡.'le  '!■  I.er.  [vr  ?.::/.'.■.«•  nv-Ji-.s  ■¡ue  la  fortuna  ha  puesto  a 
-ij  :iiir-.nL>;.  Li  [rn-íUnci-Ti  un  que  .so  lUn.la  la  reírla  ilul  pn>- 
\x-cti.',  í.W-:-.  on  nii'i-tr.'  C'iniejito.  pe-ar  iiién'»>qiie  estas  consi- 
'leracion*>;  tan*.:.  n-»a-,  que  es.i  re^'la  no  La>taria  para  cerrar 
la  puerta  a  la  interío-kion  do  [k r>H.'na.s  en  las  asÍLHiaciunc^s 
testamentarias,  ni  a  los  fraudes  que  puJieran  hacerse  a  la  lei 
ílisfrazanf^Io  las  donaciones  entre  vivos  bajo  la  capa  de  contra- 
tos onerosos. 

Sin  p€;rjuicio,  pues,  de  que  se  anulen  aquellas  asii^naciones 
testamentarias  en  ((uc  se  pruebe  interpjsicion  de  [persona  o 
causa  para  frustrar  el  objeto  de  la  lei,  lo  cual  dependerá  de 
las  circunstancias  i  debe  dejarse  a  la  discreción  del  majistradi», 
somos  de  opinión  fp.ie  en  la  niatcria  cp.ie  nos  ocupa,  no  solo 
no  coM\i..ne  estal^lec«.r  presunciones  j^./r/s  ct  d'^  jvre  que  ex- 
l¡end;tn  la  incapaci-lal  a  los  conjuntL»s  del  incapaz,  excluyen- 
rio  t'j'la  ijrU';La  contraria,  pero  ni  aun  i^rcsunciones  juri><^ 
(jue  impontran  el  onn.s  ]frohnndi  al  asignatario.  En  una  palu- 
Ijra,  adlicriiiios  al  modu  de  pensar  del  si.fiorP.  D.  I.  en  cuanto 
a  la  supresión  de  la  cláusula  se;L'uníla  de  e>te  articulo. 

Xe»s  p.'irece  tamLien  fundada  su  oljservcicion  relativa  al  inci- 
so í."  drl  íirtículo  10  de  este  título,  en  que  se  declara  indigno 
de  suceder, 

"I'^l  í[Uí;,  siendo  varón  i  mayor  de  edad,  no  hubiere  denuncia- 
do a  la  justicia  el  homicidio  cometido  en  la  persona  del  difun- 
to, drnlro  de  hjs  dos  días  subsií^uientcs  a  su  conocimiento  del 
litrho,  M  tan  precio  c(.>mo  le  hubiere  sido  pí^sible.» 

I  no  solo  ju//j-amos,  como  el  señor  V.  D.  I.,  que  debe  excej)- 
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tuar.se  al  ccl(\si;Vstico,  sino  quotionvcndria  suprimir  la  cláusula 
dentro  dn  /o.«?  c/os  c/¿a.<?  Mdh^Kixiienles  a  f^ii  conocAmlcnlo 
del  hecho.  IIc  aquí,  pues,  cómo  dcbcria,  a  nuestro  juicio, 
concebirse  esta  causa  de  indií^nidad: 

«El  que,  siendo  varón  i  mayor  de  edad,  ¡  no  teniendo  impe- 
dimento canónico,  no  huljiere  denunciado  a  la  justicia  el  ho- 
micidio cometido  en  la  persona  del  difunto,  tan  pronto  como 
le  hubiere  sido  i)Osible.» 

La  cuestión  que  mueve  el  sont)r  P.  D.  I.  sobre  el  artículo 
18  del  mismo  título,  que  es  otro  dolos  que  censura,  ocupó 
seriamente  a  la  comisión,  en  cuyo  seno  se  suscitó  la  misma 
objeción  en  que  funda  nuestro  corresponsal  su  jui<úo;  pero  no 
j)areció  preponderar  solire  Las  razones  contrarias. 

Cuando  un  hombre  ha  cometido  una  injuria  t^rave  contra  el 
que  en  t(\stamento  post(»TÍor  le  instituye  here<lero,  se  establece 
por  el  artículo  17  que  la  institución  se  mire  como  una  condo- 
nación do  la  indií^nidad,  si  el  testamento  hubiere  sido  otorgado 
libremente   i   con  pleno  conocimiento  de  los  hechos.   Pero, 
cuando  el  testamento  fué  anterior  a  la  injuria,  ¿qué  reíala 
deberá  sec^uirse?  Según  el  señor  P.  D.  I.,  el  mero  silencio  del 
testador  que  supo  el  hecln>,  i  tuvo  tiempo  para  hacer  una  nue- 
va disposición,  di^be  mirarse  como  una  Uicita  condonación  do 
la  in  lignidad.  La  comisión  ha  opinado  al  contrario.  Suponien- 
do establecido  que  la  indignidad  posterior  al  testamento  s(í 
purgue  por  la  circunstancia  de  no  haber  sido  revocado,  todavía 
no  puede  admitirse  como  inequívoca  la  presunción  que  resulta 
de  la  simple  omisión  de  un  hecho;  omisión  a  que  pueden  ha- 
ber cx)ntribuido  muchas  causas.    ¡Cuántas  veces   suctedc  que 
muere  sin  testamento  el  que  purlo  i  se  propuso  testar!  ¿I  será  jus- 
to que  el  hom])re  que  ha  infiTÍdo  una  ofensa  grave,  tal  voz  atroz, 
a  un  bienliechor,  a  un  hermano,  talvez  a  un  padre,  insista  en 
retener  los  bienes  del  ofendido  sin  presentar  una  prueba  |)osi- 
tiva  de  haberse  revalidado  el  beneficio  de  que  le   ha   hecho 
indigno  su  delito?  La  materia  es  de  lucro  cnphDulo^  en  que  no 
debe  darse  gran  peso  a  presun<.-iones  falibles,  que  muchas  cir- 
cunslancias  pucMlen  hacer  dobilísimas. 

Estas  razones  adquieren  doble  fuerza,  suponiendo  estable- 


citlft  Ia  regla  contraria,  como  en  et  proyecto.  So  otorgan  a 
voL'es  codiuilos  para  confirmar  una  (lisimsiuion  antci-ior.  Nada  J 
le  cuoKta  al  ofendido  Iiaucí'  otro  tanto;  i  si  lo  omite,  conocien- 
do las  consecuencias  necesarias  dti  bu  silencio,  ¿no  íla  mu»  j 
bien  motivo  para  que  se  presuma  que,  callando,  quiso  duropir 
la  institución?  ¿Quó  necesidad  tiene  de  revocar  lo  que  la  lei  hn 
cancelado? 

Si  se  adopta  la  indicación  del  señor  P.  D.  I.,  será  necesario 
dar  una  regla  mas  para  el  caso  de  la  sucesión  intestada. 

Las  últimas  observaciones  del  señor  P.  D.  I.  en  cate  comu- 
nicado se  refieren  al  artículo  23,  que  cree  tomado  del  artículo 
7.10  del  Código  Civil  francés.  Lo  ha  sido  soto  en  ¡«irte.  £1 
articulo  del  código  francos  contieno  dos  disposiciones;  primera, 
que  la  indignidad  del  padre  no  perjudique  al  hijo  que  venga  a  | 
la  sucesiun   por  su   propio  derecho  i  no  por  representación; 
segunda,  que,  sucediendo  así   el  hijo,    no  pueda  ol  indigno   I 
reclamar  el  usufructo  que  la  lei  concedo  a  los  padres  suhrc  los  ' 
l)icnes  de  los  hijos. 

Fijémonos  en  la  primera  disposición. 
En  virtud  de  ella,  si  Pedro,  liijo  de  Juan,  se  hiciese  íniligno 
de  suceder  a  su  padre,  i  no  Iiubicso  otros  hijos  de  Juan  que  so 
pi-esenta.sen  a  la  sucesión,  serian  Humados  los  nietus  de  IVIra 
por  su  propio  derecho,  como  descendientes  de  próximo  gra<k>; 
i  en  este  sulo  caso,  la  ¡ndignidnd  do  Podro  no  liaría  jwrjuicio 
a  sus  hijos.  Pero,  si  Juan  Iiiibicse  dejado  dos  hijos,  Martin  i 
Pedro,  en  tal  caso  sucederia  Martin,  í  los  hijos  do  Pedro  nu 
podrían  suceder  ni  por  su  propio  derecho,  por  haber  deseen- 
dientes  de  mejor  grado,  ni  por  derecho  de  representación, 
porque  la  persona  represéntala  es  indigna.  Tal  es  la  disixt&tcion 
del  C(¡ííi>/o  Ciüil  francés. 

Ahora  bien,  la  comisión  ha  adoptado  una  regla  del  todo 
diversa.  Según  el  proyecto,  se  puedo  representar  al  indigno,  i 
aun  al  incapaz,  como  puedo  verse  en  el  artículo  G  del  titulo 
2."  (número  563  de  El  Avaucano)  dondo  so  trata  mas  opor- 
tunamente del  derecho  de  representación. 

X<j  se  ha  Lomado,  puew,  ni  dubido  lomarse  la  primera  de  Iils 
diwpiisiciuneH  di'l   arliculn   prieilado;   i  la  materia  subre   que 
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recua  ho  (leji'i  {Kira  otro  lu!;»r,  dando  noR  pareoe  que  kú  halk 
t'Npiicstii  coa  tiidii  la  claridad  ncccs;tria. 

En  cuanto  a  la  segunda  ili^posicion  do  aquel  artículo,  (foo 
rinrtamwilc  os  aii;Vlii£rH  a  líi  dtd  proyecto,  conviene  advertir 
que  la  ro^Ia  que  en  óstc  se  (ija  ík'w.  alguna  mas  extensión  de 
lo  que  parcíte  haber  cnecbido  nuesti-o  copresponsal,  l,a  sueo- 
tíian  que  liiiliícrA  debido  rwaer  en  un  imligno,  puede  pasar  a 
mi  hijo  do  varioH  modoy,  mlenias  del  ([ue  ha  tenido  presente 
el  señor  P.  D.  I.,  verbigracia,  ¡lOP  haitor  «ido  «unlituido  al 
padre  en  la  herencia  de  un  estrnño;  porque,  removido  el  padre, 
el  hijo  debe  sueetler  al  difunto  como  mus  próximo  pariente  en 
la  linea  trasversal,  etcétera.  La  regla  del  articulo  23  prescinde 
del  modo  como  baya  retraído  en  el  liíjo  la  sucesión  que  se  de- 
firió primero  al  padre,  i  aitahlcce  jencralmenle  que  el  que  ae 
ha  hecho  indigno  de  una  herencia  o  legado,  que  pasa  cu  con- 
secuencia a  un  hijo  suyo,  no  puede  reclamar  cl  usuTructo  de 
esta  herencia  o  legado,  de  cuahiutcr  modo  que  i>aHo.  lira 
preciso  expresar  la  disiiosicion  eit  ti  rmínos  que  abrazasen  tudas 
las  esiwcics  posibles,  i  así  so  ha  he<^ho.  T^  i-edaecion  propues- 
ta por  cl  señor  P.  D.  I.  tiene,  pilen,  no  solo  cl  inconveniente 
tic  anticipar  ia  materia  de  las  ax¡¡juac¡Qne$  forzosait  i  del 
derecho  de  re p'^oscuf ación,  que  no  pertenece  al  títulx  I.*,  sino 
el  de  contraer  la  privación  del  unufructo  a  uno  solo  de  los 
varios  caaos  que  pueden  presentarse,  habiendo  igual  razón 
para  todos. 

Resulta  do  lo  dicho  que  el  señor  P.  D.  I.  ha  padecido  error, 
citando  cree  que  en  el  articulo  730  del  código  francés  »o 
dispone  ex  presumen  te  que  la  falta  del  padre  indigno  no  perju- 
dique a  los  lujo»,  ¡Kirquc,  híon  lejos  de  eso,  se  da  en  él  a  en- 
tender que  les  perjuihca  para  suceder  jkjp  derecho  de  represen- 
tación, liesulta  asimismo  que  no  es  necesario  sacar  deducciones 
o  leer  comentarios  para  snber  que,  según  el  proyecto,  la 
indignidad  del  padre  no  daña  al  hijo,  habiendo  un  articulo 
quo  expresamente  lo  establece.  Ni,  por  otra  parte,  seria  posi- 
ble Macar  semejante  consecuencia  del  artículo  '23.  De  que  el 
padre  no  tensa  cl  Uí4ufructü  ilc  la  herencia  o  legado  que  por 
su  in  lignidad  ha  pasado  al  hijo,  ¿cómo  pudiera  colejirse  que  la 
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iiidií^nidad  del  padro  no  perjudica  al  Iiijo?  Según  el  código 
francés,  le  perjudica,  i,  sin  embargo  de  eso,  se  dispone  que  no 
pueda  el  (xidro  reclamar  aquel  usufructo. 

Finalmente,  hai  una  nol-ablc  inadvertencia  en  ol  artículo 
propuesto  por  el  señor  P.  D.  I.  en  sustitución  al  del  proyecto. 
«Si  alguno  de  aquéllos  a  quienes  se  debe  lejítima  es  incapaz 
o  indigno  de  herencia  o  legado,  la  parte  que  a  él  corresponde- 
ría dt.'be  darse  a  sus  hijos.»  De  aquí  se  seguiría  que,  si  el  ¡xidre 
del  difunto  se  ha  hecho  incapaz  o  indigno  do  sucederle,  debe 
pasar  su  herencia  o  legado  a  los  hermanos  del  difunto.  ¿Pi)r 
(fué?  ¿No  pudiera  ser  esto  en  ¡íerjuicio  de  varias  otras  personas 
de  mejor  derecho? 


TKRCEU  REMITIDO 

En  el  artículo  3  del  título  2.*^,  so  dice  que  son  llamados  a 
la  sucesión  intestada  los  descendientes  lejitimos  del  difunto, 
sus  ascendientes  lejitimos,  sus  colaterales  consanguíneos  leji- 
timos, etcétera.  No  sabemos  que  ha  querido  decirse  con  este 
epíteto  consanguíneos  añadido  a  colaterales  i  no  a  descendientes 
ni  ascendientes.  Esta  palabra  en  lenguaje  jurídico  tiene  dos 
acepciones,  o  bien  se  dasignan  con  ella  los  parientes  de  con- 
sang'jinidad  en  contraposición  a  los  de  afinidad,  o  los  herma- 
nos j»ur  liarlo  do  padre  i  sus  descendientes;  pero  no  parece 
estar  tomada  en  ninguno  dv  estos  ilos  sentidos:  no  en  el  i)riniero, 
))Orque  no  ereenius  estén  llamados  a  la  sucesión  los  descen- 
dientes ni  ascendientes  por  afinidad,  i  si  éstos  se  consideraron 
sufií'ientenientc  excluidos  con  solo  el  atributo  Icjííuno'^^  éste 
solu  debió  bastar  también  i)ara  excluir  a  los  colaterales  afines 
sin  necesidad  del  adjetivo  consanguíneos;  tampoco  en  el  segun- 
do, ponjuc  en  el  artículo  15  son  expresamente  llamados  los 
unilaterales  o  medios  liermanos,  ya  sean  uterinos,  ya  consan- 
'..'•in'neos.  Resta,  pues,  oque  la  palabra  tenga  algún  tercer  sen- 
tido coa  el  que  no  atinamos,  o  í[ue  esté  puesta  de  mas:  si  lo 
j)rimero,  indispensajjle  es  rediielar  el  artículo  con  mas  claridad 
para  íjue  sepamos  lo  que  dispone;  si  lo  segundo,  lo  que  casi 
no  nos   atrevemos   a   ereer,    del>e   suprimirse   la  expresión. 
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liti  el  artículo  15,  se  tlisponc  que  loa  hermanos  uloriiioti  u 
co[isans:uincoí<  concurran  con  loa  lu-rmanos  carnales  pHCSonaí 
i  rapresenlalioamenle.  Con  respecto  a  estos  dos  últimoa 
adverbios,  noa  hallamos  exactamente  en  el  mÍRnio  caso  t[uo 
cfin  rcs|ierto  a  la  palabra  consanguíneo»  del  artículo  antorior. 
¿CJiíé  quiero  decir  concurrir  personal  i  ropresentalivamente? 
Concurrir  personal mentx;  es,  a  nuestro  juicio,  here<lar  por  do- 
rt'cbo  propio  sin  necesidad  de  representar  a  nadie,  i  conourrir 
representativamente  es  heredar  en  representación  de  otr.i  [wr- 
8ona:  por  ejomplo,  mucre  mi  abuelo  habiendo  muerto  Antes 
mi  padi-o;  entro  a  succderle  juntamente  con  sus  hijos,  éstos 
por  derecho  propio,  yo  representando  a  mi  padre.  Fácil  os 
entender  cualquiera  de  estas  dos  expresiones  por  si  sola;  pero 
«lasdos  a  un  tiempo?  Si  se  sucede  personalmente,  ¿cómo  se  suce- 
do represcnlati  vamonto,  i  vic-c- versa?  Esta  incompatibilidad  que 
hai  entre  suceder  ¡jersonalmentc  i  suceder  representativamente 
está  reconocida  por  el  autor  del  proyecto,  como  lo  pruelMi  el 
artículo  10  do  este  mismo  título  2."  En  ól,  ee  establos  que, 
aunque  los  nietos  o  sobrinos  del  difunto  pudiesen  suceder  por 
derecho  propio,  sin  embarí»o,  sus  porciones  sean  las  mismas 
«pie  les  cabrían  si  heredasen  repriiscntativamente:  por  ejemplo, 
muero  Pedro,  dejando  un  sobrino,  hijo  de  su  hermano  Juan, 
dos  sobrinos,  hijos  de  su  hermano  Diego,  i  tres  sobrinos,  hijus 
(lo  sú  hermano  Antonio;  la  herencia  es  de  doce  mil  pesos;  si 
sucediesen  los  seis  sobrinos  personalmente,  como  se  veriücnria 
en  virtud  do  las  leyes  romanas  i  españolas,  la  porción  de  rada 
uno  «oría  dos  mil  pesos,  que  es  el  cuociente  c[uo  da  doce  mil 
dividido  por  seis;  i»cro,  sucediendo  representativa  mentí',  <■! 
primer  sobrino  tomará  cuatro  mil,  los  dos  soijundos  otros 
cuatro  mil,  i  los  (res  últimos  otros  cuatro  mil.  En  el  primer 
caw,  el  hijo  de  Juan  toma  la  teri-ra  parte  do  lo  que  correK- 
IKimld  a  los  tres  hijos  de  Antonio;  en  el  segundo,  loma  tanto 
como  estos  iro-.**  úllimos  juntos.  Ih*  aquí  la  difcnmcia,  la  ojmhí- 
cion  <|Ue  hai  eritn:  fsti..-,  (Ion  tiuiilos  de  sucodeiv  si  se  sucM-i 
personal  me  nt--,  nn  piK'di'  sori-diTsc  repri'Si'nL^ilivaiin'iiti',  i  pur 
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fl  conlrariu.  En  vista  de  esto,  no  suliemo»  como  han  queritlo  j 
rundlíiinie  dus  coi^ns  tan  0|iucstH!i  en  el  arlícnln  lÓ.   Mas  estas  I 
ri'Hexiiidcs  son  jtiirael  casa(lctiititiir»ecoi>ulativanicnto  loados  I 
a<Iv«rl>ios,  que  es  cnno  los  toma  el  articulo  luendonatlo.  Consi- 
derándolDH  disyuntivamente,  entendemos  muí  bien  cómo  un  i 
herinftnn  concurra  iiersonal mente  a  la  herencia  do  otro  herma- 
no intcRtado,  pero,  ¿rpprcscnlativam('ntoy¿A  quién  pueble  o  ne- 
cesita rei>resentar  un  hermano  para  entrar  en  la  herencia  tío  otro 
hermano?  Confesamos  francamente  (|ue  no  lo  comprendemos. 
Después  ile  llamar  a  los  hermanos  uterinos  o  consanguíneos 
juntamente  eon  los  camales  a  la  sucesión  del  hermano,  dis- 
pone el  mismo  artículo  15  que  la  porción  de  los  primeros  sea 
ta  mitad  de  lo  que  corresponda  a  los  últimos,  atlvirtiendo  cu  la    i 
nota  que  ewta  disposición  está  tomada  del  Código  Cicil  fran- 
(<c3.  El  artículo  do  ost«  cóJÍ¡;o,  que  parece  toner  alguna  analo- 
jia  con  el  que  nos  ocupa,  ea  el  733.  Si  de  éste  so  ha  tomado  la    ' 
ditposicion,  o  no  lo  ha  entendido  el    autor  del   proyecto,  o 
somos  nosotros  los  que  no  lu  entendemos,  porque  los  resulta- 
dos de  los  dos  arLi;;ulus  .son  distintos.   Para  que  se  vea  quién 
lo  entienda  o  nú,  séimos  permití  lo  copiar  aquí  el  artículo  del 
código   francés,   i  en  seguida  pojier  un  pjeniplo  resolviéndo- 
lo por  los  dos  arlíeiilos.    Dice    el  expresado  artículo  733  tra- 
ducido;   «To  !i»  sucesión  que  recae  en  ascendientes  n  colaterales 
se  divide  en  dos  partes  iguales:   una  para  los  parientes  d«  la 
línea  paterna,  otra  para  loa  parientes  de  la  linea  materna,     i 
Los  parientes  uterinos  o  consanguíneos  no  son  excluidos  por 
ios  carnales,  pero  solo  t<m)an  parte  en  su  línea....  al  paso  quo 
las  carnales  toman  en  las  dos.  No  se  hace  la  sobredicha  divt- 
«ion  solo  cuando  hai  ascendientes  o  colaterales  en  una  línea.» 
Vaya  el   ejemplo:    muere  Pedro  dejando  por  herederos  a  un 
hermano  carnal,  dos  uterinos  i  tres  consanguíneos;  la  herencia 
es  de  veinticuatro  mil  pesos.  Esta  cantidad  debe  dividirse  en 
dos  partes  iguales,  o  lo  que  es  lo  mismo,  en  doce  mil  para  una 
línea  i  doce  mil  para  la  otra.  El  hermano  carnal  concurre  con 
los  dos  uterinos  en  los  doce  mil  pesos  do  la  línea  de  éstos;  i     , 
componiendo  con  ellos  la  suma  tres,  a  cada  uno  corresponden 
cuatro  mil  pesos.  Concurre  también  el  hermano  carnal  con  los 
trcB  consanguíneos  en  los  doce  mil  pesos  de  esta  línea;  i  com- 
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poniendo  con  ellos  la  suma  cuntro,  a  cada  uno  corresponden 
tc«a  mil  pesos.  El  resultado  es  qun  a  cada  uno  de  los  utcriitos 
corresponden  cuatro  mil  pesos,  (¡ue  ca  mas  de  la  mitad  de  los 
sii'te  mil  (¡ue  oorresponden  al  carnal  juntando  sus  dos  por- 
ciones; i  a  cJida  uno  de  loa  confianffuuieos  corresponden  tres 
mil  peso»,  que  os  menos  de  la  mitad  de  los  siete  mil  del 
lieniiniio  camal.  Con  lo  dicho,  pai'oce  demostrado  Itiista  la 
evidencia  (pie  por  las  li^yes  fnincosas  la  porción  del  medio 
hermano  no  es  la  mitad  do  la  porción  del  hermano  carnal, 
como  lo  dispone  nuestro  articulo  15,  sino  que  puede  serla 
mitiid,  mas  de  la  mitad  o  menos  de  la  mitad:  será  la  mitad  en 
el  caso  raro  i  muí  casual  de  ser  tantos  los  hermanos  uterinos 
como  los  consanguíneos,  i  será  mas  o  menos  de  la  mitad  en 
todos  los  demás  casos.  Resolviendo  el  ejemplo  par  lo  dispuesto 
en  el  artículo  15,  esto  es,  de  modo  que  la  ¡wrcion  de  cada  uno 
de  Io8  mctUos  hermanos  sea  la  mitad  de  lo  que  corresponde  a 
un  hermano  carnal,  tenemos  por  resultado,  sin  retíucir  ni 
simplificar  los  quebrados:  porción  de  cada  uno  de  los  cinco 
medios  hermanos,  3,428">/i8  pesos;  porción  del  hermano  car- 
nal, 6, 856^-/l8  pesos.  Consecuencias:  primera,  luego  ¡xir  el 
derecho  francés  la  porción  del  medio  hermano  no  es  precisa- 
mente la  mitad  de  lo  que  corresponde  al  hermano  carnal; 
«cgunda,  luego  la  dispoMicion  del  artículo  15  no  está  tomada 
del  eúdiífo  francés,  que  era  lo  que  queríamos  demostrar. 

Por  via  de  digresión,  diremos  quisiéramos  que,  cada  vez 
quo  trata  de  tomarse  una  disposición  del  código  Trances  }>ot 
creerse  mas  equitativa  quo  la  de  nuestras  leyes,  se  trasladara 
el  iirLiculo,  si  Tucra  posible,  literalmente;  de  este  modo,  gana- 
ríamos, si  no  en  equidad,  al  menos  en  claridad,  que  no  es  pina 
ventaja.  No  se  nos  oculta  que  la  mayor  parte  de  nuestras 
roíli'xiones,  i  quizá  todas,  tengan  respuestas  satisractorias  por 
tiimaroo  las  j)ala1)ras  que  criticamos  en  algún  sentido  que  no 
8©  nos  ocurre,  iwro  eso  quiere  decir  solamente  que  los  artíctdos 
que  hemos  censurado  nu  aiimiten  reforma  por  absrdutamenli' 
inintcilijihles,  pom  no  que  no  la  ncY.esiten  por  sumamente  osru- 
r(i.f  i  por  admitir  varios  sentidos. 

L\   1'.  h.   1. 


'  \1  OPLSCILOS  JIIUDICOS 


HEs:»ri:sTA  i»e  i»ün  and:iks  nK,iA.n  al  tkhceh  remitido 

\i«  rv'ferimos  al  reniitiJo  del  sciior  P.  D.  I.  (número  005 
de  lu  Arii'fcaio  . 

Es  mili  juiciosa  su  observación  sobre  la  redundancia  de  la 
palabra  cOf)^íi!i[inuieo<  en  el  artículo  3  del  titul »  2.**  del 
l»royecto.  Nos  inclinamos  a  (¡ue  se  suprima;  i  a  mayor  al>un- 
damicnto  añailiríamxs  después  de  la  palabra  ¡Uco  esta  cláusu- 
la: ^iLos  aliñes  no  son  llama.los  en  ning:un  caso  a  la  succ- 
cion  ¡ntesla.la.  '^ 

Kospcet.»  del  arlíeulo  lo,  notaivmüs  en  primer  lugar  que  con 
las  palabras /HM'sa/í ai  i  )v/>reí?eíi/<'i//ca))ieníc  contrapuestas  no 
se  ha  (luoriilü  desiufuar  la  sucesión  por  derecho  propio  i  la  su- 
cesión i)or  derecho  de  i-epresenUicion.  Sucede  púrsonahncnle 
el  que  sucede  en  persona  propia;  sucede  representativaineatc 
A  que  sui-cdo  en  jKTsona  ajena,  esto  es,  representado  por  otros. 
M  ha  tenido  dos  hijos  .V,  P;  i  .Y  muere  antes  que  su  iMidre, 
dejando  tíos  hijos,  O,  //.  Muerto  .V,  le  succilc  P  i>ersonalmen- 
te,  i  .V  representativamente,  esto  es,  en  la  iMirsona  de  sus 
hijos  Q^  lí.  La  sucesión  jierscuial  es  real;  la  sucesión  repre- 
sentativa es  imajinaria  i  fiwrada.  Si  se  prefiere  expresar  las 
mism.'is  i.lívis  eou  (»tras  palal^ras,   no  nos  opondremos  a  ello. 

La  conjunción  /  que  cnla/.i  losdosa.lvcrl)ios,  no  supone  pre- 
•'•isam*'nte  (pie  los  d«»s  derechos,  referidos  a  una  misma  persia- 
na, sean  simultáneos  en  su  cjercieio,  sino  que  los  hermanos 
uterinos  n  <-<>nsany;uíneos  tienen  el  uno  i  el  otr<)  para  ejerc(*r- 
los  en  1*1  tiempí>  i  modo  prelinidos  por  la  lei.  Sin  eml)arc¡:o, 
«lese<)n liados  de  nuestras  propias  impresiones,  i  descosías  de 
:*<Mnover  to-lo  tropiezo,   proponemos  la  redacción  sicc'iienle: 

■Los  lierm;mr)s  uterinos  i  los  hermanos  consauíi^uíneos  son 
llimados  a  la  sucesión  junto  con  los  liermanos  carnales,  i  puo- 
d<'n  ser  representados  por  su  posteridad  lejítima;  pero  la  por- 
ción dííl  hermano  uterino  o  consauí^uíneo,  será  la  mitad  de  la 
¡xnrion  del  hermano  carnal. 

L'í  s.^j:inidíi  part»»  del  artículo  contiene  una  disposición  sen- 
.illa  i  eltru;  nada  importa (fue se toniase  deU\)í//í/o  (Ucll  fran- 


ctíS  o  ik  olra  [virli?.  1.a  i-tiüstiun  íjiii-  ooiivcniliíii  ilisculir  avv'm 
twta:  ¿cuiil  (lo  las  tías  (IÍH[iusÍi!Ígiies,  la  tlol  mlÍL'ü  Truilci-s  ii  Ui 
del  proyecto,  es  la  mas  funfurme  »  la  ccjuíilail  i  lu  mas  curi- 
venicnto?  Sobre  este  puntu  utríatiios  gustosos  i-l  voto  tlcl  stnior 
P.  1).  1. 

A  nosotros  nos  iiarece  [«víopihli;  Ijijo  toitos  n-s¡ii'utyy  lu  sii- 
guada.  Concurrcu,  ¡wr  ejemplo,  uti  hemimiu  carirtl,  uu  fon- 
sanguíneo  i  liinco  ulürínos,  a  un  palrimuaio  dti  doce  mil  in-sus. 
Scjjun  el  cúdigo  du  los  rranccses,  llo\-arii  el  liermano  iramnl 
cuatro  mil  jKtso«:  Irus  niíl  por  su  parle  do  la  mitad  corre!([Kín- 
clícntti  a  la  linea  pati3rna,i  mil  p;>P.sil  parte  de  la  mitad  corres - 
pondiente  a  la  linca  materna.  Iil  hermano  cansan  su  ¡neo  llevara 
tros  mil  iwsos,  i  cada  uno  de  los  uterino-s,  mil.  I'oro  ¿es  «so  lo 
(juc  dicta  la  ju6tiein?¿tlai  razón  par»  (|uc  un  hermano  utvríno 
cuya  cuneuon  con  el  (lifunto  es  por  lo  menos  tan  fuerte  comí» 
la  dol  consanguíneo,  llevo  solo  la  torcera  parto  do  lo  que  a  éste 
adjudica  la  leií  Lo  que  Iajustic¡as\iji<'re  evidentemente,  os  que 
al  dublé  vínculo  so  adjudique  doble  jwrcion;  que  los  liermamw 
carnales  lleven  poreione»  iguales;  i  que  la  misma  igualdad  se 
establezca  entre  todos  los  medio-hermanos,  sean  uterinos  o 
consanguíneos.  Nos  atrevemos  a  decir  que  el  código  francés 
ha  llevado  demasiado  lejos  la  división  por  lineas.  Entre  ascen- 
dientes, puedo  concebirse  que  milite  a  su  favor  la  equidad; 
pero  entre  hermanos  nada  divisamos  en  que  pueda  a¡Jojarse. 
¿I  qué  diremos  de  lo  que,  continuando  la  división  por  línea."?, 
dispone  el  código  francés  rcsijceto  do  los  demás  colaterales? 
Si  concurre  un  tio  paterno  del  difunto  con  un  colateral  en  el 
duodécimo  grado  de  la  línea  materna,  suceden  ambos  por  par- 
tes iguales!  Si  concurren  tres  tíos  paternos  con  el  colateral  dis- 
tante, no  se  da  a  cada  tio  paterno,  sino  la  tercera  parte  de  loque 
se  da  al  colateral!  A  fuerza  de  jeneralizar  im  principio,  se  puede 
^xirder  de  vista  la  voluntad  presunta  del  difunto,  fundamento 
vcrttadero  de  las  leyes  que  reglan  la  sucesión  intestada. 

Las  rcgla-s  quo  establece  el  proyecto,  son  divcraaa  i  mucho 
mas  equitativas.  Contrayéndonos  a  la  de  los  hermanos,  su- 
pongamos un  patrimonio  de  setenta  mil  posos,  a  que  son  lla- 
mados, como  en  el  ejemplo  dwl  señor  I*.  D.  I-,  un  hermano 
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carriiil,  du»  uteriiiOH  i  Ires  conaant^íncoít.  Tocarán  ul  hermano 
vflrtial  veinte  mil  iicsos;  i  a  ca<la  tutu  de  loa  tncilio-hi-rtnanoKj 
iliez  mil.* 

Tanta  fuerza  no»  hacen  las  razones  cjue  aca1>amoH  de  expo- 
ner,  que  no  diütaríanios  de  njilicarlas  a  la  sucesión  inteütadiL 
de  los  ascendientes,  sustituyendo  a  la  rugía  del  Cóiligo  Ciüil 
francés,  otra  propurcíon  mas  natural,  i  redactando  así  el  ar- 
ticulo IS  do  este  titulo: 

«Si  el  difunto  no  ha  dejado  posteridad  que  tonga  derecho 
a  sucederlc,  le  sucederán  sus  aseondjentcs  lejitimos  de  ambas 
líneas,  i  en  cada  línea  el  grado  nías  próximo  excluirá  a  los 
otro9. 

•Si  en  una  aula  linea  sobreviviere  ascendencia  lejitima,  el 
ascendiente  o  ascendientes  del  mas  próximo  grado  de  esta  linea 
heredarán  todos  los  bienes. 

■  Cuncurriendo  ascendientes  de  ambas  lineas  i  de  difurontcs 
grados,  la  porción  del  ascendiente  mas  próximo  será  doblo  do 
la  porción  del  ascendiente  mas  remoto. 

■  Las  porciones  de  los  ascendientes  de  igual  grado  seráo 
iguales  entre  sí.» 

En  favor  de  esta  disposición,  hai  1.°,  que  se  da  el  influjo 
debido  a  la  proximidad  del  grado:  el  padre,  por  ejemplo,  que, 
concurriendo  con  la  madre,  lleva  la  mitad  de  los  bienes,  con- 
curriendo con  el  abuelo  materno  lleva  los  dos  tercios;  '2.",  quo 
Bo  toma  en  cuenta  el  número  de  los  concurrentes  de  cada  línea: 
el  padre,  por  ejemplo,  que,  concurriendo  con  un  abuelo  mater- 
no lleva  les  dos  tercios  de  los  bienes,  concurriendo  con  los 
dos  abuelos  maternos  lleva  solamente  la  mitad,  i  concurriendo 
con  los  cuatro  bisabuelos  maternos,  solo  el  tercio;  3.*,  quo  a 
los  colaterales  mas  próximos  tlcl  difunto  resulta  un  beneficio 


*  Si  el  patrimonio  fiicne  da  21,000  pesos,  cabrían  al  hermano  carnal 
G.SñT  1/7  i  a  cada  uno  de  loa  otroa  3,438  ijl;  resultado  a  que  puede 
llegarse  por  una  operación  Bencillísinia,  sin  neocüidnd  de  roducir  ni 
simpliricar  quebrados,  como  supone  el  señor  P.  D.  I.  1^1  hermano  car- 
nal tiene  dos  medias  porciones,  i  cada  uno  de  los  Cinco  medio  herma- 
nos una.  Divídase,  pues,  el  patrimonio  on  siuto  partes  i^'ualcs,  doa 
paru  el  hermano  carnal  i  una  para  cada  uterino  o  conwn^utnoo- 


indirecto  supci'ior:  p\  dirunto,  por  ejemplo,  dcj.i  iIob  hermanos 
i  düs  primos  hermatios;  t-l  lícnuficio  indinxito  do  ncjuüllus  toti- 
siste  en  ([iiu  la  [lurdon  iKd  padre,  qun  protuddi-mwite  Irs  cfttii 
destinada,  es  mas  {frande  que  la  poruioit  del  nlitii'In,  fondo  co- 
mún destinado  a  olios  i  a  los  prínios  hermanos.  Ksta  última 
consideración  es  im[M>rlonle  en  nuestro  deretho,  ipie  no  pw* 
mitecont-un-an  los  hermanos  con  los  ascendientes,  como  en  el 
dercdiü  francés  i  el  romano.  I  no  es  de  desestimar  la  correspim- 
dencía  i  analujía  cjite  de  ese  modo  guardarían  entre  &Í  lus  avr 
ticuloa  12  i  ITj. 

Por  lo  demás,  tiue  en  el  artículo  15  del  proyecto  no  se  ¡íi-e- 
tcndió  seguir  el  733  del  C&U'jo  Civil  de  Franciü,  es  evidente 
I>or  la  sola  comparación  de  uno  i  otro.  La  nota  so  escribió  años 
después  que  el  j>roj'ccto,  i  nada  tiene  de  extraño  (jue  se  desli- 
zase la  memoria  refiriendo  a  una  fuente  las  ¡deas  que  ms  to- 
maron de  otra.  Viiase  en  los  Principios  del  códi(¡o  civil  do 
Beiitham  [segunda  partp,  capítulo  3.°)  el  artiiulu  9.',  qoo  es 
exactamente  la  cláusula  segunda  de  nuestro  articulo  15.  A  la» 
razones  en  que  la  liemos  fundado,  tenemos  aliora  la  satisfac- 
ción de  añadir  la  autoridad  del  CL-lchre  Pilúsofo  ingles. 

No  vemos  la  necesidad  de  que,  cuando  se  tomo  una  disposi- 
ción del  códi;^  francés,  ae  traduzca  literainr.entc  el  texto  como 
nos  lo  aconseja  el  señor  P.  V,  I.  ^sta  es  una  regla  que  no  po- 
dria  seguirse  sin  inconveniente,  aun  dado  caso  que  se  adoptase 
aquel  cuerpo  de  leyes  en  todas  sus  |>artes;  pues  liai  en  él  ar- 
ticules cuya  redacción,  según  lian  notado  sus  comentado- 
res, adolece  de  graves  defectos.  Mas  cuando  aquella  grande 
obra  presentase  un  modelo  acabado,  exento  de  las  imperfeccio- 
nes de  que  adolecerán  siempre  mas  o  menos  ludas  las  obras 
humanas;  cuando  viéramos  en  ella  un  todo  perfectamente  claro 
i  armonioso,  e.so  mi-smo  aconsejaría  que,  adoptando  una  parte 
de  BUS  disposiciones,  se  variasen  «menudo  los  términos  para 
ponerlos  en  correspondencia  i  armonía  do  ideas  í  do  Icnguajo 
con  las  otras  en  que  no  se  creyese  conveniente  seguirle.  No- 
sotros, verbigracia,  clamos  a  las  palabras  heredero  i  legatario 
diferente  sentido  que  los  franceses.  Tomando,  pues,  del  código 
frunces  las  disposiciones  relativas  a   la  sucesiun  pur  causa  d« 


.taaurtí?,  nos  Tcríamos  amenu'to  obligmios  a  soi'vimaidv  <li- 
vcTSü  loiiiruajo.  DjikIo  la  rcilnmori  del  imjyeoto  facrtt  iWoctUú- 
Ka,  coma  no  poilrá  múnos  ile  .serlo  tnitolia'i  veces,  iiiilúpicsu  vi  I 
iluíucto  enhordbLtana,  i  proiiúiigase  la  uurrccciiín.  l*nr<»,  fuun»  1 
lie  efioscoHOs,  su  semejanza  o  desemejanza  con  im  Upo  cual- 
quiera nu  nos  |>ari>ce  una  circunstancia  imiwrtanlL-. 


CUAUTU    IlEMiTlUO 


Por  la  parte  so;ími,la  del  artíoulo  ITi,  los  dcrochíB  de  suce- 
aion  en  Io3  colaterales  no  se  extienden  mas  alládel  gratlo  sexto.  ' 
Por  nuestra  lejHacíon  actual,  llegan  liaata  el  décimo.  ¿Cuál 
será  la  causa  de  esta  variación?  ¿Será,  como  so  dice  en  la  nota, 
Tavorecer  al  cónyuje  sobreviviente  i  al  fisco?  Poro  il(->bió  ad- 
vertirse que  todo  lo  qnc  va  a  mudar  el  ostado  presente  ha- 
ciendo consistir  la  ganancia  de  los  unas  en  la  péi-dida  tic  lu.^ 
otros  ca  odioso,  i  que  lo  odioso  debo  restrinjirso.  En  cuanto 
al  cónyuje  sobreviviente,  nos  parece  bien  la  variación  que  el 
proyecto  hace  en  nuestras  leyes,  llamándolo  a  suctíder  en  cier- 
tos casos  con  los  colaterales.  Si  la  lei,  al  reglar  la  sucesión  in- 
testada, debe  tener  por  baso  el  afecto  del  difunto,  llamando  a 
la  sucesión  de  él  a  aquellas  personas  a  quienes  es  presumible 
hubiese  amado  mas,  pocos  podrán  pretender  uti  derecho  mas 
fuerte  a  dicha  sucesión  que  el  cónyuje  sobreviviente.  Pero  no 
hai  que  llevar  la  rci^'la  a  un  extremo.  Bueno  es  que  el  cónyuje 
concurra  con  los  colaterales  del  difunto,  pero  no  que  loa  ex- 
cluya, a  no  sor  que  se  hallen  éstos  en  un  tarado  tal  que  sea 
verosímil  haya  cesado  ya  todo  afecto  de  parentesco,  o  que  la 
prueba  de  este  sea  muí  difícil  o  imposible.  Sin  duda  por  estos 
motivos,  las  lejíslaciones  romana,  española  i  francesa  no  ponen 
por  limito  un  grado  mas  próximo  que  el  décimo:  no  la  roma- 
na, poniuo,  como  advierte  Vinnio  en  ausComcniai7o.3a  la  Ina- 
tituta,  libro  3.",  titulo  b.",  párrafo  5,  número  3,  i  lleineccio  en 
sus  Anli(iiiedadv--í  /íomanasIibroS.",  tíluloa."  párrafo  6,  er» 
ella  no  liai  limitación  de  grados  para  la  sucesión  intestndu;  no 
l;t  española,  porque,  como  úllimamonto  se  ha  declarado  entru 


nosotros,  el  dereclio  para  succilcr  llega  hasta  (.•!  grado  iliWimu; 
lio  finalmente  la  francesa,  porcjuc,  porel  articulo  755  iltil  CócUrjo 
Cíd'U,  son  llamados  los  parientes  hasta  el  grado  duuilúi^inio. 
Por  otra  parto,  Bomos  de  opiíiiün  cjue,  cii  la  Tormacion  de  mies- 
tm  nuevo  código,  debo  alterarse  lo  ménoa  que  se  pueda  la  lojlsla* 
clon  actual.  Toda  variación,  sobre  todo  on  materia  de  leyes,  es 
un  mal,  que  solo  puede  excusarse  en  cuanto  produce  un  bien 
mayor.  Así,  si  una  disposiuion  de  nuestras  leyes  es  buena  co- 
mo cuatro  i  si  oourre  otra  buena  como  cuatro  también,  debe 
sub-^istir  la  primera,  porque  tiene  a  su  favor  la  posesión,  por- 
que ya  la  conocemos,  porque  estamos  acostumbrados  a  ella. 
Deberá,  pues,  la  nueva  medida  sor  buena  como  cinco  o  mas 
para  ser  preferida  a  la  antigua. 

En  cuanto  al  fisco,  solo  hallamos  una  razón  quH  pueda  au- 
torizar su  llamamiento;  i  es  que,  debiendo  tener  heredero  toila 
pcr.wna  por  los  gravísimos  inconvenientes  que  rosultarian  do 
dejar  sus  bienes  espuestos  al  primer  ocupante,  i  no  siendo  justo 
libligar  a  nadie  a  admitir  una  herencia  contra  su  voluntiid,  no 
ha  habido  otro  que  el  fisco  de  quien  echar  mano  para  las  suce- 
siones de  aquéllos  que  no  tienen  heredero.  Por  otra  parte, 
sabido  es  que,  en  las  sucesiones  que  corresponden  al  fisco,  la 
mitad,  o  talvez  mas,  queda  en  manos  de  las  personas  que  la.s 
recaudan;  de  modo  que  una  sucesión  que  para  un  particular 
cualquiera  sería  de  ocho  o  diez  mil  pesos,  para  el  fi-sco  no  será 
de  mas  de  cuatro  o  cinco  mil.  Por  esta  razón,  tan  distante  es- 
tamos de  querer  favorecer  al  fisco  como  el  autor  del  proyecto, 
que,  si  no  fuera  por  no  variar  nuestra  lojislacion,  opinaríamos 
que,  como  quedase  un  pariente  del  difunto  en  cualquier  grado 
que  se  hallase,  fuese  antepuesto  al  fisco.  En  resumen,  oreemos 
que,  en  esta  materia,  debe  conservarse  lo  dispuesto  pOr  nues- 
tras leyes. 

Por  lo  (jue  toca  a  los  derechos  de  los  hijos  naturales  rccu- 
nucidos,  no  aprobamos  on  todo  el  aumento  ([ue  se  les  ha  dado 
en  el  proyecto.  No  hallamos  razón  para  que  los  hijos  naturales 
hayan  de  excluir  enteramente  a  los  colaterales  desde  el  tcn-iir 
grailü  inclusivo;  i  que,  >ú  el  difunto  deja  junto  con  el  hijo  na- 
tural un  sobrino,  por  ejemplo,  no  so  tic  a  tiste  parte  ninguna 


en  la  sui^esion  de  su  tio.  Nosotros  redaotariamoa  el  articulo  ile 
esto  modo:  >En  la  sucesión  al)  intestato  de  un  varan,  los  híj^'S 
naturales  concurren  con  loa  ascendientes  i  colateraleu  Icjitimü» 
del  difunto.  En  concurrencia  con  loa  ascendientes,  llevarán 
la  cuarta  parte  de  los  bienes;  en  concurrencia  con  los  herma- 
nos, la  mitad;  i  en  concurrencia  con  los  demás  colateraKw,  las 
tres  cuartas  partos.  En  ilofecto  de  éstos,  hasta  e!  grado  décimo 
Kcrán  únicos  herederos,  salvo  siempre  el  deroclio  quo  el  articu- 
]u  24  do  este  titulo  da  al  oónyuje  sobreviviente.»  Héaquí  Ta- 
\oreciílo3  los  hijea  naturales  considerablemente,  i  al  mismo 
tiempo  conservada  a  los  culateraics  una  porción  de  los  bienes, 
aunque  pequeña. 

En  contraste  con  el  ensanclie  excesivo  que  se  ha  dado  a  los 
herederos  de  los  hijos  naturales  reconocidas,  se  halla  la  ani- 
quilación aljsoluta  do  lus  derechos  del  padre;  de  modo  que, 
aunque  el  Iiijo  no  deje  pariente  nín;];uno,  el  padre  no  puedo 
Kucedcrle,  porque  en  tal  caso  es  llamado  el  fisco.  Entro  las  m- 
zunes  que  se  tuvieron  presentes  para  favorecer  al  hijo,  ¿no  hu- 
bo alguna  aplicable  al  jiadrc,  nu  ya  para  aumentar  los  dere- 
chos que  las  leyes  actuales  le  conceden,  pero  ni  aun  para 
con  servarlos?  Si  para  reglar  la  sucesión  intastada  se  ha  se^uU 
do  cu  el  proyecto  la  voluntad  presunta  del  difunto  hasta  excluir 
al  cónyujo  divorciado,  aunque  el  divorcio  no  se  haya  declarado 
por  su  culpa,  ¿por  quú  no  se  siguió  el  mismo  principio  en  cato 
caso?  ¿Es  presumible,  en  el  ejemplo  propuesto,  que  el  hijo  hu- 
biese amado  mas  al  fisco,  que  al  padre?  Ni  se  diga  que  por  esta 
razón  el  Pisco  nuncadeherá  ser  llamado  por  no  haber  motivo  para 
presumir  afecto  en  ninguna  persona  hacia  61;  pues  ya  antes 
hemos  manifestado  la  causa  que,  según  creemos,  autoriza  su 
llamamiento.  Fundados  en  esto,  no  solamente  preferiríamos  al 
liadre  en  el  caso  indicado,  sino  que  por  reciprocidad  lo  llama- 
ríamos a  suceder  al  hijo  en  los  mismos  casos  i  términos  en  que 
éste  lo  sucede.  Esta  regla  de  reciprocidad  en  las  sucesiones  in- 
testadas, a  mas  de  ser  dictada  por  la  razón  i  e([uidad,  está 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  algunas  lejislacioncs. 

líemiLtdo  el  comunicado  tercero  a  la  impronta,  viinoa  el 
número  GO'i  du  El  -Iraucano  en  que  se  discuten  nuestras  oh- 
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scrvacionos  sobro  el  artículo  6  del  título  l.'^Sin  siT  nuestro 
ánimo  entrar  en  una  larga  polémica  sobre  este  asunto,  diremos 
algo  acerca  de  las  respuestas  que  se  den  a  nuestras  reflexiones, 
ya  insistiendo  en  las  razones  que  hemos  tenido  para  hacerlas 
o  produciendo  otras  nuevas,  ya  dándonos  por  satisfechos, 
según  las  respuestas  sean  o  nó  satisfactorias. 

Dijimos  que  el  expresado  artículo  6  adolecía  de  dos  defectos: 
primero,  oscuridad  de  la  disposición^  i  segundo,  dificultad  i 
talvez  imposibilidad  de  su  aplicación  en  ciertos  casos.  En 
cuanto  a  lo  primero,  so  nos  pregunta  ¿en  qué  consiste  esa  os- 
curidad? Aunque  no  sea  tan  fácil  decir  en  qué  consisto  la  clari- 
dad u  oscuridad  de  una  cláusula,  como  parece  al  autor  do  la 
respuesta,  sobre  todo  cuando  la  oscuridad  proviene,  no  de  falta 
en  la  coordinación  de  las  palabras  o  frases,  sino  de  ser  el  pen- 
samiento oscuro  en  sí  mismo,  sin  embargo,  diremos  que  en 
este  caso  nace  del  número  de  cálculos  que  se  presentarán  rápidil- 
mente  a  nuestra  imajinacion  i  la  confunden:  cálculo  para  saber 
cuántas  son  las  suposiciones  posibles,  cálculo  para  averiguar 
cuánto  corresponde  a  cada  uno  de  los  coherederos  en  cada  una 
de  ellas,  i  por  último,  cálculo  para  determinar  lo  que  pertenece 
a  cada  uno  de  ellos  definitivamente.   No  dudamos  que  estí\ 
prueba  hará  poca  o  ninguna  fuerza  al  autor  del  artículo,  por- 
que jamas  es  oscuro  para  nosotros  lo  que  nosotros  mismos 
conc^ebimos;  mas,   aunque  no  es  éste  el  criterio  por  donde  de- 
bemos juzgar,  daremos  aun  otra  prueba:  hágase  leer  el  artícu- 
lo a  seis  u  ocho  personas,  i  si  la  mitad  de  ellas  lo  entiende  i 
cree  fácil  su  intelijencia,  convenimos  en  que  no  es  oscuro. 

En  cuanto  a  lo  segundo,  so  nos  dice  que  nos  hemos  fi- 
jado en  casos  cuya  ocurrencia  es  sumamente  improbable.  Es 
verdad;  pero  ¿qué  se  infiere  de  aquí?  O  el  caso  es  posible  o  ini- 
l>osible:  si  lo  primero,  debe  darse  una  regla  clara  i  fácil,  aun- 
que el  hecho  suceda  cada  veinte  siglos;  si  lo  segundo,  no  debe 
darse  regla  ninguna,  buena  ni  mala.  Se  nos  dice  también  que 
en  ningún  caso  se  necesitan  mas  conocimientos  matemáticos 
que  el  do  las  operaciones  elementales  de  la  aritmética.  Aunque 
esto  es  falso,  pues  Jamas  hemos  visto  explicar  cu  las  clases  la 
teoría  do  las  ¡Kirmutaciones  en  la  aritmética,  ni  tampoco  los 
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autores  la  tratan  en  esta  parte  do  las  matemáticas,  sin  embar- 
go podemos  concederlo  sin  peligro,  porque  nunca  hemos  dicho 
([ue,  para  la  aplicación  del  articulo,  se  requieran  conocimientos 
en  jeometría  analítica,  sublimo,  en  cálculo  integral,  diferen- 
cial, etc.  Se  nos  dirá  que  casi  toda  la  teoría  de  las  permuta- 
ciones consiste  en  multiplicar,  i  que,  en  sabiendo  esta  opera* 
cion,  ya  se  saben  las  permutaciones.  También  en  áljebra,  los 
problemas  se  resuelven  por  medio  do  la  adición,  sustracción, 
multiplicación  o  división;  i  apesar  do  esto,  a  nadie  se  le  ha 
ocurrido  que  el  que  sepa  estas  operaciones  ya  sabe  renol ver 
problemas.  Finalmente,  se  nos  advierte  que  exajeramos  mucho 
cuando  decimos  que  en  la  aplicación  del  articulo  pudiera  a 
veces  importar  mas  el  trabajo  del  matemático,  que  toda  la  he- 
rencia, por  cuantiosa  que  fuese,  no  tratándose  jamas  de  otra 
cosa  quede  sumar,  multiplicar  i  partir.  Para  juzgar  de  la  fuerza 
do  esta  observación,  debe  tenerse  presente  lo  dicho  por  noso- 
tros en  nuestro  primer  remitido.  Allí  sentamos  que,  cuando  el 
número  de  personas  era  corto,  no  era  difícil  la  aplicación  del 
árllculo^  feS^^^ando  esta  difícultad  i  talvez  imposibilidad  para 
los  casos  en  que  el  número  de  personas  fuese  considerable.  Si 
el  autor  de  la  respuesta  hubiera  tenido  esto  presente,  quizá 
liubicra  evitado  el  término  exajerar.  Para  que  se  vea  si  es 
exajeracion  la  nuestra,  supongamos  que  cada  una  de  diez  per- 
sonas instituye  por  sus  herederos  a  las  nueve  restantes,  i  que 
todos  mueren  en  una  batalla  sin  saberse  cuál  murió  último. 
Se  presenta  un  hermano  de  cada  uno  de  los  diez  reclamando  la 
herencia.  En  este  caso,  las  suposiciones  ix)sibles  son  siete  mi- 
llones doscientos  veintiocho   mil  ochocientos.  ¿Habrá   quien 
se  resuelva  a  practicar  las  operaciones  que  pide  el  artículo, 
sea  cual  fuere  la  cantidad  que  se  le  ofrezca?  Se  nos  volverá 
a  decir  que  el    caso  es  sumamente   improbable,  i  nosotros 
volveremos  a  concederlo;  pero,  mientras  no  se  nos  pruebe 
que  es  imposible,  siempre  será  una  verdad  que  puede  hal^er 
casos  en  que  la  aplicación  del  artículo  importe  mas  que  la  he- 
rencia, por  cuantiosa  que  sea.  Pero  se  dice  que,  en  los  casos 
de  complicación  extraordinaria,  podrían  apelar  los  interesados  a 
una  transacción  amigable;  i  ¿quién  ha  dicho  que  un  lejislador 
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(Irl)C  d(>jar  osíMiros  o  indocisos  1(3S  derechos  de  nadie,  fundado 
en  las  transacciones  amifj:al)los  (lue  puedan  celel)rarse?  ¿Ivs 
acaso  lan  frecnentc  la  felicidad  de  encontrar  en  nuetros  litijios 
con  personas  de  probidad  i  buena  fe,  que,  por  evitar  un  jdeito, 
quieran  ceder  alifo  de  sus  pretensiones?  Por  último,  tampoco 
nos  parece  conduyentc  la  raz  >n  que  se  da  para  probar  la  facili- 
dad de  la  aplicación  dv\  artículo,  por(|ue,  aunque  solo  se  tra- 
tara de  la  sencilli>sima  <)perac-í<)n  de  sumar,  si  ésta  se  rejiite 
in  lefinidamente  pucvlií  iim)ortar  muílio  el  efectuarla. 

Antes  de  concluir,  diL^^'lnlos  al!,^.)  sobre  la  eciuidad  o  iniqui- 
da.l  de  la  re^^ia  referida  por  nosotros  i  propuí\sta  por  el  autor 
del  artículo  editorial  del  número  480  de  ÍU  Arnvrnno.  AuW 
todo,  debemos  advertir  qui'  no  la  luMnos  indicado  como  la  me- 
jor, Ulno  como  la  m»'nos  mala;  pero,  apesar  de  esto,  no  tiene 
los  defectos  que  se  le  objet.ui.  Se  dice  que  se  funda  en  una 
mera  ficción,  que  es  una  transacción  arbitraria,  que  no  tiene 
en  su  favor  ningún  principio  do  justicia  ni  vislumbre  de  pro- 
babilidad. Ivsto  es  mucho  decir:  a  fe  que  no  opinaba  así  el  autor 
del  articulo  editorial  citado,  en  cuyo  sentir  esa  regla  era  dic- 
tada por  la  misma  eíjuivla  1  natural.  Nosotros  la  creemos  fun- 
dada en  una  de  aquellas  reglas  do  derecho  que  menos  excep- 
ciones tienen,  i  es  (jue,  cuando  se  entabla  una  acción,  la  prueba 
incumbe  al  que  reclama.  Pongamos  un  ejemplo  para  mayor 
claridad.  Mueren  en  un  naufrajio  un  padre  i  su  hijo;  i  recla- 
man la  sucesión  un  hermano  del  primero  i  la  madre  del  se- 
gundo. Para  qm*  el  hermano  reclamara  la  sucesión  del  hijo, 
deberia  probar  que  éste  habia  muerto  antes  que  el  pailre;  esto 
no  lo  puede  hacer,  luego  no  tiene  derecho  a  la  sucesión.  Para 
que  la  madre  redamíua  la  sucesión  del  padre,  era  preciso  que 
probara  que  este  habia  muerto  antes  que  el  hijo;  no  puede 
probarlo,  luego  no  tiene  derecho  a  esa  herencia.  Por  otra  parte, 
el  padre  ¡  el  hijo  han  de  tener  heredero;  la  madre  no  puede 
serlo  del  padre  por  lo  que  se  ha  expuesto;  no  hai  pariente  do 
mejor  derecho  (jue  el  hermano,  luego  a  él  corresponde  esa 
sucesión.  FA  hermano  no  puede  heredar  al  hijo  por  las  razones 
dallas  anteriormente;  no  hai  otro  de  mejor  derecho  que  la 
m.'idre,  lu(»gí)  ésta  debe  ser  su  heredera.   Kn  vista  de  esto, 
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^,(l<jn(le  está  lo  arbitrario,  injusto  e  improbable?  Por  lo  que  toca 
a  la  ficción,  tanto  nuestra  regla,  como  cualquiera  otra  que  se 
(l/í,  no  solo  puede,  sino  que  debe  fundarse  en  ficción.  No  ha- 
biendo certidumbre  del  orden  en  que  so  han  verificado  los  he- 
chos,  precisamente  debo  finjir  algo  la  Ici  para  adjudicar  los 
patrimonios.  Tanta  verdad  es  ésta,  que  las  lejislaciones  roma- 
na,  española  i  francesa   tienen  por   base  una   ficción  en  el 
])resente  caso.   Pero  mas,   la  regla  misma  del  artículo  6  es 
una  prue])a    de   esta   verdad:    ella  se  funda  en  tantas    fic- 
ciones, cuantas  son  las  suposiciones  posibles;  i  pudiendo  lle- 
íi'ar  éstas  hasta  millones,  como  vimos  en  el  párrafo  anterior, 
otras  tantas  son  las  ficciones  en  que  se  apoya.  Ahora  bien, 
¿cómo  so  objeta  a  nuestra  regla  este  defecto,  cuando,  dado 
caso  que  lo  sea,  la  del  artículo  6  lo  posee  en  grado  heroico  i 
eminente?   Establecida   la  necesidad  de  una  ficción,  veamos 
cuál  deba  ser  ésta.   En  el  ejemplo  propuesto,  o  debe  finjirsc 
que  el  i>a(lre  murió  antes  que  el  hijo,  o  al  mismo  tiempo  o  des- 
jMies.  ¿Cuál  de  estas  tres  ficciones  es  mas  conforme  con  la  ra- 
zón i  equidad?  No  lo  es  la  primera,  porque  en  virtud  do  olla 
so  daria  a  la  madre  en  perjuicio  del  hermano  un  patrimonio 
que  no  puede  adquirir  sin  probar  un  hecho,  i  esta  prueba  lo 
os  imp  ).siblc;  no  lo  es  la  tercera  por  la  misma  razón;  resta,  pues, 
la  stvruiida  como  la  única  en  que  puedo  Iinoorse  la  adjudicación 
(1(?  ]).ií.;'i;n'>ni(.)s  sin   iiocosidad  do  i)ruo¡)a  ninguna  por  parto  do 
los  ri'<-]aiínnt(\s.    ]']sl;is   misnias  rolloxionos  pueden  hacorso  en 
('iial('[uiora  otro  l-ív-o.  X(.)  parolo,  jnu's.  la  rogla  tan  arbitraria 
i  destituida  (lo  justicia,  como  so  supoiíe. 

r.  /^  I).  I. 

\{K<\n'K<T\    \)K  DON   ANniU':s    UVAAJ)  AL  Cí'ARTO  nKMITino 

I 

Por  la  parto  :í/  del  artículo  1()  del  titulo  i."",  los  derechos  do 
sucesión  al)  intostato  en  los  colaterales  no  se  extienden  mas 
allá  dol  grado  sexto,  disposición  que  indudablemonte  favorece 
al  c(>nyuj(^  sobrovivionte  i  en  su  defecto  al  íisco,  i  que  el  autor 
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(lol  remitido  no  aprueba,  porque  «todo  lo  que  hace  consistir 
la  ganancia  de  los  unos  en  la  pérdida  de  los  otros,  es  odioso.» 
El  principio  no  nos  parece  oportunamente  aplicado.  Lo  (juc  se 
perdería  en  virtud  do  la  disposición,  sería  la  esperanza  de  su- 
(íeder  a  un  colateral  de  grado  ulterior  al  sexto,  que  hubieso 
fallecido  sin  testamento,  esperanza  que  puedo  valuarse  por  el 
número  de  casos  en  que  hemos  visto  suceder  ab  intestato  cola- 
terales tan  distantes.  Aliora  bien,  ¿cuántas  veces  en  un  si^^lo 
ocurren  sucesiones  de  esta  especie?  En  el  discurso  de  nuestra 
vida,  no  hemos  oído  hablar  de  una  sola.  Adquisiciones  seme- 
jantes son  dávidas  inesperadas  do  la  fortuna,  ganancias  que 
no  pueden  entrar  en  los  cálculos  de  ninguna  persona  de  sano 
juicio.  Es  visto,  pues,  que  nadie  sufriria  el  menor  desfalco  en 
su  patrimonio,  ni  en  sus  esperanzas  racionales,  por  la  reforma 
de  que  se  trata;  f[uc  ella  en  realidad  no  quita  nada  a  nadie,  o 
si  algo  quita,  es  una  cantidad  evanescente,  inapreciable,  insen- 
sible; i  que  la  odiosidad  que  se  le  imputa  es  quimérica.  El 
autor  del  remitido  i)uede  estar  seguro  de  que,  en  el  límite  de 
la  sucesión  intestada  de  los  colaterales,  la  transición  del  déci- 
mo grado  al  sexto  no  costará  un  solo  suspiro  de  esperanza 
frustrada. 

Miremos  ahora  la  cuestión  bajo  otro  aspecto.  Los  esposos 
viven  en  una  comunidad  de  bienes  i  de  intereses.  La  fortuna 
del  uno  sirve  a  los  goces,  a  las  necesidades  del  otro;  i  a  todt) 
desfalco,  por  pequeño  que  sea,  en  la  hacienda  de  los  dos, 
corresponde  necesariamente  un  desfalco  de  felicidad  i  do 
bienestar  en  cada  uno.  La  lei  que  manda  dar  una  parte  del 
caudal  del  cónyuje  difunto  a  otra  persona,  disminuye  por 
fuerza  la  felicidad  i  el^bienestar  del  cónyuje  sobreviviente.  EIK) 
puede  ser  en  muchos  casos  necesario  i  justo;  i)ero  siempre  es 
un  mal  sensible,  i  frecuentemente  es  un  mal  gravísimo.  La 
lei  no  debo  tolerarlo,  sino  a  favor  do  aquellos  vínculos  estrechos 
de  la  sangre  que  dan  fundamento  a  expectativas  mas  o  menos 
probables.  ¿Por  qué,  pues,  empeorar  la  condición  del  esposo 
para  mejorar  la  de  colaterales  remotos?  Eso  sí  que  sería  qui- 
tar a  uno  para  dar  a  otro;  quitar  a  uno  cuya  conexión  con  el 
difunto  ha  sido  la  mas  íntima  i  sagrada,  para  dar  a  otro  que 
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sjIü  es  presumible  tuviese  con  ól  aquellas  tibias  relaciones  a 
que  da  ocasión  un  parentesco  distante,  para  dar  a  otro  que 
probablemente  S':»lo  debe  este  don  a  la  circunstancia  fortuita 
de  no  haber  podido  testar  el  difunto  o  de  haberlo  sorprendido 
la  muerte. 

Se  dirá  que  no  se  trata  de  dar  al  viudo  o  viuda  todo  el 
patrimonio  del  difunto,  sino  solo  una  parte.  Pero,  por  pequeña 
que  sea  la  porción  que  se  deduzca  de  la  suma  de  los  dos  patri- 
monios (i  muchas  veces  sucederá  que  el  cónyuje  sobreviviente 
lio  tenga  ninguno),  esa  deducción  producirá  siempre  un  dos- 
íalcü  en  el  fondo  que  servia  a  los  goces,  a  las  necesidades  do 
uno  i  otro  consorte.  Agrégase  a  esto  que,  cuanto  mas  distan- 
tes los  colaterales  llamados,  mayor  será  jeneralmente  su 
número,  i  menor  la  porción  viril  do  cada  partícipe.  Obsérvese, 
en  fin,  que  la  lei  no  suele  dividir  la  herencia,  sino  entre  per- 
sonas hacia  quienes  presume  que  el  afecto  del  difunto  era 
l)oco  mas  o  menos  igual.  Cuando  hai  fundamento  para  presu- 
mir una  considerable  desigualdad  bajo  estcros¡>ecto,  lo  da  todo 
a  unos  i  excluye  enteramente  a  los  otros. 

iBe  dirá  que  al  viudo  o  viuda  no  se  lo  quita  nada  de  lo  suyo. 
Se  le  quita  aquello  de  que  estaba  acostumbrado  a  gozar  como 
suyo.  Para  el  caso,  es  lo  mismo. 

Scí  dirá  que,  muerto  uno  de  los  consortes,  se  disminuyen  los 
L,Mst()S  de  la  familia,  i  el  esposo  que  sobrevive  no  necesita  do 
tanta  hacienda  para  c^ínsorvar  su  posición  anterior.  Pero  mu- 
chas veces  sucede  al  contrario.  L.i  muerte  de  un  esposo  produce» 
una  disminución  considerable  en  las  entradas;  i  cuando  esta 
fuese  una  ocurrencia  rara  (que  no  lo  es),  no  habría  razoii 
para  tolerar  su  mera  posibilidad  en  favor  de  colaterales  dis- 
tantes. 

Creemos,  pues,  estar  autorizados  para  deducir  de  las  obser- 
vaciones precedentes  ([uela  regla  actuíd  ([ue  excluye  al  cónyuje 
sobreviviente  de  la  herencia  con  el  olijcto  de  favorecer  a  los 
colaterales,  es  odiosa,  i  debe  restrinjirse  cuanto  lo  permitan 
las  jvsfns  consideraciones  que  haya  de  prestar  la  lei  a  los 
vínculos  de  la  sangre.  En  cuanto  a  nosotros,  la  disposición  drl 
proyecto  nos  parece  'Sobradamente   lil>er.'d  i'especto  de  los  j)a- 
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r  ion  tea,  i  creeríamos  mojor  consultada  la  equidad  natural 
liniiíiindo  su  expectativa,  en  concurrencia  del  viudo  o  viuda, 
al  cuarto  grado. 

A  la  lejislacion  romana,  española  i  francesa,  que  se  nos  citan 
en  el  remitido,  puedo  oponerse  la  de  Inglaterra  i  la  de  los 
Kstados  Unidos.  Según  los  Eslaliitos  Reformados  de  Nueva 
York,  que  empezaron  a  rejir  el  1.**  de  enero  de  1830,  i  (¡ue  no 
han  hecho  mas  que  repix).lucir  en  lo  esencial  las  leyes  inglesas, 
Inhicndo  descendientes  va  el  tercio  de  la  propiedad  personal 
del  intestado  a  su  viuda;  concurriendo  padre  o  madre,  la  mitad; 
no  concurriendo  padre  ni  madre,  hermanos  ni  sobrinos,  el 
ti)do.  Es  verdad  que  la  propiedad  real  o  raíz  está  sujeta  en 
Inglaterra  a  reglas  peculiares  derivadas  del  sistema  feudal; 
pero,  en  la  mayoría  de  los  Estados  Unidos,  la  trasmisión  do 
ambas  especies  de  propiedad  es  a  las  mismas  personas  i  en  las 
mismas  proporciones.  Esta  uniformidad  se  observa  en  los 
estados  do  Maine,  Nueva  Ilampshire,  Vermont,  Massachusets, 
Uhode-Island,  Conecticut,  Pensilvania,  Virjinia,  Ohío,  Indiana, 
Illinois,  Jeorjia,  Kentucki,  Missouri,  Misisipi,  Sur  Carolina 
i  Alabama. 

Ni  es  difícil  columbrar  bajo  qué  impresiones  se  formaron 
las  leyes  romanas,  copiadas  en  esta  parte  por  otros  pueblos  sin 
la  debida  consideración  a  la  variedad  de  circunstancias.  En  el 
antiguo  derecho  romano,  el  matrimonio  que  hacía  de  la  mujer 
una  verdadera  vvddve  de  /a?n¿//a,  surtía  iguales  efectos  que 
la  adopción;  la  colocaba  en  el  número  de  los  herederos  suyos, 
dándole  el  derecho  do  suceder  ab  intestato  con  los  hijos,  i  de 
excluir  a  todos  los  colaterales.  La  corrupción  de  las  costum- 
bres hizo  en  los  últimos  dias  de  la  república  frecuentísimo  el 
matrim  mió  menos  solemne,  que  facilitaba  el  divorcio;  i  la 
disolución  de  este  vínculo,  antes  rara,  llegó  a  ser  una  cosa  de 
común  ocurrencia.  Pero  la  moral  i  la  relijion  misma  se  inte- 
resaban en  ((ue  si»  frecuentasen  los  antiguos  ritos  nupciah's;  i 
de  aquí  el  disfavor  con  que  miraron  las  leyes  aquella  unión 
caila  voz  mas  laxa  i  precaria.  Una  esposa  no  era,  bajo  el  yuico 
íle  los  emperadores  romanos,  lo  que  en  los  buenos  tiempos  de 
la  repúblicn,  o  lo  que  en   los  nuestros   bajo  el  influjo  de  las 
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ideas  cristianas.   «La  libertad  del  divorcio,  dice  el  historiador 
De  la  (locadencia  i  ruina  del  Imperio  lioinano^  dio  lu<2:ar 
a  ]>erniciosos  abusos.  Pasiones,  intereses,  caprichos,  sujerian 
motivos  diarios  para  la  disolución  del  matrimonio.  Una  pala- 
bra,  una  señal,  un  mensaje,   una  carta,  el  mandato  do  un 
liberto  declaraban  la  separación.  La  mas  tierna  de  las  conexio- 
nes humanas  fué  d(?gradada  hasta  convertirse  en  una  sociedad 
transitoria  de  placer  o  de  lucro.    Según  las  varias  condiciones 
de  la  vitla,  ambos  sexos  sentian  alternativamente  el  deshonor 
o  el  daño;   una  esposa  inconstante  trasladaba  sus  riqueza.s  a 
una  nueva  familia,  abandonando  una  prole  numerosa,   fruto 
tal  vez  del  adulterio,  a  la  autoridad  i  cuidados  del  marido  an- 
terior; i  a  la  bella  i  pura  esposa  le  tocaba  la  suerte  de  ser  un 
dia  repuvliada,  i  de  volver  al  mundo  sin  las  gracias  do  la  ju- 
ventud, sin  ]>iencs  i  sin  amparo.  Natural  era  que  esa  licencia 
del  divorcio  destruyese  la  confianza  mutua  i  enconase  las  mas 
triviales  ofensas;  que  la  leve  diferencia  entre  un  marido  i  un 
extraño,  diferencia  ([ue  poJia  tan  fácilmente  removerse,  pudie- 
se aun  mas  fiWihncnte  olvidarse;  i  que  la  matrona,  a  quien  no 
era  repugnante  someterse  en  pocos  años  a  los  abrazos  do  muchos 
maridos,  dejase  de  respetar  la  castidad  de  su  propia  persona.» 
«Ya  no  cuentan  sus  años,  decia  Séneca,  p<n'  el  número  de  los 
cónsules,  sino  de  sas  maridos.»  Léase  la  historia  de  Justiniano, 
i  se  verá  lo  que  era  el   matrimonio  en  aquel    sii,^lo,   cuando 
luchaba  todavía  el  espíritu  del  cristianismo  con  las  ideas  i  las 
ííostuml)res  del  imperio,  que  no  podían  menos  de  reílcjarse  en 
las  leyes. 

El  autor  del  remitido  ci'ee  con  razón  que,  cUv^ndo  la  k-i 
actual  es  buena,  por  ejemplo,  como  cuatro,  es  preciso  para 
alterarla  que  la  innovación  produzca  un  bien  como  cinco. 
Queda  demostrado  que,  en  el  caso  delcónyuje  sobreviviente,  la 
lei  cuya  reforma  so  ha  propuesto,  no  es  buena  ni  aun  como 
coro^  porque  es  positivamente  mala.  Con  que,  por  pequeña 
que  supongamos  la  bondad  de  la  innovación,  hui  suficiente 
motivo  para  adoptarla. 

Pasemos  al  fisco. 

La  principal  razón  cjue  hai  para  deferirle  ei(n"tas  licrencias, 
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no  es,  sogun  criamos,  por  los  inconvenientes  que  resultarian 
si  hubiese  do  abandonarse  un  patrimonio  al  primer  ocupante, 
sino  para  proporcionar  a  las  arcas  nacionales  un  ingreso,  quo 
no  invade  la  propiedad  de  persona  viviente,  ni  frustra  la  mas 
love  esperanza.  Este  es  un  recurso  fiscal,  que  ni  aun  puede  ri- 
gorosamente llamarse  impuesto;  porque,  ¿a  quien  se  impone? 
¿a  quién  grava?  ¿Podria  designarse  alguna  persona  que  ali- 
mentase la  expectativa  de  suceder  a  un   pariente  del  séptimo 
grado,  contando  con  el  caso  fortuito  de  que  falleciese  sin  tes- 
tamento? Pero  llamémoslo  enhorabuena  impuesto;  i  veamos 
si  le  falta  alguna  de  las  cualidades  que  los  economistas  desea- 
rían para  autorizar  los  impuestos,  i  que,  por  la  naturaleza  de 
las  cosas,  no  pueden  obtenerse,  sino  de  un  modoaproximativo, 
i  ni  aun  así  muchas  veces.  Deben  estar,  dice  Adam  Smith,  en 
proporción  con  las  facultades  de  lus  contribuyentes;  deben  ser 
determinados;  deben  cobrarse,  cuando  su  pago  sea  menos  in- 
cómodo al  contribuyente;  i  debe  liacerse  su  cobro  de  manera 
que  la  cantidad  impuesta  entre  en  arcas  con  el  menor  desfalco 
posible.  En  el  caso  presente,  aun  dando  el  nombre  de  contri- 
buyentes a  los  que  solo  pierdan  esperanzas,  ya  hemos  visto 
que  en  rigor  no  las  hai.  El  impuesto,  en  cuanto  a  su  deter- 
minación, no  da  lugar  a  duda.  Con  que  la  única  objeción  quo 
puede  oponérsele  es  lo  costoso  del  cobro,  tomando  en  cuenta 
la  noglijencia  o  rapacidad  de  los  ajentes  fiscales.  A  nosotros, 
aun  en  el  estado  presente  de  la  organización  de  los  ramos  ad- 
ministrativos, cuya  progresiva  mejora  es  palpable,  nos  parece 
mui  cxajerado  el  cómputo  quo  hace  nuestro  corresponsal,  va- 
luando la  pérdida  en  la  mitad  de  los  bienes.   Un   inventario 
solemne,   i  la  subasta  de  los  efectos   hereditarios  en  masa, 
<lejarian  reducida  la  merma  a  una  fracción  tal  vez  inferior  a  los 
gastos  de  recaudación  i  al  extravio  i  desperdicio  que  se  expe- 
rimentan en  otros  ramos  fiscales. 

Contra  la  adjudicación  de  la  herencia  al  fisco,  se  alega  tam- 
icen (|ue  no  puede  presumirse  afecto  en  ninguna  persona  hacia 
él.  Meditemos  un  poco  sobre  la  naturaleza  de  las  presunciones 
legales  relativas  a  la  sucesión  intestada.  La  lei  no  presume 
jamas   afecciones  o  predilecciones   que  sean   contrarias  a  la 
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razón.  Si  es  cierto  eso  odio  al  fíflco,  a  la  hacienda  do  la  patria, 
al  fondo  común  que  destina  la  sociedad  para  proveer  a  la  cus- 
todia i  defensa  de  los  derechos  mas  preciosos  i  de  su  misma 
existencia,  ¿doborá  la  lei  respetar  este  sentimiento  extraviado 
i  nivelarse  por  éi?  ¿No  deberá  mas  bien  correjirlof  Pues  no 
hace  otra  cosa  la  disposición  que  adjudica  al  fondo  común  de 
la  sociedad  unos  bienes  a  que  nadie  puede  ál^ar  una  expecta^- 
tiva  plausible,  sino  talvcz  los  amigos  i  bienhechores,  a  quie- 
nes el  difunto  los  habria  proI)ablemente  legado  testando,  pero 
que  por  desgracia  son  de  aquellas  personas  que  no  están  a  el 
alcance  de  las  previsiones  legales. 

Así  es  que  apenas  hai  Icijislacion  en  que  no  se  llame  o  sp 
haya  Humado  al  fisco,  ya  a  concurrir  con  los  colaterales,  o 
extraños  que  suceden  por  testamento  o  ab  íntestato,  ya  a  tomar 
toda  la  herencia  en  ciertos  casos.  Si  las  leyes  romanas  (como 
han  creíilo  Vinnio  i  otros,  a  pesar  de  un  texto  que  en  su  sen- 
tido natural  i)arece  dar  a  entender  lo  contrario),  no  Ilamalian 
al  viudo  o  viuda  ni  al  físco  imperial,  sino  en  el  caso  desespe- 
rado de  no  presentarse  pariente  ninguno,  de  cualquier  grado 
que  fuese;  en  recompensa  de  esta  liberalidad  con  los  colatera- 
les remotus,  que  tendría  dos  o  tres  ocasiones  de  ejercitarse  im 
cada  si<:^lo,  hacían  entrar  diariamente  en  el  erario  la  vicésima 
heredilaium ^  que,  si  no  se  engaña  Gibbon,  debía  do  aca- 
rrear a  él  todas  las  propiedades  de  los  particulares  en  el  cursi) 
de  dos  o  tres  jeneraciones.  jBuen  modelo  para  fijar  los  dere- 
chos del  fisco  en  las  sucesiones  por  causa  de  muerte! 

En  cuanto  a  España,  basta  citar  la  cédula  de  24  de  diciem- 
bre de  1799,  de  que  nos  da  un  extracto  la  nota  5.*  a  la  lei  1 1 , 
título  20,  libro  10  de  la  Novísimai  Recopilación, 

Ello  es  que  en  materia  de  sucesiones  difícilmente  podrá 
iniajinarse  un  cobro  fiscal  menos  gravoso  que  el  indicado  en 
el  proyecto.  La  única  duda  que  puede  ocurrir  es  acerca  del 
grado  en  que  los  colaterales  deben  ceder  su  lugar  a  la  nación ; 
pero  nunca  creímos  que  se  juzgase  conveniente  ni  equitativo 
colocarlo  mas  allá  del  sexto.  Bcntham,  en  sus  Principios  de 
Código  Cioilj  es  do  dictamen,  que,  no  habiendo  cónyujo  sobre- 
viviente (a  quien  siempre  asigna  una  parte  considerable  en  la 
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herencia  intestada),  ni  (lesccnclicntes,  ni  ¡xidro  o  madre,  ni 
liormano.s  ni  descendientes  de  liermanos  deben  aplicarse  los 
bienes  al  fisco,  con  la  sola  car^^a  de  distribuir  los  intereses  en 
forma  de  pensión  vitalicia  entre  todos  los  ascendientes  de 
írrado  superior  al  primero.  «Yo  no  puedo,  dice,  percibir  nin- 
guna objeción  sólida  contra  este  recurso  fiscal.  Se  dirá  que 
los  colaterales  excluidos  pueden  hallarse  en  la  indijencia;  pero 
ese  es  un  incidente  demasiado  casual  para  que  sirva  de  fun- 
damento a  una  lei.  El  recurso  natural  de  los  colaterales  es  el 
patrimonio  de  sus  autores  respectivos;  ellos  no  han  podido 
colocar  sus  esperanzas,  sino  sobre  esta  base.  Aun  la  de  heredar 
a  un  sobrino  es  débil;  i  bastará  una  lei  positiva  i^ara  extin- 
íTuirla  sin  violencia  o  para  impedir  que  nazca.  El  tío  no  tiene 
los  títulos  del  padre  o  del  abuelo.  Es  verdad  que,  fallecidos 
éstos,  puede  halier  tomado  su  lujO^r,  i  servido  de  padre  al 
sobrino.  Esta  circunstancia  merece  sin  duda  la  atención  del 
lejislador;  i  aunque  la  facultad  de  testar  podria  proveer  a  ello, 
ese  medio  de  obviar  los  inconvenientes  de  la  lei  sería  nulo, 
cuando  el  sobrino  falleciese  en  edad  pupilar.  Si  se  quisiese, 
])ues,  suavizar  la  lei,  la  primera  ampliación  dcl>er¡a  ser  a  favor 
del  tio,  sea  por  medio  del  capital  hereditario,  o  solamente  de 
los  intereses.»  Tal  es  la  opinión  de  Bentham,  i  entre  ella  i  la 
adoptada  por  la  comisión,  queda  todavía  un  intervalo  in- 
menso. 

Últimamente,  si  se  cree  que  el  fisco  no  tiene  necesidad  do 
ese  ingreso,  destínese  a  un  objeto  de  beneficencia.  ¿Se  deberá 
pi^osumir  que  el  difunto  iiabria  querido  mas  bien  favorecer  a 
un  colateral  distante,  que  dotar  un  hospital  o  una  escuela?  ¿1 
deberán  las  leyes  dar  acojida  a  semejante  presunción? 

II 

Se  desaprueba  la  cláusula  segunda  del  artículo  19,  título  2.** 
del  proyecto  en  que  se  dispone  que  en  la  sucesión  de  un  varón 
los  hijos  naturales  reconocidos  sean  preferidos  a  todos  los  cola- 
terales, excepto  los  hermanos. 

Pi'emitiremos  para  la  discusión  de  este  punto  dos  cosas  a 
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que  nuestro  corresponsal  no  nos  parece  habar  prestado  bastan- 

te  atención. 

La  primera  es  que,  en  la  sucesión  de  los  hermanosi  so  oom- 
prcnden  sus  descendientes  lejitiiños,  que  tienen  derecho  para 
representarlos.  Sí  el  padre  natural  deja  sobrinos,  suoedea 
óstos  representando  a  su  padre  difunto,  i  el  hijo  natural  lleva 
solo  la  mitad  de  los  bienes. 

La  segunda  os  que,  si  bajo  cierto  aspecto,  parece  mejorarse 
en  el  proyecto  la  condición  de  los  hijos  naturales,  bajo  otro 
aspecto  se  han  disminuido  considerablemente  sus  derechos  i 
casi  so  han  abolido  del  todo.  Loa  hijos  naturales  no  roconocir 
dos  se  miran  simplemente  como  ilejltimos  respecto  del  padre; 
i  no  les  queda  mas  derecho,  que  el  de  alimentos  sobro  los  bie* 
nes  paternos. 

Ahora  bien,  las  razones  en  que  se  apoya  la  disposición  im- 
pugnada no  pueden  ser  mas  evidentes.  El  padre  que  reconoce 
a  un  hijo  natural  por  acto  auténtico,  en  cierto  modo  le  adopta. 
El  sabe  de  antemano  los  derechos'  que  se  derivan  de  este  reco- 
nocimiento. Reconociéndole,  se  los  confiere  por  un  acto  tan 
positivo  de  su  voluntad,  como  si- hiciese  un  testamento,  asig- 
nándole la  cuarta  parte  de  los  bienes,  en  concurrencia  de  as« 
cendientes,  o  la  mitad  en  concurrencia  de  hermanos.  Sí  no 
obstante  esta  especie  de  adopción,  quiere  darle  mas  o  menos 
de  las  cuotas  legales,  queda  a  su  arbitrio  el  hacerlo  testando. 
Si,  por  otra  parte,  no  está  dispuesto  a  reconocerle  por  un  acto 
auténtico,  i  le  quiere  dejar  cualquiera  porción  do  sus  bienes  o 
todos  ellos  (sin  perjuicio  de  los  asignatarios  forzosos),  puede 
también  hacerlo  testando.  Todo  depende  realmente  de  su  vo- 
luntad. 

Sabido  es  cuánto  se  puede  abusar,  i  de  hecho  se  ha  abusado, 
de  las  leyes  que  actualmente  rij en,  forjando  filiaciones  natura- 
les para  cobrar  las  dos  onzas  del  derecho  romano  i  de  la  leí  do 
ParLida,  El  artículo  19,  limitando  la  sucesión,  en  los  bienes 
del  padre  intestado,  a  los  hijos  naturales  formalmente  recono- 
cidos, remueve  este  inconveniente. 

Ni  es  cosa  nueva  en  el  derecho  que  se  permita  al  padre  otor- 
gar a  sus  hijos  naturales  por  un  acto  formal  de  reconocimiento 


CONTROVEIISIA  3jI 


el  derecho  de  succderle  ab  intcstato.  Por  una  constitución  del 
emperador  Anastasio,  que  es  la  6  C.  De  natnr,  /¿í;.,  podía 
el  padre  arrogar  a  sus  hijos  naturales;  que,  lejitimados  de 
este  modo,  heredaban  al  padre  e.v  toslamento  i  ab  intestato^ 
excluyendo  aun  a  los  ascendientes.  La  disposición  del  proyecto 
les  ( oncede  muchísimo  menos. 

Justiniano  revocó  en  esta  parte  la  constitución  de  Anastasio; 
pero  vino  a  establecer  sustancialmente  lo  mismo,  disponien- 
do (  Coll.  VIII,  capítulo  2  ),  que  si  un  hombre,  en  acto 
auténtico,  daba  el  nombre  de  hijos  sin  añadir  naturales^ 
a  los  habidos  en  mujer  libn',  sin  nsccsidad  de  otra  prueba  se 
les  reputase  lejítimos,  i  gozasen  de  todos  los  derechos  de  tales. 
Verdad  es  que  en  este  caso  se  mandaba  presumir  matrimo- 
nio; pero  por  una  presunción  ju)'¿s  el  de  jure,  que  excluía 
toila  prueba  contaría,  por  lo  que  se  miró  la  constitución  do 
Justiniano  como  inductiva  de  un  nuevo  modo  delejitimacion. 
La  cláusula  censurada  en  el  remitido  no  se  extiende  a  tanto, 
ni  con  mucho:  no  lejítíma  al  hijo  natural;  no  le  iguala  a  los 
lejítimos  en  la  sucesión  intestada  del  padre,  ni  lo  autoriza  para 
concurrir  con  ellos;  no  disminuye  la  porción  lejitímaria  de  los 
ascendientes;  i  deja  participar  en  la  herencia  a  los  hermanos 
personalmente  i  representados  por  su  posteridad  lojítima. 

Pero,  ¿para  qué  recurrir  a  códigos  extraños?  La  lei  7,  titulo 
22,  libro  4.®  del  Fuero  Real  dispone  que,  si  alguno  quisiese 
adoptar  a  un  hijo  habido  en  mujer  que  no  sea  de  bendición, 
puede  hacerlo  ante  el  reí  i  hombres  buenos;  i  que  si  el  adop- 
tante muriese  sin  testamento,  i  sin  descendencia  lejitima,  herede 
todos  los  bienes  el  hijo  natural  adoptado.  ¿No  es  esto  favorecer  a 
los  hijos  naturales  reconocidos  mucho  mas  que  el  proyecto? 

La  lei  10  de  Toro  va  mas  allá.  Ella  permito  al  padre  que 
no  tiene  descendientes  lejítimos  otorgar  un  testamento  en  quo 
disponga  de  todo  su  patrimonio  a  favor  do  sus  hijos  natura- 
les, aunque  tenga  ascendientes;  i  en  virtud  del  proyecto  so  per- 
mitiría al  padre  otorgar  un  acto  auténtico,  en  virtud  del  cual 
sucediesen  ab  intcstato  los  hijos  naturales,  no  como  por  la  lei 
do  Toro,  sino  dando  un  lugar  a  los  ascendientes  i  a  los  her- 
manos. 
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La  vonlítd  ca  que  en  el  proyecto  so  han  coartado  bajo  ÍOíÍoí 
Bipoctos  lo9  ([ercühod  di  Ioü  üijus  naturalos  en  la  succsiun 
]>at6nia;  pitríiuo,  saa  que  el  padre  los  reconozca  o  mí,  si-a  que 
haga  o  nó  tostamento,  no  jmede  nnnca  Tavoreccrlos  en  por- 
juifiio  tle  la  lejitima  de  loa  ascendientes,  oomo  puede  jwr  Ina 
leye»  quo  hoi  rijen.  Dejando  laa  autoridades  fatibleii  de  los  cótli- 
gos,  at(>ng:imonoíi  a  la  sana  razón.  En  el  sistema  del  proyecto, 
«I  padre  que  reconoce  a  un  liijo  natural  por  acto  autúntic*, 
sabe  que  le  da  dcraeho  para  quo,  si  fallece  sin  testamento,  lo 
suceda,  concurriendo  con  sus  aseendientes  i  hermanos.  El  acto 
de  reconocimiento  es  ^loco  menos  que  una  expresa  declarauton 
<le  su  voluntiid  a  este  respecto.  La  cuestión  se  reduce,  pues,  a 
esta:  ¿liai  algo  de  malo  en  quo  el  padre  dó  a  conocer  su  vo- 
luntad de  este  modo,  quedando  en  plena  libertad  pai-a  rovouar- 
la  o  modificarla  testando?  ¿Ha  de  dejar  alguna  parte  do  sus 
bienes  a  sus  colaterales,  aunque  no  quiera? 

El  autor  del  remitido  desaprueba  también  quo  el  padre  nu- 
tural  haya  sido  absolutamente  excluido  de  la  sucesión  intcsta- 
<Ia.  Esta  cuestión  pudiera  dar  cabida  a  mas  diverjencia  de 
opiniones,  quo  las  otras  a  que  se  refiere  el  remitido.  Se  pueden 
alegar  razones  fuertes  por  una  i  otra  parle.  Coaj 
cjon  do]  pío  y  cuto,  liai; 

I."  La  presunción  de  la  voluntad  del  hijo; 

2."  El  principio  de  reciprocidad. 

Preferimos  con  todo  el  juicio  de  la  comisión  por  las  consi- 
deraciones siguientes: 

La  paternidad  ilejitima  supone  una  soiluccion,  un  acto  per- 
nicioso a  la  sociedad,  i  especialmente  reprobado  por  la  moral 
cristiana,  en  una  palabra,  su^Kine  un  delito.  En  este  delito,  el 
padre  ha  sido  el  instigador,  el  autor;  la  madre,  una  victima, 
de  cuya  miseria  participa  mas  o  monos  el  hijo.  La  mujer  tiene 
que  expiar  su  flaqueza  con  el  deshonor,  con  una  verdadera  i 
dolorosa  degradación;  mientras  que  el  principal  delincuente  ni 
se  cree  con  menos  derecho  a  la  consideración  do  sus  iguales, 
ni  de  hecho  os  menos  respetado  i  estimado  que  antes.  No  ix>- 
drá  negarse  que  estas  son  las  costumbres  dominantes  en  los 
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países  mas  morales  i  cultos;  i  aun  puede  decirse  que  la  mora- 
lidad (le  ((uo  se  glorían  bajo  este  punto  de  vista  algunas  na- 
ciones, se  distingue  tanto  por  su  inflexiUo  rigor  hacia  el  sexo 
débil,  como  por  eu  induljencia  con  el  fuerte. 

Si  la  loi,  pueft,  no  quiere  haccrao  cómplice  de  esta  injualicia 
(1c  la  opinión,  debe  establecer  una  completa  diferencia  entre 
el  padre  i  la  madru;  diferencia  apoyada,  ademas,  en  la  supe- 
rior certidumbre  de  la  maternidad.  Castigada  la  segunda  por 
las  ideas  de  lionor  que  hoi  reinan,  severas  con  ella,  i  benignas 
con  el  autor  de  su  deshonra,  seria  duro  agravar  todavía  este 
castigo,  privándola  del  dcreclio  de  suceder  ab  intestato  a  su 
Iiijo.  En  cuanto  al  padre,  no  vemos  fundamento  para  que  sa 
le  exceptúo  cíe  atjuellas  reglas  de  derecho:  Nenio  de  impro- 
bitale  ana  conscquilur  aclionem.  Nomo  ex  suo  delicio 
condilionem  suam  nieliorem  faceré  potest.  Sea  capaz 
enhorabuena  de  suceder  a  su  hijo  natural;  pero  débalo  a  la 
voluntad  expresa  del  hijo,  no  a  la  lei.  La  reciprocidad  de  loa 
dos  en  la  sucesión  intestada  igualaría  a  la  inocencia  con  el 
delito. 

Tales  son  las  razones  que  la  comisión  ha  tenido  presentes; 
i  confesamos  que  nos  parecen  preponderar  muebo  sobre  las 
alegadas  por  los  partidarios  de  la  opinión  contraria. 

Conviene  notar  que,  según  el  proyecto,  no  teniendo  el  hijo 
natural  no  reconocido  derecho  alguno  para  suceder  ab  intes- 
tato al  padre,  el  padre  no  podría  tener,  en  virtud  del  principio 
do  reciprocidad,  dereclio  alguno  para  suuederle  a  su  vez.  Ll 
liijo  natural  reconocido  funda  su  derecho  en  un  acto  auténtico 
de  la  persona  a  quien  se  presenta  a  suceder;  i  el  padre  que, 
sobroviviéndole,  se  presentase  a  la  sucesión  del  hijo,  habría 
do  derivar  su  derecho,  no  de  un  acto  del  hijo,  sino  do  un  acto 
propio.  El  reconocimiento  del  padre  es  un  llamamiento  tácito 
a  BU  herencia  intestada:  ¿lo  haremos  también  un  acto  en  que  el 
padre  se  arrogue  de  su  propia  autoridad  el  derecho  do  suceder 
al  hijo?  ¿No  se  eslablcceria  de  este  modo  una  voluntad  capta- 
toria: Te  doi  el  derecho  de  suceder  en  mis  bienes,  pa»'» 
adquirir  el  derecho  de  suceder  en  ¡os  tuyos?  Poro  aun  hai 
mas:  la  voluntad  captatoria  supone  el  concurso  de  dos  voiun- 
opíisc.  45 
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tadcs;  i  en  la  reciprocidad  que  el  autor  del  remitido  propotiT', 

todo  dependería  de  una  sola. 

Pésense  los  graves  incon^~enieRte8  qu<^  podrían  resultar  do 
esa  regla.  Un  padre  podría,  cuando  quisiese,  constituirá  cl 
derecho  de  sucetter  a  un  hijo  natural  í\ae  poseyese  un  patñ- 
monio  cuantioso,  í  estuviese  pró:tímo  a  fallecer  en  edad  ¡«ipi- 
lar,  o  hubiere  perdido  el  juicio,  o  fuese  pcir  otro  motivo  incapaz 
de  testar.  Podría  constituirse,  ademas,  el  derecho  eventual  de 
sucederle,  para  todos  lofl  casos  en  que  por  alguna  contingencia 
dejase  de  hacer  testamento.  Le  bastaría  reconocerle,  quedando 
siempre  on  libertad  para  disponer  de  todos  sus  bienes  a  favor 
de  extraños. 

Estamos  por  cl  dictamen  de  la  com¡»túii.  Si  en  algo  disen- 
timos de  ella,  es  relativamente  a  la  madre.  El  sistema  de  las 
leyes  romanas  i  el  de  la  lei  de  Toro^  adoptado  por  la  oomísíou, 
nos  parecen  expuestos  a  inconvenientes  mui  graves  en  la  prác- 
tica. Acaso  mas  adelante  se  nos  ofrecerá  ocasión  de  tocar  este 
punto. 


OLINTO    REMITIDO 

Continuando  el  examen  o  análisis  que  empezamos  en  el  re- 
mitido anterior  de  las  respuestas  quo  se  dan  a  nuestras  obser- 
vaciones sobre  el  Proyecto  de  Código  Civil,  veamos  si  es  sa- 
tisfactoria la  que  se  da  en  apoyo  del  artículo  18  del  titulo  1.*, 
que  es  uno  de  los  que  censuramos.  Dijimos  que  no  debía  bas- 
tar para  la  exclusión  do  un  indigno  la  voluntad  sola  de  los 
interesadr-s  en  ella,  como  dispone  el  artículo  citado,  si  no 
concurría  también  la  del  difunto,  como  establecen  nuestras 
leyes.  Para  manifestar  mejor  los  fundamentos  do  nuestra 
opinión,  tomemos  la  materia  desde  mas  atrás.  O  el  indigno 
pertenece  al  número  de  los  herederos  forzosoa  o  al  «le  loa 
voluntarios.*  En  cuanto  a  los  primeros,  las  causas  de  indigni- 


*  entendemos  por  herederos  forzosos  aquellusaqiiicneis  i'l  teaCador 
debe  dejar  procisamonto  unn  parte  desús  bienes,  i  por  voluntarios 
Io3  domas.  Por  ratoncü,  que  no  os  del  caso  oniuncrar,  no  ndmilinios 
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liad,  en  nuestro  concepto,  no  deben  ser  otra  cusa,  comoenefet'lo 
nu  lo  son  por  las  leyoa  vijentes,  que  unos  casos  en  que  so 
exime  a]  ofendido  de  la  obligación  que  le  impone  la  lei  de 
dejarleíi  uittrla  porción  do  sus  bienes,  exención  concedida,  ya 
para  que  puedi»  uyarse  de  ella  como  castigo,  ya  por  lo  duro 
quo  seria  el  cumplimiento  do  la  obligación  en  ciertos  casos, 
como  cl  de  un  liijo  ingrato  que  talvez  ha  atentado  a  la  vida 
do  su  padre  por  Iicrodiirle  cuánto  antea.  Justo  es  ontónoes 
autorizar  al  padre  para  excluir  de  su  herencia  al  hijo  quo  ha 
querido  adquirirla  a  costa  de  un  crimen. 

De  que  este  sea  el  ospiritu  de  la  leí,  no  queda  duda  si  se 
atiende  a  la  naturaleza  de  las  causas  de  desheredación  por 
nuestro  derecho  i  a  la  de  I;is  de  indignidad  por  el  proyecto.  Si  esto 
os  conformo  a  razón,  como  lo  creemos,  se  deduce  por  consecuen- 
cia que,  no  usando  el  ofendido  de  esa  facultad  que  se  lo  conce- 
do, subsiste  su  obligación,  sin  quo  ningún  otro  pueda  quitár- 
sela, sino  él.  Se  aumenta  la  fuerza  de  estas  razones  en  el  caso 
do  los  hereileros  voluntarios,  porque  entonces  el  llamamiento 
debe  considerarse,  no  como  cl  cumplimiento  de  una  obligación 
impuesta  por  la  lei,  sino  como  mero  efecto  do  la  voluntad  del 
testailor,  el  cual  pudo  deruj^^ir  la  institución,  aun  sin  necesidad 
de  causa  ninguna  por  parte  del  indigno. 

Examinemos  ahora  las  razones  que  se  dan  en  contra  do 
nuestra  opinión.  So  dice,  en  primor  lugar,  que,  suponiendo 
establecido  quo  la  indignidad  posterior  al  testamento  se  purgue 
por  la  circunstancia  de  no  haber  sido  revocado,  todavía  no 
puede  admitirse  como  inequívoca  la  presunción  que  resulta  do 
la  simple  omisión  de  un  hecho,  omisión  quo  puiddc  tener  muchas 
causas,  porque  ¡cuántas  veces  sucede  que  muere  sin  testamento 
el  que  pudo  i  se  propuso  testar!  Concedemos  que  sea  equivoca 
la  pre.suncion  que  resulta  del  silencio  del  ofendido,  porque 
este  silencio  puede  tener  muchas  causas;  pero  no  podrá  negár- 
senos que  no  hai  dilícultad  en  quo  una  de  esas  causas  sea  el 
no  querer  derogar  el  llamamiento,  i  que  ésta  parece  la  mas 

In  diviHion  do  los  herederos  en  nvcesahoB,  aiijos  i  noCM&rios,  i  vo- 
lunUriot),  quo  tiacon  las  leyes  romanas  i  las  nuestras  [Prorntium,  de 
iKrpdum  r¡uulitítte  i  Ici  21,    titulo  3",  Pflrlída  6.'|. 
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probable,  porque,  bí  yo  puedo  ejecutar  un  acto  í  no  lo  liagv), 
ilui  una  prueba  casi  cierta  (1a  q\ie  no  es  mi  voluntad  practicar- 
lo; de  modu  cjue,  si  no  hai  presunción  ineíjuivoca  a  fuvor  dül 
testamento,  a  lo  menos  la  büi  muí  fuerte.  A  pst«,  ao  agrega 
que,  aun  ¡lartiendo  del  principio  de  que  no  hubiera  presunción 
ninguna  en  favor  ni  en  contra  del  teatamenlo,  osle  debe  siem- 
pre subsistir,  porque,  para  conservar  a  uno  su  derecho  no  so 
necesita  presunción,  i  porque,  en  igualdad  do  circunstancias, 
es  mejor  la  condición  del  que  posee.   Pero  mas,  supongamo« 
que,  no  solo  no  hai  presunción  de  ninguna  clase  a  favor  del 
testamento,   sino  certidumbre  contra  él;  por  ejemplo,  Podro, 
«in  tener  mas  paricates  que  su  hermano  Juan,  nombra  pop 
lieredero  al  extraiío  Diego;  i  después  dice  en  presencia  de  dos 
testigos  fidedignos  que  no  está  contento  con  aquella  disposi- 
ción i  que  no  quiere  que  sea  Diego  su  heredero.  Preguntamos: 
¿valdrá  el  testamento   o  se  concederá  a  Juan   la  facultad  de 
impugnarlo  para  heredar  ab  intestato?  No  sabemos  qué  dis- 
pondrá el  proyecto  sobre  esto,  pero,  por  nuestras  leyes  i  las 
romanas,  vale  indudablemente,  porque  un  testamento  por  regla    , 
jeneral,  no  puede  romperse  sino  por  otro  posterior  i  perfecto. 
I  si  en  esto  c^aso  vale  el  testamento  a  pesar  de  haber  certidum* 
bre  de  la  mutación  do  voluntad  del  testador,  ¿con  cuánta 
mas  razón  deberá  valer  en  im  caso  en  que  a  lo  sumo  puedo 
decirse  que  se  presume  tal  mutación?  Fundamos  este  argu- 
mento en  nuestras  leyes,  perqué  creemos  acertada  su  disposi- 
ción en  esta  parte,  i  que  como  tal  sci-á  adoptada  en  el  proyecto. 
Por  último,  el  temor  de  que  el  silencio  del  ofendido  no  pro- 
venga do  querer  condonar  la  indignidad,  sino  de  otra  causa, 
existe  en  el  mismo  grado,  siguiendo  el  principio  del  proytoto;       ' 
porque,  sí  para  la  firmeza  de  la  institución,  es  necesaria  un» 
confirmación  expresa  icuánlas  veces  sucederá  que  muera  ain 
confirmarla  el  que  pudo  ¡  so  propuso  hacerlo! 

Ütra  razón  es  quo  la  materia  do  parto  del  indigno,  según 
presumimos,  os  cíe  lucro  captando,  i  jwr  esta  causa  no  debo 
darse  gran  peso  a  presunciones  falibles,  que  muchas  circuns- 
tanciaM  pueden  hacer  :1e1>tlÍMÍmas.  I  bien,  ¿acaso  es  tic  damno 
ril.'nidn  respecto  de  los   interesados  «n  su   exclusión?  Tan  de      , 
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/ticro  capIail(/o  es  para  el  uno,  tumo  para  los  otros;  i  si  por 
esta  parte  quedan  ¡suales,  por  utra  Iiai  una  diferencia  nota- 
I)le:  privando  de  la  herencia  al  indigno  que  no  ha  sido  deshere- 
dado, Ig  imponemos  la  pena  de  oapcranza  frustrada;  i  privando 
de  ella  a  los  interesados  en  bu  cxcluNiun,  éstos  csperirnentan 
cuando  mas  la  de  deseo  no  satisfecho;  i  dobiondo  pi-0])oner«o 
todo  lejislador  aumentar  los  goees  i  disminuir  los  padeeimien> 
tos,  claro  es  que,  de  las  dos  punas  antt-i-ioi'es,  debe  estarse  por 
la  última.  Se  dice  también  quo,  otorgándose  a  veces  codicí- 
los  para  confirmar  una  disposición  anterior,  nada  cuesta  al 
ofi-ndido  hacer  otro  tanto  en  esle  caso.  Mui  bien,  con  que 
cuando  so  trata  de  hacer  una  disposición  confirmando  otra 
anterior  hai  faciliilad,  i  cuando  ne  trata  de  hacer  una  disposi- 
ción derogando  otra  anterior  hai  diOcultad  i  peligro  do  que 
muera  sin  testamento  el  que  pudo  i  se  propuso  testar.  No 
pasamos  por  esta  lójica:  o  realmente  liaí  facilidad  en  el  pri- 
mer caso  i  entonces  también  la  hai  en  el  KCgundo,  i  en  tal 
caso  va  por  tierra  lo  que  se  dice  al  fin  de  la  primera  razón; 
o  si  hai  dificultad  on  el  primer  cano,  también  laliai  en  el  se- 
gundo, i  entonces  nada  vale  la  razón  que  combatimos  actual-, 
mente. 

Finalmente,  se  alega  que,  si  el  ofendido  omite  la  confirma- 
ción, conociendo  las  consecuencia.^  neccsaria.%  de  su  silencio, 
da  motivo  para  presumir  quo  callando  quiso  derogar  la  insti- 
tución. ¿Qué  necesidad  tiene  de  revocar  lo  que  la  lei  ha  can- 
celado? A  esto,  respondemos  retorciendo  el  argumento:  supo- 
niendo establecido  que  la  indignidad  no  produzca  efecto  sin 
la  voluntad  del  diruntu,  si  éste  omite  la  exclusión,  conociendo 
las  consecuencias  necesarias  de  su  silencio,  da  motivo  para 
presumir  que  callando  no  quiso  revocar  la  institución.  ¿Qué 
necesidad  tiene  de  confirmar  lo  que  ni  él  ni  la  lei  han  can- 
celado? Ademas,  encontramos  on  el  argumento  algo  de  petición 
de  principio,  porque  se  resuelve  la  cuestión  consigo  noisma. 
¿Oómo  suponer  quo  la  consecuencia  necesaria  del  silencio  del 
ofendido  es  derogar  la  institución,  cuando  justamente  eso  es 
lo  que  se  disputa?  El  verdadero  modo  de  raciocinar  en  esto 
caso  es  suponer  que  no  hai  disposición  de  la  lei  sobre  la  ma- 


Icria,  i  qiio  so  trata  iIp  aduptttr  una  de  dos  que  so  presentan. 
O  se  admite  que  el  silencio  <lol  ofendido  ))asta  para  derogar  el 
llamamiento,  o  que  la  causa  do  indignidad  no  produce  credo 
si  el  ofendido  no  usa  de  ella  del  modo  lefial.  Expuestas  están 
las  razones  que  Iiai  a  Favor  de  cada  uno  do  estos  principio».  Siti 
embargo,  no  omitiremos  detür  que,  dado  caso  que  haya  tantn 
probabilidad  a  íavor  de  uno  como  de  otro,  dclie  oubaistir  el 
Hcyundo  [»or  ser  el  establecido  en  nuestras  leyes  i  no  babor 
motivo  razonable  para  variarlo. 

En  casi  todo  este  remitido,  hemos  hecho  uso  de  la  palabra 
llamamiento  i  no  institución,  porque  puede  no  baberósta,  sino 
solamente  aquél,  como  so  verifica  en  la  sucesión  iulestada. 
Paroeo  no  haberse  fijado  en  este  caso  el  autor  de  ta  respuesta, 
porque  solo  nos  habla  de  indignidad  anterior  al  testamento  e 
indignidad  posterior,  cuando  puedo  suceder  mui  bien  que  la 
indignidad  no  sea  ni  anterior  ni  posterior  al  testamento  por 
falla  de  éste.  No  sabemos  ((uó  razones  puedan  darse  para  la 
aplicación  del  articulo  en  esle  caso,  porque  las  dw,  sean  buenas 
o  malas,  no  son  aplicables  a  él. 

Sentimos  sobro  manera  vernos  en  la  precisión  de  extender- 
nos tanto  en  nuestros  remitidos;  pero  lo  mas  que  podemos 
hacer  en  obsequio  de  la  brevedad,  como  en  efecto  lo  baccmoa 
algunas  veces,  es  suprimir  parte  do  las  reflexiones  que  so  nos 
ocurren,  Sirvanos  de  disculpa  lo  interesante  de  la  materia,  co- 
mo también  el  que  no  faltan  escritores  que  ocupan  la  atención 
del  público  con  materias,  si  no  perjudiciales  o  importunas,  a  lo 
menos  frivolas  e  insignificantes. 

V.  P.  \>.  1. 


SEXTO    HEMITinO 

La  respuesta  quo  se  da  a  nuestras  observaciones  sobre  el 
articulo  23  del  titulo  1.",  es  en  parte  satisfactoria.  Leído  nucva- 
u  ion  te  el  artículo  "30  deH-Mí/ígoCiri/ francés,  encontramos 
wr  su  intelijencia  la  que  so  nos  dice.  Pasemos  a  ver  si  en  el  pro- 
yecto se  lia  ostablecido  con  la  debida  claridad  la  obligación  do 
instituir  a  aqui'illos  que  sin  la  interposición  del  indigno  habrían 
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8Í(Io  htTedoros  forzosos,  o  K-Jilimarios  wniii)  nuevamente  so 
Ion  (lünomiixa,  Ánlos  advortíremoa  c¡uo,  tanto  un  el  actual  remi- 
tiilo,  como  en  el  a  que  nos  referimos,  liahlamos  del  caso  en  que 
por  indií^nidad  do  una  persona  pase  a  ser  heredero  forzoso,  el 
<|ue  ¿ntea  na  lo  era,  no  del  (.mso  t^n  que  pase  al  Iiiju  la  heron- 
fia  de  un  extraño  por  haber  sido  suíjtituidk>  al  padre;  ni  del  en 
que,  por  la  remoción  de  ésto,  quedo  »quól  mas  pnSxínio  parien- 
te ilel  difunto  en  la  linca  trasversal.  Consecuentes  a  la  opinión 
'jiie  tiernos  emitido  aeerca  del  artículo  17  del  mismo  titulo, 
juitgamos  innecesario  fijarnos  en  los  dos  últimos  casos,  porque 
en  ninguno  de  ellos  dehe  cl  indiano  perder  la  herencia  si  no  se 
le  deshereda,  i  principalmente  porque,  verificándose  esta  últi- 
ma circunstancia,  no  debe  imponerse  al  testador  la  obligación 
de  instituir  a  lus  hijos  o  desticnd lentes  del  indigno  deshere- 
dado: propiedad  [>ecul¡ar  del  primer  caso.  Hecha  esta  adver- 
tencia, pasemos  adelante. 

Cuando  dijimos  que  el  conocimiento  de  que  la  ¡ndigniílad 
del  padre  no  perjudicaba  a  los  hijos  era  una  consecuencia,  no 
de  carecer  el  padre  del  usufructo  de  la  herencia  que  [wr  su 
indignidad  ha  pasado  al  hijo,  sino  de  la  lectura  del  artículo 
'ü'i  i  su  nota,  tuvimos  presente  el  artículo  9  del  titulo  3.%  on 
que  se  declara  poderse  representar  al  incapaz,  indigno,  etcé- 
tera; pero  creímos  quo  esto  no  salvaba  la  dificultad,  por  la 
diferencia  que  encontramos  entro  la  mera  posibilidad  de  la 
representación  en  la  sucesión  intestada,  única  de  que  habla  oí 
título  2.',  i  la  obligación  que  del)o  ponerse  al  testador  de  ins- 
tituir a  aquéllos  que  habrían  sido  sus  herederos  forzosos  sin  la 
interposición  del  indigno.  Por  lo  que  toca  a  los  descendientes, 
cesó  la  dificultad  desdo  que  vimos  el  articulo  i  del  título  8.*, 
por  el  que  se  les  concede  el  Ireneficio  do  la  representación  en 
ia  sucesión  testamentaria,  según  las  mismas  reglas  que  en  la 
sucesión  intestada.  Solo  resta  establecer  con  igual  claridad  cl 
derecho  de  los  abuelos,  bisabuelos,  etcétera,  en  caso  do  indig- 
nidad del  hijo,  nieto,  etcétera,  respecto  de  sus  descendientes; 
dado  caso  que  esto  se  crea  equitativo,  como  lo  es  a  nuestro 
juicio.  Hagámonos  entender  con  un  ejemplo.  Supongamos  que 
Pedni  tiene  padre,  madre  i  abuelos  paternos,  i  que  deshereda 
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al  padre  por  Justa  uauMa:  ¿tieite  obligación  de  instituir  solo 
a  la  m»(1re,  o  los  abuelus  paternos  son  tamliicn  stis  Irjiti- 
marioB?  llii  aquí  una  cucstinn  quo  ci-ci?mo3  no  se  halla  resuel* 
ta  en  el  proyecto;  i  si  lo  está,  ps  on  contra  tle  loa  abndus.  Pur  el 
Articulo  la  del  titulo  Ü.",  se  declara  que,  sí  el  difunto  no  deja 
posteridad  que  tenga  dcieulio  a  sucedi-rlo,  le  sucedían  sus 
Rscendiontcs  lejitimos  de  ambas  lincaa;  pero  esto  d«!>e  enten- 
derse sin  perjuicio  de  indignidad,  incapacidad,  elcclera.  3i  el 
padre  de  Pedro  hubiera  muerto,  los  abueloa  de  éste  tcmlrian 
un  derecho  incuestionable  en  virtud  del  segundo  inciso  del 
mi»mo  articulo  a  la  mitad  de  la  herencia;  pero  la  existencia 
del  padre  los  perjudica,  i  su  indignidad  impido  el  tránsito  da 
la  herencia  a  los  ascondicntea  de  grado  ulterior.  Reglándose 
la  sucesión  ex  testamento  por  lus  mismas  reglas  que  la  sucesión 
ab  intestato  parece  deducirse  c!e  lo  dicho  que  los  abuelos  pater- 
nos de  Pedro  no  deben  concurrir  con  la  madre  de  éste  on  la 
mitad  lejitima. 

No  tenemos  dificultad  en  creer  que  tal  vez  las  razónos  proce- 
dentes carezcan  de  fuerza  por  haber  entendido  mal  el  artículo 
en  quo  las  fundamos;  pero,  así  como  nosotros  procediendo  de 
buena  fe  le  liemos  dado  mala  intolij encía,  no  es  difícil  que  ha- 
ya otros  a  quienes  suceda  lo  mismo,  i  todavía  es  mas  fácil  que 
uno  de  mala  fe  saque  de  él  motivo  de  cuestiones  i  disputas. 
Esto  parece  manifestar,  ní  no  la  necesidad,  al  menos  la  utilidad 
de  establecer  de  un  nioilo  claro  el  derecho  de  los  ascendien- 
tes en  el  ejemplo  propuesto  i  sus  semejantes. 

Nada  diromos  acerca  de  la  respuesta  que  se  da  a  nuestras 
observaciones  sobre  los  adverbios  persofiaí  i  ropreseiilativa' 
mente  i  la  conjunción  copulativa  i  con  quo  se  hallan  unidos  en 
el  articulo  15  del  titulo  2."  Habiéndose  propuesto  otra  redac- 
ción, que  hace  eviden Lómenlo  mas  intelijible  el  articulo,  cual- 
quiera discusión  sobre  la  materia  seria  gastar  tiempo  iniitil- 
mcnte.  Contrayémlonoa  ahora  a  la  setíunda  parte  del  ar- 
ticulo, en  la  cual  so  determinan  los  derechos  de  los  hermanos 
unilaterales,  i  cotcjomlo  nu  disposición  con  la  de  las  Iej*«s 
francesas,  no  trepidamos  en  dar  la  preferencia  a  la  del  pro* 
¡Wto. 


CONTn  JVEIISIA  -61 

No  queremos  pasar  por  alto  la  rectirioacion  que  trata  de 
hacerse  en  el  ejemplo  propuesto  i  resuelto  por  nosotros  en  ul 
remitido  a  que  alude  la  respuesta  de  que  actualmente  trátameos. 
Se  dice  que  la  porción  de  los  unilaterales  es  3,428  V?  j  si^^ 
necesidad  de  reducir  ni  simplificar  quebrados,  como  supone- 
mos. O  se  cree  que  hemos  dicho  que  cada  vez  que  se  aplique 
el  artículo  hai  necesidad  do  reducir  i  simplificar  quebrados,  o 
que  éstas  dos  operaciones  eran  necesarias  en  el  ejemplo  que 
propusimos  i  modo  como  lo  resolvimos:  si  lo  primero,  se  ha 
dado  a  nuestras  palabras  una  extensión  que  conocidamente 
no  tienen.  Antes  de  ahora  hemos  tenido  ya  que  notar,  i  quizá 
en  adelanto  notaremos,  el  haberse  tomado  en  jeneral  algunas 
expresiones  nuestras  aplicadas  a  un  caso  determinado.  Talvez 
esto  provenga  de  que  nosotros,  tachando  de  oscuros  los  escritos 
de  otros,  incurrimos  también  en  ese  defecto.  Si  se  cree  lo 
segundo,  no  por  esto  está  mejor  aplicada  la  palabra  suposi- 
ción, como  vamos  a  demostrarlo.  De  que  las  porciones  que 
señalamos  a  cada  uno  de  los  hermanos  sean  las  mismas  que 
les  corresponden  por  el  artículo  15,  no  debe  quedar  duda  si 
se  observa  que  la  parte  de  los  unilaterales  es  la  mitad  de  la 
del  hermano  carnal,  i  que  la  suma  de  las  seis  partes  iguala 
exactamente  al  total  de  la  herencia.  Ahora  bien,  en  la  porción 
de  los  unilaterales,  se  encuentra  el  quebrado  ^^l2Sj  que  puedo 
simplicarse,  esto  es,  reducirse  a  menor  expresión  porque  es 
igual  a  8^14  i  a  ^¡7  ,  luego  hai  quebrado  que  simplificar.  En 
la  parte  del  hermano  carnal,  se  halla  la  fracción  32^^28,  que 
puede  reducirse,  esto  es,  sacarse  do  ella  la  unidad  o  unidades 
que  contenga,  lo  que  da  por  resultado  1  ^/^s  o  bien  1  */?  , 
luego  hai  fracción  que  reducir.  Si  esto  es  así,  como  induda- 
blemente lo  es,  ¿dónde  está  la  suposición?  Pero  desentendá- 
monos de  expresiones  duras,  vertidas  seguramente  sin  adver- 
tencia. Lo  que  hai  de  cierto  en  el  caso,  es  que  en  la  respuesta 
se  ha  resuelto  el  ejemplo  por  una  regla;  nosotros  lo  resolvimos 
por  la  falsa  posición;  otro  lo  resolverá  por  ecuaciones,  como 
puede  hacerse:  i  en  siendo  la  parto  del  hermano  carnal  doble 
de  la  de  los  unilaterales,  i  la  suma  de  todas  ellas  igual  a  la 
herencia,  se  ha  cumplido  con  la  leí,  probando  esto  solamente 
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1.:  \.':\i.».'.  ;..;.  <a:.¡.l.i  .!•   .[-.ir  juií'vk-  lU'írar.sc  a  un  mismo  punto 

I  n:. :!'.:.<>  :>;.;.  /::x'anu>  -K-  pri'U'níkT  q>ie  cn  nuestro  cóilií?> 
-i  » .  .«'i  >:v»..  .11:  i.'i'.  ::';i:ui'?»  m  ninirunotro.  Esto  no  dejaría 
.1.  ;«:\».l.u  .:  .\':;;:'.i  li.\':.i:ii's  i  ahsiirJos  de  cuva  existencia  nos 
vi,»:.  \:r,:*  |':\ii;»;:  r.-i-.^ir;»"-  ll\Vl"^.  principalmente  laúdelas  Par^ 
....;.>.  :;  l;iv  v  í:;..:'v  r.  •  >¡i':.i;>:\'  se  tra«la-la  el  ilere^'lio  romano 
.'.•■:  .:>.•:•:•.;  .;.:.".;  :.'..•.  Vi-i.- .iiis:^rv:in  nuestros  a  utores.  Deseaaiv»s 
.;...'.■.. ::?s»;i:t  kac  il  *-.».!. j-j  ih;K»n-.í  soa  tan  completo,  claro  i 
'\.:  :.;:.x.'  .\*:v..  >.:í  ]i.*>::iie.  >in  euidarn  »s  dv»  que  su3  dispo- 
>:.i.»:i;--'  •."  \.".vif\  s\v  c<:\  o  n.[-.U'Ha  parte.  Esto  importaría  bien 
]v».  \  .-.■.'.,.  >;'  Z...';^  n.'i-r:.!, lamente  en  la  respuesta.  Si  dijimos 
ij.ie  t-.^i'.x; :.  l:-,:i  :r.í  I.Kvr  üí^mmI ¡nenie  los  artículos  del  códiifo 
¡:\i:iA-  .:.i;  se  . !v\ v>;'  .i'.;!  invvrporar  cn  el  nuestro,  añadimos 
^i.u•  e>:v^  .:i';«;ri.i  h;u\  :*se  ni  *.iianto  fuera  posible,  de  modo 
'.{.u\  K\\.\\\\.^  l.i  .-írn.'iiia  .^  iOrresponJencia  de  lenguaje  que 
*ltlH'  :\i:i¿ir  c\\  ii.ie>irv'  ei».h^^>,  cv^nio  en  eualquiera  otra  obra 
t Aii.i  M- ur.ir^ie  .Ir*.  irMi\  ili'l^e  hacerse  así,  porque  entonces  ya 
n  • '^s  j> 'v¡i»le  Ki  ::*.5.I.K\"UMi  literal. 

/".  P.  D.  I. 
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l\':\i  vi1•-.^.v^^:..;I■  l.i  i..::.-  V  viel  arti.-uK^  IT)  del  título  í?.'\ 
•  I!  ]\w  >:'  ■!  t.  r:v..:\i  ....e  r:  vlinvli.^  ile  sueesion  en  los  colato- 
r.ile-  He«-Lie  ^-.^l.^  :;w:.iel  jT:*.!  io  sexto.  no*s  fiinilamos  en  el 
.i\i.".iKi  x\,w  -l-.e.  .[  li^  :  v].^  lo  i:ae  \a  a  mu.Lir  el  estado  pro.sen- 
■  •'  ím^  10!:  1)  e»:i «*>:,;•  !.;  :ran.Kui.\  ile  lo^  unos  en  la  pérdida  de 
l,)s  i.e.r  .^  i.--.«  l'.iw.»  '  Ter.^  ^-v^  ihv'e  q*.ie  el  prineipio  está  inoportu- 
uíiü'pit  :i|^:l^l  \  \  y-^v  ¡i'*  l.\  lÜ-íp-^^^ieion  impiiirna.la,  o  no  quita 
\\:\  li  ;»  wx  1;.\  ^^  ^i  mI^^í  [  \\\\,  i^<  im  e^j^'^raii/.a  irracional,  una 
•••'níil.i  1  f'v.'int^-.-- '.r.\  i'.v'-' ■.<»:;•.  I-Níarv'i  el  prineipio  oportuna- 
lii-'Ml"  ajili,'.!  ]■>.  j.  <i  p»í'  i'l  ar*i''ulo  !'»  se  muvla  el  estado 
¡.n'-.rii.-:  1  vV  ^1  j)  -r  e^ta  inulaeitm  L'anan  unos  lo  i[ue  pier- 
^'*•\\  o'r-'-i.  1 .1  \«'p1i'1  »li*  e>ia>  vl.^<  projii^siciours  está  de  mani- 
!'.-<in.    pin'  j.i-  l'^v»'-  .n-hnlf^,  ol   tlrreeho  de  sueesion   de  los 


rolaUTak's  Urg;i  Ijaslael  gniilu  (liíc¡irn.i¡  por  el  articulo  IG, 
80I0  Ilefra  hasta  el  sexto:  hé  Ofiui  la  mutación  del  pstailo  pre- 
sente. Por  las  leyes  actuales,  un  colateral  del  ai'tímo  grado 
excluye  al  cónyujo  aohro  vi  viente;  por  el  articulo  10,  éuto  í^x- 
eluyo  a  aquél:  lié  aquí  la  ganaiiciu  clt-l  cónyuje,  [consistiendo  tn 
la  pérdida  del  colateral. 

Aunque  lo  dieho  basta  para  probar  iiuo,  por  esta  parte,  el 
principio  no  está  mal  aplicado,  examinemos,  no  obstante,  el 
pe.so  de  las  razones  dadas  en  contrario.  Conceilamos,  porque 
esta  concesión  no  nos  perjudica,  que  en  virtud  de  la  nueva 
disposición  aolo  pierde  el  colateral  una  esperanza  tan  insigni- 
ficante i  remota,  como  se  quiera.  ¿Qué  consecuencia  favorable 
al  proyecto  resulla  de  aquí?  absolutamente  ninguna.  Siendo 
igual  la  ganancia  del  cónyujo  i  la  pérdida  dol  colateral,  ni  es 
pequeñísimo  el  perjuicio  que  se  infiere  a  éste  privándolo  dü 
esa  esperanza,  también  es  casi  nulo  el  beneficio  que  se  hace  a 
aquél  concediéndosela.  Sigúese  de  aquí  que,  si  no  se  trasfiriera 
el  derecho  de  suceder  <Iel  colateral  al  cónyuje  cuando  fuera 
como  mil,  tampoco  debe  trasferirso  aunque  solo  sea  como  imo, 
porque  aicnipro  tendremos  por  resultado  esta  proporción  u 
otra  semejante  1000:1000::]:!.  Ademas,  si  la  ocurrencia 
do  un  caso  de  estos  es  tan  improbable  que  se  acerca  a  lo  im- 
posible, porque,  según  se  dice,  la  transición  dol  décimo  grado 
al  sexto  no  costará  un  solo  suspiro  ile  esperanza  frustrada, 
bien  indiferente  debe  ser  para  el  cónyuje  supérstite  que  se 
limite  la  sucesión  de  los  colaterales  en  el  grado  wxtii  o  en 
el  décimo  i  vijésimo,  porque  con  esa  limitación  no  adquiero 
ni  esperanza  do  gozar  del  beneficio  que  quiere  hacérsele  con 
ella. 

Las  razones  dadas  en  algunos  de  hts  pasaje.<)  siguientes  de 
la  contestación  solo  ]>rueban  una  verdad  en  que  habíamos 
convenido  do  antemano,  i  es  que  parece  mui  conformo  a  razón 
que  oí  cónyuje  sobreviviente  concurra  con  los  colaterales  del 
difunto.  Mas,  aunque  las  leyes  actuales  no  le  conceilen  este 
derecho,  veamos  si  son  del  todo  netrlijentea  en  mirar  por  la 
condición  do  él.  Es  venlad  que  en  la  sucesión  del  prcmucrto 
le  sun  preferidos  los  colaterales  hasta  el  grado  décimo;  pero, 
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sol}!^?  ser  <lc  poco  momento  el  anteponerlo  a  ellos  desde  el  sé- 
timo grado  inclusive,  por  lo  raro  de  un  caso  en  que  pueda 
ejercer  este  diToclio,  hai  circunstancias  en  que  nuestras  leyes 
lo  hacen  concurrir,  no  con  colaterales,  sino  con  los  descen- 
dientes misinos  del  difunto.  Porlalei  7,  título  13,  Partida  6.* 
la  viuda  p.)l)rc  a  ([uien  el  marido  no  doja  lo  suficiente  para  vivir 
bien  i  honestamente,  ni  ella  no  lo  tiene  de  lo  suyo,  puede 
hercvlar  la  cuarta  parto  de  los  bienes  de  él,  aunque  tenga  hijos; 
con  t;d  que  esta  cuarta  pnrte  no  exceda  de  cien  libras  de  oro.  * 
Aunque  esta  Ici  habla  solo  de  la  viuda,  Greo^orio  L<3pez  extien- 
de su  disposición  al  viutlo;  i  en  conformidad  con  esta  opinión, 
se  nos  lia  dicho  haberse  decidido  recientemente  un  caso  por 
nuestros  triimnales,  en  que  se  autorizó  a  un  viudo  para  elejir 
•jiuiaiK-iales  o  cuarta  marital. 

CVo(ímos  poder  deducir  de  lo  dicho:  i.**  que  la  regla  del 
l)royectt>  que  llama  al  cónyuje  en  defecto  de  colaterales  hasta 
el  sexto  í^rado,  casi  en  nada  lo  favorece,  aun  estando  a  lo  que 
se  asienta  en  la  contestación;  i  2.**  que,  si  se  exceptúa  la  dis- 
posición en  (¡ue  se  determina  que  el  cónyuje  concurra  con  los 
colaterales  aun  prescindiendo  del  caso  de  pobreza,  innovación 
(¡ue  aprobamos  en  uno  de  nuestros  remitidos,  el  proyecto  no 
<'s  mas  liberal  (|ue  nuestras  leyes  con  el  cónyuje  pobre,  que  es 
í'l  que  mas  nei-esita  do  lihcralidades.  No  parece,  pues,  haber 
justo  motivo  para  rclormar  el  derecho  actual  en  este  punto,  ni 
para  asíMitar  (pío  su  disposioion  es  odiosa  i  positivamente 
mala. 

A  las  Icjislacionos  que  citamos  en  apoyo  de  nuestra  opinión, 
;-><»  nos  oponen  la  do  InürlatiTra  i  lado  los  Estados  Unidos.  ¿Po- 
dremos esperar  alii^una  utilidad  de  tomar  por  modelo  de  nues- 
tra*í  l«n'(\s  las  de  la  nación  in'jrlesa,  entre  la  cual  i  nosotros  casi 
no  lia  i  diversidad,  sino  oposición,  do  usos  i  costumbres?  ¿No  e?» 

*  íiPOLTorio  Lópoz.  sijniondo  ol  d.-^rccho  romano,  dice  en  la  irlosa  S.' 
•!•'  v<[:\  loi  (|Ui>  lo  (lisjnioslo  por  ella  litMio  luirar  cuando  los  hijos  son 
Ir»^-:  o  ni'Mio-;  p.)r(jnt\  si  fi()n  mas.  la  porción  do  la  viuda  es  iijfnal  a  la 
d.»  o\h^<.  Si  qi'  <»?t.\  p(M'  esta  opinión,  es  i<_riial  la  condición  actual  del 
r.')n\u|.^  M  h\  (juc  dobe  lener  j)or  el  |)royecLo;  si  so  sicruccl  tenor  lile- 
ídil.»  1.»  l.'i.  «•^iM  j",i\(M''«*c  ;í1  cónyuje  mas  que  el  proyecto. 
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probable,  atendida  esta  circunstancia,  que  una  medida  que 
fuera  bien  recibida  por  los  inijlescs  i  provechosa  entre  ellos, 
lo  fuera  mal  por  nosotros  i  nos  perjudicara?  No  puede  temerse 
esto  respecto  de  la  lejislacion  romana,  aunque  antigua,  a  la 
cual  casi  puede  decirse  que  estamos  acostumbrados,  estándolo 
a  la  española,  su  hija  primojénita.  Por  otra  parte,  no  creemos 
que  la  lejislacion  inglesa  tenga  la  celebridad  de  la  romana  i 
española  i  la  del  código  francés.  En  cuanto  a  los  Estados  Uni- 
dos, exceptuando  la  Luisiana,  estado  que  cabalmente  no  se  en- 
cuentra entre  los  que  se  citan  en  la  contestación,  jamas  hemos 
visto  hacer  mención  honrosa  de  su  lejislacion. 

Parece  que  en  la  contestación  quisiera  darse  a  entender  que 
hubo  época  en  Roma  en  que  la  mujer  casada  era  de  mejor  con- 
dición, que  bajo  la  influencia  de  nuestras  leyes.  Pongamos  en 
claro  esta  idea.  Es  verdad  que,  como  una  consecuencia  do  la 
patria  potestad  que  el  marido  adquiria  sobre  la  mujer  por  el 
matrimonio  solemne,  entraba  en  el  número  de  los  herederos 
suyos  de  aquél,  lo  heredaba  juntamente  con  los  hijos  i  excluía 
a  los  colaterales;  pero  también  lo  es  que  el  marido  a  su  vez 
hacía  sobre  ella  adquisiciones  mas  importantes  todavía:  tales 
eran  las  de  enseñorearse  de  todo  lo  que  tenia  la  mujer  al  tiem- 
|)0  del  matrimonio  i  de  cuanto  adquiria  después;  la  de  poder 
ejercer  sobre  ella,  como  sobre  todos  los  hijos  constituidos  bajo 
patria  potestad,  el  terrible  derecho  do  vida  i  muerte;  i  en  su- 
ma, el  estar  sujeta  la  mujer  a  todos  los  derechos  que  confería 
al  padre  la  patria  potestad.  Consideraciones  son  estas,  que,  a 
nuestro  juicio,  harán  conocer  a  cualquiera  que,  en  los  primiti- 
vos tiempos  de  la  repúljlica  romana,  tiemi>os  que  se  creen  los 
mas  favorables  a  la  mujer,  era  ésta  una  esclava  mas  bien  quo 
una  compañera  del  marido;  i  que,  si  en  algo  no  han  copiado 
nuestras  leyes  a  las  romanas  indebidamente,  ha  sido  al  esta- 
tablecer  la  condición  de  la  mujer  casada. 

Por  lo  que  hace  al  fisco,  nunca  hemos  creído  injusto  se  le 
defieran  las  sucesiones  intestadas  en  defecto  del  cónyuje  sobre- 
viviente, ya  se  considere  esta  delación  como  un  impuesto,  o 
bajo  cualquier  otro  aspecto.  Pero,  habiendo  manifestado  ya 
que  no  parece  haber  razón  para  alterar  en  beneficio  del  con- 
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vil  jo  lo  qvio  las  loyes  actuales  disponen  sobre  la  materia  en 
favor  lio  los  colaterales,  esas  mismas  razones  obran  mas  po- 
(liTiísamonti*  contra  el  fisco,  que  debe  entrar  después  del  cón- 
yujo,  Se  c:ta  en  contra  de  nuestra  opinión  la  de  Bentham,  que 
(|uit'n^  (¡uo,  fallando  cónyujc  sobreviviente,  desírenJientes,  pa- 
dres, liennan.»*,  i  descendiontcs  de  éstos,  recaiga  toda  la  suce- 
cion  en  d  lisco  con  la  carira  de  distribuir  los  intereses  de  ella 
en  forma  lie  pensión  \ilalicia  entre  los  ascendientes  de  grado 
superior  al  primero.  Aunque  el  no  haber  sido  adopt.ida  esta 
opmion  en  el  proyecto  manifiesta  claramente  que  no  se  la  tuvo 
por  oijuilaiiva,  diremos,  sin  embargo,  que,  sobre  no  ser  mui 
coníoruic  a  la  justicia,  consitlerada  bajo  su  asiKíCto  económico 
lahe/.  perjudique  al  fisco,  en  vez  de  favorecerlo.  Es  una  verdad 
sentada  enlre  K»s  economistas,  i  que  a  todos  nos  consta,  sin  que 
los  ivonomislas  nos  lo  digan,  que  el  fisco  es  el  peor  de  los 
pi\uluctiuvs.  Uocibida  por  él  osa  herencia  cuyos  intereses  debo 
dislribuir,  o  la  emplea  en  la  producción  o  nó:  si  lo  primero, 
resulta  el  incvmveniente  ya  dicho,  de  que,  lejos  de  aumentar 
el  capital,  lo  menoscabará;  si  lo  segundo,  tendrá  quo  pagar 
intereses  de  un  capital  ((uc  nada  le  produce,  lo  que  sin  duda 
alguna  es  un  mal.  Ademas,  ¿por  qué  obligar  al  fisco  a  tomar 
capitales  a  inteivs  (piiora  o  no  quiera?  ¿No  es  esto  hacerlo  de 
IHvr  condición  que  un  particular  cualquiera,  a  quien  jamas  se 
impone  semejan  le  ol^liiracion?  Sea  cual  fuere  la  autoridad  o 
prestijio  de  i[ue  co/a  IVnlham  en  la  materia,  esta  opinión  suya 
nos  recucnla  avjuello  de  Cicerón:  ^nohai  absurdo  que  no  haya 
sillo  dicho  por  aliTun  filósofo." 

í;.  p.  d.  /. 
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Wunos  a  tratar  por  seL^unda  vez  de  los  derechos  de  los  hijos 
natiu'aK's  reconocidos  en  la  sucesión  intestada  del  padre  que 
1.»^  reconocir»,  i  de  los  de  éste  en  la  ile  aquéllos.  La  jeneralidaJ 
con  i[{w  >e  dispone,  en  d  artículo  10  del  título  ^.'\  qiie  los  hijos 
naturales  nvonoci»lo^  concurran  con  los  ascendientes  i  herma- 
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nos  IcjitimoB  del  patlre,  i  C|ue  soan  prert-riiloa  a  toilon  los  de- 
mas  colaterales,  nos  hizo  ureer  t[ue  excliiian  aun  a  Ion  hijos 
de  los  hermanos.  La  explicación  que  de  ese  ariiculo  su  da  en 
la  contestación  a  que  aludimos  (inserta  en  el  número  G15  de 
El  Araucano)  es  «atisractoria,  i  nada  tiotie  de  violento,  Pero, 
no  obstante,  juxjtamos  ([uo,  aunque  el  artículo  en  su  redacción 
actual  sea  inteUjihlo,  convendria  hacei'lo,  ¡xir  medio  de  una 
adición,  a  mas  de  iittelijihle,  claro;  i  que  donde  dicet  i  en  con- 
cnrrenciade  los  hermunos  llevarán  la  mitad  de  ío«  bienes^ 
dijera:  i  en  concurrencia  do  los  hermanos  personabnenle 
o  representados  Uecarán  la  mitad  de  loa  bieuos.  Con  esta 
adición,  nada  se  pierde  i  pueda  ganarse;  siendo  ella  ademas 
conformo  con  ol  sabido  precepto  de  Quíntiliano  que  dice:  que 
debemos  hablar  de  modo  que,  nosolo  so  nos  entienda,  sino  que 
no  pueda  dejar  de  entendérsenos;  regla  que,  si  es  útil  i  aun 
necesario  observar  en  todas  materias,  en  ninguna  lo  es  tanto, 
como  en  las  leyes,  que  nunca  pecarán  por  exceso  de  claridad. 
Por  lo  demás,  si  en  nuestro  remitido  hicimos  mención  del  so- 
brino, fué  por  via  de  ejemplo,  oumo  puede  verse  allí  mismo, 
lio  parque  nuestras  observaciones  fueran  exclusivamente  apli- 
cables a  él:  póngase  tio  en  lugar  de  sobrino,  i  está  todo  con- 
ci  liado. 

Se  asienta  en  la  contestación  que  los  derechos  de  los  hijos 
natural''^  en  la  sucesión  paterna  han  sido  coartados  bajo  todos 
aspectos;  porque,  ya  sea  que  oí  padre  lus  reconoz'-a  o  no,  que 
teste  o  no  teste,  no  puede  nunca  favorecerlos  en  perjuicio  do 
la  lejitima  de  los  astendientes,  como  puede  ¡xtr  las  leyes  que 
hoi  rijon.  Primeramente,  no  hallamos  cómo  concordar  esta 
aseveración  con  lo  que  se  dice  en  la  nota  al  articulo  19,  titulo 
2.°,  donde  se  asegura  que  los  derechos  de  los  hijos  naturales 
reconoeidos  se  han  aumenladu  considerablemente  en  el  proyec- 
to; luego  la  condición  <le  los  hijos  naturales  se  ha  mejorado  bajo 
el  aspecto  de  reconoeídus.  Ka  segundo  lugar,  de  que  el  padre  no 
puedo  favorecer  al  hijo  natural  en  perjuicio  de  los  ascendientes, 
no  os  consecuencia  lejítima  que  los  derechos  de  los  hijos  natu- 
rales hayan  siilo  coartados  bajo  todos  aspectos,  sino  que  lo 
lian  sillo  en  la  sucesión  teslameniaria;  de  la  que  no  trata  la 
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tlisposicion  imiiugnaila,  ni  nofntro»  tampoco.  Parece,  pues,  ser 
algo  cxajcraJa  la  proposición  antmlictha. 

Pero,  presciiiilii'ndo  ilocnnslderavioncs  en  jeneral,  deseen- 
tlamod  al  caso  en  cuoslion  i  Yeiimos:  I.*  fií  la  variación  que  el 
proyecto  hace  de  los  (lcra:ho8  do  los  hljus  naturales,  aumenCa, 
conserva  o  coarta  esos  derechos;  i  2."  si  hai  motivo  para  ella. 
Creemos  que  el  medio  mejor,  si  no  el  único,  ile  resolver  el 
primor  problema,  consisto  en  comparar  las  disposiuiüiies  del 
proyecto  con  las  del  derecho  actual  sobro  la  materia.  Ea  Ib 
sucesión  de  los  liijos  naturales  en  los  bienes  del  padre,  pueden 
ocurrir  cuatro  casos;  I."  derecho  del  hijo  natural  reconocido 
en  la  KUceNÍoii  testada  del  padre;  2.'  derecho  del  hijo  natural 
reconocido  en  la  sucesión  intestada  dtl  padre;  3.°  derecho  del 
hijo  natural  no  reconocido  en  la  sucesión  testada  del  padre; 
i  4."  derecho  del  hijo  natural  no  reconocido  en  la  sucesión 
intestada  del  padre.  Aunque  en  ta  contestación  se  trata,  no  solo 
do  los  casos  1."  i  3.",  sino  también  de  los  derechos  de  loa 
hijos  lejitimoa  por  presunción  juris  ct  rfc  j tfre,  de  los  de  los 
lejitimadus  i  adoptivos,  con  todo,  nosotros  no  tomaremos  en 
consideración  nada  de  esto,  a  lo  ménoa  en  el  cuerpo  de  cate 
remitido,  por  creerlo  ajeno  de  la  materia  que  nos  ocupa. 
Solamente  hemos  censurado  i  censuramos  el  aumento  excesi- 
vo que  en  la  sucesión  intestada  dt;!  padre  se  ha  dado  a  los 
derechos  del  hijo  natural  reconocido,  i  la  aniquilación  absolu- 
ta de  los  de  aquél  en  la  de  éste. 

Acerca  del  caso  2.",  dispone  la  lei  8,  titulo  13,  Partida 
C*  que,  si  el  padi-e  deja  descendencia  lejítima,  el  hijo  natural 
BoIo  tiene  derecho  a  alimentos  tasados  por  el  juez;  pero,  si  no 
hai  hijos  lejitimos,  el  natural  tiene  derecho  a  la  sexta  parte  do 
la  herencia,  sexta  parte  que  deberá  dividir  con  la  madre;  de 
modo  que  en  risor  el  hijo  solo  hereda  un  doceavo  de  los  bio- 
nea.  Sobre  el  mismo  caso,  establece  el  artículo  4 1 ,  titulo  8-' 
del  proyecto  que,  si  hai  descendencia  Icjitima,  el  hijo  natural 
tenga  derecho  a  alimentos  tasados  por  el  juez.  En  esto,  hai 
uniformidad  entre  las  Partidas  i  el  proyecto;  pero,  no  habiendo 
hijos  lejitimos,  tiene  derecho  el  natural  por  el  articulo  10, 
titulo  2."  a  la  cuarta  parte  de  tos  bit'nes,  sí  concurre  con  aseen* 
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dientes  lejítimos  del  intestado,  o  a  la  mitad  de  los  bienes  si  con- 
curre con  hermanos  lejítimos  del  mismo,  i  a  toda  la  herencia 
fii  no  hai  ascendientes  ni  hermanos.  En  vista  de  lo  expuesto, 
¿podrá  negarse  que  el  proyecto  aumenta  considerablemente  los 
derechos  de  los  hijos  naturales  reconocidos,  como  con  sobrada 
razón  so  dice  en  la  nota  ya  citada?  ¿CuAndo  puede  el  hijo  natu- 
ral por  las  leyes  actuales  tomar  la  cuarta  "parte,  la  mitad 
o  toda  la  herencia  del  padre  intestado,  como  puede  por  oí 
proyecto? 

Con  respecto  al  caso  4.®,  disponen  lo  mismo  nuestras  le- 
yes, sin  mas  diferencia  que  el  haber  de  seguir  un  juicio  el 
hijo  natural  no  reconocido  con  los  herederos  lejítimos  del  pa- 
dre para  probar  su  filiación;  probada  la  cual,  tiene  derecho  a 
alimentos  o  a  la  sexta  parte  de  la  herencia  en  los  términos  quo 
se  han  dicho.  Sobre  esto,  ordena  el  proyecto,  en  el  artículo  4 1 , 
título  8.*,  que  el  hijo  natural  no  reconocido  solo  tenga  dere- 
cho a  alimentos  en  todo  caso,  esto  es,  haya  o  no  descendencia 
lejítima  del  padre;  de  modo  que,  si  la  hai,  tiene  unos  mismos 
derechos  por  las  Partidas  i  el  proyecto;  si  no  la  hai,  el  proyec- 
to coarta  su  derecho. 

Probado  ya  de  un  modo  indubitable  quo  la  variación  que  el 
proyecto  hace  en  los  derechos  de  los  hijos  naturales^  unas 
veces  aumenta,  otras  conserva  i  algunas  coarta  esos  derechos, 
resta  saber  si  hai  motivo  para  ella,  que  es  la  segunda  cuestión 
que  nos  propusimos.  Para  ello,  veamos  que  fuerza  tienen  las 
razones  en  que  se  apoya  la  reforma,  i  que  se  alegan  en  la  con- 
testación. Se  dice  que  el  padre  sabe  los  derechos  que  el  reco- 
nocimiento confiere  al  hijo,  i  que,  resolviéndose  a  reconocerlo, 
se  los  concede  por  un  acto  tan  positivo  de  su  voluntad,  como 
si  hiciera  un  testamento.  Creemos  que  esta  razón  no  prueba 
nada,  porque  prueba  demasiado.  ¿Qué  tal  redacción  sería  esta: 
«En  la  sucesión  intestada  del  padre,  el  hijo  natural  reconocido 
tiene  derecho  a  la  mitad  libre,  si  concurre  con  lejitimarios,  i  a 
toda  la  herencia  a  falta  de  estos?»  Seguramente  se  nos  dirá 
que  es  mala,  porque,  a  haberse  creído  buena,  se  hubiera  adop- 
tado en  el  proyecto.  Pues,  con  todo  eso,  nadaos  mas  fácil  que 

sostenerla  con  la  misma  razón  que  se  da  en  favor  de  la  dispo- 
oprsc.  47 


Hidon  imputada;  i  hí  nn,  vamoít  a  la  clcmontrauion.  1^  paJre 
natural  sabo  rjue  jtor  el  noto  ile  reconocer  al  Iiijo,  lo  da  dere- 
cho a  la  mitad  ilo  t*u  herencia  en  «nos  castjs,  i  a  toda  ella  en 
otros;  sin  embargo  lo  reconoce;  luego  le  confiere  eso  derecho 
por  un  acto  tan  positivo  de  su  voluntad,  como  sí  hiciera  un 
testamento.  Si,  a  pesardol  reoonouimiento,  t|uierc  dismíntiirsii 
porción  hereditaria,  puede  hacerlo  testando;  si  no  ((uierc  reco- 
nocerlo, sino  dejarle  todos  sus  bienes,  o  la  initdtl  de  oltus, 
seyun  !os  casos,  tantbicii  puede  hacerlo  testando;  de  suerte  iiuo 
todo  pende  de  su  voluntad.  lié  aqui  apoyada  una  mala  diapo- 
KÍcion  en  el  mismo  principio  que  sirve  de  base  o  la  del  pro- 
yecto. 

Ademas,  ese  mismo  raciocinio  poilria  conducirnos  a  una 
redacción  diametral  mente  opuesta  a  la  anterior,  tal  como  la 
siguiente:  «El  hijo  natural  aun  rcconocídu  solo  tiene  dorecho 
a  alimentos  en  la  sucesión  intestada  del  padre,  concurra  o  nó 
con  los  lejitimarios  déoste.*  So  dice,  i  os  una  verdail,  (¡uc 
gran  parte  de  los  derechos  hereditarios  de  un  hijo  natural  ile- 
])ende  de  la  voluntad  del  padre:  puede  este  reconocerlo,  i  mn 
embargo  dejarlo  solo  derecho  a  alimentos,  respecto  de  lus 
cuales  el  hijo  natural  es  lejitininrio  del  padre;  puede  no  reco- 
cerlo, i  no  obstante  dejarle  todos  o  la  mitad  de  sus  bienp»; 
espérese  entonces  el  testamento  del  jKidre,  i  nu  se  adhiera 
ningún  derecho  al  aoto  del  reconocimiento.  Pero  se  nos  obje- 
tará ¿i  si  el  padre  no  hace  testamento?  liso  mismo  objetamos 
nosotros.  Se  dice  que  noliai  inconveniente  en  conceder  al  hijo 
las  cuotas  hereditarias  de  (¡no  habla  el  citado  articulo  19,  por- 
que el  padre,  si  quiere,  puedo  disminuirlas  testando;  ¿í  si  iiu 
testa?  jMjrque  no  es  posible  suponer  que  el  padre  pueda  tvstar 
cuando  quiere  disminuir  los  dci-ochos  del  hijo,  i  muera  sin 
testamento  cuando  se  propone  aumentarlos. 

Parece  que  do  lo  dicho  fluyo,  como  consecuencia  mui  natural, 
<|ue  serian  dos  exti'cmos  igualmente  viciosos,  mirní'  por  una 
parte  el  acto  del  reconocimiento  como  una  especie  de  testa- 
mento del  padre  en  Tavor  del  hijo,  i  por  otra  hacerlo  del  todo 
infructuoso  con  respecto  a  este,  esperando  en  todo  caso  cl 
lostamenlo  de    iiqui'I    T,a  regla  mas  conforme  a  la  cquitlad  i 


SEiiiii  razoii  será  aquella  que,  (IÍsUukIo  del  niismo  inmli)  Jl- 
iiinbos  extremos,  concille  luis  intereses  iM  liiju  con  los  de  \<jh 
(lemas  paricNites  dt'l  padre,  cualidad  quo  creunioü  se  encuen- 
tra en  la  rctiaccion  que  pi-opuaiinos  en  nuestra  cuarto  remi* 
tidü. 

Kn  la  parte  final  de  la  coiite.st¡tcion ,  »c  refieren  lus  motivos 
porque  so  exoluyó  al  padre  natural  do  la  sucesión  intestada 
del  hijo,  llamando  solo  a  la  madre.  Siguiendo  el  método  que 
hemos  observado  tiasta  aquí  en  nuestros  respuestas,  analiza- 
remos las  razones  en  que  se  apoya  la  disposición  censurafla, 
para  que,  al  uiiNmu  liompo  que  hadamos  ver  si  prueban  ellas 
u  nó  lo  que  so  pretende,  nianifutitemos  los  fundamentos  do 
nuestra  opinión. 

En  favor  del  proyecto,  se  alej^a:  ¡irimcro,  la  mayor  o  menor 
criminalidad  de  quo  se  Iiaueii  reos  los  que  tienen  hijos  natu- 
rales; i  segundo,  la  mayor  certidumbru  de  la  maternidad.  Si 
ante  las  leyes  civiles  solo  es  delito  la  infracción  voluntaria  de 
una  de  ollas,  no  puede  darse  eon  propiedad  ese  nombre  a  la 
jtaternidad  ílcjítima.  Por  mas  criminal  i  pecaminosa  que  so  le 
íiupon;^3  ante  Dios  i  la  conciencia,  ella  es  no  solo  tolerada,  sino 
permitida,  por  la  leí  civil,  como  puede  verse  en  el  proemio  del 
del  título  li,  Partida  4.*,  i  sobro  todo  en  la  leí  'i  del  mismo 
título  i  Partida.  Ahora,  si  para  caliUcar  el  acto  atendemos  a 
la  sanción  rolijiosa,  como  se  hace  en  la  contestación,  en  la  leí 
divina  nu  se  encontrará  excepción  niníruna  en  favor  de  la  mu- 
jer, sino  umi  proliibitíion  igual  para  los  dos  sexos;  si  a  la  sanción 
|)opular,  ella  es  tun  severa  eon  Ib  mujer  como  induljente  con 
v\  hombre.  Pero  se  dice  que  este  fallo  de  la  opinión  pública 
*8  injusto.  I  ¿por  qué?  Nosotros  creemos  que  no  puedu  babor 
injusticia  en  lo  que  ea  conforme  al  derecho  natural;  i  tal  es  el 
füllu  de  la  sanción  del  honor  en  este  coso.  Siempre  se  han 
buscado  las  disposíciunoa  del  derecho  natural  en  el  consoati- 
mientu  unánime  o  casi  unánime  de  todos  los  hombres,  con 
esjwcialidad  de  aquéllos  que  por  su  civilización  i  cultura  han 
perfeccionado  su  sensibilidad  moral  i  se  liallan  en  mejor  esta- 
do para  percibir  las  inspiraciones  de  la  naturaleza.  I  ¿podrá 
negarse  que  no  bai  nación,  aun  entre  las  ma,-*  incultas,  en  que 
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no  so  crea  quo  la  castidad  i  el  pudor  son  lafl  piincipales  eaali- 
dodes  que  deben  notarse  en  una  mujer?  ¿De  dónde,  RÍno  do 
equi,  proviene  el  desagrado  que  una  mujer  (k«enmolta  iiupira 
aun  al  Jiombre  mas  inmoralf  Muuho  pudiéramos  deoir  aooca 
de  esta  injusticia  aparente  de  la  sanción  popular;  pero  nos 
contiene  el  temor  de  haoemos  demasiado  difusos.  Quedemos, 
pues,  en  que  no  es  injusta  la  lei  que  impone  una  pena  gnxe 
a  una  falta  grave  también,  o  mejor  diubo,  que  castiga  las  faltas 
a  proporción  do  su  gravedad. 

No  se  crea  por  esto  que  disculpamos  entoramente  al  hombre, 
i  que  miramos,  como  indiferente  para  con  la  sooiedad,  su  oon- 
(lucta  buena  o  mala  on  este  punto.  Lejos  do  nosotros  tal  p<4}SB- 
miento.  Ojalá  pudiéramos  hacer  que  las  sandones  oivil  i 
popular  coadyuvaran  a  la  relijiosa,  para  que,  procoilíaido  las 
tres  de  consuno,  su  acción  fuera  mas  eOoaz.  Solo  pretende- 
mos probar  que  no  es  la  mujer  tan  inocente  como  se  dice,  ni 
por  consiguiente  hai  en  la  opinión  pública  la  injustioia  qua  m 
cree  descubrir  en  ella. 

Pero,  aun  concedido  que  haya  injusticia  en  la  oi^nioa,  i  que 
la  lei  civil  no  deba  hacerse  participe  do  ella,  bído  por  el  oon- 
trario  compensarla  favoreciendo  a  la  madre,  siendo  cierto  que 
el  padre  también  sufre  algo  on  su  honor,  la  lei  que  regule  los 
derechos  del  padre  i  la  madre  ilcjítimos  en  los  bienes  dd  hijo 
intestado  debe  tener  por  base  la  siguiente  proporción:  el  de- 
recho del  padre  natural  en  la  suucsion  del  liijo  intestado  debo 
aer  al  derecho  de  la  madre  en  el  mismo  caso,  como  la  dinmi- 
nucion  de  honor  que  padece  el  primero  e»;  a  la  que  experimen- 
ta la  segunda.  Esta  proporción  nos  da  por  resultado,  no  la 
exclusión  absoluta  del  padre,  sino  el  mejor  derecho  de  la  n\adrc, 
cosa  quo  nunca  hemos  negado. 

La  segunda  razón,  que  consiste  en  la  mayor  certidumbre  de 
la  maternidad,  es  la  mas  fuerte  que  puede  darse  en  favor  de 
la  madre.  Ella  prueba  hasta  la  evidencia  que,  habiendo  de  la 
madro  certidumbre  física  en  todo  caso  i  del  padre  certidumbre 
moral  a  lo  sumo,  la  cuota  hereditaria  de  ésto  debo  ser  mui 
inferior  a  la  de  aquélla.  Este  mismo  principio  han  seguido 
nuestras  leyes,  como  convencen  sus  disposiciones,  i  como  ex- 
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presamente  lo  establece  la  Ici  11,  título  13,  Partida  fj,"  Mas, 
como  del  principio  de  reciprocidad  jeneralmente  tomado,  pu- 
dieran resultar  en  contradicción  los  derechos  del  padre  i  los  de 
la  madre,  lo  que  se  verifica  ahora  por  las  leyes  romanas  i 
españolas,  convendría  determinar  que,  concurriendo  los  dos,  el 
primero  tomara  la  cuarta  parte  de  la  herencia,  i  la  segunda  los 
tres  cuartos  restantes. 

Contra  la  reciprocidad  de  derechos  entre  el  padre  natural  i 
el  hijo,  se  objeta  que  de  ella  resultaría  una  voluntad  capta- 
toria, porque  el  reconocimiento  equivaldría  a  decir  al  padre: 
te  doi  el  derecho  do  suceder  en  mis  bienes,  para  adquirir  el 
derecho  de  suceder  en  los  tuyos.  Primero,  no  hai  institución 
captatoria,  porque  ésta  supone  testamento  en  las  lejislaciones 
que  la  prohiben,  i  en  el  caso  de  que  hablamos,  tanto  el  padre, 
como  el  hijo,  pueden  morir  intestados,  i  precisamente  para 
entonces  es  para  cuando  nosotros  proponemos  la  responsabili- 
dad. No  hai  institución  captatoria,  porque  ésta  no  produce 
efecto  si  aquél  a  quien  instituimos  no  nos  instituyo  a  nosotros; 
i  en  nuestro  caso,  tanto  el  padre,  como  el  hijo,  pueden  instituir 
a  quien  quieran,  i  al  mismo  tiempo  heredarse  mutuamente. 
Segundo,  aunque  hubiera  institución  captatoria,  seguramente 
no  resultaría  de  ella  ningún  mal,  pues  las  leyes  romanas  i  espa- 
ñolas,* que  son  las  únicas  que  sopamos  hayan  prohibido  seme- 


*  Ea  rijG^or,  no  puede  decirse  que  las  leyes  españolas  repruebeii  la 
institución  captixtoria,  que  os  aquella  que  tiene  por  objeto  captarnos 
o  atraernos  la  herencia  do  otro:  por  ejemplo,  dejo  a  Pedro  mis  bienes 
si  él  me  deja  los  suyos;  o  bien  nombro  a  Pedro  por  heredero  en  la 
misma  porción  de  mis  bienes  que  él  me  dejo  de  los  suyos.  De  osta 
defínicion  i  ejemplos,  fácil  es  colejir  que  con  esta  institución  no  tiene 
la  menor  analojía  la  que  vulsrar  c  impropiamente  lleva  esto  nombre, 
que  es  aquélla  en  que  so  deja  la  elección  de  heredero  en  voluntad  do 
otro:  por  ejemplo,  sea  mi  heredero  el  que  Pedro  designe.  Este  nombra- 
miento de  heredero,  síes  reprobado  por  la  loi  11,  título  3.«,  Partida  6.» 
Pero,  como  por  desgracia,  es  una  costumbre  sobrado  común  entre  no- 
sotros el  respetar  la  autoridad  de  los  expositores  lalvez  mas  que  la  do 
la  leí  misma,  jeneralmente  se  croe  que  la  primera  de  estas  institucio- 
nes os  viciosa,  porque  en  la  glosa  2.*  a  la  loi  ya  citada  lo  dice  así 
Gregorio  López,  i  porque  sientan  lo  mismo  casi  todos  los  autores. 
Sabemos  do  dos  sentencias,  una  do  la  corte  de  apelaciones  i  otra  de 


jante  institución,  cnUiliWneron  esa  miiíma  reriprociiliid  (juf  pro- 
ponemos. Tepücro,  ¿iniótienode  malo  la  institución  captnloria? 
A  nuestra  juido,  la  comisión  no  ha  creído  justo  reprobarla,  puea 
en  el  proyecto  no  hemos  encontrado  articulo  ninguno  ijue  la 
praliiba.  También  fuoi'on  de  la  misma  opinión  los  redactorai 
del  eóiligo  moderno  mas  w'lebre,  en  el  ijue  no  se  habla  de  e¡wi 
institución.  Ahora  bien,  si  no  se  tiene  jKir  mala  la  institución 
captatoria,  ¿por  qué  se  nos  arguye  uun  ella?  i  si  se  cree  viciosa 
¿por  qué  se  dejó  ese  vacio  en  el  proyecto? 

La  segunda  objeción  consiste  en  el   ti^mor  do  t[ue  el  paflrc 

abusara  del  reconocimiento  para  conNlituiri^c  el  dwroohu  (le 

t  encedor  al   liijo  que  poseyese  im  patrimonio  cuantiosa,  i  rjiie 

'  no  pudiese  testar  por  defecto  de  edad,  demencia  u  otro  motivo. 

En  THtos  casos,  podria  el  padre  sor  inipelido  al  i-econoci miento, 

no  por  nfecto  a  la  persona  del  hiji),  sino  a  la  herencia.  En 

realidad,  resulta  ese  inconveniente  de  la  medida  que  hemos 

propuesto;  i  aunque  de  rara  ocurrencia,  quizá  bastaría  su  mera 

posibilidad  para  hacernos  desistir  de  nuestra  opinión,  sino 

I  Fuera  ftícil  Huiirrarlo.  Dispóngase  que  el  padre  no  adquiera  e\ 

dercchií  de  «uceder  al  hijo  intcstailo,  sino  cuando  el  recono*.-i- 

niiento  se  verifique,  no   teniendo  el  hijo   impedimento  para 

testar;  pero  .si  lo  tiene,  empiece  a  existir  el  derecho  cuando 

desaparezca  el  impedimento 

Las  disposiciones  de  las  leyes  romanas  i  españolas  relativas 
a  los  derechos  de  los  hijos  lejitimados  i  adoptivos  en  la  heren- 
cia del  padre  intestado,  i  a  los  de  los  naturales  en  la  sucesión 
testamentaria  dtl  mismo,  nada  tienen  que  ver  con  lo  quo 
hemos  censurado  en  el  proyecto.  Ihíblesenos  de  lo  que  disponen 

ini  Juzi^iido  de  primura  instancia,  en  qno  ae  ha  Ri?ii(Rdo  quo  la  volun- 
L-id  captalorin  en  ri'probada  en  dcrocho.  Habría  sido  de  cleae¡ir  que  so 
hubiera  citado  la  leí  que  la  reprueba.  También  es  dip^io  de  notarse 
en  etlaa  lo  iiiid  aplicado  del  principio,  aun  suponiéndolo  vijonto  entro 
nosotros,  i  la  impropiedad  do  la  locución.  No  rcoordatno.'j  haber  visto 
i-n  las  leyes  ronianan,  que  non  ]aa  únicas  que  hacen  mención  de  csle 
raso,  ni  en  sus  expositores,  la  exp:-esiou  «voluntad  captatoria»,  sino 
siempro  tínstitucion  enptatoriai,  bien  que  Gregorio  López  «se  de  la 
primera  do  csUis  dos  dcuoaiiiiacioncí?.  Pero  cxtondcrnos  mas  sobrfs 
esto,  seria  R:ilir  de  loa  limites  que  nos  hemos  pj-opucsto. 
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esas  Ifycfi  »obrc  los  derecho»  du  ios  liijoa  naturales  reconociiUis 
<íii  la  sucesión  intestada  del  [tadrej  i  entüiicea  reconoceremos, 
si  no  la  fuerza  de  los  argumentos,  ti  lo  menos  la  j<lentidad  do 
las  materias.  Pero,  ya  tiue  so  lia  locado  este  asunto,  diremos 
algo  sobro  él. 

No  era  preciso  rocuprir  a  códigos  extraños  para  conocer  U 
Icjiliiüauíon  por  carta  o  inatrumento  i  sus  ofeotos.  En  los  nues- 
tros, cata  la  leí  7,  titulo  lo,  pAitlda  -i.',  que  no  deja  nadaquo 
desear  subvc  este  punto.  I!n  cuanto  a  los  hijos  Icjitimados  por 
subsiguiente  matrímoniu,  ni  necesitan  rcforraa  las  leyes  que 
hoi  njcn,  ni  el  proyecto  la  hace.  Por  lo  que  toca  a  los  Icjiti- 
mados por  rescripto,  creemos  encontrar  on  el  pwyecto  mejor 
detallados  sus  derechos.  El  buen  sentido  i  la  equidad  recla- 
maban la  derogación  de  la  leí  6,  titulo  20,  libro  10  de  la  So- 
vlsima  liecopÜacion,  en  quo  se  concede  al  padre  que  tiene 
hijos  naturales  i  ascendientes  lejitimos  la  facultad  de  dejar  a 
los  primeros  todo  lo  que  quiera,  aunque  sea  en  perjuicio  de  la 
lejttima  de  los  segundosj  de  lo  que  se  infiere  comunmente,  i 
con  razón,  que  en  el  caso  indicado  puede  el  padre  desheredar 
aun  del  tíidu  a  sus  ascendientes.  No  es  fácil  descubrir  el  mo- 
tivo que  pudo  halter  para  una  concesión  de  esta  naturaleza. 
Con  gU5ito,  la  hemos  visto  suprimida  en  el  proycctu. 

V.   K  D.   1. 
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Articulo  8  del  titulo  4.°:  «Entre  asignatarios  conjuntos  liaí 
derecho  de  acrecer. »  I  ¿en  quó  C€«ís¡ste  este  dereclio,  i  cuáles 
son  loa  casos  en  que  tiene  higar?  La  definición  del  primero  i 
la  Dnumcrncion  do  lo.s  segundos  se  echan  menos  en  la  loi.  Es 
verdad  que  esta  falta  se  suple  en  la  nota  que  lleva  el  articulo; 
j»ero,  repitiendo  lo  que  ya  hemos  dicho,  ¿se  ha  resuelto  acaso  pu- 
lilicar  nuestro  código  con  comentarios?  Si  no  se  piensa  en  esto, 
como  no  debe  pensarse,  ¿qué  inconveniente  hai  en  incorporar 
en  el  texto  mi»mo  de  la  loi  lan  ilustraciones  que  van  en  las 
notas,  sobro  todo,  cuando,  como  en  el  caso  presento,  lo  qno 


oi>(:s(:ri.os  jurIdicob 

ellas  contienen  no  ea  ilustración,  sinu  una  vonladcnt  dispost' 
ciun  logal,  que  cu  ¡ndjítpensable  conocer?  ¿Suidrá  el  cóíMgo  vo- 
luminoso, se  aurnciitard  el  número  de  artículoa?  c|ue  so  au- 
mente enhorabuena.  Valen  mas  dos  mil  artículos  claros  e 
intelijililes,  cjuc  ciento  osi;uro3  e  iníntelijibles,  o  p>r  lo  menos 
flifícilos  de  entender.  Nu  debe  seguirse  la  precisión  hasta  el 
extremo  de  sacrificar  por  ella  la  claridad. 

Pero  ¿en  la  nota  se  ha  definiJo  bien  el  acreoimiento,  ¡  8o  han 
••numerado  con  exactitud  los  casos  en  que  hai  lugar  a  él*  o  la 
romision  ha  opinado  de  distinto  n  lo  quo  nosotros,  o,  si  no 
nos  engañamos,  hai  defecto  en  las  d  is  cosas.  So  dicu  en  sus- 
tancia que  el  derecho  de  acrecer  c(  sto  en  que  la  porción  del 
asignatario  que  falta  pasa  a  los  o  ,s  conjuntos.  Así  definen 
las  leyes  rumanas  el  acrecimiento  en  el  usufructo.  Para  noso- 
tros, el  derecho  de  acrecer  consiste  en  (juo  la  porción  del  asig- 
natario quo  falta  pasa  n  las  do  los  ulros  conjuntos.  Esta  es  dis- 
posición del  derecho  romano  para  el  acrecimiento  en  la  herencia 
i  loa  logados.  Aunque  a  primera  vista  aparece  la  diferencia  do 
Mta.i  dos  deliniciünes,  sin  embargo,  !a  haremos  mas  percepti- 
ble con  un  ojemplo.  Supongamos  i  j  instituyo  por  mis  hero- 
ros  a  li,  C  i  D:  muerto  yo,  renuncia  B  bu  parte;  acreciendo 
ésta  a  las  do  loa  otros,  claro  es  tfue  C  tiene  derecho  a  la  mitad 
de  la  herencia  i  f)  a  la  otra  mitad.  Hasta  aquí  vamos  acordes. 

Finjamos  ahora  que  C  repudia  su  parto  ¿a  quiénes  va  esta 
i  en  quó  proporción?  Si  la  parto  vacante  acrcco  a  los  conjuntos, 
siéndolo  f{,  tiono  derecho  de  acrecer;  i  ¿cuánta  es  su  parte? 
Esto  es  lo  que  no  dice  la  nota:  dividiremos,  pues,  la  porción 
vacante  o  en  razón  do  un  tercio  a  otro,  porciones  que  tuvieron 
ii  i  D;  o  en  razón  de  cero  a  un  medio,  porciones  que  actual- 
mente tienen.  M;is,  prohibiendo  la  sana  razón  dar  a  las  leyes 
una  intelijcncia  tal  que  eil  virtud  de  ella  quedaran  sin  aplica- 
ción, debemos  estar  por  el  primer  término  de  la  disyuntiva; 
porque  por  el  segundo  no  tocaria  nada  a  /?,  o  lo  que  os  lo 
mismo,  no  tendría  derecho  de  acrecer,  contra  lo  que  la  lei 
dispone.  De  lo  dicho,  se  sigue  que  B  tendría  derecho  a  la  mitad 
de  la  porción  vacante  o  a  la  cuarta  parte  de  toda  la  herencia, 
que  es  lo  mismo.  Pero,  si  la  parte  vacante  no  acrece  a  los  con- 
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juntos,  sino  a  las  otras  partes,  como  es  nuestra  opinión,  no  lia- 
bientlo  mas  parle  que  la  do  />,  a  ella  acrecerá  la  de  C,  i  1) 
será  único  heredero. 

Tampoco  se  han  enumerado  con  exactitud,  a  nuestro  juicio, 
los  casos  en  que  hai  dercclio  de  acrecer.  Según  la  nota,  tieno 
lu<5^ar  por  muerte,  incapacidad,  indignidad,  o  repudiación  del 
asignatario;  ¿i  si  la  porción  queda  vacante  por  otra  causa?  Su- 
pongamos un  legado  a  D  i  C,  puro  para  el  primero,  i  condi- 
cional para  el  segundo.  No  verificándose  la  condición,  ¿a  quién 
va  la  parto  de  C?  Por  la  nota  al  heredero,  i  a  /i  si  se  atien- 
do a  la  razón  inductiva  del  acrecimiento.  En  efecto,  ¿quó 
razón  hai  para  que  la  parte  de  C,  que  muere  en  vida  del  t(»s- 
tador,  acrezca  a  la  de  Zí  i  no  acrezca  cuando  C  no  es  colegata- 
rio por  no  verificarse  una  condición?  Creemos  que  no  podrá 
señalarse  razón  do  diferencia. 

Ya  hemos  visto  que  no  basta  saber  cuándo  una  porción  se 
considera  vacante  i  a  quiénes  acrece;  porque  es  preciso  saber 
también  cómo  se  verifica  este  acrecimiento,  si  por  igualdad  o 
a  prorrata.  Esto  último  parece  lo  mas  conforme  a  equidad;  sin 
embargo,  el  proyecto  nada  dice. 

Nosotros  redactaríamos  el  artículo  8  en  estos  términos: 
«Entre  asignatarios  conjuntos  hai  derecho  de  acrecer,  que  con- 
sisto en  que  la  parte  del  asignatario  que  falta  se  agregue  a  las 
de  los  otros  conjuntos  a  proporción  de  cada  una  de  ellas.  I  so 
entiendo  faltar  uno  de  los  asignatarios  cuando  no  puede  o  no 
quiere  admitir  su  parte.  Se  entenderán  por  conjuntos,  etc.» 

En  el  artículo  12  del  mismo  titulo,  creemos  que  están  de 
mas  las  palabras  «o  por  repudiación,  incapacidad  o  indignidad 
del  asignatario;»  porque  si  éste  no  quiere  su  parte  i  la  repudia, 
o  no  puede  admitirla  por  incapacidad,  indignidad,  etc.,  se  de- 
ferirá a  otro  por  trasmisión,  sustitución  o  acrocimienti»,  según 
los  casos;  i  estando  esto  dicho  ya  en  el  misino  artículo,  no  era 
preciso  ixjpetirlo  con  distintas  palabras.  Nosotros  suprimiría- 
mos los  renglones  segundo  i  tercero  del  artículo,  i  lo  explica- 
ríamos así:  «Toda  asignación  (fue  pase  de  una  persona  a  otra 
por  faltar  el  asignatario,  llevará  consigo,  etc. » 

Artículo    I.**  del  título  5."  En  él,  se  enumeran  los  casos  en 
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<['ir  sn  cntii'n'le  faltai-  un  asi-^iiatario.  iIabiún(tolus  referido  yA 
ni  fl  articiilu  8  (Itíl  ti'uln  4."  etej^uii  la  rcdíiccíun  que  propu- 
.sjiiKJS,  lun  uniUirÍLimus  cu  el  arliuuto  I.''tli3  cfue  liablamus. 
Aliitm,  toila  U  uucxtioii  cuiisistu  en  ilelei-niinar  cuál  tle  los  do8 
lugarü.s&s  mas  ii  ¡>ropÓMÍt(>  Jiara  esa  tlisposieion.  Nosotros  cree- 
mos í|uo  e!  <(iic  le  liemua  dado.  Siendo  preciso  ealjcr  cuantío 
fulLu  un  aiiiiftiatario,  tunta  en  el  casu  de  acrocimiaalo,  uomo 
en  el  dii  sUMLituciüii,  i  traU^ndose  primero  del  aorecimicnto, 
nllúlebioi'oii  il«RJgn!irse  esos  casos.  AdomAS,  repetimos  aquí  lo 
dicho  acerea  de  la  noU  df  I  articulo  8  del  titulo  i.',  qac  o  no  so 
determina  bien  cuando  falta  un  Asignatario,  o  no  estamos  acor- 
ríes  c<>n  la  iiomision.  Es  vertlatl  que  se  refiero  un  caso  maü, 
que  es  el  de  revocaeton  de  la  asignadoii ;  pero  no  es  ¿stó  ol 
luiicoque  falta.  Proferímoít,  por  mas  cxiiedtta  í  sencilla,  la  re- 
gla que  beniu/j  dado,  osto  es,  que  ae  entiende  faltar  un  asig- 
natario cuando  no  puede  o  no  quiere  admitir  su  parte:  que  no 
ptiuda  [Kir  baber  muerto  en  vida  del  testador,  por  indit^nidad 
u  otro  motivo,  que  no  la  quiera  i  la  repudie,  siempre  tendrá 
luijar  el  aereo*! miento  o  la  sustitución,  sin  necesJJad  de  averi- 
guar si  i'l  modo  por  que  falló  el  asignatario  está  o  nó  referido 
en  la  lei.  Si  lo  que  ac  quiere  es  simplilicar  la  lejislacion,  cosa 
que  no  ujs  dusa:*rad.i,  no  divisamos  motivo  para  que  no  se 
adopte  la  regla  propuesta. 

>ío  nos  parece  bien  el  párrafo  de!  articulo  8  en  que  se  dis- 
pone que  la  sustitución  tácita  de  los  descendientes  lojítimos 
del  asignatario  sea  preferida  a  la  sustitución  expresa  en  favor 
del  que  no  sea  descendiente  lejilimo  del  testador.  En  primer 
lugar,  ¿qué  se  cnücndo  por  sustitución  tácita*  ¿en  qué  parte 
del  proyocto  so  ban  tlividido  las  sustituciones  en  expresas  i 
tácitas?  Creemos  que  en  la  lei  no  debe  usarse  de  voz  técnica 
ninguna  que  no  vaya  precetlida  o  sefruida  de  su  definición; 
porque  sino  ¿quién  determina  eu  sitjnificocion?  ¿Será  bueno  que 
tenga  tantos  sentidos,  cuantos  son  aquellos  que  puedan  darle 
In  malicia,  la  ignorancia  o  la  diversidad  de  opiniones  tan  co- 
mún entre  los  bombres*  Se  dirá  que  basta  un  mediano  sentido 
irimim  para  saber  lo  r¡uc  es  sinlitucion  tácita.  También  bastan 
do?;  .id.trnu'íi  il»  senos  para  s.-dnr  rpic  un  loco  no  puede  testir, 
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i  a  fe  que  no  por  eso  se  lia  omitido  esta  disposición  en  el  pro- 
yecto. 

En  segundo  lugar,  ¿qué  razón  hai  ¡Kira  preferir  en  ningún 
caso  lo  tácito  a  lo  expreso,  lo  presunto  a  lo  verdadero?  Si  yo 
digo:  «sea  mi  heredero  Pedro,  i  si  él  no  lo  fuere,  séalo  Juan,n 
muriendo  Pedro  durante  mi  vida,  ¿en  qué  pueden  fundarse  sus 
hijos  para  ser  mis  herederos  en  perjuicio  de  Juan?  ¿No  es  esto 
sobreponerse  a  mi  voluntad  manifestada  de  un  modo  legal,  ya 
se  atienda  a  las  solenniidades  de  que  va  revestido  el  testa- 
mento, ya  a  que,  en  disj)oner  de  mis  bienes  como  quiero,  no 
hago  mas  que  poner  en  ejercicio  un  dcreclio  que  la  le¡  me  de- 
clara i  de  que  no  podría  despojarme  sin  una  maniliesta  injus- 
ticia? Se  dirá  que  la  resolución  a  que  nos  oponemos,  lejos  do 
contrariar  la  voluntad  del  tostavlor,  tiene  por  objeto  liacerla 
cumplir;  porque,  en  el  ejemplo  propuesto  i  sus  semejantes,  se 
presume  que  el  testador  amó  a  los  hijos  de  Pedro  mas  que  a 
Juan.  Pero  ya  hemos  dicho  que  las  presunciones  desaparecen 
en  presencia  de  ja  realidad,  i  que  no  debe  tener  lugar  lo  (juc 
se  presume  que  yo  querría,  cuando  se  sabe  lo  que  positivamen- 
te quiero.  Por  otra  parte,  es  para  nosotrus  una  verdad  inne- 
gable que  a  toda  lei,  contrato,  testamento,  etc.,  debe  aplicarse 
la  interpretación  litoral,  mientras  no  haya  razones  mui  iK}de- 
rosas  en  contrario:  las  que  haya  en  este  caso  para  interpretar 
la  cláusula  testamentaria  extensivamente  perjudicando  a  uno 
por  favoHícer  a  otro,  confesamos  con  franqueza  que  no  están 
a  nuestro  alcance.  Por  el  contrario,  creemos  que,  si  entendiendo 
literalmente  las  disposiciones  testamentarias  nos  exponemos 
alguna  vez  a  contravenir  a  la  voluntad  de  los  testadores,  mas 
numerosas  serían  las  contravenciones  siguiendo  la  regla  con- 
traría. 

Estas  razones  adquieren  d(»ble  fuerza  si  se  atiendií  a  la  re- 
pugnancia o  disconformidad  que  se  no!a  entre  la  disposición 
que  censuran)os  i  los  principios  sentados  antes  en  el  prc»yecto. 
Pondremos  un  ejemplo  para  ser  mejor  entendidos.  ¿Suponga- 
mos que  Pedro,  teniendo  por  heredero  lejitimo  a  su  hermano 
Juan,  nombra  por  heredero  al  extraño  Diego;  éste  muere  en 
vida  del   testador  dejanlo  hijos  lejítimc  s  Al  fallecimiento  de 
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i'u  Iro,  ¿íiuiún  es  su  licrralero?  No  lo  es  Die^'O  porque  ha  muer- 
t  ■;  tampuco  lu  son  loa  hijos  de  éste,  porque  no  se  les  ha  tras- 
iiiitldü  la  herencia.  Pur  el  «rtiuiilo  5  tiel  titulo  I.",  no  poeilo 
trasmitirse  la  herencia  t|uo  no  ha  sido  deferida,  i  por  cl  artiiiu- 
lo  4  dpl  misnici  titulo,  hi  herencia  so  deiúTo  al  herodoro  en  el 
momento  de  faÜPcer  la  persona  de  cuya  uuui'aton  se  trata;  do 
molió  que  el  artíuulo  4  impide  f¡ue  so  defiera  a  Diego  la  he- 
rencia dt;  Pe  Iro  i>or  hahurle  éste  sobrevivido,  i  cl  articulo  5 
prohibe  a  l>¡ego  trasmitir  una  hereneia  quo  no  se  lo  ha  dofe-  j 
rido;  rcfila,   pues,  que  Juan  herede  a  Podro  ah  intestato. 

Añadam.is  al  ejemplo  anterior  una  eirüunstaneia  mas.  Jdftn 
es  sustituto  de  Diego.  ¿Quién  hereda  a  Pedro  en  eate  casn?  los 
hijcft  do  Diego;  de  suerte  que,  cuando  Juan  no  ch  nombraílo 
horodero,  excluye  a  loa  hijos  de  Diego,  i  si  se  le  nombra,  c 
exuluido  ¡Kjr  ellü».  ¿Ks  esto  conforme  a  la  razón?  Si  «e  quiere 
se^fuir,  no  la  voluntad  verdadera  del  testador,  sino  la  presunta, 
¿pucilu  presumirse  que  Pedro  amú  raai  a  Juan  cuando  no  lo 
nombró  heredero,  que  cuando  lo  nombró?  ¿De  cuándo  acá  la 
instituiritin  del  heredero  ea  un  modo  de  manifestar  que  ama- 
mos ménOH  a  una  persona,  que  cuando  no  la  instituimos?  81 
no  es  de  prowuinir  tal  cosa,  sino  prcuisamento  lo  contrario, 
¿por  que  se  da  a  Juan  ta  herencia  en  el  primer  caso,  i  se  la 
quita  en  el  segundo?  Parece  deducirse  do  lo  dicho  que,  ya  so 
sin^a  la  voluntad  expresa  del  difunto,  ya  la  tácita  o  presunta, 
en  cano  de  sustitución,  debe  el  sustituto  ser  preferido  a  los 
hijos  del  instituido. 

Las  consecuencias  que  se  siguen  de  la  doctrina  del  proyecto, 
hacen  todavía  mas  evi  lente  esta  verdad.  Tales  son:  primera, 
que  Juan  sustituto,  esto  es,  heredero  testamentario,  es  de  peor 
condición  que  Juan  heredero  lejitimo,  lo  que  no  está  mui  en 
armonía  con  el  principio  virtualmente  establecido  en  cl  articu- 
lo 1  °  del  título  2.',  con  lo  que  dicta  la  razón,  i  con  lo  que  dis- 
ponen todas  las  lojislacioiies  que  conocemos,  es  a  saber,  que, 
teniendo  los  llamamientos  de  la  lei  por  único  objeto  suplir  la 
omisión  o  incapacidad  de  l«star  del  difunto,  los  herederos  tes- 
tamentarios son  do  mejor  condición  que  los  Icjitimos;  scgun- 
lia,  que,  cuando  Juan   es  llamado  solo  por  la  lei,  tiene  mejor 
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(Icrcclio,  que  cuando  lo  es  por  la  leí  i  por  \*\  voluntad  expresa 
del  testador,  lo  que  parece  un  absurdo;  tercera,  ({ue  el  nom- 
hramicnto  de  heredero  hecho  en  Juan,  lo  perjudica  en  vez  de 
favorecerlo,  cosa  que  no  pu(íde  concillarse  con  la  voluntad  do 
ningún  instituyente,  porque,  ¿a  quien  se  le  ocurre  nombrar  a 
otro  de  heredero  con  el  fin  do  perjudicarlo?  i  esto  sería  cabal- 
mente lo  que  sucedería  en  el  ejemplo  propuesto  decidido  por 
la  lei  que  reprobamos.  Rijiéndonos  por  ella,  mejor  le  estaría  a 
Juan  que  Pedro  no  se  hubiera  acordado  de  ól. 

Suprimiendo  los  párrafos  segundo  i  tercero  del  artículo  de  quo 
hablamos,  se  evitarla  la  necesidad  de  dividir  las  sustituciones  en 
exi)resas  i  tácitas,  i  lo  que  es  mas,  so  daria  mejor  cumplimien- 
to a  la  voluntad  de  los  testadores,  que  es  lo  quo  se  pretende. 

í;.  P.  D.  /. 


RESPUESTA  DE  DON  ANDRÉS  BELLO 

Principiaremos  recordando  que  las  notas  puestas  al  proyec- 
to no  están  destinadas  a  formar  parte  del  código  civil,  o  a 
entrar  en  ól  por  via  de  explicación  o  de  comentario.  Ellas 
expresan  nuestras  opiniones  individuales,  no  las  de  la  comisión, 
que  tampoco  es  responsable  de  las  ideas  que  vertamos  en  las 
contestaciones  a  U.  P.  D.  I.  No  nos  lisonjeamos  de  estar  siem- 
pre de  acuerdo  con  ella,  ni  querríamos  que  so  le  imputasen 
nuestras  inadvertencias  o  errores. 

Acerca  do  las  explicaciones  que  hayan  o  nó  de  acompañar  al 
código,  diremos  cuál  es  el  juicio  de  algunos  miembros  de  la 
comisión,  que  aun  no  ha  tocado  este  punto  en  sus  artículos. 
El  código  civil  terminará  por  un  título,  análogo  al  De  ver- 
borum  significatione  de  las  Pandectas^  en  que  so  definan 
todas  las  voces  de  que  en  ól  se  haga  uso,  i  que  sean  rigo- 
rosamente tócnicas  o  se  aparten  algo  de  su  significado  vulgar. 
Pero  ademas  creen  aquellos  señores  que,  para  facilitíir  la  inte- 
lijencia  del  código,  sería  conveniente  agregar  a  ciertas  disposi- 
ciones uno  o  mas  ejemplos  que  manifestasen  el  modo  de  apli- 
carlas. En  el  texto  de  las  Partidas^  los  ejemplos  o  aplicaciones 
pn'icticas  acompañan  frecucnlcmentc  al  preícepto. 
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"Piir.iniiínti;  piicden  fazer  los  tostadores  sus  manJa»;  quo 
([uiure  tanto  decir,  como  sin  ninguna  condición.  E  eato  serla 
como  si  ílijease  alj^un  teatador:  Mando  v.  íulano  tantos  mara- 
vedís, o  tal  ooHa.  E  aun  in  podría  fttzer  a  di»  cierto  o  de  dia 
cierto  en  adelante.  E  esto  seria,  como  s¡  dijesso  cl  testador: 
Mando  fiue  den  a  fulano  tantos  maravedís  el  dia  de  Sant  Juan 
Baptista,  este  primero  que  vcrná;  o  si  dijesse:  Mando  que  el 
dia  de  Sant  Juan  en  adelante  que  ge  los  den.  E  aun  las  jiodria 
fazer  so  condición.  E  eato  seria  como  si  dijesse:  Mando  a  fu- 
lano tantos  mapavedis,  ni  fiziere  tal  cosa.* 

Mas  otras  vecca  sucede  quo  el  ejemplo  mismo  haco  las  veces 
del  precepto,  verbigracia: 

«Otrosi  decimos  que  sí  el  tentador,  cuando  fizit-sse  la  manda, 
(lijosse  tales  palabras:  Mando  que  den  a  fulano  mil  m.iravcdis 
quando  fuere  do  edad  do  catorce  años,  íii  acaescicre  quo  aquél 
a  quien  la  fuze,  llegare  a  aquella  edad,  valdrá  la  manda,  e  si 
muriere  en  ante,  non  la  puede  demandar  su  heredero,  nín  lia 
doreclio  de  la  aver.» 

Este  .segundo  método  está  sujeto  a  gravísimos  inconvenien- 
tes, porque,  juzgándose  du  la  aplicación  de  la  loi  por  meras 
analojía-s,  se  corre  el  peligro  de  extenderlas  o  limitarlas  dema- 
siado. El  raciocinio  analójico,  naturalmente  poco  seguro,  no 
debe  emplearse  en  la  aplicación  do  la  leí,  sino  cuando  es  abso- 
kitameute  necesario,  porque  el  caso  de  que  so  trata  no  está 
comprendido  en  ninguna  disposición  joneral,  necesidad  que  el 
li'jislador  debe  evitar  al  juex  en  cuanto  te  sea  posible.  Delw, 
pues,  expresarse  siempre  en  términos  jenerales,  que  circuns- 
üriban  exactamente  la  extensión  del  precepto. 

El  primer  método  no  está  expuesto  a  igual  peligro,  si  no  ca 
cuando  se  incorpora  de  tal  modo  el  ejemplo  en  el  precepto, 
que  pueda  desvirtuarse,  por  decirlo  así,  la  jeneralidad  do  It» 
expresión.  La  idea  jeneral,  amalgamada  con  el  tipo  especial, 
parecerá  muchas  veces  limitada  por  él,  cotitra  la  intención  del 
lojislador.  El  mejor  método  seria,  pues,  separar  enteramente 
el  ejemplo  del  precepto,  poniéndolo  en  forma  de  glosa  o  aix)stilla 
después  de  la  lei. 

La  conveniencia  de  los  ejemplos  e^  manifiesta.  Las  disposi- 
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ciones  joncrales,  por  propias  que  sean  las  palabras  en  que  estén 
concebidas,  no  bastan  para  producir  ideas  claras  i  precisas  en 
el  entendimiento  de  las  personas  que  no  so  han  familiarizado 
con  el  asunto  de  que  se  trata.  Ni  es  esto  peculiar  de  las  leyes, 
sino  do  todo  jénero  de  materiíts.  El  entendimiento  humano 
pasa  siempre  de  lo  particular  a  lo  jeneral,  de  lo  concreto  a  lo 
abstract(í;  i  no  se  le  puede  dar  lo  idea  de  un  jénero  nuevo, 
sino  presentándoselo  bajo  una  o  mas  formas  específicas.  La 
intercalación  de  las  aplicaciones  prácticas  podria  parecer 
opuesta  al  estilo  de  los  códigos  modernos;  pero  sus  buenos 
efectos  son  evidentes;  i  esto  nos  parece  que  bastaría  pa,va  reco- 
mendarla. No  se  debe  omitir  medio  alguno  que  contribuj'a  a 
poner  las  leyes  a  el  alcance  del  mayor  número  de  personas 
posibles. 

El  autor  del  remitido  echa  monos  en  el  artículo  8  del  títu- 
lo 4.**  la  definición  del  derecho  de  acrecer.  En  el  proyecto 
primitivo,  la  había,  i  estaba  concebida  así: 

«Destinado  un  objeto  a  dos  o  mas  asignatarios,  la  porción 
do  uno  de  ellos  que,  por  falta  de  éste,  se  junta  a  las  porciones 
de  los  otros,  so  dice  acrecer  a  ellas. 

«Este  acrecimiento  no  tendrá  lugar,  si  el  testador  hubiere 
señalado  las  porciones  o  cuotas  en  que  haya  de  dividirse  el 
objeto  asignado.» 

Este  debió  ser  el  artículo  8,  siguiéndole  con  diferente  nú- 
mero el  de  que  ahora  se  trata.  Omitióse,  por  inadvertencia,  el 
primer  inciso,  i  se  puso  fuera  de  su  lugar  el  segundo,  colocán- 
dole al  fin  del  artículo  9.  (10  en  el  ejemplar  primitivo);  a 
cuya  materia  no  pertenece,  como  es  fácil  ocharlo  de  ver. 

El  autor  del  remitido  pro¡x)ne  la  redacción  siguiente: 

«Entre  asignatarios  conjuntos,  hai  derecho  de  acrecer,  que 
consiste  en  que  la  parte  del  asignatario  quo  falta  so  agregue  a 
las  de  los  otros  conjuntos  a  proporción  de  cada  una  de  ellas.  I 
se  entienden  por  conjuntos,  etc.» 

No  convenimos  en  esta  redacción. 

I.°  Porque,  como  la  definición  del  derecho  de  acrecer,  os 
extensiva  a  los  conjuntos  i  a  los  disyuntos,  no  debe  colocarse 
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en  un  artículo  en  que  so  trata  exclusivamonte  de  los  pri«- 
meros; 

2.^  Porque  la  frase  a  proporción  de  cada  una  de  ellas,  no 
nos  parece  propia.  Proporción  supondría  que  las  porciones  a 
que  acrece  la  vaciante  pudieran  ser  desiguales,  lo  que  no  debe 
nunca  veriGcarse.  Si  dejado  un  objeto  a  B,  C,  D,  sin  expresión 
de  cuotas  (como  es  preciso  que  sea  para  que  haya  lugar,  al 
acrecimiento),  falta  /),  ¿cómo  se  repartirá  el  objeto  entre  C  i  D? 
Es  claro  que  no  puede  ser  sino  por  partes  iguales:  Hablar 
aquí  de  proporción  sería  dar  motivo  a  un  falso  concepto; 

3.^  Porque  la  explicación,  cí  se  entiende  faltar  uno  de  los 
asignatarios  cuando  no  puede  o  no  quiere  admitir  su  pcuie»', 
no  añado  nada  al  verbo  /aliar,  e  inducirla  tolvez  a  dudas  o 
errores.  El  ausente  que  muere  antes  de  tener  noticda  de  una 
asignación  que  se  le  ha  deferido  no  puedo  admitirla.  Pareee- 
ria,  pues,  el  caso  comprendido  en  dos  leyes  c(mtrariaS|-  en  el 
articulo  5  del  titulo  1.^,  que  ordena  la  trasmisión,  i  en  el 
artículo  8  del  4.%  que  prescribe  el  acrecimiento.  Preferimos  el 
verbo  faltar ^  sin  mas  explicación; 

4.*  Porque,  aun  adoptando  la  frase  que  establece  la  propor- 
ción, i  la  glosa  que  explica  el  signiQcado  de  faltar ^  una  i  otra 
estarían  en  él  colocadas  en  un  articulo  donde  solo  se  trata  de 
los  conjuntos. 

El  artículo  12  del  mismo  título  dice  así: 

«Toda  asignación  que  paso  de  una  persona  a  otra  por  tras- 
misión, sustitución  o  acrecimiento,  o  por  incapacidad,  indig- 
nidad o  repudiación  del  asignatario,  llevará  consigo  todas  sus 
obligaciones  trasmisibles  i  el  derecho  de  aceptarla  o  repudiarla 
separadamente.» 

El  autor  del  remitido  cree  que  están  do  mas  las  palabras 
«por  repudiación,  incapacidad  o  indignidad  del  asignatario,» 
porque,  si  éste  repudia,  o  os  incapaz  o  indigno,  se  deferirá  la 
asignación  a  otro  por  trasmisión,  sustitución  o  acrecimiento, 
según  los  casos.  Supongamos  esta  institución  de  herederos: 
«Dejo  la  tercera  parte  de  mis  bienes  a  íí,  i  las  otras  dos  ter- 
ceras partes  a  C.  /?  repudia  i  no  tiene  sustituto  nombrado  por 
el  testador.  Resulta  que,  por  faltar  el  asignatario,  hai  una 
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parte  del  patrimonio  «obre  la  cual  no  tenemos  disposición  tes- 
tamentaria, i  a  que  por  consiguiente  son  llamados  los  herede- 
ros ab  intestato.  En  este  caso,  no  hai  trasmisión  ni  acreci- 
miento. ¿I  pudiéramos  considerar  a  los  herederos  ab  intestato 
como  llamados  o  sustituidos  para  todas  las  porciones  vacantes? 
No  recordamos  que  en  el  proyecto  se  hable  do  semejante  sus- 
titución tácita.  Do  que  resulta  que  las  tres  denominaciones 
primeras  dejan  algo  que  desear  para  la  comprensión  de  la  lei. 
Sin  embargo,  no  tendríamos  dificultad  en  adoptar  sustancial- 
mcnte  la  redacción  propuesta  por  U.  P.  D.  I.,  expresando  así 
la  disposición: 

«Cuando  por  faltar  un  asignatario,  pasa  a  distinta  persona 
el  objeto  asignado,  la  asignación  llevará  consigo  todas  sus 
obligaciones  i  cargas  trasmisibles,  i  el  derecho  de  aceptarla  o 
repudiarla  separadamente.» 

Habríamos  deseado  que  el  autor  del  remitido  se  fijase  on  esta 
segunda  parte  de  la  disposición,  que,  a  nuestro  juicio,  presenta 
dificultades,  o  por  lo  menos  un  vacío  que  parece  indispensable 
llenar.  Supongamos  que  do  tres  herederos  í?,  C,  D,  toca  a  D 
una  porción  tan  gravada,  que  no  quiera  aceptarla.  C  i  D  ten- 
drán el  derecho  de  aceptarla  o  repudiarla  separadamente,  i  por 
consiguiente  la  repudiarán  a  su  vez.  Llamados  a  ella  los  here- 
deros ab  intestato  harán  otro  tanto.  Ni  la  disposición  del  testa- 
dor, ni  la  cuota  do  bienes  sobre  que  recae,  aprovecharían  a 
nadie. 

Se  repudia  por  igual  motivo  un  legado.  La  asignación  retro- 
cede al  heredero,  pero  como  éste,  en  virtud  del  artículo  que  nos 
ocupa,  tiene  el  derecho  de  aceptarla  o  repudiarla,  conservando 
la  herencia,  es  claro  que  la  repudiará.  Otra  disposición  i  otra 
parte  de  bienes,  do  que  no  puede  aprovecharse  persona 
alguna. 

Obviábanse  en  parte  estos  inconvenientes  en  el  derecho 

romano  por  medio  de  la  Cuarta  Falcidia^  a  que  la  comisión 

no  ha  dado  lugar.  Ademas,  destituido  el  testamento  por  falta 

de  herederos,  perecían  con  él  los  legados,  a  lo  menos  antes  do 

su  igualación  con  los  fideicomisos.  Por  otra  parte,  la  porción 

que  acrecía  entre  coasignataríos  re  non  verbiSj  no  llevaba 
opúsc.  49 
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coiiHÍt^  los  logailoa  o  carga»,  a  diferencia  de  U  que  acrecía  en-* 
tro  coafiignatai-ios  re  eí  verbis,  que  llevaba  consigo  laa  carga», 
pero  no  podía  separadamente  repuiliarsc.  Tudos  estos  medios 
de  obviar  cl  inconvonicnto  indicado  faltan  en  el  proyecto,  i 
paroce  neciísario  suplirlos  do  algim  modo. 

El  fin  que  debemos  proiwnernos,  ea  llenar  del  modo  posible 
la  voluntad  dol  testador,  que,  jiizí^ando  por  el  tenor  de  la  dis- 
posición, ha  sido  imponer  ciertos  gravámenes  sobre  cierta  parte 
dv  1o8  bienes  ex'^lusi  va  mente,  oxiniiencto  de  ellos  las  otras. 
Cuando  so  dejan  a  un  mÍ«mo  asignatario  doa  objetos,  el  «no 
libre  i  el  otro  exeesivnniente  gravado,  parcco  natural  suponer 
que  el  testador  ha  querido  compensar  el  uno  con  el  otro,  i  cata 
en  razón  que  el  asignatario  no  tenga  la  libertad  de  aceptar 
separadamente  el  uno  de  ellos.  Pero  no  hai  la  misma  razón 
cuando  loa  dos  objetos  se  dejan  a  distintas  personas,  i  por 
algún  accidente  vienen  a  recaer  en  una  sola,  ¿Qué  se  hará, 
pues,  on  este  caso?  La  regla  que  nos  ocurro  es  la  siguiente, 
que  pudiera  añadirse,  como  un  inciso,  al  artículo  12: 

■Si  pareciendo  demasiado  gravada  una  asignación,  la  repu- 
diaren todas  laa  personas  sucesivamente  llamadas  a  ella  por  cl 
testamento  o  la  lci,  se  deferirii  a  las  personas  a  cuyo  favor  so 
han  impuesto  los  gravámenes,  las  cuale»  la  dividirán  entre  si 
a  prorrata  de  sus  respectivos  deroihoa.» 

Eute  medio  nos  parche  mas  equitativo  ¡  mas  conforme  a  la 
voluntad  expresa  del  testador,  que  los  del  derecho  romano.  Lo 
sometemos  al  juicio  de  los  inteijjentes,  i  en  particular  al  de 
U.  P.  D.   I. 

Somos  enteramente  de  la  opinión  de  nuestro  corresponsal 
en  cuanto  al  inciso  2."  del  artículo  1.*,  título  5."  La  enumera- 
ción do  los  varios  modos  en  que  puede  faltar  un  asignatario, 
ea  innecesaria;  i  si  en  alguna  parle  debe  hacerse,  oa  donde  se 
habla  de  esta  falta  por  la  primera  vez. 

Los  raciocinios  de  U.  P.  D.  I.  sobre  el  inciso  2.'  del  artículo 
8  de  esto  mismo  título,  ruedan  sobre  un  concepto  equivoca- 
do. El  artículo  entero  dice  asi; 

■Los  descendientes  lejítimos  dol  asignatario,  según  cl  ónktn 
i  reglas  do  la  sucesión  íntcsíada,  se  entienden  sustituidos  al 
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asignaUírio  en  todas  las  donaciones  rcvocablca,  herencias  i 
legados  del  asüoiidicntc  común;  salvo  ijuc  el  dicho  ascendiente 
haya  maniTestado  voluntad  contr.iria. 

•  La  sustitución  tácita  de  lo»  dcsccndienlos  lojítímoít  del 
asignatario  excluye  la  sustitución  expresa  a  favor  do  cualquie- 
ra persona  que  no  sea  del  número  do  los  descendientes  lejiti- 
mos  del  testador;  pero  es  exduida  por  la  sustitución  expresa 
a  favor  de  cualquiera  de  éstos. 

•  La  misma  regla  se  aplica  a  los  descendientes  naturales  <Ic 
la  mujer,  cuando  ésta  fullcce  sin  descendencia  lejilima.» 

¿DcSmle  se  habla  de  sustitución  tácita  en  el  proyecto?  pre- 
gunta U.  P.  D.  I.  En  el  inciso  procedente  tie  esto  mismo  ar- 
tículo, respondemos.  ¿No  dice  el  inciso  primero  que  los  des- 
cendientes lejitimos  dd  asignatario  se  entienden  sustituidos 
al  asignatario  en  todas  las  disposiciones  testamentarias  del 
ascendiente  común?  I  una  sustitución  que  se  entiende,  ¿qué  es, 
sino  una  sustitución  tácita?  I  si  no  se  hablase  en  el  segundo 
inciso  de  la  sustitución  expUcada  en  el  primero,  ¿qué  conexión 
tendrían  entre  sí  para  componer  entre  los  dos  un  solo  artículo? 
Cuando  el  testador  dice:  «sea  Podro  heredero  o  legatario  de 
cierta  parte  de  mis  hienes,  i  si  Taita  Pedro,  séato  Juan,*  la 
disposición  puede  estar  contenida  o  nó  en  cl  artículo.  Si  Pedro 
es  descendiente  lejitimo  del  te.stador,  los  descendientes  lejiti- 
mos de  Pedro,  se  entienden  sustituidos;  ai  Podro  no  es  tal 
descendiente,  no  hai  tal  sustitución  tácita.  Esta  disposición  no 
es  peculiar  del  proyecto:  existe  en  nuestras  leyes  actuales;  i 
no  ha  parecido  que  habia  motivo  de  dosccliarhi.  Sí  Pedro  es 
hijo  del  testador,  la  presunción  do  que  éste  lia  querido  exten- 
der a  los  hijos  do  Pedro,  que  son  nietos  suyos,  el  benotioiu  de 
la  disposición,  pretiriéndolos  al  sustituto  expreso  Juan,  que 
no  es  del  número  de  sus  descendientes,  es  tan  natural,  tan 
verosímil,  tan  fuerte,  que  la  loi  no  puédemenos  de  admi- 
tirla. 

El  autor  del  remitido  ha  dado,  pues,  al  inciso  segundo  una 
extensión  indebida.  Si  se  deja  una  herencia  o  logado  a  un  ex- 
traño, i  éste  fallece  en  \  ida  del  tcstntlor,  sus  hijos  no  tienen 
derecho  alguno  a  la  tal  herencia  o  legado:  -sobre  esto  punto  se 


hallan  enteramente  de  acuerdo  la  oomí^oo  í  U.  P.  D.  I.¡  i  las 
obaervaciones  que  se  acumulan  en  esta  parte  dol  remitido  para 
impugnar  el  inciso,  no  tienen  nada  que  ver  oon  la  duposicicHi 
contenida  en  él. 

Sin  embargro,  la  inadvertencia  en  que  ha  incurrido  una  ra- 
zón tan  perapioaz  i  tan  cultivada,  como  la  de  00081»)  eorrespon* 
sal,  es  para  nosotros  un  aviso  do  que  talvpz  Taltealgo  para  que, 
según  el  precepto  de  Quintiliaoo,  no  solo  sea  iatelíjible  b 
redacción,  sino  que  no.  sea  posiblo  dejar  de  entendo-Ia.  Po- 
niendo esta  en  lugar  de  lA  al  prínoipio  del  inciso,  nos  pareos 
que  lo  daremos  to.la  la  claridad  que  puede  apetecerse. 


DÍaVO  RBIUTIDO 

Titulo  7.*,  articulo  50:  «Si  la  especie  legada  ha  pasad»  wi 
dominio  del  legatario  antes  de  la  delación  del  legado,  no  se  le 
deberisu  valor,  etcéterai.  Nosotros  enprímiriamos  las  pala- 
bras «antea  de  la  delación  dul  legado*,  no  por  iadtfles,  sino 
por  perjudiciales,  suponiendo  que  baya  querido  conservarse 
lo  que  las  leyes  romanas  i  españolas  disponen  sobre  el  parti- 
cular. Ija  decisión  de  un  caso  por  estas  leyes  i  el  proyecto 
hará  ver  la  desemejanza  que  hai  entro  éste  i  aquellas.  Supon- 
fiamos  que  Pedro  muero  legándome  la  casa  de  Juan,  i  que 
en  seguida  este  me  da  esa  misma  ca.sa.  ¿Tengo  derecho  a  pedir 
su  valor  por  el  testamento  de  Pedro?  Por  laa  leyes  romanas, 
no  lo  tengo,  párrafo  6,  institución  de  legatario;  por  las  espa- 
ñolas tampoco,  lei  43,  titulo  9."  Parliüa  6.';  pero  sí  por  el 
proyecto  como  lo  demostraremos.  Para  que  el  legatario  que 
adquiero  la  ospccic  legada  por  titulo  lucrativo  no  tenga  de- 
recho al  precio  de  ella,  la  adquisición  debe  haber  eido  antes 
de  la  delación  del  legado.  En  el  ejemplo  propuesto,  la  adquisi- 
ción ha  sido  después  de  la  delación  del  legado;  luego  el  lega- 
tario tiene  derecho  al  precio  de  la  especie  legada. 

No  man  ¡restaremos  las  razones  en  que  croemos  se  funda  la 
anterior  disposición  del  derecho  romano  repetida  en  el  nuestro, 
porque  no  sabemos  si  la  comisión  ha  tenido  ánimo  de  doro- 
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^arla;  si  no  lo  ha  tenido,  todo  lo  que  dijéramos  en  dofensa 
de  la  lei  romana  sería  perder  tiempo. 

Título  8.**  artículo  5:  «La  lejítima  rigorosa  es  la  mitad  de 
tollos  los  bienes.»  Hé  aquí  la  lei  que  mas  nos  desagrada  de 
cuantas  nos  han  desagradado  en  el  proyecto.  Siempre  había- 
mos creído  que,  si  nuestras  leyes  pedían  reforma  en  este  punto, 
era  restrinjiendo  la  facultad  do  testar  en  algunas  personas. 
Confesamos,  desdo  luego,  que  esta  opinión  no  esta  en  armonía 
con  las  ideas  reinantes;  pero  pedimos  no  se  nos  condene  antes 
de  oírnos. 

Acerca  de  la  mayor  o  menor  amplitud  de  la  facultad  de  testar, 
se  presentan  dos  principios  que  en  cierto  modo  parecen  contra- 
decirse. Primero,  la  naturaleza  misma  nos  inspira  la  obligación 
que  tenemos  de  dejar  algo  de  nuestros  bienes  a  nuestros  des- 
cendientes i  en  defecto  de  éstos  a  nuestros  ascendientes.  De 
aquí  el  haberse  convertido  este  precepto  natural  en  una  obli- 
gación perfecta  en  las  lejislaciones  mas  célebres.  Do  aquí  el 
celo  espontáneo  con  que,  aun  sin  pensarlo,  reprobaríamos  la 
conducta  do  un  padre  que  sin  motivo  desheredase  a  un  hijo; 
i  la  de  un  hijo  que,  pasando  en  silencio  a  su  padre,  dejase  sus 
bienes  a  un  extraño.  Segundo,  admitido  que  la  testamentifaccion 
sea  de  derecho  natural,  parece  que  la  libre  facultad  do  dispo- 
ner de  nuestros  bienes  es  una  recompensa  justamente  concedi- 
da al  trabajo  que  hemos  tenido  en  adquirirlos.  Do  aquí  el  que 
por  regla  jeneral  sea  permitido  a  todo  hombre  disponer  libre- 
mente de  sus  bienes,  i  el  que  aun  aquellas  personas  a  quienes 
por  justas  consideraciones  se  limita  la  facultad  do  testar  con- 
serven siempre  el  derecho  do  disponer  como  quieran  de  algu- 
na porción  de  su  herencia. 

Pero  ¿hasta  c[ué  punto  debo  seguirse  cada  uno  de  estos  prin- 
cipios de  modo  que  no  se  contravenga  al  otro?  ¿Cómo  deben 
conciliarse  para  que  la  balanza  no  so  incline  a  un  lado  mas 
que  al  otro?  ¿Cuánta  debe  ser  la  lejítima  do  los  descendientes 
o  ascendientes  en  virtud  del  primer  principio,  i  cuál  la  por- 
ción de  que  pueda  testarse  libremente  en  conformidad  con  el 
segundo?  Hé  aquí  la  verdadera  dificultad,  el  problema  que 
cada  uno  resuelve  según  su  modo  de  ver.  Unos  creen  que  la 


)ej{timn  total  de  la^  liijoa  dobo  aumentar  o  diminuir  a  propor- 
ción del  número  do  ellas;  as!  las  leyes  romanas,  las  nuestras 
lie  Partida,  i  »■!  Código  Civil  francés;  otros,  que  debe  ser  una 
mÍRina  sea  cual  fuere  el  niiitiero  do  los  hijos;  asi  nuestro 
derecho  actual  i  el  pmyei-to.  Consideradas  e»tas  ilos  opinio- 
nes en  abstracto,  ^urece  fuera  de  toila  duda  r|ue  la  justicia 
fifí  decide  por  la  prinierR.  ¿Cómo  ha  de  ser  justo  ijuc  un 
jja'Jreque  tiene  diez  o  úov^  hijos,  puoila  disponer  de  tnnta  par- 
te de  sus  bienes,  como  el  que  solo  tiene  dea  o  tres?  ¿No  ea  ver- 
dad que  lo  que  fuera  mucho  en  el  primer  caso  no  lo  seria  en 
*■!  segundo?  ¿No  es  mas  poder  disponer  da  la  cuarta  parte  de  sus 
bienes  el  padre  que  tiene  ocho  hijo<>,  que  poder  disponer  de  la 
mitad  el  que  no  tiene  mas  que  uno?  En  el  primer  cnso,  ven  loa  hi- 
jos que  en  la  herencia  de  su  padre  corresponde  a  un  extraño  una 
porción  superior  en  mas  del  duplo  a  la  de  cualquiera  de  ellos; 
en  cl  segundo,  el  hijo  no  es  de  inferior  condición  al  extraño. 
Por  otra  parte,  parece  que,  aumentándose  cl  número  do  indi- 
viduos a  quienes  hemos  dado  el  ser,  se  aumenta  el  de  nuestriui 
ubligacioncs.  VA  que  lia  dado  la  existencia  a  cuatro  hijos,  por 
ejemplo,  no  tiene  los  mismos  deberes  que  llenar  a  este  res- 
pecto, que  cl  que  la  lia  dado  solamente  a  uno.  Cl  padre  a  quien 
le  nace  un  nuevo  lujo,  contrae  desde  entonce»  una  obli^aeion 
que  antes  no  tenia;  haí  una  persona  mas,  cuya  fidicidad  debe 
promover  i  cuya  existencia  debe  conservar.  La  naturaleza  mis- 
ma le  dicta  cl  deber  en  que  se  encuentra  de  consumar  1  llevar 
a  su  perfección  hi  obra  que  ha  empezado;  i  esto,  sin  que  su  nue- 
va obligación  debilite  ni  disminuya  en  lo  menor  las  que  lo 
ligaban  de  antemano  con  los  hijos  anteriores  Ahora  bien,  si 
cl  numero  de  las  obligaciones  do  un  padre  en  su  carácter  de 
til,  es  mayoi-  o  menor  según  lo  es  el  de  los  hijos  que  lienen 
dcreclio  para  exijir  el  cumplimiento  do  ellas,  ¿qué  razón  haí 
para  apartarse  de  esta  regla  en  caso  de  muerte?  ¿Son  acaso 
entonces  los  hijos  menos  acreedores  al  amor  i  protección  del 
padre?  Bien  lejos  de  estn:  hasta  ese  momento,  lian  contado  con 
los  auxilios  que  podian  prometerlos  U  persona  i  bienes  del 
padre;  desde  entóneos  van  a  verse  privados  del  primero  i  tal- 
M'z  mas  ptidoroso  de  cslos  dos  recursos. 
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[)u  lo  que  llevamos  dicho  hasta  aquí,  no  se  iiiliera  que,  cu 
nuestra  opinión,  la  tejítima  total  cl«  tos  híjosdcbc  estar  en  razón 
directa  dul  numera  de  ellos,  l^sta  regla,  llevada  a  un  extremo, 
reduciria  en  algunos  casoa  a  casi  nada  la  cuota  disponiblo  que 
dobe  dejarse  al  testudor.  Si  es  justo  que  hi  Ici  vele  por  loa 
interese.^  de  los  hijos,  no  permitiendo  al  padre  disponer  capri- 
chosamente de  una  parte  considerable  de  bu  patrimonio,  tam* 
bien  lo  e,s  que  no  le  coarte  demasiado  la  facultad  de  testar. 
Lo  que  queremos,  es  que  el  número  de  hijos  sea  una  de  las 
consideraciones  principales  que  entren  en  la  nionlo  del  Icjis- 
lador  al  designar  la  parte  que  debe  correspniKk'rles  en  la  he- 
rencia paterna;  en  suma,  queremos  que  se  imite  en  abstracto 
el  ejemplo  de  las  leyes  rumanas  i  francesas.  Esto  píirccc  con- 
ciliar la  libei-tad  moderada  a  que  debe  a'^pirar  el  padre,  oon 
las  expectativas  racionales  que  pueden  haber  formado  los 
hijos. 

Pero,  aun  suponiendo  admitido  el  principio  de  que  la  porción 
disponible  que  dobe  dejarse  al  pailre  baya  de  estar  hasta  cier- 
to grado  en  ruzon  inversa  del  número  de  los  hijos,  resta  toda- 
vía determinar  en  concreto  quó  cantidad  tiea  exa,  i  no  es  cslc 
el  problema  mas  fácil  de  resolver;  pues  es  muí  probable  que 
aun  los  que  estún  acordes  en  admitir  el  principio,  no  lo  estén 
al  tratarse  de  la  aplicación  do  él:  jKir  ejemplo,  el  derecho 
romano,  el  civil  francos  í  nosotros  lo  admitimos;  i  sin  embar- 
go, una  regla  da  el  primero,  otra  el  segundo,  i  otra  propon- 
dremos nosotros  por  no  parecemos  bien  ninguna  de  las  do» 
anteriores.  Para  nuestro  raciocinio  en  esta  materia,  nos  servirá 
de  base  el  principio  siguiente:  es  justo  que  un  padre  puefla 
tc^^tiu:  Con  liJjcrtad  de  aquella  pai'te  do  sus  bienes  que  proba- 
blemente necesito,  ya  para  disponer  en  beneficio  de  su  alma, 
ya  para  premiar  los  servicios  de  un  hijo  o  de  un  extraño,  ya 
para  Comentar  un  establecimiento  de  utilidad  pública,  ya,  si 
se  quiere,  para  disponer  do  ella  a  su  antojo.  Todo  lo  que  sea 
separarse  de  esta  regla,  os,  en  nuestro  concepto,  o  restrinjir 
demasiado  los  derechos  del  padre,  o  encanillarlos  en  iicrjuiuiu 
de  los  liijos.  Habrá  casos,  no  bai  duda,  en  (jiic  no  baste  al 
padre  para  los  objetos   indicados,  u  otros  niuc-bos  (|uc  puede 
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haber,  la  cantidad  do  que  la  lei  le  permite  testar,  así  como 
habrá  otros  también  en  que  no  necesito  disponer  do  parte  al- 
guna do  sus  bienes;  pero,  no  siendo  posible  establecer  una  re- 
gla para  cada  testamento,  será  mejor  aquélla  que  sea  mas 
adecuada  al  mayor  número  de  ellos. 

Dijimos  al  principio  que  nuestras  leyes  no  necesitan  refor- 
ma sobre  esta  materia,  o  si  la  necesitan  es  en  un  sentido  in- 
verso a  la  que  han  recibido  por  el  proyecto.  Fundaremos  las 
dos  partes  de  esta  disyuntiva  antes  de  proponer  la  regla  quo 
creemos  convendria  adoptar;  porque,  si  alguna  de  ellas  es  fal- 
sa, sobre  todo  la  segunda,  nuestra  crítica  es  injusta,  i  nada 
valdrían  las  razones  en  que  la  apoyemos.  Según  las  citadas 
leyes  son  lejítimas  de  los  hijos  los  cuatro  quintos  do  los  bie- 
nes del  padre,  el  cual  puede  disponer  del  tercio  de  esos  cuatro 
quintos  o  del  tercio  de  toda  la  masa  hereditaria  en  favor  de 
cualquiera  de  sus  descendientes.  En  favor  de  esta  disposición, 
encontramos  lo  proporcionado  de  la  cuota  de  que  permite  testar 
libremente  al  padre;  i  por  esta  parte,  no  la  creemos  digna  do 
urjento  reforma.  Pero,  por  otra,  notamos  on  ella  los  defectos 
siguientes:  1.®  ser  una  misma,  en  todo  caso,  la  lejítima  total 
do  los  hijos;  del  quinto  do  sus  bienes,  puedo  disponer  el  padre 
que  tiene  un  hijo;  del  quinto  de  sus  bienes,  puede  disponer  el 
padre  que  tiene  diez,  doce  o  mas  hijos;  2."  por  ella,  tiene  m«?- 
nos  liljcrlad  para  testar  (^1  paJro  ele  un  liijo  que  el  de  dos  o  mas, 
cuando  parece  que  debiera  ser  al  contrario;  en  el  primer  caso, 
rl  pach'e  solo  pn..*  le  disponer  del  q  linto,  mientras  que  en  el  se- 
^nindo  pílele  testar  Lanil)ien  del  tercio;  i  auir[ae  esto  haya  de  ser 
por  neeesi  la  1  en  l.H'nc'íieio  de  aJunnio  o  alü:unos  do  sus  des- 
cendientes, no  ([uila  q:;e  su  libertad  sea  mayor;  a  lo  quo  se 
aíj;reuM  (pie,  para  el  bijo  o  hijos  privados  de  ese  tercio,  es  lo 
mismo  íjiie  >i  se  buljiera  dado  a  un  extraño;  i  3.°  en  virtud 
d(i  ella,  puede  baber  casi  siempre  una  desproporción  enorme 
entre  la  cuoía  liere.litaria  de  uno  de  los  hijos  i  las  de  los 
íb'mas:  como  ell(.)S  no  p;isen  de  dieziseis,  lo  ({ue  rarísima  vez 
siKuMb'rá,  el  padi'e  ))iiekie,  si  (juiere,  liacer  (jue  la  porción  de 
nn«)  de  elb»s  sea  i'^ii.il  o  mayor  (pie  la  de  todos  los  otros  jun- 
ios   Siij)i)nL'";im'>s  (pn-  un  padre  dej.M  sesenía   mil  pesos  i  diczi- 
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seis  hijos,  mejorando  a  uno  de  ellos  en  tiTcio  i  quinto;  éste, 
solo  por  razón  de  mejoras,  tomará  veintiocho  mil  pesos,  que 
juntos  con  dos  mil,  lojítima  de  cada  hijo,  componen  la  suma 
do  treinta  mil  pesos,  mitad  do  todo  el  patrimonio  paterno; 
de  lo  que  se  si^j^ue  que  uno  solo  de  los  hijos  toma  tanto  como 
todos  los  otros  quiiu;e  juntos,  i  que  la  porción  de  cada  uno  do 
éstos  es  a  la  de  aquél  como  dos  a  treinta. 

No  se  diga  que  rara  vez  se  presentará  un  caso  como  el  de  que 
acahamos  de  hablar,  pues  los  hijos  tienen  en  el  corazón  de  los 
padres  la  mejor  garantía  contra  toda  arbitrariedad.  Esto  en 
una  verdad;  pero  también  lo  es  que  no  hai  necesidad  do 
que  los  hijos,  ni  aun  en  esos  raros  casos,  sean  víctimas  de  una 
parcialidad  infundada.  Ademas,  ¡cuántas  veces  sucederá  que 
una  disposición  deesa  naturaleza  no  proveníala  de  afecto  u  odio 
hacia  alguno  o  algunos  de  los  hijos,  sino  de  sujestiones  a  las 
cuales  el  padre  no  pueda  o  no  crea  conveniente  resistir!  Noto- 
rio es  el  afecto  que  por  lo  común  tienen  a  .su  última  mujer  los 
que  han  sido  casados  mas  de  una  vez;  i  notorio  también  que, 
quizá  sin  motivo  alguno,  suelen  mejorar  a  los  hijos  de  ésta 
en  todo  a(|uel[o  que  la  lei  les  permite.  De  lo  dicho  se  sigue 
que  una  mejora  inmerecida  podrá  tener  por  causa,  no  solo  un 
capricho  del  padre,  lo  que  es  poco  de  temer,  sino  también 
varias  otras.  Pero,  sean  las  que  fueren,  no  debiendo  dejarse  la 
regulación  do  la  lejítima  a  la  decisión  de  cada  individuo,  i 
habiéndose  do  tomar  por  lo  mismo  alguna  medida,  creemos 
que  debe  adoptarse  aquélla  (pie  prevea  mayor  número  do  casos, 
que  evite  mayor  cantidad  de  males,  i  que  esté  expuesta  a  menos 
inconvenientes. 

I  bien,  ¿la  regla  establecida  en  el  proyecto  llena  todos  estos 
requisitos?  ¿remedia  todos  los  males  que  nuestra  disposición 
actual  es  capaz  de  producir?  ¿la  innovación  que  hace  en  ésta 
es  la  que  se  necesita?  Veámoslo.  Por  el  artículo  5  del  título  8.® 
citado,  la  lejítima  rigorosa  es  la  mitad  de  todos  los  bienes. 
Hemos  expuesto  las  razones  que  tenemos  para  creer  que  el 
hjislador  debe  tener  presente  el  número  do  lejitimarios  al 
señalarla  lejítima;  ¿para  qué  repetirlas?  Hemos  enunciado  los 
motivos  por  los  cuales  sería  conveniente  para  los  hijos,  sin  ser 
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•cm  BÍiioJmMmaBqaeaBalBrtBdBi 
«UTM oiM  o minoa  faeftai o  prnfcébl.i  Piero,  en CUle,  duado 
M  un  becbo  que  lo*  bii»  üems  am  ikReho  pofedo  aohíe 
<w*Í  todrM  lo«  bfeoM  dd  padiv,  áooie  >  ¡esar  de  «sto  no  ee 
tAi»if.rv3  r<'Uj^;Íon  en  la  disciplina  doméstica,  a  lo  menos  sa  no 
<r>tUm«M  i:U:í*tm  para  ver  lo  que  pasa  al  rededor  nuestro,  donde 
h".  \t^n  ''XÍKlir  HÍn  contradecirse  las  lejítímas  i  el  buen  orden  en 
htt  fum'iUü'*,  ¿i/ano  aa  aseara  que  la  reIa)aí-ion  de  la  disciplina 
rliriii/tntit»!  tx  cmíitxufíncia  necesaria  de  esc  derecho?  «quécon- 
y>"j:ui-tmA  riríceiiaría  e»  esta  que  no  acompaña  siempre  a  su 
uiit<-ii(!'|r:nt/t*  Hii  verdad  que  no  ]o  entendemos. 

N'u  M<)Iatni-nUt  la  experiencia  nos  convence  de  la  falsedad  de 
k  ¡)r')¡>ftiiji:iiin,  HJno  también  el  raciucinio.  Pudiera  tener 
ffir  i-Mi:  tfitnor,  hí  la  \ci,  cualquiera  que  fuese  la  conducta  del 
•I,  ohliíjiira  [ti  ¡>a(lrc  a  darle  parte  en  la  herencia;  j>ero  ¿no 
v'triliiil  i¡ui:  li!  jicrmito  desheredarlo  en  algunos  casos?  ¿Cuá- 
Htiu  /;Kti)N?  l'recÍHamcnte  aquéllos  en  que  una  manifestación 
i"  iiiifniLitiiil,  una  ÍnHul)Ordinacion,  una  inobediencia  en  ma- 


tcria  grave,  cu  jenoral,  un  acto  subversivo  tiu  U  moral  de  laí< 
familias,  lo  haga  indiano  (li--l  bt'ncl¡i:¡u  do  la  lei.  Ella  prc-vc 
todos  o  casi  todos  loa  casos  en  que  seria  mortificante  para  un 
padi'ií  Vür  participar  de  su  liercneia  a  un  hijo  ingrratu;  i  en 
todos  ello»  la  farulta  para  dcsliei'cdarlo,  imponiéiulcjle  la  oWi' 
gaciün  tle  instituirlo  oit  al  caso  solo  de  nu  haber  motivo  raciü- 
nal  para  la  eyclüsíon.  Do  este  modo,  ¿no  se  concilla  perfecta- 
mente el  derecho  del  padre  a  la  Riiniísiim  i  respi-to  de  los  hijos, 
con  el  de  éstos  a  alguna  partu  de  la  herencia  de  oiiuél?  ¿No  es 
eate  mi  excelente  medio  para  conservar  a  los  padres  la  vene- 
ndile  judicatura  que  la  naturaleza  les  confiere?  ¿No  d.>Kemprñan 
é^tos  haíita  cierto  punto  las  funciones  de  jueces,  castigando  la 
falla  de  un  hijo  con  la  pérdida  de  la  lejilima,  i  premiando  las 
virtudes  de  otro  con  dejarle  mas  de  aquello  a  que  liene  dere- 
cho porfoeto? 

Hfinos  dicho  que,  solo  en  el  caso  de  que  los  padres  i*«recieran 
do  la  facultad  de  desheredar,  pirliera  tener  luLjar  el  temor  do 
relajación  en  la  clÍMciplÍna  duméslica;  i  como  no  no»  guKta 
tiejnr  sin  prueha  aquellas  pru¡K(HÍtiimefl  sobre  cuya  verdad 
pueda  liaber  alguna  duda,  diremos  en  qué  nos  fundamos  para 
expresarnos  así.  No  es  el  interés  potmniario  el  único  móvil  de 
las  acciones  del  hombre:  liai  algunas  que  parten  de  un  princi- 
pio mas  noble,  que  son  producidas  por  un  resorte  tal  vez  mas 
poderoso,  el  amor.  Entre  éstas,  ocupan  un  lugar  mui  prefe- 
rente aquéllas  por  las  cuales  procuramos  apartar  de  nuestros 
padres  todo  mal  i  proiiorcionarles  lodo  bien;  en  tanto  grado, 
que  no  nos  parece  exajeracion  decir  que,  por  un  hijo  a  quien 
sirve  do  freno  el  temor  de  perder  la  lejítinia,  diez  cumplen 
con  sus  deberes  sin  acurdiu-sc  de  ella.  Sigúese  de  lo  dicho, 
como  consecuencia  mui  clara  i  lejitima,  que  de  once  casos  en 
que  se  conserve  la  moral  di.imt'slica,  solo  uno  es  producido 
por  el  ínteres,  los  diez  restantes  lo  son  por  una  causa  quo 
nada  ticnoqite  ver  con  él,  Infiéreüii  asimismo  que  solo  hubiera 
im  onceavo  de  probübilidcd  orí  contra  de  la  conservación  de  la 
disciplina  doméstica,  aun  en  la  hipótesis  d«  ser  desconocida  la 
dcüheredacion .  Pero  como,  aunque  difÍL-il,  no  es  imposibbí  que 
haya  hijos  en  quienes  pueda  mas  el  inferes  que  el  amor  íilial. 
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apivbamoH  en  nuostra  lejialacion,  i  aprobnremo»  en  todaii,  In 
{leshflreddcion  da  lúa  hijaR  en  ciertos  casos  de  iitgralitutl. 

Eiiti'o  laMlojiliinaa,  hc  cita  tanihien  ^1  eji^mplo  de  Roma,  un 
la  cual,  »ogun  so  dice,  no  Tucroii  conocida»  mientras  a  lo  som- 
bra de  lus  virtudes  republicanas  se  mantiivjuron  puras  las  toM- 
tumbres  i  severa  la  disciplina  doméstica.  P*!ro,  jíjuó  se  infiere 
de  este  liodio  uin  aplicauion  alguna^  Hubo  ¿poc-a  en  Roma 
en  que  las  lejítimas  fueron  desconocidas,  i  ¿quó  resultó?  ¿Su 
conoció  tpic  In  intervención  de  la  Ici  era  necesaria,  o  »e  tUTO 
por  superfina)'  Para  que  el  argumento  tuviera  alguna  fuerza. 
debiera  decirse:  cuando  las  lejitimas  fueron  desconociíJas  en 
Uomn,  loa  padres  suplían  In  omisión  de  la  lei;  í  eiu  mas  (ire- 
cepto  que  cBcucbar  la  voz  de  la  naturaleza,  cumplían  tson 
los  deberes,  quo  ésta  les  impone.  Entonces  sí  hubiera  iioüiilo 
decirse,  como  consecuencia  a  lo  menos  probable,  que  la  intor- 
vencion  de  la  loi  es  innecesaria.  Puro  i*sto  no  so  dijo  ni  pudo 
decir.Hc;  pues  si  no  nos  engañamos,  la  historia  del  dorocho 
romano  sulire  las  lejitimas  es  la  mejor  apnlojia  que  puede 
hacerse  de  ellas.  Hablemos,  aunque  sealijeramento,  sobre  este 
apoyo  do  nuestra  opinión, 

Deslíe  la  fundación  de  Roma  hasta  la  promulgación  do  las 
leyes  do  los  Doce  Tablas,  esto  es,  por  oí  espacio  de  mas  da 
trescientas  años,  no  solo  tenían  los  hijos  derecho  a  cierta  por* 
cion  de  los  bienes  del  padre,  sino  a  todos  ellos.  Careciendo 
los  romanos  de  la  facultad  de  testar,  a  no  .^er  que  oí  pueblo 
aprobara  un  testamento  en  que  so  faltaba  al  orden  do  suceder 
Cístableciilo  por  las  leyes,  se  seguía  quo,  al  tiempo  de  la  muerto 
del  padre,  le  sucedían  precisamente  sus  hijos  sepun  las  reglas  do 
la  sucesión  ab  intestato.  Mala  dispusieron  ¡  digna  de  reforma 
por  cierto,  pero  la  que  recibió  por  el  código  citado  ¿era  la  quo 
convenia?  No  habiendo  medio  mejor  para  juzg-ar  de  una  leí, 
que  atender  a  sus  resultados  en  la  práctica,  los  que  produjo 
la  lei  de  las  Doce  Tablar  responderán  a  la  anterior  pregunta. 
Era  un  principio  sancionado  en  la  Tabla  Qiitnía,  quo  se  res- 
petase como  loi  la  disposición  de  un  padro  de  familia  acerca 
do  su  patrimonio.  Hi;  aquí  una  lei  tal  cual  parece  desearla 
nuestro  ilustrado  contendor.  Ya  los  romanos  go^an  do  la  fa- 
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I  rultad  (le  tastar;  ya  pasaron  re|)enti ñámente  de  la  mas  ahsoliila 

I  ])rc)Iiiljiu¡on  a  la  mas  ilimitada  lil>ertad;  ya  ul  padre,  <{iie  antes 

tenia  por  herederos  forzosos  a  sus  hijos  i  que  jior  su  sola  vo- 

I  liintad  no  podia  disponer  ni  de  la  centésima  parte  de  hus  hie- 

[  ni>3  en  favor  de  un  extraño,  ya  ese  padre,  repetimos,  no  tiene 

I  obligación  de  reservar  ni  uun  esa  poc|ueña  parto  en  benelicio 

de  sus  hijos.  Pero  el  abuRO  que  se  hizo  de  un  poder  tan  amplio, 

I  bien  pronto  manifestó  do  lo  que  es  capaz  el  hombre  ubando- 

I  nado  a  ni  mismo:  hizo  ver  la  necesidad  que  hai  de  que  la  leí 

I  civil  venga  en  auxiliu  de  la  natural  i  la  corrobure.  Los  Icsta- 

I  mentoH  de  lu9  padres  en  que  instituían  herederos  extraños  BÍn 

r  hacer  mención  do  sus  hijos,  o  desheredándolos  sin  alegar 

f  motivo  justo,  obligaron  a  los  pretores  a  mirar  por  el  bíon  de 

I  éstos¡  ma.'j,  no  estando  en  susatribucionea  derogar  la  leí  civil, 

I  no  pudieron  instituir  las  lojilima»,  sino  que  recurrieron  a  una 

I  ficción;  lo  que  era  su  remedio  favorito  para  derogar  las  leyes, 

I  cuando  la  equidad  lo  exijia.  Cn  beneficiu  de  los  hijos  injusta- 

1  mente   desheredados  o  pasa<Ius  en  silencio,   introdujeron  la 

I  querella  de  testamento  iiiníicioso,   que  consistía  en  suponer 

I  que  el  padre  había  muerto  fuera  de  su  juicio  por  haber  faltado 

(  en  el  U-staniento  a  sus  obligaciones  natui'alcs;  i   siendo  nulo 

el  teslamento  otor!¡;ado  por  un  loco,  claro  es  que  lo  era  el  del 

padre  en  lus  casos  indicados,  suotnliéndole,  por  consiguienlo, 

sus  hijos,  acgun  las  reglas  de  la  sucesión  intestada. 

Ni  las  leyes  romanas  ni  los  expositores  de  ellas  dicen  que 
I  «sta  modida  fuese  inencaz,  ni  que  los  pretores  dejasen  de  con- 
I  seguir  su  intento.  Veamos  ahora  cuáles  son  las  consecuencis.<} 
I  que  naturalmente  fluyen  de  e.stos  hechos.  Del  mal  uso  que  los 
I  padres  hicieron  do  la  referida  lei  de  las  Doce  T&blas,  ¿no  po- 
T  demos  deducir  que  el  lejislador  no  debe  descansar  en  los  sen- 
I  timientus  naturales  de  ella?  ¿que,  si  bien  el  amor  paterno  es  la 
I  mejor,  con  todo,  no  es  la  única  garantía  do  los  hijos?  De  la  intro- 
I  tiuccion  i  efectos  do  la  querella  do  testamento  inoficioso,  ¿no  po- 
t  tiremos  inferir  que,  si  aquel  sentimiento  llega  alguna  vez  a  extin- 
I  guirse,  talui  puede  suplido  de  algún  modo?  ¿que  las  restricciones 
Ilegales  sirven,  cuando  pasiones  depravada.s  nos  hacen  olvidar 
I  lo  que  debemos  a  uipiéllos  a  quienes  hcmus  trasmitido  el  ser? 
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No  valo  decir  que  las  IcTJitiniA»  fuoron  ilcHconociJas  en  Ro*  I 
ma,  mientras  loa  romanns  Tucroii  virtuosos;  pues,    como  so  I 
conocióse  la  querella  (lo  inofidoso,  esto  bssta  para    nuestro  I 
intento.  Pero,  aun  uonceilliJndoque  no  rueran  conocidas  aqué*  I 
lias  ni  ¿Bta,  i  que  Ion  piulros  por  si  sylos,  sin  neceaidad  de  I 
precepto  legal,  hubieran   rcservailo  algunn  parle  de  siis  bienes 
l>arn  sus  liijo»,    preguntemos:    ¡debe   cl  Irjislailor  confiar  en  J 
la  virtuil  do  a;[uóllos  para  quienes  hace  hytm?  Si  así  fuera, 
todos  lo8  códigos  estuvieran  da  mas;  i  crcemo»  que  liahria  I 
bastante  con  el  sencillísimo  on  quo  está  contenida  la  leí  de  f 
Dios.  Pero,  lo  cierto  ea  que  ol  ejemplo  de  Roma  nos  hace 
ver  (pie  no  debe  partirse  de  igual  principio.   ¿Qué  hubieran  i 
perdido  los  rumanos  conque  las  leyes  de  las  Doce   Tablas, 
que  permitieron  testar,  sin  obtener  el  consentimiento  del  puo-  1 
blo,  hubieran  instituido  al  mismo  tiempo  Ifts  lejltimas?  Nada. 
Al  contrario,  se  hubiera  evitado  el  tener  que  dictar  después 
una  leí   acerca  de  ellas,  como  también  los  perjuicios  quo  su- 
frieron loa  bijns  en  quienes  sa  conoció  la  existencia  del  mal   i 
i  la  necesidad  del  remeilio.  Mientras  los  romanos  fueron  vir-  i 
tuosos,  la  leí  hubiera  sido  probablemente  íniUil;  maa,  laego  I 
quo  dejaron  do  serlo,  ella  hubiera  producido  todos  sus  benéfi- 
cos resultados. 

Para  completar  el  lijero  resumen  de  la  historia  del  derecho  I 
romano  sobro  lejítimas,  nos  falta  decir  que  las  leyes  romanas  ' 
las  admitieron  al  íin;  pcrtenccieniloaellosla  cuarta  partode  los  j 
bienes  del  testador  o  intestado.  Ma.^,  en  el  capítulo  l.°  de  la 
novela  18,  dispuso  Justiniano,  en  favor  do  loi  descendien- 
tes, que,  sí  éstos  eran  cinco  o  mas  la  Icjítima  total  oom-  j 
prendiese  la  mitad  de  loa  bienes  del  padre;  i  el  tercio,  si  ei 
cuatro  o  menos. 

Otro  de  los  principales  argumentos  que  se  hacen  contra  la  | 
porción  lejitinia,  es,  a  juicio  nuestro,  una  de  las  razones  mas 
poderosas  que  pueden  citarse  en  favor  de  ella.  Trataremos  de 
presentarlo  con  toda  clariitad  i  fuerza,  pero  con  brevedad;  i 
después  lo  haremos  servir  a  nuestras  miras.  So  dice  que  loa  i 
hijos  no  necesitan  este  bonoücio  de  la  leí,  porque  la  voz  de  ta 
naturaleza,  bastante  cnt-rjicade  por  sí  en  el  corazón  de  los 


COKTUOVBllSU 


¡iiiilres,  será  un  peso  casi  irrcsÍMtiliIo  que  ínclinai"á  ln  balanza 
en  Tavor  de  aquéllos,  i  entóiiuea  ¿para  qué  intervenir  t-l  lejis- 
lador  ordenando  actos  quo  sin  su  precepto  so  ejcüutariiin?  Si 
instituye  laa  lejítimns,  no  favorece  a  los  hijos,  porque  sin  esa 
institueion  Ins  tendrían;  al  paso  que  perjudica  a  los  pailres, 
pues  ese  derecho  perfecto  de  los  hijos  relajará  la  disciplina 
duméstiua.  Si  no  las  instituye,  no  perjiidit.-a  a  los  hijos,  porque 
üin  necesidad  del  prejíupto  lejíiil  t(.'ndrán  parlo  en  la  herencia 
paterna;  al  mismu  tiempo  que  favoreí»  a  los  padres,  parque  la 
facultad  de  disponer  libremente  du  sus  bienes  es  un  medio 
niui  poderoso  i  eficaz  para  eontener  a  los  hijos  en  los  límites 
del  deber  í  conservar  la  moralidad  de  las  familins.  Ahora,  si 
de  instituir  las  lejitimas  no  resulta  bien,  smomal;  si  por  el 
contrarío,  (lo  no  instituirlas  no  resulta  mal,  sino  bien;  si  todo 
lejialador  debe  proiJonerse  aumentar  la  suma  de  goces  o  bie- 
nes i  disminuir  la  do  padecimientos  o  males,  es  claro  quo, 
en  un  buen  sistema  de  leyes,  no  deben  tener  cabida  las  lejí- 
timas. 

No  sabemos  5¡  habn-mos  acertado  a  presentar  este  argumen- 
to con  toda  la  fuerza  de  que  es  susceptible;  poro,  sea  de  esto 
lo  que  fuere,  lo  encontramos  mas  especioso  quo  sólido.  Probar 
que  la  institución  de  las  lujttimas  no  relaja  la  disciplina  du- 
méstíca,  con  tal  que  los  jiadrcs  tengan  la  facultad  de  deshere- 
dar, hacer  ver  que  éstos,  no  solo  usan,  sino  que  abusan  de  la 
libre  facultad  tie  testar  cuando  la  leí  se  la  concede,  sería  re- 
producir en  ^ran  p:u-te  lo  que  hemos  dicho  en  los  incisos 
anteriores  en  que  hemos  tratado  ex  profeso  de  estos  dos  puntos; 
por  lo  cual,  nos  refenmos  a  ellos.  Réstanos  aplicar  eso  argu- 
mento en  favor  do  las  lejítimas, 

Toda  la  baso  sobro  que  descansa  ese  edificio,  el  muelle  real 
que  da  movimiento  a  esa  máquina,  es  el  afecto  paterno.  Pues 
bien,  nosotros  partiendo  del  mismo  principio,  vamos  a  demos- 
trar quo  en  un  buen  código  deben  las  lejitimas  ocupar  un 
Inorar  distinguido,  para  lo  cual  formamos  el  siguiente  dilema: 
o  todos  los  padres  seguirán  en  sus  testamentos  los  impulsos 
de  la  naturaleza  o  nó.  Si  lo  primero,  la  lei  que  instituye  las 
[  lejítimas  no  oa  perjudicial,  sino  sui>erllua;  iwrque  ¿en  qué  me 
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perjudica  una  lüi  (j'ie  nwmnniia  liacerloquoyoharia  sin  su  man- 
dato? ¿Podrá  serme  punoso  el  cumplimícnCú  de  una  obligación 
tan  conforme  con  mis  inclinaciones  naturales?  Si  lo  segundo, 
lii  leí  es  útil,  es  ne(M.-sur¡a.  Nadie  dudará  que,  si  alg^una  \ez 
existe  un  padre  'Icsniíluralixado,  a  h>  lei  incumbe  contenerlo 
«n  la  senda  dol  dcbar;  ni  monos  podrá  negarse  fjne,  pop  des- 
gracia, liai  padres  t\a  es»  condición.  I  bien,  ¿quó  nos  dicta  el 
buen  sentido  aoorca  do  una  lei  que,  ai  en  algunos  casos  es  in- 
nece.iaria,  en  otros  es  de  nrcesidad  evidente?  ¿Qiió  dice  cl 
principio  de  utilidad  a  un  Icjislador  sobre  una  lei  que  nunca 
trae  males,  i  algunas  veces  produce  bienes?  Resulta  de  lo  dicho 
que,  si  Eil  padre  tiene  afecto  a  sus  bijoB,  debe  existiría  lei,  por- 
que no  le  perjudica;  fii  no  les  tiene  afecto,  debe  existir  la  lei 
para  liacerle  cumplir  con  una  oblif^acion  a  que  de  otro  modo 
fuIUiría. 

Concluiremos  redactando  el  articulo  sobro  lejitímas  en  la 
forma  siguiente:  « El  padre  podrá  disponer  de  la  mitad  de  sus 
bienes,  si  at  tiempo  de  su  muerte  solo  tiene  un  hijo;  de  la  tor- 
cera parte,  si  tiene  dos;  de  la  cuarta  parte,  8Í  tiene  tres;  de  ta 
quinta  parte,  si  tiene  cuatro  o  mas.  El  bijo  podrá  testar  de  la 
mitad  de  sus  bÍL'nes,  si  solo  deja  ascendientes  en  una  línea;  t 
de  la  tercera  parta,  si  deja  ascL-nJicntes  en  las  dos  líneas.  *  Bif 
se  ve  que  esta  regla  es  !a  mifíma  dol  Código  Civil  francés ooi 
una  lijera  moditicacion  en  favor  do  los  lejitimarioa. 

Mucho  nos  hemos  extendido;  mucho  mas  hemos  cercenado, 
ya  porque  las  materias  de  derecho  aon  de  suyo  áridas,  princi- 
imlmcnte  cuando  se  las  trata  en  un  estilo  desaliñado,  ya  por- 
que pensamos  tener  ocasión  de  tocar  otra  vez  este  asunto. 
U.  P.  D.  I. 
[Araucano,  añoade1842  i  1813.) 
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Por  grandes  que  hayan  sido  los  aumentos  de  nuestras  ren- 
tas públicas  desde  quo  terminaron  las  contiendas  interiores  i 
externas,  se  consolidó  el  orden  i  pudo  arreglarse  la  hacienda, 
está  a  la  vista  do  todos  que  semejantes  aumentos  debian  ser 
absorbidos  por  los  empeños  i  responsabilidades  que  habian 
producido  aquellas  contiendas,  i  principalmente  por  el  incre- 
mento de  gastos  que  necesitaba  el  establecimiento  i  conserva- 
ción de  un  estado  soberano,  respecto  a  su  antiguo  ser  de 
colonia,  gobernada,  defendida  i  representada  entonces  por 
autoridades  extrañas.  Se  equivocan,  por  lo  tanto,  los  quo,  no 
haciéndose  cargo  de  tan  esencial  diferencia,  pretenden  que  el 
millón  i  medio  de  chilenos  ha  podido  ser  gobernado  al  mismo 
costo  o  con  pequeño  aumento  bajo  el  antiguo  i  nuevo  réjimen, 
o  lo  que  es  equivalente,  que  no  se  necesitaban,  en  gran  parte, 
los  ^nuevos  empleos  i  los  nuevos  establecimientos  nacidos 
con  la  independencia,  con  el  sistema  representativo,  i  con  el 
incremento  do  atenciones  quo  exijen  los  adelantamientos  en 
la  industria  i  el  comercio,  la  instrucción  pública,  las  mejoras 
en  la  administración  de  justicia  i  el  fomento  de  todos  los  ra- 
mos que  contribuyen  a  la  prosperidad  común. 

Lejos  de  considerar,  por  nuestra  parte,  que  haya  habido 
prodigalidad  en  la  creación  de  empleos  o  sus  respectivas  dota- 
ciones, estamos,  por  el  contrario,  persuadidos  de  que  pucílo 
citarse  jeneralmento  a  este  país,  como  uno  de  los  mas  econó- 
micos i  arreglados,  sin  que  falten  numerosos  casos  en  quo 
opúsc.  51 


OrÚSCL'LOS  JCIllSICOS 


acmejantea  economiaü  se  hayan  llevado  a  un  extremo  peijut 
(licial  al  servicio  público  o  a  los  iatereses  nacionales  bien  enl 
didas.  No  nos  detendremos,  para  corroborar  esta  verdad,  eo 
dotaciones  de  \oh  jueces,  cuya  insuficiencia  ha  sido  demosl 
re|}ctidaí<  vec«9cn  lus debatea  lejislativos;  ni  en  la  de  la  mayí 
pai'te  de  los  intendentes,  cuyas  vacantes  se  han  liccbo  tan  difí- 
ciles de  proveer;  ni  en  tantos  otros  ilesLiDos,  quo  reclaman 
aptitudes   sobresalientes,  o  asidua  contracción,   concilÍabl< 
únicamente  con  mayores  dotaciones,  que  las  que  poseen 
actualidad,  i  que  deben  ser  revisadas  desde  luego.  L>08  esta- 
blecimientos públicos  que  nt^orosamente,  i  atendidas  nuestras 
circunstancias,  faltan  todavía  entro  nosotros,  i   los  existentes 
que  dcborian  mejorareo  o  ensancharse,  exijirian oportunamente 
un  aumento  de  gastos  considerable,  delante  del  cual  ha  debido 
pausar  el  gobierno,  aguardando  el  efecto  de  las  mejoras  em- 
prendidas en  la  administración  económica  de  cada  una  de  loa 
rentas  públicas,  según  lo  hemos  indicado  en  nuestro  número 
anterior. 

Ha  debido,  pues,  limitarse  prudentemente  el  gobierno  a 
aquellas  reformas  o  creaciones  mas  urjentes  que  no  demanden 
gastos  do  mayor  consideración,  o  que  sean  compatibles  con 
las  dotaciones  existentes.  Entre  estas  reformas,  una  de  las  que 
saltan  mas  a  la  vista,  por  sus  muchos  inconvenientes  i  hasta 
por  su  insuficiencia,  respecto  del  fin  que  debería  llenar,  es  la 
del  presidio  ambulante  en  el  camino  de  Valparaíso.  Estableci- 
do en  lugar  de  los  de  Juan  Fernández  i  Valdivia  del  antiguo 
réjimon,  que,  como  es  notorio,  se  hallaban  sujetos  a  repetidas 
evasiones,  rebeliones  i  escenas  sangrientas,  era  natural  que  ae 
pensase  en  proveer  a  la  mayor  seguridad  de  los  criminales, 
Irayéndolos  mas  cerca  i  destinándolos  a  un  jénero  de  trabajo 
que  cediese  en  beneficio  público  i  en  el  que  pudiesen  ser  con- 
tinuamente vijilados.  Mas  bastó  la  experiencia  de  los  primeros 
tiempos  do  aquel  nuevo  establecimiento,  para  que  se  recono- 
ciese desde  luego  que  adúlecia  do  los  mismos  defectos  del 
antiguo,  i  aun  talve;£  da  mayores  vicios.  Las  evasiones  fueron 
toda^-ía  mas  frccuenlos,  a  pesar  de  la  mayor  estrictez  i  severi- 
dad de  réjimen  i  disciplina,   esparciéndose   fácilmente  en  las 
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poblauioiies  i  los  campo»  multitud  de  crimínale!»  incorrejíblcs 
o  coiisuotudinarias,  con  grave  daño  de  la  moral  i  seguridad 
pública.  Tami>oco  fueron  raras  las  rebeliones  apaciguadas  o 
sufocadaü  a  costa  do  castigos  severos  entro  los  criminalof?,  do 
la  muerte  de  muchos  de  ellos,  i  aun  del  sacriHcio  de  varias 
victimas  del  deber  entre  los  que  los  custodiaban.  Ni  podía  ser 
de  otro  modo,  cuando  la  desesiieracion  de  un  estrechísimo  i 
duro  encierro  í  el  contiicto  inmediato  entre  los  presos  debían 
dar  oríjen  a  las  tramas  i  a  todo  jénero  do  viuios  e  inmoralida- 
des, que  se  escapan  a  la  mas  estricta  víjilancia,  o  que  a  las 
veces  son  excitados  mas  bien  por  el  despecho  que  ocasiona  bu 
misma  severidad.  De  esto,  tenemos  un  ejemplo  práctico  en  la 
ocurrencia  lamentable  del  año  pasado  acaecida  en  los  carros, 
la  que  por  sus  graves  circunstancias  debe  estar  fresca  en  la 
memoria  de  nuestros  lectores.  En  Cin,  bastaría  a  cualquiera, 
por  poco  humano  i  .sensible  que  fuese,  el  acercarse  a  aquellas 
jaulas  ambulantes  en  que  centenares  do  hombres  yacen  apiña- 
dos i  aherrojado.'*,  sufriendo  en  pleno  aire  los  rigores  de  las 
estaciones  í  los  do  una  estricta  í  continua  víjilancia,  para  que 
desechase  con  indignación  un  castigo  tan  cruel  c  ineficaz  al 
mismo  tiempo,  lan  dispendioso,  i  del  que  la  sociedad  no  deriva 
el  menor  provecho. 

Así  también  el  gobierno,  desde  mas  de  un  año  a  esta  parte, 
no  ha  perdido  tiempo  en  meditar  sobre  la  materia,  i  en  dar 
pasos  preliminares  e  indagatorios  para  formar  un  nuevo  es- 
tablecimiento, que,  sin  los  inconvenientes  del  presidio  ambu- 
lante, pudiese  llenar,  en  cuanto  fuese  [Kisiblo,  los  objetos  de 
la  justicia,  combinados  con  la  humanidad  del  trato  i  la  mejora 
moral  i  social  do  los  delincuentes.  Desechada  la  idea  del  res- 
tablecimiento del  presidio  de  Juan  Fernández,  aun  con  mayo- 
res seguridades  i  bajo  un  réjimen  diferente  del  antiguo,  por 
su  falta  de  extensión  i  comodidad  para  la  labranza  i  otros  tra* 
bajos  en  que  podría  interesarse  a  ios  presidarios,  i  por  lo  dis- 
pendioso que  sería,  durante  los  primeros  años  al  menos,  debía 
elejír  el  gobierno  entre  una  penitenciaria  o  casa  de  corrección, 
bajo  el  mismo  método  i  reglas  de  las  que  cvíaten  en  los  Esta- 
dos Unidos,  i  que  parecen  haber  Ibigudn  a  la  perfección  en  esta 
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línea,  o  proporcionar  una  isla  o  punto  aislado  en  el  territorio 

lio  la  república,  a  donde  pudiesen  trasladarse  deale  lúes»  los 
delincuentes  i  cncontmr  al  mismo  tiempo  abundantes  i  rúcilfn 
medios  de  trabajo  para  subvertir  a  sus  necesidades,  i  aun  para 
ligarlos  al  suelo  en  adelante,  con  ol  estímulo  del  lucro  í  otras 
comodidades. 

I>cro  el  establecimiento  de  una  o  unas  penitenciarias  otv^at 
dJQcultades,  demorus  i  gastas  de  consideración,  cjue  solo  po- 
ilrán  vencerse  en  el  curso  de  los  años,  o  cuando  lo  permitan 
los  adelantamientos  de  las  rentas  i  de  varios  conocimientu» 
profesionales  que  suponen  semejantes  establecimientos.  Era, 
pues,  mas  pronto,  pracücable  i  acomodado  a  iiucstraa  circuns- 
tancias  el  secado  arbitrio;  i  con  la  mira  de  realizarlo,  la  isla 
de  la  Mocha  fué  prolijamente  explúra<]a  por  orden  del  gobier- 
no. Encontráronse  en  ella,  entreoirás  conveniencias,  im  clima 
favorable,  i  abundancia  de  pastos,  aguas  i  leñas;  pero  Iw) 
terrenos  cultivables  son  estrechos  o  escasos,  i  la  proximidad 
de  la  isla  al  continente,  que  so  juzgaba  antes  ventajasa,  para 
que  ésta  fuese  auxiliada  con  frecuencia,  ofrecía,  por  otra  parto, 
el  inconveniente  mayor  de  facilitar  las  evasiones  de  loa  presi- 
darios, que,  pasando  al  territorio  ocupado  por  los  indijenos  i 
unidos  con  ellos,  podrían  cometer  depredaciones  de  un  carácter 
alarmante. 

Aun  sin  ubamlonar  del  todo  la  idea  del  establecimiento  en 
la  Mocha,  extendió  el  gol>íerito  sus  miras  a  alguna  de  las  nu- 
morosas  islas  de  Chitué;  i  aliora  felizmente  aparece  allanado  el 
camino  de  las  dificultíides  con  los  informes  suministrados  por 
el  nuevo  intendente  de  aquella  provincia,  acerca  de  un  puntu 
extenso  en  la  isla  principal,  í  sej>arado  de  ella  por  montañas  i 
bosques  inaccesibles.  li\  mismo  intendente  ha  llevado  las  ins- 
trucciones necesarias  para  completar  sus  informes,  i  aun  para 
emprender  los  trabajos  preliminares,  en  caso  tie  que  el  pun- 
to indicado  llene,  como  so  espera,  todas  las  condiciones  de- 
seadas. 

Fundados,  por  último,  en  tan  justas  esperanzas,  í  principal- 
mente en  el  %ivo  ínteres  que  tícne  el  gobierno  en  la  mejora 
que  na-i  oiupa,  creemos  muí  cercana  la  t'poca  de  su  realí/acioii 
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sobre  una  base  de  orden  i  economía,  igualmente  benéficos  para 
el  erario,  como  para  los  fines  de  la  justicia,  i  el  consiguiente 
adelantamiento  en  la  moral  i  las  costumbres  del  pueblo.  Nos 
reservamos  desenvolver  el  plan  del  supremo  gobierno  en  esta 
parte,  para  cuando  lleguen  los  informes  a  que  hemos  aludido 
antes,  i  que  esperamos  nos  pongan  en  estado  de  dar  una  idea 
algo  extensa  de  los  trabajos  emprendidos,  o  que  a  la  sazón 
hubiere  decretado  el  gobierno, 

(Áraucan9,  a£o  do  18i2.J 
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LA  ALCABALA  DE  CENSOS 


La  intelijencia  dol  artículo  6  de  la  ici  de  17  de  marzo  de 
1835  ha  dividido  las  opiniones  de  las  dos  cámaras  de  nuestro 
congreso,  relativamente  a  la  alcabala  de  censos^  i  confesando 
desde  luego  que  nuestro  modo  de  pensar  tiene  en  su  contra 
dos  votos  de  la  mas  alta  respetabilidad  en  el  foro,  nos  atreve- 
mos a  sostenerlo,  porque  lo  creemos  apoyado  en  razones  incon- 
trovertibles. 

El  artículo  1  .*  de  la  citada  lei  dice  así: 

«La  alcabala  de  contratos  solo  se  exijirá  de  las  propiedades 
o  bienes  que  a  continuación  se  expresan: 

« 1 .®  De  fundos  rústicos  o  urbanos; 

«2."  Do  sitios  eriales  situados  dentro  del  área  o  contiguos 
a  las  poblaciones; 

«3.^  De  minas  i  de  buques.» 

¿En  cuál  de  estas  denominaciones  están  comprendidos  los 
censos?  ¿Son  fundos  rústicos  o  urbanos?  ¿Son  sitios  eriales? 
¿Son  minas  o  buques?  Si  no  son  ninguna  de  estas  cosas,  i  sí 
solo  de  estas  cosas  puede  exijirse  la  alcabala  de  contratos, 
como  dice  la  lei,  es  manifiesto  que  no  puede  exijirse  do  los 
censos. 

No  vale  decir  que  el  censo  es  un  derecho  real  inherente  a 
los  predios  rústicos  o  urbanos.  Porque,  dado  que  lo  sea,  la  lei 
no  sujeta  a  la  alcabala  de  contratos  esta  especie  de  derechos, 
sino  las  cosas  mismas.  Derechos  reales  son  las  servidumbres 
i  las  hipotecas;  í  no  por  eso  diremos  que,  por  esta  lei,  han 
quedado  sujetas  a  la  alcabala  de  contratos. 
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DcspUL's  que  la  Ici  ha  |enumcnuIo  Isa  cosas  que  la  pag^n, 
pasa  a  determinar  por  el  artículo  3  en  que  casos  so  paga.  I^I 
articulo  3  dice  así: 

■  Kütc  ilereolio  deberá  pagarse  cada  vez  que  transfloran  do- 
minio íui  referidos  bieneg* «Deberá  igualmente  pagarse 

en  los  contratos  de  arreBdamienLo  que  excedan  de  diez  años.* 

Si  en  ia  imposición  de  uq  ccn.so  hubiese  traslación  de  domi- 
nio, en  virtud  de  este  articulo  debcrian  pagar  la  alcabala  de 
contratos  todos  los  bienes  que  ae  acensuasen,  i  que  estuviesen 
comprendidos  en  la  enumeración  del  articulo  !.•  Importa, 
pues,  averiguar  si  transfiere  o  nó  dominio  un  predio,  por  el 
hcclio  de  acensuarse.  La  opinión  [si  no  nos  engañamos)  univer- 
sal, es  que  no  lo  transfiere.  Reditus  conslitutio  ¡dice  Castillo, 
libro  4,  capitulo  61,  número  19;  non  est  aüenalio  reí  supcr 
f¡ua  consliluilur,  sed  poüus  pigneratÍo,seu  obUfjatioipsius 
rei.  La  constitución  de  un  rédito  no  es  enajenación  de  la 
cosa  en  que  se  constituyo,  sino  mas  bien  un  empeño  u  obliga- 
ción do  la  misma  cosa.  Molina  {DejusUtia  el  jure,  tomo  2, 
disquisición  381,  número  2j  Iiablando  del  censo  reserva ííro,  es- 
tablece, que,  cuando  se  vende  una  cosa,  reservándose  en  ella  el 
vendedor  el  derecho  de  cobrar  una  pensión  o  mlito  anual,  se 
transfiero  tanto  el  dominio  directo,  como  el  útil  de  la  cosa, 
con  la  reserva  de  aquella  pensión.  Ln  constitución  del  censo 
consiste  cabalmente  en  esta  reserva.  La  cosa  misma,  el  domi- 
nio  directo  i  útil  de  ella,  so  transfiere  sin  duda  al  comprador; 
ytero  la  reserva  de  un  derecho  ni  transfiere  dominio,  ni  otra 
cosa  alguna.  Se  cobrará,  pues,  alcabala  sobro  el  precio  que 
pague  el  comprador  por  la  cosa;  pero  no  se  pagará  sobre  la 
constitución  misma  del  censo,  en  que  no  hai  traslación,  sino 
retención,  que  es  todo  lo  contrario.  Es,  pues,  evidente  que, 
según  esta  doctrina,  la  constitución  del  censo  reservativo  no 
está  comprendida  en  la  disposición  del  artículo  3. 

El  censo  consignalivo  es  el  derecho  de  cobrar  anualmente 
una  pensión  sobre  una  cosa  ajena,  sea  que  el  censuab'sta  com- 
pro ese  derecho,  o  que  se  le  confiera  gratuitamente  por  el 
dueño  do  la  cosa.  Puede,  pues,  constituirse  este  censo  por 
venta,   donación,  testamento,  etc.;  pero  do  cualquier  modo 
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que  se  constituya,  lo  que  es  el  dominio  directo  i  útil  de  la  cosa 
acensuada  permanece  en  el  dueño  de  ella  (Molina,  tomo  2, 
disquisición  383,  número  2).  No  hai,  pues,  en  la  imposición  de 
este  censo  ninguna  traslación  do  dominio;  lo  que  hai  os  la 
constitución  de  un  derecho  incorporal,  nada  mas;  derecho  que 
tiene  cierta  sem(?janza  con  el  de  scrviduml)rc  i  con  el  de  hipo- 
teca, i  que,  como  la  servidumbre  i  la  hipoteca,  se  distingue 
esencialmente  del  dominio. 

Pudiéramos  aglomerar  aquí  citas  de  autores  para  compro- 
bar la  doctrina  que  dejamos  expuesta,  que  tenemos  por  univer- 
sal e  inconcusa.  Solo  agregaremos  la  autoridad  de  Sala,  que, 
en  su  Ilustración  del  Derecho  Real  de  Esjyaña^  da  estas 
definiciones  de  los  censos  reservativo  i  consignativo:  a  El  cen- 
so reservativo  o  retentivo  so  constituye,  cuando  alguno  da  a 
otro  alguna  cosa  raíz,  transfiriéndole  todo  el  dominio  directo 
i  útil,  reservándose  cierta  pensión  anual  en  frutos  o  en  dine- 
ros, que  le  ha  de  pagar  el  que  la  recibe.»  «Definimos  el  censo 
consignativo  diciendo  ser  compra,  por  la  cual,  dando  alguno 
cierto  precio  en  dinero  efectivo  sobre  bienes  raíces  do  otro,  mer- 
ca el  derecho  de  cobrar  cierta  pensión  anua  del  dueño  de  di- 
chos bienes,  que  lo  queda  como  era  á/iíes».  La  compra  puedo 
ser  verdadera  o  ficta,  como  dice  el  autor,  citando  a  \'ela;  i  de 
este  modo  comprende  la  definición,  aun  el  censo  que  se  cons- 
tituye a  título  gratuito.  Pero,  dado  caso  que  hubiese  ver- 
dadera venta  en  la  imposición  de  todo  censo  consignativo,  no 
por  eso,  estando  a  la  lei  de  17  de  marzo  de  1835,  del)eria 
pagar  alcabala;  porque  esta  lei  no  dice  que  en  toda  venta  so 
pague  alcabala,  sino  en  las  traslaciones  de  dominio  de  los 
fundos  rústicos  o  urbanos,  sitios  eriales,  minas  i  buques;  i  así 
como  hai  traslaciones  do  dominio  que  no  son  ventas,  hai  ven- 
tas infinitas  (entro  ellas  las  de  derechos  incorporales)  que  no 
son  traslaciones  de  dominio. 

Els  visto,  pues,  que  por  esta  lei  queda  exenta  de  todo  dere- 
cho de  alcabala,  la  constitución  de  censos,  i  solamente  sujeta 
al  de  imposición  establecida  por  el  artículo  G,   que  dice  así: 

«Todo  capital  que,  después  de  la  promulgación  de  la  pre- 
sente lei,  se  imponga  a  censo,  ya  sea  para  fundar  capellanías 
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ec-lesüsticas  o  laicales,  ya  sea  con  cualquier  otro  objeto,  pagará 
el  cinco  por  ciento  por  derecho  de  imposición.»  No  dice  la  lei 
que  so  pague  e«te  derecho,  ademas  de  la  alcabala,  como  hu- 
biera sido  natural,  si  fuese  su  ánimo  comprender  lofi  censos 
entre  las  cosas  sujetas  a  ella,  enumeradas  en  el  artículo  1  .^,  o 
r1  considerase  la  constitución  del  censo,  como  incluida  en  la 
traslación  de  dominio,  a  que  se  refiero  el  articulo  3.  I  no  solo 
hubiera  sido  natural,  sino  necesario  hacerlo  asi,  una  vez  que 
por  la  lei  anterior  se  habria  mandado  que  sobre  los  censos  se 
paiyaso  un  sulo  deroxího:  el  de  imposición. 

Miramos,  pues,  como  segura  e  incontestable  la  interpreta- 
ción que  la  cámara  de  diputados  ha  dado  a  la  lei  de  1835.  Na- 
da tenemos  que  ver  con  las  disposiciones,  nada  con  el  lenguaje 
de  las  leyes  i  reales  cédulas  de  España.  Si  éstas  someten  la 
imposición  de  censos  a  dos  derechos,  están  derogadas;  i  si 
fundan  la  disposición  en  que,  constituyéndose  un  censo,  se 
transfíore  dominio,  asientan  un  hecho,  no  solo  falso,  sino  ab- 
surdo, a  que  estamos  autorizados  para  oponer  la  realidad  de 
las  rosas.  Los  preceptos  de  la  lei  deben  ser  obedecidos,  mien- 
tras otra  lei  posterior  no  los  derogue;  pero  los  fundamentos 
de  esos  preceptos  no  hablan  a  la  obediencia,  sino  a  la  razón; 
pueden  ser  i  han  sido  muchas  veces  erróneos;  i  aunque  este- 
mos obligados  a  cumplir  lo  que  ella  prescribe,  no  por  eso  lo 
estamos  a  mirar  como  sólidas  las  razones  en  que  lo  apoye.  La 
infalibilidad  no  es  un  atributo  del  soberano. 


(Araucano,  año  do  18i2.) 


HIPOTECAS  I  PRIVILEJIOS 


Entro  varías  materias  que  reclaman  la  seria  i  pronta  consi- 
deración de  la  lejislatura,  hai  una  que  ha  sido  mas  de  una  vez 
iniciada  en  la  cámara  de  diputados,  i  que  ha  excitado  de  al- 
gunos años  a  esta  parte  un  grado  considerable  de  solicitud  i 
ansiedad  en  el  comercio.  Hablamos  de  nuestro  sistema  hipote- 
cario, que  tanta  conexión  tiene  con  el  asunto  intrincado  de 
los  concursos  i  prelaciones  de  créditos,  i  a  que  son  referentes 
las  disposiciones  principales  del  proyecto  de  lei  que  inserta- 
mos a  continuación.*  El  examen  de  la  materia  por  los  periódi- 
cos, podrá  contribuir  mucho  a  que  se  facilite  su  consideración, 
i  se  acelere  su  despacho  en  las  cámaras. 

Partimos  del  principio  de  que  ninguna  hipoteca  pasa  a  ter- 
cero, si  no  ha  sido  rejistrada  i  anotada  con  especificación  déla 
finca  o  fincas  que  le  son  afectas,  principio  que  nos  parece 
claramente  enunciado  en  la  lejislacion  española  que  hoi  rije, 
aunque  algunos  lo  dudan,  i  a  que  entendemos  conforman  sus 
decisiones  las  mas  altas  autoridades  judiciales  do  la  república. 
Sería,  con  todo,  oportuno  que  en  la  nueva  lei  se  estableciese 
esta  regla  claramente,  de  manera  que  no  quedase  incertidum- 
bro  alguna  sobro  un  punto  tan  esencial. 

Sentado  este  principio,  preguntamos:  ¿no  convendría  dar  a 
la  hipoteca  especial  rejistrada  la  primacía  sobre  las  jenerales? 
¿Se  opondrá  que  la  hipoteca  jeneral  es  una  prenda  que  afecta 

*  El  proyecto  a  que  se  alude,  habia  sido  trabajado  por  don  Andrés 
Bello. 
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a  totlos  lüíi  bienes  tiel  deudor,  í  qup,  cuando  el  deudor  oonsti- 
t'itye  una  bipotci;»  osiiecial  sobre  un  fundo  comprendido  en  la 
jeneral  anterior,  la  nueva  prenda  nu  debe  menoscabar  el  valor 
de  la  antiiriia,  i  solo  puede  dársele  cabida  después  de  purifica- 
da ésta?  Razón  de  pura  teoría,  a  que  puede  contcslarae  con 
otra  de  la  misma  especie.  El  deudor  tiene  a  su  arbitrio  sus- 
traer el  fundo  a  la  hipoteca  jcneral,  enajenándolo.  No  ea  mu- 
cho que  pueda  hacer  lo  mismo,  hipotecándolo  espccialmcntü. 
I^  hiputcca  ospocial  se  ha  mirado  siempre  como  una  especio 
de  enajenación.  Pero  la  utilidad  del  comoruio  i  del  público  es 
la  mejor  consideración  a  que  podemos  atenernos  on  esta  ma- 
teria. La  hipoteca  especial  es  una  prenda  incierta,  cuando  ct 
acreedor  carece  de  medios  fáciles  i  seguros  para  saber  ai  exis- 
ten hipotecas  anteriores  que  la  desvirtúen;  i  no  puede  tener 
tales  medios,  una  vez  que  la  lei  concede  a  hipotecas  no  rcjis- 
tradas,  como  son  todas  las  jcnerales,  la  calidad  de  competir 
con  las  especiales,  i  excluirlas  por  la  prioridad  do  fecha.  En 
semejante  estado  de  cosas,  la  prenda  que  se  da  al  acreedor  en 
la  hipoteca  especial  puede  hacerse  enteramente  ilusoria.  Sise 
alega  que,  concediendo  esa  preferencia  a  la  hipoteca  especial,  se 
hacen  también  ilusorias  las  jenerales  anteriores,  respondere- 
mos que  estas  en  el  estado  presente  de  la  lejislacion  apunas 
pueden  considerarse  como  prendas;  que  las  leyes  permiten  al 
deudor  sustraer  a  la  hipoteca  jeneral  cualquiera  parte  de  los 
bienes  que  te  están  afectos;  i  haciéndolo  así  por  la  enajenación 
¿por  qué  nó  de  otro  modo  equivalente?  Agréijase  a  esto  que 
el  acreedor  hipotecario  jeneral,  tiene  siempre  a  su  alcance  el 
conocimiento  de  las  hipotecas  especiales  con  que  se  gravan  las 
fincas  de  su  deudor,  aun  con  mas  facilidad  que  el  de  las  ena- 
jenaciones que  transforman  las  especies  tanjibles  en  valores 
de  una  naturaleza  fujitiva  i  deleznable;  i  parece  natural  que 
la  lei  le  conceda  en  aquel  caso  los  mismos  remedios  que  en  éste 
para  la  seguridad  de  sus  créditos.  Sobro  esta  materia,  no 
hai  mas  que  oír  al  comercio.  Él  presentirá  mejor  que  cualquie- 
ra otra  corporación  o  individuo  si  la  providencia  que  indica- 
mos C3  o  nú  a  propósito  para  mejorar  el  estado  del  crédito. 
Podrá,  con  todo,  limitarHc  la  primacía  a  las  hipotecas  («]»c- 
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cialcs  en  su  concurrencia  con  las  jenerales  creadlas  por  las 
convenciones;  de  manera  que,  concurriendo  hipotecas  especia- 
les i  legales,  prefieran  indiferentemente  unas  a  otras,  según 
el  orden  do  sus  fechas.  No  falta  razón  para  hacer  esta  diferen- 
cia, entre  las  hipotecas  legales  i  las  puramente  convencionales. 
Iji  primeras  tienen  siempre  un  grado  de  publicidad  i  de  noto- 
riedad que  falta  regularmente  a  las  otras,  do  que  no  suelo 
haber  noticia  hasta  el  momento  fatal  en  que  salen  de  las 
tinieblas  para  ocupar  un  lugar  preferente  en  los  concursos. 

Nos  parece  también  necesario  que  ninguna  hii>oteca  conven- 
cional se  contraiga,  sino  por  escritura  pública.  Admitir  hipo- 
tecas constituidas  por  convenciones  de  que  no  hubiese  mas 
prueba,  que  las  firmas  de  las  partes  i  las  de  cierto  número  de 
testigos,  es  abrir  una  puerta  mui  ancha  a  la  colusión  i  al 
fraude.  Sobre  esto,  es  unánime,  si  no  nos  engañamos  mucho, 
la  opinión  del  comercio. 

Los  créditos  hipotecarios  prefieren  a  todos  los  otros  no 
privilejiados,  cualesquiera  que  sean  sus  fechas.  Pero,  ¿no 
estableceremos  ninguna  graduación  en  éstos?  ¿Se  pagarán 
todos  ellos  a  sueldo  por  libra?  En  una  palabra,  ¿los  docu- 
mentos otorgados  en  el  papel  sollado  correspondiente,  no  ten- 
drán preferencia  sobre  las  escrituras  privadas,  i  sobre  las 
obligaciones  no  escritas? 

Es  evidente  que  la  circunstancia  de  estar  escrita  una  obli- 
gación en  papel  sellado  del  año  de  1840,  no  prueba  que  la 
obligación  se  contrajese  en  él,  sino  que  no  so  contrajo  antes 
de  ese  año.  En  una  palabra,  la  fecha  de  semejante  documento 
es  incierta.  ¿A.  qué  título,  pues,  deberíamos  concederle  pre- 
lacion  alguna?  A  favor  de  esta  preferencia,  no  se  puede  alegar 
otra  razón,  que  el  interés  del  fisco.  El  fisco,  concediéndosela, 
vende  por  unos  pocos  reales  o  pesos  a  un  acreedor  de  fecha 
incierta  el  derecho  de  excluir  otros  créditos,  no  solo  do  fecha 
igualmente  incierta,  sino  talvez  indudablemente  anteriores. 
Pedro  se  presenta  a  un  concurso  con  un  documento  por  el 
valor  de  mil  quinientos  pesos  en  papel  sellado  del  año  do  1840, 
i  Juan  con  un  documento  en  papel  simple  por  el  valor  de 
cuatrocientos  pesos  firmado  por  el   padre  del  concursado,  que 
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?.-:  r:.  :=rrt.:-  ^'  i.-.-:  ic:  Iti-íí.  kiiS'io  al  c*:T.oursatlo  por  LereiIerD 
'L-  v>::s  s^j  Li^ries.  A-r-i-^je  faTore^can  al  tal  papel  ctraa 
r.r:-:::>4.=f  coladera 'tA  :>¿  i-iLTarj.  iaJ:i-IaI>ie  la  antzsrüedad  del 
cmLí*:»  ie  Jian.  I-*  eijLjTr  P-^lr.-.  ^q  mas  razoa.  que  hah<r¡e 
fcl  fi^co  veníiio  ese  .I.-r,cho  p^ir  un  par  de  reales.  ¿Con  qu¿ 
yifrát  ']yihú!!jkj:ír^  '^iha  íaí'fjl'lvi  tan  mon¿tm<06a?  >Iirecios,  cea 
todo.  Ita  crííl:^>5  do  P-iir.>  í  Jj^a  o^mo  de  fecha  igualmente 
ÍTidfiTtaL.  L/j  q':^  se  sirje  .fe  es:a  ^upoaicioa,  es  !a  concurrencia 
de  ambos  cr^iltos  a  suelio  por  libra,  no  la  exclusáon  del  uno 
o  del  otro- 

Efi  sensible,  pero  es  necesario  decir  que  en  nuestros  tiem- 
pos el  privilejio  fiscal  ooncedi-io  al  papel  sellado,  no  puede 
dejar  de  ser  una  fuente  copiosa  de  fraudes.  Habrá  personas 
que  tendrán  cuidadlo  de  guardar  papel  sellado  de  todas  las 
fechas  para  traficar  en  él,  i  es  seguro  que  no  les  faltarán  com- 
pradores. 

¿I  el  impuesto  fiscal?  se  preguntará. 

Respondemos:  primero,  que  no  deben  establecerse  impues- 
tos inicuos,  impuestos  fundados  sobre  el  despojo  arbitrario  de 
lo  que  pertenece  a  Juan  para  dárselo  a  Pedro,  impuestos  in- 
morales que  ofrecen  facilidades  al  fraude;  i  segundo,  que  se 
protíjjeria  suficientemente  el  ínteres  fiscal,  ordenando  que  el 
documento  no  otorcraílo  en  papel  sellado  que  le  corresponde 
no  valí.fa  ni  como  pap^.-l  .simple.  De  esta  manera,  .si  se  priva  a 
un  inílividuo  de  los  medios  de  probar  su  crédito,  debe  solo 
imputarlo  a  sí  mismo.  Esta  pénlidacs  una  pena  del  delito  que 
lia  cometido  dofraudíindo  al  fisco. 

Como  la  materia  de  los  privilejios  está  íntimamente  enlaza- 
da con  la  de  hipotecas,  nos  parece  conveniente  que  la  lei  los 
enumere,  defina  i  irradúc. 

{Araucano,  año  do  1844.) 
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Se  ventila  actualmente  en  la  cámara  de  senadores  un  pro- 
yecto de  le¡  que  no  puedo  menos  de  inspirar  un  interés  jeneral. 
Se  trata  de  dar  extensión  i  regularidad  a  los  trabajos  de  la 
oficina  do  estadística,  i  de  crear  bajo  su  inspección  un  archivo 
nacional,  en  que  se  custodien  los  documentos  mas  importan- 
tes, relativos  a  la  historia,  a  la  lejislacion,  al  gobierno  de 
nuestra  patria^  a  nuestra  administración  de  justicia,  a  los  ti- 
tules de  propiedad  i  familia  de  los  ciudadanos,  a  la  conserva- 
ción de  sus  mas  preciosos  derechos.  Con  esto,  creemos  haber 
expresado  en  pocas  palabras  la  vasta  importancia  del  proyecto; 
i  el  que  lo  haya  leído  no  nos  acusará  seguramente  de  exaje- 
racion.  Pero  no  se  trata  de  dar  a  conocer  su  importancia.  Bajo 
este  aspecto,  no  haríamos  mas  que  repetir  lo  que  el  presidente 
ha  dicho  en  el  mensaje  con  que  lo  pasó  a  las  cámaras.  Nuestro 
objeto  es  por  ahora  el  responder  a  las  objeciones  con  que  so 
ha  querido  impugnarlo. 

Parte  de  esas  objeciones  se  reducen  a  tristes  pronósticos  de 
inasequibilidad.  No  hai  hombreSy  es  el  argumento  jeneral 
contra  todo  lo  que  se  desvía  del  camino  trillado.  No  es  tiem," 
po  todavía^  es  el  atrincheramiento  de  la  indolencia  soñolienta 
contra  todo  lo  que  tiende  a  sacarla  de  su  dulce  letargo.  No 
hai  hombres,  porque  no  queremos  serlo;  porque  la  idea  de 
trabajo  i  de  responsabilidad  nos  espanta.  El  proyecto  de  que 
se  trata,  no  exijo  ni  jenios  creadores,  ni  conocimientos  cientí- 
ficos. Exije  solo  dedicación,  laboriosidad  e  ideas  de  orden,  a 
que  cualquier  entendimiento  medianamente  cultivado  puede 
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llw^'ar  sin  mfucno.  ¿I  por  qui  reservar  a  la  posteriilad  lo  quo 
pOflüiriüs  liaoer  nosotros,  ojcrcitanclo  las  fucultatles  comunes 
que  pusee  todo  homhre  do  lal  cual  educacigti?  «Hasta  cuándo 
so  ha  de  lUir  aires  de  sensatez  i  cordura  lo  que  solo  e»  apatía 
i  pereza?  Declámase  contra  ol  ífoUeriio,  acusándole  de  inacti- 
vo i  eJitérit;  i  no  se  toman  en  cuenta  lus  obatáLMtlos  que  se  te 
suscitan,  ni  esa  fuerza  de  inercia  que  rechaza  todo  lo  nuevo  sin 
mas  rozón  que  serlo. 

Concetlamus  por  un  momento  quo  sean  demasiado  Tantas  las 
dimensiones  del  proyecto.  Redúzcasele  a  la  ma^itud  que  se 
coasidcre  realizable  i  proj>orTÍonada.  Pero  debemos  protestar 
contra  ciertas  ideas  mezquinas  de  economía,  quo  condenan 
ciegamente  todo  aquello  que  impone  cargas  nuevaa  al  erario, 
por  tijeras  que  sean,  cotejadas  con  los  objetos  a  que  se  quiero 
proveer  con  ellan.  Por  mucho  que  se  cxajei'en  los  costos  de  la 
ejecución  del  proyecto,  aparecerán  de  jioca  monta  comparados 
a  un  tiempo  con  las  fuerzas  do  nuesti'o  erario,  i  con  loa  efectos 
eminentemente  benéfico»  de  la  institución  que  se  desea  plan- 
tear. La  casa  de  nioaeda  presenta  un  local  espacioso  a  dispo- 
sición del  t^Libierno,  i  los  sueldos  de  los  empicados  no  llegarían 
con  mucho  a  lo  que  se  invierte  en  una  de  las  secretarías  do 
estado.  Los  archivos  de  una  ^an  parte  de  nuestras  oficinas 
rebosan.  En  vez  de  aumentar  en  cada  una  de  ellas  el  espacio 
en  f¡ue  deben  colocarse  i  custodiarse  sus  papeles,  gasto  que  no 
puede  ya  postergarse,  ¿no  sería  mejor  establecer  un  arcliivo 
central;  adonde  periódicamente  se  trasladasen  los  que  no  sirvan 
ya  para  el  servicio  diario;  i  donde  se  arreglasen  con  lascorres- 
pondientos  divisiones  i  subili  visiones  parala  comodidad  de 
consultarlos,  cuando  la  utilidad  del  público  o  de  los  particula- 
res lo  exijiese?  Hasta  aquí  oa  evidente  que  ol  proyecto  no 
crea  una  necesidad  nueva;  propone  solamente  un  medio  pant 
subvenir  a  una  necesidad  quo  se  ha  hecho  sentir  por  algunos 
años. 

El  proyecto  dispono  un  depósito  de  papeles  que  están  ahu^ 
dispersos  en  diferentes  localidades,  corriendo  mil  peligros  de 
destrucción  o  extravio,  en  quo  ya  han  perecido  no  pocos,  con 
daño  ilfl  público  i  de  los  particulares.    Acumulándose  tantos 
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documentos,  debe  sin  duda  ensancharse  a  proporción  el  local  en 
que  deben  guardarse.  Extensión  del  local,  número  consiguien- 
te de  empleados  para  el  servicio  de  la  oficina,  creación  de  em- 
pleos i   sueldos,   hé  aquí  la  objeción  de   mas  peso.    Pero, 
cualquiera  que  sea  capaz  de  apreciar  los  varios  usos  a  que  se 
presta  un  depósito  central  que  contenga  todos,  o  a  lo  menos  la 
mayor  parte  de  los  documentos  que  en  el  proyecto  se  enume- 
ran, verá  que  la  utilidad  de  esa  institución  prepondera  mucho 
sobro  los  costos  que  hará  sentir  al  erario.  Los  títulos  de  pro- 
piedad esparcidos,  diseminados  en  tantas  escribanías,  tendrán, 
duplicados  allí,  una  garantía  de  (existencia  i  de  autenticidad, 
ya  contra  el  fraude,  que  sustrae  de  las  oficinas  los  orijinales, 
t)  que  vicia  los  protocolos,  ya  contra  la  incuria  de  las  personas 
que  actualmente  los  tienen  bajo  su  custodia,  ya  contra  los  in- 
cendios i  otros  casos  fortuitos,  que  pueden  consumirlos  o  dete- 
riorarlos. La  mera  duplicación  de  los  títulos  será  una  seguri- 
dad preciosa  para  los  derechos  de  propiedad  i  de  familia.  La 
estadística  vendrá  al  depósito  central  a  recojer  sus  datos,  i  las 
jeneraciones  futuras  hallarán  en  él  escrita  con  caracteres  au- 
ténticos la  historia  de  nuestras  leyes,  de  nuestro  gobierno,  do 
nuestras  rentas,  de  nuestra  población,  de  nuestro  comercio,  do 
nuestras  artes  i  ciencias,  en  suma,  de  todo  aquello  que  en  todo 
pueblo  que  ha  salido  de  la  barbarie  excita  la  curiosidad  jene- 
ral;  curiosidad  que  honra  al  hombre,   elevándolo  sobro  las 
especies  brutas,  para  las  cuales  no  hai  pasado   ni  porvenir; 
noble  instinto,  que  se  desarrolla  con  la  civilización  i  es  uno 
de  sus  mas  inequívocos  caracteres.  Hai  un  vandalismo  activo, 
que  destruye  todo  aquello  que  no  ministra  a  la  satisfacción  de 
una  necesidad  material;  que  derriba  los  monumentos  de  las 
artes  i  entrégalas  bibliotecas  a  las  llamas.  Hai  otro  vandalis- 
mo de  inercia  i  abandono,  mas  frecuente  i  no  menos  pernicio- 
so que  el  otro,  que  desperdicia  i  disipa,  que  por  ignorancia 
desconoce  el  precio  de  los  objetos  sobre  los  cuales  echa  ahora 
una  mirada  de  indiferencia  o  desden,  o  por  desidia  deja  expues- 
to a  los  estragos  de  los  hombres  i  del  tiempo  lo  que  merece 
conservarse. 

Nu  atribuimos  estos  scntiniientüs,  o  mejor  diremos,  esta 
opúsc.  53 
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vandálica  insensibilidad  a  todos  los  que  combaten  el  proyecto, 
porque  nos  costa  que  entre  ellos  hai  hombres  de  grande  ilus- 
tración, i  do  notorio  celo  por  el  bien  público.  Por  lo  mismo 
que  respetamos  su  voto  i  que  nos  felicitaríamos  de  obtenerlo, 
sentimos  que  nu  aprecien  en  su  justo  valor  el  programa  de  la 
oficina  de  estadística,  i  la  creación  del  archivo  nacional.  Pero, 
¿no  dan  estos  señores  una  direcH;ion  falsa  a  su  celo,  cuando 
condenan  indistintamente  toda  institución  nueva,  porque  causa 
algún  gravamen  al  erario,  sin  detenerse  a  examinar  si  está  o 
nó  calculada  para  producir  beneficios  de  una  magnitud  mui 
superior  al  gravamen?  ¿No  confunden  con  la  juiciosa  econo- 
mía que  cercenaio  suporfluo,  la  estrecha  parsimonia  que  nos 
priva  de  lo  útil  i  lo  necesario? 

No  creemos  que  a  la  ejecución  do  este  proyecto  se  opongan 
dificultades  graves.  Todo  establecimiento  reciente  ocasiona  em- 
barazos, imponiendo  obligaciones  nuevas  a  multitud  de  perso- 
nas que  deben  concurrir  a  su  ejecución.  Pero,  si  este  jénero  de 
dificultades  nos  arredrase,  sería  menester  resignarnos  a  per- 
manecer en  nuestro  estado  actual  para  siempre,  perspectiva  bien 
melancólica,  donde  hai  tanto  que  crear  i  que  reformar;  dondo 
hai  tantas  necesidades  sociales  a  que  proveer,  i  tantas  rutinas 
viciosas,  que  solo  la  fuerza  do  la  costumbre  hace  de  algún 
modo  tolcraljlos.  Vülvorcmos  a  este  apunto,  porque  lo  mira- 
mos como  uno  de  los  mas  interesantes  a  (¡ae  pueden  dedicarse 
las  cámaras. 

(Araucann,    año  do  18 i  i.) 
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Ha  llegado  el  tiempo  en  que  los  derechos  de  los  autores  sobre 
las  producciones  que  dan  a  la  prensa,  orijinalcs,  modificadas 
o  traducidas,  reclaman  una  seria  atención  del  gobierno  i  de  la 
lejislatura. 

Tenemos  una  lei,  primer  ensayo  sobre  esta  materia  difí- 
cil. Sus  provisiones  son  bastante  juiciosas  i  liberales;  pero, 
para  el  estado  presente,  dejan  algo  que  desear.  La  calificación 
de  las  obras  que  la  imprenta  chilena  publique,  i  el  privilejio 
mas  o  menos  amplio  de  que  hayan  de  gozar  los  escritores, 
según  los  elementos  de  orijinalidad  i  trabajo  que  se  hayan 
empleado  en  ellas,  i  los  medios  legales  de  hacer  efectivo  el 
privilejio,  ofrecen  cuestiones  delicadas.  Invocamos  la  atención 
de  nuestros  colegas  a  esto  asunto,  que  personalmente  les  con- 
cierne, i  que  interesa  no  poco  al  fomento  do  nuestra  literatura 
naciente.  Nos  proponemos  indicar,  en  otro  artículo,  nuestro 
modo  de  pensar  en  orden  a  él.  Por  aliora,  nos  limitamos  a  dar 
idea  do  las  reglas  adoptadas  en  otras  naciones,  para  que  so 
examine  lo  que  haya  en  ellas  mas  aplicable  a  la  situación  pre- 
sente de  Chile.  Debemos  advertir  que  nuestras  noticias  han 
sido  sacadas  de  una  revista  británica  del  año  de  1841 ,  i  por  tan- 
to no  abrazan  las  disposiciones  Icjislativas  que  posteriormen- 
te se  hayan  dictado  en  Europa  i  en  los  Estados  Unidos  do 
America. 

En  Inglaterra,  después  do  una  larga  discusión,  en  que  los 
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maa  eminentes  jurisconsultos  pronunciaron  opiniones  contra-*  j 
clictorías,  lii  cámara  de  los  pares  declaró  on  1 774  que  la  leí  | 
no  reconocia  la  pprpetaiilad  del  derecho  de  los  autores.  A  ex-  i 
cepcion  de  dos  naciones  (Holanda  i  Prusia)  en  que  era  adnii-    i 
tido  esto  principio  do  perpetuidad,  i  que  después  lo  abandona- 
ron, en  todas  las  otras  del  continente  europeo,  la  protección 
del  autor  consistía  en  la  concesión  de  una  patente  o  prívile- 
jio  eRpecíOco.  Esto  sistema  fué  después  oasi  universalmeote   . 
abolido. 

Las  reglas  que  lioi  se  observan  en  Inglaterra,  son  menos  fa-  ] 
vorables  para  los  autores,  que  las  de  casi  todas  las  otras  gran-  J 
(lea  naciones  do  Kuropa.  El  privilejio  concedido  a  loa  autorea  ^ 
duraba  quince  años  contados  desde  la  publicación,  i  si  a  la 
espiración  de  este  término  vivian,  se  extendía  a  quince  añtw  I 
mas.  Según  el  estatuto  de  1814,  la  propiedad  es  absoluta  por  ] 
el  espacio  de  veintiocho  años;  i  sobreviviendo  el  autor  a  este  1 
periodo,  revive  el  derecho  en  él,  i  dura  por  todo  el  tiempo  do  .1 
su  vida.  J 

En  los  Estados  Unidos  de  América,  es  protejido  el  autor  por  J 
veintiocho  años;  i  si  al  fin  de  este  tiempo  viven  él  o  su  viuda  o  \ 
descendientes  heredero.'*,  se  renueva  el  privilejio  i>ara  él  o  para  J 
BU  viuda  i  herederos  por  catfm»  aüoa  mas. 

En  Holanda  i  la  Béljica,  es  protejido  el  autor  durante  su  vi- 
da; i  pasa  el  privilejio  asus  herederos  durante  los  veinte  años 
subsiguientes  a  su  fallecimiento. 

En  Prusia,  la  leí  antigua  reconocia  la  absoluta  propiedad 
del  autor  por  toda  su  vida,  i  le  permitía  quo  la  dejase  a  sus 
herederos  por  testamento.  A  falta  de  manda  expresa,  el  derecho 
de  reimprimir  la  obra  pasaba  al  público;  pero  con  calidad  de 
que,  mientras  viviese  algún  descendiente  del  autor,  gozase  una 
cierta  porción  do  las  utilidades  de  la  venta.  La  leí  actual  (quo 
es  de  1837),  protcje  al  autor  durante  su  vida,  i  extiende  la 
protección  a  sus  herederos  por  treinta  años  después  de  su 
muerte. 

En  los  diferentes  estados  de  SajonJa  i  en  el  resto  de  la  Ale- 
mania protestante,  el  privilejio  subsisto  por  toda  la  vida  del 
tauor,  i  algún  tiempo  mas.  El  estado  do  Sajonia-Coburg- 
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Gotha  sigue  en  todo  la  refala  de  Prusía.  En  otros,  el  derecho 
de  los  herederos  es  por  veinte,  diez,  seis  años.  Ademas,  la  leí 
jeneral  de  la  Confederación  Jermánica  reconoce  la  propiedad 
absoluta  del  autor  o  de  sus  representantes  en  todos  los  terri- 
torios sujetos  a  la  liga,  por  diez  años  contados  desde  la  pu- 
blicación. 

Rusia  i  Austria  presentan  un  contraste  notable.  En  Austria, 
es  privilejiado  el  autor  hasta  su  muerte,  pero  sus  herederos 
carecen  do  todo  derecho,  sino  el  que  pueda  conferirles  la  leí 
de  la  Confederación  Jermánica;  mientras  que  en  la  Prusia  dura 
el  privilejio  en  favor  de  la  familia  del  autor  por  los  veinticinco 
•años  subsiguientes.  I  aun  esto  no  es  todo.  Si  la  obra  ha  sido 
reimpresa  en  el  último  quinquenio  de  este  período,  subsiste  el 
privilejio  diez  años  mas.  De  manera  que  en  la  práctica  la 
duración  del  privilejio  de  la  familia  se  extiende  hasta  treinta  i 
cinco  años. 

En  Francia,  el  año  do  1793,  habiéndose  abolido  todas  las 
antiguas  corporaciones  i  privilejios,  quedó  privada  de  toda 
protección  la  propietlad  literaria;  pero  las  injusticias  i  daños 
que  de  ello  resultaron  fueron  tan  graves,  que  la  lejislatura 
expidió  un  decreto  sancionando  la  propiedad  de  toda  obra  de 
ciencia  o  arte,  en  el  autor  por  toda  su  vida,  i  en  su  familia  por 
diez  años,  si  dejaba  alguna.  Napoleón  presidió  a  una  prolon- 
gada discusión  en  el  senado  lejislativo  de  1820;  de  la  que 
resultó  confirmarse  la  lei  de  1793,  con  ciertas  modificaciones, 
todas  favorables  al  autor.  Esta  lei  subsiste  todavía  en  vigor. 
Ella  dispono  que,  si  el  autor  deja  viuda  o  descendientes,  gocen 
de  la  propiedad  por  veinte  años;  si  ni  viuda,  ni  descendencia, 
gocen  de  la  propiedad  los  otros  herederos  por  diez  años:  se  regla 
la  subdivisión  de  los  productos  en  estos  dos  períodos  en  una 
multitud  de  casos;  pero,  como  suele  suceder  en  los  reglamen- 
tos, han  ocurrido  muchos  mas  casos  dudosos  que  los  previstos. 

El  resultado  es  que  en  Inglaterra  i  en  todos  los  países  donde 
hai  tal  cual  actividad  en  la  producción  de  obras  literarias  i 
científicas,  excepto  solo  en  los  Estados  Unidos  de  América,  la 
propiedad  del  autor  es  absoluta  por  toda  su  vida;  que,  si  la  lei 
americana  se  diferencia  de  la  inglesa  bajo  este  respecto,  es 


probablemente  en  beneficio  del  autor;  pero  de  todos  rooclos  e 
indudable  que  ambas  son  mucho  menos  favorables  a  esto,  c 
la  de  cualquier  otro  país  de  adelantada  civilijuicion,  excepto 
solo  el  Austria,  ese  pwlcroso  imiHírio  que  no  ha  contribuido 
basta  ahora  con  un  solo  autor  de  gran  mérito  a  la  literatura 
de  la  Alemania. 

El  Código  Napoleón  es,  pues,  mucho  mas  ventajoso  para  el 
autor  que  la  leí  de  Ingrlatprra;  i  con  twlo  eso,  en  los  últimos 
veinte  años  so  han  hecho  reiterados  eHfuerzos  para  modifiíar- 
lo  (le  manera  quu  la  poüíeion  del  autor  mejore;  i  aunque  el 
voto  do  la  eúmara  de  diputados  para  que  el  privilcjío  se  exten- 
diese hasta-  cincuenta  años  después  do  la  muerte,  se  perdió  en 
la  cániara  de  los  pares,  fué  por  una  pequeña  mayoría,  i  cuan- 
do no  estaba  en  el  gubierno  M-  Guizot,  que  era  uno  de  los 
que  mas  apoyaban  el  proyecto,  para  el  cual  so  contaba  también 
foii  la  cooperacjiín  de  M.  Lamartine. 

En  los  Estados  Unidos,  un  g:ran  número  de  publicaciones 
han  reclamado,  con  bastante  habilidad,  la  revisión  de  la  lei, 
ya  en  favor  do  los  autores  nacionales,  i  ya  en  beneficio  de  los 
ingleses,  que  hasta  ahora  no  han  sacado  utilidad  alguna  de  la 
circulación  de  sus  obras  en  aquel  paia.  So  cree  que  el  congre- 
so no  tardará  en  sancionar  alg-una  medida,  a  lo  menos  para 
extender  la  protección  de  la  literatura  indfjena. 

Tal  era  el  estado  de  cosas  el  año  de  1841,  Posteriormente, 
varió  el  Austria  su  lejislacion.  En  una  lei  del  año  de  1846, 
de  que  se  dió  un  instructivo  extracto  en  El  Mercurio  de  Val- 
paraíso de  26  de  agosto  del  año  ]iasado,  se  da  la  propiedad  de 
toda  producción  literaria  u  obra  de  arto  al  autor  o  artista  i  a 
sus  asignatarios;  se  da  igual  derecho  de  propiedad  al  traduc- 
tor de  una  obra  orijínal,  a  menos  que  el  autor  haya  declarado 
en  el  prologo  o  carátula  que  él  mismo  ha  de  entender  en  la 
traducción;  i  en  tal  caso,  toda  traducción  que  aparezca  dentro 
de  un  ano  sin  el  consentimiento  del  autor  orijinal,  se  tiene 
por  contrahecha. 

La  reproducción  de  discursos  políticos,  cuyo  manuscrito 
haya  cedido  el  autor  a  un  editor,  sujeta  a  toda  otra  persona  a 
la  pena  de  falsificación. 
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La  representación  de  una  nueva  obra  dramática  o  la  ejecu- 
ción de  una  pieza  musical,  sin  consentimiento  del  autor,  hace 
incurrir  en  la  misma  pena. 

El  privilejio  es  vitalicio  para  el  autor,  i  subsiste  hasta  trein- 
ta años  después  de  su  muerte,  extendiéndose  hasta  cincuenta 
años  después  de  la  muei^te  el  de  las  obras  publicadas  por  toda 
corporación  científica  o  artística  reconocida  por  el  gobierno. 
El  privilejio  para  la  representación  dramática  o  la  ejecución 
de  piezas  musicales  no  dura  mas  que  diez  años  después  de  la 
muerte  del  autor. 

Los  falsificadores  son  castigados  con  la  perdida  de  todos  los 
ejemplares,  i  de  todos  los  útiles  empleados  en  la  impresión,  i 
ademas  con  una  multa  do  cincuenta  a  quinientos  pesos,  o  en 
caso  de  insolvencia,  con  un  número  dedias  de  prisión  propor- 
cionado a  la  multa. 

La  lei  extiende  igual  protección  a  los  autores  de  todos  los 
estados  de  la  Confederación  Jermánica.  Con  respecto  a  las 
obras  publicadas  en  otras  naciones,  se  establece  el  principio 
de  roc*ipro<;idad. 

II 

Véase  ahora  sobro  qué  principios  es  conveniente  que  so  fijo 
entre  nosotros  el  privilejio  de  los  autores. 

Primeramente,  creemos  que  no  debe  ser  igual  i  uno  mismo 
para  toda  especie  de  trabajo  literario.  Ateniéndonos  a  lo  que 
dicta  el  sentido  común,  un  mero  traductor  no  tiene  derecho  a 
ser  recompensado  de  la  misma  manera  que  el  que,  aun  ver- 
tiendo ideas  ajenas,  se  ve  precisado  a  tomarlas  acá  i  allá, 
consultando  diversos  autores,  i  formando  de  todos  ellos  un 
cuerpo  de  doctrina,  congruente  i  metódico.  En  esta  segunda 
categoría,  entran  por  lo  común  los  autores  de  obras  elementa- 
les, especie  de  trabajo  que  importa  mucho  estimular  en  este 
país.  A  primera  vista,  parecerá  que  no  hai  necesidad  de  em- 
prenderlas en  Chile,  porque  podemos  valemos  de  las  publi- 
cadas en  otros  países,  reimprimiéndolas  o  traduciéndolas. 
Pero,  en  primer  lugar,  casi  no  hai  materia  alguna  de  enseñan- 
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za  en  que  los  elementos  adaptados  para  un  colejio  europeo, 
por  ejemplo,  no  admitan  útiles  modificaciones  i  adiciones,  si 
se  trata  de  aplicarlos  a  nuestra  localidad,  instituciones  i   de- 
mas  circunstancias.    La  do  derecho  canónico  que  da  a   luz 
actualmente  el  reverendo  obispo  electo  de  Ancud,  suministra 
el  mejor  de  los  ejemplos  que  podemos  citar.  Suponjjamos  que 
se  trate  de  un  curso    de  historia   universal.    Puedo  haber 
consideraciones  gravísimas    para  que  una  obra  extranjera, 
excelente  bajo  muchos  respectos,  no  pueda  aceptarse  en  todas 
sus  partes.  Se  baria  talvez  coa  ella  un  presente  funesto  a  la 
juventud  estudiosa,  traduciéndola  literalmente;  al  paso  que, 
sepiírando  cuidadosamente  las  ideas  peligrosas  o  inadaptables, 
se  lograría  proporcionar  a  los  alumnos  de  historia  un  buen 
libro,  superior  a  todos  los  otros  conocidos,   pura  este  objeto 
especial.  Hai  mas:  en  los  cursos  de  historia  universal,  cada 
autor  da  mas  o  menos  extensión  a  una  parte,  según  el  pais  en 
que  escribe.  Un  historiador  francés  desenvuelve  con  mas  am- 
plitud lo  relativo  a  su  nación,  i  pasa  rápidamente  sobre  los 
hechos,  los  personajes  i  las  instituciones  de  otras.   La  España 
i  la  América  ocuparán  allí  un  lugar  subalterno.   El  adaptador 
americano  deberá,  pues,  ensanchar  en  esta  parte  la  escala  del 
autor  orijinal,  i  agrandará  las  proporciones  diminutivas   en 
que  éste  presente    las   materias   quo  tienen   para  nosotros  un 
intoivs  superior.   ¿Se  traía  de  una  obra  i'K'niental  do  l)otáni(.'a? 
A  los  ejemplos  de  plantas  indíjenas  de  Kuro])a,  liahrá  c[ue  sus- 
tituir los  de  aquellas  espeeies  (jue  se  halhuí  a  el  alcance  de  los 
alumnos  chilenos.   Xi  es  esto   todo.    I^^l  profesor   que  a(laj)ta  a 
sus  propias  nociv)nes  una  obra  extranjera,  i  ([ue   le  da  de  este 
ni(Hl(^  una  eslampa  de  individualidad,  enseñanl  mejor  con  olla; 
cada  cual  tiene   su  modo  peculiar  de  ver,  i  comunica  con  mas 
íaciliilad  los  pensamientos  (jue  ha  dijerido  i  anioMado,  porque 
los  (^xpri'sa  con  clai'idad,   con  enerjia,  con  f(í.    Los  (jue   han 
tenido   al^cuna   práctica  de  enseñanza  saben   cuan   cierto    es 

esto. 

MI  (rahajo  sohre  ideas  ajenas  encierra  varias  especies  i  erra- 
dos, (pie  suponen  mas  o  menos  talento,  mas  o  menos  instruc- 
<'i«»n;  i  srría  de  dt.'srar  (pie  se  L^raduase  de  la  misma  manera  la 
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recompensa;  pero  esto  es  mjin¡fi(»stamentc  imposiblcj.  lil  lejisla- 
(lor  tendría  que  hacer  una  clasificación  minuciusa;  i  dado  que  la 
hiciese  bien,  su  aplicación  a  los  varios  casos  sería  sumamen- 
te difícil.  Creemos,  sin  embar<jc<),  <iuo  es  de  toda  justicia  i 
necesidad  el  establecer  al^^unas  diferencias  a  este  respecto,  i 
que  pudieran,  sin  inconveniente,  desií^narsc  tres  clases:  la  de 
simples  traductores;  la  de  aquéllos  que  adaptan  una  obra  ex- 
tranjera, introduciendo  en  ella  alteraciones  de  alguna  impor- 
tancia; i  la  de  aquellos  que,  refundiendo  on  una  la  doctrina  de 
muchas,  producen  otra  que  en  la  forma,  en  el  método,  en  las 
aplicaciones  a  las  circunstancias  locales,  tiene  caracteres  seña- 
lados de  novedad  i  utilidad.  La  línea  divisoria  entre  estos  au- 
tores i  los  propiamente  orijinales,  es  algo  difícil  de  trazar; 
pero  hai  casos  en  que  se  manifiesta  obviamente.  Un  poema, 
un  discurso  oratorio,  un  sistema  nuevo,  la  historia  de  un  país 
o  de  una  época  que  no  ha  sido  antes  escrita,  ofrecerían  poco 
motivo  de  vacilación;  i  en  los  casos  dudosos,  el  juzgado  califi- 
cador podría,  sin  inconveniente  alguno,  inclinar  la  balanza  a 
la  opinión  mas  favorable  i  liberal. 

La  lei  de  10  de  enero  de  1834,  excelente  bajo  muchos  pun- 
tos de  vista,  pudo  a  nuestro  juicio  mejorarse,  por  meilio  de 
una  clasificación  de  trabajos,  en  que  se  reconozcan  las  cuatro 
categorías  do  autores  orijinales,  autores  de  obnis  que  recopi- 
len i  refundan  la  materia  esparcida  en  otras  varías,  adaptado- 
res de  obras  ajenas,  que  hagan  en  ellas  alteraciones  calcula- 
das para  las  circunstancias  de  nuestro  país,  i  meros  traductores. 
El  artículo  9  de  la  leí  citada  los  iguala  a  todos. 

Pero,  ¿a  quién  tocará  la  calificación  do  las  obras,  i  de  la 
recompensa  a  que  en  consecuencia  teñirán  derecho?  Oeemos 
que  convendría  sujetarla  a  las  formalidades  iK»  un  juzgamien- 
to de  peritos,  que  podría  conferir.se  a  una  comisión  déla  facul- 
tad universitaria  respectiva;  con  calidad  de  que,  si  se  tratase 
de  una  obra  de  enseñanza,  formasen  parte  de  la  comisión  dos 
profesores  de  la  misma. 

El  tercer  punto  que  desearíamos  se  ventilase  por  la  prensa, 
es  la  duración  del  privilejio  exclusivo  de  vender  la  obra.  En 
esto  particular,  nos  parece  poco  meditada  la  disposición  de  la 
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lüi  (lo  1834,  quo  hace  vitalicio  el  pri\ilcjio  en  el  autor,  i  lo 
rodiico  a  cinco  años  en  los  herederos,  confiriendo  al  gobierno 
la  facultad  de  prorrotrarlo  hasta  diez.  De  esta  manera,  un 
escritor  scxajcnario  que  diese  a  luz  una  obra  orijinal,  en  que 
acaso  hal)ria  consií^nado  los  estudios  i  observaciones  de  una 
lar^xa  vida,  recihiria  en  recompensa  un  privilejio  que  en  él  i 
en  sus  hcnuleros  rara  vez  podría  pasar  de  veinte  años;  i  el  que 
a  la  edad  de  veinte  o  treinta  publicase  una  simple  traducción 
p.>zaria  do  un  privilejio  que  en  él  i  en  sus  herederos  pudiera 
extontlcrse  hasta  la  duración  de  medio  siglo  o  mas.  ¿No  es  esta 
una  desigualdad,  una  iniquidad  monstruosa?  El  medio  de  evi- 
tarla es  mui  sencillo  i  obvio.  Júntese  el  goce  de  los  herederos 
al  del  autor.  Sea,  por  ejemplo,  de  sesenta  años,  el  privilejio 
do  un  escritor  orijinal,  i  do  treinta  el  de  un  mero  traductor; 
disfruten  de  él  los  herederos  por  el  número  de  años  que  hu- 
biere dejado  do  gozarlo  la  persona  a  quien  representan.  Sesen- 
ta i  treinta  pudieran  ser  los  términos  máximo  i  mínimo  de  la 
escala  do  duración;  i  el  jurado  de  peritos,  atendiendo  a  las 
cuatro  categorías  que  antes  hemos  indicado,  tendría  fa  facultad 
ile  asignar  las  duraciones  intermedias.  Según  se  elevase  el 
trabajo  literario  sobre  el  de  una  simple  traducción,  i  so  aproxi- 
mase al  do  la  jonuina  orijinalidad,  así  el  número  de  años  del 
privilojio  si^  arorcaria  gradualmente  al  máximun.  Por  último, 
a  los  ([uo  no  i[uÍNÍos«Mi  siijolar  sus  producciones  literarias  a  la 
raürh'.irion  do!  jurado  do  peritos,  los  quedaría  siempre  el  di.-- 
rrv'ho  a  iri>/ar  do!  pnvil<»jio  exclusivo  i)or  el  espacio  de  trein- 
ta años. 

r.iivv'onos  tamlMon  t|Uo  ol  artículo  lo  de  la  loi  citada,  en  ol 
i\\w  sr  imp.ino  \a  pona  a  los  usur{K\doros  do  una  pro¡)ioda(l 
li'M'.M'.í.  no  o<  suliviontonionto  oxpliciti^  Serán  castiiTadns, 
dn.\  »>nan\\r!oa  I.-s  l.^yes  vijentrs  sobro  usurpaeion  cli*  la 
pr.^|-.,v!.u!  iwwA.  , rropir.li  1  dt^  iiih'  t^-pov-io?  La  niuel»íe  pm- 
1m1-. -r.iu'.r  ]*>.dv\:r  vi'.io  !j  i -na  di*  lo^  ipu.' onilravimoii  a 
\\  1.  '.  \;i\.ubio  li  p:\  pir.li.l  lili'rana.  seria  la  misma  (pío  la 
l'-.".'..\,  M»a  m;.m\:o  irapor.v^  al  hurto.  IVto  oslo  es  todavía  drina- 
•.  ^.1.»  \.:.^  1  .\lri,  a  r.uvstromieio,  (UlütMM  proponerse,  ala  \hv: 
,u,   \.\  \n\.;:.'.\  p\:l>'ie.K  la  iiule:nni.*aeion  do  la  persona  perju- 
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dicada.  Debería,  por  consiguiente,  dar  reglas  para  la  valuación 
del  daño. 

La  materia  de  que  hemos  tratado  en  estos  dos  artículos,  nos 
parece  digna  de  examinarse  i  meditarse,  poniendo  la  mira  en 
el  estímulo  de  que  necesitan  entre  nosotros  las  tareas  litera- 
rias, proponiendo  los  mejores  medios  de  hacerlo  efectivo,  i  es- 
tableciendo reglas  sencillas  i  do  fácil  aplicación.  Invitamos  a 
nuestros  colegas  a  ilustrarla, 

(Araucano,  año  de  1848.) 


.r.  ^  lliM^  *&.    . 


I 


MODO  DE  ACORDAR  LAS  SENTENCIAS 


No  serán  inaceptables  a  nuestros  lectores  algunas  observa- 
ciones sobre  un  asunto  que  merece  en  alto  grado  la  atención 
de  los  lejisladores  i  del  público  todo.  Aludimos  al  proyecto  do 
lei  sobre  el  modo  de  fundar  las  sentencias^  que  está  pen- 
diente en  la  cámara  de  senadores. 

En  la  responsabilidad  de  los  depositarios  de  todo  poder,  con- 
siste la  esencia  de  las  instituciones  republicanas;  i  a  los  funcio- 
narios del  orden  judicial,  en  cuyas  manos  están  la  vida,  fortuna 
i  honor  de  los  ciudadanos,  comprende,  como  a  los  otros,  la 
obligación  de  dar  cuenta  de  sus  actos.  Pasó  el  tiempo  en  que 
un  jurisconsulto  pudo  decir:  Fatuus  est  judex  qui  causam  in 
sententia  expresscrit  utpote  qui  eam  exprimendo  viam  ape- 
riat  suaj  impugnandíc  sententiro.  No  nos  detendremos,  pues, 
a  probar  lo  que  en  el  dia  está  reconocido,  como  un  axioma  de 
la  ciencia  social,  hasta  en  los  países  monárquicos. 

Pero  se  cumplo  imperfectamente  con  esta  garantía,  i  en 
realidad  se  elude,  cuando  no  aparecen  en  la  sentencia  los  fun- 
damentos, no  solo  de  la  resolución  principal,  sino  de  los  vario» 
puntos  decididos  en  ella,  i  que  le  sirven  de  antecedentes  i  pro- 
misas. Supongamos  que  so  discute  una  cuestión  de  retracto, 
l(*jítima  en  si  misma;  i  que  solo  so  duda  sobre  si  es  admisible 
la  acción  por  liabor  espirado  o  no  los  nueve  dias  fatales.  Fi- 
gurémonos que  el  contrato  de  venta  se  luibiese  celebrado  el 
1.®  de  al)ril  por  la  tardo,  i  so  hubiese  intentado  la  acción  el  10 
de  abril  al  mediodía.  Contando  los  dias  de  mmnaulo  a  mo- 
menlOj  como  quieren  algunos,  habría  recurrido-  el  retrayento 
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on  tieini»  hábil;  contando  loe  clias  naturales  e  incluyendo  eo  ' 
filos  el  del  oüntrato  i  el  tte  la  demanda,  como  sostienen  oItob, 
liubiera  aido  lo  contrario.  Para  fallar  sobre  la  prcacripcion, 
tendrá  el  tribunal  que  elejir  entre  los  varios  modos  de  contar 
los  días,  punto  cardinal  que  arrastra  la  resolución  definitiva: 
i  la  elección  no  puede  ser  arbitraria;  debe  precisamente  spo* 
yarse  en  algún  fundamento  jurídico.  ¿Do  qué  nervina,  pues, 
que  la  sentencia,  admitiendo  o  rechazando  la  acción,  ao  ciñese 
a  citar  la  loi  que  la  limita  a  nue^'o  días  fatales,  pasando  en  si* 
lencio  las  razones  que  hubiesen  ocurrido  al  tribunal  para  contar  1 
esos  días  de  un  modo  u  otro,  que  era  la  cuestión  capital?  Se- 
mejante sentencia  no  haría  mas  quo  cumidir  apircnicmente 
con  una  de  las  mas  indispensables  garantías  de  la  recta  admi- 
nistración de  justicia. 

El  proyecto  de  que  se  trata,  tiene  mas  extensión  de  la  que  I 
Be  manifiesta  en  su  titulo,  porque,  Ajando  las  reglas  a  que  do-  I 
bo  ajustarse  el  juzí^amiento  p»ra  quo  puetla  fundarse  debida- 
mente, traza  en  realidad  la  marclia  l¿j¡ca  que  debe  acguirse  ' 
en  él  para  aserrar  la  rectitud  del  fallo,  i  para  que,  pronun- 
ciado por  un  tribunal,  exprese  en  lodns  sus  parlas  la  deci- 
sión de   la  mcii/ort'a.   Este  os  un  punto  de   la  mas  grave 
importancia,  como  seri  fácil  probarlo  con  un  ejemplo.  En  toda 
especie,  están  precisamente  ligados  el  hecho  i  el   derecho;   a 
veces  es  cuestionable  el  hecho,  a  veces  el  derecho,  a  vecea 
uno  i  otro.  Supongamos  que  en  una  judicatura  de  cinco  Tniem-   , 
bros,  A  i  B  reconocen  el  hecho,  pero  no  admiten  el  derecho;  I 
C  i  />,  al  contrario,  juzgan  quo  el  derecho  es  incontrovertible, 
pero  que  el  hecho  no  está  suficientemente  probado;  F  opina  I 
quo  ni  el  hecho  ni  el  derecho  admiten  disputa.  FaUándoae  e 
globo  sobro  el  mérito  de  la  demanda,  la  desechará  el  tribuna]  J 
por  cuatro  votos  contra  uno  solo,  Pero  ¿cómo  fundará  la  aen-  I 
tenoia?  ¿Dirá  que  no  está  probado  el  hecho?  A,  It  i  F,  que  I 
hacen  mayoría,  son  de  opinión  contraria.  ¿Dirá  que,  admitido  1 
el  hecho,  no  se  sigue  el  derecho?  C,  D  iF,  que  hiicen  también 
mayoría,  sostienen  que,  supuesto  el  hecho,  es  indubitable  el 
derecho.  ¿Qué  fundamento  podrá,  pues,  expresarse,  a  que  la 
mayoría  del  tribunal  suscriba?  Por  olra  parle,  recliaxando  la 
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demanda  se  cometeria  una  flagrante  injusticia,  una  vez  que  el 
demandante,  en  el  concepto  do  la  mayoría  ha  probado  su- 
ficientemente el  hecho,  i  ademas,  en  el  concepto  de  la  mayoría, 
admitido  el  hecho,  es  una  consecuencia  necesaria  el  derecho. 
No  se  objete  que  la  mayoría  que  resuelve  afirmativamente 
el  primer  punto,  es  distinta  de  la  mayoría  que  resuelve  de  la 
misma  manera  el  segundo.  La  voz  de  toda  mayoría  del  tribu- 
nal es  la  voz  del  tribunah  El  tribunal  es  un  ser  jurídico,  indi- 
visible, distinto  de  los  miembros  que  lo  componen,  conside- 
rados en  su  capacidad  individual.  Lo  mismo  sucede  en  todas 
las  demás  corporaciones.  En  la  mas  augusta  do  todas,  el 
congreso,  la  cámara  que  hoi  acepta  el  artículo  primero  de  un 
proyecto  do  lei ,  puede  ser  de  diferente  composición  que  la  que 
mañana  acepta  el  segundo;  i  aun  en  una  misma  sesión,  podrá 
suceder,  i  sucede  amenudo,  que  los  varios  artículos  sean  apro- 
bados por  diferentes  combinaciones  de  miembros;  i  siii  embar* 
go,  los  artículos  todos  se  mirarán  como  dictados  por  una 
autoridad  siempre  idéntica  consigo  misma.  La  individualidad 
de  los  miembros  desaparece  en  el  pronunciamiento  de  la  ma- 
yoría, que  es  el  pronunciamiento  del  cuerpo. 

Un  juicio  complejo  es  verdaderamente  un  conjunto  de  jui- 
cios; i  a  ningún  miembro  de  un  tribunal  puede  ser  permitido 
emitir  un  juicio  complejo,  en  que  entra  un  juicio  parcial  que 
la  mayoría  del  tribunal  rechaza,  ni  dejar  de  admitir  un  ante- 
cedente, un  principio,  que  el  tribunal,  representado  por  la 
mayoría,  ha  hecho  suyo. 

Son  muchas  las  causas  quo  presentan  una  cuestión  comple- 
ja; i  el  arbitrio  de  fijar  i  resolver  separadamente  las  cuestiones 
particulares  que  ella  envuelve,  es  de  absoluta  necesidad,  no 
solo  para  que  pueda  fundarse  el  juzgamiento,  i  para  quo  el 
fallo  de  un  tribunal  se  ajusto,  en  todas  sus  partes,  a  la  deci- 
sión de  la  mayoría,  sino  para  evitar  las  dispersiones  de  votos, 
que  obligan  a  llamar  jueces  de  afuera;  recurso  defectuosísimo, 
que  muchas  veces  agravará  el  mal  en  vez  de  remediarlo.  Por- 
que, si  se  dispersan  los  votos  en  una  corporación  de  cuatro  o 
cinco  vocales,  ¿cuánto  mas  no  sorá  do  temer  que  suceda  lo 
mismo  (MI  un  cu(Tpo  ([nr  se  C()mpon;j:a  de  nueve,  once,  quince 


o  mas  personas?  Casos  ae  han  visto  en  que,  perdido  el  tribu- 
nal en  un  laberinto  de  discordancias  i  dispersiünes  que  se 
multiplicaban  con  el  número  de  sus  miembros,  los  litigantes 
desesperados  tuvieron  que  tranaijír,  al  eabo  do  años  consumi- 
dos en  el  interminable  juicio,  i  después  do  enormes  costos 
p»»"  obtener  una  decisión  judicial. 

Iíucde  decirse  de  un  sistema  que,   aun  en  manos  de 
rados  sabios  i  celosos,  como  los  que  tenemos,  ponen  a 
Igaotes  en  el  caso  de  decir:  «No  podemos  obtener  la  de- 
judicial  que  hemos  implorado;  avengámonos  como  me- 
iJamos?  ¿No  Ii»i  en  oKto  una  venladcra,  aunque  involun- 
:ia? 
stioncs  es  un  medio  casi  infalible   de 
1  de  votos,  i  el  defectuoso  i   precario 
rb>.ui.?u  mC  ..ttiii  '">"  de  afuera  para  dirimirla.   Una  hipó- 

tesis lo  manif^, 

So  litiga  sobre  la  p  edad  de  un  terreno  abandonado  por 
las  ag^uaEj  del  mar.  El  jioseedor  alega  el  derceho  de  primer 
ocupante;  su  adversario  pretendo  que  la  tierra  que  dejan  des- 
cubiertas las  ai^uas  acrece  a  las  heredades  contiguas  por  dere- 
cho de  acf.esion.  El  tribunal  se  compone  de  einco  miembros. 
A  i  B  reconocen  el  derecho  del  primer  ocupante;  C  i  D  sostio- 
ncn  qne  no  puede  ocuparse  lo  que  desde  el  primer  momento 
de  su  existencia  ha  pertenecido  a  otros,  es  decir,  a  los  propie- 
tarios vecinos;  i  F  opina  que  el  derecho  de  accesión,  que  las 
leyes  reconocen  en  las  tierras  abandonadas  por  los  ríos,  no  es 
aplicable  a  las  playas  del  mar;  que  la  cosa  litigada  no  había 
sido,  sin  embargo,  res  nullius,  cuyo  señorío  pudiese  adquirirse 
por  ocupación,  sino  tierra  vacante,  esto  es,  no  perteneciente  a 
individuos  o  corporaciones  particulares,  i  cuyo  único  dueño 
era,  por  consiguiente,  el  fisco,  es  decir,  la  nación-' 
Tenemos  tres  cuestiones  de  derecho: 

1."  ¿Cabe  el  derecho  de  primer  ocupante  en  terrenos  aban- 
donados por  el  mar? 

*  No  tratamos  do  reproducir  una  causa  vcnlilada  hace  algunos 
años  pn  Santiago,  i  scmojanto  bajo  algunos  respectos  a  la  especie  que 
pmpoiiemos  hipottíticanionte. 
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2.*  ¿Cabe  en  ellos  el  derecho  do  accesión  de  las  heredades 
colindantes? 

3.*  ¿Pertenecieron  al  fisco  desde  su  primera  existencia? 

Estas  son  las  cuestiones  sobre  las  cuales  debe  deliberar  se- 
paradamente el  tribunal.   Pero,  ¿en  que  orden? 

Es  evidente  que  no  so  debe  principiar  por  la  primera,  por- 
que, si  la  cosa,  litii^ada  antes  de  ocuparse  era  de  los  propie- 
tarios colindantes  o  del  fisco,  la  ocupación  ha  sido  una  inva- 
sión de  lo  ajeno,  i  el  poseedor  un  usurpador.  Debe,  pues, 
resolverse  la  se^^unda  i  tercera  cuestión  previamente, 

Pero,  ¿cual  de  estas  dos  primero? 

Evidentemente  la  del  derecho  de  accesión,  porque,  si  al  paso 
que  estas  tierras  han  quedado  descubiertas  por  las  olas  han 
ido  acreciendo  a  las  heredades  contiguas,  no  han  sido  jamas 
vacantes,  ni  denunciables  al  fisco. 

Sometido  a  deliberación  el  derecho  de  los  propietarios  veci- 
nos, o  es  aceptado  por  la  mayoría  del  tribunal,  i  queda  resuel- 
to desde  luego  el  litijio,  porque  la  afirmativa  de  este  derecho 
arrastra  necesariamente  la  negativa  de  los  otros  dos;  o  es 
rechazado,  i  desde  entonces  esta  proposición:  «La  tierras 
abandonadas  por  e)  mar  no  acrecen  a  las  heredades  colindan- 
tes», es  para  el  tribunal  un  principio  incontrovertible  de  que 
no  puede  prescindirse  en  las  cuestiones  subsiguientes. 

¿Han  sido  tierras  vacantes  las  que  so  litigan?  ¿A  medida  que 
han  empezado  a  existir,  se  han  hecho  o  nó  propiedad  nacional? 

Discutida  esta  cuestión,  o  se  reconoce  que,  como  tierras  va- 
cantes, han  pertenecido  al  fisco,  i  queda  resuelto  el  litijio,  por- 
que una  propiedad  fiscal  no  ha  podido  adquirirse  a  título  de 
primer  ocupante,  o  se  rechaza  el  derecho  del  fisco,  i  quedan 
sentadas  dos  proposiciones  ya  incontrovertibles,  i)orque  han 
obtenido  el  asenso  de  la  mayoría:  «Las  tierras  abandonadas 
por  el  mar  no  acrecen  a  las  heredades  contiguas;»  «Ni  han 
sido  tierras  vacantes,  i  como  tales,  de  propiedad  fiscal.» 

¿Eran,  pues,  res  nullius^  que  se  hiciesen  del  primero  que 

las  ocupase?  Si  el  tribunal  ha  resuelto  negativamente  las  dos 

primeras  cuestiones,  no  puede  menos  que  votar  afirmativa  i 

unánimemente  la  tercera. 

opíjsc.  55 


mjatt^i  li  ^1.  tm mfepfn^ble  que 

ñva*  de  la  mayará 
I  les  aem  piraúútio  raciod- 
w>  alfVBo  CB  ^M  *>9S  cttraclto  m  prna^wo  coDtnwto.  ¿De 
faéaernñqae,  oiel  casa  fciftftko  qaeacabuDoe  do  pro- 
fomer.  A,  [t  i  F  éatamaeiam  ^  ienAo  de  los  [«opieCsríus 
veetBO»,  ai  C í  D,  íiimiIíiibIh  ca  este  der«^,  repudiado  por 
la  Btajorta,  falUigi  iae^  nfgilÍTwnente  sobre  el  derecho 
fiKatr  Eataadba  nlos  ttníiiaaak»  de  A  i  ü,  que  Totan  por' 
daetaal  pOKeiar, hanm,  «kTvrdad,  seafcoda;  pero 
aentencia  &ba,  Qegal,  injusta,  que  no  podría  funitarse 
■wdodAido.  Mn,po>q«a«ateMgalitaia^ñtiaHmjliB 
como  consecnencia  del  derecho  dd  actual  poseedor,  a  que  la 
mayoría  no  ha  suscrito,  i  C  i  D,  como  consecuencia  del  derecho 
de  accesión,  rechazado  expresamente  por  la  mayoría.  Ilegal, 
porque,  sc^n  la  lei,  la  sentencia  debe  ser  la  expresión  de  ud 
acuerdo  de  la  mayoría;  i  una  resolución  en  cuyos  fundamentos 
no  convienen  A  t  B  con  C  i  />,  no  tendría  mas  quo  una  apa- 
riencia o  simulación  de  acuerdo.  Injusta,  porque  haría  valer 
contra  el  n.sco  una  pretensión  rechazada.  Imposible,  en  ñn,  de 
fundar,  porque  no  so  deduciría  de  ningún  antecedente  aceptado. 
llemuH  oído  alegar  que,  procediendo  del  modo  dicho,  se  pone 
u  los  majistrados  en  la  dura  necesidad  do  fallar  contra  su 
(«jncicncia.  Ri  se  les  forzase  a  adoptar  la  opinión  de  una  mi- 
noria,  pudiera  haber  algun  viso  do  plausibilidad  en  esta  obje- 
ción; i  con  totlo  eso,  el  artíc^ulo  197  del  código  do  enjuicia- 
miento de  Francia  impone  esta  obligación  a  los   mnjiatrados 


POT'H 
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I  franceses.  El  proyecto  que  ee  discuto  actual  mentó  on  nuestro 
\  congreso,  prcscribia  lo  mísmo  bajo  su  forma  orijínal.  Pero,  en 
'  las  enniientlas  del  scnsido,  «e  ha  procurado  remover  esto  motivo 
de  escrúpulo.  Según  ellas,  un  juez  no  so  ve  nunca  en  la  pre- 
cisión de  someter  su  juicio,  sino  al  de  la  mayoría.  I  una  vez 
que  la  lei  le  mande  hacerlo  así,  no  liace  ningún  sacrificio  de 
j  conciencia.  En  la  hipótesis  anterior,  descartado  el  derecho 
,  do  los  propictariofi  conticura,  i  admitida  el  del  fisi-o,  ¿quó 
dirían  sustancialmente  .4  i  li  al  fallar  Hobre  ol  derecho  de 
primer  ocupante?  «Supuesto,  dirían  a  su  propia  conciencia, 
quo,  según  la  mayoría  del  tribunal,  el  derecho  de  accesión  no 
tiene  caliida,  i  el  del  fisco  la  tiene,  se  sigue  que  no  pueile 
admítir.so  en  esta  especie  el  derecho  do  primer  ocupante,  para 
el  cual  se  necesita  que  la  cosa  ocupada  haya  sido  antes  do  la 
ocupación  res  nulHus.y  No  harían  mas  que  emitir  una  con- 
aecuencin  lójica,  que  so  deriva  necesariamente  de  principioa 
sancionados  por  la  mayoría  del  tribunal,  que  es  órgano  do  la 
leí:  Conscienlia  leáis  vincit  consciontiam  hominis.  Uno 
puede  estar  iwrauadído  de  que  tal  o  cual  leí  de  Parlida  en  in- 
trinNocamcnte  contraria  a  la  equidad  natural;  i  sin  embargo, 
on  los  casos  a  que  deba  aplicarse  osla  lei,  fallará  según  ella,  í 
fallará  bien.  Dirá  como  ol  jurisconsulto  romano:  í'er  qiiaví 
durum  68/,  sed  üa  tex  scripln  est  (leí  12  7111  et  a  (jidbus 
innnumissi).  Esto  es  lo  que  debe  pasar  en  el  alma  del  majis- 
trado;  i  no  es  de  creer  que  tenga  la  presunción  de  aferrarse  a 
todo  trance  en  lo  que  la  mayoría  del  tribunal  repudia. 

El  mt'todo  de  que  se  trata,  no  es  solo  un  medio  casi  infali- 
ble de  evitar  la  disiwrsion  devotos,  i  do  precaver  sentencias 
falsas  c  injufitas,  que  dan  la  causa  ganada  al  que  realmente, 
fiogun  la  mayoría  del  tril>unal,  debería  pei-dcrla;  no  solo  oa 
necesario  jiara  quo  pueda  fundarse  debidamento  la  sentencia, 
sino  quo  tiende  a  estoblecer  en  los  tribunales  un  sistema  lóji- 
00  do  doctrinas  jurídicas.  Una  vez  quo  por  la  resolución  de 
una  oontroversia  parcial,  en  un  litijiu  dudo,  «c  formuluso  un 
principio,  una  interpretación,  una  regla,  esto  acuerda  fucilitu- 
ria  la  díscu.'^ion  de  otros  litíjiosen  que  se  presentase  la  mísnm 
controversia:  no  sería,  a  la  vcrilad,  una  norma  obligatoria 
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para  los  Bcuordos  futuros;  pero  tendría  a  lo  móaos  un  inílujOi 
moral  poderoso.  I  si  por  acaso  ocurriese  que  en  diferentes  ju- 
dicaturas o  una  misma  expresasen  en  diferentes  especies  opi- 
niones contrarias  sobro  algún  punto  de  tlerecho,  sería  propio 
de  su  sabiduría  solicitar  una  decisión  de  la  lejislatura,  expo- 
niéndole los  fundamentos  en  pro  i  en  contra  de  cada  opinión; 
i  (le  esta  manera  lo  que  antes  ha  sido  una  deeision  aislaila, 
una  regla  fluctuante,  pasaría  a  ser  una  norma  invariable,  un 
texto  legal.  Por  este  mediú,  so  ba  ilustrado  i  enriquecido  la 
jurisprudencia  de  las  naciones  cultas.  I  por  un  medio  análo* 
gij,  llegó  Ronm  a  fundar  un  cuerpo  de  doctrina  jurídica,  que 
dio  a  la  jurisprudencia  un  carácter  cienliíico,  i  es  todavía  la 
antorcha  de  la  humanidad  en  la  Icjislacion  civil. 

1.^8  opiniones  que  hemos  emitido  en  este  articulo,  pudieran 
recibirse  con  desconfianza,  sí  fuesen  nuevasj  pero  no  lo  son. 
Léase  el  artículo  Jugemcnt  en  la  Encychpedie  de  Courtiii. 
Ademas,  los  inconvenientes  que  pudieran  alegarse  contra  el 
procedimiento  que  se  prescribe  en  el  proyecto,  según  ha  sido 
enmendado  en  la  cámara  do  senadores,  militarían  oon  niuclut 
mas  fuerza  contra  lo  que  so  observa  en  los  acuerdos  do  Io3' 
tribunales  franceses,  donde  en  las  dispersiones  de  votos,  laft' 
minorías  están  obligadas  a  plegarse  a  una  do  las  dos  mayorías.' 
refaiíuas.  I  obsérvese  de  paso  que  esta  regla  del  enjuiciamien* 
to  francés  deja  un  vacío  notable.  En  el  caso  do  ser  seis  los 
vocales  i  de  emitirse  tres  opiniones  diversas,  cada  una  cío  las 
cuales  contase  dos  votos,  ¿qué  se  haría?  La  sección  de  lejisla- 
cion  del  tribunado  observó  con  este  motivo  que  en  la  regla 
precedente  no  estaban  provistos  todos  los  casos;  pero  quo  en 
esta  materia  no  era  posible  tomar  en  consideración  todas  las 
hipótesis  imajinables,  i  que  debía  dejarse  algo  a  la  prudencia 
de  los  jueces,  que,  celosos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
hallarían  el  modo  de  avenirse.  Esto  parece  poco  salisfactorio. 
El  proyecto  de  ([ue  so  trata,  no  dejaria,  según  creemos,  nin- 
gún vacio  en  la  Ici. 

[Araucan/i,  ario  tie  IS&O.) 
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La  graduación  de  los  acreedores  cuando  los^  bienes  del  deu- 
dor no  son  suficientes  para  el  desempeño  de  todas  sus  obliga- 
ciones, es  materia  de  tan  alta  importancia  para  la  agricultura 
i  el  comercio,  para  la  conservación  do  las  familias  i  el  fomento 
del  crédito,  para  el  estado  i  los  particulares,  como  es  difícil 
conciliar  en  ella  los  varios  intereses  que  la  leí  es  llamada  a 
protejer. 

De  aquí  la  diverjencia  que  en  esta  parte  de  la  lejislacion  se 
observa  entro  las  naciones  mas  adelantadas,  i  la  variedad  de 
las  innovaciones  sucesivas  con  que  do  algún  tiempo  atrás  han 
procurado  mejorarla;  sin  que  por  eso  dejen  do  oírse  todavía 
reclamaciones  contra  casi  todos  los  arreglos  establecidos. 

Chile  no  ha  sido  de  los  países  que  han  trabajado  con  menos 
celo  en  este  objeto.  La  lei  do  31  de  octubre  do  1845,  señalan- 
do distintamente  las  causas  do  prelacíon,  demarcando  sus 
límites  i  grados,  despojando  del  carácter  de  escritura  pública 
documentos  destituidos  de  verdadera  autenticidad;  sancionando 
la  doctrina  de  nuestra  jurisprudencia  que  declaraba  intrans- 
misibles a  terceros  las  hipotecas  no  rejistradas,  i  por  consi- 
guiente aun  las  jenerales  creadas  por  la  lei;  aboliendo  las 
hipotecas  jenerales  estipuladas,   que  ahogaban    el    crédito; 


*  Mensaje  con  que  el  presidente  déla  república,  don  Manuel  Montt, 
i  el  ministro  de  justicia,  don  Silvestre  Ochagavía,  remitieron  al  con- 
greso el  31  do  julio  de  1852  el  proyecto  do  lei  sobre  prolacion  do 
créditos  que  llegó  a  ser  la  leí  do  23  de  octubre  do  1855. 
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ígitilan^I  >  en  rango  las  hi{)«>tecas  leíjales  i  las  especiales,  que 
desde  entúaxs  empezaron  a  concurrir  entre  sí  en  el  órJen  de 
sus  fti;!!^^;  coartando  de  este  motlo  las  exajeravlas  i  odiosas 
preferencias  del  fisc»>  i  de  la  dote,  zanjó  a  lo  menos  las  Ixiscs 
de  un  sistema  sencillo  i  preeisiD,  cuyos  buenos  efectos  hubieran 
podido  apreciarse  mejor,  sin  la  lenta  i  complicada  tramitación 
de  los  concursos,  que  los  ha  hecho  en  í^n  parte  ilusorios. 

Tócanos  ahora  revisar  esa  leí,  correjir  sus  imi>erfeociones, 
llenar  sus  vacíos,  mejorarla,  tralxijando  en  el  mismo  sentido. 
El  presente  proyecto  es  el  resultado  de  las  meditaciones  que 
el  gobierno  ha  deilícado  a  este  asunto. 

Se  ha  principiado  por  el  catálogo  de  aquellas  partes  de  los 
bienc-s  de  un  deudor,  a  las  que,  por  motivos  de  justicia,  de  ín- 
teres público  i  de  humanidavl,  no  se  extiende  la  acción  de  los 
acreedores.  Se  han  revlucido  estas  excepciones  a  los  limites 
mas  estrechos  que  admiten,  como  es  fácil  verlo  comparando 
el  artículo  1.**  de  la  lei  de  1845  con  el  del  presente  proyecto. 

La  publicidad,  la  especialidad  de  las  garantías  que,  favore- 
ciendo a  un  crédito,  ponen  una  parte  de  las  facultadc\s  del 
deudor  fuera  del  alcance  de  los  demás  acreedores,  i  la  impo- 
sibilidad de  colusiones  fraudulentas,  formarían  un  tipo  perfecto 
en  el  arreglo  de  que  se  trata;  pero  esta  es  una  perfección  ideal 
a  que  solo  es  dado  acercarse  mas  o  menos,  i  a  que  nunca 
probablemente  lloL^a^á  la  leji>Iaci  )n,  mi»''ntra3  duren  las  bases 
en  fino  descansa  aliora  la  orL^anizaciun  de  la  socie.lad. 

Las  causas  de  |  relaciun  en  los  créditos  se  han  reducido  en 
este  proyecto  a  dos,  (d  privilejio  i  la  hipoteca,  suprimiéndose 
la  clase  de  acreedores  escriturarios,  desconocida  en  casi  todas 
las  lejislaci<jnes  eiirop-^as.  La  española  i  la  del  cantón  de  \'aud 
Sijii  las  únicas  exce)jcion(.'S  de  (pie  tengo  noticia.  La  escritura 
piildíca,  que  la  lei  de  l(Sio  dcj(5  subsistir  entre  las  causas  de 
preferencia,  reúne  cuantos  vicios  pueden  hallarse  en  oposición 
con  el  tipo  (pie  aca])0  de  bosquejaros:  existencia  oscura,  gra- 
vamen indeíinido,  facilidad  de  colusiones  i  fraudes.  Para  con- 
servarla, era  necesario  que  se  apoyase  en  razones  poderosísi- 
mas de  justicia  o  de  interés  público,  i  no  encuentro  ninguna 
(jue  la  recomiende.  El  acreedor  que  no  se  ha  constituido  una 
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prcniTa  espoclfica  on  los  bienes  de  su  deudor,  le  deja  cn  lihcr- 
tad  para  contraer  todos  los  nuevos  empeños  que  quiera.  Si  la 
prioridad  de  fecliii,  que  es  todo  el  síiynilicado  de  la  escritura, 
no  le  al;i  las  manos  para  enajenar  o  hipotecar  suh  bienes,  sus- 
trayéndolos así  al  fondo  común  da  los  acreedores  en  joneral, 
mucho  menos  deberá  impelirle  que  contraijía  nuevas  obliga- 
cioncH  que  no  mcnusüuban  ese  fondo  i  hoIo  aumentan  el  nú- 
mero de  lus  participes,  concui'riendo  con  otras  obligaciones  sin 
degradarlas.  La  primacía  de  la  escritura  pública  sobre  el  simple 
vale  o  quirógrafo  constituye  en  siislanoía  una  segunda  i  nu- 
merosísima clase  lie  hipotecas  ocultas;  i  son  demasiado  graves 
los  i  Di' on  ven  lentes  de  la  primera,  la  de  las  hiputet^'as  legales, 
para  que  sea  permitido  conceder  a  la  oscriliira  pública  un  ran- 
go que  ningún  principio  justiOca.  La  leí  de  IH4ñ  suprimió  la 
hipoteca  joneral  estipulada;  pero,  conservando  un  lugar  profc- 
renttí  al  instrumento  público,  no  hixo  mas  que  colocarla  cn 
un  rango  inferior  al  do  las  hipotecas  legales  csi>ec¡ales.  Allí 
se  mantiene  escondida,  i  como  en  asechanza,  contra  los  acree- 
dores coninnos;  i  para  ser  consecuentes,  debemos  arrojarla  de 
este  último  asilo. 

Los  privilejios  no  se  prestan  a  las  condiciones  de  un  arreglo 
perfecto;  pero  los  jenerales  son  casi  siempre  de  poca  monta; 
sus  causas,  maniíiuslas;  su  numero,  limitado:  los  oíros  afectan 
solamente  determinadas  ea|íccics.  En  ol  proyecto  do  leí  que 
os  presento,  se  Im  procurado  disminuir  on  lo  posible  el  grava- 
men que  imponen.  Se  ha  variado  el  orden  de  los  privilejios 
jenerales:  la  piedad  relijiosa  hacia  los  difuntos,  los  sentimien- 
tos do  humanidad  hacía  el  deudor  desgraciado  cn  las  angustias 
do  la  enfermedad  í  la  muerte,  i  una  justa  consideración  a  la 
escasa  fortuna  de  los  que  viven  do  su  salario  i  a  loa  que  sumi- 
nistran al  íiadu,  artículos  necesarios  de  sul}si3tencia,  ha  pare- 
cido que  debían  ocupar  un  lugar  preferente  al  de  los  impuestos 
fiscales  t  municipales.  Se  han  suprimido  entro  los  privilejios 
jenerales,  el  de  la  habitación  del  deudor,  que  hasta  cierto  punto 
se  suple  por  el  especial  do  los  arrendadores;  i  entro  los  de  esta 
seguníla  clase,  el  del  vendedor  de  ganado  o  do  mercaderías  co- 
nocidas, dificiics  de  justificar  i  expuestos  a  graves  abusos. 
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El  prívilejio  del  aitjuitecto  i  reraccionailor  abre  una  anoliaij 
puerta  a  cróilitos  cxajerailoa  o  liuticiod,  como  !o  ha  mani-  ' 
fesUdo  la  experiencia  en  lus  pafscs  que  le  han  dado  lugar.  Cú 
ulguiius  ptirtea,  ho  ha  tralado  do  rciiw^iar  este  mal  por  medji» 
do  reconocimientos  i  avolúoa,  áiites  i  de&puca  Je  la  cilíñinh^ion 
o  refacción;  trabo»  que  enuontruríun  una  popriatla  resisten- 
cia on  nuestros  hdbito^,  i  umbirazurian  no  poco  la  activa  ¡ndus- 


Ítrin  que  engrandece  i  hormofiea  nuwitpaa  princijiales  ci udatli!:*.  '^m 

So  ha  juzgftdo  preferible  iiI)olir  un  prívilejio  cpic  ncce^sítade  tan  ^| 

oncrosaH  precauciones.  Se  han  borrado  también  del  ciit^tlo;^  ^H 

do  los  (>Hj)cciaIeH  el  del  vendedor  de  una  finca  i  el   del  quy  ha  ^\ 


prestado  dinero  papa  su  compra:  uno  i  otro  pueden,  por  medí 
lio  la  itipoteca  espouinl,  constituirse   en  la  misma  fiticn   una 
prenda  (pie  les  garantice  su  crótUto. 

Privilejñ'8  de  mas  importancia  que  loa  referidos,  i  jeneral- 
mente  reconocidos  en  Ioh  códigos  comerciales  modernos,  so 
cehuban  do  monos  en  la  leí  do  I8Í5,  i  he  creido  conveniente 
iiicorporarioH  en  el  prcsEnte  proyecto.  Tal  es  el  del  comisio- 
nista o  consignatario  sobre  las  mercaderías  que  se  lo  han 
remitido  para  que  las  ven  la  por  cuenta  del  comitente.  Debo 
observarse  quo  eu  ninguna  parto  so  concede  este  pnvilejio,  si- 
no sobro  las  consignaciones  que  so  haeon  de  otros  puntuu  dot 
mismo  estado  o  de  país  extranjero.  Es,  pues,  sin  ejemplo  la 
disposición  del  artículo  10,  que  lo  extiende  aun  a  comisiones 
de  venta  dentro  de  una  misma  plaza,  cuando  el  que  las  con- 
duce o  las  recibe  do  afuera,  antes  de  administrarlas  o  do  de- 
positarlas en  almacenes  propias,  las  pone  a  la  orden  de  otra 
persona  para  su  expendio.  Pero  con  esta  bmitacion  he  creído 
que  semejantes  comisiones  eran  enteramente  análogas  a  laa 
con,signacione3  de  afuera.  Ellas  son,  por  otra  parle,  frecuen- 
tistmas  en  nuestros  puertos,  i  ceden  en  Ijeneficio  do  los  agri- 
cultores chilenos  quo  llevan  sus  frutos  a  una  plaza  de  comercio, 
i  de  los  sobrecargos  extranjeros  que  carecen  de  establecimien- 
tos i  cfjnexiones  en  el  país.  Considerada  detenidamente  la 
materia,  he  deferido  a  los  votos  del  comercio,  que  reclamaba 
con  instancia  esta  ampliación  del  prívilejio. 

Otro  vacío  que  se  notaba  en  esta  parte  de  la  leí  de  1855,  era 
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el  (le  los  privilejíos  marítimos,  que  veréis  enumorados  por  el 
orden  de  su  preferencia  relativa  en  el  artículo  11. 

La  hipoteca  legal,  absolutamente  necesaria  para  la  protec- 
ción de  intereses  preciosos  encomendados  a  manos  extrañas, 
adolece  de  inconvenientes  graves;  pero  que,  según  so  halla 
estableeida  entre  níjsotros,  no  son  comparables  con  los  que  do 
ella  se  orijinan  en  otras  naciones.  En  Chile,  donde  no  pasa  a 
terceros,  no  es  una  verdadera  prenda,  sino  un  privilejio  jene- 
ral,  que  solo  por  su  ranino  se  diferencia  de  los  que  tienen  este 
nombre;  un  privilejio  que  recae  sobre  todo  el  patrimonio,  i 
que  e.spira  instantáneamente  por  el  ministerio  de  la  lei  en  las 
especies  que  el  deudor  enajena.  No  siendo,  pues,  una  causa 
de  inseguridad  para  las  personas  a  quienes  el  deudor  trasfierc 
su  dominio  sobre  cualquiera  parte  de  sus  bienes,  oh  mucho 
menos  imperiosa  en  Chile  la  necesidad  de  rf^jistrarla.  Por  otra 
parte,  anotar  en  un  rejistro  hipotecario  las  propiedades  que 
grava,  sería,  sobre  imposible,  ilusorio.  ¿Dónde  i  cómo  inscri- 
bir los  muebles,  las  cosas  funjibles,  los  derechos  incorporales; 
elementos  tan  fluctuantes,  tan  fujitivos  i  de  tan  varias  espe- 
cies; elementos  ((ue  carecen  de  una  localidad  lija  que  determi- 
ne la  de  su  rejistro,  i  lo  señale  a  las  personas  interesadas  en 
averiguar  las  garantías  a  que  están  afectos;  elementos  que 
forman  siempre  una  parte  considerable  d<d  patrimonio,  i  en  la 
gran  mayoría  de  los  casos  todo  él?  Cuando  por  una  suposición 
imposible  imajinásemos  efectuada  esa  inscripción,  ¿qué  se  ga- 
naría con  ella?  Nos  daria  a  lo  sumo  el  catálogo  de  todos  los 
bienes  o  de  ciertos  bienes  de  un  individuo,  en  un  momento 
dado,  i  suministraría  antecedentes  de  mui  ixjco  valor  para  el 
porvenir. 

No  siendo,  pues,  aplicable  a  las  hipotecas  legales  la  inscrip- 
ción a  que  se  prestan  las  especiales,  se  ha  deseado  atenuar 
este  mal,  poniendo  a  el  alcance  del  público  por  medio  de  un  re- 
jistro hipotecario,  ya  que  no  los  bienes  gravados  por  la  hipoteca 
legal,  las  responsabilidades  que  pesan  sobre  ellos,  i  las  per- 
sonas responsables.  Se  ha  proi)uesto,  por  ejemplo,  la  inscrip- 
ción de  las  escrituras  de  dote,  de  las  capitulaciones  matrimo- 
niales,  de  los  discernimientos  de   tutelas  i   curadurías.    En 
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cuanto  a  los  personas  obligadas,  el  matrimonio,    el  empleo, 
la  tutela  o  curaduría  son  casi  siempre  hechos  notorios  de  que 
muí  pocos  tendrían  necesidad  de  ir  a  cerciorarse  en  un  rejistro 
hipotecario.  I  por  lo  que  tiDca  a  los  bienes  i  derechos  garanti- 
dos, tropezamos  aquí  con  los  mismos  inconvenientes  que  en 
la  inscripción  de  las  propiedades  afectas.  El  caudal  de  la  mujer 
casada,  del  pupilo,  es  un  conjunto  de  bienes  i    derechos  de 
todas  clases,  que  exij irían  inscripciones  complicadas,   minu- 
ciosas, en  una  palabra,  impasibles.  Else  caudal  varía  continua- 
mente de  cantidad  i  de  forma:  el  cuadro  que  lo  representase  en 
un  momento  dado,  no  serviria  para  una  época  posterior. 

¿Se  limitará  la  inscrípcion  a  los  bienes  raices?  Quedarán 
inseguras  en  una  parte  considerable  de  sus  derechos,  i  las  mas 
veces  en  tod<>s  ellas,  las  personas  favorecidas  por  la  lei.  ¿I  a 
quien  se  ¡miK)ndría  la  obligación  del  rejistro?  No  podría  ser 
sinvi  a  las  padres,  a  los  maridos,  a  los  tutores  i  curadores. 
I  si  omitida  la  ins.ripcim  caducase  la  hipoteca,  haríamos  recaer 
».»bn>  el  inocente  el  castigo  de  la  culpa  o  neglijoncia  ajena. 

A  lo  que  en  esta  materia  puede  aspirar  el  lejislador  con  al- 
jruna  cs[K*ran¿a  de  buen  suceso,  es  a  extirpar  o  minorar  el 
notorio  abuso  que  se  hace  de  la  hipoteca  legal  para  sustraer 
a  los  venia deros  i  le jí timos  acreedores  una  parte  de  los  bienes 
del  doudor  a  la  sombra  de  créditos  forjados  en  la  oscuridad, 
de  dotes  iiuajia:\riu^,  por  ejemplo.  Poro   creo  que  este   ol^jeto 
no  puede  alean/ar>ío  por  iascri]KÍones  hipotecarias.  Me  parece 
necesario  o<.*arrir  a  i)rovideiicias  lejislativas  de  otra  clase;  i  tul 
es  el  lili  que  me  he  propuesto  en  los  artículos  17  i  18.   El  pri- 
mero dispon.:*  c[ue  no  se  recono/can  como  bienes  de  la  mujer 
cásala,  ü:arantido-!  por  su  hipoteca  lej^al,  sino  aquéllos  de  que 
líaya  con^^taneia  por  alírun  instrumento  público  que  justifique 
su  dominio.  Kxeeptúanse  los  bienes  raíces  aportados  al  matri- 
monio, en  los  cuales  no  ca))e  fraude,  i  los  derechos  i  acciones 
que  le  com[»eían   por  dolo  o   culpa   del   marido;  dere^*hos    i 
acciones  que  no   son  susceptibles  de  presentarse  bajo  una  for- 
ma auténtica,  i  en  quo  dehomos  resio'narnos  a  que  se  prueben 
^le  cualquier  modi^  fehaciente.  Kl  artículo  18  aplícalas  miomas 
-disposiciones  a  oirás  hipotecas  It^gales. 
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Los  documentos  que  allí  se  exijcn,  no  tienen  nada  de  insó- 
lito, si  se  exceptúa  el  ¡aventario  do  los  bienes  muebles  de  la 
mujer  antes  de  casarse;  instrumento  importante,  no  solo  para 
la  materia  que  nos  ocupa,  sino  bajo  otros  it?spectos,  que  no 
os  necesario  indicaros.  Las  disposiciones  de  los  artículos  17  i 
18  tenderían  a  extender  el  uso  de  las  que  se  llaman  en  la  cien- 
cia de  la  lejislacion  prueban  prcconstiluidas^  destinadas  a 
deslindar  de  antemano  derechos  que  se  hallan  amenudo  en 
conflicto,  i  a  precaver  desacuerdos  i  litijios.  Este  es  un  bene- 
ficio colateral,  cuyo  valor  apreciareis. 

Se  objetará  que  esta  forma  de  garantir  dejará  en  descubierto 
algunos  do  los  bienes  i  derechos  do  las  personas  que  gozan 
do  hipotecas  legales.  Creo  que  serán  de  mui  poca  importancia, 
comparados  con  el  grave  mal  de  los  créditos  espurios  a  que 
estas  hipotecas  suelen  dar  cabida.  Se  dirá  también  que  no  debe 
hacerse  recaer  sobre  la  mujer,  sobre  el  pupilo,  sobre  el  de- 
mente, la  falta  de  un  instrumento  público,  que  no  pudieron 
otorgar  ni  exijir.  Pero  tales  documentos  existen  de  suyo  en  la 
mayor  parto  do  los  casos:  testamentos,  inventario  i  tasación  de 
bienes  heredados,  escrituras  de  venta  de  bienes  raíces,  inventa, 
rio  de  los  tutores  i  curadores  antes  de  entrar  en  la  administra- 
ción de  sus  cargos,  sentencias  de  adjudicación,  etcétera.  En  el 
que  hace  una  donación  cuantiosa,  en  el  que  constituye  ima 
dote,  debe  presumirse  el  deseo  de  a.segurar  estos  beneficios  a 
la  persona  agraciada,  i  es  natural  que  recurran  al  medio  de 
seguridad  que  la  leí  les  ofrece.  Debe  observarse,  finalmente, 
que  la  escritura  pública  no  constituye  aquí  el  privilejio,  sino 
la  prueba,  i  la  sola  prueba  posible,  que  merezca  confianza. 

Es  inseparable  de  la  hipoteca  legal  el  inconveniente  de  em- 
barazar a  los  obligados  a  ella  en  la  expedición  de  sus  propios 
negocios,  inspirando  recelos,  menoscabando,  en  una  palabra, 
su  crédito.  Me  ha  parecido  que  so  alijeraria  de  algún  modo 
€sta  carga  por  medio  del  artículo  19,  que  les  ¡permite  exone- 
rar de  su  responsabilidad  legal  una  parte  determinada  de  sus 
bienes,  con  el  consentimiento  de  los  interesados,  en  la  forma 
debida,  i  previo  decreto  judicial  con  conocimiento  de  causa; 
precaución  necesaria  para  que  no  peligren  los  intereses  que  la 
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lei  ha  queriJü  amparar.  El  crédito  del  marido  influye  venta-  J 
jo«Bmente  en  Ir  sociedad  conyugal  i  en  el  bienestar  de  la  £a-  f 
milia.  Las  tutelas  i  cúratelas,  debidamente  desempeRatlas,  sort  T 
carROH  onprosísiinon,  ctiyo  pean  en  convenientn  aliviar. 

La  li¡iMit(Ca  lof^al  puede  hacerse  rácílmcnte  ilasoria.  El  ma- 
nilo, disíimiiilu  Hus  bienes,  aventurándolos  on  especulacionejt 
imprudentes,  pudiera  dejar  sin  garantía  loa  inleresea  de  la 
mujer.  Hallarianse  comprometidos  de  la  misma  manera  loa 
bienos  de  los  menores,  i  de  las  personas  todas  en  tutela  o  cu- 
raduría, cuando  a  la  hipoteca  lo;jal  no  se  juntase  la  fianza. 
La  conversión  do  una  parte  mas  o  menos  grande  de  la  hiiKJte- 
<'a  Icyal  en  especial,  en  los  término.s  del  artículo  20,  es  el 
ünií'O  medio  do  alojar  esto  inconveniente.  Para  los  peligros 
inniinonteH,  han  prevenido  las  leyes  el  remedio  de  la  separa- 
ción de  bienes  de  la  mujer  i  la  remoción  de  loa  tutores  i  cu- 
radores. Pero  no  por  eso  es  snperílua  una  precaución  que  se 
anticipa  a  los  casos  extremos  i  podrá  a  veces  precaverlos. 

La  parte  de  esto  proyecto  que  recomiendo  mas  particular- 
mente a  vuestra  atención,  es  la  concerniente  a  la  hipoteca 
especial,  que  es  la  prenda  por  excelencia,  la  garantía  que  por 
BU  publicidad  i  especialidad  reúne  todas  las  ventajas  i  está 
libre  de  todoa  loa  inconveniéntee,  í  el  aliciente  mas  poderoso 
para  atraer  los  capitales  a  la  propiedad  territorial.  Rodear  a 
esta  garantía  de  todas  las  seguridades,  alejar  do  olla  todos  los 
peligros  posibles,  es  disminuir  la  cuota  del  ínteres,  actualmen' 
te  ruinosa  para  los  especuladores  que  necesitan  de  capitales 
ajenos,  es  promover  del  modo  mas  eficaz  la  industria,  t  en 
particular  la  primera  do  las  industrias  en  nuestro  país,  la 
industria  agrícola.  Las  disposiciones  en  que  me  ha  parecido 
que  podia  consultarse  esto  objeto,  se  apoyan,  prescindiendo  de 
su  importancia  práctica,  en  un  principio  do  nuestro  derecho 
civil:  la  hipoteca,  especial  es  lina  espacie  de  enajenación. 

Las  consecuencias  que  fluyen  de  este  principio,  son  obvias: 
la  enajenación  sustrae  los  b-cncs  del  deudor  a  la  hípote<'.a  le- 
gal; la  hipoteca  especial  debe  producir  igual  efecto.  Según  la 
lei  de  1845,  las  hipotecas  especiales  preceden  hoi  alas  legales 
do  fecha  posterior;   según  el  proyecto  que  os  presento,  deben 
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proceder  aun  a  las  leq:ales  anteriores.  La  finca  especial  mente 
hipotecada  no  contribuye  al  hipotecario  jeneral,  sino  después 
de  satisfechas  las  responsabilidades  específicas  que  la  gravan. 
Hai  lejislaciones,  como  la  de  Ins^laterra,  en  que  el  principio 
de  que  acabo  de  hablaros  es  absoluto,  i  no  se  concede  al  deu- 
dor o  al  concurso,  sino  el  derecho  do  redimir  la  finca  hipoteca- 
da, pagando  la  totalidad  del  crédito  con  los  intereses  vencidos 
hasta  la  fecha  del  rescate;  i  si  no  so  ejercita  este  hecho  dentro 
de  ciertos  plazos,  la  propiedad  de  la  finca  se  radica  irrevuca- 
blemento  en  el  acreedor  hipotecario.  Para  imitar  este  ejemplo, 
sería  menester  que  derogásemos  leyes  terminantes,  i  a  mi  pa- 
recer mas  equitativas.  Al  deudor,  o  al  concurso  que  se  subro- 
ga en  sus  derechos,  se  le  conserva  en  parte  la  propiedad  do  la 
finca;  i  cubiertos  los  créditos  que  la  afectan,  vuelve  el  sobran- 
te al  deudor  o  entra  en  el  fondo  común  de  los  acreedores  con- 
cursantes. Ademas,  la  hipoteca  especial  no  tiene  cabida,  sino 
después  de  los  créditos  privilejiados;  i  si  el  hipotecario  jeneral 
no  alcanza  a  cubrirse  con  los  bienes  libres,  so  lo  concede  una 
acción  en  subsidio  contra  Lis  fincas  gravadas  con  hipotecas 
especiales  posteriores  (artículos  22  i  23). 

Otra  consecuencia  del  mismo  principio  es  la  disposición  del 
artículo  33,  que  permite  someter  la  finca  a  un  concurso  parcial 
separado  todas  las  veces  que  el  acreedor  hipotecario  lo  exija. 
Pero  una  mera  deducción  lójica,  que  parecerá  talvez  dema- 
siado sutil,  no  ai)oyaria  suficientemente  la  disposición,  si  no  la 
recomendase  también  la  utilidad  jeneral  do  la  sociedad,  ínti- 
mamente ligada  al  fomento  del  crédito.  Por  este  medio,  so 
salva  al  acreedor  hii)Otecario  de  los  perjuicios  consiguientes  a 
la  demora  de  los  concursos,  que  se  prolongan  las  mas  veces 
muchos  años,  manteniendo  en  forzada  esterilidad  los  capitales 
prestíidos,  alejando  los  otros,  desvirtuando  la  mas  eficaz  de  las 
garantías  que  conoce  el  comercio,  i  haciendo  subir  desmesura- 
damente el  precio  a  (jue  vende  el  capit^ilisia  el  uso  de  sus  fondos. 

Hai  una  regla  que  domina  toda  la  materia  de  las  prefe- 
rencias especiales,  i  que,  dejando  de  observarse  en  las  hipoteca» 
de  esta  clase,  no  ha  contribuido  poco  a  desprestijiarlas.  E» 
preciso  confesar  que  la  redacción  ambigua  de  un  artículo  de 
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la  lt!Í  de  18Í5  («I  16)  prestalja  un  íutidamento  demasiado  plau-l 
sible  a  una  practica  que  siempre  mo  ha  parecido  opuesta  a  los  I 
verdaderos  principio».  Las  varias  linraa  hipotecadas  espcMiial- 
mente  no  delwn  formar  uu  fondo  común  en  que  concurran 
i hdiuti II lamente  Ioh  acreedores  hipotécanos  sc^un  4:1   urden  cíe 
sus  fechas.  Cada  prenda  duhe  considerado  como  circunscrita 
a  la  especie  en  que  está  constituida;  i  no  dehc  cetiur  en  ella, 
sino  a  laa  prendas   mn.'i   anticuas  constituidas  en   la   misma 
especie,  a  los  privilejios  particulares  que  determinadamento  la 
afectan,  Í  a  los  privilejios  jencrales.  Si  el  erudito  prendariu  no 
alcanza  a  cubrii-so  con  su  especie,  carece  tle  todo  derecha  para 
ejercer  su  prelacion  en  detrimento  tle  prendas  constituida»!  en 
otras  especies,  cualquiera  que  sea  su  fecha;  el  défiuit  entra  wi     i 
el  catálogo  do  los  créditos  que  no  tienen  título  alguno  do  pre- 
ferencia, i  corre  la  misma  suerte  que  éstos.  Se  ha  inculcado 
con  escrupulosa  claridad  esta  regla  en  varios  articules. 

Excuso  mencionar  otras  disposiciones,  porque  creo  que  mi 
conveniencia  aparecerá  a  primera  vista,  í  si  fuere  nccesarío, 
podrá  esclarecerse  en  el  debate. 

La  revisión  de  la  leí  del  juicio  ejecutivo,  on  todas  sus  partes, 
es  una  necesidad  imperiosa  para  el  fomento  del  crédito;  pero 
la  materia  es  demasiado  vasta  para  que  puedan  tocarse  por 
incidencia  las  reformas  que  pide;  i  por  ahora  he  creído  que 
debia  limitarme  a  las  contenidas  en  el  presento  proyecto,  recla- 
mada» urjentemente  por  el  comercio.  Es  prolxtlile  que  las 
innovaciones  que  ahora  os  propongo  exijirún  mas  adelante 
explicaciones  i  disposiciones  auxiliares  que  lasdesarroUon,  í 
remuevan  obstáculos  Improvistos.  Pero  esta  es  la  marcha 
obligada  do  la  lejislacion;  i  no  han  procedido  de  otra  manera 
en  la  materia  del  réjimcn  hipotecario  los  pueblos  cuyas  insti- 
tuciones sirven  de  motlelo  al  mundo.  No  una  copia  servil, 
sino  una  adaptación  de  ellas  a  nuestras  especialidades,  es  la 
obra  a  que  sumos  llamados,  i  a  que  deseo  ardientemente  con- 
tribuir presentándoos,  con  acuerdo  del  consejo  de  estado,  ol 
presente  proyecto  de  Ici. 


>  J  ^  ■  .  .  ■■ 
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Muchos  (le  los  pueblos  modernos  mas  civilizados  han  sen- 
tido la  necesidad  de  codificar  sus  leyes.  Se  puedo  decir  que  esta 
es  una  necesidad  periódica  de  las  sociedades.  Por  completo  i 
perfecto  que  so  suponga  un  cuerpo  de  lejislacion,  la  mudanza 
de  costumbres,  el  progreso  mismo  do  la  civilización,  las  vici- 
situdes políticas,  la  inmigración  de  ideas  nuevas,  precursora 
de  nuevas  instituciones,  los  descubrimientos  científicos,  i  sus 
aplicaciones  a  las  artes  i  a  la  vida  práctica,  los  abusos  que 
introduce  la  mala  fe,  fecunda  en  arbitrios  para  eludir  las  pre- 
cauciones legales,  provocan  sin  cesar  providencias  que  se  acu- 
mulan alas  anteriores,  interpretándolas,  adicionándolas,  modi- 
ficándolas, derogándolas,  liasta  que  por  fin  so  hace  necesario 
refundir  esta  masa  confusa  de  elementos  diversos,  incoherentes 
i  contradictorios,  dándoles  consistencia  i  armonía  i  poniéndolos 
en  relación  con  las  formas  vivientes  del  orden  social. 

Los  ensayos  do  esta  especie  que  se  han  hecho  de  un  siglo  a 
esta  parte,  i  sus  resultados  jeneralmente  felices,  nos  animaban 
a  emprender  una  obra  semejante,  con  la  ventaja  de  podernos 
aprovechar  de  los  trabajos  de  otras  naciones  ilustradas  por  la 
ciencia  i  por  una  larga  experiencia.  Hace  años  que,  como 
sabéis,  se  puso  la  mano  a  ella.  Presentado,  por  fin,  el  proyec- 
to, lo  sometí  al  examen  de  una  comisión  do  sabios  majistrados 


*  Mensaje  con  que  el  presidente  de  Li  república,  don  Manuel  Monlt, 
i  el  ministro  do  justicia,  don  Francisco  Javier  Ovallc,  remitieron  al 
conirrcso  el  22  de  noviembrt'  de  185.")  el  proyecto  de  Codicio  ('ivil. 
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i  jurii«COU3Ult.>!t  qiiQ  w  h»  dodicailo  al  desempeño  de  este  en- 
iMtri^  con  ua  celo  í  asiduidad  do  que  no  9o  itabia  vUto  ejemplo 
cnti-e  nosotros  en  casos  análogos. 

Üvsulo  luCj^  concebtrcts  que  no  nos  hallábamos  en  el  caso 
do  oojiiar  a  la  letra  iiinguiia  do  los  códigos  modernos.  En 
inmftstiT  servirse  de  ellos  bin  pordur  de  vista  las  circunstan- 
cia» («jouliarea  de  nu«wtro  pRÍs.  F*ero,  en  lo  que  ústas  no  pre- 
KViiialKín  olíslAculos  real*M,  no  no  ha  trepidado  en  introducir 
mMT»vhiwaa  innovtwionc».  Os  haró  una  brove  reseña  de  las 
nWH  iin|h>rtante5  i  trastviulcntiiles, 

SifTiucnilo  pI  ojoinplo  do  casi  tudos  lo3  códigos  modomos,  sa 
tiA  ((uitailo  A  la  cústuiiibre  la  ruor/.a  do  Ici. 

Kl  tÍeni|M>  os  uti  rlúiiicnt^)  do  tanta  üon«iecuenc¡a  eo  las  reía- 
cxatwa  jiirídicju,  i  lia  dado  motivo  a  tantas  diverjeacins  en  Jas 
(lcci<i*>iio»  d<>  las  judicaturas  t  on  la  docttrinn  du  los  juriscon- 
MulLts,  quo  no  so  lia  cn4do  suportluo  fijar  reglas  uniformes,  a 
(mmora  vista  mínucjosaM,  para  dotcrmíiiar  el  punto  preciao  en 
m»  nac-on  i  cvpíran  los  dorivlios  i  laa  obligaciones  en  quo  este 
dómenlo  llgura. 

Aívrca  \M  nacimiento  í  extinción  do  la  personalidad,  se  ban 
e9>l«ldwid<s  ooino  en  casi  todos  los  codillos  modernos,  reglas 
.  BLbt^olutfut,  o  oa  otros  t^minos,  presunciones  contra  las  cualoa 
'  «O  «•  fHlmitd  pruelu.  Sobre  la  presunción  de  muerte  en  el  caso 
do  laiv»  ausencia,  a  la  que  en  esto  proyecto  se  da  entonces  el 
muubro  de  tiesa ¡i^ivcimiento,  distinguiendo  así  dos  estados 
juridu'o^  do  niui  diversa  naturaleza,  so  echan  de  menos  dis- 
pOHioiomvi  piwisas  i  complotas  en  nuestros  cuerpos  legales;  i  se 
Iw  pr>.Knn\tdo  llenar  esto  vacío  copiando  la  lejislacion  de  otros 
piioblos,  |H>ro  <.t>n  diferencias  sustanciales.  En  jeneral,  se  ha 
disminuido  el  tiempo  de  la  po&csion  provisoria  en  los  bienes 
del  doMtpareuitlo.  Liis  poseüiones  provisorias  embarazan  la 
ei)x<ulaeion  i  mejora  de  los  biones,  i  no  deben  durar  mas  que 
lo  necesario  j>ar»  protojer  racionalmente  los  derechos  privados 
quo  puoilan  hallarse  en  conllicto  con  los  intereses  jenerales  do 
la  soeiedad,  Porotra  parle,  la  facilidad  i  rapidez  de  las  comu- 
niviauiones  entre  países  distantos  so  han  aumentado  inmensa- 
nienlo  en  nuestros  dias;  i  ha  crecido  en  la  misma  proporción 
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la  proljabilidad  de  que  una  i)ersona  de  quien  por  mucho  tiem- 
po no  se  ha  tenido  noticia  en  el  centro  de  sus  relaciones  de  fa- 
milia i  de  sus  intereses,  o  ha  dejado  de  existir,  o  ha  querido 
cortar  los  vínculos  que  la  ligaban  a  su  domicilio  anterior. 
Admitida  la  falibilidad  de  las  presunciones  legales  en  circuns- 
tancias extraordinarias,  se  ha  procurado  proveer  de  algún 
modo  a  estos  rarísimos  casos. 

La  promesa  de  matrimonio  mutuamente  aceptada,  es  en 
este  proyecto  un  hecho  que  so  somete  enteramente  al  honor  i 
conciencia  de  cada  una  de  las  partes,  i  no  produce  obligación 
alguna  ante  la  lei  civil. 

Se  conserva  a  la  autoridad  eclesiástica  el  derecho  de  deci- 
sión sobre  la  validez  del  matrimonio;  i  so  reconocen  como  im- 
pedimentos para  contraerlo  los  que  han  sido  declarados  tales 
por  la  iglesia  católica.  El  matrimonio  que  es  válido  a  los  ojos 
de  la  iglesia,  lo  es  también  ante  la  lei  civil;  sin  que  por  eso 
saliese  do  sus  límites  racionales  el  poder  temporal  cuando 
negase  los  efectos  civiles  a  un  matrimonio  que  le  pareciese  de 
perniciosas  consecuencias  sociales  i  domesticas^  aunque  la 
autoridad  eclesiástica  hubiese  tenido  a  bien  permitirlo  {)or 
consideraciones  de  otro  orden,  relajando  a  su  pesar  las  reglas 
ordinarias  en  circunstancias  excepcionales. 

Conservando  la  potestad  marital,  se  ha  querido  precaver  sus 
abusos;  i  se  ha  mejorado  la  suerte  de  la  mujer  bajo  muchos 
respectos.  Si  se  suprimen  los  privilejios  de  la  doto,  i  cesa  de 
todo  punto  la  antigua  clasitlcacion  de  bienes  dótales  i  para- 
fernales llevando  adelante  la  tendencia  do  la  jurisprudencia 
española,  i  si  la  hipoteca  legal  de  la  mujer  casada  corre  la 
suerte  de  las  otras  hipotecas  de  su  clase,  pues  que  según  el  pre- 
sente proyecto  deja  de  existir  i  tocará  de  una  vez  el  término  a 
que  las  previsiones  de  la  lejislatura  han  caminado  desde  el 
año  de  Í8i5;  en  recompensa,  so  ha  organizado  i  ampliado  en 
pro  de  la  mujer  el  beneficio  de  la  separación  de  bienes;  se  ha 
minorado  la  odiosa  desigualdad  de  los  efectos  civiles  del  di- 
vorcio entre  los  dos  consortes;  se  ha  regularizado  la  sociedad 
do  gananciales;  se  han  dado  garantías  eficaces  a  la  conser- 
vación de  los  bienes  raíces  de  la  mujer  en  manos  del  marido. 
OPíisc.  57 


A»  OBMM,  íM,  aummm  i  «U  «iifis»  «ñi3  lkamer%.    Ka 
Ñto  aB«ndBi^ynr  tt  aoA»  onHiiltañBbi^  ñKi  para 


taphiKs.  E>4m  4iia  priaetpñ]».  W|i:irTucp_ia  obinnKla  por  íns- 

acpptaila,  se  han  «iofitadú  «i  e{  proyecto,  ex:eptauido  aola- 
m^nte  (Uin  ca^oa:  el  hijo  cocicebido  iaCes  dei  matrímoBio,  i 
fiacitlo  en  ^t,  i  el  hijo  oaCnral,  esto  es,  el  itejítímo  que  ha  «do 
Antes  r«:»nocii[o  furmal  i  Toluotariameate  pcv  el  padre  o  ma- 
<lre,  (|uedan  ip^o  jufe  lejitimados  por  d  matrímoDto  subse- 

]a  (-fil¡(1»<l  (le  hijo  lejitimo  es  una  délas  mas  importantes 
ijiití  fl  fifret-ho  civil  ha  creado.  ¿Cómo,  pues,  dejarla  a  la  mer- 
crd  de  pnichas  testimoniales,  tan  fáciles  de  fraguar,  si  no  en  la 
vid»  de.  ]</!*  padrra,  a  lo  menos  después  de  sus  diai>?  ¿Penetra- 
r<*  In  leí  en  la»  tinieblas  de  esas  conexiones  clandestinas,  i  les 
(;'iiif(TÍrá  (1  dtrtclio  de  constituir  por  sí  solas  la  presunción  de 
paternidad,  (|ne  es  el  privilcjio  del  matrimonio?  Un  comercio 
(lürnnl,  vntr",  incierto,  en  rpio  nada  garantiza  la  fidelidad  do 
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una  mujer  que  se  ha  degradado,  ¿será  un  principio  de  lejitimi- 
dad,  aunque  no  lo  corrobore  el  juicio  del  padre?  I  suponiendo 
que  éste  crea  suya  la  prole  ilejí tima,  ¿será  obligado  a  lejitimar 
un  hijo  o  hija  de  malas  costumbres,  i  so  le  pondrá  en  la 
alternativa,  de  no  casarse  o  de  introducir  en  su  familia  un 
jérmen  de  inmoralidad  i  depravación?  I  el  hijo,  por  su  parte, 
¿irá  contra  su  voluntad  a  participar  del  envilecimiento  ajeno, 
i  a  poner  la  administración  do  sus  bienes,  en  manos  de  un 
hombre  perdido?  El  derecho  canónico  relajó  en  esta  parte  los 
principios  del  romano;  pero  a  la  potestad  temporal  es  a  la  que 
toca  prescribir  las  condiciones  necesarias  para  el  goce  de  los 
derechos  civiles. 

El  código  de  las  Partidas  confiero  la  lejitimacion  ipso  JU' 
re^  pero  solo  al  hijo  de  barragana,  al  hijo  natural.  En  esta 
parte,  está  de  acuerdo  con  ella  el  presente  proyecto. 

Es  una  consecuencia  forzosa  de  los  principios  antedichos 
que  la  lejitimacion  so  notifique  i  acepte  formalmente.  En  cuan- 
to al  tiempo  do  su  otorgamiento,  se  ha  seguido  al  código 
francos  i  otros  modernos,  pero  con  menos  rigor.  No  se  ha  en- 
contrado gran  fuerza  a  las  objeciones  que  a  primera  vista  so 
ofrecen  contra  la. confección  de  un  instrumento  en  que  los 
esposos  consignan  su  propia  flaqueza.  Este  es  un  sacrifício 
exijido  por  el  orden  social,  la  justa  expiación  de  una  culpa. 
Por  otra  parte,  el  otorgamiento  no  dice  nada  que  no  revele 
mucho  mas  elocuentemente  la  presencia  de  los  lejitimados  en 
la  familia  paterna.  Sobre  todo,  ha  parecido  de  suma  necesidad 
un  acto  auténtico  que  ponga  a  cubierto  de  toda  reclamación 
los  derechos  i  obligaciones  recíprocas  de  los  lejitimados  i  Icji- 
timantes.  La  existencia  de  documentos  preconstituidos  es  un 
objeto  que  no  se  ha  perdido  do  vista  en  otras  partes  de  la  le- 
jislacion  civil,  como  el  mejor  medio  do  precaver  controversias 
i  de  discernirlas. 

Se  ha  sujetado  a  formalidades  análogas  el  reconocimiento 
voluntario  de  los  hijos  habidos  fuera  do  matrimonio,  que  to- 
man en  este  caso  la  denominación  legal  de  hijos  naturales,  i 
adquieren  importantes  derechos. 

En  cuanto  a  los  ilejítimos,  que  no  obtienen  este  reconoci- 


míenlo  expoiitinoo  de  hii  paclrc  d  madre,  no  se  les  otor^  t 
ilertclio,  quu  el  de  pedir  aliincntg»,  kíh  que  pam  olitcnerlos  rt 
Je»  ndmttu  otra  priielia,  que  la  uonfesiun  iM  padr».-;  condicioa 
dura  a  priinora  vista,  poro  jiistUicada  por  la  r:tpt:i-ien<.-ia  de  UAvs 
.  loH  países,  HÍii  oxcpptunr  el  nuestro.  Maa  severos  han  sido  to- 
davía el  cúiligo  francos  i  otros  modernos,  pues  han  prohibido 
absoUitamento  la  indagación  de  la  patoriiidad.  Ni  se  lia  veda- 
do, KÍrio  en  I-aros  casos,  la  invostigacionde  la  maternidad  i>orlfw 
medios  ordinarios,  aunque  para  igualar  en  esta  parte  al  ¡Ki'Ipe 
i  la  madre  nu  fullarian  razones  gravísimas  que  un  ilu.strc  ju- 
risconHulto,  p1  presidente  de  la  comisión  redactora  c1í>1  t-ódigo  ^ 
civil  español,  ha  lioctio  valer  con  mucha  venlad,  sensatez  í'l 
[iluHofia. 

La  mayor  etiad,  íijadaa  los  veinte  i  cini'oanos,  emancipa  por  J 
el  ministerio  de  la  leí  al  hijo  de  familia.  Esto  solo  mejoraría  ya  1 
entre  nosotros  su  eondicion,  pues,  como  sabéis,  no  hai  por  la  1 
sola  edad  límite  alguno  para  ese  estado  de  dependencia  segiio 
las  ktyes   romanas  i   patrias.   Varios  códigos  modernos    han 
nbrcvlado  mucho  mas  la  duración  di3  la  pote.stad  paterna;  pero, 
Bi  on  este  punto  no  lia  parecido  convoniento  imitarlos,  en  tv-com' 
pensa  se  la  ha  hecho  niiiclio  menos  i-estrictiva  i  onerosa,  dando  ' 
al  mismo  tiempo  un  eficaz  aliciente  al  estudio  i  a  la   industria 
en  las  primeras  épocas  do  la  vida.  Se  exime  del  usufructo  que 
las  leyes  eonc^tlen  al  ¡¡adre  sohíe  los  bienes  del   hijo  to<lo  lo 
que  éste  adtpiiera  en  el  ejercioio  de  una  profesión,  do  un  olicio, 
(le  una  industria  cualquiera;  i  bajo  este  respecto  se  le  revisto 
de  una  veitlailera  i  casi  independiente  personalidad,  que  so  ex- 
tiende por  sui)ue.sto  a  los  menores  emanciixidos  mientras  se 
hallan  bajo  curaduría. 

fio  lian  dülinido  con  pi-ecision  las  diferentes  especies  de 
tíuarilas;  las  causas  que  inhabilitan  o  excusan  de  ejercer  estos 
cargos,  sus  facultades  administrativas,  sus  deberes,  sus  emo- 
luntcntos,  sus  responsabilidades. 

En  cuanto  al  dominio,  uso  í  goce  de  lus  bienes,  se  han  in- 
troducido novedades  (¡uo  tienden  a  imjiortantes  i  hcncOcos 
resultados.  Según  el  pri>yecto  que  os  presento,  la  tradición 
del  dominio  do  bienes  raíces  i  de  los  demás  devccbos  reales 
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coustituivlo.s  on  ellos,  menos  lus  de  servidumbre,  debcni  ha- 
cerse por  inscripción  en  un  rejistro  semejante  al  que  ahora 
existe  de  hipotecas  i  censos,  que  se  refundirá  en  él.  Se  trata, 
en  efecto,  de  una  nueva  fusión  del  réjimcn  hipotecario,  aso- 
ciando dos  objetos  que  tienen  entre  sí  un  enlace  íntimo,  o 
que,  por  mejor  decir,  se  incluyen  uno  en  otro:  dar  una  com- 
pleta publicidad  a  las  hipotecas,  i  poner  a  vista  de  ti»dos  el 
estaílo  de  las  fortunas  que  consisten  en  posesiones  territo- 
riales. 

En  cuanto  a  lo  primero,  puede  decirse  que  no  se  ha  hecho 
mas  (¡ue  llevar  a  su  complemento  las  disposiciones  de  las  leyes 
de  31  de  octubre  de  1845,  i  25  de  octubre  de  1854,  i  dar  su 
verdadero  nombre  al  orden  de  cosas  creado  por  la  segunda. 
En  virtud  del  artículo  15  de  ésta,  las  hipotecas  especiales  pre- 
fieren a  las  legales  de  cualquiera  fecha,  las  cuales,  excluyén- 
dose unas  a  otras  según  las  fechas  de  sus  causas,  prefieren 
solamente  a  los  créditos  quirografarios.  Desde  que,  entre  noso- 
tros, la  hipoteca  legal  ni  impedia  al  deudor  enajenar  parte 
alguna  de  sus  bienes,  ni  era  dado  perseguirla  contra  terceros 
poseedores,  dejó  verdaderamente  de  ser  un  joeño,  i  por  consi- 
guiente una  hipoteca.  Lo  único  que  en  cierto  modo  justificaba 
-este  título,  era  la  circunstancia  de  concurrir  con  las  hipotecas 
<5spec¡ales.  Abolida  esta  prerrogativa  por  el  citado  artículo 
15,  la  denominación  era  del  todo  impropia.  lia  parecido,  pues, 
conveniente  suprimirla.  No  se  conoce  en  este  proyecto  otra 
especie  de  hipoteca  que  la  antes  llamada  especial^  i  ahora 
simplemente  hipoteca.  Por  lo  demás,  los  que  gozaban  del 
beneficio  de  la  hipoteca  legal  se  hallan  exactamente  en  la 
situación  en  que  los  colocó  la  leí  de  25  de  octubre. 

En  cuanto  a  poner  a  la  vista  de  todos  el  estado  de  las  for- 
tunas territoriales,  el  arbitrio  mas  sencillo  era  hacer  obligato- 
ria la  inscripción  de  todas  las  enajenaciones  de  bienes  raíces, 
inclusas  las  trasmisiones  hereditarias  de  ellos,  las  adjudicacio- 
nes i  la  constitución  de  todo  derecho  real  en  ellos.  Exceptuá- 
ronse los  de  servidumbres  prediales,  por  no  haber  parecido  de 
bastante  importancia. 

La  transferencia  i  transmisión  de  dominio,  la  constitución 
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do  todo  dM«cbo  real,  exceptuadas,  oomo  he  dicho,  las  leni- 
dumbres,  oxijon  una  tradkion;  i  la  única  forma  de  tradicmn 
que  para  esos  actos  corresponde  es  la  inscripción  en  el  rejUtro 
conservatorio.  Mientras  ¿sla  no  se  verifica,  un  contrato  pueiie 
ser  perfecto,  puede  producir  oblitraciones  i  derechos  entre  las 
partfM,  ¡»ero  no  tranaficro  el  duminio,  no  transfiere  ningún 
dereclio  real,  ni  tiene  respecto  de  terceros  existencia  alinioa- 
I^a  inHcrÍ]M-i<iii  ea  la  que  da  la  poneaion  real,  efectiva;  i  niién* 
Irán  ella  no  so  lia  cancelado,  el  cjue  no  ha  inscrito  su  Ululo, 
no  posee;  es  un  mero  tenedor.  Como  el  rejistro  conservatorio 
(•slá  abierto  a  todos,  no  puede  haber  posesión  mas  pública, 
niiis  solemne,  mas  indisputable,  qne  la  inscripción.  En  algu- 
nas Icjislaoione.';,  la  inscripción  es  una  garantía,  no  solo  de  la 
pusoaion,  sino  do  la  propiedad;  mas  para  ir  tan  lejos  hubiera 
Bido  necesario  obligar  a  todo  propietario,  a  todousufruct^iarío, 
a  todo  UHuario  do  hienc3  raíces  a  inscribirse  justificando  prc- 
viamente  la  realidad  i  valor  de  sus  títulos;  i  claro  está  que  no 
ora  posibln  obtener  este  resultado,  sino  por  mo<I¡o  de  provi- 
dencias compulsivas,  que  producirían  multiplicados  i  emltara- 
üosoa  procedí tn ionios  judiciales,  i  muchas  veces  juicios  ouit- 
tradictorius,  costosos  i  de  larga  duración.  No  dando  a  la 
inscripción  conservatoria  otro  carácter  cpie  el  do  una  oimplo 
tnulicia:i,  la  posesión  conferida  por  cl!;i  deju  subsistentes  b>a 
derechos  del  verdadero  pi'opíetario,  que  solamente  podrían 
extinguirse  por  la  prescripción  competente.  Pero,  como  no  solo 
los  actos  entro  vivos,  sino  las  transmisiones  hereditaí'ías,  están 
sujetas  respecto  de  los  bienes  raíces  a  la  solemnidad  de  esta 
inscripción,  toilos  los  referidos  bienes,  ano  ser  los  pertene- 
cíciitos  a  personas  jurídicas,  al  cabo  de  cierto  número  de  años 
so  hallarán  inscritos  i  al  abrigo  de  todo  ataque.  La  inscrip- 
ción sería  desde  entonces  un  título  incontrastable  de  propio- 
datl,  obtoniénilose  así  el  resultado  a  que  otros  querían  llc^r 
dostlo  luego,  sin  que  para  ella  sea  necesario  apelar  a  medidas 
odiosas,  que  producirían  un  grave  sacudimiento  en  toda  la 
propiedad  territorial. 

Son  patentes  los  bcneíicíos  que  se  deberían  a  este  orden  de 
oosas:  la  posesión  de  los  bienes  raíces,  manifícsta,  indisputable, 
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caminamlü  aceleradamente  a  una  época  en  que  inscripción^ 
poí<esion  i  propiedad,  serian  términos  idénticos;  la  propiedad 
territorial  de  toda  la  repúl)I¡ca  a  la  vista  de  todos,  en  un  cua- 
dro que  roprescntaria,  por  decirlo  así,  instantiineamcnte  sus 
mutaciones,  cargas  i  divisiones  sucesivas;  la  hipoteca  cimen- 
tada sobre  base  sólida;  el  crédito  territorial  vigorizado  i  sus- 
ceptible de  mobilizarse. 

La  institución  de  que  acabo  do  hablaros,  se  aproxima  a  lo 
que  de  tiempo  atrás  ha  existido  en  varios  estados  de  Alemania, 
i  que  otras  naciones  civilizadas  aspiran  actualmente  a  imitar. 
Sus  buenos  efectos  han  sido  ampliamente  dcm  estrados  por  la 
experiencia. 

Acerca  de  la  posesión,  se  ha  creído  conveniente  adoptar  una 
nomenclatura  menos  embarazosa  i  ambigua,  que  la  que  al 
presente  existe.  Toda  posesión  es  esencialmente  caracterizada 
]X)r  la  realidad  o  la  apariencia  del  dominio;  no  es  poseedor  do 
una  finca,  sino  el  que  la  tiene  como  suya,  sea  que  so  halle 
materialmente  en  su  poder,  o  en  poder  de  otro  que  le  recono- 
ce como  dueño  de  ella.  Pero,  como  los  derechos  reales  son 
varios,  el  que  no  es- poseedor  del  dominio,  puede  serlo  de  un 
derecho  do  usufructo,  de  uso,  de  habitación,  de  un  derecho  de 
herencia,  de  un  derecho  de  prenda  o  de  hipoteca,  de  un  derecho 
de  servidumbre.  El  usufructuario  no  posee  la  cosa  fructuaria, 
es  decir,  no  inviste  ni  real,  ni  ostensiblemente,  el  dominio  do 
«Ha;  posee  solo  el  usufructo  de  ella,  que  es  un  derecho  real 
i  por  consiguiente  susceptible  de  posesión.  Pero  el  arrendatario 
de  una  finca  nada  posee;  no  goza  mas  que  de  una  acción 
personal  para  la  conservación  de  los  derechos  que  le  ha  con- 
ferido el  contrato.  El  que  a  nombre  ajeno  posee,  no  es  mas 
que  un  representante  del  verdadero  poseedor,  ni  inviste  mas 
que  la  simple  tenencia.  Así  los  términos  posesión  cíüíí,  pose- 
sión natural^  son  desconocidos  en  el  proyecto  que  os  someto; 
las  palabras  posesión  i  tenencia^  contrastan  siempre  en  él; 
la  posasion  es  a  nombro  propio,  la  tenencia  a  nombre  ajeno. 
Pero  la  posesión  puedo  ser  rerjidar  o  irregular;  aquélla,  ad- 
quirida sin  violencia,  ni  clandestinidad,  con  justo  título  i  buena 
fe;  la  segunda,  sin  alguno  de  estos  requisitos.  Toda  posesión 
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es  amparada  por  la  le¡;  pero  solo  la  posesión  regular  pone  al 
poseedor  en  el  camino  de  la  prescripción  adquisitiva.  Tal  es 
el  sistema  del  proyecto;  sus  definiciones  señalan  límites  pre- 
cisos a  cada  una  de  las  dos  especies  de  posesión;  conservamlo 
siempre  una  i  otra  el  carácter  jenérico  que  consiste  en  la 
investidura  de  un  derecho  real. 

Entro  las  varias  desmembraciones  del  dominio,  se  ha  pres- 
tado una  atención  particular  a  la  que  lo  limita  por  una  condi- 
ción que,  verificada,  lo  hace  pasar  a  otra  persona,  la  cual  lo 
adquiere  irresoluble  i  absoluto.  El  usufructo  i  la  propiedad 
fiduciaria,  la  propiedad  que  por  el  cumplimiento  de  una  con- 
dición espira  en  una  persona  para  nacer  en  otra,  son,  pues, 
dos  estados  jurídicos  que  contrastan:  en  el  uno,  la  terminación 
es  necesaria;  en  el  otro,  eventual.  Aquél  su¡x)ne  dos  derechos 
actuales  coexistentcs;  el  segun;lo,  uno  solo,  pues  si  por  una 
parte  supone  el  ejercicio  de  un  derecho,  no  da  por  otra  sino 
una  simple  expectativa,  que  puede  desvanecerse  sin  dejar 
rastro  alguno  de  su  existencia;  tal  es  la  constitución  del  fidei- 
comiso, en  la  que,  si  hai  poco  o  nada  de  orijinal  en  el  pro- 
yecto, se  ha  pretendido  a  lo  menos  caracterizar  los  dos  estados 
jurídicos  de  manera  que  no  se  confundan,  dar  reglas  claras 
de  interpretación  para  las  disposiciones  que  los  establecen,  i 
enumerar  sus  varios  i  peculiares  efectos. 

Consi'rvaso,  pues,  la  sustitución  fiJeicomisaria  en  este  pro- 
yecto, aunque  abolida  en  varios  códi.íros  modernos.  Se  ha 
reconocido  en  ella  una  emanación  del  derecho  de  propicíhul, 
¡)ues  todo  propietario  parece  tenerlo  para  imponer  a  sus  libe- 
ralidades las  limitaciones  i  condiciones  que  quiera.  Pero, 
admitido  en  toda  su  extensión  csle  principio,  puürnaria  con 
el  interés  social,  ya  enil)arazando  la  circulación  de  los  bienes, 
ya  amortiíjuando  aquella  s.)licifud  en  conservarlos  i  mejorarlos 
que  tiene  su  mas  poderoso  eslímulo  en  la  esperanza  do  un 
goce  perpetuo,  sin  trabas,  sin  r<\sponsal)ilidades,  i  con  la  facul- 
tad de  transferiidos  lil)reniente  entre  vivos  i  por  causa  de 
muerto.  Se  admite,  pues,  el  íideicoiniso,  pero  se  i)rohiben  las 
sustituciones  i^q-aduales,  aun  cuando  no  sean  j)erpetuas;  excep- 
to bajo  la  fiM'nia  del  censo,  en  el  (¡ue  se  ha  Cümprendid(\  por 
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consiguiente,  tocio  loi'elativo  al  orden  de  sucesión  en  las  vincu- 
laciones. En  el  censo  misnío,  se  han  atenuadu  las  especialidades 
que  lo  hacen  perjudicial  i  odioso. 

Es  una  re^^la  fundamental  en  este  proyecto  la  que  prohibe 
dos  o  mas  usufructos  o  fideicomisos  sucesivos-,  porque  unos  i 
otros  embarazan  la  circulación  i  entibian  el  espíritu  de  con- 
servación i  mejora,  que  da  vi  la  i  movimiento  a  la  industria. 
Otra  que  tiende  al  mismo  fin,  es  la  que  limita  la  duración  do 
las  condiciones  susjxmsivas  i  resolutorias,  que  en  jcneral  so 
reputan  fallidas  si  tardan  mas  de  treinta  años  en  cum- 
plirse. 

En  la  interesante  materia  de  las  servidumbres,  se  lia  seguido, 
se  puedo  decir,  paso  a  paso,  al  código  civil  francés.  Para  la 
servidumbre  legal  de  acueducto,  nos  ha  servido  principalmente 
de  modelo  el  código  civil  de  Cerdcña,  único,  creo,  de  los  co- 
nocidos que  ha  sancionado  el  mismo  principio  que  nuestro 
memorable  decreto  de  18  de  noviembre  de  1819,  que  ha  ava- 
sallado a  la  agricultura  tantos  terrenos  que  la  naturaleza 
parecia  liaber  condenado  a  una  esterilidad  perpetua.  Pero  en 
este  punto,  como  en  todo  lo  (jue  concierne  al  uso  i  goce  do 
las  aguas,  el  proyecto,  como  el  código  que  lo  ha  servido  de 
guia,  se  ha  ceñido  a  poco  mas  que  sentar  las  bases;  reser- 
vando los  pormenores  a  ordenanzas  especiales,  que  proba- 
blemente no  podrán  ser  unas  mismas  para  las  diferentes 
localidades. 

La  sucesión  intestada  es  en  lo  quo.  mas  se  aparta  de  lo  exis- 
tente este  proyecto.  El  derecho  de  representación  no  tiene 
cabida,  sino  en  la  descendencia  lejítima  del  representado,  ni 
en  otra  dííscendencia  que  la  de  los  hijos  o  hermanos  lejítimos 
o  naturales  del  difunto,  descendiendo  la  representación  a  todos 
los  grados  i  no  jK^rjudicando  a  ella  la  circunstancia  de  no 
haber  tenido  el  representado  derecho  alguno  que  trasmitir; 
basta  que  por  cualquiera  causa  no  haya  participado  de  la 
herencia. 

Se  ha  mejorado  notablemente  la  suerte  del  cónyuje  sobre- 
viviente i  de  los  hijos  naturales.  Al  cónyuje  sobreviviente  que 
carece  de  lo  necesario  para  su  congrua  sustentación,  se    le 
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asegura  una  no  corta  poruion  en  el  patrimonio  del  difunto,  al 

modo  qdP^RC  hn(*een  Inlejislacion  que  ltoÍ  ríje,  pero  igualando 
el  viudo  a  la  X'iuda;  lo  que,  si  ánt«)  <le  ahora  se  ha  observado 
albina  vez,  ha  sido  solo  en  fuerza  de  una  interpretación  hijus- 
tific^blo  de  la  loí  romana  i  española.  Ademas  de  esta  asi^a- 
eion  forzosa,  quo  prevalece  aun  sohro  las  disposiciones  testa- 
mentarías, i  que  se  mide  por  la  lejitima  rigorosa  do  loa  hijtM 
K'jitimrKj  cuando  to.<<  hai,  el  cónyuje  es  llamado  por  la  lei  a 
una  parte  de  la  sucesión  intestada,  cuando  no  hai  descendien- 
tes lejítimoít;  al  todo,  cuando  no  hai  ascendientes,  ni  hermanos 
lejitimos,  ni  hijos  naturales  del  difunto.  Los  hijos  naturales 
colectivamente,  i  el  cónyuje,  gozan  de  derechos  iguales  en  la 
sucesión  intestada. 

La  incapacidad  de  suceder&e  unos  a  otros  I054  quo  se  han 
manchado  con  un  ayuntamiento  dañado  ¡punible,  no  desciendo 
a  la  inocente  prole  de  esta  conexión  criminal;  i  los  derecho-H 
do  los  colaterales  a  la  sucesión  intestada  llegan  solamente  al 
sexto  grado. 

En  cuanto  a  Icjítimas  i  mejoras,  la  mitad  do  lo  que  habría 
cabido  a  cada  uno  de  los  lejitímarios  o  herederos  forzosos  su- 
cediendo ab  íiiíij.iíaío,  forma  su  Icjitima  rigorosa,  que  se  pueda 
aumentar  cou-si  lerablemente,  ¡jero  no  disminuir  ni  gravar  en 
iiiniíuna  manera.  No  teniendo  «Icbcp  lidien  tos  lejitimos,  que 
personal  o  representativamente  lo  sucedan,  puede  cualquiera 
persona  disponer  libremente  de  la  mitad  de  su  patrimonio;  en 
el  caso  contrario,  roIo  la  cuarta  parte  de  los  bienes  le  es  lícito 
distribuir  con  absoluta  libertad;  la  cuarta  restante  debe  inver- 
tirse en  mejoras,  esto  es,  en  favor  de  uno  o  mas  do  sus  des- 
cendientes lejitimos,  a  su  arbitrio.  Por  lo  demás,  cada  persona 
tiene  durante  su  vida,  la  facultad  de  hacer  el  uso  de  sus 
bienes  que  mejor  le  parezca;  solo  en  casos  extremos  interviene 
la  leí  imputando  a  la  mitad  o  cuarta  de  libre  disposición  el  exce- 
so de  lo  que  se  ha  donado  entre  vivos,  i  en  caso  netíesario  re- 
vocándolo. 

Se  ha  creído  conciliar  así  el  derecho  de  propiedad  con  la 
obligación  de  proveer  al  biestar  de  aquéllos  a  quienes  se  ha 
dado  el  ser,  o  de  quienes  se  ha  recibido.  Se  han  omitido  aque- 
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lias  otras  rostricciunes  que  tuvieron  por  objoto  asegurar  las 
lojí timas,  i  precaver  en  la  distribución  de  los  bienes  la  desi- 
gualdad a  que  podian  ser  inducidos  los  padres  por  predilec- 
ciones caprichosas,  aun  cuando  en  ello  no  defraudasen  verda- 
deramente a  ninguno  do  los  lejitimarios. 

Se  ha  confiado,  mas  ([ue  en  la  lei,  en  el  juicio  de  los  padres 
i  en  los  sentimientos  naturales.  Cuando  ¿stos  se  extravían  o 
faltan,  la  voz  do  aquélla  es  impotente;  sus  prescTÍ|)c¡onos, 
facilisimas  de  eludir;  i  la  esfera  a  que  le  es  dado  extenderse, 
estrechísima.  ¿Qué  podrían  las  leyes,  en  materia  de  testamen- 
tos i  donaciones,  contra  la  disipación  habitual,  contra  el  lujo 
de  vana  ostentación,  que  compromete  el  porvenir  de  las  fami- 
lias, contra  los  azares  del  juego,  que  devora  clandestinamente 
los  patrimonios?  El  proyecto  se  ha  limitado  a  reprimir  los  exce- 
sos enormes  de  una  liberalidad  indiscreta,  que,  si  no  es  a  la 
verdad  lo  mas  de  temer  contra  las  justas  esperanzas  de  los 
lejitimarios,  es  lo  único  a  que  puede  alcanzar  la  lei  civil,  sin 
salir  de  sus  límites  racionales,  sin  invadir  el  asilo  de  las  afec- 
ciones domésticas,  sin  dictar  providencias  inquisitorias  do  difí- 
cil ejecución,  i  después  de  todo  ineficaces. 

En  la  determinación  de  las  cuotas  hereditarias,  cuando  las 
disposiciones  del  testamento  envuelven  dificultades  numéricas, 
80  han  seguido  sustancial  mente,  i  creo  que  con  una  sola  excep- 
ción, las  reglas  del  derecho  romano  i  del  código  de  las  Partidas. 
Quizá  se  extrañe  que  las  del  proyecto  estén  concebidas  en  fór- 
mulas aritméticas.  El  lejislador  de  las  Partidas  no  da  reglas 
explícitas;  es  preciso  que  el  juez  las  deduzca  de  los  ejemplos 
que  le  presenta;  jeneralizacion  mas  propia  de  la  lei,  que  del 
hombre.  Admitida  su  necesidad,  no  habia  mas  que  dos  medios: 
el  do  una  íraseolojía  que  indicase  vagamente  el  proceder  arit- 
mético, o  el  de  fórmulas  rigurosas,  que  por  el  camino  mas 
corto  posible  condujesen  a  la  resolución  de  cada  problema.  Esto 
último  ha  parecido  menos  expuesto  a  inexactitudes  i  errores; 
i  siendo  en  el  dia  la  aritmética  un  ramo  universal  de  instruc- 
ción primaria,  sus  términos  peculiares  deben  suponerse  enten- 
didos do  todo  el  que  haya  recibido  una  educación  cualquiera, 
aun  la  mas  común  i  vulgar. 


Kn  rrííf'*rrji  "-^.   -i'^.trit.:-*  i  «rii*:  c."*nt?at05.  hiUareis  muí  poc» 
q  ;^  no  ^yj-ni-i  s.j  fiíenre  f-n  !a  lr:;:^L3«7Í«>n  actual,  que  es  lo  mas, 
o  f^  \\  ?\ijtcrl  Iii  d-r  í:n  ..■•»I;:ri  m-i^mo.  en  especial  el  fran- 
tff^.  o  *:n  la  d->  'rlrii  '!e  al  j-jn  >  de  ¡cr?  mas  eminentes  juriscon- 
h'jltoí!.  Se  hi  >:rii  ]  j  i:ij:  pres-í-nte  en  aizunos  contratos,  como 
el  de  arrvn'i^riti-..vO.  la  práctica  tlel  p-iís,  cuya  especialidad  ha 
parecido  exijir  dispon; .iones   peculiares.  La  mutación  de  pro- 
piciad en  los  inm-i^-LIes  no  se  perfecciona,  sino  por  un  instru- 
mento príbiíco,  ni  se  consuma,  sino  p  jr  la  inscripción  en  el 
rejí«tro  conservatorio,  que,  como  antes  dije,  es  la  forma  úni- 
ca de  tradición  en  e«ta  clase  de  bienes.  S«jbre  la  nulidad  i  res- 
cisión de  los  contratos  i  demás  actos  volimtarios  que  consti- 
tuyen dí^rechos,  se   ha  semiído  de  cerca   al  cáliiro    francés 
ilustrado   p^ir  sus  hábiles  expositores.  La  novedad  de  mayor 
bulto  qi'e  en  esta  parte  hallareis,  es  la  abolición  del  privilejio 
de  los  menores,  i  de  otras  personas  naturales  i  jurídicas,  asi- 
miladas a  ellos,  para  ser  restituidos  in  integrum  contra  sus 
act^«  i  contratos.  Se  ha  mirado  semejante  privilejio,  no   solo 
como  perniciosísimo  al  crédito,  sino  como  contrario  al  verda- 
dero íntíírcsdc  los  mismos  privilejíados.  Con  él,  como  ha  dicho 
un  sabio  jurisconsulto  de  nuestros  dias,  se  rompen  todos  los 
^'.ontratos,  se  invalidan  tod.is  las  obligaciones,  se  desvanecen  los 
mas  Icjífimos  ílfTcchos.  'í  Esta  rostituc-ion,  añade,  es  un  semillero 
\í\'iír(>ti\)\r'  (\o  plí'itos  injustos,  i  un  pretexto  fácil  para  burlar  la 
buena  fe  en  los  eontralos... »  Todas  las  restricciones  que  se  han 
qiiírido  poní'rlf^,   no  bastan  para  salvar  el  mas  ^rave  de   sus 
inronví'nií'nlí-s,  a  saber:  que  inutiliza  los  contratos  celebrados 
j^nardanílo  toílos  los  requisitos  le'_ral(\s,  deja  inscí^uro  el  domi- 
nio,   i   diíirnUn  las   transacciones   con  los  huérfanos,  quo  no 
suelen  tener  nv'nos   níicesiflad  f(ue  los  otros  hombres  de  cele- 
brar eontralos  para  la  (•r)nserva(;ion  i  fomento  de  sus  intereses. 
Lo   ílispucsLo  sr)bre  esta  niattíria   en  el  eó(li<j^o  francés,    en    el 
{\<\  las  Dos  SiciJi.'is,  en  el  s:irílo  i  en  otros,  es  mucho  mascon- 
fornir  con  la  justicia  i  aun    mas  favoral)l(i  a  los  misnios   pupi- 
los. S('L!:un  eslos  e('»(linos,  (^1  conti'ato   celebrado  i)or  un  menor 
.sin   el    conscnti:ii¡<Milo  do  un  un.u'dador  no  es  nulo  ¿j)^'0  j?/re, 
■íunqur  |)U(mI(»  i'esiMudirse;  [wo  el  ceb^hrado  con   las  solenini- 


/ 


PREÁMBULO  DI^L  CÓDIGO  CIVIL  ^Gl 


dadcs  de  la  lei,  se  sujeta  a  las  mismas  condiciones  que  los 
celebrados  por  personas  mayores  do  edad.  Dccia  el  juriscon- 
sulto Jaubert,  explicando  los  motivos  de  esta  disposición:  «Es 
indispensable  asegurar  completamente  los  derechos  de  los  que 
tratan  con  los  menores,  observando  las  formalidades  de  la  lei; 
i  si  esta  precaución  no  fuese  necesaria,  sería  cuando  menos  útil, 
a  causa  de  las  prevenciones  inveteradas  que  se  tienen  contra 
los  pupilos,  creyéndose,  i  con  razón,  que  no  hai  seguridad  en 
contratar  con  ellos. » 

En  el  título  De  la  livueha  de  las  oblifj aciones,  se  hace  obli- 
gatoria la  intervención  de  la  escritura  para  todo  contrato  que 
versa  sobre  un  objeto  que  excede  de  cierta  cuantía,  pero  el 
ámbito  demarcado  para  la  admisión  de  otras  clases  de  pruebas 
es  mucho  mas  amplio  que  en  otras  lojíslaciones,  en  especial 
la  de  Francia  i  la  de  Portugal,  paises  en  que  esta  limitación 
de  la  prueba  de  testigos  es  ya  antigua,  i  ha  producido  saluda- 
bles efectos. 

No  hai  para  qué  deciros  la  facilidad  con  que  por  medio  de 
declaraciones  juradas  pueden  impugnarse  i  echarse  por  tierra 
los  mas  Icjítimos  derechos.  Conocida  es  en  las  poblaciones 
inferiores  la  existencia  de  una  clase  infamo  de  hombres,  que 
se  labran  un  medio  do  subsistencia  en  la  prostitución  del  jura- 
mento. Algo  tímidas  parecerán  bajo  este  punto  de  vista  las 
disposiciones  del  proyecto;  pero  se  ha  recelado  poner  trabas  a 
la  facilidad  de  las  transacciones,  i  se  ha  creído  mas  prudente 
aguardar  otra  época  en  que,  jeneralizado  por  todas  partes 
el  uso  de  la  escritura,  se  pueda  sin  inconveniente  redu- 
cir a  mas  estrechos  limites  la  admisibilidad  de  la  prueba 
verbal. 

Las  varias  especies  de  censos  (exceptuando  el  vitalicio),  se 
han  reducido  a  una  sola,  i  se  sujetan,  por  consiguiente,  a  regla» 
idénticas,  entro  las  cuales  solo  merecen  notarse  las  que  la 
hacen  divisible  junto  con  el  inmueble  que  afectan,  i  la  que, 
constituido  sobre  inmuebles  cuyo  valor  excedo  considerable- 
mente al  de  los  capitales  impuesfos,  permite  reducirlo  a  una 
parte  determinada,  exonerando  de  toda  responsabilidad  lo  res* 
tinte.  PerOy  al  mismo  tiempo  se  ha  tomado  en  cuenta  el  ihtere» 


tiriisi:ui.os  JUHioTcos 


lie  Io9  cciisiiiili.stas,  poniendo  un  límite  a  la  división  que,  oontí> 
nua'lii  JDileflm  Jámente,  haría  tlemiuindo  Lliricíl  i  di^pendioao  el 
uohpo  de  los  cánunea,  i  a  la  vuelta  de  nlj^unas  jeticracionea 
convertiría  las  censos  en  un  número  iníinitn  da  frauciones  im- 
püix-t'ptiljIeH.  Si  por  pslc  medio  se  conHÍguioíie  desalentar  U 
imposición  de  capitales  a  ctniso,  se  habría  lofírado  indirecta- 
mente un  eran  bien.  El  cenno  vitalicio,  que  por  sa  naturaleza 
es  de  corta  duración,  no  ofrece  los  inconvenientes  de  los  otros; 
08  el  único  ((ue  en  este  proyecto  no  admito  ni  redención,  ní 
reducción,  ní  división. 

En  el  contrato  de  sociedad,  se  ha  creído  (juo  dcbinmos  se» 
guír  el  ejemplo  de  naciones  a  quienes  un  extenso  comercio  ha 
hecho  conocer  las  verdaderas  exijencías  del  crédito.  Loa  mieni' 
bros  de  una  sociedad  colectiva,  según  el  presente  proyecto, 
responden  por  el  valor  total  de  las  obligaciones  que  a  nombro 
de  ella  se  contraen.  8c  ha  procurado  al  mismo  tiempo  sujetar 
la  sooíedad  a  reglas  precisas  en  su  administración,  i  od  las 
oblig.icionea  de  los  socios  entre  sí  ■  respecto  de  terceros.  Se 
ha  solicitado  la  misma  espccjflcacion  i  claridad  en  el  man- 
dato,  en  tos  contratos  para  las  confecciones  dv  obras  i  en  la. 
fianza. 

Entre  las  convenciónos  lícitas,  ae  ha  dado  lugar  a  la  anti- 
crésís.  Inocente  on  si  misma,  lílil  al  crédito,  i  patiadira  veces, 
podrá  ahora  presentarse  sin  disfraz  bajo  la  sanción  de  la  lei. 
Por  punto  jeneral,  el  código  de  las  Partidas  ¡  el  Código  Civil 
francés,  han  sido  las  dos  lumbreras  que  se  han  tenido  mas  con»- 
tantemente  a  la  vista.  Donde  ellos  difleron,  se  ha  elejido  lo  quo 
mas  adaptable  i  conveniente  parecía.  Se  ha  simplificado  notable- 
mente el  arreglo  de  laprelacÍondecr<Sdítos:  el  fomento  del  crédi- 
to ha  sido  en  él  la  consideración  dominante.  So  dividen  en  cinco 
clases  los  acreedores  concurrentes:  los  quo  ^zan  do  privilejio 
jeneral,  los  ({uo  go/an  de  prívilejío  sobre  especies  muebles; 
loa  hipotecarios;  los  de  menores,  mujeres  casadas,  i  otras  per- 
sonas cuyos  bienes  son  administrados  por  representantes  l^a- 
li's;  i  los  quirografarios.  Se  han  abolido  varios  do  los  prívíle- 
jiofi  jenerales  í  i-specialos,  i  entre  lo.s  últimos,  todos  los  quo 
i-ccaian  sobre  inmuebles.  Ajiéiias  os  necesario  deciros  que  no 
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reviven  en  este  proyecto  como  créditos  preferentes,  ni  los  de 
hipoteca  jeneral  convencional,  ni  los  escriturarios.  La  obra 
principiada  por  las  leyes  de  1845  i  1854  se  ha  llevado  a  cabo. 

Innovaciones  no  menos  favorables  a  la  seguridad  do  las  po«- 
sesiones  i  al  crédito  encontrareis  en  el  título  De  la  prescrip^' 
cioYí.  La  de  treinta  años  continuos  recliaza  todos  los  créditos, 
todos  los  privilejios,  todas  las  acciones  reales.  Toda  obligación 
personal  que  ha  d(»jado  do  exijirse  en  el  mismo  espacio  de 
tiempo,  perece.  Pero  esta  excepción  debe  siempre  alegarse 
por  el  que  pretende  gozar  de  su  beneficio;  los  jueces  no  pue- 
den suplirla. 

Terminaré  con  algunas  observaciones  jenerales. 

En  esto  proyecto,   so  hacen  obligatorios  los  instrumentos 
públicos  i  privados  (que  un   célebre  publicista  molcrno  ha 
llamado  pruebas  preconstituidas)  para  ciertos  actos  i  con- 
tratos en  que  la  lei  no  los  oxije  hoi  dia.  A  esto  número,  perte- 
necen la  lejitimacion  por  matrimonio  subsecuente,  i  el  recono- 
cimiento de  los  hijos  naturales,  de  que  ya  os  he  hablado;  el 
discernimiento  de  la  tutela  i  cúratela  en  todos  casos;  el  de 
asumir  la  mujer  o  recobrar  el  marido  la  administración  de  la 
sociedad  conyugal;  la  aceptación  o  repudiación  de  toda  heren- 
cia. So  prescribo  la  confe^on  de  un  inventario  solemne  al 
padre  que,  administnvido  bienes  del  hijo,  pasa   a  segundas 
nupcias,  i  se  impone  como  previa  condición  el  de  los  bienes 
hereditarios,   cuando  el  heredero  so  propone  no  contraer  la 
responsabilidad  de  tal,  sino  hasta  concurrencia  del  valor  de  lo 
que  hereda.  Se  exije  escritura  pública  o  privada  para  toda 
obligación  convencional  que  exceda  de  cierta  cuantía.  Toda 
mutación  do  propiedad  i  toda  constitución  de  derechos  reales 
sobre  inmuebles,  se  sujetan  a  la  solemnidad  do  un  instrumento 
público,  sin  la  cual  no  deberán  producir  obligaciones  civiles, 
ni  aun  entre  los  mismos  contratantes;  i  el  crédito  que  haya 
de  gozar  de  una  preferencia  do  cuarto  grado  en  un  concurso 
de  acreedores,  no  puedo  obtenerlo,  sino  cuando  conste  de  la 
misma  manera,  exceptuándose  solo  las  acciones  para  resarci- 
miento de  perjuicios  por  mala  administración  de  los  represe»- 
laiites  legales. 


401  OPÚSCULOS  juuídicos 


Es  patente  la  utiliJatl  de  este  jéncro  de  pruebas  para  pre- 
caver contestaciones  i  testigos;  para  protejer  los  intereses  de 
los  menores  i  otri\s  personas  privilejiadas  sin  dotrimento  del 
crédito  en  cuyo  fomento  están  interesadas  estas  mismas  per- 
sonas, como  todas;  i  para  desconcertar  los  fraudes  que  a  la 
sombra  de  sus  privilejios  se  fraguan. 

Por  lo  que  toca  al  método  i  plan  que  en  este  código  se  han 
seguido,  observaré  que  hubiera  podido  hacerse  menos  volu- 
minoso, omitiendo  ya  los  ejemplos  que  suelen  acompañar  a 
reglas  abstractas,  ya  los  corolarios  que  se  derivan   de  ellas, 
i  que,  para  la  razón  ejercitada  de  los  majistrados  i  juriscon- 
sultos, eran  ciertamente  innecesarios.  Pero,  a  mi  juicio,  se  ha 
preferido  fundadamente  la  práctica  contraría,  imitando  al  sabio 
lejislador  de  las  Partidas.  Los  ejemplos  ponen  a  la  vista  el 
verdadero  sentido  i  espíritu  de   una  lei  en  sus  aplicaciones; 
los  corolarios  demuestran   lo  que  está  encerrado  en  ella,   i 
que  a  ojos  menos  perspicaces  pudiera  escaparse.    La  breve- 
dad ha  parecido   en   esta  materia   una  consideración  secun- 
daria. 

El  proyecto,  tal  cual  es,  se  presenta  a  vosotros  examinado 
prolijamente,  discutido,  modificado  por  una  comisión  escojida, 
celosa  del  acierto,  merecedora  de  vuestra  confianza.  La  discu- 
sión do  una  obra  de  esta  esix^cic  en  las  cámaras  lejislativas 
retardaría  por  sii^los  su  proniul;:^aeion,  que  es  ya  una  necesi- 
dad imperiosa,  i  no  pudría,  después  de  todo,  dar  a  ella  la 
unidad,  el  concierto,  la  armonía,  que  son  sus  indispensables 
caracteres.  Yo  no  presumo  ofreceros  bajo  estos  respectos  una 
obra  perfecta;  nínt,nma  tal  ha  salido  hasta  ahora  de  las  manos 
del  hombre.  Pero  no  temo  aventurar  mi  juicio  anunciando 
(juc  por  la  adopción  del  presente  proyecto  se  desvanecerá  mu- 
cha parte  de  las  dificultades  que  ahora  embarazan  la  adminis- 
tración (le  justicia  en  materia  civil;  se  cortarán  en  su  raíz 
gran  número  de  ])leitos;  i  se  ü'ranjeará  tanta  mayor  confianza 
i  veneración  la  judicatura,  cuanto  mas  patento  se  halle  la 
conformidad  de  sus  decisicuies  a  los  preceptos  legales.  La  prác- 
tica descubrirá  sin  duda  defectos  en  la  ejecución  de  tan  ardua 
ompre>a;  pero  la   h^jislalura  podrá  fácilmente  corrcjirlos  con 
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conocimiento  de  causa,  como  se  ha  hecho  en  otros  países  i  en 
la  misma  Francia,  a  quien  se  debe  el  mas  célebre  de  los  códi- 
gos, i  el  que  ha  servido  de  modelo  a  tantos  otros. 

Creo  haber  dicho  lo  bastante  para  recomendar  a  vuestra 
sabiduría  i  patriotismo  la  adopción  del  presente  proyecto  de 
Código  Civily  que  os  propongo  de  acuerdo  con  el  consejo  de 
estado. 


opúsc.  59 


LA  LOCACIÓN  DE  SERVICIOS 


I   EL  MANDATO 


Los  romanos  no  admitían  otra  diferoncía  entre  la  locación 
de  obra  i  el  mandato,  que  la  circunstancia  de  pagarse  un  precio 
o  salario  por  la  primera,  siendo  siempre  gratuito  el  segundo. 
El  tener  o  nó  un  carácter  reprcsentantivo  respecto  de  terceros, 
era  una  circunstancia  indiferente.  (Troplong,  165-169.) 

«Todos  convienen  en  que  el  arrendamiento  de  obra  puede 
estar  unido  con  la  facultad  do  representar  a  una  persona  res- 
pecto de  terceros,  i  de  obrar  ostensiblemente  a  nombre  de  ella. 
Semejante  arrendamiento  no  es  un  obstáculo  para  que  un  ter- 
cero trate  con  el  locador  de  obra,  como  trataría  con  un  man- 
datario revestido  de  la  facultad  do  representar.  Las  mismas 
seguridades,  las  mismas  garantías,  los  mismos  recursos  tendría 
en  un  caso,  que  en  el  otro.  Aunque  el  contrato  sea  un  verdadero 
arrendamiento  entre  el  locador  de  obra  i  el  conductor,  produ- 
cirá respecto  de  terceros  efectos  semejantes  al  mandato,  i  los 
terceros  no  tendrán  ningún  ínteres  en  inquirir  si  la  persona 
con  quien  tratan  procede  gratuitamente,  i,  por  consiguiente, 
como  mandatario,  o  mediante  un  precio,  i  por  consiguiente, 
como  locador  de  obra.  Bartolo,  Paulo  de  Castro,  Jason,  Fa- 
vre  i  otros  ciento  han  hecho  esta  observación  juiciosa.  Puede 
hallarse  unido  con  la  locación  de  obra  un  carácter  representa- 
tivo, sin  que  por  eso  invada  el  dominio  del  mandato.» 

Si  los  derechos  i  las  obligaciones  recíprocas  son  unos  mis- 
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mos,  es  claro  que  la  recompensa  pecuniaria  es  un  pun>  aci^i- 
dente  que  no  altera  la  esencia  jurídica  de  los  dos  contratos. 

Pudiera  creerse  que  el  mandato  gratuito  es  una  donación 
de  servicios,  i  tiene  por  eso  un  carácter  esencialmente  diverso; 
pero  no  es  así.  El  donante  no  contrae  responsabilidad  alguna 
para  con  el  donatario,  como  el  mandatario  para  con  el  man- 
dante. Cuando  hai  verdadera  donación  de  servicios,  lo  in- 
completo, lo  imperfecto  de  la  obra,  no  da  dercjcho  alguno  al 
donatario  para  exijir  una  indemnización.  Hai,  pues,  una 
esencial  diferencia  entre  la  donación  de  senicios  i  el  mandato 
gratuito. 

¿Cuál  será  la  línea  de  separación  entre  la  locación  de  obra  i 
el  mandato?  Troplong  la  hace  consistir  en  dos  cosas:  la  recom- 
pen.sa  i  la  calidad  del  servicio. 

La  recompensa,  dice,  es  esencial  en  el  arrendamiento;  el 
mandato  es  naturalmente  gratuito.  Pero,  si  por  lo  tocante  a  la 
sustancia  del  negocio  encomendado,  la  relación  jurídica  entre 
las  partes  es  una  misma,  sea  que  se  añada  o  no  al  contrato 
una  estipulación  de  recompensa,  esta  añadidura  debe  mirarse 
como  un  puro  accidente  que  no  altera  ni  la  esencia  ni  la  natu- 
raleza del  contrato.  Para  los  romanos,  desaparecía  el  mandato, 
i  ocupaba  su  lugar  la  conducción  de  obra,  desde  que  se  contra- 
taba una  n'muiieracion  pecuniaria.  ^Por  que  en  el  mandato, 
.scü'un  ol  doreclu)  francés,  no  os  esencial,  sino  natural,  el 
earáeter  eratuitoy  Ijiieamente  porque  el  lejislador  ha  querido 
declararlo  así.  /,<^Hié  efectos  ju'ácticos  pro«Uice  esta  declaración? 
Los  mismos  ({ue  la  incompatil)il¡dad  de  la  remuneración  con 
ti  manilato:  ningunos.  Tal  es  a  lo  menos,  scjü^un  hemos  visto, 
la  doctrina  de  Lártolo,  i  de  l<is  otros  cien  jurisconsultos  cita- 
dos por  Tnii>lon!i'.  A  los  ojos  de  la  lei,  seijruu  Troploncr,  no 
liai  stiiK^janza  entre  la  reiiiimeracion  o  indemnización  concr- 
(lida  al  níandatario  por  sus  fatiiras  i  el  precio  venal  de  una 
cosa  que  se  conipra.  ¿Vor  ([uéí^  PonjiK^  en  el  ministerio  dd 
mandatari<")  hai  idc^o  de  onci< ►so,  al^o  que  no  puede  paürar.^e 
adecuadamente:  la  intención  de  hacer  un  beneficio,  la  consa- 
i^^racion  al  int(»r(-s  ajeno. 

Yo  ni<^go  (¡no  en  nuestro  si'>:lo  esta  disposición  a   la  bent'íí- 
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oenoia  sea  ol  móvil  que  influye  ordinariamente  en  el  ejercicio 
de  las  profesiones  liberales.  Quítese  a  la  jurisprudencia  i  a  la 
medicina  el  lucro  que  reportan;  i  se  verán  desiertas  las  aulas 
de  jurisprudencia  i  de  medicina.  Lo  que  solicitan  el  abogado 
i  el  médico,  no  es  una  simple  indemnización.  Hállanse  en  el 
mismo  caso  que  el  artasano  que  se  afana  por  aprender  un  ofi- 
cio para  vender  un  artefacto.  En  el  albauil,  como  en  el  juris- 
consulto, el  valor  do  la  obra  se  regula  por  lo  que  cuesta  el 
aprendizaje,  por  la  relación  entre  la  oferta  de  la  obra  i  su 
demanda  en  el  mercado,  i  por  la  habilidad  del  operario.  Uno 
i  otro  hacen  un  verdadero  beneficio  a  la  humanidad  en  el  ser- 
vicio que  le  prestan.  Pero  no  es  la  idea  de  consagrarse  al 
interés  ajeno,  sino  es  acaso  en  algunas  rarísimas  excepciones, 
lo  que  lleva  los  aprendices  al  tallejr,  o  los  alumnos  a  las  clases 
profesionales.  ¿I  cómo  puede  llamarse  simple  indemnización 
un  honorario  que  conduce  al  bienestar,  a  la  riqueza,  a  la  opu- 
lencia? La  profesión  del  médico,  del  abogado,  del  injeniero,  es 
un  capital  productivo. 

En  cuanto  a  la  distinción  que  consiste  en  la  naturaleza  de 
la  obra,  del  servicio,  basta  ver  la  diversidad  de  opiniones  de 
los  jurisconsultos  sobre  este  punto.  Unos  quieren  con  Hartólo 
que  los  hechos  puros  i  sucesivos  pertenezcan  al  arrendamiento, 
los  hechos  momentáneos  i  mezclados  de  derecho  al  mandato. 
Otros  pretenden  con  Jason  que  si  el  hecho  es  de  acjuellos  que 
suelen  procurar  un  emolumento  en  dinero,  es  susceptible  de 
locación,  i  solo  cuando  no  se  recompensa  pecuniariamente, 
pertenece  al  mandato.  Oros  con  Bachovio  consideran  dema- 
siado jeneral  la  doctrina  de  Ja.son,  i  subdistinguen  refiriendo 
al  arrendamiento  los  hechos  que  menos  dignos  i  honrosos  se 
aprecian  ordinariamente  en  dinero.  Troplong  cree  que  este  es 
el  único  sistema  admisible. 

El  verdadero  obstáculo,  dice,  para  que  un  hecho  se  arrien- 
de, está  en  la  dignidad,  el  honor,  la  gravedad  de  ese  hecho. 
Pero,  pare  /anh*r¿r¿,  si  esa  dignidad,  honor,  gravedad,  no  es 
un  obstáculo  para  que  los  hechos  en  que  se  enumera  e.sa  cali- 
dad se  rijan  por  las  reglas  de  la  locación  de  obra,  ¿por  qué  ha 
de  serlo  para  que  el  que  las  ejecuta  .se  llame  locador  de  obra? 
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¿Acaso  importa  mas  el  nombre  que  la  sustancia?  Yo  no  nicí^o 
que  se  asocia  naturalmente  a  ciertas  profesiones    la   idea  de 
mía  educación  esmerada   i  de  seutimiontos  honrosos,    i  que 
ellas  gozan  en  el  mundo  de  una  consideración  que    no  se  dis- 
pensa al  ejercicio  de  las  artes  mecánicas.  Pero  eso  no  altera  la 
esencia  ni  la  naturaleza  del  contrato  que  interviene  entre  el 
abogado  i  el  cliente,  entre  el  médico  i  la  persona  que  solícita 
su  asistencia.  El  comercio  por  mayor  goza  de  mucha  mayor 
consideración  que  el  comercio  al  menudeo;  i  no  por  eso  deja 
de  ser  un  contrato  de  la  misma  especie  el  del  comerciante  que 
da  cien  mil  pesos  por  toda  la  carga  de  un  buque,   que  el  del 
particular  que  da  veinte  centavos  al  mercader  por  dos  varas 
de  cinta.  Se  pretende  que  el  servicio  de  las  profesiones  Hbera- 
les  no  es  apreciable  en  dinero:  la  verdad  es  que  la  sociedad  le 
da  un  precio;  i  aunque  este  precio  no  está  sujeto  a  límites  tan 
determinados,  como  el  délos  efectos  materiales  que  se  llevan 
al  mercado,  es   innegable  que  por  el  ministerio  de  cierto  abo- 
gado en  ciertas  circunstancias  hai  un  precio  que  jeneralmente 
pasaria  por  equitativo,  por  exajerado  o  por  mezquino.  L#08 
elementos  de  esta  valuación,  aunque  vaga  i  fluctúan  te  por  su 
naturaleza,  no  serian  difíciles  de  enumerar:  en  el  valor  de  los 
productos  inmateriales  del  al)Oga(lo  entran  los  costos  de  una 
larga  educación  profesional,  el  mérito  reconocido  de  esos  pro- 
ductos en  su  clase,  i  la   relación  entro  la  oferta  de  esa  clase 
de  productos   i    la  demanda.    El   talento  del  jurisconsulto,  la 
confianza  que  inspiran  sus  luces  i  probidad,  son  datos   que 
entran  sin  duda  en  la  valuación,  i  que  pueden  hacerla  variar 
considerablemente.  Hai  ciertas  intelijcncias  privilejiadas  cuyas 
producciones  llevan  una  estampa  peculiar,  que  les  da  un  valor 
inconmensurable.  Pero  prácticamente  es  innegable  que  tienen 
un  precio  pecuniario.  Las  circunstancias  se  lo  dan,  i  la  socie- 
dad lo  reconoce.    Hai  ciertos   terrenos  i)rivilejiados   que   dan 
productos  ex(|uisitos,  como  el  vino  do  Champagne,  o  el  tabaco 
de  la  Habana.  La  especie  de  monopolio  ([uc   la  naturaleza   ha 
concedido  a  esos  terrenos,    introduce  en  la  valuación    do  sus 
frutos  un  elemento  particular,  de  grande  importancia;  pero  no 
por  esto  dejan  do  tener  esos  frutos  un  valor  venal  en  el  mer- 
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cado.  ¿No  sucede  otro  tanto  con  los  productos  inmateriales  de 
un  escritor  que  alimenta  con  artículos  de  fondo  la  prensa  pe- 
riódica? La  reputación  del  abogado  no  es  cosa  de  distinto  jéne- 
ro,  que  el  crédito  del  comerciante;  i  cuando  éste  toma  prestado, 
la  confianza  que  inspira,  calidad  tan  difícil  de  apreciaren 
dinero,  como  otra  cualquiera,  no  hace  variar  de  esencia  el  con- 
trato de  mutuo. 

«Esta  distinción,  dice  Troplong,  no  es  solo  honorífica  i  no- 
minal; ella  enjendra  consecuencias  jurídicas  de  mucha  consi- 
deración.» Veamos  cuáles. 

«1.®  Cuando  el  mandato  se  ha  dado  por  muchos  mandantes 
para  un  negocio  común,  cada  uno  es  responsable  in  solidum 
al  mandatario.  No  sucede  lo  mismo  en  la  locación  de  ser- 
vicios.» 

Desde  luego  yo  no  veo  razón  para  que  exista  esa  solidariedad 
entre  mandantes,  i  no  entre  mandatarios.  Si  «en  un  negocio 
común  cada  mandante  se  entiende  haber  dado  el  mandato  para 
sí  i  por  todo,»  ¿por  qué  no  ha  de  entenderse  que  en  un  negocio 
común  cada  mandatario  ha  aceptado  la  responsabilidad  para 
sí  i  por  todo?  Si  a  el  mandatario  ha  seguido  la  fe  de  cada  man- 
dante por  el  todo,»  ¿por  qué  no  podrá  decirse  que  el  mandante 
ha  seguido  la  fe  de  cada  mandatario  en  la  misma  forma?  En 
fin,  si  «la  solidariedad  de  los  mandantes  es  una  seguridad  para 
el  mandatario»  ¿no  sería  también  la  solidariedad  de  los  man- 
datarios una  seguridad  para  el  mandante?  Veo  una  exacta 
paridad  de  razón  de  un  lado  i  del  otro,  sobre  todo  cuando  el 
mandato  es  remunerado.  Yo  igualaría,  pues,  la  condición 
de  ambas  partes,  i  no  creería  necesario  imponerles  otra  soli- 
dariedad que  la  expresamente  estipulada,  adoptando  en  este 
punto  la  disposición  de  la  novela  99  de  Justiniano.  Verdad  es 
que  en  su  parte  dispositiva  esta  novela  habla  solamente  de  los 
fiadores;  pero  el  preámbulo  parece  anunciar  una  innovación 
en  el  derecho  existente,  extensiva  a  todo  jénero  de  manda- 
tarios. La  solidariedad  'legal  no  es  una  discrepancia  entre  el 
mandante  i  el  conductor  opcraruvi^  sino  porque  la  lei  lo  ha 
querido  así.  La  solidariedad  convencional  produciría  en  todos 
casos  los  mismos  efectos  prácticos.  Cuando  la  responsabilidad 
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in  íoHdum  mtereasee  s  eaalqoien  de  las  putee,  lendñm  eni- 
datío  de  estipularla. 

El  depósito  voluntario  encierra  también  nn  venladcro  macH 
dato;  i  con  todo  eso,  si  muchas  personas  depasitan  una  cosa 
en  poder  de  un  tiToero,  no  se  ohliean  mlidaría mente  para  con 
el  depoeitano. 

Por  otra  parte,  hai  canduetiones  opemrum  en  que  no  ten- 
dría menor  fundamento  la  aolidaríedad  de  los  conducto rei^,  (jue 
en  el  mandato  Pedro  i  Juan  contratan  con  FrancÍ!*co  que  les 
edifique  una  casa  en  un  terreno  quepertenccea  los  das  en  común. 
¿Por  qué  no  se  dirá  que  cada  uno  de  los  conductores  Im  con- 
tratado para  si  i  por  todo,  i  que  el  edificador  ha  seguido  Ja  fe 
de  uno  i  otro  a  la  par?  Que  la  solídanodad  de  los  comluclorE^ 
eería  una  seguridad  mas  para  el  locador,  es  claro;  i  ¿qué  con- 
trato bai  de  uno  con  muchos,  a  que  no  pudiera  aplicante  lo 
mismo?  Esta  es  una  i-azon  de  aquolla<i  que  no  prueban  nada, 
porque  prueban  demasiado. 

«2.*  El  mandatario  que  todavía  no  ha  empezado  a  ejercer 
su  cargo  (dice  Troplong¡,  pueble  retractarse,  i  no  es  obli^^ado 
a  indemnización  alg:una.  Al  contrario,  el  locador  de  obra  no 
puede  desistir  de  su  contrato,  ni  aun  antes  de  haber  prin- 
cipiado la  obra;  i  si  desiste,  debe  indemnizacíun  de  pei^ 
jiiidos.  B 

Oigamos  al  mismo  Troplong,  números  337  i  338.  «Cada 
cual  está  en  libertad  para  no  aceptar  el  mandato.  Pero,  desde 
que  ha  consentido  en  tomarlo  a  su  cargo,  es  obligado  a  ejecu- 
tarlo. Sicut  autem  liberum  est  mamlatum  non  suscipere, 
ita  susceptum  consumari  oportel. 

€pero  este  principio  está  sujato  a  una  excepción,  que  ee 
cuando  el  mandatario,  después  de  haber  aceptado,  echa  de 
ver  que  el  negocio  es  superior  a  sus  fuerzas,  i  da  aviso  al 
mandante  en  tiempo  útil  i  rcbus  integris,  que  no  puedo 
continuar  en  el  encargo.  Kn  vano  se  dirá  que  no  es  permitido 
renunciar  una  obligación  contraída.  No  olvidemos  la  naíurn- 
/e;adel  mandato;  él  procede  de  un  sentimiento  oficioso  i 
liberal,  i  nocs  juBto  qun  el  que  obra  con  la  intención  de  pres- 
tar un  sorvicio  .sea  la  víclima  de  su  propia  beneficencia.  No  se 
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le  tratará,  pues,  con  rigor.  Se  le  permitirá,  sobre  todo,  arre- 
pentirse, todas  las  veces  que  de  ello  no  resulte  perjuicio  al 
mandante;  i  es  claro  que  esto  último  no  tendrá  de  qué  quejar- 
se, si  se  le  da  a  conocer  la  renuncia  en  tiempo  útil,  i  cuando 
está  todavía  en  aptitud  para  encomendar  el  negocio  a  otro,  es 
decir,  cuando  las  cosas  están  todavía  enteras.  Porque  si  el 
mandatario  demorase,  i  en  el  intervalo  peligrase  el  negocio, 
todo  el  perjuicio  recaería  sobre  él.» 

Esta  argumentación  de  Troplong  se  funda  en  la  naluralezaL 
del  mandato,  en  su  carácter  gratuito.  Pero  carece  de  toda 
fuerza  cuando  se  trata  de  un  mandato  remunerado,  que  es  ol 
que  puede  asimilarse  a  la  locación  do  servicios. 

Por  otra  parte,  hai  muchas  especies  de  locación  de  obra  o 
servicios,  en  que  el  operario,  el  locator  operariim^  tiene  na- 
turalmente la  facultad  de  desistir  o  renunciar  cuando  quiera. 
Tal  es  el  caso  del  sirviente  doméstico,  del  amanuense,  etc. 
Como  en  estas  especies,  el  que  ha  comenzado  a  servir,  puede 
retirarse,  i  ser  despedido,  al  arbitrio  de  cualquiera  de  las  par- 
tes, se  sigue  a  fortiori^  que  es  lícito  a  cualquiera  de  las  partes 
desistir  del  contrato,  antes  de  proceder  a  su  ejecución.  Este 
libre  desistimiento  no  debe,  pues,  mirarse  como  característico 
del  mandato  en  jeneral,  ni  aun  del  mandato  gratuito,  ni  pro- 
viene de  la  naturaleza  del  contrato,  sino  de  la  del  servicio  pres- 
tado. Si  éste  consiste  en  una  serie  de  actos,  cada  uno  de  los 
cuales  puede  ejecutarse  separadamente,  i  si  el  que  recibe  el 
servicio  se  halla  en  aptitud  de  reemplazar  fácilmente  al  ope- 
rario o  mandatario,  habrá  por  una  parte  la  libertad  de  revocar 
i  por  otra  la  de  renunciar  (salvas  ciertas  limitaciones  de  que 
hablaré  después).  El  sirviente  doméstico  se  halla  bajo  el  im- 
perio de  esta  regla.  Un  escritor  que  suministra  artículos  de 
ciencias,  de  literatura  o  política  al  empresario  de  un  periódico, 
se  encuentra  en  el  mismo  caso.  Otro  tanto  es  aplicable  al 
abogado  que  se  hace  cargo  de  la  defensa  de  un  pleito:  este 
servicio  se  resuelve  en  una  serie  de  actos,  que  pueden  ser  i 
amenudo  son  ejecutados  sucesivamente  por  varias  personas. 
No  es,  pues,  evidentemente  el  carácter  honorífico  de  una  pro- 
fesión lo  que  da  lugar  a  la  regla,  sino  la  naturaleza  del  serví- 


OPÚSCULOS  Ji:  (til)  ICOS 


cío,  que  tiene  de  común  con  el  de  la  mas  humilde  de  las  ocU- 
IHiciunefi,  las  doa  circunstancias  que  he  dicho. 

Si  por  cl  contrario  el  servicio  consiste  en  una  obra  única, 
indivisible,  por  un  precio  total,  la  regla  será  diferente.  El 
contrato  una  vez  perfecto  obligará  a  las  dos  partes,  i  lo  que 
las  leyes  proscriben  sobre  el  empresario  de  edificio,  les  será 
enteramente  aplicable.  En  este  caso,  se  hallaría,  por  ejemplo, 
el  artista  a  quien  se  hubiera  encomendado  un  cuadro  o  I3  com- 
posición de  una  ópera,  el  escritor  que  se  hubiera  encargado  de 
componer  un  tratado,  un  poema,  etc. 

He  dicho  que  es  libre  el  desistimiento,  la  revocación  o  re- 
nuncia, cuando  el  servicio  consiste  en  una  serie  de  actos  que 
puedan  ejecutarse  sucesivamente  por  varias  personas;  de  que 
se  8¡guo  que,  cuando  cada  uno  de  estos  actos  consiste  en  una 
obra  o  servicio  indivisible,  se  debe  seguir  relativamente  a  e.'ita 
obnila  misma  resla  que  si  se  hubiese  contratado  ella  sola.  Yo 
he  sido  contratado  para  componer  una  serie  de  artículos  lite- 
rarios; respecto  de  cada  uno  de  ellos,  se  sejuird  la  misma  regla 
que  resi>ecto  del  carpintero  qiii?  ha  sido  contratado  para  hacer 
una  puerta 

{Los  Lunes.) 
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VALOR  DE  UN  TESTAMENTO 

OTORGADO  Antes  de  la  promulgación  del  código  civil 


I 


Se  pregunta,  en  primer  lugar,  si  el  testamento  cerrado  que 
doña  Juana  María  Pedro  Bueno  otorgó  en  1855,  fué  un  testa- 
mento verdadero  i  válido,  según  las  leyes  que  entonces  rcjian, 
sin  embargo  de  que  no  lo  fírmase  la  testadora,  que  sabía  leer, 
pero  no  escribir.  Esta  cuestión  se  halla  terminantemente  de- 
cidida en  lalei  2,  título  18,  libro  10  de  la  NovisimsL  Recopi- 
lación, que  es  la  loi  3  de  Toro^  concordante  con  la  lei  2, 
título  1.*,  Partida  6.*  Según  estas  leyes,  fué  válido  el  testa- 
mento. 

II 

No  habría  para  qué  detenernos  mas  en  cosa  tan  clara,  si  no 
se  diese  por  algunos  una  intclijencia  errónea  a  las  palabras 
siguientes  de  la  lei  recopilada:  «los  cuales  (testigos)  hayan  do 
firmar  encima  de  la  escritura  del  dicho  testamento,  ellos  i  el 
testador,  si  supieren  i  pudieren  firmar;  i  si  no  supieren,  i  el 
testador  no  pudiere  firmar,  que  los  unos  firmen  por  los  otros. » 
Se  pretende,  pues,  que  la  lei  dispensa  a  los  testigos  de  la  firma 
propia,  cuando  no  saben  o  no  pueden  firmar;  pero  que  no 
concede  ese  beneficio  al  testador,  sino  cuando  no  puede,  esto 
es,  cuando,   sabiendo  firmar,  algún  accidente  corporal  se  lo 
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impiílfl,  verlMgracia,  una  areccion  paralítica.  La  lei  int< 
lada  rigoroanmenle  dispone  totlo  lo  contrario.    Cuando  eU^l 
dice  i  si  no  supieren,  ¿a  quó  pcraonas  refiere  este  verbo?  So 
puede  ser  a  otras  qae  a  las  mismas  de  quienes  vieno  hablando, 
esto  es,  a  ellos  i  el  íes/ador.   Es  como  si  dijera  cxpresandoa 
el  nominativo  táoitu  i  si  ellos  i  e¡  lasiador  no  supieren  ■ 
el  testador  no  pudiere  firmar,  do  que  so  sifruo  que,  en  cuantol 
al  no  saber,  nohai  diferencia  entre  el  testador  i  los  t«3tigo«:| 
tanto  al  uno,  como  a  los  otros,  permito  la  leí  que,  si  no  sabenl 
firmar,  so  val<^n  de  otra  persona  para  completar  el  númenil 
necesario  do  firmas.  Pero,  en  cuanto  al  no  poder,  no  ea  asirT 
8i  alguno  de  los  testigos  sabe,   pero  no  puede,  la   falta  de  su  I 
firma  propia  vicia  de  nulidad  el  testamento;  al  paso  que  la  falla  ' 
de  la  firma  propia  del  testador,  sea  que  no  sepa  o  no  pue<Ia,  no 
lo  vicia,  si  alguno  de  los  testigos  firma  por  él.  Así  el  sabio 
LUraas,  el  liltimo  i  el  mejor  de  los  comentadores  de  las  leyes 
de  Toro,  exponiendo  el  texto  de  la  lei  3,  dice  así:  ai  sí  no  su- 
pieren firmar,  o  el  tr^taclor  no  supiere  o  no  pudiere,  manda 
(la  lei)  que  los  unos  firmen  por  los  otros.» 

El  Código  Cieil,  que  lia  comenzado  a  rejir  en  1  .•  de  enero  de 
18.j7,  establece  para  el  testamento  cerrado  solemnidades  dife- 
rentes de  las  que  antes  se  observaban,  requiriendo  la  firma  del 
testador  (artículo  1023)  i  declarando  inhábil  para  testar  de  esta 
manera  a  la  persona  que  no  sepa  leer  i  escribir  (articulo  1032). 
Con  este  motivo,  se  pregunta  si  en  virtud  de  la  promulgación 
del  nuevo  códífpi,  el  testamento  cerrado  que  antes  de  ella  era 
válida,  caducó  por  faltai-Ie  la  lirma  de  la  persona  otor- 
gante. 

Esta  segunfla  cuestión  ha  sido  también  terminantemente 
resuelta  por  el  articulo  1219,  inciso  1.°,  del  Códifjo  Civil, 
cuyo  tenor  es  como  sigue:  «El  testamento  que  ha  sido  otor>  i 
gado  válidamente  no  puede  invalidarse,  sino  por  la  revocación  I 
del  testador;»  revocación  que,  según  los  artículos  subsiguientea 
did  mismo  titulo,  debe  aparecer  en  otro  testamento,  solemne 
o  privilcjiado.  El  testamento,  pues,  de  doña  Juana  María  Pe- 
dro Bueno,  no  so  invalidó,  no  caducó,  no  perdió  su  calida<l  de 
testamento  solemne  pur  las  innovaciones  que  en  esta  materia 
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liaya  hecho  el  Código  Civil,  porque,  fii  así  fuera,  se  geguiria 
quo  un  testamento  válidamontQ  otorgado  puoJe  caducar  de 
otro  modo,  que  por  la  revocación  del  tentador.  No  hai  otra 
excepción  a  la  regla  jencral  del  inciso  1."  del  citado  artículo, 
que  la  ¡jeñalada  en  el  inciso  '2.",  concebido  en  estos  términos: 
*SÍn  emhargOj  los  testamentos  privílcjiado»  caducan  sin  ne- 
cesidad de  revocación.»  1  la  cxcejicion  confH'ma  aquí  eviden- 
temente la  regla  en  su  aplicación  al  testamento  de  doña  Juana 
María  Pedro  Bueno;  porque,  si  solo  los  testamentos  prívilejia- 
doü  pueden  invalidarse  sin  que  el  testador  los  revoque,  es  claro 
que  fl  de  doña  Juana  María,  que  no  es  del  número  de  loa  pri- 
vileJiadoB,  ni  fué  revocado  por  la  testadora,  permaneció  tan 
verdadero  i  válido,  di-spucs  de  la  promulgación  del  código, 
como  lo  había  sido  antes  de  ella. 

Ni  a  la  verdad  se  ncceíiitaba  una  regla  expresa  pam  formar 
este  juicio,  porque  ninguna  lejislacion  posterior,  por  cl  mero 
hecho  de  disponer  nuevas  solemnidades  para  la  testamcnti- 
faceíon,  pudo  ha<^r  que  no  hubiese  sido  válidamente  otorgado 
un  testamento  en  que  se  habían  observado  todas  aquéllas  que 
la  Ici  entonces  vijcnte  requería.  Semejante  disposición,  enten- 
dida de  osa  manera,  obraría,  no  de  un  modo  retroactivo,  sino 
absurdo,  pues  so  dirijiria  a  borrar  en  la  serie  de  las  existen- 
cias un  hecho  consumado.  El  lejíslador  pudo  ordenar  que  los 
testamentos  anteriores  válidamente  otorgados  no  se  considora- 
soD  Di  produjesen  efecto  alguno  pnictico;  pero  no  ha  pensado 
tal.  No  ha  quitado,  pues,  por  los  citados  artículos  f()'2^2í  1033 
el  carácter  de  instrumento  público  fehaciente  al  testamento  de 
doña  Juana  María,  el  cual  siguió,  por  consiguiente,  tesUGcando 
la  voluntad  de  la  testadora,  tal  cual  era  en  I8ó5.  'En  todo  lo 
que  pertenece»  la  forma  puramente  probante,  no  haí  ni  puedo 
haber  otra  leí,  que  la  del  lugar  i  oí  momento  en  que  «1  acto  se 
ha  celebrado.  Verilícada  esta  celebración  en  una  forma  pro- 
bante, no  sulu  os  ostc  acto  una  prueba  auténtica  de  todo  lo  que 
testifica,  sino  que  ademas  se  radica  en  él  irrevocablemente  cl 
derecho  de  probarlo,  i  despojarlo  de  ose  derecho  sería  lo  mis- 
mo que  dcs|)ojarlo  do  la  forma  en  que  ha  sido  otorgado,  ¡>or- 
41H0  lii  existencia  do  la  forma  i  cl  dereobu  de  probar  con  ella 
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Kon  dos  cosuü  ¡nflc¡)arí^les.>  Tal  tía  la  luminosa  doctrina  de 
Merlin,  que  la  corrobora  con  gravea  autoridades.  (Cuestiones 
fíe  derecho,  tumo  8.",  pajina  iíl7.) 

Pora  percibir  el  alcance  de  lo  dispiic»to  en  el  articula  131?, 
inciso  t.",  conviene  recordar  que  en  el  derecho  romano,  fuenlo 
de  Duestm  lejislacinn  civil,  un  testamento  que  había  aillo 
otorgado  válidamente  ('íe.s/anieníumjfusíumj,  no  solo  se  ín- 
validalta  (infirmabatur)  por  la  revocación  del  testador,  sino 
de  otros  varios  modos;  verbit,'racia,  por  el  hecho  de  sobre- 
venir después  del  otorgamiento  un  nuevo  hijo  lejitimo  (agna- 
¡íone  vel  qiiasi  agna.tione  sui  lieredis),  por  el  hecho  de  no 
poder  o  no  querer  aceptar  la  herencia  ninguno  de  los  herede- 
ros testamentarios  instituidos  o  sustituidos,  etc.  Casi  todo» 
estoa  modos  de  invalidarse  un  testamento  subsistieron  en  In 
lejislacioii  de  las  Partülas;  pero  por  las  leyes  posteriores  casi 
tollos  se  dero^íaron.  Nuostro  articulo  1512  los  suprime  todo» 
en  el  testamento  solemne,  excepto  la  revocación  del  testador;  i 
do  tal  manera  los  suprime,  que  no  solo  no  sorompe  ya  el  testa- 
mento por  aparecer  un  nuevo  asignatario  forzoso,  cualquiera 
que  sea,  mas  ní  aun  por  el  hecho  de  haberse  pasado  en  silen- 
cio un  hijo  lejitimo  que  existia  i  ora  conocido  al  tiempo  del 
otortfaniiento,  i  que  ha  sobrevivido  al  testador.  Asi  es  quo, 
t)ara  correjir  el  olvido  o  la  injusticia  de  los  testadores  que  lian 
otorgado  un  testamento  en  debida  forma,  no  tía  nuestro  código 
otro  recurso,  que  el  do  la  acción  de  reforma  (que  es  la  anti- 
gua querella  de  inoficioso  considerabl omento  ampliada),  on 
virtud  de  la  cual  son  reintegrados  en  sus  derechos  todos  loa 
asignatarios  forzosos,  subsistiendo  en  lo  demás  ci  contenido 
del  testamento.  No  tenemos,  pues,  en  el  dia  mas  que  dos  modos 
de  infirmar  en  todo  o  parto  un  testamento  que  ha  sido  otor- 
gado válidamente;  i  ambos  están  indicados  en  el  epígrafo 
mismo  del  título  fi.'del  libro  3.°:  De  la.revocacion  í  Teform& 
del  leslamento. 

Kl  do  doña  Juana  María  Podi'o  Dueño  es,  por  tanto,  on  el 

dia,  un  verdadera  testamento,  sujeto  empero  a  la  acción  do 

reforma,  si  por  ventura  alguna  de  sus  disposiciones  contravie- 

I  no  a  los  derechos  que  el  Código  Civil  concede  a  los  asignata- 
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rjos  forzosos;  punto  de  que  no  tratamos  ahora,  porque  perte- 
nece a  la  tercera  de  las  cuestiones  propuestas. 

Un  raciocinio  mui  sencillo  dará  nueva  luz  al  pensamiento 
del  Código  Civil.  Primeramente,  un  testamento  solemne, 
válido  en  su  orí  jen  por  haber  sido  otorgado  con  todas  las  so- 
lemnidades  que  entonces  prescribía  la  lei,  es  un  instrumento 
público,  a  que  no  puede  menos  de  prestarse  entera  fe,  en 
cuanto  testifíca  lo  que  en  aquella  época  dispuso  el  otorgante, 
para  que  se  llevase  a  efecto  después  de  sus  dias. 

En  segundo  lugar,  para  el  arreglo  de  la  sucesión  testamen- 
taria, debe  tomarse  en  consideración  la  última  voluntad  del 
difunto,  es  decir,  la  voluntad  con  que  ha  muerto,  porque  toda 
voluntad  anterior  a  la  muerte  es  susceptible  de  revocarse; 
pero,  como  es  imposible  testar  en  el  instante  mismo  de  morir, 
i  como  ese  instante  es  la  cosa  mas  incierta  del  mundo,  cada 
uno  hace  su  testamento  cuando  le  parece  conveniente,  con  la 
intención  de  que,  si  después  no  lo  revoca,  lo  contenido  en  él 
se  repute  i  valga  como  su  última  voluntad.  Así,  entre  el  testa- 
mento i  la  muerte  del  testador,  trascurre  siempre  un  intervalo 
de  tiempo,  mas  o  menos  largo;  pero,  cualquiera  que  éste  sea, 
la  lei  presume  en  todos  casos  que  el  testamento  solemne  no 
revocado  expresa  la  última  voluntad  del  testador,  la  voluntad 
con  que  ha  muerto.  En  virtud  de  esta  presunción,  que  es  de 
todas  las  lejislaciones  que  conceden  la  facultad  de  testar,  i  en 
que,  como  en  la  nuestra,  ningún  testamento  solemne  prescri- 
be por  el  mero  trascurso  del  tiempo,  el  otorgado  por  doña 
Juana  María  en  1855,  i  no  revocado  después,  del>e  mirarse 
como  la  voluntad  suprema  de  la  testadora  al  tiempo  de  su  fa- 
llecimiento en  1857. 

Tan  obligada  es  la  presunción  do  que  hablamos,  que  es 
preciso  estar  a  ella,  aun  cuando  el  testador  no  ha  podido  tener 
voluntad  alguna  a  la  hora  de  la  muerte  por  haber  adolecido 
de  demencia  o  locura  desde  tiempo  antes,  con  tal  que  este 
accidente  le  haya  sobrevenido  después  del  otorgamiento.  Así, 
en  el  derecho  romano,  el  testamento  de  una  ¡xjrsona  que  al 
tiempo  de  hacerlo  estaba  en  su  sano  juicio,  i  después  lo  pier- 
de, i  permanece  privado  de  razón  hasta  la  muerte,  es  perfecta- 


meol»  váliJo  t  roprenmUí  U  totuntad  suprema  dd  diTonlq 
Efito  miitmo  se  halU  expresamente  consignado  en   nuce 
CAdigoCicil,  donde,  üimudiaUmeDte  después  ile  cnumerars 
lu  varías  causas  que  inhabilitan  para  testar,  de  tas  cuales  i 
uiia  ol  ejftar  privado  dv  juicio  [artículo  1(>05),  so  establece  p 
punto  juncral   [articulu  iOOGj  <]ue  el  testamento  otorgado  du-j 
rante  la  existencia  de  cualquiera  de  estos  causas  d<D  inhabit)->l 
dad,  es  nulo,  aunque  postcríormonte  deje  de  existir  la  causa 
i  por  el  d^^ntrarto,  el  testamento  vdlído  no  deja  de  serlo  por  eu 
hrvho  du  Mubrcvenir  después  alguna  do  ellas. 

La  impotencia  de  esi^ríbir  no  ora  en  1855  una  inbabilidad  | 
lef;al  para  otorgar  cualijuiera  espodo  de  testamento  solenane; 
era  un  simple  impedimento  físico,  a  que  la  leí  misma  pruvciaJ 
de  remedio,  permitiendo  al  testador  que  se  valiese  de  otr 
persona  que  (¡rmaae  a  su  nombre.  Este  impedimento  físico  n 
principió  a  existir  como  inhabilidad  legal  para  testar,  sino  ea^ 
1."  do  onoro  de  18Ó7,  en  virtud   de  los  artículos  1022   í    1053  1 
de  nueiütru  código.  Esta,  pues,  ba  sido  para  doña  Juana  María  i 
una  cauMa  supurviniunte  de  inhabilidad,  a  que  por  una  analo- 
jía  o  vidente,  por  una  analojía  a /oWíoi'Í,  debe  aplicarse  la 
rc]¿la  del  articulo  lOOG,  conforme  a  la  cual  las  ínliabilidadcs 
üupervlniontcs  no  vician  de  nulidad  el  testamento. 

Verdad  os  que  esto  artículo  se  refiere  a  las  inhabilidadea  j 
enumeradas  en  el  articulo  precedente;  pero  es  maniOesto  que, 
si  las  inbabilidadcs  absolutas,  las  inhabilidades  que  militan  I 
contra  todo  jénero  de  testamento  solemne  (cuales  son  las  t 
ñaliuliis  en  el  articulo  1005]  no  invalidan  el  testamento,  cuan-  I 
do  sobrevienen  después  de  otorgado,  ¿cuánto  menos  deberi 
invalidarlo  una  inhabilidad  parcial  i  relativa,  la  do  no  poder  j 
«.scríbir,  que  por  ol  mismo  código  no  so  impone,  sino  para  el  i 
testamento  cerrado?  La  inhabilidad  que  proceda  déla  muerte  I 
civil  es  absoluta,  i  se  incurre  en  ella  en  el  oiomento  mismo  de  | 
la  muerte,  es  decir,  on  el  acto  de  la  profesión  relijiosa,  i  e 
embnrj^o,  sobreviniendo  al  testamento  no  lo  vicia.  ¿Cdino,  ] 
pues,  pudiera  concebirse  que  la  nulidad  procedente  do  un  tm- 
l»Hlimento  ftsico,  inhabilidad  que  solo  influye  en  uno  u  otro  i 
de  los  dcreclioa  civiles  del  testador,  lo  haga  de  peor  condidon  'j 
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a  loH  ojos  de  hi  lei  que  la  inl)a1>ílidacl  a  que  la  leí  ha  unido  la 
cxtinciun  de  toda  la  vida  civil?  Por  lo  demás,  este  ary:umento 
es  de  pura  suptírerogacion,  pues,  como  antes  he  dicho,  la 
cuestión  presente  está  decidida  por  el  artículo  1'212;  ni  yo  lo 
alego,  sino  para  que,  patentizada  la  armonía  que  existe  entre 
los  artículos  1006  i  1212,  quede  fuera  de  toda  duda  la  inteli- 
jencia  i  alcance  que  debemos  dar  a  uno  i  otro. 

La  promulgación  de  un  código  ha  ocasionado  en  todas  par- 
tes controversias,  en  cuanto  se  rozaban  sus  innovaciones  con 
aquellos  negocios  que,  iniciados  l)ajo  la  lejislacion  precedente, 
habían  de  recibir  su  complemento  i  consumación  bajo  el  impe- 
rio de  la  nueva.  No  será,  pues,  fuera  de  propósito  examinar 
las  reglas  que  sobre  esta  materia  han  adoptado  las  grandes 
naciones  civilizadas  de  Europa  que,  refundiendo  i  modificando 
sus  leyes,  se  han  encontrado  en  el  mismo  caso  que  nosotros. 
Nada  mas  oportuno  que  estas  reglas  para  ilustrar  el  asunto 
presente,  pues  aunque  ellas  no  tengan  para  nosotros  la  fuerza 
obligatoria  de  nuestro  código,  valen  a  lo  menos  como  razón 
escrita,  i  pueden  contribuir  a  que  comprendamos  mejor  el  espí- 
ritu de  las  disposiciones  que  en  él  se  encuentran,  i  percibamos 
la  equidad  natural  en  que  se  fundan. 

Preséntasenos  desde  luego  la  lei  romana  7  C.  de  leijibus^ 
inserta  por  Justiniano  en  su  código,  i  tan  frecuentemente  ci- 
tada en  discusiones  referentes  a  la  retroactividad  de  las  leyes. 
En  ella,  se  expresan  así  los  emperadores  Teodosio  i  Valentinia- 
no:  tt Es  constante  Ccer/am  e«¿)  que  las  leyes  i  constituciones 
dan  la  forma  a  los  negocios  futuros,  i  no  se  retrotraen  a  he- 
chos  pasados,  a  menos  que  en  ellas  se  estatuya  expresamente 
(nominalim)  para  el  tiempo  pasado  i  negocios  todavía  pen- 
dientes.» El  testamento  de  doña  Juana  María  era  en  1.**  de 
enero  do  1857,  en  cuanto  a  su  confección  jurídica,  un  hecho 
pasado,  en  cuanto  a  su  validez  definitiva,  un  negocio  todavía 
pendiente,  viviendo  entonces  la  testadora,  que  podía,  si  era  su 
voluntad,  revocarlo.  ¿Qué  se  necesitaba,  pues,  para  que  la 
promulgación  del  nuevo  código  lo  anulase,  lo  despojase  do 
toílo  efecto  práctico,  sin  que  la  testadora  lo  revocase?  Se  nece- 
sitaba que  un  artículo  del  código  dijese  expresamente  en  estos 
üPúsc.  Gl 
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O  semejantes  términos:  «Los  testamentos  otorgados  antes  Je 
ahora,  i  cuyos  autores  sobrevivan  a  la  promulgación  de  esto 
código,  se  tendrán  por  nulos  i  de  ningún  valor  si  falta  en  ellos 
alguna  de  las  solemnidades  que  en  61  se  prescriben.»  Nada 
menos  que  esto  era  necesario,  según  la  lei  romana,  para  que 
el  nuevo  código  los  anulase.  I  nótese  que  no  ha  sido  esta  una 
novedad  en  la  lejislacion  imperial:  era  una  regla  observada 
de  tiempo  atrás,  reconocida,  constante:  cortuiii  est. 

Esta  misma  fué  la  regla  consignada  por  el  rei  don  Alonso 
el  Sabio  en  la  lei  final,  título  14,  I^a^ríida  G/:  «El  tiempo  eu 
que  son  comenzadas  c  fechas  las  cosas  deve  siempre  ser  catado, 
auncjue  se  faga  demanda  en  juicio  en  otro  tiempo  sobrellas.»» 
No  presidió  la  misma  sabiduría  a  la  ordenanza  de  los  reyes 
don  Fernando  i  doña  Juana,  que  es  la  lei  O,  título  2.**,  libro 
3."*  de  la  Novísima^  donde  aquellos  príncipes,  por  una  ciega 
predilección  a  las  leyes  recien  promulgadas  por  ellos  en  la 
ciudad  de  Toro,  establecieron  una  regla  de  todo  punto  contra- 
ria a  la  precitada  del  código  de  Justiniano,  disponiendo  que 
se  juzgasen  por  ellas  aun  los  casos  i  negocios  que  hubiesen 
acaecido  i  pasado  antes  de  su  publicación,  salvo  cuando  las 
mismas  leyes  expresamente  declarasen  que  no  debían  exten- 
derse a  cosas  i  negocios  pasados:  lei  bárbara,  repugnante  a 
todo  principio  de  oíiuid.'id,  i  manifiestamente  derogada  por  el 
artículo  O  de  nuestro  Códi(¡o  Civ.il. 

Kl  artit'uUj  \'l  de  la  promuli^aciou  del  cüdi^"o  i^ru-siano  Ul- 
tras patentes  L'X[)L'didas  en  iJcrlin  el  1."  de  junio  do  ITÍil  ^^'-s 
notable:  t'Pur  lo  cjuu  toca  a  los  actos  tostanicntai'ios,  (¡uercnius 
que  todos  aquellos  (juc  sean  otoriz'ados  antes  del  1."  d(i  junio 
de  170i  sean  juzí^.ulos  sei^un  el  teni>r  de  las  antiguas  leves.. 
I  en  el  artículo  hS  de  la  introducción  del  mismo  códi;^o  si-.  i-s- 
tablece  por  punto  jeneral  que  las  nuevas  leyes  no  son  aplica- 
bles a  actos  o  hechos  anteriores. 

No  es  menos  ex])líeita  la  ordenanza  de  promulgación  del 
código  civil  austriaeo  íViena  1/^  de  junio  dtj  1<S11  :  uConio 
en  este  eódi.ao  liemos  ístahh  eido  el  [>rinei|>io  de  la  \\k}  retro- 
actividad  (le  las  lev.s,  n«>  se  le  ti  u.t  intiuen.'i.i  alguna  sc)l.»r«" 
i')<  acto-  auirii«.)re.-   al  «ha  en  <jU(.  (le]»e  liaeeioe  ejix-utori^),    r^- 
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que  estos  actos  consistan  en  obligaciones  sinalagmáticas,  o  en 
declaraciones  de  voluntad  que  el  declarante  hubiera  ix>dido 
altíTar  a  su  arbitrio  para  ponerlas  en  armonía  con  el  nuevo 
cixli^o. »  El  lejislador  se  pone  en  el  caso  preciso  de  doña  Juana 
María  IY»dro  Bueno.  Esta  señora  pudo  talvez  haber  hecho, 
después  do  la  promulgación  de  nuestro  cíxligo,  un  nuevo  tes- 
tamento observando  la  forma  que  en  el  código  se  prescribe; 
pero,  aun  cuando  el  intervalo  entre  la  promulgación  del  código 
i  la  muerto  de  la  testadora  no  se  hubiese  limitado  a  unos  po- 
cos meses,  como  sucalió,  aun  cuando  hubiese  durado  años, 
no  estaba  obligada  a  ello,  jMDrque  en  el  testamento  do  1855 
dejaba  estampada  su  voluntad  suprema,  como  si  en  realidad 
lo  hubiera  otorgado  en  1857  con  todas  las  solemnidades  que 
el  nuevo  código  establece. 

Acerca  de  la  retroactividad  de  las  leyes,  no  hai  en  el  Codujo 
Civil  francos  otra  disposición  que  la  del  artículo  2,  que  coin- 
cide con  el  9  del  nuestro;  pero  tenemos  para  llenar  esto  vacío 
la  aplicación  que  han  hecho  del  diclio  artículo  2  las  judicatu- 
ras francesas,  i  en  particular  la  suprema  autoridad  judicial 
de  Francia.  «Considerando,  dice  la  corte  de  casación  en  una 
especie  mencionada  a  la  larga  en  las  Cuestiones  de  derecho 
do  Merlin,  considerando,  por  lo  (¡ue  toca  a  la  forma  de  estos 
actos  (los  testamentos)  que  ellos  son  i  permanecen  regulares 
cuando  están  revestidos  de  todas  las  formalidades  prescritas 
por  las  leyes  que  al  momento  de  su  confección  rejian,  sin  em- 
bargo do  que  estas  formalidades  huyan  sido  posteriormente 
alteradas  o  modificadas  por  nuevas  leyes;  i  que  estas  leyes 
disponen  solo  para  el  porvenir  i  no  pueden  tener  efecto  retro- 
activo, según  el  artículo  2  del  título  preliminar  del  Código 
Civil;  no  ha  lugar  al  recurso. »  (Questions  de  droity  tomo 
8.®  pajina  319.)  Cítanse  jx^r  el  mismo  autor  (Répertoire^  V. 
effecls  relroactifsy  section  III,  S  V),  otras  decisiones  pronun- 
ciadas en  el  mismo  sentido  por  la  corto  de  casación  i  por  las 
cortes  de  Besanzon,  Turin,  Bruselas  i  Lioja. 

Largo  sería  dar  aquí  la  lista  de  los  jurisconsultos  eminentes 
que  han  proclamado  la  misma  doctrina.  Pero  me  parece  digna 
de  mención  especial  la  dtí  Paulo  dtí  Castro  ad  lerjem  20  C. 


rfe  testamentis:  «Si  hol,  dice,  »e  estatuyo  por  una  Wi,  que 
haya  ile  observarse  cierta  «olomnidad  en  Io8  testamentos,  no 
valdrán  de  otro  modo;  poro,  si  se  hubicpt-n  ya  otorgado  at(*u- 
nofi  sin  esa  solemnidad,  no  por  oso  dejarán  de  valer,  aunque 
di  testador  liaya  podido  hacer  oti'o  i  observarla,  ponjue  no  es 
obligado  a  ello. »  Ni  debo  jiasar  en  silencio  a)  profundo  i  filo- 
sófico Savigny,  que,  en  el  púrroro  388  de  su  Tralado  íI**  £>e- 
recho  Romano,  sienta,  como  principio  jeneral,  que  la  forma 
de  los  actos  jurídicos  debe  ajustarse  a  la  Ici  que  está  en  vigor 
a  la  época  de  su  otortramiento;  aobro  su  ^-alidez  no  tiene  la 
menor  inllnencia  una  leí  posterior,  sea  que  racilile  o  quo  ha- 
(fa  mas  dificil  la  forma:  principio  que  él  resume  en  estas  tres 
jialabras:  tempus  reyit  actum,  análog^ts  a  las  que  formulan 
el  derecho  territorial:  íocus  ivgil  actum. 

III 

Sv  prcfjunta,  en  tercer  lug-ar,  si  ¡tiendo  válido  el  testaniento 
de  doña  Juana  Maria,  subsisten  i  deben  llevarse  a  cumptij 
efecto  las  disi)Osiciones  contenidas  en  él. 

Alíjuiias  de  las  autoridades  que  dejo  citadas  extienden  i 
principio  de  no  retroactividad,  no  solo  a  la  forma,  sino  al  con- 
tenido del  testamento.  Pero  una  pragmática  prusiana  poste- 
rior a  la  citada  de  1794  lo  restrinje  a  la  forma;  i  aunque  asi 
no  fuera,  ninguna  autoridad,  ninguna  lejislacion  extranjera, 
puede  prevalecer  contra  las  disposiciones  expresas  de  nuestro 
código.  El  testamento  de  1855  vale,  según  he  dicho,  como  si 
hubiera  sido  otorgado  en  1857;  pero  no  puede  ser  de  mejor 
condición  que  loa  efectivamente  otorgados  después  de  la  pro- 
mulgación del  Código  Civil,  todos  los  cualea  están  sujetos  a 
la  acción  de  reforma  siempre  que  en  ellos  so  contravenga  de 
algún  modo  a  los  derechos  que  el  mismo  código  concede  a  los 
asignatarios  forzosos  (libro  3.",  titulo  6.',  párrafo  2."). 

Las  cuestiones  a  que  podria  dar  lugar  cada  disposición  del 
testamento  de  doña  Juana  María,  merecerían  una  considera- 
ción especial;  pero,  sí  esta  señora  ha  dejado  descendientes 
lejítimos,  como  creo  que  ha  sucedido,  estarían  reducidas  a 
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mili  estrechos  límites,  i  quiza  no  habría  nada  que  alterar  en 
su  testamento;  porque,  en  un  caso  de  esta  especie,  tienen  los 
testadores,  según  el  nuevo  código,  alguna  mas  libertad  que 
en  la  lejíslacion  anterior  para  disponer  de  sus  bienes;  i  es  de 
presumir  que  doña  Juana  María,  en  el  testamento  de  1855, 
haya  tenido  presentes  las  leyes  que  entonces  rcjian. 
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Para  absolver  las  varias  <íuc\stionos  (pío  y.c  jn^oponcn  relati- 
vas al  tostamonto  (lo  Colín  Mao  Konzio  (llamado  a(iai  oomuii- 
inenio,  i  en  el  t(\stímicnto,  Paulino  Mao  Ken/je),  natural  de 
Esoocia,  i  avecindado  muchos  años  en  Chile,  no  estará  de  mas 
hacer  ali^unas  observaciones  ((ue  justifiíiuon  mi  dictamen  sobre 
el  sentido  verdadero  de  sus  disposiciones  testamentarias. 

Tratándose  del  testamento  de  un  extranjero,  d(?bo  presupo- 
ner que  don  Paulino  Mac  Kenzic  no  ha  dado  a  conocer  sus 
disposiciones  por  medio  de  un  intcírprete  que  las  tradujese  del 
idioma  del  testador  al  habla  común  del  país,  para  que  así  las 
entendiesen  el  escribano  ¡  testiíjos;  porque  en  tal  caso  el  testa- 
mento adolecería  de  una  insanable  nulidad.  Mac  Kenzie  murií3 
bajo  el  imperio  del  Código  Civil ^  cuyo  artículo  1024  establece 
que,  cuando  el  testador  no  pueda  darse  a  entender  de  viva  voz, 
solo  podrá  otorgar  t(\stamento  c^Trado,  no  abierto  o  nuncupa- 
tivo,  como  el  de  Mac  Kenzie.  En  el  caso  presente,  el  tc\stador 
ha  debido  declarar  todas  i  cada  una  de  sus  disposiciones  en  el 
habla  común  del  país,  de  manera  que  le  oy(ísen  i  entendiesen 
el  escribano  i  testigos.  Toda  intervención  ajena,  aun  con  el 
objeto  de  explicar  la  mente  del  testador,  sustituyendo  a  las 
palabras  de  c^ste  otras  diferentes,  hubiera  viciado  el  acto.  El 
escribano  i  testigos  deben  formar  por  sí  mismos  su  juicio  sobre 
el  sentido  jenuino  do  lo  cjue  d¡c<;  el  tí^.stador;  i  sus  firmas  sig- 
nifií^an  que  la  redacción  suscrita  ix)r  ellos  e«stá  sustanoialmente 
conforme  con  laí^  palabras  (pu»  han  oído  i  entendido  de  la  Ixx^a 
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niisma  del  testador,  desatendiendo  de  todo  punto  las  vcr^ioiK-s 
i  comcntaríosoxtrañc».  Tales  son  la  letra  i  ospiritu,  no  solo  dul 
articulo  citado,  sino  de  otrus  vbtíoSj  como  el  1013  i  1017:  el 
1 002  es  particularmente  notaMe.  ' 

lie  creído  de  mi  dcbor  lomar  en  ííu  sentido  natural  las  p:ilu- 
hrosi  frases  del  testamento,  sin  iuti-oducir  ¡dea  al;j-una  que  no 
nazca  espontáneamente  de  ellas,  HoUrc  todo  cuando  en  «u  na- 
tural sentido  no  presentan  nada  de  absurdo;  i  aun  en  el  caso 
contrario  (que  parece  ocurrir  en  la  L-láuHula  a  que  se  refiere  la 
pupstion  octava),  he  procurado  colcjir  la  voluntad  del  testador 
por  inducciones  verowímiles  sin  hacei'  violencia  al  texto. 

F.\  articulo  1069  del  Código  preseribe  que,  sobro  todRs  las 
roglaa  legales  de  interpretación,  debe  prevalecer  la  voluntad 
del  testador  claramente  maniffstada;  pero  eata  manireslucion 
no  debe  buscarse  en  otra  parte,  que  en  el  testamento  miiimo;  i 
íii,  por  ejemplo,  se  tuviese  por  otra  parte  conocimiento  do 
hechos  de  que  se  infiriese  claramente  que  el  testador  no  había 
querido  excluir  de  la  sucesiun  a  tales  o  cuales  de  sus  parientes 
que  iKir  el  testamento  apareciesen  excluidos,  no  seria  licito 
atender  a  e.stos  hechos  para  apartarse  del  sentido  jenutno  de 
una  cláusula  testamentaria,  porque,  admitida  esta  práctica,  no 
habria  cláusula  testamentaria  que  no  pudiese  invalidarse  0.^^h 
alterarse  por  medio  de  informes  i  declaraciones  de  tCHtig'0-<;  l<yJ^B 
que  ya  se  ve  cuan  contrario  sería  al  espíritu,  letra  i  propósito 
de  nuestra  lejislacíon. 

Tampoco  nje  parece  que  seria  licito  motlíQcar  el  sentido  de 
una  disposición  que  no  envuelve  ningún  absurdo,  alejando 
que  no  se  concibe  qué  motivo  haya  tenido  el  testador  para  <Hc- 
titrla,  o  que  mas  bien  tuvo  motivo  para  dictar  una  disposición 
tliferenfe, 

CfESTION  I'niJIEHA 

«iTiene  ol  ejecutor  pleno  poder  por  el  testamento,  sin  auto- 
ridad alguna  derivada  de  los  parientes  de  Colin  Mac  Kenzie, 
para  convertir  en  dinero  los  bienes  del  testador  i  distribuirloa 
conforme  al  testamento?» 
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El  actual  estado  de  la  testamentaria,  seirun  lo  expuesto  por 
el  alhaeea  o  ejecutur  testamentario,  don  José  Brown,  es  el 
siguiente:  la  herencia  de  don  Paulino  se  halla  ahora  yacenlo^ 
por  no  haberla  aceptado  en  forma  ninguno  de  los  herederos;  i 
por  tanto,  su  tenencia  i  administración  pertenecen  al  cvraüor 
de  la  herencia  yacen  te ^  que,  en  conformidad  a  nuestras  leyes, 
fue  propuesto  por  el  ájente  consular  británico  en  Santiago,  i 
aceptado  por  juez  competente  (('6iiir¡o  Cioil.,  481,  482,  48)^. 
Aunque  el  albacea  tiene  materialmente  los  bienes,  es  bajo  la 
autoridad  i  con  dependencia  del  curador. 

Por  consiguiente,  el  albacea  no  tiene  por  sí  facultad  para 
hacer  inversión  alguna  que  no  le  haya  sido  específicamente  en- 
comendada por  el  testador;  ¡  en  el  caso  presente  no  le  ha  sido 
encomendada  ninguna.  No  tiene,  pues,  poder  para  realizar,  o 
convertir  en  dinero,  los  efectos  de  la  testamentaría  en  todo  o 
parto;  ¡  añado  que  el  curador  tampoco  lo  tiene,  sino  en  cuanto 
fuere  necesario  para  objetos  urjentes,  como  el  pago  de  deudas 
i  legados,  o  para  enajenar  efectos  corruptibles  o  expuestos  a 
deteriorarse.  La  facultad  de  convertir  los  efectos  de  la  testa- 
mentaría en  dinero  no  puede  venir,  sino  de  los  herederos  (¡ue 
hayan  aceptado  i  obtenido  la  poseí^ion  efectica  de  la  herencia. 
Solo  después  de  trascurridos  cuatro  años,  sin  que  alguno  de 
los  herederos  haya  obtenido  esta  posesión  efectiva,  puede  el 
curador  de  la  herencia  yacente  proceder  a  su  realización,  i  aun 
entonces  debe  hacerlo  con  las  formalidades  legales,  depositan- 
do el  producto  o  colocándolo  a  ínteres  con  las  debidas  seguri- 
dades (artículos  484,  688,  697,  número  3.®). 

CUESTIÓN  SKOI/ND-V 

<r¿Las  palabras  parientes  en  Escociaj  a  quienes  se  deja  una 
mitad  del  saldo  o  remanente,  significan  parientes  residentes 
en  Escocía  a  la  fecha  del  fallecimiento  del  difunto,  i  excluyen 
a  aquellos  parientes  que  entonces  residían  en  otros  países?» 

Las  palabras  jiarientes  en  Escocia  significan,  a  mi  juicio, 
])arientes  cuyo  domicilio  o  residencia  fija  era  en  Escocia  a  la 
fecha  del  testamento,  la  cual  en  el  caso  presente  coincide  i-on 
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la  ilel  fallecí  miento;  i  oxeluyen  a  aquellos  parientes  (¡uc  en  esa 
ípwa  estahaii  ilomiciliailos  en  otros  países.  La  palabra  en  de 
que  Bo  sirvo  el  testador  no  adrnitp  otro  seiitidc),  quo  cl  do 
rcsiflencia  fija  o  ilomicilio.  La  residencia  casunl  en  Cncocia  do 
un  pariente  que  tuviose  su  hogar  domestico  en  otra  parte,  no 
le  conferiria  dcreclw  alguno  a  la  a'iignacion  de  quo  se  trata; 
asi  como  la  cxinteneia  casual  fuera  do  Escocia  de  un  paríenlr: 
quo  tuviftse  su  ho^ar  o  residencia  Imbitual  en  Escocia,  no  I*- 
privaría  del  henePicio  de  esta  asignación.  Si  el  testamento 
dijera  de  Eücocin,  pudiera  de  al^an  modo  entemlerso  ((ue  In 
expresión  Cunipremlía  aun  a  los  parientes  establecidos  en  otra 
¡>arte,  romo  procedontea  do  una  estirpe  o  rama  escocesa;  peni, 
aim  en  tal  caso,  yo  estaría  por  la  exclusión.  No  es  prohahle 
que  dun  Paulino  ignorase  que  varios  do  sus  parientes  paternos 
i  maternos  liahian  salido  de  Escocía  para  ostaljlocerse  en  la 
AmiTíca  Britilnicft  i  en  otros  países,  habiéndose  efectuado  la  sali- 
iladealguMOH  de  cllus  muchos  años  antes  del  fallwimienti)  du 
don  Paulino.  Noaeliaco,  puos,  creíble  quo,  cuando  don  Paulino 
dietAba  las  pttIn1>raH  do  qu»  so  trata,  no  le  hubiese  ocurrido  la 
idea  de  que  podía  ti,?ner  parientes  ruiíra  de  Escocia.  Aun  cuan- 
do por  noticias  positiv.is  lo  hubiere  ignorado,  la  mera  posibi- 
lidad di;  esUs  emii^raüiones  tan  frecucjilcs  en  la  L-ran  Brotoñíi, 
bastaba;  i  ocurríéndolc  esta  idea,  no  pudo  desig^nar  a  sus  pa- 
rientes en  Escocia,  sino  con  el  ánimo  deliberado  do  excluir  a 
sus  parientes  domiciliados  fuera  de  Escocia.  Ademas,  para 
designar  a  todos  sus  parientes  dentro  i  fuera  de  Escocia,  bas- 
taba la  d&signacíon  jeneral  mis  parientes  sin  £ulitamento 
alguno.  ¿A  qué  fin  añadir  en  Escocia?  Ni  pue<Ie  decirse  que 
con  esc  aditamento  quiso  excluir  a  los  hijos  naturales  que 
acaso  tuviese  en  Cliilo,  porque  él  mismo  declara  en  bu  testa- 
mentó  que  no  los  tiene;  lo  cual,  aun  cuando  solo  signifícase  que 
no  los  reconoce,  era  suficiente  para  excluirlos  de  la  sucesión; 
i  aun  con  solo  pasarlos  en  silencio  habría  logrado  el  mismo 
objeto  fCóí/ígo,  270,  271,  272).  Fuera  de  que,  si  se  supone 
que  la  expresión  en  Escocia  tuvo  por  objeto  excluir  de  la  su- 
cesión a  los  hijos  naturales  residentes  en  Chile,  es  preciso 
atribuir  la  mismn  virtud  a  esas  palabras  para  excluir  a  cua- 


.M 
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lt».s(|uiera  otros  pariííiitos  (jiio,  rosidiondo  inora  <lo  Escocia,  pre- 
teníÜrson  sfir  comprííndidos  en  cd  llamanuiMdo. 

Por  lo  (lomas,  las  considoracioncs  prccc'dtMiUs  son  de  pura 
siipcrcToííacioii,  i  solo  tienen  el  objeto  de  satisfacer  a  ciertits 
dudas  quo  sobro  este  punto  he  oído,  por<|Uc  las  palabras  pa- 
riente}^ en  Eficacia,  en  su  sentido  natural  i  obvio,  deciden 

terin¡nanten>ont(.»  la  cuestión. 
« 

r.IKSTION  TKIICKHA 

«¿l^o  la  palabra  })arientes  deben  entenderse  parientes 
por  parte  de  padre  i  de  madre? n 

La  palal)ra  paricnlcí^,  en  materia  de  sucesión  no  amayo- 
razijada,  incluye  a  todos  los  consanguíneos  lojítimos,  que  lo 
sean  por  parte  d(»  padre  o  de  madre,  indistintamente. 

í'.lKSTION  r.UAHTA 

«¿Excluyen  los  parientes  de  jurado  mas  próximo  a  los  mas 
rcmotíjs;  por  ejemplo,  los  hijos  de  primos  del  testador  exclu- 
yen a  los  nietos  de  primos  did  testador;  o  hai  d(Techo  de  repre- 
sentación entre  parienti's,  de  manera  que  los  nietos  o  biznietos 
de  primos  teñeran  derecho  a  la  porción  a  que  su  difunto  padre  o 
madre,  o  abuelo  o  íd)uela  habrian  tenido  dentcho  ai  vivioson?» 

Nuestras  leyes  no  ivconocen  derecho  de  representación  en 
la  descendencia  do  los  primos.  Solo  admiten  ese  derecho  en  la 
(h'scendencia  lejítima  de  los  hijos  o  de  los  hermanos;  de  ma- 
nera que,  presentándose  a  la  sucesión,  ix)r  ejemplo,  dos  pri- 
mt)s  híTmanos,  i  los  hijos  o  nietos  de  un  tercer  primo  hermano, 
los  primos  hermanos  vivos  excluyen  compleUimente  de  la 
sucesión  a  la  descendencia  del  primo  hermano  difunto  (Código^ 
1)<S()'.  Esta  re^ifla  es  relativa  a  la  sucesión  ab  intestato.  Hasta 
(pié  punto  ten;;a  luyrar  en  la  sucesión  en  testamento,  a  quo 
pejlenece  el  (-aso  presente,  va  a  verse  lucuo. 

CrKSTION  Ol/INTA 

«¿Las  palabras  ¡)nrieuU'.<  en  Lscocin  sií^nifican  todos  los 
parientes  ((ue  puedan  probar  fmrentesco  con  el  tostador  por 
parl(í  del  padre  o  madre  de  óstei*» 


Prímerainenta,  excluyan  a  todos  kw  que  no-  sean  (»iiaiii« 
frutnecMi  lejttimos  del  teitadw,  i  Uaman  IndiatJntameDte  atodqd 
los  paneatos  paternos  o  maternos  del  testador;  pe^ro  tomandD' 
en  oonaideraoion  su  grado  de  parenteaoo  i  cu  dotmoiliOi.  Bz- 
oluyen,  por  ooiutguiente,  a  los  parientes  doaioiliadM  ft»rm  de 
Escocia,  según  se  hadioho.  En  segundo  lugar,  una  «dgnaoion 
testamentaria  a  los  parientes  as  entiende  hodbñ  a  loa  oon- 
sanguíneos  del  grado  mas  prdximo,  Rogun  el  orden  de  la 
sooeñon  ab  ínteatato,  salvo  que  haya  un  solo  pariente  del 
grado  mas  próximo,  puea  eiitónoes,  habida  consideración  a  la 
-  ^pluralidad  de  la  designación  testamentaria,  cancurron  cono! 
pariente  mas  próximo  todos  los  del  grado  inmediato  (Códiqo, 
1064). 

-  CUBSnON  SBXTA  ■ 

«Si  las  palabras  paríeníM  en  Escocia  signifícan  toda   \x  ' 
parentela  del  difunto,  por  remota  que  sea,  ¿tendrá  derecho  cada 
uno  do  esos  parientes  a  una  porción  igual  en  una  init»<1  d<>1 
saldo  o  remanente  de  su  testamentaria** 

Me  remito  a  la  cuestión  preoedrate;  i  añado  que  todo»  loq 
llamados  a  una  asignación  testamentaria  que  no  f^uceden  por 
derecho  de  representación,  dividen  «itre  si  la  cusa  asignada  J 
por  partes  iguales,  a  menos  que  la  leí  establezca  otra  división 
diferente  (Código,  985,  inciso  2.°).  Esta  regla  es  relativa  a  la 
sucesión  ab  miesíaío;  i  para  que  la  excepción  anunciada  ]Mr 
las  palabras  amenos  no  embarace  la  intelijencia  del  precepto 
legal,  conviene  saber  que  hai  casos  en  que  l03  llamados  a  su- 
ceder por  su  propio  derecho,  no  por  derecho  de  representación, 
no  suceden  por  cabezas,  esto  es,  no  toman  partes  iguales  en 
la  cosa  asignada;  por  ejemplo,  si  los  hermanos  del  testador 
son  llamados  a  sucedorle  en  cierta  porción  desús  bienes,  cada 
uno  de  los  hermanos  que  lo  sean  por  parte  de  padre  o  de  madre 
no  lleva  mas  que  la  mitad  de  la  cuota  de  cada  uno  de  loa  her- 
manos que  lo  sean  por  parte  de  padre  i  de  madre.  Pero,  a  nin- 
fTuno  de  estos  casos  excepcionales  pertenece  el  de  la  sucesión 
de  los  parientes.  Debemos,  pues,  prescindir  totalmente  de  la 
excoi>GÍon  indicada. 
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Aunque  la  lei  que  acabo  de  exponer  pertenece  a  la  sucesión 
afa  intestatOj  es  importantísima  para  el  caso  presente,  porqu© 
el  artículo  1064  del  Código  dispone,  como  liemos  visto  en  la 
cuestión  quinta,  qus  lo  que  se  deja  indeterminadamente  a  los 
parientes  se  entiende  dejado  a  los  consanguíneos  mas  próxi- 
mos, según  el  orden  de  la  sucesión  ab  tnleslato.  Añado  el 
mismo  artículo  que  tendrá  lugar  el  derecho  do  represen tíiciou 
en  conformidad  de  las  reglas  legales.  Estas  reglas  no  conceden 
fal  derecho,  sino  a  la  descendencia  lejítima  de  los  hijos  o  her- 
manos del  testador;  i  como  en  la  paítentela  de  don  Paulino 
Mac  Kenzie  no  hai  descendencia  de  hijos  o  hermanos  suyos, 
es  evidente  que  no  tiene  lugar  en  ella  el  derecho  de  represen- 
tación, i  quo,  por  consiguiente,  solo  es  aplicable  a  ella  el  incido 
2.®  del  artículo  985,  en  que  se  previene  que,  no  teniendo 
lugar  el  derecho  de  repi^esentacion,  so  divida  la  asignación 
por  cabc:as:  esta  es,  pues,  la  forma  de  división  que  corres- 
ponde a  los  parientes  de  don  Paulino  Mac  Kenzie  en  la  por- 
ción a  que  el  testamento  los  llama. 

Sin  embargo,  el  artículo  1064,  que  se  remite  al  orden  de  la 
sucesión  ab  inteslatOj  se  aparta  de  este  orden  en  un  punto 
importante:  Saíüo,  dice,  que  a  la  fecha  del  leslamento  /¿aya 
habido  un  solo  pariente  en  el  grado  mas  ¡próximo ^  pues 
entonces  se  entenderán  llamados  al  mismo  tiempo  los  del 
grado  inmediato.  Suponiendo,  pues,  que  en  el  caso  presente 
se  verifique  la  hipótesis  do  esta  excepción,  tanto  el  pariente 
del  grado  mas  próximo,  como  los  que  concurran  con  él,  deben 
suceder  por  cabezas,  según  la  disposición  jencral  del  inciso  2.^ 
del  artículo  985,  mencionado  arriba. 

CUKSTION    SÉPTIMA 

uDirijida  la  atención  del  abogado  a  las  Tablas  que  señal^m 
los  parientes  por  parte  de  padre  i  los  parientes  por  parte  do 
madre,  se  requiere  que  el  abogado  especifique  cuáles  de  los 
parientes  nombrados  en  las  Tablas  tienen  derecho  a  la  mitad 
del  saldo  remanente  de  la  propiedad  dividida  entre  ellos,  i  en 
qué  proporción  cada  pariente  nombrado  tiene  derecho  de  su- 
ceder. » 


V¡\ 
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Rti-j^n  !:is  Tablar,  uno  sulo  ilti  lu8  iiaricntcs  dul  tcstatlnr 
rwiidcitU^  (.-n  Bwtocia  so  halla  on  el  r^mdo  mas  prúxtmo,  us  a 
salxT,  el  revorendo  Fitrquliar  Mac  Ivcr,  primo  hermajiu  cid 
U'.sliulor,  cumo  nieto  del  aliuclú  materno  de  <.'ste.  Ana,  nieta 
Umbitíi)  dtíl  alíudo  niati'rny  dol  l<íi>Uidc>r,  no  se  halla  en  el 
n)Í»nio  üaKO  que  Fan]uhar,  ¡lOrquo,  í<Cí<(in  la  oxpoxicion  preli- 
minar, casó  CJM  Norman  Campbüll,  ahora  do  Nueva  York  i 
|iru»uniu  que,  sifínícnilo  el  Jumiuiliu  de  hu  marido,  no  debe 
contarse  entro  los  parientes  de!  testador  t'n  Escocia, 

(Juaiu  cdtru  loa  parientes  en  Escocia  hai  uno  solo  en  c!  tara- 
do mas  pró^into,  dvlK-n  concurrir  con  él  lo^  del  grado  inme- 
diato, ri'ítidonties  en  l<]8cucíu,  es  a  saber,  lus  siete  hijo»  de 
Catberíne,  niela  del  abui-lu  paterno  del  testador,  dcBÍgnittlus 
con  tinta  ruja  entro  la  deiicendoneia  tlu  tüclio  abuelo  pnlcrno. 
EmIon  üiete  individuos  rvsúlen,  seguti  I»  exposieion  preliminar, 
en  el  norte  de  E-fcocia. 

Son,  jitidH,  Ilam«d(M  a  una  mitad  dot  saldo  o  rcmancnlc,- 
HCi^uii  luH  pi-oinisas  aenUulas  en  las  cuostiunes  precedentes,  el 
i-evcuvndo  i'^arquiíar  Mac  Iver,  priino  hi^riiianu  dol  lestatlor  i 
lo»  citados  hicto  iniLividuo»,  bijos  deprima  hermana  del  mi»- 
nio.  C'i'mo  Ludoü  loa  oebu  iiiüíviduo»  enumerados  delicu  suce- 
der por  cílLic^íoíi,  segua  la  disposición  jencral  del  eltailu  iaeiiiu 
9.' did  arliculo  985,  se  slfiuc  (¡ue  tudoH  los  ocho  individuos 
enumerados  dividen  entre  sí  por  partos  iguales  una  mitad  del 
saldo  o  remanente. 


CUESTIÓN    OCTAVA 

«¿Tiene  el  ejecutor  pleno  [xtiler  por  si  mismo  jjara  determi- 
nar de  que  modo  ha  de  distribuirso  la  mitad  del  remanente  o 
saldo  de  la  testamentaría,  asignado  para  distribuir  on  limos- 
nas entre  lus  pobres  residentes  en  Escocia?» 

Según  el  articulo  1056,  inciso  linal,  loqueen  jencrul  ku 
dejare  a  los  jMibres  debe  aplicarse  a  los  do  la  parroquia  tlel 
testador.  Es  claro  que  esta  disi>osicion  no  tiene  cabida  en  e) 
caso  presente  por  dus  razones:  la  primera,  ponjue  la  asigna- 
ción no  es  a  lo.s  ¡lobrcs  en  joiicral,  sino  a  lo.s  iHjbres  rendentes 
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en  Kscocia;  i  la  sogiimla,  porque  v\  k'stador  al  ticinjx)  do  su 
fallecimiento  no  porUíiiccia  a  nint^una  parruquia  de  lísecKíia. 
Es  preciso,  pues,  para  deterininar  los  efectos  de  la  asi.Lrnacion 
atíüiernos  a  su  texto  literal.  Si  éste  se  entendiese  en  el  sentido 
de  una  distril)Ucion  de  mano  a  mano  a  cada  uno  de  los  pobres 
residentes  en  Kscocia,  las  miras  bcnéíieas  del  U^stador  queilarian 
completamente  frustradas,  ixjnfue  a  cada  uno  de  los  partícijKS 
tucaria  una  partícula,  p(;r  decirlo  así,  inlinitesimal,  que  en 
nada  mejoraría  su  condición  i  el  dinero  invertido  de  este  modo 
se  disiparía  i  pulverizaría  sin  la  menor  utilidad  sens¡bl<^ 
Añádanse  la  dificultad  déla  distribución;  la  imposibilidad  mo- 
ral de  conocer  a  todos  los  partícipes;  la  necesidad  de  av<.TÍguar 
si  resitlian  o  nó  en  líscocia  al  tiempo  del  fallecimiento  del  tes- 
tador (averiguación  difícil,  i  sin  embart^o,  inevitable,  supuesto 
que  una  residencia  iKjsteriur  no  conferia  derecho  al^vmo);  i  la 
diíicultad  asimismo  de  averit'uar  si  la  residencia  era  casual 
o  fija.  Si  alguno  de  los  pobres  residentes  en  Kscocia  al  tiempo 
del  fallecimiento  hubiese  muerto  antes  de  la  distribución, 
deberían  entrar  en  ésta  los  hijos  i  herederos  de  los  premuer- 
tos;  otra  averiguación  difícil  i  de  resultados  inciertos;  a  todo 
lo  cual  se  agrega  la  vaguedad  de  la  designación  ]}übrcí<j  sus- 
ceptible do  diferentes  grados  que  no  sería  fácil  definir  ni 
limitar.  iX'bemos,  pues,  rechazar  este  sentido  de  distribución 
individual  de  mano  a  mano,  porque  conduce  a  lo  im¡)Os¡ble  i  lo 
absurdo. 

Examinando  el  tenor  literal  de  la  asignación:  la  uira  mitad 
so  repartirá  cíí  liniftfinas  ¡)aralospohrcs  residentes  en  Es- 
cocia ^  observaré  que  en  el  texto  ingles  de  la  cuestión  octava, 
se  dice  relativamente  a  la  segunda  mitad  del  remanente, 
appoiitted  lo  be  distributed  amomj  the  })(}or  residcnt  in 
Scotland;  lo  cual  no  es  una  versión  exacta  del  orijinal,  i)or- 
que  aman  (I  no  significa  propiamente  j^ara,  que  es  la  palabra 
(pie  le  corresjjonde  en  el  testamento,  i  s(;  traduciría  mejor,  a 
mi  juicio,  por  la  palabra  inglesii  for.  Sea  de  esto  lo  (pie  fueiv, 
naturalmente  ocurre  (pie,  si  el  testador  hubiese  ¡K-nsadoím  una 
distribución  indi udu.d  ile  m.ino  a  mano,  no  hubiera  dicho />¿i/ a, 
sino  'í  o  f'nlre  lu<  //o/í/cn.  /Ví/ví  es  propiamente  el  lin  o  término 


tíi>iJectJi.os  juuluicus 

a  (¡ue  BB  encamiiia  una  acción.  Pensó,  puea,  di  tcatador  ea  e) 

butieDcio  que  íle  la  iliütnbiiciün  habría  de  r^ultar  a  los  po- 
bres, aunque  tío  se  hiciese  i u mediatamente  a  olios.  Pero," 
¿cómo  pCKlrian  llevarse  a  fecto  las  miras  benéOcaa  del  tcstadüT, 
no  liubiendo  él  inilicailo  la  forma  ele  la  distribución? 

La  que  parece  que  se  acercaría  mas  a  las  miras  del  tcsta<lor, 
sería  considerar  a  los  pobres  de  IDscocia  colectívajnentc,  como 
un  gremio,  o  persona  mora],  instituida  heredero  en  la  mitad 
de  los  bieiu'S  [([aa,  deducidos  los  legados  i  demás  ti&Tgan  tes- 
tamentarias, es  la  mitad  del  suido  o  remanente),  porque,  Hegun 
los  artículos  951,  inciso  2.°,  i  9ri4,  la  asignación  de  que  &c 
trata  es  una  institución  de  heredero.  Lo  mas  llano  seria,  pues, 
que  el  curador  de  la  herencia  yacente  notiOcase  al  principal 
ájente  diplomático  o  consular  de  su  majestad  británica  en 
Sautiagc,  la  «tisposicion  testnmentaria  do  que  so  trata,  para 
que,  si  su  majeritiul  lo  tuviese  a  bien,  el  representiuite  de  su 
majestad  u  otro  apoderado  especial  obtuviese  del  juez  la  per- 
cepción i  entre^ra;  hecha  lo  cual,  se  sirviese  su  majestad  man- 
dar distribuir  el  dinero  entre  las  instituciones  i  fundacionc!) 
de  Escocia  que  tengan  por  objeto  el  socorro  de  los  necesitados, 
o  diese  a  este  dinero  la  inversión  que  su  majestad  creyeao  nia.s 
conforme  a  la  intención  caritativa  del  testador. 

De  este  modo,  nu  se  baria  ninguna  violencia  a  la  letra  del 
testamento.  Se  llenaría  solamente  un  vacio  por  medio  de 
una  autoridad  tutelar  competente,  i  la  mas  calificada,  la  mas 
digna  de  conQanza,  la  mas  a  propósito  para  allanar  dificulta- 
des, que  de  otra  manera  surjirian  en  perjuicio  de!  heredero. 
El  medio  que  pro]>ongo  es  análogo  al  indicado  para  un  caso 
algo  semejante  en  el  articulo  1056,  inciso  3.*,  de  nuestro  Có~ 
digo  Civil. 


UNA  CUESTIÓN 


RELATIVA  AL  EKEGTO  RETROACTIVO  DE  LAS  LEYES 


A  los  principios  desarrollados  por  el  señor  don  Eujenio  Ver- 
gara  en  sus  luminosos  i  eruditos  discursos  sobre  la  retroacti- 
vidad  de  las  leyes,  publicados  en  la  Revista  de  ciencias  i 
letras  (pajina  193)  i  en  los  Anales  de  la  Universidad  del 
presente  año  (pajina  204)  adherimos  sin  dificultad  con  solo 
una  o  dos  excepciones,  que  nos  parecen  de  alguna  importancia. 
La  primera,  i  la  que  principalmente  nos  ocupará,  es  relativa 
a  la  interpretación  de  la  leí  7,  titulo  22,*  libro  4.**  del  Fuero 
7íeaZ,  i  de  la  lei  1 1  de  7'o)'0. 

El  señor  Vergara  cree  que  la  lei  7  determina  la  forma  en 
que  debia  hacerse  el  reconocimiento  de  los  hijos  ilejitimos 
para  que  éstos  adquiriesen  el  estado  de  hijos  naturales.  Yo 
miro  esta  lei  bajo  un  punto  de  vista  diverso.  No  se  trata  allí, 
a  mi  juicio,  del  reconocimiento  de  un  hijo  ilejítimo,  sino  do 
recebirle  por  fijo^  esto  es,  do  lejitimarlo  por  medio  de  la 
adopción^  tomándose  esta  palabra  en  el  sentido  del  derecho 
romano  i  de  la  palabra  sinónima  porfijamiento  en  el  código 
de  las  Partidas, 

Es  preciso  presuponer  que  desdo  la  dominación  romana 

*  El   texto  del  señor  Vergara  dice  *21;  variedad  que  proviene  del 
diferente  orden  que  se  ha  dado  a  los  títulos  del  libro  4.o  en  la  edición 
de  la  Real  Academia  do  la  Historia.  Yo  síí:jo  el  orden  do  la  edición 
de  Montalvo»  Madrid    1781,  que  creo  ser  la  recibida  en  el  foro, 
opúsc.  63 


«M 


hasta  la  promulgación  del  Fuero  Real,  i  por  a1g:un  tiempo 
despaes,  era  oonociiía  en  Castilla  la  b&rragania  con  la»  mis- 
'  mas  condiciones  i  requisitos  qae  el  concubinato  de  los  roma- 
nos, i  que,  dados  dichos  requisitos  i  condiciones,  los  hijos 
procreados  en  esta  especie  do  unión  eran  reputados  naturales, 
i  en  esta  virtud  gozaban  de  ciertas  aptitudea  i  derecha*)  sin 
necesidad  de  un  reconocimiento  expreso  de  los  padres.  Proba- 
da la  barraganía  por  notoriedad  o  por  cualesquiera  medios 
fehacientes,  entraba  el  hijo  de  barragana  o  et  hijo  natural  (que 
eran  expresiones  sinónimas)  en  et  goce  de  los  derechos  que  en 
ciertas  circunstancias  te  conferian  las  leyes. 

He  dicho  que  en  la  citada  lei  7  no  se  trata  del  reconoci- 
■miento  de  un  hijo  natural,  sino  de  su  adopción  o  porlíjamícn- 
to  con  el  objeto  de  lejitimarle,  i  esto  es  de  lo  que  no  deja  duda 
todo  el  contenido  del  título  22,  libro  i.",  del  Fuero  Real,  que 
tiene  por  epígrafe:  De  los  que  son  recebidos  por  fijos.  Que 
recebir  por  fijos  es  adoptar,  lo  manifiestan  las  dispoíitciones 
de  las  cinco  primeras  leyes,  que  exijen  para  este  acto  casi  las 
mismas  circunstancias  i  requisitos  que  el  derecho  roixa 
prescribía  para  la  adopción.  En  estas  cinco  primeras  leyes, 
ae  dice  nada  sobre  la  forma  del  acto,  que  es  et  asunto  de  ^  , 
leyes  6  i  7.  En  éstas,  el  lejislador  distingue  dos  casos:  on  d 
de  la  lei  G,  se  trata  de  la  adopción  de  una  persona  que  no  es 
hijo  natural  del  adoptante,  miéntraa  que  en  la  leí  7,  se  trata 
de  la  adopción  de  un  hijo  natural.  No  hai  ningún  motivo  de 
creer  que  el  lejislador  hubiese  querido  usar  en  la  lei  7  la  fra- 
se recebir  por  fijo  en  diversü  sentido  que  en  todas  las  otras 
leyes  del  título;  antes  bien,  me  parece  que  en  buena  lójica 
debe  estaree  a  lo  contrario.  Las  leyes  6  i  7  indican  con  bas- 
tante claridad  que  en  ellas  se  trata  de  dos  actos  de  una  misma 
especie,  que  solo  difieren  en  una  relación  particular  entre  el 
adoptado  i  el  adoptante.  Asi  es  que  termina  la  lei  6  diciendo: 
i  otto  entendamos  de  los  fijos  que  no  son  naturales  i  son 
recebidos  por  fijos,  que  es  como  si  dijera:  la  fórmula  prece- 
dente se  aplica  a  los  que  no  son  hijos  naturales  i  son  adopta- 
dos, al  paso  que  la  lei  7  concluye  diciendo:  i  esto  se  entiende 
de  los  fijos  naturales,  esto  os,  de  los  hijos  naturales  do* 
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adoptante.  No  me  parece  dudoso  que  estas  dos  cláusulas  jene- 
rales  se  ilustran  i  determinan  una  a  otra,  i  que  en  ambas  se 
trata  de  una  verdadera  adopción. 

Pero  ¿qué  motivo,  se  dirá,  pudo  influir  en  el  lejislador  para 
establecer  esta  diferencia  do  fórmula?  Ni  puede  ser  mas  claro: 
la  adopción  del  hijo  natural  lo  confiere  el  notabilísimo  efecto 
do  trasmitir  a  él  la  hidalguía  del  padre:  i  fijo  que  así  fuere 
recebido  haya  honra  de  fidalgo  si  su  padre  fuere  fidalgo. 
Concurriendo  el  vínculo  de  sangre  con  el  de  la  lei,  adquiría  el 
hijo  adoptivo  la  calidad  del  padre,  no  de  otro  modo.  Así  era,  a 
lo  menos  antes  de  la  promulgación  de  las  Partidas,  que,  como 
se  sabe,  fueron  publicadas  i  mandadas  observar  en  las  cortes  de 
Alcalá  de  Henares,  el  año  de  1348.  La  lei  1.',  títuloll,  Partida 
7.*  parece  haber  introducido  una  novedad  en  esto  punto,  pues 
declarando  que  desafiar  pertenece  señaladamente  a  los  fijos- 
dalgo,  e  non  a  los  otros  omes^  añade  por  incidencia:  FijO" 
dalgo  es  aquel  que  es  nacido  de  padre  que  es  fidalgo^  quier 
lo  sea  la  madre,  quier  non,  solo  que  sea  su  mujer  velada, 
o  amiga  que  tenga  conocidamente  por  suya.  Según  esta 
última  frase,  el  hijo  natural  o  hijo  do  barragana  heredaba  la 
hidalguía  del  padre.  Pero  ¿deberá  prevalecer  esta  declaración 
incidental  sobre  otras  leyes  do  Partida,  quo  disponen  de  pro- 
pósito terminantemente  lo  contrario?  La  lei  2,  título  13,  Par^ 
tida  4."  dice  que:  Honra  con  mui  grand  pro  viene  a  los 
fijos  en  ser  lejítimos,  ca  han  por  ende  las  honras  de  sus 
padres.  Asimismo  la  lei  3,  título  15  de  la  misma  Partida: 
Daño  mui  grande  viene  a  los  fijos  por  non  ser  lejilimos: 
primeramente  que  non  han  las  honras  de  los  jmdres. 
Con  lo  cual  concuerda  la  lei  4  del  mismo  título,  en  que  se 
establece  quo  los  hijos  de  barragana  lejitimados  son  dende 
adelante  lejitimos,  e  han  todas  las  honras  e  las  proes  que 
han  los  fijos  que  no  son  de  casamiento  derecho.  Para  con- 
ciliar estas  leyes  con  la  1.'  del  título  1 1,  Partida  7.',  es  na- 
tural suponer  que  en  esta  úUima  no  se  confiere  la  hidalguía 
al  hijo  de  barragana,  sino  para  quo  le  sea  lícito  desafiar,  que 
es  de  lo  que  principalmente  allí  se  trató. 

Volviendo  a  l<i  interpretación  do  la  lei  7,  observaremos  que 


la  fórmula  prescrita  en  ella  no  es  aplicable  a  la  mujer  que 
traUtSfl  do  reconocer  a  un  liijo  natural  suyo.  Aceptando,  pac*, 
)a  interpretación  del  señor  \'ergara,  quedaría  un  notable  vacio 
en  la  leí  7,  Por  el  contrarío,  aceptando  mi  interpretación,  se 
veriu  que  la  fórmula  dú  la  Ici  7  está  en  armonía  con  lo  dis- 
puesto en  la  lei  4  del  mismo  titulo,  en  que,  por  regla  jeneral, 
se  niega  a  la  mujer  la  facultad  de  adoptar,  ei  no  es  por  man- 
dato u  otro  otorgamiento  del  reí,  en  cuyo  caso  es  evidente  quo 
no  habría  necesidad  de  mas  solemnidad  que  oete  mismo  man- 
dato u  otorgamiento,  llai  otro  caso  excepcional  en  quo  por  la 
misma  lei  se  concede  a  la  mujer  la  facultad  de  adoptar,  es  al 
Raber,  cuando  lia  perdido  un  liijo  en  sorvicío  del  reí,  ¡  es  pro-i 
bable  que  entonces  la  mujer,  para  ejercer  este  acto  válídamente,- 
tendria  solo  necesidad  de  probar  lus  circunstanciasen  queso 
hubiese  verificado  la  pérdida  del  hijo. 

La  k'i  5,  titulo  0.°,  libro  3."  del  mismo  Fuero  establece  que; 
Totlo  homo  que  no  /luíiícro  fijoi  ile  bendición  e  quisiere 
rccchir  a  alguno  por  pjo  e  key'ednrle  en  sm  bienes,  puédalo 
facer;  G  sí  por  svenlura.  después  hobiere  fijos  de  bendición, 
hereden  gIIos  g  no  aquél  que  recibió  por  fijo.  I  como  hu- 
biese poditlo  dudarse  si  se  comprendían  en  esta  regla  los  hijos 
naturales  adoptados  que  por  el  doble  vinculo  que  los  unía 
con  el  padre  gozaban  de  ciertos  privílejios,  para  obviar  esta 
duda,  la  decide  negativamente  el  lejislador  añadiendo:  i  esto 
?nismo  sea  por  ei  fijo  de  ¡abarragana  que  fué  recebido  por 
fijo,  e  por  heredero. 

Comparando  esta  lei  con  aquélla  de  que  principalmente  trata- 
mos, se  ve  que  el  Fuero  Real  establece  dos  modos  de  Icjitimat 
cion  para  el  hijo  de  barragana:  el  uno  era  un  acto  do  adopción 
entre  vivos,  i  el  otro  un  acto  testamentario,  en  que  al  mismo 
tiempo  que  se  recibe  por  hijo,  esto  es,  adopta  i  lejitima  al  hijo 
natural,  se  le  instituye  heredero  i  se  le  deja  una  parte  de  los 
bienes.  De  esta  manera,  las  dos  leyes  o  i  7  están  en  evidente 
armonía  entre  sí,  i  se  completan  i  explican  con  la  maj-or 
claridad. 

Observaremos  de  paso  la  conformidad  de  la  lei  4,  título  15, 
I^Hrlida  i,"  con  las  disposiciones  del  Fuero  Rea!,  en  cuanto 
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aquélla  dispone  que  los  hijos  de  barragana  lejitimados  hayan 
todas  las  honras  i  las  pvoes  que  han  los  hijos  que  nacen  de 
casamientos  derechos. 

Me  parece  probado  que  con  la  expresión  este  es  mi  fijo 
que  he  de  tal  mujer  designa  lalei  7  al  hijo  de  barragana,  que 
era  el  que  propiamente  so  llamaba  hijo  natural,  el  cual  goza- 
ba indisputablemente  de  un  estado  legal,  que  podía  sin  duda 
ser  puesto  al  abrigo  de  toda  disputa  por  una  declaración  del 
padre,  pero  que  existia  sin  ella.  Por  consiguiente,  la  fórmula 
de  la  lei  7  debia  significar  algo  mas  que  esta  simple  declara- 
ción. Ella,  en  efecto,  lejitimaba  al  hijo,  le  habilitaba,  como 
se  ha  dicho,  para  suceder  en  la  hidalguía  del  padre. 

Otra  reflexión  me  sujiere  la  expresada  lei  7:  ella  dispone 
que,  si  aquél  que  ha  recibido  por  hijo  a  un  hijo  natural  en  la 
forma  que  ella  prescribe  muriese  sin  testamento,  le  suceda 
ese  hijo  en  todos  sus  bienes  (no  habiendo  descendientes  loj ¡ti- 
mos) i  si  quisiere  testar  lo  haga  sin  perjuicio  del  hijo  recibido 
en  dicha  forma:  e  si  manda  quisiere  facer  fágala  sin  empes- 
cimiento  de  aquel  fijo  que  asi  recebió.  La  edición  de  la  Real 
Academia  de  la  Historia,  dice  empiezo  en  lugar  de  empesci- 
m,ientOj  que  significa  lo  mismo,  porque  una  i  otra  palabra  se 
derivan  de  empezar  y  o  eynj^ecer,  que  valia  tanto  como  parar 
perjuicios  o  daños.  Por  donde  se  ve  que  el  hijo  asi  recibido 
era  desde  entonces  heredero  forzoso  (a  falta  de  herederos  lejí- 
timos),  i  por  consiguiente,  hijo  lej  ¡timado. 

Debo  también  tomarse  en  consideración  la  glosa  de  Mon tal  vo 
a  las  palabras  cuando  ante  el  rei  de  la  lei  6  del  mismo  título 
22,  que  dice  así:  Nota  formam  adoptionis,  qualiter  ot  coram 
quo  fiet  adoptio,  lo  que  me  parece  enteramente  aplicable  a  la 
fórmula  de  la  lei  7,  que  sigue  inmediatamente.  Tampoco  es 
de  despreciar  la  glosa  de  esta  última  lei  a  las  palabras  quien 
quisiere  con  que  ella  principia,  donde  se  establece  quo  el  hijo 
lejitimado  en  conformidad  a  la  lei  7  recae  bajo  la  patria  potes- 
tad; todo  lo  cual  convence  el  concepto  en  que  se  ha  tomado 
hace  siglos  la  disposición  de  dicha  lei.  Creo  que  entre  nosotros 
se  habia  formado  el  mismo  concepto  hasta  una  época  harto  re- 
ciente, i  que,  cuando  nuestros  tribunales  fallaban  sobre  el 
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uno  expreso  i  el  otro  tácito,  deducidos  del  consorcio  do  barra* 
gañía,  bastando  cualquiera  de  los  dos  para  dar  a  la  prolo  la 
calidad  de  hijo  natural;  pero  me  atrevo  a  decir  que  este  con- 
cepto se  funda  en  una  interpretación  errónea  de  las  palabras 
déla  lei  que  textualmente  son  estas:  puesto  que  no  haya  teni- 
do la,  mujer  en  su  casa,  ni  sea  una  sola.  El  señor  Vorgara  da 
a  la  frase  puesto  que  el  sentido  de  siempre  que^  mientras  que 
yo  la  entiendo  en  el  sentido  de  aunque  o  sin  embargo  de  que. 
No  hai  duda  de  que  el  uso  moderno  justifíca  hasta  cierto  punto 
Ja  interpretación  del  señor  Vergara;  pero  el  uso  antiguo  do  la 
lengua  se  opone  a  ella.  Así  es  que  Antonio  Gómez  traduce  la 
frase  por  guamuís,  i  Llamas  la  expone  por  el  adverbio  aun- 
que. I  aun  no  es  enteramente  exacto  califícar  de  ambigua  esta 
acepción,  pues  en  la  última  edición  del  D¿cc¿07ia?'¿o  do  la  Real 
Academia  Española,  ella  es  la  primera  con  que  se  explica  el 
modo  adverbial  puesto  que. 

Como  la  lei  de  Toro  no  prescribe  ninguna  forma  especial 
de  reconocimiento,  ni  creo  que  otra  alguna  lo  haga,  pues  la  del 
Fuero  Real  que  se  cita,  es  enteramente  ajena  de  la  materia, 
sigúese  que  el  estado  de  hijo  natural  constituido  antes  de  la 
promulgación  de  nuestro  Código  Civil^  pudo  i  puede  pro- 
barse por  cualesquiera  medios  fehacientes,  salvo  en  cuanto 
nuevas  leyes  directa  o  indirectamente  limiten  esta  facultad 
en  la  ordenación  de  la  litis.  No  se  podría,  por  ejemplo, 
según  lo  concibo,  aducir  prueba  al^runa  que  contraviniese  a  lo 
dispuesto  en  el  articulo  283  del  Código  Civil]  i  aun  creo  que 
podrían  fíjarse  los  medios  de  prueba  admisibles,  con  exclusión 
de  cualesquiera  otros,  providencia  que  se  hace  talvez  necesaria 
por  la  excesiva  vaguedad  de  la  lei  de  Toro  en  lo  tocante  al 
reconocimiento  paterno. 

El  hijo  natural  reconocido  por  su  padre  según  las  antiguas 
leyes  antes  do  la  promulgación  del  Código  Cioil^  entró  desde 
entonces  en  posesión  de  un  estado  que  por  ninguna  lei  poste- 
rior podia  ya  arrebatársele;  a  menos  que  el  lejislador  hubiese 
juzgado  conveniente  dar  a  esa  lei  un  efecto  retroactivo,  expre- 
sándolo así.  La  filiación  natural  constituida  de  esta  manera, 
subsistió,  pues,  no  obstante  la  promulgación  de  la  nueva  lei 
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Hí  aquí  el  raciocinio  del  señor  Vcrgara:  las  nuevas  leyes 
puíxlen  mollificar  los  efectos  que  en  adelante  produzca  un  estado 
ailquírirlo  o  subordinar  el  ^<jce  de  ellos  acondiciones  que  antes 
no  existían.  Nadie,  dice,  tacharía  de  retroactiva  una  lei  que,  de- 
jando al  hijo  lejítímo  en  posesión  de  su  estado,  le  privase,  sin 
eml/argo,  ílel  título  de  lejitimario  o  heredero  forzoso  de  sus  pa- 
dre». K«tos  efectos  futuros,  dependientes  del  goce  de  un  estado, 
no  constituyen  sino  simples  expectativas,  que  el  lejislador  puede 
destruir  a  modificar  sin  necesidad  de  que  atribuya  a  sus  dis- 
I>osí<;¡ones  una  retroactividad  expresa.  De  este  modo,  aunque 
un  hijo  ii.'ilural  n-í-onociílo  en  forma  Ija.stante  secriin  la  anti- 
^nia  I<'i,  \)('rij  (h'Mi-'iiniUt  o  incompleta  s»jLriin  la  nueva,  contim'ia 
en  po^í '^ion  de  su  e^sta-lo,  c<»n  el  L'^oce  de  las  relaciones  de  fa- 
mdi.i  í('ií*  ya  liabia  ad((iiindo,  no  pudra,  con  todo,  aspirar  a  la 
j)art.i(i])acion  de  d(.*reclios  que  una  lei  posterior  deliera  a  los 
de,  su  clase,  siííinjjre  qu(í  exija  para  ello  nuevas  condiciones 
(pie  no  reuncí  en  sí  mismo.  Tal  hijo  no  tendría  nada  que  opo- 
n(T  a  semejante  resultado,  pues  los  derechos  de  que  se  trata 
aun  no  le  p(írten(?cian;  solo  existían  para  él  en  calidad  de  meras 
esperanzas,  las  cuales  podían  desvanecerse  a  causa  de  mil 
accidentes.  Si  en  estas  circunstancias  aparece  una  nueva  lei 
an¡(piil;ind()las  completamente  o  imponiendo  nuevas  condicio- 
nes j)ar;i  llc^^-ar  a  ,Lr<»/arlas,  nadie  podría  quejarse  con  justicia 
lie  (pie  se  le  arrebataban  derechos  adquiridos. 

Ilai  ciertamente  bastante  plausibilidad  en  esas  consíderacio- 
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nos,  pero  me  ocurren  algunos  escrúpulos  para  darles  un  com- 
pleto asenso.  No  encuentro  suficiente  motivo  para  admitir 
que,  en  virtud  de  la  promulgación  del  Código  Cünl,  hayan  de 
existir  en  Chile  dos  especies  de  hijos  naturales:  los  unos  des- 
tituidos de  todo  derecho  i  reducidos,  por  consiguiente,  a  una 
completa  nulidad,  en  que  solo  conservarian  el  nombro  vano 
de  hijos  naturales,  sin  efecto  alguno  práctico;  i  los  otros  pro- 
vistos de  varios  e  importantes  derechos.  Porque  si,  como 
piensa  el  señor  Vergara,  la  forma  del  reconocimiento  prescrita 
por  la  nueva  lei  es  una  condición  indispensable  para  el  goce 
de  los  derechos  hereditarios  que  la  nueva  lei  asigna  a  los  hijos 
naturales,  lo  es  también  para  el  goce  de  todos  los  otros  dere- 
chos i  para  la  existencia  de  todas  las  obligaciones  que  la 
nueva  lei  confiere  o  impone  a  los  hijos  naturales;  de  que  se 
seguiría  que  los  reconocidos  en  la  forma  do  la  lei  antigua  que- 
darían degradados  a  la  clase  do  los  simplemente  ilejítimos,  i 
despojados  completamente  del  estado  do  hijos  naturales  que 
Ijabian  adquirido  antes  de  promulgarse  el  Código  Civil,  Es 
cierto  que  el  lejislador  puede  destruir  o  modificar  las  expecta- 
tivas anexas  a  un  estado  adquirido.  Pero  ¿por  qué  no  se  dirá 
que  puede  también  abrir,  para  el  que  esté  en  posesión  de  un 
estado,  expectativas  nuevas?  ¿Por  ventura,  la  nueva  lei  puede 
solo  obrar  desfavorablemente  sobre  los  estados  antes  de  ella 
adquiridos  i  no  le  es  dado  mejorarlos?  ¿Puede  sobro  todo  anu- 
larlos completamente  bajo  todo  punto  de  vista  práctico?  Por 
otra  parte,  ¿no  es  ir  demasiado  lejos  dar  el  carácter  de  una 
condición  sirte  qua  non  a  la  forma  del  reconocimiento  pres- 
crita por  la  nueva  lei? 

Observaré  también  que  los  jurisconsultos  franceses,  a  cuya 
opinión  parece  adherirse  el  señor  Vergara  en  esta  parte,  re- 
conocen que  el  estado  de  las  personas,  una  vez  que  se  haya 
adquirido  en  conformidad  ala  lei,  crea  un  derecho  tan  per- 
fecto en  favor  de  las  personas  que  se  hallan  en  posesión  de  él, 
que  una  nueva  lei  no  podría  destruirlo,  a  menos  que  el  lejis- 
lador le  diese  expresamente  este  efecto  retroactivo.  El  esta- 
do de  hijo  natural  adquirido  en  conformidad  a  la  antigua  lei, 
se  halla  manifiestamente  en  este  caso.  El  Código  Civil  pudo 
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i  modificar  sus  expectativas,  pudo  ampliarlas  o  restrinj irlas; 

j  pero  destruir  el  estado  no  pudo,  salvo  en  el  caso  excepcional 

de  una  ret reactividad  expresa,  que  no  aparece  en  el  Código. 
Las  precedentes  consideraciones  me  hacen  vacilar  en  admi- 
tir la  doctrina  del  señor  Vergara  relativa  a  los  derechos  que 
comi>etan  bajo  el  imperio  del  Código  Civil  al  hijo  natural  que 
adquirió  su  estado  en  conformidad  a  la  antigua  lei.  Yo  me 
inclino  mas  bien  a  pensar  que,  bajo  el  imperio  del  Código 
forman  una  clase  idéntica,  i  gozan  do  unos  mismos  derechos 
los  hijos  naturales  reconocidos  por  auto  autentico,  según  las 
prescripciones  del  Código  i  los  que  fueron  reconocidos  por 
cualesquiera  medios  en  conformidad  a  la  lei  que  al  tiempo 
del  reconocimiento  rejia.  Esto  parece  lo  mas  equitativo;  i  al 
mismo  tiempo  lo  mas  en  armonía  con  los  principios  jenerales 
establecidos  de  un  modo  tan  luminoso  por  el  mismo  ilustrado 
escritor. 


índice 


Pájin» 

Introducción v 

Proemio  dol  derecho  romano x 

Discusión  sobro  el  proyecto  ds  lei  acerca  del  modo  de  fundar 

las  sentencias xxxiii 

Informe  sobre  el  propccto  de  lei  par  exvincular   Jos  bienes 

amayorazgados •    .  LXil 

Discusión  sobre  este  mismo  proyecto LXiil 

Informe  sobre  el  proyecto  de  lei  para  establecer  poblaciones 

en  los  puertos xcix 

Discusión  sobre  la  leí  de  pesos  i  medidas civ 

Publicidad  do  los  juicios i 

Medidas  contra  la  criminalidad 9 

Proyecto  de  reglamento  de  administración  de  justicia,  presen- 
tado por  la  corte  do  apelaciones  el  I.»  de  marzo  de  1 83 1.  23 

Codificación  del  derecho  civil 35 

Código  de  comercio 39 

Establecimientos  de  confinación  para  los  delincuentes  ...  43 

Código 57 

Organizíicion  de  tribunales 65 

Administración  de  justicia.  Examen  del  proyecto  presentado 

al  consejo  de  estado  por  don  Mariano  de  Egaña  ...  89 

Escribanos 173 

Indultos 191 

Responsabilidad  de  los  jueces  de  primera  instancia  ....  195 

Observancia  de  la  lei 201 

Reforma  judicial 211 

Independencia  del  poder  judicial 217 

Administración  de  justicia 221 


a  lutibii*-    .  -     .      -     , 

rnatiOD»  le^c" - 

La  lübmneitra  ,-_,--...     ■ 

I^-Ji.la.!.»!. 

KfCCTuU'l  dn  IuhJt  !■»  «eateBCi— 

í^acfuma  de  perwmas  qae  han  pencado  en  tui  nbno  Mxmte- 
cimento 

M<>jqr;i«(l<-  lrn:in  I  iJdinUí : 

Crinti'íM  yidtCíial  úp  El  M'^rcuño     - 

UontroTmu  entra  itia  Mlgovl  María  Gg¿nMs  i  don  Andras 
Bello  ooD  iD'iUiro  do  Us  óbtvniuwnaa  tpte  et  priiwn» 
hini  a  vATim  arUniloa  d«l  Proffecla  lát  OtWiifo  Citil 
HUira  d-  b  samvion  por  auw  d«  mvctle).  qoe  mí  esU- 
Im  (KiblícaBdDcn  Kl  vlnucanu. 

Ki  pmtdlo  ambnlanM 

í^  oIcnlMla  di'  M-iuin-  ...  

IhpotocaK  i  pñviWjin*     ... 

Archivo  jcnnral.     .... 

Dorcchiis  do  ftularri .... 

Modo  de  acordnr  las  sentencia*  .    .  ....  . 

PrcIndoB  de  crodlton.     ....  

I'l'c-iiiiliul'i  il''l  ■.■.■>diiru  eúil  ... 

Jm  locación  do  iíi>r^' icios  i  el  mandato 

Valor  do  uü  ti^^umenta  otorgado  áatos  de  la  promulgncion 
del  GÓdi^  tivil 

Interpretación  de  lia  lesUiaonto 

relativH  al  efecto  retroactivo  de  la.s  loyea .     .     . 


swí 


Stanford 


3  tíos  013  3fil  1,57 


s^ 


I 


mm 


m 


.1 
I 


ÉMMfeiÜtti 


w 
o» 


o» 

Í5 


O 

O 


i    ' 


■    X     '    — 


I 


sr 


09 
«O 

en 


